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PRÓLOGO 


El derecho sindical forma parte del derecho colectivo del trabajo y está 
referido a la conducta organizativa de los trabajadores para alcanzar la me- 
jor defensa de sus intereses, propiedades individuales y colectivas adquiri- 
das y ejercicio de los poderes legitimados de clase, en la sociedad constitui- 
da a partir de un Estado democrático. 


Hemos seguido el método de interpretación histórica de los institutos 
en análisis, desarrollando los mismos a partir de un enfoque temporal, re- 
conociendo la experiencia histórica para definirlos en la aplicación real que 
de los mismos se hace en el presente. 


Se aborda los institutos dándoles un tratamiento dialéctico y sistemáti- 
co. Se los pone a prueba y se toma posición en torno alos principales debates 
que ellos generan, proyectando conclusiones para el futuro. 


Se parte del sindicato, como principal protagonista de los conflictos la- 
borales, entre ellos la huelga. 


Siendo la conflictividad social el dato referencial y básico de esta rama 
de la ciencia jurídica, se enfrenta al derecho asociativo de los trabajadores, 
como una forma de la organización necesaria. 


Esta obra, en consecuencia, aborda uno de los tres pilares sobre los que 
se afirma el derecho colectivo del trabajo, y está relacionada en el pensa- 
miento del autor, con otros dos libros de su autoría, Derecho de huelga y 
Derecho de la negociación colectiva, que integran la misma colección. 


Las tres obras conforman una unidad y tratan de constituir un coheren- 
te desarrollo articulado de una forma de entender una disciplina compleja, 
nueva, cargada de contradicciones, que está referida a los poderes con que 
cuentan los sectores más humildes de la sociedad, pero también los más 
dinámicos. 


Profundizan en el área de las relaciones colectivas del trabajo, los con- 
ceptos que desarrollara anteriormente el autor en su obra “Reforma Labo- 
ral. Análisis crítico. Aportes para una teoría general del derecho del trabajo 
en la crisis” (1). 


(1) Obra del autor que publicara la Editorial La Ley en diciembre del 2001. 
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Es así que el sindicato, en relación directa con la huelga y la negociación 
colectiva, sirven para revelar la presencia y rol del asalariado y la cuestión 
social y su metamorfosis, en la civilización del tercer milenio. De estigma- 
tizar las prácticas de dominación social que se le imponen a los trabajado- 
res y de reivindicar los magros poderes legitimados que fueron alcanzado a 
partir de sus luchas. 


Hemos puesto particular énfasis en tener presente a los derechos sin- 
dicales de los trabajadores como el objeto principal de protección, estudio 
y crítica. Tratamos de desarticular falsas oposiciones entre esos derechos 
colectivos de los trabajadores y los detentados por las organizaciones sin- 
dicales constituidas para hacerlos efectivos, cuidándonos de no incurrir en 
las desviaciones de la doctrina organicista, que contribuyera al desarrollo 
de una pesada estructura tecnoburocrática. 


Esta segunda edición está actualizada con referencia a la rica jurispru- 
dencia y doctrina del último lustro (2004/2009), en el que se advierten cam- 
bios importantes que alcanzan al modelo sindical imperante y tradicional, 
nutrida en el desarrollo de las vías de amparo sindical, las normas antidis- 
criminatorias y el derecho internacional del trabajo. 
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CAPITULO 1 


INTRODUCCIÓN HISTÓRICA 


SUMARIO: 1. Las asociaciones de trabajadores en la historia. — 2. El Edicto 
de Turgot. — 3. La Revolución Francesa y la Ley Le Chapelier. — 4. Los gre- 
mios en la colonia. — 5. Lo peligroso del asociacionismo obrero. — 6. La se- 
gunda revolución industrial y el urbanismo. — 7. El sindicalismo en Argenti- 
na. — 8. Del mutualismo al sindicalismo. — 9. La filial argentina de la A.I.T. 
y las sociedades de resistencia. — 10. La libertad sindical y la toma de con- 
ciencia de lo colectivo. — 11. Las organizaciones sindicales entre 1880 y 1890. 
— 12. El acto del 1? de mayo de 1890. — 13. La primera central sindical. — 14. 
La escisión socialista. Creación de la UGT. — 15. IV” Congreso de FOA. — 16. 
La ley 4144 de residencia.— 17. La creación de la CORA. — 18. La ley 7029 de 
defensa social. — 19. 1912: V” y IX” Congresos de FORA y CORA.— 20. La di- 
visión de la FORA en 1915. — 21. La corriente sindicalista.— 22. El desarrollo 
institucional del sindicalismo.— 23. El sindicato moderno.— 24. Ambito en 
el que acciona. Su contexto.— 25. La crisis del sindicalismo. 


1. LaS ASOCIACIONES DE TRABAJADORES EN LA HISTORIA 


Desde muy antiguo los trabajadores han tratado de organizarse bajo 
formas gremiales. 


El ejercicio delos poderes asociativos del hombre, procuró con el gremio 
un mínimo de libertades consentidas socialmente, que fueron alcanzadas 
especialmente por ciertos artesanos libres. Aun en la más remota antigúe- 
dad. 


La organización profesional de la producción a partir de la defensa del 
oficio, llegó incluso excepcionalmente a penetrar la organización del traba- 
jo esclavista. 


Pero las débiles organizaciones gremiales que se exhiben en las asocia- 
ciones por oficios de los esclavos, si bien se las puede constatar hasta los 
fines de la esclavitud, no revisten la importancia que alcanzaron cuando los 
trabajadores eran artesanos libres. 


Y el artesanado libre se transformó en proletariado, sólo cuando suplan- 
tó al esclavismo. 
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Debemos entonces reconocer que, independientemente de las formas 
de organización que se les daba en las sociedades primitivas a las profesio- 
nes, el derecho y el poder asociativo requiere un grado de libertad relativa 
en los trabajadores, que comienza a tomar vigor sólo cuando el esclavismo 
empieza a desaparecer. 


Las asociaciones que interesan al derecho sindical, son aquellas que se 
transforman en nichos en la sociedad, donde el individuo se refugia en de- 
fensa de su libertad. Y ellas comienzan a tener sentido como instrumentos 
de liberación social bien entrada la era moderna. Epoca en la que el escla- 
vismo cede su importancia en la economía. 


El sindicato resulta heredero del proceso histórico quesuperalas formas 
estatutarias de la apropiación del trabajo humano (esclavismo, servilismo, 
gremialismo medieval). Responderá a las requisitorias de la libre contrata- 
ción del trabajo y de la economía que ella engendra. 


Precisemos entonces, que la última gran potencia esclavista, que es- 
tructuró buena parte del desarrollo de la economía a partir de esta forma 
apropiativa primaria del trabajo humano, fue E.E.U.U. En 1810, en su territo- 
rio, había un millón de esclavos. En 1850 pasaban de tres millones y cuando 
estalló la guerra civil alcanzaban a los cuatro millones. 


En Francia se abolió la esclavitud por la Convención en 1794. Gran Bre- 
taña prohibió el tráfico de esclavos en 1807 y la esclavitud en 1832. En Espa- 
ña recién se suprime el tráfico de esclavos en 1865. Y en Brasil en 1871 (1). 


En Argentina, la Primera Junta, en el año 1811, suprimió la mita, la enco- 
miúenda, el yanaconazgo y los servicios personales, formas de la producción 
colonial en las que el trabajo de los americanos nativos era apropiado con la 
carga del adoctrinamiento religioso, que alcanzaron niveles de explotación 
peores que los del esclavismo (2). 


La Asamblea del año XIII decreta la libertad de vientres y proscribe la 
introducción de esclavos al país. Los esclavos desaparecen paulatinamen- 
te a partir de entonces. Acelerándose este proceso con la incorporación 
de los mismos a los ejércitos libertadores patrios, como forma de manu- 
misión con que las familias que los poseían hacían una contribución de 
sangre al reclutamiento de las fuerzas revolucionarias. Las infanterías pa- 
trias les sirvieron para ello, y ellos ganaron su libertad, liberando medio 
continente. La libertad definitiva de los esclavos sólo llegaría con la Cons- 
titución Nacional en el año 1853, con su art. 15: “En la Nación Argentina no 
hay esclavos, los pocos que hoy existen quedan libres desde la jura de esta 


(1) Véase: COLE, G.G.H.: Introducción a la Historia Económica, Fondo de Cultura Econó- 
Mica, México, 1957. 
(2) En 1810 Hidalgo había suprimido el tributo y San Martín lo deroga en Lima en 1821. 
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Constitución y una ley especial reglamentará la indemnización que dé lugar 
esta declaración” (3). 


Recién cuando desaparecen en el escenario internacional y nacional las 
formas estatutarias de la apropiación del trabajo, es que el sindicato se hace 
protagonista de la cuestión social. Gran cuestionador del capitalismo. 


En este encuadramiento social y legal aparece el sindicato de la era mo- 
derna, tal como lo conocemos hoy, pero sus raíces, en cuanto expresión de 
prácticas asociativas de los trabajadores, son de antigua data. 


Pese a que el asocianismo de los trabajadores alcanza importancia den- 
tro de la sociedad en fechas recientes, se debe tener en cuenta como ante- 
cedente, que durante milenios, procurando alcanzar estadios de protección 
donde refugiarse escapando a la esclavitud, los trabajadores construyeron 
formas asociativas. Por eso es que a estas prácticas asociativas del hombre, 
referidas al ejercicio de las profesiones, se las encuentra aun en las civiliza- 
ciones más antiguas. 


Dos razones convergen para que estos tipos de asociaciones sean objeto 
de interés para el derecho, aun en las culturas remotas (4). 


Una responde al interés de los integrantes de las distintas categorías 
profesionales de protegerse y alcanzar seguridad, mediante la afiliación a 
una asociación que les permita fijar reglas en las prácticas del trabajo co- 
mún. Entre esas reglas estaba la de determinar la remuneración. 


La otra hace directamente al ejercicio del poder público por el Estado. 
Tiende a regular la producción de bienes y servicios en las actividades que 
interesaban esencialmente al funcionamiento de la sociedad y al propio po- 
der público. Hace al control y gobierno de las mismas. Aquí, la asociación 
interesa como objeto de las prácticas de gobierno y directamente como ins- 
trumento regulador de la apropiación del trabajo por parte de los poderes 
constituidos. 


En la civilización griega se advierte la presencia de las etairidas o etai- 
pinas y “eranos” (constituían formas asociativas de las mujeres que comer- 
ciaban con el amor). En su seno se cumplía la formación profesional, impli- 
cando en ello cultivar las artes. Con el tiempo se fueextendiendo el sentido 
del término a toda forma de sociedad secreta o literaria. Los eranos corres- 
pondían a diversas clases de trabajadores, que se unían en ayuda mutua y 
religiosa. 


(3) Luis A. DESPONTÍN registra que los esclavos que quedaban eran unos 3.000, En De- 
recho del Trabajo. Constitucionalismo Social, Imprenta de la Universidad de Córdoba, 1957, 
p.111. 

(4) Se citan formas organizativas de determinadas profesiones en el antiguo Egipto. En es- 
pecial de albañiles, que protagonizan en época de Ramsés, una prolongada huelga en protesta 
por la mala alimentación con que los remuneraba el estado. En épocas de Solón, en Grecia, se 
agremia la gente de teatro, agrupando también a los esclavos, en defensa de su profesión. 
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Despontín comenta que estas organizaciones no tenían fines profesio- 
nales. Pensamos sin embargo que ello no era así. Creemos que cumplían la 
función de organizar las profesiones en una rígida organización estatutaria 
de la sociedad, a partir de prácticas religiosas. 


En Atenas, una ley de Solón permitía a los colegios y etairas formalizar 
sus reglamentos libremente, con la condición de que no violaran las leyes 
del estado. Con ella se regulaban las primeras formas de gobierno de cate- 
gorías profesionales. Una de ellas fue la de los barqueros. 


Advertimos y a en Grecia la relación implícita entrelas normas de origen 
autónomo que una categoría profesional se auto impone y las propias del 
poder público (fuente heterónoma de origen estatal). 


La ley de Solón fue mantenida por Gayo en el Digesto, estas corporacio- 
nes profesionales florecieron en el imperio romano y se debilitaron recién 
con la caída de éste. Se llamaban “solidatates” y “collegias”. 


Según Plutarco, Numa Pompilio fundó ocho colegios. Los de músicos, 
auxiliares del culto, carpinteros, tintoreros, zapateros, curtidores, cobreros 
y alfareros. 


Durante la República los “collegia” surgen espontáneamente y se llama- 
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ban “sodalitates”, “sodalicia”, “factionis”. Los había de carácter religioso y 
profesionales. 


Son reconocidas en la constitución promulgada por Servio Tulio (su rei- 
nado es del 578 al 534 a.C.), que tuviera vigencia hasta el 241 antes de Cristo. 
En el Censo practicado por ese rey romano, figuraban los “tibicines” (músi- 
cos auxiliares del culto); los “aurifices” (joyeros); los “fabri aerarii”, forjado- 
res de cobres; los “figuli” (alfareros). Tenían carácter público o privado, pero 
éstos últimos podían existir únicamente a partir de la autorización pública, 
alcanzando atribuciones y el poder de gobernar a la categoría profesional. 


La Ley Julia (67 a 64 a.C.) declara a los colegios ilegales y ordena su di- 
solución. 


Con el imperio se organizan, pero con severo control y necesidad de 
contar con autorización para actuar. 


Trajano (98 a 117 d.C.), en su gobierno, otorga a los obreros libres la liber- 
tad de asociarse. 


Debe tenerse en cuenta que estas organizaciones sociales servían a 
distintos fines, respondían a uniformar desde la religión el ejercicio de las 
profesiones, debiendo responderlos colegiados a fuertes vínculos religiosos 
y de parentesco. La profesión se heredaba y también se constituía en una 
carga pública. 


Esto es claramente visible en Egipto, donde la organización gremial de 
los artesanos libres se hacía mediante corporaciones que solían auto gober- 
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narse en un mismo barrio y a partir de un jefe, debiendo pagar impuestos 
por ejercer la actividad desempeñada. 


Con lá incorporación a las organizaciones gremiales de este tipo, se 
cumplía la carga de trabajar y contribuir impositivamente al Estado, cuyo 
poder era detentado por el faraón y la clase militar y religiosa. 


Así nadie, excepto estas clases dominantes, vivía sin trabajar en Alejan- 
dría, y el bajorinde de los esclavos era sustituido con la mejor producción de 
los artesanos libres. Pero como las condiciones de vida alcanzadas por éstos 
eran muy duras, se solían producir revueltas sociales y huelgas que tenían 
directa relación con las prestaciones laborales, eran claramente profesio- 
nales, políticas y alcanzaban a ser rebeliones que tenían que ser reprimidas 
salvajemente (5). 


La caída del imperio romano coloca a toda esta estructura social en una 
crisis, que también se extiende a la vigencia de los estatutos que responden 
a las formas primarias de organización gremial alcanzadas. 


Las corporaciones gremiales renacen luego de un prolongado período 
de la historia medieval, a partir del siglo XII, acompañando el fenómeno del 
arte gótico y la construcción de las catedrales. Relacionándose con el desa- 
rrollo de la economía urbana en que se producían estas obras. 


Los gremios que florecieron con el urbanismo y abrevaron en órdenes 
religiosas como las del cister y benedictinas, en la acumulación de poder 
para sus miembros, maestros burgueses, secularizaron la acción política a 
partir de perfeccionar una red de mandatos y terminaron por poner en duda 
todo dogma. 


Más tarde cobran gran brillo en la República de Florencia, en laqueuna 
burguesía comercial de tenderos, a partir de hacerse fuertes en el comercio 
internacional de las telas y de descubrirla importancia de conseguir ganan- 
cias a partir de agregar valor a lo producido por otros, afirmó la autonomía 
de la ciudad Estado, abrevó en el arte y la política del helenismo, para termi- 
nar secularizando el derecho público y al mismo tiempo que se construía 
un pujante y poderoso orden económico en el que veintiún gremios, afir- 
maron un modelo de sociedad distinta, a partir de mecanismos de repre- 
sentación (6). 


El corporativismo gremial fue el resorte profundo que activó al Renaci- 
miento y éste, a su vez, el anticipo genial y desencadenante de una moder- 
nidad que siguió por la huella que le había abierto. 


(5) Para el estudio dela evolución histórica de los institutos que culminan en el sindicato como 
institución, es conveniente la lectura de Guillerrnmo CABANELLAS, en su obra Derecho sindical y cor- 
porativo, Editorial Atalaya, Buenos Aires, 1946. También Luis A. DESPONTÍN, en Derecho del Tra- 
bajo. Constitucionalismo Social, Imprenta de la Universidad Nacional de Córdoba, 1957. 

(6) Véase George RENARD, comunero de París que en el exilio, escribiera esa magnífica 
crónica que es su Historia del trabajo en Florencia, Editorial Heliasta, Buenos Aires, 1980. 
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Miguel Angel, como un agremiado más se hizo constructor e ingeniero 
de las murallas florentinas y Maquiavelo, matriculado en el gremio de los 
viñateros, secretario de la República, sentó las bases del derecho político 
actual. 


Un nuevo y poderoso sujeto apareció como protagonista de la historia 
y el derecho, y se trató de la asociación que servía a los fines de una clase 
emergente, la burguesía. 


El gremio medieval se constituyó en un sujeto ficcional distinto, que 
permitió alos burgueses, desde la práctica del comercio y la organización de 
la producción de bienes y servicios, supervivir y crecer, en ese ámbito hostil 
de poderes establecidos, propios de las monarquías, los señores feudales y 
las iglesias. 


Se los dejó subsistir porque respondiendo al postulado de la eficiencia, 
se constituyeron en los animadores de la economía. 


Los tenderos burgueses del Arti di Calimala, comenzaron vendiendo 
telas, pero terminaron siendo los banqueros de los poderes constituidos, 
incluso del papado. En el camino construyeron el derecho comercial que 
ahora conocemos, con su letra de cambios, los papeles de comercio, las so- 
ciedades que permiten limitar la responsabilidad de los socios a la consti- 
tución de un patrimonio determinado de afectación, el derecho bancario 
y las nuevas formas de impuestos. Dibujaron las prácticas del poder finan- 
ciero internacional. Crearon al mercado como nuevo dios de culto de la 
modernidad y monopolizaron o jugaron a la libertad de comercio, según 
les sirviera a sus fines expansivos, tantas veces como lo necesitaron para 


acumular poder. 5 


No por ello dejaron de practicar la crueldad del poder autoritario, en re- 
lación al disciplinamiento del trabajo. El tintorero florentino que no cum- 
plía con las reglas era expulsado del gremio y la ciudad y si no pagaba las 
multas que se le imponían, sele cortaban las manos. 


Fueron los gremios los que escaparon al orden divino, para desencade- 
nar por medio de las revoluciones liberales, en un nuevo orden político, en 
el que el cambio del soberano le costó las vidas a los monarcas Carlos I de 
Inglaterra y Luis XVI en Francia, y paradójicamente, en el ejercicio de la eco- 
nomía libre, terminaron desde el nuevo poder burgués, provocando su pro- 
pio cuestionamiento y persecución (Edicto de Turgot para la tardía versión 
del monarquismo ilustrado ejercido por un fisiócrata y Ley Le Chapelier, 
desde el jacobinismo revolucionario y liberal). Pero en realidad, la burgue- 
sía no estaba luchando contra sus organizaciones, sino reemplazándolas. 
Ya no necesitaba de gremios, sino de sociedades anónimas. A laboralistas y 
comercialistas les resulta extraño y les molesta que se recuerde este origen 
común que tienen el sindicato y las sociedades comerciales. 


Mientras la minería y la siderurgia se llevaban a cabo sin necesidad de 
grandes aportes de capital, las asociaciones obreras llegaron a cumplir en 
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estas actividades un rol importante y cuantitativamente mayoritario. Hasta 
el siglo XVI, las grandes empresas ferríferas empleaban a una veintena de 
trabajadores. También eran reducidos los planteles de explotación carboní- 
fera y los dedicados a los metales preciosos. 


Pero al producirse lo que algunos autores llaman la primera revolución 
industrial (alrededor de 1520), el auge de la minería y la metalurgia es una 
de las causas del debilitamiento de esas formas asociativas, reductos que 
sirvieron para democratizar el trabajo. 


John Nef describe: “En el principado de Lieja, alrededor de 1520, las so- 
ciedades de trabajadores independientes formadas por mineros del carbón 
habían sucumbido casi por completo ante las pequeñas empresas capita- 
listas, cuya propiedad y manejo estaba en manos de comerciantes urbanos. 
Más al oeste, en los alrededores de Mons, donde también se había extraído ' 
y vendido carbón durante siglos, la desintegración de la sociedad de traba- 
jadores bajo el impacto de las fuerzas financieras similares estaba produ- 
ciéndose” (7). 


Mientras existieron, estas formas asociativas asumieron muchas ve- 
ces la organización gremial, donde el maestro, el compañero y el aprendiz, 
cumplían sus roles. 


En el derecho germano de la edad media, las corporaciones se estruc- 
turan como guildas, donde el culto común de la religión y la defensa de la 
profesión, producen diferencias entre ellas, según predominen los intereses 
religiosos, la defensa de los intereses comerciales de los mercaderes o el in- 
terés profesional de los artesanos (8). 


En España, nos enseña Cabanellas, los gremios llegaron a tener atri- 
buciones judiciales, organizando los antecedentes obligados de nuestros 
actuales tribunales del trabajo. Sostiene que llevaron a cabo “las primeras 
reglamentaciones del trabajo y de la industria, de las cuales aparecen nu- 
merosos acuerdos adoptados en las Cortes de Toro, Burgos, Valladolid, Ara- 
gón, Cataluña, entre otras. Y cita a Uña Sathou, para quien el ordenamiento 
de Menestrales de Pedro, El Cruel, que data de 1351, es el prototipo de la 
legislación social contemporánea. 


Barcelona llegó a tener 45 gremios, siendo de ellos el primero que con- 
siguió su Ordenanza, el de Plateros en 1381. En Madrid existió la Compañía 
de los Cinco Gremios Mayores, iniciada en 1679, y formada por mercaderes 
de tejidos, sedas, plata y oro, mercería, especiería, droguería, paños, joyería 
y lienzos (9). 


(7) Véase NEE John: La conquista del mundo material, Paidós, Buenos Aires, 1969, p. 39. 

(8) Las guildas aparecen en Inglaterra aproximadamente en el año 1100 y son de tejedo- 
res. 

(9) Véase CABANELLAS, Guillermo: Derecho sindical y corporativo, Editorial Atalaya, Bue- 
nos Aires, 1946, p. 40. 
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En épocas de la conquista de América, la España imperial que se ponía 
de espaldas a la modernidad, el gremialismo tambiéntuvo lugar. 


En las colonias, el gremialismo tuvo sus espacios de poder en las econo- 
mía urbanas. En la Santa María de los Buenos Aires, refugio de contraban- 
distas y comerciantes afines, patio trasero de la riqueza que escapaba del 
cerro de Potosí y abastecedora tramposa de mano de obra esclavista para la 
economía doméstica local, para Chile y para el Alto Perú, los gremios tuvie- 
ron su espacio de libertad limitada y el burócrata colonial siempre trató de 
consolidar su poder gobernando el control de las profesiones. 


Mientras España cultivó el orden autoritario en su versión vetusta, la 
agremiación era una imposición del monarca, útil para gobernar las rela- 
ciones laborales productivas, con control absoluto de las profesiones. 


La organización gremial corresponde a formas asociativas de protec- 
ción para los trabajadores, que enajenan su trabajo fuera de las prácticas 
esclavistas y las propias de la servidumbre. 


Así como la servidumbre implicaba una forma de esclavitud atenuada, 
el trabajo en los gremios correspondió a una organización que pugnaba por 
liberar al trabajador de la servidumbre. Pero no dejaba de mantener en su 
funcionamiento interior una férrea estructura apropiativa del trabajo, sos- 
tenida a partir de la dominación de los trabajadores. 


El colegiado o agremiado, estaba sujeto a su oficio como el esclavo a la 
cadena, al decir de Martín Saint-León. Y la condición se heredaba, no sólo 
por vínculos de sangre, sino también por transmisión de bienes a herederos 


adoptivos. : 


Pero esta dura situación soportada por los trabajadores, le daba, por 
contrapartida, un grado de pertenencia a una organización productiva 
aceptada por la sociedad, cuando en la misma sobrevivían las formas de la 
esclavitud y el servilismo. 


Estar afiliado al gremio significaba no ser esclavo o siervo, a mérito de 
integrar una comunidad que reconocía formas primarias de autogobierno 
y hasta posible ascenso social. Era una forma de alcanzar cierto nivel de se- 
guridad social relacionado con un estado. También era una forma de iden- 
tidad. 


El juzgamiento que podemos hacer, desde la perspectiva del análisis 
histórico del gremio, no puede olvidar que su existencia era contemporánea 
a la del tránsito entre la esclavitud y el servilismo, y el trabajador luchaba 
por su espacio existencial, escapando de las otras condiciones. 


George Renard, sostenía, sobre ese tránsito de condiciones del traba- 
jador que va de la esclavitud al servilismo: “Por una parte los esclavos han 
sido rescatados, o bien los ha liberado una persona caritativa, o su dueño 
moribundo y deseoso de abrirse las puertas del paraíso; pero no han obteni- 
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do una completa libertad, han quedado sometidos a variadas obligaciones 
respecto del propietario. El nombre de “siervo” queda, pero toma otro senti- 
do. Es el interés del dueño por tener, en lugar de un esclavo voluntariamente 
perezoso y siempre dispuesto a huir, un trabajador que, en cambio de una 
semilibertad personal y de un pedazo de tierra que le son concedidos, está 
obligado a prestar servicios regularmente. Esos servicios pueden ser agrí- 
colas o industriales. Los siervos, para darles el nombre que les quedó, están 
atados al suelo que cultivan o al oficio que ejercen. No pueden dejarlo más: 
por una convención tácita detentan, a perpetuidad, sus medios de vivir y los 
instrumentos del trabajo. En tanto que los esclavos se elevan, así, los hom- 
bres libres son rebajados. “Villanos libres', como se los llamaba, se transfor- 
man en 'colonos' que para vivir, para estar protegidos, se han puesto bajo la 
protección de un gran propietario: han consentido, de grado o por fuerza, a 
cuidar la tierra por'su mano... Muy semejantes así a los siervos, esos hom- 
bres se han unido a ellos mediante matrimonio. Después, esos elementos 
diversos y desiguales, han acabado casi por confundirse, y llegó un tiempo 
en que los villanos, ocupando una posición intermedia entre la esclavitud y 
la libertad han formado mayoría” (10). 


En la edad media renacen las guildas y los gremios, alcanzando mani- 
festaciones de gran desarrollo, en especial, cuando organizan la defensa 
profesional de los comerciantes. Así se estructuran y alcanzan el gobierno 
de ligas de ciudades, con el Hansa, un modelo de corporación comercial, 
También en las corporaciones florentinas y enclavándose en las organiza- 
ciones comunales, como estructuras propias de la economía urbana. 


Protagonizan lo que se ha llamado la “revolución comunal”, organizan- 
do alos villanos contra el poder de los señores feudales. Son instituciones 
sociales profundamente relacionadas con la economía urbana. 


Esto se puede constatar durante la edad media en el mundo bizantino, 
el mundo musulmán y el mundo cristiano de Occidente. En los tres, se iden- 
tifica con sus respectivas economías urbanas. 


Así, los gremios, las cofradías, las guildas, constituyeron formas corpo- 
rativas de la asociación de productores y comerciantes. 


Desde la antigijedad, y en especial en el medioevo, el gremio tiene una 
profunda carga religiosa. Ello es particularmente notorio en el gremio espa- 
ñol. Existían bajo la advocación de un santo patrono, como forma para mo- 
nopolizar la producción en determinados oficios. El gremio de los plateros, 
para dar un ejemplo, tenía por patrono a San Eloy, era de origen Catalán y 
databa de 1381. 


Enlospaíses donde la organización del trabajo sentó sus basesenla vida 
comunal, el artesanado fue estructurando formas asociativas que guarda- 


(10) Véase George RENARD, en Historia del trabajo en Florencia. Editorial Heliasta, Bue- 
nos Aires, 1980. 
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ban grandes similitudes. Organizaciones como la “compagnonnage” en 
Francia, la “fratenllanze” en Italia, o la “bruderschaften” en Alemania, ex- 
presan este fenómeno asociativo referido a la organización y apropiación 
del trabajo, que brindaba a los trabajadores un espacio distinto que el del 
estatuto de la esclavitud o del servilismo. 


Pero además, se comienza a llevar la lucha reivindicativa al seno mis- 
mo de los gremios corporativos y las guildas. En esas luchas, los compañe- 
ros enfrentaban sus intereses con los de los maestros, que ya se encontra- 
ban integrados a la nueva clase en ascenso, la burguesía. La apropiación 
del trabajo también se producía dentro de los gremios, generaba las lógicas 
contradicciones y provocaba nuevas formas asociativas. Las asociaciones 
de oficiales trabajadores (“compagnonnages”), eran cofradías de resisten- 
cia. Organizaciones clandestinas donde además de las funciones de socorro 
mutuo de compañeros y de formación profesional, se advertía la lucha por el 
empleo en la colocación de personal y la reivindicación salarial. 


Los gremios, las corporaciones y las guildas, que fueron inicialmente 
protegidas, controladas y auspiciadas por el poder público, con el desarrollo 
de la revolución industrial, se tornarían en enemigas de una burguesía que 
se hacía poderosa, sentando las bases del capitalismo moderno a partir de la 
libre contratación y apropiación del trabajo. Los maestros dejaron de tener 
en sus instituciones tradicionales el instrumento apropiado para las nuevas 
épocas y su condición burguesa los transmutó en apropiadores, que nece- 
sitarían de la libertad de contratación, por imperio del desarrollo histórico 
de la economía. 


2. EL EDICTO DE TURGOT 


En febrero de 1776, el Ministro de Finanzas de Francia durante el rei- 
nado de Luis XVI, Anne Robert Jacques Turgot, barón d'Aulne, economista 
que en 1766 publicara “Reflexiones sobre la formación y distribución de la 
riqueza” (primer tratado sobre la distribución del ingreso), dictó el Edicto de 
supresión de los gremios. 


Todavía en época de la monarquía absolutista, por medio de un fisió- 
crata, el liberalismo económico consagró un instrumento importantísimo, 
deslegitimador del derecho a asociarse, que surgía como reglamentario de 
la acción gremial. 


Lo hizo, a partir de un argumento que se ha vuelto a usar reiteradamen- 
te en la historia, a mérito de políticas represoras del derecho a la libre aso- 
ciación delos trabajadores. 


Dos medidas jugaban sus roles complementarios en el famoso edicto. 
Porunlado, el buen Turgot (como se lo calificaba), liberaba a los trabajado- 
res de las lacras de privilegio en que habían caído las corporaciones medie- 
vales en un largo proceso de degradación, destinando a sus trabajadores al 
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reclutamiento de la libre contratación. Por el otro, planteaba que el derecho 
al trabajo era dado por el monarca, que era quien lo detentaba y sobre el cual 
tenía imperio y facultades deimposición fiscal. 


Aunque las medidas de Turgot duraron sólo el tiempo de su ministerio 
y el reinado restableció el derecho a la agremiación, la república francesa 
volvió por el mismo camino, 


Por otra parte, no era un camino original, ya que en otros países antes 
y después se tomaban medidas represoras de estas formas asociativas. En 
Prusia en 1731, en Toscana, por Leopoldo I, en 1770 y el Papa Pío VII, en su 
Estado Pontificio, en 1807. 


3. La REVOLUCIÓN FRANCESA Y LA LEY LE CHAPELIER 


La asamblea constituyente francesa por decreto del 2-17 de marzo de 
1791, volvió a suprimir los gremios so pretexto de la libertad de trabajo. Por 
otro decreto del 14-17 de junio de 1791, se prohibió a las personas del mismo 
oficio, no sólo afiliarse, sino simplemente reunirse. Estafuela ley informada 
por Le Chapelier. 


“Siendo una de las bases de la Constitución francesa la anulación de 
toda especie de corporaciones de un mismo estado y profesión, se prohí- 
be restablecerlas con cualquier pretexto y en ninguna forma que sea... los 
ciudadanos de un mismo estado y profesión, los contratistas, los que tienen 
tienda abierta, los obreros y demás, de un arte u oficio, no podrán, cuando 
sereúnan, nombrar presidente, ni secretario, ni síndico, ni tener registro, ni 
tomar acuerdos o deliberaciones, ni formar reglamentos por sus pretendi- 
dos intereses comunes”. 


“Si algunos ciudadanos de una misma profesión, arte u oficio tomasen 
acuerdo entre ellos, tendiendo a rechazar o fijar de común concierto un 
precio determinado para prestar el concurso de sus industrias o de sus 
trabajos, las dichas deliberaciones y convenios serán declarados anticons- 
titucionales, atentatorios a lalibertad y ala declaración de los derechos del 
hombre”. 


La fisiocracia se había enamorado de las libertades apropiativas del 
trabajo del tercer estado (la burguesía), pasando por encima de las liberta- 
des del cuarto estado (un asalariado aún débil, que comenzaba a asomarse 
como protagonista de la historia). 


El derecho a asociarse con fines útiles, es reconocido en la “Declaración 
de los derechos del hombre y el ciudadano”, hija de la revolución francesa 
de 1789. 


Pero, paradójicamente, era coartado cuando se intentaba ejercer por los 
trabajadores en la defensa de sus derechos e intereses. 
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La Ley le Chapelier, que disuelve a las “corporaciones de oficios”, es se- 
guida por el Código Penal napoleónico, que en sus artículos 414 y 415, en 
1810, pena con privación de la libertad a quienes se uniesen para la defensa 
de los intereses profesionales. 


Se prolongaba así la línea impuesta por Turgot. La medida fue votada 
con gran aquiescencia de los revolucionarios. Entre los pocos que la resis- 
tieron, estuvo el autor de una frase que resultó profética: “¿Qué habremos 
ganado destruyendo la aristocracia de los nobles si es reemplazada por la 
aristocracia de los ricos?”. 


Esta norma, para Martín Saint León “es uno de los documentos más no- 
tables edificados por una tiranía que nacía bajo la máscara de la libertad”. 
Este instrumento represivo de la asociación obrera, se reproduciría en el 
transcurso del siglo XIX, en múltiples legislaciones similares. (Por ejemplo: 
el Código Sardo de 1859; el Código francés de 1810; el español de 1848, el 
Código portugués de 1852). 


Estos instrumentos legales, sirvieron para combatir la huelga como for- 
ma de resistencia a un orden injusto, partiendo de la declaración de ilegiti- 
midad de la asociación que podía organizarla y sostenerla. 


En Francia, los efectos represivos de la Ley Le Chapelier, sólo llegaron a 
ser contrarrestados por la revolución de 1848. La toma de la Comuna por los 
obreros y la creación de su gobierno de trabajadores, habría de ser la bisagra 
que en la historia invertiría la tendencia represora. La segunda República 
reconoce la libertad de asociación por decreto del 25 de febrero de 1848. De 
hecho, en el imperio liberal, Napoleón III, tuvo una política de tolerancia y 
el 21 de marzo de 1884, se sanciona la llamada Ley Waldeck-Rousseau, que 
implicó por fin el reconocimiento legal para los sindicatos. 


El fracaso de la revolución, en cuanto al ejercicio del poder total por los 
trabajadores, pugnaría por no transformarse en el fracaso de las justas rei- 
vindicaciones en materia de derechos sociales. Y entre ellos, el de asociarse 
para la defensa de los intereses profesionales. 


4, LOS GREMIOS EN LA COLONIA 


En nuestro país, estudios históricos realizados a partir del archivo mu- 
nicipal de Córdoba, permiten apreciar que en 1603, se estableció un examen 
de competencia para los que ejercen una misma profesión, a partir de Tri- 
bunales designados para cada especialidad y entre los pares, penándose a 
quienes no se sometieran a los mismos con el cierre de sus tiendas (11). 


(11) Véase DESPONTIN, Luis A.: El Derecho del Trabajo; su evolución histórica, Buenos 
Aires, 1947, p. 231. 
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A Tn 
Existía pues un interés manifiesto en las autoridades de la Colonia, de 


controlar las actividades manuales, en especial, las propias del artesanado 
y de propiciar formas de autocontrol entre las mismas. 


En 1780, el virrey Juan José de Vértiz, dictó un bando, publicado el 31 de 
julio de ese año, por el que intimó a todos los artesanos de Buenos Aires a 
constituirse en gremios, debiendo comparecer a ese efecto ante el Escriba- 
no de Gobierno. 


Se puso así en práctica el registro de las asociaciones gremiales, por el 
poder público, función a cargo hoy del Ministerio de Trabajo (12). 


El bando en sí, revelaba que la autoridad, ejercía por medio del registro 
el control de los gremios y también su encauzamiento, ya que las disputas 
gremiales se necesitaba resolverlas. 


Entre otrasrazones, por quelas disputas gremiales ya tenían plena exis- 
tencia. Por ejemplo, los maestros zapateros consiguieron excluir de su gre- 
mio a negros, pardos y demás castas. Por lo que los excluidos constituyeron 
su propio gremio, y consiguieron que el rey ordenara al virrey su autoriza- 
ción. Cosa que así sucedió, hacia 1795, previo voto consultivo de la Audien- 
cia. 


En esa disputa, el Síndico Procurador del Cabildo de Buenos Aires, 
D. Cornelio Saavedra, sostuvo que la constitución del gremio de los zapate- 
ros atentaría contra la “libertad de trabajo”. El cabildo hizo suya la vista del 
procurador y presentó a consideración del virrey como fundamento la cita 
de la obra de Turgot, para abonar la posición (13). 


Los ecos del edicto de Turgot llegaron a nuestras tierras, e influyeron 
en el pensamiento social de algunos de los pronombres de la Revolución de 
Mayo. 


La organización asociativa de los trabajadores era considerada un privi- 
legio inadmisible, argumentándose que excluía a quienes no tenían trabajo. 
A quienes “no tienen más propiedad quesu trabajo e industria, y sonlos que 
más necesitan y derecho de emplear en toda su extensión los únicos recur- 
sos que poseen para subsistir”. 


Estos fueron conceptos e ideas recogidos por el síndico del Cabildo de 
Buenos Aires, Cornelio Saavedra, en su dictamen del 20 de mayo de 1799, 
aconsejando la prohibición de la agremiación de los negros zapateros. 


(12) Debe señalarse también que las Cámaras Empresarias y los Colegios Profesionales 
eluden este tipo de control policial y se encuadran en otro más flexible, pese a que como los 
sindicatos, tienen el mismo antecesor. 

(13) En su trabajo Raíz hispanofrancesa del dictamen de gremios presentado por Saavedra 
al Cabildo de Buenos Aires, Daysi RIPODAS ARDANAS, revela que el verdadero autor del dicta- 
men fue Feliciano Antonio Chiclana, y que los conceptos de éste se fundan en escritos de Valen- 
tín de Foronda, iluminista vasco, autor de Cartas sobre economía política (1788/9). 
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Una de esas disputas fue protagonizada por maestros plateros que con- 
siguieron excluir de su gremio a negros, pardos y demás castas. 


Los excluidos, constituyeron su propio gremio, y consiguieron que el rey 
ordenara al virrey autorizarlo. Cosa que así sucedió, para 1795, previo voto 
consultivo de la Audiencia. 


Los plateros blancos impugnaron la medida y en la disputa por la per- 
sonería gremial, el Síndico Procurador del Cabildo de Buenos Aires, don 
Cornelio Saavedra, sostuvo que la constitución del gremio de los plateros 
atentaba contra la libertad de trabajo. Se sostiene en el mismo: “debe consi- 
derarse perjudicial al beneficio público, porque enerva los derechos de los 
hombres, aumenta la miseria de los pobres, pone trabas a la industria, es 
contraria a la creación”... la creación de gremios. En función de la libertad 
de trabajo, se sostenía: “El derecho de trabajar, es el título más sagrado eim- 
prescriptible que conoce el género humano: persuadirse que se necesita el 
permiso de un gremio para no ser gravoso a la sociedad, para no ser ocioso, 
para ganar de comer, es un delirio...” El cabildo hizo suya la vista del procu- 
rador y presentó a consideración del virrey como fundamento de la posición 
una cita de la obra de Turgot. 


La fisiocracia influyó especialmente en el pensamiento social de algu- 
nos de los prohombres de la Revolución de Mayo, que abrevaron en ella pese 
a los límites que la censura creaba. 


La organización asociativa delos trabajadores (a ese ultrancismo liberal 
en lo económico), se le antojaba un privilegio inadmisible, ya que excluía a 
quienes no tienen trabajo. A quienes “no tienen más propiedad que su tra- 
bajo e industria, y son los que más necesitan y derecho de emplear en toda 
su extensión los únicos recursos que poseen para subsistir”. 


El litigio en sí, se trató de un conflicto de encuadramiento gremial, en el 
que afloró las contradicciones de un orden colonial autoritario, que asimila- 
ba las recetas del liberalismo, para en definitiva tratar con esa ideología, en 
forma discriminadora a trabajadores negros (esclavos), en relación a titula- 
res blancos de un privilegio. 


En la doctrina, no faltan quienes tratan de señalar que hay un divorcio 
manifiesto, entre gremios y sindicatos y que éstos responden a un orden ju- 
rídico distinto. En realidad, observados ambos institutos a partir del ejerci- 
cio de los derechos de representación que les corresponden, las diferencias 
y las prácticas del poder controlador y policial que los regula el continuo 
histórico que los alcanza se pone de manifiesto. 


Claro que si tras el discurso liberal escarbamos más allá de los princi- 
pios que se proclaman, advertimos que la resolución fortalecía a los plateros 
blancos (la mayoría de ellos criollos), en detrimento de negros esclavos, que 
ejercían la profesión sin posibilidad de constituir patrimonios propios y en 
beneficio lucrativo de sus amos. Como se puede advertir la solución de los 
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problemas de encuadramiento profesional, responden a lógicas económi- 
cas complejas. 


Esa complejidad aflora en este tema de la regulación gremial en ese 
tiempo histórico si también advertimos, que si esa era la política seguida 
con los artesanos que provenían del esclavismo, otra era la adoptada con la 
organización gremial de los hacendados. 


Para 1790 el cabildo de la ciudad de Buenos Aires, procuró la organiza- 
ción gremial de éstos por medio de la corporación de la “Mesta en el Plata” 
a la que se consideraba una asamblea o congregación, autorizada para que 
esos hacendados, discurrieran sobre los medios para custodiar y aumentar 
los ganados. 


Haciéndose eco de los prejuicios que imperaban ya en la colonia, con ' 
referencia a la acción gremial cuando ella no alcanzaba a la burguesía re- 
presentativa de los sectores más enriquecidos de la población, con el tiem- 
po, Ricardo Levene sostuvo historiando el derecho colonial: “En cambio, 
los maestros panaderos constituyendo una corporación de acaparadores. - 
Estaban en directa connivencia con los agricultores para ocultar el trigo 
y simulaban una escasa cosecha para encarecer el artículo. Los pulperos 
también ensayaron constituirse en gremio y querían que se exigiera, para 
abrir tienda de pulpería, que el aspirante tuviera mercaderías por valor de 
quinientos pesos por lo menos, que mediase solicitud del interesado, pre- 
viosinformes del gremio y Cabildo, y que no se admitiese la mezcla de cas- 
tas y negros” (14). 


5. LO PELIGROSO DEL ASOCIACIONISMO OBRERO 


No es de extrañar que el asociacionismo de los trabajadores haya sido 
considerado un privilegio, por un lado, y por el otro, una forma subversiva. 


Una sociedad que trató al trabajador por todos los medios compulsivos 
a su alcance, para sujetarlo a un orden represivo y expoliatorio, no podía 
actuar de otra manera contra la forma social que promovía la organización 
para liberarse de ese orden. 


El trabajador estuvo compelido como cosa en la esclavitud, y luego, 
como siervo al amo, siendo deudor de su seguridad con su vida y debiendo 
dar testimonio de su sujeción con institutos como el derecho de pernada. 


La propia miseria desvinculaba del amo al esclavo o al siervo y lo arro- 
jaba a la clase de los vagabundos, donde quedaba sometido a posibles penas 
de prisión o reclutamiento forzado, y cuando las guerras, los hospitales y las 
cárceles, no los albergaban, se les deparaba el destino de la solución final. 


(14) Véase LEVENE, Ricardo: Manual de historia del derecho argentino, Editorial Kraft, 
Buenos Aires, 1952, p. 100. 
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El trabajador agremiado era aquel que lograba refugiarse en una estruc- 
tura de seguridad dada por el estatuto del gremio, que lo liberaba del escla- 
vismo y de la relación de servidumbre, sin caer en la condición de los pobres 
vergonzantes y los vagabundos. 


En el medioevolos gremios adquirieron singularimportancia, y a partir 
de la organización asociativa de los trabajadores, significaron el refugio más 
importante que éstos encontraron. Con el gremio, el trabajador lograba su 
espacio de afiliación en la sociedad. Se protegía de la desafiliación que lo 
condenaba irremediablemente a la muerte, la confinación, el vagabundeo, 
o de la sujeción implícita en la esclavitud o la servidumbre. 


Cuenta Robert Castel, en cuanto al estatuto legal del vagabundo, que era 
el trabajador desempleado y desafiliado del gremio o de su amo, a quien 
primero se lo condenaba al exilio social, pero ante su pertinacia al subsistir, 
la pena capital sucedía al exilio. 


En Francia, su monarca Enrique II, el 18 de abril de 1556, ordena contra 
los vagabundos: “...llevarlos a la prisión de Chastelet, para que dicho lugar- 
teniente criminal y oficiales de Chastelet los condenen a pena de muerte si 
encuentran que ha contravenido nuestra presente ordenanza y pregón so- 
bre este hecho”. 


En Inglaterra, durante el siglo XVI, el Consejo del Rey designaba funcio- 
narios especializados para perseguir y arrestar alos vagabundos, y durante 
el reinado de Enrique VIII, habrían sido colgados 12.000 de ellos. Bajo el 
reinado de Isabel, se calcula que se colgaban 400 por año (15). 


En nuestro país, ese tipo de legislación tuvo plena aplicación. Nuestro 
poema nacional, el Martín Fierro, refiere a la épica del gaucho que, reprimi- 
do por vago y mal entretenido, era incorporado a la milicia. Si no contaba 
con la papeleta en la que se lo sometía al orden impuesto por los patrones 
de estancias y se lo fijaba en un domicilio que lo afirmaba en la economía 
del propietario de la tierra, perdía la libertad y se lo incorporaba a la gran 
empresa del exterminio de los nativos, para, en nombre del progreso, con- 
solidar la apropiación de la tierra en inmensos latifundios (16). 


El derecho agrario nos recuerda que normas de este tipo, con penali- 
zaciones más suaves a los infractores, estaban vigentes en la provincia de 
Buenos Aires a principios del siglo XX. 


(15) Véase: CASTEL, Robert: La metamorfosis de la cuestión social, Paidós, Buenos Aires, 
1997, p. 93, con citas de A. VEXLIARD, Introduction a la sociologie du vagobondage y M. DOBB, 
que en Essais sur le developpment du capitalisme, propone evaluaciones más graves. 

(16) Tanto Rivadavia en 1823, como Rosas en 1831, dictaron normas que hacían controlar 
por la policía la contratación o conchabo del peón de campaña. Lo fijaba a la relación con el 
estanciero que le otorgaba una papeleta registrando el estado de contratado y el permiso que 
le era necesario para salir del fundo. La violación de estas normas implicaba el reclutamiento 
hasta cinco años para servir en los ejércitos de frontera, o el trabajo gratuito para un estanciero 
si el infractor no estaba en condiciones de salud o edad para servir en esas fuerzas. 
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Por un lado, la revolución industrial desarrolló a la fábrica como forma 
de producción que trajo como consecuencia natural asociada al urbanismo. 
Sacó. al trabajador del campo de su medio. Propició la libertad de la servi- 
dumbre, peto, al no ofrecer trabajo suficiente y generar prácticas salvajes de 
implantación de un mercado del trabajo, colocó al proletario en las debili- 
dades implícitas de su condición de asalariado. 


Ello provocó e! vagabundeo como forma natural de subsistencia, para 
quienes habían perdido las afiliaciones correspondientes a la estructura 
propia de la relación servil agraria. 


El vagabundo era por su naturaleza la consecuencia de una situación 
determinada por el “progreso”. Alguien que no encontraba espacio para su 
condición de agremiado, por la que se lograba resistir a las prácticas del 
trabajo esclavista y la economía agraria referida especialmente a la servi- 
dumbre. 


Y la revolución industrial necesitaba fijarlo a la fábrica, pero, paradóji- 
camente, tampoco podía hacerlo, por cuanto la estructura del mercado de 
trabajo, en la práctica y por el fenómeno del desempleo, condenaba al des- 
pedido a vagabundear. 


La liberalización en términos económicos, colocó al trabajador fuera de 
las redes de contención de las instituciones anteriores que habían servido 
para la apropiación legitimada de su trabajo. Y ello era en parte necesario 
para los fines de la afirmación de un orden capitalista. Ese orden, conforme 
asu lógica apropiativa, propició también la represión de una estructura so- 
cial que no respondía a la esclavitud o la servidumbre. El gremio. 


Ese orden represivo que perseguía al gremio, se prolongó naturalmente 
en la relación que ésta entidad mantenía con su heredero natural en la es- 
tructura de protección de los trabajadores. El sindicato. 


El sindicato no era el gremio, por cuanto éste desapareció a mérito de la 
afirmación normativa de la libertad de contratación. Imponiendo la liber- 
tad de contratar por sobre la libertad asociativa. 


Los países centrales recién comienzan a dejar sin efecto sus legislacio- 
nes represivas de la agremiación, en la segunda mitad del siglo XIX, cuando 
se tomó conciencia de la cuestión social. En Dinamarca en 1857, Bélgica en 
1866, Alemania en 1869, Italia en 1890, Estados Unidos en 1890 con la Sher- 
man Act, Francia en 1884. 


6. La SEGUNDA REVOLUCIÓN INDUSTRIAL Y EL URBANISMO 


La ciudad y la fábrica son el territorio propicio para que a partir de la 
concentración demográfica, el proletariado que las construye y habita en- 
cuentre su identidad. 


18 RICARDO ]. CORNAGLIA 


Una identidad facilitada a partir de un empleo creciente y hábitos de 
trabajo, marcados por el desarrollo de las técnicas productivas afirmadas 
en la masificación. 


La cotidianeidad en el trabajo simplifica la identificación de los intere- 
ses de la clase, y a partir de ello, es posible unificar prácticas reivindicativas 
de derecho. 


Con el tiempo, la fábrica, y en especial, más adelante, la cadena de pro- 
ducción, irán sometiendo. Lo que provoca la necesidad de la utopía y el 
cambio que libere. 


La organización básica es el sindicato, como instrumento de cambio del 
régimen del salariado. La era del salariado, organización del trabajo funda- 
cional del capitalismo, tiene en el sindicato al instrumento de resistencia 
ante el abuso del poder constituido. 


El liberalismo aportó en lo económico la libertad de contratación del 
trabajo, y con ella construyó las bases del poder constituido de la burguesía, 
que fue ampliando y fortaleciendo su espacio de poder. 


Con el sindicalismo nace su interlocutor natural en la lucha por los po- 
deres sociales. 


Con el mismo se construyen prácticas generadoras de solidaridad y la 
esperanza de una justicia social como meta alcanzable. Pero también el 
instrumento de defensa ante los abusos del poder cotidiano. La estructura 
donde el trabajador pueda afiliarse, refugiarse y construir una red de man- 
datos, en la que el delegado, a partir del apoyo solidario pueda operar. 


La legislación inglesa termina por admitir la existencia de ese interlocu- 
tor social, que representa al proletariado en la era de la revolución industrial 
y el auge del capitalismo, en 1824, con las normas que admiten a las Trade 
Unions. Robert Owen, hacia 1833, inicia un intenso movimiento social en 
procura de la carta constitucional del trabajo. A su inspiración, en 1834, se 
constituye la Great Consolidated Trade Union, que rápidamente alcanza a 
tener 500.000 trabajadores de distintas profesiones. Sin embargo el Gran 
Sindicato Nacional Consolidado tiene corta vida y al poco tiempo se des- 
morona. 


La represión comienza a quedar condicionada, aunque sigue siendo in- 
tensa. Los “mártires de Tolpuddle” dan testimonio de ello. Seis obreros son 
condenados a siete años de deportación en Botany Bay, por el crimen de 
haber prestado juramento de adhesión a un sindicato (17). 


Finalmente, en 1860, los propios empleadores terminan por asociarse 
con fines de lucha profesional. 


(17) Tras cuatro años y a mérito de una intensacampaña, los obreros condenados recupe- 
rarían la libertad. 
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El asociacionismo obrero inglés sigue madurando y las trabas jurispru- 
denciales que subsistían para la existencia de los sindicatos, hacen que en 
1871 se dicte la Trade Unions Act, ley básica en esta disciplina, que inspiraría 
otras legislaciones orientadas en el mismo sentido en muchos países. Esta 
norma reconocería también en forma limitada, el recurso -de la huelga, aun- 
que también sostenía que la organización de la misma era criminal. Sólo a 
partir de 1875 se permite legalmente el piquetaje y la persuasión pacífica de 
la huelga. 


En E.E.U.U. se reconoce el derecho ala agremiación en la Ley Clayton (15 

de octubre de 1914). Antes de ello se aplicaba a los sindicatos la Ley Sherman 

(del 2 de julio de 1890), dictada contra los trust. A partir de la Ley Wagner 

(del 5 de julio de 1935), se comienza a reprimir las prácticas antisindicales a 

través de las figuras de las prácticas desleales en el trabajo. A ella sucede la 
Ley Taft-Hartley. 


En Francia, fuente por excelencia la juridicidad latina, la conquista de la 
libertad asociativa se alcanza con la Ley Waldeck-Rousseau sancionada en 
1884 y una nueva ley 1901, que les reconoce la personería. 


Pierre Rosanvallón, en una obra crítica del modelo político francés, ana- 
liza singularmente las contradicciones entre el inicial proceso igualador de 
construcción del Estado liberal en esa nación, dado a partir de la Revolu- 
ción de 1789 y marca con precisión las razones que llevaron a reivindicar 
la igualdad ciudadana, sobre el derecho asociativo, especialmente ejercido 
en el mundo del trabajo. Señala lo que le costó a.la apuesta jacobina que 
comenzó apuntado a las corporaciones y terminó atentando contra las aso- 
ciaciones políticas, las culturales y las educativas. 


El utopismo igualitarista descubre que todas esas asociaciones hacen 
política y pretende reservar esa acción al quehacer político del Estado. 


Le Chapelier, luego de fundar su ley contra las corporaciones, con los 
mismos argumentos, fundó otra ley contra los clubes y asociaciones políti- 
cas y populares. 


Para esa ideología los cuerpos intermedios constituían una amenaza 
que aprovechan los descreen del orden democrático de la representación. 
Porlo que no aceptan compartirla soberanía con un ejercicio libre y espon- 
táneo de las asociaciones. 


La Ley Waldeck-Rousseau, citada muchas veces con ligereza como fuen- 
te de nuestro derecho sindical, proponía conforme al pensamiento del Mi- 
nistro que la impulsara que la asociación, incluso obrera, era un contrato 
como cualquier otro, al que bastaba para regularlo con las previsiones del 
Código Civil (18). 


(18) Véase Pierre ROSANVALLON: El modelo político francés. La sociedad civil contra el ja- 
cobinismo, de 1789 hasta nuestros días, Siglo Veintiuno Editores, Buenos Aires, 2007. 
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Con el constitucionalismo social, la batalla de los trabajadores para con- 
seguir la positivización de la libertad asociativa da otro paso trascendente e 
ingresa en un plano jerárquico superior. 


La Constitución Mexicana de 1917, sancionada en Querétaro, establece 
en su artículo XVI: “Tanto los obreros como los empresarios tendrán dere- 
cho para coaligarse en defensa de sus respectivos intereses, formando sin- 
dicatos, asociaciones profesionales, etc.”. 


En el art. XXTI, se lee: “El patrono que despida un obrero sin causa justi- 
ficada o por haber ingresado en una asociación o sindicato, o por haber to- 
mado parte en una huelga lícita, estará obligado a la elección del trabajador, 
a cumplir con el contrato o a indemnizarlo con el importe de tres meses de 
salarios”. 


Llegaría luego la Constitución alemana de la República de Weimar 
(1919), en la que vemos también claramente la vinculación del derecho de 
huelga, a partir de la libertad de coalición. “...libertad de coalición para 
la defensa y mejoramiento de las condiciones de trabajo y de producción 
queda garantizada para todas las profesiones. Todo convenio o medida que 
tienda a impedirla o limitarla es nulo” (art. 159). 


7. EL SINDICALISMO EN ARGENTINA 


En Argentina, a partir de 1853, en que se dicta la Constitución Nacional 
y se consolida la organización de la Nación como un estado federal, se pro- 
duce un cambio demográfico significativo. El pensamiento de Juan Bautista 
Alberdi se había expresado con la máxima “gobernar es poblar”, que fue ple- 
namente asumida por su generación y a su conjuro se produce un enorme 
flujo de inmigración. Llegó a ser tan importante este proceso inmigratorio, 
que afectó gravementea la estructura dela sociedad. Desde 1880 hasta 1914, 
en las grandes ciudades de nuestro país, había más extranjeros que nativos. 
En esa época y ámbito se organizó el sistema político de representación y se 
formaron los grandes partidos políticos, en la década del 90, la Unión Cívi- 
ca Radical y el Partido Socialista, mientras la cuestión social pugnaba por 
estallar. 


Para entonces una parte muy importante del proletariado era extranje- 
ra. En la ciudad de Buenos Aires había más extranjeros que nativos. Entre 
1880 y 1900 ingtesaron al país 1.500.000 europeos y entre 1900 y 1920 reci- 
bimos 1.700.000 inmigrantes. Tengamos en cuenta que en 1870 la población 
total del país era de 1.700.000 personas, en 1887 la ciudad de Buenos Aires 
tenía 437.000 habitantes, y de ellos, 226.000, más de la mitad, eran extranje- 
ros. Recién en 1911 los nativos superaron en número a los extranjeros. 


La inmigración europea llegó cargando su experiencia en las luchas 
sociales, y aquí, nuevamente, se encontró sometida a las contradicciones 
objetivas en las que se encontraba inmerso el asalariado, que, en función de 
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las ideas del anarquismo y del socialismo, comienza a gestar las primeras 
asociaciones de obreros. 


El desarrollo de las fuerzas del sindicalismo se consolida en Europa en 
el período que va del año 1850 al año 1880. Aunque sus orígenes se encuen- 
tran en los primeros cincuenta años de ese siglo, lo cierto es que la consoli- 
dación del sindicato con sus características modernas se produce en Europa 
después de las revoluciones sociales del año 1848. Es pues la segunda mitad 
del Siglo XIX, en la que se gestará en forma definitiva la matriz social del 
sindicáto. En esa misma época, en este país periférico, tan despoblado, el 
importante caudal inmigratorio descrito introdujo también cultura, tradi- 
ciones, ideologías y formas organizativas. 


8. DEL MUTUALISMO AL SINDICALISMO 


El 25 de mayo de 1857, participando de ese proceso se fundó por parte 
de los obreros gráficos, en la ciudad de Buenos Aires la Sociedad Tipográfi- 
ca Bonaerense, un sindicato en germen, que operaba como una asociación. 
mutual, y puede reclamar para síser, al mismo tiempo, lainicial experiencia 
sindical y de las obras sociales. 


Tenía por objeto declarado: “propender al adelanto del arte tipográfico”, 
... prestar socorro a los miembros que se enfermasen o imposibilitasen para 
el trabajo”, ... “proteger a los que necesitan auxilio justo”,... “conseguir que 
los operarios sean bien remunerados, en proporción de sus aptitudes y co- 
nocimientos, de modo que les garanta sus existencias”. 


La entidad operaba con las notas propias del gremialismo y la integra- 
ban también patrones. La cuestión salarial y los reclamos de los dependien- 
tes por las condiciones de trabajo, terminó por agudizar las contradicciones 
y separar las aguas. 


La Sociedad tardó 20 años en entrar de lleno en la etapa reivindicativa y 
es entonces cuando se transforma en sindicato. Se transforma en la “Unión 
Tipográfica”, el sindicato que declara la primera gran huelga, en el año 1878. 
Con ella se define por primera vez en el país, en función del protagonismo 
Obrero, la posibilidad de discutir un convenio colectivo, de conseguir un 
salario mínimo para la categoría profesional, de regular las condiciones de 
la jornada máxima de diez horas en invierno y doce horas en verano, y la 
reglamentación del trabajo de los menores y de las mujeres. 


La necesidad de la organización a partir de principios sindicales, res- 
pondió al propósito de alcanzar contratos de tarifa, como reacción defensi- 
va de los salarios, por cuanto los grandes diarios locales, para entonces, los 
habían rebajado. 


En 1878, el 30 de agosto, luego de una asamblea presidida por el obrero 
francés M. Gauthier, que se llevó a cabo en el Teatro de la Alegría (sito en 
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Chacabuco y Alsina) a la que citó la Unión Tipográfica, se declaró la huelga 
que comenzó el 2 de septiembre, y alcanzó alos talleres gráficos de la ciudad 
de Buenos Aires. 


El paro duró un mes y los obreros triunfaron, celebrándose el primer con- 
venio colectivo de trabajo, con efectos para toda la categoría profesional. 


Cita Sebastián Marotta(19) un editorial del diario El Nacional, fundado 
por Dalmacio Velez Sarsfield, de esta forma: “En su editorial del 14 de sep- 
tiembre de 1878, El Nacional manifiesta que la huelga corría unas veces por 
cuenta de los impresores y otras de los empleados del ferrocarril. Entre no- 
sotros —decía— se mostrarían más dispuestos a ser influidos los impresores 
por cierto grado de desarrollo intelectual y tener una sociedad organizada”. Y 
agregaba, “Fuera del gusto que quieren darse algunos traviesos de interrum- 
pir la publicación de diarios, ningún otro resultado se conseguiría”. Para el 
diario de Velez Sarsfield, las huelgas eran perturbaciones únicamente en Eu- 
ropa, y no había por qué traerlas aquí, cuyo suelo tenía “las suyas propias”. 
Afirmaba: “El socialismo usa las huelgas como instrumento de perturbación, 
pero el socialismo es una necedad en América”. Justo es señalar que esta pri- 
mera huelga tuvo como organizadores principales a obreros sobresalientes 
de la imprenta argentina, entre los cuales además de M. Gauthier y Ginés E. 
Alvarez, corresponde citar a Vicente Daroqie, Pablo della Costa, Domingo 
Ferriol, Aquiles Borghese, Luis Pinto, Bernardo Ramón Cañaste y Edelmiro 
Goyeneche. 


9. LA FILIAL ARGENTINA DE LA A.I.T. 
Y LAS SOCIEDADES DE RESISTENCIA 


La Asociación Internacional de Trabajadores, fue fundada en Londres 
en el año 1864, con la activa participación de Karl Marx, que redactó su 
mensaje inaugural. 


Llevó a cabo su primer congreso en Ginebra (del 3 al 8 de septiembre de 
1866), su segundo congreso en Lausanne (del 2 al 8 de septiembre de 1867) y 
el tercero en Bruselas del 6 a 13 de septiembre de 1868). 


El movimiento obrero mundial se inspiró en estos encuentros y la A.I.T. 
encontró émulos locales que constituyeron secciones en el país. 


Para 1872 varias secciones funcionaban en la ciudad de Buenos Ai- 
res (20) y existía un grupo similar constituido en la ciudad de Córdoba. 


(19) Véase MAROTTA, Sebastián: El movimiento sindical argentino. Su génesis y desarrollo, 
Ediciones Lacio, Buenos Aires, 1960, tomo 1, p. 22. 

(20) La Asociación Internacional de Trabajadores (Primera Internacional), se disolvió en 
1372, pero en Argentina, es entonces que se emula su organización y se difunde su ideario. El 
consejo general de la AIT pasa al exilio en Estados Unidos y formalmente declara desde Nueva 
Yorksu disolución en el año 1876. 
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La Sección francesa local de la A.I.T., fue fundada en Buenos Aires, el 28 
dé enero de 1872. Para septiembre de ese año, se llevó acabo el Congreso de 
La Haya y en representación de las secciones de la Argentina, concurrió el 
delegado Raymond Vilmar, quien era amigo cercano de Paul Lafargue (21). 


En la conformación de la Sección participaron emigrados políticos de la 
represión que siguió a la comuna de Paris (1871), entre ellos, Arturo Dupont, 
uno de los comuneros que siendo adolescente actuó en París como estafeta 
de Luisa Michel, la heroína de la Comuna, facilitándole los enlaces que las 
acciones revolucionarias requerían, quien pudo dejar testimonio de esa ex- 
periencia sangrienta y extraordinaria en consecuencias sociales (22). 


Por su parte otro de los dirigente de la Internacional local Laroc-Latra- 
que, informó a Federico Engels en una carta del 25 de marzo de 1873: “Ac- 
tualmente existen en Buenos Aires tres secciones internacionales basadas 
en la diferencia de idiomas: la sección francesa, que fue la primera en cons- 
tituirse, la italiana y la española, fundadas algo más tarde. Cada sección tie- 
ne su comité central dirigente. Las cuestiones generales se discuten en el 
Consejo Federal, formado por seis miembros (dos por cada sección)”. 


Le apuntó a su corresponsal las dificultades que tenía esas sociedades 
debido al fortalecimiento de la reacción y lamentó su aislamiento respecto 
al movimiento obrero de Europa. 


Las aprensiones de Laroc-Latraque no eran infundadas en cuanto al 
poderío de la reacción y su capacidad de perseguir. A poco en relación a la 
A.LT. local, tuvo lugar un procesos judicial fraguado como forma de perse- 
cución y disciplinamiento. 


En febrero de 1875, se produjo un incendio en el Colegio El Salvador y 
se atribuyó el mismo a los internacionalistas. La policía allanó la sede de 
la entidad, situada en la calle Belgrano 448, de la ciudad de Buenos Aires y 
detuvo a varios militantes procesándolos. José Dufour, José Gug, Enrique 
Brombers, Desiderio Job, José Lommmel, Ernesto Deschamps, Julio Auber- 
ne y Julio Dubois, quienes fueron absueltos por el doctor Hudson, juez que 
intervino, después de 37 días de cárcel. 


(21) Vilmar mantuvo correspondencia con Karl Marx. Agradeciendo un paquete de publi- 
caciones que éste le enviara con fecha 13 de mayo de 1873, deploró el no haber recibido ejem- 
plares del Manifiesto Comunista y de La guerra civil en Francia. Obras que conocía y cuya difu- 
sión consideró de gran importancia para los medios locales. Además informó a Marx, que en 
Buenos Aires había participado en el intento de organizar una federación de artesanos y que ya 
existían sociedades de carpinteros y sastres. 

(22) Dupont tuvo una larga actuación en nuestro país, al que tuvo que llegar, luego de ha- 
ber sido confinado a Argelia y luego de varios años emigró a América pasando un período en 
Chile, otro en Villa María (Córdoba), para radicarse definitivamente en Villa Casilda, Santa Fe, 
donde fue secretario general del Sindicato de Oficios Varios, de una especie de Unión Obrera 
Local, y falleció cumplida la edad de 90 años. Fuente: ISCARO, Rúbens; "Historia del Movi- 
miento Sindical", t. II, p. 42, Ed. Fundamentos, 1973, Bs. As., Argentina. 
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Estas primeras organizaciones se solían agrupar por la nacionalidad, y 
respondían a una concepción de lucha social revolucionaria, inspirada ein- 
fluida por los sindicalistas europeos que las organizaban. 


En esta nación, en su etapa de organización (marcada por su condición 
de dependiente en lo económico y con una concentración urbana impor- 
tante), el proletariado planteaba la cuestión social a través de organizacio- 
nes que discutían desde el mundo del trabajo. Y esto se proyectaría, en fun- 
ción de propias concepciones ideológicas, hacia el planteamiento de una 
antinomia entre la cuestión social y la cuestión nacional. Los trabajadores lo 
hacían impulsados por una radicalización revolucionaria de la concepción 
internacional proletaria y cuestionando incluso la idea de Nación. 


A ello contribuyó, sin dudas, que los lazos de la nacionalidad entre los 
inmigrantes eran débiles y que estas asociaciones estaban constituidas por 
más extranjeros que nativos. Hacia 1890 ya producen movilizaciones de 
masas importantes. Para celebrar el 1? de mayo realizan actos trascenden- 
tes que reúnen tanta gente como las fuerzas cívicas en la formación de la 
Unión Cívica, que más adelante se convierte en la Unión Cívica Radical. 


Ideólogos de primer nivel en el mundo del anarquismo y del socialismo 
habían traído hasta nuestras tierra metodologías y formas de trabajo que se 
cumplían a través de ese tipo de asociaciones. 


Enrique Ferri, socialista italiano, maestro del positivismo en el derecho 
penal, realizó extensas y prolongadas giras, planteando problemas de orga- 
nización. Llegó a estar radicado en el país Enrique Malatesta, gran figura 
del anarquismo, impulsando el desarrollo del proletariado. Recorrió el país 
Pietro Gori, con la misma intención. Ninguno de ellos erah hombres que 
perdieran su tiempo. Se radicó en nuestro medio Germán Ave Lallemant, 
que se carteara con Federico Engels hasta la muerte de éste. Todos ellos pro- 
movieron en el plano organizativo, sus ideas en cuanto a la defensa de los 
intereses de los trabajadores. 


Esta actividad coincidía con cambios objetivos que se estaban dando 
en la estructura económica y social del país. Jacinto Oddone, relata como: 
“Entre 1880 y 1890 se fundaron los primeros grandes establecimientos in- 
dustriales para artículos de alimentación, vestidos, construcciones y artes 
gráficas. Es de esa época la industria frigorífica, que estimuló el refinamien- 
tointensivo de la ganadería, las grandes cervecerías de Buenos Aires y Rosa- 
rio, las importantes fábricas de cigarrillos, jabón, de velas, las grandes cur- 
tiembres, las fábricas de galletitas, de carruajes, de cal y yeso, de muebles, 
de chocolate, mosaicos, ladrillos, fideos, azúcar, vinos. Muchas de estas in- 
dustrias ya existían pero en condiciones muy modestas, transformándose 
en esos años, en establecimientos de real importancia” (23). 


(23) Véase ODDONE, Jacinto: Gremialismo Proletario Argentino, edición La Vanguardia, 
año 1949. 
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Este autor se basa en'el Censo Nacional de 1914 y sostiene que ya en el 
año 1887, con una población de 433.375 habitantes en Buenos Aires, había 
10.349 talleres y fábricas, que ocupaban a 42.321 operarios. 


A partir del análisis objetivo y sociológico, Oddone sostiene que “El pro- 
greso económico del país fue rapidísimo y que la revolución industrial se 
produjo como consecuencia de los procedimientos mecánicos, que trans- 
formaron la forma de producción. El motor a vapor y la maquinaria en to- 
das las ramas industriales, reemplazaron en pocos años la producción ma- 
nufacturera, aumentándola y mejorándola. Así, en el año 1895, en Buenos 
Aires, con una población de 663.854 habitantes, como consecuencia de la 
concentración industrial, los talleres y fábricas habían disminuido a 8.439, 
mientras los asalariados había aumentado a 72.761, hallándose ya en fun- 
cionamiento 1088 motores a vapor...”. 


Es en ese contexto en que se desarrolla espontáneamente en forma or- 
gánica el movimiento obrero, a partir de construir por medio de los sindi- 
catos, la principal institución que representa sus intereses y lucha por sus 
derechos. 


10. LA LIBERTAD SINDICAL 
Y LA TOMA DE CONCIENCIA DE LO COLECTIVO 


Con el ejercicio del derecho de huelga, se fue pariendo un nueva regu- 
lación de lo colectivo, en función de conflictos que reflejaban insatisfechas 
necesidades extremas. Pero al mismo tiempo, se fueron plasmando los ins- 
trumentos necesarios para el ejercicio de la más primaria libertad sindical. 
La solidaridad de clase fue fuente de nuevas acciones reivindicativas, expre- 
sada en la defensa de los huelguistas. 


En febrero de 1879 los cigarreros, fueron a la huelga por el despido ar- 
bitrario de tres obreros, uno de ellos delegado de la Sociedad Unión de Ci- 
garreros, que en sus estatutos preveía la medida adoptada. Con la huelga 
declarada y en plena ejecución, un grupo de propietarios de cigarrerías, 
ofrecieron retomar alos despedidos, si se modificaban los estatutos y supri- 
mían las normas de los mismos que legitimaban el ejercicio de esas medi- 
das de acción directa. Los obrerosresistierona esa típica práctica desleal de 
extorsión (24). 


El año anterior, la huelga de los gráficos había culminado con la con- 
certación de un convenio colectivo suscripto con los patrones, que intervi- 
no la libres contratación del trabajo en toda una categoría profesional (los 
gráficos de la ciudad de Buenos Aires) y fue el primer paso que culminó en 


(24) Véase CUNEO, Dardo, en Comportamiento y crisis de la clase empresaria, Editorial 
Pleamar, Buenos Aires, 1967, p. 60. 
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lo jurídico, por reemplazar las locaciones de servicios por los contratos de 
trabajo. 


Por su parte, la huelga de los cigarreros vinculó el conflicto colectivo 
con la defensa de la libertad sindical y fue el antecedente de las protecciones 
propias de la prácticas desleales. Institución que reconoce actualmente la 
Ley de Asociaciones Sindicales 23.551 (25). 


A esa altura de la circunstancias, comenzó a perfilarse en la lucha so- 
cial, desde el movimiento obrero, la necesidad de construir un derecho no 
sólo individual, sino también colectivo, que pusiera límites a la explota- 
ción. 


Esta evidente capacidad para la asociación, fue gestando un nuevo dere- 
cho cuyo contenido puede rastrearse en los programas, las resoluciones de 
congresos y de asambleas, en los estatutos, en los volantes, folletos y libros 
de las organizaciones proletarias. 


Joaquín Coca, desde la experiencia que esas luchas obreras implicaron, 
habiendo sido protagonistas de ellas en esa etapa inicial, sin ser abogado, 
pero con la claridad que muchos juristas podemos envidiarle, sostuvo en 
torno al derecho colectivo que estaba ayudando a construir: “El sentido de 
lo colectivo y de lo común es inmensamente mayor en los trabajadores que 
en las demás clases de la sociedad, y esta cualidad adquirida en la coope- 
ración forzada del trabajo en conjunto a que el maquinismo moderno los 
obliga, lo que, a pesar de suinferioridad política, económica y cultural, hace 
alos obreros más aptos y capaces para la asociación y la organización de las 
otras clases dominadas por el individualismo propio de todas las aristocra- 

. y 
cias. 


“Del sentido de lo colectivo a la capacidad para el formular el derecho 
colectivo, no hay más que un paso, y éste lo da el proletariado por la nece- 
sidad permanente en que está de defender sus medios de vida cercanos y 
atacados a cada momento por la avidez de ganancias peculiar del propieta- 
rio de medios de producción y cambio en el régimen capitalista de la eco- 
nomía. 


“Movido por tan poderosos resortes, el proletariado elabora poco a poco 
y lucha por un derecho universal realmente común a todos los hombres, y 
esto es lo que prueba su mayor capacidad jurídica frente a las otras clases, 
que sólo se esfuerzan para mantener el derecho establecido porque él ga- 
rantiza sus privilegios sociales” (26). 


(25) Julio Godio les atribuye la conducción de la huelga de los tipógrafos a los socialistas y 
la de los cigarreros a los anarquistas. 

(26) COCA, Joaquín: Derecho burgués y derecho obrero, p. 20, Ed. Centro Editor de América 
Latina, 1985, Bs. As., Argentina. 
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1. LAS ORGANIZACIONES SINDICALES ENTRE 1880 Y 1890 


Al compás de las luchas reivindicativas, las distintas profesiones, co- 
menzaron a perfeccionarse en el ejercicio del derecho de asociación en la 
defensa de sus intereses. Con retardo, demostraron que podían asociarse 
para defender sus intereses, como desde los albores de la Revolución de 
Mayo lo venía haciendo la clase empresaria (27). 


En 1881 se constituyeron la Unión de Obreros Panaderos y la Unión Obre- 
ra de Sastres. Se registraron huelgas de ese gremio y también de molineros 
y albañiles. La Sociedad de Dependientes del Comercio, solicitó al gobierno 
Municipal, una ordenanza mandando cerrar los comercios los días domin- 
gos. Rápidamente adhirió ala iniciativa la Sociedad Tipográfica Bonaerense 
solicitando que la medida se hiciera extensiva a los talleres gráficos. 


La Corporación Municipal en septiembre de 1881, restableció una Or- 
denanza anterior del 13 de marzo de 1857, que había sido derogada el 12 de 
septiembre de 1872, disponiendo que los talleres y demás establecimientos 
industriales y comerciales, debían permanecer cerrados los días domingos, 
con excepción de las casas de abasto. 


En pro y en contra de la medida se sucedieron las manifestaciones y ac- 
tos enfrentados los trabajadores y los empleadores. Estos últimos contaron 
con el patrocinio de Manuel Quintana, futuro presidente de la República. 


La norma municipal dio otro paso positivo en favor de la lucha por el 
descanso semanal y casi un cuarto de siglo más tarde, a inspiración del Al- 
fredo Palacios, se sancionó en el Congreso de la Nación, la ley 4461 (del año 
1905), que tenía sólo vigencia en la Capital Federal y excluía al personal do- 
méstico. 


En 1882 se creó la Unión Obreros Yeseros, procurando alcanzar la regu- 
lación de un oficio artesanal que rozaba lo artístico. En ese año una unión 
de oficiales albañiles, fue a la huelga, reclamando del gobierno municipal, 
quelimitara la jornada a once horas en verano y nueve horas en invierno. 


En 1883, se constituyó la Sociedad de Obreros Tapiceros. 


El 20 de junio 1887 se fundó La Fraternidad (que sindicalizó a maqui- 
nistas de trenes). Y en el mismo año la sociedad de resistencia de panaderos 
(anarquista). 


La Fraternidad, el primer sindicato de ferroviarios que alcanzó repre- 
sentación importante a nivel nacional y organizó importantes y legendarias 
huelgas ya en el siglo XIX, nunca adoptó el nombre de sindicato y se consti- 


(27) La sala de Comercio, fundada en 1810 por los comerciantes ingleses residentes en 
BuenosAires, funcionó como una verdadera cámara empresaria, atendiendo los intereses del 
contrabando y la trata de negros esclavos. 
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tuyó a partir delas iniciativas de un masón norteamericano, que transmitió 
las experiencias obreras de las organizaciones existentes en esa época en el 
país de norte. 


La importancia e influencia política que llegó a tener la masonería en el 
país, desde la Logia Lautaro en adelante, han sido repetidas veces señaladas y 
da cuenta de ello la cantidad de presidentes que fueron masones. 


La Fraternidad es una de esos sindicatos, entre los que puede rastrearse 
el apoyo y la promoción de este tipo de organizaciones, que abrevó en la 
experiencia estadounidense, donde este tipo de influencia se hizo también 
notoria, en los Caballeros del Trabajo, y en la Federación de Trade-Unions, 
constituida en Pittsburg en noviembre de 1881, que se transformó rápida- 
mente en la Federación Americana del Trabajo (American Federation of La- 
bor, A.F.L.). 


Se sostiene que el sindicato argentino se fundó a mérito de los esfuerzos 
de un obrero estadounidense de nombre Wilhen Weiting, que nos visita- 
ra en 1886, ligado a las “Brotherhoods”, organizaciones de ferroviarios que 
funcionaban en el país del norte desde 1873. Su prédica, determinó la crea- 
ción de la Sociedad del Personal Ferroviario de Locomotoras “La Fraterni- 
dad”. El nombre mismo de la entidad es traducción literal del Brotheroods y 
estas asociaciones llevaban una decidida impronta masónica (28). 


En el seno del socialismo y el gremialismo, la acción de los masones no 
dejó de provocar resistencias, El 11 de febrero de 1900, P. Barsanti, en el Cen- 
tro Socialista Obrero, dio una conferencia sobre La función de la masonería 
y el Partido Socialista, en la que aconsejó a los socialista “no afiliarse esa 
sociedad y estar en guardia contra sus acechanzas”. Pese a ello, está docu- 
mentado que entre otros fueron masones Adrián Patroni, Roberto J. Payró, 
Carlos Malagarriga, José Ingenieros, Leopoldo Lugones, Manuel Ugarte, 
Alfredo L. Palacios, Angel Sesma, Francisco Cúneo, Ernesto de Cárcova y 
Domingo Risso, entre otros (29). 


En 1888 también se llevó a una huelga de obreros ferroviarios, organiza- 
da por La Fraternidad, reclamando aumentos de salarios y el pago en mo- 
neda oro. 


Para alcanzar a entender la significación que tuvo el desarrollo del sin- 
dicalismo ferroviario, que se inició con este gremio, hay que situarse en la 


(28) Véase LARROCA, Jorge y VIDAL, Armando, Rieles en Lucha, aportes para la historia 
del sindicalismo argentino, quienes citan por fuente a Juan B. Chiti y Francisco Agnelli, “1887 
—20 de junio— 1937, 50 aniversario”. La Fraternidad, Sociedad Gremial del Personal de Loco- 
motoras de los Ferrocarriles. Fundación, desarrollo y obra. Avellaneda, Tall. Gráficos Ravaschi- 
no Hnos., 1937, p. 25. 

(29) Véase GARCÍA COSTA, Víctor O. y PATRONI, Adrián: Los trabajadores en la Argen- 
tina/1, p. 49, Centro Editor de América Latina, Bs. As., Argentina. 
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importancia que adquirió la inversión extranjera en el sector y el rol que 


" cumplieron en la economía nacional las empresas inglesas. 


Sostiene Spalding: “* La inversión en el sector ferroviario representaba 
más de un tercio del capital extranjero invertido en la Argentina hasta la 
primera década del presente siglo, seguido en orden de importancia por los 
montos invertidos en empréstitos y títulos del gobierno, en compañías co- 
merciales y créditos, y en las tierras e hipotecas, e inmobiliarias. Estos cinco 
renglónes constituyeron un 90 por ciento de los 2.256.531 de pesos oro in- 
vertidos. El 81 por ciento del capital era de origen británico, y el resto estaba 
compuesto por fondos franceses, norteamericanos, alemanes y belgas. En 
cuanto a la posición del capital extranjero respecto de la riqueza global, un 
grupo de investigadores calculan que “ Hacia 1884... el capital extranjero 
era propietario de un 10 a 15 por ciento de la riqueza nacional “, una cifra 
que probablemente creció con los años” (30). 


Durante el año 1888 los domésticos de la Capital Federal, constituyeron 
la Sociedad de Artes Culinarias. El 9 de febrero de ese año, el diario La Pren- 
sa, dio cuenta de un movimiento reivindicativo, por el pago de un aumento 
en las remuneraciones de los clérigos (reclamaban un aumento de 2 pesos 
por misa a 2,50 y en los días de funerales a pesos 3,50). 


Mientras tanto, en Europa las fuerzas diezmadas de la izquierda, co- 
mienzan a reorganizarse y en 1889, en París, se produjo la refundación de la 
A.I.T. en su versión de la segunda internacional. Argentina estuvo represen- 
tada en ese evento. 


En el Congreso en que se sientan las bases de la reorganización, el ve- 
terano socialista Guillermo Liebknecht, figura representativa de la social 
democracia germana, enemigo declarado de Lasalle y amigo de Marx, acu- 
dió en representación de la poderosa social democracia alemana y cuando 
acreditó su mandato, también anunció que representaba al Vorwarts argen- 
tino, que lo instituyó para ello. También acudió al Congreso Alejo Peyret, 
profesor y periodista, exiliado francés perseguido por Napoleón III, quien 
estrechó vínculos con Leandro N. Alem y Francisco Barroetaveña, con los 
que en 1882, había participado de la fundación del Club Liberal. 


La reorganización de la A.I.T. se produjo auto excluyéndose el socialis- 
mo inglés y a partir del endurecimiento de la lucha entre los anarquistas y 
socialistas, procediéndose en 1896 en Londres a la separación formal de los 
ácratas, para terminar en el año 1900, declarando la entidad su adhesión al 
socialismo marxista como método. 


La decisión de refundar la Internacional tuvo lugar cuando en París se 
llevaban a cabo dos congresos obreros en forma simultánea. Se concretó en 


(30) Véase SPALDING, Hobart: La clase trabajadora argentina (Documentos para la histo- 
ria - 1890/1912), ps. 30 y 31, 1970, Ed. Galerna, Bs. As., Argentina. 
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el Congreso que respondía mayoritariamente al marxismo, que se llevó a 
cabo desde el 20 de julio de 1889, en la sala Petrelli, donde se reunieron 277 
delegados (de los cuales 221 eran franceses). Este congreso si bien contó con 
los ideólogos políticos más importantes, desde el punto de vista sindical, era 
menos representativo, que el de la calle Lancry (que tuvo lugar entre 15 el 20 
de julio de ese mismo año). 


En Argentina, el protagonismo de los inmigrantes en las luchas socia- 
les provocó contradicciones que derivaron en un racismo que fue explotado 
por la burguesía a los fines de relativizar y neutralizar la lucha política im- 
plícita en esa sociedad (31). 


La presencia de los militantes sociales que dieron los primeros pasos en 
la organización de los trabajadores, hay que referirla en la segunda mitad 
del siglo XIX, con referencia a una industria en desarrollo, que va acompa- 
ñando al desarrollo urbano de grandes ciudades y que se nutre en esta etapa 
especialmente de la inmigración europea que el gobierno propicia. 


La incipiente industria local todavía en 1895, registró la presencia de 
22.204 establecimientos, que ocupaban un 63 por ciento de trabajadores ex- 
tranjeros, según indica el censo nacional de ese año. 


La progresión siguió en aumento y también el desarrollo de los capita- 
les. Para 1914, los establecimientos eran 48.799 y ya empleaban a 410.201 
personas, de las cuales la mitad eran argentinos. 


En ese período que va entre 1895 y 1914, el promedio de personasemplea- 
das por establecimiento va de 0,52 a 8,4 a nivel nacional. En la ciudad de Bue- 
nos Aires, el proceso de concentración capitalista, con presentia de estable- 
cimientos cada vez de mayor importancia, se revela en que entre 1899 y 1904, 
lavariación de empleados por establecimiento pasa de 7,8 a 11,5 (32). 


Julio Godio facilita el siguiente cuadro con el detalle de las sociedades 
obreras con fines gremiales, actuantes en el período entre 1880 y 1890. 


(_IAAáqAAAÁASASAÁ 


(31) Sebreli señala: “Toda la historia de esta primera etapa del proletariado está signa- 
da —como lo muestra el teatro de la época— por los roces entre criollos y “gringos, que según 
aquellos venían a 'sacar el trabajo. La lucha por la organización gremial era también “cosa 
de gringos”; no en vano las primeras agrupaciones obreras fueron la alemana Vorwarts, los 
grupos franceses Les Egaux y el italiano Fascio dei Lavoratori, y los primeros periódicos de 
izquierda ni siquiera estaban escritos en castellano. Consecuentemente, la burguesía iden- 
tificó al inmigrante con la subversión y reaccionó con la Ley de Residencia, con los pogroms 
organizados por la Liga Patriótica y con los primeros esbozos de racismo criollo que comen- 
zaroñ a aparecer en libros y discursos de la época” SEBRELI, Juan José: Buenos Aires, vida co- 
tidiana y alienación seguido de Buenos Aires, ciudad en crisis, 22 ed., Sudamericana, Bs. As., 
2003, p. 136. 

(32) Fuente: Hobart SPALDING en La clase trabajadora argentina, Editorial Galerna, Bs. 
As., 1970, p. 33. 
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Organización de Sociedad Obreras con fines gremiales (33) 


1880-1890 
Año |Sociedad Obrera Lugar Total 
y Sociedad de Dependientes de Comercio Capital » | 
E Corporación de Mozos de Hoteles ; Capital Federal 
Unión de Obreros Panaderos Capital Federal 
1881 | ciedad de Obreros Molineros - Capital Federal 
Unión de Oficiales Albañiles Capital Federal 
e 1882 'Unión de Oficiales Yeseros Capital Federal 3 
bs Unión de Obreros Sastres Capital Federal 
Sociedad de Obreros Tapiceros Capital Federal 
; :ed5 Sociedad de Prácticos (marítimos) | Capital Federal d 
ES Sociedad Mutual de Mayorales y Cocheros Capital Federal 
ji Sociedad de Resistencia de Obreros Marmoleros | Capital Federal 
¿ 1884 EA NA 
¿ Internacional de Carpinteros 
: 1885 [Sociedad de Resistencia de Obreros Panade- : 2 
: ros (34) Capital Federal 
E [ña | sociedad as Onciales Sombrereros 2 [capaltederal | 
La Fraternidad, Sociedad de Ayuda Mutua entre |... 
1887 Maquinistas y Fogoneros de Locomotoras ¿toral 2 


Sociedad de Artes Culinarias (Cocineros y em- Capital Federal 


pleados de hoteles) 


y EEN Sociedad Cosmopolita de Obreros Panaderos Capital Federal 2 
! Sociedad Cosmopolita de Obreros Zapateros Capital Federal 


Sociedad Internacional de Obreros Carpinteros, ñ 
1889 Lustradores, Tallistas y Torneros Capital Federal 1 
1890 | Sociedad Cigarreros Unidos Capital Federal 1 
TOTAL 19 


12. EL ACTO DEL 1% DE MAYO DE 1890 


El 3 de diciembre de 1888, a partir de la necesidad de tener que coordi- 
nar la acción reivindicativa en las huelgas y la organización de los sindicatos 
de oficio, se produjo una reunión en el Club Vorwárts, de la que participa- 
ron militantes del anarquismo y del socialismo. Por los primeros lo hicieron 


(33) GODIO, Julio: Historia del movimiento obrero argentino. 1870-2000. Tomo 1. La época de 
las corrientes sindicales fundadoras 1870-1943, Ediciones Corregidor, Bs. As., 2000, p. 83. 

(34) Marotta establece su fundación en 1885, en cambio Santillán en 1887. Fuentes: MA- 
ROTTA, Sebastián: El movimiento sindical argentino. Su génesis y desarrollo, Bs. As,, Lacio, 
1960; DORFMAN, Adolfo: Evolución de la economía industrial argentina, Bs. As., Colegio Libre 
de Estudios Superiores, 1938; SANTILLÁN, Diego Abad: La FORA, Bs. As., Nervio, 1933; ISCA- 
RO, Rubens, Breve historia del 1* de mayo, Bs. As., Anteo, 1961. 
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Errico Malatesta y Zacarías Rabase, por los segundos S. Winiger y Guillermo 
Khun. 


El gran tema en debatefue la huelga, con sus implicancias y la estrategia 
a adoptar. Participó en la reunión, un representante del empresariado (la 
Unión Industrial Argentina), Enrique Lluch, quien propuso que los conflic- 
tos se canalizaran con “buena voluntad”, para no impedir el crecimiento de 
las industrias. 


Para entonces la organización empresaria promovía la formación de 
comisiones de obreros y empleadores, dispuestos a habilitar la negociación 
colectiva como forma de solución de los conflictos, pero desconociendo el 
derecho de poder acudir a la huelga, cuando esas comisiones no podían en- 
contrar la solución de los conflictos. 


Los dos sectores obreros rechazaron las propuestas empresarias, Zaca- 
rías Rabasse, un prhoudhoniano francés, las calificó de “infamias”. Sostuvo 
contestando a Lluch: “Se requiere reunir a ocho lobos con ocho carneros. 
Los carneros somos nosotros, los lobos los que no trabajan y sin embargo 
imperan”. 


Desde entonces quedó planteada por el empresariado, la relación con- 
tradictoria entre negociación colectiva y huelga, como institutos antinómi- 
cos, construyendo un falso dilema, sobre el que se estructuraron muchas 
normas desactivantes de las huelgas a título de regularlas mediante la ne- 
gociación obligatoria, como si la experiencia obrera no hubiera demostrado 
hasta el hartazgo, que los trabajadores en la inmensa mayoría de los casos 
sólo acuden al paro, cuando todas las instancias lógica de la negociación se 
fueron agotando. A 


Manejó con habilidad siempre en sector empresario, ese juego antinó- 
mico, deslegitimador de la huelga. Su órgano de prensa, “El Industrial”, en 
suedición del 17 julio de 1880 sostuvo: “La mejor huelga, la que ha de produ- 
cireconomías al operario honrado, es la estabilidad política del país, traba- 
je para ello sin dejarse alucinar por los boquirrubios de la política”. Señala 
Godio que para 1888, Lluch repetía los argumentos, pero ahora con destino 
a sus interlocutores obreros (35). 


Con el Congreso Internacional de París de 1889 se fundó la II Interna- 
cional y en él se resolvió dedicar el 1? de mayo como día de los trabajadores, 
en protesta y conmemoración de los obreros ejecutados en Chicago en no- 
viembre de 1887. Era un día de lucha, que entre sus objetivos tenía especial- 
mente, el de avanzar hacia la jornada de ocho horas, reivindicar a los már- 
tires de Chicago, e impugnar el infame proceso judicial que se sustanciaba. 
También se procuró conseguir la libertad de los que permanecían presos, si 
haber sido ejecutados. 


A 


(35) Véase GODIO, Julio: Historia del movimiento obrero argentino, Corregidor, Bs. As., t. 
1,p.191. 
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Para cumplir con esé mandato, el Club Vorwart local, constituyó una 
comisión integrada por sus socios Jose Winiger, A. Nohke, Guillermo Schul- 
ze, Augusto Khun y Marcel Jackel y de la misma surgió un Comité Interna- 
cional Obrero en la ciudad de Buenos Aires, en el año 1889, que convocó a 
la reunión del 1? de mayo de 1890 para constituir una Federación Obrera 
partiendo del programa adoptado en París en 1889 por la Segunda Interna- 


cional, que proponía: 
a). “Lajornada de ocho horas paratodos los adultos. 


b) La prohibición del trabajo a los menores de 14 años y reducción de 
la jornada a seis horas para los menores de ambos sexos de l4 a 15 
años. 


c) La abolición del trabajo nocturno, con excepción de las ramas cuya 
índole no permita interrupción. 


d) La prohibición del trabajo nocturno de la mujer cuya naturaleza 
afecte su salud. 


e) La abolición del trabajo nocturno para la mujer y menores de 18 
años. 


f) El descanso dominical no interrumpido para todos los trabajadores 
de 36 horas semanales. 


g) La prohibición de trabajos y sistemas de fabricación perjudiciales a 
la salud de los trabajadores. 


h) La inspección de los talleres y fábricas por delegados remunerados 
“porel Estado. 


i) Lainspección sanitaria de las habitaciones, la vigilancia sobre la fa- 
bricación y venta de bebidas y alimentos, castigando a los falsifica- 
dores. 


j) Elseguro obligatorio para los obreros contra los accidentes a cargo 
exclusivo de los empresarios y el Estado. 


k) La creación de tribunales por obreros y patrones para solución pron- 
ta y gratuita de los diferendos entre unos y otros” (36). 


Se publicaron 20.000 ejemplares del manifiesto del Congreso de París que 
fueron distribuidos en el acto y con motivo del mismo y su convocatoria. 


Los socialista alemanes del Club Vorwárts, se transformaron en los 
principales organizadores y promotores. Pero ya en los preparativos, se ad- 
virtieron las diferencias entre socialistas y anarquistas. Estos últimos se ex- 
cluyeron de la organización, pero se comprometieron a participar en el acto 


(36) GODIO, Julio: Historia del movimiento obrero argentino. 1870-2000. Tomo 1. La época 
de las corrientes sindicales fundadoras 1870-1943, Ediciones Corregidor, Bs. As., 2000, p. 89. 
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a partir con sus propias consignas (37). Por su parte el Círculo Socialista 
Internacional, quehabía sidoinvitado, no envió representantes a las reunio- 
nes preparatorias del acto. 


La cuestión por excelencia que dividió alos promotores, fue la referente 
a la legislación obrera y la política que debía adoptar el movimiento obrero 
para conseguirla y con referencia al gobierno. 


El acto del 1? de mayo del 1890, se llevó a cabo en Prado Español, situado 
en la Avenida República, en la Recoleta. El diario La Nación, en su ejemplar 
del 2 de mayo lo reseñó así: 


“En el Prado Español tuvo lugar ayer el meeting de obreros convocados 
por el socialismo de aquí siguiendo el movimiento general el socialismo eu- 
ropeo. 


“A las 3.15 p.m. se abrió la sesión con una concurrencia de 1.200 per- 
sonas, mas bien más que menos. Una treintena de ellas, decorados con la 
insignia punzón, ocupaban la tribuna instalada en el palco escénico del 
jardín-concierto. Habló primeramente un señor alemán. Hizo el elogio del 
socialismo, saludó la fecha gloriosa del 1? de Mayo de 1890, cuyo sol encon- 
traba congregados en sus respectivos países a los socialistas del mundo. La 
unión es la fuerza y el socialismo, está unido. El triunfo es seguro. 


“En seguida hizo uso de la palabra un francés. Mismo tono y mismo fon- 
do, con cierta diferencia. Ponderó el poder del socialismo, para oprimir al 
cual en vano se amontonaban soldados. 


“Tres italianos y un español abundaron en los mismos sentimientos in- 
vocando las mismas aspiraciones triunfantes en el gran día de la congre- 
gación universal. La religión, la política, la sociedad, el gobierno, levaron 
recias sacudidas, como instituciones deficientes organizadas. Dos cosas 
buenas, la explotación del hombre por el hombre las ha hecho malas (?). 
Todo necesita ser reformado en el sentido de la igualdad ante el trabajo. Las 
aclamaciones se repetían y al terminar el acto un triple viva salido de la tri- 


(37) Godio consigna a las siguientes asociaciones como adherentes del acto: Buenos Aires: 
Club Vorwárts, Sociedad Internacional de Carpinteros, Tipógrafos Alemanes, sociedad Cos- 
mopolita de Oficiales Sombrereros, Asamblea General de Obreros Alemanes de Buenos Aires, 
Círculo socialista internacional, sociedad “L'Ancora' Sociedad Italiana de Barracas, Centro Re- 
publicano Italiano, Alleanza Republicana, Sociedad Escandinava “Norden', Sociedad “Figli del 
Vesubio” Círculo Republicano “T. Campanella” Sociedad de los Países Bajos, Unione Calabrese, 
Societá “Italia Unita”, Círcolo Mandonilístico Italiano, Círcolo Republicano “G. Mazzini”; La Pla- 
ta: Confederación Obrera Sudamericana (región argentina); Esquina: Sociedad Italiana “Unio- 
ne e Benevolenza', 25 de Mayo: Sociedad Italiana “Unione e Benevolenza” Lobos “lJnione e 
Fratellanza”; Chivilcoy: Societá de Mutuo Socorro Italiana; Pergamino: Societá Italiana Roma; 
Rosario: Asamblea Internacional; Santa Fe: Asamblea Internacional. Se debe destacar que la 
nómina, sólo registra a las sociedades nacionales de origen italiano, por lo que debe suponerse 
incompleta. Véase GODIO, Julio: Historia del Movimiento Obrero Argentino 1870/2000, t. 1, p. 
192, Ed. Corregidor, 2005, Bs. As., Argentina. 
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buna, al socialismo, a la: libertad y aa República Argentina fue contestado 
-estrepitosamente. : 


“Fue recibida con aplausos la advertencia varias veces hecha, de que los 
obreros que quedasen sin trabajo por su asistencia al meeting, o por otras 
causas de análogo carácter, podrían concurrir al Comité Central, Comercio 


-880, donde les sería proporcionado. Se repartió el diario Vorwarts, escrito 


en alemán y en español, anunciándose que así se publicaría en adelante. 
Y todos se retiraron en el mayor orden, muy satisfechos de la reunión. La 
policía hizo lo que ha debido hacer siempre en tales ocupaciones: cuidar del 


-orden y estar pronta a reprimir cualquier tentativa tendiente a alterarlo. El 
-segundo comisario García de la sección 15”, el principal de la misma y dos 
“oficiales hicieron efectiva aquella acción prudente, correcta, secundados 


por 15 vigilantes. Detalle que olvidábamos: el Comité Directivo de la Unión: 
Socialista ha quedado compuesto del siguiente modo: Presidente, J. Wini- 
ger; vicepresidente, G. Nohke; secretarios, C. Starke y B. Sánchez; tesorero, 


-A. Kuhn, y quince vocales”, 


Finalizaba mordazmente, invocando al nacionalismo desde su particu- 


“lar óptica: “Había en la reunión poquísimos argentinos, de lo que nos ale- 


gramos mucho. Al final de la reunión se hizo una colecta, que produjo 120 


pesos.” 


Un nacionalismo reaccionario se desprende de la prensa que informó 
el acto, plenamente representativo del pensar de la burguesía y oligarquía 
propietaria de los medios. 


No escaparon a esa regla los medios opositores del gobierno. El Diario, 
quedirigía Láinez, duro crítico del gobierno, también tomó distancia de los 
obreros, calificando a los asistentes del acto como “polilla humana”. 


A poco del acto, el Comité Internacional Obrero, elevando un petitorio 
apoyado en 7.432 firmas, se dirigió ala Cámara de Diputadosreclamado leyes 
protectoras a la clase obrera. Se requirió la limitación legal de la jornada de 
trabajo hasta un máximo de 8 horas para los adultos; la prohibición del tra- 
bajo a los niños menores de 14 años y reducción de la jornada a 6 horas para 
los jóvenes de ambos sexos de 14 a 18 años; la abolición del trabajo noctur- 
no, salvo en los ramos de industria que lo hacen indispensable; prohibición 
del trabajo femenino en las industrias que afecten su organismo; abolición 
del trabajo nocturno para la mujer y los menores de 18 años, con descanso 
semanal apropiado; la prohibición de industrias y sistemas que afecten la sa- 
lud, como así también del trabajo a destajo; la inspección estatal de talleres, 
fábricas, habitaciones, bebidas y alimentos, el establecimiento de un seguro 
contra accidentes y la creación de tribunales arbitrales integrados con repre- 
sentación igualitaria de obreros y patrones (38). 


(38) Véase GARCÍA COSTA, Víctor: Alfredo Palacios, ps. 13/15, Ed. Centro Editor de Amé- 
rica Latina, 1972, Bs. As., Argentina. 
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Cuando la delegación obrera trató de presentar el petitorio ante la Mesa 
de Entrada del Congreso Nacional, el burócrata que os atendiera les infor- 
mó que la presentación no podía ser aceptada, por falta de un sellado. La 
insistencia de la delegación, permitió que finalmente fuera atendida por el 
Presidente de la Cámara de Diputados, para entonces el General Lucio V. 
Mansilla, quien terminó aceptando recibir el petitorio y lo giró a la Comi- 
sión de Legislación para su tratamiento. No hemos podido acceder a despa- 
cho alguno de dicha comisión. 


Sostienen Iscaro y Godio que al acto del 1? de Mayo acudieron tres mil 
militantes, aunque la prensa de entonces daba un número considerable- 
mente menor de asistentes. Otros actos con el mismo sentido se llevaron 
a cabo en Rosario, Santa Fe, Lobos, Pergamino, Capilla, Esquina y en Chi- 
vilcoy, entre otras localidades a las que el fervor de la militancia llevó a los 
que estaban fundando la organización del movimiento obrero con presen- 
cia nacional. Varias organizaciones mutualistas que respondían a diversas 
nacionalidades, tomaron la bandera de lucha y promovieron en sus ámbitos 
locales la jornada de protesta y debate de la cuestión social, que implicaba 
al mismo tiempo una huelga con abandono de trabajo. 


Participó de esa celebración y jornada de lucha, por primera vez una 
mujer como oradora, Virginia Bolton, combativa anarquista uruguaya radi- 
cada en Rosario, quien luego de hablar en Plaza López, fue detenida por la 
policía por faltar al orden (39). 


Esto actos sucedieron, con total indiferencia de lo que estaba acaecien- 
do en ese crítico año 1990, en la política nacional. 


El desprecio de la burguesía, mereció la respuesta de la indiferencia y 
también el desprecio de la militancia y dirigencia obrera a la política na- 
cional, en esos momentos de efervescencia en los que las reivindicaciones 
democráticas y republicanas estallaban con la denuncia del fraude, la espe- 
culación financiera, el proceso de entrega de la economía nacional. 


Dos meses más tarde se produjo la Revolución del Parque, pero el acto 
obrero acaeció con un contenido desesperanzado y ajeno a la política nacio- 
nal, marcando una distancia entre los distintos protagonistas, que terminó 
debilitando al campo popular opositor. 


Sommi apunta: “El movimiento obrero, a pesar de su empuje combativo 
y del ideal social que a animó a sus dirigentes, no se ubicó en el proceso po- 
lítico de la época. Aunque en el manifiesto del 1? de Mayo reclamó los mis- 
mos derechos para los obreros que para los demás miembros de la sociedad 


(39) Virginia Bolton, trabajadora del gremio del calzado, periodista, fue la primera mujer 
que participa en un acto público como oradora y cumplió una prolongada militancia a favor 
de los trabajadores. En la huelga de los inquilinos de 1907, por su activismo, es detenida y se le 
aplica la Ley de Residencia, siendo expulsada del país. 
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argentina, lo cierto es que se mantuvo, como movimiento, al margen del 
proceso políticc del país, como si éste fuera ajeno a la suerte de la incipiente 
clase obrera”. Y más adelante agrega: “El movimiento obrero naciente debía 
ser la fuerza más interesada en las reformas político-electorales de carácter 
democrático que estaban planteadas en el orden del día. Pero se mantuvo 
alejado. Esto explica por qué lo sorprendió luego el levantamiento armado 
de la oposición democrática, y no tomó participación en él —salvo, casos 
aislados— restándole al mismo el aporte de la fuerza social más popular y 
revolucionaria. En cierta medida podemos explicarnos esta actitud por la 
composición extranjera del movimiento obrero, por la influencia anarquis- 
ta y la débil formación teórica de sus cuadros dirigentes que no les permi- 
tió elaborar con justeza y a tiempo la estrategia y táctica del movimiento 


“obrero en las condiciones históricas particulares de la Argentina de enton- 


ces” (40). 


Puede también señalarse, que ese divorcio entre las políticas de libera- 
ción nacional y social, en el campo de los que ponían énfasis en la segunda, 
no se debió sólo a la influencia del anarquismo, sino también se expresó 
en la mayor parte de las fuerzas de izquierda. Tanto las que respondían al ' 
planteo revolucionario a ultranza con influencia marxista, como las que se 
alineaban tras las tendencias del socialismo evolucionista, estaban todavía 
entonces influidas por una subestimación prejuiciosa sobre el quehacer po- 
lítico democrático y las acechanzas que éste con los secretos encantos de la 
burguesía acarreaba al planteo hasta las últimas consecuencias de la lucha 
de clases. 


El 12 de mayo de 1890, surge el proletariado como clase social, en Argen- 
tina. Los trabajadores revelan estar en conflicto en función de sus intereses 
y contar con proyecto histórico propio, abrevado en el movimiento obrero 
internacional e influido por una inmigración que en las más importantes 
ciudades era mayoritaria. 


Podrá con sus motivos dudarse, como lo hace Robert Castel, si en el pre- 
sente tiene vigencia la clase trabajadora como concepto, pero es evidente 
que a fines del siglo XIX, en el país, aparecía un nuevo protagonista social, 
cargado de reivindicaciones y sembrado de utopías (41). 


El proletariado argentino se había constituido en clase a partir de una 
dinámica colectiva forjada en el conflicto y se expresó en esa oportunidad, 
como en muchas otras partes del mundo, en el marco de la lucha por lajor- 


(40) SOMMI, Luis V: La Revolución del 90, Editorial Monteagudo, Bs. As., 1948, p. 80. 

(41) Dice Castel: “Prefiero el término 'bloque' al de “clase, no en nombre de una ideología 
del consenso (ya no hay clases puesto que no hay conflictos, etcétera), sino porque una clase, 
en el sentido pleno dela palabra, sólo existe cuando está tomada en una dinámica social que la 
hace portadora de un proyecto histórico propio, como pudo serlo la clase obrera. En este senti- 
do, ya no hay clase obrera”. CASTEL, Robert: Las metamorfosis de la cuestión social, Paidós, Bs. 
As., 13 edición, 1997, p. 370. 
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nada de trabajo, avanzando hacia la conformación de una confederación de 
organizaciones gremiales (42). 


13. LA PRIMERA CENTRAL SINDICAL 


Para fines de diciembre del 1890 (algunos autores datan el aconteci- 
miento durante enero de 1891), se fundó la Federación de Trabajadores de la 
Región Argentina, a resultas del acto del 1? de Mayo de 1890 y del quehacer 
del Comité Organizador. 


La Federación contó con su órgano de prensa, el periódico “El Obrero”, 
dirigido por Germán Ave Lallemant, que había iniciado sus publicaciones 
en diciembre de 1890 y se puso al servicio de la institución sindical cuando 
la misma quedó constituida. 


En el N? 3 de “El Obrero”, de fecha 9 de enero de 1891, se transcribió el 
Estatuto de la Federación, con sus veintiún artículos. 


Comenzó el Estatuto determinando el Objeto de la Federación, en el 
art. 19 en estos términos: “La Federación de los Trabajadores de la Región 
Argentina tiene por objeto realizar la unión de los obreros de esta Región, 
para defender sus intereses morales y materiales, practicar la solidaridad 
con los hermanos de todas las regiones en lucha contra el capital y sus mo- 
nopolizadores, lucha reconocida como uno de los medios para llegar a la 
completa emancipación del trabajo”. 


El art. 4% prescribía que “Constituirán la Federación de Trabajadores de 
la Región Argentina las federaciones locales, compuestas de las sociedades 
o secciones de oficios e individuos de una localidad que se declaren confor- 
mes con los principios y declaraciones de estos Estatutos y cumplan lo que 
los mismos establecen. En la localidad donde no exista más que una socie- 
dad adherida, se considerará a ésta como federación local” (43). 


La adhesión de los fundadores a los principios de la revolución inter- 
nacional proletaria, los llevó en la propia denominación de la entidad a 
desafiar la cuestión de la nacionalidad. La elección del término “Región”, 
provocaba el debate y al mismo tiempo, marcó una de las contradicciones 
fundamentales que signaron su existencia. 


En el Segundo Congreso, celebrado en octubre de 1892, la Federación 
aprobó su Programa de Acción, en los que declaró que aspiraba a: 


(42) Es la tesis central de E. P. THOMPSON, que una clase social no es sólo un “dato” o una 
colección de datos empíricos, sino que “se construye” en una dinámica colectiva forjada en el 
conflicto, expuesta en su obra La formación de la clase obrera inglesa. 

(43) Ver los Estatutos en Horbart SPALDING, La clase trabajadora argentina, Editorial Ga- 
lerna, Bs. As., 1970, ps. 105 y ss. 
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12 La posesión del poder político por la clase obrera. 


20 La transformación de la propiedad privada o corporativa de los me- 
dios de producción en propiedad colectiva, social o común, o sea la 
socialización de los medios de producción. 


30 La organización de la sociedad sobre la base de una Federación eco- 
nómica. 


40. La regulación internacional de la producción. 
50 Laigualdad de todos ante los medios de desarrollo y de acción. 
62 La igualdad de todos en las ventajas. 


Como reivindicaciones económicas sostenía las “relacionadas con la 
jornada de ocho horas, el trabajo de las mujeres y menores, la seguridad, la 
higiene en el trabajo, la inspección en los talleres, la igualdad en los salarios 
de los hombres y mujeres. 


La Federación tuvo corta existencia y el 16 de diciembre se disolvió. 


Sin embargo, en el período 1893 a 1896, se intensificó la organización de 
«sociedades de resistencia organizando a los obreros por oficio. En la Capital 
Federal, se constituyeron veinticinco de esas entidades, Entre ellas la Socie- 
-dad de Constructores de Carruajes y Carros, un gremio que se transformó 
en pilar del sindicalismo anarquista. 


El 17 de agosto de 1895 se volvió a constituir la Federación Obrera Argen- 
tina (FOA), que nuevamente desapareció a fines de ese año (44). 


El último lustro del siglo XIX, encontró a la organización sindical en un 
confuso período de maduración. 


Diversos intentos de confederar a las organizaciones fracasaron a poco 
de llevarse a cabo. 


En1898, treinta y ocho sindicatos de Capital Federal fundaron la Federa- 
ción Libertaria de sindicatos socialistas-anarquistas, de vida efímera. 


En cuanto a la organización federativa o confederativa, el movimiento 
obréro entró en un cono de sombra. 


Julio Godio, destaca que en el período que va entre 1890 y 1896, se re- 
gistra en el país, la existencia de las siguientes sociedades obreras con fines 
gremiales. 


(44) Para esa entidad García Costa da comofecha de constitución en el local de los talabar- 
teros, el 21 de diciembre del 1896, y sostiene que se extingue al año siguiente por inacción. 
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Organización de sociedades obreras con fines gremiales 1890-1896 


1890 


1894-94 


1895-96 


TOTAL 
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Sociedad Obrera 


Oficios Varios 

Oficios Varios 

Oficios Varios 

Oficios Varios 

Oficios Varios 

Sociedad de Tipógrafos Alemanes 

Sociedad de Herreros y Anexos 

Sociedades de Talabarteros 

Sociedad de Escultores y Moldadores 

Sociedad de Mecánicos y Anexos 

Sociedad de Hojalateros 

Sociedad de Mayorales y Cocheros de Tranvías 
Sociedad Cosmopolita de Obreros Albañiles 
Sociedad de Constructores de Carruajes y Carros 
Sociedad de Toneleros 

Sociedad de Fideeros 

Sociedad de Torneros 

Sociedad de Tabaqueros 


Sociedad de Socorros Mutuos y Mejoramiento So- 
cial de Trabajadores de Tolosa 


Sociedad de Conductores de Tráfico 
Sociedad de Herradores 

Sociedad de Relojeros 

Sociedad de Plateros y Afines 
Federación de Artes Gráficas 
Sociedad de Fundidores y Afines 
Sociedad de Doradores 

Sociedad de Carpinteros de Instalaciones 
Sociedad de Alfombristas 

Sociedad de Cortadores de Calzado 
Sociedad de Galponistas 

Sociedad de Vidrieros 


Sociedad de Zingueros 


Lugar 


Capital Fed. 


Santa Fe 
Chascomús 
Rosario 
Mendoza 


Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
| Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 


La Plata 


Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 


Capital Fed. 


Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 
Capital Fed. 


13 


32 


Yaentrado el siglo XX, de mano de las huelgas, maduraron dos centrales 
Jbreras: la anarquista Federación Obrera Argentina (FOA) —creada en 1901, 
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osteriormente denominada FORA. en 1904— y la Unión General de Tra- 
baiadores (UGT) en 1902, una escisión socialista. 


La FORA se transformó en la central más dinámica y activa del perío- 
do. Asu prédica antiestatista y apoliticista añadió el impulso alas prácticas 
de acción directa que caracterizaron al movimiento obrero durante buena 
parte de su historia. 


Con el inicio del siglo, comienza el debate sobre el funcionamiento de 
los sindicatos como entidades registradas y permitidas por el Estado. 


Tras una reunión previa llevada a cabo el 2 de marzo de 1901, partici- 
pando asociaciones gremiales y sociedades de resistencia, conducidas por 
anarquistas y socialistas, se convoca a un Congreso que “en el que deberá 
tratarse de los intereses de los trabajadores y el modo de mejorarlos en el 
terreno exclusivamente económico y gremial” (45), 


Dicho Congreso se lleva a cabo en la Sociedad Ligure, calle Suárez 776, 
iniciando sus sesiones el 25 de Mayo de 1901, tratando de alcanzar un obje- . 
tivo unificador. 


Señala Julio Godio que en esa ocasión: “El tercer tema en debate, sobre 
la posición obrera frente al régimen de personería jurídica para los sindi- 
catos, los anarquistas logran derrotar a los socialistas. Sin embargo, este 
triunfo refleja ante todo la situación concreta del movimiento obrero ante 
ún Estado que no mostraba ningún interés en reconocerlos. Los socialistas 
notienen interés en sostener una posición puramente doctrinaria, pues las 
posibilidades de luchar por este objetivo son mínimas. Pero tampoco ceden 
en toda la línea y logran que se encargue al Comité federal de la nueva Fe- 
deración de estudiar el problema. Los anarquistas está satisfechos en este 
punto, pues el Congreso ha reflejado su posición contraria a todo lo que sig- 
nifique entrar en el juego de la legalidad burguesa”” (46). 


Conformaron la Federación Obrera Argentina, veintisiete asociaciones, 
de las cuales quince estaban radicadas en la ciudad de Buenos Aires, y doce 
en el interior (47). : 


(45) Fuente: La protesta humana, 23 de marzo de 1901. Efraín R. Del Castillo sostiene que 
se trataban de quince organizaciones sindicales de Capital Federal y doce del interior (Sindica- 
lismo: factor de poder político, Depalma, Bs. As., 1984, p. 49). 

(46) Gobx1o, JuLto: Historia del movimiento obrero argentino. 1870-2000. Tomo 1. La época 
de las corrientes sindicales fundadoras 1870-1943, Ediciones Corregidor, Bs. As., 2000, p. 133. 

(47) La integraron inicialmente, seis sociedades de obreros de la construcción: de Capital 
Federal, La Plata, Quilmes, Rosario, Pergamino y Banfield. Cuatro de panaderos: (Capital Fede- 
ral, San Nicolás, Chivilcoy y La Plata), dos de estibadores (una de La Plata y la otra de San Nico- 
lás); dos de ebanistas (ambas de Capital Federal); una de madereros (de Rosario); una de ferro- 
viarios de Rosario; y las restantes de Capital Federal representando a los gráficos, constructores 
de carruajes, hojalateros, mecánicos y anexos, mimbreros, marmoleros, picapedreros, zapate- 
ros, alfombreros y anexos y veleros. 
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Dos líneas antagónicas disputan en los debates del congreso. El anar- 
quismo, que plantea al movimiento obrero la acción revolucionaria, cues- 
tionando el Estado y el poder constituido por una parte y por la otra, el 
socialismo que no descarta para el movimiento obrero el ejercicio de las 
acciones legales dentro del Estado democrático. Una unidad precaria se al- 
canza, a partir de los esfuerzos de un sector del anarquismo organizador, 
especialmente a mérito de los esfuerzos desplegados por Pietro Gori, gran 
animador del encuentro. 


El Comité Administrativo, quedaintegrado por doce miembros. Siete de 
ellos anarquistas y cinco socialistas. 


El discurso final del congreso, a cargo de Inglán Lafarga terminó así: - 
“En Congreso Obrero Regional celebrado en la República Argentina, al clau- 
surar sus sesiones, saluda al proletariado universal que lucha por su eman- 
cipación, se solidariza con sus esfuerzos y hace votos por la redención del 
género humano por medio de la revolución social”. 


El Ilo. Congreso de la FOA, se llevó a cabo en abril del 1902, con la parti- 
cipación de 76 delegados que representan a 47 organizaciones (48). 


Durante las primeras décadas del siglo, ésta entidad no dejó de crecer, 
pero padeció fuertes tensiones internas, a partir de los enfrentamientos en- 
tre el anarquismo, el socialismo y el sindicalismo revolucionario. 


Desde la práctica social, Joaquín Cocca, que participó de esos actos 
constitutivos, definía las ideologías en pugna en ese entonces así: “Ideolo- 
gías proletarias no existen en puridad más que dos: la anarquista y la socia- 
lista, ya que debemos considerar al síndico anarquismo como una deriva- 
ción de la primera y al sindicalismo revolucionario y al comunismo como 
derivados de la segunda: derivaciones todas éstas que responden a estados 
intermedios de las formas extremas de producir” (49). 


14. La ESCISIÓN SOCIALISTA. CREACIÓN DE La UGT 


En el año 1903, los militantes socialistas, toman distancia del anarquismo 
y se separan de la FOA. La Unión General de Trabajadores, UGT, fue fundada 
el 7 de marzo de 1903, con 22 organizaciones de la Capital Federal y 19 orga- 
nizaciones del Interior, en un Congreso que se celebra en el Salón Wórwarts, 
sito en la calle Rincón 1141 de la ciudad de Buenos Aires. 


Se resuelve en ese Congreso propiciar la sanción de legislación obrera y 
apoyar a los partidos que levantan esta materia en sus programas, en una 


(48) Godio estima que el número de anarquistas representados alcanzaba en esa ocasión a 
8.000, contra 1.000 socialistas. Obra citada, p. 101. 

(49) COCA, Joaquín: Derecho burgués y derecho obrero, p. 53, Ed. Centro Editor de América 
Latina, 1985, Bs. As., Argentina. 
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clara alusión al Partido Socialista. Se sostiene: “El Congreso recomienda a 
la clase trabajadora que independientemente de la lucha gremial los obreros 
sé preocupen por la lucha política y conquisten leyes protectoras del trabajo, 
dando sus votos a los partidos que tienen en sus programas reformas con- 
cretas en pro de la legislación obrera”. 


Pese a que La Vanguardia inicialmente había fustigado la enucleación 
.dela FORA y la constitución de la UGT, ésta se embanderó rápidamente tras 
el partido Socialista y lo hizo con un programa mínimo, que sostenía: 


12 Jornada de ocho horas y prohibición del empleo de menores de 14 
años. 


2% Un mínimo de salario con base oro. 


30 A igual producción, igual salario tanto para la mujer como para el 
hombre. 


40 Abolición del trabajo a destajo. 


52 Descaso dominical. (En los gremios que por ciertas condiciones es- 
peciales no sea posible suspender el trabajo los días domingos, ese 
descanso será otro día de la semana, pero nunca menor de 36 horas 
seguidas). 


6 Responsabilidad delos patrones en los accidentes de trabajo. 


7% Abolición del trabajo nocturno, limitándolo aloscasos estrictamen- 
te necesarios (50). 


El II? Congreso de la UGT, se llevó a cabo los días 25 y 26 de abril de 1904 
:con 43 organizaciones con 32.893 afiliados cotizantes (51). 


Pero comienza también a perfilarse entre sus cuadros, otra escisión que 
“finalmente protagonizarían quines adhiriendo al sindicalismo revolucio- 
ñario y tomaron distancia del Partido Socialista. 


Del 12 al 18 de agosto de 1905, tiene lugar, el HI! Congreso de laUnión Ge- 
neral de Trabajadores UGT. Es en este Congreso en que la línea sindicalista, 
consigue un triunfo sobre el sindicalismo socialista, y comienza a perfilarse 
en un movimiento que poco a poco tomaría distancia tanto del socialismo 
--€omo del anarquismo. Sería calificado como anarco-sindicalismo. 


Durante el Congreso se discute un pacto de solidaridad con la FORA y la 
línea sindicalista, en esto demuestra cercanías con el anarquismo en cuan- 
to a dar supremacía a lalucha sindical sobre la lucha política. 


(50) Fuente: ODDONE, Jacinto: Gremialismo proletario argentino, Bs. As., 1975, Edicio- 
nesLibera, p. 188. 


( (51) Esta central en1909 se transformaría enla Confederación Obrera Regional Argentina 
CORA). 
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En diciembre de 1906, la UGT lleva a cabo su IV Congreso, en el que de- 
cide convocar a un Congreso de Fusión. Adhiriendo a una propuesta practi- 
cada por la FORA, el sindicalismo socialista se transforma en motor de este 
intento de unidad, que se lleva a cabo al año siguiente. Sin éxito. 


La UGT sigue funcionando en paralelo y franca competencia con la 
FORA hasta 1909. 


15.1V* CONGRESO DE FOA 


En 1904 la FOA lleva a cabo su IV? Congreso y en el mismo aprueba su 
Pacto Solidario y cambia de nombre por el Federación Obrera de la Región 
Argentina, FORA. 


El cambio de nombre implica un verdadero desafío al nacionalismo. La 
ideología que inspira a la organización, se afirma en la idea de la revolución 
internacional proletaria y el cuestionamiento de las naciones, como estruc- 
turas reaccionarias. 


El 26 de agosto de 1905, la FORA celebra su V* Congreso, en el que decide 
su adhesión al comunismo anárquico, en una clara respuesta al apoyo de la 
UGT al Partido Socialista. 


Su compromiso sin embargo, revestía otro tipo de sentido y fuerza, 
puesto que al no actuar como un partido político institucionalizado y den- 
tro de las estructuras republicanas y democráticas del gobierno existente y 
dentro del mismo anarquismo darse diversas y encontradas corrientes, su 
apoyo no dejaba de traducirse en una declaración abstracta, Por otra parte, 
implicaba un compromiso interno con los grupos del llamado anarquismo 
organizador, que confrontaba con los que se enrolaban en el anarquismo 
individualista. 


Es sin embargo significativo que en 1905 la FORA decreta una huelga en 
apego de la insurrección radical y sufre persecuciones por ese motivo. 


En la primera década del siglo XX, a esa altura de la historia social ar- 
gentina, quedaba instalado en relación al derecho a la libertad sindical, la 
cuestión de los límites de la misma en cuanto al compromiso de las organi- 
zaciones con la acción política en general y especial con la referida a la delos 
partidos políticos. 


El régimen conservador demostró que no soportaba la existencia de un 
sindicalismo anarquista y formuló contra él una norma inconstitucional, 
que pretendía legitimar el accionar represivo, agraviando derechos funda- 
mentales de la República. 


No eligió el camino del juzgamiento de los que en el accionar político 
del anarquismo o el sindical de sus organizaciones, pudieran cometer de- 
litos de derecho común. El conservadorismo de la época, elitista y reaccio- 


INTRODUCCIÓN HISTÓRICA 45 


nario, no confiaba en las' instituciones de la República, ya que montaba su 
existencia en el fraude y la proscripción de las mayorías, ni en el Estado de 
derecho, al que sabía viciado e ineficiente. 


Desde el punto de vista teórico, la cuestión esencial a resolver en la ma- 
teria por el Estado constitucional de derecho, era definir si las asociaciones 
sindicales podían tener como estrategia en la lucha del poder, la propia de la 
lucha de clases y como táctica la huelga revolucionaria. 


La realidad social demostraba, que en su inmensa mayoría los obreros 
sindicalizados ejercían la libertad de asociación en función de esos fines, y 
mediante esas prácticas. 


Estos fines revolucionarios siempre han desafiado a las democracias y 


las hán puesto a prueba. En realidad, las democracias solo revisten el nom- 


bre de tales, si son capaces de convivir y superar a partir de la acción política 
ese desafío. Nunca faltan los que supuestamente para protegerla, la empu- 


jan a negar su auténtica fortaleza y la llevan de la mano de la defensa de 


un orden represor conservador, a desvirtuar su razón de ser. En definitiva a 
quedar deslegitimadas por no ser capaces de gobernar a partir de las auto 


“limitaciones que constituyen su estructura funcional. 


La historia social demuestra que espontáneamente las asociaciones 
profesionales tanto de empleadores, como de trabajadores, se constituyen 
a partir de criterios comunes políticos, ideológicos y hasta religiosos. Tam- 
bién demuestra la historia que una vez constituidas, esas asociaciones pa- 
san a tener vínculos, con todas las estructuras de poder existente en la so- 
ciedad. En especial con los partidos políticos y los gobiernos. 


Sus logros dependen la mayor parte de esos vínculos. Y esos vínculos 
llevan a acordar fines comunes y conductas políticas comunes. 


16. La LEY 4144 DE RESIDENCIA 


En ese contexto, en ese año de 1902, fue sancionada la llamada Ley de 
Residencia 4144, como una torpe respuesta del régimen a la huelga de los 
peones, carreros y estibadores, con un claro fin desactivador de las organi- 
zaciones sindicales. 


Ya en mayo de 1899 el senador nacional Miguel Cané había presentado 


“un proyecto de ley de seis artículos, por el que se autorizaba al Poder Ejecu- 


tivo a impedir la entrada de ciertos extranjeros y/o a expulsarlos del país, 
cuando por sus antecedentes pasaban a ser considerados peligrosos para la 
seguridad nacional. 


Contra el ala modernista del liberalismo, que desde Alberdi en adelante 
se planteara a ultranza la política de población, Cané representó al sector 
más conservador, que atisbó un grave peligro en la incorporación sin con- 
trol de las masas migratorias, con la presencia de exiliados políticos y socia- 
les, ajenos a la cuestión nacional y comprometidos con un ideario revolucio- 
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nario e internacionalista. Propuso en definitiva, crear fuertes mecanismos 
de control policial de los inmigrantes, alarmado particularmente por el in- 
cremento de las huelgas y la aparición de las sociedades de resistencia y los 
primeros sindicatos. 


También en julio de 1900, el Ministro del Interior, Felipe Yofré, envió a 
las Cámaras del Congreso Nacional un proyecto referido al mismo tema y 
con idéntico propósito. 


En respuesta a la huelga que afectaba al puerto y sobre la base del Pro- 
yecto de Cané, sesancionó en noviembre de 1902, la Ley 4144 de Residencia 
de Extranjeros. 


Por dicha ley se facultó al Poder Ejecutivo a expulsar extranjeros, impe- 

dir su entrada al país y detenerlos hasta su expulsión, quedando a criterio 

- del poder político, las causas de la sanción. Se estableció como motivo de 

expulsión la conducta que comprometiera la seguridad nacional o pertur- 
bara el orden público. 


Sancionada en un día y tratada sobre tablas por el Senado, la ley dio 
motivo de un debate en cuyo transcurso el Senador Mantilla, sostuvo: “la 
Constitución, las leyes, los poderes públicos de la nación han sido creados 
para el bien de los habitantes y no de los ciudadanos únicamente: éstos y 
los extranjeros tienen los mismos jueces, de los que no pueden ser sacados; 
libertades y derechos comunes de los que no pueden ser privados ...”. Y más 
adelante: “... el proyecto en discusión está inspirado en el deseo, en el pro- 
pósito, de que el Poder ejecutivo sea el único que debe pensar, resolver y 
ejecutar la expulsión de los extranjeros; vale decir: acusador, juez y ejecutor 
de su propia sentencia”. , 


Por su parte el Ministro del Interior, Joaquín V. González, sostuvo: “el 
poder ejecutivo cree que esta medida bastará para asegurar la tranquilidad, 
el orden y la libre circulación del comercio; pero si no bastase, y estimase 
necesario armarse de otros recursos que actualmente no posee, será el pri- 
mero en venir a pedir al Congreso que sancione la Ley de estado de sitio” 
(la que se sanciona un día después como ley 4145). Y también expresó: “...no 
se trata con esta ley de imponer una pena; se trata simplemente de decirle 
al extranjero que no quiere conformarse con las reglas de nuestra cultura 
y de nuestra civilización, que ha cesado su derecho de permanecer en el 
país... importa simplemente mostrarle las fronteras del país y decirle que su 
permanencia no conviene, que no condice con las leyes que rigen nuestra 
organización social”. 


Con el voto en contra de tres diputados (Gouchon, Carlés y Balestra), se 
sancionó esta ley legitimando la persecución y represión de los dirigentes 
obreros que para esa época, eran en su mayoría extranjeros, hombres de 
buena voluntad que habitaban el suelo argentino, respondiendo a las políti- 
cas alberdianas, aquellas que se expresaban con el “gobernar es poblar”. 
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El movimiento obrero ofreció resistencia a su aplicación en la medida de 
sus posibilidades. El gremio marítimo armó una pequeña línea de barqui- 
tos a la que llamó “Flotilla Libertaria”, que recorría permanentemente el Río 
de la Plata entre los puertos de Buenos Aires y Montevideo para rescatar a 
los deportados que lograban arrojarse al agua desde los barcos. De esa for- 
ma se logró rescatar a centenares de obreros a los que esperaban las duras 
“medidas de represión en sus países de origen. 


La Ley de Residencia implicó una clara violación a la Constitución Na- 
cional en sus artículos: 18 (que prohibía sacar a los habitantes de sus jueces 
"naturales o ser juzgados por comisiones especiales); 20 (que otorgaba a los 

extranjeros todos los derechos civiles del ciudadano); 23 (que prohibía al 
Presidente de la Nación, condenar o aplicar penas, ni siquiera en caso de 
Estado de Sitio, única hipótesis extraordinaria de suspensión de las garan- - 
“tías constitucionales); 29 (por el que se prohibía la concesión de “facultades 
extraordinarias” al P.E.N) y 95 (que prohibía al Presidente ejercer funciones 
judiciales) (52). 


Los ecos de esta cuestión mal resuelta, todavía flotan en la niebla de las: 
marismas de nuestra democracia y hacen naufragar a sus barcos. 


El intento más claro de acotar la existencia de los sindicatos compro- 
metidos.con el accionar político, pasó primero por la prohibición de cierto 
accionar (el anarquista) y luego, por de otras corrientes que planteaban fi- 
nes revolucionarios (el anarco-sindicalismo primero, el socialismo revolu- 
-cionario, el sindicalismo revolucionario). 


Se sostuvo por lo tanto, que los sindicatos podían estar autorizados para 
existir, en la medida en que sólo tuvieran fines económicos. Era ésta la for- 
ima de regular, que no pudieran tener fines políticos. 


Tras los pliegues de la falsa antinomia entre los fines políticos y econó- 
micos, se filtraron las normas represivas del sindicalismo opositor a los go- 
biernos. 


A los amigos, la bendición de poder hacer política, a los opositores la 
prohibición. 

En ese dilema, se extraviaron gobiernos populares que nunca pudieron 
ser suficientemente democráticos. 


Y también ante ese dilema, se extravió muchas veces el accionar sindi- 
cal, que respondiendo al postulado de la eficiencia, fue construyendo una 
burocracia capaz de generar vínculos para traicionar mandatos, en función 
de supervivir. 


La cuestión quedó planteada en la primera década del siglo XX. 


(52) La ley de Residencia estuvo vigente hasta el año 1958, en que fue derogada. 
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El principio de especialidad del derecho colectivo, no ha sido fácil de 
construir, ni en las sociedades capitalistas, ni en las socialistas, Ni en las 
totalitarias de cualquier signo, ni en las democráticas de cualquier grado. 


17. LA CREACIÓN DE LA CORA 


En septiembre de 1909, surge la CORA, Confederación Obrera Regional 
Argentina. La vida de esta entidad se prolongará hasta 1914. Aunque inicial- 
mente el intento de unificación resulta de tratativas y un pacto entre la UGT 
que se disuelve a ese efecto, la FORA no hace lo mismo y terminará recha- 
zando dicho pacto. 


La CORA subsiste en base de la unión de cuadros que fueron dejando 
atrás sus compromisos con el anarquismo y socialismo en la medida en que 
profundizaron su accionar puramente sindical. 


18. La LEY 7029 DE DEFENSA SOCIAL 


El enfrentamiento entre el gobierno y el movimiento obrero se hace es- 
pecialmente violento en el período inmediato anterior a la celebración del 
Centenario de la Revolución de Mayo. 


El 8 de mayo de 1810 en plenas vísperas de las fiestas del centenario de la 
revolución de Mayo en la Capital Federal se lleva a cabo una manifestación 
de protesta organizada por los anarquistas contra las autoridades de la Peni- 
tenciaría Nacional, acusadas de dar mal trato alos presos. La manifestación 
según los diarios anarquistas La Protesta y La Batalla reunió unas 70.000 
personas, cantidad jamás alcanzada hasta entonces por fracción alguna del 
proletariado (53). 


Las políticas represivas del sindicalismo, se dirigieron en especial con- 
tra los sindicalistas anarquistas (clara mayoría del activismo sindical de esa 
época), en el año del Centenario, con la Ley 7029 de Defensa Social. 


Sancionada en junio de 1910, ese cuerpo legal de 34 artículos persiguió 
el anarquismo y su difusión, dispuso la expulsión de sus militantes de ori- 
gen extranjero y prohibió su entrada en el territorio. 


La norma disponía en su artículo doce, penasdeunoatres años de prisión 
alos que “ verbalmente, por escrito o porimpreso o por cualquier otro medio, 
por hechos que hagan públicamente la apología del delito” y le adjudicaba a la 
policía de censurar y sancionar cuando lo considerase necesario. 


En su art. 25, sancionó a quien por medio de insultos, amenazas o vio- 
lencias, intentase inducir a una persona a tomar parte en una huelga o 


(53) MAROTTA, Sebastián: El Movimiento Sindical Argentino, Bs. As, Lacio, 1961, t. Il, 
p. 72. 
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boicot, con prisión de uno atres años, siempre que el hecho producido no 
importare la comisión de un delito con pena mayor. 


La reincidencia se condenaba con penas duplicadas en cuanto al tiempo 
de prisión y confinamiento. 


La Ley de Defensa Social violó la Constitución en sus artículos: 14 (que 
establecía el derecho de publicar las ideas por la prensa sin censura previa); 
18 (por el que quedó abolida la pena de muerte por causas políticas, toda 
especie de tormento y los azotes) y 32 (que prohibió al Congreso dictar leyes 
que restrinjan la libertad de imprenta o establezcan sobre ella la jurisdic- 
ción federal). 


El inorgánico anarquismo de la época conformó un Comité de sus orga- 
nizaciones destina a denunciarla como violación de la libertad de expresión 
y difusión de las ideas. 


El comité denominado Pro Libertad de Imprenta fue constituido por 
once grupos libertarios (Vida y Trabajo, Destruir es crear, Hierro, Primero 
de Mayo, En Marcha, Amantes de la libertad, Amigos del obrero, Evolución, 
La familia Universal, Grupo Ruso La Protesta e Internacional), al que se su- * 
maron tres sociedades de resistencia (Alpargateros, Pintores de Letras y Za- 
pateros) y llevó a cabo actos y reuniones públicas denunciando la flagrante 
inconstitucionalidad que implicaba la norma. 


También la prensa de la época se sumó ala campaña de denuncia. El dia- 

.rio La Razón, que bajo ningún punto de vista podía ser considerado un aliado 

del anarquismo, sostuvo que con esa ley se amenazaba la libertad de pren- 

sa en su conjunto, pues se otorgaba a la policía, en tanto delegada del Poder 

Ejecutivo, una facultad ilimitada “repugnante al espíritu liberal y contraria al 

progreso del pensamiento”. Por lo que llegaba a sostener que “... podría, en 
fin, llegarse a someter a la pluma al exclusivo criterio del sable”. 


La norma había sido sancionada cuando no estaban frescos los hechos 
de la llamada la semana roja de 1909, y el coronel Falcón reiteró la necesidad 
de limitar y censurar la prensa contestataria que lo cuestionó y denunció 
como principal responsable de la matanza producida. 


El Jefe de Policía, no se limitó a confrontar sólo con los anarquistas y 
su prensa. Sostuvo que gran parte de los diarios comerciales (entre ellos, 
El País, La Argentina, El Diario, El Nacional, y Ultima Hora), sostenían una 
“prédica a todas luces subversiva” por haber criticado el brutal accionar po- 
licial durante los sangrientos sucesos. 


También preocupó al gobierno la dirección del diario La Argentina, que 
reconociendo el poder real y la autoridad del Comité de Huelga, le solicitó 
autorización y protección para transportar papel y poder editar con norma- 
lidad el diario (54). 


(54) SURIANO, Juan: “Anarquistas, Cultura y Política libertaria en Buenos Aires 1890- 
1910” ps. 184 y 185, Ed. Manantial, Bs. As. 
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19. 1912: V? Y IX? CONGRESOS DELA FORA Y CORA 


Para fines de 1912 se celebró un nuevo congreso sindical con la asisten- 
cia de gremios de la FORA y la CORA. En esa oportunidad se aprobó la uni.- 
ficación de las dos centrales. 


Pese a ello la FORA ordenó a sus sindicatos no aceptar la unificación y 
permanecer en su seno. 


Por su parte la CORA decide disolverse para que sus organizaciones in- 
gresen a la llamada FORA del IX Congreso, en un congreso que se celebró el 
26 de septiembre de 1914. 


20. LA DIVISIÓN DE LA FORA EN 1915 


Disuelta la CORA, era la FORA, la única central sindical en el país, cuan- 
do celebra su IX congreso a partir del 12 de abril de 1915. 


Pero si al anarquismo individualista lo había sucedido el anarquismo 
organizador, una nueva transmutación se produciría entre los cuadros de 
éste, que comenzarían a considerarse los propios del anarco-sindicalismo, 
El calificativo a poco tomaría vuelo propio y distancia considerable de los 
principios de la anarquía. 


En esta oportunidad, el sindicalismo avanza otro paso decisivo despla- 
zando las líneas gremiales que se encolumnan en el anarquismo o en el so- 
cialismo. 


La siguiente declaración pone de relieve esa toma de distancia: 


“La FORA es una institución eminentemente obrera, organizada por 
grupos afines de oficio, cuyos componentes pertenecen a las más varia- 
das tendencia ideológicas y doctrinarias, que para mantenerse en sólida 
conexión necesitan la más amplia libertad de pensamiento, aunque esim- 
prescindible que sus acciones se encuadren dentro de la orientación revo- 
lucionaria de la lucha de clases, de la acción directa, y con absoluta prescin- 
dencia de los grupos y partidos que militan fuera de la organización de los 
trabajadores genuinos. Por lo tanto, la FORA no se pronuncia oficialmente 
partidaria ni aconseja la adopción de sistemas filosóficos, ni ideológicos de- 
terminados, cuya propaganda, de acuerdo con la autonomía del individuo 
en el sindicato, de éste en las federaciones locales y de éstas en la Regional, 
no está vedada ni puede ser coartada en nombre de ningún principio o res- 
tricción, sino que, por el contrario, deberá permitirse la más amplia y tole- 
rante discusión de temas científicos, filosóficos e ideológicos en homenaje a 
los diferentes modos de pensar de los obreros federados y a fin de mantener 
la unidad orgánica de los mismos y evitar de esta manea las susceptibilida- 
des y enconos que resultarían en perjuicio de la F.O.R.A., si ésta aceptara o 
adoptara determinada ideología”. 


E 
EN 
y 

E 


E 
$ 
ES 
q 
Z 
$ 
F 
pa 
Ed 


INTRODUCCIÓN HISTÓRICA 51 


El grupo minoritario que no acata la resolución el día 2 de mayo se se- 
para del Congreso, nombra un nuevo Consejo Federal y reivindica el anar- 
quismo declarado en el V? Congreso. Comenzaba un ciclo de declinaciones 
. paulatinas, para la línea que había sido mayoritaria hasta entonces (55). 


Esto se produce a partir del triunfo de la llamada línea anarco-sindica- 
lista por sobre la corriente anarquista ortodoxa. Cincuenta y siete organiza- 
ciones gremiales, por mayoría, anularon las resoluciones del V* Congreso 
celebrado en 1905 e independizaron a la central del movimiento político 
que se encolumnaba en el anarquismo organizador que derivaba en anar- 
co-sindicalismo. 


La división agrupó a los llamados anarco sindicalistas en la FORA del 
TX> Congreso y a los anarquistas a secas en la FORA del Vo Congreso. 


El anarco-sindicalismo crece aceleradamente. Gana presencia nacio- 
nal.Va dejando atrás la experiencia sindical de representación de los oficios, 
para profundizar el sindicalismo de actividades o ramas de producción. 
Adopta formas federativas para ello. Se hace complejo y se ve obligado de 
formar administradores sindicales capaces de resolver los problemas buro- 
éráticos del nuevo tipo de organizaciones. Cada día que pasa en esa época 
de.grandes transformaciones, va perdiendo y diluyendo va tomando más 
distancia del principismo anarco y se va comprometiendo en un puro sin- 
dicalismo, que comienza a partir de grandes declaraciones revolucionarias, 
tratando de emular a sus orígenes, pero gradualmente y por la propia diná- 
mica de los conflictos que protagoniza, se va transformando en pragmático 
y reformista. 


21. LA CORRIENTE SINDICALISTA 


Como un desprendimiento del anarcosindicalismo por un lado y del so- 
cialismo por el otro, se fue constituyendo un nuevo polo o corriente sindi- 
cal. 


Derivan en ella, en la primer década del siglo XX, una corriente de di- 
rigentes gremiales que reclamaron para sus sindicatos total independencia 
del partido político, levantando a ultranza la bandera de la autonomía del 
movimiento obrero organizado, de los partidos políticos que procuraban 
logros y crecimiento mediante la acción parlamentaria. El grupo se fue ca- 
racterizando, como el sindicalismo revolucionario, al estilo de la corriente 
francesa que abrevaba en el pensador George Sorel, de quien ya expusimos 
en el capítulo anterior la posición que adoptaba en torno al ejercicio violento 
de la huelga revolucionaria. 


(55) Véase ISUANI, Emesto A.: “Los orígenes conflictivos de la seguridad social argenti- 
na” CEAL, Bs. As., 1985, p. 81. 
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En Europa George Sorel, en Francia, con sus obras “El porvenir de los 
sindicatos obreros” y “Reflexiones sobre a violencia”, juntamente con Víctor 
Griffuelhes, Edouard Berth y Hubert Lagardelle, sembraron la semilla de 
una nueva corriente ideológica, el sindicalismo revolucionario, que tam- 
bién tendrá como destacado expositor a Arturo Labriola, en Italia. 


Tomaron distancia del socialismo y el anarquismo, imputándoles in- 
capacidad para llevar a cabo la revolución social, sus desviaciones y la co- 
rrupción de sus cuadros y proclaman estrictamente el accionar sindical, la 
acción directa y la huelga general como el método ineludible para hacer la 
revolución. Rechazan toda relación con los partidos políticos, incluso aque- 
llos que se titulan representativos de la clase trabajadora y protagonistas de 
la lucha de clase. 


Hicieron su apuesta mayor a la huelga revolucionaria, pero a diferencia 
de los anarquistas, pusieron el acento en la huelga como instrumento polí- 
tico para alcanzar el poder. 


George Sorel sostuvo la existencia de una guerra social permanente, en 
la que para el sindicalismo la huelga era la resultante de la violencia irracio- 
nal de las masas, capaz de parir la revolución social: “La revolución social 
es tan solo un hecho extensivo de tal guerra, en la que cada huelga reviste el 
carácter de un episodio. De ahí que los sindicalistas hable de aquella revo- 
lución en lenguaje huelguista” (56). 


El apogeo del sindicalismo revolucionario francés, es alcanzado en la 
CGT francesa, cuando en 1906, se aprueba la Carta de Amiens, en la que se 
sostiene: “La CGT al margen de toda tendencia política, agrupa a todos los 
trabajadores concientes de la lucha por la desaparición del salario y de la 
clase patronal”. 


Y se explicita más adelante: “...el sindicalismo prepara la emancipación 
integral que no puede realizarse sino por la expropiación capitalista, preco- 
niza como medio de acción la huelga general y considera que el sindicato de 
hoy, agrupación de resistencia, será en el provenir una agrupación de pro- 
ducción y distribución, base de la organización social”. 


Gabriela L. de Coni (francesa, excelente conferencista, esposa del mé- 
dico higienista Emilio Coni), introduce al sindicalismo en Argentina, con el 
abogadoJulio Arraga, queregresa de una larga estadía en Europa. También es 
significativa la influencia de Walter Mocchi, corresponsal del Avanti (57). 


Arraga era un destacado abogado, que se inició en el radicalismo y tras 
una corto pasar por las filas del socialismo, militó en el sindicalismo revolu- 
cionario en los primeros años del siglo XX y terminó retornando al radicalis- 


(56) SOREL, Jorge: Reflexiones sobre la violencia, Santiago de Chile, Ercilia, p. 274. 
(57) Ver “El 'sindicalismo revolucionario' (1905-1945) de Hugo DEL CAMPO. Centro 
Editor de América Latina, Bs. As., 1986. 
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mo, siendo asesor consejero en temas sindicales de Yrigoyen, en su primera 
presidencia. 


Al fracasar el intento del Congreso de fusión de 1907, fundamentalmen- 
te por la intransigencia ideológica del anarquismo, el sindicalista gráfico 
Luis Bernard, enrolado en la corriente crítica tanto del parlamentarismo 
socialista, como en el principismo libertario, formuló estas críticas: 


“Pueden subir a la tribuna los políticos a predicar la eficacia de su ideal 
parlamentario; pueden trepar a las mesas los oradores anarquistas y con 
ampulosas frases idealizar todo lo que quieran. Nada de eso tendrá, ni re- 
motamente, el valor de la más pequeña mejora, del más insignificante ade- 


llanto conquistado en una huelga. 


“Pueden proclamar las virtudes de la boleta electoral los políticos so- 
cialistas, convocando a los obreros a las conquistas de los poderes públicos; 
pueden los ideólogos anárquicos cifrar todas las esperanzas en la propaga- 
ción del ideal. Nada de esto conseguirá, en lo más mínimo, detrimentar el 
edificio capitalista, mover una sola piedra. Esta obra sólo está reservada ala: 
clase, al pueblo trabajador, hecho fuerte y capaz en el seno de los organis- 
mos que surge como una inmanencia de la propia modalidad histórica del 
proletariado, únicos depositarios progresivamente conscientes y sabios de 


la gran fuerza que revolucionará al mundo, que dará una nueva humani- 


dad: la fuerza de trabajo. 


“Por eso los sindicalistas revolucionarios, al concentrar toda la dinámi- 
ca en el sindicato, nos presentamos ante anárquicos y socialistas parlamen- 
tarios como la fracción más revolucionaria del movimiento obrero” (58). 


Lo cierto es que la firmeza en la denuncia lejos estuvo de estar acompa- 
ñada de un accionar coherente al servicio de la revolución proclamada y las 
variaciones permanentes, con los años, evidenciaron claudicaciones en su 
conducta. 


Las incoherencias del movimiento no dejaron de ser las mismas de su 
padre fundador, que no por ello dejó de tener sirigular importancia e in- 
fluencia, no sólo para el comunismo, sino también para el fascismo. 


Como señala del Campo, “Reflexiones para la violencia” era el libro de 


“cabecera tanto de Lenin como de Mussolini (59). 


El sindicalismo revolucionario argentino, tiene singularimportancia en 
el agrupamiento de cuadros que derivaron del socialismo, del anarquismo y 
del radicalismo, a posiciones iniciales de autonomía política y desarrollo or- 
gánico del sindicalismo como fuerza participante de una democracia con- 


(58) MAROTTA, Sebastián, op. cit., vol. 1, ps. 301-303;ODDONE, Jacinto, op. cit., ps. 286, 
287 y DEL CAMPO, Hugo, “El “sindicalismo revolucionario... p. 42. 
(59) Véase DEL CAMPO, op. cit., p. 26, 
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tradictoria que fue buscando en la cuestión social sus propios caminos de 
realización y legitimación. Esos cuadros confrontaron con todas esas fuer- 
zas y luego de la revolución rusa del 17, también con el comunismo. Llega- 
ron a tener posiciones hegemónicas en la conducción de centrales obreras y 
muchos importantes sindicatos militaron en su favor. 


El cambio más notorio que sufrieron sus cuadros, fue el abandono de 
la ideología de la lucha de clases, por el colaboracionismo con distintos go- 
biernos conservadores y populistas, 


Su desarrollo inicial tuvo lugarentre los cuadros socialistas y sus adhe- 
rentes lograron constituirse en la mayoría de la UGT, imponiéndose en su 
Tercer Congreso del año 1905, tomando distancia a esa central sindical de 
la conducción del partido socialista, variando de esta forma el contenido de 
su programa anterior (adoptado en el Primer Congreso de 1903). Las críticas 
la dirigían ala conducción parlamentaria a cargo de la dirección del partido 
socialista y pretendieron subordinarlo a la lucha sindical y no subordinar la 
lucha sindical a la conducción estratégica ejercida por el partido. 


El debate que provocaron dentro del partido socialista terminó con la 
invitación que éste les formuló en el Congreso de Junín en 1906, por inicia- 
tiva de Nicolás Repetto, a retirarse de sus filas y el acatamiento que de ello 
hicieron.muchos de sus cuadros (60). 


Cuando esto sucedía, los socialistas los acusaron de ser radicales o tra- 
bajar encubiertamente por el gobierno radical. 


El ferroviario José Doménech sostuvo: “Yo he llegado a esta conclusión, 
el grupo sindicalista (...) allá en lo más recóndito de su corazón, eran radi- 
cales todo radicales”. 


Franciso Pérez Leirós (municipal, luego secretario general de la CGT 
No 2, cuatro veces diputado nacional por el socialismo), dijo: “...los sindica- 
listas tenían conexiones subterráneas con gobernantes, y sobre todo con el 
gobierno de Yrigoyen” (61). 


Cuando la corriente logró triunfar en el IX* Congreso de la FORA en el 
año 1915, los anarquistas del Ve Congreso acusaron a sus oponentes de “ser 
una entidad presidencialista, cuyo Consejo representaría a los traidores del 
proletariado y de tener un “pacto con el gobierno radical”. 


(60) Gabriela DE CONI esboza así sus dudas: “Presentimos errores en nuestro propio 
partido, pero ¿cuáles?... y un vago temor se apodera del que piensa (...) Para el proletario la 
lucha parlamentaria, tan cortés, tan burguesa, tan desigual como número, tan desalentadora 
como resultado, lo impulsa a llevar a otro terreno su lucha de clases”. FEIJOO, Mary; “Gabrie- 
la Coni: la lucha feminista”, p. 90, en la revista “Todo es Historia”, año XV, N* 175, Diciembre de 
1981, Ed. Emilio Perina, Bs. As. Arg. Entre las figuras mas destacadas que encabezan el grupo 
disidente se encuentra Gabriela L. De Coni, Emilio Troise, Julio A. Arraga y Aquiles Lorenzo, 
entre otros. 

(61) Fuente: DEL CAMPO, op. cit., p. 52. 
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El 17 de mayo del 1927, desde La Vanguardia se sostuvo: 


“Los anarco-sindicalistas pueden disfrazar sus verdaderos propósitos, 
que son los de servir los intereses del señor Yrigoyen y su camarilla”. 


En definitiva, la tesis del sindicalismo revolucionario de la primera épo- 
ca, que reivindicó la autonomía total del sindicalismo de los partidos políti- 
cos democráticos, fue la adoptada mayoritariamente por el partido Radical, 
con todas las confusiones a las que irremediablemente lo llevó, inmerso en 
un mar de contradicciones al respecto. 


Cuando el sindicalismo operó a partir de militantes radicales, la co- 
rriente pudo mantener el principio de autonomía a ultranza. Pero cuando 
las huestes sindicalistas profundizaron sus relaciones con el peronismo, y 
sus militantes se hicieron peronistas, abandonaron los principios de la au- 
tonómía. Los sindicalistas que como Gay, Marotta o Reyes se mantuvieron 
tratando de sostener la autonomía, tuvieron que abandonar el peronismo o 
fueron expulsados de su seno. 


Los periódicos Unión Sindical (22 números publicados en 1922) y su 
continuador Bandera Proletaria (que perduró hasta 1930, en que la USA se 
disolvió para integrar la CGT), fueron los fieles exponentes de las posiciones 
y luchas de esta corriente que en lo puramente sindical, alcanzó a ser varias 
veces mayoritaria en las organizaciones sindicales más importantes y fue 
decisiva en el abandono gradual de la ideologías propias del socialismo, el 
comunismo y el anarquismo, preparando la aparición en el seno del golpe 
militar de 1943 del sindicalismo peronista. 


Para 1920, la consigna que impulsó el sindicalismo revolucionario era 
“todo el poder a los sindicatos”, tratando de superar por izquierda, al lema 
leninista “todo el poder a los soviets”, lo que implicaba de por sí una cauta 
crítica y toma de distancia. 


“Todo el poder a los sindicatos”, fue el título de un artículo, publicado 
con la firma de “J. Alcibidades”, en Unión Sindical (62), para entonces órga- 
no de prensa de la USA, en el que se sostuvo: 


“Nuestro congreso constituyente sancionó casi por unanimidad el que 
el proletariado tendería en sus luchas contra la sociedad burguesa a suplan- 
tarla en el menor espacio de tiempo y para conseguirlo había que pasar todo 
el poder económico social a los sindicatos, seguro que ningún otro sistema 
podrían sancionar la nueva vida”. 


“Hizo esto en la seguridad de que ni los partidos políticos llamados re- 
volucionarios, ni la libre iniciativa de las agrupaciones anarquistas después 
de efectuada una revolución, llenarían su cometido de sostener la libertad 


(62) Añol, N* 33, abril 22 de 1922, p. 3. 
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en igualdad de condiciones para todos aquellos que le tocase actuar des- 
pués de la revolución.” 


Al ir resignando la ideología revolucionaria en relación con sus aspira- 
ciones de toma del poder político, también se fue produciendo en el seno 
del movimiento una paulatina evolución en torno a los métodos adoptados 
para el accionar sindical. 


Sintomático de ello es el carácter que se le fue dando a la acción directa 
como práctica en este movimiento sindical. Cuando la ideología revolucio- 
naria imperó y se hizo culto de la huelga como supremo instituto para la 
conquista del poder, el contenido de la acción directa estuvo directamente 
vinculado al fin procurado. 


Se la vinculó con la huelga en forma indisoluble. Víctor Griffuelhes defi- 
nió en una conferencia del 29 de Julio de 1904: “Acción directa” quiere decir 
acción de los obreros mismos, es decir, acción directamente ejercida por los 
interesados. Es el trabajador el que realiza por si mismo su esfuerzo: lo ejer- 
ce personalmente sobre las potencias que lo dominan para obtener de ellas 
ventajas reclamadas. Por la acción directa el obrero crea él mismo su lucha, 
es él el que la conduce, decidido a no dejar a otros sino a él mismo la tarea de 
emanciparle. La lucha debe ser de todos los días. Su ejercicio pertenece a los 
interesados. Hay, por consiguiente, a nuestros ojos, una práctica cotidiana 
que va creciendo cada día hasta el momento en que, llegada a un cierto gra- 
do de poder superior, se transformará en una conflagración que nosotros 
llamamos huelga general y que será la revolución social”. 


Para 1922, la cuestión era tratada en otros términos, mucho más ajusta- 
dos al proceder sindical dentro del sistema y como una práctica que tomaba 
distancia de las prácticas violentas. 


En otro artículo de Bandera Proletaria, se teorizó en estos términos: 


“Desgraciadamente todavía forma legión los que confunden violencia 
con acción directa, y para los cuales la virtuosidad del método que la Unión 
Sindical Argentina inscribió en su carta orgánica y realiza diariamente, 
estriba en la violencia de su acción. Tal concepto, no puede ser más equi- 
vocado. 


“En las relaciones con el capitalismo, el método de la acción directa que 
le sirve de guía, no es en sí violento. La violencia juega un papel secundario 
e imprevisto. La delegación obrera que entrega un pliego de condiciones a 
un capitalista, no necesita maltratarlo de palabra y de hecho para ser fiel al 
método de acción directa, ya que ésta no tiene otro significado concreto que 
el de la eliminación de partes que pudieran servir de intermediarios en la 
lucha que los trabajadores sostienen con el capitalismo” (63). 


(63) Bandera Proletaria, Año [, No. 50, octubre 28 de 1922, p. 1. 
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21. EL DESARROLLO INSTITUCIONAL DEL SINDICALISMO 


-En 1916,-el sindicalismo argentino correspondía todavía a una estruc- 


tura de cuadros militantes y revolucionarios, más cercana a las sociedades 


de resistencia que a las organizaciones profesionales de trabajadores. Los 


afiliados cotizantes a la FORA del 9 Congreso eran 41.124 y el número de 


sindicatos afiliados 70. 


A partir de entonces y a mérito de las condiciones objetivas se produce 
un desarrollo acelerado. En 1917 pasan a ser 158.796 las afiliaciones y 199 las 


"asociaciones; en 1918 llegaban a 428.713 y 350 los sindicatos (64). 


Es este un cambio exponencial de la afiliación y la organización institu- 


«cional inédito y no repetido. Sostiene por su parte Gabriel del Mazo simila- 
Tes consideraciones y que la libertad de asociación gremial elevó el número' 
_de.sindicatos obreros de 70 en 1916 a 750 en 1920, cuyos cotizantes se eleva- 


ron de 40.000 en 1916 a 700.000 en 1920 (65). 


Durante este período de gobierno, el sindicalismo se hizo orgánico, se 


institucionalizó y desarrolló extraordinariamente (66). 


La Unión Ferroviaria ganó una reputación sólida a tan corto tiempo de 
las turbulentos años de lucha por la organización sindical. El cambio de ac- 


“titud delos trabajadores ferroviarios, ocurrida en este período de la segunda 


y tercera década del siglo, los llevó de la aplicación de tácticas militantes a 


- una política de moderación y disciplina. Los obreros ferroviarios adoptaron 


ese tipo de conductas y aspiraron al logro de beneficios en la coopéración 
con las empresas y el gobierno abandonando la confrontación permanente 
que tras la huelga general llevara a la revolución social. Esa organización 
sindical, se transformó en el gremio más poderoso y representativo. 


El radicalismo enarboló banderas reformistas en lo social, como lo hizo 
en la educación y en la economía y se enfrentó al régimen conservador, sin 
romper con la burguesía y sin alcanzar a representar los intereses obreros, a 
los que si miró con simpatía y trató de promover, no por ello los comprome- 
tió por su propia falta de compromiso. 


Cuandolas contradicciones sociales emergieron durante sus gobiernos, 
terminó por desconfiar de las masas obreras y fue arrastrado a la represión. 


(64) Fuente:GODIO, op. cit., p. 265. 

(65) Véase DEL MAZO, Gabriel: “El radicalismo. Ensayo sobre su historia y doctrina”, Edi- 
ciones Gure, Bs. As., 3? ed. corregida y aumentada, 1957, 3 tomos, p. 214. 

(66) “La Central Sindicalista que en 1915 tenía 51 sindicatos obreros adheridos, tenía 70 
en 1916, 199 en 1917, 350 en 1918, 530 en 1919 y 734 en 1920; además su acción se extendió a 
todo el país, comprendiendo la mayoría de las actividades laborales” Véase BENÍTEZ GUE- 
RRERO, María Laura, “Movimiento obrero argentino en el período 1916/1930” trabajo inédito 
correspondiente al curso de post grado de especialización en derecho social de Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional de La Plata. Se puede consultar en el 
Instituto de Derecho Social de esa Facultad. 
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Terminó perdiendo al aliado más importante que tenía en el enfrentamien- 
to con la estructura oligárquica. 


Por su parte los empleadores resistieron tenazmente la acción sindical 
que se plasmaba con indiferencia de los gobiernos (67). 


Las corrientes que disputaron la conducción del movimiento obrero fue- 
ron el anarquismo, el socialismo y el sindicalismo revolucionario y a partir 
de 1918, el internacionalismo que derivaría en comunismo. Todas esas lí- 
neas encontraron un ámbito propicio en el que crecer y desarrollarse. 


Los siguientes datos reseñan ese proceso de crecimiento, con referencia 
alos sindicatos adheridos a la F.O.R.A. del IX Congreso, desde abril de 1915, 
hasta noviembre de 1920, 


MESES SINDICATOS ] 


Mayo a diciembre 


Enero a diciembre 


Enero a diciembre 
Enero a diciembre 
Enero a diciembre 


Eneroa noviembre 


Cotizaciones percibidas 


MESES | COTIZACIONES, | 


Mayo a diciembre 


Enero a diciembre 


Enero a diciembre 143.928 


Enero a diciembre | 421.182 |] 


Enero a diciembre 


Para entender la importancia que tuvo el desarrollo orgánico e institu- 
cional del sindicalismo en esa época se señala que en el período posterior 
1945 a 1955, en que otro gobierno popular ejerció la administración, se 
concedieron en total 245 personerías gremiales. Y que para el 2008, los 
734 sindicatos de 1920, se había proyectado a 1520 personerías gremiales 
vigentes. 


.(67) RODRIGUEZ, Celso: “Los que escriben nuestra historia”, ps. 26 y 27, en la Rev. “Todo 
es Historia", N* 203, año XVII, marzo de 1984, editor Emilio Perina, Bs. As., Arg. 
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La F.O.R.A. que a partir de su IX Congreso, en 1915, había pasado a ser 
controlada por los sindicalistas revolucionarios, había sufrido la escisión de 
los anarquistas, que regresaron a las posiciones del V Congreso y pasaron 
ser llamados los quintistas. 


La C.O.R.A. socialista se había fusionado con la F.O.R.A. del IX y los so- 
cialistas trataron de competir temporalmente, pero con escaso éxito en esa 
organización. 

1 Sostiene Héctor J. Iñigo Carrera que luego de la recomposición de 1915, 
bajo la conducción del sindicalismo, “la F.O.R.A. entró en un proceso de ex- 
E pansión paralelo al ascenso del radicalismo al-gobierno, y a la gestión de 

 Trigoyen desde el mando presidencial. La apertura a los planteos, el diálogo 
con los sindicatos y la mayor —aunque siempre relativa— tolerancia hacia . 
los movimientos huelguísticos, eran los puentes. Y así, con la situación so- 
cioeconómica justificante, el clima auspicioso y la efervescencia de los tra- 
“bajadores, la F.O.R.A. Noveno Congreso creció notablemente” (68). 


_ Estadísticas de Departamento Nacional del Trabajo, registran para 1917, - 
158.000 pagos de cuotas de afiliación a esa central sindical; que en 1918 as- 
cienden a 428.000: en 1919, son 477.000 y para 1920, llegan a 750.000. 


_Desde 1918, una escisión del socialismo, inspirada por los seguidores de 
. la Revolución rusa de 1917. 


La U.S.A. (Unión Sindical Argentina) se creó en el año 1922 a partir de 
la corriente propia del sindicalismo revolucionario y se disuelve la FORA 
del IX”. En anarquismo principista en retroceso supervivió en la FORA del 
V? Congreso. En 1926 se creó la C.O.A. (Confederación Obrera Argentina), 
- disolviéndose a tal efecto la U.S.A. (69). 


El rol contradictorio y de frontal oposición política adoptado por el so- 
cialismo contribuyó al fracaso de las iniciativas sociales que tenía el radica- 
lismo, caracterizándolas de meras maniobras demagógicas, empujando a 
ese partido a aliarse con las fuerzas conservadoras. 


Los socialistas, después de haber participado en la revolución de 1890, 
al igual que los católicos sociales, toman distancia y no participan en las 
luchas insurreccionales del radicalismo, por no entenderlas en toda su di- 
mensión democrática y republicana. Desde su óptica, incentivaron la exis- 
tencia de una estéril antinomia entre la cuestión nacional y la social. Con el 
tiempo, este error esencial, los llevaría a beneficiarse con el fraude patrió- 
tico (70). 


(68) CARRERA, Héctor J. Iñigo: “La experiencia radical. 1916-1922” Memorial de la Pa- 
tria. Ediciones La Bastilla, 1980, p. 183. 

(69) Véase DELMAZO, Gabriel: “El radicalismo. Ensayo sobre su historia y doctrina”; Edi- 
ciones Gure, Bs. As., 3” ed. corregida y aumentada, 1957, 3 tomos, p. 214. 

(70) Véase “Los socialistas iniciaron sus actividades en la Argentina con severo estilo de 
críticos del conjunto de fuerzas preexistentes, a quienes llamaron, con intención peyorativa, 
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Trataron de imponer un modelo de acción política inspirado en las ex- 
periencias de socialismo europeo, mal interpretando la realidad vernácula 
y las condiciones propias del desarrollo de las fuerzas capitalistas. 


Señala Orlando Cocconi: “La lectura de la prensa socialista de la época 
deja la impresión que la lucha por el socialismo sería imposible, sin antes 
reconstruir en la Argentina una sociedad capitalista a imagen y semejanza 
de Francia, Inglaterra o Italia. Soñaban con tener por adversarios a un Cle- 
menceau, a un Lloyd George, a un Orlando, y no a un Peludo lleno de mañas 
que hablaba en difícil, Ellos mismos se consideraban por encima del medio 
social en el que les tocaba actuar...” (71). 


Cocconi abrevando en el pensamiento de Juan José Hernández Arregui, 
señaló que Juan B. Justo, fundador del partido socialista en la Argentina, se 
constituyó en cómplice de la oligarquía argentina y sus formas constitucio- 
nales anglosajonas, a las que parece criticar porque no encajan con un pue- 
blo bárbaro. Y agregó que una de las falsificaciones del Partido Socialista, 
fundado en 1895, ha consistido en exagerar la importancia del partido en la 
organización del movimiento sindical argentino. En tal sentido, refiriéndo- 
se ala UGT sostiene que ofrecía un programa sin contenido combativo, con- 
trario a la huelga. La lucha antiimperialista no se planteaba en ningún caso. 
Fue la incapacidad en la conducción del movimiento obrero de parte de los 
socialistas la que incorporó a grandes sectores del proletariado al programa 
nacional, avanzado para su tiempo, de Hipólito Yrigoyen. El apoyo de Yrigo- 
yen alos ferroviarios en 1917 acrecentó este prestigio, incluso entre los anar- 
quistas. Los socialistas permanecieron ciegos a la política argentina de Yri- 
goyen. Se opusieron en el parlamento al proyecto sobre nacionalización del 
petróleo, y durante el primer gobierno radical, estuvieron sistemáticamente 
contra sus medidas populares y nacionales. Un sector del socfalismo en 1930 
se incorporó a la sedición contra el caudillo radical y ocupó ministerios du- 
rante el gobierno de Agustín P.Justo con la aquiescencia británica (72). 


“política criolla; considerándolas parte de una totalidad inferior, atrasada, bárbara. Excluían del 
cuadro general a la generación del 80, cuya altura admiraban aspiraban a continuar, y en las 
coyunturas críticas se sintieron tan solidarios con la oligarquía ilustrada, como extraños a los 
caudillos y a las masas radicales. Contemplaban a la Argentina desde afuera, desde Europa. Su 
concepción liberal positivista, del progreso sin pausa en línea recta, y no a través de las contra- 
dicciones internas de la sociedad, y de un tipo abstracto de hombre, emergente no de la lucha 
de clases sino de la evolución de la cultura occidental, denotaba gran afinidad con el idealismo 
progresista de la oligarquía ilustrada. Eran, pues, consecuentes con su filosofía política cuando 
denunciaban la táctica insurreccional del radicalismo como prueba del atraso de nuestras cos- 
tumbres cívicas y cuando se oponían a la revolución del 4 de febrero de 1905, dirigida por Yri- 
goyen, sofocada por el gobierno y seguida del estado de sitio, deportaciones, prisiones y mor- 
dazas a la prensa”. COCCONI, Rolando M.: “Historia de la clase trabajadora nacional”, trabajo 
de investigación inédito a consultar en el Instituto de Derecho Social de la Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Sociales de la UNLP. Carrera de post grado de Especialización en Derecho Social. 

(71) Véase PUIGGROS, Rodolfo: “Historia crítica de los partidos políticos argentinos. El 
Yrigoyenismo” Jorge Alvarez Editor, Bs. As., 1965, ps. 60 y 64/65. 

(72) Véase COCCONI, Rolando M.: “Historia de la clase trabajadora nacional” trabajo de 
investigación inédito a consultar en el Instituto de Derecho Social de la Facultad de Ciencias 
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A poco de suceder la Semana Trágica, el gobierno de Yrigoyen intenta 


“Jegitimar la adopción de un régimen de conciliación y arbitraje obligatorio 


para los conflictos obreros y una reglamentación del régimen de asociacio- 
nes profesionales. 


La huelga, con justos motivos declarada, había terminado en una rebe- 
lión popular y una represión en la que fuerzas del ejército y la policía, apo- 
yadas por sectores conservadores y nacionalistás, actuaron rebasando todo 
límite.de ejercicio racional del poder, masacrando fuerzas obreras y de iz- 
quierda y llevando el accionar incluso a una persecución racista centrada 
en los barrios judíos. 


El gobierno había sido superado por el conflicto social y pagaba los cos-. 
tos de ejercer el poder político a partir de mecanismo represivos injustifica- 
bles. 


Trató el gobierno de rescatar el tratamiento de la cuestión social a partir 
delas prácticas que venía ejerciendo desde 1916, llevando a cabo una in-. 
tervención estatal que racionalizara los conflictos, repitiendo la experien- 
cia que poco antes había llevado a cabo con éxito en torno a las huelgas de 


.los marítimos y los ferroviarios, en los que había cumplido con mecanismo 


propios de la conciliación y el arbitraje. 


En la huelga de los marítimos, el Presidente designó como árbitro al Jefe 
de la Policía de la Ciudad de Buenos Aires. Luego de fracasadas la conci- 
liación intentada, se dictó un laudo, por el que como lo admitió la FORA 
implicó el reconocimiento del noventa por ciento de las mejoras procuradas 
en condiciones de trabajo. 


En la huelga ferroviaria sucedida en 1917, el gobierno laudó mediante 
un decreto presidencial, por el que se reguló el salario básico de esos tra- 
bajadores y su jornada de trabajo y posteriormente promovió la ley 10.650, 
por la que se creó la Caja de Jubilaciones y Pensiones para los Empleados 
Ferroviarios. 


En el primer proyecto legislativo presentado en 1919, reglamentaba el 
ejercicio del derecho de huelga, imponiendo la necesaria intervención es- 
tatal y obligando a los sindicatos a presentar un pliego de peticiones ante 


“el Departamento Nacional del Trabajo, antes de tomar alguna medida de 


acción directa. Cuando la patronal denegara las peticiones, estallado el 
conflicto, debía el mismo ser regido por los mecanismos de conciliación y 
arbitraje ante una Junta integrada por el presidente del Departamento y un 
representante de cada parte (obrera y empleadora) designados por el Poder 
Ejecutivo. Si fracasaba la conciliación, el arbitraje se trasladaba a la órbita 


Jurídicas y Sociales de la UNLP. Carrera de post grado de Especialización en Derecho Social; ci- 
tando a HERNANDEZ ARREGUI, J. J.: “La formación de la conciencia nacional”; Ed. Plus Ultra, 
Bs. As., 1973, ps. 107 y 111. 
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y competencia de la justicia, pasando a estar a cargo del Juez Civil en turno 
dictar el laudo, que era inapelable. 


Señalaba Yrigoyen que el Estado se ha encontrado desprovisto de toda 
ley que señale normas jurídicas permanentes sobre estas herramientas, 
Sostenía: “Toda contienda debe tener un juez que la dirima y el fallo del juez 
debe revestir carácter de obligatorio para ambas partes”. 


A pocos días del anterior proyecto, el 30 de mayo de 1919, el Poder Eje- 
cutivo presenta a la Cámara de Diputados de la Nación, un proyecto de ley 
de asociaciones profesionales, que se vincula con la iniciativa fracasada de 
la Ley Nacional del Trabajo de Joaquín V. González y debe ser reconocido 
como el antecedente del modelo sindical argentino adoptado en la década 
de 1940. 


La norma proyectada compelía a los sindicatos al registro en el Departa- 
mento Nacional del Trabajo, como condición de legitimación de su existen- 
cia y forma de “otorgamiento de personería jurídica”. 


Los sindicatostenía que responder al principio de especialidad. Sien- 
do requisito impuesto por el art. 3 el que debían precisar el objeto de su 
creación y adoptar el compromiso de ejercer la conciliación y el arbitraje 
como forma solución de conflictos. El art. 17 del proyecto prescribía que las 
asociaciones profesionales que en su organización y funcionamiento no se 
ajusten a las disposiciones de la presente ley, incurrirían en la pérdida de la 
personería, siendo el Departamento de Trabajo el que demostrando viola- 
ciones a esas disposiciones podía de oficio disolver a la asociación. 


Es evidente que estas medidas tenían por objeto sacar al sindicalismo 
revolucionario de sus cauces y promover formas controlables de tratamien- 
to de la conflictividad. 


Se las intentaba al mismo tiempo que desde el Departamento Nacional 
del Trabajo, se avanzaba en la relación con las asociaciones sindicales que 
aceptaban las reglas de juego de su registro y sometimiento al control esta- 
tal. Para 1915 los sindicatos registrados eran 51 y en 1920 se había multipli- 
cado a 734, lo que indicó un crecimiento que en esa intensidad nunca más 
volvió a repetirse en la historia social de Argentina. 


El mapa sindical desde entonces quedó ocupado por las asociaciones 
que se sometieron a controles y luchaban entre sí por disputas de represen- 
tatividad. 


También se trató de promover legislativamente en 1919 la regulación de 
los convenios colectivos de trabajo. 


El gobierno advierte ya entonces que el contrato colectivo, surgía de una 
necesidad impostergable para establecer y mantener en pie de equivalencia 
a las partes contratantes, es decir, al capital y al trabajo. Que en el contrato 
colectivo actúan, como parte del mismo, la entidad social formada por los 
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patrones de un lado, y del otro, la entidad formada por los obreros, a título 
de representantes legales de sus asociados. Que se trataba de una pluralidad 
de voluntades que, por el órgano autorizado de su representación, pactaba 
con otra de igual carácter, las cláusulas del contrato, en la misma forma que 
antes lo hacían individualmente, patrón y obreros. d 


Fl sometimiento a estas políticas implicó una variación importante en 
la lucha sindical argentina, que fue perdiendo la centralidad estratégica de 
la huelga general como instrumento idóneo para llevar a cabo la revolución 


social. 


Esa apuesta ideológica, discutida en el anarquismo, el sindicalismo re- 
-volucionario y el socialismo revolucionario, signó los cambios en las tres 
corrientes. 


El Código de Trabajo, redactado por Alejandro Unsain, presentado por 
Yrigoyen al Congreso en 1921, trató de mantener esas políticas sociales a 
partir de la regulación sistemática tanto del contrato de trabajo, provocan- 
do cambios equitativos y reclamados en la regulación apropiativa del traba- 
jolibre, como en las instituciones colectivas que apoyaban esos cambios. 


Como el gobierno no contaba con mayoría en el Congreso, estos intentos 
sociales en materia legislativa del radicalismo, fracasaron. 


Pero desde entonces, el tránsito hacia el control del accionar obrero a 
partir del Estado en cuanto a un régimen de promoción del sindicalismo 
afín alos gobiernos, controlable y posible de gobernar, fue un objetivo tan- 
to de radicalismo, del conservadorismo de la década infame y del gobierno 
militar surgido del golpe de 1943. Se sublimó en el gobierno peronista a par- 
tir de 1945. 


El modelo sindicalargentino está impregnado de las virtudes y los peca- 
dos de esa política y enfermo del infantilismo del que adolece. 


Inducido por esas políticas el sindicalismo argentino confluye en la CGT 
fundada en 1930 y ésta en opera con decidida presencia del socialismo en 
contubernio con el conservadorismo. Los gobiernos conservadores, espe- 
cialmente los de la Provincia de Buenos Aires, inspirados en un populismo 
comprometido con las líneas propias de fascismo español e italiano. Los 
gobernadores Fresco y Moreno, del que fuera Ministro de Gobierno Vicen- 
te Solano Lima enrolado en ese activismo social de derecha, desarrollaron 
una vertiente populista que confrontó con el anarquismo en franco proceso 
de desaparición y el comunismo que comenzaba a ganar grandes gremios 
de la producción (carne, metalúrgicos, textiles entre otros). 


En ese contexto, un decreto de 1939, impuso el deber de registro y trá- 
mite de la personería jurídica de los sindicatos, indicando el interés guber- 
namental de controlarlos. 
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El golpe militar de 1943, mediante el decreto 2669 del 20 dejulio de ese 
año, consagró el modelo del sindicato de unicidad promocionada por la ley, 
a partir del reconocimiento de estatus privilegiado que lo transforma en 
monopolizador del derecho de negociación colectiva. 


Este decreto a poco fue suspendido por las dificultades prácticas que 
implementaba su aplicación y porque también prohibía la actividad polí- 
tica de los sindicatos y éstos eran convocados por el gobierno en su apoyo. 
Pero del mismo, el reconocimiento oficial de los sindicatos considerados 
más representativos como únicos interlocutores válidos, pasó a ser la clave 
para la administración de la policía del trabajo. Cuando se abandonó esa 
prohibición dirigida hacia la política opositora, se ratificó y confirmó el sis-. 
tema todavía hoy imperante de privilegiar a los sindicatos con personería 
gremial, a partir del reconocimiento estatal de esa condición legitimadora 
para el ejercicio del derecho de huelga y la concertación de los convenios 
colectivos. 


Es por eso que en el marco de las transformaciones que sufrió ese go- 
bierno militar y el nacimiento del peronismo como fuerza política, se pro- 
dujo la consolidación del sistema de representación y control estatal de las 
asociaciones sindicales, dictándose el decreto-ley 23.852/45, pieza jurídica 
clave para la institucionalización sindical, a partir de dispensar desde el po- 
der político la personería gremial, como forma de control manifiesto de un 
sindicalismo confiable y adicto. 


Aunque desde entonces, la legislación reguladora de la vida de los sin- 
dicatos se reiteró en numerosas oportunidades, como lo analizaremos en el 
capítulo en que detallamos esa serie de normas estatuarias le los sindicatos 
que culmina en la L.A.S, 23.551, lo cierto es que la matriz del actual sindica- 
to argentino, lleva la marca que se le impuso en 1945. Para bien y para mal. 
Forma parte del pensamiento crítico formular el estudio del derecho, como 
producto de ese devenir, en función de construir un mejor futuro. 


Por razones del objetivo perseguido en esta obra, agotamos el análisis 
histórico en esta instancia, sin perjuicio de hacer consideraciones de ese 
tipo más adelante, en cada uno de los institutos abordados (73). 


Los capítulos siguientes, irán históricamente desgranando en relación a 
las libertadores, derechos y poderes que constituyen el entramado del dere- 
cho sindical a partir de sus institutos claves. 


Tratemos de guardar la objetividad necesaria para distinguir política- 
mente las razones profundas, de las banderías que a todos nos pueden o 
deben comprometer. 


(73) El autor tiene el propósito de proseguirlo en un ensayo inédito que espera poder ter- 
minar en breve, si sus años y el ejercicio intenso de la profesión y la docencia se lo permiten, 
referido al estudio histórico del movimiento obrero y del derecho social. 
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Ese proceso de análisis crítico, culmina en la edición de estaobra, acom- 
pañando ese quehacer evolutivo que estará signado, por los nuevos instru- 
mentos de amparo procesal con el que contaron los trabajadores, elimpacto 
del derecho interno a partir de la invasión sobrecogedora del derecho de 
gentes y por la toma de conciencia de la ciudadanía obrera, como enemiga 
de las discriminaciones y los privilegios. - 


Nos ayudará en el intento, la correcta consideración de la reciente ju- 
risprudencia de la CSIN, sentada en los casos “A.T.E.” y “Rossi”, en los que la 
interpretación constitucional cobrara altura, emancipándose de los lastres 
conservadores con los que operaba hasta entonces. 


22. EL SINDICATO MODERNO 


Elsindicato moderno es hijo de la cuestión social. Constituyela respues- 
ta orgánica del movimiento obrero, a la cuestión social. 


- Paradójicamente abreva en los gremios, que fueron el instrumento jurí- 
dico por excelencia usado por la burguesía para consolidar su poder. 


¿Cuando la sociedad comienza a tomar conciencia de la condición de las 
clases proletarias, por medio de estas formas asociativas, se organiza para 
luchar por la emancipación. 


Existen en el sindicato notas distintivas que lo separan del gremio me- 
dieval en forma sustancial, lo cual no impide que para juzgarlo apropiada- 
mente se tenga que tener también presente los vínculos. 


El gremio es organización directa para la producción. En él trabajan 
juntos y comunitariamente patrones (maestros), oficiales y aprendices. El 
sindicato es una asociación que no tiene directos fines productivos. Su ra- 
zón de ser es la asociación de los trabajadores dependientes, para instru- 
mentar la lucha antipatronal. Reivindicar los derechos del asalariado desde 
su propia condición, objetivamente diferenciada de la de los patrones, que 
á esa altura de la circunstancia monopolizaban la propiedad de los medios 
de producción. 


Si en el gremio se tendía a la monopolización de la producción y la in- 
corporación de los miembros era obligatoria y esa monopolización se hacía 
desde el gobierno de la profesión. El sindicato es hijo y consecuencia de la 
libertad de contratación del trabajo. Cuando a su sombra la civilización co- 
mienza a tomar conciencia de la problemática de la miseria imperante y el 
ciudadano se descubre trabajador explotado. 


En Inglaterra, la quinta década del siglo pasado fue llamada “los años 
delhambre”. Paraentoncesesa nación eraindudablemente la primerpoten- 
cia industrial del orbe. 
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En esa época se produjo una demoledora denuncia, de la cruel situación 
padecida por los trabajadores como clase, practicada por los reformadores 
sociales. 


Edwin Chadwick, con sus famosos informes, hace tomar conciencia so- 
bre el estado de salud de la población trabajadora. (“La salud en las ciuda- 
des” y “Las condiciones sanitarias de la población trabajadora”). 


Federico Engels da a conocer “La condición delas clases trabajadoras en 
Inglaterra en 1844”. 


El libro de Hammond y su esposa, “El trabajador en la ciudad” y los tra- 
bajos de William Cobbet, Robert Owen y Lord Shafterbury, apuntan todos 
en la misma dirección, ayudando a crear conciencia social. 


El industrialismo culminaba un período de extraordinario desarrollo, 
que había comenzado en la industria textil y se había afirmado en la de fe- 
rrocarriles y metalúrgica. Comenzaba a producirse en gran escala y a nive- 
les de exportación masiva. 


Inglaterra producía para 1850 el 5/7 de la fabricación mundial de herra- 
mientas y más de la mitad de la producción mundial de lingotes de hierro. 
Superaba a E.E.U.U., que era el segundo productor en esta área, en cuatro 
veces. 


Es en esa sociedad paradigmática en lo social y económico, en la que la 
cuestión social estalla y a partir de ello se difunde. 


El industrialismo, el auge de las nuevas formas de capitalismo y de las 
sociedades por acciones, el urbanismo, surgen tras el siglo XVI! el siglo del 
enciclopedismo y el liberalismo, en el que el poder monárquico y teocrático 
quedan heridos de muerte. 


Y con ella van quedando sepultados los estatutos del trabajo que la ci- 
vilización había construido. El esclavismo, la servidumbre y el gremialismo 
urbano sufren esa suerte. 


El ciudadano, hijo del liberalismo, se hacía un nuevo protagonista de la 
historia, forjaba nuevas sociedades y naciones. Comenzaba aleer, a conocer 
la sociedad en la que vivía, cuestionarla y escribir, denunciando la pobre- 
za. 


Se sostiene por los economistas que, en realidad, el trabajador, en tér- 
minos generales, no empeoró su condición con el capitalismo. G.H. Cole 
sostiene: “dejando aparte casos muy especiales, los efectos adversos habían 
sido más bien psicológicos que materiales” (74). 


(74) Véase COLE, G.G.H.: Introducción a la historia económica, Fondo de Cultura Econó- 
mica, México, 1957, p. 72. 
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Pero lo cierto es qué en la conquista de los principios democráticos, el 
ciudadano trabajador tomaba conciencia de su estado de explotación, reac- 
cionaba con sobradas razones y comenzaba la lucha por su liberación, or- 
ganizándose asociativamente en sociedades de resistencia y sindicatos. En 
«razón de su condición proletaria y cuando el régimen del salariado se había 
impuesto en términos económicos. 


La revolución francesa de 1848 con la toma por los obreros del gobierno 
de París, el Manifiesto Comunista (“proletarios del mundo unios”) y la apa- 
rición de “El Capital” la obra de Marx, son hitos fundamentales de la toma 

“de conciencia de esa condición y la cuestión social queda instalada como 
una requisitoria pendiente de la humanidad. 


A las requisitorias de esa cuestión, trataría de responder el sindicato, . 
.como instrumento de un cambio necesario, provocado por las crisis que la 
sociedad vive y proyecta hacia la estructura del Estado-Nación, que el libe- 
ralismo había construido. 


En ese Estado-Nación, a partir del culto a la igualdad formal, la distan-- 
cia del mismo con los ciudadanía, resulta tan intransitable para los sectores 
más necesitados, como lo era en épocas del Estado absolutista. 


El culto liberal a la igualdad rasante de la ciudadanía, sólo resulta supe- 
rado a partir de la acción obrera por medio de las organizaciones de resis- 
tencia que se subliman en sindicatos y por medio del ejercicio participativo 
de la democracia, en el coto cerrado de la burguesía empleadora. 


El Estado termina por reconocer vía derechos humanos sociales, que 
hay poderes que lo anteceden y lo condicionan, al punto de que la demo- 
cracia sólo puede ejercer el poder a partir de limitarse en la profundización 
del daño de los débiles. Es entonces que el progreso, por la vía abierta por la 
acción sindical, se ve limitado por el principio de progresividad y se genera 
con ello, la técnica jurídica del garantismo, que define desde entonces la 
naturaleza del poder propio del Estado Social de Derecho. 


En esa experiencia histórica, es el sindicalismo, desde sus orígenes, una 
flecha dirigida al futuro, con escasasreferencias al pasado. Hay vínculos en- 
tre los gremios del medioevo y el sindicato de la era capitalista, pero deben 
ser analizados con sumo cuidado y condicionan poco su evolución. 


La organización social mediante el asociacionismo proletario no guar- 
da grandes ataduras con el pasado, durante el siglo XIX. Es un error propio 
de una actitud conservadora y ultramontana, tratar de relacionar al sindi- 
cato con la restauración de un orden social perimido. Sin embargo, sobre 
todo en autores de fuerte inspiración nacionalista y católica, se advierte la 
influencia de esta forma de pensar. También en la propiciación dogmática 
de estructuras verticales y organicistas, útiles a los fines de la burocracia 
sindical, en sus aspectos más conservadores, enemigos del pluralismo de- 
mocrático en función del culto a la eficiencia supuestamente necesaria a 
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organizaciones que sólo se las admite como posibles a partir de un orden 
disciplinario cuasi militar. 


Antonio Vázquez Vialard, sostiene que el sindicalismo “es el resulta- 
do de la tendencia de los hombres a reaccionar, obtener un equilibrio de 
funciones y reconstruir una organización social que el liberalismo des- 
truyó” (75). 


Este añorar lo destruido por el liberalismo, parte de una restauración 
mitificada de un pasado irrepetible. 


Y no se puede pensar que las condiciones de trabajo y vida de esclavos, 
siervos de la gleba y aprendices y compañeros del taller gremial eran más 
dignas que los de las masas asalariadas. 


Hace alos objetivos del sindicato la búsqueda de justicia y el deseo de la 
armonía social y el equilibrio de las fuerzas, cuando el capital ejerce en la 
realidad el poder económico, y a través de él, influye despiadadamente en la 
conformación del poder político. 


Pero lo que le da trascendencia al sindicalismo es su preparación para 
adelantar el futuro. Su rechazo real a la injusticia social del presente es con- 
dición de existencia. Sinembargo, hay quienes por todos los medios quieren 
hacerlo un instrumento de convalidación del orden vigente. 


En esta delgada franja de la impugnación del orden vigente se debate la 
posibilidad de acción. Acción revolucionaria para reemplazar un sistema 
por otro, y acción evolutiva para transformar lo transformable, dentro de un 


orden de cosas causado, orgánico y sistémico. * 
s 


En ambos casos, el cambio, la anticipación del futuro y la negación de 
los órdenes de organización del trabajo y la economía del pasado, constitu- 
yen un salto cualitativo, sin remembranzas, ni añoranzas por idealizadas 
condiciones justas, que los trabajadores asalariados, herederos de los escla- 
vos, tienen plena conciencia que no existieron. 


Conocen incluso formas subsistentes de las prácticas estatutarias de 
apropiación del trabajo vigentes hoy. Saben plenamente que, aun dentro de 
los ambiguoslímites del contrato de trabajo del presente, hace a su estruc- 
tura funcional, la falta de igualdad del “principal” y el “dependiente”. 


23. AMBITO EN EL QUE ACCIONA. SU CONTEXTO 
El campo de acción del sindicalismo está en la organización del trabajo, 


y constituye una cuestión social que termina por no ser una materia cir- 
cunscripta sólo a trabajadores y empleadores. En su génesis, conforme la 


(75) Véase El trabajo humano, Eudeba, Bs. As., p. 196. 
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actual organización jurídico-política de las sociedades, otros protagonistas 
vienen aincidirla. 


Así sucede con los gobiernos, cuando toman medidas que son causan- 
tes del desempleo o que causan inflación y deterioro de salarios. Por largos 
períodos, en razón de la crisis, cargan sobre sí la responsabilidad de fijar 
los salarios mínimos. Determinan las pautas máximas para las normas de 
seguridad e higiene y organizan el sistema de administración de justicia, 
actuando en muchos casos como regulador del acceso a la justicia de los 
trabajadores. 


Este protagonismo del Estado llega a ser pluralista, ya que dentro del 
mismo, los gobiernos nacionales, provinciales, comunales, las empresas 
públicas y aun los organismos públicos, adoptan criterios disímiles, polí- 
ticas antitéticas, provocando situaciones variadas y contradictorias. Todas 
ellas hacen a la organización del trabajo, definen objetivamente el conteni- 
do final de la cuestión social y suelen ser sus desencadenantes. 


Es cierto entonces, que el trabajo supera y trasciende a las partes, traba- 
jadores-empleadores, en cuanto a su organización y globalmente es cues- 
tión de orden público, Delicada cuestión de orden público, en la cual se fun- 
da la organización objetiva de la sociedad. 


El límite, la zona de actuación de las partes y el Estado en la organiza- 

* ción de la apropiación del trabajo humano, hace a derechos no sólo indi- 

viduales. En la práctica, el derecho de propiedad, en la empresa moderna, 

varía de continuo y cada vez suma más limitaciones de orden social o de 
ciden público. 


La participación obrera es la cuestión que crea más resquemores. Está 
aceptada en la Coristitución y sin embargo más de 40 años de vigencia no 
álcanzaron para que se dicten las normas operativas que afirmen su exis- 
tencia plena. 


Los factores de poder real en la sociedad argentina se resisten a la parti- 
cipación, forma culminante de la democracia social. En realidad, siempre se 
apela a ella retóricamente, pero se pospone suimplementación para cuando 
las condiciones estén maduras y los cuadros concientizados. 


El sindicato mismo, instrumento natural de la participación, observa 
con desconfianza instituciones como las de la cogestión, autogestión y el 
cooperativismo de trabajo. Sólo grupos sindicales de avanzada comienzan 
a recorrer estos caminos contradictorios, que pueden, restando afiliados, 
achicar la lista de cotizantes. 


El capitalismo real ha desarrollado a la empresa dominante que pone el 
mercado a su servicio, Domina a las otras empresas a las que convoca y di- 
rige, especialmente en los países del tercer mundo, ymuchas veces el poder 
político se les somete. 
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En respuesta a esta realidad, el movimiento obrero está obligado a cons- 
truir el sindicato liberador. Antítesis de la empresa dominante, sin embargo, 
no puede ser la otra cara de una medalla acuñada por el sistema económico. 
No puede dejarse dominar por el mismo. El sindicato liberador es autoges- 
tionario y co-gestionario, tiene una alianza real con los consumidores y es 
el control social posible, orgánico, eficaz, capaz de luchar contra las desvia- 
ciones de la sociedad dominada. 


Sus principios de liberación se aplican en una sociedad capitalista o en 
una estatista. 


Sus principios socializantes se defienden en las organizaciones para- 
estatales, nacidas en una sociedad libre que espontáneamente se organiza '- 
participativamente. 


Por contrapartida, el sindicato corporativo acepta la relación dialécti- 
ca con la empresa dominante como única forma de organizar la economía. 
Pero reducir el proceso económico a sólo este tipo de prácticas es un error. 


El sindicato debe estar preparado para actuar como promotor de la em- 
presa económica, no sostenida en el principio de la maximización del bene- 
ficio, cuando la sociedad lo requiere. 


Esta es una respuesta posible a lainversión buscada y no conseguida en 
los países dependientes. Es también una forma de resistencia al copamiento 
oligopólico de la economía y una cuna de especialistas y fábrica de técnicos 
a partir de las necesidades reales. 


Esto obligará al sindicato futuro a incursionar en la educación, la inves- 
tigación y la cultura. Y también lo obligará a discutir otros planos del poder 
y ser factor preponderante en la lucha democrática por la organización glo- 
bal del poder. 


Por eso, el sindicato de un país dependiente, escasamente industriali- 
zado, sujeto a relaciones económicas ajenas a un mercado regido muchas 
veces por fuerzas oligopólicas relacionadas con factores externos, no pue- 
de seguir los parámetros del sindicato estadounidense, y si tiene algunas 
líneas en común con el sindicato europeo, debe prepararse para avanzar 
también sobre ese modelo, en la búsqueda histórica de una sociedad que 
no es hija del colonialismo, ni del imperialismo y que guarda la pujanza y 
fuerza de las sociedades nacientes. 


El poder sindical, corresponde en principio a las relaciones sindicato- 
empresarios. Pero en la estructuración de una sociedad moderna, nuevas 
relaciones sociales evidencian la impronta de la existencia del poder econó- 
mico, queimpone conductas a otros términos de relación no protagonizada 
por empleadores. 


El sindicato, como unidad de acción en la lucha por el poder, termina 
por independizarse de grupos de sus representados y generar políticas de 
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sumisión sobre esos grupos. Así, la relación de poder económico se expre- 
sa con relación a los trabajadores y grupos de trabajadores, en función de 
la unicidad perseguida y de la unicidad impuesta. Perseguida, por ser ésta 
condición para actuar frente a los empleadores; impuesta, para conseguir 
del conjunto una acción común pese alos disensos, en función del poder de 
organización y la amenaza del caos, la individualidad y la anarquía. 


Este poder económico, se ejerce hacia abajo, en relación con los propios 
trabajadores y organizaciones primarias de los mismos. Esto es evidente en 
la relación sindicato-comisiones internas de fábrica. O en la relación mante- 
nida por la dirección oficial del sindicato con listas opositoras. 


Pero la relación de poder económico sindical más difícil de aceptar para 
el status quo, es la correspondiente a la relación sindicato-sociedad y sindi- 
cato-estado. : 


Aquí el poder económico sindical termina por expresarse en opciones 
políticas, y la política económica, cargada de juicios de valor, hace difícil ob- 
jetivar el contenido genuino del accionar sindical legítimo, del que arbitra- 
riamente invade otras instituciones republicanas, en especial, a los partidos 
políticos, en una democracia de partidos. 


El sindicato latinoamericano del mañana, puede ser el agente de la con- 
formación del gran estado industrial latinoamericano, que su vernáculo 
empresariado hasta ahora malogró. 


Pero ese estado industrial, por razón de acontecer histórico, desde el 
inicio, deberá estar preparado para el tránsito del Estado industrial, al Esta- 
do liberador delsigloXXI, regido por la revolución informática. 


Desde 1950, es constante y marcado el proceso de traslación deingresos 
del sector asalariado al sector capitalista. Largos períodos de incrementos 
de la productividad media en los gremios industriales, fueron acompaña- 
dos por importantes caídas de los salarios reales del sector. 


En consecuencia, a mayor rendimiento, peor distribución. 


Ello evidencia una clara crisis del ejercicio del poder económico sindi- 
cal y un fortalecimiento del poder económico empresario. 


Cuando este proceso en ciernes desemboca en el proceso de reorgani- 
zación nacional, a la extranjerización se le suma el desmembramiento del 
aparato industrial. 


El sindicalismo ya no podrá probar sus fuerzas en etapas de incremento 
dela producción media. La recesión será el signo del desajuste estructural, y 
el sindicato verá llegar las horas de las vacas flacas para todos, perdiendo en 
el entorno y el mercado oligopólico y dependiente, capacidad de respuesta. 


El sindicato defensivo y en retroceso, laboriosamente intenta aprender 
un lenguaje nuevo. 
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Este discurso está pendiente y se hace más necesario que nunca formu- 
larlo con un sentido superador. 


Por ejemplo, el rol que jugaron las tasas salariales de convenio, con refe- 
rencia a las tasas salariales de empresa, no indican una relación favorable a 
las primeras en largos períodos de tiempo. Siendo indicativo de la debilidad 
del sindicalismo de actividad. 


Toda evaluación de estos períodos debe hacerse partiendo de la cir- 
cunstancia de que la negociación por rama, no se practicó por mucho tiem- 
po, subsistiendo salarios de convenio actualizados por leyes, con el lógico 
debilitamiento del sistema general de negociación. 


Por otra parte, también debe advertirse que el comportamiento de las 
ramas es distinto, cuando en las mismas no se dan condiciones oligopólicas 
y control de las empresas maduras, sobre las medias y pequeñas (76). 


24. LA CRISIS DEL SINDICALISMO 


El movimiento obrero organizado argentino, llegó a ser considerado el 
primero de Latinoamérica. Los trabajadores afiliados a sus organizaciones 
llegaron a superar los 7.000.000. 


Hoy da muestras de una clara crisis y se ha debilitado notoriamente. 


Para 1994, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, daba un total de 
afiliados de 4.416.000. Para 1998, se señalaba que la tasa de afiliación era un 
29,5 por ciento. Desde entonces la desafiliación se viene acentuando paula- 


tinamente (77). 
r 


(76) Aún valorándose estas condiciones, debe analizarse con cuidado las conclusiones de 
Luisa MONTUSCHI. Sostuvo esta autora: 

“El poder compensador empresario, medido por los índices de concentración industrial, 
no ha tendido influencia alguna sobre las tasas salariales de convenio. Por lo tanto, no resulta 
válida una argumentación que sostenga que el poder económico de los sindicatos no pudo ser 
ejercido debido a la existencia de un fuerte centro de poder compensador que se opuso con éxi- 
to a los reclamos salariales de las organizaciones gremiales. Por el contrario, los datos indican 
una definida relación positiva entre los niveles de concentración y las remuneraciones medias 
totales, que demuestra que es en los sectores más concentrados donde se abonan los mayores 
salarios, hecho razonable si se tiene presente que tales sectores son los tienen mayores produc- 
tividades medias. Sin embargo, es importante destacar que tales salarios no fueron obtenidos 
a través de la negociación colectiva, sino que constituyen el resultado de una acción individual 
de los trabajadores llevada a cabo en el nivel de la empresa. Esta acción encontró eco en el sec- 
tor empresario siempre que la situación favorable de la correspondiente industria le permitió 
afrontarlas mejores salariales que se reclamaban. Ello indicaría que el poder compensador pa- 
tronal no anuló el de los sindicatos, sino que éstos no pudieron o no supieron hacer uso de su 
propio poder para obtener incrementos salariales que de todas maneras se concedieron fuera 
de convenio”. El poder económico de los sindicatos, Eudeba, Bs. As., 1979. 

(77) Esto ya se advertía en la década del 80 y era resaltado por Julio Godio así: “La baja 
tasa de sindicalización en América Latina y el Caribe, es el principal obstáculo para que el mo- 
vimiento sindical pueda jugar un rol decisivo como instrumentó de incorporación de los tra- 
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La desregulación tiende a promover el fraude laboral, que se extiende 
alarmantemente, y ello provoca que el sindicato deje de actuar representan- 
do eficazmente a amplios sectores de trabajadores. 


Inspecciones realizadas por el Ministerio de Trabajo en el período que 
va entre noviembre de 1996 ydiciembre de 1997, sobre unas 38.000 empresas 
registradas, determinan que sobre 250.890 trabajadores verificados, 58.578 
(el 23,3 %) no estaban registrados. En todos ellos, la acción sindical se relati- 
viza y debilita. Ni siquiera contribuyen económicamente a la supervivencia 
de sus alicaídas asociaciones, de las que se ven desafiliados de hecho. 


Los datos que da a conocer el INDEC para fines del 2003 eran mucho 
más gravés: 


Se estimaba que en agosto del 2003, los asalariados ocupados eran 
8:700.000. 


De ellos, 798.000 eran beneficiarios de planes sociales y aunque realiza- 
ban actividades laborales, no se les reconoce relación de dependencia y se 
mantienen fuera del esquema de representaciones orgánicas del sindicalis- 
mo y también del sistema de seguridad social al que el mismo refiere (con 
susjubilaciones y estructura de las obras sociales). Dependían del poder po- 
lítico y una red de beneficencia afirmada en el clientelismo de los partidos, 
que pugnaba por crear lazos de lealtad que corresponden a valores diferen- 
ciados de los propios del sindicalismo y sus reivindicaciones naturales. La 
situación en lo esencial no ha cambiado, aunque el desempleo disminuyó 
primero a tasas menores del 10 por ciento, aunque volvió superar los dos 
dígitos en el 2009. 


Para el 2005, basándose en las estadísticas que facilita el Ministerio de 
Trabajo, Empleo y Seguridad Social, se constataba que existían 1350 sindi- 
catos con personería gremial otorgada; otros 1277 con simple inscripción; 
472 trámites de petición de personería gremial y otros 593 trámites de sim- 
ple inscripción (78). 


Para el año 2007, ese Ministerio informó que sobre un total de 2.641 sin- 
dicatos, los de primer grado eran 2.539, los de segundo grado alcanzaban a 
ser 90 y los de tercer grado 12. De ellos 1.277 eran simplemente inscriptos y 
1364 gozaban de personería gremial. 


bajadores a la lucha política democrática, nacionalista y socialista. La debilidad numérica de 
los sindicatos dificulta su accionar también a nivel reivindicativo, puesto que la existencia de 
contingentes de asalariados reclutados por empresas que se niegan a reconocer los sindicatos 
es una Espada de Damocles contra el movimiento sindical, contra su capacidad de movilizar 
alos trabajadores como clase". GODIO, Julio; "El Movimiento Sindical Latinoamericano en los 
años 80”, Publicación del Instituto Latinoamericano de Investigaciones Sociales, Caracas, Ve- 
nezuela, ps. 56/57. 

(78) Fuente: Gustavo CIAMPA y Mariano RECALDE, “Algunas reflexiones sobre el mo- 
delo sindical argentino” en Rev. La Causa Laboral, de la Asociación de Abogados Laboralistas, 
No 17, mayo del 2005, ps. 42 y ss. 
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Para noviembre del 2009, la misma fuente hizo público, que los sindica- 
tos de primer grado con personería gremial reconocida eran 1417, las fede- 
raciones 82 y las confederaciones 7. Por su parte los registrados como sim- 
plemente inscriptos de primer grado eran 1451, las federaciones de ese tipo 
19 y las confederaciones 9. 


Entre el 2003 y el 2008 el M.T.E.y S.S. otorgó 348 nuevas inscripciones 
(un promedio de 57 por año con un pico en el 2005 de 80 inscripciones). 


En el mismo período se aprobaron 133 personerías gremiales, corres- 
pondiendo de las mismas un 89,5 % a sindicatos de primer grado (79). 


Resulta evidente que el mapa sindical argentino revela que los sindica- 
tos han proliferado pese al propósito de promoción de la unicidad que las 
leyes impusieron, al punto de advertirse un enorme dispersión de esfuerzos 
y una caótica distribución de competencias asumidas y ámbitos reconoci- 
dos de actuación para el ejercicio de la negociación colectiva. Y que en los 
últimos años la tendencia se profundizó. 


El ejercicio monopólico de la negociación, en cabeza de las asociaciones 
que logran la representación reconocida por el poder político, provoca entre 
las distintas instituciones una competencia que lejos de avanzar hacia la : 
unidad de acción por ejercicio inteligente y autonómico de los derechos de *; 
la libertad sindical, provoca la diáspora existente. 


Por otra parte, un número cada vez mayor de entidades simplemente re- 
gistradas, a las que teóricamente se les estaría vedando en función del mo- 
delo asumido, las prácticas más primaria de la lucha sindical, pugnan en la 
realidad por lograr el ejercicio pleno de los derechos que le son retaceados. 
Representan a las bases con vigor, ejercitan el derecho constitucional de 
huelga y alcanzan por vías confusas e indirectas a operar en la negociación 
colectiva, debiendo la autoridad de aplicación abandonar modelos prees- 
tablecidos en función de racionalizar conflictos y garantizar la paz social, 
Pese a la reglamentación legal que les obstaculiza el accionar, encuentran 
enlas garantías constitucionales y el derecho internacional de gentes, reco- 
nocido en tratados de derechos humanos y sociales, los fundamentos para 
poder existir y actuar. 


Las condiciones objetivas de las relaciones de trabajo, también ayudan 
a dispersar las fuerzas del movimiento obrero y sembrar el desorden en sus 
cuadros de organización. 


La mayoría de los nuevos ingresos al trabajo se realizan con contratos a 
prueba, transformándose éste período en una modalidades promocionada de 
la contratación de trabajo extendida en alguna actividades a mérito de conve- 
nios colectivos por varios meses. La precariedad de su estado, no les permite a 


(79) Fuente: Trabajo, ocupación y empleo. Estudios laborales 2008. Publicación del Minis- 
terio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, mayo del 2009. 
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estos trabajadores afrontar los riesgos y costos de la lucha sindical. Y muchos 
de ellos ni siquiera se afilian, porque hacerlo es crear un antecedente negati- 
vo ante el empleador, de quien aspiran conseguir ser efectivo y permanente, 
alcanzando el reconocimiento del contrato de tiempo indeterminado. 


Esa también es la situación en que se encuentran los trabajadores de las 
llamadas empresas de servicios eventuales, que en la mayor parte de los ca- 
sos operan como agencias de colocación de personal, en tareas habituales 
y normales de las empresas principales, dividiendo el colectivo de trabajo y 
provocando todo tipo de conflictos de encuadramiento sindical y conven- 
cional colectivo con esas prácticas generalizadas de fraude, consentido por 
la autoridad de aplicación. 


El modelo económico impuesto determinó que la orientación regresiva 
aceptada, hiciera del empleo en negro una práctica permanente establecida. 
El empleo en negro obstaculiza y veda la acción sindical y viene trepando a 
mérito de las prácticas desreguladoras propias de la flexibilización laboral 
y del fraude. 


Por influencia de esas prácticas el trabajo en negro creció alarmante- 
mente. Al comenzar la década del 90 rondaba el 25,9%. En los inicios de la 
convertibilidad trepó al 30%. Con la crisis del tequila, en 1995, escaló a 35%. 
Y estos años, a 38%, luego a 44,2% en octubre de 2002 y volvió a subir al 47% 
según informaba el Ministerio de Trabajo en agosto del 2003 (80). En no- 
viembre del 2009, informó que estaba en el 36,2 por ciento. 


Mientras tanto, según los índices oficiales, el desempleo sigue siendo el 
problema social por excelencia. Para 1990 la tasa de desempleo estaba en el 8 %, 
pero luego de las políticas inspiradas en la desregulación regresiva, el desem- 
pleo llegó en 1995, al 18 % y en mayo del 2002, se lo calculaba en el 21,5 %. 


El en el último lustro INDEC informó sobre las siguientes tasas de des- 
empleo, que deben ser consideradas con los reparos que provocan las sos- 
tenidas críticas que se le vienen haciendo a las prácticas estadísticas de este 


organismo oficial: 
13,05 % |] 


11,69 % 
10,38 % 
8,53 % 


7,58 % | 
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(80) Recogiendo estos datos en un artículo Ismael Bermúdez sostenía: “De estas cifras se 
desprende que todo el aumento de los puestos de trabajo a partir de los 90 fue contratado en 
negro y además, gente que estaba registrada perdió ese beneficio. Así mientras hubo 2 millo- 
nes de nuevos ocupados, los trabajadores no registrados aumentaron en 2,3 millones. Hoy se 
desempeñan en negro 4 millones de trabajadores cuando en 1990 en esa situación había 1,7 
millón de personas” BERMUDEZ, Ismael: Casi la mitad de los asalariados está trabajando en 
negro. Diario Clarín, domingo 3 de agosto de 2003, Sección Economía, p. 18. 
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Para el primer trimestre del 2009 el Ministerio de Trabajo Empleo y Se- 
guridad Social informaba un índice que ofrece serios cuestionamientos, 
que la tasa de desempleo había bajado al 8,8 por ciento, aunque en el trans- 
curso del año, por medio de la prensa se admitía que el índice había trepado 
alos dos dígitos. 


Esta altas tasas de desempleo y subempleo actúan como factor desalen- 
tador de la acción sindical (81). 


Para diciembre del 2008, según el Ministerio de Trabajo, los asalariados 
comprendidos por la negociación colectiva sólo eran 2.869.500. 


Para esa misma época el total de los beneficiarios de planes de empleo 
del M.T.E. y S.S. eran 975.062 y los beneficiaros de planes de capacitación, 
eran 193.060. 


Por su parte el total de las jubilaciones y pensiones eran 4.974.505 y los 
cotizantes al sistema de S.I.J.P. eran 8.000.285. 


ElINDEC informó en diciembre del2009 que sobre untotalde 11.281.776 
asalariados, los trabajadores en blanco sólo eran 7.197.773 (el 63,8 %) y los 
sin registrar eran 4.084.003 (el 36,2 %). 


En algunas actividades críticas el empleo en negro, alcanza cifras alar- 
mantes. En el personal doméstico el 85,7 %; en la industria de la construc- 
ción el 65,9 % y en el trabajo rural el 58 %. 


Demás está señalar que los trabajadores en negro tienen especialmente 
coartada y obstaculizada la acción sindical. 


Estos datos objetivos de la realidad, hablan de una crisis profunda. 


La tercera revolución científica y técnica, adviene con el desarrollo de 
nuevas técnicas productivas y ha sido una de las causas determinantes. 


La revolución informática impone su sello. 


La fábrica ve transformado sus cimientos y el conocimiento impone for- 
mas productivas que desplazan a la cadena de producción. El fordismo y el 
taylorismo pierden sentido y la producción se automatiza. 


Por primera vez en la historia, la producción puede ser suficiente para la 
demanda, a partir de un bajo nivel de empleo. 


El conocimiento se transforma en poder productivo y para su instru- 
mentación las formas anteriores de la economía resultan ineficaces. 


Al compás de su desarrollo el proletariado pierde identidad y con ello se 
diluyen sus lazos de solidaridad. La utopía del cambio se desesperanza. 


(81) Fuente: BERMÚDEZ, Ismael, en Sigue creciendo el número de los empleos en negro, 
Clarín, 13/7/98, ps. 20 y ss. 
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El sindicato siente el impacto. Primero se fragmenta, luego la tecnocra- 
cia construye sus espacios cotidianos de supervivencia, a partir de sucesi- 
vas claudicaciones. 


El sindicalismo abandona banderas de lucha y participa del poder que 
explota a la clase. Así acompaña en los banquetes de gala 'al poder financie- 
ro, se hermana en los países del tercer mundo a los poderes militares. 


La tercerización de la empresa en la actual fase de la economía cons- 
truye una cotidianeidad del trabajo, donde la relación productiva se hace 
abstracta para el hombre y ello impacta a la acción sindical, que tiene que 
descubrir nuevas prácticas de defensa, ante nuevas formas de explotación. 


En la era del desempleo institucionalizado, la huelga se debilita como 
instrumento de lucha contra el patrón. Hay circunstancias en la que los 
patrones las promueven con fines lucrativos y hay circunstancias en que 
el incluso el paro los beneficia por lo que necesitan contar con burocracias 
sindicales que sirvan a sus fines. 


En ese contexto de crisis, la libertad sindical se torna en garante de la * 
legitimidad de la red mandatos democráticos de los trabajadores y se ins- 
trumenta a partir de organizaciones sindicales mayoritarias y minoritarias. 
De sindicatos con personería gremial, simplemente inscriptos e incluso en 
vías de organización. 


También con comisiones obreras que operen con autonomía y pleno 
ejercicio de representación de las bases con libre ejercicio de la huelga, la 
negociación colectiva a la alta y el ejercicio pleno efectivo de los derechos 
públicos subjetivos, a partir del más amplio pluralismo democrático. 


El mandato constitucional argentino, da cobijo al ejercicio de esas li- 
bertades y poderes por los trabajadores. Pero la construcción jurídica del 
modelo sindical argentino imperante, dista mucho de servirlos. Más bien 
actúa como un temeroso represor de esas potencialidades. 


Pero mucho más allá de los contenidos represores que los sucesivos es- 
tatutos legales que rigieron en el asociacionismo obrero argentino operó la 
jurisprudencia como guardiana de un orden pretoriano, contrario al man- 
dato constitucional. 
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CAPÍTULO 2 


LA CONCEPTUALIZACIÓN JURÍDICA 
DEL GREMIO Y EL SINDICATO 


SUMARIO: 1. Los antecedentes. El gremialismo del presente. Su proyec- 
ción en el tiempo.— 2. La personería social de los gremios.— 3. El sindicato 
como persona ideal representativa de una categoría de trabajadores. La aso- 
ciación de asalariados. — 4. El sentido de permanencia.— 5. La adjudicación 
del rol de representación legal o necesaria.— 6. La personería en la ley de 
asociaciones sindicales.— 7. La delegación de las facultades de control de las 
asociaciones sindicales por la$ provincias. 


1. LOs ANTECEDENTES. EL GREMIALISMO DEL PRESENTE 
SU PROYECCIÓN EN EL TIEMPO 


El sindicato de la modernidad tiene por antecedentes remotos algunas 
de las formas estatutarias de la organización del trabajo que se dieron en 
las civilizaciones sumeria, acadia, babilónica, egipcia, griega y romana. Ya 
que en esas civilizaciones existían corporaciones profesionales en algunos 
casos autorizadas y en otros impuestas por el Estado. 


También el sindicato del presente guarda relación con su antecedente 
histórico más inmediato, los gremios medievales. 


Se puede advertir que en la actualidad, en el asociacionismo de deter- 
minadas profesiones y su corporación estatutaria, perdura y florece el resca- 
te actualizado de esas experiencias históricas. 


Y que esas experiencias regulan las condiciones económicas en que se 
produce el tráfico apropiativo del trabajo en la sociedad. Y a partir de ello, 
las condiciones de ejercicio de las actividades relacionadas y de vida de los 
trabajadores involucrados. 


Un ejemplo claro de ello, se puede dar al comprender la naturaleza de 
los colegios públicos de abogados, entre los cuales, el de la Provincia de 
Buenos Aires, sirvió de modelo a la estructuración de un sistema colegial al 


que fueron adhiriendo casi todas las profesiones liberales, en cada una de 
las provincias. 
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La acción gremial, por lo tanto, en el presente, no es un patrimonio ex- 
clusivo del sindicalismo obrero, y de ella se vale incluso la clase patronal, 
con todo vigor, para defender sus intereses. Ha terminado por ser reivindi- 
cada por toda clase de grupos sociales. Por ejemplo, las amas de casa han 
pretendido, sin suerte, encuadrarse como sindicatos e independientemente 
de que no puedan cumplir con las condiciones que impone la Ley de Asocia- 
ciones Sindicales 23.551, ellas constituyeron un gremio para representarlas 
como categoría social (1). 


Cuando el Estado demuestra interés particular en regular una actividad, 
por razones de orden público y bienestar social, formula estatutos mediante 
leyes, que al mismo tiempo que regularla, sirven para promoverla. 


A partir del texto del art. 14 bis de la Constitución Nacional, los gremios 
quedan reconocidos como instituciones necesarias para protagonizar la 
participación democrática en el plano social. 


Si la característica jurídica básica de las personas ideales, es transfor- 
marse en un centro imputativo de normas, el gremio, como tal, recibe la 
imputación normativa que la Constitución le confiere. 


La reforma de la Constitución de 1994, al consagrar la defensa de los 
derechos difusos y deincidencia colectiva, ha contribuido también con nor- 
mas que sirven indirectamente a fortalecer una categoría de poderes, que 
aunque difusos, no por ello dejan de existir y amenazan difundirse y forta- 
lecerse, ya que responden a los intereses de amplios sectores sociales hoy 
desprotegidos. 


Las diversas formas asociativas gremiales, como centros imputativos de 
normas que refieren a derechos de incidencia colectiva, constituyen el fun- 
damento previo, necesario y natural de los actuales sindicatos, los colegios 
profesionales, las cámaras y asociaciones empresarias. Estas instituciones 
en conjunto constituyen el terreno común en el que operan las tecnoburo- 
cracias gremiales del presente. 


Todas estas organizaciones gremiales son entidades de profundo inte- 
rés público y organismos de existencia necesaria, influidos por principios 
propios del orden público social, que están llamados a cumplir un impor- 
tantísimo papel en la sociedad. 


Desde el punto de vista del derecho social, tienen plena existencia, como 
espontáneas y naturales formas asociativas, que reconoce el Estado moder- 


(1) Véase “En el caso de las amas de casa, la inexistencia de un sector empresario con po- 
testades propias de mando y dirección y obligaciones impuestas por el débito salarial, hace 
que la situación jurídica no encuadre en la ley 23.551 que regula el comportamiento de los 
que prestan su actividad en favor de quienes tienen facultades para dirigirlas”. CNTrab., sala V, 
30/12/1991, “Asociación de Amas de Casa de la Provincia de Santa Fe c. Ministerio de Trabajo"; 
DT, 1992-1229; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1183, p. 350. 
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no, alcanzando algunas de ellas, conforme a las leyes que reglamentan sus 
existencias, el carácter de personas jurídicas de existencia necesaria. 


Haciendo distintas consideraciones al respecto, a partir del derecho 
italiano, Gino Giugni sostiene que la analogía entre el derecho autónomo 
de los grupos profesionales (propio del medioevo) y el derecho sindical (co- 
rrespondiente a la era moderna), no es serio y sólo puede considerarse con 
superficialidad (2). 


Este autor distingue las diferencias que impiden la analogía, por las di- 
versas estructuras productivas que corresponden a cada época. En su enfo- 
que tiene importancia marcar las notas específicas del sindicalismo, reco- 
gidas en-el derecho sindical, propias del fenómeno del trabajo dependiente 
en la era del capitalismo. 


Para nosotros, las analogías hechas en el contexto de la interpretación 
histórica del instituto siguen teniendo sentido, sin que ello nos impida tratar 
de comprender las particularidades propias del sindicalismo, como forma 
"gremial por excelencia, referida a la organización capitalista de la econo- . 
mía en la sociedad. Y esto dicho no sólo para robustecer el estudio histórico 
de estas entidades sociales, ya que las mismas demuestran sobrevivir en el 
presente, teniendo duros enfrentamientos con las estructuras propias del 
capitalismo. Y también han probado su existencia necesaria, crítica y reno- 
“vadora en las sociedades regidas por una economía socialista. 


Lo cierto es que el gremialismo impone sus improntas desde muy an- 
tiguo (mucho antes del medioevo, por cierto) y se proyecta hacia el futuro, 
desafiando al posmodernismo. 


Las razones de ser de su existencia, se refieren al derecho de asociarse a 
partir de los intereses comunes que crea el trabajo, en cada uno de los esta- 
dios históricos de su evolución. Y con las particularidades que, en un mismo 
período histórico y país, pueden coexistir diversas formas organizativas e 
interactuar entre ellas. Que unas tiendan a reemplazar a otras, ése es otro 
cantar. 


Pero debe tenerse particularmente en cuenta, que este asociarse libre 
tiene por objeto la defensa. El término sindical en su etimología griega sig- 
nifica “defensor, procurador, asistente”, hace referencia a las funciones que 
el sindicato lleva a cabo en sus actividades y relaciones externas frente a los 
empleadores y al Estado. 


Nuestra Constitución Nacional no trata el tema del asociacionismo de 
los trabajadores, únicamente con referencia a un derecho sindical anclado 
en el trabajo dependiente, propio de la estructura de la empresa capitalista. 
Prescribe en su artículo 14 bis: 


(2) Véase GIUGNI, Gino: Derecho Sindical, Servicio de Publicaciones del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social de España, Madrid, 1983, p. 23. 
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“El trabajo gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al tra- 
bajador: ...organización sindical libre y democrática porla simple inscripción 
en un registro especial...” 


“Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos de tra- 
bajo; recurrir a la conciliación y al arbitraje; el derecho de huelga. Los repre- 
sentantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para el cumplimien- 
to de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo”. 


La regla constitucional, debe ser interpretada, aplicada y articulada a 
partir de la reforma de 1994, con el artículo 43 de la misma Constitución, 
que garantiza el amparo a “los derechos de incidencia colectiva en general” y 
con el inciso 19 del artículo 75, que ordena al Congreso de la Nación, “pro- 
veer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia 
social, a la productividad de la economía nacional, a la generación de em- 
pleo, a la formación profesional de los trabajadores...”. 


Esas normas constituyen la base jurídica constitucional a partir de la 
cual la democracia argentina se constituye respetando el derecho “de aso- 
ciarse con fines útiles” (art. 14 de la C.N.), con que cuenta todo habitante del 
país y que en lo colectivo laboral se debe instrumentar a partir de la libertad 
sindical, principio y derecho reconocido en el moderno derecho de gentes y 
los Tratados Internacionales de Derechos Humanos y Sociales. 


Esa libertad constitutiva y propia de los Estados Sociales de Derecho, 
proyecta a los trabajadores hacia la dimensión de lo colectivo a partir del 
rescate de un estado de desposesión, evidenciado desde que el Siglo XIX 
puso en la conciencia universal el reconocimiento necesario de la cuestión 
social. ; 


Así entendida, la libertad sindical queda constituida con poderes míni- 
mos que la integran como poder social. Esos poderes con que está dotado 
el individuo trabajador, se proyectan hacia las organizaciones que consti- 
tuyen, desde lo individual como expresión de derecho humanos y sociales. 
Fundamentalmente se expresan en el derecho de huelga y el de negociación 
colectiva como instancia generadora de normas imperativas que raciona- 
licen la conflictividad social en relación con las categorías sociales de los 
trabajadores. 


Para los trabajadores, libertad asociativa sindical, derecho de huelga y 
derecho a la negociación colectiva (3), son derechos humanos sociales, in- 


(3) Alain Supiot para el derecho del trabajo francés, sostiene: “El derecho a la negociación 
colectiva posee la misma estructura jurídica que la libertad sindical y la libertad de huelga. 
Puesta en práctica del principio —establecido por el parágrafo 8 de Preámbulo de la Constitu- 
ción— de la participación de “todo trabajador en la determinación colectiva del conjunto de 
sus condiciones de trabajo', este derecho se reconoce a todo trabajador, trabajo o no en una 
empresa. Constituye en una de las razones (pero no la única) por la que puede verse en él u 
derecho individual que se ejerce colectivamente, como el derecho de huelga o la libertad sin- 
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dividuales, de incidencia colectiva. Para las organizaciones que constituyen 
(los sindicatos en sus diversas formas asociativas), son derechos colectivos 
esenciales y característicos del Estado Social. 


Dentro de este marco y con las limitaciones que el mismo le impone, el 
Estado, en Argentina, tiene que regular la acción gremial y como parte de 
ella, la sindical. Para hacerlo con ecuanimidad y eficiencia debe regular en 
los ámbitos: 


a) "Delos trabajadores bajo relación de dependencia en la actividad pú- 
blica y privada. 


b) Delos empleadores. 


c) De los trabajadores organizados en función del trabajo no depen- 
diente, para específicas profesiones liberales y categorías sociales. 


Cabe preguntarse entonces: ¿qué formas gremiales se dan en las tres 
categorías reseñadas? Aunque es evidente que la regulación intentada con 
profundidad y con mayor o menor éxito y eficiencia, sólo se ha dado en el 
campo del asociacionismo de los trabajadores dependientes. 


En el equilibrio entre los valores que protegen la libertad individual de 
asociación y aquellos que corresponden a la regulación e intervención, el 
Estado delimita las funciones y canaliza la vida orgánica de los gremios. 


Vida orgánica que, en función de la coherencia del sistema social, debe 
cumplirse con respeto del principio de la representación democrática, en 
todas esas categorías sociales. 


Aunque en sus orígenes, el gremialismo se daba en las formas asociati- 
vas de profesiones que guardaban un claro interés público. Fue notorio que 
se autorizaba a ciertas asociaciones de determinados trabajadores, a partir 
del interés que el Estado tenía en la regulación de la actividad laboral que 
acompañaba a la autorización. 


En el presente, bueno es advertir que los sindicatos intentan mantener 
distancia del Estado, del que tratan de no depender en cuanto a la autoriza- 
ción para existir, y contra el cual, en defensa de sus intereses, en ocasiones 
llegan a confrontarlo. 


El objeto e interés de estas formas de asociación, que en su primera eta- 
pa de gestación y desarrollo es difuso, es típicamente social, con un claro 
componente no estatal. 


En determinadas circunstancias puntuales, ellas pueden actuar contra- 
dictoriamente con el Estado. Contradicción ésta que sólo es soportada por 


dical”. “Crítica del Derecho del Trabajo”, Colección Informes y Estudios” Ministerio de Trabajo 
y Asuntos Sociales de España, p. 170. 
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los estados democráticos, en función de las pugnas naturales, expresadas 
por la representación de los sectores sociales. El pluralismo de la sociedad 
tiene cabida en el principio del funcionamiento representativo y sistemático 
del estado social de derecho. 


En el derecho positivo, un enfoque abarcador de esos derechos asociati- 
vos de todas las categorías sociales, es asumido por la Carta Interamericana 
de Garantías Sociales, adoptada en su Resolución XXIV, de la 9% Conferencia 
Interamericana de Bogotá, de 1948, que sostiene en su artículo 26: 


“Derechos de Asociación. Los trabajadores y empleadores, sin distinción 
de sexo, raza, credo o ideas políticas, tienen derecho a asociarse libremente 
para la defensa de sus respectivos intereses, formando asociaciones profesio- 
nales o sindicatos, que a su vez, pueden federarse entre sí. Estas organizacio- 
nes tienen derecho a gozar de personería jurídica y a ser debidamente pro- 
tegidas en el ejercicio de sus derechos. Su suspensión o disolución no puede 
imponerse sino en virtud de un procedimiento judicial adecuado”. 


“Las condiciones de fondo y de forma que se exijan para la constitución 
y funcionamiento de las organizaciones profesionales y sindicales no deben 
coartar la libertad de asociación”. 


“La formación, funcionamiento y disolución de las federaciones y con- 
federaciones estarán sujetas a las mismas formalidades prescriptas para los 
sindicatos”. 


“Los miembros de las directivas sindicales, en el número que fije la respec- 
tiva ley, y durante el período de elección y mandato, no podrán ser despedi- 
dos, trasladados de empleo, ni desmejorados de sus condiciones de trabajo, 
sino por justa causa, calificada previamente por autoridad competente”. 


Y la O.I.T., afirmando la relación analógica del gremialismo en todas sus 
expresiones, y por supuesto, en las de los trabajadores dependientes y sus 
patrones, también adopta una posición similar en los Convenios 87 y 98. 


El contenido fundamental del Convenio 87, es el derecho de los tra- 
bajadores y empleadores a constituir asociaciones sin autorización previa 
por parte del Estado, y el de que no puedan éstas ser sometidas a proce- 
dimientos administrativos de disolución o suspensión, con prohibición a 
la autoridad pública de toda forma de impedimento o limitación a la liber- 
tad sindical. 


El Convenio 98 protege la libertad sindical no sólo por los actos que la 
afecten y que pueda practicar el Estado. Lleva la extensión contra cualquier 
acto de discriminación antisindical perpetrado por los empleadores. Debe 
tenerse en cuenta que este convenio, explícitamente, en su artículo segun- 
do, califica la libertad sindical como distinta a la libertad de constituir aso- 
ciaciones o de afiliarse a las mismas. 
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2. La PERSONERÍA SOCIAL DE LOS GREMIOS 


La personería social no coincide necesariamente con la noción civil de 
personería jurídica de los sindicatos. 


La relación es de especie a género, y enfocada desde la observación so- 
ciológica, resulta claro quela primera alcanza incluso a la asociación propia 


de la coalición. 


El sindicalismo, que históricamente observado resulta un hijo del con- 
flicto colectivo, es posible gracias a la coalición, que es la primera forma de 
asociación obrera. 


Para el derecho del trabajo alemán, que también procura un régimen de 
unicidad promocionada, toda asociación profesional es titular de un dere- * 
cho subjetivo público de coalición (opinión dominante) (4). 


Ello implica una garantía institucional y una garantía funcional de los 
gremios. La protección alcanza contra otras asociaciones e incluso contra 
el Estado. 


Lo cierto es que el derecho a la coalición, consiste en el derecho a la aso- 
ciación para la defensa de un interés legítimo. 


Esta forma de asociación, cuando perdura en el tiempo, es también un 
centro imputativo de normas. Su existencia social es innegable desde la ob- 
servación histórica y resulta posible de comprobar en la práctica sindical 
del presente. 


Esta asociación primaria no puede responder a principios rígidos y for- 
males de existencia. Como persona (centro imputativo de normas referido 
a una pluralidad de conductas humanas relacionadas), resulta de límites 
informales y dinámicos. 


Es de relativa permanencia en el tiempo. Pero no porello deja de generar 
efectos jurídicos. 


Los miembros de una coalición para una huelga, que hipotéticamente 
puede llevarse a cabo contra la decisión de ser compartida o declarada por 
el sindicato con personería gremial, no dejan de estar amparados por el de- 
recho constitucional. 


Tampoco dejan de contar con esa protección: 
a) Los asociados en la etapa de fundación de un sindicato; 


b) Los que desde la simple inscripción actúan en un encuadramiento 
sindical compartido con otra asociación que cuenta con personería 
gremial reconocida. Ya que no dejan de estar actuando sindicalmen- 


(4) Véase KASKEL y DERSCH, Derecho del Traba jo, Depalma, Bs. As., 1961, p. 470. 
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te y deben ser respetados por sus empleadores y por el propio Estado, 
porque están ejerciendo un derecho básico gremial legítimo, desde 
la simple inscripción y aun antes de estar la asociación inscripta. 


Cuando el ejercicio del derecho de asociación se ejerce en forma perma- 
nente, y en función de la defensa de la categoría social, se actúa en el plano 
puramente natural o asistencial, la acción sindical se canaliza institucio- 
nalmente en mutuales o en obras sociales. Con lo cual, la personería social 
toma las notas propias de una personería especial, la de los organismos de 
la seguridad social. 


Cuando la asociación permanente está destinada a la reivindicación 
propia del trabajo dependiente, la acción institucional deviene en el sindi- 
cato. Este es el sujeto por excelencia del derecho colectivo (5). 


Si los trabajadores no dependientes, autónomos, de profesiones libera- 
les, avanzan por el camino institucional, crean los colegios profesionales, y 
en Ocasiones, forman sindicatos mixtos, donde trabajadores y empleadores 
quedan comprendidos. 


Ejemplo de ello lo son el Sindicato de Canillitas y el de Talleristas a Do- 
micilio. 


Sólo la noción de personería social puede explicar la aparente contra- 
dicción, de que este verdadero instituto de derecho público que es la aso- 
ciación gremial, receptora de importantes funciones de interés público, no 
deba ser incorporada a la organización política del Estado, revistiendo en 
tal sentido autonomía natural a la propia de las asociaciones del derecho 
privado. Y sin que por ello sean instituciones del derecho privado. Que en 
esta materia es superado dialécticamente por el derecho social, que es pú- 
blico, sin ser estatal. 


Cuando algunos autores sostienen que el sindicato es una institución de 
derecho público, están afirmando implícitamente que existe un compromi- 
so ineludible del mismo con el estado. Y con ello una aceptación de fines y 
objetivos. : 


Por contrapartida, el hecho de que el origen de las organizaciones sindi- 
cales se haya dado a partir de una heroica lucha de enfrentamiento total con 
el Estado, vigorizó el argumento esgrimido por la actual parte mayoritaria 


(5) Véase “En el plano de las relaciones laborales colectivas, esas organizaciones consti- 
tuyen (en los actuales regímenes de reconocimientos y protección de la actividad sindical por 
los ordenamientos jurídicos) los sujetos titulares de los poderes de la autonomía colectiva. Son 
llamados también los sujetos colectivos del derecho del trabajo, en cuanto intervienen enla or- 
ganización en masa de las relaciones laborales, con prescindencia de que los respectivos orde- 
namientos, les otorguen personalidad jurídica para actuar como tales, o bien que lo hagan sin 
la exigencia de dicha personalidad”. LOPEZ, Héctor: Naturaleza jurídica del sindicato, trabajo 
de investigación inédito a consultar en el Instituto de Derecho Social de la Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Sociales de la U.N.L.P. Carrera de post grado de Especialización en Derecho Social. 
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de la doctrina, que define al sindicato como una institución de derecho pri- 
vado, espontánea y libre. 


Así, José Martins Catharino, para el Brasil, sostiene que el sindicato es 
ina asociación espontánea y privada de personas físicas, destinada a la re- 


presentación y defensa de sus intereses profesionales y comunes. Para éste 


autor, el sindicato como persona de derecho público, nunca podrá ser satis- 


:«factoriamente libre (6). 


En España, una ley del 6 de Diciembre de 1940, cuyo artículo 9 definía 


'la finalidad de las entidades corporativas, sostenía: “El sindicato nacional es 


una corporación de Derecho Público que constituye, por la integración de 
un organismo unitario de todos los elementos que consagran sus activida- 


.des al cumplimiento del proceso económico dentro de un determinado ser- 


vicio o rama de la producción ordenado jerárquicamente bajo la dirección 


«suprema del Estado”. 


Esto llevó a sostener a Guillermo Cabanellas, en su “Derecho Sindical y 
Corporativo”, que, “en la concepción expresada el sindicato se incorpora al 
Estado, forma parte de él, se unifica en una misma voluntad rectora, a un 
idéntico interés, señala la misma dirección y es, -en definitiva, un órgano 
directo del Estado. Pero es evidente, como contrasentido inicial, que los in- 


tereses de los sindicatos profesionales y los del Estado no se complementan, 


ni son los mismos, por ser los fines del uno y otros bien dispares. El sindicato 
nacional representa, en todo caso, la voluntad rectora y ejecutiva del Esta- 
do, pero no los intereses de una profesión. El antagonismo que el trabajo o 
la producción lleva aparejado consigo, por existir un contrato en el que las 
partes son necesariamente adversas, no se resuelve considerando al sindi- 
cato como de Derecho público, pues el problema existe independientemen- 
te de esa última concepción y exige necesariamente el planteamiento de la 
cuestión inicial tal como ella es en la realidad, sin necesidad de recurrir a 
ficciones que no hacen otra cosa que desorientar sobre los verdaderos fines 
perseguidos porlos sindicatos” (7). 


La antinomia derecho público - derecho privado, para las instituciones 
propias de las relaciones laborales, ya hace mucho tiempo que dejó de tener 
sentido esencial. 


En realidad, todo el derecho social constituye un tercer género, teñido 
de características puntuales de los otros dos, que cabalmente consiste en un 
subsistema jurídico que da suficiente respuesta a sus propios requerimien- 
tos. Es la avanzada del proceso de publicización del derecho privado. 


(6) Véase CATHARINO, José Martins: Derecho sindical y libertad sindical, en revista Dere- 
cho del Trabajo, La Ley, Bs. As., año 1965, t. XXV, p. 161. 

(7) Véase CABANELLAS, Guillermo: Derecho sindical y corporativo, Editorial Atalaya, Bs. 
As., 1946, p. 270. 
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Tercer género entre el derecho público y el derecho privado, con carac- 
terísticas que escapan a la posibilidad de la consideración de la que tiene 
que nutrirse el derecho privado, pero no deja de estar profundamente in- 
fluido por instituciones y por principios generales que hacen a todo el orden 
público, pero también a la conformación del derecho público. 


En nuestro caso, el derecho del trabajo partió de una determinada or- 
ganización social y productiva. Se afirmó primero en la dinámica de los 
conflictos sociales. Las instituciones de derecho individual consolidadas, 
se dieron en respuesta de los conflictos colectivos previamente plantea- 
dos. 


A medida que se fue desarrollando el derecho colectivo del trabajo ar- 
gentino, fue adquiriendo características muy claras, que fueron marcando 
el profundo contenido del grado de intervención que tomaba el Estado en 
sus instituciones. Y el interés de modelar desde esa intervención un sistema 
de relaciones laborales y un sistema de producción en el país. 


Esto, por ejemplo, se revela claramente en la estructura de las asocia- 
ciones profesionales, donde hemos intentado una vía independiente y con- 
tradictoria, saliendo del esquema tradicional y clásico adoptado para el 
tipo común de asociación profesional en el derecho comparado. Sin dejar 
de adherir constitucionalmente y en los compromisos internacionales en la 
O.I.T., a los principios de la libertad sindical. Nota, esta última, que condi- 
ciona esencialmente a la forma de interpretar el modelo nacional. 


Es notorio que en nuestro país, las organizaciones sindicales con perso- 
nería gremial no constituyen simples instituciones de derecho privado, en 
lostérminos de la asociación propia del derecho común. — ' 


El sindicato para poder gravitar y jugar el rol que se le reconoce en la 
generación del convenio colectivo, fue instituido de poderes exclusivos, a 
partir del propósito de fortalecer el criterio de la unicidad sindical. A esta 
altura, con cerca de dos mil sindicatos con personería gremial disputando 
el mapa de los encuadramientos sindicales y convencionales, es hora de que 
nos replanteemos si la vía adoptada fue la correcta, pero sin perjuicio de los 
aciertos o desaciertos de nuestro modelo asociacional y las políticas legis- 
lativas seguidas en función de la unicidad promocionada, lo cierto es que el 
derecho positivo vigente no deja dudas de la existencia de un tipo sindical al 
que el Estado le asignó funcionesimportantes, funciones públicas. En espe- 
cial el monopolio de la participación en el poder jurígeno de crear estatutos 
profesionales mediante la vía del convenio. 


El contenido natural de orden público que lleva a que un Estado asuma 
este tipo de organización para la acción sindical, es ya nota característica 
de esto que se llama el tercer género y responde al propósito de operar orgá- 
nicamente en la difusa categoría de los derechos de incidencia colectiva. El 
acierto en las formas regulatorias adoptadas es otro cantar. Debemos estu- 
diarlo como es, sin dejar de ejercer el pensamiento crítico en la tarea. 


HAN ES od 
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3. EL SINDICATO COMO PERSONA IDEAL 
REPRESENTATIVA DE UNA CATEGORÍA DE TRABAJADORES 
LA ASOCIACIÓN DE ASALARIADOS 


El sindicato es una persona jurídica constituida a partir del ejercicio del 
derecho de asociación, por un grupo de trabajadores que se unen para la 
defensa de sus intereses y derechos (8). 


La asociación existe como tal, para representar a un grupo social en la 
lucha por su existencia, desarrollo y superación (9). 


Si se entiende que las personas jurídicas son centros imputativos de 
normas, el primer interrogante que tiene el operador jurídico, a partir de la 


realidad social, es visualizar al gremio como estructura básica del sindica-. 


lismo. 


Las diferencias conceptuales entre el gremio y el sindicato, inquietan 
al jurista en el tema, por cuanto de las mismas se desprenden importantes 
consecuencias prácticas. 


La Constitución argentina mencionaa los sindicatos a partir de los con- 


-ceptos de organización y gestión sindical. También habla la Constitución de 


los gremios, garantizándole importantes poderes. 


En el primer párrafo del art. 14 nuevo, afirma que las leyes asegurarán a 
los trabajadores una “organización sindical libre y democrática, reconocida 
por la simple inscripción en un registro especial”. Es esta norma (operativa de 
los poderes legitimados de los trabajadores en materia de asociacionismo 


obrero), una clara forma de fijar los cauces de la regulación admitida en el 


Estado que consagra derechos económicos y sociales. 


El segundo párrafo del artículo refiere directamente a los sujetos de de- 
rechos colectivos que son los gremios. Les reconoce a éstos, como sujetos de 
derechos determinados, poderes legitimados: concertar convenios colecti- 
vos de trabajo, recurrir a la conciliación y al arbitraje, el derecho de huelga. 


(8) Véase “El sindicato, ubicado en el ámbito del Derecho Colectivo del Trabajo, es en de- 
recho laboral toda organización o asociación profesional compuesta o integrada por personas 
que, ejerciendo el mismo oficio o profesión, u oficios o profesiones similares, o conexos, se 
unen para el estudio y protección de los intereses que le son comunes. (Conf. Cabanellas, Dic- 
cionario Jurídico Usual, t. IV). ST Río Negro, 7/10/1992, “U.T.G.R.A. y O.S.P.A.G. c. ISELL, Juan 
C. y otros s/ reclamo s/ inaplicabilidad de ley”. Jurisprudencia Provincial Albremática.com; en 
Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1053, p. 334. 

(9) Véase “El reconocimiento por el ordenamiento jurídico de la existencia del interés gru- 
pal y la atribución de su representación a un tipo determinado de asociación —que asume 
unarepresentación de intereses diversa y más extensa que la representación de personas en el 
marco del mandato— aun a sabiendas de que sólo una parcialidad de los individuos del grupo 
pertenece formalmente a ellas, es la particularidad específica del derecho colectivo de trabajo": 
CNTrab., sala de feria, 24/1/1997, “Confederación General del Trabajo de la República Argenti- 
na c. Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional); DT, 1997-A, 506; en Digesto Práctico La Ley, 
Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1059, p. 334. 
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Y a los representantes gremiales se les confiere el gozar de las garantías ne- 
cesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con 
la estabilidad de su empleo. 


En la interpretación que le otorga Luis María Jaureguiberry, convencio- ; 
nal constituyente y miembro informante del artículo 14 bis, “la palabra gre-- * 
mio está tomada en su sentido general y comprende a los trabajadores que 
tienen el mismo o similar oficio o profesión”. 


“Si queremos usar los términos del diccionario de la Real Academia es- 
pañola, como lo hizo con acierto el convencional Hernán Cortez: “Gremio: 
conjunto de personas que tienen un oficio, profesión o estado social'”. 


Y luego distinguió al sindicato conceptualmente: “El sindicato como lo 
dijimos anteriormente, es el gremio jurídicamente organizado. Se contem- 
pla una situación de derecho, aparte de que el mismo puede comprender a 
personas de distinto oficio o profesión que han manifestado su voluntad de 
organizarse libremente” (10). 


La constitución habla del gremio, desde 1957, para reconocer derechos 
en función de la existencia de una categoría de intereses difusos. Que for- 
taleció a partir de los derechos públicos subjetivos, desde la reforma de 
1994 (11). 


El sindicato que interesa a esta obra, es la asociación libremente cons- 
tituida por un grupo de trabajadores, que a partir de su condición de asala- 
riados, reconocen conformar una categoría profesional y organizarla para 
defender esos intereses y los derechos que les atañen (12). 


La existencia de esa asociación significa de por sí una interferencia en el 
mercado, ya que la misma tiene por propósito central, actuar sobre la oferta 
de trabajo y regularla. Saca a los trabajadores de la oferta individual (13). 


(10) Véase JAUREGUIBERRY, Luis María: El Artículo Nuevo (Constitucionalismo social), 
Editorial Castellví, Santa Fe, 1957. 

(11) En la jurisprudencia de Entre Ríos, se destaca: “Parece inconveniente equiparar los 
intereses difusos a los colectivos. En efecto, estos últimos son intereses que conciernen o se 
imputan a una pluralidad de sujetos, que resulta titular de ellos y constitutiva de una categoría 
o de un grupo homogéneo, unido y organizado (por eso colectividad organizada), con la finali- 
dad de cumplir los fines o de perseguir los intereses propios, es decir, “corporativos” del grupo 
o de la categoría a la que pertenecen (por ejemplo, confesiones religiosas, partidos políticos, 
sindicatos, órdenes profesionales, etc), de suerte que “el dato unificante está constituido por 
condiciones de status, de cualidades subjetivas, de condiciones laborales o profesionales”. San- 
ta Fe, 19/09/1991. 

(12) Cesarini SFORZA habla de una asociación voluntaria de personas que se propone 
“desenvolver una acción jurídica para la tutela de los intereses de la categoría profesional a que 
pertenecen”. Corso de diritto corporativo, p. 95. 

(13) Conf.: “La situación jurídica que revisten las amas de casa no puede encuadrarse en 
la ley 23.551, que regula el comportamiento de los que prestan su actividad a favor de quienes 
tienen la facultad de dirigirla. En su caso específico, la inexistencia de un sector empresario 
con potestades propias de mando y obligaciones impuestas por el débito salarial, no permiten 
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De por sí, estas instituciones gravitan como interferencia institucional 
en la relación económica, observada con un criterio conservador y a par- 
tir de las pautas de la enseñanza tradicional de la economía. Claro que esa 
enseñanza parte de la falsedad de creer que la información en el mercado 

es eficiente y suficiente, lo que nunca ha sucedido en la realidad. Estas or- 
ganizaciones operan en favor de los trabajadores a partir de la información 
“y con ella se tornan peligrosas para los que adquirieron poder a partir de 
acapararla. Desde su más remoto origen, estas organizaciones tuvieron for- 
“más espontáneas de resistencia a un orden social constituido, por lo que 
provocaron el interés público. 


Rodolfo A. Nápoli señalaba hace años, cómo la doctrina fue evolucio- 

«nando en la consideración del sindicato, desde la posición inicial de consi- 

.derarlo una sociedad de derecho privado, a una asociación, que la vincula 
¿al rol institucional donde finalmente ancla al instituto. Decía: “... la con- 

cepción del sindicato como institución, hecha en sus trabajos por Maurice 

Hauriou y George Renard; en ese sentido se lo considera universalmente 

"cómo una organización estable de carácter profesional, con medios y fines- 
“propios para la tutela de los intereses de una determinada profesión, oficio o 

“actividad laboral que representa y que por su función normativa de trabajo 

se asemeja, en aspecto profesional, ala corporación medieval” (14). 


Debería sin embargo valorarse que, cuando se vincula al sindicato con 
“sus antecedentes más remotos en materia de asociaciones organizativas de 
los trabajadores (la etairidas, los colegios profesionales, los gremios), se ad- 
“vierte que estas entidades formaban parte de la organización pública del 
trabajo. El derecho a trabajar, dado por el soberano, se alcanzaba en ellas 
«escapando de formas más crueles de explotación (el servilismo y el esclavis- 
mo), por merced del monarca autoritario. 


Con la libertad de contratación nace el proletariado de la era del capital, 
y es esa organización la que reivindica su condición de entidad propia del 
derecho privado, curándose en salud de la represión organizada desde el 
poder. Reservándose la función de procurar, defender y asistir a uno de los 
Sectores débiles de la sociedad (15). 


Resulta útil advertir que ese sindicato, como asociación de origen pri- 
vado, asume entre sus objetivos un fin público, signado por su vocación de 


aceptar que puedan ejercer acciones sindicales o que las asista el derecho a peticionar su tutela 
ante el Estado, en su propio hogar, ámbito en el cual no es conveniente que éste se inmiscuya 
Para no afectar la vida familiar”. “Asociación Amas de Casa de la Provincia de Santa Fe c. Minis- 
terio de Trabajo”, CNTrab., sala V, 20/12/1991. BD2-T01752. Esto ha determinado que se les nie- 
gue a ciertascategorías sociales la posibilidad del accionar sindical, a mérito de aplicarla L.A.S. 
23.551, como reguladora de la representación de los asalariados. 

(14) Véase NAPOLI, Rodolfo: Manual de derecho sindical, La Ley, Bs. As., 1969, 2a edición 
corregida, aumentada y actualizada, p. 52. 

(15) La función del sindicato tiene que ver con la etimología griega del término: “defensor, 
procurador, asistente”: 
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defender y representar no sólo los intereses y derechos de sus asociados. Y 
esto sucede sin que importe que el Estado, detentador principal de la cosa 
pública, admita y le reconozca esos derechos de representación que pue- 
dan determinar que el sindicato transforme su accionar en la plasmación de 
normas de efectos “erga omnes”. 


Todo sindicato, desde su nacimiento, es una asociación privada (extra, 
estatal), representativa de clase (la del salariado), con fines públicos (desti- * 
nados a cambiar las condiciones de trabajo y los términos de la apropiación * 
legal del mismo, por sobre los límites que le impone la relación individual : 
y los niveles de protección del orden público laboral hasta entonces admi- * 
tidos). El fin de representar a una categoría profesional en la defensa de sus-: 
derechos e intereses (con capacidad de mejorar derechos preestablecidos), : 
es público por excelencia. La lucha de clases, en la que el sindicato está in- :: 
merso y de la que no puede escapar, es pública por excelencia. Hace ala cosa h 
pública (16). ? 


A partir de esas notas características de la acción sindical, se produjo 
todo el desarrollo teórico de la corriente institucionalista, de la que Paul 
Durand fuera pionero, desarrollando el pensamiento de Maurice Hauriou 
y George Renard y que influyera en nuestro medio en Nápoli y en Tissem- 
baum. 


Es en ella en la que abreva especialmente el instituto del sindicato con 
personería gremial, con el reconocimiento estatal de funciones jurígenas 
exclusivas, que arrasa con los poderes del sindicato sin inscripción o sim- 
plemente inscripto. 


Y es ella la que asigna a esos sindicatos (origen de los otros), una natura- 
leza jurídica propia exclusivamente del derecho privado. 


Existe en esta forma de calificar al sindicato más débil, como a una aso- 
ciación únicamente referida al derecho privado, un sentido debilitador del 
mismo, que se transmite en sus consecuencias negativas a toda la estructu- 
ra del sindicalismo como sistema. 


Tras el enfoque se pretende coartar el accionar específico de la actividad 
sindical, existiendo el prejuicio de que la misma sólo es lícita en la medida 
en que esté autorizada y que la registración se transforma en un requisito 
insoslayable de legitimación. 


(16) Véase “La característica de la asociación profesional de nuestros días que la distingue 
de cualquier grupo del pasado, añade (De la Cueva), es la conciencia de clase, y podría agre- 
garse, la conciencia que pertenezca a una clase socialmente oprimida y explotada, recordando 
que los compañeros formaban en la corporación un grupo social y económicamente distinto 
de los maestros pero que uno y otros concurrían a formar parte del mismo estamento. Faltó a la 
asociación de compañeros, la conciencia de una clase social frente a otra clase social”. LOPEZ, 
Héctor: Naturaleza jurídica del sindicato, trabajo de investigación inédito a consultar en el Ins- 
tituto de Derecho Social de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP. Carrera de 
post grado de Especialización en Derecho Social. 
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Esta clase de sindicato sigue siendo tratado, a partir de sus debilidades 
intrínsecas, como una asociación civil, pese a que en lo funcional, ningún 
sindicato podría haber nacido como tal sin pasar por una etapa semejante. 
y la razón de ser de los sindicatos, es la fundación libre por los trabajadores 
de los mismos y no la inscripción que el Estado les reconozca. 


Esta forma de reducir al derecho sindical, que consiste en colocar a sus 
instituciones claves, en su etapa fundacional, fuera de la regulación del 
derecho social y en el marco del derecho civil, descubre la fortaleza de las 
prácticas de dominación cultural a partir del saber jurídico. Revela la resis- 
tencia con que algunos juristas asumen la presencia de estas asociaciones, 
que se rebelan contra un orden económico al que consideran básicamente 


injusto (17). 


Tres posiciones básicas se advierten con referencia al sindicato y su na- 
turaleza jurídica. De ellas se desprenden distintas corrientes o escuelas: 


a) El sindicato como institución de derecho publico. Entidad estructu- 
rada en función de la organización del Estado. 


b) El sindicato como asociación de derecho privado. Entidad que pro- 
cura fines individuales y colectivos sectoriales. 


c) Elsindicatocomo entidad del derecho social (tercer género). Asocia- 
ción privada con fines públicos en la organización del Estado Social 
de Derecho. 


En torno a esas posiciones básicas, operan las doctrinas sobre la natu- 
raleza jurídica del sindicato, calificándola con el fin de dar preeminencia a 
la función adjudicada. 


Las carátulas dadas a la naturaleza jurídica, responden al propósito de 
resaltar una condición asignada. 


El objeto de estas formas de asociación es típicamente social, pero no 
expresan los intereses de toda la sociedad en conjunto. Sus intereses parti- 
culares pueden entrar en contradicción con los generales. Y siempre, en la 
sociedad capitalista, mantienen una clara contradicción con los intereses 
delos patrones y sus propias asociaciones. En tal sentido, son organizacio- 
nes sociales para el conflicto. 


Hace a la esencia de estas instituciones un claro componente no esta- 
tal, en especial en las economías capitalistas. Donde se debe admitir que 
pueden entrar en franca contradicción con el Estado. Estas contradicciones, 


(17) La necesidad de independizar a los sindicatos de las asociaciones civiles ha sido re- 
saltada por Jorge Enrique Marc: “Las organizaciones profesionales son sociedades naturales, 
intermedias, necesarias, dentro de la actual organización socio-política-económica, distintas 
de las que se constituyen de acuerdo al Derecho Civil. MARC, Jorge Enrique: Derecho colectivo 
del trabajo, Zeus, Rosario, 1972, p. 37. 
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con sus conflictos implícitos contra empleadores, el Estado e incluso otras” 
organizaciones sindicales, sólo pueden ser soportadas por el estado socia] : 
de derecho. Este estado es el que puede contener al pluralismo de la socie- : 
dad, a partir de una relación sistémica de sus fuerzas. 


Pero esas notas no estatistas de la asociación sindical, no obstan a otras : 
que la relacionan con las asociaciones de derecho público. De ello se ha: 
desprendido que la asociación de trabajadores pertenece a una categoría ; 
conceptual propia del derecho social o a un tercer género, diferenciado del * 
derecho público y privado. 


Relativiza ello Francisco De Ferrari, apuntando: “Las ideas de persona . 
física o moral de derecho privado o personas morales de derecho público, 


sin ninguna distinción de variedad, bastan en nuestro concepto para satis- ; 


facer las necesidades del derecho y forman parte de una clasificación clara", 
que no debería ser oscurecida con la inclusión de nuevas variedades” (18). 


Estos conceptos de ese maestro uruguayo, nos resultan criticables cuan- “ 


do observamos que guardan directa relación con el tipo de organización 
social y estatal en el que actúan las asociaciones de trabajadores. 


En una economía capitalista, la conceptualización del asociacionismo a , 


partir del derecho social, es el resultado natural de la aceptación de un or- 
den jurídico que limita abusos de poder y derecho, respetando instituciones 
que resisten a un orden injusto. Instituciones que existen con o sin permi- 


so estatal, pero cumpliendo una función social manifiesta, resistiendo a los... 


abusos del poder económico constituido. 


Los teóricos que calificamos al sindicato como una persona “sui gene- 
ris”, propia del “tertium genus” al que consideramos el derecho social, ad- 
vertimos la necesidad de producir cambios esenciales en las formas milena- 
rias del derecho público y privado, a partir del impacto en la noción básica 
de la soberanía. 


Y la prédica que hacemos de estas ideas, nos compromete con una es- 
tructura determinada del estado y determinante de la función del sindicato. 
La propia del estado social de derecho. En el que insertamos al derecho del 
trabajo y, en especial, al sindical, como instrumentales de sus fines. Por eso 
De la Cueva y Cesarino Junior cuando se internaban por los laberintos de 
estas especulaciones, con sus tesis resultaban tan coherentes con su noción 
del derecho del trabajo. 


Un derecho del trabajo al mismo tiempo real e ideal. Real, actuando en 
la estructura social existente, contra un orden público económico injusto. 
Ideal, proponiendo una democracia con fines determinados por la cuestión 
social, como cuestión del deber ser, ante una realidad hiriente. 


(18) Véase DE FERRARI, Francisco: Lecciones de derecho del trabajo, Facultad de Derecho, 
Montevideo, 1964, t. IV, p. 197. 
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Y sin embargo, el compromiso con los fines nos suele hacer claudicar 
con la realidad, de la que desde una práctica social distinta y signada por 
la cultura libertaria que reaccionaba contra la concepción autoritaria esta- 
tista, militaba Krotoschin, resaltando la naturaleza privada del sindicato. 
Porque el maestro alemán en el exilio, nos advertía que estas asociaciones 
no representan al interés público, Tienen el deber de representar el interés 
de un sector en la sociedad. 


Función que se hace imprescindible en la estructura de la sociedad mo- 
derna democrática sólo para los trabajadores y suele llevar al legítimo en- 
frentamiento con el Estado y los empleadores (19). 


En definitiva, el tercer género, que es el derecho social, se distancia de 
la sociedad abusiva afirmada en un liberalismo económico que ha servido 
para colocar a la clase trabajadora en situación de hipo suficiencia y des- 
igualdad real. Y las asociaciones de derecho privado, afirmadas en la es- 
tructura apropiativa de la legislación napoleónica, no alcanzan a expresar o 
contener las necesidades de los sindicatos, ni a legitimar sus poderes como - 
generadores de normas regulativas de la relación laboral, interviniendo los 
contratos individuales. 


Ese tipo de estado, que reclama. afirmarse en un derecho social que le 
resulta imprescindible, nunca debe ser la expresión de las clases dominan- 
tes. Cuando así sucede, la única salida que tienen los trabajadores, como 
clase objeto de la dominación, es el cambio. No sólo de los gobiernos, sino 
también de los estados en su organización jurídica, que funcionan como so- 
portes de la relación de sujeción. 


De tal manera, la naturaleza revolucionaria de esas organizaciones, en 
lo esencial, no está determinada por sus fines proclamados, sino por el con- 
texto social en que esos fines deben ser alcanzados. 


(19) Enun fallo de la Provincia de Río Negro se sostiene: “Los sindicatos constituyen den- 
tro de la sociedad industrial un factor imprescindible, no sólo para los trabajadores, sino tam- 
bién para el Estado y las empresas, que necesitan de los mismos interlocutores válidos en la 
fase de la negociación colectiva, en la sanción de normas reglamentarias en materia laboral y 
salarial, etc. La asociación profesional de trabajadores posterior a la revolución industrial nace 
con la finalidad de equilibrar fuerzas —de negociación— entre trabajadores y empleadores, 
mediante la unión —asociación— de éstos y trata de remediar, siquiera en parte, con aquel 
mayor equilibrio en el plano colectivo, el desequilibrio que se daba en el plano individual. Por 
eso, sin perjuicio de lo que significa, simultáneamente, como integración del trabajador en una 
comunidad, la asociación profesional de trabajadores se inserta primariamente en la finalidad 
protectora del trabajador, común con la del derecho del trabajo mismo” (Conf. Rodolfo Capón 
Filas, “El Nuevo Derecho Sindical Argentino; p. 3 y Vázquez Vialard, “Tratado de Derecho del 
Trabajo; T. II, p. 580)”. Jurisprudencia de la Provincia de Río Negro, “Autoservicio la Proveedu- 
ría SRL s/ Inscripción Contrato s/ Casación”. S STRNSC Viedma 00CC 000093 15/06/1993. SD 
Echarren. Pero la imprescindibilidad señalada en el decisorio, apoyada en los autores citados, 
sólo es real para los trabajadores, y la existencia misma del sindicato, en la práctica, desafía los 
poderes de los empleadores y del Estado. 
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Por eso los sindicatos en las sociedades en las que los trabajadores se”: 
encuentran en situación de explotación (y ellas son todas las que la civili. ; 
zación produjo hasta ahora), son algo más que simples instituciones lícitas, + 


como por otra parte sucede con los partidos políticos (20). 


Parafraseando a Norberto Bobbio, sin ánimo de plagio, así como los: 
partidos políticos son algo más que lícitos (como insuficientemente lo con. : 
sagra el art. 49 de la Constitución italiana), ya que son necesarios, lo mismo:; 


sucede con los sindicatos (21). 


La fuerza y razón de ser, social y pública, de estas instituciones, en nues- ; 
tra incipiente democracia social, se encuentra pues no en la licitud, sino en ; 


la necesidad. 


Y si el sindicato con personería gremial, en la sociedad dinámica y re: 


presentativa, es necesario, la asociación de hecho, que aspira a la simple: 
inscripción y luego a disputar la condición de más representativo, es más: 


necesaria aún y reclama de más protección legal. Circunstancia ésta no al- 
canzáda en la L.A.S. 23.551. 


Lo es porque la asociación que nace, es siempre el germen de la vida. El : 


control del pasado y la voluntad de futuro. 


Por cuanto sólo en los derechos más primarios, las responsabilidades + 
(contracara de los poderes legitimados violados), tienen directa relación * 
con las conductas colectivas y los objetivismos. Esto también guarda rela- * 


ción con la hipóstasis del derecho colectivo. Algunos por cultivar el apo- 
yo de las asociaciones sindicales, despersonalizándolas, desvinculándolas 
de los derechos individuales de sus asociados, y en ocasiones, haciéndolas 
confrontar con esos derechos, han descubierto un nuevo juguete intelec- 
tual, relacionado con las formas más antiguas del derecho. No hurgan en 
los poderes y las responsabilidades individuales, por atraso en el desarrollo 
técnico del saber usado (22). 


Hemos señalado ya que el siglo XIX, transmutó al gremio en sindicato. 
Lo hizo al compás de la cuestión social, cuando un nuevo protagonista de la 
historia, decidió discutir el poder acaparado por la burguesía. 


El proletariado abrevó en la historia y recogió de la experiencia de las 
corporaciones, los elementos con los que trató de protegerse de la explota- 


(20) Se encuentra cerca de los establecimientos de utilidad pública, que reconoce el dere- 
cho francés o las denominadas “semipublic corporations” del derecho anglosajón. 

(21) Véase BOBBIO, Norberto: El futuro de la democracia, Plaza y Janés, Barcelona, 1985, 
p. 175. 

(22) Hans KELSEN, dice: “El desarrollo técnico del derecho se caracteriza por el paso de la 
responsabilidad colectiva a la responsabilidad individual” (¿Qué es justicia?, Planeta-Agostini, 
Barcelona, 1993, p. 174). Esto es notorio en la problemática de la huelga y la adjudicación de 
responsabilidades por daño, los juristas quieren utilizar las formas objetivas de la responsabi- 
lidad por el riesgo creado, a partir del ejercicio del derecho de abstenerse a trabajar en forma 
colectiva y en defensa de un interés o un derecho violado. 
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ción real a la que estaba sometido, en la sociedad que lo había hecho parti- 


cipar del ejercicio de la soberanía, con cuenta gotas. 


Su lucha para conquistar la libertad de asociación le llevó todo el si- 
glo XIX, y ya entrado el siglo XX, cuando ninguna norma le reconocía el 
derecho a constituir sindicatos, comenzaron a aparecerlas leyes de la repre- 
sión de la acción sindical, como la 4.144, aciaga Ley de Residencia sanciona- 
da en 1902, recién derogada en 1958 o la Ley 7029, que para 1910, anticipó 
la doctrina de la seguridad nacional en materia de perseguir a los activistas 
obreros del anarquismo. 


Pero aunque estas leyes seguían burlando a la Constitución liberal de 
1853, en función del orden autocrático, lo cierto es que el derecho, como 
labor de la doctrina, comenzó a transitar por otros carriles. 


En 1911, la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Buenos 
invitó a dar un curso de dos meses a León Duguit, eminente profesor 
de la Universidad de Burdeos. 


El curso se refirió a “Las transformaciones del derecho privado”. 


En esas circunstancias, ante la flor y nata de la abogacía que servía al 
orden conservador en el poder, Duguit operó como un transgresor. 


Sostuvo que no existían los derecho subjetivos. Que el derecho privado 
individualista estaba desapareciendo en función de la socialización del de- 
recho. Que la propiedad no era un derecho absoluto y que las nuevas rela- 
ciones sociales habían cambiado su esencia, poniendo de relieve su función 
social. 


La lectura de esas clases, que Duguit volcó por escrito en su obra, “Las 
transformaciones generales del Derecho privado desde el Código Napo- 
león” (23) (que escribiera en 1912), tienen plena virtualidad en el presente. 


Su obra anticipó y contribuyó al nacimiento del derecho social, y con re- 
ferencia al mismo y el tema que motiva a este trabajo, se detuvo a reconocer 
el problema jurídico más complejo, de la modernidad, a sucriterio.Calificó : 
así a la problemática del sujeto de derecho. 


Este positivista, que operó desde el realismo y se apoyó en la sociolo- 
gía (senderos éstos que les resultaron ajenos a nuestros positivistas), atacó 
a fondo el concepto de las personas morales y en función del proceso de so- 
cialización del derecho, sentó las bases de la crítica a la personalidad ideal 
construida por los gremialistas medievales al servicio de las empresas anó- 
nimas y el desarrollo del capitalismo. 


(23) Dicha obra fue traducida por Carlos G. Posada y publicada en Madrid por la Librería 
Española y Extranjera de Francisco Beltrán. Duguit fechó el prólogo en Burdeos, el 23 de enero 
de 1912, 
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Hizo la aguda crítica de la teoría de la ficción de la personalidad de las 
asociaciones, sostenida a partir de abstracciones metafísicas. 


La formuló para los tres países europeos en los que el movimiento aso- 
ciacionista había alcanzado extraordinario desarrollo: Alemania, Inglate- * 
rra y Francia. j 


Para ese último señaló que la Revolución de 1789 había creído que la ; 
asociación era la negación misma de la libertad individual, al punto que la ; 
declaración de los derechos del hombre la omitió como indicación y a las: 
asociaciones profesionales, las prohibió por la Ley Le Chapelier, del 27 de: 
junio de 1791. 


Pero desde su enfoque realista señaló que pese a la prohibición legislati- 
va, poco a poco fueron proliferando, hasta que con renuencia se llegó a la ley 
de 1884, que pasó a reconocerlas; luego a la ley de 1898, destinada a regular + 
las asociaciones de socorros mutuos y finalmente a la ley de 1901, de libertad .% 
general de asociaciones. $ 


Destacó que para entonces había que rendirse ante la evidencia: “La 
protección jurídica de la actividad colectiva no puede depender de la arbi- 
trariedad del gobierno; es preciso de toda necesidad, que toda colectividad, 
por el solo hecho de perseguir un fin lícito, pueda constituirse libremente 
y encuentre en el derecho positivo la protección segura de sus actos. Y por '' 
otra parte, el sistema de la ficción nada explica. Porque o las colectividades 
no tienen una voluntad distinta de la de sus miembros, y entonces no pue- : 
den ser sujetos de derecho, y la ley, por mucho poder que tenga, no puede ; 
hacer que una cosa que no es sea, o las colectividades tienen en efecto una. $ 
voluntad distinta de sus miembros; y entonces son por sí mismas sujetos de 
derecho y la intervención del legislador y del gobierno es inútil; no hay que : 
darles una cosa que ya poseen” (24). 


Para Duguit, la cuestión de la personalidad colectiva (y se detiene en *; 
particular en relación con la libertad de constituir sindicatos), es de una im- 
portancia capital, en el marco de las transformaciones que señala se pro- 
ducen a partir del tránsito desde el individualismo a la socialización del 
derecho. 


En el año 1912, llegó a calificarlo como el problema fundamental del de- 
recho moderno. 


Sostuvo desde el realismo y el socialismo que practicó, que todo sujeto 
de derecho es un sujeto de voluntad y sostener que las asociaciones tienen 
voluntad, no deja de ser una ficción. 


Al reivindicar desde su pensamiento, el fin individual en relación con 
sus proyecciones a lo colectivo, introdujo una cuña en lo que la doctri- 


(24) Op. cit., p. 66. 
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na caracterizó mucho más tarde como los derechos públicos subjetivos, 
sin superar el planteo duguiteano básico, de que los derechos nunca son 
subjetivos y sólo constituyen relaciones vinculares objetivas entre seres 


humanos. 


Sus ideas en la filosofía local, con el transcurso de los años, se vincu- 
laron con la teoría egológica de Carlos Cossio, que enfrentó críticamente a 
Kelsen. El filósofo argentino lo hizo, desde un sociologismo jurídico que no 
transigió con el dogmatismo que desde las técnicas del derecho, por vía de 
su propia lógica de abstracciones, redujo al derecho, a una técnica servil de 
poder constituido. Curiosamente desvinculando al derecho de la metafísica 
desde su propio discurso, para terminar en un burocrático alejamiento de 
todo vínculo con la justicia. 


. No resulta casual, que para Cossio, la persona ideal sólo consistió en un 
centro de imputación de normas. Reglas que comotales, son constitutivas 
de derechos que refieren a ficciones, desnudados de sus velos (la teoría del 
“disregard” ello propone), corresponden a los seres humanos que se vincu- 
A lan, administrando poderes recíprocos. 


«Cuando se analiza las posiciones de la Corte, administrando la per- 
_Mmanencia del pensamiento en boga en la última década del siglo XX, y de 
. buena parte de la jurisprudencia, en materia de conceptualización de la 
irresponsabilidad del operar fraudulento de los burócratas del capitalismo, 
“la vergiienza ajena nos da escalofríos, porque sembrar impunidad a partir 
del culto a la personalidad moral (ficción útil a la impunidad irresponsable), 
resulta de una refinada crueldad vestida de academicismo. 


Pero en lo que nos interesa de la veta profunda del pensamiento de Du- 
guit, el culto de la personalidad moral como forma de control y disciplina- 
miento, tiene su correlato en el sindicato (ese heredero de los gremios), al 
que algunos quieren ver como un nuevo dios pagano, abstracta estructura 
disciplinante de cuadros eficientes, pero poco vinculados con los trabajado- 
res, que tienen que de ellos beneficiarse y sufrirlos. 


Y es el sindicato, como asociación que se propone constituirse en sujeto 
dederechos, una ficción más, que no puede ser contraria alos fines esencia- 
les delos hombres que lo componen en ejercicio del libre derecho de asocia- 
- ción, ejercitando un fin lícito, como es el mejorar las condiciones de vida de 
sus integrantes. 


: Para el derecho social es un contrasentido manifestar la existencia de 
; un sindicato, si el mismo no está dotado del ejercicio del poder básico para 
operar libremente como tal. Ese poder básico expresa la afirmación de que 
en un Estado de Derecho, los trabajadores en ejercicio de la libertad sindical 
puede constituir asociaciones permanentes y circunstanciales para defen- 
der sus intereses y derechos, pueden afiliarse y desafiliarse de las mismas, 
ejercer el derecho de huelga, resolver conflictos autónomamente con los 
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patrones a partir de convenios colectivos y contar con representantes gre- 
miales por medio de los cuales ejercer esos derechos, sin que se los pueda 
coartar en el cumplimiento de sus mandatos. 


Y para poder sostenerse la existencia de esa base de derechos funda- 
mentales como vigentes en un Estado de derecho, el ejercicio de las regla- 
mentaciones que se dicten no puede coartar la vigencia plena de esos pode- 
res en cabeza de los trabajadores a mérito de las limitaciones que implica el 
reconocimiento de las entidades ideales que son los sindicatos. 


La asociación es sistémica al funcionamiento de la libertad en relación 
con la práctica libre de su ejercicio a partir de la primacía de la realidad que 
reina en la economía del trabajo. No ese fortalece al sindicalismo, por reco- 
nocer la existencia de formas sindicales desprovistas de esos poderes bási- 
cos a ejercer en función de los colectivos que los trabajadores constituyen 
precisamente con ese fin. 


Un sindicato como ficción, con o sin autorización del Estado, no puede 
monopolizar el derecho de huelga de toda una categoría profesional. Una 
central de trabajadores, porque cuente con autorización del Estado, no pue- 
de ser la única detentadora del poder de declarar la huelga nacional. Por- 
que el derecho de huelga, despojado de las ficciones con que se lo trata de 
regular para limitarlo y censurarlo, en realidad sólo puede ser ejercido por 
los trabajadores. Son ellos, directa y esencialmente los únicos capaces de 
cesar de trabajar, en la conducta asociacional puntual de la coalición para 
la huelga, que no es ni más ni menos, que un vínculo que protege el ejerci- 
cio de una libertad existencial, en relación con la economía de la sociedad 
moderna, a la que desde el hombre mismo se permite regularla, para bien 
del hombre. y j 


Y por supuesto, si eso es la huelga, de ello deviene el derecho a la con- 
vención colectiva, que es el instrumento con el que se documentó que el 
conflicto se resolvió por vía de la negociación y entre las partes. 


Y finalmente, si eso son la huelga y el convenio, no más que eso podrá ser 
el sindicato y por supuesto, no podrá ser el que se trasforme en una institu- 
ción con patente a otorgar por gobiernos de turnos a sus aliados, que impida 
alos trabajadores ejercer la huelga, el convenio y cualquier forma de vincu- 
lación lícita por ejercicio de la asociación, en el colectivo de la empresa, en 
el colectivo de profesión, en el colectivo de la actividad, en el colectivo de la 
comuna, de la provincia, de la Nación o del mundo. También en el colectivo 
de los desocupados. 


El ejercicio autonómico de los poderes de representación de los trabaja- 
dores, a partir de múltiples centro de imputación de normas que asimilen 
la libertad sindical, es un fantasma de conflictividad que asusta a muchos. 
Pero es en función del quehacer asociacional regido por el principio de 
especialidad sin retaceos y con acatamiento del llamado principio de pro- 
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residad como regla instrumental del garantismo (25), que se encuentra 
el hilo de Ariadna que resuelve los conflictos inter gremiales y de encua- 
dramiento. 


La estructura monopólica de la acción gremial, a partir delsindicato con 
personería gremial, como único titular del derecho de huelga, del derecho 
dela negociación colectiva, el cobro de la cuota sindical y las cuotas de soli- 
daridad y de la relación con el poder público, no deja de ser un instrumento 
de castración de la acción de los trabajadores (26). 


También es una de las causas actuales de la debilidad del sindicato, la 
baja tasa de afiliación y la razón de ser de las prácticas de negociación co- 
lectiva “in pejus”, 


Y al sostener esto no estamos combatiendo contra el sindicato, sino a 
su favor. Ampliando las razones de su ser, sacándolo de su subsistir ala de- 
fensiva. Justificando su desarrollo, legitimando su existencia, y corrigiendo 
los abusos de poder a los que lo llevó el corporativismo teñido de conserva- 
dorismo que lo impregna. El mismo que dio lugar a la modernidad liberal, 
pero que cuando se corrompió sirvió a los fines autoritarios más delezna- 
bles, como ya le había pasado al gremio medieval. 


La crítica de Duguit sirve para advertir que en la era del post capitalis- 
mo, detrás de las corporaciones financieras internacionales o de una simple 
sociedad de responsabilidad limitada, todavía hay seres humanos que son 
responsables de lo que están haciendo en términos ecológicos, políticos, 
económicos y culturales. 


Pero también sirve para advertir que detrás de los sindicatos, hay traba- 
jadores. Sólo y únicamente trabajadores. Y que los derechos de representa- 
ción alcanzan al pluralismo y las minorías. Que los colectivos de trabajo no 
pertenecen a las mayorías. Y que las mayorías en un colectivo, pueden ser 
simplemente minorías en otro, coexistiendo como tales. 


Ni a la burocracia económica, ni a la burocracia sindical, les puede re- 
sultar llevadero que se caigan los velos con las que se protegen. 


(25) Ver del autor de este trabajo: El llamado principio de progresividad en relación con la 
cláusula del progreso. Publicado en el Tomo de Ponencias de la XV Conferencia National de 
Abogados. La abogacía rumbo al 2010: Balance al siglo XX Perspectivas del XXI. En homenaje 
al doctor Guillermo Oscar Nano. Organizado por la Federación Argentina de Colegios de Abo- 
gados y Colegio de Abogados y Procuradores de Salta, celebrado los día 20 y 21 de septiembre 
de 2007 en la ciudad de Salta del Valle de Lermay La relación dialéctica entre la cláusula del pro- 
greso y el llamado principio de progresividad, en la Revista “La Causa Laboral” de la Asociación 
de Abogados Laboralistas, octubre de 2007, año VII, n? 30, p. 16. 

(26) Enlas doctrinas limitantes del derecho de huelga, la negociación colectiva y la liber- 
tad sindical, la invocación del modelo del sindicato con personería gremial, corno titular único 
y monopólico de esos derechos es una constante, que hace la ficción de la personería ideal o 
moral, un vallado infranqueable e irrazonable para el accionar de ciertos colectivos de trabaja- 
dores. 
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Pero a la ciudadanía, en ambos planos, que esto suceda, la revitaliza. 


La Corte (27), sostuvo que un trabajador afiliado a un sindicato sim- 
plemente inscripto, tiene derechos sindicales de representación que puede 
ejercer, pese a todo el andamiaje legal construido desde la interpretación 
de lo que es un sindicato con personería gremial como persona moral. Que 
ese trabajador cuenta con derechos de acción gremial que la Constitución 
proclama y el derecho de gentes consagra, y que las leyes que reglamentan 
el ejercicio de sus derechos no pueden irrazonablemente suprimir. Es una 
doctrina jurisprudencial, que se abrió al mundo de las ideas, cuyas progre- 
siones quedan pendientes, amenazando intereses creados. Perturbando 
una paz de cementerio. 


La Ley de Asociaciones Sindicales 23.551, en su texto, no define al sin- 
dicato en forma expresa. Pero conceptualiza en torno al mismo, que es una 
asociación que tiene por objeto la defensa de los intereses de los trabajado- 
res (art. 2%) (28). 


Además, en una disposición inmediata, la norma reconoce como interés 
de los trabajadores “a todo lo que se relacione con sus condiciones de vida y 
de trabajo”. 


Esto. nos lleva a valorar si este tipo de asociación tiene en común con 
las sociedades comerciales, el referir a una actividad fundada en el interés 
lucrativo. 


Se considera que en la defensa del interés del grupo, el sindicato no pue- 
de accionar en función del lucro para sí, por lo que se veda la incursión de 
los sindicatos en actividades comerciales. Inclusive en la Pera Spación de 
sociedades de ese tipo (29). 


Una razón de ser del sindicato es la de actuar en el mercado de trabajo, 
defendiendo la oferta de trabajo y el salario. Este es uno de los principales 
fines del sindicato, pero lejos está de ser el único o el más importante. 


(27) En la causa “Asociación Trabajadores del Estado vs. Estado Nacional” fallo de la CSJN, 
del 11 de noviembre del 2008, La Ley del 20 de noviembre de 2008, Año LXXII, N* 224, p. 4, con 
nota del autor de este trabajo, titulada “Libertad sindical” 

(28) En esto nuestra norma coincide con muchas otras legislaciones. Por ejemplo la Ley 
Federal de México, en su art. 232, define al sindicato como una asociación de trabajadores con 
el siguiente objeto: “el estudio, el mejoramiento defensa de sus intereses comunes”. 

(29) Véase “El acto que se pretende inscribir en el Registro de Comercio, en el caso, una So- 
ciedad de Responsabilidad limitada en el que figura como uno delos socios el Sindicato Unidos 
de Petroleros del Estado —SUPE— filial Catriel, es inconciliable con los fines específicamente 
gremiales que tiene la organización sindical, que están establecidos desde su origen como su 
razón de ser, como una cuestión existencial. La gestión sindical es tributaria de un fin que en 
su mismidad específica no tiene sustancia lucrativa: representa, puja y defiende las condicio- 
nes de vida y de trabajo de sus afiliados; no hay lucro mediante en ello, no existe la persecución 
de una ganancia para sí”. ST, Río Negro, 15/6/1993, “Autoservicio la Proveeduría S.R.L. s/insc. 
Contrato s/casación”, Jurisprudencia Provincial Albremática.com; en Digesto Práctico La Ley, 
Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1061, p. 335. 
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Hay otros fines que hacen ala realización plena del trabajador como in- 
dividuo y en función de la clase social. Por ejemplo, en la era de la revolución 
informática, sin duda un fin por excelencia característico de la época, será 
la conquista del conocimiento como instrumento de liberación. Repugna a 
la civilización una estructura de la apropiación del trabajo en la que quien 
lo da (el trabajador), siga siendo un objeto de explotación, y la mejor fórmula 
dela liberación partirá de la socialización de las nuevas tecnologías a partir 
de la democratización del conocimiento de los productores. 


La ley 23.551 omite tratar en forma directa al sindicato constituido y sin 
inscribir, dejando de reglamentar al sindicato en su etapa fundacional. 


_Pasa el cuerpo normativo a estructurar un tratamiento débil y superfi- 
cial para el sindicato simplemente inscripto (arts. 21 y 22) y finalmente re- 
gula con vigor al sindicato cón personería gremial (arts. 25, 28 y 31). 


A partir de los poderes de representación y para la negociación que le 
reconoce a este último, prioriza al sindicato por actividad y coloca a los sin- 
dicatos de oficio y empresa en un segundo plano (art. 29). 


4, EL SENTIDO DE PERMANENCIA 


«Como asociación, el sindicato reclama la nota característica de la per- 
manencia. Es un organismo social perdurable, en la medida en que la catego- 
.ríasocial que exprese se mantenga representada por trabajadores mediante la 
asociación y proceda al ejercicio de métodos democráticos de designación de 
representantes, que se organicen para defender sus intereses profesionales. 


En el estado social de derecho, las autoridades públicas deben recono- 
cer esas formas asociativas y hasta promover su existencia. Hacen a un ejer- 
cicio integrál de la democracia. Le dan a ésta los medios para racionalizar el 
poder cotidiano de los asalariados. Aquel sobre el cual la mayor parte de la 
población asienta sus posibilidades reales de existencia. 


Sólo a partir de su efectiva existencia, se puede intentar racionalizar el 
conflicto de intereses implícito en la relación apropiativa del trabajo depen- 
diente, en la enajenación del trabajo humano y su apropiación legitimada. 


5. LA ADJUDICACIÓN DEL ROL DE REPRESENTACIÓN 
LEGAL O NECESARIA 


Al sindicato se le reconoce la representación legal y necesaria de la cate- 
goría profesional, a partir de la premisa de la incapacidad económica de los 
trabajadores para enfrentarse al capital. 


Su sentido fundamental es el de representar a un conjunto de trabajado- 
res como tal. Como conjunto. 
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Sostiene Deveali, que en los países en los que se trata de adecuar los 
intereses colectivos, el Estado protege los intereses profesionales y reconoce 
en la categoría profesional “una jerarquía similar a la de que gozan, en la 
vida administrativa de los países, las provincias o las comunas” (30). 


De ello deviene que el sindicato adopte para el ejercicio dela representa- 
ción principios del derecho público, que son ajenos a la relación de derecho 
privado propia del contrato de mandato. 


Pero esto no ha dejado.de provocar fundados reparos en aquéllos, vivie- 
ron las experiencias del corporativismo o fascismo, militando duramente 
contra él. 


Si Deveali desde su experiencia italiana, señalaba objetivamente la vin- 
culación del derecho sindical con el administrativo, Cabanellas, desde su 
exilio republicano español escribía: “Conforme a la Declaración VII de la 
Carta del Lavoro el Estado italiano es un Estado corporativo. El Fuero es- 
pañol del trabajo declara a los llamados sindicatos verticales personas de 
Derecho público. De aquí que en los países que identifican el Estado con el 
sistema corporativo hay una cierta uniformidad en la clasificación del De- 
recho público que impide toda distinción particular. Cuando así ocurre, el 
Derecho corporativo parece identificarse con el Derecho administrativo, 
ser una misma cósa, y la autonomía del uno desaparece para ser absorbi- 


do por el otro. Este sistema es también el mismo de los Estados totalitarios .; 


en los que como dice Brandao Calvacanti, se confunde el individuo con el * 
propio Estado, y sólo puede considerárselo como una de sus partes, con ella - ; 
constituyendo una unidad moral y política. Esta integración completa del 
individuo con el Estado es lo que se puede llamar totalitarismo” (31). 


Y 
La representación sindical de la categoría profesional, se alcanza efecti- 
vizando la regla del gobierno de las mayorías, a los efectos de determinar las 
acciones propias de las defensas de los intereses y los derechos. 


Los trabajadores asociados constituyen una comunidad de intereses, 
que el estado tutela para hacer efectivas prácticas democráticas. 


Por el mandato sindical implícito en la asociación, se representa a las 
minorías e incluso a quienes no concurren a la vida orgánica de la asocia- 
ción, pero pertenecen a la categoría social a la que ésta corresponde. Pero 
este es un mandato condicionado, que queda legitimado sólo para conquis- 
tar derechos, preservarlos y defender intereses, sin renunciar a derechos 
anteriores consagrados. La representación sindical se ejerce como un man- 
dato perspectivo. Dirigido hacia el progreso de una clase y en función de la 
pertenencia de la asociación a la misma. 


(30) Véase DEVEALI, Mario L.: Curso de derecho sindical y de la previsión social, Zavalía 
Editor, Bs. As., 1954, 2” edición aumentada y actualizada, p. 103. 

(31) Véase CABANELLAS, Guillermo: Derecho Sindical y Corporativo, Editorial Atalaya, 
Bs. As., 1946, p. 242, 
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El sindicato, por medio del convenio colectivo, fija mínimos inderoga- 
bles del orden público laboral para los representados de su categoría. Ni la 
organización social que se justifica para alcanzar la conquista de derechos, 
ni los empleadores, pueden disponer a la baja de esos mínimos, que siempre 
refieren a patrimonios individuales. 


La conceptualización adecuada del grado de representación alcanzable 
por la asociación, en cuanto a sus representados, fija los límites del poder de 
disposición que posee de los derechos de sus integrantes. 


La representatividad que la ley les reconoce no es absoluta y en materia 
de disposición de derechos adquiridos e incorporados al patrimonio de los 
_ trabajadores, en principio, no existe (32). 


.. El sindicato desde su fundación y pasando por las distintas etapas de 
su desarrollo, hasta llegar a aquel que ostenta la personería gremial, va ad- 
.quiriendo cada vez en forma más ampliada, la capacidad de representar los 
intereses difusos y colectivos de la categoría profesional en la que actúa. 


"Por eso es que a esta entidad de derecho privado, la ley, en el sistema 
argentino, la inviste de la posibilidad de representar no sólo a sus afiliados. 
: Ylo hace por vía de un discernimiento otorgado por el Estado. 


=- En este sentido, el Estado democrático reconoce en los sindicatos, el 
“ejercicio por parte de los trabajadores de derechos humanos y sociales refe- 
ridos a la libre conformación de asociaciones. 


- La entidad sindical es un grupo primario, básico en la sociedad, que se 
constituye a partir de un desarrollo natural de la historia económica, siendo 
tan imprescindible como lo puede ser la familia. 


Con referencia al mismo, el intervencionismo estatal sólo es admisible 
"para preservar su existencia y autonomía. 


Le es lícito, en función de los intereses de sus miembros, actuar como 

un poderoso factor de cambio en la sociedad, reaccionando contra un orden 

«social injusto. Puede ser una garantía contra el abuso del poder constituido 

enla sociedad. Una propuesta esperanzada de cambio en épocas democrá- 

.ticas.Cuando el autoritarismo impera, transformarse en uninstrumento de 
resistencia social. 


Sostiene Gino Giugni que hay instituciones que corresponden a “rea- 
lidades jurídicas extraestatales”. Con lo que explica que hay normas 


AA 


ES MAA 


(32) Véase “En el Derecho Colectivo Argentino no existe norma alguna que conceda a la 
entidad sindical con personería gremial la disponibilidad de derechos en el marco de un con- 
flicto jurídico puro y es exigible el mandato cuando invocan, aunque sea tácitamente, abdi- 
caciones a derechos individuales en el acuerdo conciliatorio”. CNTrab., sala VIH, sentencia 
30/03/1994, Juez Pigretti, “Torres, Carlos c. Cia. Argentina de Transportes Marítimos S.A. s/ 
despido”. Mag. votantes: Pigretti - Billoch - Arcal. 


106 RICARDO J. CORNAGLIA 


que “aunque no son estatales, tienen una efectividad real en la vida so- 
cial” (33). 


A este tipo de institución —a partir del renacer de las instituciones de- 
mocráticas de 1983—, corresponde nuestro actual sindicato, lo que tiene 


particular importancia en la consideración que más adelante haremos del” 


sindicato no inscripto. 


Pero la cuestión así encuadrada, refiere a la naturaleza jurídica de todo 
tipo de sindicato. 


Y por eso también influye, en cuanto a la jerarquía de las normas que 
regulan alas asociaciones, sobre las normas estatales impositivas de la cate- 
goría profesional. Ellas son el resultado de la influencia de un corporativis- 
mo autoritario, que naturalmente vislumbra al sindicato como un órgano 
público estatal. 


En contra de esta posición, desde la segunda guerra mundial, se va pro- 
duciendo una clara evolución dirigida a caracterizar al sindicato como una 
institución que, si conserva características “públicas”, se la trata de inde- 
pendizar de las notas propias del corporativismo autoritario. 


Y esto lo hicieron los italianos, en especial, a partir del rol que se le dio a 
los sindicatos pluralistas en la negociación colectiva. 


Para el sistema italiano (a partir de la Constitución de 1947, art. 39), la 
representación unitaria de la categoría profesional, a los efectos de la ne- 
gociación colectiva, se realiza mediante un organismo colegial integrado 


proporcionalmente, según el número de sus efectivos. Este es el sistema que * 


se trató de imponer en nuestro país, mediante el decreto 15:938/57, que no 
llegó a tener vigencia efectiva y fuera abolido por la ley 14.455. 


Por el sistema norteamericano (a mérito de la ley Wagner y de la ley Taft- 
Hart), la elección del sindicato más representativo, depende del sufragio di- 
recto de los trabajadores de la categoría para la respectiva negociación. 


Es apuntando en esa dirección que Gino Giugni marca que se vive un 
momento privatista. Al que refiere la experiencia italiana, en la que se ad- 
vierte “como el sindicato ha manifestado una tendencia definitiva a elegir, 


entre las formas jurídicas predispuestas por el derecho civil, la de asocia- ..: 


ción no reconocida, considerada como la que mejor se corresponde con las 
necesidades de salvaguardar la autonomía de la organización con relación 
a los poderes públicos. A esto puede añadirse la convicción, fundada más 
que sobre valoraciones precisas del orden jurídico, sobre una especie de 
desconfianza instintiva sobre el “legalismo”, que el sindicato será tanto más 


(33) Véase GIUGNI, Gino: Derecho sindical, Servicio de Publicaciones del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social de España, Madrid, 1983, p. 26. 


E PAS 
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libre cuanto más pueda prescindir de actos públicos, de notarios, de requi- 
sitos de forma y publicidad en sus propios actos internos” (34). 


El ejemplo italiano, que fuerza la apreciación de Giugni, nos demuestra 
una realidad que desde la categorización pública de una sociedad corpora- 
tiva y autoritaria en el tránsito hacia la democracia, pasó a resistir toda for- 
mia de encorsetamiento registral y controlante del asociacionismo obrero. 


E También ello puede apreciarse en la experiencia francesa. La pretensión 
“autoritaria encuadró al sindicato como un organismo público dependiente 

del Estado, cuando, por ejemplo, en la Carta del Trabajo de 1941, se lo con- 

cebía como una agrupación oficial, única y obligatoria. Superado ello en la 

postguerra, la situación hace decir a Camerlynck y Lyon-Caen: “La libertad 

. sindical implica un movimiento libre de toda atadura con el Estado. Contra- 
dice toda resurrección del corporativismo” (35). 


- .: Pornuestra parte, los argentinos, que hemosrecibido una fuerte influen- 
.. cia del tratamiento normativo italiano al sindicalismo corporativo fascista, 
hemos también asimilado influencias de ese proceso democratizado. 


Especialmente con la L.A.S. 23.551, pero persisten en sus pliegues, in- 
fluencias propias del modelo básico, que tanta trascendencia alcanzara en 
épocas de gobiernos afines a esa posición política. 


Nuestra experiencia no siguió en paralelo a la italiana de la cual se vio 
influida, que luego dela caída del fascismo, varió fundamentalmente el mo- 
: delo sindical adoptado. 


6. LA PERSONERÍA EN LA LEY DE ASOCIACIONES SINDICALES 


La ley de asociaciones sindicales 23.551, como lo indica su título, no re- 
- gula cualquier tipo de asociaciones profesionales. Sólo opera para los sin- 
dicatos. 


La ley 23.551, no define al sindicato, pero trata de ser amplia y generosa 
enla consideración de sus fines y objetivos. 


La norma se dicta para regular lo relativo a la creación, funcionamiento 
yacividades de los sindicatos. 


“ Suartículo segundo sostiene: “Las asociaciones que tengan por objeto la 
defensa delos intereses delos trabajadores se regirán por esta ley”. 


A renglón seguido el artículo siguiente define lo que para la ley es el in- 
terés del trabajador: “Todo cuanto se relaciona con sus condiciones de vida 
y de trabajo”. 


(34) Véase GIUGNI, Gino, op. cit., p. 94. 
(35) Véase CAMERLYNCK, G. H. y LYON-CAEN, G: Derecho del Trabajo, traducido de la 
5* edición francesa por Juan M. Ramírez Martínez, Aguilar, Madrid, 1974, p. 354. 
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Comotambién lo determina lanorma superior quees la Constitución, la * 
L.A.S. prevé que en el ejercicio de la libertad sindical, los trabajadores tienen ; 
el derecho de constituir asociaciones sindicales sin necesidad de autoriza- 
ción previa (conforme el art. 4%, inc. a). 


Por ello resulta lógico que dichas asociaciones, adquieran las notas ca- +; 
racterísticas de una persona ideal, aun en la etapa previa a la del reconoci- -- 
miento de la personería. 


También es lógico suponer, que esa persona ideal tiene facultad para re- .; 
presentar a sus socios o afiliados, y además, la de peticionar por los mismos, 
si para ello fue constituida. 


Se desprende de ello, y en especial de la facultad de representar, quepue-. * 
de actuar en los conflictos laborales y celebrar convenios para resolverlos. -*: 


Esta no es una disquisición teórica desprendida en abstracto de la in- ;' 
terpretación de la ley. Es el resultado de advertir que en la realidad social ; 
argentina, los sindicatos tardan años y a veces décadas en conseguir que el: 
Ministerio del Trabajo, arbitraria y renuentemente, les reconozca derechos 
que les suelen corresponder, en distintas etapas del proceso de desarrollo 
institucional del sindicato. 


Esta idea del sindicato-institución, cuesta que sea admitida por los difu- E 
sores enardecidos de la autonomía absoluta del sindicato con el Estado. 


Muchas razones ha tenido el movimiento obrero para levantar barreras : 
de separación entre el sindicato y los gobiernos. Especialmente en las etapas 
de persecución organizada desde el Estado. ; k 


Luego, otras razones distintas correspondieron a la vinculación del sin- 
dicato con los gobiernos. 


Es entendible el esfuerzo doctrinario de algunos teóricos, para caracte- 
rizar al sindicato como asociación propia del derecho privado. Pero ello no 
termina por coincidir, ni con la evolución histórica del instituto, ni con los 
fines naturales de los estados sociales de derecho. 


La actual organización estatal se apoya en el papel de las entidades in- 
termedias, a las que reconoce como agentes naturales de desarrollo social 
de los pueblos. Les delega funciones. Descansa en ellas para la defensa de 
los derechos públicos subjetivos. 


Las prioriza, y en función de ello, termina por descentralizar gestiones 
públicas que les encomienda. Las elige como canales de participación sec- 
torial en la cosa pública y las arrima a la discusión de la planificación eco- 
nómica. 


Las nuevas normas previstas en la L.A.S. 23.551, agilizan los trámites 
administrativos y habilitan recursos judiciales. Pero lo cierto es que desde 
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la coalición, el agrupamiento, la asociación y la acción sindical concertada, 
suelen producirse numerosos actos sindicales, previos a la etapa del fun- 
cionamiento institucional reconocido por el Estado. Actos sindicales que 
generan efectos jurídicos y merecen el amparo y tutela sindical, todavía no 
precisados en la legislación y desprolijamente desarrollados hasta el pre- 
sente en la doctrina y jurisprudencia especializadas. 


Despréndese por lo tanto que las personas sociales funcionan con dis- 
tintas facultades, pero todas ellas deben ser comprendidas por la tutela sin- 
dical, que se refiere siempre al hecho espontáneo y libre de la asociación. 


7. LA DELEGACIÓN DE LAS FACULTADES DE CONTROL 
DE LAS ASOCIACIONES SINDICALES POR LAS PROVINCIAS 


Tema controvertido y pendiente de debate, es el de reconocer si los 
estados provinciales pueden delegar (como lo han hecho), las facultades 
«de control y policía de los sindicatos como personas jurídicas. 


Para otros tipos de personas jurídicas (como las entidades de bien 
-público, por ejemplo), las provincias siguen reivindicando esos poderes 
y encuentran en la doctrina de la CSJN, apoyo: “El Estado que ha otor- 
«gado la personería jurídica a una sociedad tiene la facultad de reglar lo 
referente a la inspección y vigilancia de la misma y de imponerle por ello 
una contribución” (36). 


Cabe preguntarse si las organizaciones sindicales de ámbito provin- 
cial, a partir de una delegación de este tipo, pierden el carácter de veci- 
nas y habitantes de la provincia a la que corresponden, a mérito de una 


(36) Véase CSJN en “Bco. Italo Argentino de San Juan c. Prov. de San Juan”. 01/01/1940, 
Fallos, 188:105. Doctrina que se mantiene, al punto de sostener que la resolución del Tribunal 
local en la materia del ejercicio de esos controles, resulta irrevisible en principio para la CSJN 
“Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que el decreto que retiró la personería 
jurídica a una sociedad anónima vulnera el derecho de asociarse con fines útiles y ejercer toda 
industria lícita, contra la sentencia del superior tribunal local que, procediendo como tribunal 
de apelación respecto de lo resuelto por el gobierno provincial y después de abrir la causa a 

"prueba, decide en forma irrevisible por la Corte Suprema que la autoridad que acuerda la per- 
sonería está facultada para retirársela cuando considera que la disolución es necesaria o conve- 
niente alos intereses públicos, que el ejercicio de dicha facultad en el caso ha sido fundado y no 
arbitrario, y que decretada y declarada judicialmente la expropiación del ingenio perteneciente 
ala sociedad, establecimiento sin el cual ella no podría cumplir sus fines, la subsistencia de la 
misma habíase tornado imposible” (En “Unión Cañeros Azucarera Monteros S.A. Limitada c. 
Provincia de Tucumán” 01/01/1946, Fallos: 204:330). Y que se prolonga concordantemente así: 
“El juez que debe conocer en el juicio de quiebra o convocatoria de acreedores de una sociedad 
regularmente constituida, es el del lugar de la sede social de la misma, que se halla donde la au- 
toridad le ha otorgado personería jurídica o en cuyo Registro Público de Comercio está debida- 
mente inscripta”. CSJN en “Orlando Garaffa y Cía. S.C.C. c. Ignacio Acquarone Construcciones 
S.C. y otra” 01/01/1983, Fallos, 305:682. 
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afirmación irracional de los poderes centrales. Ello no sucede así para 
otro tipo de sociedades y asociaciones (37). 


A 


(37) Véase “El otorgamiento de la personería a una sociedad la somete a la autoridad del 
poder que le ha dado vida jurídica en cuanto a la subsistencia de las condiciones que determi- 
naron su autorización y le fija el carácter de vecino de la provincia que la ha creado”. CSJN en 
“Bco. Italo Argentino de San Juan c. Prov. de San Juan”, 01/01/1940, Fallos, 188:105. 


CAPÍTULO 3 


SINDICATOS E INTERVENCIÓN 
EN POLÍTICA 


SUMARIO: 1. El sindicato como institución.— 2. El sindicato como organi- 
zación política del proletariado.— 3. La participación política y la represen- 
tación de las minorías.— 4. El ejercicio por los sindicalistas de cargos políti- 

.c0S.— 5. El sindicato y la huelga como conducta política.— 6. Cuadro básico 
de ideas que nutren la participación política democrática del sindicato en un 
estado social de derecho. 


1. EL SINDICATO COMO INSTITUCIÓN 


En 1832 le preguntaron a Augusto Blanqui, en un juicio, ¿cuál era su 
profesión? Respondió que la misma era la de proletario y luego aclaró: “la 
profesión de 30 millones de francesesque viven de su trabajo y son privados 
de sus derechos políticos”. Marcaba así este revolucionario social, la impor- 
tancia de la profesión en la condición proletaria, como forma de rescate de 
una desposesión. Cuando los partidos políticos sucumben ante un orden 
totalitario o se ponen al servicio de las políticas de explotación del proleta- 
riado, a éste le queda como amparo la asociación profesional que lo repre- 
senta. En ella encuentra el refugio democrático que necesita. Allí se realiza 
políticamente. 


Los límites que desde el derecho se pueden establecer a la libre partici- 
pación política de los sindicatos, tienen que ver con el instituto de la resis- 
tencia a la opresión (1). 


Y esa resistencia es natural que se cumpla desde instituciones interme- 
dias de existencia espontánea, naturales y propias de la sociedad (2). 


(1) Luis RAMÍREZ BOSCO, quien también recuerda ese episodio de la vida de Blan- 
qui, muy difundido en la literatura social, con agudeza sostiene en relación al instituto de 
resistencia a la opresión: “Los límites de la acción antiestructural dependerá directamente 
de la injusticia de la situación que de hecho sufren, de modo que, en última instancia, de 
un aspecto especial del derecho de resistencia a la opresión”. En La función de los sindica- 
tos, Eudeba, Bs. As., 1976, p. 172. 

(2) Véase MARC, Jorge Enrique: Derecho colectivo del trabajo, Zeus Editora, 1972, Ro- 
sario, p. 37. Sostiene: "las organizaciones profesionales son sociedades naturales, inter- 
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Admitida su condición asociativa natural, lo institucional sirve para 
comprender el discurso del poder que se les reconoce. 


Rodolfo A. Nápoli señala cómo se fue evolucionando en la considera- 
ción del sindicato, desde la posición inicial de considerarlo una sociedad 
de derecho privado. Y en particular, cómo el enfoque institucional vuelve a 
mostrar las notas vinculantes entre este tipo de entidades y la corporación 
medieval. Sigue en ello a Hauriou y Renard (3). 


El proceso de institucionalización de los sindicatos se vivió intensamen- 
te en el movimiento obrero inglés, en el que una fuerte corriente trató de 
circunscribir la acción sindical, aislándola de la política, llegando un caso 
a la Corte, en el que un obrero ferroviario de apellido Osborne reclamó la 
prohibición del gasto de fondos sindicales en actividades políticas. 


Esto determinó una intensa puja interna en el Partido Laborista. Re- 
cuerda Del Castillo que: “Al ganarse el caso, se prohibió el destinar fondos 
de los sindicatos para el naciente partido político, pero pese a ello éste si- 
guió subsistiendo y sus representantes parlamentarios también y recién 
en 1911 cuando aparece la ley que les otorga un sueldo a los miembros del 
Parlamento, solventado por el Estado, es cuando se alivia la situación de 
los representantes laboristas afectados por las consecuencias del caso Os- 
borne” (4). 


2. EL SINDICATO COMO ORGANIZACIÓN POLÍTICA 
DEL PROLETARIADO 


No cabe ninguna duda que la acción sindical como forma de organiza- 
ción del proletariado tiene un profundo contenido político. Está destinada 
a organizar las fuerzas de los trabajadores en defensa de sus intereses y dé- :: 
rechos, lo que inevitablemente implica, lucha por el poder de una clase, en “: 
la sociedad. 3 


Y pretender que la misma quede desvinculada de la acción de los parti- +; 
dos políticos, no deja de ser una actitud engañosa, que encubre propósitos : 
de perseguir ciertas vivencias concretas en la sociedad, dividiendo al traba- : 
jador como ser en dos categorías: el hombre sindical y el hombre político, 
reservando al segundo un espacio de poder que se le niega al primero. 


La división es imposible de concretar y la política penetra al sindicalis- + 
mo, ya que le resulta inherente. En la medida en que la actividad sindical se 
hace trascendente, cobra cada vez más claro sentido político. 


medias, necesarias, dentro de la actual organización socio-política-económica, distintas 
de las que se constituyen de acuerdo al Derecho Civil". 

(3) Ver nota 13, del capítulo 2. 

(4) Véase DEL CASTILLO, Efraín R.: Sindicalismo: factor de poder político, Depalma, 
Bs. As., 1984, p. 19. 
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Meik y Zas, lo conceptualizan así: “En la práctica resulta muy difícil, en 
ocasiones imposible; separar lo político de lo sindical, porque la acción po- 
lítica es, en todo caso, un instrumento de la acción sindical, y un objetivo 
político puede constituir a mediano o largo plazo el medio para alcanzar 
“una reivindicación...”. Sostienen esos autores, como ejemplo de lo dicho, la 
acción sindical desplegada para la sanción de una ley en beneficio de los 
intereses de los trabajadores o la posición en contra de una determinada 
política económica (5). 


.. “Ello no quiere decir que en el seno de los sindicatos, la política no deba 
ejercerse a partir de principios democráticos de gestión, 


. Cuando la acción sindical se organiza a partir del autoritarismo o sirve 
-al'mismo, se está poniendo en peligro la legitimidad de la representación 
«del conjunto de la categoría profesional sindicalizada y también la propia 
supervivencia de la asociación. 


.  La35a. Conferencia de la OIT, en 1952, estableció: “...cuando los sindica- 
tosestablezcan relaciones con los partidos políticos, esas relaciones no deben 
ser de tal naturaleza que comprometan la continuidad del movimiento sin- 
-«dical". 


.; En la doctrina laboral, es clásico citar sobre las posiciones controverti- 
* das en cuanto a la relación de los sindicatos con los partidos, al debate que 
en la revista La Ley desarrollaron Nápoli y Katz (6). 


Una población trabajadora, activamente comprometida en tareas de 
participación democrática, es un requisito de los modernos Estados de de- 
recho. 


; En la “Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo Social” se sostiene: 
.“La participación activa de todos los elementos de la sociedad, individual- 
. menteo por medio de las asociaciones, en la definición y la realización de los 
objetivos comunes del desarrollo dentro del pleno respeto por las libertades 
fundamentales, consagradas en la Declaración Universal de los Derechos Hu- 
manos” (art. 5). " 


La requisitoria a la participación es una constante en los documentos 
internacionales que refieren a las políticas sociales. Por ejemplo: el Progra- 
ma de acción de la Conferencia Mundial del Empleo establece que: “una 
política orientada hacia la satisfacción de necesidades esenciales supone la 


- (5) Véase MEIK, Moisés y ZAS, Oscar: Bases y puntos de partida para una teoría crítica 
del derecho del trabajo. “La desmistificación de la denominada “flexibilización laboral; en 
Revista Derecho Laboral, Bs. As., año 1990, t XXXII, p. 24. 

(6) Véase NAPOLI, Rodolfo A.: Hacia la representación sindical democrática, La Ley, 
80-853; Acotaciones al tema sindicato y política, La Ley, 83-1058; Acerca de los sindicatos 
deben actuar en política, La Ley, 82-911. KATZ, Ernesto: Debe prohibirse al sindicato la ac- 
tividad política, La Ley, 82-990; Sindicatos y política, La Ley, 83-1000. 
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participación de la población en las decisiones que la afectan, a través de las 
organizaciones libremente elegidas por ella” (punto 3). 


La participación es un presupuesto básico e insoslayable de la democra- 
cia social, ya que la fortalece y dinamiza. Una ciudadanía activa discute el 
quehacer político en todos los planos y por supuesto el sindical no es extra- 
ño a ello. 


Lejos estamos de las épocas en que invocando el principio de especia- 
lidad de las instituciones, se pretendía impedir la participación de los sin- 
dicatos en la vida política. Era un presupuesto obligado del sindicalismo :¿$ 
revolucionario, sostener que los sindicatos debían mantenerse al margen :;; 
de todo compromiso con los partidos políticos, a los que calificaban de re- * 
presentantes de la burguesía. La organización de la lucha política se debía : 
hacer exclusivamente por medio de los sindicatos. Se tomaba como una + 
traición, que los representantes gremiales alcanzaran puestos elecciona- 
rios representando a partidos políticos populares. Aun en aquellos que se 
sustentaban en plataformas clasistas. 


La tesis era abstenerse de la participación política en las instituciones 
de la democracia burguesa, para desde la lucha profesional, centrar los es- 
fuerzos participativos en preparar la revolución social. Destruido el estado 
burgués, desde las organizaciones sindicales, llevar a cabo la tarea revolu- 
cionaria de construir la nueva sociedad. 


Esta ideología chocó con la experiencia vivida porlos sindicatos. De una : 
u otra forma, las organizaciones sindicales fueron arrastradas por la parti- 
cipación democrática, a vincularse con la acción política y los partidos que 
la organizan. , 


Hoy la verdadera cuestión normativa de interés, es determinar cuáles : 
son las intervenciones estatales que se le pueden-imponer a los sindicatos, ' 
para garantizar el principio de la gestión democrática de los mismos, como 
entes representativos de un conjunto de trabajadores que puede estar inte- 
grado por un pluralismo en el que las minorías deben también estar repre- 
sentadas. 


En la Argentina se han dado cuerpos normativos regulativos de las aso- 
ciaciones sindicales que expresan posiciones diversas y antagónicas. 


En el propio golpe militar de 1943, se dieron normas contradictorias al 
respecto. El decreto 2669, del 20 de julio de 1943, sostenía que los sindicatos 
debían excluir todo postulado o ideología contrarios a los fundamentos de 
nuestra nacionalidad y al régimen jurídico y social que establece la Consti- 
tución Nacional. También prescribía que estas asociaciones debían abste- 
nerse en absoluto de la participación en política. 


El 2 de octubre de 1945, con el decreto ley 23.852/45, se facultaba a las 
asociaciones con personería gremial para participar circunstancialmente 
en las actividades políticas, con la condición de que esto estuviera resuelto 
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or una asamblea general:o congreso. En caso de que decidieran hacerlo 
en forma permanente, debían ajustarse a las leyes, decretos y reglamentos 
propios de los partidos políticos. 


El gobierno de la época impulsó la acción política en una única direc- 
ción, el apoyo al oficialismo, e inspiró una conducta comprometida, secta- 
ria y macartista, en el sindicalismo afín. 


La dirección oficialista de la C.G.T., convocó a un Congreso Extraordi- 
nario para los días 17, 18 y 19 de abril de 1950. La masa de los trabajadores 
fue excluida por completo de toda intervención en cuanto a la designación 
. de delegados y mucho más aún de la discusión de las reformas al estatuto o 
de la proposición de problemas que la afectaban directamente. Su prepara- 
, ción y desarrollo estuvieron absolutamente reñidos con las más elementales 
normas de la democracia sindical. En el Congreso en cuestión, se resolvió 
incorporar a los Estatutos de la C.G.T. como art. 4% “Encomendar a las or- 
-ganizaciones afiliadas y a los trabajadores en general la eliminación de los 
elementos comunistas, francos o encubiertos, y de todos aquellos que se so- 
lidaricen con su acción, eliminándolos de los puestos de dirección e impi- 
. diendo que puedan ejercer su perniciosa influencia en los medios obreros”. 


+ Esta disposición fue también incorporada a la Carta Orgánica de distintos 


- gremios (U.O.M., Asociación Obrera Textil y otros). 


La ley 14.455 no ingresó en el tema en forma explícita. Pero su decreto 
reglamentario, el 969 de febrero de 1966, vedaba a los sindicatos con per- 
sonería gremial * “todo acto de proselitismo o difusión ideológica y de sos- 
tén económico o ayuda material en organizaciones políticas o que persigan 
finalidades extragremiales”. Por exceso en la reglamentación, se imponía 
algo que la ley no sostenía, por lo que, con fundamento, la doctrina de la 
época lo atacó por inconstitucional. 


* Pero en la jurisprudencia se dieron fallos terminantes, vedando la acti- 
vidad política tras invocar la ley 14.455 (7). 


El decreto 9080/65 facultaba al Ministerio de Trabajo a aplicar las san- 
ciones previstas en el artículo 34 de la ley 14.455, a toda asociación profesio- 
nal que participara o colaborara en actividades relacionadas con los parti- 
dos políticos.. 


_ La Comisión de Expertos dela O.I.T., señaló que no debe prohibirse toda 
actividad política a los sindicatos, sino dejar a las autoridades judiciales la 
tarea de reprimir los abusos que puedan cometerlos sindicatos que pierdan 
de vista su objetivo fundamental, que debe ser el progreso económico y so- 
cial de sus miembros. 


(7) Véase “La realización por el sindicato de actividades políticas partidistas es con- 
traria al sistema instituido por la ley 14.455 y, por lo tanto, procede confirmar la resolución 
administrativa que dispone cancelar la personería gremial de dicho sindicato, que ha te- 
nido oportunidad de ser oído y de alegar en su defensa en la instancia judicial”. CNTrab., 
sala II, 15/12/1961; D.L.L. 29/4/1961, fallo 46.206. 
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REE 


Conla sanción de la ley 20.615 (del 20 de noviembre de 1973), se fue más : 


lejos que en el decreto ley 23.852/45 (ya que en éste se requería asamblea 
y congresos para avalar la intervención en política a favor de un partido), 
y se facultó a las asociaciones sindicales a “fijar sus posiciones en materia 
política, inclusive dando su apoyo a partidos políticos o candidatos... o pro- 
piciando a personas determinadas para que partidos políticos les atribuyan 
carácter de candidatos” (art. 30, inc. 9 de ese cuerpo legal). Con ello bastaba 
para que una comisión directiva sindical, comprometiera a la entidad en el 
apoyo a un partido político o determinado candidato. 


La sanción de la norma de facto 22.105, el 19 de noviembre de 1979, se * 
enrola en la misma línea del decreto 9270/56 y del decreto 969/66, determi- :z 
nando que “las asociaciones gremiales de trabajadores no podrán partici- :: 


par en actividades políticas, ni prestar apoyo directo o indirecto a partidos, 
candidatos políticos o a quienes realicen actividades políticas”. 


Reinstalada la democracia, en 1988 se sanciona la L.A.S. 23.551, actual- 
mente vigente, que repite el tratamiento de la cuestión que hiciera la ley 
14.455. Nada dice explícitamente en su texto sobre este tema. Lo cual no deja 
de ser una toma de posición al respecto. En especial, si se tiene en cuenta 
otras de sus disposiciones y se las articula con la Ley de Partidos Políticos y 
las garantías y derechos constitucionales. 


La amplitud de los términos del art. 5” de la L.A.S. 23.551, al consagrar 
como derecho de los trabajadores, el de formular el programa de acción de 
los sindicatos y realizar “todas las actividades lícitas en defensa del interés 
de los mismos”; relacionados con el art. 6* que consagra el principio de auto- 
nomía sindical, y con el art. 3”, que aclara que interés del trabajador alcanza 
a “todo cuanto se relacione con sus condiciones de vida y de trabajo...” y 
que “la acción sindical contribuirá a remover los obstáculos que dificulten 
la realización plena del trabajador”, no permiten dudar sobre el derecho a la 
participación política de las organizaciones gremiales. 


Esta definición normativa del interés de los trabajadores, vincula la ac- 
ción sindical, con una conquista de claro contenido político, que refiere a 
reconocer en la clase trabajadora, un estado de situación que debe ser supe- 
rado. Además de precisar que “interés” es todo lo relacionado con sus con- 
diciones de vida y trabajo, la norma, con noble sentido humanista, encuadra 
a la acción sindical, como actividad que sirve para remover obstáculos, en 
función de la realización plena del trabajador. 


Esta acción sindical, además de ser trascendente para una clase especial 
de hombres (los trabajadores), termina por definir y dar contenido real a 
toda la sociedad. 


La crisis argentina ha transformado en vulnerables al hombre, la socie- 
dad y el estado. Es por ello que las asociaciones sindicales pueden transfor- 
marse en un instrumento social con capacidad suficiente como para conso- 
lidar la democracia o reabrir la etapa del caos institucional. 


Ei 
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Los partidos políticos de formación democrática, han reconocido a las 
asociaciones sindicales como uno de los grandes canales de la participación 
del pueblo, y reclaman para ellas, el papel de fuerzas institucionalizadas de 
la república y no el rol de difusos factores de poder. 


si bien es lógico suponer, que la protección de la libertad sindical pasa 
por la autonomía de la asociación, lo cierto es que, en largos períodos histó- 
ricos, se evidenció la intervención de los gobiernos en la vida interna de las 
asociaciones. 


Pero independientemente de la patología autoritaria de esas inter- 
venciones gubernamentales, hay otras características y razones del inter- 
vencionismo estatal. Así mismo, en cuanto al derecho público, no resulta 
“ indiferente la aptitud de estas instituciones para determinar normas y auto- 
rregular relaciones de la sociedad. 


Esa capacidad de generar normas desde el conflicto social, que es una 
«característica muy especial de estas instituciones, ha tratado de ser contro- 
lada con los mecanismos de registro y adjudicación de personería, y esta- . 
bleciéndose, que sólo un tipo de organización podía discutir válidamente 
.el convenio colectivo de trabajo, aquella ala que se le reconoce la condición 
más representativa en la especie y se le adjudica una personería especial, la 
gremial. 


La regulación de esta nueva área del poder creador de normas, no pudo 
ser contenida en la estructura tradicional del derecho, afirmada por la dis- 
tinción dicotómica de las normas privadas o públicas. 


Esto es resaltado por Antonio Vázquez Vialard en los siguientes térmi- 
nos: “En la actualidad, los sindicatos reclaman un lugar destacado en la vida 
de cada comunidad. No actúan a modo de simples asociaciones a las que el 

_derechovigenteles reserva un determinado papel. Suexistencia noresponde 

a una creación o quizás a una actitud permisiva del legislador, constituyen 
los cuerpos sociales que actúan en un nivel intermedio entre los particula- 
res (según el liberalismo, individuos) y el Estado, con una función propia. 
Sin duda, no hallan una cómoda colocación en la clasificación dicotómica 
del derecho público y privado. No se ajustan ni a uno nia otro; participan en 
cierta manera de determinados rasgos característicos de ambos (libertad de 
creación, representatividad del grupo, más allá de sus asociados, etc.), por 
lo cual algunos autores lo sitúan dentro de un tercer género; derecho social, 
colectivo-privado” (8). 


Este derecho nuevo, el social, está referido ala gestación y regulación de 
poderes de determinadas categorías sociales de trabajadores, que por esta 
acción, emprenden la difícil tarea de superar un estado de desposesión. 


(8) Véase VAZQUEZ VIALARD, Antonio: El sindicato en el derecho argentino, Astrea, 
1981, p. 28. 
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En esa tarea eminentemente política, resulta fundamental distinguir al 
grupo profesional como categoría ontológica, de la categoría jurídica a la 
que se le reconoce el ejercicio autonómico de la facultad de asociarse sindi- 
calmente. En la primera, la conceptualización se hace desde la realidad. En 
la segunda, desde el deber ser. 


En el derecho del trabajo fascista, se privilegiaba al grupo ontológico, 
en función de una concepción organicista de la sociedad, impuesta por la 
voluntad autoritaria del poder público. 


Cabe en la materia la distinción entre corporativismo democrático (con 
autónomo derecho de asociación respetado por el poder público), de la or- 
ganización corporativa autoritaria, impuesta a un sistema cerrado, con dis- 
criminación de quien que no lo integra. 


Los estados sociales de derecho, reservan un importante espacio espe- 
cial para el corporativismo democrático, en el que se estructuran las asocia- 
ciones sindicales, con sus naturales y justificados fines políticos. 


Y esto dicho sin prejuicios que partan de la vinculación fascismo-cor- : 
porativismo, a la que Carnelutti analizaba así: “...el corporativismo como * 
sistema económico jurídico nada tiene de común con el fascismo como 
movimiento político'ni bajo el perfil de la lógica, ni de la historia. Tan solo 
la ignorancia o la pasión permiten el equívoco entre esos dos términos. El. * 
sistema corporativo representa el resultado de un desarrollo ultrasecular 
que constituye el resultado más significativo del siglo pasado. El fascismo 
tuvo solamente la fortuna de pegar su etiqueta a un producto que no fue 
fabricado por él” (9). 


El estado democrático no debe coartar el espontáneo ejercicio del de- 
recho asociativo, que plasma a la categoría profesional por sobre los datos 
ontológicos impuestos por una simplista consideración de la organización 
de la producción en un momento dado. 


De allí, la importancia del momento organizativo es destacada en el 
derecho comparado. Para Giugni, en el tratamiento del tema es necesario 
eliminar los criterios apriorísticos que importen “la expropiación” de ese 
momento cualificante que coloca a la categoría en su posición de sí misma. 
Si así sucediera, para este autor, queexpresala reacción propia de la doctri- 
na antifascista italiana, se contradiría la libertad sindical, amparada en el 
art. 39, párrafo 1* de la Constitución Italiana. 


Sólo el cabal reconocimiento por parte del poder político, de gestar por 
la asociación libre, la acción en la empresa y en la sociedad que genere el 
cambioante el dato objetivo de la explotación y desposesión existente, colo- 
can al sindicato en condición de cumplir su destino. 


(9) Citado por Erancisco DE FERRARI, en Lecciones de derecho del trabajo, Facultad de De- 
recho, Montevideo, 1964, t. IV, p. 68. 
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3. LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA Y LA REPRESENTACIÓN 
DE LAS MINORÍAS 


Ahora bien, representando el sindicato la categoría profesional en toda 
su pluralidad política, sus actos de participación nunca pueden implicar 
forma de discriminación de las minorías. Los apoyos circunstanciales de 
las mayorías políticas en su seno, deben ser respetuosos de los intereses y 
. derechos de las minorías. Si así no sucediera, la asociación se transformaría 

en un apéndice de un partido político. Debiendo por lo tanto regirse por las 
-normas de los partidos políticos y perder el sentido especial de su función 
sindical, que eminentemente es representativa de todos los trabajadores y 
no puede marginar a las partes. 


La 35* Conferencia de la OIT dispuso también que los sindicatos deben 
oreservar los derechos de los afiliados que pueden disentir en cuanto a las 
“posiciones mayoritarias y que se deben asegurar procedimientos transpa- 
rentes en la adopción de las posturas políticas. 


4. EL EJERCICIO POR LOS SINDICALISTAS DE CARGOS POLÍTICOS 


Enlazado con todo ello, el art. 48 de la L.A.S. 23.551, protege, con los 
-alcances del instituto de la tutela sindical, a los trabajadores que ocupen 
-: cargos políticos en los poderes públicos. Y crea obligaciones contractuales 
- para el empleador, que responden al objeto de garantizar la participación en 
política de los trabajadores. 


Esto no quiere decir que el sindicato pueda transformase en un partido 
político sin perder su naturaleza especial. Sus derechos están referidos a su 
«destino en la sociedad y su función responde al principio de especialidad de 
las asociaciones en general. 


En tal sentido, los partidos políticos tienen reglamentada su existencia 
en el Estatuto de los Partidos Políticos, al cual deben ajustar su conducta y 
organización. 


Cuando la organización sindical que pretende representar una catego- 
ría profesional, adopta una posición política que refiera en forma directa a la 
. relación con un partido político, conforme al principio de libertad sindical, 
* lotieneque hacer teniendo.en cuenta: 


a) Elprincipio de gestión democrática, que determina que la represen- 
tación ejercida sea pluralista y el apoyo de las mayorías no puede 
obligar a las minorías a contribuir en contra de sus propias posicio- 
nes. 


b) El principio de autonomía sindical, que determina que la acción sin- 
dical se cumpla sin interferencias de otros poderes. Entre esos pode- 
res, el partido de gobierno o los de oposición. 
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c) Lalibertad sindical tiene que ser observada también a partir delos' 
aspectos negativos de la misma. Alcanza incluso a la libertad de 
no afiliarse. El sindicato adherido a un partido, obliga a la desafi.- 
liación de los miembros que no pertenecen al mismo. Ello tendría 
que determinar que existieran tantos sindicatos como partidos, 
para que las posiciones sindical y política de los afiliados fueran: 
coherentes. 


5. EL SINDICATO Y LA HUELGA COMO CONDUCTA POLÍTICA 


El Convenio N” 87 de la O.I.T., al proteger la libertad sindical, no limita: 
como objeto de las organizaciones sindicales la mera defensa de los intere- 
ses profesionales, con lo que se admite que forma parte de la razón de ser' 
de los sindicatos el procurar defender los intereses generales de naturaleza 
política. 


En materia del derecho de huelga, el Comité de Libertad Sindical, en rei- 
teradas oportunidades, se ha manifestado con referencia a la legitimidad ¿ 
de las huelgas de protesta, con “miras de ejercer una crítica respecto a la * 
política económica y social de los gobiernos”. Y así, en numerosos casos, ha .;; 
pedido a distintos gobiernos, que se abstengan de declarar ilegales ese tipo 
de huelgas (10). E 


6. CUADRO BÁSICO DE IDEAS QUE NUTREN LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA 
DEMOCRÁTICA DEL SINDICATO EN UN ESTADO SOCIAL DE DERECHO 


Los sindicatos se legitiman a partir de una red de mandatos. Represen- 
tan las categorías sociales propias de los trabajadores. Institucionalizan el 
gobierno de las mayorías controladas por las minorías. 


Ejercitan su acción a partir de: 

a) Asambleas auténticas. 

b) Elecciones sin fraude. 

Amplían la función social de la democracia llevándola al seno de la em- 


presa. 


Los gobiernos democráticos los respetan 


Limitando la intervención en razón de su autonomía. 


(10) Asílo hizo araíz de la huelga general del 2 de agosto de 1994, dispuesta por el en- 
tonces Congreso de los Trabajadores Argentinos (CTA) y el Movimiento de los Trabajado- 
res Argentinos (MTA). Pueden citarse el Caso 1698 referido al gobierno de Nueva Zelanda 
y el caso 1549, con referencia a la República Dominicana, entre muchos otros. 
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Alcanzan la unidad 
En el método democrático. 
En la organización federativa y confederativa. 
En la anti discriminación ideológica. 


En la independencia del poder político y empresario. 


Legalidad 
Constitucional. (En la Argentina, consagrada en el art. 14 bis). 


“Derecho Internacional: enla Declaración Universal de los Derechos del 
Hombre y Carta Interamericana de Garantías Sociales. 


: La participación de los trabajadores y el sindicato moderno 
Se cumple: 
En los consejos económicos y sociales. 
En el consejo de planeamiento y desarrollo. 
Enlas Comisiones: De precios y salarios. 
De defensa del consumidor. 
De orientación vocacional. 
En los Consejos del salario mínimo, vital y móvil. 
Enlos comité de empresa. 
En los comité de seguridad e higiene. 
En las obras sociales conjuntamente con el Estado. 


En cajas previsionales. 


Actores dinámicos en la defensa de los derechos públicos subjetivos 


Son los actores más dinámicos en la defensa de los derechos públicos 
Subjetivos. 


Practican la defensa de los intereses colectivos. 


Deben controlar al Estado y su aparato plagado de desviaciones buro- 
cráticas. 


Limitan al gobierno y los abusos de su tecnoburocracia incontrolada. 
Enfrentan: 


a) ala empresa madura y su organización oligopólica o monopólica 
nacional e internacional. 
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b) ala empresa inmadura y su organización del mercado especulador 
abusivo y antiproductivo. 


Sirven al ciudadano como abogado de la libertad, cuando su condición 
de asalariado lo somete. 


Pero al mismo tiempo terminan por ser garantía social para todos. 


Si la empresa que presta el servicio de obras sanitarias no es la que pota- :; 
biliza el agua. ¿Cómo planteamos la acción? La mejor garantía de su control :; 
inicial está en el sindicato. 


Si el congreso no reglamenta lo que la Constitución le ordena reglamen.- +; 
tar o el Poder Ejecutivo no dicta el decreto reglamentario que la ley le or- 
dena dictar, los sindicatos tienen fuerza suficiente para impulsar la acción 3 
popular. 


Es una de las sociedades intermedias 


Entidades situadas entre el individuo y la sociedad política, por razones 
de origen común, funciones, o defensa de intereses. 


Con un papel movilizador de las elites tradicionales. 


Que se relacionan entre sí con las mutuales, obras sociales, cajas previ- 
sionales, cooperativas de todo tipo y en especial del trabajo. 


Su acción conjunta produce: 
a) unensanchamiento del horizonte de la democracia representativa. 


b) la generación del sector social de la economía. 


AA 


CAPÍTULO 4 


EL DERECHO SINDICAL EN LA NORMATIVA 
ARGENTINA 


SUMARIO: 1. Programa mínimo del Partido Socialista. — 2. La ley de re- 
sidencia 4144. — 3. La ley 7029 de residencia de extranjeros (ley de defen- 
sa social). — 4. El proyecto del Código de Trabajo de Joaquín V. González de 
1904. — 5. El proyecto de Código de Trabajo de Hipólito Yrigoyen (1921, Ale- 
jando M. Unsain).— 6. Constitucionalismo provincial.— 7. Legislación social 
querefierea las asociaciones en forma expresa.— 8. Decreto de 1939. — 9. De- 
creto 2669/1943.— 10. Decreto 15.074/1943.— 11. Decreto 15.581/1943.— 12. 
Decreto 23.852/1945.— 13. Decreto 26.008/1948.— 14. Constitución Nacional 
de 1949.— 15. Ley de Convenios Colectivos 14.250.— 16. Ley 14.348.— 17. Ley 
14.295.— 18, Decreto 7760/1955.— 19, Decreto 9270/1956.— 20. Reforma de 
la Constitución Nacional de 1957.— 21. Ley 14.455.— 22. Ley 14.932.— 23. De- 
creto 969/1966.— 24. Decreto 9080/1965.— 25. Decreto 645/1966.— 26. Ley 
20.615.— 27. Decreto 670/1974.— 28. Decreto 9/1976.— 29. Decreto 385/77.— 
30. Ley 22.105.— 31. Norma de facto 21.270.— 32. Norma de facto 21.356.— 
33. Ley 23.071.— 34. Ley 23.551.— 36. La Reforma Constitucional de 1994.— 
37. Pautas para interpretar la ley sindical.— 38. Derecho Internacional del 
Trabajo. 


1. PROGRAMA MÍNIMO DEL PARTIDO SOCIALISTA 


El Programa Mínimo que en las ediciones de 1900 publicaba La Van- 
guardia, como órgano central del partido Socialista Argentino, sostenía en 
su punto 13: “Reconocimiento legal de las asociaciones obreras”. 


Ello implicaba de por sí y en la época, toda una toma de posición en el 
- controvertido tema del posible ejercicio de un control por el poder público, 
a llevarse a cabo a partir de ese reconocimiento legal. En especial, cuando 
“poderosos sindicatos anarquistas, reaccionaban en sentido diametralmen- 
te contrario, rechazando el ejercicio de todo poder público de control en la 
materia. 


2. LA LEY DE RESIDENCIA 4144 


Una de las primeras normas que influye directamente sobre el ejercicio 
de la libertad asociativa, es la Ley de Residencia 4144, del año 1902, sancio- 
nada a partir de un proyecto de Miguel Cané. 
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Por la misma, el Poder Ejecutivo podía ordenar en tres días la salida del 
país de todo extranjero, que con su conducta perturbara la seguridad nacio- 
nal o el orden público. (Norma que sólo fue derogada en 1958) (1). 


En esa época, las organizaciones sindicales argentinasteníanpor princi- 
pales animadores a los extranjeros que arribaron con la inmigración, apor- 
tando una conciencia social que pugnaba contra un orden injusto. Contra 
ellos particularmente operó esta ley. , 


(1) El texto de dicha ley era el siguiente: Art. 1? - El PE. podrá ordenar la salida del territo- 
rio de la Nación a todo extranjero que haya sido condenado o sea perseguido por los tribunales 
extranjeros por crímenes o delitos comunes. 

Art. 2*- El PE. podrá ordenar la salida de todo extranjero cuya conducta comprometa la se- 
guridad nacional o perturbe el orden público. 

Art. 3"- ElPE. podrá impedir la entrada al territorio de la República a todo extranjero cuyos 
antecedentes autoricen a incluirlo entre aquellos a que se refieren los artículos anteriores. a 

Art. 4”- El extranjero contra quien se haya decretado la expulsión tendrá tres días para salir: 
del país pudiendo el PE., como medida de seguridad pública, ordenar su detención hasta el mo- 
mento del embarque. 

Art. 5”- Comuníquese, etc. 

La ley fue una medida adoptada con apresuramiento, en respuesta a una huelga de carre- 
ros y estibadores llevada a cabo en noviembre de 1902. 

El senado la votó-sobre tablas y tenía por antecedentes un proyecto del poder ejecutivo 
(ministro de interior doctor Yofré del año 1900) y otro anterior del senador Miguel Cané (pre- 
sentado en 1899) 

Fue notorio que, en esta ley inconstitucional, se le otorgaban al poder Ejecutivo facultades 
extraordinarias. 

En la cámara de Diputados, durante el debate, el Diputado Gouchón dijo: “las huelgas han 
sido la defensa legítima que ha tenido el hombre de trabajo contra el capitalista; y es debido a 
las huelgas, ejercitadas dentro delos límites legítimos que la clase obrera ha mejorado su con- 
dición en todas partes del mundo. La expulsión es una pena (sostiene), y esa pena ¿por quién 
va a ser aplicada? ¿Quién va a determinar la oportunidad de su aplicación? Según el art. 95 dela 
constitución, el Poder Ejecutivo no puede en ningún caso ejercer funciones judiciales. Conce- 
der al Presidente de la República la facultad de juzgar y de aplicar la pena, es darle una facultad .; 
extraordinaria, cuya calificación está consignada en uno delos artículos de la Constitución” (D. * 
Ses. Cam. Dip., año 1902, t, 20, p. 348). 

Por su parte, el Senador correntino doctor Mantilla, habíahecho conocer su oposición así: 
“Por algo la constitución, las leyes, los poderes públicos de la Nación han sido creados parael ; 
bien de los habitantes, y no de los ciudadanos únicamente: Estos y los extranjeros tienen los :: 
mismos jueces, de los que no pueden ser sacados; libertades y derecho comunes, de los que 
no pueden ser privados los unos. ¿En virtud de qué justicia, de que atribución constitucional, :; 
establecería ahora el congreso, bajo la impresión del miedo, la diferencia entre ciudadanos y *: 
extranjeros, que resulta del proyecto, al conceder al poder ejecutivo facultades extraordinarias ': 
y judiciales sobre los últimos? Esta no sería defensa legítima nuestra, ni defensa tampoco. Con 
serenidad, con ecuanimidad, consultando y respetando la constitución, cabe una ley de legí- 
tima defensa que no desconozca derecho y libertades a cuyo amparo han venido y viven los 
extranjeros. El proyecto en discusión está inspirado en el deseo, el propósito, de que el Poder 
Ejecutivo sea el único que debe pensar, resolver y ejecutar la expulsión de los extranjeros; vale 
decir: acusador, juez y ejecutor de su propia sentencia...” 

“Un país donde los extranjeros son necesarios, donde gozan de los mismos derechos y li- 
bertades civiles que los nacionales, y son admitidos en los empleos públicos sin más condición 
que su idoneidad, habiendo entrado en el territorio bajo la protección terminante de nues- 
tra constitución, no hay derecho, no hay justicia para dejarlos al arbitrio del Poder Ejecutivo”. 
(D. Ses. Cam. Sen., año 1902, t. II, p. 661)”. 
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3. LA LEY 7029 DE RESIDENCIA DE EXTRANJEROS 
(Ley DE DEFENSA SOCIAL) 


. En 1910, los efectos represivos de la ley-4144, se potencializaron con la 
ley 7029, llamada de Residencia de Extranjeros (o Ley de Defensa Social). 


; En un país que había sido organizado a partir del apotegma alberdiano 
“gobernar es poblar”, y que a mérito de ello, entre 1880 y 1914, tuvo en la 
: Capital Federal mayoría de extranjeros, se dictaba una norma impregnada 
de un profundo sentido de persecución contra los que, actuando desde el 
campo obrero, inquietaran la férrea estructura conservadora alcanzada. 


- Por el art. 1? se sostenía: “Sin perjuicio de lo dispuesto en la ley de inmi- 
gración, queda prohibida la entrada y admisión en el territorio argentino de 
las siguientes clases de extranjeros: 


a) Los que hayan sufrido condenas o estén condenados por delitos comu- 
es que según las leyes argentinas merezcan pena corporal; 


. b) Los anarquistas y demás personas que profesan o preconizan el ataque - 
por cualquier medio de fuerza o violencia contra los funcionarios públicos o 
los gobiernos en general o contra las instituciones de la sociedad; 


. €) Los que hayan sido expulsados de la República mientras no se derogue 
la orden de expulsión”. 


Por los arts. 4%, 5 y 6%, se facultaba nuevamente al ejecutivo para la ex- 
pulsión y se fijaban severas penas de cárcel y la revocación de las cartas de 
ciudadanía concedidas. 


- Porelart.7* se prohibía “toda asociación o reunión de personas que ten- 
ga por objeto la propagación de las doctrinas anarquistas o la preparación e 

instigación a cometer hechos reprimidos por las leyes de la Nación, y la auto- 
ridad local procederá a la disolución de las que se hubiesen formado e impe- 
* dirá sus reuniones”. 


Esas asociaciones, para celebrar reuniones públicas en locales cerrados 
_oal aire libre, debían requerir previamente permiso ante la autoridad lo- 
. cal, La participación en una reunión no autorizada o prohibida, acarreaba 
la condena de arresto de 6 meses a un año. 


. Esta ley tuvo vigencia hasta la sanción del Código Penal (Ley 11.179, 
art. 305). 


4. ELPROYECTO DEL CÓDIGO DE TRABAJO 
DE JOAQUÍN V. GONZÁLEZ DE 1904 


El Proyecto de Código de Trabajo, conocido como la Ley Nacional del 
Trabajo, que Joaquín V. González presenta al Congreso argentino en 1904, 
regula en su Título XII a las “Asociaciones industriales y obreras”. Reconoce 


Ed 
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el derecho asociativo a ejercer “libremente sin necesidad de autorización: 
previa”. Proponía la creación de un registro especial a cargo de una Junta; 
Nacional del Trabajo. Los derechos a la personería jurídica se alcanzarían a, 
partir de la registración. Reconocía los derechos de estas asociaciones para; 
concertar convenios colectivos, a los que llamaba contratos colectivos. 


Este proyecto de cuerpo normativo, de gran modernidad y ejemplar: 
para su época, fue resistido por el empresariado argentino y por el movi; 
miento obrero. Para los trabajadores, existía una razón que primaba sobre; 
otras para ello. De aplicarse sus disposiciones en materia sindical y mante; 
nerse la legislación represiva propia de la Ley 4144, quedaban los activistas; 
sindicales extranjeros, a merced de la expulsión del país, a partir de un ver! 
dadero enrolamiento por registración. 


Para la primera década del siglo XX, el movimiento obrero argentino ha 
bía logrado tal madurez que era el más importante de latinoamérica. El 1* di 
Mayo de ese año, en su celebración, los trabajadores son duramente repri-* 
midos por la policía y quedan 8 muertos y 105 heridos. Se decreta la huelga: 
general por seis días. La F.O.R.A., la U.G.T. y sindicatos autónomos coinciden; 


en una movilización que pone 300.000 manifestantes en las calles de la ciu-* 
dad de Buenos Aires (2). 


El 
La represión es vengada por un joven revolucionario de 17 años de edad, ' 
Simón Radowitzky, quien en un atentado, mata al jefe de policía que enca-* 


bezó la acción policial, el coronel Ramón Falcón. 


En los países centrales, sólo la primera guerra mundial, con sus trágicos : E 
efectos, llamará a la conciencia de la racionalización de la cuestión social Y: 
el respeto de las organizaciones obreras. , 4 


A 


Así, en el derecho internacional, en 1919, el Tratado de Versalles. (par- : 
te XIII, art. 427) reconoce “el derecho de asociación para todos los fines que: 
no sean contrarios a las leyes, tanto para los obreros como para los patro- * 


» 


nes. 


5. EL PROYECTO DE CÓDIGO DE TRABAJO DE HIPÓLITO YRIGOYEN 
(1921, ALEJANDO M. UNSAIN) 


También se reconocía y auspiciaba a las asociaciones de trabajadores 
y empleadores y se las reglamentaba, en el Proyecto de Código de Traba- 


jo, presentado al Congreso por el presidente Hipólito Yrigoyen, en 1921, del 
cual fuera autor Alejandro M. Unsain (3). 


(2) Véase MAROTTA, Sebastián: El movimiento sindical argentino. Su génesis y desarrollo, 
Ediciones Lacio, Bs. As., 1960, t. II, p. 25. 

(3) Véase Recopilación de Códigos Nacionales del Trabajo y de la Seguridad Social, Impren- 
ta de la Cámara de Diputados de la Nación, año 1987. 
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6. CONSTITUCIONALISMO PROVINCIAL 


En materia de reconocimiento del derecho de asociación sindical, el de- 
nó público provincial antecedió y fue precursor del derecho constitucio- 
nal nacional. 


' “Las constituciones de San Juan de 1927 y de Entre Ríos de 1933, reco- 
Hocieron ese derecho. Con las sanciones de las constituciones de 1949 y la 
jeforma de 1957, en el ámbito nacional, las sucesivas reformas constitucio- 
nales provinciales fueron adoptando cláusulas sociales, reconociendo, en 
mayor o menor medida, los derechos sindicales. 


Para Pedro Frías, estas disposiciones provinciales no agregan efica- 
ia á la protección jurídica de la libertad sindical, ya que, a su criterio, la 
ormativa básica reguladora de las relaciones colectivas es de naturaleza 
federal. 


" Por nuestra parte, advertimos que los derechos asociativos de la pobla- . 
ción no son federales por su naturaleza, aunque pueden llegar a serlo por el 
jercicio interprovincial de los mismos. 


" El centralismo porteño cree poder llegar a intervenir en estas materias 
entodos los casos y como reivindicación de una forma de control represivo 
ejercido monopólicamente. 


No existe diferencia alguna en el tratamiento que se le deben dar en la 
democracia federal a las entidades intermedias de bien público. Y así como 
el control judicial y la policía administrativa de las sociedades de fomento 
están en mano de cada provincia, lo mismo debe suceder en materia de sin- 
licatos de actuación que no excedan el ámbito provincial. 


7. LEGISLACIÓN SOCIAL QUE REFIERE A LAS ASOCIACIONES 
EN FORMA EXPRESA 


“+ La legislación que hacía mención a las “asociaciones sindicales”, ley 
10.505 de trabajo a domicilio; ley 11.317 sobre trabajo de mujeres y menores, 
en su art. 23; la ley 11.338 de trabajo nocturno en las panaderías en su art. 70, 


“laley 11.544 de jornada máxima legal en su art. 11 y la ley 12.713 de trabajo 
a domicilio. 


8. DECRETO DE 1939 
Un decreto, dictado el 24 de octubre de 1939, establecía las formas y ma- 


neras en que las asociaciones profesionales debían obtener la personería 
jurídica. 


9. DECRETO 2669/1943 4 


El 20 de julio de 1943, se dicta el decreto 2669, primer régimen legal de 3 
las asociaciones profesionales de trabajadores y empleadores (4). E 


Norma de facto dictada por el poder militar, además de la firma del pre- 
sidente Ramírez, va suscripta por los siguientes ministros (representativos 
del partido conservador): Alberto Gilbert; Segundo R. Storni; Jorge Santa-:, 
marina; Elbio Carlos Anaya; Edelmiro J. Farrell; Benito Sueyro; Diego L. Ma- 
son; Ismael F. Galíndez. 


Consagra el concepto de la “personería gremial”, lo que le hace decirá +: 
Alejandro M. Unsain, comentando a la norma, que ella no tiene las carac- 
terísticas jurídicas de la personería civil y que va más allá de la inscripción 
o el registro. Esta figura nueva en nuestro derecho obrero, para ese autor, *; 
“constituye el requisito necesario e indispensable para que la entidad pueda 
actuar como tal ante el Estado en asuntos inherentes a su naturaleza espe- 
cífica (art. 19). 


Sostenía que debe entenderse a “contrario sensu” que las asociaciones 
que no soliciten o no obtengan su personería gremial no quedan prohibidas 
perosólo podrán funcionarcomo asociaciones de hecho no reconocidas (5) 
La norma adjudica al Departamento Nacional del Trabajo la condición de 
autoridad de aplicación que actuará como control público de las asociacio 
nes con personería gremial, 


Con esta norma comienza en el país la regulación estatutaria de los sin 


dicatos. 3 


Hasta entonces se había actuado aceptando los planteos obreros, que * 
desde 1904 con el Proyecto de Ley Nacional del Trabajo, resistieron todo tipo ' 
de regulación especial, desconfiando de las mismas y adjudicándoles un rol : 
represor encubierto. E 


Otros movimientos obreros latinoamericanos, como el uruguayo, pro- ;; 
longaron esa lúcha en el tiempo. Sólo en 1973, dictadura militar de por me- : 
dio, se dictó en ese país hermano una ley sindical. ba 


10. DECRETO 15.074 /1943 


El 27 de noviembre de 1943, por decreto 15.074, se crea la Secretaría de 
Trabajo y Previsión, que nacionaliza las funciones de Departamento de Tra- 
bajo. 


(4) Véase UNSAIN, Alejandro: “Líneas generales de la reglamentación de la Asociación 
Profesional”, DT, 1943, p. 371. 
(5) Idem nota anterior. 
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Ú. DECRETO 15.581 /1943 


El 6 de diciembre de 1943, se dicta el decreto 15.581, que suspende la 
aplicación del decreto 2669/43, por “los inconvenientes comprobados en su 
aplicación” (según los considerandos). 


.. ¿.. El gobierno, en 1943, clausura la C.G.T. N? 2 y dispone su disolución de la 
CGT N? 1 Interviene a la Unión Ferroviaria y a La Fraternidad, las dos orga- 
nizaciones sindicales más importantes. 


12. DECRETO 23.852/1945 


:El 2 de octubre de 1945, se dicta el decreto 23.852/45, que deroga el 
2669/43 y crea el nuevo régimen de asociaciones profesionales. El mismo 
introduce el sistema de la entidad más representativa, a criterio del poder 
administrador, que la seleccionaba a partir del concepto de “suficientemen- 
te representativa”. Reconocía un amplio margen de intervención del Poder 
Ejecutivo, en cuanto al intervencionismo en las organizaciones, y no con- * 
templaba recurso judicial contra las resoluciones administrativas en mate- 
ria de otorgamiento, denegación o cancelación de la personería. 


La norma lleva la firma del presidente Edelmiro Farrell y de los minis- 
tíos Juan D. Perón, J. Hortensio Quijano, Amaro Avalos, Alberto Teissaire, 
“ Juan Pistarini, Antonio J. Benitez, Juan 1. Cooke y Armando G. Antille. Es 
ratificada por la ley 12.961. 


En sus dispositivos se reconocía la libertad asociativa de los trabajado- 
res, quienes podían constituir los sindicatos libremente y “sin necesidad de 
-.autorización previa” (art. 19). 

Pero a esa libertad se la acota, cuando se aclara que, para que puedan 
actuar, deben cumplir con el requisito de la inscripción (art. 39). 


Coloca en situación preferencial a los sindicatos alos que se les recono- 
ce la personería gremial, instituto conceptualizado a partir de reconocer la 
condición de más representativo. d 


13. DECRETO 26.008 /1948 


El decreto 26.008/48 regula la intervención de la Secretaría de Trabajo 
y Previsión, en las asociaciones con personería jurídica, que por su objeto, 
tienen carácter gremial. Sostiene que las intervenciones deberán ser transi- 
torias y para “regularizar su marcha”. 


14, CONSTITUCIÓN NACIONAL DE 1949 


La Constitución Nacional de 1949, en su artículo 36, reconocía el dere- 
cho de agremiación de los trabajadores, en su inciso 10 (Derecho de la de- 
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fensa de los intereses profesionales): “El derecho de agremiarse libremente -:; 
y de participar en otras actividades lícitas tendientes a la defensa de los in- *%; 
tereses profesionales, constituye atribuciones esenciales de los trabajadores, -'x 
asegurando su libre ejercicio y reprimiendo, todo acto que pueda dificultarlo ; 
o impedirlo”. ? 


Arturo Enrique Sampay (constitucionalista y convencional constituyen- 
te por Buenos Aires), sostenía durante los debates: “por su parte, la libertad 
sindical queda reconocida expresamente como instrumento básico de la : 
defensa de los intereses gremiales garantizados por la reforma constitucio- 
nal” (6). 


15. LeY DE CONVENIOS COLECTIVOS 14.250 


La ley de convenios colectivos, dictada en 1954, en numerosas disposi- 
ciones, articula, con la legislación en materia de asociaciones sindicales, el 
modelo argentino, afirmado en la estructura de la promoción legal del sin-. 
dicato con personería gremial, para representar a la categoría profesional a 
partir del más representativo. 


16. LEY 14.348 


El 26 de octubre de 1954, se publica en el B.O. la ley 14.348, que consiste 
en un Régimen Legal de Asociaciones Profesionales. Se adjudica la persone- 
ría profesional a este tipo de asociaciones, con la particularidad de recono- 
cerles la facultad de firmar convenios colectivos de trabajo, aptuando como 
entidades representativas de los intereses patronales de los profesionales: 
(art. 30 inc. b). 


17. Ley 14.295 


El 17 de diciembre de 1954, se dicta la ley 14.295, que regula un régimen 
jurídico para las asociaciones profesionales de empleadores. Reglamentada 
por el decreto 19.874, que propicia la constitución de la Confederación Ge- 
neral Económica. A esa altura de las circunstancias, en el derecho colectivo 
del trabajo, se distinguía a: 


a) las asociaciones con personería jurídica; 
b) las asociaciones con personería gremial, 
c) las asociaciones con personería económica, y, 


d) las asociaciones de profesionales. 


(6) Véase Debates de la Constitución Nacional, p. 275. 
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18. DECRETO 7760/1955 


El 30 de setiembre de 1955, por decreto 7760, se deroga la ley 14.295. 


19. DECRETO 9270/1956 


El 23 de mayo de 1956, se dicta el decreto 9270, que introduce reformas 
al decreto 23.852/45. Pretende imponer un régimen de pluralidad sindical, 

en detrimento del principio de unicidad sindical, al que tendía la legislación 
. vigente hasta entonces. Reconocía igualdad de derecho a todas las organi- 
zaciones sindicales. Prohibía la intervención de los sindicatos en política. 
Se instrumentaban mecanismos destinados a integrar en comisiones pari- 
tarias a las entidades que compartieran la categoría profesional, en propor- 
ción a sus afiliaciones, para discutir los convenios. 


20. REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN NACIONAL DE 1957 


La reforma de la Constitución de 1957, reconoce en el art. 14 bis, el de- 
recho de los trabajadores a organizarse sindicalmente “libre y democráti- 
camente”, con el único requisito de la inscripción en un registro especial. 
Sostiene expresamente en la materia: 


“El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las 
que asegurarán al trabajador: ...organización sindical libre y democrática, 
reconocida por la simple inscripción en un registro especial”. 


“Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos de tra- 

bajo: recurrir a la conciliación y al arbitraje; el derecho de huelga. Los repre- 
* sentantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para el cumplimien- 
: “to de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo”. 


Al decir de Luis María Jaureguiberry (convencional constituyente), “el 
sindicato es el gremio jurídicamente organizado. Se contempla una situa- 
ción de derecho, aparte de que el mismo puede comprender a personas de 
distinto oficio y profesión que han manifestado su voluntad de organizarse 
- libremente”. Sostiene que las facultades que se le reconocen a los gremios, 
* no hay razón para que se las nieguen al sindicato, que “es la estructuración 
del gremio organizado”. Y complementariamente, califica al sindicato como 
institución de derecho público (7). 


21. LeY 14.455 


La ley 14.455 sancionada el 8 de agosto del 1958, introduce en su siste- 
mática, pautas objetivas destinadas a impedir el discrecionalismo del poder 
político, en cuanto a la adjudicación y retiro de la personería gremial. 


(7) Véase JAUREGUIBERRY, Luis María: El artículo nuevo (Constitucionalismo social), Edi- 
torial Castellví, SantaFe, 1957, p. 123. 
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Obliga a mantener la personería gremial, a partir dela pauta de la mayor E 
cantidad de afiliados cotizantes. h 


Reconoce recursos judiciales destinados a operar ante la demora en la 
inscripción, adjudicación, retiro o retraso del reconocimiento de la perso- :; 
nería gremial. 


Se opera a partir de ello contra los abusos de poder administrador y la +; 
renuente actitud de la jurisprudencia de la época, que en las decisiones de ; 
este tipo, sostenía que existía una materia de decisión política no sujeta á 
revisión judicial. 


Avanza hacia el rescate de una posición que autolimite al Estado, en toda ¿> 
forma de intervención en la dirección y administración de los sindicatos, a :; 
partir del texto legal. Lo que distó mucho de ser cumplido por los gobiernos 
en las décadas posteriores. 


22. LeY 14.932 


La ley 14.932, dictada en diciembre de 1959, aprobó el Convenio Interna- : 
cional del Trabajo N* 87, sobre libertad y protección del derecho de sindica- 
ción, adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo. 


23. DECRETO 969/1966 


Distintosgobiernoshabíanoperadoa través de decretos en la regulación - 
de la vida de los sindicatos. Así por el decreto 969/66 (11/2/1966, reglamen- *: 
tario de la ley 14.455), se establecieron normas de control sobre losingresos * 
y gastos de los sindicatos. 


24. DECRETO 9080/1965 


El decreto 9080/65 (del 20/10/1965), por vía de reglamentar el art. 34, * 
inc. 2”, de la ley 14,455, facultaba a la autoridad de aplicación para suspender 
o dejar sin efecto la personería gremial, cuando dicha organización intervi-* 
niera o participara en “actividades políticas partidistas”. 


25. DECRETO 645/1966 


El decreto 9080/65 fue suspendido por el decreto 645 del 16 de agosto de :: 
1966. A 


Pero la regulación se amplió por decreto 2477 del 19 de mayo de 1970. A 
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26. Ley 20.615 


En diciembre de 1973 se sanciona la ley 20.615. Por la misma se ilegaliza- 

: ban alos sindicatos de empresa. Se admitía amplias facultades de interven- 

ción de los sindicatos sobre las filiales y se permitía que el sindicato pusiera 
fin al mandato de los delegados del personal. 


27. DECRETO 670/1974 


-— Poreldecreto 640/74, art. 10, se limitaba la gestión de las intervenciones 
-¿ un máximo de 120 días. 


28. DECRETO 9/1976 


** Por decreto 9/1976 de la Junta Militar, se dispone la suspensión de la 
actividad gremial, limitándola a la administración interna y a la defensa de 
los intereses individuales. 


29. DECRETO 385/77 


Dispuso la cancelación de las afiliaciones a los sindicatos y una nueva 
reafiliación, que dio por resultado un incremento de la afiliación, transfor- 
mándose en un plebiscito de repudio a las persecuciones sindicales que se 
llevaban a cabo. 


30. Le Y 22.105 


: En 1979 se dicta la ley 22.105 (B.O. 20/11/1979). Cuerpo de 83 artículos. 

-En-el mismo se potencializan todas las facultades de intervención estatal 
que se reconocían en los cuerpos normativos anteriores. La norma se co- 
locaba en la misma línea que el decreto 9270/56 y el decreto 969/66, soste- 
niendo la prohibición de participar en actividades políticas, prohibiendo el 
apoyo directo o indirecto alos partidos, los candidatos políticos o a quienes 
realicen actividades de ese tipo. 


Afectaba claramente la facultad constituyente, reconociendo al poder 
administrador amplias atribuciones para examinar los estatutos. A esto se 
lo complementaba con el decreto 634/79, que establecía el estatuto tipo, 
obligando a los sindicatos a que indicaran en qué se apartaban del mismo. 


Al sancionarse la norma de facto, mal llamada Ley de Asociaciones Gre- 
miales de Trabajadores 22.105 (promulgada el 15 de noviembre de 1979), 
Carlos P. Szternsztejn, sostuvo: “La lectura de su articulado, nos lleva a la 

- convicción de que se busca con esta regulación atomizar al movimiento 
obrero organizado, limitar las posibilidades del sindicato para actuar en 
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defensa de los intereses profesionales de sus representados y eliminar cual. * 
quier atisbo de independencia de la asociación profesional, sujetándola al 
arbitrio del Estado. Todo ello sin garantizar en absoluto la democracia in- 
terna. Se ha partido de una concepción superada hace tiempo por el devenir 
histórico...” (8). 


27 


La norma juega en un correlato manifiesto, con las disposiciones regre-.:; 
sivas de la reforma de la Ley de Contrato de Trabajo 20.744, practicada me- 
diante la norma de facto 21.297. 


Ambas, entrelazadas, contribuyeron a afirmar principios de la llamada ++ 
doctrina de la seguridad nacional en el campo sindical argentino y desarti- 
cularon modestas formas de participación social de los gremios en las em- 
presas. 4 


Por su parte, Mauricio Birgin resaltó que “La ley 22.105 constituye una 
innovación tendiente a limitar o desdibujar la presencia sindical en la em- ; 
presa...” (9). 


31. NORMA DE FACTO 21.270 


Por la ley 21.270 se dispuso la intervención de la C.G.T., el bloqueo de sus 
cuentas bancarias y la interdicción de su patrimonio. 


32. NORMA DE FACTO 21.356 


Por la norma de facto 21.356 se facultó al Ministerio de Trabajo para de 
signar interventores en las organizaciones gremiales. 


33. LeY 23.071 


El 4 de julio de 1984, se sanciona la ley 23.071, llamada de normalización 
sindical, con su régimen especial de elecciones. 


34. LeY 23.551 


El 23 de marzo de 1988, el Congreso vota la Ley de Asociaciones Sindica- E 
les 23.551. Es reglamentada por el decreto 467/88. 


(8) Véase SZTERNSZTEJN, Carlos P.: El nuevo régimen legal de las asociaciones gremiales de 
trabajadores. La ley N” 22,105, en Rev. Derecho Laboral, Bs. As., año 1980, t. XXIL, p. 3. E 
(9) Véase BIRGIN, Mauricio: La representación del personal en la empresa. Los “delegados” :: 
en la ley N* 22.105, en Rev. Derecho Laboral, Bs. As., año 1980, t. XXII, p. 257. 
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Néstor R. Corte, hace una reseña de las normas de derecho positivo que 
. fueron regulando a las asociaciones sindicales y marca la existencia de una 
serie de notas características que en ellas fueron tendiendo a modelar un 
modelo de sindicato querido por el legislador. 


En tal sentido, emparentó a la L.A.S. 23.551, con la corriente legislativa 
- que se expresa con más claridad en el decreto-ley 23.582/45, la ley 14.455 y 
+ Jaley 20.615 (10). - 


Y define a esos parámetros a partir del: 

*: a) Reglamentarismo. 

: b) Laformaasociativa a partir de la profesionalidad. 

c) La tendencia a la unidad sindical. 

“d) El principio de concentración sindical. 

: ...e) Elfavorecerla conformación de una estructura piramidal. 


Es f) El amplio reconocimiento de los fines a partir de la aceptación de la 
representación de los intereses. 


:-:8) El reconocimiento y reglamentarismo en cuanto a la representación 
en la empresa. 


Finalmente, admite la existencia de un intenso debate referido al tema 
delactivismo político sindical, y marcando la falta de disposiciones en la ley 
.al respecto, encuadra la situación legal en relación a la licitud del accionar 
«gremial al respecto. 


Resulta notorio que la ley recepta un pasado en el que intervencionis- 
.mo estatal fue usado sistemáticamente como método de control social en el 
mundo gremial, y aunque reacciona contra ello, no siempre lo hace con la 
intensidad y eficacia necesarias. 


Hay constantes en la historia sindical argentina, que siguen gravitando 
en nuestra realidad y cultura política y sindical. 


Bien lo hace resaltar Alvaro Abós, sosteniendo que en el derecho argen- 
tino se revela la existencia de estas constantes: Una de ellas es el interven- 
cióonismo estatal de carácter sistemático en la organización interna de los 
Sindicatos. Otra es el mecanismo de la personería gremial. 


Y pone de relieve este autor, que de la utilización de ese mecanismo, se 
desprende esta conclusión: “cuanto más cercano al poder sindical está un 
gobierno, menos personerías gremiales tiende a conceder”. 


rn, 


(10) Sostiene: “En efecto, consideramos que el contenido del ordenamiento actual respon- 
de en general a los parámetros surgidos de la realidad y de la tradición histórica nacional en la 
materia... CORTE, Néstor R.: op. cit., p. 42. 
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de 


Lo que apoya con un informe sobre las concesiones de personerías en % 
los siguientes períodos: 


Período Número de personerías 
o resoluciones 
| 1943-55 192 | 
1956-62 179 
| 1963-65 151 | 
| 1966-72 436 | 
| 1973-75 130 Un 
| 1976-82 011 | 
1983-86 021(1) 


En su trabajo “Caracterización de la nuevas inscripciones y personerías 
gremiales en la Argentina (2003-2008)” publicado por el Ministerio de Tra- 
bajo, Empleo y Seguridad Social, en el N? 8 de la Serie Estudios, titulado 
“Trabajo, ocupación y empleo. Estudios laborales 2008” (editado en mayo 
del 2009), Héctor Palomino, Director de Estudios de Relaciones del Trabajo 
de la Subsecretaría de Programación Técnica y Estudios Laborales de ese 
ministerio, aporta estos otros datos que nos ilustran históricamente con re- 
ferencia a las variaciones que se fueron dando, en las políticas de registro de 
sindicatos y otorgamiento de personerías gremiales, 


Durante la administración de la primera etapa del peronismo (1945 a-; 
1955), se otorgaron 216 personerías gremiales; durante la administración 
radical de Arturo H. lllia (1963 a 1966) se llegó al más alto nivel de otorga 
miento de esas personerías, con 237 sindicatos que alcanzaron ese estado; : 
los niveles más bajos de reconocimiento se dieron durante los períodos mi- : 
litares (en el período 1976 a 1983 sólo se reconocieron e personerías); duran- 
te a administración de Raúl Alfonsín (1983 a 1989), se otorgaron 65 perso- 
nerías (un promedio de 11 por año): durante la administración de Carlos'S, . 
Menem se adjudicaron 107 (igual promedio anual que el anterior: 11). En * 
el período 2001 a 2003, se otorgaron 19 personerías; en la administración. 
de Néstor Kirschner (2003 a 2007), se otorgaron 106 personerías (prome- 
dio anual 27) y en el período que siguió entre el 2007 y el 2008, se habían 
reconocido otras 18 (12). ES 


Resulta de la consideración objetiva de este proceso histórico, que pue 
de sostenerse que luego del desarrollo institucional acelerado que se produ- 
jo entre 1916 y 1920, en que los sindicatos adheridos a la FORA alcanzaron * 
a ser más de 750, cuando no existía el régimen de adjudicación de perso- 


(11) Véase ABOS, Alvaro: El modelo sindical argentino: autonomía y estado, publicación * 
de la Fundación Friedrich Ebert, Bs. As., 1989, p. 30. . 
(12) Para estos datos usamos como fuente el trabajo de Palomino, quetiene registros que “i 
difieren de los consignados por Abós para similares períodos. y 


A a, 
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nerías gremiales, la ocupación del mapa sindical desde 1945 se completó 
gara permanecer relativamente estable pero con paulatino crecimiento, 
con referencia a la adjudicación de competencias de representación, des- 
de la reinstalación democrática en 1983 (1983: 1.100 personerías gremiales, 
contra 2009 casi 1.500). 


Lo que resulta notorio a partir del período de reinstalación democrática 
es que la presión que ejercen las entidades que sólo cuentan con simple ins- 
cripción, fue en aumento notorio. Pujan por adquirir las competencias pro- 
pias de las adjudicadas a las entidades consideradas como más representa- 
“tivas, casi otras 1.500 entidades, de primer, segundo y tercer grado. Entre 
11980 y el 2008, se inscribieron 1.726 nuevas asociaciones de trabajadores. 


“ Es una constante en la experiencia argentina, que tras la pantalla de 
¡“defensa del principio de unidad sindical, se estructura la defensa de un 
rden conservador establecido, respetuoso de las tecnoburocracias existen- 
tes: A'mérito de defender los valores de la unidad, se termina por reprimir 
uévas y ricas experiencias sindicales, que van acompañando en primer lu- 
gar, a las luchas internas que en algunos casos sólo revelan una disputa de 
¡poderes personales, pero que en otros son el natural contralor democrático 
delas defecciones de conducciones que se hacen dueñas de las instituciones 
esvirtuando sus fines. Y también, de la riqueza que acompaña a la conflic- 
tividad obrera y su organización, a partir de la generación de nuevas catego- 
rías a representar, acompañando al proceso productivo y las alternativas de 
la economía y sus sucesivas crisis periódicas. 


:. Para el 2005, el Ministerio de Trabajo informaba que sobre un total de 
2990 sindicatos registrados, el número de los sindicatos que contaban con 
mple inscripción alcanza al 49,13 por ciento del total. 


"En octubre del 2009 el Ministerio de Trabajo informó que los sindicatos 
reconocidos son 3010. De ellos 1511 cuentan con personería gremial reco- 
niocida (1431 son de primer grado, 84 son federaciones y hay 7 confederacio- 
es). Los sindicatos simplemente inscriptos registrados son: 1469 de primer 
grado, las federaciones 21 y las confederaciones 9. 


36. La REFORMA CONSTITUCIONAL DE 1994 


La reforma constitucional de 1994, reafirma la vigencia plena del art. 14 bis, 
lo que tiene significativa importancia en cuanto el gobierno justicialista que 
la convoca de esa forma convalida un texto votado en 1957 cuando su parti- 
do político se encontraba en la proscripción. 


Son normas que indirectamente vienen a fortalecer la libertad sindical y 
- losinstrumentos jurídicos en la que ella se apoya: 


El art. 41 que consagra el derecho de todas los habitantes de gozar “un 
ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las 
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actividades productivas satisfagan las necesidades presentes, sin compro- 
meter las de las generaciones futuras; y tienen el derecho de preservarlo. El 
daño ambiental generará la obligación de recomponer...”. Esta norma brinda 
a la acción sindical a llevar a cabo por los trabajadores y las organizaciones. 
que constituyan (especial los comités de seguridad e higiene), la posibilidad 
legítima de preservar sus intereses de protección de la salud y vida en el 
ambiente de trabajo y los constituye en especiales guardianes de la ecología 
y el medio ambiente. 


El art. 43 que consagra en forma expresa con rango constitucional la, 
acción de amparo como una vía idónea y rápida para reclamar contra cual- 
quier forma de discriminación y a los derechos de incidencia colectiva en 
general. 


El artículo 75 ordena al Congreso: 


En su inciso 19, “Proveer lo conducente al desarrollo humano, al pro- -: 
greso económico con justicia social, a la productividad de la economía na- 
cional, a la generación de empleo, a la formación profesional de los trabaja- 
dores...”. 


En el inciso 22: “Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás 
naciones y con las organizaciones internacionales y los concordatos con la 
Santa Sede. Los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las le- 
yes”. 

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la E 
Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos : 
y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción + 
del Delito de Genocidio: la Convención Internacional sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la Eli- 
minación de Todas las Formas de Discriminación de la Mujer; la Conven- 
ción Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra- 
dantes; la Convención Sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de 
su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de 
la primera parte de esta Constitución y deben entenderse complementarios 
de los derechos y garantías por ella reconocidos. Sólo podrán ser denuncia- 
dos, en su caso por el Poder Ejecutivo Nacional, previa aprobación de las 
dos terceras partes de los miembros de cada Cámara. Los demás tratados y 
convenciones sobre derechos humanos luego de ser aprobados por el Con- 
greso, requerirán del voto de las dos terceras partes de la totalidad de los 
miembros de cada Cámara para gozar de la jerarquía constitucional”. 


En el inciso 23 a “legislar y promover medidas de acción positiva que 
garanticen la igualdad real de oportunidades y el pleno ejercicio y goce” de 
los derechos reconocidos en la Constitución, lo que va de suyo incluye a los 
derechos de los trabajadores a organizarse libremente y democráticamente, 
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debiéndosele reconocer el Estado la personería por la simple inscripción en 
im registro especial y a los gremios de concertar convenios colectivos de 
trabajo; recurrir a la conciliación y al arbitraje: el derecho de huelga, confor- 
me.está previsto el artículo 14 bis. 


Destacamos estas previsiones de esos Tratados de Derechos Humanos, 
- querefieren a la libertad sindical. 


“* $] 12 de diciembre de 1948, en la ciudad de Bogotá, la le Conferencia 
Internacional Aprobó la “Declaración Americana de los Derechos del Hom- 
. bre”, En ella se reconoció que “Toda persona tiene derecho a fundar sindica- 
tos y asindicarse para la defensa de sus intereses”. 


También ese año de 1948, en la ciudad de París, la Asamblea General de 
"las Naciones Unidas, proclamó la “Declaración Universal de los Derechos 
Humanos”. Entre su articulado el artículo 20 hace referencia al derecho de 
a ió iació ficas asteona emació 
las personas de reunión y asociación pacíficas, así como la afirmación de 
gue nadie puede ser obligado a pertenecer a una asociación. En el artícu- 
- lo 23, establece que “todas las personas tienen derecho a fundar sindicatos 
y asindicarse para la defensa de sus intereses”. 


El Pacto Internacional de Derechos Políticos y Civiles, celebrado en 
Nueva York en el año 1966, hace mérito del derecho de las personas a aso- 
ciarse libremente con otras, sea fundando sindicatos, y afiliarse a ellos para 
proteger sus intereses. 


La Convención Americana sobre Derechos Humanos, más conocida 
como el pacto de San José de Costa Rica, estableció en su artículo 16, bajo 
. el título “Libertad de asociación”, que “todas las personas tienen derecho a 
asociarse libremente, con fines (...) laborales”. 


37. PAUTAS PARA INTERPRETAR LA LEY SINDICAL 


La ley 23.551 de asociaciones sindicales de trabajadores, suscitó uno de 
los más complicados e intensos trabajos del parlamento argentino, consti- 
tuido luego de la restauración democrática, para conseguir acuerdos bási- 
cosentrelos partidos populares mayoritarios y el sindicalismo. 


En forma introductoria, haremos una apretada síntesis de los conceptos 
“básicos desarrollados en la misma: 


En materia de libertad sindical y autonomía 


La ley comienza resaltando el valor de la libertad sindical como princi- 
pio orientador. 


En su título preliminar: “De la tutela de la libertad sindical”, resalta pro- 
gramáticamente el sentido que debe dar el intérprete y el operador norma- 
tivo a las normas respectivas, en cuanto a la organización y la acción que le 
es propia al Sindicato. 
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En el último medio siglo, los valores de la unicidad promocionada, ri- 
gieron con un alto compromiso intervencionista de los gobiernos para este 
tipo de asociaciones y la ley sancionada propuso una filosofía distinta a la de-: 
otras épocas, correlacionando los valores de la autonomía con los propios ; 
de la libertad. 


El movimiento obrero organizado, que promovió activamente su san- 
ción, asumió así un compromiso con los valores de la libertad, enla acción y * 
la organización, avanzando por los caminos de la autonomía. 


La desconfianza hacia el sindicalismo de Estado es un valor implícito de * 
la presente norma, que reivindica una actitud socializante, en oposición a'; 
otra posible, de corte estatista y autoritario. 


Las raíces históricas del movimiento obrero argentino conservan claras 
etapas de duro debate en la materia. 


La idea del estado opresor, instrumento de clases económicamente 
poderosas, y del régimen a su servicio, impulsó a principios de siglo, a un 
combativo y contestatario movimiento obrero, que resistía tanto el registro 
como la autorización administrativa para organizarse y actuar. 


Asimismo, el proceso de reconstrucción democrático a partir de 1983, 
y el debate ideológico sobre la naturaleza pluralista del movimiento obre- 
ro, revela la necesidad de encauzar positivamente el disenso con los valores : 
sociales que representa y poner prudente distancia de los oficialismos, que 
pudieran comprometer a la multifacética organización que albergue aiden- 
tidades ideológicas distintas. 


La etapa de la acción gubernamental, impulsando grupos de acción sin- 
dical desde el Ministerio de Trabajo para concretar en ocasiones maniobras : 
fraudulentas, recibe ahora en contestación la filosofía distinta de una ley: 
nacida del parlamento democrático y apoyada por el movimiento obrero, : 
que asimiló duramente la necesidad de poner distancia con los gobiernos : 
que, en ocasiones, y en nombre de este último, instrumentaron políticas de 
duro terrorismo de Estado. 


Esta ley trató de ser una norma de libertad para un estado de derecho 
dolorosamente asumido por las mayorías. : 


Para ello, dentro del sistema de unicidad promocionada por el Estado, 
se propuso garantizar los valores de la autonomía. Procurando afianzar ese 
principio, en el artículo sexto, se dirige a los poderes públicos y, en especial; 
a la autoridad de aplicación, también a los empleadores y sus asociaciones, 
imponiéndoles la obligación de respetar esa autonomía con los únicos lími- 
tes que la misma ley determina. i 


Pero el contenido de la libertad que inspira a la autonomía en el sistema E 
de la ley, no es inocuo o neutro. Está cargado de un igualitarismo democrá- 
tico, impulsado por un espíritu protector de la clase obrera. 
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Aéstale reconoce un interés no meramente reivindicativo salarial, sino 
un propósito humanista liberador. Por eso, en sus artículos 2* y 3”, caracte- 
riza ala acción sindical, como la destinada a la defensa de intereses de los 
«1rabajadores en todo lo referido a sus condiciones de vida y trabajo y con el 
«objetivo de remover los obstáculos que dificulten su realización plena. 


¿Norma programática? ¿Regla de interpretación? ¿Simple caracteriza- 
ción deun estado de cosas en la sociedad? 


_Los técnicos que criticaron la declaración legal, parecen no advertir la 
mportancia que reviste para el Estado democrático el diagnóstico del es- 
“tado de explotación, para superarlo, y la importancia de la definición legal 
para crear pautas de interpretación del sistema. 


¡i'nateria de personería gremial y unicidad por el Estado 

- Esta ley promovida como iniciativa por el Poder Judicial de Alfonsín, y 
consensuada con el principal partido de oposición (Partido Justicialista) y 
¿con la Confederación General del Trabajo, mantiene la tradicional estruc- 
tura de la organización sindical argentina (13). 


Durante el debate y la preparación del proyecto, fue evidente que en 
grupos minoritarios de la estructura política representada en el parlamento 


(13) Sobre este último tema, participamos en el debate en la Cámara de Diputados, previo 
xlá sanción de la ley, expresando: 

:. “Señor Presidente: Quiero ratificar expresamente algunos conceptos vertidos por el señor 
diputado Parente, porque pareciera que no existe total coincidencia acerca de la importancia 
. de esta legislación consensuada”. 

+ ":“En algún momento pensamos que toda esta normativa no era solamente un paquete de 
leyes laborales sino que se podía convertir en un pacto social. Ello implicaba que ese grado de 
onciencia debía insertarse en la política social del país en toda su extensión. No conseguimos 
ese objetivo quizá por inmadurez de los protagonistas o porque en estos momentos recién esta- 
mos dándo los primeros pasos hacia la concertación social. Sin embargo, este proyecto deley, y 
especialmente, este artículo constituyen para el radicalismo una prueba de lo que puede hacer 
pára conseguir el consenso que unifique el campo popular y avanzar mediante un común de- 
-nominador. Al respecto, fue un factor importante toda la discusión que se efectuó alrededor de 
sta iniciativa con la participación efectiva de la Confederación General del Trabajo, que como 
úierpo orgánico de representación de los trabajadores tiene una postura que no se concilia con 
la ideología del radicalismo sobre la representación de las minorías”; 

“Nosotros flexibilizamos nuestra posición sin arriar banderas, en aras de la sanción de un 
- proyecto de ley que superara la legislación de la dictadura. Por otra parte, éste es un tema en 
el que no pensamos desistir, ni dejar de convencer -la más alta tarea de la política-, pues se- 
_ guiremos tratando de hacer comprender a todos nuestros interlocutores el valor de las repre- 
sentaciones de las minorías, como ejemplo de lo que el pluralismo puede hacer para construir 
democráticamente en el seno de las organizaciones sindicales”. 
“Con la aprobación de este proyecto, pagamos el costo de no poder conseguir lo que, por 
, Otra parte, no podríamos garantizar con referencia a la sanción del Honorable Senado”. 
- “Hemos encontrado un común denominador con la principal fuerza opositora y con la 
. C.GT., pero a partir de este hecho concreto avanzamos para crear una conciencia distinta en 


“las etapas posteriores” Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados de la Nación, sesión del 
15 y 16 de julio de 1987. 
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y enimportantes medios de prensa asociados a sectores empresarios, se im- 
pugnaba el sistema de unicidad promocionada por el Estado. 


También algunos juristas, generalmente representantes activos de or-. 
ganizaciones empresarias, se definieron en esos términos y se dedicaron 
a advertir apocalípticamente sobre los peligros que podría traer el sistema 
vigente. 


Se sobreentiende que en el fondo, propugnaban un sistema de libertad 
absoluta, acompañado de autonomía absoluta para la libertad (tesis liberal 
conservadora esgrimida por los diputados Alvaro Alsogaray y Federico Cle--:: 
rici, en el debate parlamentario). 


Si así se lo plantease, válidamente, desde un castillo de cristal vestido 
de superficial cientificismo, se debería preguntar previamente, respetando 
el principio de autonomía, qué opinaban al respecto en esa época, los 1300 
sindicatos con personería gremial existentes y sus más de 6.000.000 de afi- 
liados. 


El radicalismo, durante el debate de la ley de reordenamiento sindical, 
fue acusado duramente por las bancadas de las minorías, por adoptar uná 
posición intervencionista en la materia. 


Se constató que el sindicato argentino no es una asociación civil, ni lo 
fue nunca. 


A comienzos de siglo, ya se le exigió el registro y la autorización para 
actuar y, al compás de su reconocimiento, a sus organizadores, se les aplicó 
la ley de residencia para castigar supuestas desviaciones. 


, > 

Para entender a estas organizaciones, hay que analizarlas como parte 
fundamental del movimiento obrero, castigado protagonista dela democra- 
cia (14). 


Este sindicato es una institución de derecho social (no privado, ni pú- 
blico), con delegación manifiesta de funciones para estatales, que hacen a * 
la programación autónoma de las relaciones laborales, y sirven para prota- e 
gonizar ordenadamente la negociación colectiva y canalizar el conflicto so-.: 
cial: conflicto que se debe reconocer con valentía, sin pretender amordazar «; 
una cuestión que sufren muchos y beneficia cada vez a menos. ' 


(14) Como diputado nacional sostuve durante el debate: “En lo que va del siglo este mo-' ' 
vimiento obrero cualitativamente importante —asombro del mundo— fue protagonista de he-:” 
chos históricos de relevancia fundamental: avanzó en la construcción de una democracia de 
masas y fijó las bases para que efectivamente se diera el paso de una democracia representativa 
hacia una democracia social. Ambos términos no se contraponen, sino que realmente se im- 
brican, tienen una filosofía de vida participativa, ética y solidaria, en la que el hombre explota- 
do, el hombre de trabajo, deja de ser una 'cosa' más para transformarse en un protagonista del 
mundo del trabajo, de la propia organización sindical, en la búsqueda de un destino distinto y 
en la construcción de una sociedad mejor” Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados de la * 
Nación, sesiones del 15 y 16 de julio de 1987. 
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Este sindicato fue protagonista de importantes luchas en lo que va del 
siglo, Y la ley lo reconoce, y con ello no se pone de espaldas a conductas so- 
* ciales que incorpora al compromiso de un pacto social básico, sin el cual el 
éstado de derecho se hace impensable. 


Ñ El análisis y la crítica con referencia al texto legal en estudio, debe ha- 
cerse a partir de las circunstancias históricas que determinaron su sanción. 
Estas ayudarán a la exégesis y comprensión del articulado y las institucio- 
' ies normadas. 


Eñ materia de democratización gremial 


Hace al espíritu de la norma, el propósito de democratización sindical, 
y ello inspira las previsiones antidiscriminatorias contempladas en el ar- 
tículo 7”; la revocabilidad de mandatos previstas en el artículo 42; y las limi- 
taciones legales a los llamados estatutos trampa, en materia de avales para 
“presentar listas (art. 16, inc. g). 


Merece resaltarse, en tal sentido, el fin democratizador externo, diri- - 
« gido contra poderes públicos y poderes privados empresarios, en cuanto a 
“la configuración de conductas antisindicales. Ya que la sanción legal a los 
autores de estos actos, redunda en el enaltecimiento de la democracia re- 
-presentativa, por el camino de la construcción incipiente de la democracia 

: social (art. 60). 


En materia de tutela sindical 


La acción sindical es una conducta amparada en la Constitución Nacio- 
nal, que debe ser respetada y promovida por la función que cumple. Esto es 
“así entendido en la ley. Y se revela especialmente en la preocupación por la 
defensa del representante gremial en la empresa (Capítulo XI). 


A partir del nuevo texto legal, las comisiones internas y los delegados 
de empresa, contaron con recursos defensivos mínimos para garantizar sus 
funciones, de los que antes no contaban. 


- Laleynollegó a garantizar el activismo sindical en la etapa fundacional 
- del sindicato, pero avanza, modesta y elogiablemente, en la caracterización 


de las garantías de gestión para representantes gremiales y candidatos a 
“serlo. 


En esta materia, la estabilidad como garantía de gestión, y la prejudicia- 
lidad del proceso sumarísimo para la exclusión de la tutela, como máxima 
manifestación de esa garantía, no sólo son razonables, sino también un de- 
safío para la administración de la justicia laboral. Pero esto hace a valora- 
ciones procesales que son ajenas a la racional sistemática legal de fondo. 


Poco se ha lucido en esta materia la reglamentación de la ley, que, como 
en el caso de las medidas de acción directa, ha terminado por exceder el 
marco legal y abrirla puerta a la impugnación por inconstitucionalidad. 
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Omisiones 


Han quedado en el camino, para próximas etapas a recorrer: 


Las garantías de información laboral, por las que los sindicatos luchan, 
no sólo en el plano de las conquistas legales, sino también en cada convenio 
colectivo. 


La descentralización federativa regional para las organizaciones cen 
tralizadas burocráticamente, de espaldas al interior y afirmadas en los inte: 
reses porteños. Esta cuestión se intentó enfrentar en anteriores ocasiones 
hermanada con mecanismos de atomización y debilitamiento sindical. S 
correcto planteamiento parte del equilibrio de los valores de la unidad co; 
los de la representación y descentralización de gestión. Con la articulació: 
que potencializa el sistema, articulación que también pasa por los derech: 
de las unidades articuladas, de contar con los fondos para actuar y ser ella 
las sostenedoras del conjunto que ordenadamente se vertebra, a partir de 
mismas, en el sindicato de primer grado y en las organizaciones de segundo 
tercer y hasta cuarto grado. 


Las garantías mínimas para la etapa fundacional del Sindicato y las qu 
protegen al activismo obrero no oficial. 


La debida reglamentación de la participación en política partidista de 
las organizaciones con personería gremial. 


Las representaciones de minorías en cuerpos ejecutivos. 


La interpretación Ñ 


La primera nota que el intérprete debe reconocer es que ésta es una no; 
ma legal de consenso. Su texto es el resultado de múltiples acuerdos previos, 
sucedidos en torno a varios intentos fracasados en sede parlamentaria. 


Estos acuerdos correspondían a figuras aceptadas, y en otras ocasione: 
descartadas precisamente por no existir los niveles mínimos de acepta- 
ción. 


Así como lo sostuvo el miembro informante de la Cámara de Diputados : 
de la Nación, diputado doctor Rodolfo Parente (U.C.R.), la ley votada, por * 
ser el acuerdo conseguido entre los dos partidos mayoritarios y la propia :: 
C.G.T., terminaba por ser en algunos aspectos insuficiente para los reclamos; 
de máxima de todos sus autores. Pero en ello también existía un mérito dela : 
norma. Era la síntesis mínima aceptada por los principales protagonistas de.: 
la democracia argentina, superando la legislación de facto en la materia. 


El análisis y crítica de la ley 23.551, puede llevarse a cabo desde distintas E 
ópticas comparativas, y ello finalmente influirá en el concepto final que la : 
norma merezca. 53 
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Así, por ejemplo, Armando Caro Figueroa, en un trabajo publicado en un 
A mportante órgano de prensa empresario (Ambito Financiero, 30 de marzo 
de: 1988), opta por una óptica relacionada con su experiencia europea, ya 
gue fue asesor sindical en España, y formula una exigente crítica al nuevo 
cuerpo legal, al que califica de norma de “transición”, a la que ya aconseja 
ponerse a reformar. Lo hace porque su modelo aceptable de sindicalismo, 
nfluido por su Valoración internacional, no le resulta compatible con el 
ádoptado por la democracia argentina en materia de la libertad sindical, y 
plicita algunas objeciones correspondientes a experiencias organizativas 
de.otros países. 


Su crítica valorativa, en definitiva, parte de un duro rechazo del modelo 
impuesto por el justicialismo desde 1943, y se resume en su insatisfacción 
porno haber aprovechado la oportunidad histórica actual para reformar, “y 
y restaurar” pautas a las que califica de “corporativas”. 


Su análisis, claro en aspectos puntuales, peca en alguna medida de 
pláriteo ideal y falta de consideración institucional correcta del papel juga- 
do por los partidos políticos que consensuaron con la C.G.T. el proyecto con * 
que se superaban cuatro años de durísima confrontación. 


El derecho social, que se plantea sin correlación directa con las insti- 
túciones de derecho público que en ocasiones lo gestan, no deja de ser un 
súperficial razonamiento académico desprendido de la realidad. 


. En el presente caso, restaurar el sindicalismo, incluso con desviaciones 
urocráticas, centralismo deformante y escasa participación pluralista, era 
unimportante paso adelante. Como ha sido positivo restaurar la vida de los 
partidos políticos, que adolecen también de burocratismo, centralismo y 
escasa participación. Cuando se critica duramente los logros de esta eta- 
pa, y la ley que nos preocupa es uno de los más importantes, desde algunas 
áginas empresarias, por no estar dos o tres pasos adelante, se está contri- 
buyendo quizá inadvertidamente al proyecto del “statu quo”, que apostaba 
aque la norma de facto 22.105 siguiera rigiendo en el país. Especialmente, 
iesas mismas páginas receptaron una campaña continuada, firme y sis- 
temática, primero por el rechazo absoluto de la ley, luego por su voto. Y el 


ítulo de la nota es “La nueva ley Sindical: una oportunidad perdida para 
* diseñar un mejor futuro”. 


“Además, para ser objetivos, la restauración no partió del propósito de 
vuelta a puesta en vigencia de la ley 20.615, sino de un proyecto alternati- 
yo, que en muchas instituciones, como lo resaltó el senador Hipólito Solari 
Irigoyen en el Senado de la Nación, durante el debate, rescataba las críticas 


. Y Propuestas, que en pos de la democracia sindical había planteado la opo- 
sición en 1974. 


El mérito fundamental del proyecto iniciado por el senador Oraldo Bri- 
tos, es a nuestro criterio ése. Haber partido de una línea de discusión en la 
que los valores de la libertad sindical y la autonomía daban la posibilidad 
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del consenso al conjunto. Y en ello debe rescatarse el esfuerzo jurídico así:; 
orientado, practicado en su origen por el doctor Horacio Ferro, y particular: 
mente, la tarea del doctor Enrique O. Rodríguez, en el perfeccionamiento 
ajuste de la iniciativa. 


El catálogo de las cosas no logradas en esta ley de consenso puede ser 
largo, incluso para los que la concertaron. Mucho más largo aún, si quienes 
mirando desde afuera el esfuerzo democrático de unir criterios, quieren ha:.* 
cer sus aportes para que cada una de las certificaciones legisladas se vuel- o 
van a discutir, en permanente estado de investigación intelectual. z 


38. DERECHO INTERNACIONAL DEL TRABAJO 


A partir dela Reforma Constitucional de 1994, la Constitución Nacio+:: 
nal prevé en art. 75 en su inc. 22, dispuso la incorporación como “Tratado: 
con jerarquía constitucional” a la Declaración Americana de los Derecho 
y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; |l 
Convención Americana de Derechos Humanos; el Pacto Internacional d 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de De 
rechos Civiles y Políticos; la Convención Internacional sobre la Eliminació: 
de toda forma de Discriminación Racial; la Convención sobre Eliminació 
de todas las formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención d 
los Derechos del Niño. 


En consecuencia el derecho positivo nacional, quedó enriquecido po 
el arsenal de normas de derecho de internacional de protección de los de: ; 
rechos humanos y sociales, entre los cuales están los propios de la libertad ; 
sindical. 


La Declaración Universal de Derechos Humanos (15) consagra en si 
Preámbulo, como derecho fundamental del hombre, la dignidad y el valor': % 
de la persona humana y laigualdad de derechos de hombres y mujeres, pro: : 
clamando que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y: 
derechos (art. 19), sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, : 
opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posi- 
ción económica, nacimiento o cualquier otra condición (art. 29). La prohi- 
bición de la esclavitud y la servidumbre en todas sus formas es recogida en' 
el art. 4%. La protección contra la discriminación surge del art. 7%. Se consa- 
gra el derecho a la libertad de opinión y expresión y a no ser molestado por * 
causa de tales opiniones en el art. 19, garantía ésta de singular importancia 
para el ejercicio de la libertad sindical. En el art. 23 se reconoce el derecho :: 
a trabajar, aigual salario por igual tarea y el derecho a fundar sindicatos ya: 
sindicarse para la defensa de sus intereses. 


(15) Adoptada por la Asamblea General de la ONU el 10 de diciembre de 1948. 
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La Declaración Americana delos Derechos y Deberes del Hombre (16) 
“declara en su Preámbulo que todos los hombres nacen libres e iguales en 
¡gnidad y derechos, estableciendo e su art. 2? que todas las personas son 
uales ante la ley y tienen los derechos consagrados en esa Declaración sin 
distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna. Consagra en su art. 4* 
la libertad de expresión y de difusión de modo amplio y abierto. Específica- 
ente el derecho al trabajo y a su justa retribuciones reconocido'en el art. 14 
el. derecho a la asociación con fines de promover, ejercer y proteger sus 
tereses legítimos de orden sindical en el art. 22. 


La Convención Americana sobre los Derechos Humanos (17) (cono- 
da:como Pacto de San José de Costa Rica), dispone que los Estados partes 
:omprometen a respetar los derechos y libertades consagrados en dicho 
to ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté su- 
fa:a Su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivo de raza, color, 
xo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen na- 
cional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social en su art. 1% el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión * 
y su art. 13 y el derecho a asociarse libremente con fines laborales en su 
rt. 16. 


El art. 7 del Protocolo de San Salvador, dispone que “LosEstados Partes 
el presente Protocolo reconocen que el derecho al trabajo al que se refiere 
el artículo anterior, supone que toda persona goce del mismo en condiciones 
stas, equitativas y satisfactorias, para lo cual dichos Estados garantizarán 
en sus legislaciones nacionales, de manera particular: ... d) La estabilidad 
de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las características de las 
dustrias y profesiones y con las causas de justa separación. En caso de des- 
ido injustificado, el trabajador tendrá derecho a una indemnización o a la 
readmisión en el empleo o a cualesquiera otra prestación prévista por la le- 
gislación nacional...”, lo que en sintonía con la aludida Opinión Consultiva 
No.18: adquiere notoria relevancia, recordando que la misma prescribe que 
“si un instrumento internacional beneficia al trabajador otorgándole dere- 
chos que no están garantizados o reconocidos estatalmente, éstos se le debe- 
rán respetar y garantizar igualmente”. 


za 


Los Pactos Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu- 
rales. e Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (18) (con su Pro- 
tocolo Facultativo). En el primero de estos Pactos los Estados Partes se com- 
prometieron a adoptar medidas concretas tendientes garantizar el ejercicio 
de los derechos, sin discriminación alguna por motivos... de opiniones po- 


(16) Adoptada por la IX Conferencia Internacional Americana - Bogotá - 1948. Aprobada 
por decreto-ley 9983/57. 

(17) Adoptada en el año 1969, aprobada porley 23.054. 

(18) Adoptados por la Asamblea General de la ONU el 16 de diciernbre de 1966. Aprobados 
- porley 23.313. 
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líticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, : 
nacimiento o cualquier otra condición social (art. 2.2.); el derecho trabajar 
en reconocido el el art. 6* y a hacerlo en condiciones de trabajo equitativas: 
y satisfactorias, en el art. 70, remunerado con salario igual por trabajo igual: 
con igualdad de oportunidades. El reconocimiento a las garantías sindica.: 
les (art. 89). 


El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, consagró tam 
bién el derecho a la no discriminación con la garantía de protección efecti 
va contra todo acto de carácter discriminatorio en su art. 2” y en su art. 2 
dispuso: “Todas las personas son iguales ante la ley, y tienen derecho sin: 
discriminación a igual protección de la ley. A este respecto la ley prohibir 
toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y 
efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo;: 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen naciona]: 
o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social' 
La igualdad de género entre el hombre y la mujer (art. 30). La libertad d 
pensamiento y de culto (art. 18). Reconoce las garantías sindicales (art. 22) 
la protección de los derechos del niño y a no ser discriminado (art. 24). 


La Convención Internacional sobre Eliminación de Todas las For-- 
mas de Discriminación Racial (19), enunció el derecho al trabajo, a la libre 
elección de trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo,a' 
la protección contra el desempleo, a igual salario por trabajo igual y a una: 
remuneración equitativa y satisfactoria (art. 5inc. e I) y de igual modo reco: 
noció el derecho a fundar sindicatos y a sindicarse (art. 5 inc. e II). 


La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discri- ;; 
minación contra la Mujer (20), también contempla garantías y derechos. : 
de protección a la mujer en el mundo del trabajo. La prohibición de la dis-: 
criminación de la mujer alcanza a toda distinción, exclusión o restricción -. 
basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular - 
el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su : 
estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los dere- * 
chos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, econó- .; 
mica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera (art. 1%). En cuanto al-* 
derecho al empleo, sostiene la eliminación de la discriminación contra la 
mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el hombre en la esfera 
de la educación y en particular para asegurar, en condiciones de igualdad 
entre hombres y mujeres, condiciones de igualdad en la esfera del empleo. 
Reconoce el derecho al trabajo de la mujer como inalienable de todo ser hu- 
mano, el derecho a las mismas oportunidades en el empleo, el derecho a la 


(19) Adoptada por la Asamblea General de la ONU el 21 de diciembre de 1965. Aprobada 
por ley 17.722. 

(20) Adoptada por la Asamblea General de la ONU el 18 de diciembre de 1979. Aprobada 
por ley 23.179. 
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elección libre de la profesión y a su promoción incluyendo en ello la capa- 
; «citación y formación profesional, el derecho a igual remuneración y pres- 
taciones, igualdad de trato, el derecho a la seguridad social, en especial en 
caso de desempleo, el derecho a la protección de la salud y a la seguridad en 
as condiciones de trabajo. Ordenó a la partes en sus arts. 10 y 11: Prohibir 

I despido por motivo de embarazo o licencia por maternidad; prohibir el 
“despido sobre la base del estado civil; implantar la licencia por maternidad, 
on suelto pagado, sin pérdida del empleo previo, la antigijedad o beneficios 
ciales. La protección durante el embarazo, parto y lactancia está también 
ontemplada en el art. 12 y el derecho a las prestaciones familiares en el 


rt. 13. 


La Convención sobre los Derechos del Niño (21), califica al niño como 
ujeto de especial protección, como todo ser humano menor de dieciocho ' 
ños de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya al- 
'anzado antes la mayoría de edad (art. 19), asegurándole los derechos re- 
onocidos sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, 
| sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen - 
nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos físicos, 
el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus 
epresentantes legales (art. 20). El derecho a la seguridad social (art. 26) y 
específicamente en materia laboral se reconoce el derecho del niño a estar 
“protegido contra la explotación económica y contra el desempeño de cual- 
«quier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación o que sea 
«nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral 
o social. A esos efectos se deberá: fijar una edad mínima para trabajar; se 
«dictará la reglamentación apropiada respecto de horarios y condiciones de 
trabajo, señalando las penalidades por el incumplimiento de dicha norma- 
tiva (art. 32). 


En materia de instrumentos con los que los Estados deben garantizar la 
libertad sindical y en especial las protecciones contra todo tipo de discri- 
minación lo que por supuesto alcanza a las laborales y particularmente las 
sindicales, esos tratados de derechos humanos prescriben: 


La Declaración Universal de Derechos Humanos determina que toda 
persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales naciona- 
. les competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fun- 
damentales reconocidos por la Constitución o por la ley en su art. 8% y el 
- derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con 
justicia por un tribunal independiente e imparcial en su art. 10. 


Medidas análogas y garantías instrumentales se consagraron en la Con- 
vención Americana sobre Derechos Humanos; art. 2%, art. 8%, art. 25, art. 33, 
art. 44), en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul- 


(21) Adoptada por la Asamblea General de la ONU el 20 de noviembre de 1989. Aprobada 
por ley 23.849. 
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turales y el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (22) (con % 
su Protocolo Facultativo), en el art. 2.1. y en el art 2.2 y 14 del segundo. La . 
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Dis- 
criminación Racial, en sus art. 2 y art. 6% La Convención sobre la Elimina- 
ción de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, en sus arts. 20, 
39, 4%, 5%, 11 inc. 1; 11 inc. 2, y 23. La Convención sobre los Derechos del Niño, 
en su art. 2 inc. 2, 30, 4%, 23 y 28. 


La Organización Internacional del Trabajo, organismo internacional * 
tripartito, creado en 1919, como parte del tratado de Versalles, produce nor 
mas internacionales, convenios y recomendaciones, y los países miembros : 
desde el momento en que forman parte de esta organización se comprome- 
ten a cumplir con las mismas. Entre las normas relativas a la libertad sindi- 
cal se encuentran las siguientes: 


. Convenio 11, sobre el derecho de asociación (agricultura), data de . 
1921. 


. Convenio 84,delaño 1947. De las Asociaciones. 


e. Convenio 87, sobre la libertad sindical y la protección del derecho de. : 
sindicación; data del año 1948, aprobado por la Trigésima Primera - 
Reunió de la OIT celebrada en San Francisco. 


+ Convenio 98, celebrado en Ginebra el 8 de junio el 1949, en la Trigé 
sima Segunda Reunión, “Sobre el derecho de sindicación y de nego- 
ciación colectiva. 


+ Convenio 110, “Convenio sobre las plantaciones”, 1958, 


+ Convenio 135 y Recomendación 143, “Sobre representación de los d 
trabajadores”, data de 1971. : 


+. Convenio 141 y Recomendación 149. “Sobre las organizaciones de Ñ 
trabajadores rurales”, 1975. 


e Convenio 151 y Recomendación 159. “Sobre relaciones laborales en E 
la administración pública”, 1978. % 


+ Convenio 154 y Recomendación 163. “Sobre la negociación colecti- a 
va”, 1981. 


Debe señalarse que el Convenio 87, 1948, fue ratificado por Argentina, + 
en enero de 1960. Su contenido menciona el derecho a la libertad de afilia- * 
ción por parte de las personas, e introduce una limitación normativa para el 
Estado, “Las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención 
que tienda a limitar este derecho o a entorpecer su ejercicio legal” (art. 3.2). 


(22) Adoptados por la Asamblea General de la ONU el 16 de diciembre de 1966, Aprobados 
por ley 23.313. 


EL DERECHO SINDICAL EN LA NORMATIVA ARGENTINA 151 


La O.1.T, en el año 1951 creó Comité de Libertad Sindical, organismo 
que tiene la función de evaluar la procedencia de quejas y reclamos que se 
“presentan ante la organización y someterlas a una comisión de investiga- 
“ción y conciliación. 


El Comité se convirtió en el órgano que está encargado de examinar las 
«situaciones planteadas y resolver si se ajustan a los principios de libertad 


«sindical. 


En el derecho internacional del trabajo, además de las prescripciones 
- ya'apuntadas del Tratado de Versalles y de la Declaración de Derechos del 
“Hombre, deben destacarse los siguientes Convenios de la O.LT.: 


El Convenio 87 de la O.I.T,, relativo a la libertad sindical y ala protección 
de derechos de:sindicación, dispone entre sus normas: 


“Art. 1: Todo miembro de la Organización Internacional del trabajo para 
el cual está en vigor el presente convenio se obliga a poner en práctica las 
«disposiciones siguientes: 


“Art. 2: Los trabajadores y empleadores, sin ninguna distinción y sin 
- áutorización previa, tienen el derecho a constituir las organizaciones que 
estimen convenientes, así como el de afiliarse a estas organizaciones, con la 
sola condición de observar los estatutos de las mismas. 


“Art. 3: Las organizaciones de trabajadores y empleadores tienen el de- 
echo a redactar sus estatutos y reglamentos administrativos, el de elegir 
libremente sus representantes, el de organizar su administración y sus acti- 
"vidades y el de formular su programa de acción. 


“Las autoridades públicas deberán abstenerse de tomar intervención 
que tienda a limitar este derecho o a entorpecer su ejercicio legal” (23). 


(23) Ver: O.I.T. Convenios y Recomendaciones: 1919-1966, Ginebra, 1966, p. 707/8 y apén- 
dice de esta obra. Enfatizando la importancia del convenio 87 O.I.T., se sostuvo en los siguientes 
fallos: 

“Tanto la libertad sindical individual (derecho del trabajador a formar sindicatos sin au- 
torización previa, a afiliarse, desafiliarse y a no afiliarse) como la libertad sindical colectiva o 
de actividad (derecho del sindicato a la autoregulación, reconocidos por instrumentos interna- 
cionales —convenio 87, Organización Internacional del Trabajo, ratificado por nuestro país—), 
“son igualmente relevantes”. SC Mendoza, sala I Civil y Com., 1/4/1997, “Karake Nesrín, Rosa c. 
Provincia de Mendoza” DT, 2000-A, "596, con nota de Livellara, Carlos Alberto; en Digesto Prác- 
tico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1175, p. 349. 

“La personería gremial ejercida en su plenitud dentro del régimen de libertad sindical afir- 
mado por la Constitución Nacional y por el convenio 87 de la O.I.T., no es concebible sin la 
posibilidad de que las asociaciones elijan a sus representantes, se autogobiernen y sus diri- 
gentes gocen de las garantías adecuadas para el desempeño de sus cargos”. CNTrab., sala VI, 
.. 14/4/1982, “Cabrera, Carlos A” DT, 1982-581; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del 

Trabajo 1, 1177, p. 349. 

“El art. 6” de la ley 23.551 establece que “los poderes públicos y, en especial la autoridad 
administrativa del trabajo, deberán abstenerse de limitar la autonomía de las asociaciones 
sindicales, más allá de lo establecido en la legislación vigente' por lo que la intervención de 
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El Convenio 98 estructura la defensa dela sindicación a partir dela con. * 
ceptualización de los actos discriminatorios contra los sindicalistas y pro-*¿ 
mueve la negociación colectiva como forma de regular las condiciones de 
empleo (24). 


Este Convenio de la O.I.T., especialmente desarrolla los temas que 
hacen a las regulaciones que prohíben la discriminación por causa sin- 
dical. En su artículo 1 determina que “1. Los trabajadores deberán gozar 
de adecuada protección contra todo acto de discriminación: tendiente q 
menoscabar la libertad sindical en relación con su empleo. 2. Dicha pro- 
tección deberá ejercerse especialmente contra todo acto que tenga por 
objeto: a) sujetar el empleo de un trabajador a la condición de que no se 
afilie a un sindicato o ala de dejar de ser miembro de un sindicato; b) des 
pedir a un trabajador o perjudicarlo en cualquier otra forma a causa des 
su afiliación sindical o de su participación en actividades sindicales fuera 
de las horas de trabajo o, con el consentimiento del empleador, durante las 
horas de trabajo. y 


La O.I.T. recibió denuncias contra la ley 23.551, en función de lá 
aplicación de los Convenios Nros. 87 y 98 de distinta índole e importan- 
cia (25). 


La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomenda 
ciones, ante quejas formuladas contra el gobierno argentino, viene expi- 
diéndose desde 1991 en temas propios de la libertad sindical, referidos a 
la L.A.S. 23.551. 


Observó en la legislación argentina con referencia alart.25, que dispone 
las regulaciones propias para disputar la personería gremial, que los requi 
sitos que establecen resultan excesivos. 


Lo hizo señalando quelosart. 38 y 39 de la L.A.S. 23.551, en cuanto des 
tacó que disponen de privilegios paralos sindicatos con personería gremial, : 
en cuestiones relativas a la retención de cotizaciones sindicales y exencio- 
nes impositivas. 


una asociación gremial en forma directa conculca el principio de libertad sindical que no sólo -: 
está plasmado en la ley citada (arts. 1? y concs.), sino en la Constitución Nacional, mientras al 
respecto cabe destacar que el convenio 87 de la Organización Internacional del Trabajo en su - 
art. 3.2 también contiene limitaciones a la actuación de las autoridades públicas en la materia y : 
este convenio no sólo ha sido ratificado por nuestro país sino que tiene jerarquía constitucional * 
atento lo establecido en el art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional y el art. 8.3 del Pacto Inter- 
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Nueva York del 19/12/66' CNTrab., 
sala X, 3/3/1998, “Sindicato de Conductores de Taxis de Córdoba c. Ministerio de Trabajo”, DT, 
1998-B, 2455; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 1180, p. 350. ] 
(24) Véase: Apéndice de esta obra. E 
(25) Una reseña de esas denuncias y las posiciones adoptadas por el Comité de Libertad :: 
Sindical y la Comisión de Expertos en la Aplicación de Convenios y Recomendaciones puede : 
ser consultada en el trabajo de Adrián O. GOLDIN, “Los Convenios Internacionales del Traba. 
jo; su impacto en la jurisprudencia y legislación Argentina” en DT, 1005-B, 1531 y ss. 
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En cuanto a funciones de representación observó que sólo puedan ser 
ejercidas por trabajadores afiliados al sindicato con personería gremial 


(art. 4D). 


La Comisión destacó que si el legislador confiere ciertos privilegios rela- 
tivos a la defensa de los intereses de clase a determinada asociación, deberá 
guardar cuidado que tales privilegios no influyan de forma indebida en la 
«elección del los trabajadores de la entidad a la que afiliarse, en detrimento 
deotras. 


* : Observó la Comisión de Expertos, también los arts. 29 y 30 de la L.A.S. 
23.551, en cuanto el primero admite el otorgamiento de personería a unsin- 
dicato por empresa sólo cuando en la zona de actuación y categoría u oficio 
fío exista una unión de primer grado. Y el segundo artículo dispone que se 
puede otorgar personería gremial a la entidad de oficio o categoría, cuan- 
do. prevalezca una de actividad, sólo si los trabajadores de la primera tuvie- 
an intereses diferenciados de los trabajadores de las segunda, y siempre y 
cuando los trabajadores no se encuentren comprendidos en el sindicato de 
actividad. Se observó que estos artículos tienen como único resultado favo- * 
recer y privilegiar a los sindicatos por actividad sobre los de empresa u oficio 
se consideró a esto atentatorio de la libertad sindical de los sindicatos que 
poresa razón no pueden alcanzar el estado de la personería gremial. 


También ha sido objeto de recomendación la exhortación al gobierno 
“nacional a que se pronuncie sin más demoras sobre el requerimiento de per- 
sonería gremial por parte de la Central de Trabajadores Argentinos, recla- 
"¿mada y pendiente desde agosto de 2004. 


.. La Central de Trabajadores Argentinos (C.T.A.) manifestó ante la O.I.T., 
que a efectos de dar cumplimiento con el art. 19 del convenio (discrimina- 
ción tendiente a menoscabar la libertad sindical), el gobierno debería exten- 
derla protección o tutela sindical de la que sólo gozan los representantes de 
trabajadores que pertenecen a asociaciones con personería, a los represen- 
tantes de las organizaciones sindicales simplemente inscritas y a los miem- 
bros fundadores de las comisiones provisorias de las nuevas organizaciones 
sindicales. 


Por su parte el gobierno argentino se comprometió a actuar en conse- 
cuencia y dando satisfacción al organismo internacional al cual está adhe- 
rido y debe obediencia en lostérminos de su adhesión. 


La promesa permanece incumplida pese a que han pasado largos años 
desde que se formulara. Diversos proyectos de ley se han presentado para 
reformar la L.A.S. 23.551, uno de ellos elaborado en 1992, con participación 
de la misión consultiva de la O.I.T., derogando y modificando algunas de 
"sus disposiciones de dicha ley (arts. 28, 30, 38 y 39 y 21 del Reglamento), pero 
ha faltado voluntad política para abrirlos al debate en el recinto y decidir su 
aprobación. Las estructuras conservadoras del poder sindical constituido 
resisten duramente esas reformas comprometidas. 
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La falta de cumplimiento de lo prometido por el Gobierno Argentino, 
provocó la insistencia en las recomendaciones por parte de la Comisión de 
Expertos en catorce oportunidades y la Comisión de Normas, lo hizo en los 
años 1998, 2005 y 2007. 


El 5 de noviembre del 2003, fue sancionada por el Congreso la ley 
25.801, por la que se aprobó el Convenio No, 135, sobre los representan- 
tes de los trabajadores que celebrara la O.1.T., en el año 1971, al celebrarse 
la 562 Reunión de la Conferencia de esa entidad internacional. En este 
Convenio se reconoce el mismo trato de protección a los representantes:.; 
delos trabajadores en la empresa, ya sea que sean elegidos o nombrados 
por los sindicatos o por los afiliados a ellos, o por elección libre de los 
trabajadores de la empresa, “de conformidad con las disposiciones de la 
legislación nacional o de los contratos colectivos, y cuyas funciones no 
se extiendan a actividades que sean reconocidas en el país como prerró- 
gativas exclusivas de los sindicatos”. En el artículo 1* prescribe que “Lo 
representantes de los trabajadores en la empresa deberán gozar de pro- 
tección eficaz contra todo acto que pueda perjudicarlos, incluido el des- 
pido por razón de su condición de representantes de los trabajadores, de 
sus actividades como tales, de su afiliación al sindicato, o de su participa- 
ción en la actividad sindical, siempre que dichos representantes actúen 
conforme a las leyes, contratos colectivos u otros acuerdos comunes en 
vigor”. 


La Declaración Socio-Laboral del MERCOSUR, por su parte, se lle- 
vó a cabo en estos términos: 


“Derechos individuales. No Discriminación: Artículo 1”: Todo traba- '; 
jador tiene garantizada la igualdad efectiva de derechos, trato y oportu- 
nidades en el empleo y ocupación, sin distinción o exclusión en razón de :* 
raza, origen nacional, color, sexo y orientación sexual, edad, credo, opi- 
nión política o sindical, ideología, posición económica o cualquier otra * 
condición social o familiar, en conformidad con las disposiciones legales * 
vigentes. Los Estados Partes se comprometen a garantizar la vigencia de 
este principio de no discriminación. En particular se comprometen a rea- 
lizar acciones destinadas a eliminar la discriminación respecto de los gru- 
pos en situación de desventaja en el mercado de trabajo”. 


SAY 


CAPÍTULO 5 


LOS PRINCIPIOS GENERALES 
DEL DERECHO SINDICAL 


SUMARIO: 1. Los principios como fuente normativa y regla de interpreta- 
ción.— 2. El principio de libertad sindical.— 3. La libertad sindical y el dere- 
cho a agremiarse como derecho humano fundamental.— 4. El principio de 
“libertad sindical y las cláusulas convencionales colectivas que hacen a la afi- 
" liación sindical.— 5. Disposiciones de la L.A.S.23.551, criticadas por violar el 
principio de libertad sindical.— 6. El principio de autonomía sindical.— 7. El 
principio de la democracia sindical.— 8. El principio de especialidad.— 9. El 
principio de unidad sindical. 


1. LOS PRINCIPIOS COMO FUENTE NORMATIVA 
Y REGLA DE INTERPRETACIÓN 


......El derecho sindical se rige por principios generales que le van otorgan- 
-«do un perfil propio y de cuya armónica sistematización depende. Sus ins- 
_tituciones se regulan, interpretan y cobran sentido a partir de esas pautas 
_orientadoras. 


No son sólo reglas de interpretación, sino también fuente normativa, 


por lo que deberán ser tenidos en cuenta en forma primordial por el opera- 
dor del derecho. 


El fundamental de esos principios, es el de la libertad sindical. 


Del mismo, y en directa relación sistémica, se han desprendido otros, 
' quevan asegurando su plena vigencia. Entre ellos: 


El principio de autonomía sindical. 
“El principio de gestión democrática. 
El principio de unidad sindical. 


El principio de especialidad. 


2. EL PRINCIPIO DE LIBERTAD SINDICAL 


En un estado social de derecho se admite sin retaceos, que los trabaja- 
dores tienen el poder de actuar gremialmente en forma libre. 
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Actuar libremente y sin interferencias de terceros (incluso la autoridad), : 
según la disposición que crean más conveniente para la defensa de sus de- 
rechos e intereses. 


Esta libertad alcanza a la fundación, organización y mantenimiento de 
las asociaciones sindicales. 


Las instituciones que los trabajadores crean a tal efecto, en el campo 
sindical, son legítimas formas especializadas del ejercicio de la libertad de 
asociación. Se encuentran amparadas por el art, 14 de la Constitución Na- 
cional, que garantiza a todo habitante del país, el derecho “de asociarse con 
fines útiles”. 


El ejercicio libre la asociación se encuentra reñido con la práctica esta 
tutaria y reglamentaria propia del constreñirla a partir de reconocer al gre. 
mio el carácter propio de un órgano estatal, con personería jurídica pública 
con poder de representar a todos los integrantes de una categoría de traba. 
jadores, a partir de modelos corporativos totalitarios (1). 


Las autoridades y los particulares deben respetar ese poder de organiza 
ción de los trabajadores, cuando es expresión espontánea de los mismos(2) 
Un poder que alcanza además a regular las relaciones de las asociaciones 
entre sí (3). 


El artículo 14 bis, en especial y complementaria mente al artículo 14 de 
la Constitución Nacional, prescribe que las leyes asegurarán al trabajado: 
“la organización sindical libre y democrática, reconocida por la simple ins 
cripción en un registro especial". 


(1) “Así, el ordenamiento corporativo atribuía reconocimiento jurídico a un solo sin 
dicato por cada categoría profesional; confería a los sindicatos reconocidos la personali: 
dad jurídica pública y la representación legal de todos los pertenecientes a la categoría; 
consentía la participación de los mismos en organismos superiores, las corporaciones, ¿ 
las que ya se ha aludido”: SANTORO - PASSARELLI, Francesco: Nociones de derecho del 
trabajo, traducción de la 14* edición italiana por Fernando Suárez González, Madrid, -' 
1963, p. 20. 

(2) Asílo admite la jurisprudencia laboral en fallos como el siguiente: “En nuestro ré- 
gimen legal, la creación de una asociación sindical es un acto espontáneo del grupo qu 
no requiere autorización previa de la autoridad estatal. El acto de creación da nacimien- 
to a una entidad colectiva cuya existencia el Estado, por disposición constitucional, debe 
reconocer, exteriorizando tal reconocimiento con la inscripción en un registro especial!.' 
CNTrab., sala VI, sentencia 10/2/1989, “CTERA c. Ministerio de Trabajo s/ sumarísimo”. 

(3) Véase “Afirmar como principio la libertad sindical significa generar las condicio- | 
nes para posibilitar la plena actividad sindical; protegerla, limitar el poder. Y en este sen- 
tido, las normas sobre desafiliación y cancelación de la afiliación suponen un delicado 
equilibrio de fuerzas: la asociación de grado superior, indudablemente más poderosa, 
debe cumplir determinados recaudos legales para estar habilitada a cancelar la afiliación * 
de otra de grado inferior; como contrapartida esta última debe poder renunciar, libremen. 
te y sin condición alguna, a la afiliación”. CNTrab., sala III, 5/3/1998, “Federación Obreros 
y Empleados de Correos y Telecomunicaciones s/ queja expte. administrativo”; en Digesto * 
Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1174, p. 349. : 
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Del juego armónico de estas dos previsiones constitucionales, se des- 
:prende que el acto de nacimiento de una organización sindical es una 
asamblea democrática, convocada libremente por un grupo de trabajadores 
que tiene por objeto fundar una asociación. La entidad existe previa a toda 

autorización estatal. El control estatal se practica a partirdel reconocimien- 
tode su existencia, no es un acto discrecional del poder público; un poder, al 
que en los estados de derecho social, le está vedado prohibir la constitución 
desindicatos. 


Con el reconocimiento de la existencia de la entidad, se produce suins- 
cripción en los registros públicos que lleva la autoridad de aplicación, y a 
partir de ello, la entidad queda sometida a un control administrativo, que 
resguardará el principio de especificidad que rige a estas entidades, en su 
carácter de representativas de los trabajadores. 


* El principio de la libertad sindical, garantiza una serie de poderes delos 
trabajadores, que la L.A.S. 23.551, comienza por reconocer en sus artícu- 
s 19, 3%, 49, y 5%. Lo que obliga a entender a los institutos que consagran 
mo formas Operantes de ese fin procurado (4). 


Esos artículos disponen, como cuestión de orden público, el garantismo 
de.la libertad, en cuanto a lo que hace a la organización de los sindicatos y 
su accionar (5). 


”  Yseenfatiza la cuestión, al aclarar, el legislador, que el poder asociativo 
efiere a la protección de los intereses de los trabajadores, en todo lo que 
sé encuentre vinculado a sus condiciones de trabajo y vida. Con lo que se 
aceptan las prácticas reivindicativas de esos intereses, como fin protegido 
por la ley, y con el propósito declarado y admitido de que la acción sindical 
Sirva para superar los obstáculos que impiden la realización plena de los 
trabajadores (6). 


El legislador, desarrollando ese concepto de libertad específica, propia 
de las distintas categorías de una clase, reconoce, en el art. 40 de la L.A.S.: 


“Los trabajadores tienen los siguientes derechos sindicales: 


a) Constituir libremente y sin necesidad de autorización previa, asocia- 
ciones sindicales; 


... (4) Véase “Libertad sindical abarca el concepto de protección de los derechos del afi- 
liado, aun ante su organización gremial y el derecho de aquél y la obligación de ésta de 
organizarse democráticamente”. CCiv. Com. Trab. y Minas, Catamarca, 1? Nom., 7/4/1999, 
: “Monroy, Jorge L. y otros”, LLNOA, 1999-223; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colec- 
-tivo del Trabajo 1, 1176, p. 349. 
(5) Ley 23.551, Art. 19- “La libertad sindical será garantizada por todas las normas que 
se refieren ala organización y acción de las asociaciones sindicales” 
(6) Art. 30 - “Entiéndese por interés de los trabajadores todo cuanto se relacione con sus 
condiciones de vida y de trabajo. La acción sindical contribuirá a remover los obstáculos 
que dificulten la realización plena del trabajador” 
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b) Afiliarse a las ya constituidas, no afiliarse o desafiliarse; 
c) Reunirse y desarrollar actividades sindicales; 


d) Peticionar ante las autoridades y los empleadores; 


e) Participar en la vida interna de las asociaciones sindicales, elegir li. 
* bremente a sus representantes, ser elegido y postular candidatos”. 


Y prolongando los poderes de los trabajadores en el ejercicio de la liber- 
tad asociativa, precisa, a su vez, las libertades de las asociaciones, así: 


“Art. 5%: Las asociaciones sindicales tienen los siguientes derechos: 


a) Determinar su nombre, no pudiendo utilizar los ya adoptados ni 
aquellos que pudieran inducir a error o confusión; 


b) Determinar su objeto, ámbito de representación personal y de actua- 
ción territorial; 


c) Adoptar el tipo de organización que estimen apropiado, aprobar sus 
estatutos y constituir asociaciones de grado superior afiliarse a las ya 
constituidas o desafiliarse; 


d) Formular su programa de acción y realizar todas las actividades lí- 
citas en defensa del interés de los trabajadores. En especial ejercer el 
derecho a negociar colectivamente, el de participar, el de huelga y el 
de adoptar demás medidas de acción sindical”. 


En la práctica de la acción gremial,-la libertad de los trabajadores nece- 
sita estar garantizada por la libertad de afiliación. 


Libertad que se expresa en el derecho a afiliarse y en el de desafiliarse a 
los sindicatos existentes, sin condicionamientos de ningún tipo (7). 


Por la libre afiliación se garantiza la existencia de las entidades consti- 
tuidas y el nacimiento de las nuevas. También de ella depende la legitimidad 
de los poderes de representación, en cuanto a la extensión de los mismos, y 
su violación habilita el ejercicio de acciones de amparo (8). Por lo que el po- 


(7) Conf.: “Condicionar la validez de la renuncia a la afiliación al cumplimiento de un 
reclamo ante la autoridad administrativa, vulnera abiertamente el derecho que el depen- 
diente tiene de la libre afiliación o desafiliación y de percibir íntegramente su salario, sin 
que éste deba sufrir deducciones por él desautorizadas y por ello sin sustento legal”. CN- . 
Trab., sala VIII, 28/12/1989, “Rodríguez, José c. Auxilio Once S.R.L.; La Ley, 1990-B, 272; 
en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1188, p. 351. 

(8) Véase “Siun afiliado fue directamente expulsado de la entidad gremial, imposibi- 
litándose el ejercicio de su derecho constitucional (art. 14 de la Constitución Nacional) 
ello implica un daño grave e irreparable, que si bien tiene una vía legal para ocurrir, pue- 
de no ser reparadora en la medida que lo es el amparo, ya que la demora en su resolución 
inmediata le acarrearía un perjuicio indudable'. TTrab., Quilmes, n* 1, 6/8/1987, “Leiva 
Pedro A. y otro c. Unión Personal Panaderías Quilmes (Berazategui)”, DT, 1987-B, 2095; eri 
Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1190, p. 351. 
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der sancionatorio que lleve a la posible expulsión de un afiliado es tratado 
cón rigurosidad en su ejercicio (9). 


La L.A.S. 23.551 regula al respecto, en su “Título II. De la afiliación y 

d safiliación”. Previendo, el artículo 12, que “Las asociaciones sindicales de- 

-heránadmitir la libre afiliación, de acuerdo q esta ley y a sus estatutos, los que 
“deberán conformarse a la misma”. 


*= Sin embargo, la ley impone un límite de edad para que los trabajadores 
; puedan integrar sindicatos, al prescribir que las personas mayores de cator- 
* ceaños, sin necesidad de autorización, podrán afiliarse (art. 13). 


: 'Aunque la condición de ser trabajador bajo relación de dependencia, es 
:básica para la constitución de un sindicato, la ley no impone que esa condi- 
¡ón sea de ejercicio activo. Quien ha sido trabajador dependiente, conserva 
u condición aun en situación de no contar con trabajo. 


. Enelart. 13 de la L.A.S. 23.551, también se prescribe que, enlos casos de 
jubilación, accidente, enfermedad, invalidez, desocupación y servicio mi- 
itar, los afiliados de un sindicato no perderán el derecho de pertenecer a 
la asociación respectiva, y sus derechos y obligaciones corresponderán a lo 
tie el estatuto de la asociación determine. 


Por otra parte, la norma prevé que, al dejar de pertenecer a una asocia- 
ión, el trabajador no tendrá derecho al reintegro de las cuotas o aportes 
abonados y que este mismo criterio se impone en las relaciones de las aso- 
iaciones de diverso grado. 


3. LA LIBERTAD SINDICAL Y EL DERECHO A AGREMIARSE 
COMO DERECHO HUMANO FUNDAMENTAL 


La libertad sindical alcanza el rango de principio general de la materia y 
establece el derecho a agremiarse como eje sistematizante del conjunto de 
preceptos que regulan a las asociaciones gremiales. 


.':Los derechos a trabajar y a agremiarse, han sido reconocidos como 
erechos humanos y fundamentales, en la doctrina de la CSJN, en el caso 
“Quton” (10). 


(9) Conf.: “El examen del cumplimiento de los requisitos de validez del procedimien- 
to sancionatorio que hacen al derecho de defensa no ha de prescindir de cierta rigurosi- 
dad pues además del derecho de permanecer en un sindicato como afiliado está en riesgo 
el derecho de participar en el juego democrático interno ínsito y exigible en toda orga- 
nización sindical” CNTrab., sala V, 18/10/1989, “Hernández, Ernesto y otros c. Unión de 

- Empleados de Justicia de la Nación”; DT, 1990-A, 623; en Digesto Práctico La Ley, Derecho 
"Colectivo del Trabajo I, 1189, p. 351. 

(10) Véase “Es incompatible con los derechos de trabajar y agremiarse libremente la 
exigencia de carnet sindical que otorga un solo sindicato para que los obreros puedan ins- 
cribirse en la Bolsa de Trabajo Marítimo para Marinería y Maestranza. El art. 16, inc. b) del 
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Tal criterio y categorización dio pie a que en las acciones de amparo, se 
pudiera declarar la inconstitucionalidad de las normas que contradicen a; 
Constitución, violando sus derechos. Con este caso se produjo un camb; 
sustancial en la doctrina jurisprudencial del más Alto Tribunal del país, que 
hasta entonces seguía un criterio contrario (11). 


Se impuso así el pensamiento de los disidentes Boffi Boggero y Zavala 
Rodríguez, ampliándose la garantía procesal del amparo, que se había afir- 
mado en la zaga histórica delos precedentes “Siri” y “Kot” (12). 


La Corte del golpe militar de 1966, con el caso “Outon”, vino paradóji: 
camente a consagrar la validez del pensamiento de un magistrado que, en; 
minoría y como disidente, abrió las puertas de la transformación de nuestro''4 
saber. Se trataba del doctor Luis María Boffi Boggero, que se había alejado; 
de la magistratura, en repudio manifiesto a la caída del estado de derecho 
por el golpe militar (13). 


En un fallo que lleva una impronta pedagógica, la sala VI de la CNAT; 
definió así a los derechos humanos interesados en la acción sindical: 


dec. 280/64 es contrario al art. 14 de la Constitución Nacional y excede la facultad reglá- 
mentaria del Poder Ejecutivo, con referencia al art. 2* de la ley 14.455. La libertad de agre- '%; 
miación importa el derecho a afiliarse al sindicato que se prefiera o no afiliarse a ninguno: 
No es compatible con la Constitución un ordenamiento según el cual el derecho a trabajar:::: 
queda supeditado a una afiliación gremial necesaria y a la permanencia en determinado.'%; 
sindicato mientras dure la ocupación”. CSJN, 29/3/1967, “Outon, Carlos José y otros s/ re- “s; 
curso de amparo”, en DT 1967, p. 231 y ss.; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo 
del Trabajo I, 1191, p. 351. , 

(11) Véase CSJN, en el caso “Leguiza”, Fallos, 249:221. 

(12) Véase CSJN, el caso “Siri”, sentencia del 17 de diciembre de 1957, en Fallos, 239: 
459; y el caso “Kot', Fallos, 241:291. 

(13) Enel caso “Outón'; se resumieron los criterios rectores de la hermenéutica para ;: 
el control de constitucionalidad en los siguientes términos: “Que —como dijo esta Corte .; 
en Fallos, t. 235, p. 453—, “la solución justa del caso impone no aplicar rigurosamente la * 
palabra de la ley, con exclusión del indudable espíritu que la anima, lo cual conduce —se- : 
gún lo señaló el voto en disidencia de Fallos, 258:17— que “el mejor método de interpreta- .. 
ción es el que tiene en cuenta la finalidad perseguida por la norma'; por donde resulta ser 
“principio básico de hermenéutica jurídica el de atender, en la interpretación de las leyes, 
al contexto general de ellas y a los fines que la informan” (Fallos, 260:171), cuidando asi- 
mismo que 'concuerden con los principios, derechos y garantías consagrados por la Cons- 
titución Nacional en tanto ello sea posible sin violencia de su letra o de su espíritu” (Fallo, 
253:344; 261:36). A todo lo cual debe agregarse, de acuerdo a lo expresado en Fallos, 254: 
362: 'Que, como esta Corte lo ha declarado reiteradamente, la determinación del alcance 
delas normas legales constituye tarea específicamente judicial, que no requiere, en térmi- 
nos genéricos, que se la practique en forma literal ni restrictiva” (Fallos, 249:37; causa “Rie- 
ra Díaz, Laureano s/ habeas corpus' y “La Americana S.R.L. querella a Cavalli, Vicente s/ 
art. 48, ley 3975, sentencias del 23 y 28 de noviembre de 1962 respectivamente). Que, por 
lo contrario, descartada la impertinencia de la interpretación extensiva en el ámbito penal 
e impositivo, la norma genérica es que los preceptos legales deben entenderse en forma 
tal que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo con los principios de unas razonable y 
discreta interpretación (Fallos, 179:337; 180:360; 182:486 y otros)”. 
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: “Los derechos himanos interesados enla problemática sindical son los 
siguientes: 1. los trabajadores pueden organizarse sindicalmente; 2. pueden 
participar en la proyección de sus asociaciones, en su gestión y en el control 
de la misma; 3. las asociaciones a su vez, pueden desarrollar su proyecto 
«vital con libertad en la sociedad civil y política, sin injerencias indebidas 
porp parte de empleadores, autoridades gubernamentales, terceras personas 
ftanto de la sociedad nacional como de la internacional). El proyecto social 
constitucional absorbió tales derechos con las notas de Libertad Sindical y 
Democracia Interna; dichas notas se encuentran dialécticamente unidas: 

ila:sociedad civil a través del Estado garantiza la libertad sindical (RS, 

rt, 19); 2. las asociaciones mediante sus estatutos, aseguran la democracia 
interna (RS, art. 8”) con lo cual queda claro que solamente una entidad de- 
:mocrática y democratizada se haya legitimada ética y políticamente para 
xigir a la sociedad civil la libertad externa. La clave de bóveda del régimen 
ridical se constituye por la libertad y la democracia; por lo tanto en caso de 
tida se ha de resolver por tales valores” (14). 


4, EL PRINCIPIO DE LIBERTAD SINDICAL 
Y LAS CLÁUSULAS CONVENCIONALES COLECTIVAS 
QUE HACEN A LA AFILIACIÓN SINDICAL 


En el derecho comparado, especialmente en el caso estadounidense, 
se tiene particularmente en cuenta el tema de la libertad sindical, afectada 
como principio, en torno a las cláusulas de convenios colectivos que refie- 
renala afiliación de los trabajadores. Entre ellas, se consideran las siguien- 


tes situaciones: 


a) Closed shop (taller cerrado). Prohíbe a los empleadores contratar tra- 
bajadores que no se encuentren afiliados al sindicato que suscribió 
el convenio colectivo. 


b) Unión shop (taller sindical). Sólo permite contratar trabajadores no 
afiliados al sindicato que suscribe el convenio, dentro de un plazo 
determinado, 


c) Maintenance of membership (mantenimiento de miembros pertene- 
cientes). Prohíbe a los empleadores mantener a un trabajadorque se 
desafilie durante la vigencia del convenio colectivo de trabajo. 


d) Hiring hall. Sólo permite dar ocupación a los trabajadores nuevos, 
por intermedio del servicio de empleo. 


(14) Véase CNTrab., sala VI, sentencia 30.674, 10/2/1989, “Confederación de Tra- 
bajadores de la Educación de la República Argentina c. Ministerio de Trabajo”. En igual 
"sentido: CNTrab., sala VI, 14/12/1988, “Murías, Enrique Luis y otros c. FOETRA Sindicato 
Bs. As; DL, Errepar, t. X, 132; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 
1181, p. 350. 
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e) Preferential shop. Concede beneficios especiales a los trabajadores : 
afiliados a la asociación profesional que celebró la convención co- “; 
lectiva. Admitida expresamente en el art. 8% aps. 2 y 3 de laley 14.250 :: 
de convenciones colectivas. 


Las cláusulas sindicales han sido constitucionalmente cuestionadas por > 
conculcar el derecho de trabajar y de afiliarse libremente. : 


Como ya señaláramos, la CSJN se pronunció sobre la inconstituciona- 
lidad en el caso “Outon”, en el cual se planteó la validez del dec. 280/64. El 
mismo había impuesto la exigencia de un carnet otorgado por un solo sindi- 
cato, para que los obreros se pudieran inscribir en la bolsa de trabajo marí- 
timo y de esta manera obtener y conservar su empleo. Se consideró que con 
ello se coartaban los derechos de trabajar y agremiarse libremente (15). 


5. DISPOSICIONES DE LA L.A.S. 23.551 CRITICADAS 
POR VIOLAR EL PRINCIPIO DE LIBERTAD SINDICAL 


El art. 31 de la L.A.S. 23.551, califica de exclusivos de los sindicatos con ; 
personería gremial, a ciertos derechos colectivos que resultan esenciales a 
la libertad sindical, 


El propósito de privilegiar al sindicato con personería gremial, a juicio : 
de muchos autores, ha terminado por colocar a los que no gozan de este re-. 
conocimiento estatal de ser los más representativos, en situación que llega a :; 
afectar seriamente su existencia. 


Así se ha señalado, al quedarles negados los derechos a: , 


a) celebrar convenciones colectivas o participar de las negociaciones 
colectivas, aunque fuere con un alcance normativo distinto al de la : 
ley 14.250; 


b) tener y administrar obras sociales; 4 


c) poder percibir, a través de retenciones del empleador, la cuota sindi- 
cal de sus afiliados; EN 


d) alcanzar la personería gremial, para sindicatos de empresa, oficio y *; 
categorías, atento a la prohibición para que se otorgue esa persone--:; 
ría, cuando exista en la zona de actuación y en la actividad o en la : 


(15) CSJN, “Outon, Carlos José y otros”, 29/03/1967, DT, 1967, p. 231. En este fallo la 
Corte varió la doctrina sentada en el caso “Leguiza” (DT, 1966-171, con comentario de Ma- 
rio L. Deveali. De este autor resulta de interés en relación a] tema: “Matrículas profesio- -: 
nales y corporaciones medioevales” en DT, 1958-875). La inconstitucionalidad fue fallada ;; 
con dictamen del Procurador General Eduardo H. Marquardt (en el que se invocan los :: 
argumentos de la minoría en el fallo anterior vertidos por los entonces magistrados Boffi_ :: 
Boggero y Zavala Rodríguez) y por los jueces Eduardo A. Ortiz Basualdo, Roberto E. Chute, 
Marco A. Risolía, Luis C. Cabral y José E Bidau, 


LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO SINDICAL 163 


categoría, una asociación sindical de primer grado o unión, lo que 
atento al estado del mapa sindical argentino, casi siempre sucede 
(arts. 29 y 30 de la L.A.S.); 


e) tener delegados de personal en la empresa, que no actúen con la 
aprobación de la organización sindical con personería gremial reco- 
nocida para el ámbito de la misma (art. 43 en su inc. c de la L.A.S.). 
Llegándose a que las funciones de representación de los delegados, 
en cuanto a representar a sus compañeros de empresa en sus recla- 
maciones, esté sujeta a una previa aprobación de la asociación sin- 
dical respectiva. Apuntándose que esta norma va contra el derecho 
del trabajador de peticionar ante las autoridades y los empleadores 
(art. 4% inc. d), ya que podría el trabajador peticionar, pero no a tra- 
vés de sus representantes elegidos, si el sindicato no lo autoriza. 


0 : La falta de una interpretación sistémica de la L.A.S. 23.551, con la del 
/ art. 14 bis de la C.N. y los convenios internacionales de la O.L.T., consagrato- 
rios del principio de libertad sindical, ha llevado a rigorizar esta estructura . 
que promociona al sindicato con personería gremial, hasta el punto de co- 
locar alos otros en situación de discriminación. 


A ello también contribuyó la jurisprudencia nacional que, en líneas ge- 
nerales, confirmó y agravó las tendencias propias de los sucesivos cuerpos 
:ormativos, que siguieron pautas de un modelo que algunos llaman el “mo- 
delo sindical argentino” (16). a 


"Esta interpretación asistémica, que resaltábamos en la primer edi- 
ción de este libro que data del año 2004, encontró un límite significativo 
y trascendente en la doctrina sentada por la Corte en el año 2008 en el 
caso “A.T.E.”, apoyándose en la doctrina adoptada por la Corte Intera-. 

mericana de Derechos Humanos, en su decisorios en los casos “Baena, 


.- — (16) Conf: Oscar Alfredo Neri, quien sostiene: “Cabe decir que la jurisprudencia Ar- 
gentina, en oportunidad de expedirse sobre las diversas restricciones a los principios de 
derecho sindical, ha fundamentado sus decisiones con apego absoluto a la legislación po- 
sitiva, coartando definitivamente toda oportunidad de surgimiento a la asociación sin- 
- dical sin personería gremial. Verbigracia con el desconocimiento de fuero sindical a los 
delegados de sindicatos sin inscripción, adheridos a organizaciones superiores con per- 
sonería gremial (cuya ley actual no prevé a diferencia de la ley 20.605) se ha reducido la 
:- protección de quienes actúan en la órbita sindical sin haber obtenido la personería gre- 
mial” Y concluye: “De acuerdo a lo expuesto en este trabajo, llegó a las siguientes conclu- 
siones: 1) El principio de libertad sindical debe ser considerado en un sentido dinámico. 
Es decir que debe darse prioridad a la actividad sindical propiamente dicha, por sobre la 
organización sindical, ya que la primera puede existir sin la segunda, sin que a la inversa 
ocurra lo mismo. En regímenes jurídicos como el nuestro se teoriza en cuanto a la libertad 
sindical permitiendo la libre organización a esos efectos, pero debido al régimen del “gre- 
mio mas representativo” tal principio no tiene vigencia práctica” NERI, Oscar Alfredo: Los 
principios del derecho sindical, trabajo de investigación inédito a consultar en el Instituto 
de Derecho Social de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la U.N.L.P. Carrera de 
Post grado de Especialización en Derecho Social. 
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y) 


Ricardo y otros vs. Panamá” y “Huilca Tecse, Pedro vs. Perú”, en los que se 
precisó que la libertad de asociación sindical “no se agota con el recono- 
cimiento teórico del derecho a formar sindicatos, sino que comprende ade- 
más, inseparablemente, el derecho a utilizar cualquier medio apropiado 
para ejercer esa libertad”, radicándose “básicamente” en la facultad, tan- *; 
to de constituir organizaciones sindicales, cuanto de “poner en marcha 
su estructura interna, actividades y programa de acción, sin intervención 
de las autoridades públicas que limite o entorpezca el ejercicio del respec- 
tivo derecho” (considerando 6%) (17). 


La Corte, en el año 2009, enfatizó su doctrina sentada en el 2008 en 
“A.T.E”, cuando en la causa “Rossi, Adriana María c. Estado Nacional -. 
Armada Argentina”, sostuvo la vigencia plena del principio de libertad 
sindical, declarando la inconstitucionalidad del art. 41 de la L.A.S. 23.551 
para reconocer los derechos de la estabilidad en el cargo de la presidente 
de un sindicato simplemente inscripto. 


6. EL PRINCIPIO DE AUTONOMÍA SINDICAL 


Los principios de libertad y autonomía sindical servirán ambos para en- 
tender el funcionamiento del sistema que implica el cuerpo normativo y so- 
bre los mismos deberá apoyarse la interpretación de sus cláusulas oscuras; 
llenarse las lagunas del derecho positivo einstrumentarse la superación en- 
tre las contradicciones de otras normas que pertenecen a ese mismo cuerpo 
normativo o que lo vinculan con el resto del derecho positivo. 


La historia de las asociaciones sindicales demuestra que ellas existieron 
como organizaciones de auto defensa de la clase trabajadora. Y que por lar- 

- gos períodos fueron proscritas. El poder público las consideraba enemigas ; 
y subversivas. 


Los sindicatos ganaron su espacio en la sociedad, luchando contra el 
poder público y el poder de los patrones. 


Con el tiempo, los estados de derecho admitieron que la condición de 
la clase trabajadora reconoce la necesidad de estos instrumentos sociales y - 
la función liberadora que les corresponde, en una sociedad signada por la * 
dominación implícita en el orden económico que generara la conquista de 
la libertad de contratación. 


(17) Héctor Omar GARCÍA, en su trabajo “La libertad sindical en las condiciones de 
su vigencia.” En comentario a dicho fallo, sostiene: “La Corte Suprema hace lugar a la que- 
ja y al recurso extraordinario interpuestos por ATE. Revoca, por tanto, la sentencia de la 
sala VI, pero apartándose del criterio propuesto por la Procuración, dicta un fallo que 
constituye algo más que un leading case, por cuanto si bien sus alcances y derivaciones 
aún resultan imposibles de justipreciar, sienta una doctrina que puede considerarse un 
punto de inflexión en la metodología de interpretación y aplicación de las normas inter- 
nacionales y particularmente aquellas que tratan sobre la libertad sindical” 
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La pureza de las asociaciones sindicales, se procura ilegitimando a los 
que se llaman sindicatos amarillos en la doctrina francesa o Unions-Com- 
pany en los E.E.U.U, que, como caracteriza Corte, son “organizaciones espu- 
- tias, financiadas, asistidas económicamente o controladas de algún modo 
“ nor los empleadores o asociaciones empresarias, con la finalidad de enfren- 
.farlas con las entidades sindicales independientes y neutralizar las medidas 
:* de.acción directa o negociar colectivamente en condiciones más beneficio- 
' sas para el sector patronal” (18). 


+ En el derecho norteamericano, este tipo de conductas en las relaciones 
laborales, ha sido sancionada a partir de la figura de la práctica desleal, te- 
niendo en tal sentido importancia las normas consagradas en la National 
Industrial Recovery Act del año 1933 y la Ley Wagner de 1935. 


** Hoy se entiende por autonomía sindical, la defensa de un espacio de las 
relaciones sociales, que queda reservado a los trabajadores y sus organiza- 
cionés sindicales y al que no pueden ingresar terceros. 


La relación entre los principios de libertad y autonomía sindical es es- 
trecha y sistémica (19). 


“La autonomía sirve para preservar conductas de los trabajadores, de las 
. interferencias de terceros, entre los que particularmente resultan extraños, 
osempleadores y el gobierno (20). 


La reserva de ese espacio ha sido consagrada en el Convenio 98 de la 
OLT., que en su art. 3”, prescribe: “Las organizaciones de trabajadores y 
empleadores deberán gozar de la adecuada protección contra todo acto de 
- injerencia de unas respecto de las otras, ya sea directamente o por medio 


(18) Véase CORTE, Néstor T.: El modelo sindical argentino, Rubinzal-Culzoni, Santa 
Fe, 1988, p. 159. 

(19) Véase “La autonomía sindical es a la asociación profesional, lo que la libertadin- 
- dividual es a la persona humana. Por eso es que comúnmente al referirse a ella se utiliza 
la expresión “libertad sindical' y en un Estado de derecho es inadmisible que se prive de 
.la libertad a una persona sin seguirse los procedimientos legales que, en su caso, lo au- 
. torizan mientras, de igual manera, cabe invalidar la limitación a la libertad del sindicato 
cuando no se ha cumplido con la vía que las normas prevén al respecto”. CNTrab,, sala X, 
3/3/1998, “Sindicato de Conductores de Taxis de Córdoba c. Ministerio de Trabajo”, DT, 
" 1998-B, 2455; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1179, p. 349. 

(20) Señalando el necesario espacio de independencia autonómica de los sindicatos, 

dice Ricardo Héctor López: “Su independencia con relación al Estado y a los empleado- 
res, tanto en lo que refiere a su nacimiento o creación sin autorización previa del poder 
publico y sin injerencia de aquellos, como también a su libre gobierno, administración y 
actividad externa autónomos, no sujetos al control de los empleadores o las organizacio- 
“nes patronales ni al del Estado. Este último mas allá de una fiscalización relacionada con 
la legitimidad de su funcionamiento y sus actividades. También esta nota típica esta supe- 
ditada, claro está, al régimen jurídico político de cada país” LOPEZ, Héctor: Naturaleza ju- 
rídica del sindicato, trabajo de investigación inédito a consultar en el Instituto de Derecho 
Social de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP. Carrera de post grado de 
Especialización en Derecho Social. 


166 RICARDO J. CORNAGLIA 


de sus agentes o miembros, en su constitución, funcionamiento O admi. 

nistración”. Y también: “Se consideran actos de injerencia, en el sentido del 
presente artículo, principalmente, las medidas que tiendan a fomentar la 
constitución de organizaciones de trabajadores dominadas por un emplea. 
dor, o una organización de empleadores o a sostener económicamente, O en 
otra forma, organizaciones de trabajadores, con el objeto de colocar a estas: 
organizaciones bajo el control de un empleador o de una organización de 
empleadores”. 


Concordantemente, y respetando la libertad asociativa conque cuentan 
los trabajadores para el logro de un objeto lícito tan amplio como el destina- 
do a suplena realización, la ley ordena en su art. 6” que “los poderes públicos 
y en especial la autoridad administrativa del trabajo, los empleadores y sús 
asociaciones y toda persona física o jurídica deberán abstenerse de limita 
la autonomía de las asociaciones sindicales, más allá de lo establecido en ], 
legislación vigente". 


Es ésta la consagración del otro principio liminar reconocido en la ley 
argentina, el principio de autonomía (21). 


La L.A.S. 23.551, instrumentó operativamente la protección de la auto 
nomía sindical, a partir de sostenerla como unalimitación efectiva al pode 
de controlar las asociaciones sindicales. Ello se advierte claramente en su 
art. 47, como se lo reconoce en fallos de la CSJN (22). 


La violación de los principios generales se constituye en un acto antisin 
dical (23). 


Para garantizar su subsistencia, en las sociedades regidas por principio 
democráticos, se garantiza la libre existencia de estas instituciones, impi 
diendo que los poderes públicos y privados puedan intervenir en ellas. 


(21) La CSJN ha sostenido al respecto: “El fin perseguido por el legislador al sancionar * 
la ley 23.551 estuvo centrado en resguardar un adecuado equilibrio entre la autonomí 
sindical y el necesario control que deben ejercer los poderes públicos”. J. 63. XXII, “ Juárez, 
Rubén Faustino y otro c. Mrio. de Trabajo y Seguridad Social (Direc. Nac. de Asoc. sindica 
les) s/ acción de amparo”, 10/04/1990. 

(22) Véase “En el caso del art. 47 de la ley 23.551 los objetivos generales perseguidos. 
por el legislador estuvieron centrados en resguardar un adecuado equilibrio entre la auto: 
nomía sindical y el necesario control que deben ejercer los poderes públicos.” CSJN, Mag; 
Levene, Cavagna Martínez, Fayt, Belluscio, Barra, Nazareno, Oyhanarte, Moliné O'Connor: * 
Abs: Petracchi. B. 232. XXIIL “Borda, Ramón y otro c. Unión Trabajadores Gastronómicos 
de la República Argentina” 01/11/1990. i 

(23) Conf.: “Si la empresa dictó una circular que fue instrumentada tendiendo clara- -: 
mente a limitar u obstaculizar el desempeño de los delegados de personal, actitud que 
colisiona con los principios de libertad y autonomía sindical consagrados por la Consti-”. 
tución Nacional e instrumentados por la ley 23.551, tal actitud configura práctica antisin-: 
dical y corresponde se imponga una multa por cada trabajador afectado” CNTrab., sala Il, :* 
sentencia 08/09/1992, Juez Rodríguez. “Asociación de Personal Aeronáutico c. Aerolíneas 
Argentinas s/ sumarísimo”. Mag. Votantes: Rodríguez - González. 
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La propia autoridad de aplicación; en el ejercicio de sus limitados pode- 
«de control, debe actuar teniendo en cuenta que opera sin capacidad de 
intervención (24). 


Ya durante la vigencia de la ley 14.455, la Comisión de Expertos de la 
IT, llamada a dictaminar sobre su texto, tomó posición, en cuanto a quejas 
fundadas, señalando violaciones de ese cuerpo legal. 


El artículo 34 de la ley 14,455, facultaba al Ministerio de Trabajo y Segu- 
idad Social a suspender o dejar sin efecto la personería gremial de una aso- 
jación profesional, con recurso ante la justicia. En vista de que el artículo 4 
el Convenio 87 de la OIT dispone que las organizaciones “no están suje- 
sa disolución o suspensión por vía administrativa”, la Comisión recordó 
¡e no era suficiente que la legislación concediera un derecho de apelación 
antra las decisiones administrativas, sino que los efectos de las mismas no 
debían comenzar antes de transcurrido el plazo legal, sin que haya sido in- 
terpuesto el recurso de apelación o una vez confirmadas tales decisiones 


“Estos antecedentes gravitaron en la consideración del legislador de la 
ey 23.551. 


La autoridad de aplicación debe ejercer un control de legalidad sobre 


jertos actos sindicales, pero siempre respetando al principio de autonomía 
“sindical (25). 


(24) Véase “No cabe admitir que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social aún con 
el loabie propósito de establecer pautas de acción correctivas, pueda interferir en la vida 
le una asociación sindical a través de disposiciones que suspendan la convocatoria de un 
ongreso o asamblea o juzguen su validez, arts. 6* y 57 de la ley 23.551. Esto es así en tanto 
a expresión “intervenir” contenida en el último artículo citado debe interpretarse acor- 
e con el principio de autonomía sindical”. CNTrab., sala III, sentencia 13/12/1989, Juez 
'Antonio Vázquez Vialard. “Salasevicus, Wenceslao c, Dirección Nacional de Asociaciones 
Sindicales - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ amparo”. Mag. Votantes: Antonio 
«Vázquez Vialard - Ricardo Alberto Guibourg. 

(25) Véase “En el esquema de la ley 23.551, deben interpretarse sistemáticamente los 
- arts, 6%, 21, 22, 24, 25 y 56 al 61. De su contexto se infiere que la autoridad de aplicación 
* debe respetar la autonomía sindical, pero, dentro de los límites que fija la legislación vi- 
: gente, y tiene facultades que la legitiman para ejercer un control de legalidad de diversos 
actos de la vida sindical, con revisión judicial posterior”. 

“En aquellos conflictos en los que por su causa, la autoridad administrativa tiene fa- 
cultades de control, pues de no darse esa situación los principios de autonomía y libertad 
* sindicales se verían afectados, los trabajadores o asociaciones sindicales pueden acudir a 
la vía del amparo prevista por la ley 16.986, si la agresión proviene de la administración; 
O al proceso sumarísimo si la afectación proviene de los particulares, tal como lo regu- 
“la el art. 47 de la ley 23.551 que instrumenta un procedimiento especial para el ámbito 
sindical, cuando los actos lesivos provienen de particulares” CNTrab., sala III, sentencia 
03/07/1990, “Federación del Personal de Vialidad Nacional c. Dirección Nacional de Aso- 
ciaciones Sindicales - Ministerio de Trabajo de La Nación s/ acción de amparo”, Mag. Vo- 
tante: Ricardo A. Guibourg. 
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En este:sentido, el Comité de Libertad Sindical de la OIT ha admitido 
la intervención en la vida interna de los sindicatos, sólo en circunstancias 
excepcionales que la justifiquen. La intervención debe ser de carácter provi- 
sional y tener como objetivo permitir la organización de elecciones libres. 


Tanto el Comité de Libertad Sindical como la Comisión de Expertos en 
Aplicación de Convenios y Recomendaciones, han llamado la atención en 
relación con la importancia de la naturaleza de las autoridades que habrán 
de intervenir en la vida sindical. El análisis minucioso de gran cantidad de 
casos, ha llevado a estos órganos de control de la OIT, arecomendar, en caso 
de ser necesaria la intervención en la vida interna del sindicato, que la mi: 
ma no sea llevada a cabo porlas autoridades de la administración del traba- 
jo, a fin de evitar los graves riesgos de ingerencia abusiva en los asuntos in- 
ternos de las organizaciones que dicha intervención implica. Por tal motivo; 
han manifestado que debe ser realizada por las autoridades judiciales, a fin 
de garantizar un procedimiento imparcial y objetivo, asegurar los derechos 
de la defensa y evitar el peligro de que las medidas parezcan arbitrarias. 


En otras oportunidades, el Comité de Expertos afirmó el principio de 
autonomía, haciendo lugar a quejas que provocara el decreto 969/66 (regla- 
mentario de la ley 14.455), sobre los siguientes tópicos: 


a) Ambito de actuación de los sindicatos: El art. 1* circunscribía a los 
sindicatos a las jurisdicciones de las respectivas provincias. La Co- 
misión de Expertos señaló que dicho artículo violaba el derecho de 
los trabajadores a constituir las organizaciones que estimaran con- 
venientes. 


b) La elección de dirigentes: Los arts. 4? y 6* del decreto 969/66, otor- 
gaban al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en determinadas 
circunstancias, la facultad de designar un delegado electoral. La Co- 
misión señaló que el Convenio N” 87 no impedía un control externo 
de las actividades internas de un sindicato, cuando estas violasen la 
ley o los propios estatutos, pero que dicho control debía ser ejercido 
por las autoridades judiciales, a fin de evitar el peligro de que una 
intervención administrativa pareciera arbitraria y asegurar un pro- 
cedimiento imparcial y objetivo. 


c) Ingerencia en los asuntos internos: El art. 12 del decreto 969/66; 
otorgaba al Ministerio amplios poderes de control e inspección, eri 
referencia al movimiento económico financiero de los sindicatos. La 
Comisión dictaminó que las pericias contables y las investigaciones, 
debían aplicarse solamente en casos excepcionales y cuando exis- 
tieran causas graves que lo justificaran. 


d) Federaciones y confederaciones: Sostuvo el Comité deExpertos, que 
el art. 5 del Convenio reconoce a las organizaciones el derecho de 
constituir federaciones y confederaciones y el de afiliarse a las mis- 
mas. El art. 6* confiere a estas organizaciones de grado superior, los 
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derechos básicos gárantizados con respecto a las organizaciones pri- 
marias: el de la libre constitución (art. 29); el de la autonomía (art. 39) 
y el de la protección contra la suspensión y disolución (art. 49). 


El art. 3 del decreto 969/66, prohibía a las organizaciones de segun- 
do y tercer grado rechazar la afiliación de organizaciones de grado 
inferior, a su vez, prohibía que las federaciones de confederaciones 
intervinieran a una de estas organizaciones. La Comisión dictami- 
nó que se habían violado los arts. 22 y 30 del convenio, en relación 
con su art. 60, 


Y con referencia a la norma de facto 22.105, el Comité de Expertos de la 
TT, se expidió en estos términos: 


E a) Ambito de actuación de los sindicatos: El art. 5 prevé una estruc- 
tura sindical fundada en una base territorial limitada y sometida a 
la autorización del Ministerio de Trabajo. La Comisión objetó esta 
disposición en virtud del art. 2* del convenio. 


La elección de dirigentes: La Comisión objetó los arts. 14, 15 y 16 de la 
ley, por ser contrarios al art. 3 del convenio. Se refieren al requisito 
de cuatro años de antigijedad en la profesión para un primer man- 
dato, la limitación de la renovación de los mandatos de los dirigentes 
(restricciones a la reelección) y al número restringido de dirigentes 
en los secretariados de las federaciones. 


Asimismo, fue objetado el art. 16 (reglamentado por el art. 12 del de- 
creto 640/80), que inhabilita a personas que tuvieren antecedentes 
penales, estableciendo que es el Ministerio de Trabajo el que debe 
pronunciarse sobre la incompatibilidad. Para la Comisión de Exper- 
tos, el control debe ser ejercido por las autoridades judiciales, y sólo 
con respecto a delitos que representen un verdadero riesgo papara el 
correcto desempeño de las funciones sindicales. 


Ingerencia en los asuntos internos: El art. 65 de la ley, faculta a la 
autoridad de aplicación a ejercer un control efectivo sobre el manejo 
y la administración de los fondos de las asociaciones gremiales, para 
lo cual, un organismo fiscalizador económico financiero podría rea- 
lizar todas las verificaciones necesarias. A su vez, los arts. 22, 30 a) 

. y b) y 64, imponen la obligación de informar previamente al Minis- 
terio de Trabajo, de toda asamblea general o congreso sindical, y de 
proporcionar al Ministerio todas las informaciones que solicitara, 
como así también someter sus estatutos y las modificaciones que 
se realizaran a los mismos. Todas estas disposiciones fueron con- 
sideradas por la Comisión de Expertos, como incompatibles con el 
art. 32 del Convenio 87 de la OIT. 


d) Actividades políticas: El art. 8% de la ley parece imponer a los sindi- 
catos la prohibición general de participar en actividades políticas, lo 
cual contraría al art. 32 del convenio. 
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e) Intervención de sindicatos: A través del art. 61, inc. 4),la ley permitía 
al Ministerio de Trabajo, intervenir temporariamente a las asocia. 
ciones gremiales, en caso de violación de las disposiciones legales y 
estatutarias o de incumplimiento de las disposiciones dictadas por 
el Ministerio. La Comisión consideró que se había violado el art. 3o 
del Convenio. Se manifestó a favor de que toda intervención, de ser 
necesaria, debía llevarse a cabo por las autoridades judiciales, ser, 
estrictamente provisional y tener como objetivo exclusivo permitir 
la organización de elecciones libres. 


f) Suspensión o retiro de la personería gremial: La ley autorizaba al 
Ministerio de Trabajo a suspender ciertos derechos esenciales de las 
asociaciones gremiales inscriptas o de los sindicatos y federaciones 
con personería gremial, o a cancelar la inscripción o la personería: 
gremial de una asociación. El Comité dictaminó que estas disposi 
ciones violaban el art. 4% del convenio. También impugnó la disolu-: 
ción de las organizaciones de tercer grado. 


g) Federaciones y confederaciones: El art. 37 de la ley, permitía la cons- 
titución de federaciones solamente a las asociaciones gremiales con 
personería gremial, negándole esta posibilidad a las simplemente 
inscriptas. Tampoco entendía la aplicación de la ley a las confede- 
raciones. La Comisión observó este artículo por considerarlo una 
violación del art. 5% del convenio. 


h) Relaciones con organizaciones profesionales extranjeras: Por el: 

art. 10, la ley prohibía a las asociaciones gremiales recibir directa. 
o indirectamente subsidios o ayuda económica de asociaciones 
gremiales extranjeras. El Comité dictaminó que el art. 5% del con 
venio 87 de la OIT, reconocía el derecho de las organizaciones de 
trabajadores a afiliarse a organizaciones profesionales internacio- 
nales, por lo cual, también les asistía el derecho de recibir asistencia 
económica de estas organizaciones. 


En procura de que las organizaciones sindicales no enajenen su inde- 
pendencia, preservando el principio de autonomía, se ha limitado su liber- 
tad económica. 


El art. 9 de la L.A.S. 23.551, dispone que los sindicatos no podrán recibir 
ayuda económica de empleadores, ni de organismos políticos nacionales o 
extranjeros. 


En el plano individual, el derecho positivo argentino preserva la autono- 
mía sindical de los trabajadores, al punto de que el art. 73 de la L.C.T. prohí- 
be a los empleadores, el requerimiento de que los trabajadores “manifiesten 
sus opiniones políticas, religiosas o sindicales”. 


En nuestro país, no se receptan numerosos casos de jurisprudencia que 
persigan a las cláusulas antisindicales que imponen las empresas para no 
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tomar o impedir durante la vigencia de los contratos de trabajo, la afilia- 
: ción de Jos trabajadores a una organización sindical. Lo cierto es que per- 
'duran maniobras empresarias de esta naturaleza. Como en Francia, existen 
listas negras (mise á l'index), que circulan con reserva entre los empleado- 
jes. También se conocen despidos sistemáticos en razón de la afiliación o 
impedimentos al ingreso del trabajo por esa razón. (Prácticas éstas que en 
EULU. se califican como los “yellow dog contracts”, en las que el poder 
presario, alegándo la libertad de contratación, persigue al sindicalismo). 
El autor de este trabajo conoció la experiencia personal, en sus épocas de 
estudiante y periodista, de ser despedido por haberse afiliado al sindicato 
de prensa y haber activado la afiliación de sus compañeros y la subsiguiente 
ificultad para encontrar trabajo en la que era entonces su profesión. 


La gran flexibilidad real para el ingreso y egreso en el contrato de tra- 
bajo, que siempre han contado los empleadores, actúa en contra del proce- 
samiento eficaz que determine consecuencias efectivas a estas repudiables 
y autoritarias formas de persecución sindical. Otro factor determinante de 
la efectiva falta de sanción de estas conductas, es la indiferencia con que la 
utoridad de aplicación deja pasar estos actos. 


Finalmente, la L.A.S. 23.551, en su Capítulo XIII, “De las prácticas des- 
ales”, siguiendo pautas del derecho norteamericano, ya adoptadas por 
estatutos sindicales argentinos anteriores, califica la ilegitimidad de es- 
tas conductas que interfieren la vida sindical. Para completar el enfoque 
al respecto nos remitimos al capítulo dedicado específicamente a dichas 
prácticas. 


7. EL PRINCIPIO DE LA DEMOCRACIA SINDICAL 


-El sindicato es la forma institucional adoptada para canalizar la acción 
social, política, económica y jurídica del gremio. Sirve para la defensa de 
los intereses de una categoría social de trabajadores dependientes que se 
asocian cor ese fin. 


» La fortaleza del sindicalismo depende de la unidad alcanzada dentro 
della clase trabajadora y las categorías que se constituyen. Categorías que 
Operan procurando alcanzar estándares de justicia social necesarios. Una 
jústicia social que, ausente, pone en peligro la estabilidad democrática. 


“LaL.AS. 23.551, asumió la experiencia histórica y reiteró la existencia 
dél modelo sindical imperante desde la década del 40, al que la doctrina ha 
: calificado como un modelo de unidad promocionada por la ley. 


Este modelo opera especialmente a partir del sindicato con personería 
gremial reconocida, tratando de construir la unidad a partir de su existen- 
cia y dotándolo de poderes exclusivos. El principal de ellos, el de ser, en 
principio, el gestor único, dentro de la categoría social representada, para 
«concretar la firma de convenios colectivos de trabajo. 
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Como lógica consecuencia de la adjudicación de ese rol, se desprenden: 
cargas y Obligaciones de representación. Una representación unitaria de.'+ 
una realidad compleja y con presencias de mayoría y minorías. Con lo quí 
la gestión unitaria está comprometida por el respeto a las minorías y su re 
conocimiento efectivo. 


Minorías que operan en ocasiones a partir de representar ideologías di 
versas, en otros casos, simples agrupamientos en pugna, que comparten l. 
misma ideología. 


En todos los casos, la unidad, como principio, funciona a partir del pre 
supuesto de la gestión democrática. Se supone que los trabajadores se unen 
en los sindicatos por su condición, aun por encima de las creencias y mil; 
tancias políticas individuales. 


Cuando estos conceptos son desvirtuados, el sindicato se sectoriza, y 
de ser representativo del conjunto de la categoría, termina por expulsar 
disidente, con lo que resiente la legitimación de la capacidad de represen. 
tación. 


El tipo de sindicato con personería gremial adjudicada, sólo puede estar: 
legitimado como.tal, en la medida que tenga capacidad de representar al 
categoría social en la que actúa, en toda la complejidad de la misma. En tod 
su rico pluralismo. Un pluralismo que por supuesto alcanza a la diversidad 
ideológica. 


Ese sindicato, para actuar sin discriminar, ni dividir a la categoría social- 
representada, debe construir sobre la diversidad, aceptando las diferencias 
eintegrándolas enla acción dentro del sindicato y enlos cuerpos orgánicos; 
deliberativos y ejecutivos. 


Por otra parte, la construcción de la unidad a partir del método demo- 
crático, se torna en la mejor escuela formativa de dirigentes representat 
vos. 


Durante el debate de la ley 20.615, el senador Hipólito Solari Yrigoyen, 
sostuvo: “...nosotros tendemos a lograr una organización democrática en. 
los sindicatos obreros, en todas la asociaciones, de cualquier grado. Y est 
punto, este anhelo del radicalismo de lograr una organización democrát 
ca, se vincula, evidentemente, con la posición anterior que hemos citado 
primer término, de querer obtener primariamente la unidad del movimien-:: 
to obrero. Pensamos que es la organización democrática la que verdadera- : z 
mente provoca esa unidad, que es nuestra bandera”. , 


“La unidad es auténtica, es cierta, es real, de acuerdo con nuestro crite- 
rio cuando se construye sobre bases democráticas. Pensamos que esa orga-:. 
nización democrática se conquista a través de la expresión de los afiliados a. 
cada sindicato, ya sea que los obreros mismos luchen por sus derechos esen-.. 
ciales o que lo hagan a través de sus representantes libremente elegidos”. *' 
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“Estamos convencidos de que una ley de asociaciones profesionales 
puede regular a las organizaciones, puede regular la unidad obrera, pero no 

uede imponerla. Lo que impone la unidad obrera es su organización sobre 
bases democráticas”. 


. Este tipo de organización, a la que se refería Solari Yrigoyen, no aísla al 
: rabajador que actúa en el plano sindical del partido político en que milita. 
pero lo limita cuando actúa como representante del conjunto de su catego- 
Tía profesional. 


En este sentido, la profundización del activismo sindical suele llevar al 
jayor compromiso partidario en lo político. Y además sirve al efecto de nu- 
ir.en lo social la estructura de los partidos eleccionarios, que tienden a 
¡struir su propia burocracia y necesitan de los militantes sociales, que 
genen las estructuras del clientelismo electoral. 


El equilibrio que la ley debe procurar entre esos dos aspectos del traba- 
jador: cuadro sindical-ciudadano de la partidocracia, está dado porlos lími- 
ies institucionales de esas dos entidades, necesarias, de derecho público no 
statal, que son el partido político y el sindicato. Quien trate de confundir- 
5, corrompe al sistema y termina por atentar contra la existencia del parti- 
do político, al que corporativiza, y contra el sindicato, en el que discrimina 
las minorías, debilitando a la clase (26). 


El sindicato es reconocido como una célula democrática de la sociedad, 
n laquese afirma la organización de los trabajadores para la defensa de sus 
itereses y derechos. 


El movimiento obrero mundial, distinguiéndose de otras organizacio- 
as sociales representativas, adopta las pautas limitativas de esta forma de 
rganización, como la única posible (27). 


a La relación sistémica de este principio, con los de la autonomía y liber- 
tadsindical, obliga a desprender una base de pluralidad democrática de re- 
presentación de todos los trabajadores. 


(26) Véase “La sociedad de nuestro tiempo no sólo es pluralista sino que debeser plu- 
ralista, es decir, que el pluralismo no sólo es la comprobación de un hecho, sino también 
in valor de la convivencia política. GARCIA PELAGO, Manuel: Las transformaciones del 
Estado contemporáneo, Alianza, Bs. As., 1985. 

— (27) Véase “El principio de democracia sindical constituye un aspecto estructural de 
laley 23.551, cono surge de su art. 8”, que ejemplifica sobre distintos supuestos en virtud 
de los cuales las asociaciones sindicales deberán garantizar la efectiva democracia inter- 
na, lo que es reiterado por el art. 16 de la misma ley (inc. g) y en el art. 12, inc. b) del decre- 
toreglamentario 467/88, cuya interpretación lleva a exigir procesos electorales cristalinos, 
exentos de toda sospecha de parcialidad, lo que constituye una directiva fundamental de 
laley” (Del voto del doctor Fernández Madrid). CNTrab., sala VI, 14/12/1988, “Murias, En- 
rique Luis y otros c. FOETRA Sindicato Bs. As., DL, Errepar, t. X, n” 132 en Digesto Práctico 
La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1205, p. 352. 
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El pluralismo sindical democrático es el único camino posible para la; 
unidad de la clase. 


Es condición ineludible de la unidad. La unidad sin pluralismo, se con- 
sigue por la vía de la exclusión de la representación, la discriminación de 
sectores y la falta de democracia en la clase obrera. Sólo el método democrá- 
tico puede resolver racionalmente las contradicciones internas de la clasé 
trabajadora en su totalidad y en cada una de las categorías sociales que la 
integran. 


Sin embargo en la doctrina nacional es común reconocer a la regla de 
promoción de la unidad el carácter de un principio general y negarle a las 
reglas que garanticen la pluralidad importancia y valor. En realidad, la rela: 
ción armónica entre esas dos reglas instrumentales de derecho es delicada 
pero posible. Y debe encontrarse para hacer posible el programa constitu 
cional. 


La pluralidad es condición de realización democrática de la unidad a 
partir de las diversidades. La regla que la reconoce es instrumental del prin 
cipio de la democracia sindical. 


Unintento aciago y débil para reivindicar principios democráticos se dio 
con el decreto-ley 9270/56 y sus débiles normas propiciatorias de la plurali 
dad, sancionado por la Revolución de 1955. No tuvo significación práctica 
ni otro efecto que exacerbar las tendencias a la unicidad con las contradic- 
ciones que implicaba. Proliferaron las críticas que se le hicieron. 


Máximo D. Monzón, sostuvo que: “...el decreto-ley 9270/56 representó 
una fallida tentativa de introducir una involución en el modo concreto de 
realización de las conductas en la vida sindical y por ello, por su total infi 
delidad respecto de la realidad existencial, pasó oscuramente, sin pena ni 
gloria, excepto en cuanto se trate escolarmente de ejemplificar un mode: 
lo acabado de uso torpe de la técnica legislativa, de ignorancia de los prin: 
cipios de la materia y de desapego a todo lo que constituyen valoraciones 
propias dela comunidad laboral que entre nosotros no están reñidas, sino 
antes bien consustanciadas con las más altas valoraciones de la comunidad 
nacional” (28). 


En posición adversa a la sostenida por Monzón y Sussekind (que tam 
bién respondía a la misma orientación), el maestro español Manuel Ossorio 
y Florit (exiliado español y profesor en la Facultad de Ciencias Jurídicas de 
la Universidad Nacional de La Plata), criticó a los regímenes proclives de 
sindicato único como el de la dictadura de Franco, el establecido en la Car: 
ta del Trabajo de 1941 del Gobierno de Vichy en Francia y el adoptado po 
distintos gobiernos argentinos en éstos términos: “...ha de entenderse quee 


(28) Véase Máximo D. MONZÓN, “El régimen de las asociaciones profesionales de 
trabajadores según la ley 20.65”, en DT, XXXIV, p. 721. 
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“sindicato único es representativo de un régimen totalitario, mientras que el 
sindicalismo múltiple lo es de un régimen democrático” (29). 


Ñ Desprendimiento del principio de la democracia sindical, es la institución 
-que reconoce que los mandatos sindicales són revocables, que admite que la 
revocación se practique a partir de una mayoría especial de dos tercios de las 
sambleas o congresos de la asociación (art. 42, inc. 2* de la L.A.S. 23.551). 


Situación que paralos representantes sindicales en la empresa, requiere 
“de otra'asamblea previa, en la que tendrán participación afiliados y no afi- 
¡ados al sindicato que promueva la revocación. Esa asamblea previa, podrá 
er convocada por el sindicato o por el 10 por ciento de los afiliados al mis- 
mo, con referencia al ámbito representado. Y todo ello deberá producirse 
“con efectiva participación del afectado, que tendrá derecho a expresar su 
efensa en esos actos asamblearios. 


Como un natural desprendimiento del principio de la democracia sin- 
dical, se reconoce que la misma impone el control de la gestión. Ese control 
de gestión democrática de las instituciones sindicales, habilita a limitados 
ictos de intervención por parte de la autoridad de aplicación, como ser, en 
os casos de elecciones de representantes gremiales. 


En ese sentido se sancionó la ley 23.071 (B.O. 16/07/1984), tuvo el propó- 
Sito de contribuir a la normalización democrática, luego del eón autoritario 
dela dictadura militar que abandonara el poder en 1983 y que había adopta- 
o profundas medidas de intervención de las asociaciones sindicales, a par- 
ir de su nefasta política afirmada en la doctrina de la seguridad nacional. 


Ñ Dicha norma, que se constituyó en un estatuto legal eleccionario para 
-esa especial coyuntura histórica, era de aplicación para las asociaciones 
ue se encontraban intervenidas o con delegados normalizadores, con co- 
misiones transitorias o a cargo de autoridades con mandatos prorrogados 
art. 15. 


Se preveía en ella, un proceso electoral controlado por la Justicia Nacio- 
nal Electoral o el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a opción de la 
entidad sindical, debiendo ser expresada dicha opción en la convocatoria 
.Que se ordenaba. 


(29) Ver: Manuel OSSORIO Y FLORIT, “Unidad o pluralidad de las asociaciones pro- 
fesionales y sus fines”, en la obra colectiva, Derecho Colectivo Laboral, Depalma, Bs. As., 

1973, ps. 363 y ss. A favor del decreto 9270/56, sostuvo: “El decreto-ley 9270/56, en la legis- 
“lación argentina sobre esta materia, representó una norma más respetuosa de la libertad 
“sindical que su antecedente el decreto-ley 23.382/45 y que su subsiguiente la ley 14.455, 
Puesto que aceptó la asociación profesional múltiple con igualdad de derechos y obliga- 
ciones y atribuyó representación de los trabajadores de un oficio, profesión, empresa, in- 
dustria, comercio o actividad a la organización sindical cuando sólo hubiese una inscripta 
y a una comisión intersindical cuando hubiese más de una asociación”. 
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En el art. 27 se ordenaba, que las organizaciones podían llamar a elec. 
ciones de delegados en los lugares detrabajo, comisiones internas o cuerpos 
similares, conforme a las prácticas sindicales usuales en la entidad de que 
se trate. Y que los electos gozarían de la estabilidad gremial en sus empleos, 
Los candidatos que no resultaron elegidos gozaron también de dicha esta- 
bilidad, pero limitada a los seis meses posteriores a la realización del acto 
electoral. 


Aunque la autoridad de aplicación ha sido desapoderada por la L.A.S 
23.551, del poder de suspender y cancelar personerías gremiales, conserva 
facultades de contralor de los actos democráticos constitutivos de la acción 
sindical. En especial, en el proceso electoral (30). 


Resulta, sin embargo, discutible si el estado en sí condición de emplea- 
dor, puede ordenar a sus dependientes y organizaciones sindicales, que in- 
formen sobre los actos eleccionarios, asambleas y congresos. Hay fallos que 
nos resultan criticables, que así lo han admitido. En ellos no se advierte, que 
el principio de autonomía cede sólo para el control de legitimidad democrá- 
tica de ciertos actos constitutivos y se encuentra radicado en la autoridad de 
aplicación y no en el poder de estado patrón (31). 


En la L.A.S. 23.551, el principio se asienta especialmente en el art. 7” que 
prohíbe las discriminaciones. 


“Las asociaciones sindicales no podrán establecer diferencias por razones 
ideológicas, políticas, sociales, de credo, nacionalidad, raza o sexo, debiendo 
abstenerse de dar un trato discriminatorio a los afiliados. 


“Lo dispuesto regirá también respecto de la relación entre una asociación 
de grado superior y otra de grado inferior”. 


(30) Véase: “Las limitaciones que en virtud del art. 6” de la ley 23.551 se imponen al 
Ministerio de Trabajo se encuentran referidas a la imposibilidad de cancelar o suspender 
la personería gremial, o intervenir una asociación, pero no se encuentran vinculadas con 
el control del proceso electoral de ellas (Voto del doctor Augusto César Belluscio)”. CSJN, 
en]. 63. XXIL, “Juárez, Rubén Faustino y otro c. Mrio. de Trabajo y Seguridad Social (Direc. 
Nac. de Asoc. Sindicales) s/ acción de amparo”, 10/04/1990. 

(31) Véase: “La comunicación a la Administración con una antelación de 10 días, de 
la celebración de actos eleccionarios, asambleas y congresos impuestos por el Estado Pro- 
vincial empleador, si bien no está contemplada por la Ley N* 23.551, no resulta fácil de 
advertir de qué modo esa disposición resultaría susceptible de limitar la autonomía de la 
Asociación Sindical o de entorpecer, restringir o impedir el libre ejercicio de los derechos 
sindicales porque la circunstancia de que el empleador quiera conocer la celebración de 
esos actos, no aparece como un acto restrictivo de la autonomía sindical. El hecho de soli- 
citarel Estado-empleador una información que las asociaciones sindicales pueden volun- 
tariamente proporcionar o no, relacionada con actos propios de la actividad sindical, pero 
que de ninguna manera reconocen carácter secreto, no alcanza a vulnerar o a restringir 
arbitrariamente los derechos establecidos en la Ley N* 23.551, aún el de la autonomía sin- 
dical emergente del principio consagrado en el artículo 14 bis de la Constitución Nacio- 
nal" “Asociación Trabajadores del Estado (A.T.E.) c. Estado Provincial de E.R. s/ acción de 
amparo”. S SCPAO1 PA 0000 000086 23/09/1994 SD Carubia. 
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Y en especial, en lo:que se desprende del art. 8* de la L.A.S. 23.551: 


“Las asociaciones sindicales garantizarán la efectiva democracia interna. 
Sus estatutos deberán garantizar: 


a) Una fluida comunicación entre los órganos internos de la asociación y 
sus afiliados; 


b) Que los delegados a los órganos deliberativos obren con mandato de sus 
representados y les informen luego de su gestión: 


c) La efectiva participación de los afiliados en la vida de la asociación, 
E garantizando la elección directa de los cuerpos directivos en los sindicatos lo- 
cales y seccionales; 


d) La representación de las minorías en los cuerpos deliberativos” (32). 


La preservación de la democracia sindical, ha llevado a tener que corre- 
girlos abusos del poder administrador, cuando éste viola ese principio con 
su accionar. Ni siquiera cuando se esgrimen funciones propias del control 
de los actos eleccionarios, puede el poder administrador obrar discrecio- 
nalmente en la materia (33). 


Como en el caso de la defensa del principio de autonomía sindical, la 
- acción de amparo consagrada en el art. 47 de la L.A.S. 23.551, se constituye 
en eficiente instrumento para conseguir, por vía de la acción judicial, el re- 
medio a los actos antisindicales que atacan a la democracia obrera. Y ello es 
llevado aun alos casos en quela demora de la autoridad de aplicación ayuda 
ala perpetración de ilícitos. 


También en garantía de este principio, será utilizable la vía del recurso 
de amparo del art. 47, en los conflictos intrasindicales que pongan en peli- 
gro el ejercicio regular de los derechos sindicales de los afiliados (34). 


(32) Véase: “La ley 23.551 es un avance considerable con respecto a la libertad y de- 
mocracia sindical pues establece que los estatutos deben contener un régimen electoral 
que asegure la democracia interna del sindicato y se autoriza a todo trabajador que se vea 
obstaculizado en el ejercicio regular de la libertad sindical a recurrir al amparo de estos 
derechos a los estrados judiciales a fin que se disponga el inmediato cese de comporta- 
miento antisindical” CCiv. Com. Trab. y Minas, Catamarca, 1? Nom., 7/4/1999, “Monroe, 
Jorge L. y otros', LLNOA, 1999-223; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Tra- 


” "bajo Í, 1216, p. 353. 


(33) Véase: “La mencnción de la asociación sindical, que sólo tuvo por objeto con- 
vocar a una nueva elección de Comisión Directiva, no puede sustituir a los órganos bási- 
cos estatutarios que detentan la soberanía de la institución. En el caso se pretendía que 
el interventor presidiera la Junta Electoral integrándola con otras dos personas ajenas al 
conjunto de afiliados, violando de esta manera los principios básicos de la democracia 
sindical contenidos en el art. 8% de la ley 23.551” CNTrab., sala V, 18/08/1992, Juez Vaccari, 
““Amadini, Daniel y Otro c. Junta Electoral de Atsa y otro s/ amparo” Mag. votantes: Vacca- 
ri - Morell - Lescano. 

(34) Véase: “El fundamento y finalidad de la acción prevista por el art. 47 de la ley 
23.551 ante la denuncia de un conflicto intrasindical que impide el desenvolvimiento re- 
gular de la entidad gremial, agota su objeto en la adopción de medidas judiciales útiles 
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En defensa de este principio de democracia sindical, han tenido que in. * 
terpretarse, en forma no literal y dando un sentido sistémico confirmador : 
de su existencia, los plazos legales que la L.A.S. 23.551 determina (35). 


El controvertido tema de la representación de las minorías en los órga 
nos de gobierno y administración de los sindicatos, ha sido eludido por la : 
L.A.S. 23.551, que remite por lo tanto, a lo que se resuelva en la materia en * 
cada estatuto. 


La mayor parte de los estatutos de los sindicatos argentinos, no reco: 
nocen la representación de las minorías en esos órganos. La práctica que : 
permite esta forma de gobierno de las asociaciones, requiere de una prolon 
gada experiencia, y cuando se afirma, contribuye a la unidad a partir de la 
democracia y pese al disenso. 


No existen prácticas democráticas en la sociedad sin el accionar de la 
minorías (36). 


8. EL PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD 


El principio de especialidad hace al rol social que tienen los sindicatos. :%3; 
Un rol que no admite variaciones, sin pérdida de la condición reconocida: ¿¿, 
Ata a la entidad, el fin para el cual se la constituye. Un fin que se le reserva y : 
reconoce como su razón de ser, pero que también la obliga (37). 


que garanticen el ejercicio regular de los principios y derechos sindicales comprometi 
dos, en los casos en que la demora pueda resultar altamente perjudicial para la preser 
vación de la democracia interna de la asociación sindical” SCBA, L 46.069, S 03/03/1992 
“Lacour, Elisabet Miriam y ot. c. SUTEBA y ot. s/ Amparo sindical” DJBA, 143-101 - TSS 
1993-845. Mag. votantes: Negri - Salas - Rodríguez Villar - Pisano - San Martín - Laborde 
Idem: “Vega, Vicente y otro c. Sindicato de Trabajadores Municipales de Vicente López 
otro s/ Reincorporación”. JA, 1993-IV-367 - DJBA, 144-289 - TSS, 1993-851; Mag; votantes: 
Salas - Rodríguez Villar - Negri - Laborde - Mercader - Ghione. Idem: SCBA, L 53.267, S:: 
27/06/1995, Juez Salas. “Aladro, Guillermo Raúl y otros c. Unión Obrera Metalúrgica de la : 
Rep. Arg. s/ Acción de nulidad y revisión” DJBA, 149-89. Mag. votantes: Salas - Negri - Pi 
san o- Rodríguez Villar - San Martín - Hitters. 
(35) Véase, por ejemplo: “El plazo de 45 días previsto por la ley 23.551 y por su decre: 
to reglamentario es insoslayable. Carece de sentido decir que por que.se ha suspendido -; 
un acto eleccionario la segunda convocatoria puede hacerse sin dar a las partes las ga: 
rantías legales mínimas. No debe olvidarse que están en juego principios que hacen a la 
democracia sindical, que es el objetivo central de la legislación aplicable” CNTrab., Sala V, 
10/08/1990, “Borda, Rarnón c. Unión Trabajadores Gastronómicos de la Rep. Arg. s/ su 
marísimo”, Mag. votantes: Horacio Vaccari - José E. Morell. 
(36) De ello se infiere que garantizando la acción de las minorías, se garantiza la de-. 
mocracia sindical que “es un bien que debe ser particularmente preservado, porque hace 
a la esencia de la defensa de los principios comprometidos en la acción sindical (art. 3” 
ley 23.551)”. CNTrab., sala VI, 13/3/1992, “Lista Celeste Unión Ferroviaria c. Ministerio de . 
Trabajo”, Carpetas del Derecho del Trabajo, 3605; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Co: 
lectivo del Trabajo I, 1206, p. 352. 
(37) Néstor T. Corte, sostiene: “..estas entidades o sujetos colectivos no pueden cons 
tituirse —como las asociaciones comunes— para perseguir cualquier fin desinteresado, 
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Para Planiol y Ripert, el principio de especialidad refiere a que las per- 
sonas morales no reconocen derechos y no celebran actos sino de acuerdo 
al objeto que tienen. Así, una asociación gremial, no está autorizada, como 
tal, a variar su objeto y dedicarse a la compraventa de inmuebles o a cele- 
brar actos de comercio.con un fin lucrativo, Debiéndose tener en cuenta la 
posibilidad de que, por acuerdo de sus integrantes, la entidad pueda modifi- 
“car su objeto, pero siempre sujeta a la condición legal del tipo de asociación 
.preestablecida, adecuando sus actos al desarrollo de la actividad que se le 
* reconoce como función principal. 


.. Una asociación gremial no puede pretender sinorealizar los actosnece- 
sarios para desarrollar eficazmente los propósitos establecidos en sus esta- 
tutos, que constituyen la ley a la cual deben someterse (38). 


De este principio jurídico, ordenador de las personas ideales, se des- 
prenden múltiples consecuencias de suma importancia para las institucio- 
** nes en general, y en especial, para las de derecho social. 


La primera consecuencia que interesa particularmente en el derecho 
sindical, es clarificar cuáles son los límites institucionales que, en una de- 
. mocracia representativa, adoptan las entidades dederechopúblico no estatal 
o.derecho social. Límites que las distinguirán de otras entidades gremiales, 
¿como las cámaras empresarias o lo colegios profesionales. Y también servirán 
«para deslindar la actividad sindical legítima, de la propia de esas otras entida- 
: des del derecho público no estatal que son los partidos políticos. 


El principio de especialidad limita al sindicato en su frontera con el par- 
_.tido político, la asociación mutual, la cooperativa o la sociedad anónima. De 
“ esta limitación no debe desprenderse un debilitamiento del sindicato, sino 
“uña concentración de la fuerza de gestión, en función del objeto de repre- 
sentación y acción que se le reconoce. 


En una democracia representativa y social, hace a la pureza del sistema, 
que no se puedan mezclar los roles respectivos y debilitar a las instituciones 
de la cual depende su funcionamiento. 


9. EL PRINCIPIO DE UNIDAD SINDICAL 


El asociacionismo obrero se lleva a cabo desde la clara noción de que la 
. unidad hace la fuerza de las organizaciones. 


El derecho sindical estructura formas de fortalecimiento de la unidad 
en las categorías de trabajadores, en cuanto ellos ejercen el poder de aso- 
ciarse libremente. 


sino que deben ineludiblemente prefijarse como objetivo la defensa y representación de 
un cierto interés inherente a su propia naturaleza, que las distingue y las tipifica” En Elmo- 
delo sindical argentino, Rubinzal-Culozni, Santa Fe, 1988, p. 112. 

(38) Conf. CABANELLAS, op. cit., p. 268, 
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En el caso del derecho positivo argentino, las leyes de asociaciones pro.* 
fesionales han procurado la unidad sindical como un principio general. A 
punto que, al sistema legal de asociaciones sindicales, se lo suele denomi 
nar de unicidad o unidad promocionada por la ley (39). 


Este principio del derecho colectivo mantiene una delicada tensión co; 
la propia de la representación democrática y el respeto a la pluralidad sin 
dical. Por cuanto, todo lo que hace a la promoción de la unidad, en funció: 
del ejercicio de la libertad asociativa, en la medida en que burle a la repre 
sentación proporcional o la igualdad jurídica de las asociaciones, estar 
otorgando un tratamiento peyorativo a determinadas organizaciones, par, 
beneficiar la existencia de otras. 


La O.ILT. tiene tomada posición en sus recomendaciones a favor de 1 
unidad sindical, pero con el reparo de que esa unidad debe ser el resultad 
de la libre resolución de los trabajadores y no el resultado de un mecanism 
de compulsión legal. A 


El modelo sindical argentino, que las leyes impusieron, fue el de promo 
ción de la unidad por medio del sindicato con personería gremial, otorgán 
dole a éste un trato preferencial en cuanto: 


a) Sele otorga el poder de convencionar colectivamente en representa 
ción de su categoría representada al reconocerle la condición de se 
el más representativo. 


b) Se le reconoce el poder de imposición a mérito de la negociación co- | 
lectiva concretada, sobre toda la categoría de trabajadores represen- 
tados, independientemente de la condición de afiliactón de éstos. 


c) Sele adjudica el poder de obligar a los empleadores a la retención de: 
las contribuciones por cuotas de afiliación de sus asociados. 


d) El principio de unidad sindical impone también reglas complemen- 
tarias, como la de la concentración de la representación en la em- 
presa, que la jurisprudencia se encargó de desarrollar, desactivando 
el principio de igualdad jurídica de los sindicatos (aun de los que 
cuentan con personería gremial reconocida) (40). 


(39) Conf.: Esto pormenorizadamente es detallado y defendido corno un valor de : 
nuestra legislación por Néstor T. Corte, en su obra El Modelo Sindical Argentino, Rubin-. .: 
zal-Culzoni, Santa Fe, 1988. 7 

(40) Véaser: “Existe la posibilidad de distinguir la actividad de cada establecimiento, 
lo cual posibilitaría que concurriera diferentes entidades sindicales en una misma firma, 
pero ello sólo está ceñido a casos muy particulares y a empresas con finalidades muy di- 
símiles, que permiten discernir unidades técnicas de gran dimensión”. CNTrab., sala Il, ' 
1994, “Sindicato de Obreros del Caucho c. Ministerio de Trabajo”, Relaciones Laborales y 
Seguridad Social N? 5, p. 489; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo Í, 
1105, p. 339. 
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Comoregla informadora del derecho, el principio de unidad noes abso- 
Juto y cobra sentido en relación con el de libertad, que impone un respeto 
“necesario a la pluralidad en la vida de las asociaciones y en las relaciones 
ntre éstas. 


Los valores quelo fundamentan son sólidos, pero su aplicación concreta 
oloca en dificultades al operador de derecho, si implica la desactivación de 


as.otros principios. 


DAS 


CAPITULO 6 


LA TIPOLOGÍA SINDICAL 


SUMARIO: 1. Las formas que adopta el asociacionismo sindical.— 2. Con- 
flictos sindicales y tipos de asociaciones.— 3. El sindicato de oficio.— 4. El 
sindicato de empresa.— 5. El sindicato de actividad.— 6. El sindicato de je- 
rárquicos.— 7. Clasificación de los tipos sindicales a partir del poder de re- 
presentación alcanzado.— 8. El sindicato sin inscripción.— 9. El sindicato 
simplemente inscripto.— 10. El sindicato con personería gremial.— 11. Las 
asociaciones sindicales atípicas. 


1. LaS FORMAS QUE ADOPTA EL ASOCIACIONISMO SINDICAL 


Aunque las primeras asociaciones obreras actuaron de hecho y sin regis- 
tración o permiso, lo cierto es que, al tiempo, trataron de regularizar su situa- 
ción como asociaciones civiles y procuraron ser reconocidas como tales. 


Determinados sindicatos acataron de motu proprio un limitado control 
y cierta registración oficial. Así, en otras épocas, fue posible tramitar la per- 
sonería jurídica de las asociaciones profesionales, en forma independiente 
de la personería gremial. 


Esta situación asumida por algunas instituciones era reconocida en el 
art. 36 de la ley 14.455, que hacía la salvedad de que esas asociaciones con 
doble registro y habilitación, estarían exclusivamente controladas por el 
Ministerio de Trabajo (1). 


Es posible distinguir las siguientes alternativas asociacionales para los 
sindicatos: 


1. Las asociaciones sindicales de hecho. Entre las que podríamos encon- 
trar: 


a) Las que en su etapa embrionaria actúan sindicalmente, pero todavía 
no fijaron estatutariamente sus fines y competencia. Corresponden 
a la simple coalición. 


(1) Art. 36, ley 14.455: “El contralor de las asociaciones pro fesionales con personalidad gre- 
mial que hubieren obtenido personería jurídica en virtud de las disposiciones del derecho común, 
estará a cargo exclusivo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
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b) Las que se dieron sus estatutos, y por lo tanto, auto limitaron sus fi. 
nes y competencias, y adoptaron mecanismos de representación de 
sus afiliados. 


c) Las que además de haber cumplido con esos requisitos, como aso- 
ciaciones, consiguieron del Estado el otorgamiento de su personería ' 
jurídica, sometidas a los contralores del derecho común. 


2. Las asociaciones sindicales inscriptas en el registro que lleva el Minis- 
terio de Trabajo y Seguridad Social. Con o sin personería jurídica otorgada. 


En esta especie podemos distinguir: 


a) Las que consiguieron la inscripción y no han accedido a la represen- 
tación gremial. 


b) Las que habiendo accedido a la representación gremial, en algún ' 
momento la perdiercn. 


3. Las asociaciones sindicales a las que se le ha otorgado personería gre- 
mial, lo que implica también, el registro de la resolución que reconoce este ' 
estado o capacidad de representar a la categoría profesional y no sólo a sus 
afiliados. 


Desde un enfoque histórico, es más fácil advertir estas variables tipo- 
lógicas, porque ellas corresponden a la dinámica asociacional que fueron - 
adquiriendo en la realidad. 


El sindicato nace en la realidad argentina, con el cuño de la protesta y el 
enfrentamiento a un orden injusto. Un orden estatuido que, a su vez, no lo 
quiere, en realidad, lo repele y lo reprime. Es la organización que nace del 
conflicto, en especial, la huelga (forma más primaria de la coalición) y que 
perdura en el tiempo con vocación de continuidad. El comité de huelga que 
se hace permanente. 


Como los sindicatos iniciales estaban además constituidos por extran- 
jeros, sobre los que pesaba incluso la posibilidad de la deportación (ley de 
residencia 4144), fue natural que la organización se resistiera todo lo que 
pudo al registro y el conocimiento por la autoridad de sus cuadros directi- 
vos y asociados, ya que ello implicaba facilitar los medios para la represión. 


Paralelamente a la carga de justificada rebelión, también se da la nece- 
sidad de aceptar limitativamente el orden jurídico vigente, en aquello que, 
alcanzando a la totalidad de la comunidad, es justo que no discrimine a los 
trabajadores. 


Para ello, la asociación asume el rol de la mutual, y como tal, busca la 
personería jurídica propia de cualquier asociación civil con fines útiles y se 
somete al orden jurídico vigente. 


Los que creen que esta realidad sólo corresponde a una etapa histórica 
totalmente superada, ignoran los actuales problemas del sindicalismo no 
burocratizado. 
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Los obreros argentinos, en su continuo proceso de organización, ganan 
; pierden los estados antes mencionados. Y la Ley de Asociaciones Sindica- 
les 23.551, con un marcado contenido conservador y una carga corporativa 
ala que no son ajenas sus fuentes históricas, privilegia el orden constituido 
y sacraliza el mapa sindical, que consiste en el organigrama de las presen- 
taciones posibles. 


El gremio, como centro imputativo de normas (persona ideal), cuenta 
con el derecho a la coalición para la huelga, lo que de por sí, expresa una 
forma básica de libertad asociativa, destinada a la conquista de derechos, 
por la defensa de intereses legítimos.o la autodefensa de los derechos ante- 
riormente adquiridos, que se encuentren violados en la realidad. 


Esa es la forma primaria del asociacionismo de lostrabajadores y resulta 
históricamente la fundante de la acción sindical. Muchos sindicatos nacie- 
ron del conflicto puntual y de estas coaliciones para la huelga. 


Cuando el gremio institucionaliza y hace permanente en el tiempo la 
asociación, pasa a actuar como sindicato. 


Los sindicatos, observados desde una óptica temporal, a partir de su de- 
sarrollo y los poderes legitimados de representación que van adquiriendo o 
perdiendo en su existencia, pueden ser clasificados así: 


a) El sindicato que está constituido mediante asamblea y estatuto que 
lo rige y tiene pendiente su inscripción gremial; 


b) El sindicato simplemente inscripto, y; 
c) El sindicato que cuenta con personería gremial. 


Debe tenerse en cuenta que esta secuencia de formas sindicales no ne- 
cesariamente responde al orden antes detallado. Un sindicato simplemente 
inscripto puede alcanzar la personería gremial y luego perderla, por lo que 
vuelve a esa condición anterior. 


A cada una de esas formas sindicales le dedicaremos un capítulo más 
adelante, a los cuales remitimos al lector. 


Esta tipología secuencial, que observa al sindicato, especialmente des- 
de la óptica temporal, tiene directa relación también con el grado de repre- 
sentatividad ejercido. 


La representatividad es la base del poder democrático sindical. Dicen 
G. H. Camerlynck y G. Lyon Caen: “los poderes reconocidos a los sindicatos 
están condicionados por su representatividad” (2). 


Apuntan que la representatividad, a menudo es concebida de manera 
más estricta en Francia que en otros países. Citando el caso de los Estados 


(2) Véase CAMERLYNCK, G. H. y LYON-CAEN, G.: Derecho del Trabajo, traducido de la 
5% edición francesa por Juan M. Ramírez Martínez, Aguilar, Madrid, 1974, p. 395. 
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Unidos, donde el sindicato mayoritario, en la “unidad de negociación”, es 
quien tiene reservado el poder para, por sí solo, concertar el convenio colec- 
tivo. Y señalan que el régimen francés es más respetuoso con el pluralismo, 
concediendo una representación proporcional de los sindicatos en los órga- 
nos a los cuales la representatividad da acceso. 


Como veremos en este aspecto (la negociación colectiva), nuestro siste- 
ma está más cerca del estadounidense, que del francés. 


Observando alos sindicatos desde el conjunto delos trabajadores repre- 
sentados y los intereses profesionales que provocan la organización asocia- 
tiva, se advierten otras formas que adoptan distintos tipos. 


La Ley de Asociaciones Sindicales 23.551, en su Título I, “De los tipos de::: 
asociaciones sindicales”, formula algunas precisiones conceptuales sobre * 
las formas asociacionales adoptables, que deben ser tomadas como pres- 
cripciones orientativas. Previsiones que ayudan a captar la realidad sin pre- ' 
tender agotarla. 


En su art. 10, la L.A.S., centra el desarrollo conceptual, en la compren- 
sión de la función de las asociaciones, a partir de la naturaleza de la repre- 
sentación ejercida. Dice: 


“Se considerarán asociaciones sindicales de trabajadores las constituidas 
por: 


a) Trabajadores de una misma actividad o actividades afines; 


b) Trabajadores del mismo oficio, profesión o categoría aunque se desem- 
peñen en actividades distintas; ' 


c) Trabajadores que presten servicios en una misma empresa”. 


La norma sirve para visualizar que los trabajadores, fundan sindicatos 
en función de objetivos delimitados por el libre poder asociativo de quienes 
se reconocen como compañeros. 


Las categorías de la representación dependen de las actividades econó- 
micas en la sociedad. Actividades que pueden categorizarse: 


a) Porel oficio o profesión; 
b) Por los estratos jerárquicos en los oficios o las profesiones; 
c) Por la inserción en una empresa a partir de su propia actividad; 


d) Por la inserción en una actividad económica compleja, en la que 
diversas empresas abarcan un quehacer económico con notas co- 
munes. 


La L.A.S. 23.551, en su art. 11, prolonga esta conceptualización, advir- 
tiendo que las formas adoptables para esos tipos de asociaciones son: 


LA TIPOLOGÍA SINDICAL 187 


a) Sindicatos o uniones., 


Debiendo entenderse que esta forma institucional de lo asociativo, re- 
fiere a la organización de primer grado, sin delegaciones indirectas de la 
representación ejercida. 


Por supuesto que la norma no excluye el uso de otros nombres por las 
asociaciones de esta clase. Son estos los sindicatos de primer grado, que 
también podrán llamarse Centro, Asociación u otros términos que los tra- 
- bajadores adopten en el ejercicio libre y autonómico de su poder asociativo. 


Los sindicatos de primer grado pueden actuar en distintas regiones a 
ravés de seccionales, que no dejan de ser simples representaciones locales, 
jue operan sin contar con personería gremial propia (3). 


Las seccionales actúan como departamentos administrativos del sindi- 
cato de primer grado (4). 


b) Federaciones, cuando agrupen asociaciones de primer grado. 


Refiere la ley a las entidades sindicales compuestas, en las que las insti- 
tuciones de primer grado, celebran acuerdos asociativos de segundo grado. 
Pasan a actuar a partir de principios federativos, creando, a su vez, nuevas 
instituciones de representación compleja e indirecta. 


Son éstas las entidades que asumen el principio de descentralización de 
la gestión democrática de la representación, a partir de la constitución de 
mandatos federativos. 


La existencia de estas entidades tiene las limitaciones temporales pro- 
pias de los acuerdos federales. 


. Los sindicatos de primer grado, en su existencia, preceden temporal- 
mentea sus federaciones, coexisten con ellas, mientras los pactos federativos 
subsisten y continúan su existencia luego de que esos pactos fenecen (5). 


(3) Conf.: SC Bs. As., 11/4/1995, “López, Alejandra Ivón c. Molino Harinero San Cayetano”; 
Carpetas del Derecho del Trabajo, 3974; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Tra- 
bajo 1, 1083, p. 337. 

(4) Véase: “La personería gremial de la asociación de primer grado ampara a sus seccio- 
* nales, las que en tanto son simples departamentos de carácter administrativo no requieren de 
personería propia (arts. 21, 23 y 25 de la ley 23.551). Y de suyo, sus autoridades —cumplidos 
“los recaudos legales y estatutarios— gozan del derecho a la estabilidad sindical instituida en la 
ley(arts. 11, inc. a, y 25, ley citada). SC Bs. As., 27/5/1997, “Celayetta, Juan Carlos c. Roux Ocefa 
S.A.; Carpetas de Derecho del Trabajo, 4185; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del 
Trabajo I, 1082, p. 337. 

(5) Registramos este caso al respecto: “Sila Federación Argentina d e Luz y Fuerza, median- 
teresolución de la XXXIV Asamblea (10/12/92) separó de su ámbito al Sindicato de Luz y Fuer- 
za de Mar del Plata, el convenio homologado a posteriori por dicha Federación y las empresas 
Eseba S.A, Eseba Distribución S.A. y Eseba Generación S.A. no alcanza al Sindicato escindido. 
Aceptar lo contrario implicaría introducirse directamente en la esfera de la libertad sindical 
garantizada constitucionalmente (art. 6% de la ley 23.551, art.14 bis de la C.N, Declaración Uni- 
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Esto tiene particular importancia en cuanto a las consecuencias de los 
actos sindicales en general, y en especial, en cuanto ala celebración de con. 
venios colectivos de trabajo. 


c) Confederaciones, cuando agrupen a las asociaciones contempladas 
en los incisos que preceden a éste. 


Son las entidades creadas a partir de pactos federativos alcanzados por 
organizaciones de primer y segundo grado (6). 


Las confederaciones sindicales, como organismos de tercer grado, pue- 
den unirse y agruparse y subordinarse a partir de acuerdos. 


Existen confederaciones por actividad o representando categorías de- 
terminadas (algunas de ellas de personal jerárquico), que pueden conflu 
en confederaciones nacionales. 


En el seno de las confederaciones (como organismos de tercer grado), 
pueden darse situaciones propias de movilidades federativas de rango in- 
feriores (7). 


A partir de desarrollar el concepto del sindicato más representativo, re- 
conociéndole la personería gremial, la L.A.S. 23.551, promociona este tipo 
de representación..Sin que por ello deba entenderse, que la acción federa- 
tiva y confederativa sindical, les esté vedada a los sindicatos sin personería 
gremial. 


El art. 32 de la L.A.S. 23.551 prevé, como criterio para adjudicar el reco- 
nocimiento de la condición de más representativa a las federaciones, que 
afilien a asociaciones de primer grado que cuenten con la mayor cantidad 
de los trabajadores cotizantes comprendidos en su ámbito. Y repite el crite- 
rio para las confederaciones más representativas, ya que se considera como 
tales, a las que afilien a entidades con personería gremial que cuenten con 
la mayor cantidad de trabajadores cotizantes. 


versal de los Derecho Humanos, Pacto de San José de Costa Rica, entre otros)” CNTrab., sala VI, 
sent. 41.294 del 21/10/1994. “Sindicato de Luz y Fuerza de Mar del Plata c. Ministerio de Traba- 
jo s/ Ley de Asociaciones Sindicales”. 

(6) Véase: “La Confederación General del Trabajo es una asociación de sindicatos, que se 
encuentra inscripta en el registro ordenado por el art. 14 bis de-la Constitución Nacional y a la 
que, conforme las leyes regulatorias de la actividad, se le ha otorgado personería gremial, lo que 
define a una persona jurídica especial, cuyo objeto es la defensa y promoción del interés co- 
lectivo de los trabajadores, lo que explica y justifica la existencia y actuación de los sindicatos” 
CNTrab., sala de feria, 24/1/1997, “Confederación General del Trabajo de la República Argenti- 
na c. Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional)” DT, 1997-A, 506; en Digesto Práctico La Ley, - 
Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1087, p. 337. h 

(7) Conf.: “La CTERA es una entidad sindical de 32 grado con personería gremial y con 
una zona de actuación amplia, pero no nacional. El hecho de que dos asociaciones sindicales - 
adheridas a CTERA hayan decidido emprender una experiencia federativa, revela el ejercicio * 
de la libertad sindical, pero no constituye obstáculo alguno a la plena realización de los tra- 
bajadores representados por dichas asociaciones o encuadrados en aquélla” CNTrab., sala VI, 
10/02/1989, “CTERA c. Ministerio de Trabajo s/ sumarísimo”. 
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Entre esos poderes de representación de las federaciones y confedera- 
ciones, pueden estar los de negociar colectivamente por sus integrantes, a 
«partir de las respectivas situaciones estatutarias admitidas. 


En el caso de las confederaciones, ello lleva incluso a la celebración de 
acuerdos marcos, determinantes de posteriores negociaciones que deberán 
: articularse con los mismos. 


: Federaciones y confederaciones podrán representar a las entidades de 
grado inferior adheridas a ellas, en toda tramitación de índole administra- 


tiva. 


“Y al efecto, la ley admite que puedan deducir y proseguir los recursos 
ie fuese conveniente interponer y adoptar las medidas que hubiere me- 
¡ester para la mejor defensa de los derechos de las mismas (art. 34). 


Siendo las federaciones obreras, entidades que agrupan a sindicatos de 
imer grado, teniendo cada uno de ellos una extensión territorial asignada, 
- sinembargo, el ámbito de actuación espacial que se les reconoce, puede ser 
mayor que la sumatoria de los ámbitos de sus federados. 


Se admite entonces, que el reconocimiento del ámbito espacial de la 
entidad de segundo grado, implica el poder de representación, a ejercer en 
onas que no tienen organización sindical de primergrado que la reivindi- 
quen como propia. 


En esos casos, la ley permite que la entidad de segundo grado actúe asu- 

miendo la representación directa de los trabajadores, “en aquellas zonas o 

'émpresas donde no actuare una asociación sindical de primer grado con 
personería gremial” (art. 35 de L.A.S. 23.551). 


Las asociaciones de grado inferior, por vía estatutaria, al constituir o 
«incorporarse en otra de grado superior, podrán delegar en ésta facultades 
de intervención. La delegación deberá ser expresa, referida a causales pre- 
.determinadas, y la ley impone que toda intervención sea ordenada por el 
máximo órgano de dirección de la entidad interventora, garantizándose el 
debido proceso, con apelación recurrible ante la justicia laboral. 


El art. 36 de la L.A.S., adjudica competencia a la Cámara Nacional de 
Apelaciones del Trabajo en la materia, pero se nos ocurre que aquí, la com- 
Petencia de los órganos judiciales provinciales, cuando corresponde a los 
conflictos de las organizaciones locales, siendo propia del derecho común, 
no es delegable, por lo que la ley, en esos casos, resulta impugnable por in- 
constitucional, ya que agravia a la estructura federal de la Nación. 


Es inadmisible que la CSJN tenga por doctrina que estas cuestiones son 
de derecho común y sostenga que a la justicia provincial no le corresponda 
actuar en su resolución (8). 


(8) La CSJN tiene sentada esta doctrina: “Son cuestiones de hecho, prueba y de derecho 
común, propias de los jueces de la causa y ajenas, como principio, a la instancia del art. 14 de 
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2. CONFLICTOS SINDICALES Y TIPOS DE ASOCIACIONES 


La categorización de los tipos sindicales a partir de la asunción de for- 
mas complejas de representación institucional por grados de asociación, re- 
sulta necesaria para resolver conflictos entre sindicatos de distinto grado. 


Conflictos que pueden procesarse en el Ministerio de Trabajo (9), pero 
que siempre deberán poder judicializarse. 


Los tipos sindicales determinan la naturaleza de los conflictos de en- 
cuadramiento sindical e inciden indirectamente en la resolución de los : 
conflictos de encuadramiento convencional. No siempre la doctrina y la 
jurisprudencia han determinado con claridad las distinciones y límites * 
conceptuales entre estas dos cuestiones distintas (el conflicto de encuadra- 
miento sindical y el conflicto de encuadramiento convencional). 


Son conflictos de encuadramiento sindical puros, los que corresponden : 
a la confrontación entre sindicatos. 


Son conflictos de encuadramiento convencional, las confrontaciones 
entre empleadores y sus organizaciones representativas por una parte, y 
trabajadores y sus organizaciones sindicales por la otra. 


Suele suceder en estos conflictos, que los empleadores y sus organiza- 
ciones, apoyen a determinadas organizaciones sindicales en detrimento de 
otras (10). 


En esta materia debe distinguirse, en el accionar de los empleadores y 
sus organizaciones, lo que es el procurar la determinación del derecho apli- 
cable al caso, de la formulación de políticas propias de prácticas desleales. 


la ley 48 las referidas a la interpretación de las normas que atañen al cumplimiento de los re- * 
caudos necesarios para obtener y mantener la personería gremial, corno asimismo determinar 
cuál es el sindicato más representativo de la actividad o categoría profesional de que se trata". 
“Sindicato de Capataces, Personal Administrativo y Vigilancia de Cantera de Cal, Piedra y Afi- 
nes de la Provincia de Córdoba”; 01/01/1977, Fallos, 298:681. 

(9) La CSJN sostiene: “Resultan innegables las facultades del Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social para resolver el diferendo entre una entidad de grado inferior, el sindicato, y otra 
de grado superior, la federación (art. 60 de la ley 23.551)”. “Salasevicius, Wenceslao Jorge y otro 
c. Dirección Nacional Asociaciones Sindicales (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) s/ ac- 
ción de amparo” 01/04/1992, Mag: Levene, Cavagna Martínez, Barra, Fayt, Belluscio, Petracchi, 
Nazareno, Moliné O'Connor. Abs: Boggiano. S. 160. XXI. 

(10) Suelen darse fallos en los que se advierte la clara existencia de una zona gris y poco 
clara entre ambos conflictos. Por ejemplo: “Para dirimir los conflictos de encuadramiento sin- 
dical deben tomarse en consideración dos elementos fundamentales: el ámbito de representa- 
ción que confieren a las asociaciones gremiales en pugna, las resoluciones administrativas que 
les otorgan personería gremial, ya que éstas delimitan el ámbito de representación sindical de 
cada una de ellas, y la actividad principal de la empresa en que se desempeña el personal cuya 
representación pretenden ambos sindicatos” CNTrab., sala III, 14/06/1995, “Sindicato de Em- 
pleados de la Industria del Vidrio c. Ministerio de Trabajo s/ Ley de Asociaciones de Salarios”. 
Mag. Votantes: Guibourg - Lescano. 
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Profundizaremos el tema en el capítulo en que se tratan las prácticas 
desleales. 


3. EL SINDICATO DE OFICIO 


El sindicato de oficio, aquel que unía a los trabajadores de una misma 
: profesión, fue históricamente una de las iniciales manifestaciones de la ca- 
pacidad de organización de sus trabajadores (11). 


En el país, los zapateros de San Crispín, los tipógrafos de la ciudad de 
Buenos Aires o La Fraternidad, que unió a los conductores de locomotoras 
yfogoneros, fueron los ejemplos fundantes y aleccionadores para una clase 
trabajadora, que aprendió a defenderse a partir de lá toma de conciencia de 

- su estado de explotación. Algunos de ellos fueron escuelas sindicales para 
Latino América. 


Este tipo sindical corresponde a una organización primaria de la cate- 
-goría profesional. De tipo horizontal. En la que la forma de la prestación de 
la tarea (el oficio), brinda las pautas que determinan objetivamente la razón 
de la unidad. En ellas el interés profesional pasa por la actividad del trabaja- 
dor, con indiferencia de la actividad del empleador o el tipo de la empresa. 


Los sindicatos de oficio, siendode los más antiguos, guardan claros nexos 
con los gremios y los colegios profesionales. Sus antecedentes históricos. 


4. EL SINDICATO DE EMPRESA 


Con el advenimiento de la gran empresa capitalista, cobra importan- 
cia el sindicato de empresa, que une a los trabajadores que actúan para un 
mismo patrón, primando esa condición sobre la del oficio que se ejercía. 
Distintos oficios se hermanaban por la condición de sujeción a un poder 
apropiador del trabajo en común. 


En todo Latinoamérica, el sindicato de empresa alcanza granimportan- 
cia representativa, confluyendo para ello, que en nuestros países, la empre- 
saextranjera logra alcanzar con sus inversiones gran desarrollo y por con- 
trapartida los trabajadores deben organizarse a tenor del adversario. 


Este tipo de organización es la primaria forma asociativa de trabajado- 
res unidos por la actividad del empleador. 


(11) Véase: “En el derecho positivo argentino las organizaciones sindicales se agrupan por 
actividad, por el oficio, profesión o categoría de Jos trabajadores aunque se desempeñen en ac- 
tividades distintas, o por empresas en los casos que las situaciones de hecho y las normas jurí- 
dicas lo autoricen”. CNTrab., sala 111, 31/5/1991, “Sindicato Unico de Trabajadores del Neumá- 
tico Argentino c. Ministerio de Trabajo”, DT, 1991-B, 1204; en Digesto Práctico La Ley, Derecho 
Colectivo del Trabajo 1, 1063, p. 335. 
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La unidad asociacional encuentra como razón de ser, el estado de de- 
pendencia con el mismo patrón. Distintos oficios se unen a partir de un in-* 
terés común determinado por la naturaleza del empleador. 


La organización aunque primaria, sigue un patrón vertical y en ellas la- 
similitud de los oficios no es determinante. Sí lo es la común participación - 
del estado de dependencia a partir de actividad del empleador. 


Julio Godio afirma, que en los países industrialmente atrasados, ha per-: 
sistido el sindicato de empresa o la federación de sindicatos de empres 
locales y nacionales. Y que por contrapartida, en los países altamente desa- 
rrollados, la fase del sindicalismo de oficio ha sido superada por la organ 
zación de fuertes sindicatos nacionales por rama de actividad, que a su vez, 
se reúnen en poderosas centrales sindicales nacionales (12). 


La L.A.S. 23.551, promociona la organización sindical por actividad eco 
nómica, a partir del reconocimiento de que en la realidad social ella suele 
suceder desde una red compleja de explotación por varias o muchas empre- 
sas. Para ello, determina que la personería gremial solo le sea otorgada a los. 
sindicatos de empresa, “cuando no obrare en la zona de actuación y en | 
actividad o en la categoría una asociación sindical de primer grado o unión” 
(art. 29, L.A.S. 23.551). 


5. EL SINDICATO DE ACTIVIDAD 


El desenvolvimiento de la actividad sindical de la empresa, encuentra 
un posterior paso de desarrollo al reconocer un patrón común de unidad en 
la actividad de empresas análogas (13). 


(12) Afirma: “La existencia de sindicatos de oficio o sindicatos de empresa, sin articula- 
ciones sólidas a nivel nacional, es consecuencia de un sistema económico basado en una inci- 
piente división social del trabajo. Un rasgo de las economías subdesarrolladas es la existencia 
de pequeñas y medianas empresas dispersas, que establecen separadamente convenios con 
sus trabajadores. También es un componente característico de estas sociedades el hecho que 
presentan economías de enclave, donde los sindicatos contratan con las empresas sin que estos 
compromisos se integren dentro del contexto económico global del sistemá nacional”. GODIO, 
Julio: El movimiento sindical latinoamericano en los años 80, publicación del Instituto Latino-* 
americano de Investigaciones Sociales, Caracas, Venezuela. 

(13) Son éstos los llamados sindicatos verticales: “La entidad apelante sólo tiene como 
ámbito de representación el de los trabajadores de aquellas empresas que se dedican, como 
actividad esencial que las define, a la elaboración de pastas, sea cual fuere la tarea que, en estas 
unidades realicen los dependientes, lo que surge de la misma resolución que le acuerda la re- * 
presentación y patentiza su carácter de sindicato “vertical! Es incuestionable que si el recurren- 
te es un sindicato vertical, porque su representatividad está determinada por la actividad de 
las empresas que ocupan a sus representados, es obvio que no puede pretender representar a 
trabajadores que aunque elaboren pastas alimenticias no se desempeñen en una empresa cuya 
finalidad empresaria no sea la elaboración de pastas alimenticias”. CNTrab., sala IV, 27/3/1991, 
“Establecimiento Modelo Terrabusi S.A.I.C/; DT, 1991-B, 1470; en Digesto Práctico La Ley, De-. 
recho Colectivo del Trabajo1, 1066, p. 335. 
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Distintos oficios se unen para enfrentar a patrones distintos, que com- 
parten los mismos intereses en cuanto a una actividad común. 


“Las leyes sindicales argentinas han procurado desde antiguo la promo- 
“ción de este tipo de sindicatos, colocando al sindicato de oficio y al de em- 
presa en situación de demérito con referencia a aquél. 


En todo ello se advierte el propósito de gravitar desde la ley a favor de 
Ta'únidad sindical, a partir de racionalizar los conflictos en función de una 
:política económica que permita la planificación. 


“1 Por supuesto, estos criterios son resistidos por todos aquellos que des- 
reen de toda forma de planificación de la economía. Y en especial, por los 
que tras un argumento de ese tipo, sólo están interesados en debilitar las 
fierzas del sindicalismo, a partir de promover su anarquización. 


- Godio, a quien ya citáramos con referencia a los sindicatos de actividad, 
expresa: “...el sindicato nacional por rama de actividad organizado a partir 
de lás economías de alta concentración de capital, permite a la clase obrera 
ctuar unida, ya sea a nivel de rama de la industria o de la economía nacio- 
al en su conjunto, frente a los empresarios y al mismo estado. Sin embar- 
'o, NO se trata tampoco de cualquier tipo de sindicato nacional por rama 
“dé :actividad clasista y que practiquen la democracia sindical. Estructuras 
sindicales nacionales poderosas pero autoritarias y burocráticas pueden al 
mismo tiempo servir para frenar las luchas obreras e inclusive para utilizar 
el movimiento sindical como apoyo para golpes militares, como ha ocurri- 
do en Brasil o la Argentina en 1966” (14). 


6. EL SINDICATO DE JERÁRQUICOS 


Es notorio en nuestro país y en el derecho comparado, que uno de los 
pos sindicales que tiene más desarrollo, es el que comprende al sindicalis- 
mo del personal jerarquizado. 


Si bien el principio de unidad sindical actúa como regla básica de la ac- 
- ción sindical, la libertad para constituir asociaciones, a partir de la propia 
: experiencia de las diversas categorías profesionales, determina la existencia 
deintereses diferenciados, que pueden distanciar alos trabajadores de base 
de su personal superior. ¡ 


A ciertos niveles superiores, los propios estatutos de las asociaciones 


sindicales y los convenios celebrados, contemplan expresas exclusiones del 
personal de base. 


La constitución inicial de estas organizaciones era libre, a partir del 
ejercicio de la libertad sindical, cuando no existían superposiciones de ca- 


(14) Véase GODIO, Julio: op. cit. 


RICARDO J. CORNAGLIA 


tegorías a representar. Con la ocupación del mapa sindical por parte de los * 
sindicatos, sobre todo los de actividad preexistentes, la constitución de los 
sindicatos de jerárquicos refirió a conflictos de representación y procesos 
de enucleación. 


Los requisitos que se exigen a estas asociaciones para concederles la 
personería gremial son: 


a) Demostrar que tienen intereses diferenciados que justifican la exis- 
tencia de la nueva categoría. 


b) Cumplimentar con los requisitos del art. 25 de la L.A.S, 23.551. Lo 
que implica: 1) una actuación previa como sindicato simplemente 
inscripto no menor de seis meses; 2) contar con la afiliación de al 
menos el veinte por ciento de la categoría de trabajadores a repre- 
sentar; 3) ser calificado como el más representativo, a partir del co- 
tejo con las afiliaciones promedio de los últimos seis meses. 


Se producen porlo tanto enucleaciones en las categorías, dividiendo ala 
clase dependiente; y una de las formas más comunes de la enucleación, se. 
da por la constitución de nuevas organizaciones para el personal jerárquico 
y superior. 


Un caso típico que ejemplifica esto fue la creación de A.S.I.M.R.A., Aso- 
ciación de Supervisores de la Industria Metalúrgica. Sindicato éste que se 
desprende de la U.O.M., Unión Obrera Metalúrgica. 


En el conflicto intersindical, bastó que el nuevo sindicato que nuclea- 
ba a los supervisores, demostrara que contaba con 1.229 afiliaciones, sobre 
una categoría estimada de 4.600 trabajadores, y que la U.O.M, nada probara 
en el respectivo cotejo, para que se le reconociera la personería gremial a 
esta nueva entidad (15). 


En 1991 el M.T.yS.S. de Argentina, informaba a la O.L.T., que registraba 
a 54 sindicatos de personal jerárquico como inscriptos y otros 74 sindicatos 
del mismo tipo, con personería gremial otorgada (16). 


Lo hacía en el Caso N* 1551, por queja contra el Gobierno de Argenti- 
na, practicada por la Coordinadora de Entidades Gremiales Jerárquicas de 
la República Argentina (C.E.G.J.R.A.). Dicha queja tenía por antecedentes 
otras ya practicadas en los casos 1456 y 1496, en marzo de 1990. 


(15) Véase: CSJN, “U.O.M. c. A.S.I.M.R.A.; en DT, 1962-521, en el que se debatió el tema de 
a cuál de las partes correspondía la carga de la prueba de las afiliaciones. En ese caso, la falta de 
prueba de la U.O.M., determinó que perdiera la representación ejercida. Mario L. Deveali, co- 
mentó el caso en la publicación ya citada, señalando que: “La libertad sindical, valientemente 
defendida por las asociaciones de trabajadores no puede ser violada por ellas, con la finalidad 
de difundir una estructura preexistente que los interesados no consideran más idónea para la 
defensa de los específicos intereses profesionales”. 

(16) Véase: 279* Informe del Comité de Libertad Sindical, aprobado por el Congreso de Ad- 
ministración en su 251* reunión (Ginebra, noviembre de 1991). 
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La entidad representativa del personal jerárquico, en el caso 1456, se 
refería a la ley 23.551 de asociaciones sindicales y a su decreto reglamenta- 
rio 467/88, denunciando que contienen disposiciones que violan los Conve- 


nios 87 y 98. 


Se denunciaban los arts. 28 de laley y 21 del reglamento (número de co- 
tizantes requerido para que una organización sin personería gremial pueda 
desplazar a otra con personería gremial que opere en el mismo ámbito), el 
art. 29 (condiciones para que un sindicato de empresa obtenga la persone- 

gremial), art. 30 de la ley (condiciones para la concesión de la persone- 

gremial a los sindicatos de oficio, profesión o categoría), y artículos de 
ley que otorgan derechos exclusivos a las organizaciones con persone- 
gremial (representación de intereses colectivos, negociación colectiva, 
de obras sociales, retención en nómina de las cotizaciones 
exención de impuestos y fuero sindical privilegiado de sus repre- 

sentantes, etc.). 


_ Enel Caso 1496, la coordinadora había presentado alegatos sobre la 
aplicación de la ley en la práctica, denunciando retrasos excesivos y trabas 
burocráticas en la tramitación de la inscripción gremial y de la personería 

su negativa, la falta de aprobación de los estatutos sindicales “ade- 
cuados” a la nueva ley de asociaciones sindicales, etc. (véase 274” informe, 
ánexo, párrafo 3). 


Otra queja de la Coordinadora querellante, se refirió a que la “comisión 
especial” creada para el análisis de las cuestiones que ya habían motivado 
reclamos, sólo sirvió para que se escucharan los reclamos de las organiza- 
ciones de personal jerárquico, pero no para resolverlos. Planteó que a esa 
fechaseguían en trámite 14 expedientes con solicitud de personería gremial 
y 15 con solicitud de inscripción gremial (algunos con una antigiiedad de 5 
años), y además se habían despedido a dirigentes sindicales de organizacio- 
nes jerárquicas en el sector público, por ejemplo en HIPASAM, y en el sector 
privado, como serlos de la Asociación de Personal Jerárquico de la Industria 
Papelera, Cartón y Química Argentina (en trámite de obtención de su perso- 
nería gremial), Sres. Botta, Deminotti, Albertini y Santillán”. 


La Coordinadora alegó, por otra parte, que el decreto 1757/90 limitaba 
la negociación colectiva, al establecer en su artículo 67, la suspensión de las 
cláusulas convencionales que establezcan condiciones laborales distorsivas 
de la productividad o que impidan o dificulten el normal ejercicio del po- 
der de dirección y administración empresario de las empresas y sociedades 
del Estado, sociedades de economía mixta o con participación estatal ma- 
yoritaria y toda otra entidad en que el Estado tenga el carácter de emplea- 
dor y cuyo personal se halle actualmente regido por convenios colectivos 
de trabajo. Entre dichas cláusulas se encuentran aquellas “...que incluyan 
a niveles gerenciales o de conducción superior en el ámbito de aplicación 
de los convenios colectivos de trabajo” (art. 67, inc. e) del decreto). Dicha 
exclusión, por el momento transitoria y de conformidad al procedimiento 
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normado por el referido decreto, sería materia de negociación de las comi. 
siones paritarias de los respectivos convenios, siendo objetivo del Gobierno 
la obtención de la definitiva exclusión de esa categoría de trabajadores d 
ámbito de aplicación de los convenios colectivos, 


Ante estos reclamos se arribó a las Conclusiones y Recomendaciones del 
Comité de Libertad Sindical que se pasan a transcribir: 


“En lo que respecta a las alegadas limitaciones legales a los derecho 
sindicales de las organizaciones de personal jerárquico y a los retrasos y, 
trabas en la tramitación de la inscripción gremial y de la personería gre: 
mial, el Comité toma nota con satisfacción de la decisión del Gobiern 
comunicada a una misión de expertos de la OIT que visitó Argentina en, 
agosto de 1991, de elaborar a la mayor brevedad posible, con la colaborá:- 
ción de la OIT, un proyecto de modificaciones legales que deberá elevarse 
la consideración del Congreso Nacional, para hacer totalmente armóni: 
ca la legislación que rige las asociaciones sindicales con los principios dé 
la libertad sindical emanados de las normas internacionales del trabajo. 
El comité observa en este sentido que en el nuevo régimen legal de las 
asociaciones sindicales que se proyecta implementar, se incluye la proble: 
mática que afecta a las organizaciones de personal jerárquico (derogación 
de toda limitación a la conformación de nuevas asociaciones sindicales, 
cualquiera sea su grado o forma de representación, las que podrán obte- 
ner personería gremial; facilitación de la obtención de la inscripción y de: 
la personería gremial para los sindicatos de oficio, profesión, categoría y 
empresa, con la consiguiente modificación de los artículos 29 y 30 de lá 
ley núm. 23.551). El Comité pide al Gobierno que le informe del proceso 
de reformas en curso y confía en que en un futuro próximp podrá cons- 
tatar un progreso significativo en estas cuestiones, y que a más corto plazo 
el Gobierno tomará medidas para superar las demoras que reconoce en la 
tramitación de los expedientes de inscripción gremial o personería gremial 
de asociaciones sindicales”. 


“En lo que respecta a las alegadas limitaciones a la negociación colec- 
tiva en virtud del decreto N* 1757/90, el Comité toma nota de las observa- 
ciones del Gobierno y reitera los principios que formula en las conclusiones 
de los casos N” 1560 y 1567, examinados en el presente informe, relativos 
a las limitaciones a la negociación colectiva en situaciones de emergencia 
económica”. j 


“Por último, el Comité observa que el Gobierno no ha respondido a los 
alegatos relativos al despido de dirigentes sindicales de organizaciones de * 
personal jerárquico y le ruega que envíe sus observaciones al respecto”. 


127) 


“Recomendaciones del Comité 


“679. En vista de las conclusiones provisionales que preceden, el Comité 
invita al Consejo de Administración a que apruebe las siguientes recomen- 
daciones:” 
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“q) el Comité toma nota con satisfacción de la decisión del Gobierno, co- 
imunicada a una misión de expertos de la OIT que visitó Argentina en agosto 
«de 1991, de elaborar a la mayor brevedad posible, con la colaboración de la 
'pIT, un proyecto de modificaciones legales que deberá elevarse a la consi- 
deración del Congreso Nacional, para hacer totalmente armónica la legis- 
Tación que rige las asociaciones sindicales:con los principios de la libertad 
indical emanados de las normas internacionales del trabajo. El Comité ob- 
érva en este sentido que en el nuevo régimen legal de las asociaciones sin- 
icales que se proyecta implementar, se incluye la problemática que afecta 
lás organizaciones de personal jerárquico. El Comité pide al Gobierno que 
le informe del proceso de reformas en curso y confía en que en un futuro 
próximo podrá constatar un progreso significativo en las cuestiones plan- 
adas en la queja, y que a más corto plazo el Gobierno tomará medidas para 
acelerar la tramitación de los expedientes de inscripción gremial o persone- 
tía gremial de asociaciones sindicales”; 


“b) en lo que respecta a las alegadas limitaciones a la negociación co- 
lectiva en virtud del decreto 1757/90, el Comité reitera los principios que 
formula en las conclusiones de los casos 1560 y 1567, examinados en el pre- 
'sente informe, relativos a las limitaciones a la negociación colectiva en si- 
tuaciones de emergencia económica, y” 


“c) por último, el Comité pide al Gobierno que envíe sus observaciones 
sobre los alegatos relativos al despido de dirigentes sindicales de organiza- 
ciones de personal jerárquico”. 


7. CLASIFICACIÓN DE LOS TIPOS SINDICALES 
A PARTIR DEL PODER DE REPRESENTACIÓN ALCANZADO 


- Los sindicatos se distinguen entre sí, según el grado de representación 
que pueden ejercer. La intensidad de los poderes de representación alcan- 
zada los distingue: 


a) sindicato sin inscripción; 
b) sindicato simplemente inscripto; 


c) sindicato con personería gremial. 


8. EL SINDICATO SIN INSCRIPCIÓN 


Siendo el sindicato una asociación de trabajadores que no necesita de 
_ autorización previa para constituirse, en el período que va entre la celebra- 
ción de la asamblea constitutiva y su inscripción en el registro que lleva el 
Ministerio de Trabajo, encuentra su primer etapa de vida (17). 


(17) Es doctrina de la sala VI de la CNTrab.: “En nuestro régimen legal, la creación de una 
asociación sindical es un acto espontáneo del grupo que no requiere autorización previa de la 
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En muchos casos esta etapa que tendría en principio que ser corta, pre. 
senta un prolongado período de existencia, en el que las relaciones de la aso. 
ciación constituida con los asociados y terceros resulta de gran complejidad. 


Durante la vigencia de leyes anteriores que rigieron a las asociaciones 
profesionales, estaba expresamente previsto que los sindicatos podían con- 
tar con una doble personería: la jurídica y la gremial. 


En esta etapa podían distinguirse sindicatos que habían tramitado la 
personería jurídica y contaban con ella, sin contar con personería gremial, y 
además, otros que existían sin contar con ninguna de esas personerías, po; 
no haberlas tramitado o no haberlas conseguido. 


9. EL SINDICATO SIMPLEMENTE INSCRIPTO 


La L.A.S. 23.551, en su art. 23, determina que la asociación sindical ad 
quiere personería jurídica a partir de su inscripción. 


Cumplidos los recaudos de la inscripción en el registro especial que lle-* 
va el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el sindicato alcanza un grado: 
de desarrollo legitimado y limitado por la ley, de sus poderes de represen 
tación. 


Legitima su accionar representativo con referencia a susasociados, que - 
constituyen una red de mandatos básica. Su representación es incuestiona 
ble en cuanto a una categoría de trabajadores circunscripta, la de los socios 
de la entidad. ES 


Pero la L.A.S. entiende que este tipo de entidad legitima su capacidad ' 
de acción representativa con referencia a trabajadores no afiliados. La nor- 
ma sostiene que esta entidad tiene el derecho de “representar los intereses 
colectivos, cuando no hubiere en la misma actividad o categoría asociación 
con personería gremial”. 


Y además se estipula, que las asociaciones de segundo grado tienen ca- 
pacidad para representar directamente a los trabajadores en las zonas en la 
que actúen asociaciones de primer grado (18). Lo que no deja de provocar 
complejos conflictos de encuadramientos (19). 


autoridad estatal. El acto de creación da nacimiento a una entidad colectiva cuya existencia el 
Estado, por disposición constitucional, debe reconocer, exteriorizando tal reconocimiento con 
la inscripción en un registro especial” CNTrab., sala VI, 10/02/1989, “CTERA c. Ministerio de 
Trabajo s/ sumarísimo”. 

(18) La ley 23.551 prescribe en su art. 35: “Las federaciones con personería gremial podrán 
asumir la representación de los trabajadores de la actividad o categoría por ellas representadas, 
en aquellas zonas o empresas donde no actuare una asociación sindical de primer grado con 
personería gremial! 

(19) Véase: “Por lo que la jurisprudencia tiene establecido: El art. 35 de la ley 23.551 acuer- 
da la representación al organismo gremial de segundo grado cuando no existe uno de primero 
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10. EL SINDICATO CON PERSONERÍA GREMIAL 


: ¡"Este es el sindicato por excelencia, en cuanto al poder de representación 
pleno de la categoría profesional. 


La normativa argentina promociona este tipo sindical y le adjudica, en 
«principio, el poder de negociar colectivamente por la categoría profesional 
que le corresponde, representando en la misma a afiliados y no afiliados. 


La L.A.S. 23.551 le dedica el Título VIII. “De las asociaciones sindicales 
_con personería gremial”. 


Su razón de ser responde al reconocimiento de constituirse en el más 
presentativo, 


Su existencia depende del reconocimiento estatal y se encuentra con- 
icionada por procedimientos de oposición, en los que otras instituciones 
eden disputarle la personería gremial, demostrando ser más representa- 


En el art. 31 de la L.A.S., se les reconocen los siguientes derechos con el 
arácter de “exclusivos”: 


“a) Defender y representar ante el Estado y los empleadores los intereses 
ndividuales y colectivos de los trabajadores; 


<= “b) Participar en instituciones de planificación y control de conformidad 
con lo que dispongan las normas respectivas; 


“c) Intervenir en negociaciones colectivas y vigilar el cumplimiento de la 
normativa laboral y de seguridad social; 


_ “d) Colaborar con el Estado en el estudio y solución de los problemas de 
los trabajadores; 


“e) Constituir patrimonios de afectación que tendrán los mismos derechos 
que las cooperativas y mutualidades; 


“f) Administrar sus propias obras sociales y, según el caso, participar en 
la administración de las creadas por ley o por convenciones colectivas de tra- 
bajo”. 


De una lectura racional de la norma, de imperfecta técnica legal, debe 
entenderse que el término “exclusivo”, no refiere, en todos sus incisos, a 


que tenga personería gremial. Esto significa que no se puede otorgar la representación a cual- 
quier otro sindicato que la pretenda con alguna clase de verosimilitud, de manera automática 
y eludiendo la discusión sobre la material representatividad de los dos gremios en disputa. El 
art. 35 mencionado, al acordar a una federación la representación de un universo de trabaja- 
dores, aunque la ejerza a través de una filial, la habilita para sostener un conflicto de encuadra- 
miento”. CNTrab., sala V, sent. 53.086, 30/03/1995, “Asoc. Española de Socorros Mutuos Perga- 
mino c. Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Ley de Asociaciones Sindicales”. 


200 RICARDO J. CORNAGLIA 


restar derechos que se comparten con otras instituciones gremiales que no 
tienen la personería gremial, pero conservan sus naturales derechos cons- 
titucionales a actuar sindicalmente. Debe entenderse que la institución con 
personería gremial tiene preeminencia sobre las otras para representar a la 
categoría profesional en las materias consignadas. 


A ello lleva una interpretación sistémica de la L.A.S., por sobre una lec- 
tura literal de este artículo, armonizando sus distintos institutos y some 
tiéndolos al fin de operativizar los derechos y garantías constitucionales 
reconocidos en el art. 14 bis. 


11. LaS ASOCIACIONES SINDICALES ATÍPICAS 


Llamamos asociaciones sindicales atípicas a aquellas que afilian a tra 
bajadores que no se desempeñan bajo relación de dependencia. 


La doctrina pugna en torno a la posible justificación de las asociaciones” 
sindicales atípicas. 


Estas formas gremiales, entre las que podemos ubicar a los sindicatos 
mixtos, acompañan experiencias reivindicativas en el marco de complejas 
estructuras de la economía capitalista. 


Un ejemplo de sindicato mixto, ha sido el sindicato de canillitas o ven- 
dedores de diarios, antigua organización gremial, fundada por Florencio 
Sánchez, que cuenta con personería gremial y en la que conviven no sin di- 
ficultades empleados bajo relación de dependencia, sus patrones y trabaja- 


dores autónomos (20). : 


Cuando se profundiza el conocimiento de la estructura comercial de la 
venta de diarios y revistas, se advierte la importancia que tiene ese sindi- 
cato, que confronta con los complejos intereses de las editoriales y diarios 
del país. Para ello debe previamente contender con formas gremiales pa- 
tronales de intermediación, actuando como sociedades de distribuidores. 
Esas intermediaciones alcanzan para neutralizar las relaciones laborales 
que mantienen con los vendedores, con las editoriales y diarios, y diluyen 
las notas de una relación de dependencia existente sólo reconocida excep- 
cionalmente. 


Más difícil aún resulta reconocer el carácter sindical de las asociaciones 
en las que la figura del empleador está totalmente ausente. Esto se hizo re- 


(20) Véase: “El hecho de que se hubiese constituido un 'sindicato' de los titulares de las 
paradas de diarios y revistas, bien podría reputarse no adecuado a las disposiciones legales en 
la materia, en lo que respecta a la concesión de personería gremial, lo que es propio de las aso- 
ciaciones profesionales de trabajadores dependientes (leyes 20.615 y 22.105)”. CNTrab., sala VI, 
11/7/1986, “Ciaccio, Carlos A. c. De la Fuente, Sixto Miguel” DT, 1986-B; en Digesto Práctico La 
Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1244, p. 356. 
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saltar en los intentos de sindicalizar:a las amas de casa (21). Y también dio 
«motivo de debates encontrados, en relación al intento de sindicalizar a los 
- trabajadores autónomos o independientes. 


Todas esas formas gremiales, que al compás de la crisis económica se 
* reproducen tratando de dar respuesta a las necesidades de importantes ca- 
tegorías de trabajadores, muchas veces en situación de marginalidad y des- 
ocupación, encuentran el vallado de la reglamentación de la L.A.S, 23.551, 
. llevada a cabo mediante el decreto 467/88. 


Prevé dicho decreto en su art. 1%, reglamentando al art. 22 de la L.A.S. 
23.551, que “A los fines de la ley se entiende por trabajador a quien desempeña 
una actividad lícita que se presta a favor de quien tiene facultad de dirigirla”. 


Nuestra opinión es que la reglamentación se excedió en sus facultades. 
Losimpedimentos que crea el art. 1? del decreto 467/88, reglamentario de la 
L.A.S. 23.551, imponiendo la condición de trabajadores bajo relación de de- 
_pendencia para los afiliados de sindicatos, choca con los derechos de liber- 
tad sindical y hace que esas normas reglamentarias deban ser consideradas: 
inconstitucionales. 


En igual sentido se expide Capón Filas, al sentenciar en una causa que 
refería a la legitimación sindical del actuar de un sindicato de vendedores 
- de flores Sostuvo que se está manifestando, lo que él llama, un Régimen 
para Trabajadores Informales (RTD), reaccionando contra la injusta reali- 
. dad creada por el capitalismo periférico. Y que el derecho laboral responde 
- alostrabajadores en relación de empleo, mientras que el llamado Régimen 
para Trabajadores Informales, absorbe la situación de los trabajadores del 
sector informal de la economía. Que ambos regímenes en conjunto inte- 
- gran el derecho del trabajo, al que el autor de este libro, con un enfoque 
- similar, desde la cátedra de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de 
la Universidad Nacional de La Plata, enseña como Derecho Social. 


Coincidimos con Capón Filas en que restringir el derecho a la sindi- 
calización, reconociéndoselo únicamente a los trabajadores en relación 
de empleo, vulnera la directiva protectora del proyecto social constitu- 
cional, que no hace distingos entre trabajadores con contratos de trabajo 
o sin ellos” (22). 


(21) Véase: “En el caso de las amas de casa, la inexistencia de un sector empresario con potes- 
tades propias de mando y dirección y obligaciones impuestas por el débito salarial, hace que la si- 
tuación jurídica no encuadre en la ley 23.551 que regula él comportamiento de los que prestan su 
actividad en favor de quienes tienen facultades para dirigirlas. CNTrab., sala V, 30/12/1991, “Aso- 
ciación de Amas de Casa de la Provincia de Santa Fe c. Ministerio de Trabajo”, DT, 1992-1229. En 
igual sentido: Dictamen del Procurador General del Trabajo ante la CNTrab., 3/7/1991. “Sindi- 
cato Unico de Amas de Casa SUAC c. Ministerio de Trabajo”, CNTrab., sala I, sentencia 35.862, 
20/9/1990; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1245, p. 357. 

(22) Véase el voto del doctor Capón Filas, en minoría, en el lenguaje que lo caracteriza, 
usado con claros fines de aprovechamiento de las herramientas que provee al jurista el pensa- 
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La L.A.S. 23.551 no restringe la sindicalización, siendo coherente con: 
la directiva que se desprende del art. 14 bis de la Constitución Naciona]; 
que ordena proteger el trabajo sin distinguir entre el que se lleva a cabo 
en forma dependiente o no (23). 


AS 


miento sistémico al que adhiere. CNTrab. sala VI, 25/8/2000, “Sindicato Unico de Vendedores 
de Flores, Plantas y Afines c. Ministerio de Trabajo s/ Ley de asociaciones sindicales” en Digesto 
Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1246, p. 357. Ver también el Cap. II de El nue- 
vo derecho sindical argentino, de ese autor, Librería Editora Platense, La Plata, 22 edición, 1993. 

(23) En el caso del Sindicato Unico de Vendedores de Flores, Plantas y Afines el Ministerio * 
de Trabajo, siguiendo un criterio restrictivo, negó a esa categoría de trabajadores independien- 
tes la inscripción, y en el recurso judicial de apelación que la cuestión provocara, en su voto 
minoritario, Capón Filas sostuvo que el art. 1* del decreto reglamentario 467/88 viola la libertad 
sindical, internacionalmente reconocida y constitucionalmente garantizada, ya que restringe 
el derecho a sindicalizarse a los trabajadores independientes que actúan en el sector informal 
de la economía. “Por ello, a la luz del art. 14 bis, CN, debe ser declarado inconstitucional en el 
caso concreto. Sentado ello, decretada en el caso dicha inconstitucionalidad, cede el funda- 
mento normativo de la resolución recurrida, la que debe ser revocada”. Voto del doctor Capón 
Filas, CNTrab. sala VI, 25/8/2000, “Sindicato Unico de Vendedores de Flores, Plantas y Afines 
C. Ministerio de Trabajo s/ Ley de asociaciones sindicales”. en Digesto Práctico La Ley, Derecho 
Colectivo del Trabajo 1, 1246, p. 357. 


CAPÍTULO 7 
FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES 


SUMARIO: 1. La representación de segundo y tercer grado.— 2. La re- 
presentación directa de trabajadores por las federaciones con personería 
gremial.— 3. La falta de tutela legal para los representantes gremiales que 
actúan en sindicatos federados pero no inscriptos.— 4. El poder deinterven- 
ción.— 5. Facultad de decidir cuestiones de encuadramiento.— 6. La relación 
económica entre los sindicatos de distinto grado.— 7. El poder afiliatorio de 
las centralessindicales.—8. La globalización y las federaciones y confedera- 
ciones internacionales sindicales. 


1l.La REPRESENTACIÓN DE SEGUNDO Y TERCER GRADO 


Desde sus orígenes el sindicalismo argentino ha intentado organizar- 
se a partir de experiencias federativas. La Federación de Trabajadores de la 
República Argentina (F.T.R.A.), realizó su primer congreso el 15 de agosto 
de 1891, siendo uno de los primeros intentos de lograr la unidad, pese a las 
diferencias ideológicas entre socialistas y anarquistas. 


En 1892, la F.T.R.A. lleva a cabo su segundo congreso, aunque ese mismo 
año resulta el de la disolución de esta organización. 


En 1894 se constituye la Federación Obrera Argentina (F.O.A.), que se 
disuelve en 1895. 


En 1903 nace la Unión General de Trabajadores (U.G.T.), de tendencia 
socialista. 


Las experiencias federativas y confederativas se sucedieron en el tiem- 
“po, en un continuo y contradictorio proceso de nucleaciones, que sigue pro- 
duciéndose en la actualidad. 


Una observación poco crítica, haría pensar que el sindicalismo argen- 
tino actúa a partir de una estructura piramidal sólida y disciplinada. A ello 
lleva engañosamente, en gran medida, la lectura de las normas que lo regu- 
laron desde 1943, inspiradas en el propósito de promocionar la unidad y el 
control por medio de la ley. 


Sin embargo, la realidad observada desde la investigación histórica y 
sociológica muestra otra cara. A la fecha de la sanción de la L.A.S. 23.551 
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(1988), existían aproximadamente mil trescientos sindicatos con personería 
gremial; otros varios cientos estaban reclamando ante la autoridad de apli- 
cación ese estado o personería, desde la simple inscripción; y otro impor- 
tante grupo, esa misma inscripción. 


Esos sindicatos, lejos de operar en forma concentrada en un reducido 
grupo de poderosas federaciones, lo hacían con una gran dispersión en su 
accionar (1). 


La red de mandatos que constituye el sindicalismo, en función de repre- 
sentar a los trabajadores como un subsistema de poder, se estructura desde 
los sindicatos de base. 


El segundo grado de la representación sindical, se cumple con la unión 
de sindicatos para actuar en federaciones que los representan. 


Las federaciones tienen por función representar el interés colectivo co- 
mún de las asociaciones comprendidas (2). 


Por ejemplo: La F.A.T.L. y F. (Federación Argentina de Trabajadores de 
Luz y Fuerza), es la entidad sindical de segundo grado que une y representa 
alos sindicatos de los trabajadores de luz y fuerza, nombre adoptado por las 
asociaciones de trabajadores de las empresas de la energía eléctrica. 


En otro paso organizativo, las federaciones entre sí o con sindicatos de 
primer grado, pueden constituir organizaciones representativas de tercer 
grado: las confederaciones (3). 


La C.T.E.R.A. (Confederación de Trabajadores de la Educación de la 
República Argentina), es una confederación que representa alos trabaja- 


(1) Armando Caro Figueroa señalaba que “Esta dispersión sindical, con clara incidencia 
enla negociación colectiva, contrasta con la mayor concentración existente en modelos plura- 
listas donde todas las ramas de la actividad económica suelen agruparse en no más de 20 fede- 
raciones de industria”. La nueva ley sindical: una oportunidad perdida para diseñar un mejor 
futuro, en diario Ambito Financiero, 30 de marzo de 1988, p. 5. 

(2) Conf.: CNTrab., sala de feria, 24/1/1997, “Confederación General del Trabajo de la Re- 
pública Argentina c. Estado Nacional (poder Ejecutivo Nacional)” DT, 1997-A, 506; en Digesto 
Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1305, p. 364. 

(3) Véase: “El derecho de los trabajadores de organizar asociaciones sindicales es am- 
plio, no existen limitaciones, por lo que podrán constituirse libremente asociaciones sindica- 
les de trabajadores con la obligación de la autoridad administrativa del trabajo de inscribirlas 
sean cuales fueren ¡os tipos y formas de organización, siempre que estén previstas en la ley... El 
art. 14 nuevo de la Constitución Nacional reconoce, como derecho de los trabajadores, la orga- 
nización sindical libre y democrática, reconocida por la simpleinscripción en un registro espe- 
cial, porlo que, para obtener la materialización de ese derecho, basta con cumplir los recaudos 
previstos por el art. 21 de la ley 23.551, y su decreto reglamentario (art. 19), y la autoridad de 
aplicación sólo debe controlar la adecuación de los estatutos a la normativa vigente... En nues- 
tro régimen legal, la creación de una asociación gremial de trabajadores es un acto espontáneo 
del grupo, que no requiere autorización previa de autoridad estatal. El estado debe reconocer 
la existencia de aquélla por disposición constitucional” CNTrab., Sala VII, 6/3/1990, “Docentes 
Educación Física Capital Federal y Buenos Aires” DT, 1990-B, 1904; en Digesto Práctico La Ley, 
Derecho Colectivo del Trabajo I, 1319/20/21, p. 366. 
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dores de la educación. Se unen a ella federaciones y sindicatos de primer 
grado (4). 


Otro ejemplo de entidades de tercer grado son la C.G.T., Confedera- 
«ción General del Trabajadores; o la C.T.A., Central de Trabajadores Ar- 


gentinos. 


De este modo las confederaciones pueden terminar nucleando a sin- 
dicatos de primer, segundo y tercer grado. 


Además, en esas organizaciones, pueden unirse sindicatos constitui- 
dos pero no inscriptos, simplemente inscriptos y otros con personería 
gremial. Y puede haber sindicatos de segundo y tercer grado que se en- 
cuentren en la misma situación. 


La asociación entre los sindicatos de primer grado genera formas fe- 
derativas de segundo grado, que son personas jurídicas independientes 
_desusasociados. 


La puja por alcanzar poderes de representación, a partir de ostentar 
la condición de más representativo, que caracteriza al sindicalismo de 
primer grado, también se produce en el segundo y tercer grado (5). 


Esta estructura piramidal de la representación, que se observa desde 
- lasociología, se complica por la existencia de planos legales de represen- 
tación reconocida mediante el otorgamiento de la personería gremial y 
otros propios de la registración impuesta por la ley. 


Y la complejidad se acentúa por la existencia de vínculos de represen- 
taciones pactadas. Ya que sindicatos de distintas clases, sin inscripción, 
con personería gremial reconocida y simplemente inscriptos, pueden 
unirse en organizaciones de segundo y tercer grado. Y usar ese poder 
asociativo para mejor ejercer sus representatividades implícitas (6). 


Para la normativa argentina, en todos los planos, la condición de más 
representativo se alcanza en el cotejo entre asociaciones, por la cantidad 


(4) Véase: “La C.T.E.R.A. es una entidad sindical de tercer grado con-personería grernial 
y con una zona de actuación amplia, pero no nacional. El hecho de que dos asociaciones sin- 
dicales adheridas a C.T.E.R.A. hayan decidido emprender una experiencia federativa, revela el 
ejercicio de la libertad sindical, pero no constituye obstáculo alguno a la plena realización de 
los trabajadores representados por dichas asociaciones o encuadrados en aquélla”. CNTrab., 
sala VI, 10/02/1989, “C.T.E.R.A. c. Ministerio de Trabajo s/ sumarísimo". 

(5) Art. 32, de la L.A.S. 23.551: “Las federaciones y confederaciones más representativas ad- 
quirirán personería gremial en las condiciones del artículo 257 

(6) Véase: “No existe limitación legal alguna para que una asociación sindical, aun cuando 
no cuente con inscripción gremial, pueda constituir una de grado superior o afiliarse a las ya 
constituidas, en tanto la actuación en orden al derecho federativo es propia de la esfera interna 
asociacional, no resultando susceptible de limitación” ST Entre Ríos, sala I penal, 18/4/1997, 
“Véliz, Darío M. E. c. Federación Argentina de Empleados de Comercio y Servicios y otro” LLLi- 
toral, 1997-928; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1298, p. 364. 
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de afiliados cotizantes en el ámbito común de representación disputa- 
do (7). 


Para asegurar los cotejos de representación, el decreto 467/88, en su 
art. 23, reglamenta el artículo 33 de la L.A.S. 23.551, obligando a que la 
adhesión de un sindicato a una federación, o su retiro, deba ser comuni, 
cada por ambos a la autoridad de aplicación, dentro del plazo de cinco 
días de producido. 


Se entiende que los afiliados a una federación son las asociaciones de 
primer grado adheridas a la misma y no los afiliados a éstas (8). 


Sin perjuicio de ello, las federaciones con personería gremial tienen- 
el poder de actuar ejerciendo los derechos de las asociaciones de primer. 
grado con personería gremial a las que representan, con las limitaciones 
que, con relación a los respectivos sindicatos y federaciones, establezcan. 
los estatutos de las mismas (art. 34, L.A.S. 23.551). 


Pero se considera que los sindicatos de base conservan todos los po- 
deres no delegados, y en especial, los específicos, como ser la concerta- 
ción de convenios colectivos y representación de los intereses individua- 
les (9). 


Siempre la representación de los trabajadores corresponde al sindicato 
de primer grado, y aunque éste se encuentre adherido a una asociación de 
segundo o de tercer grado, ello no significa la pérdida de las facultades pro- 
pias (10). 


Aunquela federación ejerza la representación de la categoría profesional 
en el plano colectivo, no podrá, sin contar con mandato expreso y especial, 
ejercer la representación de los trabajadores en forma individual (11). 


(7) La L.A.S. 23.551 prescribe en su art. 33: “Se considerarán federaciones más representa- 
tivas, las que estén integradas por asociaciones de primer grado que afilien a la mayor cantidad 
de los trabajadores cotizantes comprendidos en su ámbito” 

“Se considerarán confederaciones más representativas las que afilien a entidades con perso- 
nería gremial que cuenten con la mayor cantidad de trabajadores cotizantes” 

(8) Conf.: CNTrab., sala III, 29/11/1978, “Federación Argentina de Trabajadores de Indus- 
trias Químicas y Petroquímicas de la República Argentina c. Compañía Química S.A., DT, 1979- 
279; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1300, p. 364. 

(9) Conf.: CNTrab., sala III, 29/11/1978, “Federación Argentina de Trabajadores de Indus- 
trias Químicas y Petroquímicas de la República Argentina c. Compañía Química S.A.; DT,-1979-- 
279; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1306, p. 365. 

(10) Conf.: CNTrab., sala III, 29/11/1978, “Federación Argentina de Trabajadores de In- 
dustrias Químicas y Petroquímicas de la República Argentina c. Compañía Química S.A., DT, 
1979-279; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1307, p. 365. 

(11) Véase: “Aunque la federación haya concertado el convenio colectivo de que una de 
sus cláusulas se dice violada, no puede actuar jurídicamente sin la acreditación de la persone- 
ría para representar a los afiliados. Aunque la demandada hubiera admitido la personería de la 
federación en un trámite administrativo, ello no es suficiente para negarle a la parte el derecho 
a oponer la excepción de falta de personería, por cuanto dicho trámite no está referido a una 
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Para el caso especial de los sindicatos de primer grado sin inscripción, 
adheridos a una federación con personería gremial, se resolvió que este tipo 
de. entidades “no tienen legalmente la representatividad de los trabajadores 
.—ni de sus derechos individuales ni colectivos (arts. 23 y 32) — porque en 
aquellos lugares en que no hubiere asociación de primer grado con perso- 
nería gremial, la representación de los trabajadores es ejercida por la fede- 
ración o asociación de segundo grado que cuente con personería gremial 
(art. 35, ley citada)” (12). 


A nuestro criterio, un fallo de este tipo, afecta la libertad sindical, por 
adherir a ultranza a favor de la tesis organicista, para promover un sindica- 
tismo de personerías gremiales controlables. 


Esta corriente, que impera en la actual doctrina jurisprudencial de la . 
-SCJBA, retacea el reconocimiento de un poder natural de la asociación de 
“trabajadores. Atenta contra el principio de libertad sindical y contribuye a 
desactivar a una institución protegida por la Constitución (el sindicato sim- 
: plemente inscripto), que a su vez, puede estar actuando amparada por otra 
* que goce del reconocimiento de la personería gremial. : 


Los trabajadores cuentan entre los derechos sindicales, el constituir li- 
bremente y sin necesidad de autorización previa, asociaciones sindicales 
(art. 4%, inc. a) de la L.A.S. 23.551). Esta norma es casi una transcripción tex- 
tual del art. 2? del Convenio 87 de la Organización Internacional del Trabajo, 
cuando dice: “Los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción, y 
sin autorización previa, tienen el derecho de constituir las organizaciones sin- 
dicales que estimen conveniente” (13). 


El derecho a representar a los afiliados es inherente a la vida de la enti- 
dad desde su constitución mediante la asamblea democrática (14). Se erige, 
en realidad, en la única razón de su existencia; resta discutir hasta dónde y 


actuación judicial y se realiza en función de la facultad de peticionar en defensa de los dere- 
chios de la categoría profesional y no delos intereses individuales de los trabajadores”. CNTrab., 
sala III, 29/11/1978, “Federación Argentina de Trabajadores de Industrias Químicas y Petroquí- 
micas de la República Argentina c. Compañía Química S.A., DT, 1979-279; en Digesto Práctico 
La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1308, p. 365. 

(12) SC Buenos Aires, 12/11/1996, “Ayerbe, Juan B. c. Asociación Cooperativas Argentinas 
Ltda. y otra” DJBA, 151-7480; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo, 1309, 
p. 365. 

(13) CNTrab., sala VII, 6/3/1990, “Docentes Educación Física Capital Federal y Buenos 
Aires; DT, 1990-B, 1904; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 1322, 
p. 366. 

(14) Véase: “La autorización estatal para actuar como persona jurídica es una exigencia 
ineludible en nuestro ordenamiento jurídico, sobre todo si se considera que la asociación per- 
sigue fines esencialmente gremiales, aunque se admita que la entidad existe como tal desde el 
momento de su constitución” CNCiv., sala D, 27/5/1979, “Federación Industrial de la Capital 
Federal s/ recurso c. Resolución del Ministerio de Justicia de la Nación (Inspección Gral. de 
Personas Jurídicas)”, La Ley, 1979-D, 398; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del 
Trabajo I, 1323, p. 367. 
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cómo, con otras entidades, puede participar en la representación de la cate- 
goría profesional, 


El texto del art. 34 de la L.A.S. 23.551, interpretado restrictivamente, 
puede llevar a confusión, si se considera que la representación indirecta y 
de segundo grado es una facultad única y reconocida en forma excluyente a 
las entidades con personería gremial. 


Cualquier entidad de segundo o tercer grado, autónoma y libremente. 
constituida, que, en sus estatutos y los de las entidades que representa, está 
facultada a ejercer representaciones delegadas, puede hacerlo, aunque la 
entidad representada no cuente con personería gremial reconocida. 


Para fortalecer la acción sindical, también debe darse entendimiento 
a la segunda parte del art. 34 de la L.A.S. 23.551. En esa norma, sin consi. 
deraciones especiales que creen categorías artificiales entre inscriptas y no 
inscriptas, se admite que las asociaciones de segundo y tercer grado podrán 
representar a las entidades de grado inferior adheridas ellas en toda trami- 
tación de índole administrativa, pudiendo a tal efecto deducir y proseguir 
los recursos que fuese conveniente interponer y adoptar las medidas que 
hubiere menester para la mejor defensa de los derechos de las mismas. Es 
contrario a la razón sostener que esta enunciación de facultades especiales, 
implica la derogación de otras implícitas y naturales a la existencia misma 
de la entidad, siempre fundada por sus miembros para que la representen 
en el accionar sindical. 


2. LA REPRESENTACIÓN DIRECTA DE TRABAJADORES 
POR LAS FEDERACIONES CON PERSONERÍA GREMIAL 


Estudiaremos ahora otro tipo de problemas propios de la representación. 


Cuando una federación con personería gremial, en su ámbito territorial 
O espacial reconocido, tuviere espacios en los que no actúen sindicatos de 
primer grado, la L.A.S. 23.551 sostiene, que la representación directa de los 
trabajadores involucrados podrá ser ejercida por el organismo de segundo 
grado (15). 


La cobertura del mapa sindical se completa a partir de las organizacio- 
nes de segundo grado, en aquellos lugares donde no actúan en la categoría 
representaciones locales. Lo que habilita a reclamar el respeto a la repre- 
sentación ejercida, consolidando un orden conservador y privilegiado delos 
poderes de representación ya reconocidos (16). 


(15) Véase: Art. 35. “Las federaciones con personería gremial podrán asumir la representa- 
ción de los trabajadores de la actividad o categoría por ellas representadas en aquellas zonas o 
empresas donde no actuare una asociación sindical de primer grado con personería gremial” 

(16) Véase: “El art. 35 de la ley 23.551 acuerda la representación al organismo gremial de 
segundo grado cuando no existe uno de primero que tenga personería gremial. Esto significa 
que no se puede otorgar la representación a cualquier otro sindicato que la pretenda con al- 
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Poder que se consolida no sólo a partir de la posible denegación del re- 
conocimiento de las personerías gremiales. Ya que la propia estructura de la 
Jéy 23.551, dificulta seriamente este reconocimiento, cuando el reclamo se 
produce en el marco de la actuación de una entidad con personería ya reco- 
nocida. Lo que hace que asociaciones que nuclean y representan a nuevas 
categorías de intereses, muy difícilmente puedan alcanzar la condición pro- 
pia de la personería gremial, y con ello, aspirar a alcanzar una nueva unidad 
de negociación colectiva con la que defender esos intereses. 


Esta estructura conservadora de afirmación de los poderes alcanzados 
«en el mapa sindical de las representaciones con personería gremial, ha sido 
criticada con razón por agraviar al principio de libertad sindical (17). 


3: LA FALTA DE TUTELA LEGAL PARA LOS REPRESENTANTES GREMIALES 
* QUE ACTÚAN EN SINDICATOS FEDERADOS PERO NO INSCRIPTOS 


_ El poder reconocido a las nuevas entidades gremiales de actuar bajo 
el paraguas de la representación de las federaciones a las que adhieran, ha 
sido retaceado, en cuanto a admitir que los representantes gremiales de es- 
“tas entidades cuentan con el amparo de la estabilidad sindical. 


Desde el organicismo se sostiene en la jurisprudencia, que, carecien- 
do de representatividad el sindicato de primer grado no inscripto, no puede 
admitirse que por encontrarse afiliado a una federación, adquiera los dere- 
chos y atribuciones de las asociaciones sindicales contempladas por el régi- 
men dela ley 23.551, nitampoco, que sus dirigentes gocen de la garantía de 
- estabilidad prevista en el art. 52 de esa ley (18). 


guna clase de verosimilitud, de manera automática y eludiendo la discusión sobre la material 
representatividad de'los dos gremios en disputa. El art. 35 mencionado, al acordar a una fede- 
ración la representación de un universo de trabajadores, aunque la ejerza a través de una filial, 
la habilita para sostener un conflicto de encuadramiento”. CNTrab., sala V, 30/03/1995, “Aso- 
ciación Española de Socorros Mutuos Pergamino c. Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ 
Leyde Asociaciones Sindicales”. Mag. votantes: Vacari - Morell - Lescano. 

(17) Armando Caro Figueroa, señala la “práctica imposibilidad de crear sindicatos de ám- 
bito nuevo dentro de ámbitos más amplios anteriormente reconocidos a otro sindicato... Tal 
restricción es un privilegio excesivo concedido al sindicato con personería gremial, contraria a 
la libertad sindical y a la dinámica social que resiste este tipo de cristalizaciones”. La nueva ley 
sindical: una oportunidad perdida para diseñar un mejor futuro, en diario Ambito Financiero, 
30 de marzo de 1988, p. 5. 

(18) Conf.: SC Buenos Aires, L 45.759, S 21/05/1991, Juez Salas (SD), “Spergge, Pedro Ar- 
gentino c. Consorcio de Propietarios Edificio “Delfín” s/Reinstalación de puesto por garantía 
sindical”. TSS/91 - DT, 1991-B, 1486 - AyS, 1991-1, 810 - JA, 1992-I, 433. Mag. votantes: Salas, 
Rodríguez Villar, Mercader, Laborde, San Martín. Idem: SC Buenos Aires, L 56.135, S 15/08/1995, 
Juez Salas (SD). “Arnau, Omar C. y otros c. Cooperativa Limitada de Consumo de Electricidad 
y Servicios Anexos de Olavarría s/ Indemnización art. 49, ley 23.551, haberes” DJBA, 149-188 - 
DT, 1996-A, 969 - AyS, 1995-II1-246. Mag. votantes: Salas, Negri, Pisano, Rodríguez Villar, San 
Martín; y en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1315, p. 366. Idem: SC 
Buenos Aires, L 58,478, S 12/11/1996, Juez Salas (SD) “Ayerbe, Juan B. c. Asociación Coopera- 
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Sin embargo, el delegado de empresa que actúe en un sindicato sin ins- 
cripción o inscripto, adherido a un sindicato de segundo grado con perso. 
nería gremial, representa a los trabajadores de esta entidad en su asociación 
de primer grado y en la de segundo grado. La tutela, como forma operativa 
de un derecho constitucional, debe ser interpretada con sentido amplio; 
Volveremos al tema con más detalle en los capítulos dedicados el estudio de :: 
la tutela sindical. E 


4. EL PODER DE INTERVENCIÓN Y EXPULSIÓN 


Las federaciones y confederaciones tienen el poder de intervenir a los 
sindicatos que las integran y el de expulsar a sus miembros. Pero estos po- 
deres no son discrecionales. 


Con acierto, se resolvió que “las normas sobre descalificación y can- 
celación de la afiliación suponen un delicado equilibrio de fuerzas; la 
asociación de grado superior, indudablemente más poderosa, debe cum 
plir determinados recaudos legales para estar habilitada a cancelar la 
afiliación de otra de gradoinferior; como contrapartida esta última debe 
poder renunciar, libremente, y sin condición alguna a la afiliación” (19). -: 


Por su parte, el poder deintervención sólo puede ser ejercido en las con 
diciones que le impone el art. 36 de la L.A.S. 23.551: 


La resolución que disponga la intervención tiene por condiciones: 


a) Haber sido decidida por el máximo órgano deliberativo de la aso- * 
ciación interviniente. Por lo tanto es materia de decisión ajena a los secreta- 
riados y propia de asambleas y congresos de delegados. Ello garantiza que; : 
en el seno de esos órganos democráticos, la organización objeto de la medi 
da tendrá voz, voto y derecho de defensa. 


b) Ser un poder que la ley admite como existente con referencia a los 
estatutos de las asociaciones superiores. Se podrá ejercer, si la intervenida, . 
al federarse o confederarse, conociendo su existencia, acató la misma. Y 
además, su extensión dependerá a las precisas conceptualizaciones que se 
haga de ella en la norma estatutaria. 


Recalde y Rodríguez entienden que el estatuto debe determinar taxati- 
vamente las causales de intervención. 


tivas Argentinas, Coop. Ltda. Fábrica de Aceites Vegetales Tres Arroyos s/ Indemnización por 
antigúiedad por despido incausado y otros” DJBA, 151-344. Mag. votantes: Salas - Pisano - Negri 
- Laborde - Pettigiani. Idem: SC Buenos Aires, L 70.400, S 14/07/1998, Juez Hitters (SD). “Ledez- . 
ma, Hugo R. y otros c. Municipalidad de La Matanza s/ Amparo”. Mag. votantes: Hitters - Petti- 
giani - Negri de Lázzari - Laborde. 

(19) Conf.: CNTrab., sala III, 05/03/1998, “Federación Obreros y Empleados de Correos y 
Telecomunicaciones'”, TySS, 1999-291; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Tra- 
bajo I, 1302, p. 364. 
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c) El estatuto respectivo end que establecer el debido proceso, conelló- 
gico y natural derecho de defensa. La resolución que dispone la intervención, 
podrá ser apelada ante la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo. 


Esta disposición resulta en algunosaspectos altamente criticable: 


Peca, en principio, como otras disposiciones de L.A.S. 23.551, de un cen- 
tralismo que agravia a la estructura federal de la república. 


Es válida cuando refiere a sindicatos que tienen un ámbito nacional de 
representación o lo hagan en dos o más provincias. Deja de serlo cuando re- 
fiere a organizaciones sindicales quesólo tienen un ámbito provincial. No se 
entiende por qué un sindicato de empresa radicado en una provincia, que dis- 
'púte una cuestión como la expuesta, que es considerada propia del derecho 
común, deba someterse a la justicia nacional del trabajo. Menos aún cuando 
su disputa se entabla con una federación provincial. Siendo la administración 
«de causas de derecho común, indelegable para las provincias, la L.A.S. 23.551, 
influida por un pasado intervencionista y centralista, pese a sus adelantos, 
siguió en la especie contradiciendo a la Constitución Nacional. 


' Otro aspecto que la doctrina ha criticado, es el referido a la falta de pre- 
cisión y claridad en cuanto al recurso que pueda intentarse en sede judicial 
contra la resolución de intervención. La norma no aclara si el recurso tendrá 
efectos suspensivos, lo que coincidiría con el mayor respeto del principio de 
“autonomía sindical (20). 


-— Constituyó un avance el reconocimiento de un recurso directo ante la 
justicia, atento a lamentables experiencias anteriores, como durante la vi- 
gencia de la Ley 20.615. En esa ley, a partir de las prescripciones de los ar- 
tículos 46 y 47, se disponía que antes del reclamo judicial se debía procesar 
la cuestión administrativamente ante el Ministerio de Trabajo. Lo que a la 
par de diferir la resolución judicial de la cuestión fuera de toda lógica y ac- 
tualidad con el conflicto, daba un margen para la discrecionalidad y arbi- 
trariedad del poder político en esta delicada materia (21). 


5. FACULTAD DE DECIDIR CUESTIONES DE ENCUADRAMIENTO 


En los conflictos de encuadramiento sindical, las asociaciones deberán 
respetar las instancias superiores, en tanto se encuentren afiliadas a una 
misma organización de segundo o tercer grado. 


(20) Dicen al respecto Recalde y Rodríguez: “Aun cuando el principio general sería el con- 
trario en derecho administrativo e incluso en acciones contra actos de particulares, o de perso- 
nasjurídicas, el establecer el recurso directo ante la Cámara carecería de todo sentido sino fue- 
ra suspensivo, máxime si se tiene en cuenta cuál es el bien jurídicamente protegido, y el daño 
Que se procura evitar” Op. cit., p. 178. 

(21) Conf: “... lo que posibilitaba que la dilucidación del conflicto pudiera ser demorada o 
distorsionada por gravitación de razones políticas" CORTE, Néstor T.: Modelo sindical argenti- 
no, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 1988, p. 359. 
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El art. 59 de la L.A.S. 23.551, expresamente prevé que, previo a toda in- :: 
tervención posible de la autoridad administrativa, las asociaciones deberán 
agotar la instancia asociativa, requiriéndose a tal efecto el pronunciamiento 
de la entidad superior a la que estén adheridas (22). 


Si en sesenta días el conflicto no fuere resuelto, cualquiera de las aso- 
ciaciones involucradas podrá someter la cuestión a la autoridad de aplica- 
ción, la que contará con otros sesenta días hábiles para expedirse, debien- 
do aplicarse, en caso de silencio de ésta, lo determinado por el art. 10 de la 
ley 19.549 y su reglamentación. 


Agotada la vía administrativa, quedará expedita la vía judicial ante la 
Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, conforme lo prevé el art. 62, 
inc. e) de la L.A.S. 


6. LA RELACIÓN ECONÓMICA ENTRE LOS SINDICATOS 
DE DISTINTO GRADO 


La red de mandatos de las entidades de segundo y tercer grado, se con- 
creta a partir de una organización económica, que debería producirse si- 
guiendo las líneas de la representación, en forma directa desde las bases. 


Porlógica democrática, las federaciones deberían ser sostenidas por sus 
afiliados, que ya hemos visto que pueden ser sindicatos sin inscripción, ins- 
criptos, con personería gremial o simples trabajadores que actúan en zonas 
o empresas en las que no actúan sindicatos de primer grado. 


A su vez, las confederaciones deben sostenerse con los aportes de los 
sindicatos de primer grado, segundo grado y los afiliados que actúen en zo- 
nas o empresas en las que éstas no tienen representación sindical de grado 
inferior (23). 


El poder de imposición de cuotas de afiliación a los trabajadores por las 
federaciones y confederaciones ha sido cuestionado. Se considera que sólo 


(22) Véase: “En la ley 23.551, el monopolio respecto al otorgamiento y denegación de la 
personería gremial corresponde al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y la única habili- 
tación que se les confiere a las entidades de grado superior es la de solucionar los conflictos 
de encuadramiento sindical que presuponen las existencias de personerías vigentes y firmes”. 
CNTrab., sala VIIL, 30/4/1990, “Asociación de Trabajadores de la Sanidad Argentina” La Ley, 
1990-D, 104; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1,1311, p. 365. 

(23) En la jurisprudencia de la Provincia de Río Negro, se sostiene: “De la interpretación 
del art. 100 del Convenio Colectivo de Trabajo —130/75— resulta que el acreedor de los apor- 
tes —cuotas o contribuciones— es la entidad de primer grado (filial) participando la Confe- 
deración sólo de un veinte por ciento de lo recaudado. (“Confederación General Empleados 
de Comercio República Argentina c. Ramallo, Hugo Rubén s/ Ordinario s/ Inaplicabilidad de 
ley”. S STRNSPViedma00LA 000021 27/2/1990 SD Iglesia HuntS STRNSP Viedma00LA 000021 
27/02/1990 SD García Osella S STRNSPViedma00LA 000022 27/2/90 SD Iglesia HuntS STRNSP 
Viedma OOLA 000022 27/02/1990 SD García Osella S STRNSP Viedma OOLA 000023 27/02/1990 
SD Iglesia Hunt S STRNSP Viedma OOLA 000023 27/2/90 SD García Osella). 
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el sindicato de primer grado cuenta con el poder de percepción directa o 
indirecta de esos fondos (24). 


7. EL PODER AFILIATORIO DE LAS CENTRALES SINDICALES 


Lo apuntado en el apartado anterior, se encuentra directamente rela- 
cionado.con el debate que se diera en torno al Estatuto del Congreso de Tra- 
bajadores Argentinos (C.T.A.), observado por el Ministerio de Trabajo, en 
cuanto esta entidad de tercer grado, reivindica el derecho a afiliar en forma 
directa a trabajadores bajo relación de dependencia, a sus asociaciones de 
S primer y segundo grado, a desocupados y jubilados. 


La autoridad de aplicación, durante un largo período de tiempo, sostuvo ' 
que este derecho no existe, y por esa razón, negaba la simple inscripción a 
la C.T.A: 


En su Boletín N* 7, el Ministerio de Trabajo, en agosto de 1994, recogía 
estas declaraciones del Ministro del área, Armando Caro Figueroa, contes- 
tando a un periodista: “Usted me hace una pregunta que me da pie para 
aclarar un tema que me preocupa. Alguien dice la CTA no tiene la inscrip- 
ción gremial porque el gobierno se la niega. Le voy a hacer una aclaración 
que me parece importante: vivir en democracia significa, nada más y nada 
menos, que vivir cumpliendo la ley. La CTA presentó el pedido de inscrip- 
ción, que nunca concedió el gobierno ni cuando estaba el doctor Rodríguez 
ni estando yo, en clara violación de la ley sindical'argentina, que prevé que 
una confederación debe nuclear a uniones, a federaciones y sindicatos. La 
CTA pretende nuclear directamente, como tal confederación, a trabajadores 
individuales. Esto viola la ley argentina y, por mucho que digan los amigos 
internacionales y locales de la CTA, el gobierno y el Ministerio de Trabajo no 
se apartarán de la ley”. 


La interpretación dogmática y restrictiva que el gobierno llevaba a cabo 
de la L.A.S., terminó siendo rectificada, y finalmente, se concedió la inscrip- 
ción peticionada. Con ello se estaba admitiendo que, en función de los prin- 
cipios de libertad sindical y autonomía, se interpretaba en forma amplia el 
artículo 11 de la L.A.S., reservándose al poder interno de esas entidades, la 
determinación de las asociaciones de grado inferior de afiliar en forma di- 
recta a los trabajadores, y sin perjuicio de las relaciones que éstos guarden 
con los sindicatos de primer y segundo grado que integren o no a dichas 
confederaciones y tengan a su vez representaciones propias de sindicatos 
con personería gremial o las que corresponden a asociaciones simplemente 
inscriptas o en trámites de inscripción. 


(24) A favor de ese criterio “Pautas para una futura Ley Sindical”. Trabajo publicado por la 
fundación Fiedrich Ebert. En posición de reconocer ese poder a las entidades de segundo y ter- 
cer grado, estaba el Proyecto del Senador Britos, uno de los antecedentes de la ley 23.551. 
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8. La GLOBALIZACIÓN Y LAS FEDERACIONES 
Y CONFEDERACIONES INTERNACIONALES SINDICALES 


En el movimiento obrero mundial es notable la tendencia al internacio- 
nalismo. El mismo trata de desmantelar las contradicciones entre el prole- 
tariado de los países desarrollados y subdesarrollados o centrales y perifé- 
ricos. Procura que las reivindicaciones de los trabajadores se libren en una 
lucha sin fronteras. 


Conla concentración a gran escala y a escala internacional de la empre- 
sa transnacional, la cuestión se agudiza. 


Los estados atrasados en sus desarrollos, pugnan por lograr inversiones, 
a través de la radicalización de estos grupos en sus territorios. Llegan a ofre- 
cer ventajas comparativas en materia impositiva y suelen tratar de garanti- 
zar costos laborales bajos, propugnando políticas permisivas en cuanto a la 
situación social de sus trabajadores. 


Tanto la O.N.U. como la O.L.T., han tratado de conseguir la autolimita- 
ción de las prácticas regresivas y de explotación de esas empresas, que al 
seguir la lógica de la ley de la maximización de los beneficios a partir de 
la intensificación de la apropiación de las plusvalías, llevan irremediable- 
mente a degradar las condiciones de vida de los trabajadores de los países 
altamente desarrollados, como la de los países atrasados y dependientes. 
Con la salvedad de que en estos últimos la línea de la pobreza ofrece niveles 
de degradación e indignidad manifiestas. En tal sentido, se ha tratado de 
arrobar a un Código de Conductas para las empresas transnacionales. 


Pero sin ninguna duda la gran herramienta de los trabajadores es la or- 
ganización a partir de estructuras sindicales federativas y confederativas, 
que en el ámbito internacional, provoquen medidas de solidaridad y racio- 
nalización de conflictos (25). 


En la jurisprudencia de la Provincia de Chubut encontramos este raro 
fallo, en el que se admite claramente la legitimidad del accionar clasista de 
este tipo, a mérito del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-' 
les y Culturales: “Los sindicatos tienen el derecho de formar federaciones 
o confederaciones nacionales y éstas el derecho de fundar organizaciones 
sindicales internacionales - Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, art. 8 inc. b, las inmunidades de opinión previstas en 


1 


(25) Véase: “Es evidente que en el mundo capitalista, donde la tendencia principal es la 
internacionalización del capital, el rol de las organizaciones sindicales internacionales como 
instrumento de control de las empresas multinacionales se jerarquiza como lo indican diversas 
experiencias que van desde la presión sindical desde los sindicatosinternacionales por rama de 
la industria y la incipiente tendencia plantear la negociación colectiva a escala internacional a 
nivel transnacional y de mercados regionales. GODIO, Julio: El movimiento sindical latinoame- 
ricano en los años 80, publicación del Instituto Latinoamericano de Investigaciones, Caracas, 
Venezuela. 
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el ámbito local deben ensancharse para los dirigentes de otras jurisdiccio- 
nes o los de diversas órbitas, evitando la persecución penal en esta Provin- 
' cia, ya que sólo así se dejan subsistentes, simultáneamente, dos principios 
“considerados valiosos por nuestro Estado: Que los trabajadores puedan ve- 
"lar por sus avances clasistas echando mano de variadas estrategias organi- 
«zativas y que sus legítimos líderes gocen de una prerrogativa comprendida 
- gn términos generosos” (26). 


AS 


(26) Véase: Jurisprudencia dela Provincia de Chubut. “P, J.C. c.C,J. s/ Querella”. S STUO RA 
000P 000026, 22/3/1996. Pacto Internacional de derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
art. 8” inc. “b': 


CaríTULO 8 
EL SINDICATO SIN INSCRIPCIÓN 


SUMARIO: 1. El sindicato en su primera etapa.— 2. Los recaudos para con- 
seguir el registro.— 3. Génesis del sindicato e inscripción.— 4. Un ejemplo de 
sindicato que actuó por un prolongado período sininscripción legal.— 5. Los 
poderes y derechos del sindicato no inscripto.— 6. Obligaciones de las aso- 
ciaciones sindicales no inscriptas.— 7. Nuestra anacrónica relación con el 
derecho sindical italiano.— 8. El desamparo de la tutela de la estabilidad de 
los delegados.— 9. La demanda por la denegatoria de la inscripción. 


1. EL SINDICATO EN SU PRIMERA ETAPA 


El nacimiento de un sindicato se da en un acto libre y democrático, es- 
. pontáneo de los trabajadores, que culmina en una asamblea en la que se 
eligen autoridades y se adopta un estatuto (1). 


El derecho de los trabajadores a organizar asociaciones sindicales es 
amplio, no existen limitaciones, por lo que podrán constituirse libremen- 
te asociaciones sindicales de trabajadores con la obligación de la autoridad 
administrativa del trabajo de inscribirlas sean cuales fueren los tipos y for- 
mas de organización, siempre que estén previstas en la ley (2). 


La O.I.T. tiene por doctrina: “.... Silas condiciones para conceder el regis- 
tro equivaliesen a exigir una autorización previa de las autoridades públicas 
para la constitución o para el funcionamiento de un sindicato, se estaría 
frente a una manifiesta infracción al Convenio N? 87. No obstante, no pare- 
ce ser éste el caso cuando el registro de los sindicatos consiste únicamente 
en una formalidad cuyas condiciones no son de tal naturaleza que pongan 
en peligro las garantías previstas en el Convenio...” (Recopilación de 1996, 


(1) Véase: “En nuestro régimen legal, la creación de una asociación gremial de trabajado- 
res es un acto espontáneo del grupo, que no requiere autorización previa de la autoridad esta- 
tal. El estado debe reconocer la existencia de aquélla por disposición constitucional” CNTrab., 
sala VII, 6/3/1990, “Docentes de Educación Física Capital Federal y Buenos Aires', DT, 1990- 
1904; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1184, p. 350. 

(2) Conf.: CNTrab., sala VII, 6/3/1990, “Docentes Educación Física Capital Federal y Bue- 
nos Aires”, DT, 1990-B, 1904; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1331, 
p.367. 
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párrafo 259; 3070 informe, caso número 1918, párrafo 250 y 325, informe 
caso número 2100, párrafo 429) (3). 


La gestación de una entidad de este tipo tiene lugar en un mercado de tra- 
bajo que exhibe un 40% de informalidad y un 50% de los asalariados con in- 
gresos inferiores a los que cubren la canasta familiar, siendo notorio que más 
de treinta por ciento de la población argentina vive en situación de pobreza), 


En los lugares de trabajo, las encuestas oficiales verifican que en el 87,2% “¿2 
de las empresas los trabajadores no han podido designar a sus representan- 
tes, en gran medida contra su propia voluntad. 


La construcción de un sindicalismo libre y autónomo, auténticamente 
representativo en los lugares de trabajo, resulta una tarea ciclópea a llevar 
a cabo por los sectores más postergados de la población. Las trabas que lo 
impidan constituyen corruptelas de la sociedad destinadas a mantener a 
esos sectores sin representatividad y reprimidos en sus justos planteos rei- 
vindicativos. 


En su afán de controlar a este tipo de asociaciones, el Estado ha tratado 
de fortalecer en forma complementaria, la obligación impuesta por ley de : 
inscribir a la entidad creada en registros públicos (4). 


Con ello el tema de la inscripción gremial se constituyó en uno de los 
grandes desafíos de la libertad sindical. 


En el derecho comparado encontramos distintas formas de tratar el 
tema: 


a) Hay naciones donde la constitución de un sindicato no queda sujeta 
a formalidad alguna. Es el caso de la República Federal Alemana, 


(3) Sin embargo no faltan los fallos que invisten al requisito de la registración un carácter 
contario al que la asigna la O.I.T. Por ejemplo: “La autorización estatal para actuar como per- 
sona jurídica es una exigencia ineludible en nuestro ordenamiento jurídico, sobre todo si se 
considera que la asociación persigue fines esencialmente gremiales, aunque se admita que la 
entidad existe:como tal desde el momento de su constitución”. CNCiv., sala D, 27/5/1979, “Fe- 
deración Industrial de la Capital Federal s/ recurso c. resolución del Ministerio de Justicia de 
la Nación (Inspección Gral. de Personas Jurídicas), La Ley, 1979-D, 398; en Digesto Práctico 
La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1091, p. 338. Va de suyo que no estimamos correcto 
ese planteo de algunos tribunales, que no realizan una interpretación sistemática de la L.A.S. 
23.551 en materia de libertad sindical y principio de autonomía e ignoran las normas propias 
del juscogensinternacional a las que nos debemos. 

(4) Véase: “La inscripción en el registro especial a que se refiere el art. 14 bis de la Cons- 
titución Nacional y en su consecuencia los distintos sistemas legales que se sucedieron en el 
tiempo y que rigieron sobre el particular, constituye una carga que la asociación sindical debe 
impulsar para obtener su reconocimiento por parte del Estado y la consecuente personería ju- 
rídica, con la que nacen los derechos y obligaciones legalmente establecidos”. SC Buenos Aires, 
21/5/1991, “Spergge, Pedro A. c. Consorcio de Propietarios Edificio Delfín” La Ley, 1991-D, 72 - 
DT, 1991-B, 1486 DJ, 1992-1-193; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 
1326, p. 367. 
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Bélgica, Dinamarca, Islandia, Italia, Luxemburgo, Noruega, Suecia 
y Suiza. 


b) Sir embargo, son mayoría los países que imponen algún tipo de 
formalidad, como el depósito de los estatutos o la inscripción en un 
registro. 


Con referencia al tema de la inscripción, la mejor doctrina se encargó de 
indicar que, para mejor conceptualizarlo, corresponde señalar las diferen- 
cias entre la libertad de asociación y la libertad sindical. 


Las conquistas de la libertad sindical alcanzan a los actos preparatorios 
de.la-coalición en la formación del sindicato, y por supuesto, a las asocia- 
ciones que todavía no cumplieron con todos los recaudos que laleyimpone | 
pára reconocer personerías (5). 


"Mirada la cuestión desde esta óptica, no cabe duda de que las asociacio- 
nes sindicales adquieren derechos colectivos desde su misma constitución, 
: no pudiendo ser desconocidas como tales en razón de recaudos que hagan. 
, a su control. 


Resulta ejemplar señalar qué sucedió en la materia, en relación a la pri- 
:mera consagración constitucional de la libertad de constituir asociaciones 
. sindicales, la Constitución Mexicana (Querétaro, 1917). 


El art. 123, apartado X de esa Constitución, expresa que “los trabajado- 
res tendrán derecho a asociarse para la defensa de sus intereses comunes”, 
y el art. 357 de la Ley Federal agrega: “sin autorización previa”. 


* Conforme a ello, se sostiene en la doctrina mexicana que el registro no 
- esconstitutivo, aunque luego se afirma que a partir del mismo se adquiere 
capacidad jurídica. Por lo que la capacidad de alcanzar la inscripción, acaba 
por convertirse en el atributo esencial del actuar sindical. Y con ello el acto 
constitutivo pierde vigor y virtualidad. 


Desde la sanción de la norma constitucional mexicana, hasta el presen- 
te, el derecho internacional del trabajo, avanzó en forma diáfana, hacia la 
consagración de las libertades de asociación y sindical, siendo en tal sentido 
la labor de la O.I.T. destacable, desde su misma creación. 


(5) Conf: “No debe confundirse libertad sindical con libertad de asociación, sólo así se 
podrán interpretar los desenvolvimientos que tuvieron lugar en los últimos quince años en nu- 
merosos países, particularmente en la Comunidad Económica Europea. En aquel continente se 
dio un gran paso cuando se reconoció que la libertad sindical no tiene por objeto la organiza- 
ción, sino antes y sobre todo, la actividad sindical. La noción de actividad incluye la de organi- 
zación, pero puede ocurrir que haya actividad sin organización, cuando no estando constituido 
aun el sindicato, tiene lugar la actividad por los obreros'. NERI, Oscar Alfredo: Los principios del 
derecho sindical, trabajo de investigación inédito a consultar en el Instituto de Derecho Social 
de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la U.N.L.P. Carrera de post grado de Especia- 
lización en Derecho Social. 
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El Tratado de Versalles (1919), en la Sección 1 de la Parte XIII y en el: 
Preámbulo de la Constitución de la organización, se previó que el principio. 
de libertad sindical debía ser reconocido como un requisito indispensable 
“para la paz y armonías universales” (6). 


En el seno de la O.I.T., la lucha por la conquista plena de la libertad de 
constitución de los sindicatos por los trabajadores culminó con el Conve- 
nio 87, sobre Libertad Sindical y Protección del Derecho de Sindicación, 
aprobado en San Francisco, Estados Unidos, el 17 de junio de 1948, que en 
sus arts. 2” y 3” garantiza el derecho a las partes “a constituir organizaciones: 
sin autorización previa. Y en el art. 7” se aclara que la constitución de dichas - 
organizaciones no puede estar sujeta a condiciones cuya naturaleza limite : 
los derechos reconocidos en otras cláusulas del convenio, Dispone: “Los tra-. 
bajadores y los empleadores sin ninguna distinción y sin autorización previa. 
tienen derecho a constituir las organizaciones que estimen convenientes así: 
como el de afiliarse a éstas organizaciones con la sola condición de observar” 
los estatutos de las mismas”. 


El comité de libertad sindical de la O.1.T. ha indicado que las formalida- 
des previstas en las legislaciones nacionales no deben tener como resultado 
comprometer la libre creación de organizaciones profesionales. 


Paraevitartodo riesgo de abuso de la decisión administrativa, ésta debe 
ser susceptible de un posterior examen por el Poder Judicial, 


Siendo el sindicato en su constitución un acto autónomo de todo poder 
estatal en las sociedades propias de los Estados de derecho, debe admitirse 
que esta entidad desde su gestación en asamblea (acto jurídico constitutivo 
que debe responder al principio democrático), se encuentra dotado de de- 
rechos (poderes legitimados), básico y sistemáticos, que hacen al fin que se 
les reconoce. 


Esos poderes básicos, sin los cuales la entidad deja de ser un sindicato, 
hacen a su capacidad de obrar en el conflicto laboral (alcanzando al ejerci- 
cio del derecho de huelga de la asociación y los trabajadores que representa), 
ala composición racional de la conflictividad en la que participa mediante 
la participación en la gestión autónomas de normas laborales (lo que la dota 
del poder de negociar colectivamente) y en estándar de protección mínima 
de sus afiliados y representantes, que los proteja para puedan alcanzar esos 
fines y ejercer esos medios. 


(6) La Argentina participó de la Conferencia de Washington No. 1 en la que se fundara la 
organización, a partir de una delegación oficial enviada por el gobierno presidido por Hipóli- 
to Yrigoyen, integrada por representantes gubernamentales, de los trabajadores y empleado- 
res, presidida por el Leonidas Anastasi, e integrada entre otros por Aljandro Unsain y Carlos 
Saavedra Lamas y desde entonces integra la entidad, quedando obligada al cumplimiento de 
su normativa, 
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La CSJN, en el fallo “ATE? (7), ha destacado que el desarrollo progresivo 
del derecho de asociación a partir de las regulaciones legales, avanzó en el 
doble plano de lo individual y lo social a partir de la profundización de la li- 
bertad sindical, que nuestra constitución reconoce como una garantía en su 
art. 14 bis de “organización sindical libre y democrática” (desde la reforma 
de 1957). Recordó que esto tuvo un correlato para nuestro derecho positivo 
vigente, que se advierte a partir de la reforma constitucional de 1994, con 
las normas de los tratados internacionales de derechos humanos y sociales 
queprevén: 


a) La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
(1948), que “toda persona tiene el derecho de asociarse (....) para pro- 
mover, ejercer y proteger sus intereses legítimos de orden (...) sindi- 
cal” (art. XXIID. 


b) La Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), que sumó al 
derecho delibre asociación (pacífica) que consagra el art. 20 y prohi- 
bición de pertenencia obligatoria a una asociación, el derecho “que 
toda persona tiene a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa 
de sus intereses” (art. 23.4). 


c) El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966), que re- 

conoció que “toda persona tiene derecho a asociarse libremente con 

otras, incluso el derecho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos para la 
protección de sus intereses” (art. 22.1). 


d) El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu- 
rales (1966), que sostuvo que toda persona tiene derecho “a fundar 
sindicatos y a afiliarse al de su elección, con sujeción únicamente a 
los estatutos de la organización correspondiente, para promover y 
proteger sus intereses económicos y sociales” (art. 8.1. a). 


e) La Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), que 
dispuso “todas las personas tienen derecho a asociarse libremente 
con fines (...) laborales (...)” (art 16.1). 


Esa consideración del derecho de internacional de gentes en su evolución 
progresiva en torno al derecho de asociación referido a los trabajadores, le 
permitió a la Corte declarar la inconstitucionalidad del art. 41 de la ley 23.551, 
en cuanto éste pueda ser aplicado como una forma de vedar alos trabajadores 
de una asociación sindical simplemente inscripta, del derecho a elegir a sus 
representantes y la entidad de convocar a elecciones para ello. 


(7) Véase: CSJN, 11/11/2008, “Asociación de Trabajadores del Estado c. Ministerio de Tra- 
bajo”, en La Ley, del 20/11/2008, comentado con nota del autor de este libro titulada “Libertad 
Sindical” p. 3 y ss. En el año 2009 la CSJN, en “Rossi, Adriana María c. Estado Nacional- Armada 
Argentina”; avanzó otro paso significativo en la misma línea y reiterando la doctrina sentada en 
“AT.E” reconoció derechos de estabilidad sindical en el puesto para la presidente de un sindi- 
cato simplemente inscripto. 
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El fallo, resulta sugerente y abierto a una serie de propuestas posteriores, 
que de ser congruentes con el antecedente, ponen en peligro la estructura 
de disciplinamiento implícita en el llamado modelo argentino del sindica. 
lismo, conservador y desgastado, que está necesitando de la nutriente nueya 
que puede alcanzar a partir de la apelación a las militancias de base, con 
todo lo crítico que ésta contienen de revisión de las burocracias. 


2. LOS RECAUDOS PARA CONSEGUIR EL REGISTRO 


Los recaudos para conseguir el registro de la entidad consisten, en que 
se debe presentar ante la autoridad de aplicación, copia autorizada del acta 
de asamblea constitutiva, lista de los afiliados y del establecimiento donde 
prestan sus servicios, copia autorizada de los estatutos y del acta de la asam- 
blea constitutiva y de elección de los directivos. 


El registro no podrá denegarse si el objetivo se ajusta a la ley. La admi: 
nistración laboral no puede negarse a admitir la solicitud de inscripción de 
una organización sindical si se cumplen los recaudos formales, y si obrare 
con arbitrariedad, queda sujeta a la revisión judicial, como lo establece el 
art. 45, párr. 2 del Código Civil. Por lo que se podrá dejar sin efecto la de- “3% 
cisión administrativa en caso de ilegitimidad o arbitrariedad, cuando, no > 
obstante cumplirse los requisitos legales y reglamentarios, no se hace lugar 
a la petición (8). 


Si la autoridad no se pronuncia sobre la solicitud en sesenta días, la ley 
mexicana prevé el registro automático. 


Similar situación contempla el derecho positivo de Venezuela y el Códi- 
go de Trabajo de Panamá. 


Desde otra experiencia histórica, el Código del Trabajo en Francia im- 
pone, a quienes fundan una entidad sindical, depositar los estatutos y de- 
nunciar el nombre de quienes tendrán a su cargo la dirección. Estas son las 
condiciones para gozar de personalidad civil, quedando la institución habi- 
litada para concertar convenciones colectivas, entre otros.derechos. 


En una legislación más reciente y escapando de los recaudos de la nor- 
mativa corporativa del franquismo, en España, desde 1977, su ley de la ac- 
tividad sindical, si bien asegura a los trabajadores el derecho a constituir 
sindicatos en forma libre y espontánea, no deja de imponerles condiciones. 
Ellas pasan por un contenido mínimo de los estatutos, los que con el acta 
de constitución, deben depositarse en un registro a cargo del Instituto de 
Mediación, Arbitraje y Conciliación. Además se prevé la publicación en el 
boletín oficial para que los interesados aleguen lo que estimen procedente. 


(8) Conf.: CNTrab., sala VII, 6/3/1990, “Docentes Educación Física Capital Federal y Bue- 
nos Aires”, DT, 1990-B, 1904; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1328, 
p. 367. 
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El funcionario registrador debe remitir al fiscal los estatutos y acta de 
: gonstitución y éste podrá ejercitar ante el juez competente una acción para 
¡ue se declare la ilegalidad del sindicato. 


a 


Resulta interesante comparar nuestra legislación vigente con la de Bra- 
:. ¿il En ese país cabe distinguir entre la mera asociación profesional y el sin- 


. La asociación profesional es una entidad que, constituida conforme a 
+ Ja ley y luego de registrada, tendrá una limitada capacidad representativa. 
Cuando cumpla determinados requisitos, podrá ser reconocida como sin- 
dicato, lo que determina una situación privilegiada, por cuanto no puede 
ser reconocido más de un sindicato representativo de la misma categoría 
ofesional en una determinada base territorial. 


Entre los recaudos que para ello se impone, se encuentra el de represen- 
tara un tercio de los trabajadores que integran la categoría. 


- Estas previsiones responden a un férreo sistema de unicidad sindical, en 
algunos aspectos tan rígido como el nuestro. 


En Uruguay, la constitución reconoce el derecho de asociarse en gene- 
ral, y establece que la ley promoverá la creación de sindicatos gremiales, 
acordándoles franquicias y la personería jurídica. Con la aprobación del es- 
-tatuto, la elección de autoridades provisorias y contando como mínimo con 
: quince afiliados, se debe pedir el registro. Una vez registrada la asociación, 
- adquiere personería jurídica y funciones representativas en el orden labo- 
_ral,entre ellas, celebrar convenios colectivos por sus afiliados. 


Distinguiéndose de aquellos países que establecen la obligación de ins- 
.cripción en un registro, comosucede.en nuestro caso, otros países disponen 
“que dicha. inscripción es facultativa de los sindicatos (Australia, India, Ja- 
- pón y Nueva Zelanda). 


Pero también en estos casos se prescribe que los sindicatos que se ins- 
criban gozarán de derechos importantes, que no les son reconocidos a los 
que no lo hacen: ventajas fiscales, inmunidades especiales, derecho de re- 
currir al procedimiento de solución de conflictos laborales o beneficiarse 
conlo dispuesto en las normas sobre prácticas desleales y negociar colecti- 
vamente por los intereses de sus representados. 


Italia previó en el art. 39 de su Constitución, la obligación de inscripción 
de sus sindicatos. 


Alrespecto, Gino Giugni comenta: “La Constitución de 1948, enelart. 39, 
además de sancionar la libertad de organización sindical (primer párrafo) 
—principio que encuentra su principal término correlativo en el deber del 
Estado de no intervenir, ni con la legislación ni con la actividad adminis- 
trativa, en el ejercicio de la autonomía colectiva— en los párrafos sucesivos 
trata de la posición jurídica del sindicato. Sin embargo, estas disposiciones 
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no han sido desarrolladas por falta de la necesaria instrumentación legisla.. 
tiva. Las mismas disponen que a los sindicatos no puede serle impuesta otra 
obligación que la de su registro en oficinas centrales o periféricas y que, en: 
virtud y por defecto de tal registro, les viene atribuida la personalidad jurí- 
dica y con ella, en especial, la capacidad de estipular, a través de las repre.' 
sentaciones unitarias, contratos colectivos con eficacia erga omnes...” (9). 


Y señala ese autor que en el derecho italiano la calificación jurídica que: 
corresponde al sindicato esla de asociación no reconocida o asociación dehe- 
cho, sin que encuentre aplicación el mecanismo constitucional previsto para: 
la concesión de la personalidad jurídica a las asociaciones sindicales (10). 


Conforme al mandato constitucional argentino, las leyes asegurarán al 
trabajador una organización sindical libre y democrática, reconocida por la 
simple inscripción en un registro especial (art. 14 nuevo). . 


Y el acto de constitución de un sindicato, se inscribe en la garantía cons- 
titucional de libertad asociativa que el art. 14 C.N consagra en estos término 
“Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos conform 
las leyes que reglamentan su ejercicio de asociarse con fines útiles” (11). 


El sindicato, como persona ideal, va conquistando poderes a partir de: 
su existencia en el tiempo. Ya que el poder asociativo de los trabajadores 
alcanza madurez a partir de su ejercicio. Como ya advirtiéramos en está 
obra, desde un análisis temporal, los sindicatos pueden ser divididos en tres 
tipos: 


a) El sindicato que cumplió con los actos constitutivos que la ley le im- 
pone (celebró su asamblea constitutiva, aprobó sus estatutos y eligió 
democráticamente a sus autoridades), pero tiene pendiente su ins- 
cripción gremial; 


b) El sindicato simplemente inscripto; y 
c) Elsindicato que cuenta con personería gremial. 


Una simple coalición de trabajadores que no revista vocación de perdu- ; 
rabilidad no alcanza a ser un sindicato. Aunque muchas de esas coaliciones, 
nacidas para la organización de un grupo de trabajadores en función de un * 
conflicto determinado, hayan sido el antecedente natural de la existencia 
de muchos de nuestros sindicatos. 


(9) Véase: GIUGNI, Gino, op. cit., p. 92. : 

(10) Gino GIUGNI sostiene en su Derecho Sindical, “Hoy, por tanto no existe ninguna aso- 
ciación sindical reconocida, ni siquiera de acuerdo con las reglas del derecho común; op. cit.,- ' 
p. 95. 

(11) Libertad asociativa especial de los trabajadores, que se ve fortalecida expresamente 
en los convenios de la Organización Internacional del Trabajo Nros. 87 y 98, en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos (arts, 2,3, 4), en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y : 
Políticos (art. 22) y en el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales. . 
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Rastreando en el tiempo la razón de ser de los sindicatos, suele obser- 
; várse que la organización para una huelga fue la causa primigenia que se 
transformó en la organización sindical, cuando los trabajadores decidieron 
árle continuidad a su accionar y preservar la conquista o prepararse para 
“alcanzar otras. 


*  Cadauna deesas categorías asociacionales corresponde a una etapa his- 
“tórica de la institución, que, en la medida que madura como tal y conquista 
poderes legitimados, puede alcanzar con más plenitud sus funciones, pero 
«por contrapartida pasa a ser objeto de controles públicos. 


Los largos períodos de proscripción del sindicato, dejaron como secuela 

que el reconocimiento del derecho social a la asociación, sólo se produjera 
desde una óptica represiva, y con la reserva de entender el poder público, 
úe el reconocimiento era el ejercicio de una facultad del Estado, a ejercer 
olíticamente y en forma discrecional. 


:. El sindicato es una persona ideal, constituida por trabajadores autóno- 
“mámente, en forma libre y sin necesidad de permiso alguno para ello. La ley 
:23.551, como la mayor parte del derecho comparado, no hace mención a ese 
ipo necesario, que es el sindicato sin registración, pero esto no obsta a su 
xistencia, que queda definida por la Asamblea constitutiva, la sanción en 
la misma del Estatuto que la rige y la elección democrática de sus directivos 
representantes (12). 


.La ficción que constituye la persona ideal sólo de esos elementos cons- 
titutivos depende. En realidad, si esos actos (conductas básicas lícitas del 
sindicalismo) forman parte de un ejercicio libre de los trabajadores de sus 
«derechos, la función del poder administrador referida al reconocimiento 
-de la personería jurídica al registrarla, sólo reviste la características de una 
declarativo: de un derecho existente, que como tal, no puede ser negado ar- 
bitraria o discrecionalmente por el Estado. Puesto que se trata de un de- 
recho fundamental de los trabajadores, cuyo desconocimiento afectaría a 
la naturaleza misma del Estado social de derecho, que como tal no puede 
concebirse sin apoyarse en esas libertades que debe respetar a partir de las 
técnicas del garantismo. 


Sin embargo todavía hoy impera una visión reglamentarista, represiva 
de la inscripción, acompaña buena parte de la interpretación que la doctri- 


(12) “Delos sindicatos no registrados, regidos por sus actos de autonomía en el ámbito del 
derecho común, la ley sindical no tiene razón de ocuparse, sino para especificar, en el caso de 
que se considere oportuno, que tales sindicatos, aun participando en el derecho común de las 
asociaciones, no pueden conseguir la personalidad jurídica sino a través del registro y obser- 
vando las condiciones establecidas para el mismo, debiendo ser tal y no otro el modo en que, 
considerando el característico fin profesional que persiguen los sindicatos pueden adquirir la 
personalidad jurídica” SANTORO - PASSARELLI, Francesco: Nociones de derecho del trabajo, 
traducción de la 14 edición italiana por Fernando Suárez González, Madrid, 1963, p. 25. 
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na y la jurisprudencia hacen del derecho positivo vigente y la doctrina sigue 
siendo influenciada por autores que llegan a sostener: 


“De los sindicatos no registrados, regidos por sus actos de autonomía en 
el ámbito del derecho común, la ley sindical no tiene razón de ocuparse, 
sino para especificar, en el caso de que se considere oportuno, que tales sin- 
dicatos, aun participando en el derecho común de las asociaciones, no pue- - 
den conseguir la personalidad jurídica sino a través del registro y observan: 
do las condiciones establecidas para el mismo, debiendo ser tal y no otro ej 
modo en que, considerando el característico fin profesional que persiguen 
los sindicatos pueden adquirir la personalidad jurídica” (13). 


Esa posición no comprende que el sindicato en la sociedad moderna es 
una necesidad ineludible del Estado de derecho y su razón de ser, no depen. 
de de la autorización estatal, sino esencialmente, del ejercicio de la libertad 
sindical de los trabajadores. Conceptuar la existencia de un sindicato, que 
estuviera desprovisto del amplio poder de representar a sus afiliados, en 
función de la cuestión social, en todo tipo de contiendas de intereses y de- 
rechos que les atañen, sin poder de organización y convocatoria de huelga 
y sin facultades para racionalizar los conflictos en los que actúe, por medio 
de acuerdos de cualquier tipo, incluso convenios colectivos, es un absurdo, 
nada inocente, que censura cierto tipo de acción sindical. 


Durante la vigencia del decreto 23.852/45, por art. 4” se prescribió que las 
asociaciones que no gozaran de personalidad gremial y no se inscribieran 
“no podrán actuar como asociaciones profesionales de trabajadores” (14). 


(13) SANTORO - PASSARELLI, Francesco: Nociones de derecho del trabajo, traducción de 
la 142 edición italiana por Fernando Suárez González, Madrid, 1963, p. 25. 

(14) Comentando esta disposición, Cabanellas, a poco de su sanción, sostenía con clari- 
dad: “Esta categoría, a pesar de figurar en el decreto sobre asociaciones profesionales, no tie- * 
ne en realidad existencia efectiva por cuanto que de acuerdo con el artículo 4” 'no podrán ac- 
tuar como asociaciones profesionales de trabajadores. Nos encontramos aquí con una evidente 
contradicción en el texto legal, ya que por imperativo del artículo 1? del decreto de la asociación 
profesional “puede constituirse libremente y sin necesidad de autorización previa, siempre que 
su objeto no sea contrario a la moral, a las leyes y a las instituciones fundamentales de la Na- 
ción! Si la asociación profesional nace a la vida sin necesidad de dar cumplimiento a ningún 
otro requisito aparte de los anotados, es evidente que con ello adquiere personalidad, pero 
como, de inmediato, se establece (artículo 4”) que las asociaciones que no se inscribieren de 
conformidad a lo dispuesto en el artículo 43 no podrán actuar como asociaciones profesionales 
de trabajadores; nos encontramos en presencia de una entidad a la que se reconoce vida y per- 
sonalidad, pero a la que se niega toda posible actuación. Qué son esas entidades sino un cuer- *: 
po sin vida legal, un organismo al que se consiente que se integre, se formalice, pero al que se :: 
niega posibilidad de actuación”. - 

“En síntesis, el decreto de asociaciones profesionales en vigencia en la República Argen- 
tina tiene ciertas contradicciones en su texto, que aún habremos de puntualizar en el curso de... 
esta obra, que hace que pierda el mismo gran parte de su eficacia y anule en mucho el concepto : 
general de libertad sindical que anuncia en forma terminante el texto constitucional y revela el 
artículo 1? del mismo. Medidas hay, empero, corno las que se refieren a los derechos sindicales, 
que son una bella página de defensa del derecho de asociación”: CABANELLAS, Guillermo: De- 
recho sindical y corporativo, Atalaya, Bs. As., 1946, ps. 225 y 226. 
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A partir de una lectura simple de la norma, era natural que Deveali sos- 
tuviera que “los derechos que corresponden indistintamente a todas las 
asociaciones profesionales, con la sola excepción de las no registradas, y 
que por consiguiente no pueden ser consideradas como asociaciones pro- 
esionales (art. 4)...” (15). 


- Todo ello llevó a algunos autores a conceptualizar que estas entidades 
.no,eran asociaciones profesionales, pero en cambio eran asociaciones de 
derecho común; sin advertir que por ser el sindicato una personal del dere- 
chosocial, no por ello deja de serlo del derecho común, en cuanto a gozar de 
3us atributos y derechos. Con lo que la cuestión de determinar los poderes 
que podían ejercer esas asociaciones, quedaba relegada a la consideración 
de lo que cualquier ciudadano podía legítimamente delegar en una relación 
jocial lícita. Allí la doctrina debatía si los trabajadores en su condición de 
estaban legitimados por medio de esas asociaciones comunes, a actuar 
ónforme alo que podía hacerlo cualquier ciudadano en términos asociati- 
os. No faltaban los autores que, en razón de un control represivo, interpre- 
aban que era ilegal ese tipo de accionar. 


Esto era natural en una legislación que el mismo Devealiinvocaba como 
directamente influida por la normativa italiana dictada en 1926. Y que esta- 
ba inspirada en la idea de que las facultades asociativas de los trabajadores, 
«sólo se podían ejercer si el Estado se las otorgaba. Y que éste podía decidir 
no otorgar la personería, si existían causas políticas para ello. De lo que se 


“desprendía, que en esta materia de decisiones políticas, no correspondía el 
“control de judiciabilidad. 


La democratización natural de los Estados de derecho fue haciendo ne- 


esario revisar todo eso, lo que se reflejó en la posterior ley 14.455 y en mayor 
edida en la L.A.S. 23.551. 


Resulta hoy anacrónico y antisistémico seguir sosteniendo esas posicio- 
hes a las que hacíamos mención, desde que se ha admitido que los trabaja- 
dores no necesitan autorización alguna para asociarse. 


Desde una observación temporal del proceso institucional del sindicato 
democrático, sería irracional sostener que el derecho a asociarse sólo nace 
e la autorización que otorga personería e inscribe a la entidad en registros 
Públicos. Por cuanto ningún sindicato podría alcanzar los derechos que la 
graciosa inscripción admitiría, sin haber sido previamente constituido con- 
formea los procederes democráticos, que llevan ala celebración de la asam- 
'blea, la aprobación de los estatutos sociales y la elección de autoridades. 


Por el contrario, sostener que el reconocimiento que implica ordenar la 
inscripción es al solo efecto de un control racional de la publicidad de los 


(15) Véase DEVEALI, Mario L.: Curso de derecho sindical y de la Previsión Social, Zavalía 
Editor, Bs. As., 1954, 22 edición aumentada y actualizada. 
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actos, hace que los principios de libertad, autonomía y democracia sindical, 
cobren fuerza y sentido. 


Y aunque una lectura interesada, literal y antisistémica de la Constitu. 
ción, en su art. 14 bis, y de la propia L.A.S. 23.551, sigue reflejándose en algu- 
nos fallos y autores, lo cierto es que el juego armónico de esos principios y el 
conjunto de las disposiciones normativas, constitucionales e infraconstitu- 
cionales, obliga a revisar los criterios. Y a partir de esa revisión, advertir que 
el sindicato, desde su nacimiento, es un organismo social libremente cons: 
tituido, a través de actos democráticos que implican delegación de poderes 
y derechos propios de los trabajadores. Y que esto no puede ser coartado por 
normas que tienen su razón de ser en la protección obrera. 


El sindicato nace como una asociación propia del derecho social, y en 
medida que madura en su accionar, se transforma en una entidad no estatal 
de derecho público. El Estado social de derecho delega en esta institució 
importantes funciones sociales y económicas. Por contrapartida, también 
reconoce la existencia de una institución social imprescindible, necesaria y 
no dependiente de la relación con los gobiernos. 


Parael texto constitucional, reconocimiento equivale a control del acto 
libre y democrático ya cumplido (16). 


En esto, como en muchas otras instituciones del derecho del trabajo, tie: 
ne particular importancia observar la situación desde la óptica del principio 
de primacía de la realidad. Principio general del derecho laboral, que en el 
caso de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, en su última refor- 
ma, alcanzó expresa positivización (17). 


(16) De conformidad a ello, cierta jurisprudencia ha resaltado el concepto del acto conis- 
titutivo autónomo correspondiente a la creación de un sindicato: “En nuestro régimen legal, la 
creación de una asociación sindical es un acto espontáneo del grupo que no requiere autoriza- 
ción previa de la autoridad estatal. El acto de creación da nacimiento a una entidad colectiva 
cuya existencia el Estado, por disposición constitucional, debe reconocer, exteriorizando tál ; 
reconocimiento con la inscripción en un registro especial. Sólo habrá conflicto entre asociacio- 
nes cuando una de ellas pretenda el otorgamiento de personería gremial que afecte los alcan- 
ces de la que invistiera otra agrupación, previamente inscripta. En tal caso ésta podría invocar ; 
un interés legítimo a la incolumidad de su investidura” CNTrab., sala VI, 10/02/1989. “CTERA c. ' 
Ministerio de Trabajo s/ sumarísimo”. 

(17) Al respecto Luisa Millán sostiene: “En ese orden de ideas y reiterando la aplicación a ' 
nuestra materia del principio constitucional de primacía de la realidad, art. 39 de la CN, debe- 
mos afirmar que los sindicatos sin inscripción resultan una realidad jurídica. Que es esa reali: 
dad jurídica, la del ejercicio del derecho de asociación entre trabajadores, con el fin de defensa - 
de los intereses que le son propios, que se manifiesta en el acto constitutivo de un sindicato, en 
la redacción de sus estatutos, y reglamentos organizativos, en la elección de sus representantes, : 
en la formación de sus programas de acción. Circunstancias éstas valoradas para coincidir con 
la doctrina que afirma que el sindicato existe desde su constitución, pese a que no posea la “ins- .; 
cripción en el registro especial, como lo determina el art. 14 bis de la C.N. Esta interpretación es 
congruente con los principios de libertad sindical y protección del derecho de sindicación, que - 
trascienden el ámbito laboral por su relación con los principios de la gama de los derechos hu- 
manos. Interpretación a la cual adherimos”. MILLAN, Luisa: Sindicato sin inscripción, trabajo : 
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Finalmente debe señalarse que pautas no discriminatorias e igualita- 
jas, que se desprenden dei conjunto de la normativa del derecho del traba- 
imponen acompañar a toda la génesis de los sindicatos de tratamientos 
cordes con el estándar que les corresponde. Buen ejemplo para advertir 
desde los hechos de la acción sindical, la situación que les corresponde, se 
puede encontrar en la compleja estructura de la Federación Argentina de 
Empleados de Comercio y Servicios, que nuclea en su seno a un total de 293 
iliales en el país, de las cuales 122 son asociaciones con personería gremial; 
24 son asociaciones simplemente inscriptas y 47 tienen su inscripción gre- 
mial en trámite. Esta última categoría, tiene una plena existencia sindical 
los hechos, que el derecho no puede dejar de acompañar a mérito derigo- 
mos formales que confrontan con el principio de libertad sindical, 


a 


3. GÉNESIS DEL SINDICATO E INSCRIPCIÓN 


. En el derecho común, el contralor administrativo de los otorgamientos 
de la personería jurídica, en principio, se encuentra en las disposiciones es- 
pecíficas del Código Civil. 


La CSJN ha resaltado la importancia que tienen en materia de recono- 
cimientos de personerías jurídicas, las previsiones del Código Civil, aun en 
lación con otras normas administrativas (18). 


Del texto del art. 23 de la L.A.S. 23.551, resulta manifiesto que las asocia- 
ionessindicales, procurando alcanzar su personería, cargan con la obliga- 


n de gestionar su inscripción. Y que de la inscripción resulta su recono- 
cimiento. 


“La inscripción en el registro especial a que se refiere el art. 14 bis de la 
Constitución Nacional y en su consecuencia los distintos sistemas legales 
”-que se sucedieron en el tiempo y que rigieron sobre el particular, constituye 
na carga que la asociación sindical debe impulsar para obtener su reco- 
locimiento por parte del Estado y la consecuente personería jurídica con la 
que nacen los derechos y obligaciones legalmente establecidos” (19). 


einvestigación inédito a consultar en el Instituto de Derecho Social de la Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Sociales de la U.N.L.P. Carrera de post grado de Especialización en Derecho Social. 
" (18) Conf: “A fin de resolver si procede la revocación en sede administrativa del acto afec- 
tado de nulidad resolución que autorizó a la asociación Movimiento Scout Argentino a funcio- 
nar como persona jurídica, faltando un requisito de forma, no basta considerar el art. 17 de la 
.ley 19.549, que es de carácter general reguladora del acto administrativo como género sino que 
es menester su relación con las normas de carácter particular que establecen el régimen apli- 
cable a una especie de actos administrativos: los que dan lugar a la concesión y al retiro de la 
personería jurídica, que se encuentran contenidas en el Código Civil en el capítulo que regula el 
principio y fin de las personas jurídicas y que, por su carácter particular, deben prevalecer sobre 
«el citado art. 17 de la ley 19.549” CSJN, en “Movimiento Scout Argentino c. Nación Argentina; 
01/01/1980, Fallos, 302:545, 
(19) Ver: SC Buenos Aires, L 45,759, S 21/5/1991, Juez Salas (SD). En “Spergge, Pedro Ar- 
Bentino c. Consorcio de Propietarios Edificio “Delfín” s/ Reinstalación de puesto por garantía 
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Sin embargo, es natural preguntarse si muchos de los derechos de la 
asociaciones, propios de la representación individual y colectiva de su 
miembros y de la categoría profesional a la que corresponden, nacen dé 
otorgamiento de la personería jurídica o preexisten y deben ser respetado; 
desde el nacimiento de la institución; y la acompañan en todo el períod 
que va hasta el reconocimiento de la personería jurídica, cosa que recié 
sucede en el momento dela inscripción. 


La lógica nos lleva a sostener que, siendo ese accionar lícito, querido 
propiciado en este tipo de sociedades, no es posible, a partir de una inte 
pretación a contrario sensu de las disposiciones de la L.A.S 23.551, afirm 
lo contrario, sin agravio irracional del principio de la libertad sindical y de 
derecho constitucional de asociación. 


Enun análisis lógico y temporal, es evidente que el derecho a asociars; 
no depende de la inscripción. 


Es la inscripción la que refiere al acto libre que sin ningún tipo de inte 
ferencias debe ser autónomamente ejercido por un grupo o categoría socia 
Y lo hace a los efectos de facilitar el control. Pero la injerencia estatal a travé 
del control ordenado en la norma es posterior en el tiempo, y cuando la 
pautas de la organización corresponden a la libertad y la democracia org 
nizativa, el control sólo sirve para ratificar en un todo la validez de los acto 
producidos. 


En las sociedades que se estructuran a partir del modelo de los Estados 
sociales de derecho, los poderes públicos guardan distancia prudente y re 
petuosa de los actos que implican el ejercicio de esos derechos asociaciona- 
les. Independizan a las asociaciones del abrazo férreo de los gobiernos. Y si: 
actúan con sinceridad, no subordinan el ejercicio de los actos asociativos: 
de esta naturaleza a la previa autorización formal so pretexto del control a 
ejercer. 


Jean-Maurice Verdier sostiene: “La libertad sindical no puede acomo- 
darse a formalidades que tiendan a subordinar la fundación a una autoriza 
ción previa de los poderes públicos; sólo son impuestas medidas de publ 
cidad destinadas a permitir la verificación de la legalidad e identidad de la 
agrupación” (20). 


Nuestra Ley de Asociaciones Sindicales 23.551, comienza su texto, en el 
art. 19, resaltando el concepto fundacional de la libertad sindical y afirma 
que la misma “será garantizada por todas las normas que se refieren a 
organización y acción de las asociaciones sindicales”. 


sindical”. TSS/91 - DT, 1991-B, 1486 - AyS, 1991-I-810 - JA, 1992-1-433. Mag. votantes: Salas - 
Rodríguez Villar - Mercader - Laborde - San Martín. 

(20) Véase VERDIER, Jean-Maurice: Syndicats et droit syndical, en Droit du travail, pu- 
blicado bajo la dirección de G. H. Camerlynk, Paris, 1987, Dalloz, 102 ed, tomo 5, vol. 1, p. 313: 
Conforme: SEGURA, Alejandro Anibal: Elementos del derecho colectivo del trabajo, Grimberg, 
Bs. As., 1994, p. 192, quien también practica la cita de Verdier. 
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siendo estas entidades. intermedias del Estado social, organizaciones 
eimocráticas, no dejan de tener limitaciones legales, en cuanto al ejercicio 
ela libertad que se puede ejercer en las mismas. 


La primera de ellas hace a los sujetos que pueden ejercer esos derechos 
sociativos. Los trabajadores dependientes, como parte de una clase, inte- 
tanos sindicatos. Ellos conforman el grupo central y dinámico de la insti- 
ución. A ellos únicamente corresponde el poder asociativo. 


Dispone el art. 58 de la L.A.S. 23.551, que “el control de las asociaciones 
indicales, aunque hubieren obtenido personería jurídica en virtud de las 
isposiciones del derecho común, estará a cargo exclusivo del Ministerio de 
bajo y Seguridad Social de la Nación”. 


«Interpretando el término “aunque” en dicha norma, es lógico que se 
insidere que los sindicatos quedan bajo el control de ese ministerio, aun 
esde el mismo acto constitutivo, la asamblea fundacional. 


“Lleva esto a la práctica usual de que el Ministerio envíe veedores (ins- 
ectores) a esos actos, cuando así lo comunican o requieren los trabajadores 
eanuncian la organización de los mismos. 


“En el art. 31 de nuestro Código Civil se clasificó a las personas como de 
tistencia ideal o de existencia visible. 


Las personas de existencia ideal son personas jurídicas en relación de 
género y especie. En esa categoría se previó que entre las personas jurídicas 
diferencian las que tienen carácter público o que teniendo un carácter 
rivado dependen de un reconocimiento estatal y las denominadas perso- 
as de existencia ideal propiamente dicha. 


“Se considera que entidades de esta última categoría no entran en la de- 
ominación de personas jurídicas. Pero según el art. 46 del Código Civil, las 
asociaciones que no alcanzan existencia legal de personasjurídicas, son su- 
jeto de derecho, siempre quela constitución y designación de autoridades se 
acredite por escritura pública o por instrumentos privados de autenticidad 
certificada por escribano público. 


En lo que hace a nuestra materia, a las asociaciones profesionales se las 
ncuadra como personas jurídicas de carácter privado. Pero se les requiere 
que reúnan ciertos requisitos de fondo y forma para que gocen del carácter 
e personas jurídicas. 


Entre esos requisitos de forma está el de contar con un acto constitutivo 


.¿manado de los particulares y de un acto de reconocimiento estatal (art. 33 
Cód. Civil). 


La dinámica propia de la constitución de los sindicatos, partiendo de los 
* propios requisitos democráticos de la L.A.S. 23.551, le crea un paso previo 
inevitable al reconocimiento estatal, el acto jurídico constitutivo. 
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El reconocimiento estatal se cumple con efecto retroactivo a la fecha del 
acto constitutivo. 


Si bien el art. 45 del Código Civil asevera que “comienza la existencia 
de las asociaciones, con el carácter de personas jurídicas, desde el día e 
que fueren autorizadas por la ley o por el gobierno, con la aprobación de sus: 
estatutos”, ese acto administrativo que ordena la inscripción, no hace surgi : 
de la nada a la persona jurídica. 


Por ello es que el acto de aprobación estatal no es de libre discrecional: 
dad administrativa y existe remedio judicial ante la denegatoria arbitraria 
ilegítima de concesión de la personería jurídica. 


En la clasificación de las personas jurídicas del Código Civil, cabe s 
ñalara las asociaciones sindicales como personas jurídicas de carácter pr 
vado (arts. 32 y 33). Y como asociaciones civiles, en la medida que gocen d 
reconocimiento estatal (art. 33). 


Mientras carezcan de dicho reconocimiento estatal son simples asoci 
ciones, si están constituidas por acto fehaciente (art. 46 del Cód. Civil), a 
canzando a ser sujetos de derechos, pero no personas jurídicas. 


Como consecuencia, tendrán una capacidad más reducida, que sólo les: 
permitirá adquirir bienes a título gratuito, cuando se trate de liberalidade 
que se realicen con el fin de crear la entidad o donaciones manuales. 


A los sindicatos sin inscripción se los regula a partir de las normas de 
sociedad civil (arts. 1648 a 1788 del Código Civil). Siendo sujetos de derech 
son responsables per se de sus actos. 


En el caso de que la asociación sindical no se hubiera constituido en lá 
forma determinada por el art. 46, primera parte del Código Civil, carece: 
rá del carácter de sujeto de derecho. Se entiende, entonces, que todos los 
miembros fundadores y administradores de la asociación, serán respons; 
bles solidariamente de los actos que se generen. Se las considerará como 
simples asociaciones irregulares. 


4. UN EJEMPLO DE SINDICATO QUE ACTUÓ 
POR UN PROLONGADO PERÍODO SIN INSCRIPCIÓN LEGAL 


De lo expuesto anteriormente surge, que todo nuevo sindicato pasa por 
un período, en el que ya producida su fundación por medio de una asam- 
blea que ha aprobado sus estatutos, se encuentra actuando necesariamente, 
aunque no se encontrare inscripto. Para muchos este período suele durar 
años. 


Desde su experiencia de abogados sindicales, advertidos de esta situa- 
ción, Enrique O. Rodríguez y Héctor P. Recalde, sostuvieron que “...La insti- 
tución sindical es previa a suinscripción y tendrá existencia jurídica a partir:;; 
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e su fundación; no altera su naturaleza de asociación sindical de trabaja- 
¿dores la circunstancia que no estuviese inscripta; a nuestro criterio, incluso 
dría ejercer el derecho federativo”. Y continúan: “...la inscripción no es 
onstitutiva de la asociación, la institución existe en ejercicio de la autono- 
aía y la libertad sindical” (21). 


Uno de esos casos en que un sindicato actuó sin inscripción por un pro- 
óngado período, resultó ser el de la Central de los Trabajadores Argentinos 
-T.A.), y siendo reciente y ampliamente conocido, nos sirve de buen ejem- 
lo para discurrir sobre la existencia de ciertas organizaciones gremiales, 
lie pese a su existencia ostensible y pública, no son reconocidas arbitraria- 
énte por el Estado. 


La C.T.A. durante un prolongado período de tiempo fue en los hechos 
na confederación sindical que activaba al sindicalismo argentino. Con- 
ocaba a exitosos paros nacionales y movilizaciones populares. Conducía 
elgas de sus sindicatos afiliados y las apoyaba con paros nacionales. 


Pero para el Ministerio de Trabajo, como autoridad de aplicación, era un 
indicato que no existía por carecer de inscripción gremial. Finalmente esa 
ersonería por vía de la inscripción, le fue concedida con mucho retardo, 
nociendo con ello un hecho social evidente e innegable. 


En esa arbitrariedad del poder constituido, ejercida contra la C.T.A. y 
on otras muchas espontáneas formas de organización sindical más mo- 
estas, sobrevive una manifiesta táctica represiva, que afecta a los derechos 
e asociación de los sectores más débiles de la población. A ellos se los quie- 
"organizados, únicamente si dan garantías de no atentar contra un orden 


privilegios establecido, al que los gobiernos de supuestos Estados de de- 
¿cho, se dedican a convalidar y legitimar. 


_ Cuando una organización deja de ser la de los amigos del gobierno de 
turno, pasa a ser sospechosa y con ello basta para que se la reprima. La primer 
ma de represión es desconocerla. Y para ello, la herramienta más apta es su 
aderegistración. Negarle la simple inscripción ala.persona ideal, es tanto 
'omo negarle a la persona física la inscripción del nacimiento. 


“La Argentina ha ratificado los Convenios Nros. 87 y 98 de la O.I.T., estos 
convenios reivindican los derechos sociales colectivos de los trabajadores 
para actuar con plena libertad en la materia, constituir organizaciones sin- 
icales de manera autónoma y darse a sí mismos los estatutos que juzguen 
convenientes, sin influencias estatales o privadas. 


En Convenio 87 (entró en vigencia el 4 de julio de 1950), que consagra los 
derechos a la Libertad Sindical y a la Protección de la Sindicación, sostiene 


(21) Véase RODRIGUEZ, Enrique Osvaldo y RECALDE, Héctor Pedro: Nuevo régimen de 
Asociaciones sindicales, Editorial Gizeh, Bs. As., 1989, p. 118. 
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en su articulado, que los países miembros de la O.I.T. deben poner en prác. : 
tica, entre otras, las siguientes disposiciones: 


“Artículo 2. Los trabajadores y empleadores, sin ninguna distinción y sin' 
autorización previa, tienen el derecho de constituir las organizaciones que es- 
timen conveniente, así como el de afiliarse a estas organizaciones, con la sola * 
condición de observar los estatutos de las mismas”. 


En el caso de la C.T.A., el tema sobre el cual se montó la decisión política: 
de la autoridad de aplicación para retardar por años la inscripción solicita 
da, consistió en el derecho que reivindica esa central, de admitir la afilia 
ción ala misma, además de sindicatos de primer grado y federaciones, quí 
yala integran, a simples trabajadores y organizaciones querepresenten alos: 
que se encuentran en situación de desempleo. : 


Resultaba aparentemente de ello, que esa asociación sindical pecaba 
por demasía. Ya que la autoridad de aplicación no podía negar la inscripción ; 
solicitada, si la confederación renunciaba al ámbito de representación que* 
pretendía alcanzar y se limitaba a la representación de las organizaciones' 
de primer y segundo grado que ya la integraban. 


El desacierto jurídico del razonamiento que la limitaba en un reconoci-* 
miento formal, cuando en la realidad argentina no admitirla implicaba una: 
clara discriminación gremial, pretendía afirmarse en una interpretación li- 
teral y asistemática de la ley de asociaciones sindicales 23.551. 


Ley que cuando fuera sancionada, se aclaró hasta el hartazgo en e 
parlamento, que correspondía a dos principios liminares del Estado social' 
de derecho. El de la libertad sindical y el de la autonomía sindical. Y que* 
implementa operativamente los derechos reconocidos a los gremios en el' 
art. 14 bis de la Constitución Nacional. 


En el caso de la C.T.A., el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el 
27 de mayo de 1997, por Resolución 325 de ese año, finalmente reconoció 
a esta entidad sindical la simple inscripción, en el expediente 944.652/93.' 
Durante cuatro años se había negado la medida, pese a que el art. 22 de la 
L.A.S, 23.551, otorga a la autoridad de aplicación un término de 90 días para” 
ese efecto, Las quejas de practica antisindical por parte del gobierno, habían 
llegado mientras tanto al seno de la O.I.T. El Comité de Libertad Sindical, 
en el Caso 1777, había sostenido: “El Comité pide al gobierno argentino que. 
tome medidas para que se efectúe de inmediato la inscripción gremial de la 
Central de los Trabajadores Argentinos”. 


5. LOS PODERES Y DERECHOS DEL SINDICATO NO INSCRIPTO 


La L.A.S. 23.551, sostiene en su “Título VH. De los derechos y obligacio- 
nes de las asociaciones sindicales”: Art. 23: “La asociación a partir de su ins- 
cripción, adquirirá personería jurídica y tendrá los siguientes derechos: 
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a) Peticionar y representar, a solicitud de parte, los intereses individuales 
* de sus afiliados; 


b) Representar los intereses colectivos, cuando no hubiere en la misma ac- 
-fividad o categoría asociación con personería gremial; 


e) Promover: 
19) La formación de sociedades cooperativas y mutuales. 


29) El perfeccionamiento la legislación laboral, previsional y de seguri- 
lad social. 


39) La educación general y la formación profesional de los trabajadores; 
* d) Imponer cotizaciones a sus afiliados; 
.e) Realizar reuniones o asambleas sin necesidad de autorización previa”. 


Es evidente que para la norma, conforme a la realidad social, el sindica- 
o desde su constitución en asamblea y previo a la inscripción, constituye 
una unidad independiente de la simple sumatoria de sus asociados. 


La norma implícitamente reconoce la existencia antes de la inscripción, 
pero determina que con ella se adquiere la personería jurídica. 


De la simple lectura de los incisos de dicho artículo, se evidencia que 
l legislador no le quedó del todo claro qué pasaba con la asociación en la 
“etapa anterior ala inscripción. Los cinco incisos enumeran actos lícitos, que 
«libremente pueden ser ejercitados por cualquier asociación no inscripta. In- 
terpretar que nolospueden ejercitarlos sindicatos previamente a la inscrip- 


ción, contraviene el derecho a la libre asociación con fines útiles (art. 14 de 
“la-C.N.). 


De esos incisos, el único que da margen para la opinabilidad, es el inci- 
:SO b) “Representar los intereses colectivos, cuando no hubiere en la misma 
actividad o categoría asociación con personería gremial”. 


Desde nuestra particular posición, también este acto jurídico es prac- 
ticable por las asociaciones no inscriptas, por cuanto la actividad sindical 
es lícita, y su organización en el plano colectivo, tiene como natural con- 
secuencia de esa licitud, la legitimidad del grupo en la acción de conjunto. 
Dicho esto sin ingresar en el tema de si la representación ejercida por la aso- 
" claciónpuede alcanzar a toda la categoría social o sólo alos asociados. Esto 
último no llega a afectar a la conclusión general a la que arribáramos. 


Es evidente que los otros incisos del art. 23, son actos jurídicos natura- 
les al ejercicio funcional del objeto social de cualquier asociación que los 
haya previsto en su acto constitutivo. Hecho este análisis de la norma, una 
- pregunta que suele formularse el operador jurídico, es cuándo se alcanza la 
personería jurídica por parte de las asociaciones. 
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La lectura simple de la L.A.S, en su art. 23, siembra interrogantes al res. 
pecto. 


A contrario sensu debería entenderse, que sólo la inscripción otorga la 
personería. Y que sólo entonces las asociaciones tendrían el derecho a ac 
tuar en representación de los afiliados. El derecho nacería no del poder de 
organizarse y delegar representación de los trabajadores, sino del acto del 
príncipe. Acto éste que, aunque revisable por el poder judicial, sería natura]: 
del poder político (22). : 


A partir de esta interpretación asistémica de la L.A.S. y su art. 23, se des- * 
granan fallos como el siguiente: : 


“Sólo son sujetos del régimen de la ley 23.551 los sindicatos inscriptos y 
con personería gremial. Los no inscriptos sólo aparecen contemplados en 
cuanto eventuales pretensores de la inscripción. El complejo de requisitos 
sustanciales y formales; derechos y cargas, modalidades de actuación, ga 
rantías, etc. establecidos por la ley sólo operan en cabeza de aquéllos. Sólo; 
ellos, en consecuencia, se encuentran legitimados sustancialmente y proce- 
salmente para promover las acciones que la ley prevé” (23). 


La interpretación de esta disposición, en cuanto a la existencia y reco-. 
nocimiento de los derechos gremiales que admite en el sindicato inscripto y 
con personería jurídica reconocida, no puede ser restrictiva de la existencia 
de otros derechos gremiales en cabeza de los trabajadores, sin restringir in- 
constitucionalmente la libertad de asociación. 


Reconocida la licitud y necesidad social de la acción sindical, el asocia- 

cionismo, para efectivizarla, no puede ser coartado por prácticas de esté 
1 

tipo. 


Sería irracional sostener que los derechos del inscripto, no son detenta. 
dos por el no inscripto, cuando en gran medida no depende de su conducta 
el acto de inscribir. Y por añadidura, se admite que el accionar debe ser au- 
tónomo, espontáneo y libre del control gubernamental. 


Un sindicato es tal no sólo porque la autoridad de aplicación quiéra re- 
conocerlo. En esto, la ley y el control administrativo sólo pueden acompañar 
alos hechos sociales que reconocen valiosos (24). 


(22) Véase: “Tanto en la ley 22.105 como en la ley 23.551, la decisión administrativa que* 
reconoce o deniega la personería pedida o afecta una preexistente, es recurrible ante la Cámara : 
del Trabajo, art. 62 de ambos regímenes” CNTrab., sala VII, 27/09/1989, “Sindicato Unificado 
de la Educación s/ Ley 22.105” Mag. votantes: Luis Raúl Boutigue - Herminio Mario Morasso. 

(23) Véase: CNTrab., sala 5, Interlocutorio 29/08/1990, “Morell, Maria y otros s/ Recurso 
de Apelación”. Mag. votantes: Juan Carlos E. Morando. 

(24) Que la realidad complica a la teoría que plantea la existencia sindical a partir de re 
personería jurídica nacida de la inscripción, se advierte en el mismo fallo que anotáramos más 
arriba, puesto que también se resolvió allí: “Si bien los sindicatos deben al menos inscribir- 
se para adquirir la personería jurídica, lo cierto es que frente a un hecho singular, corno es la 


EL SINDICATO SIN INSCRIPCIÓN 237 


Por lo tanto, es natural que se admita que todos los derechos que se re- 
:: gonocen para el sindicato inscripto, también alcanzan al que no se lo ins- 
cribió, pero cumplió con los requisitos legales que hacen a su conducta y no 
la del controlador de la misma. Incluso en el lapso que antecede al depósito 
en el Ministerio, de los estatutos y acta constitutiva reclamando la inscrip- 
_ ción. 

Para Guillermo López, éstas instituciones son sujetos de derecho, de 
acuerdo a lo previsto en el art. 46 del Código Civil, y por lo tanto, su perso- 


nalidad no se confunde con la de sus miembros fundadores o administra- 
dores (25). 


Teniendo esas entidades la personalidad jurídica que el Código Civil les 
djudica, resulta innegable, que la personería jurídica que la L.A.S. admite a 
partir de la inscripción, no deja de ser solo confirmatoria de la que ya existía 
desde que el acto fundacional se cumplió en la asamblea respectiva. 


El art. 23 de la L.A.S., sostiene “La asociación a partir de de inscripción, 
adquirirá personeríajurídica y tendrá los siguientes derechos... 


“La cuestión se traslada a interpretar el concepto personería jurídica y 
ella a partir de los términos constitucionales resulta clara: las personerías 
se reconocen a partir de la inscripción. Pero los textos infraconstitucionales 
han tergiversado la situación, al sostener que las personerías se otorgan a 
partir de la inscripción. Debemos distinguir, en cuanto al acto de inscrip- 
ción, la función que tiene: no es constitutivo de la institución, sólo es condi- 
ción legitimadora del reconocimiento. 


De ello no puede desprenderse que estos sindicatos no inscriptos dejen de 
serlo, por no haberse cumplido el acto administrativo de reconocimiento. 


Es que el tema del reconocimiento de la personería de los sindicatos (ju- 
rídica y en especial gremial), está influido por el propósito de reconocer en 
el Estado, un profundo grado de intervencionismo, puesto en la cabeza del 
poder político. 


Muchos procuran que el único sindicato legitimado sea el controlado, 
registrado, aceptado, y si es posible, amigo o cómplice del poder estatuido. 


intervención por parte de una asociación de segundo grado, no puede negarse por lo menos 
* la apertura formal de la instancia, arts. 36 y 62 inc. f de la ley 23.551, sin perjuicio que debe- 
rán, sin duda aportarse, y previa audiencia de la contraparte'. CNTrab., sala V, Interlocutorio 
29/08/1990, Juez Juan Carlos E. Morando, “Morell, Maria y otros s/ recurso de apelación”. 

(25) Véase LOPEZ, Guillermo A. E: Derecho de las asociaciones profesionales (Ley 20.615 y 
su reglamentación), La Ley, Bs. As., 1974, p. 99. Este autor condiciona en la obra que se anota, 
lo ya apuntado, a la circunstancia de que la asociación esté constituida por escritura pública o 
. Instrumento privado certificado por escribano. Criterio que impone el Código Civil en su ar- 
tículo ya citado y también hace a la comprobación de actos tan importantes como el fundacio- 
nal y constitutivo. 
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Ese afán se revela en la pretensión de resaltar que el control delos sind. 
catos es exclusivo del Ministerio de Trabajo (como si esos actos administra. : 
tivos no merecieran a su vez el control) (26). 


Pero la férrea proposición de otorgar al Ministerio de Trabajo la funció 
excluyente de controlar a las organizaciones sindicales, a partir de la ins 
cripción en el registro especial, como forma de reconocimiento de la perso 
na jurídica, va de suyo que arrastra la suerte de estas asociaciones especia- 
les, si por retardo o arbitrariedad la inscripción no se produce. 


Augusto César Belluscio, magistrado de la Corte, sostuvo, en otro tipo de 
instituciones intermedias, la distinción conceptual entre el derecho consti 
tucional de asociación y el de acceder a la personería jurídica (27). 


Pero admitido que todo sindicato, libre y autónomamente constituido 
es una institución de bien común específica de una categoría de trabajado 
res, y que el poder administrador debe mantenerse al margen de interven 
en ellas, resulta evidente que la personería jurídica, equivale a la legitima 
ción efectiva del derecho de asociarse. 


Y como en el sindicalismo libre no importa la categorización de grupo 
mayoritario para que se deba respetar suexistencia, lo razonable es recono: 
cer a la asociación aun sin inscripción, cualquiera sea la importancia siem-. 
pre relativa del número de los asociados (28). 


(26) Véase: “El art. 58 de la ley 23.551 consagra el principio del control exclusivo del Mi 
nisterio de Trabajo sobre las asociaciones profesionales, aunque hubieran obtenido personerí: 
jurídica en virtud de las disposiciones del derecho común” Y también: “El art. 58 de la ley 23.551 
tiene por objeto excluir a las asociaciones sindicales, del control promiscuotde la Inspección 
General de Justicia por su condición de asociaciones con personería jurídica, y someterlas ín- 
tegramente al control del Ministerio de Trabajo”. (Ambos conceptos corresponden al voto del 
doctor Augusto César Belluscio, en J. 63. XXIL. “Juárez, Rubén Faustino y otro c. Mrio. de Trabajo 
y Seguridad Social (Direc. Nac. de Asoc. Sindicales) s/ acción de amparo”. 10/04/1990). y 

(27) Véase: “No puede invocarse un derecho constitucional a ser persona jurídica y no 
mero sujeto de derecho, puesto que del mismo modo que el legislador pudo atribuir el carác- 
ter de personas jurídicas a las asociaciones cuyo principal objeto sea el bien común y negár- 
selo a los demás, también habría podido hipotéticamente sin salir del marco constitucional, 
negar la personalidad jurídica y considerar simples asociaciones a todas ellas, pues el derecho 
consagrado por la Ley Fundamental es el de asociarse y no el de acceder a la personalidad ju- 
rídica” (Voto del doctor Augusto César Belluscio). Mag.: Levene, Vot.: Cavagna Martínez, Barra, 
Belluscio, Nazareno, Moliné O'Connor, Boggiano. Dis: Fayt, Petracchi. C. 474. XXII. “Comuni- 
dad Homosexual Argentina c. Resolución Inspección General de Justicia s/ personas jurídicas”, 
01/11/1991. 

(28) En esta área, sedan todas las condiciones como para sostener quela lógica se contra- 
dice claramente con la vocación controlante de la autoridad. No podemos dejar de criticar lo 
sostenido por el doctor Boggiano en uno de sus votos: “Sería irrazonable que cualquier grupo 
perdidoso en una lucha política o carente de fuerza para despertar la atención del poder legis- 
lativo deba ser considerado una minoría con derecho a la tolerancia jurisdiccional con título a 
reclamar una personería jurídica de bien común”. (Voto del doctor Antonio Boggiano); Mag.: 
Levene. Vot.: Cavagna Martinez, Barra, Belluscio, Nazareno, Moliné O'Connor, Boggiano. Dis.: 
Fayt, Petracchi, C. 474. XXIII. “Comunidad Homosexual Argentina c. Resolución Inspección 
General de Justicia s/ personas jurídicas” 01/11/1991. 
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No pudiendo negarse'el derecho implícito de asociarse para actuar sin- 
dicalmente, con razones esgrimidas a partir del bien común, cuando hace 
precisamente al bien común en los estados de derecho la plena existencia 
Jibre de esas asociaciones (29). 


La forma más primaria dela asociación obrera suele serla coalición para 
a huelga, que provoca en el colectivo de trabajo, un primer paso que suele 
erseguido por la vocación de permanencia de la asociación alcanzada. 


- Respetado el principio de libertad sindical y reconocido quelos trabaja- 
dores son titulares de un derecho individual de incidencia colectiva como 
“és el de huelga, va de suyo que admitir que la asociación aún sin inscripción 
tiene el derecho de organizar el conflicto de sus asociados. 


Fallos como “Leiva, Horacio y otros c. Swift Armour S.A.”. de la SCJBA 
sancionado en el año 1984 rompiendo con su conservadora doctrina del de- 
techo de huelga o “Chanca, Hilda c. Proveeduría para el Personal del Banco 
de la Provincia de Buenos Aires s/ Despido”, de la CNTrab., sala VI, del 28 
_de abril de 1994, que reconocen ampliamente la titularidad del derecho de - 
.huelga de los trabajadores, nos proyectan naturalmente hacia este tipo de 
conclusiones. 


Esto responde a una lógica de afirmación tanto del derecho de huelga 
, como el de libre, autónoma y democrática asociación sindical. Por supuesto 
que quienes veladamente tratan de desactivar tanto a la libertad sindical, 
como al derecho de huelga de los trabajadores, les cuesta reconocer esos de- 
rechos sociales, que también son humanos y fundamentales en los Estados 
Sociales de Derecho. 


Suele suceder que los sindicatos, aun antes de conseguir su inscripción, 
se adhieran a federaciones o confederaciones que cuentan con personería 
gremial. Lo hacen para poder actuar bajo el paraguas de la representación 
. de la entidad superior, que la apoya mientras ésta desarrolla sus fuerzas y 
cumple con los requisitos legales propios de la inscripción, y en una etapa 
posterior, los propios que se les reconoce a los titulares de personería gre- 
mial (30). y 


(29) Véase: “No hay bien común posible, al cual tiende el derecho, si no se respeta y salva- 
guarda el bien personal de los individuos que integran la sociedad o, el de quienes peticionan 
* la obtención de personería jurídica para la entidad que han constituido y que tiene por objeto, 
sustancialmente, el mencionado bien común (art. 14, C.N.)” CC0203 LP, B 71321 RSD-92-91 
S 21/5/1991, Juez Pera Ocampo (SD). En “Asociación Necochense en Defensa de la Vivienda 
A.NE.DEVI. s/ Personería” Mag. votantes: Pera Ocampo - Pereyra Muñoz. 

(30) Véase: “No existe limitación legal alguna para que una asociación sindical, aun cuan- 
do no cuente con inscripción gremial, pueda constituir una de grado superior o afiliarse a las ya 
constituidas, en tanto la actuación en orden al derecho federativo es propia de la esfera interna 
asociacional, no resultando susceptible de limitación”. ST Entre Ríos, sala 1 Penal, 18/4/1997, 
“Véliz, Darío M. E c. Federación Argentina de Empleados de Comercio y Servicios y otro”, LLLi- 
torak, 1997-928; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1092, p. 338. 
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6. OBLIGACIONES DE LAS ASOCIACIONES SINDICALES 
NO INSCRIPTAS 


Las obligaciones del sindicato no inscripto surgen del compromiso asg 
ciativo. Del acto constitutivo que es la asamblea. Se documentan en los esta 
tutos que se aprobaron en ese mismo acto y en los mandatos otorgados qu 
se registran en el acta constitutiva. 


En casos excepcionales, puede ser que la asociación apruebe sus esta; 
tutos por partes y en sucesivas asambleas. En estos casos advertimos acto 
constitutivos que se prolongan en el tiempo. El poder constituyente de. lá 
asociación necesita tiempo para su ejercicio. : 


En su artículo 24, la L.A.S. 23.551, refiriéndose a las. asociaciones inscrip 
tas y con personería gremial, omitiendo a las no inscriptas, sostiene cuále 
son las obligaciones de las primeras. 


Como es lógico admitir, las obligaciones enumeradas hacen sólo al con 
trol externo y administrativo de esas entidades y únicamente a partir de 1 
inscripción. 


7. NUESTRA ANACRÓNICA RELACIÓN 
CON EL DERECHO SINDICAL ITALIANO 


Más arriba advertimos, que el modelo sindical argentino, se ha vist 
particularmente influenciado por el símil italiano de la época del fascismo 


El derecho corporativo italiano de esa época, relacionaba al sindicato: 
con la organización del Estado. Lo sujetaba al derecho público. Su persona 
lidad jurídica era la de un órgano del Estado. 


Lo curioso es que si bien los argentinos en nuestra legislación nos vimo 
influidos por ese modelo, nunca nuestro sindicato llegó a alcanzar con es 
intensidad esas funciones y naturaleza. Pero su estructura, a partir de la fi 
gura del sindicato con personería gremial, se ha mantenido en el tiempo: 
gracias al apoyo dado por las organizaciones sindicales a ese modelo. 


Por su parte, los italianos, luego de la derrota del fascismo, dieron por. 
tierra con la naturaleza pública del sindicato, y las.-organizaciones gremia- 
les se dieron con rigor a la defensa de distanciar a la asociación del férreo 
abrazo del Estado y los gobiernos. : 


En el presente, los sindicatos italianos no reclaman el reconocimiento: 
estatal. Dice Gino Giugni: “Hoy, por tanto, no existe ninguna asociación: 
sindical reconocida, ni siquiera de acuerdo con las reglas del derecho co- 
mún” (31). 


(31) Véase GIUGNI, Gino: op. cit., p. 95. 
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La figura asociacional que otorga este autor a las asociaciones sindicales 
italianas del presente, es la de las asociaciones no reconocidas (32). 


Esta relación comparatista que hacemos, tiene por objeto despertar las 
nquietudes de nuestra doctrina y jurisprudencia, para la revalorización 
: “del rol que les corresponde a los sindicatos argentinos, cuando existen 
in el reconocimiento estatal, por acto voluntario, y se encuentran en la 
tapa en que no alcanzaron todavía a cumplimentar las exigencias de la 
LA.S. 23:551. 


“Desde nuestra óptica, esas asociaciones son sindicatos y acreedores de 
tutela sindical. 


“Si al derecho italiano de la pos guerra, le bastó para dar encuadramien- 
o legal a todo su sindicalismo en situación de resistir voluntariamente a la 
iscripción, no advertimos qué grado de represión nos puede llevar, a que 
1fluidos todavía por el derecho italiano de la etapa anterior, sigamos repri- 
iendo, por vía del desconocimiento, a los sindicatos no inscriptos. 


8. EL DESAMPARO DE LA TUTELA DE LA ESTABILIDAD 
DE LOS DELEGADOS 


.. Laconcepción retaceante delos poderes del sindicato no inscripto, lleva 
-a la | paradoja de que la federación que represente a un sindicato no inscripto, 
tendrá que dar protección a sus delegados en forma directa, ya que la tutela 
indical no alcanza, en la interpretación jurisprudencial de la SCJBA, a los 
elegados del sindicato de base, pese a que estén actuando bajo el piraguas 
e una asociación de segundo grado. 


Esta posición se expresa con la siguiente doctrina: “La personería gre- 
mial de la Federación —asociación sindical de segundo grado— a la que 
está adherido el sindicato que no cuenta con inscripción gremial, no ampa- 
rao protege a los representantes gremiales de este último”. 


El sindicato de segundo grado deberá asumir a los delegados de base 
del sindicato sin inscripción como propios y conforme a las normas es- 


: :(32) Estas asociaciones están reguladas en los arts. 36, 37 y 38 del Código Civil italiano de 
1942. El Tr. de Cass, el 3 de julio dé 1959, sent. num. 2119, sostuvo: “La asociación no reconocida 
supone una figura intermedia entre la comunión y la asociación personal jurídica, y es configu- 
rable corno un ente colectivo, o centro de intereses, el cual aun existiendo solamente de hecho 
y no en un plano jurídico, resulta, sin embargo, dotado de una personalidad limitada, dato al 
cual el derecho positivo atribuye derechos y obligaciones que no son de los asociados. Los bie- 
nes de la asociación pertenecen al ente y son titularizados en la persona de un representante, 
y aquél que legalmente representa a la asociación no está investido de la representación de los 
asociados individuales, sinoque representa a la asociación misma, en cuanto órgano necesario 
de ésta, en las relaciones contractuales con los asociados o con terceros. En el juicio en el cual 
es parte una asociación no reconocida, los asociados pueden declarar como testigos, no subsis- 
tiendo una incompatibilidad apriorística entre su condición de asociados y de testigos”. 
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tatutarias respectivas, si pretende asegurar derechos de estabilidad de los 
mismos (33). 


Volveremos sobre este tema en el capítulo dedicado a la tutela de la e : 
tabilidad sindical. 


9. LA DEMANDA POR LA DENEGATORIA DE LA INSCRIPCIÓN 


La actitud renuente de la autoridad de aplicación al cumplimiento dela 
obligación de inscribir a los sindicatos, determinó expresas disposiciones 
de la L.A.S. 23.551, referidas a la demanda a entablar por el vencimientod: 
plazo previsto en el art. 22 de ese cuerpo normativo (noventa días a par 


como la mexicana, no cuenta con previsiones que determinen la inscripci 
automática. 


dor (34). 


(33) Conf.: SC Buenos Aires, L 45.759, S 21/5/1991, Juez Salas (SD). “Spergge, Pedro Ar 
gentino c. Consorcio de Propietarios Edificio “Delfín” s/ Reinstalación de puesto por garantíá 
sindical”. TSS/91 - DT, 1991-B, 1486 - AyS, 1991-I-810 - JA, 1992-1-433 Mag. votantes: Salas - Ro 
dríguez Villar - Mercader - Laborde - San Martín. Idem: SC Buenos Aires, L 56.135, S 15/8/ 1995, 
Juez Salas (SD). “Arnau, Omar C, y otros c. Cooperativa Limitada de Consumo de Electricidad 
y Servicios Anexos de Olavarría s/ Indemnización art. 49, ley 23.551, haberes” DJBA, 149-188 
DT, 1996-A, 969 - AyS, 1995-III-246. Mag. votantes: Salas - Negri - Pisano - Rodríguez Villar 
San Martín. Idem: SC Buenos Aires, L 58.478, S 12/11/1996, Juez Salas (SD). “Ayerbe, Juan B. c. 
Asociación Cooperativas Argentinas, Coop. Ltda. Fábrica de Aceites Vegetales Tres Arroyos's, 
Indemnización por antigiiedad por despido incausado y otros” DJBA, 151-344. Mag. votantes; 
Salas - Pisano - Negri - Laborde - Pettigiani. 

(34) Véase: “Ante el vencimiento del plazo establecido por el art. 22 de la ley 23.551 no es 
procedente el amparo por mora de los arts. 28 y 29 de la ley 19.549, ya que, en virtud de lo esta 
blecido por el art. 22 de la mencionada ley 23.551, cabe interpretar el silencio como denegatori 
tácita que puede ser cuestionada mediante demanda judicial según resulta del inc. d) del art. 6 
de la misma norma”. CNTrab,, sala III, 29/8/1991, “Federación Argentina de Trabajadores Esta: 
tales c. Estado Nacional (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social); DT, 1991-2020; en Digest: 
Práctico La Ley, Dere ho Colectivo del Trabajo 1, 1333, p. 368. 


CAPÍTULO 9 


EL SINDICATO SIMPLEMENTE INSCRIPTO 


SUMARIO: 1. La inscripción.— 2. La socialización de la información re- 
gistrada.— 3. El procesamiento de la inscripción solicitada.— 4. Derechos y 
obligaciones del sindicato simplemente inscripto.— 5. Tutela sindical e ins- 
cripción.— 6. La representación sindical en la empresa.— 7. Capacidad de 
negociar colectivamente de los sindicatos simplemente inscriptos.— 8. La 
situación en que se encuentran sindicatos simplemente inscriptos que ope- 
ren en las provincias. El caso de las garantías que se desprenden de la Cons- 
«titución de Río Negro. 


1. LA INSCRIPCIÓN 


La Ley Nacional del Trabajo proyectada por Joaquín V. González en el 
ño 1904, que no llegara a tener sanción legislativa, pero que influyó sen- 
iblemente en el desarrollo posterior de las instituciones argentinas del de- 
echo del trabajo, en su Título XII, “Asociaciones industriales y obreras”, ya 
égulaba el obligatorio registro gremial de este tipo de asociaciones (1). 


ES 


(1) Los artículos 388 y 389 de ese extenso cuerpo normativo, tenían este tenor: 
Art. 388: “Toda sociedad de obreros o industriales que se acoja a esta ley, o se constituya de 
"acuerdo con sus disposiciones, deberá ser registrada en un registro especial que se llevará en la 
Junta Nacional del Trabajo, a cargo de un funcionario especial, y la solicitud de inscripción debe 
ser hecha por escrito ante el presidente de dicha Junta y hallarse firmada” 
“ “Jo, Sies una sociedad existente, por su actual mesa directiva o gerente, o por la mayoría de 
us directores, o una tercera parte de sus socios, siempre que sea igual a cinco por lo menos. En 

caso la solicitud expresará la promesa de conformarse a las condiciones de este Título dentro 
los sesenta días de la fecha, pasados los cuales, si no cumpliese con la remisión de los estatutos 
“reformados o concordantes con ella, se anulará la inscripción” 
, “20, Sies una asociación formada de acuerdo a esta ley, la solicitud irá suscripta por su di- 
-rectorio provisional, o por la mayoría de sus miembros, siempre que conste en forma simple pero 
auténtica, la autorización de que hagan uso los solicitantes para pedir la inscripción” 

Art. 389: “Al pedido de inscripción deberá acompañarse: 

“Jo, Dos ejemplares impresos o manuscritos de los estatutos o reglamentos de la sociedad”; 

“20, Una nómina de sus miembros, con indicación en su caso, de los cargos que en ella des- 
empeñen y del domicilio de sus directores, secretarios, gerentes o administradores”; 

“30. El acta de la deliberación de la asamblea en que conste la formación de la sociedad"; 

“40, Enunciación de los convenios o compromisos corporativos a que la sociedad se hallase 
obligada” 
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En su momento, estas normas fueron duramente criticadas y resistidaz 
por el movimiento obrero. En el año 1902, se había sancionado la Ley qe 
Residencia 4144, que sirvió de instrumento represor contra los activista; 
sindicales de origen extranjero, que eran la mayoría de los que cumplíay, 
esas funciones. El registro implicaba la individualización de los mismos y 
simplificaba las medidas que esa ley represora autorizaba, incluso la extra: 
dición del extranjero sin juicio previo alguno y sujeto al discrecional criterig 
del Ejecutivo. 


Un sindicalismo revolucionario encontró en esas disposiciones del pro 
yecto de Joaquín V. González, el principal escollo y resistió la registración 
por considerarla un instrumento de control, vigilancia y represión. 


Sigue siendo hoy, el registro como acto previo y determinante de la ani 
torización para actuar, el instrumento básico desde el cual se cumple la 
gilancia del accionar sindical. 


Estaba contemplado también en el Proyecto de Código del Trabajo qué 
presenta Yrigoyen al Congreso en 1921 y que se le atribuye a Unsain (2). - 


Desde entonces y hasta ahora, con la sanción de los estatutos legales 
que desde la década del 30 regulan la adjudicación de las personerías jurídi 
ca y gremial, la registración se instituyó como la piedra basal del control. . 


Si bien en 1937 se dicta un decreto regulando el otorgamiento de la per 
sonería jurídica de los sindicatos a partir de la inscripción y el registro, el 
sentido final que adoptan estas medidas, se instrumenta con el decret 
23.852/45, estatuto clave en la creación del sindicato con personería gremial 
que, por contrapartida, obra como limitante de la acción de los sindicato 
simplemente inscriptos, por cuanto a los primeros se les reconocen podere 
exclusivos. Con referencia al dec. 23.852/45 (2/10/1945), sostiene Cabane 
llas: “Asociaciones profesionales inscriptas, pero sin categoría gremial. So 
aquellas que han dado cumplimiento a lo dispuesto en el art. 43 del decreto: 
sobre asociaciones profesionales, y las que no han solicitado o no han obte 


(2) El Capítulo “Asociaciones profesionales” contemplaba el registro y control por la autó: 
ridad administrativa, en sus artículos 460, 469 y 470. 

Art. 460: “Las asociaciones profesionales no podrán constituirse definitivamente sin ante 
haber presentado a los efectos de su reconocimiento legal, un ejemplar de sus estatutos al Minis 
terio del Interior, quien previo informe del Departamento Nacional del Trabajo, los aprobará: o 
losdevolverá a los interesados con las modificaciones que deban producirse” 

Art. 469: “Toda asociación profesional, constituida de acuerdo con el presente Código, debe- 
rá ser anotada en un registro especial que se llevará en el Departamento Nacional del Trabajo. A* 
la solicitud de inscripción deberá acompañarse: 

1*, Un ejemplar impreso o manuscrito de los estatutos o reglamentos aprobados de la aso- 
ciación; 

20, Una nómina de sus miembros con expresión, en su caso, del cargo en que se hallen inves 
tidos y del domicilio de sus directores, secretario, gerente o administradores: 

3. Una copia, en forma, del acta de constitución definitiva de la sociedad": 

Art. 470: “La existencia legal de las asociaciones se acreditará con el certificado expedido por : 
el Jefe de la Oficina encargada de llevar el registro de inscripción” 
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jido personería gremial. Los sindicatos pertenecientes a esta categoría pue- 
en, si no existe sindicato o federación con personería gremial, defender y 
¿presentar ante el Estado y los patronos los intereses profesionales (art. 34). 
parte del derecho consignado anteriormente, les cabe a las asociaciones 
rofesionales inscriptas, pero sin categoría gremial, las siguientes faculta- 
es que les confiere el art. 32 del decreto: a) Peticionar en defensa de los 
ntereses profesionales; b) Fundar instituciones de previsión y asistencia so- 
ia); c) Establecer colonias de vacaciones, comedores, sanatorios, hospitales 
“iodo servicio social que tienda a elevar la cultura, preservar la salud y me- 
rar el nivel de la vida moral y material del gremio; d) Organizar y promover 
formación de cooperativas de producción, dé consumo, de crédito y de 
vienda de acuerdo a la legislación vigente; e) Promover la instrucción ge- 
éral y profesional de sus asociados mediante obras apropiadas, tales como 
ibliotecas, conferencias, publicaciones, escuelas técnicas, talleres y expo- 
iciones; f) Constituir y participar en federaciones; g) Imponer cotizaciones 
cuotas a sus afiliados; h) Ejercer en el cumplimiento de sus fines todos los 
lemás actos que no le sean prohibidos” (3). 


Cuando el Ministerio de Trabajo como autoridad de aplicación, cumple 
n el acto administrativo de inscribir en un registro al sindicato que se so- 
iete a su control, está tomando nota de la existencia del mismo y generan- 
'0.un mecanismo de publicidad sobre el acto constitutivo. 


En mayo del 2009, el Número 8 de la Serie Estudios, del Ministerio de 
"Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, dio a conocer el informe 
“Trabajo, ocupación y empleo. Estudios laborales 2008”, en el que se puede 
"encontrar importante información sobre la gestión administrativa de Mi- 


En cuanto al período 2003-2008, en un estudio encomendado a Héctor 
Palomino, se señala que en el mismo se otorgaron inscribieron 348 nuevos 
-sindicatos, lo que da cuenta de un promedio de 57 inscripciones por año. El 
año de mayor número de inscripciones fue el 2005, con 80 llevadas a cabo. 


De esos sindicatos inscriptos, 332 eran entidades de primer grado, 12 
casos se trataban de entidades de segundo grado y 4 de entidades de tercer 
rado. 


-— La función de inscribir asociaciones, reconocer personerías y llevar los 
registros respectivos, es otorgada por la L.A.S. 23.551, en el art. 56, a ese Mi- 
-Nisterio, Y es parte de las tareas de control que ese mismo cuerpo normativo 
le encomienda, en su art. 58, en el que se aclara, que ese control se practica- 
rá “aunque hubieren obtenido personería jurídica en virtud de las disposi- 
ciones del derecho común” (4). 


éase , Guillermo: Derecho sindical y corporativo, Atalaya, Bs. As., , 
(3) Véase CABANELLAS, Guill Derecho sindical y corporativo, Atalaya, Bs. As., 1946, 
Ps. 225 y 226. a 
(4) El Ministerio de Trabajo, para noviembre del 2009, informó que las entidades sindica- 
JO, P q 
les simplemente inscriptas eran: 1451 de primer grado, 19 federaciones y 9 confederaciones, 
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Pero este poder lejos está de ser discrecional y debe ajustarse a los pri 
cipios que la Constitución reconoce y la L.A.S. 23.551 instrumenta, y los, 
actos administrativos que provoca, no dejan de estar sujetos a otro contro] 
superior, el de la justicia. Hacia eso ha tendido el avanzar progresivo y de: 
mocrático de la legislación argentina, superando las normas dictadas in 
cialmente en la materia. 


Sostiene el art. 61 de la L.A.S., que todas las resoluciones definitivas dela 
autoridad administrativa del trabajo en la materia, agotada la instancia con 
trol por parte de la administración, son impugnables ante la justicia, por vía. 
de recurso de apelación o de acción sumaria, según los casos, y en la form 
establecida en los artículos 62 y 63 del mismo cuerpo normativo. 


Y reconoce y estructura también la ley, vías especiales de control Jud: 
cial mediante acciones de amparo (5). 


2. LA SOCIALIZACIÓN DE LA INFORMACIÓN REGISTRADA 


La ley le encomienda al poder administrador la tarea de ser el guardián; 
de cierta información pública, a partir de la registración. La informació: 
a conservar es aquella que sirve al efecto de la gestión democrática de 1: 
instituciones. Pero se la guarda para su efectiva socialización, ya que la d 
mocracia requiere de acceso libre al conocimiento de los actos públicos. 


Por medio de la registración se permite el acceso al conocimiento del 
acta, el estatuto social y la nómina de los representantes gremiales que ti 
nen la tarea de conducir ala entidad, conforme al método democrático y lás 
previsiones del estatuto. 


+ 


A su vez, la publicidad del estatuto, conocible por todos a mérito de | 
registración, permite saber si las normas estatutarias guardan conformi- 


conforme sus registros. Para noviembre. A modo de ejemplo y para que se advierta el rol q; 
tienen estas entidades y su importancia se señala que la Federación Argentina de Empleados 
de Comercio y Servicios agrupa en su seno a un total de doscientas noventa y tres (293) filiales 
en el país, de las cuales ciento veintidós (122) son asociaciones con personería gremial; ciento. 
veinticuatro (124) son asociaciones simplemente inscriptas y cuarenta y siete (47) con inscri 
ción gremial en trámite. 

(5) Conf: “En aquellos conflictos en los que por su causa, la autoridad administrativa tie: 
ne facultades de control, pues de no darse esa situación los principios d e autonomía y libertad 
sindicales se verían afectados, los trabajadores o asociaciones sindicales pueden acudir a la vía 
del amparo prevista por la ley 16.986, si la agresión proviene de la administración; o al proceso 
sumarísimo sila afectación proviene delos particulares, tal como lo regula el art. 47 delal 
23.551 que instrumenta un procedimiento especial para el ámbito sindical, cuando los actos 
lesivos provienen de particulares” CNTrab., sala III, 03/07/1990, “Federación del Personal de 
Vialidad Nacional c. Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales - Ministerio de Trabajo de 
la Nación s/ acción de amparo”, Mag. votantes: Ricardo A. Guibourg. Aclaramos que en la in- 
terpretación amplia que le damos al art. 47 de la L.A.S., la vía especial que éste reconoce, sirve *; 
también para el amparo contra los actos antisindicales de la autoridad pública, por lo que la: 
opción que marca el fallo que citáramos, sirve sólo al efecto de reconocer la existencia pluridi- 
mensionante de vías alternativas, que no se excluyen entre sí. 
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dad con las previsiones delaL.A.S. 23.551, la que a su vez, hace operativo el 
mandato constitucional. 


El derecho de asociación de los trabajadores es un poder legitimado en 
a sociedad, que no deja de estar acompañado de precisas obligaciones. 


Una de ellas es la de socializar la información que hace a la fundación 
lél sindicato, sus miembros, sus representantes, sus dirigentes y las normas 
tátutarias que hacen al funcionamiento de la entidad. 


El “Título VI. De lainscripción” dela L.A.S. 23.551, prescribe en su art. 21, 
gal presentar la solicitud deinscripción de un sindicato ante la autoridad 
ministrativa del trabajo, se deberá hacer constar: 


a) Nombre, domicilio, patrimonio y antecedentes de la fundación del 
sindicato; 


¿b) Lista de sus afiliados; 
“c) Nómina y nacionalidad de los integrantes de su organismo directivo; 
d) Los estatutos. 


. La información facilitada por las asociaciones se registra para ser con- 
Itada libremente por la ciudadanía y permite el control democrático de la 
ntidad.' 


El decreto 467/88, en su art. 19, prescribe, reglamentando a dicho ar- 
culo 21, que la lista de afiliados debe confeccionarse con la mención del 
ugar donde se desempeñan los mismos. Y que la autoridad de' aplicación 
podrá requerir la acreditación de que los afiliados se desempeñan, efecti- 
'ámenté en la actividad, oficio, profesión, categoría o empresa que sirvan 


ra establecer el ámbito personal de la asociación sindical”. 


_ Pero además, esa información, durante la vida de la entidad, ya sea en 
us etapas de simple inscripción o de personería gremial, cuando la alcan- 
za, se complementa a partir de las siguientes obligaciones que le impone el 
rt. 24 de la L.A.S.: 


- “Las asociaciones sindicales están obligadas a remitir o comunicar a la 
jtoridad administrativa del trabajo: : 


_a) Losestatutos y sus modificaciones a los efectos del control de la lega- 
lidad; 


b) La integración de los órganos directivos y sus modificaciones; 


c) Dentro de los ciento veinte días de cerrado el ejercicio, copia auten- 
ticada de la memoria, balance y nómina de afiliados; 


d) La convocatoria a elecciones para la renovación de sus órganos en 
los plazos estatutarios; 


e) Los libros de contabilidad y registros de afiliados a efectos de su ru- 
bricación”. 
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3. EL PROCESAMIENTO DE LA INSCRIPCIÓN SOLICITADA 


A partir de que la entidad ha hecho las respectivas presentaciones ant, 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, se instrumenta y: 
expediente en el cual se irá dejando constancia actuada de la vida de la aso 
ciación y de los controles practicados porla autoridad de aplicación. 


La intervención de la autoridad administrativa en cuanto ella está regl-" 
da por el mandato constitucional que garantiza la libertad asociativa en ] 
gremial, queda reducida a un mero control de legitimidad, sin facultades; 
para expedirse en materia de mérito en lo que hace a la entidad, que paras $ 
existencia no depende de autorización alguna a requerir. 


La obligación de registro, responde a la forma más simple que pued: 
adoptar el Estado, para el reconocimiento de la entidad ideal como tal, 
función del cumplimiento de la misma, de su existencia especial. Pero sól, 
a ello queda reducida, debiéndose desprender de las pautas culturales d 
un pasado que comenzó penalizando el derecho asociativo y luego trató de 
regularlo restrictivamente. 


Santoro Passarelli sostiene para el derecho italiano: “La adopción di 
simple registro, en lugar de otras formas más complejas de reconocimien' 
para la adquisición de la personalidad jurídica, confirma que el control: 
la subsistencia de los requisitos, que la ley especial podrá confiar a los org 
nismos administrativos, como la Delegación regional y el Ministerio de Tr 
bajo, o a órganos jurisdiccionales que deberían también proveer al registr 
es un mero control de legitimidad, no de mérito” Y anota: “Aun traduciendo 
literalmente “controllo de legittimitá' e “controllo di merito”, queremos acl, 
rar que el primero consiste en comprobar la correspondencia exacta en 
los requisitos exigidos por la ley, y la realidad concreta en que deben prec 
samente estar presentes tales requisitos; en cambio, el segundo consiste en: 
examinar si, a juicio del sujeto que decide, la realidad se presenta de una 
otra forma. Por lo que se refiere a la constatación del ordenamiento demo- 
crático interno (art. 39 de la Constitución), un control de legitimidad es: 
que comprueba la correspondencia entre los requisitos exigidos por la ley” 
y las disposiciones estatutarias de los sindicatos; en cambio, un control dé 
mérito sería el que, faltando una determinación legislativa de los requisi- 
tos de esa “democraticidad', dejase su comprobación al órgano procedente. 
Control de mérito equivale, pues, a control de conveniencia u oportunida 
(Nota del traductor)” (6). 


Presentada la solicitud de inscripción, la autoridad de aplicación tiene 
un plazo legal fijado de 90 días, para disponer la inscripción en el registro 
especial y la publicación sin cargo de la resolución que autorice la inscri 


(6) SANTORO - PASSARELLI, Francesco: Nociones de derecho del trabajo, traducción dela 
142 edición italiana por Fernando Suárez González, Madrid, 1963, p. 24. 
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ción y extracto de los estátutos en el Boletín Oficial. (Conforme art. 22 de la 
“L.A.S 23.551). 


-Es sólo desde la inscripción, que la L.A.S. 23.551, en suart.23, prescribe 
que la asociación adquiere la personería jurídica, 


- El operador de derecho debe esforzarse para entender qué tipo de per- 
onería tiene un sindicato que existe como tal, realiza actos sindicales de 
' distinta naturaleza y mientras tanto no consigue la inscripción. 


La interpretación restrictiva que pueda hacerse a partir de los concep- 
os “personería jurídica”, colisiona de continuo con una realidad en la que 
as asociaciones, en el período que va entre su fúndación por asamblea y su 
pscripción, se mantienen porfiadamente actuando, pese al limbo legal en 
jue se las pretenda encasillar. 


¿Agrava la cuestión, que la autoridad de aplicación suele exceder en mu- 
ho tiempo y arbitrariamente, el plazo que la L.A.S. le adjudica en el art, 22. 


«Tan es así, que el legislador, en la propia ley, reconoció expresamente . 
cciones legales destinadas a conseguir por procedimientos especiales, “la 
emanda por denegatoria tácita de una inscripción”. El art. 62 de la L.A.S. 
3.551, atribuye competencia a la Cámara Nacional de Apelaciones del Tra- 
ajo y determina la vía del proceso sumario del Código Procesal Civil y Co- 
mercial de la Nación (7). 


- (7) El art. 62 prevé: “Será competencia exclusiva de la Cámara Nacional de Apelaciones del 
Trabajo conocer los siguientes casos: 

a) Las acciones que promueva la autoridad administrativa del trabajo; 

b) Los recursos contra resoluciones administrativas definitivas que decidan sobre otorga- 
miento de personería gremial, encuadramiento sindical u otros actos administrativos de igual 
carácter, una vez agotada la instancia administrativa; 

Cc) La demanda por denegatoria tácita de una personería gremial; 

d) La demanda por denegatoria tácita de una inscripción; 

e) Las acciones de encuadramiento sindical que se promuevan por haber vencido el plazo 
stablecido para que se pronuncie la autoridad administrativa, sin que ésta lo hubiera hecho; 
f) Losrecursos previstos en el artículo 36 de esta ley. Las acciones de los incisos a), c), d) ye) 
elpárrafo anterior sesustanciarán por las normas del proceso sumario del Código Procesal Ci- 
il y Comercial de la Nación. 

. Eneste proceso la Cámara podrá ordenar las medidas para mejor proveer que considere 
onvenientes. Asimismo proveerá la producción de las pruebas ofrecidas por las partes que sean 
onducentes, pudiendo disponer su recepción por el juzgado de primera instancia que corres- 
“ponda, el que deberá elevar las actuaciones dentro de las cuarenta y ocho horas de finalizada su 
«Sustanciación. 

“Las acciones previstas en los incisos c) y d ) de este artículo deberán deducirse dentro de los 
ciento veinte días hábiles del vencimiento del plazo otorgado a la autoridad administrativa para 
resolver. 

Tratándose de recursos, éstos deberán ser fundados e interponerse ante la autoridad admi- 
.nistrativa, dentro de los quince días hábiles de notificada la resolución. Dentro de los diez días 
hábiles contados desde la interposición del recurso, la autoridad administrativa deberá remitir a 
-esa Cámara las respectivas actuaciones. 

Cuando la decisión recurrida afecte los alcances de una personería, radicado el expediente en 
«sede judicial, deberá darse traslado a las asociaciones afectadas, por el término de cinco días; 


250 RICARDO J. CORNAGLIA 


4. DERECHOS Y OBLIGACIONES DEL SINDICATO 
SIMPLEMENTE INSCRIPTO 


La L.A.S. 23.551 reconoce en el sindicato simplemente inscripto, en y 
Título VII, estos derechos y obligaciones: 


a) Peticionar y representar, a solicitud de parte, los intereses indiy; 
duales de sus afiliados (8); 


b) Representar los intereses colectivos, cuando no hubiere en la mism: 
actividad o categoría asociación con personería gremial; 


c) Promover: 
1. La formación de sociedades cooperativas y mutuales. 


2. El perfeccionamiento de la legislación laboral, previsional y d 
seguridad social. 


3. La educación general y la formación profesional de los trabaja 
dores; 


d) Imponer cotizaciones a sus afiliados; 


e) Realizar reuniones o asambleas sin necesidad de autorización pr 
via. 


Tímidas formas de reconocimiento de derechos de los representantes: 
gremiales de sindicatos simplemente inscriptos se fueron dando primer 
en la doctrina y luego en la jurisprudencia, superando el temor reverencial 
monopolizar por parte de los trabajadores que actúan en los sindicatos co 
personería gremial reconocida, el poder-facultad de actuar protegido por el 
orden estatuido. 


En doctrina, Guillermo A. F. López, desde pese a su férrea adhesión : 
modelo de la unicidad promocionada por la ley, se atrevió a sostener que lo 
derechos enunciados en el art. 23 de la L.A.S. 23.551 no eran taxativos. Y e 
la jurisprudencia comenzó a producirse una grieta: 


Así, al afiliado a una asociación gremial de primer grado, sin personer 
que fue nombrado consejero de una entidad de segundo grado con persone 
ría reconocida se le reconoció la protección a la estabilidad establecida po 
la ley 23.551. Pero el temor reverencial al poder instituido (identificando con 
él al sindicato que se privilegia), hizo que se destacara que la protección se 
alcanzaba por cuanto la ley otorga la protección a los trabajadores que ocu-. 
pen cargos representativos o electivos en asociaciones sindicales, sin que 


(8) El decreto 757/01, estableció que las entidades sindicales que gocen de simple inscrip-. 
ción tienen el derecho de defender y representar ante el Estado, y los Empleadores, los intere-' 
ses individuales de sus afiliados, en idénticos términos que las disposiciones contenidas en el 
artículo 22 del decreto 467/88. : 
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el legislador haya expresado ninguna diferencia entre entidades de prime- 
2, segundo o tercer grado, dando por supuesto que la garantía alcanza en 

alquiera de esos planos siempre que el superior cuenta con la personería 
“remial. Se omite en esa consideración de que la representación gremial 
ejercida es del sindicato sin personería, encontrando razón de ser para ella 
jio.en el carácter de la representación (lo que sistémica y democráticamente 
debió ser reconocido), sino en el paraguas de la protección alcanzada por el 
“ctuar en el ámbito del sindicato de grado superior en la medida que cuenta 
n el estatus de la personería gremial (9). 


O se reivindicó que el art. 23 de la ley 23.551, que distingue entre las 
ociaciones sindicales simplemente inscriptas y las que poseen persone- 
agremial, determina los derechos de las mencionadas en primer término, 
rososteniéndose conforme lo hacía Guillermo A. F. López, que los dere- 
chos reconocidos en ese artículo no responden a una enunciación taxativa, 
jr lo que la protección de la estabilidad se reconoció a representantes gre- 
les de un sindicato simplemente inscripto, en tanto no existía otro con 
rsonería gremial en su ámbito de representación (10). 


Desde un enfoque más conservador, otra jurisprudencia sostuvo que el 
art: 11 de la L.A.S. 23.551 impide considerar como comprendidos en la tutela 
los directivos o representantes de sindicatos que carecen de personería 


gremial pero que se encuentran adheridos a organizaciones de segundo 
ado que sí la poseen. 


* Interpretando que esto resultaba de que el art. 35 de la norma citada dis- 
one que en caso de inexistencia de una asociación con personería gremial 
podrá asumir la representación de los trabajadores de la actividad o la cate- 
goría, la federación que sí posea tal prerrogativa, pero que la referencia del 
rt, 11 está dirigida a que la mera circunstancia de que las asociaciones sin- 
ddicales puedan asumir la forma de una “federación” cuando agrupen aso- 
ciaciones de primergrado, por lo que resulta inconducente para otorgar es- 
abilidad a las autoridades de los sindicatos que no poseen personería (11). 


Se resolvió: “Si la trabajadora ocupaba un cargo representativo en una 
asociación con personería gremial, no cabiendo distinguir si se trata de 
miembro titular o suplente de comisiones directivas, consejos de adminis- 
tración, consejos directivos o secretariados de entidades sindicales de cual- 


* (9) Conf.: “Mandel, Carlos c. Obra Social del Personal de la Industria de la Alimentación 
/despido”. CNTrab., sala V, sent. 63.681, del 13/10/2000, Boletín de Jurisprudencia N* 222 del 
oder Judicial de la Nación - Secretaría de Jurisprudencia de la Cámara Nacional de Apela- 
iones del Trabajo. 
: (10) Conf: “Fascie, Ricardo c. AFJP Previnter S.A. s/despido”. CNTrab., sala VIII, sent. 
9.189 del 28/08/2000. Boletín de Jurisrisprudencia N* 222 del Poder Judicial de la Nación - 
ecretaría de Jurisprudencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo - Prosecretaría 
* General - Oficina de Jurisprudencia - 2003. 


- (11) Conf: “Calabró, Ramón y otros c. YPF S.A. s/despido” CNTrab., sala X, jueces Scotti y 
“Simón, 11/06/2001. 
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quier grado, seccionales, filiales o delegaciones, delegados o congresistas-¿ 
organismos de grado superior, representantes ante asociaciones sindicales 
y organismos internacionales, etcétera (Conf. Carlos Alberto Etala, en 'Lá 
protección de los representantes gremiales”, Ed. Pulsar S.R.L. p. 33), ni 
guna distinción cabe formular en desmedro de la estabilidad sindical qiye 
investiría la pretendiente. (En el caso la empleadora sostenía que la tutela 
sindical de la ley 23.551 no alcanza a aquellos trabajadores que no invistan 
una representatividad en asociaciones sindicales con personería gremial y 
por lo tanto, para proceder a emplazar a la trabajadora en los términos de 
art. 252 del RCT no cabía acudir a ningún procedimiento previo, como e dé 
exclusión de tutela sindical) (12). 


La jurisprudencia laboral registra en el último lustro una serie de ante: 
cedentes de importancia en cuanto al tema de la protección de los activistag 
sindicales (13). 


La sentencia 70.349, también de la sala Vdela CNTrab., dictada en “Quis 
pe Quispe, Néctar c. Compañía Argentina de Indumentaria S.A. s/ juicio sy 
marísimo”, revisando el fallo dictado por el Juzgado Nacional del Trabajó 
No 59, del 20 de diciembre de 2007, fue uno de esos fallos significativos. 


En su voto el Camarista Oscar Zas, destacó la importancia que en el tema' 
de las causas por discriminación tiene la prueba de la misma. 


Se apoyó en cuanto al tema de la discriminación en el derecho consti 
cional internacional del trabajo, y en los Tratados de Derechos Humanos y So. 
ciales, destacando que en lo que hace al tratamiento procesal de las causa: 
que tratan esos casos, en su trámite deben ser reconocidos y resueltos los fac: 
tores de desigualdad real de quienes son llevados ante la justicia, atendie 
do al principio de igualdad ante la ley y los tribunales (cfr. arts. II y XVII 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 7 y 10 de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos; 2.1, 3 y 26 del Pacto Inter: 
nacional de Derechos Civiles y Políticos; 2 y 15 de la Convención sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; 2, 5 
7 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación Racial; 1, 8 y 24 de la Convención Americana sobre De: 
rechos Humanos). 53 


A partir de los dictámenes de la Comisión de Expertos en Aplicación dé 
Convenios y Recomendaciones de la Organización Internacional del Trab 
jo, al referirse al Convenio 111 sobre la Discriminación (empleo y ocupación 
de 1958, ratificado por la República Argentina, destaca que “el derecho al 
no discriminación arbitraria, no sólo está tutelado por normas de jerarquí 


(12) CNTrab., sala II, Bermúdez. González. Sent. 93.068/04. “Oviedo Aguade, Carme 
Leonor c. Estado Nacional Ministerio de Salud de la Nación s/Juicio Sumarísimo” 24/11/2004: 
(13) Entre ellos “Parra Vera, Máxima c. San Timoteo S.A” (sent. def. n* 68,536, del 
14/06/2006 de la sala V de la CNTrab.) y “Arecco, Maximiliano c. Praxair Argentina S.A.” ben 
def. n* 69.131, del 21/12/2006 de la misma sala). 
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constitucional y upratenal! sino que —como intentaré fundamentar más 
adelante— ha ingresado en el dominio del jus cogens,” y resuelve en materia 
e carga de la prueba. 


-"y que en función a la prohibición de discriminación. “La presencia de 
ndiciones de desigualdad real obliga a adoptar medidas de compensa- 
ción que contribuyan a reducir o eliminar los obstáculos y deficiencias que 
impidan o reduzcan la defensa eficaz de los propios intereses. Si no existie- 
n esos medios de compensación, ampliamente reconocidos en diversas 
rtientes del procedimiento, difícilmente se podría decir que quienes se 
¿ncuentran en condiciones de desventaja disfrutan de un verdadero acceso 
la justicia y se benefician de un debido proceso legal en condiciones de 
igualdad con quienes no afrontan esas desventajas (Corte Interamericana . 
Derechos Humanos, “El derecho ala información sobre la asistencia con- 
Jar en el marco de las garantías del debido proceso legal”, Opinión Con- 
tiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999)”. 


: A partir de esas premisas, la sentencia define las reglas que hacen alim- . 
portante tema de la prueba de la discriminación, que en lo social lleva una 
arga cultural ancestral negativa, de esta forma: 


. El trabajador tiene la carga de aportar un indicio razonable de que el 
o empresarial lesiona su derecho fundamental, principio de prueba diri- 
gido a poner de manifiesto, en su caso, el motivo oculto de aquél. Para ello 
¡basta una mera alegación, sino que ha de acreditar la existencia de algún 
lemento que, sin servir para formar de una manera plena la convicción del 
ribunal sobre la existencia de actos u omisiones atentatorios contra el dere- 
cho fundamental, le induzca a una creencia racional sobre su posibilidad. 


- Desde esta perspectiva, son admisibles diversos resultados de intensi- 
dad en el ofrecimiento de la prueba por el trabajador y que, aun pudiendo 
áportarse datos que no revelen una sospecha patente de vulneración del 
derecho fundamental, en todo caso habrán de superar un umbral mínimo, 
es, de otro modo, si se funda el reclamo en alegaciones meramente retó- 
icas O falta la acreditación de elementos cardinales para que la conexión 
misma pueda distinguirse, haciendo verosímil la inferencia, no se podrá 
pretender el desplazamiento del onus probandi al demandado. 


De darse en el caso la configuración del cuadro indiciario precitado, es 
ll empleador quien soportala carga de acreditar que su actuación tiene cau- 
sas reales absolutamente extrañas a la invocada vulneración de derechos 
fundamentales, así como que aquéllas tuvieron entidad suficiente como 
«¡para adoptar la decisión, único medio de destruir la apariencia lesiva creada 
porlos indicios. Debe probar que tales causas explican objetiva, razonable y 
proporcionadamente por sí mismas su decisión, eliminando toda sospecha 
de que aquélla ocultó la lesión de un derecho fundamental del trabajador. 


. Conforme al art. 163, inc. 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la 
Nación, que dispone: “...Las presunciones no establecidas porley constitui- 
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rán prueba cuando se funden en hechos reales y probados y cuando por s 
número, precisión, gravedad y concordancia, produjeren convicción según; 
la naturaleza del juicio, de conformidad con las reglas de la sana crítica...” 


Ya que como lo señala Zas: “El Código Procesal se refiere a las presun. ; 
ciones no establecidas por ley, de modo que se excluyen las presuncione 
“jure et de iure' y las iuris tantum;; se trata en consecuencia de las llamada: 
presunciones judiciales o presunciones “hominis”, pues las consecuencia: 
jurídicas las deduce el juez partiendo de la existencia de hechos (indicios 
reales y probados (conf. Fenochietto, Código Procesal, Civil y Comercia 
de la Nación, Comentado, Anotado y Concordado,, t. I, p. 592). El indicio e 
todo rastro, vestigio, huella, circunstancia y, en general, todo hecho conc 
cido, mejor dicho debidamente comprobado, susceptible de llevarnos po; 
vía de inferencia al conocimiento de otro hecho desconocido. El indicio e 
una circunstancia que por sí sola no tiene valor alguno; en cambio, cuand, 
se relaciona con otras y siempre que sean graves, precisas y concordante: 
constituyen una presunción. Por lo tanto, la presunción es la consecuenci 
que se obtiene por el establecimiento de caracteres comunes en los hecho 
(conf. obra citada, t.1, p. 593/4)”. 


El derecho de las asociaciones sindicales a acceder a la personería gre 
mial, cuando otro sindicato la ostenta en su categoría profesional, se resuel 
ve a partir de la prueba de cuál de los dos es más representativo. 


El sindicato que pretenda de esta forma desplazar a otro en la person 
ría gremial, deberá acreditar esa condición ante la autoridad de aplicaci 
para lo cual, ésta ordenará un cotejo de la afiliación de ambas entidades. 


Por vía reglamentaria, el decreto 467/88, impuso la condición de que. e 
el cotejo, el sindicato reclamante de la personería tenga que acreditar u 
diez por ciento más de afiliados (14). 


La doctrina ha criticado a la norma reglamentaria, por sostenerse, co. 
razón, que el poder ejecutivo ha excedido sus facultades al tasar el cotej 
de esa forma. El sentido queimpone el texto legal, es de acreditar un mayo); 
grado de representación, y para eso, sólo basta con demostrar que se tiene 
más afiliados. : 


Creemos también que la norma es atacable en tal sentido por inconsti 
tucional, al haber avanzado el ejecutivo sobre facultades legislativas. 


El sindicato simplemente inscripto cuenta con el derecho de huelga 
aunque la mayor parte de la jurisprudencia orientada por el organicisin 
tiende a desconocer este poder, que la Constitución reconoce a los gremio: 
en su art. 14 bis. 


(14) Véase: art. 21 del decreto 467/88: (Reglamenta el artículo 28 de la ley) “Cuando do' 
asociaciones tuviesen igual zona de actuación, la asociación que pretenda la personería gr 
mial deherá superar a la que con anterioridad la posea como mínimo en el diez por ciento d 
sus afiliados cotizantes.” 
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En algunos fallos se resaltó que deno adoptarse esta posición, los traba- 
dores que pertenecieran a sectores no sindicalizados, quedarían privados 
del derecho de huelga (15). 


5. TUTELA SINDICAL E INSCRIPCIÓN 


El art. 48 de la L.A.S. 23.551, reconoce formas determinadas de tutela 
ndical, para los trabajadores que ocupen cargos electivos o representati- 
sen asociaciones sindicales, pero su texto se limita a referirse alas asocia- 
ones “con personería gremial”. 


. 


A partir de ello, la jurisprudencia ha limitado esas formas de tutela, de- 
ndo fuera de ella, a los activistas sindicales en ejercicio de claros actos de 
presentación, y alos dirigentes y representantes gremiales de asociacio- 
s sindicales sin inscribir o simplemente inscriptas (16). 


“El derecho positivo colectivo argentino y su interpretación jurispru- 
dencial, han dejado sin protección al sindicalista más débil y necesitado de 
a. 


_Remitimos sobre el tema al capítulo en que se trata el instituto de la tu- 
asindical en forma específica, y a los capítulos que anteceden. 


Aclaramos también, que por esta vía, se ha llegado a restar protección 
ndical (tutela), a los trabajadores afiliados a este tipo de instituciones, 
cuando realizan actos puros de actividad gremial, como lo es la huelga: “El 
se de actividades de los trabajadores no dispuesto por la asociación de 
trabajadores con personería gremial que los nuclea con arreglo al régimen 
egal vigente, no configura una forma del ejercicio del derecho de huel- 


ga” (17). 


(15) Conf.: “El argumento que expresa la ilegitimidad de una medida de fuerza por no 
haber sido declarada o patrocinada por un sindicato, no es válido, más si se ha constatado en 
él caso concreto la inexistencia de un sindicato con aptitud para representar a los trabajadores 
ue laboraban para la demandada en la época de los acontecimientos, quienes de resolverse 
contrario, quedarían privados de una medida de autotutela que la Constitución reconoce”. 
NTrab., sala VI, 28/04/1994, Juez Morando, “Chanca, Hilda c. Proveeduría para el Personal del 
nco de la Provincia de Bs. As. s/ aserida, Mag. votantes: Morando - Capón Filas - Fernández 
drid. 

¿7 (16) Ver: “Unicamente gozan de los derechos previstos en el art, 48 de la ley 23.551 los tra- 
bajadores que ocupen cargos electivos o representativos en asociaciones sindicales con perso- 
nería gremial”. SC Buenos Aires, L 50.094, S 13/05/1993, Juez Rodríguez Villar (SD). “Cabrera, 
Raúl Alfredo c. El Eco de Tandil S.R.L. s/Estabilidad gremial” Mag. votantes: Rodríguez Villar - 
Salás - Laborde - Mercader - Pisano. Idem: SC Buenos Aires, L 55.376, S 01/08/1995, Juez Salas 
(SD). “Caramelli, Carlos M. c. Ormas S.A.I.C.1.C. s/Salarios, etc.; DJBA, 149-148. Mag. votantes: 
Salas - Negri - Pisano - Rodríguez Villar - San Martín. 

“-*(17) Véase: SC Buenos Aires, L 44.923, S 30/04/1991, Juez Salas (SD). “Alimonta, Blanca 
Haydeé y otros c. Yagan Pesquera S.A. s/Nulidad de despido”. TSS, 1992-5-36 - AyS, 1991-1-598 - 
, 144-341 - JA, 1992-I11-131. Mag. votantes: Salas - Rodríguez Villar - Mercader - Laborde - 
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6. LA REPRESENTACIÓN SINDICAL EN LA EMPRESA 


La ley prevé que el afiliado a un sindicato simplemente inscripto pueda : 
ejercer la función de delegado, cuando, con relación al empleador, no exista : 
una asociación con personería gremial. 


Alregular la representación sindicalen la empresa, la L.A.S. 23.551, con- 
templa la situación de los delegados de empresa afiliados a una asociación : 
simplemente inscripta. Prevé el art. 41: 


“Cuando con relación al empleador, respecto del cual deberá obrar el 
representante, no existiera una asociación sindical con personería gre- 
mial, la función podrá ser cumplida por afiliados a una simplemente ins- 
cripta”, 


La situación reglada no deja de ser una de las posibilidades que la reali- 
dad puede plantear, en el caso de la actuación de sindicatos sin personería 
gremial. 


El tratamiento marginal que se le da al tema, obliga a pensar en función 
de la regulación de las circunstancias no previstas; y la incorrecta técnica 
legal de la norma adoptada, provoca justificadas dudas al intérprete. 


En la medida, hay indiferencia manifiesta en el nivel de representación 
de la empresa, haciendo prevalecer los intereses del sindicato sobre los de 
las bases representadas, a mérito de privilegiar el principio de promoción de 
la unidad sindical. 


Si en el establecimiento de empresa, un sindicato simplemente inscrip- 
to contara con más afiliados queotrocon personería gremial, la representa- 
ción legal sindical de los trabajadores, estaría ejercida por el delegado afilia- 
do y electo por el grupo minoritario. 


Son circunstancias no previstas en la casuística de la ley: 


e Sila representación podrá ser ejercida por un trabajador de la em- 
presa que no se encuentre afiliado a una asociación sindical simple- 
mente inscripta o a una con personería gremial. (El caso alcanzaría 
a trabajadores no afiliados sindicalmente o afiliados a sindicatos 
que todavía no consiguieron la simple inscripción). 


+.  Siseinterpreta a contrario sensu la norma (lo cual contradice el sen- 
tido protectorio que se supone inspira a la L.A.S.), la utilización del 
término “podrá”, nos llevaría a considerar que los contemplados en 
esta hipótesis “no podrán” ejercer la representación. 


Justificando la promoción de la unidad en la norma, Rodríguez y Recal- 
de, califican a un caso de este tipo como de laboratorio; y advirtiendo que 
el delegado de empresa actuará como representante de los trabajadores del 
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establecimiento ante el sindicato con personería gremial, encuentran el re- 
. quisito de exigir la afiliación a éstecomo razonable (18). 


Tampoco queda regulado en la norma, la posibilidad de que los traba- 
jadores decidan elegir a un representante, en el caso de que no exista sindi- 
cato de ningún tipo en la empresa. Desde el enfoque organicista se sostie- 
ne que este delegado no contaría con la protección de la tutela. Por nuestra 
parte, interpretando al art. 14 bis y dándole a su prescripción de amparo a 
la estabilidad sindical sentido operativo, sostenemos que cuenta con ella y 
puede ampararse en la misma. 


La tutela del activista sindical en primer término comenzó a transfor- 
- marse en uno de los terrenos más ricos y controvertidos del derecho colec- 
- tivo del trabajo, paradójicamente a partir de la defensa de derechos indivi- 
duales y desde la sanción de la Ley Antidiscriminatoria 23.552. 


Lo que no se consiguió a partir de la interpretación cabal e inteligente 
del artículo 14 bis de la Constitución Nacional y el respeto al derecho inter- 
nacional del trabajo, a mérito del modelo conservador asumido por la le- 
gislación sindical desde que existe legislación estatutaria sobre la materia, 
se pasó a conseguir a partir de la aplicación de la Ley Antidiscriminatoria 
23.552, una norma del derecho social que fue sancionada a partir de recono- 
cer que la condición social, involucra a la posible discriminación laboral. 


Los fallos más progresistas de la Cámara Nacional de Apelaciones del 
Trabajo, aplicando esa ley social y conectándola en una relectura e inter- 
pretación del art. 47 de la L.A.S. 23.551 y proyectándose por esa vía a los 
criterios rectores de la O.I.T. y las garantías de los Tratados Internacionales 
de Derechos Humanos y Sociales. 


Las garantías contra el acto antisindical, comprendiendo todo su senti- 
do de ilicitud, fueron así alcanzando a todos trabajador en el ejercicio de sus 
derechos colectivos y se fue extendiendo poco a poco a las entidades que los 
representan sin ejercer el estatus de la personería gremial. 


Terminó por ser ese el espacio conceptual en el que la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación sometió a dura crítica al modelo sindical argentino 
cuando declaró la inconstitucionalidad del art. 41 inc. a) de la L.A.S. 23.551 
enelcaso “A.T.E.” (19). 


Al sostener el más Alto Tribunal del país, que un trabajador afiliado a 
un sindicato simplemente inscripto, tiene derechos sindicales de represen- 


(18) Véase: RODRIGUEZ, Enrique O. y RECALDE, Héctor P.: op. cit., p. 193. 

(19) CSJN, en “Asociación Trabajadores del Estado vs. Estado Nacional” fallo del 
11/11/2008, La Ley del 20/11/2008, Año LXXII, N* 224, p. 4, con nota del autor de este trabajo, 
titulada “Libertad sindical” La doctrina de la CSJN fue ratificada en la causa “Rossi” en el año 
2009, al reconocerse los derechos a la estabilidad sindical en el cargo de una presidente de un 
sindicato simplemente inscripto. 
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tación que puede ejercer, pese atodo el andamiaje legal construido desde] 
interpretación de lo que es un sindicato con personería gremial como per: : 
sona moral, se entreabrió una puerta que transitarán en el futuro los tra 
bajadores que protagonicen luchas gremiales desde organizaciones que no. 
cuenten la personería gremial, lo que facilitará el pluralismo. 


Ese trabajador cuenta con derechos de acción gremial que la Constity 
ción proclama y el derecho de gentes consagra, y que las leyes que reglá: 
mentan el ejercicio de sus derechos no pueden irrazonablemente suprimir 
Es una doctrina jurisprudencial, que se abrió al mundo de las ideas, cuya: 
progresiones quedan pendientes, amenazando intereses creados. Pertut 
bando una paz de cementerio. 


El paso dado al declarar que el art. 41, inc. a) de la ley 23.551 viola el 
recho ala libertad de asociación sindical amparado tanto por el art. 14 bisd 
la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales de Derechos Huma 
nos y Sociales que citó, el Convenio de Libertad Sindical N* 87 de la O.I.T, en 
la medida en que exige que los “delegados del personal” y los integrantes dé 
“las comisiones internas y organismos similares” previstos en su art. 40, dé 
ban estar afiliados “a la respectiva asociación sindical con personería gr 
mial y ser elegidos en comicios convocados por ésta”, a su criterio constriñi 
a los trabajadores en la elección libre de la asociación cuando existe adé 
más de la inscripta, una simplemente registrada y al mismo tiempo impidé 
a estas últimas en el despliegue el despliegue de su actividad en uno de los: 
aspectos y finalidades más elementales para el que fueron creadas. 


Cuando cae el ejercicio del sindicalismo como práctica monopólica de 
un solo tipo de asociaciones, renace el poder de los trabajadores a const 
tuir otras entidades ficcionales y actuar eficazmente por medio de ellas 
Práctica que comienza en la representación en la empresa, pero por su: 
puesto no consiste sólo en poder contar con delegados. Ellos adquiere: 
importancia en cuanto al actuar legitimado en la huelga y la negociació 
colectiva. Las maneas en esas materias, son más sutiles-y complejas, per 
tan inconstitucionales como la hasta ahora advertida y declarada. Por simi-: 
lares razones. 


El fallo “A.T.E.” ha provocado una reacción de interés en muchos ámb. 
tos, interesados en discutir el modelo sindical actuante. 


De los numerosos trabajos presentados sobre el terna por alumnos de 
post grado en los cursos de especialización que dicta o dirige el autor, ele- 
gimos estas conclusiones como representativas de la mayor parte de los co- 
rregidos: 


“Es por ello que también en la comparación que analizamos en este tra- 
bajo con respecto a los derechos de los distintos tipos de asociaciones que: 
establece la ley 23.551, es patente la discriminación a las simplemente ins 
criptas. Esto ha llevado como es de público conocimiento a la burocratiza 
ción de las asociaciones, y a establecer estructuras tan rígidas imposibles de: 
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“smodificar, que además de.afectar a la democracia afecta a la República y a 
lasinstituciones en general. 


- “El más acabado cumplimiento de la finalidad de las asociaciones sindi- 
“cales sólo será alcanzado cuando sea posible que las mismas tengan la ma- 
yor ingerencia, desarrollo y despliegue de su acción colectiva, conforme las 
prácticas sociales pero, fundamentalmente, cuando se adapten a las formas 


“Nuestra postura intenta la equiparación de las garantías para el libre 
jercicio de la libertad sindical de todas las entidades, sin que ello implique 
]reconocimiento para determinados actos del ejercicio de la mayor repre- 
entatividad”. 


“La imposibilidad de ejercer la representación colectiva es uno más de 
ys derechos negados a las entidades simplemente inscriptas. Sin ese dere- 
ho elemental, el desplazamiento de personería gremial es un hecho de tal 
lificultad que en vastos sectores resultaría casi imposible, La llamada pro- - 
moción de representación única, sumadasa tales dificultades para ejercerla 
Jibertad sindical constitutiva y de representación cristaliza la inmovilidad, 
por ende en muchos casos, genera por parte de la entidad preexistente des- 
rreocupación, abandono o aceptación de la injerencia patronal, justamente 
orque sabe que no hay riesgo a que otro colectivo se la dispute”. 


ña “Creemos que esto exige una urgente reforma para el bien de los traba- 
ádores y de sus derechos, para así lograr volver a entregarles en sus manos 
ina herramienta más que importante para la defensa de dichos derechos 
Que en definitiva son el fin, para así lograr el bienestar y la realización plena 
"del trabajador”. 


“En virtud de ello, la reforma debe orientarse en consonancia con las 
bservaciones de la O.I.T. y extender ese derecho de las entidades y esa obli- 
gación de los empleadores como agentes de retención, a las entidades sim- 
-plemente inscriptas”. 


“Como planteamos más arriba nunca existirá un modelo democrático 
indical cimentado en desigualdades estructurales que no permitan el li- 
bre ejercicio de libertades tan básicas y esenciales para la defensa de los de- 
-rechos de los trabajadores, estableciendo categorías perversas que no dan 
:lugar a la libre elección sino que obligan a una elección obvia y obligatoria 
"Para obtener y conseguir derechos de grada constitucional que se ven alte- 
rados por determinaciones de una norma de grada inferior” (20). 


(20) Andrés OCAMPO, Belén MELLIDO, Luciano PAGOLA y Romina GUTIERREZ 

. OYARZÚN, “El sindicato simplemente inscripto”, trabajo monográfico para la materia Derecho 
Colectivo del Trabajo I de la Carrera de Especialización en Derecho Social, Facultad de Ciencias 

“Jurídicas de la U.N.L.P., año 2009, que puede consultarse en el Instituto de Derecho Social de 
esa Facultad. 


de 
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7. CAPACIDAD DE NEGOCIAR COLECTIVAMENTE 
DE LOS SINDICATOS SIMPLEMENTE INSCRIPTOS 


Alos sindicatos simplemente inscriptos, reiteradamente se le ha negado 
en la doctrina, la facultad de negociar colectivamente y celebrar convenio¿ 
colectivos. 


Propicia ello, una lectura simple de los arts. 1* y 8 de la ley 14.250; sin; 
embargo, la dinámica propia de los conflictos colectivos de trabajo, lleva 
en excepcionales ocasiones, a que se celebren acuerdos colectivos de esta 
naturaleza. 


Es indudable que ese tipo sindical puede ejercer sus derechos mediante 
la negociación con referencia a sus afiliados. La cuestión se complica con 
referencia a la posible vocación “erga omnes” del convenio celebrado, co 
referencia a una categoría ampliada que no esté integrada únicamente po; 
los afiliados. 


Resulta fácil defender ese poder del sindicato inscripto, cuando no com: 
pita con el mismo, un sindicato con personería gremial que reivindique d 
rechos de representación de la categoría (21). 


Una interpretación restrictiva y al servicio de los intereses de las buro 
cracias sindicales consolidadas, no deja de chocar con la amplitud del art. 14 
bis de la C.N., que “garantiza a los gremios concertar convenios colectivos”, 


¿Qué hacemos con los convenios concertados por gremios que no son 
titulares de la personería gremial? El acuerdo pasa a ser un actoilícito. ¿En 
qué previsión de la ley 14.250 se sostiene eso? 


Dela redacción de la ley 14.250, si creemos que su legislador estuvo pre 
ocupado esencialmente por reconocer derechos a los amigos del poder de 


(21) Sostienen Torre y Morando: “La ley 14.250, que regula las convenciones colectivas 
trabajo, coincidentemente con las normas que venimos estudiando, faculta sólo a las asocia 
ciones profesionales de trabajadores con personería gremial para celebrar convenciones coi 
efecto 'erga omnes' (arts. 1* y 8). Ello no significa que las asociaciones simplemente inscripta: 
se encuentran impedidas de negociar colectivamente, y celebrar convenciones con eficacia li: 
mitada a su ámbito de representación personal, esto es, a sus propios afiliados. Cabe reflexió: 
nar, en conexión con este tema, acerca de los alcances del art. 29, inc. c), en cuanto acuerda a;; 
la asociación inscripta el derecho de “defender y representar ante el Estado y los empleadotre: 
los intereses profesionales colectivos del sector respectivo, cuando no hubiere en la misma ac 
tividad asociación que gozare de personería gremial' ¿Podría una asociación simplemente ins 
cripta, en tal circunstancia, celebrar convenciones colectivas de eficacia general? La respuest: 
negativa viene impuesta por el art. 1” de la ley 14.250. Parecería que la asociación de la hipótesis. 
sólo podría solicitar la extensión a su zona de la convención colectiva para la actividad homo- . 
logada según el régimen de aquélla (art. 10 de la ley, 9” del decreto regl. 6582/54), aun cuando. : 
no haya sido parte en su celebración, pues suple con la facultad acordada en subsidio la inexis 
tencia de asociación representativa del interés profesional en su zona, equiparándose, por] 
menos, a la asociación con personería gremial de zona extraña” MORANDO, Juan Carlos E. 
TORRE, Patricio: Régimen legal de los sindicatos. Ley 22.105 de Asociaciones Gremiales de Tra 
bajadores y Decreto 640/80, Hammurabi, Bs. As., 1980, p. 127. 
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 ¡jurno, puede inferirse que el ejercicio del derecho a negociar colectivamen- 
tesólo a ellos corresponde. Pero los principios de libertad sindical llevan por 
“otros caminos. 


La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendacio- 
es de la OIT, está compuesto por juristas independientes, reconocidos por 
u imparcialidad y objetividad, provenientes de las distintas regiones y sis- 
"temas políticos del mundo. 


Con motivo de quejas y actuaciones que se le presentaran a partir de la 
14,455, la Comisión dictaminó, con referencia al sistema de personería 
temial establecido en ella, que éste tenía por efecto conceder a los sindica- 
4s con dicha personería una serie de derechos exclusivos, que en realidad 
agotaban las actividades propiamente sindicales de una organización, con 
«cual, un sindicato que no gozara de la personería gremial, no podría ac- 
tuar en defensa de sus miembros. De esta manera se instituía por ley un 
nonopolio sindical que violaba al art. 2? del convenio 87, según el cual los 
rabajadores tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen . 
onvenientes. 


La comisión llegó a la conclusión de que el hecho de otorgar derechos 
eferenciales o exclusivos a las organizaciones más representativas no 
tentaba contra los principios de la libertad sindical, pero que los privilegios 
ue les acordara la ley, no deberían exceder la exclusividad o preferencia 
n materia de negociación colectiva, de consulta con los gobiernos y de la 
epresentación en organismos internacionales. Las organizaciones que no 
uvieran ese carácter, al menos deberíán poder representar a sus miembros, 
obretodo, en el caso de reclamaciones individuales. 


Con motivo de la sanción de la ley 20.615, volvió a expedirse el Co- 
mité de Expertos, formulando críticas al modelo argentino de personería 
«gremial, en cuanto el mismo dejaba inerme a los sindicatos simplemente 


Lamentó que no se hubiera modificado el sistema por el cual se otorga- 
ban todos los derechos sindicales, con carácter exclusivo, al sindicato con 
ersonería gremial. La ley también introducía modificaciones (arts. 22, 23 y 
24), para la obtención de la personería gremial, en el caso de los sindicatos 
de oficio, profesión, categoría, empresa, establecimiento o explotación o sin- 
-dicatos de determinado ámbito territorial. Todas estas disposiciones, junto 
con otras que introducía el decreto reglamentario, que preveían que para 
poder inscribirse en el registro de asociaciones profesionales era necesario 
“contar con el 20% de los trabajadores respectivos y que establecían que las 
“contribuciones fijadas por las asociaciones con personería gremial debían 
er pagadas por todos los trabajadores de la actividad, tenían por efecto res- 
tringir quelos trabajadores constituyeran las organizaciones que estimaran 
convenientes, así como el afiliarse a estas organizaciones, violando de tal 
-manera el art. 2? del convenio 87 de la OIT. 
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8. LA SITUACIÓN EN QUE SE ENCUENTRAN SINDICATOS 
SIMPLEMENTE INSCRIPTOS QUE OPEREN EN LAS PROVINCIAS, 
EL CASO DE LAS GARANTÍAS QUE SE DESPRENDEN 
DE LA CONSTITUCIÓN DE RÍO NEGRO 


Resulta interesante considerar, cuáles son los derechos y poderes con * 
que cuentan los sindicatos provinciales que reclaman la simple inscrip- 
ción. 

Discurriremos a partir del caso de la Provincia de Río Negro. 


La Constitución de la Provincia de Río Negro, sostiene en su art. 39: “ 
trabajo es un derecho y un deber social; es el medio legítimo e indispensable 
para satisfacer las necesidades espirituales y materiales de la persona y de la 
comunidad. Río Negro es una provincia fundada en el trabajo”. 


Por su parte, con el título “Derechos Gremiales”, el art. 41 prescribe: “En 
defensa de sus intereses profesionales, se garantiza a los trabajadores el dere 
cho a asociarse en sindicatos independientes, que deben darse una organiza 
ción pluralista, con gestión democrática y elección periódica de las autorida. 
des por votación secreta de sus afiliados”. 


“Los sindicatos aseguran el goce efectivo de los derechos de los trabajado: 
res y realizan propuestas políticas, económicas y sociales a los distintos orga: 
nismos del Estado". 


“Elestado garantiza a los sindicatos los derechos de: 


1) Ser reconocidos por la simple inscripción en un registro especial. 

. . . J 

2) Concertar convenios colectivos de trabajo. 

3) Ejercitar plenamente y sin trabas la gestión de sus dirigentes, con estabi: 
lidad en sus empleos, licencia gremial e indemnizaciones especiales. 


4) Declarar la huelga en defensa de los intereses de los trabajadores. 
5) Actuar gratuitamente en los expedientes judiciales”. 


Las mencionadas normas expresan una clara vocación de los constitu 
yentes, destinada a potenciar las facultades del estado provincial, en mate: 
ria de legislación social y regulación normativa de la acción sindical en su 
ámbito natural. 


Si una asociación sindical reclama la garantía consagrada del reconoci 
miento por la simple inscripción en un registro especial, ello no podrá ser : 
negado, en principio, por el poder ejecutivo provincial, que juró acatamien 
to a la norma constitucional. 


Pero como en su art. 58, la ley 23.551, sostiene: “El control de las asocia 
ciones sindicales, aunque hubiesen obtenido personería judicial en virtud ; 
de las disposiciones del derecho común, estará a cargo exclusivo del Minis 
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- terio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación”, la situación puede desem- 
parcar en los siguientes cursos de acción: 


En principio, se da una clara colisión con la interpretación que la CSJN 
da al art. 75, inc. 12 (anteriormente el art. 67, inc. 11), de la Constitución 
Nacional; y además, de la forma y régimen de Asociaciones Profesionales, 
adaptado por la ley 23.551 y de negociación colectiva, propio de laley 14.250 
y sus reformas. 


Cierto es que las normas constitucionales provinciales no tienen corre- 
lativo con legislación que operativamente regule a las asociaciones sindi- 
cales y la forma de celebrar convenios en la Provincia. Pero como las dis- 
posiciones madres tienen plena vigencia y no deben ser retaceadas en su 
interpretación y aplicación so pretexto de calificarlas meramente declara- 
vas, el conflicto ya existe, y corresponde analizar por vía de hipótesis los 
cances de las situaciones que plantea como posibles. 


va) Práctica del control único por el Ministerio de Trabajo de la Nación. 
Situación actual. Se funda en la delegación absoluta de la provincia en la 
materia, por interpretación del art. 75inc. 12 de la C.N. 


En función de ella, se tiene que entender que existió un exceso del poder 
constituyente provincial, que dispuso sobre una materia en la que no podía 
disponer. 


Implica la consideración del tema de la inconstitucionalidad de una 
cláusula constitucional que contraría a la norma fundamental nacional. 


Una conducta coherente del P.E. provincial, con una interpretación de 
este tenor, lo tendría que llevar: 


a) A no promover las normas operativas regulatorias de ese derecho 
constitucional provincial. 


b) A vetar una ley sancionada a iniciativa de legisladores que tratara la 
materia. 


Sería ésta la posición que encontraría fundamento mayoritario en la 
doctrina y jurisprudencia actual. 


En términos de política social, sería una actitud conservadora de la si- 
1ación vigente antes de la sanción de la Constitución Provincial. 


b) Práctica de promoción y control conjunto. Puede la autoridad ad- 
ministrativa local llevar el respectivo registro, promover el tipo de activi- 
dad, controlarlo, y al mismo tiempo, actuar de consuno con el Ministerio 
de Trabajo de la Nación. De hecho, en cuanto a los aspectos de la ne- 
gociación colectiva provincial, la autoridad de aplicación viene actuan- 
do en tal sentido. Promueve la negociación en su ámbito, instrumenta 
acuerdos, resuelve conflictos y los somete a homologación con susante- 
cedentes al Ministerio de Trabajo, que, en repetidas oportunidades, ha 
áttuado convalidando lo gestado provincialmente. 
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Si se adoptara este criterio, se debe promover la correspondiente inj- 
ciativa desde el P.E., para la sanción de una norma reguladora de la ins- 
cripción y la creación del Registro del caso, 


De hecho, la situación que se crearía sería delicada y atacable con 
facilidad. Existen razonamientos jurídicos para apoyarla, pero serían 
considerados heterodoxos y minoritarios. 


Desde un punto de vista propio de la política social, sería una posi- 
ción claramente destinada a potencializar la competencia y actividad de 
la provincia, en materia de la actividad de las asociaciones sindicales, 


c) Práctica de control diferenciado y promoción limitada. En este 
caso, la provincia debería reservarse para actuar, sólo actividades en qu 
las asociaciones tengan únicamente relación con su ámbito geográfic 
Las asociaciones se organizan en función de las actividades productivas 
y de servicios del país, que en la mayor parte son autorreguladas por las 
partes, en función de intereses profesionales que superan a los límites de 


la provincia. 


La implementación de normas regulatorias de la inscripción y la ac 
tividad respectiva en su determinación precisa, sería complicada y d 
efectos reducidos en la vida sindical. Ofrece flancos débiles en cuant 
a las impugnaciones jurídicas. Podría intentarse un acuerdo con la N 
ción, para que ella delegue funciones asumidas. 


Conclusiones: Para poder decidir sobre la instrumentación posterior 
de la política legislativa a promover, corresponde decidir cuál de los cur- 
sos de acción se seguirá. 


* 

En caso de optarse por las opciones b) y c), se podría también pro-: 
mover un convenio-acuerdo con el Ministerio de Trabajo de la Nación, e 
incluso, promover una iniciativa legal, por intermedio de los legisladores. 
nacionales de la provincia, que encausara las competencias y atribucio-. 
nes recíprocas. Ello lleva implícito las consultas respectivas. 


AS 


CarítULO 10 
FL SINDICATO CON PERSONERÍA GREMIAL 


SUMARIO: 1. La condición de sindicato más representativo. Otorgamiento 
: de personería gremial.— 2. Los requisitos legales a cumplir para alcanzar la 
personería gremial.— 3. Los conflictos destinados a acreditar la condición 
de más representativo para acceder a la personería gremial o mantenerla,— 
4. El otorgamiento de la personería gremial.— 5. El desplazamiento de una 
. personería gremial.— 6. Los poderes con que cuenta el sindicato con per- 
" sonería gremial.— 7. El poder de imponer la obligación de retener aportes 
sindicales.— 8. Sostener y administrar las propias obras sociales sindica- 
'_les.— 9. La protección de los representantes gremiales de las asociaciones 
- con personería gremial.— 10. La situación de los sindicatos de empresa y su 
reconocimiento de las personerías gremiales.— 11. La situación de los sin- 
: dicatos de oficios y su reconocimiento de las personerías gremiales.— 12. El 
reconocimiento de las personerías gremialesa las federaciones y confedera- 
ciones.— 13. El rol del poder administrador.— 14. La inscripción del sindica- 
to con personería gremial. 


1. La CONDICIÓN DE SINDICATO MÁS REPRESENTATIVO. 
OTORGAMIENTO DE PERSONERÍA GREMIAL 


. Los poderes de los sindicatos tienen un correlato natural con el grado de 
representación que ejercen. 


La representación primaria está dada por la afiliación. Y cualquiera sea 
el sistema de reconocimiento estatal que se adopte, es evidente que el tra- 
bajador otorga una representación primaria, que no puede ser intervenida u 
:0bstaculizada por los terceros, incluso el Estado, en la relación asociativa. 


_Sin embargo, sucede que el intervencionismo estatal, en muchos países, 
pera en forma indirecta, debilitando para algunos sindicatos y fortalecien- 
do para otros el poder de representación, mediante el reconocimiento en 
'-forma expresa de la condición de sindicato más representativo. 


En especial, a partir de la adjudicación del poder de negociar colectiva- 
mente a la asociación tenida por más representativa, se termina por crear 
una categoría promocionada y beneficiada por el sistema. Esto ha sido pa- 
-liado en algunos países, como Francia, con reconocimiento del pluralismo 
indical, organizándose la negociación con representación reconocida de 
Odas las instituciones representativas de trabajadores involucradas. 
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Este no fue el modelo sindical adoptado en Argentina y los intentos para. 
orientarlo en ese sentido fracasaron. 


Los argumentos esgrimidos al respecto sostenían, que en las medidas 
adoptadas había un propósito velado destinado a perseguir la corriente po: 
lítica mayoritaria en el mapa sindical existente, que se trataba indudable. 
mente del peronismo, que por otra parte, cuando estuvo en el poder, fue la 
que perfiló el modelo de unicidad promocionada por la ley. 


Otro argumento estaba referido al propósito de debilitar a las organiz 
ciones gremiales existentes, generando una competencia de bases artificio: 
sa. En esta última posición se puede también advertir un claro sesgo con 
servador, respetuoso de las burocracias establecidas, que influyó en gran 
medida en los poderes constituidos, temerosos de modificar las reglas de 
juego vigentes. 


La Ley de Asociaciones Sindicales 23.551, resultó un compromiso entré 
las fuerzas políticas de su época, que culminó con la adopción del modelo 
preestablecido. 


Un compromiso que permitió superar a la normativa de la dictadura 
militar, que avanzó positivamente hacia la normalización del sindicalismo: 
Pero que careció de una firme vocación de cambio, en una materia en el que 
el mismo se hace notoriamente necesario. 


El modelo sindical adoptado por Argentina, llamado de unicidad pro- 
mocionada por la ley, es defendido a partir de criterios adoptados por la 
O.I.T., que han legitimado el tratamiento especial y privilegiado de los sin- 
dicatos más representativos. 


Ese compromiso adoptado no ha dejado de provocar severas críticas. 


La Constitución de la O.I.T., en el párrafo 5 del artículo 3, consagra la 
noción de “organizaciones profesionales más representativas”. 


Sin embargo debe tenerse en cuenta que a partir del principio de la 
Libertad Sindical, un régimen legal regulador de las entidades más repre- 
sentativas, no pude dejar de reconocer un piso básico de derechos con que 
cuentan las entidades sindicales menos representativas. 


El Título VIH de la L.A.S. 23.551, a partir del art. 25, regula a las asocia- 
ciones que adquieren el estado de sindicatos con personería gremial. 


Como ya advirtiéramos, alcanzar ese estado implica la legitimación de 
ciertos y determinados poderes de los cuales carecen las otras entidades * 
sindicales. 


Nutridos en forma exclusiva por esas facultades, estos sindicatos se en- 
cuentran posicionados en situación de considerable ventaja sobre los otros, ' 
alos que en virtud de acatar el principio de pluralidad sindical, se los obliga 
a competir con ellos en condiciones de notoria diferencia. 
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- Sin perjuicio de más adelante detallar otras de esas facultades exclusi- 
“as otorgadas por la ley, diremos por ahora que cuatro de ellas resultan las 
inás significativas y son: 


El poder casi exclusivo de negociar colectivamente en representa- 
ción de la categoría profesional. 


b) El poder de administrar y sostener sus propias obras sociales. 


El poder de conseguir la retención de aportes sindicales de los em- 
pleadores. 


d) El poder de contar con representantes gremiales protegidos por la 
tutela sindical. 


La razón de ser que la doctrina ha dado al reconocimiento legal exclu- 
de esos poderes, parte de la admisión de que ese sindicato es el más 
presentativo de la categoría profesional a la que agrupa. 


pretender esa representación y ejercerla en ámbitos que dentro del derecho 
positivo argentino sólo a él le son reservados. 


.“El reconocimiento se alcanza cuando el Ministerio de Trabajo y Segu- 
idad Social de la Nación, dicta una Resolución especial al efecto, en un 
pediente que se sustanciara en su seno y en el cual se demostró haber 
cumplido con los requisitos legales necesarios para el otorgamiento del re- 
conocimiento de esos poderes de representación. 


- En definitiva, el otorgamiento de la personería gremial, equivale al reco- 
nocimiento estatal otorgado al sindicato más representativo de esa calidad. 


_ Enel plano del derecho internacional del trabajo, la propia OIT procede 


privilegiar operativamente al sindicato más representativo (1). 


Pero en los países que respetan la libertad sindical, el privilegio hacia los 
sindicatos más representativos, no se otorga al punto de impedir en los he- 


(1) Véase VALDOVINOS, Oscar: Las relaciones de trabajo al final del siglo XX, en obra con- 
junta: Derecho Colectivo del Trabajo, La Ley, Bs. As., 1998, p. 304. 
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chos el libre ejercicio de sus derechos a los menos representativos. Tampoco 
para crear condiciones de existencia que debilite a estos últimos, en función 
de contar con un sindicalismo afín a los gobiernos de turno, calificado de 
oficial y dotado del monopolio del ejercicio de los derechos de huelga y ne. 
gociación colectiva. 


El Comité de Expertos de O.I.T., estimó que el simple hecho de que l; 
legislación de un país establezca una distinción entre las organizaciones 
sindicales más representativas y las demás organizaciónes sindicales ng 
debería ser en sí criticable. Señaló que “es necesario que una distinción d 
este género no tenga por consecuencia conceder a las organizaciones más 
representativas —carácter que se deriva de un número más elevado de afi 
liados— privilegios que excedan de una prioridad en materia de representá. 
ción en las negociaciones colectivas, consultas con los gobiernos, o incluso 
en materia de designación de los delegados ante organismos Internaci 
nales. En otras palabras no deberá tener por consecuencia el privar a la: 
organizaciones sindicales, que no hayan sido reconocidas como las más 
presentativas, de los medios esenciales para defender los intereses profesio 
nales de sus miembros ni del derecho de organizar su gestión y su activida 
y de formular su programa de acción, previsto por el Convenio 87 (2). 


Y también destacó «que “Las organizaciones sindicales minoritarias 
las cuales se niegan los derechos de negociación colectiva, deben poder des 
empeñarse y tener por lo menos el derecho de hacerse portavoces de sus< 
miembros y de representarlos en caso de reclamación individual” (3). 


La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendacio 
nes, ha reiterado en más de diez oportunidades observaciones de ese teno; 
y también lo hizo la Comisión de Aplicación de Normas en los años 1996; 
2005 y 2007. 


Estas observaciones y recomendaciones críticas de la O.I.T., referidas á 
la L.A.S. 23.551 y al decreto reglamentario 467/88, refieren a distintos tópi 
cos: 


a) La exigencia de contar con un porcentaje superior de afiliación, al 
diez por ciento, para poder disputar la personería gremial (arts. 2 
de la L.A.S. 23.551 y 21 del decreto 467/88). 


b) Lasrestricciones impuestas a los sindicatos de empresa y oficio, pro- 
fesión o categoría para acceder a la personería gremial (art. 29 y 30 
de la L.A.S. 23.551), cuando existe preexistencia de un sindicato d 
actividad que cuenta con ese reconocimiento. d+ 


(2) Véase: La libertad sindical. Recopilación de decisiones y principios del Comité de Liber: 
tad Sindical del Consejo de Administración de la OIT, 42 edición, Oficina Internacional del Tra 
bajo - Ginebra, 309. 

(3) Idem, 313. 
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c) Los beneficios exclusivos que la L.A.S. 23.551 reconoce alos sindica- 
tos con personería gremial y desconoce en los simplemente inscrip- 
tos, como ser el derecho de retención de las cuotas y contribuciones 
extraordinarias sindicales a ejercer sobre los empleadores (art. 38). 
El reconocimiento únicamente de las tutelas de protección a los tra- 
bajadores con cargos gremiales de sindicatos con personería gre- 
mial (propio de los art. 48 y 52 de la L.A.S. 23.551). 


Las quejar reiteradas de a O.I.T., reclaman del Estado argentino los cam- 
ios legislativos respectivos y éste por su parte, viene dilatando las medidas 
respectivas, pese a que en varias ocasiones la representación local por me- 
io de Ministros del Trabajo y representantes oficiales, han comprometido 
promover los cambios legislativos respectivos, sin que se efectivizaran las 
resentaciones de los respectivos proyectos de ley ante el Congreso Nacio- 
nal. 


2. LOS REQUISITOS LEGALES A CUMPLIR PARA ALCANZAR 
LA PERSONERÍA GREMIAL 


Entre esos requisitos, según prescribe el art. 25 de la L.A.S., la entidad 
eberá demostrar: 


.-a) Que se encuentra inscripta (es decir que se trata de una entidad sin- 
dical con simple inscripción). 


- b) Que ha actuado como sindicato inscripto durante un período no 
: menor de seis meses. 


- e) Haber afiliado a más del veinte por ciento de los trabajadores que 
corresponden a la categoría que intente representar. 


En primer término se requiere de la entidad que solicita la personería 
remial, previa inscripción en el registro especial y haber actuado en cali- 
:dad de inscripta por un período no menor de seis meses. 


Debe advertirse que en la sistemática legal, sólo puede reconocerse al 
indicato que ha cumplido con dos etapas previas. La primera generada 
desde la asamblea constitutiva regulada a partir de los principios de la li- 
“bertad y la democracia sindical. La segunda desde la inscripción alcanzada 
por la entidad. 


. Estos son requisitos ineludibles desde la interpretación temporal del ré- 
gimen establecido, ya que el sindicato sólo puede llegar al estado de la per- 
sonería gremial reconocida si ha pasado por esas dos etapas previas. 


Debemos apreciar que hay un contrasentido implícito en la sistemática 
de la ley, que debe ser superada por el operador del derecho. Ya que en las 
etapas anteriores, esas asociaciones también son sujetas de derechos gre- 
miales. También tienen personería y no podría nunca sostenerse que no la 
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tuvieren, aunque no se trataren de las más representativas o no hubierer 
podido todavía demostrar esa condición. 


La cuestión a debatir al respecto, pasa por entender cabalmente cuález 
son los poderes que se les reconocen cuando existen como personas ideales, 
Dar sentido al término personería, desde la conceptualización de la perso: 
na. : 


En un país que reconoce la libertad asociativa, advertir qué consecue; 
cias trae y qué poderes legitima, el constituir en forma espontanea y lib 
una asociación. Para el caso una asociación sindical. 


Admitido el sindicato como una entidad que sufre transformacion; 
en el tiempo, es posible reconocer en el sindicato con personería gremi; 
el máximo poder de representación de la categoría profesional, sin por eli 
restar otros naturales e inherentes a la función específica de los otros tipos: 
gremiales. 


La L.A.S. leimpone al sindicato que aspire al reconocimiento formal p 
el Estado de ser el más representativo, demostrar que tiene afiliados a mi 
del veinte por ciento de los trabajadores de la categoría profesional que ¡ 
tente representar. 


Y si existiere en esa categoría más de un sindicato en esas condicione 
la calificación de más representativa se atribuirá a la asociación que cuen 
con mayor número promedio de afiliados cotizantes, sobre la cantidad p, 
medio de trabajadores que intente representación. 


La norma también prevé que los promedios de afiliación se determin 
rán sobre los seis meses anteriores a la solicitud de personería gremial ani 
la autoridad de aplicación. 


Siempre la representación deberá estar referida a un ámbito: 


a) Personal. Lo que hace a la condición profesional deberá ser explicí: 
tado. Y registrados acorde con los estatutos. 


b) Territorial. Por cuanto se la referirá a un ámbito territorial, con re: 
ferencia al cual las condicione de mínima afiliación (20 por cient 
o mayor representatividad alcanzada con otras instituciones simi 
lares. 


En la resolución ministerial que acorde la personería gremial, se debéti 
precisar con claridad esos ámbitos de representación personal y territorial. 
Los que podrán exceder los establecidos en los estatutos, pero podrán s 
reducidos si existiere superposición con otra asociación sindical. 


El citado artículo 25 de la L.A.S., precisa que si se diera la superposición 
de ámbitos entre dos asociaciones, el otorgamiento de la personería gremial: 
deberá ser con la garantía de defensa de las asociaciones involucradas. Pre: 
viamente se debe dar intervención a la asociación afectada y luego se pr 
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cederá al cotejo necesarió para determinar cuál es la más representativa, 
debiéndose seguir a tal efecto el procedimiento reglado en el artículo 28 de 
“Ja L.A.S. También expresamente se dispone que la omisión de los recaudos 
ndicados determinará la nulidad del acto administrativo o judicial. 


3. LOS CONFLICTOS DESTINADOS A ACREDITAR LA CONDICIÓN 
DE MÁS REPRESENTATIVO PARA ACCEDER 
A LA PERSONERÍA GREMIAL O MANTENERLA 


Todo lo que hace a la acreditación administrativa de los recaudos de re- 
esentación, ha sido considerada una cuestión de hecho y prueba propia 
derecho común, y por lo tanto, extraña al caso federal y la jurisdicción 
xtraordinaria de la Corte Suprema (4). Esto hace a la acreditación de la con- 
ción de ser el más representativo de la categoría (5). 


pan 


“Por consiguiente, la materia propia de la interpretación de la ley de asocia- 
jones sindicales, es atinente alos tribunales ordinarios del trabajo, en todo lo 
rido a la obtención y mantenimiento de las personerías gremiales (6). 


«Los requisitos que la L.A.S. 23.551 prescribe para el otorgamiento de la 
jersonería gremial, implican una obligación temporal a cumplir por la aso- 
:jación que acredita su capacidad de representación. Y son cotejables con 
«que en el futuro pueden acreditar otros sindicatos. 


“Por lo tanto, acreditado en sede administrativa y judicial, por vía de re- 
ión de las actuaciones administrativas, que otra entidad sindical se en- 
eritra en mejor estado de representación de la categoría, sirve ello para 
ancelar la personería gremial a la que la había obtenido en el pasado y 
ransferirla al nuevo solicitante más representativo. 


Estas cuestiones que implican conflictos sindicales, son consideradas 
uestiones de hecho y prueba, propias del derecho común (7) y extrañas al 


(4) Conf.: “Sindicato Unico Trabajadores de Espectáculos Públicos c. Ministerio de Trabajo 
Seguridad Social, CSJN, 01/01/1960, Fallos, 248:186. “Las cuestiones referentes a la interpre- 
ción de las normas que atañen al cumplimiento de los recaudos para la obtención y manteni- 
ento de la personería gremial, son de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces 
lá causa y ajenas en principio a la apelación extraordinaria. Tal e caso de h sentencia que 
0 firmó la resolución que había otorgado la personería al Sindicato de Vendedores Ambu- 
lantes de la República Argentina, haciendo notar que no puede haber confusión entre dicha 
ctividad y la del viajante de comercio o industria, de modo que ese reconocimiento no afecta 
| grado de representación de los recurrentes” “Federación Unica de Viajantes de la Argentina” 
)1/01/1976, Fallos, 296:295. 
“ (5) Conf.: CSJN, en “Asociación de Pilotos Líneas Aéreas Comerciales y Regulares (A.P.L.A.); 
1969, Fallos, 273:367; y “Sindicato de Capataces, Personal Administrativo y Vigilancia de Cante- 
ade Cal, Piedra y Afines de la Provincia de Córdoba” 01/01/1977, Fallos, 298:681. 
' (6) Conf.: CSJN, en “Asociación del Personal Civil Estatal de Santa Fe” 01/01/1975, Fallos, 
91:146. 
“ (7) Conf.: “Determinar cuál sea el sindicato más representativo de la actividad o categoría 
fesional de que se trate, es tema cuya solución depende de los hechos y pruebas del caso y 
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caso federal, por lo que se ha considerado queno hacen a la competencia de 
la Corte (8). : 


4. EL OTORGAMIENTO DE LA PERSONERÍA GREMIAL 


La resolución ministerial que reconoce la personería gremial, guarda qi 
recta relación con los estatutos de la entidad, que en su momento mereciero 
resolución previa aprobándolos y ordenando su inscripción y registración. 


La autoridad administrativa del trabajo o la judicial (esta última ejer 
ciendo el control de la anterior por vía de recursos), deberán precisar 
ámbito de representación personal y territorial (9). Pero estos ámbitos ng 
excederán de los establecidos en los estatutos, aunque podrán ser reduci 
si existiere superposición con otra asociación sindical. 


En los conflictos intersindicales, luego de la tramitación administrativá 
el Ministerio de Trabajo, en la misma Resolución en los que los dirime, can 
cela una personería gremial y otorga la nueva. 


Cuando la cuestión es llevada por vía de revisión a la sede judicial, 
mismo Ministerio suele actuar además de las asociaciones involucradas. 
Entendiéndose que las atribuciones que al Ministerio Público del Trabaj 
confiere el art. 12 del decreto-ley 18.345/69, no obstan al derecho de Inter 
venir a ese Ministerio en las actuaciones referentes al otorgamiento de-1á4* 
personería gremial. Lo que encuentra apoyo en la doctrina de la Corte fa 
vorable a la participación de los órganos de la administración pública en la 
instancias judiciales de apelación de sus actos y en defensa de la legalid: 
de las mismas (10). 


y 
Tanto el Ministerio de Trabajo, como la autoridad judicial que intervengá 
en el trámite de una personería gremial o en su desplazamiento, deben garan 
tizar el derecho de defensa de las asociaciones que quedan involucradas (11): 


de la aplicación e interpretación de la ley de la materia, que es de derecho común”. “Estibadore 
Portuarios Argentinos”, 01/01/1976, Fallos, 296:505. 

(8) Conf.: “La sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo que confirmá 
la resolución N* 218/72 del Ministerio de Trabajo mediante la cual se dejó sin efecto la per 
nería gremial otorgada con anterioridad a la entidad recurrente, decide cuestiones de hecho 
prueba y de derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas, por su naturaleza, a 
apelación excepcional del artículo 1 4 de la ley 48”. CSJN, e n “Asociación del Personal Civil E 
tal de Santa Fe”, 01/01/1975, Fallos, 291:146. 

(9) Véase: “Tratándose de asociaciones profesionales con personería gremial, la zona 
se les asignare es inseparable de dicha personería y, consecuentemente de la facultad der 
presentación de los trabajadores” CLab. Rosario, sala 1, 11/8/1980, “López, Matías c. Estable 
cimientos Fabriles Guereño S.A., JA, 1982-1-362; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo: 
del Trabajo1, 1099, p. 338. 

(10) Conf.: CSJN, en “Sindicato de los Trabajadores de la Industria Lechera de la Capi 
Federal y partidos adyacentes” 01/01/1974, Fallos, 288:400. 

(11) Véase: “Resulta ilegítima la resolución del Ministerio de Trabajo que otorgó persa! 
ría gremial a una entidad, sin dar oportunidad de defensa a quien hasta entonces la ejercía 
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Debe advertirse que el sindicato nace de la espontánea asociación, y de 
este hecho, parte para alcanzar la personería gremial, cuando resulta ser el 
más representativo en su categoría. Pero como la categoría suele albergar 
un espectro de representación mayor que la empresa, puede pasar que la 
afiliación masiva en una empresa, resulte mayoritaria a favor de un sindica- 
- to que carece de personería gremial adjudicada para actuar en ese ámbito 


seducido. 


+, Aquí, la voluntad de los trabajadores que adhieren a un sindicato que 
no tiene los poderes de representación del encuadramiento de empresa ya 
establecido, choca con la realidad. Se encuentran ellos en esa empresa, ad- 
hiriendo.a un sindicato que, si bien tiene personería gremial para actuar 
notras, no la tiene en ese caso. Y en cambio, la tiene otro sindicato que no 
enta con trabajadores afiliados en ella o pueden ser los afiliados compa- 
tivamente una minoría. 


Dirimiendo situaciones contradictorias de este tipo, la jurisprudencia 
solvió que estas coyunturas de representación local, en las que el sindi- 
tato supuestamente más representativo no responde a la mayoría real de 
trabajadores, no violan el principio de libertad sindical (12). 


El artículo 62 dela LAS 23.551, determina la competencia exclusiva de 
CNTrab., en los recursos contra resoluciones administrativas definitivas 
que deciden sobre el otorgamiento de personería gremial, encuadramiento 
sindical u otros actos administrativos de igual carácter, una vez agotada la 
instancia administrativa. 


“A partir de la ley 14,455, se reconoce en el derecho positivo argentino, el 
Tecurso judicial ante la resolución administrativa que deniega la personería 
ue se otorga en perjuicio de otra. 


“El plenario del 12 de agosto de 1960 de la CNTrab., concedió el derecho a 
turrir a una asociación que agrupaba a los trabajadores en general de una 
actividad, por haberse otorgado la personería a otra que reunía al personal 
Superior. 


A favor de. la adjudicación de personería por empresa, en función de la 
especialidad de la misma, se trató el caso que resolvió la CNTrab., sala 12, el 
0 de agosto de 1961 (13). 


mismo ámbito”. CNTrab., sala VII, 27/09/1989, “Sindicato Unificado de la Educación s/ ley 
22. :105”. Mag. votantes: Luis Raúl Boutigue - Herminio Mario Morasso. 

(12) Véase: “No viola el principio constitucional de libertad sindical, el otorgamiento de 
la representafividad a un sindicato en base a un criterio fundado en la realidad de la actividad 
respectiva, aun cuando contraríe el interés de los trabajadores de permanecer bajo la órbita de 
representatividad de otro sindicato y ese interés se haya expresado históricamente a través de la 
afiliación masiva a esta última entidad gremial” CNTrab., sala III, 29/9/1989, “Sindicato Obrero 
¿de la Industria del Vidrio y Afines de la República Argentina” BD6-T01490. 

(13) La Ley, 105, fallo 47.756. 
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En las décadas del 50 y 60, el recurso por retardación no permitía expe 
dirse al Tribunal, debía fijar nuevo plazo perentorio (14). 


5. EL DESPLAZAMIENTO DE UNA PERSONERÍA GREMIAL 


Para que se produzca el desplazamiento de una personería gremial ha 
cia un sindicato simplemente inscripto que reclame el reconocimiento di 
ese estado, éste debe demostrar que es más representativo que aquel que ya 
cuenta con la condición de sindicato con personería gremial. 


La cuestión está regulada en el art. 28 de la L.A.S. 23.551, que prevé y 
mecánica respetuosa de los poderes constituidos. 


La norma prescribe que existiendo en la zona y actividad o categotí 
una personería gremial reconocida, durante seis meses anteriores al pedi 
do de reconocimiento de la nueva personería, el sindicato requirente debi 
demostrar que en forma continuada contó con más afiliados cotizantes. 
explicita, que la mayor afiliación deberá ser “considerablemente superio 


La norma resulta fácilmente criticable. Si lo que interesa es otorgar: 
personería al más representativo, mal puede sostenerse que se tiene mayg; 
capacidad de representación con menos afiliados. Ese sería el caso del sin 
dicato que con menos afiliados que otro, se trate de refugiar en el hecho d 
que la cantidad no'alcance a ser considerablemente superior. 


Es evidente que el texto legal resultó de un acuerdo poco feliz entre los; 
bloques legislativos. Acuerdo referido a mantener una situación establecid 
con respeto de las tecnoburocracias sindicales preexistentes.: 


La norma citada prevé, que ante el pedido de nueva personería gremiál 
la autoridad de aplicación deberá dar traslado al sindicato con personerí. 
gremial reconocida, por veinte días, a fin de que ejerza su defensa y ofrezc 
pruebas. De la contestación que éste sindicato practique, se dará traslad 
por cinco días a la asociación peticionaria. 


Las pruebas se deberán sustanciar con el control de ambas asociacio 
nes, lo que tiene particular importancia en cuanto al cotejo de las afiliacio 
nes cotizantes. 


En caso de que se desplace la personería gremial previamente reconoc 
da, el sindicato que la pierde conserva la condición de sindicato inscripto, 
con ello, la esperanza de poder revertir ese estado en el futuro. 


La norma también prevé, que todo el trámite procesal administrátiv 
antes detallado, podrá ser omitido cuando mediare conformidad expres 


(14) Véase: CNTrab,, sala III, 22/6/1959, La Ley, 97-502 y JA, 1960-1-61. 
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del máximo órgano deliberativo de la asociación que pierde el estado de la 
personería gremial. 


El sistema, como se advierte, procura que por categoría profesional, sólo 
un sindicato actúe como el más representativo, y que se le reconozca su es- 
tado en forma permanente, mientras mantenga su condición de represen- 
tatividad acreditada. 


Esta disposición es la clave del sistema que la doctrina ha llamado de 
unicidad promocionada por la ley. Unicidad, por cuanto hay —en princi- 
jo— un único sindicato con personería gremial reconocida. 


La pauta objetiva que la ley crea para determinar esa capacidad repre- 
ritativa, está relacionada con el número de afiliados cotizantes con que 
entan las asociaciones. 


S 


Debe, porlo tanto, acreditar una mayor capacidad de afiliación de traba- 
jadores de la categoría involucrada, y el decreto reglamentario (dec. 467/88) 
e:la Ley Sindical, avanzando sobre el texto del art. 28 de la ley 23.551, sos- 
vo que la afiliación del reclamante de la personería debe ser por lo menos 
¡ndiez por ciento superior (15). 


;* La cláusula del decreto citado ha sido tachada de inconstitucional, en 
razón de haber abusado del poder reglamentario de la norma legal, inva- 
tiendo las funciones del legislativo. 


Cuando en un mismo sector, concuerdan dos sindicatos con personería 
gremial de poderes reconocidos de representación, el criterio de exclusividad 
dela representación ha llevado a la jurisprudencia a atender que, a partir de la 
inteligencia y mecánica propia de la L.A.S. 23.551, resulta dominante y prefe- 
1ite la última de las representaciones gremiales reconocidas (16). 


: Resolviendo una cuestión atinente al reconocimiento entre dos sindi- 
1tos con personería gremial, cuál de ellos resulta el más representativo en 
función de la reglamentación legal de la ley 23.660 de Obras Sociales, se re- 
olvió por la sala VI de la CNTrab., que el procedimiento legal para la deter- 
minación de esa condición de representatividad, sólo puede seriniciado por 
los sindicatos involucrados y no corresponde su tramitación por oficio por la 


(15) Véase: “Para que se produzca el desplazamiento de la personería de una asociación 
gremial hacia otra, el dec. 467/88, art. 21 estableció que la superioridad considerable de la que 
habla el art. 28 de la ley 23.551 exige una supremacía numérica del 10% y continuada en el 
tiempo (6 meses), condiciones que responden al objetivo de evitar coyunturales y variables 
diferencias que originen sucesivos planteos de conflictos de representación”. CNTrab., sala II, 
22/12/1992, “Centro de empleados del azúcar del Ingenio la Esperanza c. Ministerio de Trabajo 
s/ acción de amparo”. Mag. votantes: Eiras - Guibourg - Lescano. 

(16) Conf.: CNTrab., sala MI, 27/3/1991, “Sindicato de Mecánicos y Afines del Transpor- 
té Automotor, DT, 1991-B, 2215; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 
1104, p. 339, 
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autoridad de aplicación a mérito de la interpretación de los arts. 28 y 29 de: 
la L.A.S. 23.551 (17). 


6. Los PODERES CON QUE CUENTA EL SINDICATO 
CON PERSONERÍA GREMIAL 


La entidad que alcanza el estado de sindicato con personería gremial; 
cuenta con poderes legitimados en forma exclusiva, que se enuncian como 
derechos en el art. 31 de la L.A.S. 23.551, : 


Son ellos los siguientes: 


a) Defender y representar ante el Estado y los empleadores los interese 
individuales y colectivos de los trabajadores; 


b) Participar en instituciones de planificación y control, de conform 
dad con lo que dispongan las normas respectivas; 


c) Intervenir en negociaciones colectivas y vigilar el cumplimiento d 
la normativa laboral y de seguridad social; 


d) Colaborar con el Estado en el estudio y solución de los problemas d 
los trabajadores; 


(17) Véase: “El decreto, al añadir a la ley 23.660 modificada por la ley 23.860 el requisi 
de la mayor representatividad, muta la representación del universo de los acreedores social 
en un conflicto intersindical, con el consabido problema de poder. Lo que debía ser un jue, 
suma positiva se ha convertido en un juego suma cero. Mientras en el primeto todos saldrí: 
beneficiados, en el segundo lo que UPCN consigue será a costa de la pérdida de ATE. Esta ad: 
teración violenta la Constitución Nacional, art. 86, inc. 2 porque desnaturaliza el sentido de. 
norma legal. El requisito de la mayor representatividad vulnera la libertad sindical garantiza 
en la Constitución Nacional, art. 14 bis, ya que ninguna esfera del Estado, ni tampoco el Mini 
terio de Trabajo, puede por sí determinar dicha cualidad. En efecto, la mayor representatividad, 
surge de un procedimiento jurídico iniciado a petición de parte y con contralor estricto re 
pecto de las pruebas rendidas (ley 23.551, arts. 28 y 29). Si el procedimiento no se ha entablac 
es imposible determinar la mayor representatividad. El Ministerio de Trabajo no se encuen 
legitimado para determinar de oficio cuál de ambas asociaciones sindicales es más represe: 
tativa. Siendo que ninguna de las entidades sindicales ha iniciado el procedimiento legal in 
cado, el informe emitido a solicitud del Ministerio de Salud y Acción Social carece de eficac 
para fundamentar la res. 33.330/81. Si una de ambas entidades quisiese integrar el Consejo de: 
Administración del Instituto de Obras Sociales en representación del universo de los acreed 
res sociales, sufre la necesidad de iniciar el mencionado procedimiento, lo cual colisiona ol 
viamente con la libertad sindical en cuanto dicha carga no surge de ninguna ley. Ningún suje 
jurídico debe cumplir lo que la ley no manda, principio básico de todo régimen democrático; 
receptado en la Constitución, art. 19, in fine. Obligar a cualquiera de las asociaciones sindicales 
con personería gremial a interponer el mencionado proceso para poder representar al universo: 
de los acreedores vulnera la libertad sindical en cuanto incorpora en la esfera asociacional uN 
carga sin base objetiva alguna” CNTrab., sala VI, sentencia 38.871, 19/8/1993, “Asociación 
Trabajadores del Estado c. Estado Nacional (Poder Ejecutivo de la Nación) Ministerio de Salud. 
y Acción Social s/ práctica desleal”; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabaj 
I, 1103, p. 339. B 
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e) Constituir patrimonios de afectación que tendrán los mismos dere- 
chos que las cooperativas y mutualidades; 


f) Administrar sus propias obras sociales y, según el caso, participar 
en la administración de las creadas por ley o por convenciones co- 
lectivas de trabajo. 


. Deestos poderes, el de mayor transcendencia es el de representar a la 
categoría profesional en la negociación colectiva conlos empleadores. 


* El sindicato con personería gremial adquiere el poder autónomo de par- 
cipar en la regulación de los contratos de trabajo de los trabajadores de su 
categoría. Es decir, representa a los trabajadores institucionalmente en el 
procesamiento de los conflictos, y de esa forma, custodia derechos adquiri- 
os y alcanza otros en la defensa de los intereses de sus representados. 


Representados que pasan asertales, porsu condición de integrantes de 
¿categoría profesional y no por la de afiliados al sindicato con personería 


_En la pertenencia a la clase involucrada, se encuentra la fundamenta- 
ción de la acción que defiende intereses y derechos de la misma. 


Rodolfo Capón Filas, sostiene que esta representación, a la que denomi- 
¿vicaria, hace que el sindicato sin personería gremial, si el que cuenta con 
lla no ejerce el derecho a la representación de la categoría en la negociación 
olectiva, pueda accionar por vía de amparo y previa constitución en mora 
el renuente, para suplirlo en la negociación. Sostiene con agudeza: “Cabe 


ecordar que el derecho constitucional de negociación colectiva, se corres- 
onde con el deber de ejercerlo” (18). 


7. EL PODER DE IMPONER LA OBLIGACIÓN 
DE RETENER APORTES SINDICALES 


En la práctica sindical, y a partir de otra disposición de la L.A.S. 23.551, 
su art. 38, a las organizaciones sindicales que cuentan con personería gre- 
mial, se les reconoce otro derecho, del cual dependerá en buena medida su 
patrimonio, y por ende, el éxito de su gestión económica. 


*. Este es el derecho de imponer a los empleadores de su categoría profe- 
sional, la obligación de actuar como agentes de retención de las cuotas de 
afiliación de los trabajadores. 


. (18) Véase CAPON FILAS, Rodolfo: El nuevo derecho sindical argentino, Librería Editora 
'Platense, La Plata, 1989, p. 334. 
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Sostiene esa disposición: “Los empleadores estarán obligados a actuay 
como “agentes de retención” de los importes que, en concepto de cuotas de aji 
liación u otros aportes deban tributar los trabajadores las asociaciones sing; 
cales de trabajadores con personería gremial”. 


Para que la obligación indicada sea exigible, deberá mediar una resolu 
ción del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, disponiend 
la retención. Esta resolución se adoptará a solicitud de la asociación sindica! 
interesada. El ministerio deberá pronunciarse dentro de los treinta días de: 
recibida la solicitud. Si así no lo hiciera, se tendrá por tácitamente dispuest 
la retención. 


El incumplimiento por parte del empleador de la obligación de obra 
como “agente de retención”, o —en su caso— de efectuar en tiempo propi 
el pago de lo retenido, tornará a aquél en deudor directo. La mora, en tal 
caso, se producirá de pleno derecho. 


Esta situación económica de privilegio, comparada con la de las otraá 
organizaciones sindicales que no gozan de personería gremial, se ve robus 
tecida por ventajas impositivas acordadas legalmente. 


El art. 39 de la L.A.S, 23.551 prescribe que “Los actos y bienes de las aso 
ciaciones sindicales con personería gremial destinados al ejercicio específico 
de las funciones propias previstas en los artículos 5 y 23, estarán exentos de: 
toda tasa, gravamen, contribución o impuesto. La exención es automática y' 
por la sola obtención de dicha personería gremial”. Y el P.E.N. deberá gestió 
nar con los gobiernos provinciales, y por su intermedio de las municipalida 
des, que en sus regímenes fiscales adopten ese principio de promoción del 
actividad sindical. * 


8. SOSTENER Y ADMINISTRAR LAS PROPIAS 
OBRAS SOCIALES SINDICALES 


Es considerado el segundo gran poder institucional de los sindica-' 
tos con personería gremial y se encuentra determinado normativamen- 
te por el art. 31, inc. f) de la L.A.S. 23.551 y por el art. 1%, inc. a) y b) de la. 
ley 23.660 (19). 


(19) Véase: L.A.S. 23.551, art. 31: “Son derechos exclusivos de la asociación sindical con per- 
sonería gremial: ... f) Administrar sus propias obras sociales y, según el caso, participar en la ad:: 
ministración de las creadas por ley o por convenciones colectivas de trabajo” 

Ley de Obras Sociales 23.660. Art. 1”: “Quedan comprendidas en las disposiciones de la pre- 
sente ley: 

a) Las obras sociales sindicales correspondientes a las asociaciones gremiales de trabajado-. 
rescon personería gremial signatarias de convenios colectivos de trabajo; 

b) Los institutos de administración mixta, las obras sociales y las reparticiones u organis- 
mos que teniendo como fines los establecidos en la presente ley hayan sido creados por leyes de 
la Nación? 


EL SINDICATO CON PERSONERÍA GREMIAL 279 


Complementando este plano de acción, se ha reconocido que los sindi- 
catos pueden participar o establecer regímenes complementarios de la se- 
guridad social, y por vía de convenios, seguros colectivos (20). 


Por su parte, los sindicatos y sus obras sociales se rigen por el régimen 
jixídico privado, en lo que concierne a todo aquello donde la delegación no 
tiene cabida, pues no revisten el carácter de personas públicas ni mucho 
menos estatales (21). 


A la vez que el sindicato y la obra social constituyen personas jurídi- 
cas distintas, existiendo una clara diferenciación entre los objetos de cada 


uno (22). 


9. LA PROTECCIÓN DE LOS REPRESENTANTES GREMIALES 
DE LAS ASOCIACIONES CON PERSONERÍA GREMIAL 


Otro poder que la ley acordó a los sindicatos por personería gremial, es 
él establecimiento de la tutela sindical a sus delegados y representantes gre- 
miales. De esta forma, sus afiliados que ejercen la representación sindical 
en la empresa y en la gestión directiva de la organización sindical, cuentan 
para su protección con las ventajas propias de un robustecimiento de los 
derechos a la estabilidad en el puesto de trabajo, que los protege de la arbi- 
trariedad de las prácticas antisindicales de los empleadores (23). 


(20) Véase: “El art. 1” de la ley 20.155, textualmente expresa: “Las asociaciones profesiona- 
es de trabajadores con personalidad gremial y de empresarios suficientemente representativas, 
podrán celebrar entre sí y/o con organismos competentes, convenios de corresponsabilidad 
emial en materia de seguridad social con el objeto de promover (...) inc. e) El establecimiento 
de regímenes complementarios de seguridad social, autofinanciados por los sectores interesa- 
dos” CTrab., Córdoba, sala II, 27/12/1978, “Asociación de Trabajadores de la Industria Lechera 
de la República Argentina c. La Lácteo S.A.) BJC, XXII-932; en Digesto Práctico La Ley, Derecho 
. Colectivo del Trabajo 1, 1126, p. 342. 
E “Otorgar los beneficios de la Seguridad Social es una facultad irrenunciable del Estado, 
* pero no excluyente. De manera que nada impide que los particulares puedan establecer, me- 
diánte acuerdos, otros beneficios sociales (suplementarios o no), tal como ocurre con el seguro 
de retiro instituido por la convención colectiva de trabajo 189/92” CNTrab,, sala II, 25/2/1999, 
:- “Unión Obreros y Empleados Plásticos c. Paufed S.R.L.; BCNTrab, N* 216; en Digesto Práctico 
“La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1127, p. 342. 

(21) Conf.: CNCom,, sala B, 17/4/1995, “Sanatorio Anchorena c. A.P.S/; La Ley, 1995-E, 32; 
en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1153, p. 346. 
] (22) Conf.: CNCiv., sala J, 10/7/1995, “Triviño, Delia C. y otro c. Sindicato de la Unión de 
Cortadores de la Indumentaria y otros” La Ley, 1936-C, 739, con nota de GALDOS, Jorge Mario; 
en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 1154, p. 346. 
(23) Véase: “El art. 35 de la ley 23.551 acuerda la representación al organismo gremial de 

segundo grado cuando no existe uno de primero que tenga personería gremial. Esto significa 
que no se puede otorgar la representación a cualquier otro sindicato que la pretenda con al- 
guna clase de verosimilitud, de manera automática y eludiendo la discusión sobre la material 
. Tepresentatividad de los dos gremios en disputa. El art. 35 mencionado, al acordar a una fede- 
:- ración la representación de un universo de trabajadores, aunque la ejerza a través de una filial, 
la habilitada para sostener un conflicto de encuadramiento” CNTrab., sala V, 30/03/1995, Juez 
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Sobre el tema remitimos al lector al capítulo específico de la tutela sip. 
dical. 


10. LA SITUACIÓN DE LOS SINDICATOS DE EMPRESA 
Y SU RECONOCIMIENTO DE LAS PERSONERÍAS GREMIALES 


La L.A.S. 23.551 admite la existencia de sindicatos de empresa con per: 
sonería gremial, pero en uno de sus dispositivos, condiciona esa existencia 
a que en la categoría gremial representada (zona de actuación), no exista 
otra de primer grado o unión que corresponda a la actividad. 


Ese cuerpo normativo prevé en su art. 29, que el otorgamiento de la pe 
sonería gremial a un sindicato de empresa, sólo es posible cuando no obré: 
en la zona de actuación y en la actividad o en la categoría una asociación 
sindical de primer grado o unión. 


La disposición en su texto literal, se refiere sólo a “personería”, lo que po- 
dría llevar a confusión, en cuanto a si la personería jurídica que se consigue 
con la simple inscripción, también está alcanzada por la prescripción. 


Es evidente a nuestro entender, que la libertad sindical, como principio 
y derecho constitucional, estaría alcanzada por una interpretación de este 
tipo. 


El sistema de unicidad promocionada por la ley, adoptado por la L.A.S. 
se complementa con esta norma, promocionando a los sindicatos por acti- 
vidad por sobre los sindicatos de empresa. 


Desde la sanción de la ley 20.615, se fue acentuando en el país, el crite- 
rio adoptado en la L.A.S. 23.551, que consiste en fortalecer la sindicación de 
tipo vertical, por actividad, como diferenciador primario. 


Al respecto, sostiene Guillermo A. F. López, que esto es “para dotar de 
mayor fortaleza y homogeneidad a las asociaciones profesionales”, concep- 
tos que recogía del Mensaje del Poder Ejecutivo, de elevación al Congreso: 
del proyecto de ley que determinara la sanción de la ley 20.615 (24). á 


1. La SITUACIÓN DE LOS SINDICATOS DE OFICIOS 
Y SU RECONOCIMIENTO DE LAS PERSONERÍAS GREMIALES 


La preferencia de la ley en favor de las asociaciones sindicales que ade- 
cuan su tipología a la representación de la actividad económica empresaria 


Vacari, “Asociación Española de Socorros Mutuos Pergamino c. Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social s/Ley de Asociaciones Sindicales”. 

(24) Véase: LOPEZ, Guillermo A. F.: Derecho de las asociaciones profesionales (Ley 20.615 y 
su reglamentación), La Ley, Bs. As., 1974, p. 114. 
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E de corte vertical, por sobre otras categorías de representación, se manifiesta 
de idéntica forma con relación a los sindicatos de oficios. 


El art. 30 dela L.A.S. 23.551 sostiene, que cuando el sindicato con perso- 
nería gremial preexistente invista la forma de unión, asociación o sindicato 
' de actividad, y otro peticionare una nueva personería adoptando la forma 
de sindicato de oficio, profesión o categoría, que interfiera con el ámbito de 
' representación ya reconocido, el nuevo reconocimiento será posible a parir 
de determinadas condiciones. 


Estas condiciones son: 


a) Que existan intereses sindicales diferenciados como para justificar 
: una representación específica. 


b) Se cumplimenten los requisitos exigidos por el art. 26 de la L.A.S. 
(control de los recaudos y plazo de 90 días para resolver). 


c) Que la unión o sindicato preexistente no comprenda en su persone- 
ría la representación de dichos trabajadores. 


Se reitera aquílos criterios primarios de selección sindical afirmados en 
as preferencias y causas enunciadas en el caso de los sindicatos de empresa. 


También es esta una de las disposiciones de la ley, que trasuntan el otor- 
-gamiento de privilegios a favor de las burocracias sindicales existentes, en 
detrimento de la libertad asociativa, 


12. EL RECONOCIMIENTO DE LAS PERSONERÍAS GREMIALES 
A LAS FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES 


El reconocimiento de las personerías gremiales también alcanza a los 
sindicatos de segundo y tercer grado. 


La ley argentina prevé que las federaciones y las confederaciones tengan 
este reconocimiento, cuando acrediten la condición de más representativas 
con referencia a sus iguales. 


El Título IX, “Delas federaciones y confederaciones”, dela L.A.S. 23.551, 
regula al respecto, creando un esquema que tiende a lograr una organiza- 
: ción piramidal de las asociaciones más representativas. 


Prevé el art. 33, con referencia a las federaciones, que se considerarán 
más representativas, a las que estén integradas por asociaciones de primer 
grado que afilien a la mayor cantidad de los trabajadores cotizantes com- 
prendidos en su ámbito. 


Y a renglón seguido se refiere a las confederaciones, sosteniendo, que se 
tendrá por más representativas a las que afilien a entidades con personería 
gremial que cuenten con la mayor cantidad de trabajadores cotizantes. 
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En el mapa sindical argentino conviven distintas confederaciones, ade. 
más de las centrales. La más notoria es la CGT (Confederación General del - 
Trabajo). 


En el plano de los gremios de la educación se destaca CTERA (Confede. * 
ración de los Trabajadores de la Educación Argentina) (25). 


13. EL ROL DEL PODER ADMINISTRADOR 


Legalmente, el sindicato que se encuentre en condiciones de poder ; 
acreditar la condición de más representativo en la categoría en que actúa” 
conforme a sus estatutos, cumpliendo con las pautas que la L.A.S. 23.551 le .. 
impone, se encuentra en condiciones de reclamar el reconocimiento de esta 
condición ante la autoridad de aplicación, el Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social de la Nación. 


La ley impone a la autoridad un plazo de 90 días para expedirse sobre * 
la materia, lo que implica que, de reconocerse esa situación, su situación de . 
simple sindicato inscripto, se transforma en la de sindicato con personería 
gremial (26). 


14, La INSCRIPCIÓN DEL SINDICATO CON PERSONERÍA GREMIAL 


Otorgada la personería gremial por la autoridad administrativa o judi- 
cial, en revisión de las negadas por el Ministerio a partir de los recursos pre- 
vistos en la L.A.S., la asociación es registrada, conforme a su estado estatu- 
tario actual, en un registro especial que lleva el Ministerio de Trabajo. 


La información que se registra es el estatuto social y la resolución ad- 
ministrativa a la que arribara la autoridad de las actuaciones cumplidas. 
La socialización de esa información se cumple a partir de la formalidad de 
la publicación de esos documentos en el Boletín Oficial, sin cargo para el 
sindicato (27). 


La Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales del Ministerio de Tra- 
bajo, practica periódico informes de gestión que sirve para indicar el nivel 
de actuaciones y resoluciones que refieren a la estructura sindical. 


(25) Véase: “La CTERA es una entidad sindical de tercer grado con personería gremial y 
con una zona de actuación amplia, pero no nacional. El hecho de que dos asociaciones sindica- 
les adheridas a CTERA hayan decidido emprender una experiencia federativa, revela el ejerci- 
cio de la libertad sindical, pero no constituye obstáculo alguno a la plena realización de los tra- 
bajadores representados por dichas asociaciones o encuadrados en aquélla” CNTrab., sala VI, 
10/02/1989, “CTERA c. Ministerio de Trabajo s/ surnarísimo”. 

(26) Art. 26 de la L.A.S. 23.551: “Cumplidos los recaudos, la autoridad administrativa del 
trabajo dictará resolución dentro de los noventa días” 

(27) Art. 27 de la L.A.S. 23.551: “Otorgada la personería gremial se inscribirá la asociación 
en el registro que prevé esta ley, publicándose en el Boletín Oficial, sin cargo, la resolución admi- 
nistrativa y los estatutos” 
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En mayo del 2009, el Número 8 de la Serie Estudios, del Ministerio de 
Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, dio a conocer el informe 
“Trabajo, ocupación y empleo. Estudios laborales 2008”, en el que se puede 
encontrar importante información sobre la gestión administrativa de Mi- 
nisterio. 


En cuanto al período 2003-2008, en un estudio encomendado a Héctor 
Palomino, se señala que en el mismo se otorgaron se aprobaron 133 perso- 
- herías gremiales, correspondiendo el 89,5 % de las mismas a sindicatos de 

primer grado, un 9,8 % a sindicatos de segundo grado y una sola personería 
gremial se adjudicó a la Confederación de Educadores Argentinos. 


El 40;6 % de las personerías reconocidas correspondieron a sindicatos 
de gremios de empleados estatales. 


“YA 


CartruLo 11 


ORGANOS DE CONSTITUCIÓN 
Y GOBIERNO DE LAS ASOCIACIONES 
SINDICALES 


SUMARIO: 1. El poder constituyente. La asamblea constitutiva.— 2. Las 
asambleas extraordinarias y ordinarias.— 3. Los congresos de delegados.— 
-4, Las materias reservadas a las asambleas y congresos sindicales.— 5. El ré- 
gimen de convocatoria y funcionamiento de asambleas y congresos.— 6. El 
poder de imposición de las asambleas.— 7. El poder sancionatorio.— 8. El 
control exclusivamente judicial de los actos de expulsión.— 9. El control de 
la gestión de gobierno y administración. 


1. EL PODER CONSTITUYENTE. LA ASAMBLEA CONSTITUTIVA 


El máximo órgano de gobierno de los sindicatos es la asamblea. En ella 
recae el poder constituyente de los sindicatos, del que se desprende la apro- 
bación de los estatutos que han de significar el cuerpo de normas que obliga 
alos afiliados y la entidad. 


De la asamblea surge la posibilidad de transformar a la institución, fu- 
“sionarla con otras, federarla, confederarla o decidir retirarse de la federa- 
ción o confederación y finalmente el poder de disolución que pone fin a la 
vida de la entidad. Tiene también el poder de revisar y rectificar los actos 
ejecutados por la comisión directiva de la asociación. 


Se puede advertir quela asamblea constitutiva, a partir de sus decisiones 
y previa deliberación, sancionará el estatuto de la entidad, que será durante 
“toda la vida de la organización, la norma interna a la que deberá someterse. 


La asamblea constitutiva comenzará a funcionar en forma casi infor- 
mal, pero se irán dando durante su transcurso las normas con las que regu- 
lará su propio funcionamiento, y al finalizar la reunión (pueden tener varias 
sesiones), resultarán de la misma, el estatuto social y las primeras autorida- 
des encargadas del gobierno y administración de la entidad. 


La asamblea tendrá autoridades que la regirán durante ese proceso, y 
que serán el resultado de la elección que se lleve a cabo en la misma. Elec- 
ción que puede hacerse en forma directa y por simple expresión del voto por 
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gestos delos presentes, como el levantar las manos. Esto no impide que se 
decida otros procedimientos a tal efecto, pero ellos deberán garantizar la 
genuina expresión de la voluntad de los presentes. 


Las actas constitutivas, relación circunstanciada de los actos asamblea- 
rios cumplidos, con detalle de las autoridades elegidas y el estatuto aproba- 
do, son los documentos claves para la gestión futura de la entidad. La prue- 
ba documental de su existencia, los límites reales de su competencia y el 
instrumento para la registración y control democrático de la entidad. 


2. LAS ASAMBLEAS EXTRAORDINARIAS Y ORDINARIAS 


El poder constituyente de la asamblea renace en otras asambleas ex- 
traordinarias de la institución, que a fin de ejercerlo, deberán ser convoca: 
das especialmente. 


En esas asambleas extraordinarias se podrán modificar los estatutos 
sociales, decidir la fusión de la entidad con otras, federarla, confederarla y 
también disponer su disolución. 


Pero además de las asambleas extraordinarias, siendo la asamblea el 
máximo órgano deliberativo de la entidad y su fuente más alta de políticas 
y normas de funcionamiento, deben periódicamente llevarse a cabo asam- 
bleas ordinarias, convocadas por los órganos directivos de la asociación, y 
otras extraordinarias, así llamadas por ser convocadas a partir de las requi- 
sitorias de los afiliados, respetando normas internas estatutarias y otras l 
gales al respecto. 


En las asambleas, los trabajadores tienen el poder de concurrencia, el 
de expresar su voz (derecho a ser oídos), el de deliberar en conjunto pará 
convencer y el de votar, para que las decisiones se tomen por mayoría y en 
forma democrática. 


La debida publicidad de la convocatoria a las asambleas, garantiza la 
participación de los afiliados, siendo éste un requisito ineludible de la vali- 
dez de estos actos jurídicos. Al punto de considerarse que no alcanza con la 
publicación de la convocatoria de una asamblea extraordinaria en el Bol 
tín Oficial, ya que con ese recaudo no se reúnen los requisitos de “publicidad 
inmediata y adecuada” requeridos por el estatuto aplicable al caso. Ya quesi 
bien la norma no establece el medio más conveniente en forma explícita, lo 
cierto es quela lectura del Boletín Oficial sólo es común en un número redu- 
cido de individuos, pero no es un medio masivo de lectura y mucho menos. 
en el ámbito de los trabajadores (1). 


(1) Conf. CNTrab., sala , 15/3/2000, “Ruiz, Rubén c. Asociación del Personal Jerárquico : 
de la Industria del Gas Natural y afines, BCNTrab. N* 220; en Digesto Práctico La Ley, Derec 
Colectivo del Trabajo 1, 1256, p. 358. 
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La asamblea es pues, el máximo órgano del sindicato y fuente material 
normativa de las principales regulaciones que lo rigen y de los actos más 
importantes de gobierno (2). 


En doctrina se la suele considerar coma un órgano deliberativo de tipo 
legislativo, lo que no sirve para expresar todos los poderes que se ejercen 
en su seno, donde se encuentra el ejercicio más intenso de la autarquía y la 
- IJamada “soberanía” sindical. 


: Entendemos que el poder sindical se ejerce únicamente dentro de los 
límites determinados por la soberanía, como forma delegada de los trabaja- 
dores de constituir el poder a partir de un contrato asociativo. 


Ese poder soberano de asociarse, coloca al sindicato como institución 
fuera de la dependencia delegada de los poderes emanados de los gobiernos 
y otros poderes terrenos o teocráticos. 


3. LOS CONGRESOS DE DELEGADOS 


La asamblea de afiliados es un medio de ejercicio de la democracia in- 
terna de la asociación, que puede llevarse a cabo sin complicaciones, en for- 


ma directa, únicamente cuando el sindicato tiene un número reducido de 
filiados. 


El congreso de delegados, consistiendo en una asamblea de represen- 
tantes, tiene estas facultades para la constitución de organizaciones sindi- 
cales de segundo y tercer grado. El congreso funciona como una asamblea 
de delegados que representan al conjunto de los afiliados. 


El decreto 467/88, reglamentando el art. 19 de la L.A.S. 23.551, prevé, que 
los congresos de las federaciones se integrarán con delegados elegidos por 
voto directo y secreto de los afiliados a los sindicatos adheridos en propor- 
ción al número de los afiliados que cotizan (art. 17). 


La misma norma reglamentaria determinó, que el número de delegados 
de un sindicato al congreso de la federación, no podrá exceder del veinte 
por ciento del total de los delegados, cuando la federación esté integrada 
por más de cuatro sindicatos adheridos. Y también, que el temario de las 
asambleas y congresos ordinarios, deberán ser comunicados a la autoridad 
de aplicación con una anticipación no menor de diez días a la fecha de su 
celebración. En el caso de las asambleas o congresos extraordinarios, dicha 


(2) Sin embargo hay jurisprudencia a la que criticamos, que considera a la Comisión Di- 
rectiva como el máximo órgano de gobierno: “Alintegrar el órgano de conducción y dirección, 
los miembros de la Comisión Directiva y un sindicato no están subordinados a ninguna otra 
autoridad de la asociación profesional, ya que la máxima autoridad es justamente la que ellos 
tegran” CNTrab,, sala II, 11/5/1984, “Sindicato de Trabajadores de la Industria de Pastas Ali- 


menticias” DT, 1984-B, 1103; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1260, 
p. 359. 


288 RICARDO J. CORNAGLIA 


comunicación deberá ser efectuada inmediatamente después de su convo. 
catoria y con una anticipación no menor de tres días a la fecha de su cele- 
bración. 


La L.A.S. 23.551 da un tratamiento conjunto a las asambleas y congre- 
sos, aunque debería haber atendido a su distinta naturaleza constitutiva, 
ya que una es un órgano de democracia directa y el otro es un órgano de: 
democracia indirecta o delegada. 


4. LAS MATERIAS RESERVADAS A LAS ASAMBLEAS 
Y CONGRESOS SINDICALES 


Todo tema que haga a la vida sindical y se encuentre formando parte; 
del orden del día y convocatoria, es facultad de estos órganos que pueda ser 
abordado para tomar decisiones sociales sobre los mismos. 


Pero además, algunos temas, por la importancia que revisten, sólo pue- 
den ser decididos por estos órganos de representación y gobierno. Les son 
reservados por la ley, como materia propia de decisión del órgano de Ep, 
sentación más directo. 


Sostiene el art. 20 de la L.A.S. 23.551, que será privativo de las asambleas: 
o congresos: 


“a) Fijar criterios generales de actuación”; 


En este inciso, la L.A.S., determina de esta forma la facultad de fijar las. 
políticas de la entidad, a las que tendrán que subordinarse los afiliados y los; 
cuerpos directivos. 


“b) Considerar los anteproyectos de convenciones colectivas de trabajo”; 


La negociación colectiva se debe llevar a cabo a partir de ternas habilita 
dos al respecto y correspondiendo a un proyecto (3) de convenio, que como' 
tal, deberá ser aprobado por estos órganos. 


“c) Aprobar y modificar los estatutos, memorias y balances; la fusión con' 
otras asociaciones, afiliación o desafiliación a asociaciones nacionales o iñ-' 
ternacionales” (4); 


(3) Es este el proyecto al que hace mención el decreto reglamentario 200/88 de la ley 23.546 
de Procedimiento para la Negociación Colectiva (sancionada el 22 de diciembre de 1987), que . 
en su art. 4%, obliga a que las partes presenten ante la Comisión Negociadora. 

(4) Esta disposición ha sido reglamentada por el decreto 467/88, en su art. 18, que dispone: 
“(Reglamenta el artículo 20 inc. c) de la ley) Queda prohibida con la excepción contenida en el: 
artículo 36 de la ley la adhesión a asociaciones nacionales o extranjeras, cuyos estatutos les pe 
mita participar en la dirección, administración o manejo patrimonial de las entidades a ellas 
adheridas o que admitan la facultad de disponer la intervención a sus organismos directivos. 


Queda prohibida la fusión con asociaciones no sujetas al control del Ministerio de Trabajo y S 
guridad Social. 
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En este inciso la ley confunde los más importantes actos de ejercicio del 
poder constituyente, con otros propios del control de la administración de 
la entidad. 


14) Dar mandato a los delegados a congresos aca asociaciones de grado 
superior y recibir el informe de su desempeño”: 


Es esta la forma de rendir cuentas de las actuaciones llevadas a cabo por 
los representantes gremiales de la entidad ante las organizaciones sindica- 
:». les de un grado superior. 


“e) Fijar el monto de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de los 
afiliados”. 


A estos máximos órganos de la entidad, se les reserva el poder de impo- 
sición sobre los afiliados y los representados en la categoría profesional, por 
efectuar gestiones en su beneficio. 


5. EL RÉGIMEN DE CONVOCATORIA Y FUNCIONAMIENTO 
DE LAS ASAMBLEAS Y CONGRESOS 


La L.A.S. 23.551 establece en su art. 19, que las asambleas y congresos 
deberán reunirse en sesión ordinaria, anualmente, y en sesión extraordi- 
naria, cuando resulten convocadas por el órgano directivo de la asociación. 
En este último caso, la convocatoria resultará de la propia decisión de dicho 
órgano o a solicitud de un número de afiliados o delegados congresales que 
fije el estatuto. Con la expresa previsión de que el Estatuto no podrá requerir 
un número superior al quince por ciento en asamblea de afiliados y al trein- 
“ta y tres por ciento en asamblea de delegados congresales. 


Además en la leyse prevé quelos estatutos deben consagrar un régimen 
de convocatoria y funcionamiento de asambleas y congresos (L.A.S. 23.551, 
art. 16, inc. h) (5). 


-Se admite que.el tema de la forma y oportunidad de la convocatoria es 
privativo de la institución sindical, y con referencia al mismo, la autoridad 


.de aplicación debe actuar en su control sin interferir por vía de intervencio- 
nes. 


(5) Esta previsión legal ha sido reglamentada por el art. 13 del decreto 467/88, que tiene 
este tenor: “(Reglamenta el artículo 16 inc. h) de la ley). Las asambleas o congresos ordinarios 
deberán ser convocados, con no menos de treinta días de anticipación ni más de sesenta; los ex- 
traordinarios con no menos de cinco días. En ambos casos deberá existir una publicidad inme- 
diata y adecuada de la convocatoria que asegure el conocimiento de los representantes sindicales 
. Incluyendo publicidad en la empresa salvo que por razones de tiempo ello sea imposible, e inclu- 
ya, para las asambleas, la exhibición, en los lugares de trabajo, de folletos o carteles que mencio- 
nen el orden del día, el lugar de reunión de la asamblea y los requisitos para participar en ella 
y, para los congresos, comunicación a los delegados a dicho congreso u otro medio razonable de 
difusión previsto en el estatuto, con idénticas menciones a las previstas para las asambleas: 
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Acorde a ello, se ha resuelto que no cabe admitir que el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, aun con el loable propósito de establecer pautas 
de acción correctivas, pueda interferir en la vida de una asociación sindical: 
a través de disposiciones que suspendan la convocatoria de un congreso y 
asamblea ojuzguen su validez (arts. 6* y 57 de laley 23.551). Ya que la expre. 
sión. “intervenir”, contenida en el último artículo citado, debe interpretarse 


acorde con el principio de autonomía sindical (6). ' 


Podría darse el caso de que un estatuto determinara la existencia de 
asambleas y congresos con una periodicidad menor a la de un año fijada' 
porlaley, por € jemplo, cada seis meses. En ese caso, el fin de protección de la 
norma (que refiere al principio de democracia sindical), no estaría violado, 
por el contrario, se estaría protegiendo, por lo que en unalectura racional de 
la L.A.S., se debería admitir la legitimidad del estatuto en la materia. 


Damos este ejemplo, casi de laboratorio, para precisar cómo funciona el 
orden público sindical, que se afirma a partir de crear mínimos de protección 
de los trabajadores a través de normas operativas en las que las orientaciones 
generales coinciden con los principios generales del derecho sindical. 


6. EL PODER DE IMPOSICIÓN DE LAS ASAMBLEAS 


Las asambleas cuentan con facultades acerca de la determinación de las' 
normas referentes a la imposición de aportes a los afiliados. 


Este poder debe serejercido a partir de las limitaciones legales, queim- 
pone una legislación que responde al principio protectorio delos trabajado- 
res, mediante normas de orden público laboral, que no sólo crean prohibi-. 
ciones contra los empleadores, sino también contra las propias asociaciones; 


sindicales (7). 


7. EL PODER SANCIONATORIO 


La asamblea ejerce también, en su máxima extensión, el poder discipli- 
nario sobre los afiliados, y con ello, el poder de admisión, sanción y hasta el: 
de expulsión de los mismos. 


(6) Conf.: CNTrab., sala III, 13/12/1989, Juez Antonio Vázquez Vialard, “Salasevicus, Wen- 
ceslao c. Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales - Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cíal s/ amparo”. Mag. votantes: Antonio Vázquez Vialard - Ricardo Alberto Guibourg. 

(7) El ejercicio abusivo de ese poder de imposición ha determinado que la jurisprudencia 
resolviera: “En principio corresponde la repetición de las retenciones que efectuaba la Unión 
Ferroviaria sobre las remuneraciones de sus asociados por sumas superiores al 20 %, si la 
mismas no contaban con consentimiento expreso de los trabajadores afectados ni autoriza“' 
ción previa del Ministerio de Trabajo, aunque tales aportes hubieran sido autorizados por una 
asamblea de delegados. Sin embargo no debe prosperar el reclamo solidario contra la emplea-* 
dora (EFA) pues se limitó a actuar como agente de retención obedeciendo instrucciones que l 
dio la entidad sindical y acatando las previsiones del art. 80 LCT” CNTrab., sala V, sent. 52.726* 
del 25/11/1994, “Mesquino, Raúl c. EFA s/cobro de salarios": 
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La L.A.S, 23.551 prevé que el estatuto de la entidad debe contener regu- 
laciones que hagan a los derechos y obligaciones de los afiliados, en cuanto 
- aadmisión y procedimientos de separación, garantizando el derecho de de- 
fensa (art. 16, inc. c) (8). 


Las sanciones a los miembros de los cuerpos directivos de las entidades 

sindicales, merecen otra especial disposición reglamentaria, en la que se 
" dispone el tratamiento de las mismas en asambleas y congresos extraordi- 
narios, conforme a las siguientes disposiciones: 


Art. 10 del decreto 467/88, reglamentando el artículo 16 inc. d) de la 
L.A.S. 23.551, dispone que las sanciones a los miembros de los cuerpos di- 
” rectivos de la asociación sindical y de la federación deberán ser adoptada 
en asambleas o congresos extraordinarios y por las causales que determine 


(8) El decreto 467/88, reglamentó esta norma legal de esta forma: “Art, 9%, (Reglamenta el 
artículo 16 inc. c) de la ley). En ningún caso una suspensión a un afiliado dispuesta por el órgano 
directivo de la asociación gremial de primer grado podrá exceder de noventa días ni ser dispuesta 
sín previa vista al afiliado, de los cargos en que se funda y otorgamiento de oportunidad suficien- 
te para efectuar ofrecimiento de prueba, si fuere necesario, y su descargo" 

“La suspensión no privará al afiliado de su derecho a voto ni al de ser candidato a cargos 
electivos, salvo cuando se fundara en el supuesto del inciso d) del artículo 2” de la presente re- 
í glamentación, en cuyo caso durará el tiempo que dure el proceso o el plazo de prescripción de la 

_pena si hubiere condena” 

“El afiliado suspendido podrá recurrir la medida disciplinaria ante la primera asamblea 
ocongreso convocado por la asociación sindical, y tendrá derecho a participar en la sesión del 
cuerpo respectivo con voz y voto” 

“La expulsión del afiliado es facultad privativa de la asamblea o congreso extraordinario. El 
órgano directivo sólo está facultado para suspender preventivamente al afiliado cuando llegare 
asu conocimiento una causal de expulsión, pudiendo recomendarla a la asamblea o congreso en 
cuyo supuesto deberá elevar los antecedentes del caso. También en este supuesto el afiliado tendrá 
derecho a participar en las deliberaciones con voz y voto, si le correspondiere” 

:. “Los afiliados sólo serán pasibles de expulsión si se acreditare que se hallan comprendidos 
en alguno de los siguientes supuestos: 

“a) Haber cometido violaciones estatutarias graves o incumplido decisiones de los cuerpos 
directivos o resoluciones de las asambleas, cuya importancia justifique la medida; 

-— “b) Colaborar con los empleadores en actos que importen prácticas desleales declaradas ju- 
dicialmente; 

*c) Recibir subvenciones directas o indirectas de los empleadores con motivo del ejercicio de 
cargos sindicales; 

“d) Haber sido condenado por la comisión de delito en perjuicio de una asociación sindi- 
cal; 

“e) Haber incurrido en actos susceptibles a acarrear graves perjuicios a la asociación sindi- 
. calo haber provocado desórdenes graves en su seno. 

“La resolución que imponga la expulsión podrá ser revisada por la justicia laboral a instan- 
cia del afectado” 

“Serán únicas causas de cancelación de la afiliación: 

“a) Cesaren el desempeño de la actividad, oficio, profesión, categoría o empresa previstos en 
el agrupamiento, exceptuando los casos determinados en el artículo 14 de la ley y lo contemplado 
.. en el artículo 6 de la presente reglamentación; 

“b) Mora en el pago de cuotas y contribuciones, sin regularizar esta situación en el plazo ra- 
zonable en que la asociación sindical intime a hacerlo” 
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taxativamente, el estatuto, con citación a participar en ellas al efecto, cop : 
voz y voto si le correspondiere. E 


También prevé que el órgano directivo sólo podrá adoptar medidas de. 
suspensión preventiva contra sus miembros, las que no podrán exceder e 
término de cuarenta y cinco días, siendo de responsabilidad de dicho órga.' 
no que dentro de ese plazo se realice la asamblea o el congreso eraoraína 
rio para decidir en definitiva. : 


8. EL CONTROL EXCLUSIVAMENTE JUDICIAL 
'DE LOS ACTOS DE EXPULSIÓN 


Los actos de expulsión no pueden ser revisados por la autoridad de apli 
cación, existiendo sobre ellos solo el natural control judicial. En tal sentido;': 
el decreto reglamentario abrió una sola vía al respecto, y ella es la de la jus 
ticia laboral ordinaria. 


La justicia ha corregido excesos del poder administrador (9). 


Aun con anterioridad a la vigencia de la L.A.S. 23.551, que potenció e 
principio de autonomía sindical y afirmó la judiciabilidad de los actos inter 
nos, ya se notaba en la jurisprudencia el propósito de interpretar el derech« 
positivo vigente a partir de limitar el poder de intervención gubernamen 
tal (10). 


Con la sanción de la L.A.S. 23.551, la jurisprudencia fue más explícita , 
aún, estableciendo que la Administración Laboral no tiene facultades para 


(9) Véase: “Lo decidido por la autoridad administrativa al declarar la ineficacia jurídica * 
de lo resuelto por la asamblea general extraordinaria de la asociación gremial, con relación ala ; 
expulsión de un afiliado, por el hecho que en el orden del día se mencionara el tratamiento de 
denuncia contra el asociado, responde a un rigorismo formal carente de respaldo jurídico. Pre- ' 
tender que la convocatoria hiciera alusión concretamente a la expulsión del miembro deviene - 
inaceptable en tanto, de así haberse procedido se estaría incurriendo en un prejuzgamiento 
respecto de las conductas que los denunciantes pusieran a consideración de la autoridad aso- 
ciacional”. CNTrab., sala II, 29/09/1994, “Asociación Argentina de Actores c. Ministerio de Tra- 
bajo s/Ley de Asociaciones Sindicales” Mag. votantes: Rodríguez - González. 

(10) Véase: “Corresponde dejar sin efecto la sentencia que —reconociendo validez a la re- : 
solución de la autoridad de aplicación que, basada en la ley 21.356, permitió que se realizara el: 
Congreso de la Federación Obreros y Empleados de la Industria del Papel, Cartón y Químicosy 
admitió que los delegados se designaran por asambleas y con prescindencia del voto directo— 
rechazó la demanda tendiente a lograr que se anulara la medida disciplinaria impuesta al actor 
por el mencionado Congreso y que se lo repusiera en su cargo en el Consejo Ejecutivo. Ello así, 
pues en un tema que hace a la administración interna de la asociación y ante la presencia de 
normas estatutarias que inequívocamente resolvían el punto, no cabe reconocer tal facultad 
al Ministerio de Trabajo, máxime cuando se trata de facultades que —como las reconocidas 
a aquel organismo— son excepcionales y, por lo tanto, de interpretación restrictiva”. CSJN, en 
“Alari, Blas Juan c. Federación Obreros y Empleados de la Industria del Papel, Cartón y Quími- 
cos” 01/01/1984, Fallos, 306:216. 
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declarar la nulidad de lo resuelto en el Congreso realizado por una asocia- 
- ción sindical. Y que-la legitimidad o no del mismo debe ser juzgada exclusi- 
vamente por la autoridad judicial competente (1 D. 


En la sistemática de la L.A.S. 23.551, y a partir de los principios de li- 
bertad y autonomía sindical, las facultades y poderes de la autoridad de 
: aplicación han quedado reducidas a las previstas expresamente en su 
art.56 (1 2). 


Y el. poder de control de los actosllevados a cabo en las asambleas y con- 
_gresos, se ajusta, en cuanto a su legitimidad, a las propias previsiones esta- 
. tutarias que los regulan. El juez sólo puede corregir el acto que integrado 
” por el estatuto asociacional contradice al derecho positivo (13). 


9. EL CONTROL DE LA GESTIÓN DE GOBIERNO 
Y ADMINISTRACIÓN 


. La gestión de gobierno y administración del sindicato, se lleva a cabo 
. con cargo de rendir cuentas de la misma ante la asamblea y precisas formas 
deregistro. 


El decreto 467/88, en su art. 11 (reglamenta el art. 16 inc. f), remite al 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para que establezca el registro de 

. Sus actos y de las cuentas que deberán llevar las asociaciones sindicales, en 
qué libros y con qué formalidades deberán hacerlo. 


También establece esa norma, que la administración se practicará en 
ejercicios que no superarán el término de un año y que la autoridad de 


(11) Conf.: CNTrab., sala III, 03/07/1990, “Federación del Personal de Vialidad Nacional c. 
-Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales - Ministerio de Trabajo de la Nación s/ acción 
“ de amparo” Mag. votantes: Ricardo A. Guibourg. 

(12) Así lo hace resaltar el siguiente fallo. “Incumbe al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
_ Social ejercer aquéllas facultades conferidas en el art. 56 de la ley 23.551, entre las cuales no se 
" incluye la revisión del acta de expulsión del afiliado de una asociación sindical. Dicha situación 
- se halla singularmente regulada por el art. 9% del decreto reglamentario inciso c) 4* parágrafo, 
en el que se determina que la expulsión resulta por asamblea o congreso extraordinario puede 
"ser revisada por la justicia laboral a instancias del afectado, es decir que, se implementa una 
única vía para la reconsideración de dicha sanción disciplinaria”. CNTrab., sala II, 29/09/1994, 
“Asociación Argentina de Actores c. Ministerio de Trabajo s/Ley de Asociaciones Sindicales”. 
Mag. votantes: Rodríguez - González. 

(13) Véase: “Por su naturaleza, resulta ajeno a las facultades que tienen los jueces locales 
sobre la materia, el planteo formulado en la demanda dirigido a que se disponga la nulidad 
o revisión de la expulsión de los actores como afiliados al Sindicato decidida por un congre- 
so extraordinario del gremio de conformidad con las prescripciones del Estatuto de la Asocia- 
ción Sindical de que se trata y las disposiciones pertinentes de la ley 23.551”. SC Buenos Aires, 
L 53.267, S 27/06/1995, “Aladro, Guillermo Raúl y otros c. Unión Obrera Metalúrgica de la Rep. 
Arg. s/acción de nulidad y revisión”. DJBA, 149-89. Mag. votantes: Salas, Negri, Pisano, Rodrí- 
guez Villar, San Martín, Hitters. 
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aplicación establecerá las características que deberán reunir los planes g; 
cuentas. 


A su vez la norma impone que exista en los sindicatos un órgano indi 
pendiente de la directiva, que tenga por fin la fiscalización interna de la ges 
tión y el control de la administración del patrimonio social, con composi 
ción adecuada y facultades a ese efecto. 


A 


CAPÍTULO 12 


“LOS ESTATUTOS DE LAS ASOCIACIONES 
SINDICALES 


SUMARIO: 1. La normativa autónoma.— 2. El registro del estatuto por par- 
te de la autoridad de aplicación. 


1. La NORMATIVA AUTÓNOMA 


¡La asociación sindical nace de una asamblea en la que además de de- 
signarse autoridades, se aprueban las normas que han de regir su funcio- 
namiento y regular lasrelaciones que los asociados mantienen entre sí y con 
la propia entidad. Setrata de una norma imperativa, en la que seinstrumen- 
tan las directivas propias de la libertad y la democracia sindical (1). 


"Es ese un cuerpo normativo, nacido del consenso, en el que desde la 
gestión democrática, se plasman los objetivos de la entidad y las reglas de 
gobierno interno para conseguirlos (2). 


(1) Véase: “El estatuto sindical constituye la norma interna fundamental que concreta las 
notas de libertad' y “demnocracia' con que el proyecto social constitucional tipifica las entidades 
para que puedan proteger adecuadamente los derechos e intereses de los trabajadores cubier- 
tos por su estructura, estén o no afiliados a la misma... La ley 23.551, ha establecido requisitos 
tructurales a ser incorporados necesariamente a los estatutos sindicales, ya se trate de enti- 
ades de nueva creación o de entidades existentes, las que han de adecuar sus normas internas 
ala directiva legal. CNTrab., sala VI, 9/11/1988, “López, Alfredo J. y otros c. Federación Obreros 
y Empleados Telefónicos de la República Argentina”, DT, 1989-A, 79; en Digesto Práctico La Ley, 
Derecho Colectivo del Trabajo I, 1211/1215, p. 353. 

(2) En la jurisprudencia de la Provincia de Río Negro, se califica a ese cuerpo normativo 
como una ley en sentido material. En realidad se trata de una norma imperativa, pero no de 
una ley: “El estatuto de las asociaciones y sociedades constituye el conjunto de normas que ri- 
gen la formación, el funcionamiento y la disolución de dichas instituciones. Constituyen una 
ley en sentido material, teniendo la particularidad de originarse en la voluntad de los particu- 
lares, siendo finalmente sancionada por la autoridad pública estatal. Es una ley de raíz priva- 
da y como tal debe ser acatada. (Cf. Llambías, “Tratado de Derecho Civil; t. II, p. 108, Ed. Pe- 
rrot, 1980)”. STIRNSC: SE. 103/96. “Asociación de Bomberos Voluntarios de Allen c. Pcia. de 
Río Negro —Dirección General de Personas Jurídicas— s/ Cont. Administrativo s/ apelación, 
16/10/1996, Leiva (SD). 
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Es este complejo normativo el que determina el esquema básico de re. 
presentatividad de la institución. El posterior reconocimiento de la perso. 
nería gremial en los sindicatos que la alcanzan, deberá ceñirse a la norma 
estatutaria, y si bien la autoridad de aplicación puede limitar la representa- 
ción a ejercer con el otorgamiento de la personería gremial, nunca podría 
adjudicar por esa vía una representatividad no asumida en el estatuto (3). 


La red de mandatos y el gobierno de la institución, son materias que de- 
ben ser tratadas expresamente en el estatuto. En la jurisprudencia labora] 
se hizo resaltar, que sólo las normas estatutarias tienen vigor para regular 
temas como los propios de las elecciones de delegados, no pudiendo ellas 
ser suplidas por las prácticas sindicales usuales (4). Y la importancia dada 
a la norma estatutaria ha sido tal, que se la ha llevado a primar por sobre él 
texto de la ley, en función del fin procurado (5). 


La L.A.S. 23.551, dedica su Título III, “De los estatutos”, a esta materia y 
en su art. 16 prescribe, que los estatutos deberán ajustarse a lo establecido 
en el artículo 8” y contener: 


a) Denominación, domicilio, objeto y zona de actuación (6); 


(3) Por lo que consideramos incorrectamente expresado el problema, en el sumario del si- 
guiente fallo: “La representatividad de las entidades sindicales no puede entenderse como de- 
terminada por los lineamientos que se fijen en sus respectivos estatutos, sino que el ámbitó de 
las mismas queda establecido por el alcance que fija la resolución administrativa que confiere 
personería gremial” CNTrab., sala VII, 25/08/1988, “SMATA c. Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social s/ encuadramiento sindical” Mag. votantes: Luis Raúl Voutigue - César Eduardo Bergna. 

(4) Conf.: “La expresión 'prácticas sindicales usuales' a que alude el artítulo 27 de la ley": 
23.071 debe entenderse como referida a los estatutos asociacionales, pues no existe otra prác 
tica usual aplicable a las elecciones de delegados, comisiones internas y cuerpos similares que 
no sea el fijado en el respectivo estatuto de la Asociación Sindical de que se trata”. CNTral 
sala IV, 31/12/1987, Juez Roberto Jorge Lescano - Asis Abdelnur - Eduardo Perugini. “Capitani, 
Eugenio c. Alemann S.R.L. s/ despido”. Mag. votantes: Roberto Jorge Lescano - Asis Abdelnur - 
Eduardo Perugini. 

(5) Conf.: “La falta de referencia concreta del artículo 52 del Estatuto del Sindicato Gráfico 
Argentino y el convenio colectivo de trabajo 12/75 a la exigencia de dos años de antigijedad en 
la empresa para ser elegido delegado, privilegia las disposiciones estatutarias por sobre el ordé- 
namiento de la ley 22.105” CNTrab., sala 1V, 31/12/1987, “Capitani, Eugenio-c. Alemann S.R:L 
s/ despido": Mag. votantes: Roberto Jorge Lescano - Asis Abdelnur - Eduardo Perugini. 

(6) El decreto reglamentario 467/88, dedica a este tema sus arts. 72 y 8. 

“Art. 7o, (Reglamenta el artículo 16 de la ley) El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
como autoridad de aplicación, controlará que los estatutos de las asociaciones sindicales satis- 
fagan las exigencias del artículo 16 de la ley cumpliendo con los recaudos contenidos en los ar” 
tículos siguientes” 

“Art. 8, (Reglamenta el artículo 16 incs. a) y b) de la ley) El objeto, la zona de actuación y la 
actividad, oficio, profesión o categoría de trabajadores cuya representación se proponga la asó- 
ciación sindical, deberán ser individualizados de modo tal que permitan una concreta delimi- 
tación entre los ámbitos personales y territoriales de las distintas asociaciones sindicales, a cuyo 
efecto el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podrá establecer una clasificación uniforme 
que facilite la identificación de los referidos ámbitos respetando la voluntad de los constituyentes * 
oafiliados a la asociación” ñ 
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b) Actividad, oficio, profesión o categoría de los trabajadores que re- 
presente (7); 


c) Derechos y obligaciones delos afiliados, requisitos para su admisión 
y procedimiento para su separación, que garanticen el derecho de 
defensa (8); 


d) Determinación de las autoridades y especificación de sus funciones 
con indicación de las que ejerzan su representación legal, duración 
de los mandatos (9), recaudos para su revocación y procedimientos 
para la designación y reemplazo de los directivos e integrantes de 
los congresos (10); 


e) Modo de constitución, administración y control del patrimonio so- 
cial y su destino en caso de disolución, y régimen de cotizaciones de 
sus afiliados y contribuciones; 


(7) Véase: “Las controversias de encuadramiento deben ser solucionadas ciñéndose al 
análisis de las resoluciones que conceden la personería y carece de toda relevancia lo que surja 
de los estatutos, salvo que a ellos se remita la resolución administrativa que acuerda la repre- 
sentación. La misma irrelevancia posee la existencia de convenciones colectivas que definan 

de aplicación porque la contienda de encuadramiento hace a la entidad sindical que 
.Tepresenta y no debe confundirse con el llamado encuadramiento convencional sin que esto 
- Signifique desconocer la relación entre el sindicato y la negociación colectiva en el marco de la 
ley 14.250. CNTrab., sala 1, Interlocutorio 26/02/1993, Juez Moreno. “Unión Argentina de Artis- 
tas de Variedad c. Ministerio de Trabajo s/ recurso”, 

(8) Véase: “El ilícito accionar de la entidad sindical demandada que, enmascarado en una 
sanción disciplinaria por supuesta comisión de actos violatorios del estatuto gremial, impli- 
có nada menos que el cercenamiento del derecho de trabajar de los accionantes —afiliados 
al gremio— hace viable la acción de indemnización por daños y perjuicios (arts. 14, 14 bis, 
Constitución Nacional; 1109, 1067, 1068, 1069, 1078 Código Civil)”. SC Buenos Aires, L 47.771, S 
12/05/1992, Juez Negri (SD). “Reynafe, Ernesto y otro c. Sindicato Unido Portuarios Argentinos 
y otros s/Daños y perjuicios, etc.) JA, 1992-TII-475 - DJBA, 143-127. Mag, votantes: Negri - Salas - 
Mercader - Laborde - Pisano. 

(9) Véase: “Es imperativa la sujeción alo dispuesto en el art. 15 de la ley 22.105 cuando esta- 
blece la duración máxima de los mandatos en tanto el art. 80 de dicho cuerpo legal establece que 
sus disposiciones son de orden público y nulas las disposiciones estatutarias que no se ajusten a 
sus normas” SC Buenos Aires, L 45.105, S 18/12/1990, Juez Rodríguez Villar (SD). “Agúero, Carlos 
Alberto y otro c. Molinos Concepción S.A. s/ Diferencias indemnización, etc.. AyS, 1990-IV-550 - 
DJBA, 142-149. Mag. votantes: Rodríguez Villar - Salas - Laborde - San Martín - Mercader. 

(10) Véase: “La ley 22.105 establece un tipo de organización mínima a la que deben ajus- 
tarse las decisiones que se adopten en el seno de las asociaciones profesionales de trabajado- 

de modo tal que dichas organizaciones gremiales se encuentren facultadas para institucio- 
nalizar y estructurar en sus estatutos otros órganos sindicales al margen de los previstos en los 
arts, 14 y 15 de la ley —y, en su caso, del 17— y en la medida que el cargo sea de carácter gremial 
y representativo, debe extenderse al mismo la tutela prevista en el art. 54 de la ley”. SC Buenos 
Aires, L 37.821, S 28/07/1987, Juez Salas (SD). “Cicale, Juan Florencio c. Química Hoechst S.A. 
s/ Despido”. La Ley, 1987-E, 34 - DJBA, 133 - AyS, 1987-III-127. Mag. votantes: Salas - Negri - Vi- 
vanco - Rodríguez Villar - San Martín. 

Jurisprudencia de la Provincia de Mendoza: “Todo lo referente a la designación y faculta- 
des de las autoridades encargadas de la administración y representación de las asociaciones 
gremiales, debe regirse por lo establecido en la ley 20.615, su reglamentación y el estatuto gre- 
mial respectivo” “Gómez, Rubén c. Compañía Envasadora Argentina s/ cobro de pesos, casa- 
ción (Exp. 39383), 9/9/1985. Magistrados: Lorente - Salvini; disidente: Mila. 
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f) Epocay forma de presentación, aprobación y publicación de memo- 
rias y balances; órganos para su revisión y fiscalización; 


g) Régimen electoral que asegure la democracia interna de acuerdo 
con los principios de la presente ley, no pudiendo contener como 
exigencia para presentar listas de candidatos a órganos asociacio- 
nales, avales que superen el tres por ciento de sus afiliados (11); 


h) Régimen de convocatoria y funcionamiento de asambleas y congre- 
sos; 


i) Procedimiento para disponer medidas legítimas de acción sindi- 
cal (12); 


j) Procedimiento para la modificación de los estatutos y disolución de 
la asociación” (13). 


a 


(11) Véase: “Ni en el art. 95 del convenio colectivo 76/75 ni en el art. 80 del Estatuto de la 
U.O.C.R.A. se ha regulado el régimen electoral de los delegados de personal y miembros de las 
comisiones internas, sino simplemente el desarrollo del acto comicial, disposición que no su- 
ple ni menos excluye el régimen electoral legal comprensivo de los diversos aspectos que inte- 
gran el procedimiento eleccionario en su conjunto expresamente normado —en el caso— en 
la ley 22.105 y su decreto reglamentario 640/80”. SC Buenos Aires, L 41.783, S 12/03/1991, Juez 
Salas (SD), “Fernández, José c. Techint S.A.C.I. s/Acción de amparo gremial, vía sumarísima”. 
AyS, 1991-1-322 - DJBA, 142-126. Mag. votantes: Salas - Rodríguez Villar - Laborde - Mercader - 
San Martín. 

“La ley 23.071 vino a ocupar el mismo espacio jurídico que la ley 22.105 en determinados 
aspectos por lo que, en lo que se refiere a los mismos temas y a la disposición sobre el orden pú- 
blico, la ley posterior derogó a la anterior ya que no puede entenderse la vigencia simultánea de 
dos normas contradictorias, en tanto que, si la ley 23.071 habla de prácticas sirldicales usuales 
se contradice con la disposición se declaran nulas las disposiciones estatutarias que no se ajus- 
tan asus normas, contenida en la ley 22.105” CNTrab., sala MI, 27/03/1991, “Barbasan, Horacio 
c. La Delicia de Felipe Fort s/despido”. 

“Carece de relevancia que el empleador no objetara el acto eleccionario en el que se de- 
signó al actor —según las normas estatutarias— por un período superior al autorizado por la 
ley 22.105 si aquél no tuvo ningún reparo que formular a su designación en el cargo, en tanto 
el término del mandato —y consecuente protección en el empleo— hubiera mediado o no im- 
pugnación, está legalmente establecido en el art. 15 de la ley 22.105” SC Buenos Aires, L 45.105, 
s 18/12/1990, Juez Rodríguez Villar (SD). “Agiiero, Carlos Alberto y otro c. Molinos Concepción 
S.A. s/ diferenciasindemnización, etc.” AyS, 1990-IV, 550 - DJBA, 142-149. Mag. votantes: Rodrí- 
guez Villar - Salas - Laborde - San Martín - Mercader. 

(12) El art. 14 del decreto reglamentario prevé: “Las medidas de acción directa deberán es- 
tar previstas dentro de aquellas que permitan las leyes y las convenciones colectivas aplicables. 
Se deberá establecer cuáles son los órganos de la asociación sindical facultados para disponerla 
y el procedimiento para adoptar la decisión” 

(13) Véase: “La modificación del estatuto de una entidad grernial goza de presunción 
de legitimidad cuando ha sido aprobada por el Ministerio de Trabajo”, CNTrab., sala de feria, 
6/1/1989, “Páez, Roberto A. c. Unión Obrera de la Construcción”, DT, 1989-A, 967; en Digesto 
Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1212, p. 353. 

“El art. 64 de la ley 23.551, ordena expresamente a las asociaciones sindicales la adecua- 
ción de sus estatutos dentro de los 180 días de publicada su reglamentación, que fue dictada el 

14/4/88... Si el plazo establecido en el art. 64 de la ley 23.551, está vencido, resulta necesaria la 
adecuación de los estatutos, allí dispuesta, para resolver la situación anómala que supone que 
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2. EL REGISTRO DEL ESTATUTO POR PARTE 
DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN 


La L.A.S. impone el deber de comunicar o remitir a la autoridad de ad- 
ministración, un ejemplar de los Estatutos de la asociación sindical y de 
cualquier modificación que a los mismos se le practicare. 


A partir de esa comunicación, y en función del análisis del texto comu- 
nicado, la autoridad de aplicación lleva a cabo el control básico de legalidad 
de la institución (art. 24 de la L.A.S. 23.551) (14). 


La violación de estos deberes puede acarrear la aplicación de sanciones 
(multas) a la institución, por obstrucción a la actuación de control, al haber- 
se negado la información o facilitado información falsa (conforme: art. 5” de 
la ley 18.694, con las reformas de las leyes 20.556 y 22.052). 


Apartir de la comunicación de los estatutos y sus modificaciones, se pro- 
duce el registro de los mismos. Acto que se constituye en pieza clave para el 
control de la entidad dentro de la sistemática de la ley. 


Con el registro se adquieren los derechos propios del reconocimiento 
de la entidad como persona jurídica, para las entidades simplemente ins- 
criptas, fijando los límites personales y geográficos de la representación 
asumida y ejercida. A su vez, la entidad que alcanza la personería gremial, 
encontrará desde los estatutos registrados, en cotejo con la resolución de 
reconocimiento de más representativo, los límites y poderes de representa- 
ción a ejercer sobre la categoría profesional en la que actúa. 


Es desde los estatutos sociales de los sindicatos que se produce el con- 
trol de las personerías, y en función de ellas, se resuelven los conflictos de 
encuadramiento sindical y convencional colectivo. Las resoluciones minis- 
teriales que se dicten en cuanto al reconocimiento de personería gremial 
u homologación de convenio colectivo, se deben ajustar a los límites de la 
representación ejercida en ellos. 


La autoridad puede limitar el ámbito de representación que un estatu- 
to reconozca, en cuanto a la representación que acuerda de la personería 
gremial. Pero no es válido que pretenda suplir a las partes (los asociados) 
_ en su vocación societaria, ejercida en función de los principios de libertad y 
autonomía sindical. 


los actos de la entidad gremial queden regidos por la ley, enla medida en quelos estatutos ac- 
tuales no estén de acuerdo con sus disposiciones” CNTrab., sala VI, 9/11/1988, “López, Alfre- 
do J. y otros c. Federación de Obreros y Empleados Telefónicos de la República Argentina DT, 
1989-A, 79; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1220/1221, p. 354. 

(14) El decreto 467/88, en su art. 20, reglamentario del art. 24 de la LAS 23.551, fija plazos 
para distintos actos que la ley obliga a comunicar al Ministerio de Trabajo, pero curiosamente, 
no determina término alguno para la comunicación de los estatutos y sus modificaciones, a los 
efectos de la registración. 
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No puede la autoridad de aplicación poner límites discrecionales o arbi- 
trarios a la libre voluntad asociativa de los trabajadores, que se expresa con- 
forme el acta constitutiva y el estatuto aprobado en la asamblea de funda- 
ción. Sólo tiene facultades de control de legalidad, que implican operar con 
respeto a la libertad y autonomía sindical (15). Esto se refleja plenamente en 
el caso de las asociaciones sindicales simplemente inscriptas o sin inscrip- 
ción. Allí puede darse la existencia de tantas asociaciones como grupos de 
trabajadores libres decidan, sin que importe si las representatividades reve- 
lan la existencia de superposiciones de categorías representadas. 


El problema de encuadramiento es, en principio, un problema ajeno a 
los estatutos, referido a las resoluciones administrativas que reconocen la 
representación unitaria de la categoría representada, en razón de haberse 
demostrado la condición más representativa en la misma. 


Las diferencias que pueden existir entre la representación estatutaria 
y la reconocida en la resolución ministerial que adjudica la personería gre- 
mial, deben de tener un correlato que parte de admitir que el estatuto es su- 
ficiente para reconocer la vocación de representación de la categoría asocia- 
da; y la resolución que reconoce la personería gremial, puede ser de simple 
admisión y respeto a las normas estatutarias o de limitación de las mismas, 
en cuanto corresponda al ejercicio del poder implícito en la adjudicación de 
la personería gremial. 


En el cotejo entre el estatuto del sindicato y la resolución ministerial que 
otorga la personería gremial, obligadamente el acto administrativo deberá 
encontrar suficiente fundamento en la norma asociacional estatutaria. No 
podría nunca adjudicar presentaciones que el estatuto no admitiera, porque 
ello implicaría una invasión de la voluntad asociativa libre y autónomamen- 
te ejercida. En cambio, el acto administrativo, sin perjuicio de la subsisten- 
cia del estatuto aprobado, puede circunscribir a la representación propia de 
la personería gremial, a sólo una parte de la vocacionada y ejercida en el 
estatuto. 


Por lo tanto, una personería gremial reconocida puede circunscribirse 
a sólo una parte de la representación estatutaria. La que corresponde en 
función a la declaración de más representativo, dentro del complejo mapa 
sindical en el que compiten las organizaciones entre sí, en el ejercicio de sus 
respectivas personerías gremiales reconocidas. 


Este delicado tema hace crisis, en especial, cuando la autoridad de apli- 
cación, en ejercicio abusivo de los poderes de control de legalidad, manda 


(15) Véase: “El art. 22 de la ley 23.551 es imperativo para la Autoridad de Aplicación, en 
tanto le impone, cubiertos los recaudos legales establecidos en el art. 21 de dicha norma, la 
inscripción de los estatutos en el registro respectivo, cercenando toda facultad discrecional” 
CNTrab., sala VIII, 20/11/1989, “Asociación Personal de la Actividad Turística S.A. c. Ministerio 
de Trabajo', Doctrina Laboral, Errepar, t. X, n* 132; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo 
del Trabajo 1, 1222, p. 354. 
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adecuar los estatutos a la legislación vigente, con dudosos criterios de impo- 
sición de sus métodos de interpretación. 


Los complejos problemas de encuadramiento sindical y encuadramien- 
to convencional colectivo, encontrarán en el registro de los estatutos, la 
forma de publicidad necesaria para determinar, en función de ella, las le- 
gítimas capacidades representativas a ejercer. El cotejo entre los estatutos 
de las organizaciones sindicales, las resoluciones administrativas de ins- 
cripción y otorgamiento de personería gremial y los convenios colectivos 
de trabajo homologados (documentación toda ésta de obligatorio registro 
público), determinará la resolución de los más complejos conflictos colecti- 
vos de representación. 


Es de esperar que la autoridad de aplicación, advirtiendo laimportancia 
que tiene el conocimiento público e irrestricto de esa documentación, pro- 
ceda a permitir conocerla por medio una página de internet. 


AS 


CaríTULO 13 


ORGANOS DE DIRECCIÓN, 
ADMINISTRACIÓN Y GESTIÓN 
DE LAS ASOCIACIONES SINDICALES 


SUMARIO: 1. Burocracia sindical.— 2. Dirección y administración del sin- 
dicato.— 3. La duración de los mandatos y la reelección.— 4. Las comisiones 
internas en los establecimientos.— 5. Los miembros de comisiones parita- 
rias.— 6. Las comisiones de reclamo.— 7. La situación de los colaboradores 
gremiales.— 8. La responsabilidad de los dirigentes gremiales. 


1. BUROCRACIA SINDICAL 


El movimiento obrero argentino, impulsado por su propio protagonis- 
mo en la vigencia de los fenómenos del desarrollo de las democracias de 
masas, ha estructurado una férrea clase burocrática en el plano sindical. 


Sin lograr los trabajadores consolidar una tecnodemocracia eficiente 
que sirva a los fines sindicales, padece las consecuencias de la consolida- 
ción de la burocracia (1). 


La burocracia sindical, como toda clase, responde a una ley política de 
la cual no puede emanciparse. 


Su existencia corresponde a un flujo de poder descendente, es decir, la 
derivación del poder constituido (esencialmente conservador). Cumple una 
.representación doble: la de los mandantes originales y la de los representan- 
tes estatuidos, a los que retroalimenta custodiando sus intereses. 


(1) Advierte Mario Bunge: “Dado que la técnica es afectada por tantos campos de la acti- 
vidad humana, y a su vez afecta a todos los aspectos de la vida moderna, es peligroso seguir per- 
mitiendo que sea monopolizada por grandes empresas y Estados, cuyos intereses no siempre 
coinciden con el bien público. Si queremos mejorar las condiciones de vida, ampliar la demo- 
cracia, y sobre todo asegurar la supervivencia de la especie humana, tendremos que rediseñar y 
reformar nuestras sociedades de modo tal que la innovación técnica sea controlada de manera 
inteligente por todos los interesados y en bien de todos excepto los fabricantes y mercaderes 
de la muerte y los piratas del planeta. En una palabra, debiéramos bregar por la democracia 
en todos los grupos en que actuamos”. Véase BUNGE, Mario: Los Sistemas Sociales y Filosóficos, 
Sudamericana, Bs. As., 1995, ps. 108 y 109. 
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Cuando debe elegir entre los intereses de los mandantes originales y los 
de los representantes estatuidos, responde a los controles más efectivos, que . 
por lo general son ejercidos por los segundos. 


Las reglas que rigen al sindicalismo argentino tienen generalidades co- 
munes a las de la mayoría de los procesos de burocratización política, con 
algunos leves matices diferenciadores a favor de la burocracia sindical, en 
cuanto a pautas de conservación de hábitos democráticos por el origen sin- 
dical no privilegiado de sus cuadros. 


Ambas burocracias (la política y la sindical), sonhijasdelas modernas de. . 
mocracias de masas y tremendamente conservadoras del poder adquirido. 


Max Weber ha sostenido que: “una vez instaurada en su plenitud, la bu-: 
rocracia constituye una de las estructuras sociales más difíciles de destruir. 
La burocracia es el medio de transformar la acción comunitaria en uná 
acción societal organizada racionalmente. Por esto, la burocracia, como: 
instrumento de “societalización' de las relaciones de poder, ha sido y es, un: 
instrumento de poder de gran importancia para quien controle el aparato 
burocrático” (2). 


Por otra parte, la estructura burocrática en la sociedad argentina, no es: 
patrimonio exclusivo de las organizaciones de derecho público no estatal, 
como los partidos políticos o los sindicatos. 


También se ha enseñoreado con poder concreto en toda la organización 
del capitalismo privado. La red de intereses recíprocos que une a las buro 
cracias, se hace cada día más intensa y de difícil desarraigo. 


Weber decía: “En este sentido, hay que insistir en que la'burocracia. 
como tal es un instrumento de precisión que está al servicio de intereses 
de dominación bastante diversificados exclusivamente políticos, así comó 
puramente económicos o de otros tipos” (3). 


Nadie mejor que este sociólogo alemán nos ha marcado la relación con- 
tradictoria entre la democracia y la burocracia, e incluso la necesidad de no 
juzgar con estereotipos o patrones rígidos los papeles diversos de las bu- 
rocracias, tanto políticas como sindicales, que pueden variar en cada cas 
histórico particular. 


Señala “quela democracia, como tal se opone al “poder' de la burocracia, 
a pesar (y tal vez a causa) de su inevitable pero impremeditado estímulo a 
la burocratización. En determinadas condiciones, la democracia promueve 
ostensibles rupturas y trabas en el seno de la organización burocrática. Por 
esto, hay que considerar la orientación particular tomada por la burocrati- 
zación en cada caso histórico en particular”. 


(2) Véase WEBER, Max: Qué es la Burocracia?, p.79. 
(3) Véase WEBER, Max, Op. cit. 
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El papel de la burocracia sindical ha sido caracterizado como legitima- 
dor de una conducta totalitaria que termina por ser usufructuada por una 
oligarquía: 


“Al efecto es oportuno destacar lo manifestado por el dirigente del Sindi- 
cato de Obreros Portuarios, Harry Bridges, en la Convención de 1947: 'Qué es 
el totalitarismo? Un país con un gobierno totalitario actúa del mismo modo 
' .que nuestro sindicato. No existen partidos políticos; la gente es elegida para 
gobernar el país según sus antecedentes... Eso es el totalitarismo... si comen- 
záramos a dividirnos y a tener un conjunto de dirigentes republicanos, uno 
demócrata, uno comunista y algún otro, se nos complicaría terriblemente 
la existencia”. Podemos perfectamente apreciar por boca de un verdadero 
y auténtico dirigente sindical la propia confirmación de que el gobierno del 

sindicato es de corte totalitario, pero como si bien hay un dirigente máximo, 
. Jlámesele secretario general o cualquier otro nombre, hay también una elite 
"en degradée de dirigentes que constituyen la “aristocracia' gobernante, pero 
por la forma, métodos y “mecanismos' en que se perpetúan en el poder, lla- 
'mémosla lo que auténticamente es: una oligarquía” (4). 


Con referencia al sindicalismo argentino, el estudio de su burocratiza- 
-ción y las formas de combatir esta perturbación casi natural a su desarrollo 
masificado, debe hacerse con criterio objetivo. Por lo pronto, este fenómeno 
no debe analizarse desde una óptica reaccionaria, que encubra la persecu- 
- tión a la organización obrera, en el análisis de sus problemas, para conde- 
nar lo principal por la vía del ataque a lo accesorio (5). 


La burocratización sindical argentina debe ser reconocida como un mal 
necesario, aunque ello no lleve como consecuencia, a partir de esa premisa, 
admitir la inutilidad de su crítica (6). 


(4) Véase DEL CASTILLO, Efraín R.: Sindicalismo: factor de poder político, Depalma, Bs. As., 
1984, p. 118; citando a Seymur Martin LIPSET, El hombre político, Bs. As., Eudeba, 1968, p. 348. 

(5) José Armando CARO FIGUEROA, citando a RODRÍGUEZ PIÑERO (Ver: Aportaciones 
para un debate sobre la democracia sindical, en DT, XLV-A, 751) sostiene: “Los estudios empíri- 
cos sobre el tema son sobreabundantes y todos ellos ponen de relieve la dificultad de asegurar 
una gestión efectivamente democrática del sindicato, y ello no sólo por la tendencia oligárquica 
de ciertos líderes, sino también por la propia actitud de apatía, indiferencia y no participación 
de los miembros del sindicato... pues muchos de sus miembros, más que militar, lo que bus- 
can en el sindicato es una mera prestación de servicios.... Esto hace sostener a Oscar Alfredo 
NERI: “En este sentido cabría preguntarse si la falta de participación de los miembros lleva a 
la burocracia sindical o si esta última la que vuelve escépticos a sus componentes. Tal vez sea 
necesario que desde el gobierno haya una política legislativa de promoción de la democracia 
sindical, facilitando la participación de los afiliados en la dirección estratégica y en el control 
de la gestión de los sindicatos, a través de priorizar las decisiones a cargo de asambleas y/o ple- 
biscitos, etc., garantizando mayor información y formación cultural sobre la cuestión sindical a 
sus componentes”. NERI, Oscar Alfredo: Los principios del derecho sindical, trabajo de investiga- 
ción inédito a consultar en el Instituto de Derecho Social de la Facultad de Ciencias Jurídicas y 
Sociales de la U.N.L.P. Carrera de post grado de Especialización en Derecho Social. 

(6) La lucha contra las tendencias burocratizantes, forma parte esencial de la problemáti- 
ca del movimiento obrero, cuando se ejerce el mismo con sentido crítico. Christophe Aguiton 
fundador del sindicato SUD y del movimiento de desocupados ACI y responsable internacio- 
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El sindicalismo funciona como un sistema que genera ciertas perturba. 
ciones (la burocracia) que deben ser controladas y superadas. Estas prác 
ticas, cuando llegan a desarrollarse intensamente, pretenden afirmar otro 
sistema que reemplace al que le dio origen. 


Entonces la burocratización sindical intensifica características natura. 
les de su existencia: la despersonalización, la jerarquía formal, la incomu. 
nicación con las bases obreras y el entorno de las mismas (los patrones y el 
propio gobierno forman parte natural del entorno) y la formación de pode 
res paralelos no afirmados en el principio de la representación (lo que suele 
comprometerla permanentemente con el fraude eleccionario). 


La burocracia sindical termina respondiendo a las necesidades que im 
pone su propia subsistencia. El sindicalismo democrático debe ser un sis 
tema abierto, nutriente pleno de la sociedad global democrática. La buro:* 
cracia sindical pasa a ser un subsistema cerrado, perturbador dela función: 
natural del sindicalismo. 


Esta enfermedad de crecimiento (la burocratización sindical) debe sef. 
combatida, haciendo participar a las bases obreras en la gestión sindical (7). ' 


Esta clase social, con escasa conciencia de sí misma, puede llegar a ejer-' 
cer una dominación político gremial creciente, cada vez menos creadora y. 
disfuncional. Se vuelve entonces esencialmente impeditiva. Esto explica: 
que, cuando desde sus entrañas domina la organización obrera, su acción: 
no logra objetivos, sino impone frenos a las políticas gremiales. 


Esto no es malo ni bueno en sí mismo, sino reflejo delas políticas que 
enfrenta. Fue malo cuando impidió el desarrollo de las políticas de la ad- 
ministración lllía y comprometió a la organización del movimiento obrero 


ASA 
nal de ATTAC-Francia, quien acaba de publicar el libro “El mundo nos pertenece. Los actores 
de la otra globalización”, visitando Buenos Aires invitado por CLACSO, para participar del Foro 
Social Mundial, contestó así en un reportaje que se le practicara: “¿La formula del SUD es ré- 
plicable a otras organizaciones sociales para evitar el siempre presente peligro de la burocrati- 
zación?: “ Creo que hay que generar organizaciones lo más asambleístas posible, en el sentido 
de que queremos que los obreros, los ciudadanos, los jóvenes, realmente sean capaces no sola 
mente de controlar sino de conducir el proceso. Y por eso 5e necesita una estructura lo más chi 
ca posible, rotación de los responsables, publicidad absoluta de todos los eventos y decisiones. 
En SUD, por ejemplo, acotamos la permanencia en los cargos a lo mínimo necesario para que. 
los compañeros puedan aprender su tarea sindical. Porque suele ser difícil aprender a negociar 
en el nivel nacional. Por eso, cada tres años la tercera parte se va y entra sangre nueva” (Repor- 
taje de la periodista Mabel Thwaites Rey, publicado en diario Clarín, Bs. As., 22 de septiembre 
de 2003, p. 28). 

(7) Para un análisis genérico de la burocracia como fenómeno social, Quiroga Lavié nos 
dice: “Uno de los temas más críticos que despierta el sistema burocrático es su inadaptación a 
la variedad de la libertad social, manifiesta en la creación de demandas, que deben tener un 
destino favorable al desarrollo del sistema social. Ese dilema no se resuelve creando más órga- 
nos encargados de trasladar la información, sino descentralizando y haciendo participar a la 
sociedad de funciones administrativas. Porque, lo que a la burocratización le cuesta, es apren- 
der y aresolver frente alo nuevo. El aumento de oficinas nada tiene que ver con ello”. QUIROGA 
LAVIE, Humberto: Cibernética y política, Ediciones Ciudad Argentina, Mendoza, 1986, p. 97. 
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con el golpe de Onganía. Fue bueno cuando provocó la caída de López Rega, 
enfrentando sus políticas Y determinado a las Fuerzas Armadas a provocar y 
garantizar su salida del país. 


Por lo demás, en la lucha contra el fenómeno burocrático, el poder po- 
lítico sólo puede conseguir reformas de adaptación burocrática. Fracasa al 
intentar la transformación directa. Paracombatirlomejor, esmásútil atacar 
elentorno, el ambiente del cual se nutre (8). 


La manifestación más alta de la burocracia se da en el corporativis- 

mo. En nuestro país, para ser corporativista en la conducta, no se necesita 
-:haber abrevado el fascismo. En realidad, los grupos más corporativos (los 
profesionales organizados, como en el caso de los magistrados, para dar un 
ejemplo), suelen estar nutridos de una ideología liberal, superficial y de con- 
veniencia. Pero a la hora de la acción, actúan con todo desprejuicio con las 
tácticas tradicionales del corporativismo. 


Esta desviación del sistema, es muy común que se exprese en la organi- 
zación obrera y hace eclosión en especial, en los gremios de los servidores 
públicos, que no tienen otro patrón que la propia sociedad. Allí, actúan en 
franca lucha aparente con la burocracia estatal política. 


Decimos que enfranca lucha aparente, porque creemos que, enla mayo- 
ría delos casos, la lucha sólo existe para las apariencias. En el fondo, ambas 
burocracias, la política estatal y la política sindical, están profundamente 
entrelazadas, se potencializan y tienen un connubio poco conocido por la 
« opinión pública y la sociedad. 


La necesidad de especialización en las funciones asignadas, hace que 
el representante gremial construya un oficio de su función. Las complejas 
“cuestiones sindicales internas y externas, van separando a los trabajadores 
de su representación y ello refuerza el poder de la tecnoestructura. 


La complejidad alcanza al desempeño en las negociaciones interconfe- 
derales y los acuerdos marco, producto dela participación económica de 
.- los sindicatos, a partir de complicadas redes de gestión, en las que se aleja el 
centro de decisión de la base representada. 


La falta de control de gestión por las bases facilita la corrupción, la que 
siempre encuentra terreno fértil en todo tipo de burocracias (9). 


- Las siguientes prácticas son falencias que resultan del sistema sindical 
argentino y que afectan la democracia interna y favorecen la generación de 
una burocracia sindical: 


+ Estatutos y reglamentos internos que condicionan el acceso a los 
cargos gremiales, a través de complejas “carreras sindicales”. Con- 
solidación conservadora de la clase dirigente. 


(8) Conforme QUIROGA LAVIE, Humberto: op. cit., p. 135. 
(9) En 1959, Estados Unidos, reaccionando ante sonados casos de corrupción gremial, 
dictó la ley Landrum-Griffin, tratando de buscar una solución a la burocratización sindical. 
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+ Complicados requisitos eleccionarios para la conformación de lis. 
tas, con requisitos imposibles de lograr por núcleos que no estén 
participando del gobierno de la institución: como los requerimien: 
tos en materia de adhesiones para oficializar listas. 


+. Manejo indiscriminado de padrones de afiliados. 
+  Designaciones de autoridades electorales parciales. 


» Federaciones o uniones que intervienen a sus sindicatos de primer 
grado o delegaciones que interfieren en la vida del inferior despla- 
zando a los representantes locales. 5 


. Manejo vertical y centralizado de los fondos sindicales. 


» Falta de posibilidad de celebrar asambleas periódicas de control de 
gestión y tomas de decisión en los lugares de trabajo (10). 


+. Escasa participación de los trabajadores en las asambleas (11). 
sa Débil reconocimiento de funciones paralos delegados de fábrica (12): 


+» Falta de rotación de puestos con períodos de reingreso en las tareas 
propias de la categoría a la que representan (13). 


(10) Elinforme Aroux (Francia, 1982) valorizó el concepto de convertir a los trabajadores : 
en “ciudadanos dentro de la empresa”. En algunos convenios colectivos argentinos se ha nor- . 
mado el derecho de las asociaciones a realizar asambleas en la empresa, aunque con carácter. ' 
informativo (CCT de los trabajadores de Prensa de Córdoba). 

(11) Mauricio Cesar Arese sostiene: “Es un hecho verificable la baja participación perso-' ** 
nal de los ciudadanos en actos y reuniones públicas.... También: “La asamblea gremial tiene la. 
particularidad de permitir el intercambio directo de ideas entre los afiliados. El contacto direc- 
to, el conocimiento detallado de las razones para adoptar una decisión, la participación directa 
y personal del afiliado en la votación resolviendo, son los aspectos positivos de esta institu- * 
ción (la asamblea gremial). Es un ágora insustituible”. Luego continua diciendo: “Pero al mismo 
tiempo, se dan muchos casos en que se convierten en una ficción legal... no tienen un mínimo: - 
de concurrencia. Existe descreirmiento... En otros casos es difícil que los afiliados puedan con- 
currir a estas reuniones por razones de horarios de trabajo. Las jornadas laborales actuales, no | 
dejan márgenes para la vida sindical../. ARESE, Mauricio César: Apuntes sobre democracia sir- * 
dical hacia una década de vigencia de la ley 23.551, DT, 1998-B, 1435. 

(12) José Armando Caro Figueroa hace notar que “En Argentina no se ha explotado sufi- 
cientemente el papel dinámico y democratizador de los delegados de fábrica... muy pocas or- 
ganizaciones le reconocen competencia para adoptar medidas de fuerza. En síntesis un papel * 
muy por debajo de las posibilidades participativas que cabría esperar de este tipo de organis-. 
mos en contacto directo con los trabajadores” CARO FIGUEROA, José A.: Aportaciones para un * 
debate sobre la democracia sindical, en DT, XLV-A, 751. E 

(13) Christophe Aguiton, contestó así esta pregunta: “¿En qué se diferencia SUD de los 
otros sindicatos?: - “Tiene dos características muy distintivas. La primera es ser muy asambleís- 
ta. Funcionamos en asamblea general y hacemos elecciones generales durante las huelgas, 
para decidir democráticamente cada curso de acción. Además, propiciamos la rotación per- 
manente en los cargos, para no tener sindicalistas profesionales de por vida. No se puede estar 
más que cinco años en el mismo puesto. Después hay que volver al trabajo. Esto es esencial 
para garantizar la rotación y evitar la burocratización”. (Reportaje hecho por Mabel Thwaites * 
Rey, en diario Clarín, Bs. As., 22 de septiembre de 2003, p. 28). 
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2. DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN DEL SINDICATO 


Conforme a los estatutos y políticas que se determinan en las asambleas 
y congresos, los sindicatos deben ser gobernados y administrados. 


Atal efecto, se designa en cada asociación, un órgano de gobierno y ad- 
ministración de funcionamiento permanente. La L.A.S. 23.551 le dedica el 
“Título IV. Dirección y administración". Prevé su art. 17, que dicho órgano 
estará compuesto por un mínimo de cinco miembros. 


La designación de sus miembros deberá ser regulada en los estatutos, de 
forma tal que asegure la voluntad de la mayoría delos afiliados o delegados 
congresales mediante el voto directo y secreto (14). 


El miembro electo del órgano, puede optar por gozar de licencia en su 
puesto de trabajo y el empleador debe concedérsela (15). En ese caso, la re- 
muneración del trabajador, en principio, pasa a ser abonada por la entidad 
gremial. Esto crea una suspensión de la obligación remuneradora para el 
empleador, durante el tiempo de licencia, y una carga a soportar por la en- 
: tidad sindical (16). 


Carga que alcanzará a todas las formas remunerativas (efectivo y espe- 
“: cie) que gozaba, y en el caso de los trabajadores de la construcción, a los 
aportes del fondo de desempleo (17). Sin que esta carga implique una rela- 
ción laboral con el funcionario (18). 


(14) Véase: “Así como el sufragio es un derecho implícito en la soberanía del pueblo, el de- 
recho de elegir los órganos de representación gremial está expresamente garantizado en la Cons- 
titución Nacional en el art. 14 bis y en la Constitución Provincial, arts. 51, 52, apart. 17 y concs., 
én dondeestá protegido el derecho del elector, o derecho electoral gremial, el cual sólo puede ser 
limitado por norma legal prevista y expresa” (Del voto en disidencia del doctor Tizón). ST Jujuy, 
27/2/1998, “Arce, Juan J. c. Junta Electoral de la Asociación de Educadores Provinciales” LLNOA, 
1999-229; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1249, p. 357. 

(15) Véase: “Corresponde conceder a los integrantes de la comisión directiva de la Unión 
de Empleados de la Justicia de la Nación, sin goce de haberes, la licencia gremial estableci- 
da por el art, 49 de la ley 22.105”. CSJN, en “Unión de Empleados de la Justicia de la Nación; 
01/01/1985, Fallos, 307:439. 

(16) Véase: “La ley 22.105, pone a cargo de la asociación profesional solventar las remune- 
raciones y los aportes previsionales y de la seguridad social que corresponden al empleador, es 
decir, que la ley pone a cargo del sindicato el pago de las remuneraciones, de los miembros de 
comisión directiva, que debiera pagar el empleador, mientras dure el desempeño del mandato”. 
CNTrab., sala II, 11/5/1984, “Sindicato de Trabajadores de la Industria de Pastas Alimenticias', 
DT, 1984-B, 1103; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1261, p. 359. 

(17) Véase: “Según acta 72 del 22 de febrero de 1973 de la Comisión Directiva Central de la 
U.O.C.R.A. el trabajador de la industria de la construcción que goza de licencia gremial por desem- 
Ppeñar funciones sindicales debe percibirde dicha organización gremial lo que hubiera correspondi- 
do pagar al empleador como aporte al fondo de desempleo” SC Buenos Aires, L 38.845, S 31/5/1988, 
“García, Gervasio c. Unión Obrera de la Construcción s/ Diferencia fondo de desempleo” AyS, 1988- 
11-257. Mag. votantes: San Martín - Laborde - Vivanco - Cavagna Martínez - Negri. 

(18) Véase: “No media un contrato de trabajo subordinado entre el secretario genera! en 
su calidad de dirigente sindical de una organización gremial y ésta”. (Del voto de la mayoría): 
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Pero aun cuando el trabajador no ejerza funciones en forma directa, nj 
use del derecho a la licencia, su participación en la lista de representantes gre- 
miales, aunque más no fuera en calidad de suplente, lo coloca en situación de 
estar amparado por el instituto de la tutela sindical (estabilidad) (19). 


3. LA DURACIÓN DE LOS MANDATOS Y LA REELECCIÓN 
Los miembros del consejo directivo del sindicato deberán tener manda. 


tos que no podrán exceder de cuatro años. La ley prevé que tienen derecho ' 
a ser reelegidos. 


Si el estatuto de una asociación estableciera una cláusula que vedara lá 
reelección, creando un mecanismo obligado de renovación democrática de. ' 
las representaciones, el intérprete deberá decidir si considera a la previsión . 
legal como un mínimo de orden público sindical, superable a partir de la: 
autonomía asociacional guiada por el principio de la democracia sindical.. 
En nuestra opinión es así, pero admitimos como razonables las necesarias . 
dudas que el tema genera. 


Son requisitos para integrar los órganos directivos, previstos en la : 
L.A.S.: 


a) La mayoría de edad. 


b) No tener inhibiciones civiles ni penales (20); 


SC BuenosAires, 26/11/1991, “Leroy, Hugo c. Transporte Junín S.R.L.; DJBA, 143-3279. En igual 
sentido: ST Jujuy, 30/5/1997, “Sánchez de Sanavia, María c. Unión del Personal Civil de la Na 
ción” LLNOA, 1998-7-32; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1262, 
p. 359. Idem: “Entre el sindicato y los dirigentes del mismo no existe un contrato de trabajo y las: 
sumas que perciben en modo alguno constituyen un salario o remuneración por desempeño, 
de sus funciones sino una compensación por el que dejan de percibir en su actividad habitual 
CNTrab., sala 11, 11/5/1984, “Sindicato de Trabajadores de la Industria de Pastas Alimenticias” 
DT, 1984-B, 1103; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1263, p. 359, 

(19) Véase: “La sentencia que, por aplicación de un fallo plenario, declara que el vocal su- 
plente de la comisión directiva de un sindicato goza de la estabilidad de los arts. 40 y 41 dela ley. 
14,455, resuelve cuestiones de hecho y de derecho común, propias de los jueces de la causa y 
ajenas a la jurisdicción extraordinaria de la Corte”. CSJN, en “Ricciotti, Federico c. Corporación 
Argentina de Productores de Carnes”, 01/01/1970, Fallos, 278:61. 

Y también: “El art. 54 de la ley 22.105, debe complementarse conel art. 49 a fin de garanti- 
zar la estabilidad en el empleo a los trabajadores que integran las comisiones directivas en las 
asociaciones gremiales con personería gremial, de modo que la cesación de un establecimien- 
to particular no implica el fin de su garantía, en tanto subsista, en el marco más amplio de la 
empresa a cuyos trabajadores representa en su conjunto, la actividad de éste, por lo que en res- 
guardo del objeto y finalidad de la tutela el empleador debe asignarle otras funciones atinentes 
a su profesionalidad dentro de la empresa”. CNTrab., sala IV, 6/8/1984, “Zamudio, Eduardo H. 
y otros c. Elma', DT, 1984-B, 1612; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 
1264, p. 359. 

(20) Lo que ha merecido esta forma de reglamentación en el decreto 467/88: “Art. 16, (Re- 
glamenta el artículo 18 de la ley). Se entenderá por inhibición penal las penas accesorias de in-- 
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c) Estar afiliado, tener dos años de antigijedad en la afiliación y encon- 
trarse desempeñando la actividad durante dos años. 


"La ley también prevé que el setenta y cinco por ciento de los cargos di- 
rectivos y representativos deberán ser desempeñados por ciudadanos ar- 
gentinos. El titular del 'cargo de mayor jerarquía y su reemplazante estatu- 
tario deberán ser ciudadanos argentinos (art. 18 L.A.S.). 


: Las reminiscencias de una ideología reaccionaria, basada en un nacio- 

nalismo de derecha que idealizaba los valores de la revolución nacional por 
sobre las desconfiadas ideologías cuestionadoras de la nacionalidad, como 
instrumento de represión de la revolución proletaria internacional, tienen 
que ver con la supervivencia en nuestro derecho positivo, de una norma que: 
hace una cuestión de orden público a la discriminación de los extranjeros. 
Este tipo de normativa, por otra parte, lamentablemente, figura en muchos 
estatutos, adoptada por mayorías influidas por esas posiciones. 


El ejercicio de las funciones de administración y gobierno, coloca a estas 
labores, como tales, fuera de la protección del contrato de trabajo (21). 


Pero no debe hacerse una lectura simple y superficial de la jurispruden- 
cia al respecto. Ya que si es cierto que el ejercicio de la función, con sus tra- 
bajos implícitos, no debe ser considerado como prestación de un contrato 
de trabajo, podría ser que las mismas existan en forma independiente a las 
funciones cumplidas. 


Si un sindicalista, en el ejercicio de su cargo gremial, pretende que ade- 
más de cumplir con sus funciones, realizaba tareas bajo relación de depen- 
dencia para la asociación sindical que no eran las propias del cargo, debe 
probarlas, cargando sobre sí la demostración de los servicios cumplidos y 
que los mismos no eran los propios del cargo gremial. En esta situación ha- 
brá que saber escindir lo que es ejercicio de la función sindical, de lo que es 
trabajo dependiente. Y éste último no se presume gratuito y si por su impor- 
- tancia alcanza las notas de la relación de dependencia, tendrá que recono- 
cerse, con referencia al mismo, la plena vigencia del orden público laboral. 


habilitación absoluta o relativa, referida al impedimento a acceder a cargos.electivos o empleo 
público, previstas en el Código Penal y leyes complementarias. 

: “Se entenderá por inhibición civil las inhabilitaciones dispuestas judicialmente por aplica- 
ción de la Le y de Concursos o el Código Civil o cualquier otra norma de Derecho Privado" 

(21) Véase: “No media un contrato de trabajo subordinado entre el secretario general de 
una organización gremial y ésta si las únicas funciones que aquél cumplía son las que determi- 
na y fija la ley 22.105 y el Estatuto del Sindicato a quien representa”. SC Buenos Aires, L 38.161, 
S 2/2/1988, Juez Salas (SD). “López de Molina, Estela c. Empleados de Comercio de Bragado s/ 
Indermnización accidente de trabajo”. AyS, 1988-1-34. Mag. votantes: Salas - Vivanco - Negri - 
San Martín - Laborde - Cavagna Martínez. Idem: “No media un contrato de trabajo subordina- 
do entre el Secretario General en su calidad de dirigente sindical de una organización gremial 
y ésta”, SC Buenos Aires, L 46.337, S 26/11/1991, Juez Salas (MA). “Leroy, Hugo c. Transporte 
Junín S.R.L. de Omar Mangini s/ Indemnización por accidente”. JA, 1993-I11-359 - DJBA, 143-23. 
Mag. votantes: Negri - Salas - Rodríguez Villar - Pisano - San Martín - Laborde. 
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Los órganos de administración del sindicato nuclean a la tecnoburocra. 
cia que los dirige. A partir del principio de autonomía sindical, ellos deben 
ser el resultado natural de la selección que se practique entre los afiliados 
por un racional método democrático. 


La jurisprudencia, al interpretar la L.A.S. 23.551, ha marcado claros lí- 
mites, aun para la autoridad de aplicación, en lo que hace a la intervención 
incluso en casos de acefalías, en los que quedaron sindicatos que, en sus. 
propios estatutos, no preveían expresos mecanismos de continuidad nece- 
saria de la gestión administrativa (22). 


4. LAS COMISIONES INTERNAS EN LOS ESTABLECIMIENTOS 


El sindicato también adopta una forma de vida orgánica en la empresa 


En la pequeña empresa, el sindicato queda representado por el delegado y 
éste es el vínculo humano que une a los trabajadores con su organización. 


Cuando en una misma empresa, los delegados que actúan son tres 6 
más, deben funcionar como un cuerpo colegiado, que debe tomar sus deci- 
siones de acuerdo a las previsiones que establezcan los estatutos. 


Este cuerpo, llamado la comisión interna, tendrá a su cargo las funcio: 
nes previstas en el art. 43 de la L.A.S. 23.551: 


“Quienes ejerzan las funciones a que se refiere el artículo 40 de esta ley, 
tendrán derecho a: 


“a) Verificarla aplicación delas normas legales o convencionales, pudien- 
do participar en las inspecciones que disponga la autoridad administrativa 
del trabajo (23); 


“b) Reunirse periódicamente con el empleador o su representante; 


“c) Presentar ante los empleadores o sus representantes las reclamaciones 
de los trabajadores en cuyo nombre actúen, previa autorización de la asocia- 
ción sindical respectiva” (24). E 


(22) Véase: “La ley 23.551 se ajusta al principio según el cual los derechos no son absolutos 
sino que son susceptibles de reglamentación razonable, y sólo admite laintervención del órga- 
no público cuando la entidad sindical, dentro del ámbito propio de sus facultades en el ejerci- 
cio de un derecho alegado, no haya previsto una solución para el caso de acefalía de la comisión 
directiva” (Voto de los Dres. Rodolfo C. Barra y Carlos S. Fayt). CSJN, Mag; Levene, Belluscio, 
Petracchi, Nazareno, Oyhanarte, Moliné O'Connor. Vot: Fayt, Barra. Abs: Cavagna Martínez. C. 
209. XXIII. “Cortés, Alberto c. Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación s/ acción 
de amparo” 09/04/1991. 

(23) El decreto 467/88, en suart.26, reglamenta el art. 43,inc. a) de la ley, de esta forma: 
“La verificación que efectúe el delegado se limitará a la comprobación del cumplimiento de la le- 
gislación laboral y previsional” Deberá ser acompañado para la verificación por los inspectores .- 
de la autoridad de aplicación respectiva, y actuará sólo como veedor. 

(24) El decreto 467/88, en su art. 27, reglamenta el art. 43, inc. c) de la ley, de esta forma: 
“Se entiende que existe necesidad de formular una reclamación cuando, a propósito del ejercicio ': 


ORGANOS DE DIRECCIÓN. ADMINISTRACIÓN Y GESTIÓN... 313 


Para que la representación sindical pueda actuar en la empresa, la L.A.S. 
crea mecanismos que aseguren la existencia de un lugar físico de reuniones, 
como carga impuesta al empleador, quien deberá “facilitar un lugar para el 
desarrollo de las tareas de los delegados del personal en la medida en que, 
: habida cuenta de la cantidad de trabajadores ocupados y la modalidad de la 
prestación de los servicios, las características del establecimiento lo tornen 


necesario”. 


Pero, además, el empleador tierie el deber de participar y concretar las 
reuniones periódicas con esos delegados, asistiendo personalmente o ha- 
ciéndose representar. 


Estas condiciones mínimas de funcionamiento de las comisiones inter- 
nas y delegaciones sindicales en la empresa pueden ser superadas y com- 
pletadas por las previsiones de las convenciones colectivas (como lo prevé 
:laley), y también por los usos de empresa (que se constituyen en fuente nor- 
mativa importante en la materia). 


Las comisiones internas en las grandes empresas o establecimientos, - 
llegan a ser numerosas y de complejo funcionar. Ello se debe a las propias 
previsiones de la L.A.S., en materia de regulación del número mínimo de 
trabajadores representados por los delegados, que será: 


“a) De diez a cincuenta trabajadores, un representante; 
“b) De cincuenta y uno a cien trabajadores, dos representantes; 


“c) Deciento uno en adelante, un representante más cada cien trabajado- 
res, que excedan de cien a los que deberán adicionarse los establecidos en el 
.¿nciso anterior”. 


“En los establecimientos que tengan más de un turno de trabajo habrá un 
delegado por turno, como mínimo”. 


En algunos casos, la jurisprudencia, influida por una concepción corpo- 
rativa del derecho colectivo del trabajo y cercenando el derecho de huelga, 
-enlos términos consagrados en la Constitución, se lo ha negado a las comi- 
siones internas (25). 


Este enfoque, que reduce la acción gremial legítima a los sindicatos con 
personería gremial, implica un irracional desconocimiento del derecho 
-constitucional, que protege alos trabajadores y a sus organizaciones básicas 


de la función prevista en el artículo 43, inciso c) de la ley, se ha suscitado una controversia con 
el empleador, circunstancia ante la cual el delegado procederá a comunicar lo ocurrido, de in- 
mediato, al órgano competente de la asociación sindical a fin de que éste disponga formalizar la 
reclamación, si, a su juicio, ello correspondiere” 

(25) Véase: “La adopción de medidas de fuerza es un derecho garantizado a los gremios 
representativos de los trabajadores, personalidad esta que no cabe asignar a grupos de traba- 
jadores, ni aún a las comisiones internas del personal” CNTrab., sala I, 14/06/1988. “Estévez, 
Elías Waldemar y otros c. Clio S.A. s/despido” Mag. votantes: Juan Carlos Poclava Lafuente - 
Julio Vilela. 


314 RICARDO J. CORNAGLIA 


y fundamentales. Las leyes y la jurisprudencia deben “asegurar” los dere. 
chos que la constitución reconoce, si nos atenemos al texto del art. 14 bis de 
la Constitución Nacional. 


La realidad sindical argentina enseña, que la negociación colectiva ep - 
la empresa y la defensa individual del trabajador en las grandes unidades de :: 
producción, tiene que pasar por la comisión interna de fábrica. 


La importancia de esta institución es fundamental en las relaciones con- 
cretas del trabajo. La Comisión Interna mantiene la relación directa entre la 
base y el sindicato en la empresa. En ocasiones llega a tener tal relevancia, 
que sus condiciones compiten mano a mano con las directivas del sindicató 
central. Por lo demás, es común que los líderes sindicales salgan de ellas, y 
al llegar a las máximas responsabilidades, traten de mantener relaciones 
fuertes y particularizadas con las unidades de origen. 


La ley sindical 23.551 las regula superficialmente, en forma individual 
en su art. 40, pero indirectamente les dedica normativa que procura: : 


a) Latutela de la representación sindical en la empresa, en el Título X 
Del mencionado articulado se desprenden las condiciones que sé 
imponen a sus representantes (art. 41). 


b) El número de representantes (delegados) que la integrarán (art, 45), 
la extensión del mandato (art. 42). 


c) La ocupación física de un ámbito donde desarrollar la labor sindi- 
cal y un crédito horario a fijar convencionalmente para garantizar el 
desempeño (art. 44). 


d) Las funciones propias (art. 43). ' 


e) Del Título XII se desprenden las garantías de función que se dan a 
sus integrantes. Bi 


Además, las comisiones internas cumplen funciones conforme a los 
usos y costumbres de cada empresa, y a las regulaciones nacidas del conve- 
nio colectivo de la rama o al convenio colectivo de la empresa. Su rol tiende: 
a hacer más importante en la medida en que las empresas se abren caminos 
de participación. 


5. LOS MIEMBROS DE COMISIONES PARITARIAS 


Los representantes gremiales que actúan en las paritarias, suelen ser 
miembros de las comisiones directivas de las asociaciones sindicales, pero 
pueden darse casos de que sean elegidos por voto directo de los afiliados: 
para cumplir esa función o por otros medios de selección (26). 


(26) Véase: “Si el órgano directivo de la entidad gremial declinó la facultad de designar por 
sí a los representantes de la comisión paritaria para elegir a quienes debían integrarla, las per: 
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6. Las COMISIONES DE RECLAMO 


l Determinádas organizaciones gremiales tienen organizadas comisio- 
nes de reclamos, cuyos integrantes tienen la delicada tarea de enfrentar a 
los empleadores llevando las reivindicaciones de los trabajadores. 


Existen convenios colectivos que las institucionalizan y regulan sus 
funcionamientos. Sus representantes tienen las garantías propias del ins- 
tituto de.la tutela sindical, cuando el convenio les reconoce la condición 
:de representantes gremiales. En caso de que los mismos presten servicios 
"en forma habitual y subordinada para el sindicato, sin que por vía con- 
rencional colectiva se les consagre la protección propia del representan- 
:te, su relación prevaleciente será con la asociación en la que trabajan, y 
a legislación social regula a esos servicios que constituyen un contrato de 
rabajo (27). 


7. LA SITUACIÓN DE LOS COLABORADORES GREMIALES 


“La compleja estructura burocrática de los sindicatos, suele verse inte- 
«grada y servida por la prestación de servicios cumplidos por trabajadores a 
los que se los suele denominar “colaboradores gremiales”. 


Las tareas cumplidas por esos trabajadores, si se prestan con habitua- 
lidad y sujetas a un orden jerárquico al poder de dirección sindical y.con 
- dependencia económica para subsistir, corresponden a contratos de trabajo 
que, sin embargo, suelen ser objeto de fraude. Es notorio como se flexibiliza 
la legislación social al respecto, colocando a los sindicatos en posición de 
ajenos a las responsabilidades que les genera las apropiaciones del trabajo 
el que se aprovechan (28). 


“sonaselegidas tenían plenas facultades para acordar la nueva consulta a los afiliados, ya que el 
propósito del art. 20 de la ley 23.551 consiste en evitar una negociación del órgano directivo sin 
-intervención de las bases, y tal propósito debe considerarse cumplido cuandoactúan directa- 
ente mandatarios elegidos con tal finalidad”. CNTrab., sala III, 30/06/1989, en “Iseas, Mario c. 
UPA s/amparo”. Mag. votantes: Ricardo Alberto Guibourg - Bernardo Joaquín Lasarte. 
(27) Véase: “El representante del personal, dentro de un sindicato, que forma parte de una 
comisión de reclamos regulada por la CCT que abarca dicho personal y reconocida por parte de 
a'entidad gremial, tiene derecho a ser protegido especialmente en caso de despido arbitrario. 
Esto es así en tanto dicho sindicato reconoció expresamente que su personal debía tener una 
representación como parte diferenciada de la empleadora según es corriente y natural en toda 
- organización empresarial, El sindicato no deja de ser una empresa en cuanto a la organización 
de bienes y personas con una finalidad gremial” CNTrab., sala VI, 29/04/1994, “Silva Clives, Ce- 
lJedonio c. Unión Ferroviaria s/ Cobro de aportes y contribuciones” Mag. votantes: Fernández 
* Madrid - Capón Filas. 
(28) Véase: “El “colaborador gremial, representante no electo del sindicato, si bien recibe 
una compensación por sus tareas gremiales de tiempo completo, equivalente al salario diario 
- del “oficial albañil, no tiene relación de dependencia con respecto al sindicato, en tanto el pro- 
- pio régimen jurídico que instituyó tal figura explica que las compensaciones establecidas no 
: implican que se les atribuya la calidad de trabajadores en el sentido del derecho del trabajo, 
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Resulta así que existen casos de jurisprudencia pro corporativa, en bur- 
la de la ley de contrato de trabajo, que crean difusas figuras no laborales 
para los colaboradores gremiales (29). 


Debiéndose, a partir de tan rebuscada forma de propiciar el fraude labo 
ral, cubrir artificiosamente las formas en materia de obligaciones previsio- 
nales y certificaciones de servicio (30). 


8. LA RESPONSABILIDAD DE LOS DIRIGENTES GREMIALES 


Los sindicatos están dotados de personalidad jurídica de derecho: 
privado, y en consecuencia, sus derechos y obligaciones se rigen por las ' 
normas del derecho colectivo, y en la medida de la falta de una norma 
tiva específica, por el derecho común. En principio, la responsabilida: 
por actos lícitos o ilícitos, contractuales o extra contractuales, realizado 
por las asociaciones profesionales actuando como tales, se rigen por e 
derecho común, al no estar previstas en el ordenamiento laboral espe 
cífico. La responsabilidad de las asociaciones profesionales por los da 
ños causados por hechos ilícitos de quienes las dirigen o administran e 
ejercicio o con ocasión de sus funciones gremiales, está encuadrada « en 
las previsiones del art. 43 del Código Civil. 


En tal sentido, se resolvió que cuando se actúa por una persona jurí 
dica violando la ley, se incurre en responsabilidad personal, que es soli 
daria con la del ente. Por lo que tanto el autor de un ilícito, como el rest 


salvo que se hubiera tachado de ilegítima tal reglamentación o se hubiera sostenido que di: 
cho régimen constituye instrumento de un fraude laboral procurando su anulación”. CNTráab. 
sala VI, 19/09/1989, Juez Juan Carlos E. Morando Martínez, “Dulce M. c. Unión Obrera de 1 
Construcción de la República Argentina s/ despido”. Mag. votantes: Juan Carlos E. Morando. 
Rodolfo Ernesto Capón Filas. 

(29) Véase: “Aunque la tarea cumplida por un colaborador gremial pueda tener cierta 'si 
militud con las condiciones fijadas para el cumplimiento de un contrato de trabajo, las figura: 
jurídicas difieren y no es posible considerar la existencia de una relación laboral subordinad: 
respecto de la asociación profesional cuando un trabajador del gremio, previa licencia de:si 
empleador, pasa a colaborar en la institución para el cumplimiento de los fines que son propio: 
al objeto asociacional”. CNTrab., sala II, 23/10/1992, “Escobar, Néstor C. c. Unión Obrera de! 
Construcción de la República Argentina', DT, 1992-B, 2285 - DJ, 1993-1-506. En igual sentido 
CNFed. Seg. Social, sala 11, 12/9/1997, “Sindicato Foetra Bs. As. c. Dirección Gral. Impositiva 
IMP, 1997-C, 3371; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1160, p. 346.: * 

(30) Véase: “La asociación gremial está obligada a entregar a quien haya prestado servi 
cios corno colaborador gremial un certificado al término de sus servicios, en el que conste el 
tiempo de duración de los mismos, su naturaleza, el monto de las compensaciones percibida: 
y las retenciones practicadas, así como, los restantes datos propios del formulario que al efect 
requieren las instituciones previsionales, pues de lo contrario el trabajador resultaría perjudi 
cado al verse disminuido el tiempo de servicios con aportes computable a los fines de la jubilá 
ción”. CNTrab., sala II, 23/10/1992, “Escobar, Néstor C. c. Unión Obrera de la Construcción d 
la República Argentina” DT, 1992-B, 2285 - DJ, 1993-1-506; en Digesto Práctico La Ley, Derecho 
Colectivo del Trabajo 1, 1159, p. 346, 


ORGANOS DE DIRECCIÓN. ADMINISTRACIÓN Y GESTIÓN... 317 


de los empleados que tomaron la planta y de las demás autoridades del 
sindicato, si hubieran avalado la medida, de haber sido demandados, ha- 
brían debido responder solidariamente, de conformidad con los arts. 274 
a 279 de la ley de sociedades 19.550 (31). 


(31) Conf: CCiv. Com. y Minería, General Roca, 17/10/1990, “Operaciones Especiales Ar- 
Bentina S.A. c. Sindicato Petrolero Neuquén y otro'; TySS, 1991-163; en Digesto Práctico La Ley, 
Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1165, p. 347. 


CAPÍTULO 14 


LAS ELECCIONES SINDICALES 


SUMARIO: 1. Introducción. Los dos tipos de elecciones.— 2. La elección de 
los miembros de los órganos de gobierno, dirección y administración.— 3. La 
elección de los delegados de fábrica.— 4. La participación de los trabajadores 
jubilados en uso de licencias o desocupados.— 5. Régimen electoral estatuta- 
rio.—6. Convocatoria a elecciones.— 7. Las juntas electorales.— 8. Los padro- 
nes electorales.— 9. La oficialización de listas.— 10. El acto eleccionario.— 
11. Comunicación al Ministerio de las elecciones celebradas.— 12. Control 
de legalidad.— 13. Impugnaciones practicadas por los empleadores.— 14. La 
normalización sindical mediante la ley 23.071. 


1. INTRODUCCIÓN. LOS DOS TIPOS DE ELECCIONES 


En el derecho positivo argentino, el tratamiento dado a las elecciones 
sindicales, refiere a dos tipos diferenciados. 


Uno corresponde a las elecciones de los representantes gremiales que 
actuarán en los órganos de administración y gobierno de los sindicatos y el 
otro a los representantes gremiales en la empresa. 


2. LA ELECCIÓN DE LOS MIEMBROS DE LOS ÓRGANOS 
DE GOBIERNO, DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN 


El art. 17 de la L.A.S. 23.551 admite dos mecanismos para la elección de 
los integrantes de los órganos de dirección y administración de las organi- 
zaciones sindicales: el voto de los afiliados o el voto de los delegados congre- 
sales. En el segundo caso se trata de una elección por medio de represen- 
“tantes. Para ambas situaciones debe entenderse que la elección resultará 
del voto directo y secreto. 


Esta situación se articula con la contemplada en el art. 8” inc. c) de la 
L.A.S. 23.551, que, procurando la democracia interna de las asociaciones, 
obliga a que sus estatutos prevean la efectiva participación de los afiliados 
en la vida de las asociaciones, garantizando la “elección directa de los cuer- 
pos directivos en los sindicatos locales y seccionales”. 


Los mandatos resultantes de la elección tendrán una duración que no 
podrá exceder de cuatro años. Por vía estatutaria, las organizaciones po- 
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drán acortar los mandatos. Esto se desprende de la aplicación, en el caso, de 
un mínimo de protección democrática que puede ser superado para procu- 
rar un mayor garantismo. Aquí el poder estatutario de los trabajadores está 
sobre la previsión de la ley. 


La norma prevé que los mandatos podrán ser reiterados por vía de re- 
elecciones, sin límites al respecto. En esta materia, los sindicatos en sus es- 
tatutos pueden también determinar una limitación al poder de reelección 
delos afiliados, la que sería válida a partir del principio de gestión democrá- 
tica de estas organizaciones. : 


De esta forma se reconocen mínimos de protección para los trabajado- 
res afiliados. Estas formas de protección pueden ser intensificadas en des- 
mérito de los poderes de las burocracias de representación. 


El derecho a participar en la elección ha sido reglamentado por el decre- 
to 467/88, en forma no razonable, en materia de antigiedad de revista en la 
categoría representada. En él se limita la participación en la elección, a los : 
trabajadores activos en la categoría, por un período de seis meses anteriores: 
ala misma (1). 


El art. 4%, inc. e) de-laL.A.S. 23.551, sostiene que los trabajadores “tie 
nen” el derecho sindical de “participar en la vida interna de las asociacio 
nes sindicales, elegir libremente a sus representantes, ser elegidos y postula; 
candidatos”. Por vía de la reglamentación, se los ha despojado de ese poder, : 
cuando “no tienen” una antigiiedad de revista de seis meses. Es decir, un 
derecho consagrado legalmente (el tener), es por vía reglamentaria trans- 
formado en un “no tener”. Ñ 


Si el poder administrador, muy discutiblemente, ha entendido que de- 
bía privilegiar derechos colectivos de las asociaciones, sobre los poderes de 
participación democrática de los trabajadores en las elecciones, recorrió e 
camino que le veda el art. 99 inciso 2 de la C.N. Por cuanto alteró el espíritu” 
del art. 4* de la L.A.S. 23.551, por vía de una excepción reglamentaria. 


Si la ley ha reconocido el derecho a participar en elecciones a los trabaja- 
dores, sin excepción para ninguno, no cabe sostener que sólo los que tienen 
cierta antigiiedad cuentan con ese derecho. El sentido protectorio que tiene 
la legislación laboral, hace de esta disposición una típica norma del orden 
público laboral. A tal punto, que creemos que no puede ser tampoco burla: 
da por los estatutos sindicales, imponiendo en ellos normas restrictivas a:: 
partir de las antigúedades de revista. : 


(1) Decreto 467/88, art. 3 (Reglamenta el artículo 4 inc. e) de la ley). “Para ejercer el dere 
cho de elegir a sus representantes a través del voto, el trabajador deberá haberse desempeñado 
en la actividad, oficio, profesión, categoría o empresa durante los seis meses inmediatos ante: 
riores a la fecha de la elección, salvo los supuestos del artículo 6 de esta reglamentación”. 
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3.LA ELECCIÓN DE LOS DELEGADOS DE FÁBRICA 


La elección de los delegados en la fábrica, es el primer paso en la organi- 
zación democrática del sindicato. El derecho a votar en esas elecciones, al- 
canza a todos los trabajadores que serán representados por esos delegados. 


Las normas que regulan ese tipo de elección, deben ser interpretadas 
con un criterio no restrictivo, que agregue la protección del elector (2). 


Se discute si los trabajadores de la empresa, no afiliados a la organiza- 
ción sindical, tienen derecho a participar en la elección del delegado de un 
sindicato al que no pertenecen. Pero si se advierte que el delegado a elegir, 
«deberá cumplir funciones de representación de los trabajadores de la em- 
. presa ante el sindicato (art. 40 inc. a), debe admitirse que el poder de ser re- 
. presentado en tal sentido, no puede retacearse si la ley lo ha admitido. Una 
-solución de este tipo, tiene la ventaja de no dividir el colectivo de la empresa, 
entre afiliados al sindicato más representativo y no afiliados o afiliados a 
“ otros sindicatos menos representativos. 


En este caso, la L.A.S. ha previsto expresamente determinadas condicio- 
nes temporales para ejercer el derecho a ser candidato. Se tratan de plazos 
de un año de antigiiedad en el puesto en que se revista y también ese plazo 

en la afiliación del sindicato en que se participa. 


Es notorio que el legislador, en el texto de la L.A.S. 23.551, ateniéndonos 
a las previsiones del decreto reglamentario, termina por crear más condi- 
: ciones restrictivas al delegado en la empresa, que al representante gremial 
-en los órganos de conducción. Hay en ello una clara desconfianza al accio- 
«nar de las bases y un propósito de dar garantías a los empleadores, sobre la 
clase de trabajadores que podrán ingresar en esas funciones. Algún día, de 
: lege ferenda, deberá desmantelarse esta disposición que se contradice con 

los derechos a la participación democrática. 


i El art. 41 de la L.A.S. 23.551, que es la disposición a la que nos referíamos, 
. prevé que el representante debe contar con 18 años de edad, una antigie- 


(2) Véase: “El pleno ejercicio del poder electoral debe ser asegurado con un criterio no 
* restrictivo, ya que asegurándose la protección del elector, debe evitarse todo posible obstáculo 
, Que pueda distorsionar su auténtica voluntad electoral, máxime cuando en el caso de una vota- 
* ción de representantes gremiales los afiliados gremiales tienen una mayor inmediación con los 
- candidatos y la elección en esta forma los afecta en forma directa. ...El criterio según el cual el 
ejercicio del poder electoral da contenido al concepto de autonomía, y la democracia liberal y 
. Pluralista se basa en el reconocimiento del sufragio universal, igual, directo y secreto, es aplica- 
ble respecto del sufragio en los comicios de entidades gremiales. Ello, pues la designación de- 
+ mocrática de las autoridades de los gremios amparados por la legislación específica, junto a la 
” vigencia de las garantías individuales, es el principio fundamental del orden democrático”. (Del 
voto en disidencia del doctor Tizón). ST Jujuy, 27/2/1998, “Arce, Juan J. c. Junta Electoral de la 
Asociación de Educadores Provinciales” LLNOA, 1999-229; en Digesto Práctico La Len DE 
cho Colectivo del Trabajo , 1273/1274, p. 361. 
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dad mínima de afiliación de un año y haber revistado en la empresa donde 
se desempeñe todo el año aniversario anterior a la elección. 


El año de revista en la empresa no es condición impuesta: 
a) cuando el establecimiento donde trabaja es de reciente instalación; . 


b) cuando por la índole de la actividad, la relación de trabajo de los 
representados, comience y termine con la realización de la obra, la 
ejecución del acto o la prestación de servicios para que fueren con- 
tratados; 


c) cuando el vínculo laboral de los representados corresponda a con..' 
tratos de trabajo de temporada. 


Los representantes gremiales tendrán mandatos que no podrán exceder 
de dos años de duración (art. 42 de la L.A.S. 23.551). Los mandatos podrán 
ser más cortos si el estatuto social así lo admitiere. 


Realizada la designación de un delegado gremial y comunicada a suem-* 
pleador, debe presumirse que se han observado y cumplido las formalida- 
des legales a tales efectos, mientras no se verifique lo contrario mediante 
las impugnaciones que oportunamente el empleador debió formular ante: 
la autoridad administrativa competente, o bien como consecuencia de las 
facultades de contralor propias del Ministerio de Trabajo de la Nación como: 
organismo de aplicación (3). 


El art. 41 de la L.A.S. 23.551, prevé la situación de la elección de delega 
dos cuando no existe, con referencia al empleador, una asociación actuante 
que cuente con personería gremial; allí admite que el delegado podrá ser 
afiliado a una simplemente inscripta. 


La norma sostiene: “Cuando con relación al empleador, respecto del cual 
deberá obrar el representante, no existiera una asociación sindical con perso 
nería gremial, la función podrá ser cumplida por afiliados a una simplemen- 
te inscripta”. 


Queda como una laguna de la ley, que deberá llenarse en pos del prin- 
cipio de protección a la libertad sindical y la participación democrática, la 
situación en la que en una empresa no existan organizaciones actuantes. 
con personería gremial reconocida o simplemente inscriptas. En estos ca 
sos, aun sin sindicatos, los trabajadores cuentan con derechos gremiales 
ejercer ante sus empleadores y no puede negárseles el derecho a contar con: 
delegados de empresa que los representen. ; 


Esta posición suele molestar a los que cultivan el respeto conservador.. 
a los poderes constituidos de una burocracia sindical ya establecida. Está 


(3) Conf.: SC Buenos Aires, 19/12/1995, “Leiva, Jorge O.-c. Huyck Argentina S.A.; DJBA, 
150-2000; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1294, p. 364. . 


LAS ELECCIONES SINDICALES 323 


reñida con la corriente organicista, que desconfía de un basismo difícil de 
controlar. 


A favor de esos intereses, este planteo suele ser criticado como un abs- 
tracto ejercicio de laboratorio. Pero en realidad, no sólo responde a princi- 
pios, sino también a necesidades de protección práctica de pequeños gru- 
pos sindicales de base. 


4..-LA PARTICIPACIÓN DE LOS TRABAJADORES JUBILADOS 
EN USO DE LICENCIAS O DESOCUPADOS 


El art. 14 dela L.A.S. 23.551, prevé situaciones en las que los trabajado- 
"= res, por estar jubilados, en uso de licencia o desocupados, no revistan acti- 
. vamente en la categoría representada en la que se produce la elección. 


Sostiene dicha norma: “En caso de jubilación, accidente, enfermedad, 
_ invalidez, desocupación y servicio militar, los afiliados no perderán por esas 
circunstancias el derecho de pertenecer a la asociación respectiva, pero go- 
zarán de los derechos y estarán sujetos a las obligaciones que el estatuto esta- 
. blezca”. 


Y reglamentando esa disposición el decreto 467/88, prescribe en su 
- art. 6% que los trabajadores desocupados podrán conservar la afiliación 
: hastaseis meses después de la ruptura del contrato de trabajo. En el caso de 
- aquellos que quedaren desocupados mientras ejercen una representación 
gremial, el plazo de seis meses contará desde la finalización del respectivo 
mandato en ejercicio. 


La norma reglamentaria además prescribe, para el caso de los trabaja- 
q dores desocupados, que los estatutos podrán restringir, a los afiliados a que 
..serefiere el artículo 14 de la ley, el derecho de voto para elegir autoridades de 
«la asociación sindical y el de postularse como candidatos para tales cargos, 
-. aexcepción de las candidaturas para integrar órganos de fiscalización o de 
* apoyo no encargados de funciones de representación sindical y las votacio- 
. hes para elegir dichas autoridades. : 


5. RÉGIMEN ELECTORAL ESTATUTARIO 


Es condición legal impuesta por la L.A.S., que los estatutos de los sindi- 

catos deban prever “un régimen electoral que asegure la democracia interna 

de acuerdo con los principios de la presente ley, no pudiendo contener como 

-exigencia para presentar lista de candidatos a órganos asociacionales, avales 

. que superen el tres por ciento (3%) de sus afiliados”. (Art. 16, inc.g, de L.A.S. 
23.551). 


El aval del tres por ciento de los afiliados, tiene por antecedente lo esti- 
pulado en la ley 23.071, que preveía el cuatro por ciento hasta los veinte mil 
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afiliados, y en los casos de entidades de más de esa cantidad, un adiciona] 
del dos por ciento. 


Esta disposición tendía a superar las limitaciones estatutarias creadas 
en muchos sindicatos, que por esa vía, procuraban vedar a las oposiciones. 
el acceso a la lucha electoral. Había gremios que reclamaban avales de hasta 
el veinte por ciento de los afiliados. 


El citado art. 16, inc. g) de la L.A.S. 23.551, fue objeto de reglamentación 
por el decreto 467/88, que determina: 


“El régimen electoral estará contenido en un capítulo especial que deberá 
asegurar: 


a) Que en aquellos congresos u otros cuerpos deliberativos creados por el 
estatuto, cuyos integrantes fueren elegidos por votación directa de los afili 
dos, la representación, por cada sección electoral, adopte algún sistema d 
proporcionalidad u otorgue a la primera minoría un número de cargos ng 
inferior al veinte por ciento. Se podrá exigir a esta minoría, para obtener.r 
presentación, un número de votos no inferior al veinte por ciento de los vot: 
válidos emitidos; 


b) Que en los sindicatos locales y seccionales, la elección de todos los int 
grantes de cuerpos directivos y órganos de fiscalización sea hecha por medio 
del voto directo y secreto de los afiliados” (4). 


También se resolvió que conforme a las previsiones de la ley 23.551, di 
ben considerarse inválidas las disposiciones estatutarias que veden el acc 
so a los cargos de los afiliados que no hubieran antes desempeñando otras 
funciones sindicales (5). 


(4) Véase: “El art. 15 del decreto 467/88, reglamentario de la ley 23.551, constituye un 
verdadero estatuto electoral para las asociaciones regidas por dicha ley” (Del dictamen de lá 
Procuración General de la Nación). CS, 10/4/1990, “Juárez, Rubén F. y otro c. Estado Nacional 
(Ministerio de Trabajo y Seguridad Social Dirección Naciónal de Asociaciones Sindicales); DT, 
1990-A, 1170; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1270, p. 360. 

(5) Véase: “..carece de validez la norma electoral que exige al candidato haber sido electo 
estatutariamente a Asamblea General de Delegados, Comisión Directiva, Comisión Ejecutiva; 
Autoridad de Delegación Interna o Comisión de Reclamaciones, pues ello impide el acceso a: 
los cargos a la inmensa mayoría de los afiliados y, consecuentemente, contraría la posibilid 
de que se afirme la democracia sindical en el ámbito de que se trata, que de este modo qu 
daría reservado a un grupo. Los actos electorales no pueden ofrecer tantas vallas que dejen.la 
posibilidad de la oficialización no de las listas a criterios no controlables de una Junta Electoral, 
La afirmación de un proceso electoral democrático, que es a lo que tiende la ley 23.551, exi 
que se consideren con amplitud las posibilidades de participación y acceso al acto electoral de 
distintas listas, pues a través del cotejo que se produzca se establecerá la voluntad cierta del 
cuerpo electoral”. CNTrab., sala VI, 13/3/1992, “Lista Celeste Unión Ferroviaria c. Ministerio de 
Trabajo”, Carpetas de Derecho del Trabajo, 3605; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colecti 
L, 1267, p. 360. . 
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6. CONVOCATORIA A ELECCIONES 


La convocatoria a elecciones de los órganos de dirección y administra- 
+ ción de los sindicatos, ha sido reglamentada reconociéndose plazos y meca- 
nismos para su realización. 


* «El art. 15 del decreto 467/88 (reglamentando el artículo 17 de la L.A.S. 
- 23.551), prevé una serie de disposiciones que regulan el proceso elecciona- 
río, determinando un complejo cronograma. 


La fecha de comicios deberá fijarse con una anticipación no menor de 
noventa días de la fecha de terminación de los mandatos de los directivos 
que deban ser reemplazados. 


Fijada la misma, la convocatoria a elecciones deberá ser resuelta y pu- 


blicada con una anticipación no menor de cuarenta y cinco días a la fecha 
de comicios. 


La publicación debe hacerse por mediosidóneos, aunque éstos no estén 
especificados en la normativa legal o la estatutaria. 


Al respecto se tiene resuelto que a falta de precisiones legales, el me- 
dio idóneo será el que asegure el conocimiento masivo de un acto tan 
trascendental para la vida de la organización, como es un acto electoral, 
al tiempo que permita el control de los afiliados, por la autoridad admi- 
nistrativa del trabajo y, en última instancia, del Poder Judicial, del respe- 
to del plazo de anticipación exigido. 


Y que los avisos pegados a la entrada de distintos establecimientos no 
son medios idóneos a los fines esperados, desde que no permiten controlar 
fecha de su colocación, por lo que se resolvió judicialmente confirmar la 
anulación de una elección por el Ministerio de trabajo por esa causa (6). 


¿Las listas de candidatos deberán ser presentadas dentro del plazo de 
diez días desde que se dio a publicidad la convocatoria del comicio. 


. — Yla autoridad de comicios (junta electoral), deberá expedirse sobre la 
oficialización de las listas en 48 horas de efectuada la solicitud. 


En la convocatoria se deberán a dar a conocer los lugares y horarios en 
que se efectuará el acto eleccionario, los que no podrán ser alterados. 


Los padrones y las listas oficializadas deberán estar a disposición de los 


afiliados en el local o sede sindical con no menos de treinta días de anticipa- 
ción a la fecha de la elección. 


Se han hecho notarasincronías en la ley y su reglamentación. 


(6) Conf.: “Asociación de Trabajadores de la Universidad Nacional del Arte s/ley de asocia- 
ciones sindicales”; CNTrab., 07/09/2005. 
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La exhibición de padrones y puesta a disposición delos afiliados y con. 
tendientes en la elección, deberá hacerse con no menos de 30 días antes de la 
votación. Pero como las listas deben ser oficializadas dentro de los 10 días de 
la convocatoria a elecciones; y la convocatoria debe llevarse a cabo 45 diag 
antes del comicio, suele suceder que la oficialización de listas, se practica 
sin poder hacerse el necesario control con los padrones. Esto es un absurdo, 
que se presta al fraude por parte de los poderes burocráticos constituidos; 
que controlan a las autoridades del comicio. 


Los procesos electorales sindicales llegan a ser tan reñidos y complejo 
que pueden llegar a prolongarse por largos períodos de tiempo. 


Se ha discutido que cuando ello sucede, no puede requerirse la inte; 
vención de la autoridad de aplicación o la judicial en subsidio, para actual 
zar los procesos demorados (7). 


Cuando en una asociación sindical, las elecciones no fueren convoc 
das oportunamente y en legal forma, la ley habilita a la autoridad de aplic; 
ción para intervenir la misma, a los efectos de asegurar un correcto procéso 
eleccionario. La autoridad, previamente, incumplidos los términos legale 
deberá intimar a la entidad a hacerlo dentro del plazo que fije. Incump 
da la intimación, designará unos o más delegados electorales al sólo efec 
de realizar la convocatoria y ejecutar los demás actos que hubiere menest 
para llevar adelante la elección sustituyendo en ello a las autoridades sind: 
cales (dando cumplimiento al art. 56, inc. 4, dela L.A.S 23.551). 


7. LAS JUNTAS ELECTORALES 


A partir del principio de autonomía sindical, la autoridad natural q 
ejerce el poder de control de los comicios sindicales es la Junta Elector¿ 
que debe actuar conforme a las prescripciones de los estatutos de la asoci 
ción (8). 


(7) En tal sentido se resolvió: “Si transcurrió un período de dos años entre la presentaci 
de las listas y la convocatoria a elecciones, no puede pretenderse que tales listas permane 
can inmutables en el tiempo, por los múltiples acontecimientos de orden personal que pued 
acaecer a los candidatos, muerte, despido, jubilación. En tal sentido, lo que deben consider: 
se cerrado es la posibilidad de presentación de nuevas agrupaciones con diferentes listas, 9 
de cambiar candidatos que no están afectados por las circunstancias expresadas, pero no k de 
adecuar las ya presentadas a las circunstancias sucedidas en dicho lapso, ni la de regularizar 
los procedimientos que se juzgan incorrectos”. CNTrab., sala VI, 13/03/1992, “Lista Celeste 
la Unión Ferroviaria c. Ministerio de Trabajo s/ Ley de Asociaciones Sindicales”. Mag. votant 
Fernández Madrid - Capón Filas. 

(8) Véase: “La intervención de la asociación sindical, que sólo tuvo por objeto convoca 
una nueva elección de Comisión Directiva, no puede sustituir a los órganos básicos estatutari 
que detentan la soberanía de la institución. En el caso se pretendía que el interventor presidier 
la Junta Electoral integrándola con otras dos personas ajenas al conjunto de afiliados, violando 
de esta manera los principios básicos de la democracia sindical contenidos en el art. 8. de 
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La Junta Electoral es un órgano especial de las asociaciones sindicales, 
que cumple un fin específico y merece la protección de la estabilidad, a los 
efectos de su cometido. 


: — Ya de antiguo y durante la vigencia de la ley 22.105, se reconocía la pro- 
tección de la estabilidad a los miembros de la Junta. Y si bien se reconocía 
Ja necesidad de comunicar la designación del cargo a los empleadores, esto 
«sólo era un requisito “ad probationem”, que debía ser obviado cuando, de los 
mismos actos del empleador, surgía su conocimiento de la función (9). 


En la jurisprudencia de la provincia de Entre Ríos, sin embargo, se en- 
“cuentran fallos que no otorgan esta protección a los miembros de las Juntas 
lectorales. Se sostiene que la estabilidad que consagra la L.A.S, 23.551 para 
¡Tlosrepresentantes gremiales, constituye un régimen de excepción; y quelos 
rabajadores a quienes se les asigne un cargo en la Junta Electoral, no ejer- 
en actividades que impliquen representatividad de los trabajadores en el 
contexto de las relaciones obrero-patronales, siendo éste el fundamento de 
a tutela especial, por lo que no gozarían de la estabilidad gremial contem- 
-plada en la ley (10). 


Si bien el art. 15 del dec. reglamentario 467/88, faculta a la autoridad de 
plicación para expedirse con referencia a las impugnaciones de los actos 
«del proceso electivo, cuando la autoridad electoral no lo ha hecho en un 
apso prudencial, dicha autoridad pública carece de facultades para decidir 
cerca de la oficialización de listas. Ya que de la norma no se desprende que 
á autoridad administrativa sea revisora de las decisiones de la junta elec- 
oral, por lo que deben efectuarse los cuestionamientos por la vía judicial 
"correspondiente (11). 


S ley23.551': CNTrab., sala V, 18/08/1992, Juez Vaccari. “Amadini, Daniel y otro c. Junta Electoral 
le Atsa y otro s/ amparo”: Mag. votantes: Vaccari - Morell - Lescano. 

(9) Véase: “La comunicación que debe realizar la entidad sindical en los términos de la 
eglamentación estatal 22.105 es un requisito ad probationem, porque el empleador puede de- 
ostrar por sus propios comportamientos, estar en conocimiento de que un trabajador deter- 
minado goza de estabilidad gremial, comportándose de tal modo que demuestre hallarse al 
tanto de la función que conlleva la estabilidad” CNTrab., sala VI, 26/06/1992, Juez Morando - 
: Fernández Madrid. “Arfa, Rodolfo c. Fargo S.A. s/ diferencias salariales”, Mag, votantes: Moran- 
0 - Fernández Madrid. 

: Idem: “Los miembros de la Junta Electoral de una asociación sindical, aún cuando su fun- 
“ción se materialice en el ámbito interno de la entidad, representan a los afiliados, revistiendo 
¿toda autoridad necesaria para hacer cumplir la norma legal y la estatutaria en materia de elec- 
iones, por lo que gozan de la garantía de estabilidad consagrada por el artículo 48 de la ley 
::23,551” “Escaiola; Ramón Ceferino c. Instituto Médico Quirúrgico Garat S.A;” S. CCO 3 CO 0000 
¿003507 6500201, 29/06/2005. SD Ponce. 

. (10) Véase: “Arabi Juan Héctor y otros c. Manfico S.A. s/ diferencias salariales y otros”. S 
(CCU03 CU 0000 000070 23/11/1994. SD Bazterrica. 

(11) Conf.: CNTrab., sala 3, 08/09/1989, Juez Ricardo Alberto Guibourg. “Junta Electoral 
el Sindicato de Vendedores de Diarios y Revistas s/amparo”. Mag, votantes: Ricardo Alberto 
uibourg - Antonio Vázquez Vialard - Bernardo Joaquín Lasarte. 
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8. Los PADRONES ELECTORALES 


Es un requisito impuesto por la reglamentación, que las elecciones sé 
celebren a partir de padrones: Se deberá confeccionar uno por orden alfabé- 
tico y otro por establecimientos donde trabajan los afiliados. 


Ambos deberán contar con datos suficientes para individualizar a los” 
afiliados y denominación y domicilio del establecimiento donde trabajan o 
donde hayan trabajado por última vez durante el transcurso del año inme--' 
diato anterior. 


Tanto los padrones comolas listas oficializadas, deberán estar a disposi- 
ción de los afiliados en el local o sede sindical con no menos de treinta días 
de anticipación a la fecha de la elección. 


9. LA OFICIALIZACIÓN DE LISTAS 


La junta electoral será la autoridad del comicio y la encargada de organi 
zarlo. Ante ella se presentará el pedido de oficialización de listas, contand 
los afiliados con diez días desde que se dio a publicidad la convocatoria ala 
elecciones. 


Es costumbre generalizada y que suele ser receptada en disposicione 
estatutarias, que las agrupaciones se distingan individualizando sus lista 
de candidatos por colores, números u otras denominaciones. Aun antes del 
pedido de la oficialización de la lista, esas agrupaciones reservan el uso d 
los colores u otras formas identificatorias, generándose disputas que debe 
resolverse por la autoridad del comicio, teniendo en cuenta la agrupación 
que los hubiera utilizado anteriormente. 


El pedido de oficialización deberá contar: 

a) con los avales que el estatuto exige; 

b) la conformidad expresada con la firma de los candidatos; 
c) la designación de uno o más apoderados. 


La lista de candidatos, en los casos en que el estatuto admita la elecci 
por listas, será representada ante la autoridad eleccionaria (junta electoral) 
el empleador y la autoridad de aplicación, a partir deun apoderado. 


Este representante de la lista, colocado en un lugar de conflicto por an»: 
tonomasia, se ha considerado por parte de la jurisprudencia como desprote 
gido por los institutos de la tutela sindical, negándosele la protección propi: 
de la estabilidad (12). 


(12) Véase: Jurisprudencia de la provincia de Entre Ríos, “Fernández, Rolando Alberto 
otros c. Frigorífico Regional Santa Elena S.A. y otros s/ cobro de australes” S CCPA03PA 030 
003726 14/12/1994 SD Nardin. 
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La autoridad del comicio tiene el deber de entregar recibo de la solicitud 
de oficialización; y de pronunciarse, mediante resolución fundada, dentro 
del plazo de cuarenta y ocho horas de efectuada la solicitud. 


10. EL ACTO ELECCIONARIO 


El acto eleccionario, en principio, debe llevarse a cabo en una sola jor- 
nada, existiendo la prohibición de que durante la misma se celebre una 
asamblea del sindicato. Si las modalidades especiales de trabajo justifican 
extenderla, podrá llevarse a cabo en más de un día. 


También si las modalidades laborales lo justificaran se podrá establecer 
ún sistema de voto por correspondencia. En este caso se deberán fijar los re- 
caudos necesarios para la identificación del votante, reservando el carácter 
secreto del voto. 


Los apoderados de las listas oficializadas son los autorizados para de- 
gnar los fiscales, que por cada una de ellas, asistirán al acto eleccionario 
y controlarán democráticamente el mismo, durante su celebración y en el 
escrutinio. 


El afiliado, en el acto de emitir su voto, debe acreditar laidentidad y sus- 
cribir una planilla como constancia. 


Un escrutinio provisorio se debe llevar a cabo en la misma mesa elec- 
toral, inmediatamente después de clausurado el comicio general. En esa 
ocasión selabrará un acta, que será suscripta por las autoridades de la mesa 
lectoral designadas por la autoridad electoral y los fiscales, quienes pueden 
dejar constancia de sus observaciones. 


+ Si se diere una impugnación contra cualquiera de los actos del proce- 
$0 electoral, la autoridad electoral deberá expedirse sobre la misma. Si esa 
autoridad del comicio omitiera expedirse en un plazo prudencial o su deci- 
¡ón fuera cuestionada, el Ministerio de Trabajo está autorizado legalmente 
a'intervenir, en caso de que advirtiera la verosimilitud de la impugnación 
yla posibilidad de frustración de derechos frente a la demora. En tal caso, 
fundadamente, deberá suspender el proceso electoral o la puesta en pose- 
sión de los cargos de las nuevas autoridades hasta que se resuelva definiti- 
Vamente la impugnación. 


: El decreto 467/88 también establece en su art. 14, que cuando la elección: 
deba producirse en un congreso de delegados, deberán respetarse las reglas 
establecidas para su funcionamiento en esa norma reglamentaria. 


Algunas de las disposiciones del art. 15 del decreto 467/88, han llegado a 
ser declaradas inconstitucionales, por haberse excedido el ejecutivo en sus 
funciones reglamentarias (13). 


. (13) Véase: “La sentencia recurrida se basa en la invasión de la zona de reserva del Poder 
Tidicial y en la inexistencia en DR, art. 15 de facultades jurisdiccionales. De ninguna manera 
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A partir de una consideración de este tipo, se decidió que una sentencia - 


que declaró la nulidad tiene sólo el efecto del cese del mandato que ejercitó 
la actora como secretaria general, pero ésta se hallaba protegida por Un año a 
partir de la declaración de nulidad que llevaba a la extinción de su mandato, 


Privilegiando el carácter formal de la convocatoria a elecciones, se ha 
considerado que llevarla a cabo a partir de una auto convocatoria de los 
afiliados viola el procedimiento legal instituido en los arts. 8”, inc. c, 17, 19 
y 20, ley 23.551 y 15 y 17, del decreto reglamentario 467/88; procediéndose 


en consonancia a invalidar las designaciones y complementariamente, a * 


resolver que los representantes electos por esa vía no gozan de estabilidad 
gremial (14). 


las facultades de control acarrean la posibilidad no sólo de valorar los hechos sino también' 
de pronunciar el derecho, razón por la cual la sentencia debe confirmarse. Pero el tema tiene 
una variable dejada de lado por el señor juez. Aun suponiendo que el art. 15 DR fuese correcto: 


desde el punto de vista constitucional, la resolución ministerial, arrogándose facultades que. 


no posee, no sólo ha invadido la Zona de reserva del Poder Judicial sino avasallado también 
autonomía sectorial. Además de no respetar la decisión de la Junta Electoral, la suplantó, lisa 
y llanamente. Siguiendo tal lógica, sería más fácil y menos costoso que el Ministerio cuente los 


votos, resuelva las impugnaciones, proclame las autoridades y archive en los museos la Junta . 


Electoral. La resolución ministerial debe ser desactivada también por haberse injerido indebi- 


damente en la autonomía sectorial. 5. El tema merece un análisis más profundo a la luzdela * 


Constitución, sobre todo en la actualidad contextual de tránsito democrático. El apartado 10 


del art. 15, DR es inconstitucional por las siguientes razones: 5.1. Le reconoce facultades electo: * 


rales al Ministerio de Trabajo que no han sido sancionadas en RS ni por el art. 17 ni por 56, con. 
lo cual la reglamentación ha excedido los límites establecidos por la Constitución Nacionál,' 


art. 86, inc. 2. 5.2. Dichas facultades llegan a la suspensión del proceso electoral, en una clara: 


abierta injerencia en la vida asociacional interna, violentando la libertad sindital y alterando el: + ** 


esquema del convenio 87 y del convenio 98 de la OIT. 5.3. Dichas facultades avanzan más aún 


al impedir, en una especie de medida cautelar sin acción, que asuman las autoridades electas.'+ 


No se precisan más argumentos para concluir que este apartado del DR ha violentado la Cons: 
titución Nacional y no puede ser utilizado en el tránsito democrático. Todo ello reiterando que * 


tales facultades que conllevan las jurisdiccionales pretendidas. 6 Siendo inconstitucional la * 


norma en que se ha basado el Ministerio, su comportamiento ha sido disvalioso no sólo ante la 
división constitucional de los poderes del Estado sino también ante la libertad sindical vulne- 


rada. Ha sido el resultado de un autoritarismo que tarda en desaparecer y que debe ser desac“ 


tivado para consolidar el Estado de Derecho. No obstaculiza la declaración de inconstituciona--, 
lidad del párrafo 10 del art. 15 DR el hecho que la parte actora no lo haya solicitado aunque sí * 
insinuado en la contestación de agravios (fojas 130 vta. último renglón). Como ha sido resuelto : 


en esta sala a partir de la causa: “López Dal Santo c. Entel' los jueces deben declarar de oficio 


la inconstitucionalidad de una norma cuando existen razones suficientes para ello, como se' 


ha demostrado. Esta inconstitucionalidad está veladamente insinuada por el señor Procurador 
General del Trabajo cuando manifiesta “el dudoso ejercicio' de la facultad conferida al Poder 
Ejecutivo por la Constitución Nacional, art. 86, inc. 2. Si bien no existen dudas al respecto, en 
caso que las hubiera debieran resolverse, como lo enmarca RS, art. 1%, por la libertad sindical, 
declarando la inconstitucionalidad de las facultades normadas por el art. 15, DR, párrafo 10% 
(Del voto del doctor Capón Filas). CNTrab., sala VI, 27/2/1989, “Juárez, Rubén Faustino y otro 
Cc. Ministerio de Trabajo y Seguridad Social”; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del 
Trabajo 1, 1271, p. 360. 


(14) Conf.: SC Buenos Aires, 20/12/1994, “Stagno, José A. y otros c. San Sebastián SAs 


DJBA, 148-1384; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1290, p. 363. 


ñ 


LAS ELECCIONES SINDICALES 331 


11. COMUNICACIÓN AL MINISTERIO 
DELAS ELECCIONES CELEBRADAS 


Entre las normas que aseguranla publicidad democrática y republicana 
de los actos sindicales, el art. 24 de la L.A.S. 23.551, por su inc. b), crea la 
obligación, a esas entidades, de remitir o comunicar a la autoridad de apli- 
cación, la integración de los órganos directivos y sus modificaciones; y por 
el inc. d), las convocatorias a elecciones para la renovación de sus órganos 
en los plazos estatutarios. 


La norma fue reglamentada por el decreto 467/88, que en su art. 20, sos- 
tiene la obligación de los sindicatos de comunicar al Ministerio de Trabajo: 


a) Toda modificación de la integración de sus órganos directivos den- 
tro de los cinco días de producida. 


b) Las elecciones para la renovación de sus directivas con una antici- 
pación de diez días por lo menos. 


También esa norma genera la obligación de remitir copia autenticada 
de: 


a) La memoria; 

b) El balance; 

c) Un informe del órgano de fiscalización; 
d) Yla mitad de afiliados. 


Todo dentro delos ciento veinte días de cerrado el ejercicio y/o dentro de 
“los cinco días de concluida la asamblea o congreso que tratare el balance y 
memoria aprobados. 


Las autoridades electas, en forma automática y conforme a las disposi- 
ciones estatutarias, pasarán a tomar posesión de la sede sindical y bienes 
delsindicato para poder cumplir su función (15). 


(15) Ver: “Que las autoridades electas tengan acceso al inmueble donde funciona la sede 
sindical y puedan realizar el inventario de bienes no es solamente una posibilidad que afecta 
al derecho de propiedad sino, además (y fundamentalmente) constituye la certeza de que pue- 
dan ejercer, libremente y en un estado de derecho, los deberes respecto de los trabajadores del 
sector (más allá de su afiliación formal) y los comportamientos que le son inherentes respecto 
delos empleadores y del Estado. En suma, el ingreso al local sindical y la posesión de los bienes 
del sindicato implica la posibilidad de ejercicio pleno de los derechos sindicales y ésta es una 
cuestión de la mayor gravedad y urgencia, que no puede ser diferida a la interposición de inter- 
dictos o acciones posesorias. La entrega o la toma de posesión de la sede sindical es una exten- 
sión del derecho a gobernar el sindicato que se reconoce a la lista electa y cuya privación afecta 
dicho derecho”. CNTrab., sala VI, 17/12/1986, de Personal de Instituto Nacional de 
Tecnología Agropecuaria c. Scarcella, Bautista y otros”, Carpetas de Derecho del Trabajo, 2670; 
en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo !, 1266, p. 359. 
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12. CONTROL DE LEGALIDAD 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, como auto- 
ridad de aplicación, garantizando la democracia interna de los sindicatos, 
encuentra en la L.A.S. 23.551, facultades de intervención en la vida de las: 
asociaciones, siendo éstas una excepción al principio de autonomía. 


Este poder de intervención sólo queda habilitado, cuando el órgano qu : 
el estatuto de la asociación habilita para ello, ha dejado de convocar en tér. 
mino y legal forma a las elecciones de los cuerpos que tienen a su cargo el 
gobierno, la administración y la fiscalización de la entidad. 


La autoridad de aplicación podrá actuar en la materia y designar a quie 
nes tengan a su cargo ejecutar todos los actos necesarios para concretar el. 
acto eleccionario. 


La intervención se llevará a cabo previa intimación a los órganos re-. 
nuentes, con habilitación de un término prudencial para que cumplan con: 
sus obligaciones de hacer. 


Ante un estado de acefalía de la comisión directiva de un sindicato o de 
órgano que tenga asignadas las funciones propias de un cuerpo de conduc 
ción, se deberá actuar conforme a los estatutos de la entidad, y en caso d 
que ella se'encuentre federada, obrar también de acuerdo a los estatutos d 
la entidad de segundo grado. 


Si la situación creada no hubiese sido contemplada en dichos estatutos, - 
la autoridad de aplicación podrá designar un funcionario para que efectúe. 
lo que sea necesario para regularizar la situación. 


1 
También en estos casos, la autoridad podrá actuar en forma directa, 
ordenando las medidas necesarias conducentes a la renovación demo 
crática de las autoridades por la vía eleccionaria, pero siempre guardan- 
do el recaudo de intimar previamente 'a los renuentes (art. 56, inc. 4, de la 
L.A.S. 23.551). 


En el ejercicio de las facultades de control expresamente reconocidas, la: 
autoridad de aplicación deberá tener presenté que los actos de intervención, ' 
se deben dar con respeto del principio de autonomía sindical, consagrado. 
en el art. 6” de la L.A.S. 23.551, que el legislador resaltá redundantemente. 
para marcar su importancia en la situación ahora prevista, en el art. 57 del' 
mismo cuerpo normativo: 


“En tanto no se presente alguna de las situaciones antes previstas, la auto 
ridad administrativa del trabajo no podrá intervenir en la dirección y admi 
nistración de las asociaciones sindicales a que se refiere esta ley, y en especial: 
restringir el manejo de los fondos sindicales”. 


A partir de las limitaciones que impone esta regla básica, se recono 
ce que el poder administrador ejerce el control de legalidad sobre los ac 
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¡os electorales, conforme'a las previsiones del art. 56, inciso 4* de la L.A.S. 
- 93,551 (16). 


Por lo que el poder judicial, a su vez, se guarda de no ingresar en la esfera 
del administrador, en esa zona de actuación. (17). 


El acto eleccionario es un acto jurídico que puede estar afectado por 
. anulabilidad relativa, sea por su naturaleza o porque para determinar la 
existencia de vicios, requiere de investigaciones de hecho (18). Pero siendo 
“un acto anulable, la elección conservará validez hasta que se decida su anu- 
“lación por la decisión jurisdiccional que así lo declarare (19). 


Cuando la elección del representante gremial se llevó a cabo, y el co- 
“¿mienzo de la representación queda diferido a una fecha futura, puede suce- 
der que entre la elección y el comienzo del mandato, exista un período en el 
que se discuta si existe estabilidad protegida por la L.A.S. 23.551. 


Esta norma protege la representación para el cargo a título de candidato 
y como es lógico suponer, con más razón debe ser interpretada y aplicada, 
extendiendo la protección desde la elección hasta el comienzo del manda- 
o (20). 


(16) Véase: “El Ministerio de Trabajo goza de atribuciones para ejercer el control de lega- 
idad de los procesos electorales sindicales, y, en consecuencia, resolver los recursos que pu- 
dieren interponerse contra las decisiones de la autoridad electoral de la asociación profesio- 
“nal” (Voto del doctor Augusto César Belluscio. CSJN, en J. 63. XXII. “Juárez, Rubén Faustino y 
otro c. Mrio. de Trabajo y Seguridad Social (Direc. Nac. de Asoc. sindicales) s/ acción de am- 
paro”. 10/04/1990). Idem: “Dentro de la economía de la ley 23.551, el control de los procesos 
electorales que se llevan a cabo en las asociaciones gremiales, está a cargo de la autoridad de 
aplicación, art. 56 inc. 4 por lo cual, aún acordando al art. 47 una interpretación tan amplia 
como la que se da para usarlo como instrumento para prácticamente todo, cabría admitir que 
a intervención de la justicia del trabajo por la vía sumarísima, debe ser subsidiaria y, en cuan- 
o a esa materia concreta, interpretada con criterio restrictivo”. CNTrab., sala IV, Interlocutorio 
. 31/03/1995, Juez Corach. “Battaglia, Amilcar c. Junta Electoral Nacional de la Asociación del 
* Ministerio de Enseñanza Técnica s/ amparo”. 

(17) Véase: “Los planteos que se vinculan con la validez de los actos eleccionarios reali- 
zados en una entidad gremial resultan ajenos, por su naturaleza, a las facultades que tienen 
«los jueces locales sobre la materia”. SC Buenos Aires, L 46.069, S 3/3/1992, Juez Salas. “Lacour, 
Elisabet Miriam y otro c. SUTEBA y otro s/ amparo sindical”. DJBA, 143-101 - TSS, 1993-845. 
* Mag. votantes: Negri - Salas - Rodríguez Villar - Pisano - San Martín - Laborde. 

- (18) Conf.: CNTrab,, sala VII, 20/6/1991, “Lister, Carolina A. c. Sanatorio Humboldt S.A.; 
:DT, 1991-B, 1479; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 1288, p. 363. 

(19) A partir de una consideración de este tipo, se decidió que la sentencia que declaró la 
nulidad tiene sólo el efecto del cese del mandato que ejercitó la actora como secretaria general, 
pero ésta se hallaba protegida por un año a partir de la declaración de nulidad que llevaba a la 

*extinción de su mandato (art. 1046, Cód. Civil). CNTrab., sala VII, 20/6/1991, “Lister, Carolina 
“A. c. Sanatorio Humboldt S.A.; DT, 1991-B, 1479; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo 
del Trabajo 1, 1289, p. 363. 

E (20) En contra: “Al margen del alcance que corresponda a la garantía de la estabilidad 
: Prevista en el art. 52 de la Ley 23,551, y las distintas posturas jurisprudenciales que se han ido 
: formando sobre la cuestión, es de destacar que si un trabajador a la época de su despido no se 
;:. Encontraba aún en ejercicio de funciones gremiales, debe concluirse que no gozaba de la esta- 
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13. IMPUGNACIONES PRACTICADAS POR LOS EMPLEADORES 


Formalizada la notificación de la postulación o producida la elección 
con el nombramiento del delegado y comunicada la designación, el emplea- 
dor puede formular las objeciones que a su criterio resulten invalidantes del 
acto eleccionario o de la comunicación cursada, mediante las impugnacio- 
nes pertinentes o el pedido de aclaraciones que fuere conducente (21). 


Las posibilidades de impugnación con que cuentan los empleadores se en- 
cuentran limitadas, ya que al intervenir en la defensa de sus intereses legíti- 
mos, no pueden cometer actos de injerencia en la vida interna del sindicato: 


Por ejemplo, el empleador carece de legitimación para cuestionar la de- ; 
signación de candidatos a representantes gremiales, con el fundamento: de 
que carecerían de apoyo del personal (22). 5 


Además las impugnaciones que practiquen los empleadores deben ser” 
inmediatas a la comunicación de las designaciones como candidatos. Aun- 
que en algunos casos se resolvió que la inmediatez es con referencia al re-: 
sultado del acto comicial conocido, considerándose tardía la impugnación: 
formulada en el responde del juicio, iniciado por el trabajador afectado en e 
reclamo del pago de la indemnización que le correspondía por transgresión : 
de la estabilidad sindical (23). 


La impugnación de un acto electoral que provoca la realización de elec 
ciones complementarias, hace que el candidato conserve su calidad de ta 
hasta el día de la nueva elección convocada (24). 


La unicidad promocionada por la ley, constituye al empleador en una : 
selector de los interlocutores sindicales, que burla a la autonomía sindical 
procurando promover a los sindicatos afines y amigos. : 


bilidad citada. (En el caso, el actor fue despedido en enero del 2002, y había sido electo congre 
sal suplente por cuatro años con fecha 17 de octubre del 2001, pero a partir del 24 de marzo del ' 
2002); Expte 13.266/02, SD 32.030, 23/8/2004, “Robledo, Oscar Manuel c Cordón Azul S.R.L. y* 
otros s. Despido”, CNTrab., sala VIIL, Morando - Billoch). á 

(21) Conf.: SC Buenos Aires, 26/8/1986, “Cardozo, Argentino R. c. S.B.E. S.A. y otros” DT, 
1987-A, 375 - DJ, 1987-2-193 - DJBA, 132-117; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectiv: 
del Trabajo 1, 1281, p. 362. 

(22) Conf.: CNTrab., sala V, 15/6/1993, “Pérez Castro, Manuel c. Autopistas Urbanas S.A, 
DI, 1993-B, 1246; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1278, p.362. 

(23) Conf.: SC Buenos Aires, 16/3/1993, “Schvedt, Tomás E. c. Tecnomecánica Darreguei: 
ra S.A/; La Ley, 1993-C, 319; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1280, p. 
362. Y también: “La impugnación de la candidatura del trabajador para un cargo gremial debe': 
ser efectuada por el principal en forrna inmediata a su notificación de tal nominación, resultan: + 
do extemporánea la realizada después de dispuesto el despido y frente al reclamo formulad 
por el cesanteado” SC Buenos Aires, 21/11/1989, “Tello, Juan M. c. Autobat S.A.) DJBA, 138-495, 
en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1279, p. 362. 

(24) Conf: CNTrab., sala VI, 22/10/1990, “Banco de Londres y América del Sud c. Cattaneo, 
Pedro E., DT, 1991-B, 1472; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1291, 
p. 363. Idem: TTrab., Trenque Lauquen, 11/8/1993, “Piccolomini, Carlos A. c. PlantadrogaS.A,,** 
LLBA, 1994-508; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1295, p. 364. , 
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Muchas veces para ello, la patronal niega la percepción de cuotas de los 
afiliados a gremios con personería gremial o sin ella, tratando de impedir 
la presencia de otras entidades que aquella que cuenta con su confianza. A 
esos efectos impugna elecciones y hace presentaciones ante las autorida- 
des de aplicación, destinadas a influir en los encuadramientos sindicales 
y convencionales. Esta conducta viciosa es adoptada por igual en el ámbito 
privado que el público. 


Un caso de estas características se dio cuando el Municipio de Godoy 
Cruz, de la provincia de Mendoza, solicitó del Ministerio de Trabajo, la 
anulación de la celebración de la elección de representantes de los afilia- 
dos dela Asociación de Trabajadores del Estado, que actuaban en el de 
: -esa municipalidad, sosteniendo que el único ente representativo en ese 
ámbito era el Sindicato de Obreros y Empleados de la Municipalidad de 
Godoy Cruz. Constándole que se reconocido se encontraba en estado de 
- liquidación, su presentación estaba destinada sin duda a obstaculizar la ac- 
ción sindical del ATE. 


El Ministerio hizo lugar al planteo formulado de anulación delos comi- 
cios, por lo que ATE dedujo recurso jerárquico, que fue desestimado y en 
consecuencia interpuso el recurso previsto en el art. 62 ley 23.551. 


En ese caso, la apelante sostuvo en apoyo del ejercicio de su derecho, 
.que en el ámbito del sector público coexisten entidades sindicales con per- 
sonería gremial, e invocó el principio de la libertad sindical entre otros ar- 
gumentos. + 


El argumento, de la recurrente se nos ocurre accesorio de otro que a 
nuestró criterio es el determinante. Si un sindicato, cualquiera sea su ca- 
rácter, incluso en trámite de inscripción o inscripto, no cuenta con la posi- 
bilidad de celebrar elecciones para contar con delegados y representantes 
gremiales que organicen su quehacer, es impedido de existir como tal. Se lo 
torna un sello formal. La libertad sindical se integra siempre con la capaci- 
dad de elegir democráticamente representantes. 


En ese caso la sala V de la CNTrab. hizo lugar a la protección del derecho 
de la entidad convocante. La doctora García Margalejo sostuvo que se debía 
admitir el recurso ya que en la causa se había acreditado que el sindicato 

.que contaba con personería gremial reconocida para actuar en el ámbito de 
la Municipalidad impugnante, estaba en estado falencial resultando reñido 
con la realidad que lleve a cabo sus actos gremiales cuando se halla desapo- 
derado de bienes, circunstancia queafecta su subsistencia como asociación 
y como asociación sindical. Por su parte el doctor Zas, también encontró 
argumento para ello aplicando la Resolución del Ministerio de Trabajo 
255/2003 que consagra el principio de no exclusión de la personería gremial 
y de libertad gremial, sin que a ello obste que el acto administrativo que 
otorgó la personería gremial al sindicato sea de fecha anterior a la entrada 
en vigencia de aquella resolución, pues caso contrario se consagraría una 
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discriminación arbitraria entre sujetos colectivos de similares caracterís- 
ticas. El camarista doctor Julio Simón encontró razón de ser en la misma 
resolución adoptada, sosteniendo que resultaba habilitada la Asociación de 
Trabajadores del Estado para convocar a elección de delegados por cuanto 
encontrándose en quiebra éste último se encuentra desapoderado de sus 
bienes no podía subsistir como asociación ni como asociación gremial y 
por resultar aplicable la Resolución del Ministerio de Trabajo 255/2003 que 
consagra el principio de no exclusión de la personería gremial y de libertad” 
gremial, adhiriendo al criterio del doctor Zas en este aspecto (25). 


14. LA NORMALIZACIÓN SINDICAL MEDIANTE LA LEY 23.071 


Luego del período de sometimiento de la sociedad argentina a la dicta- 
dura militar, y previo a la sanción de la reforma de la L.A.S., se dictó una ley 
y un decreto con el objetivo de democratizar a los sindicatos, que reguló un . 
masivo proceso electoral. 


Muchas de las conducciones gremiales subsistentes a la dictadura, esta- 
ban profundamente influidas por el gobierno militar y su nefasta política de -. 
seguridad nacional. : 


Para advertir lo que esto significaba, debe recordarse que las fuerzas 
armadas designaron comisiones interventoras en los más importantes gre- 
mios, eligiendo de por sí a los sindicalistas afines para esas funciones. Y que . 
aun en las elecciones de delegados de empresa, se exigía el informe favora-- . 
ble de los patrones y los organismos de seguridad del Estado. 


Las burocracias existentes y convalidadas luego de ese lapso, habían : 
perfeccionado sus formas de subsistencia, a partir de estatutos y reglamen- - 
tos electorales internos que favorecían la exclusión de las oposiciones. 


A mediados de 1984 se dictó una ley que lleva el número 23.071 y que 
tuvo por objeto establecer un régimen electoral uniforme, que pretendía * 
servir para superar ese estado de cosas y normalizar a las asociaciones pro- 
fesionales de trabajadores. 


La ley, resultado de un acuerdo del gobierno radical con la CGT, y de'- 
hecho, con el principal partido de oposición, el peronismo, tenía por ante- . 
cedente un proyecto que ingresara el Poder Ejecutivo, ante la Cámara de 
Diputados de la Nación, el 16 de diciembre de 1983, con el nombre de “Ley 
de Reordenamiento Sindical y Régimen Electoral”. 


Aprobada en la Cámara de Diputados en la sesión del 10 de febrero de -- 
1984, el proyecto es rechazado en el Senado en la sesión del 14 de marzo de : 
1984. ; 


(25) Véase: CNTrab., sala V, 13/12/2007, “Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social ; 
c. Asociación de Trabajadores del Estado”: 
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El gobierno radical, con muchas limitaciones, insiste en su propósito 
con el decreto 1696/84, de fecha 7 de junio de 1984, y lo envía al Congre- 
so. Celebrado. el acuerdo al que antes se hacía referencia, se sanciona la ley 
23.071 (B.O. 1/7/1984). 


La ley 23.071 no derogó el régimen electoral de la ley 22.105 (ley de aso- 
ciaciones sindicales de la época, comprensivo de los diversos aspectos que 
integran el procedimiento eleccionario en su conjunto, expresamente re- 
gulado en este texto legal y su decreto reglamentario 640/80) (26). Pero es- 
tableció un sistema electoral sindical para normalizar la conducción de las 
asociaciones profesionales de trabajadores, que se encontraban regidas por 
la norma de facto 22.105, y mantuvo su vigencia hasta la sanción de la L.A.S. 

-23.551 en 1988 (27). 


La ley 23.071, en el art. 19 párrafo dos, dispuso que se aplicara para la 
elección de las nuevas autoridades sindicales, “el régimen electoral con- 
templado en las disposiciones estatutarias de cada entidad”, refiriéndose 
únicamente a los diversos aspectos que integran el procedimiento elec- 
cionario, pero no era comprensiva del tiempo de duración del mandato . 
(regido por el art. 13 incs. d y g, de la norma de facto 22.105) (28). 


Dentro de sus excepcionales disposiciones, la norma, por el art. 2”, 
dispuso que correspondía a la justicia electoral o al Ministerio de Traba- 
jo y Seguridad Social, el control de las elecciones gremiales, legitimando 
a la justicia federal para entender en los eventuales hechos ilícitos que 
afectaban el normal desenvolvimiento de los comicios (29). 


ADA 


(26) Véase: SCBA, L 44.923, S 30/4/1991, Juez Salas (SD). “Alimonta, Blanca Haydeé y otros 
- c. Yagan Pesquera S.A. s/ Nulidad de despido”. TSS, 1992-5-36 - AyS, 1991-1-598 - ED, 144-341 - 
JA, 1992-I11-131. Mag. votantes: Salas - Rodríguez Villar - Mercader - Laborde - San Martín. 

(27) Véase: SCBA, L 45.105, S 18/12/1990, Juez Rodríguez Villar (SD), “Agúero, Carlos Al- 
berto y otro c. Molinos Concepción S.A. s/ Diferencias indemnización, etc.) AyS, 1990-IV-550 - 
DJBA, 142-149. Mag. votantes: Rodríguez Villar - Salas - Laborde - San Martín - Mercader. 

(28) Véase: SCBA, L 45.105, S 18/12/1990, Juez Rodríguez Villar (SD), “Agitero, Carlos Al- 
berto y otro c, Molinos Concepción S.A. s/ Diferencias indemnización, etc-, AyS, 1990-IV-550 - 
DJBA, 142-149, Mag. votantes: Rodríguez Villar - Salas - Laborde - San Martín - Mercader. 

(29) Véase: CSJN, Competencia N* 777. XX, “Figueroa, Jorge Omar s/ denuncia por falsifi- 
cación” 17/02/1987, Fallos, 310:313. 


CaríTULO 15 


EL PATRIMONIO DE LOS SINDICATOS 


SUMARIO: 1. Los recursos económicos de los sindicatos.— 2. La imposi- 
ción de cuotas a los afiliados.— 3. Los aportes de las federaciones y confede- 
raciones.— 4. El acervo sindical.— 5. Los aportes y las prácticas desleales.— 
6. Las retenciones de aportes.— 7. La resolución ministerial que determina la 
obligación de retener.— 8. El delito de apropiarse de los fondos retenidos.— 
9. El empleador es en principio un tercero ajeno a la relación contributiva 
de los trabajadores y el sindicato.— 10. Las excenciones fiscales a favor de 
las entidades sindicales.— 11 La prescripción de la acción para percibir los 
aportes.— 12. El encuadramiento sindical y los aportes.— 13. El cobro judi- 


cial.— 14, El cobro de aportes y contribuciones de las obras sociales. 


1. Los RECURSOS ECONÓMICOS DE LOS SINDICATOS 


El sindicato, como toda persona ideal que procura fines concretos, debe 
contar con tín patrimonio que afecta al logro de sus objetivos. 


El afiliado a un sindicato está obligado al pago de la cuota sindical, de- 

pendiendo de ella la existencia misma de la institución, lo que en definitiva, 

le permitirá gozar de los beneficios que le otorga la entidad: la celebración 

- de un convenio colectivo de trabajo o el amparo necesario al declararse una 
huelga (1). 


El art. 37 de la L.A.S. 23.551 prevé que el patrimonio de los sindicatos 
estará constituido por: 


a) Las cotizaciones ordinarias, que corresponden a las cuotas de afilia- 
ción y se aportan por lo general a partir de descuentos que se practi- 
can sobre los sueldos. 


b) Las cotizaciones extraordinarias, hechas por los socios con motivos 
excepcionales. 


c) Las contribuciones de solidaridad que se pacten enlos términos de 
la ley de convenciones colectivas, admitiéndose la percepción de las 
mismas aun de los trabajadores no afiliados y de los empleadores. 


(1) Conf.: CTrab. y Minas, Santiago del Estero, 42 Nom., 15/10/1998, “Centro de Empleados 
de Comercio de La Banda c. José Alberto Sarquiz e Hijos S.R.L.; La Ley, 2000-A, 581 (42.372-S) - 
LLNOA, 1999-342; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1341, p. 368. 
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d) Los bienes adquiridos y sus frutos. 


e) Las donaciones, legados, aportes y recursos no prohibidos por la 
L.A.S. 23.551. 


Mientras quelas cotizaciones ordinarias y extraordinarias son practica- 
das por el afiliado, las contribuciones de solidaridad son realizadas también 
por trabajadores no afiliados y empleadores (2). 


En la primer etapa de estas asociaciones, la única fuente económica con- 
que contaban para funcionar, era el aporte de las cuotas sociales de sus afi- 
liados. Esto equivale en la actualidad, y conforme al texto de la L.A.S. 23.551, 
a las cotizaciones ordinarias y extraordinarias. Estos aportes se tratan de 
obligaciones de corte asociativo, que responden al poder de imposición in- 
terna que la entidad tiene sobre sus socios, 


En el pasado eran el recurso fundamental y casi exclusivo con que con- 
taban los sindicatos. En el presente, para los sindicatos arraigados en su 
categoría profesional y con personería gremial, ya no es así. Pero para los 
sindicatos recién fundados, con o sin inscripción gremial, esas formas de 
cotizaciones ordinarias o extraordinarias, conseguidas a partir del aporte 
de los afiliados, son casi siempre su fuente principal de ingresos. La situa- 
ción varía cuando los sindicatos alcanzan el poder de concertar convenios 
colectivos de trabajo homologables. 


Las cuotas o cotizaciones ordinarias son descuentos que los empleado- 
res deben hacer por vía de imposiciones legales o convenios con los sindica- 
tos sobre los sueldos de sus empleados afiliados o pagos directos hechos por 
los trabajadores a sus organizaciones, cuando no existen disposiciones que 
obliguen a los patrones (3). 


El art. 23, inc. d) de la ley 23.551, dispone que las asociaciones sindica- 
les, a partir de su inscripción, tienen derecho a “imponer cotizaciones a sus 
afiliados”, cuyos montos (art. 20, inc. e) de la misma ley), corresponde fijar 
en forma exclusiva a las asambleas o congresos, ya sea que se trate de coti- 
zaciones ordinarias o extraordinarias. 


Por lo que se resolvió que “no existe limitación legal alguna que impida 
a las asociaciones sindicales establecer libremente las cotizaciones a cargo 
de sus afiliados y de igual modo estas entidades gozan de libertad para de- 
cidir, en el ámbito que según la ley y sus estatutos corresponda, el destino 
de tales aportes” (4). 


(2) Conf.: CTrab. y Minas, Santiago del Estero, 42 Nom., 15/10/1998, “Centro de Empleados de 
Comercio de La Banda c. José Alberto Sarquiz e Hijos S.R.L/; La Ley, 2000-A, 581 (42.372-S) - LL- 
NOA, 1999-342; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1337/1338, p. 368. 

(3) Conf.: CTrab. y Minas, Santiago del Estero, 4? Nom., 15/10/1998, “Centro de Empleados 
de Comercio de La Banda c. José Alberto Sarquiz e Hijos S.R.L., La Ley, 2000-A, 581 (42.372-S) - 
LLNOA, 1999-342; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1339, p. 368. 

(4) Conf: CNTrab., sala III, 21/8/1996, “Unión Obrera Molinera Argentina c. Ministerio de Tra- 
bajo';DT, 1997-A, 521; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1340, p. 368. 
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Las contribuciones extraordinarias son aportes especiales, con moti- 
vo de aumentos o mejoras conseguidas en convenios celebrados. En este 
caso, la causa del aporte proviene de la existencia de un convenio colecti- 
vo, por el cual los empleadores han reconocido una obligación especial y 
se han obligado ha retener de todos los trabajadores (afiliados y no afilia- 
dos), una contribución determinada, que responde a una verdadera tasa 
de servicio percibida por el sindicato, en virtud de haber logrado concertar 
el convenio. 


Estas contribuciones extraordinarias también son llamadas cláusulas 
de solidaridad, y se imponen además a trabajadores no afiliados (art. 9? de 
laley 14.250, t.o. por el dec. 108/88), justificándose sus efectos erga omnesso- 
bre toda la categoría profesional, por los logros y avances en las condiciones . 
de trabajo obtenidas por la asociación. 


Tales cláusulas, por lo tanto, han de ser muy claras en su configuración, 
debiendo interpretárselas con carácter restrictivo, y siendo razonable y jus- 
to que tengan una limitación temporal, ya que causa y finalidad están vin-. 
culadas a la celebración o renovación de una convención (5). 


Pero este criterio de interpretación restrictiva, que protege al trabajador 
no afiliado, se encuentra contradicho por doctrina judicial de la CSJN, que 
es receptada por la SC de Mendoza, de la que se desprende una presunción 
“iuris tantum” a favor del sindicato, que coloca al trabajador en situación de 
demostrar que los aportes no guardan correspondencia con las estipulacio- 
nes generales del convenio que en conjunto benefician a la categoría a la que 
pertenece el trabajador no afiliado impugnante (6). 


Las normas que fueron permitiendo y regulando la percepción de apor- 
tes patronales con una finalidad social, fueron cuestionadas como formas 
de ayuda económica prohibida para los sindicatos, siendo finalmente de- 
claradas constitucionales por la Corte (7). 


(5) Conf.: CNTrab., sala 111, sentencia 74.851, 29/10/1997, “Federación Obrera Ceramista 
de la República Argentina FOCRA c. Cerámica Pilar s/ cobro de aportes”; en Digesto Práctico La 
Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1348, p. 370. 

(6) Véase: “Si el recurrente que impugna de inconstitucionalidad el aporte establecido en 
un convenio colectivo por no ser afiliado a la asociación que lo recauda no demuestra que di- 
cha contribución se haya impuesto sin independencia de otras previsiones sinalagmáticas de 
interés común a la actividad gremial, debe entenderse que tales aportes constituyen un ele- 
mento entre los varios que integran las estipulaciones generales, sin excluir las retribuciones 
acordadas en el acuerdo, de cuyo armónico juego resulta la eficacia del convenio que determi- 
na las condiciones de trabajo (conf. CSJN, sent. del 12/4/1972 en autos 'Potenze, Pablo c. Fede- 
ración de Empleados de Comercio, DT, 1972-579)”. SC Mendoza, sala 1 civil y com., 1/4/1997, 
“Karake Nesrín, Rosa c. Provincia de Mendoza”; DT, 2000-A, 596, con nota de LIVELLARA, Car- 
los Alberto; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1350, p. 370. 

(7) Conf: “Los decretos del P. E. 7106/56 y 1275/57 reglamentarios del decreto ley 9270/56, 
al permitir los aportes patronales, que tienen una finalidad social, no desvirtúan el espíritu de 
la ley que prohíbe la ayuda económica de los empleadores a las asociaciones profesionales de 
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Las contribuciones especiales y extraordinarias suelen serlabase desde 
la cual se opera para otorgar determinados servicios sociales. Los trabaja- 
dores de la categoría convencionada se encuentran en situación de obliga- 
dos por ellas, independientemente de su condición de afiliados (8). Pero se 
entiende que los no afiliados pueden solicitar la baja del servicio, la cual 
deberá aceptarse, en la medida en la que el trabajador no goce de las presta- 
ciones respectivas (9). 


El art. 38 de la ley 23.551 no prescribe limitación alguna respecto de los 
conceptos por los que deban aportar los afiliados a la asociación sindical, 
pues se refiere a “cuotas de afiliación u otros aportes que deban tributar los 
trabajadores a las asociaciones sindicales” (10). 


Sobre estos aportes, los empleadores tienen el deber de retenerlos de 
las remuneraciones de los trabajadores, pero en realidad son terceros en la 
relación causal, que refiere a la contribución hecha por los afiliados para 
mantener a la sociedad. Y aunque los empleadores responden pasivamente 
si no cumplen con las retenciones, lo hacen por reflejo y a título de deudores 
de una obligación de hacer no cumplida (11). 


trabajadores” CSJN, en “Federación de Obreros y Empleados de la Industria del Papel, Cartón 
Químicos y Afines c. E. Flaiban S.A.; 01/01/1959, Fallos, 244:309, 

(8) Véase: “No corresponde la restitución de aportes cuya retención fue efectuada con des- 
tino a la Federación de Empleados de Comercio y con imputación al “Fondo para Fines Socia- 
les' ya que se trata de un aporte de convenio, que involucra a todos los trabajadores compren-. 
didos en su ámbito personal de validez, a diferencia del descuento de la cuota sindical, que es 
sólo exigible a los afiliados a la asociación gremial CNTrab., sala VIII, 31/5/1990, “Giacobb, 
Carlos N. c. Sipem S.R.L. y otro, DT, 1990-B, 1634; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colecti- 
vo del Trabajo 1, 1351, p. 370. 

(9) Véase: “No corresponde la devolución de las sumas descontadas por la empresa Fe- 
rrocarriles Argentinos por UF Fondo para sepelio y Plan acción social (Cód. 958 y 956) cuando 
los trabajadores no realizaron gestión alguna tendiente a que se los excluyera de ambos planes, 
habiendo gozado o teniendo derecho a gozar de los mismos. Su accionar tendiente a la devo- 
lución de dichos aportes implicaría un enriquecimiento sin causa, pues tales retenciones revis- 
ten el carácter de contraprestación por un servicio. Por su parte, le hecho de que la empresa no 
estuviera autorizada a efectuar retenciones por el Ministerio de Trabajo no varía la situación 
porque tal circunstancia impedía a la asociación sindical obligar a la empleadora a efectuar 
los descuentos, pero habiéndose realizado los mismos y no existiendo objeción por parte de 
los trabajadores, la empresa fue sujeto pasivo de una obligación que canceló por medio de las. 
retensiones” CNTrab., sala IX, sentencia 1135, 31/3/1997, “Tamagnino, Luis c. EFA Empresa Fe- 
rrocarriles Argentinos y otro s/ cobro de salarios”; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colec-- 
tivo del Trabajo 1, 1353, p. 370. 

(10) Conf.: CNTrab., sala III, 21/8/1996, “Unión Obrera Molinera Argentina c. Ministerio. 
de Trabajo”, DT, 1997-A, 521; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 1375, 
p. 374. 

(11) Véase: “Los deudores de la contribución o cuota sindical son los trabajadores y no la. 
empresa. En consecuencia, ésta carece de interés y de legitimación para poner en tela de juicio 
la existencia de una obligación de la que no es sujeto pasivo. Son los dependientes los que pue-' 
den impugnar su eficacia, a la luz de lo establecido en el art. 9? de la ley 14250” CNTrab., sala Il, 
23/01/1995, Juez González, “Unión Personal de Aeronavegación de Entes Privados c. ALITALIA 
s/ cobro de aportes', Mag. votantes: González - Rodríguez. 
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Porlo tanto debemos distinguir que toda cuota sindical es una contri- 
bución de un afiliado a su sindicato, pero se debe reservar el uso del concep- 
to contribución extraordinaria, a aportes especiales que no necesariamente 
son hechos por los afiliados. 


La causa fuente es un convenio colectivo, y la ley 14.250, que los regula 
en su art. 9”, reconoce que se pueden acordar beneficios especiales y que las 
cláusulas que establezcan contribuciones a favor de la asociación de traba- 
jadores participante en el mismo, serán válidas para afiliados y no afiliados 
comprendidos en el ámbito de la convención. 


La doctrina admite que para estos no afiliados, la razón de ser esla retri- 
bución de un servicio como consecuencia de una gestión de negocios (12). 


En el derecho anglosajón se las denomina “service fee”; en el derecho 
español se las considera como un canon por representación. 


2. LA IMPOSICIÓN DE CUOTAS A LOS AFILIADOS 


El sindicato tiene un poder limitado de imposición de cuotas a sus afi- 
liados y no afiliados integrantes de la categoría profesional en la que actúa, 
otorgado y acotado por la ley y el estatuto social (13). 


Los aportes (ordinarios o extraordinarios) que la asociación sindical 
puede imponer a sus afiliados, son los que nacen como consecuencia de la 
afiliación y encuentran justificación en el Estatuto social. 


La situación está contemplada en el art. 37 de la L.A.S. 23.551 y requiere 
decisión de una asamblea ordinaria, de acuerdo con lo previsto en el art. 20 
inc. e) del mismo cuerpo normativo. 


Las cotizaciones ordinarias y extraordinarias están destinadas a formar 
el patrimonio de la asociación, siendo las únicas que no requieren un con- 
sentimiento expreso y autónomo, porque la conformidad de la imposición 
tiene por origen el acto voluntario de integrar la entidad, como manifesta- 
ción del ejercicioindividual de la libertad sindical. 


Los aportes extraordinarios tienen surazón de ser en la existencia de un 
Convenio Colectivo de trabajo, de cuya vigencia se beneficia el trabajador 
integrante de la categoría profesional, por lo que deben ser de cumplimien- 
to obligatorio incluso para los trabajadores no afiliados. 


El derecho de la asociación sindical beneficiaria de los aportes, se forta- 
lece con el deber empresario de retener los mismos de los salarios que abo- 


(12) Véase LOPEZ, Guillermo A. E: Derecho de las asociaciones profesionales (Ley 20.615 y 
su reglamentación), La Ley, Buenos Aires, 1974, p. 118. 

(13) Véase: CNTrab., sala 111, 29/10/1993, JuezLasarte. “Lombardo, Juan c. EFA s/Cobrode 
Salarios. Mag, votantes: Lasarte - Eiras. 
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na. Sin poder practicarse retenciones que no estén justificadas en el sistema 
de imposición legal reconocido, que no fueran expresamente consentidas 
por el trabajador individualmente (14). 


Por lo ya expuesto, advertimos que la retención sólo se justifica en las 
cuotas ordinarias con referencia a los afiliados. Notificada una asociación 
gremial y un empleador de la renuncia a una afiliación, este último debe 
abstenerse de continuar descontando la cuota sindical (15). 


Y además, la cuotasindical (aporte ordinario) sólo puede ser debida por 
el afiliado, y su retención no corresponde al no afiliado, el que ni siquiera es. 
legítimo que la consienta (16). 


Aquellos convenios que contenían cláusulas que preveían el aporte or- 
dinario de los no afiliados y la obligación para la patronal de retenerlos con 
referencia al personal que revestía esa condición, fueron declarados invál 
dos al respecto (17). 


(14) Conf.: “Los únicos aportes que el sindicato puede imponer a sus integrantes son los 
que nacen de la afiliación misma (con fundamento en lo dispuesto por el art. 37 de la ley 23. 551) 
y emergen de las decisiones de las asambleas ordinarias (art. 20 de la mencionada ley). Estas: 
cotizaciones, que pueden ser ordinarias o extraordinarias, están destinadas a formar el patri- 
monio de la asociación y son las únicas que no requieren consentimiento expreso y autóno- 
mo porque la conformidad tiene origen en el propio acto voluntario de integrar la entidad. Eh 
este caso concreto, era la demandada la que debía acreditar que los actores prestaron consen- 
timiento para que le efectuaran las retenciones mencionadas. Si no lo hizo, debe reintegrar 
lo retenido indebidamente”. CNTrab., sala IV, sentencia 76.911, 11/11/1996, “Praszcszurowicz, 
Aurelio y otros c. Empresa Ferrocarriles Argentinos s/ cobro de salarios”; en Digesto Práctico La 
Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1342, p. 369. 

(15) Conf.: CNTrab., sala VIII, 28/12/1989, “Rodríguez, José c. Auxilio Once S.R.L/; La Ley, 
1990-B, 272; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 1381, p. 375. 

(16) Conf.: CNTrab., sala VI, 18/08/1988, Juez Juan Carlos Fernández Madrid, Juan Carlos 
E, Morando, “Melchiori, María Teresa del Niño Jesús y otro c. Fortaleza Caja de Crédito S.C.L. en 
Liquidación por el Banco Central de la República Argentina s/ cobro de pesos” Mag. votantes 
Juan Carlos Fernández Madrid y Juan Carlos E. Morando. 

(17) Conf.: “El art. 65 del Convenio Colectivo de los Gastronómicos en tánto dispone que 
“Todos los aportes y contribuciones... sindicales rigen para todos los trabajadores de la activi- 
dad, sean afiliados o no; ha quedado modificado en sus alcances por el art. 45 de la ley 22.105. 
Ello, en tanto ningún convenio colectivo puede superar un obstáculo legal plenamente válido 
y razonable enmarcado dentro de las libertades que nuestra Carta Magna protege". “UTGRA. c. 
Parrilla y Restaurante 'La Cantina' y otro s/ Reclamo s/ Inaplicabilidad de Ley” S STRN00 Vied- 
ma 00LA 000102 04/05/1989 OP Pearson, Jurisprudencia Río Negro 1989 (f0010097 y 10010098) 
t.L p. 19 (f0010099) t.I, p. 27. 

“El aporte establecido por el art. 30 del CCT, 308/75 y duplicado en virtud de la res. 50/92, 
sin límite de tiempo, obligatorio para todos, afiliados o no, excede el marco del art. 9” de la ley 
14.250, y además resulta violatorio de la libertad de agremiación, porque implica que contri 
buyan a los fondos gremiales con una cantidad aún superior a la cuota sindical. Más en el caso 
particular en que los actores, viajantes de una empresa dedicada a la alimentación, quienes 
se hallan comprendidos en la CCT 97/90 y no en la mencionada en primer término”. CNTral 
sala V, sentencia 55.339, 7/11/1996, “Pereyra, Raúl y otros c. J. G. Padilla y Cía. S.A. y otros s/ac- 
ción declarativa”; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1356, p. 371. * 
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El trabajador que habiendo sido afiliado a una entidad sindical, dejó de 
serlo por expulsión o renuncia, deja de estar obligado a contribuir y su em- 
pleadór debe cesar la retención. 


La renuncia a la afiliación debe ser tratada por el sindicato dentro de los 
treinta días, entendiéndose que a partir de esa fecha el trabajador en forma 
automática queda excluido de la asociación. El trabajador debe hacer las per- 
tinentes notificaciones por escrito al sindicato y a su empleador, lo que gene- 
ra las consecuentes responsabilidades por enriquecimiento sin causa para el 
primero y retenciones indebidas sobre los salarios para el segundo (18). 


3. LOS APORTES DE LAS FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES 


En el derecho argentino se ha discutido arduamente si las organizacio- 
nes sindicales de segundo y tercer grado tienen el derecho de imponer cuo- 
tas alos afiliados alas organizaciones de primer grado que las integran. 


La cuestión dividió a la doctrina y mereció distinto tratamiento en las 
sucesivas leyes sindicales. 


Así, la ley 20.615, en su art. 36, admitía el derecho de las organizaciones 
de segundo y tercer grado a percibir esos aportes. Por su parte, la norma de 
facto 22.105, en sus arts. 42 y 44 no reconoció la legitimidad de ese proce- 
der. 


La vigenté L.A.S. 23.551, en su art. 20, inc. e), prevé que será privativo de 
las asambleas o congresos, “fijar el monto de las cotizaciones ordinarias y 
extraordinarias de los afiliados”, 


De esta forma, han recuperado las federaciones y confederaciones esta 
facultad de imposición, en la medida en que la misma no contradiga los res- 
pectivos estatutos y resulte de las decisiones de los órganos antes mencio- 
nados (19). 


Tema distinto es el correspondiente a las cuotas de solidaridad, que se 
les reconoce tienen derecho las federaciones a percibir por los convenios 
suscriptos, de los trabajadores afiliados o no afiliados (20). 


(18) Véase: CAUBET, Amanda: Cuotas sindicales y cuotas de solidaridad, en Rev. Doctrina 
Laboral, Errepar, n? 178, junio del 2000, ps. 536 y ss. 

(19) Véase CORTE, Néstor T.: El modelo sindical argentino, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 
1988, p. 368. 

(20) Véase: “La contribución prevista en el art. 63 del convenio colectivo de trabajo 150/75 
en favor de la FOCRA no puede limitarse a los trabajadores afiliados, porque dicha entidad es 
una asociación profesional de segundo grado y, como tal, no posee trabajadores afiliados direc- 
tamente, por lo que el único sentido posible de la cláusula es que se trate de una contribución 
que deben efectuar todos los dependientes comprendidos dentro de su ámbito, vulgarmente 
conocida en nuestro derecho colectivo como “cuota de solidaridad, legitimada por el art. 8*, 
último párrafo, de la ley 14.250 en la redacción vigente al momento de celebrarse el convenio 
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Notas especiales contiene el tema de la representación a ejercer en e] 
ámbito del sector empresario, cuando existen federaciones y confederacio. 
nes de asociaciones de empleadores. 


En un interesante caso resuelto por el Tribunal del Trabajo N* 5 de San 
Isidro, en el que se acreditó la existencia de un acuerdo debidamente homo- 
logado entre una Federación y la Confederación, sereconoció a la primera la 
facultad de percibir los aportes de obra social y cuota sindical, haciéndosela 
salvedad de que el acuerdo sólo resultaba extensivo a la empleadora afiliada 
a una entidad empresaria que lo hubiera suscripto. 


En el caso se sostuvo que al no disponer el MTSS la integración espec 
fica de la representación patronal, la entidad signataria por los empleadores: 
se encuentra determinada por el CCT aplicable, implicando esto, a qué su-' 
jetos alcanza. En virtud de ello, todo acuerdo pactado sobre la base del CCT, 
se hace extensivo a aquellos sujetos alos que le es aplicable este dispositivo: 
legal. 


La cuestión atinente a los alcances de la representación en materia de 
negociación colectiva, se sostuvo, debe apreciarse desde dos ángulos dife- 
rentes. Por un lado se encuentra la representación de los trabajadores y por 
el otro la representación de los empleadores. 


Si el empleador no discutió la representatividad de la Confederación Pa: 
tronal que suscribió la modificación al CCT, ello implicó considerarla parte 
del referido acuerdo colectivo. 


Se resolvió que “En el caso de que la empleadora acreditare estar afilia- 
da a una entidad distinta a la Confederación, avalado ello por una Disposi- :: 
ción homologatoria del MTSS, se encuentra exenta de efectuar el aporte ala: 
referida Confederación” (21). 


4. EL ACERVO SINDICAL 


Cuando en su gestión los sindicatos logran ahorrar, tienen la posibilidad 
de invertir en bienes y servicios que puedan ser fuentes de rentas y su con- 
siguiente capitalización, engrosando de tal forma el patrimonio social de la 
asociación. Estos frutos implican una capitalización legítima. 


Estas asociaciones también tienen la posibilidad de incrementar suspa- - 
trimonios, por vía de donaciones, legados y otros aportes que no estén pro- 
hibidos en la L.A.S. 23.551. 


colectivo en 1975 y por el art. 9”, último párrafo, dec. 108/88”. CNTrab., sala X, 26/11/1999, “Fe- 
deración Obrera Ceramista c. Canteras Cerro Negro S.A. DT, 2000-A-891 - DJ, 2000-2-1070; en 
Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1349, p. 370. 

(21) Véase: TTrab,, No 5, San Isidro, 10/5/1999, “EAT.S.A. c. Terapia Integral S.A.”; en Di- 
gesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1344, p. 369. 
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La Disposición 70/01 (D.N.A.S.), determina el contenido de la informa- 
- ción que deberán brindar las asociaciones sindicales en oportunidad de la 
. presentación de los estados contables, memorias y balances ante la Direc- 
- ción Nacional de Asociaciones Sindicales, a partir de los ejercicios económi- 
“cos financieros iniciados desde el 1* de enero de 2001 (22). 


Por su parte, la Disposición 76/01 (D.N.A.S.), establece un orden para la 
presentación de las declaraciones juradas patrimoniales integrales a la que 

se encuentran obligados los órganos de conducción de las asociaciones sin- 
dicales electos, y también aquellos que, conforme las disposiciones estatu- 
_tarias, tengan facultades de disposición y/o control sobre la administración 
del patrimonio sindical o los de afectación que la asociación constituyese o 
entidades vinculadas (23). 


Los sindicatos pueden constituir diversificados patrimonios de afecta- 
ción, siempre que la constitución de ellos surja de la ley. 


La L.A.S. 23.551 les reconoce el derecho de “promover la formación de 
. sociedades cooperativas y mutuales, constituir patrimonios de afectación 
: que tendrán los mismos derechos que las cooperativas y mutuales' (art. 31, 
apartado e) (24). 


5. LOS APORTES Y LAS PRÁCTICAS DESLEALES 


Cuando los aportes provienen directamente del empleador, pueden te- 
- ner por objeto subordinar a ellos la vida económica y social del sindicato, 
: con lo que se estaría cometiendo una práctica desleal (25). La ley, preser- 
. vando el principio de autonomía sindical, prohíbe en su art. 53, como con- 
trario ala ética de las relaciones profesionales de trabajo, que los patrones o 
-sus asociaciones representativas subvencionen en forma directa o indirecta 
alas asociaciones sindicales de trabajadores. 


Sin embargo, los aportes sindicales y para obras sociales hechos por 
los empleadores, no constituyen practicas desleales si provienen de cláu- 


(22) Véase: Rev. Doctrina Laboral; Errepar, Buenos Aires, t. II, 651.000.004 y ss. 

(23) Idem nota anterior. 

(24) Véase: “En la especie, la existencia de la Proveeduría cuyo concurso solicita el sindi- 
cato, como patrimonio apartado del peticionante, resulta suficientemente acreditada”. CCiv. y 
Corn., Concepción del Uruguay, 7/10/1992, “Proveeduría del Sindicato del Personal de la Carne 
s/ concurso civil” Jurisprudencia Provincial, Albermatica.com; en Digesto Práctico La Ley, De- 
recho Colectivo del Trabajo l, 1368 p. 373. 

(25) Véase: “Dado su carácter de tercero, el empleador carece de legitimación para cues- 
tionarla decisión sindical y si lo hiciera, incurriría en práctica desleal (arts. 55, inc. b; ley 22.105; 
53, inc. b, ley 23.551). CNTrab., sala VI, 22/11/2000, “Percudani,, Ismael Omar y otros c. Empre- 
sa Ferrocarriles Argentinos y otro”; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 
1354, p. 371. 
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sulas obligacionales comprometidas en los convenios colectivos homologa- 
dos (26). 


El decreto 467/88, en su art. 4%, reglamenta el art, 9 de la L.A.S. 23.551, 
previendo que los aportes comprometidos por los empleadores en conve. 
nios colectivos, deberán ser destinados a obras de carácter social, asisten. 
cial, previsional o cultural, en interés y beneficio de los trabajadores que 
integran la categoría representada en la negociación. 


También esa norma los afecta a una necesaria administración especia), 
a llevar en forma documentada y separada de la que se lleve con respecto a 
los otros bienes y fondos sindicales. 


La afectación diferente de los fondos de esas contribuciones de obra so- 
cial, hace que las mismas no puedan ser confundidas, ni compensadas con 
las que corresponden a los otros aportes (27). 


6. LAS RETENCIONES DE APORTES 


La L.A.S. 23.551, en su art. 38, impone a los empleadores la 
de retener las cuotas de afiliación u otros aportes que deban tributar los tra- 
bajadores y transferir los fondos retenidos a favor de la entidad sindical 
personería gremial. 


Mediante este poder reconocido, se facilita la gestión sindical, garan- 
tizándole recursos suficientes; y se facilita la recaudación, centralizándo- 
la (28). 


Como agente de retención de la cuota sindical, el empleador debe 
positar en el plazo de ley, lo retenido a la orden del sindicato en una cuenta : 
especial abierta al efecto en un banco oficial. En caso de no cumplir con la 
retención y su consecuente depósito, la ley 23.551 considera al empleador 


(26) Así lo estableció la CSJN: “Los decretos del P. E. 7106/56 y 1275/57 reglamenta- 
rios del decreto ley 9270/56, al permitir los aportes patronales, que tienen una finalidad so- 
cial, no desvirtúan el espíritu de la ley que prohíbe la ayuda económica de los empleadores 
a las asociaciones profesionales de trabajadores”. CSJN, en “Federación de Obreros y Em- 
pleados de la Industria del Papel, Cartón Químicos y Afines c. E. Flaiban S.A.” 01/01/1959; 
Fallos, 244:309. 

(27) Véase: “Másallá de la legitimación que tenga o deje de tener el sindicato para recla- 
mar aportes y contribuciones de obra social, o de las facultades que pueda poseer para percibir 
y administrar esos fondos, lo cierto es que ellos tienen una afectación diferente a los específi- 
camente sindicales, por lo que entre ambos no cabe efectuar compensación alguna”. CNTrab,, 
sala II, 09/02/1989, Juez Maria Laura Rodríguez - Graciela González, “Unión Obrera de 
Construcción de La República Argentina c. Alson C.I.A.RI.S.A. s/ cobro de pesos". Mag. votan- 
tes: María Laura Rodríguez - Graciela González. 

(28) Véase RODRIGUEZ, Enrique y RECALDE, Héctor: Nuevo régimen de 
sindicales, Editorial Gizeh, Bs. As., 1989, p. 184. 
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como deudor directo, en su carácter de primer obligado, es: bleciendo la 
mora en forma automática (ipso jure) (29). 


Los pagos fuera de término no tienen efectos cancelato:; 
se resuelto esto, declarando no aplicable en ese caso, al att. 
Civil (30). 


La ley 23.540 (B.O. 29/10/1987), prescribió en su art. 20, que los emplea- 
dores deberán depositar a la orden del sindicado que corresponda, las cuo- 
tas o contribuciones, dentro de los quince días subsiguientes al mes en que 
se devengaron los haberes, imponiendo la responsabilidad «t+! empleador 
por los haberes que no fueren abonados mediante el depósitc.'*ambién pre- 
vió dicha ley, la mora automática y un recargo del 10 por cien: de la deuda 
durante el primer mes, y a partir del segundo mes, un régizien de recar- 
gos y actualizaciones monetarias. La norma fue reglamentad: por el decre- 
=> to 1654/87 (B.O. 29/10/1987) y posteriormente afectada por la ¡+gislación que 
prohibió la actualización monetaria por depreciación, term i: ando por ser 
derogada por la ley 24.642 (B.O. 30/5/1996), que volvió a reguiz: la retención 
.de esos haberes por los empleadores. 


, habiéndo- 
+ del Código 


+.  Elart. 1* de la ley 24.642, ratificó la carga legal para el en:pleador de ac- 

tuar como agente de retención. El art. 2”, ordenó respetar la fes;a de pago de 

“los aportes y contribuciones al Sistema de Seguridad Social, para concretar 

los depósitos judiciales. Las normas siguientes determinar. in mora auto- 

. mática, la imputación de pagos parciales, comenzando por ¡os intereses y 
siguiendo por el capital. 


También se determinó el procedimiento como el propic de la vía de 
apremio o de ejecución fiscal, conforme las previsiones de lo: códigos pro- 
cesales civiles y comerciales. 


Se estableció que en la Capital Federal, los sindicatos pod:ían optaren- 
tre la competencia de los Juzgados Nacionales del Trabajo y !:: de los Juzga- 
dos Civiles o Comerciales, 


En una inconstitucional disposición atributiva de comyetencias pro- 
vinciales, las acciones, en esos ámbitos, se atribuyeron, en función de una 
opción a ejercer entre la justicia federal o la civil y comerc:::: de cada ju- 
risdicción, dando un trato peyorativo a las justicias laborales ordinarias lo- 


(29) Conf.: CTrab. y Minas Santiago del Estero, 42 Nom., 15/10/1998, “Cer:tro de Empleados 
de Comercio de La Banda c. José Alberto Sarquiz e Hijos S.R.L.? La Ley, 2000-*, 581 (42.372-8), 
LLNOA, 1999-342; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabaj ¡, 1376, p. 374. 
(30) Véase: “El art. 624 del Cód. Civil no resulta de aplicación respecto «e los pagos efec- 
tuados en concepto de aportes y contribuciones de obra social y cuota sindical, ya que los de- 
pósitos bancarios de surnas imputadas a tales conceptos no pueden asimilurse al “recibo de 
capital' al que alude el precepto y por tanto no corresponde acordarse a dicivas daciones rea- 
lizadas fuera de término efectos cancelatorios” SC Buenos Aires, 20/3/1900, "4.P.M. de la R.A. 
c. Laboratorio Merck Sharp Dohme Arg;; DJBA, 138-3211; en Digesto Práctic< La Ley, Derecho 
“Colectivo del Trabajo 1, 1395, p. 377. ; 
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cales, que no tiene otra razón de ser que el propósito desactivador de esg 
fuero. 


Independientemente de las disposiciones de la L.A.S. 23.551, que reg 
lan el poder de imposición delegado en las asociaciones sindicales, existen 
disposiciones expresas en Constituciones provinciales, que refuerzan estas 
formas de apoyo de la libertad sindical (31). 


La carga del deber de retención es una garantía otorgada al sindicato y 
constituye una práctica generalizada en los ordenamientos laborales co. 
parados. El Comité de Libertad Sindical reconoce el hecho y lo valora comi 
compatible conlos principios de libertad sindical (32). 


Cuando, notificado por la entidad sindical, el empleador fuese renue, 
te a retener los aportes, el sindicato debe reclamar de la autoridad de apli 
cación que resuelva al respecto. La resolución ministerial torna exigible. 
obligación incumplida. 


Sin perjuicio de ello, suele darse el caso de cumplimiento espontáneó 
por parte del empleador, con o sin notificación de la asociación sindical. : 


El cumplimiento se torna obligatorio luego de haberse notificado al em: 
pleadorla resolución ministerial que autoriza la retención. La resolución de 
la autoridad de aplicación resulta declarativa del deber de retener y funci 
na como condición de exigibilidad del mismo (33). : 


En caso de existir conflictos de encuadramientos convencionales y se; 
más de una las asociaciones que reclaman o reivindican los poderes de i 
posición, de existir dudas en la materia, el empleador debe recurrir a lá fa- 
cultad que le confieren los arts. 756 y 757, inc. 4 del Cód. Civil (34). 

1 


Este criterio, que lleva al pago mediante consignación judicial, se con 
creta con la citación de los sindicatos en pugna y sirve al efecto de anular e 
principio de que quien paga mal, paga dos veces (35). 


(31) Conf.: “El art. 38, párr. 1? de la ley 23.551 —que obliga a los empleadores a actuar : 
como agentes de retención de importes que deban tributar los trabajadores a las asociaciones :: 
sindicales de trabajadores con personería gremial—, concordante con el art. 46 de la Constitu: 
ción de Salta, resulta derivación del derecho a una organización sindical libre y democrátic: 
que garantiza la Constitución Nacional en su art. 14 bis, en la idea de que el Estado debe esta: 
blecer un régimen favorable a su existencia, fortalecimiento y expansión, sin restricciones-qúé.. 
le impidan o dificulten alcanzar sus fines, para lo cual, la composición de su patrimonio resulta : 
indispensable”. CJ Salta, 1/10/1998, “Sindicato de Obreros y Empleados de Estaciones de Ser 
vicios c. Guardería A. M. Garrido de Fernández”; LLNOA, 1999-418; en Digesto Práctico La Ley, ' 
Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1366, p. 373. 

(32) Véase: La libertad sindical, Ginebra, 1985, caso 324. : 

(33) Conf.: CNTrab., sala VI, 22/11/2000, “Percudani, Ismael Omar y otros c. Empres E 
Ferrocarriles Argentinos y otro”; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo, 
1354, p. 371. ló 

(34) Conf. CNTrab., sala I, 30/6/1978, “Fat, Prensa c. La Ley S.A. Editora e Impresora; 
BCNTrab., 1978-29-7; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1393, p. 376.. 

(35) Con un sentido contrario a lo afirmado se resolvió: “Si la empresa demandada ha 
efectuado los aportes y contribuciones a quien consideraba que debía hacerlos, ha cumplido - 
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PEER 
El depósito de los fondos retenidos debe hacerse en la cuenta bancaria 
de la asociación que corresponda y no en otra. Si el empleador equivoca el 
' encuadramiento sindical de sus empleados y procede a beneficiar con sus 
: depósitos a otra asociación que no era la que correspondía, queda sometido 
a la regla de que el que paga mal, paga dos veces. Todo ello, sin perjuicio de 
: gu derecho a repetir el pago de la arbitrariamente beneficiada en principio, 
a mérito del enriquecimiento indebido producido. 


Bueno es advertir que esta carga legal termina por crear una obligación 
- contractual. Consiste en una de las prestaciones que el empleador debe por 
a apropiación legitimada del trabajo. Un deber insoslayable que la ley im- 
: pone y que no se puede renunciar, ni negociar. 


Se tiene resuelto que el crédito por cuotas sindicales deriva de la rela- 
ión del trabajador con el sindicato y del empleador con este último, por 
lo que se lo considera quirografario y no debe considerarselo en la lista del 
rt. 246, inc. 1 de la ley de concursos (36). 


-——Lalectura de las disposiciones de la L.A.S. 23.551, se deben hacer en re- 
«lación directa con el art. 80 de la LCT 20.744, reformada por la norma de 
facto 21.297 (t.o. dec. 390/76), creando una obligación contractual (37). 


La L.A.S. 23.551, irrazonablemente, restringe esta obligación, privile- 
iando a los sindicatos con personería gremial, como únicos titulares de 


“con su obligación legal y cualquier controversia que se suscite entre diversos gremios que se 
rean con derecho a la percepción de los mismos es ajeno a la empresa, debiendo encarrilarse 
cualquier pretensión en tal sentido por la vía del encuadramiento sindical, el cual tiende a de- 
.terminar en un caso concreto, el ámbito a que pertenece un grupo de trabajadores de un sector 
> Ode una empresa fijando cuál es la asociación profesional que inviste la representación gremial 
“y con la que el empleador debe establecer las relaciones colectivas. Si el demandado en autos 
.ha cumplido con la exigencia de la ley y no cuestiona el derecho que se tiene al cobro, sino que 
habiendo abonado los aportes a alguna asociación profesional se considera liberado de su obli- 
ación, de condenárselo a pagar a otro, abonaría dos veces una misma deuda” TTrab., Trenque 
Lauquen, 8/11/1979, “U.O.M.R.A. c. Lucca, Carlos A/; La Ley, 1980-359 - DT, 1980-1382; en Di- 
“ gesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1378, p. 374. 

(36) Conf.: CNCom., sala B, 17/12/1997, “Furlottí S.A; La Ley, 1998-F, 902, sec. Jurisp. 

Agrup., caso 13.386; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1397, p. 377. Y 
. también: “El crédito por cuotas sindicales es quirografario pues no se identifica con ninguno de 
los rubros previstos por el art. 241, inc. 2, de la ley de concursos. Ello así, aun cuando la emplea- 
dora fallida debía retener de los salarios los importes correspondiente a cuotas sindicales, pues 
éstas constituyen prestaciones que se deben por causa jurídica diferente de las que considera 
tal norma”. CNCom,, sala B, 17/12/1997, “Furlotti S.A.; La Ley, 1998-E, 902, sec. Jurisp. Agrup., 
caso 13.386; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1398, p. 377. 
(37) La CSJN así lo ha resaltado: “Corresponde dejar sin efecto la sentencia que hizo lugar 
ala demanda del trabajador por cobro de sumas retenidas y abonadas a un sindicato en con- 
cepto de cuota sindical, omitiendo tener en cuenta que el empleador tiene una obligación de 
naturaleza contractual (art. 80 de la Ley de Contrato de Trabajo) de ingresar los fondos sindi- 
cales a su cargo”. CSJN. Mags.: Cavagna Martínez, Fayt, Belluscio, Boggiano, Moliné O'Connor. 
. Abs.: Levene, Petracchi, Barra, Nazareno. F. 38. XXIIL. “Fontana, Nuncio y Otros c. Servicios Eléc- 
tricos del Gran Buenos Aires S.A/; 01/10/1991. 
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Sin embargo, en la provincia de Buenos Aires, los sindicatos sin perso- 
nería gremial cuentan con la posibilidad de imponer el deber de retención 
de cuotas para sus afiliados, a mérito del decreto provincial 1007/81. 


Por esa norma provincial, se reconoce el derecho a la percepción de 
cuotas de afiliación o sociales, por el mecanismo ya detallado, a todo tipo 
de entidad intermedia de bien público, y en especial, a los sindicatos, sin 
distinguir si son simplemente inscriptos o tienen personería gremial reco- 
nocida por el Ministerio de Trabajo. 


Porresoluciones de la autoridad de aplicación (para dar un ejemplo, la 
resolución 1682 de 1986), se ha autorizado la retención en reiteradas oportu- 
nidades a favor de sindicatos simplemente inscriptos. 


Sin embargo es notoria hasta el presente, quelas patronales reconocen : 
O no ese derecho de los sindicatos por inscribir o simplemente inscriptos, 
en función de las relaciones que mantienen con otras entidades que cuen- 
tan con personería gremial, apoyándolas a mérito de no dar validez a la vo- 
luntad expresada de sus trabajadores miembros de asociaciones, que por su. 
mera existencia le están disputando espacios de representación o simple- 
mente como forma de impedir todo tipo de actuación gremial, 


El propio Estado como patronal, en sus distintos ámbitos actúa de esa - 
lamentable forma, demostrando su vocación intervencionista en un área 
donde el principio de autonomía sindical le veda ingresar (38). 


Por resolución 77/03 del presidente de la Honorable Cámara de Dipu- 
tados de la Nación se dispuso intimar a las asociaciones sindicales simple- 
mente inscriptas, a las que les estaba reconociendo el derecho de retener 
cuotas de afiliación, a constituir un fondo de garantía por eventuales perjui- 
cios que se ocasionen al trabajador, como recaudo para la retención de los 
aportes o cuotas sindicales sobre los haberes del personal. 


La sala III de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo sostuvo: 


“La resolución impugnada consagra una indebida injerencia del Estado 
en el desenvolvimiento de las asociaciones sindicales al exigirla constitu- 
ción del fondo de garantía sólo a las simplemente inscriptas. Prohibición - 
del art. 9% de la ley 23.551 porque determina una ventaja económica signifi- l 
cativa a favor de las que gozan de personería gremial y un tratamiento des- 
igual que carece de base objetiva. El art. 21 de la ley citada establece cuáles 
son los requisitos para alcanzar la inscripción y que una vez obtenida ésta 


(38) Estosucede pese a la queja presentada ante el Comité de LibertadSindical de la O.I.T, 
contra el Gobierno argentino, del Sindicato de Trabajadores de Lockheed contra Aikraft Argen- 
tina S.A. (Caso 2050), ante la negativa de la empresa a retener la cuota sindical de los trabaja- 
dores afiliados, que provocó esta resolución de ese órgano: “el Comité pide al Gobierno que: 
tome medidas para que en lo que respecta a retención en nómina de las cuotas sindicales la:: 
legislación no discrimine a organizaciones sindicales simplemente inscriptas respecto de la 
que gozan de personería gremial” 
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la entidad goza de los derechos propios de las asociaciones co:1 personería 
gremial excepto la negociación colectiva y la representación «e los intereses 
colectivos de trabajadores, por lo que pueden ejercer todos lo: demás actos 
que no le sean prohibidos (art. 19 de la Constitución Naciona:;” (39). 


Esto sucede pese a la queja presentada ante el Comité de ¿Libertad Sin- 
dical de la O.I.T., contra el gobierno argentino, en el caso 2050, “Sindicato 
de Trabajadores de Lockhed contra Aikraft Argentina S.A.”, empresa que 
se negara a retener las cuotas sindicales de los trabajadores afiliados. Esta 
queja provocó esta Resolución de ese órgano: “el Comité pide al Gobierno 
que tome medidas para que en lo que respecta a retención de nómina de las 
cuotas sindicales la legislación no discrimine a organizaciones sindicales 
simplemente inscriptas respecto de las que gozan de personería gremial”. 


7. LA RESOLUCIÓN MINISTERIAL QUE DETERMINA. 
LA OBLIGACIÓN DE RETENER 


El sindicato con personería gremial que reclame el recor. ¿cimiento de 
ese derecho, deberá requerir del Ministerio de Trabajo, una :=solución que 
determine la obligación de proceder a las retenciones. 


La autoridad de aplicación deberá pronunciarse dentro ¿e los treinta 
días de recibida la solicitud del sindicato, y si así no lo hiciera, se tendrá por 
tácitamente dispuesta la retención. 


Cuando, encontrándose legalmente obligado a ello, el emp¿eador no re- 
tuviere los aportes respectivos, quedará obligado como deurior directo de 


¿+ los mismos con referencia a la asociación, y la mora, en cuaz:o al pago de 


esas obligaciones por imposición de la ley, se producirá automáticamente y 
de pleno derecho (40). 


El decreto 467/88, en su art. 24, reglamentario del art. 38 de l:: L..A.S. 23.551, 
establece como condición necesaria para hacer exigible la ob!:zación de re- 


(39) “Asociación del Personal Superior del Congreso de la Nación c. Honaable Cámara de 
Diputados de la Nación”. El recurso extraordinario presentado ante la Corte Suprema de Justi- 
cia de la Nación, fue rechazado con aplicación del art. 280 del Cód. Procesal (:vil y Comercial, 
el 08/04/2008. 

(40) Texto del art. 38 de la L.A.S. 23.551: “Los empleadores estarán obliga:¿os a actuar como 
agentes de retención de los importes que, en concepto de cuotas de afiliación u viros aportes deban 
tributar los trabajadores a las asociaciones sindicales de trabajadores con persoi.ría gremial” 

“Para que la obligación indicada sea exigible, deberá mediar una resol u<::n del Ministerio 
de Traba jo y Seguridad Social de la Nación disponiendo la retención. Esta resol: ..¡ón se adoptará 
a solicitud de la asociación sindical interesada. El ministerio citado deberá pru:unciarse dentro 
de los treinta días de recibida la misma. Si así no lo hiciera, se tendrá por táciw:mente dispuesta 


. laretención” 


“El incumplimiento por parte del empleador de la obligación de obrar como agente de re- 
tención, o —en su caso— de efectuar en tiempo propio el pago de lo retenido, iurnará a aquél en 
deudor directo. La mora en tal caso se producirá de pleno derecho” 
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tener los aportes a los empleadores, la comunicación, con copia autentica. 
da, de la Resolución de la autoridad de aplicación que la dispone, hecha con 
una anticipación no menor a los diez días del primer pago (41). 


8. EL DELITO DE APROPIARSE DE LOS FONDOS RETENIDOS 


La falta de cumplimiento del depósito de los aportes retenidos a sus afi- 
liados a favor de la entidad sindical, coloca al empleador en la situación de. 
haber cometido el delito previsto por el art. 173, inc. 2”, del Código Penal. 


El delito se reputa consumado en el lugar donde corresponde realizar la 
entrega o devolución no cumplida. Así se resolvió por la CSJN (42). 


9. EL EMPLEADOR ES EN PRINCIPIO 
UN TERCERO AJENO A LA RELACIÓN CONTRIBUTIVA 
DE LOS TRABAJADORES Y EL SINDICATO 


Debe tenerse en cuenta que el empleador tiene el deber de acatar la 
obligación de retención, sin que esté dentro de sus facultades intervenir € 
cuanto a la legitimidad del poder de imposición que el sindicato tiene sobr 
la categoría profesional que representa (43). 


(41) Véase: “Tomando en consideración la forma en que se han organizado los sindic 
tos en nuestro país, resulta alejado de la realidad jurídica argentina, exigir que el empleador 
sea responsable de retener la cuota sindical cuando los trabajadores de las empresas opt. 
por afiliarse o permanecen afiliados al sindicato que históricamente los representó haciendo: 
caso omiso del nuevo encuadramiento sindical realizado por el Ministerio de trabajo. CNTrab 
sala III, 31/10/1990, Juez Guibourg. “Asociación de Supervisores de la Industria Metalúrgica d 
la República Argentina c. OSRAM S.A. s/ aportes o contribuciones” Mag. votantes: Guibourg 
Vázquez Vialard - Lasarte. 

(42) Véase: “Toda vez que surge de la causa —en la que se responsabiliza al imputado por 
haber efectuado descuentos a su personal, en su carácter de agente de retención de aportes 
sindicales y de obras sociales, y omitido su depósito en tiempo oportuno en la cuenta sindical 
abierta a tal efecto en un Banco de la Capital Federal— que no existía un lugar determinado 
para efectuar los depósitos de aportes, los que podían ser realizados en cualquier sucursal del 
Banco de la Nación Argentina, con imputación a la cuenta sindical, se debe estar en consecuen-. 
cia al domicilio del deudor; pero al no surgir de la causa elementos suficientes para determinar, 
cuál de los domicilios denunciados por el imputado debe ser el considerado a los efectos del: 
cumplimiento de la obligación, debe seguir entendiendo el juez que previno, hasta tanto se de- 
termine esa circunstancia”. CSJN, en “Lorenzo, Carmelo”, 01/01/1984, Fallos, 306:737, 

(43) Véase: “El agente de retención de contribuciones sindicales carece de interés jurídi-. 
co para el planteamiento de cuestiones federales atinentes a derechos cuyos titulares serían 
terceros no afiliados a la asociación profesional que percibe los aportes”. CSJN, en “Federación 
Unica de Viajantes de la Argentina c. Morixe Hermanos S.A.C.I., 01/01/1980, Fallos, 302:139 
Y también: “El agente de retención de contribuciones sindicales carece de interés jurídico para, 
plantear cuestiones federales relativas a derechos de los que resultan titulares terceras perso-. 
nas cuya representación no inviste”. CNTrab., sala II, 22/10/1998, “Federación Obrera Ceramis- 
ta de la República Argentina FOCRA c, Cerámica ZanonS.A/; en Rev. Trasfondo, mayo de 1999; 
en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1383, p. 375. 
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También, que esa categoría profesional puedeestarintegrada por traba- 
jadores que no estén afiliados al sindicato y pesar sobre los haberes de los 
mismos cargas de retención, en función de una relación vincular, de la que 
el empleador también resulta ajeno (44). 


El empleador en resguardo de sus derechos, puede intervenir en una 
controversia referida al encuadramiento o convencional de su personal, 
pero eso no lo autoriza a discutir la pertinencia de una contribución que 
sólo deben solventar sus subordinados, en una relación vincular que le es 
ajena. 


Como agente de retención de las contribuciones sindicales, carece de 
interés jurídico para cuestionar la existencia de una obligación de la que no 
es sujeto pasivo, por lo que si no se acredita que los verdaderos interesados, 
es decir, los trabajadores, hubieran objetado tal contribución, se tiene re- 
suelto que corresponde desestimar el planteo de la empleadora (45). 


Pero no debe olvidarse, que también es deudor directo de los haberes 

que como aportes o contribuciones se encontrare obligado a practicar por 
vía convencional o legal. En estos casos pierde virtualidad la doctrina, que 
“ sin mayores distinciones, considera al empleador un tercero ajeno a la rela- 
. ción entre la empresa y el trabajador (46). 


(44) Véase: “La empleadora que cuestiona la constitucionalidad de los arts. 8? de la ley 
14.250 y 33 de la ley 14.455, con fundamento en que la obligación de retener contribuciones sin- 
dicales, respecto de los haberes del personal no afiliado a la asociación profesional demandan- 
. te, es violatoria del art. 14 de la Constitución Nacional, no invoca agravio que la afecte personal- 
mente, sino un derecho de terceros, lo que obsta a la procedencia del recurso extraordinario”. 
CSJN, en “Federación Empleados de Comercio c. S.R.L. Cía. Asociada de, Metales y Minerales 
Asometa” 01/01/1962, Fallos, 254:162. 

También: “Por falta de relación directa, no procede el recurso extraordinario, fundado en 
lá garantía de la propiedad, contra la sentencia que declara la obligación del empleador de re- 
' tener y depositar a la orden de la asociación profesional las cuotas sindicales de su personal no 
* afiliado”. CSJN, en “Sindicato Unido de Trabajadores de la Industria de Aguas Gaseosas y Afines 
c. Termas de Villa Vicencio S.A7 01/01/1968, Fallos, 271:20. 

" (45) Véase: CNTrab., sala X, 26/11/1999, “Federación Obrera Ceramista c. Cantera Cerro 
. Negro S.A;; DT, 2000-A,'891 DJ, 2000-2-1070; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo 
. del Trabajo 1, 1345, p. 369. Y también: “El empleador carece de acción para impugnar judi- 
+ cialmente, o repetir, sumas reclamadas o pagadas sobre la base del presupuesto de aportes o 
contribuciones del trabajador al sindicato, entre quienes el empleador no es más que un mero 
intermediario legal con la obligación de cumplimiento del deber de retención derivado de la 
. leyo convención, resultando que el único que puede accionar legítimamente es el trabajador 
.. que es el titular del supuesto derecho pretendido” CNTrab., sala VII, 28/11/1980, “Sindicato de 
Obreros Marítimos Unidos c. ESSO S.A., DT, 1981-195; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Co- 
* lectivo del Trabajo 1, 1377, p. 374. 

(46) Son pues, generalizaciones carentes de suficiente fundamento real, las vertidas en 
este fallo: “Los deudores de la contribución o cuota sindical son los trabajadores y no la em- 
presa, En consecuencia, ésta carece de interés y de legitimación para poner en tela de juicio la 
' existencia de una obligación de la que no es sujeto pasivo. Son los dependientes los que pue- 
den impugnar su eficacia, a la luz de lo establecido en el art. 5% de la ley 14.250” CNTrab., sala II, 
23/01/1995, Juez González. “Unión Personal de Aeronavegantes de Entes Privados c. Alitalia s/ 
. cobro de aportes', Mag. votantes: González - Rodríguez. 
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La decisi“:1 tomada por un juez condenando a un empleador al pago de 
aportes y coiribuciones sindicales, se trata de una cuestión de derecho co- 
mún, sobre ]:: cual la CSJN ha declarado que no se puede intentar la revisión 
por el recursc extraordinario por inconstitucionalidad (47). ./ 


La constii:icionalidad de las normas que imponen la obligación de re- 
tener y practicar aportes sindicales por los empleadores, ha sido cuestiona. 
da sin éxito; y es doctrina de la CSJN, que la empleadora que cuestiona ] 
constitucionziidad de las normas de las leyes de negociación colectiva y 
asociaciones profesionales, fundamentándose en que la obligación de r 
tener contribuciones sindicales respecto de los haberes del personal no 
afiliado a la «sociación profesional demandante es violatoria del art. 14 d 
la Constitución Nacional, no cuenta con legitimación activa suficiente, y; 
que el emple:dor no invoca un agravio que la afecte personalmente, sin 
un derecho «: terceros, lo que obsta a la procedencia del recurso extraord 
nario (48). 


Siendo el «mpleador un tercero en la relación entre los afiliados y el sin. 
dicato, se ha :2suelto que debe responder ante el último; que mantiene 1 
obligación di: :etener, aun cuando ha sido objeto de una notificación de re 
nuncia a la ati.iación hecha por determinados trabajadores, al no constatar 
el ulterior tré ;nite que las mismas tuvieron conforme a las disposiciones es- 
tatutarias en «i sindicato (49). 


(47) Conf.: * Es improcedente el recurso extraordinario contra la sentencia que condenó 
a la vencida al ¡yo de aportes y contribuciones sindicales y de obra social, pues los agravios 
del apelante rer::i:en al estudio de extremos de hecho, prueba y de derecho común y procesal; 
materia propia de los jueces de la causa y no revisables por la vía del remedio federal intentad 
y la decisión de «sos magistrados está fundada en razonamientos que le otorgan sustento bas: 
tante y excluyen la tacha de arbitrariedad”. CSJN, en “Sindicato de Choferes, Camiones y Afin 
Cc. Marcelo Freire'; 01/01/1983, Fallos, 305:2196. 

(48) Conf.: CSJN, en “Federación Empleados de Comercio c. S.R.L. Cía. Asociada de Mí 
tales y Minerales Asometa', 01/01/1962, Fallos, 254:162, Y con el mismo sentido: “Por falta. de 
relación directa, 111) procede el recurso extraordinario, fundado en la garantía de la propieda: 
contra la sentencia que declara la obligación del empleador de retener y depositar a la orden de 
la asociación pi::fesional las cuotas sindicales de su personal no afiliado”. CSJN, en “Sindica: 
Unido de Trabajadores de la Industria de Aguas Gaseosas y Afines c. Termas de Villavicencio: 
S.A; 01/01/196 los, 271:20. 

Y también: *3l empleador carece de legitimación para cuestionar la vigencia de aportes y. 
contribuciones i;*stituidas por una convención colectiva con fines sociales y que son soporta-; 
das por los trab<:imdores, actuando aquél como agente de retención. En consecuencia, la em- 
presa no tiene i::tsrés para poner en tela de juicio la existencia de una obligación a la que, en: 
principio, es ajer.a y que no ha sido controvertida por los dependientes, únicos sujetos pasivos 
del vínculo”. CN:ab., sala TV, sentencia 75.605, 19/7/1996, “Sindicato Obrero Pasteleros, Co. 
fiteros y Pizzeros c. Invilo S.R.L. s/ cobro de aportes”; en Digesto Práctico La Ley, Derecho C 
lectivo del Trabaio 1, 1359, p. 372. 

(49) Así se lo esolvió, fundarmentándose en el art. 32 del dec. 640/80, porla CNTrab,, salal, 
20/09/1991, Juez: Pacilio. “Sindicato de Trabajadores Valijeros, Talabarteros y Artículos de Viaje: 
c. Canesa, Mari í;. / incumplimiento de convenio”. Mag. votantes: Pacilio - Vilela. 
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10, Las EXCENCIONES FISCALES A FAVOR 
DE LAS ENTIDADES SINDICALES 


La Corte Suprema de Justicia dela Nación reconoció en reiteradas opor- 
tunidades, la facultad del Congreso de la Nación para conceder exenciones 
a entes nacionales sobre tributos provinciales y municipales, en una inter- 
pretación amplia del art. 67, inc. 16 de la Constitución Nacional, con inclu- 
sión de tasas retributivas de servicios y contribuciones de mejoras (50). 


La L.A.S. 23.551 consagra un beneficio especial en materia impositivo a 
favor de los sindicatos, en cuanto a las cargas que gravan a los actos y bienes 
destinados al ejercicio específico de las funciones reconocidas a las asocia- 
ciones con personería gremial. 


- El art. 39 las exime de todo gravamen, contribución o impuesto, de cual- 
uier clase. La norma también encarga al Poder Ejecutivo Nacional, gestio- 
nar medidas similares en las provincias (51). 


Pero en la doctrina de la CSJN, la exención sólo alcanza a los actos inhe- 
rentes a la función sindical, obligándose a una asociación a abonar la tasa 
de actuación judicial, en un pleito motivado en la defensa de sus intereses 
pecuniarios (52). 


Por lo que tanto a las prescripciones de la ley 23.551, como la de la ley 
23.661 (Sistema Nacional de Seguro de Salud), se las considera que refieren 
al concepto genérico de tasas como tributos, razón por la cual no revisten el 
carácter expreso que deben reunir las normas que contemplan exenciones 
ala obligación de pagar sellados (53). 


Sin embargo, en determinadas jurisdicciones provinciales, impera otro 
criterio. Por ejemplo en la Provincia de Río Negro, donde se ha invocado a 


(50) Conf.: CCiv. y Com., Concepción del Uruguay, 9/1996, “Municipalidad de Concep- 
ción del Uruguay c. Consejo General de Educación s/ apremio”, Jurisprudencia Provincial. Al- 
brematica.com; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1408, p. 378. 

. (51) Art. 39 de la L.A.S. 23.551: “Los actos y bienes de las asociaciones sindicales con perso- 
nería gremial destinados al ejercicio específico de las funciones propias previstas en los artículos 
5y 23, estarán exentos de toda tasa, gravamen, contribución o impuesto. La exención es automá- 
fica y por la sola obtención de dicha personería gremial” 
:- “El Poder Ejecutivo Nacional gestionará con los gobiernos provinciales, y por su intermedio 
de las municipalidades, que recepten en su régimen fiscal el principio admitido en este artículo? 
(52) Véase: “Las excepciones contempladas en el art. 13, inc. e) de la ley 23.898 y en el art. 39 
de la ley 23.551, están dirigidas a eximir a las asociaciones sindicales de trabajadores del pago 
de la tasa judicial cuando estas últimas actuaren en ejercicio de la representación gremial o en 
el cumplimiento específico de funciones propias, circunstancia que no se verifica si la demanda 
tiende a la defensa de intereses pecuniarios que aparecen desvinculados de su representación 
gremial”. CSJN, 6/6/1995, “Unión Gremial Argentina de Trabajadores Sanitarios c. Leal, Juan' La 
Ley, 1995-D, 353; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1401, p. 377. 
(53) Conf.: CNFed. Civ. y Com., sala II, 18/6/1998, “Unión Obreros y Empleados Plásticos 
c. Banco de la Nación Argentina”, La Ley, 1999-B, 832, sec. Jurisp. Agrup., caso 13.550; en Digesto 
Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo!l, 1402, p. 377. 
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los debates de la Constituyente provincial de 1988, en cuanto al tema, para | 
fundar resoluciones que refieren a la protección sindical también en esos 
casos (54). 


El encuadramiento de una entidad sindical en las previsiones de los: 
arts. 39 de la ley 23.551 y 20, inc. f) de la ley 24.475, la coloca automática. 
mente en situación de exenta a contribuir, sin que se requiera al respecto 
una resolución del ente recaudador que explícitamente así lo declare (55) 


11. LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PARA PERCIBIR LOS APORTES 


Desde la creación legal de la carga y deber de retención, se aplicó la pres 
cripción quinquenal, como forma extintiva de la acción correspondiente, 
las obligaciones que deban pagarse por año o por plazos más cortos, com 
sucede con la percepción de aportes sindicales, a mérito del art. 4027, inc, 5, 4 
del Código Civil (56). a 


Con la sanción de la ley 24.642 (art. 5%), expresamente se ratificó el cri 
terio. 


(54) Conf. “Las exenciones de la ley 22.105, a las asociaciones gremiales en general y no 
sólo a aquellas que se dedican preponderante o exclusivamente a alguna de las actividad 
mencionadas en su art. 19, inc. s), toda vez que el derecho positivo en vigor evidencia que un 
de los altos objetivos del legislador argentino es favorecer y resguardar el desarrollo de las aso: 
ciaciones gremiales, 'entidades intermedias” que surgen del agrupamiento de trabajadores par: 
la consecución de objetivos que superan la capacidad y los medios de los individuos aislado: 
tanto más cuanto que tienen a su cargo tareas de educación, asistencia y salud (es decir, las tre 
actividades que la ley de réditos contempla)”. (Del voto en disidencia de los doctores Cavagn 
Martínez y Moliné O'Connor). CSJN, 19/12/1991, “Estado Nacional (D.G.I.) c. Asociación 
pleados de Comercio de Rosario”, IMP, 1992-A, 1086; en Digesto Práctico La Ley, Derecho 
lectivo del Trabajo 1, 1405, p. 378. 

(55) Conf.: CSJN, 16/9/1999, “Unión de Trabajadores Gastronómicos c. Dirección Gral 
Impositiva”, La Ley, 2000-C,860 - DJ, 2000-1-895 - IMP, 2000-A, 658; en Digesto Práctico La Ley,:* 
Derecho Colectivo del Trabajo l, 1404, p. 378. 

(56) Conf.: “Lo dispuesto en el art. 4027 inc. 3 del Cód. Civil, en cuanto establece el plaz 
prescriptivo quinquenal para aquellas obligaciones que deban pagarse por año o por plazo 
periódicos más cortos, es aplicable a la acción dirigida a obtener el cobro de los aportes sindi 
cales”. CNTrab,, sala V, 21/02/1992, Juez Vaccari. “Sindicato de Empleados Textiles c. Humbert 
Postremoli S.A.I.C. s/ cobro de aportes”. Mag. votantes: Vaccari - Lescano. 

Y también: “La obligación del empleador de retener aportes sindicales a cargo de los tra 
bajadores y su depósito a la orden de la entidad gremial, no corresponde a un crédito prové 
niente delas relaciones individuales de trabajo, sino a una que tienen como causa mediata una, 
norma legal (art. 41, ley 20.615, hoy sustituido por el art. 45 de la ley 22.105), por lo que a su res 
pecto, el plazo de prescripción aplicable es el que surge del art. 4023 del Cód. Civil” CNTrab. 
sala 111, 21/7/1981, “Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina c. Fagas Industrial 
Comercial, Soc. en Com. por Accs., BCNTrab., 981-38-4; en Digesto Práctico La Ley, Derech 
Colectivo del Trabajo 1, 1373, p. 374. Idem: SC Buenos Aires, 15/3/1994, “Unión Tranviarios Au 
tomotor c. Micro Omnibus Este S.A. (Línea 526), LLBA, 1994-145 - DJBA, 146-2600. En igu: 
sentido: CNTrab., sala X, 26/11/1999, “Federación Obrera Ceramista c. Canteras Cerro Negr 
S.A.) DT, 2000-A, 891 - DJ, 2000-2-1070; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del qe 
bajo 1, 1391, p. 376. 
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Vemos cómo la protección corporativa de las entidades sindicales, es 

más intensa que la de los trabajadores por sus créditos convencionales, ya 

que el art. 256 de la Ley de Contrato de Trabajo 20.744, sólo alcanza a los dos 

años, un período corto, que además refiere a acciones mucho más difíciles 
de intentar cuando el contrato de trabajo está vigente (57). 


Y la CSJN tiene dicho que las cuestiones que hacen aloslitigios que alcan- 
: zan a la percepción de estos aportes y los de obras sociales, son propios del 
derecho común, y en principio, ajenos a la instancia extraordinaria (58). 


12. EL ENCUADRAMIENTO SINDICAL Y LOS APORTES 


De todo lo expuesto resulta que la obligación de aportar guarda directa 
elación con el conocer el correcto encuadramiento de los trabajadores a sus 
rganizaciones sindicales. 


Un acercamiento superficial a esta compleja cuestión, nos llevaría ad- 
miitir que es la actividad de la empresa la que determina el correcto encua- 


amiento. Pero el tema está lejos de poder ser resuelto correctamente a 
jartir de esta única regla aplicable. 


"Por ejemplo, esa regla no guarda relación alguna con el caso de los sin- 
dicatos horizontales, donde la profesionalidad es determinante de la legi- 
imidad de la asociación para la representación a ejercer. Viajantes de co- 
mercio, los hay actuando en las más diversas actividades empresarias, y no 


'orresponde que sus aportes dejen de practicarse a favor de la asociación 
que los representa. 


Los visitadores médicos tienen individualidad por intermedio de APM y 
us aportes no pueden ser destinados al sindicato de sanidad, que refiere a 
a actividad de los laboratorios para los que trabajan. 


(57) Véase: “Cuando el art. 256 de la ley de contrato de trabajo, contempla “las acciones re- 
tivas a créditos provenientes de disposiciones de convenios colectivos' alude indudablemen- 
te alas obligaciones que se imponen entre las partes de un contrato de trabajo; es decir, trabaja- 
or y empleador y no puede extenderse la norma a acciones derivadas de una relación jurídica 
sustancialmente diversa, que presenta como sujeto acreedor a una asociación sindical y en ca- 
idad de deudores alostrabajadores afiliados a la misma”. SC Buenos Aires, 15/3/1994, “Unión 
ranviarios Automotor c. Micro Omnibus Este S.A. (Línea 526); LLBA, 1994-145 - DJBA, 146- 
2600; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 1392, p. 376. 
(58) Conf.: “Las disposiciones del decreto ley 18.610/70, en cuanto imponen a los em- 
leadores privados obligaciones pecuniarias exigibles por las asociaciones profesionales de 
trabajadores, revisten carácter común y su interpretación es, como principio, materia ajena 
la instancia extraordinaria” CSJN, en “Federación Argentina de Trabajadores de Imprenta 
. Diario El Día”, 01/01/1975, Fallos, 291:88. Idem: “Federación Argentina de Trabajadores 
de Imprenta c. S.R.L. Rotaprintor” 01/01/1974, Fallos, 289:37. Idem: “Unión de Trabajadores 


Gastronómicos de la República Argentina U.T.G.R.A. c. S.A. Ariel D.A.D.A”, 01/01/1977, Fa- 
llos, 298:195. 
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Las divisiunes jerárquicas alcanzan a crear serios problemas de en- 
cuadramieni:, en cuanto a sindicatos horizontales que corresponden a la 
misma activ:i'ad, pero refieren a distintos niveles de trabajadores. En estos 
casos, las zon.s grises entre ambos son motivo de firmes disputas. Y la pro- 
pia actitud de tos empleadores, adhiriendo a cualquiera de los que disputan 
el encuadran::ento, no deja de ser un elemento a computar, entre otros, en 
cuanto a la r=:0lución posible. 


La reivindicación empresaria de afirmar como determinante, el valor 
de la regla que responde a la actividad de la empresa, no deja de encubrir el 
propósito de garantizarse el poder de decisión al respecto. 


13. EL COBRO. JUDICIAL 


El Congreso de la Nación sancionó la ley 24.642, que reglamenta el pro- 
cedimiento de cobro de los aportes previstos en el art. 38 de la ley 23.551. 


Al hacerlo, ingresó en el caso de las provincias, imponiendo normas 
procesales, si1 embargo, se considera que no invade la esfera reservada 
de éstos Estacos, ya que con ello adopta las medidas formales necesarias 
para el ejercicio de los derechos allí establecidos y, por consiguiente, una ' 
ley nacional puede contener disposiciones para el mejor desenvolvimien- 
to de aquéllas (59). 


Esta ley, e: su art. 5%, reconoce una opción a ejercer por las entidades ' 
sindicales, er: cuanto a la competencia en la que actuar (ordinaria pro- 
vincial o federal), en los juicios de apremio por cobro de cuotas sindica- 
les (60). dl 


(59) Conf: Ci Salta, 1/10/1998, “Sindicato de Obreros y Empleados de Estaciones de Ser- 
vicios c. Guardería A. M. Garrido de Fernández”, LLNOA, 1999-418; en Digesto Práctico La Ley, 
Derecho Colecti:o del Trabajo 1, 1385, p. 375. ? 

(60) Se ha considerado competente la justicia provincial elegida por los sindicatos, para 
ejecutar cuotas retenidas de personal que trabaja en esa jurisdicción, pese a que la empleadora, 
tiene su domicilio en Capital Federal: “El tribunal del trabajo con jurisdicción en la localidad 
en que se encuentra ubicado un establecimiento de la demandada —domiciliada en la Capi- 
tal Federal— es «»inpetente para entender en la demanda por cobro de aportes y retenciones,. | 
correspondientes al personal que se desempeña en dicho establecimiento impetrada por una 
asociación protesinal de trabajadores (art. 90, inc. 4, Cód. Civil)! SC Buenos Aires, 21/11/1978, 
“Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina c. Rottari S.A.) DJBA, 116-216; en Digesto 
Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1387, p. 375. 

En la provinxia de Santa Fe se tiene resuelto que “ son competentes para entender losjuz- *' 
gados de primera instancia del trabajo de la Provincia de Santa Fe en virtud de lo dispuesto por: 
los arts. 2*, inc f) de la ley 7945 y 76, inc. 6 de la ley 10.160 (t.o., dec 46/98), sin que a tal fin re- 
sulte óbice la opción prevista en el art. 5” de la ley 24.642 respecto de la justicia federal o la civil 
y comercial de cada jurisdicción” CS Santa Fe, 30/3/1999, “Sindicato Unión Confiteros y Masi-: 
teros c. Comedor San Martín S.R.L/; LLLitoral, 2000-416; en Digesto Práctico La Ley, Derecho 
Colectivo del Trabajo I, 1386, p. 375. 
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Al juicio de aportes en la Justicia Nacional, considerado una ejecución 
fiscal, se le asigna el proceso regulado en los arts. 604 y 605 del CPCCN, que 
no se rige por la ley 18.345 (modificada por la ley 24.635) (61). 


Por lo tanto no deben someterse estas acciones a la tan desacreditada 
conciliación previa creada por la ley 24.635 (62). 


En las provincias se viene admitiendo como competentes a los tribu- 
nales del trabajo, en la medida en que. se les reconoce, en estos casos, de 
posible y necesaria aplicación el proceso civil (63). 


Ya antes hemos comentado, que nos resulta inconstitucional el criterio 
adoptado en la ley 24.642, en cuanto la misma desactiva la competencia 
natural de los Tribunales de Trabajo en esta materia. Tribunales éstos, que 
aunque están dotados de un proceso oral en muchos casos, nada impide 
que apliquen a estas causas el procedimiento escrito determinado en los 
códigos de procedimientos civiles y comerciales. 


14. EL COBRO DE APORTES Y CONTRIBUCIONES 
DE LAS OBRAS SOCIALES 


Por las normas y procedimientos que rigen el cobro de los aportes y con- 
tribuciones sindicales, también se debe regir lo atinente a la percepción de 
los aportes y contribuciones de las obras sociales (64). 


(61) Conf.: CNTrab., sala X, sentencia 2172, 28/11/1997, “Unión Obreros y Empleados 
Plásticos c. Sistemas Temporarios S.A. s/ cobro de aportes”; en Digesto Práctico La Ley, Dere- 
cho Colectivo del Trabajo 1, 1390, p. 376. 

(62) Véase: “El diseño de conciliación laboral establecido por los arts. 1? y ss. de la ley 
24.635 se limita a los reclamos individuales y plurindividuales en el marco del conflicto laboral 
y alos que se les aplica la ley 18.345. Es evidente que la pretensión de unsindicato reclamando 
el pago de aportes no constituye un reclamo individual. Cabe destacar asimismo que el art. 2? 
de la ley citada debe ser interpretado en relación a lo que establece el art. 1? del mismo cuer- 
polegal” (Del dictamen del PGT al que adhiere la sala). CNTrab., sala:[, sentencia int. 45.407, 
31/10/1997, “Unión de Empleados Plásticos c. 4 Aguas S.A. s/ cobro de aportes”. En igual senti- 
do: CNTrab., sala II, 26/12/1997, “Unión de Empleados Plásticos c. Atomplast S.A. s/ cobro de 
aportes”; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1389, p. 376. 

(63) Conf.: “La atribución de competencia a los juzgados de primera instancia del trabajo 
,, para entender en los juicios de apremio por cobro de cuotas sindicales en modo alguno impor- 
ta quebrantamiento del sistema de percepción de dichas cuotas, máxime cuando se trata de tri- 
* bunales que aplican la legislación formal civil para tramitar dichas demandas (art. 123, ley 7945 

de la Provincia de Santa Fe). CS Santa Fe, 30/3/1999, “Sindicato Unión Confiteros y Masiteros c. 
Comedor San Martín S.R.L.;LLLitoral, 2000-416; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo 
del Trabajo l, 1388, p. 376. 
(64) Conf.: “Las disposiciones del decreto ley 18.610/70, en cuanto imponen a los emplea- 
- dores privados obligaciones pecuniarias exigibles por las asociaciones profesionales de traba- 
: :Jadores, revisten carácter común y su interpretación es, como principio, materia ajena a la ins- 
tancia extraordinaria” CSJN, en “Federación Argentina de Trabajadores de Imprenta c. Diario 
El Día” 01/01/1975, Fallos, 291:88. Idem: “Unión de Trabajadores Gastronómicos de la Repúbli- 
Ca Argentina U.T.G.R.A. c. S.A. Ariel D.A.D.A.; 01/01/1977, Fallos, 298:195. 
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Peroestos haberes tienen una afectación diferente a los específicamen.- 
te sindicales, por lo que entre ambos no cabe efectuar compensación algu: .- 
na (65). 


La CSJN, ha considerado a estas causas como propias del derecho co. . 
mún y extrañas a la instancia extraordinaria (66). 


(65) Véase: CNTrab., sala II, 09/02/1989, Juez María Laura Rodríguez - Graciela González, 
“Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina c. Alson C.I.A.ELS.A. s/ cobro de 
pesos”. Mag. votantes: María Laura Rodríguez - Graciela González. ] 

(66) Conf.: CTrab. y Minas, Santiago del Estero, 42 Nom., 15/10/1998, “Centro de Empleados 
de Comercio de La Banda c. José Alberto Sarquiz e Hijos S.R.L/) La Ley, 2000-A, 581 (42.372-S) - 
LLNOA, 1999-342; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1341, p. 368. 


CaríTULO 16 


LA REGULACIÓN LEGAL 
DEL GREMIALISMO EMPRESARIO 


SUMARIO: 1, Los sindicatos mixtos.— 2. Las asociaciones de empleadores: 
sus antecedentes.— 3. La ley 14.295.— 4. El decreto 2562/79. El Registro de 
Asociaciones Gremiales de Empleadores.— 5. La representación de los tra- 
bajadores en la ley 14.250.— 6. Apéndice del capítulo. 


1, LOs SINDICATOS MIXTOS 


La existencia de los llamados sindicatos mixtos, se impulsa desde secto- 
res que procuran regular el asociacionismo, procurando morigerar el con- 
flicto que se desprende de la relación apropiativa del trabajo. 


Sila razón de ser de estosintentos está en la ideología de la colaboración 
de clases, lo cierto es que ellos, cuando operaron a través del impulso dado 
por la estructuración legal del corporativismo, sólo se constituyeron en ins- 
trumentos de represión. 


Cargados de una idealización amañada de las prácticas medievales, es- 
tas debilitadas formas de asociacionismo, no dejaban de carecer de la juris- 
dicción con que las corporaciones contaban. 


Su existencia siempre se funda sobre dos premisas: 
a) Se debe poner los intereses del país por sobreel de los particulares. 
b) Desarticular e impedir la lucha de clases. 


La combinación de ambas premisas tiene un claro sentido encubierto. 
Los intereses del país, se suponen que coinciden con los factores de poder 
ejercidos por la clase dominante. El reclamo por una justicia social debe 
cesar por parte de la clase dominada. 


2. LaS ASOCIACIONES DE EMPLEADORES: SUS ANTECEDENTES 


Tan necesaria como la regulación del derecho de asociación de los tra- 
bajadores, es la correlativa regulación legal del derecho de asociación de los 
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empleadores. Hay una necesaria simetría a guardar entre esas dos institu- 
ciones representativas de las partes en el conflicto obrero. 


Para Juan Bialet Massé, el fundador del derecho social americano, con- 
tar con asociaciones gremiales patronales era una necesidad manifiesta 
para racionalizar la conducta económica. Sostenía: “El mercantilismo co- 
rruptor que nos domina, que es la resaca de la competencia furiosa que : 
mata todo sentimiento moral, y quejuntos originan tantos abusos, todos los 
abusos y el mal del aislamiento, tiene un remedio, acaso el más eficaz, en * 
la asociación patronal, que reúna a los patrones, que se odian hoy mutua- 
mente tanto como el uno se cree perjudicado por las rebajas de la compe- 
tencia que atribuye a la coexistencia del otro. En cada uno de esos patanes 
enriquecidos hay una idea útil que cambiar por la del otro; en cada uno de 
esos perros rabiosos de codicia hay un sentimiento delicado y generoso, que 
está comprimido por el medio o falto de manifestación por el aislamiento; 
es preciso reunirlos que se comuniquen lo bueno, que lo malo a fuerza de 
ocultarse muera o pierda de fuerza; que se suavicen, que nazca en ellos la 
idea del amor y de la humanidad; que se sientan algo más que máquinas de 
acumular dinero; que se sientan hombres; algo más culto y aparente que lo 
que nos da el sastre o la modista; que la vergiienza y el germen de la idea de 
la justicia que cada uno lleva en el alma harán de demás” (1). 


A mérito de ello es que en el proyecto de Ley Nacional del Trabajo ela 
borado por Joaquín V. González y presentado al Congreso de la Nación en: 
1904, a partir del Informe de Bialet Massé, se procedió a regular esta forma 
de gremialismo. 


Y este criterio fue reiterado en los proyectos de Código del Trabajo, pre- 
sentados por Hipólito Irigoyen en 1921 y por Arturo H. Illia en 1965 (2). 


En la doctrina nacional se reiteró muchas veces la conveniencia de le- 
gislar en un plano de igualdad a ambos tipos de asociación gremial (de trá 
bajadores bajo relación de dependencia y empresariado) (3). 


(1) Véase BIALET MASSE, Juan: Mrforme sobre el estado delaclase obrera, Hyspamerica, Ma-. 
drid, 1985. 

(2) El art. 457 del Proyecto de Código de Trabajo presentado por' el Poder Ejecutivo a la 
Cámara de Diputados el 8 de Junio de 1921, decía: “Se entiende por asociación profesional toda 
agrupación constituida exclusivamente para el estudio, protección y desenvolvimiento de sus 
intereses profesionales entre personas que ejercen en la industria, el comercio, la agricultura O' 
las carreras laborales con fines lucrativos, la misma profesión o profesiones similares o conexas, 
el mismo oficio u oficios que concurran a la fabricación de los mismos productos”. y 

(3) Conf.: “Hubiera sido más conveniente, sin duda alguna, considerar, dentro de la misma 
reglamentación, en un plano de igualdad, a las asociaciones obreras y las patronales, estable-. 
ciendo idéntico régimen para unas que para las otras, aun cuando se contemplaran las particu- 
laridades propias de cada una de ellas. CABANELLAS, Guillermo: Derecho sindical y corpora- 
tivo, Editorial Atalaya, Bs. As., 1946, p. 221. Sería de considerar también, en nuestra opinión, én- 
términos de “lege ferenda' si este criterio no debería ser ampliado con referencia a los colegios 
profesionales. : 
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Es notorio en el derecho comparado, cómo en la legislación de muchos 
países, se procura el propósito de dar un tratamiento igualitario a trabaja- 
dores y empleadores. 


En España, el art. 22 de la ley del 8 de abril de 1932, sostenía: “Las asocia- 
ciones profesionales que se propongan ostentar o representar los intereses 
de determinadas industrias o profesiones habrán de estar constituidas ex- 
clusivamente: las primeras, por patronos, y las segundas por obreros”. 


Igual posición mantiene la Ley Federal del Trabajo de México. 


Y este era el criterio que se seguía en el art. 3? de la ley italiana del 3 de 
abril de 1926. Esta ley rechazaba la propuesta ministerial que planteaba la 
existencia de los sindicatos mixtos. 


E En Argentina, el gremialismo empresario mantiene en su seno, en cuan- 
* toal tema de la regulación de sus asociaciones gremiales, un debate sordo. 
El sector representativo de la gran empresa, opone una cerrada oposición a 
: considerar todo tipo de regulación legál, sosteniendo que ella atentaría con- 
- trala libertad de asociación. El sindicalismo representativo de la pequeña 
. empresa nacional, por su parte, reclama regulaciones efectivas, en especial, 
en aquello que hace a la representación en las paritarias y ante los organis- 
mos del estado. Procura en el amparo de la ley, encontrarlos resguardos que 
la protejan de la voracidad de la gran empresa nacional o internacional. 


3. La LEY 14.295 


El 17 de diciembre de 1952 fue sancionada la ley 14.295, que reguló a las 
- asociaciones profesionales de empleadores. 


Esa ley establecía la necesidad de inscripción en un registro especial; y 
operando en paralelo con el decreto 23.852/45 (entonces vigente), otorgaba 
a los entes más representativos el tipo especial de personería gremial al que 
. calificaba de personería económica. 


Producida la caída del gobierno constitucional, se derogó dicha ley. 


4. EL DECRETO 2562/79. EL REGISTRO 
DE ASOCIACIONES GREMIALES DE EMPLEADORES 


La resistencia de los empleadores argentinos asometerse a la regulación 
legal de su gremialismo fue manifiesta. Pese a ello, incluso gobiernos mili- 
tares, en los que tenían activa participación en sus políticas económicas, re- 
gularon formas de control de este tipo de asociaciones, a partir de recaudos 
impuestos a la registración de las mismas. 


Así el decreto 2562/79 (B.O. del 24 de octubre de 1979), creó en el Mi- 
: nisterio de Trabajo de la Nación, el Registro de Asociaciones Gremiales de 
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Empleadores, que puso a cargo de la Dirección Nacional de Asociaciones E 
Profesionales de ese Departamento de Estado, 


Las asociaciones de empleadores tuvieron que inscribirse en ese regis- 
tro para poder ejercer la representatividad gremial en el área laboral en todo 
O parte del territorio del país. 


Al registrarse, la entidad representativa debía informar sobre la activi- 
dad o rama de actividad a que se dedicaban sus asociados, el ámbito terri- : 
torial que pretendía abarcar, las autoridades y representantes de la entidad - 
y época de renovación y la personería jurídica con que contaba. También 
la nómina de las entidades de menor grado asociadas y de los empleadores 
asociados directamente; la nómina de las entidades de mayor grado a las 
que la entidad que se presentaba al registro se encontraba adherida, y todo 
otro dato que requiera la autoridad de aplicación tendiente a verificar la im- 
portancia de cada entidad y su representatividad (4). 


5. LA REPRESENTACIÓN DE LOS EMPLEADORES EN LA LEY 14.250 


Al no existir pautas legales suficientes y propias para el régimen de re- 
presentación de los empleadores, en su sector se generan mecanismos de * 
conflictos de intereses, que asoman con particular virulencia en la hora de. 
constituir la representación empleadora en las paritarias. 


El acto de desigriación, sin pautas de asignación preestablecidas, en la ' 
persona del administrador, coloca a éste en una relación cuasi cómplice del 
poderío económico empresario propio de la gran empresa, y en especial, de , 
la empresa transnacional, a la que se termina por adjudicar el rol determi- 
nante de las políticas económicas que regirán a los respectivos sectores de - 
la producción y de los servicios nacionales. Todo ello sucede en detrimento ' 
de la pequeña y la mediana empresa nacional, que no logra representación. : 
adecuada de sus intereses en la hora de la negociación. 


Advertido de la situación, y ante la laguna normativa en la materia, a. ; 


partir de las insuficiencias del decreto 199/88, Rodolfo Capón Filas, llega 

a proponer “la exclusión automática de las empresas transnacionales o de . 
los empresarios nacionales con ellas vinculadas, no como expresión de un 

chauvinismo trasnochado sino en defensa de la soberanía nacional (conf. | 
Juan Pablo 1, Solicitudo rei sociales, Ed. Paulinas, Bs. As., 1988, N* 19)” (5). - 


(4) Véase el decreto 183/88 que fija pautas para los representantes legales empresariales. 

(5) Véase CAPON FILAS, Rodolfo: El nuevo derecho sindical argentino, Librería Editora . 
Platense, La Plata, 1989, p. 337. En el país, ha sido notorio que los empresarios, se dividen cla- 
ramente en cuanto al tema de la regulación normativa de las representaciones sindicales em- 
presarias. Los pequeños y medianos empresarios, consultados aisladamente o por medio de las 
asociaciones que los representan, reconocen la necesidad de esa regulación y mediante ella, la 
fijación de pautas para determinar racionalmente la representación que les corresponde en las 
negociaciones y los mecanismos democráticos de selección y designación de los representan- 
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La representación prevista para los empieadores en la ley 14.250, en lo 
que hace a la negociación colectiva, está así regulada: 


a) Enel convenio de empresa, la designa el empleador (art. 19). 


b) En la administración pública nacional, las empresas del Estado, 
sociedades del Estado, sociedades con mayoría estatal, entidades 
financieras estatales y mixtas, ejerce la representación patronal el 
representante legal de las mismas (art. 19) (6). 


c) En el convenio de actividad, de sectores de la producción, ramas, 
oficio o profesión, es otorgada por el Ministerio de Trabajo (que el 
decreto 199/88, reglamentando el art. 29 ley 14.250, otorgó sin lími- 
tes a la discrecionalidad gubernamental). 


Por el art. 19 de esa norma reglamentaria (modificado por el decre- 
to 470/93), el Ministro de Trabajo y Seguridad Social podrá delegar las com- 
petencias que acuerda la ley 14.250 (texto ordenado por decreto 108/88) y la 
presente reglamentación en aquellos órganos y funcionarios que de él de- * 
penden. 


Se advierte que, por esta norma que reglamenta el art. 13 de laley 14.250 
(to. por decreto 108/88), un simple director o funcionario de segundo ran- 
go de ese Ministerio, queda investido del poder de determinar quién será 
el que representará a la categoría profesional en la gestación autónoma de 
normas por medio del convenio colectivo. 


tes. Por su parte, la gran empresa y sus organizaciones representativas, reaccionan en contra de 
laregulación normativa respectiva, encontrando en la laguna legal existente, una de las formas 
depreservar sus espacios de poder adquiridos. 

(6) El decreto 183/88, determina en su art. 1%: “Que a los efectos de integrar la Comisión 
dediscusión de Convenciones Colectivas de Trabajo en el ámbito del Sector Público, estableci- 
“do por la le y 18.753, la representación por el sector empleador estará constituida de la siguiente 
manera: 

a) En Empresas o Sociedades del Estado Nacional que pertenecen al Directorio de Empresas 
Públicas, se integrará con representantes de la Empresa o Sociedad de que se trate y del Directorio 
de Empresas Públicas, en partes iguales. 

b) En Empresas o Sociedades del Estado Nacional que no integren el Directorio de Empre- 
sas Públicas y en Organismos Centralizados o Descentralizados, se integrará con representantes 
'* de la Empresa u Organismo de que se trate, del Ministerio y/oSecretaría de la cual dependa la 
referida Empresa u Organismo, y de la Comisión Técnica Asesora de Política Salarial del Sector 
Público, en partes iguales. 

No podrán iniciarse las negociaciones hasta tanto se integre la representación empleadora, 
debiendo la Empresa u Organismo notificar, en tiempo y forma, a los demás representantes de la 
parte empleadora mencionada precedentemente, la oportunidad y lugar de la negociación, den- 
tro de los plazos que la ley fije. 

Y en el art. 20 de ese decreto se establece: “Los representantes mencionados en el artículo pre- 
cedente deberán informar, en tiempo y forma, el desarrollo de las negociaciones ala Comisión Técnica 
Asesora de Política Salarial del Sector Público, órgano que tendrá las funciones de supervisión de la 
parte empleadora en las negociaciones a cuyo efecto la misma dará las instrucciones necesarias que 
en cada caso considere conveniente” 
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Las únicas pautas objetivas para la declaración de la calidad de repre. 
sentante, con la consiguiente habilitación que importa, están determinadas 
en el art. 2? del decreto 199/88, que dispone: “De oficio o a pedido de parte - 
con interés legítimo, el Ministerio podrá atribuir la representación de la parte. 
empleadora a cualquiera de los sujetos mencionados en el art. 1 de la ley 14.259 * 
debiendo atender, en este orden, a. 


a) Las características propias de la actividad empresaria de que se trate: 
y las de las empresas que la desarrollan; y 


b) La existencia de entidades que agrupen a los empresarios, su estatuto 
y representatividad medida por el número de empleadores adherido 
y el número de dependientes que éstos contraten. 


Cuando la autoridad de aplicación decidiese atribuir la representación 
del sector a uno o más empleadores no integrantes de una asociación, invi 
tará, previamente, a aquellos empleadores que luego quedarán sujetos a las 
cláusulas de la convención a asumir la representación referida, con arreglo a 
las reglas de formación de la voluntad del sector que el Ministerio de Trabajo: 
y Seguridad Social formule, atendiendo a las circunstancias del caso y a la 
previsión del art. 5 de la ley 23.546. La invitación se hará conocer mediantt 
avisos que se aplicarán durante 2 a 5 días, a criterio de la autoridad de apli:: 
cación, en por lo menos ún diario de gran circulación en el ámbito territorial: 
al que resultaría aplicable el convenio y otro en el Boletín Oficial con mención 
del sector de trabajadores y empleadores comprendido en el futuro acuerdo y 
el contenido que se espera de éste, expuesto sucintamente”. 


Además, ese poder de gestación de normas, otorgado a quienes son ele: 
gidos, por un funcionario administrativo, para representar en los interesés 
y derechos que pueden ser alcanzados por el convenio que suscriba ta) 
precario representante, son potencializados al punto de que la norma as 
convenida, puede ser ampliada por vía del recurso de extenderla a zonas no' 
comprendidas por ella. Lo que por disposición del art. 6 del citado decre: 
to, se debe hacer por resolución fundada del Ministerio de Trabajo, siempre: 
que reúnan las siguientes condiciones: : 


a) “Queenlazonaen la cual se aplicará la convención no exista asoci 
ción sindical con personería gremial, representativa de los trabaja 
dores de la actividad; 


b) Que de las evaluaciones que se realicen resulte que la convención é 
adecuada para regular las relaciones de trabajo en la zona. Al rea 
zarlas se tendrá en cuenta: 


1) Las condiciones técnicas y económicas en que se desenvuelv: 
la actividad y, en particular, si los productos son colocados e: 
mercados donde concurren artículos producidos en zonas en las 
que ya se aplica la convención. 


2) Particularidades de la zona y modalidades de la prestación di 
los servicios. 
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La extensión podrá hacerse excluyendo de la convención aquellas cláu- 
sulas que sin modificar su economía, se consideren inadecuadas para la 
zona donde deberá aplicarse” (art. 6% del decreto 199/88, reglamentario del 
artículo 10 de la ley 14.250, texto ordenado por decreto 108/88). 


Estas normas se proyectan a partir dela forma en que se constituye fi- 
nalmente las paritarias de negociación de convenios, siempre resaltando el 
poder de-la burocracia estatal. Ya que el Ministerio de Trabajo determinará 
el número de integrantes de la representación y designará a su presidente 
(art. 72 del decreto 199/88, reglamentario del artículo 14 de la ley 14.250, tex- 
to ordenado por decreto 108/88). 


6. APÉNDICE DEL CAPÍTULO 


Una propuesta regulativa de lege ferenda 


Cuando en 1984, se discutían las ideas y anteproyectos de leyes que cul- 
minaron con la sanción de la L.A.S. 23.551, se llevó a cabo en la ciudad de 
«Santa Rosa en La Pampa, un seminario organizado por el Centro Latino- 
americano de Prospectiva Social. En el mismo, la Comisión II (Asociaciones 
- profesionales de empresarios), elaboró sobre la base de un proyecto presen- 
tado por el doctor Eduardo Giorlandini, profesor de derecho del trabajo y 
asesor de la Corporación del Comercio y de la Industria de Bahía Blanca, un 
dictamen y proyecto de ley, que por considerarlo importante como antece- 
dente doctrinario y propuesta de “lege ferenda”, pasamos a transcribir. 


"Dictamen de la Comisión Il (Asociaciones Profesionales de Empresarios) 
: Seminario sobre ley sindical. Organizado por el Centro Latinoamericano 
- de Prospectiva Social, realizado en Santa Rosa (La Pampa), 1984. 


Elaborado sobre la base del proyecto del doctor Eduardo Giorlandini, 
Asesor Letrado de la Corporación del Comercio y de la Industria de Bahía 
Blanca. 


“Bases para una Ley de Asociaciones Profesionales de Empresarios 


.. 1 La función específica de la asociación profesional de empresarios 
debe estar íntimamente ligada a la finalidad cardinal del progreso y el bien- 
estar general consagrados en la Constitución de la Nación Argentina. A los 
efectos de las presentes bases se considera empresa a toda unidad produc- 
tiva de bienes o servicios cualquiera fuere su naturaleza, persiga o no fines 
de lucro. 


2. Siendo deber del Estado y de los entes representativos de los distintos 
sectores de la estructura social y económica la coordinación de sus activi- 
dades dentro del ámbito de una política de concertación, ello implica la ne- 
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cesidad de apertura del diálogo tendiente a fijar planos de igualdad, concj. 
liación de intereses contrapuestos derivados de las disímiles actividades, de 
particularidades regionales y de la situación jurídica de cada sector, como 
así también de una definición de los fines y medios de la empresa Común; 
Supone, además, el aglutinamiento de fuerzas y una unidad a que apunta- 
ría, no para congelar situaciones ni tampoco para frenar aspiraciones legíti- 
mas; todo ello como etapa previa a la sanción legislativa. 


3. La regulación legal comprenderá: el derecho de asociación, la orga- 
nización y representación, los derechos y obligaciones, el patrimonio, los 
derechos y fueros asociacionales, las prácticas desleales y los órganos ad: 
ministrativos y/o judiciales competentes con relación a ellos, como así los 
organismos de aplicación y registral. Las prácticas desleales serán regula- 
das en forma separada, según se produzcan en el campo de las relaciones 
internas de cada sector. 


4. La ley específica ha de entenderse como un factor de unificación y 
armonización de las organizaciones, hoy dispersas y sin canales instituci 
nalizados, como instrumento de efectivización de una'cabal representati- 
vidad y como contribución al logro de la unidad y conciencias nacionale 
presupuesto de liberación y defensa del país frente a los factores externo 
mas nunca como contrapeso en la balanza de las fuerzas sociales. 


5. En materia de libertad sindical debe sustentarse el principio de la v 
luntariedad de la coexistencia de asociaciones con diversidad de derech 
pero con exclusividad en cuanto a la personería gremial y económica; dela 
no dependencia de organismos extranjeros o internaciones y de órganos de 
Estado, como no sea respecto a este último la razonable fiscalización y e 
justificado contralor administrativo de acuerdo a los precedentes de der 
cho positivo argentino en materia de asociaciones. Finalmente, la libertad 
sindical debe comprender dos planos; el individual (empresario-empresa) y 
el colectivo (asociación profesional de empresarios). 


6. La estructura orgánica de las asociaciones profesionales de empre* 
sarios deberá organizarse por actividades. Dada la coexistencia de organi- 
zaciones con distintos derechos (con personería gremial y económica y si 
ella o simplemente inscriptos) dentro de cada actividad, por un lado y dad: 
la coexistencia de asociaciones de distintas actividades, por otro, la norma 
jurídica debe prescribir la posibilidad de constitución de una entidad única 
(unión o fusión) en cualquiera de sus grados. 


7. Todas las asociaciones, cualquiera sea su grado, tendrán la represe 
tación gremial y económica de acuerdo con el ámbito territorial en que eje 
zan su función y sus finalidades. La representación se instituirá a favor de 
todas las asociaciones a partir del grado máximo local. 


8. En el caso de que no exista una asociación intermedia la de grado in: 
ferior a ésta podrá tener representación ante la de grado superior. 
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9. La personería gremial y económica debe ser otorgada por el Minis- 
terio de Trabajo, previa consulta e informe al Ministerio de Economía sin 
perjuicio de la admisión de la asociación profesional de empresarios como 
“persona jurídica, como asociación simplemente inscripta, asociación civil 
" de derecho común o entidad de bien público de acuerdo al derecho provin- 
cial. 


10. Serán funciones de la asociación profesional de empresarios repre- 
- sentar, intervenir en las negociaciones colectivas, participar y colaborar con 
el Estado, integrando los respectivos organismos, intervenir activamente en 
- los planos profesionales, de educación técnica, de desarróllo de la legisla- 
ción del trabajo y de la seguridad social, en los consejos y comisiones perti- 
tientes. Podrán constituir patrimonios de afectación para obras mutuales, 
proveedurías, servicios sociales y educativos. Deben tener participación en 
el proceso de planificación y desarrollo como así, si correspondiere, en los 
: organismos internacionales. La norma jurídica ha de prescribir la obliga- 
:ción de todos los órganos de gobierno y de administración de procurar la 


“colaboración y consulta al sector privado, y de formación de grupos de tra- 
. bajo y conjunto. 


11. Se regularán asimismo en toda su extensión las prácticas desleales 
+ y contrarias a la ética de las relaciones profesionales que se realicen en per- 
juicio de los empresarios. 


PROYECTO DE LEY 
El Senado y Cámara de Diputados, etc. 
CAPITULO I - Del derecho de asociación 


Art. 19 - Las asociaciones constituidas con carácter permanente por em- 
'presarios o por asociaciones profesionales de empresarios, que tengan por 
: fin la defensa de sus intereses profesionales y encuadren en alguno de los, 
tipos de organización previstos en el artículo 3% se regirán por las disposi- 
ciones de la presente ley. 


Art. 20 - Se consideran empresarios las personas de existencia física o 
deal que desempeñan en forma habitual y permanente y sin relación de 
dependencia actividades vinculadas con la industria, el comercio, la pro- 
ducción agraria, la producción minera, los servicios y las finanzas. 


Art. 30 - Las asociaciones regidas por esta Ley deberán organizarse de 
acuerdo a alguno de los siguientes tipos: 


a) Asociaciones de primer grado: 


I - De actividad específica formada por empresarios que desarrollen una 
* misma actividad o actividades similates o conexas y que tenga por objeto 
principal la defensa de los intereses profesionales en una zona determinada. 
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II - De actividades varias: formada por empresarios que desarrollen dis. 
tintas actividades y que tenga por objeto principal la defensa de los interese 
profesionales comunes o las distintas actividades en una zona determinada. 


b) Asociaciones de segundo grado: 


I - De actividad específica: formada por dos o más asociaciones de pri 
mer grado de la misma actividad o rama de actividad que tenga por objeto 
principal la defensa de los intereses profesionales en una zona determinada. 
o en todo el territorio de la República. 


II - De actividades varias: formada por dos o más asociaciones de primer 
grado de distintas actividades o de actividades varias, que tenga por obje 
to principal la defensa de los intereses profesionales comunes en una zon: 
determinada. 


c) Asociaciones de tercer grado: formada por dos o más asociaciones di 
segundo grado de actividad específica que tenga por objeto principal la de 
fensa de los intereses profesionales en todo el territorio de la República. 


d) Asociaciones de cuarto grado: formada por dos o más asociaciones: 
de tercer grado o asociaciones de segundo grado de actividades varias o de 
actividades específicas con ámbito de actuación en todo el territorio de la 
República que tenga por objeto principal la defensa de los intereses profe- 
sionales comunes en todo el territorio de la República. 


Art. 4% - Los empresarios tienen el derecho de constituir libremente sin 
necesidad de autorización previa, asociaciones de primer grado. Tienen asi- 
mismo el derecho de asociarse a las asociaciones de primer grado corres- 


pondientes. 
r 


Las asociaciones profesionales de empresarios tienen el derecho de 
constituir asociaciones de grado superior y de asociarse a los mismos. 


El derecho de asociarse comprende el de no asociarse y el de desasociar- 
se y en todos los casos estará condicionado al cumplimiento de los respecti- 
vos requisitos legales y estatutarios. 


La resolución de una asociación por la que se deniegue una solicitud de 
asociación será recurrible por ante la Cámara Nacional de Apelaciones del 
Trabajo en la Capital Federal y las respectivas cámaras federales de apela- 
ciones en el resto del país. El recurso deberá interponerse por escrito ante 
el tribunal competente, dentro de los treinta días hábiles de notificada la 
resolución y deberá fundarse en el mismo acto. 


La resolución de una asociación por la que se disponga la expulsión de 
un empresario o asociación será susceptible del mismo recurso. 


Art. 59 - Cuando en una zona determinada existiera una asociación de 
actividad específica asociada a la asociación de grado superior de la acti- 
vidad correspondiente, otra asociación de la misma zona y actividad sólo 
tendrá derecho a asociarse a la asociación de grado superior en el caso de 


.LA REGULACIÓN LEGAL DEL GREMIALISMO EMPRESARIO 373 


revestir carácter de más representativa de acuerdo a los criterios que se es- 
tablecen en el artículo 11. En caso contrario, su asociación quedará librada 
* ala aceptación previa de la asociación de grado superior. 


El mismo principio se aplicará cuando en una zona determinada exis- 
tiera una asociación de actividades varias asociada ala asociación de activi- 
“dades varias de grado superior, y otra asociación de actividades varias de la 
misma zona pretenda asociarse a la asociación de grado superior. 


Las asociaciones de actividades varias tendrán derecho a asociarse a las 
asociaciones de actividad específica de grado superior, cuando en su zona 
de actuación no exista asociación de la actividad respectiva. En tal caso a 
los fines de su actuación en la asociación de actividad específica de grado 
superior, deberá subdividirse internamente por rama de actividad. 


Art. 6* - Todo empresario o asociación profesional de empresarios que 
dejare de pertenecer por cualquier causa a una asociación profesional, per- 
: derá las cuotas o contribuciones pagadas y todos los derechos derivados de 
su calidad de asociados. 


Art. 7% - Las asociaciones profesionales de empresarios no podrán re- 
cibir subsidios de organizaciones políticas nacionales, extranjeras interna- 
cionales. 


CAPITULO Il - Delos derechos y obligaciones 
de las asociaciones en general 


Art. 8% - Las asociaciones profesionales de empresarios, por la simple 
inscripción en el registro que se crea por el artículo 39, tendrán los siguien- 
tes derechos: 


a) Peticionar en defensa de los intereses profesionales; 


b) Promover el desarrollo de la técnica profesional mediante bibliotecas, 
conferencias, publicaciones, laboratorios, talleres de experimentación, ex- 
posiciones y otras actividades tendientes al mismo fin; 


c) Imponer cuotas a sus asociados y contribuciones de carácter extraor- 
dinario para atender los servicios administrativos y técnicos siempre que 
aquéllos sean equitativos y razonables; 


d) Fundar instituciones de previsión y asistencia social; 


e) Ejercer en el cumplimiento de sus fines todos los demás actos que no 
le hayan sido expresamente prohibidos. 


Art. 99 - Las asociaciones profesionales de empresarios deberán: 
a) Proporcionar los informes que soliciten las autoridades públicas; 


b) Comunicar a la autoridad de aplicacióntoda modificación que se pro- 
duzca en sus estatutos y en la integración de sus órganos directivos; 


c) Enviar a la autoridad de aplicación la memoria anual de sus actividades; 
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d) Llevar la contabilidad en forma que permita fiscalizar el movimiento 
económico de la asociación, el libro de actas y registro de asociados. 


CAPITULO Il - De los derechos y obligaciones de las asociaciones 
con personería gremial o económica 


Art. 10.- Para gozar de la personalidad gremial o económica, las asocia- 
ciones profesionales de empresarios deberán: 


a) Gozar de personería jurídica con una antelación de dos años como 
mínimo, a la fecha de la solicitud; 


b) Ajustar sus estatutos a las disposiciones de la presente ley; 
c) Inscribirse en el registro que se crea por el art. 39; 


d) Revestir el carácter de suficientemente representativa durante un pe- 
ríodo mínimo y continuado de una año anterior a la solicitud. 


Art. 11.- A los efectos de determinar el carácter de suficientemente re- 
presentativo a que alude el inciso d) del artículo anterior deberá tenerse en 
cuenta: 


a) El número de empresarios asociados; 
b) El número de trabajadores ocupados por esos empresarios; 
c) El volumen de la actividad económico representada; 


d) Los antecedentes de actividades gremiales ejercidos, en especial el 
haber intervenido en la discusión y firma de los convenios colectivos de tra- 
bajo durante los cinco años anteriores a la sanción de la presente ley. 

y 


Art. 12.- En el caso de existir una asociación de cualquier grado con 
personalidad gremial o económica; sólo podrá concederse la misma per- 
sonalidad a otra asociación cuando el carácter representativo de esta últi- 
ma, apreciado según lo dispuesto en el artículo anterior, superara al perte- 
neciente a la asociación que goce de personería. Acordada la personalidad 
gremial o económica a la nueva asociación, automáticamente caducará la 
personalidad correspondiente a la asociación anterior. 


Art. 13.- La personalidad gremial se otorgará a las asociaciones de acti- 
vidad específica. 


Art. 14.- Serán derechos inherentes a la personalidad gremial: 
a) Representar los intereses de la actividad; 


b) Participar en las negociaciones colectivas, celebrar y modificar con- 
venciones colectivas de trabajo, contribuir a la vigilancia del cumplimiento 
de la legislación social y promover su aplicación y perfeccionamiento; 


c) Intervenir en las controversias colectivas de trabajo, y en las indivi- 
duales de igual naturaleza cuando lo requiera el empresario interesado o 
cuando estimen conveniente ser oídos en atención a que, por la naturaleza 
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de las cuestiones debatidas la resolución pueda afectar intereses profesio- 
nales de la actividad; ' 


d) Integrar y colaborar en los organismos de carácter ejecutivo consulti- 
vo y técnico o asesor creados por el Estado, relativos al estudio y solución de 
los problemas concernientes a la actividad que representa; 


e) Proponer delegados en representación de la actividad ante los orga- 
nismos comunales provinciales nacionales e internacionales en los que se 
consideren cuestiones que interesen al sector; 


f) Percibir los aportes obligatorios y contribuciones que se establecen en 
el capítulo siguiente. 


Art. 15.- La personalidad económica se otorgará a las asociaciones de . 
actividades varias. 


Art. 16.- Serán derechos inherente a la personalidad económica: 


a) Representar los intereses profesionales en su zona de actuación en las 
cuestiones comunes a las diferentes actividades. 


b) Integrar y colaborar.en los organismos de carácter ejecutivo, consul- 
tivo, técnico o asesor creados por el Estado, relativo al estudio y solución de 
los problemas comunes a las distintas actividades en la zona de actuación; 


c) Percibir los aportes obligatorios y contribuciones que se establecen en 
el capítulo siguiente. : 


Art. 17.- Las asociaciones que gocen de personalidad gremial o econó- 
mica además de dar cumplimiento con los deberes establecidos en el ar- 
tículo 9* deberán hacer rubricar sus libros por la autoridad de aplicación. 


Art. 18.- Los nombres adoptados por las asociaciones profesionales de 
empresarios que gocen de personalidad gremial o económica no podrán ser 
utilizados por otras personas, asociaciones o entidades. Tampoco podrán 
utilizar éstas otros nombres que por su semejanza pudieran inducir a error 
o confusión. 


CAPITULO IV - Del aporte obligatorio 


Árt. 19.- Todos los empresarios estén o no asociados a una asociación 
profesional de empresarios estarán obligados a efectuar un aporte anual a 
las asociaciones de primer grado de su ámbito de actuación que gocen de 
personería gremial o económica cuyo monto determinará la autoridad de 
aplicación. 


Art. 20.- A los efectos del aporte obligatorio quese establece en el artícu- 
lo anterior, los empresarios podrán optar entre: 


a) Aportar a la asociación de actividad específica de su zona de actua- 
ción que goce de personería gremial; 
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b) Aportar a la asociación de actividades varias de su zona de actuación 
que goce de personería económica; 


c) Aportar por mitades a cada una de las asociaciones que se mencionan 
en los incisos precedentes en caso de que coexistan en su zona de actua- 
ción. 

Art. 21.- La reglamentación de la presente ley establecerá el procedi- 
miento mediante el cual la autoridad de aplicación fijará anualmente el 
monto de los aportes. Dicho procedimiento asegurará la proporcionalidad 


de los aportes de acuerdo a las pautas determinadas por los incisos b) y c) 
del artículo 11. 


Art. 22.- Las asociaciones profesionales de primer grado que perciban 
los aportes obligatorios establecidos en el artículo 19 destinarán como máxi- 
mo entre un 5 y un 10% del total que recauden anualmente por tal concepto 
a las asociaciones respectivas de segundo grado que gocen de personería 
gremial o económica. 


Estas últimas asociaciones destinarán como máximo entre un 5 y un 
10% de las contribuciones que perciban de las asociaciones de primer grado 
de acuerdo al párrafo anterior, a las asociaciones de tercer grado que gocen 
de personería gremial o económica. 


Idéntica contribución efectuarán estas últimas a las asociaciones de 
cuarto grado que gocen de personería gremial o económica. 


Art. 23.- Cuando las asociaciones que gocen de personería gremial o 
económica estuvieren asociadas simultáneamente a dos entidades de grá- 
do superior, una de ellas de actividad específica con personería gremial y 
la otra de actividades varias con personería económica deberá efectuar la 
contribución establecida en el artículo anterior por mitades a cada una de 
ellas. 


Art. 24.- Las cuotas sociales ordinarias que abonen los empresarios a 
las asociaciones de primer grado que gocen de personería gremial o eco- 
nómica, así como las que abonen las asociaciones con personería gremial 
o económica a las de grado superior, se imputarán como anticipo a cuenta 
de los aportes y contribuciones obligatorios que se establecen en el presente 
capítulo. 


CAPITULO V - De la organización 


Art. 25.- Los estatutos de las asociaciones profesionales de empresarios 
deberán contener: 


a) La denominación, domicilio, objeto y zona de actuación; 


b) Las obligaciones y derechos de sus miembros y los requisitos de su 
admisión y retiro; 
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c) La determinación y denominación de las autoridades con especifica- 
ción de sus funciones y atribuciones eindicación de las que ejerzan la repre- 
sentación social, así como la duración y forma de revocación de su mandato 
y los procedimientos de designación y reemplazo; 


d) El modo de constitución y administración del patrimonio social, su 
destino en caso de disolución y el régimen de las cuotas y contribuciones 
extraordinarias; 


e) La forma de la convocación y celebración de las asambleas ordinarias 
y extraordinarias, forma en que serán presididas y el sistema de emisión y 
recepción del voto de los asociados que asegure su secreto; 


f) La época y forma de presentación, aprobación y publicación de las me- 
morias y balances y procedimientos para su revisión y fiscalización; 


g) Las sanciones para el caso de violación a los estatutos y a las decisio- 
nes de las asambleas o de los cuerpos directivos, los que no podrán exceder 
de los límites fijados por la reglamentación; 


h) El procedimiento a seguir para la modificación de los estatutos y para 
la disolución voluntaria de la asociación, 


Art. 26.- Los estatutos sociales deberán establecer las reglas según las 
cuales los asociados serán representados en los organismos ejecutivos y de- 
liberativos de la entidad, las formas y condiciones de su intervención y de- 
más derechos frente a aquellos. 


Elrégimen de representación asignará además del voto básico para cada 
asociado votos adicionales en relación a las pautas establecidas en los inci- 
sos a), b) y c) del artículo 11. 


Art. 27.- La dirección y administración de las asociaciones será ejercida 
por un organismo directivo constituido por un número mínimo de cinco 
miembros, elegidos mediante el voto directo y secreto de los asociados. 


El mandato de los miembros que ocupen cargos directivos no podrá ex- 
ceder de dos años, pudiendo ser reelectos. 


Tales cargos serán ejercidos por personas que hayan desempeñado la 
actividad de que se trata por un término no menor de dos años y que cum- 
plan los demás requisitos establecidos por los estatutos. La mayoría de los 
cargos directivos será desempeñada por argentinos. 


Art. 28.- Las asambleas ordinarias deberán realizarse dentro de los pe- 
ríodos que determinan los estatutos, los que en ningún caso podrán fijar 
plazos mayores de un año. 


Las asambleas extraordinarias tendrán lugar cuando las convoque el 
órgano directivo por propia decisión o a solicitud del número mínimo de 
miembros que fijen los estatutos que no podrán exceder del diez por ciento 
de los asociados. 
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Las asambleas serán presididas por el presidente de la asociación O por 
el miembro que los estatutos designen. 


Art. 29.- Será privativo de las asambleas: 
a) Sancionar y modificar los estatutos; 
b) Aprobar la memoria y balance; 


c) Decidir la unión o fusión con asociaciones del mismo grado y la aso- 
ciación o asociaciones de grado:superior; 


d) Fijar el monto de las cuotas sociales y contribuciones extraordina- 
rias; 


e) Aplicar a solicitud del órgano directivo la sanción de expulsión y co- 
nocer en grado de apelación las demás sanciones disciplinarias que aplique 
el órgano competente; 


f) Ejercer todas las demás funciones que les confieran los estatutos. 


Art. 30.- El patrimonio de las asociaciones profesionales de empresarios 
seintegrará con: 


a) Elimporte de las cuotas sociales y contribuciones extraordinarias; 
b) Los bienes adquiridos y sus frutos; 
c) Las donaciones, legados y aportes no prohibidos; 


d) Los aportes y contribuciones obligatorios establecidos por la presente 
ley, en el caso de las asociaciones que gocen de personería gremial o econó- 
mica; y 


e) Los demás recursos que obtengan mediante el ejercicio regular de su 
capacidad jurídica. 


Art. 31.- Las asociaciones profesionales de primero, segundo, tercero y 
cuarto grado podrán establecer dentro de los preceptos fijados en el Capítu- 
lo IV por intermedio de sus órganos estatutarios competentes, un régimen 
financiero común para facilitar la recaudación, sostener servicios comunes, 
promover actividades profesionales y desarrollar todo otro fin social. 


Art. 32.- A los efectos de la percepción de los aportes y contribuciones 
obligatorios que se establecen en el capítulo IV, las asociaciones profesio- 
nales con personalidad gremial o económica podrán requerir alos organis- 
mos públicos la colaboración e información necesaria podrán asimismo re- 
querirlas directamente a los empresarios y asociaciones obligados al pago, 
quienes deberán suministrarlas dentro del plazo de quince días hábiles. 


Art. 33.- Los actos y bienes de las asociaciones profesionales con perso- 
nalidad gremial o económica estarán exentos en el orden nacional de toda 
carga, gravamen, impuesto o tasa y contribución de cualquier naturaleza 
creada 0 a crearse. 


LA REGULACIÓN LEGAL DEL GREMIALISMO EMPRESARIO 379 


Dicho beneficio alcanza a todos los bienes muebles e inmuebles aun 
cuando estos devenguen renta si las mismas ingresan al fondo social y no 
tiene otro destino que el de ser invertidas de acuerdo a los fines determina- 
dos por los respectivos estatutos. 


El gobierno nacional es el que requerirá de los gobiernos provinciales y 
por intermedio de ellos de los gobiernos municipales, las exenciones a las 
cargas de cualquier naturaleza que se apliquen en aquellas jurisdicciones. 


CAPITULO VI - De la autoridad de aplicación 


Art. 34.- El Ministerio de Trabajo será la autoridad de aplicación de la 
presente ley y estará facultado para: 


a) Otorgar la personería gremial y la personería económica; 
b) Suspender o retirar la personería gremial y la personería económica; 


c) Resolver las cuestiones de representatividad o encuadramiento; y las 
que se susciten por superposición de zonas de actuación; 


d) Fijar anualmente de acuerdo al procedimiento que determine la re- 
glamentación, el monto de los aportes obligatorios que se establecen en el 
art. 19. 


Art. 35.- Para la obtención de la personalidad gremial o económica, la 
asociación profesional deberá solicitarla ante la autoridad de aplicación, 
cumpliendo los requisitos que se determinan en la reglamentación. 


Cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 10, la autoridad de 
aplicación dictará resolución acordando o denegando la personería solicita- 
da dentro de un plazo de sesenta días. 


Art. 36.- La autoridad de aplicación sólo podrá suspender o retirar la 
personería otorgada por alguna de las siguientes causas: 


a) Violación de la ley o del estatuto; 


b) Incumplimiento de disposiciones de la autoridad competente dicta- 
das en ejercicio de facultades legales; 


c) Desaparición de las condiciones exigidas para el otorgamiento de la 
personería. 


Art. 37.- Las resoluciones de la autoridad de aplicación que decidan al- 
guna de las cuestiones enumeradas en el artículo 34 deberán dictarse pre- 
via vista a las partes interesadas, bajo pena de nulidad. 


Dichas resoluciones serán apelables ante la Cámara Nacional de Ape- 
laciones del Trabajo de la Capital Federal. El recurso deberá interponerse 
dentro de los treinta días hábiles de notificada la resolución; será fundada 
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en sede administrativa simultáneamente con la interposición del recurso y 
se elevará dentro de las cuarenta y ocho horas al tribunal. 


Art. 38.- En ningún caso el Estado podrá intervenir en la dirección o 
administración de una asociación profesional de empresarios, tenga O no 
personería gremial o económica. 


CAPITULO VII - Del Registro Nacional de Asociaciones 
Profesionales de Empresarios 


Art. 39.- Créase el Registro Nacional de Asociaciones Profesionales de 
Empresarios, el que será llevado por la autoridad de aplicación. Constará de 
tres secciones en las que se inscribirán respectivamente las asociaciones en 
general, las asociaciones a las que se otorgue personería gremial y las aso- 
ciaciones a las que se otorgue personería económica. 


Art. 40.- La reglamentación establecerá los requisitos necesarios que 
deberá contener la solicitud de inscripción y el procedimiento aplicable. 
CAPITULO VIII - Disposiciones transitorias 


Art. 41.- Hasta tanto se otorgue la personería gremial, las asociacio- 
nes profesionales de empresarios seguirán ejerciendo a los efectos de la ley 
14.250, la representación que se les hubiera acordado. 


Art. 42.- Las asociaciones profesionales de empresarios que pretendan 
el otorgamiento de personería gremial o económica deberán renovar sus 
autoridades y ajustar sus estatutos a las disposiciones de la presente ley, 
dentro de los ciento ochenta días de su entrada en vigencia. — * 


Art. 43.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 


GE 


CaAríTULO.17 


REPRESENTACIÓN 


SUMARIO: 1. Representación de los trabajadores por parte de las asocia- 
ciones sindicales.— 2. Los límites del poder de representar.— 3. La represen- 
tación de las asociaciones sin personería gremial por las federaciones.— 4. 
La representación en la empresa sindicalizada.— 5. La representación ejer- 
cida por los delegados.— 6. Los requisitos para ser representante gremial.— 
7. Duración de los mandatos. Revocabilidad de los mismos.— 8. El cierre de 
establecimiento o suspensión de actividades.— 9. Facultades que otorga la 
condición de representante.— 10. Cantidad de representantes sindicales por 
establecimiento.— 11. La representación sindical del trabajador desocupa- 
do, de los cuentapropistas y autónomos.— 12. La representación de los jubi- 
lados.— 13. La representacion de las mujeres.— 14. La representación de los 
trabajadores de las fuerzas armadas y de seguridad. 


1. REPRESENTACIÓN DE LOS TRABAJADORES 
POR PARTE DE LAS ASOCIACIONES SINDICALES 


El sindicato se afirma en una red de mandatos. Esta red se asienta en la 
representación de las bases que ejercen los delegados de personal. Ellos se 
organizan a partir de los sindicatos de primer grado. 


Al sindicato se le reconoce un amplio poder de representación de los 
trabajadores en el ejercicio de los derechos colectivos de la categoría profe- 
sional en la que actúa; y un limitado poder de representación, en cuanto al 
ejercicio de derechos individuales de sus afiliados. Tiene notas específicas 
que hacen a su fin de representar a los trabajadores y estar constituida úni- 
camente por éstos; debiéndose distinguir de otras personas jurídicas que 
asocian trabajadores conjuntamente con empleadores y el Estado (1). 


Para poder actuar representando intereses individuales, se estableció 
por vía reglamentaria, que se deberá acreditar el consentimiento por escri- 


(1) Véase: “No corresponde eximir de la obligación prevista por el art.286 del Código Pro- 
cesal Civil y Comercial a una entidad sin fines de lucro creada por un convenio colectivo —cuya 
administración se halla a cargo de un sindicato—, con fundamento en el art. 39 de la ley 23.551, 
habida cuenta de que nosetrata de una asociación gremial de las contempladas en tal disposi- 
ción, sino una entidad de derecho privado con personalidad jurídica, integrada por represen- 
tantes de los sectores empresario, sindical y del Ministerio de Trabajo". CSJN, Mag: Belluscio, 
Petracchi, Levene, Moliné O'Connor, Boggiano. Abs.: Nazareno, Fayt. M. 341. XXVI. “Markich, 
José Raúl c. Ente de Garantización de Jornales” 22/02/1994. 
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to, por parte de los interesados (art. 22 del decreto 467/88, reglamentando e] i 
art. 31 de la L.A.S. 23.551) (2). 


Aunque la L.A.S. 23.551, en la prescripción reglamentada, sostiene que * 
son facultades exclusivas de las asociaciones con personería gremial: “De- : 
fender y representar ante el Estado y los empleadores los intereses individuales 
y colectivos de los trabajadores”, debe entenderse que este poder de repre. 
sentación también alcanza a las asociaciones sindicales que no tienen per- 
sonería gremial, puesto que hace naturalmente al derecho de asociarse e 
integra las facultades propias de toda persona ideal que se constituye para . 
actuar por sus asociados. 


Por contrapartida a las exigencias que se le imponen a los sindicatos 
para actuar en representación de los derechos individuales de los trabaja- : 
dores (la forma escrita y expresa de representación para el acto), en materia * 
de derechos colectivos, el trabajador otorga mandato suficiente a favor de su : 
asociación a partir de su afiliación. 


Esta red de mandatos se estructura verticalmente por medio de asociá= 
ciones que, a mérito del principio de unidad sindical, potencializan su ac- 
cionar por vía de lazos federativos y confederativos. 


Tal es así, que las federaciones con personería gremial, ajustándose alas: 
normas estatutarias, podrán ejercer los derechos que la L.A.S. acuerda alas 
asociaciones de primer grado con personería gremial. 


Además, las asociaciones de segundo y tercer grado podrán representar 
alas entidades de grado inferior a ellas adheridas, en las tramitaciones de ín- 
dole administrativa. A tal efecto podrán deducir y proseguir los recursos que 
fuesen conveniente interponer y adoptar las medidas que hubiere menester 
para la mejor defensa de los derechos de las mismas (art. 34 de la L'.A.S.). 


La ley obliga a la institución a representar a la categoría. Y lo hace me- 
diante la imposición de prohibir que se impida la afiliación de los candida- 
tos de la categoría. 


El trabajador tiene la libertad y el poder de afiliarse al sindicato quelo repre- 
senta, desafiliarse o no afiliarse al mismo (art. 4”, inc. b) de la L.A.S. 23.551). 


El decreto 467/88, reglamentando esa disposición, regula el libre poder 
de afiliación de los trabajadores, determinando los expresos motivos porlos 
que sólo se podrá rechazar una afiliación: 


(2) Conf.: Jurisprudencia de la Provincia de Santa Fe: “La representación de los intere- 
ses individuales de los trabajadores requiere —si la asociación sindical tuviera personería gre- 
mial— la acreditación del consentimiento por escrito de los interesados. Por ende, al no haberse 
verificado siquiera el otorgamiento del consentimiento por escrito de los agentes públicos, la en- 
tidad sindical, no habría podido tener representación, por lo que el recurso administrativo pre- 
sentado por los Secretarios de la entidad no puede ser tenido como interpuesto en nombre y de 
cuenta de aquello”. CSJ n* 500 - año 1989, 3/04/1996. “Bianco, Virgilio Luján y otros c. Municipa- 
lidad de Venado Tuerto Recurso Contencie Plena Jurisdicción”. Mag. votantes: Iribarren - Alva- 
rez - Falistocco - Ulla - Vigo. 
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a) Incumplimiento de los requisitos de forma exigidos por los estatu- 
tos; 


b) No desempeñarse en la actividad, profesión, oficio, categoría o em- 
presa que representa el Sindicato; 


c) Haber sido objeto de expulsión por' un sindicato sin que haya trans- 
currido un año desde la fecha de tal medida; 


d) Hallarse procesado o haber sido condenado judicialmente por la co- 
misión de un delito en perjuicio de una asociación sindical de tra- 
bajadores si no hubiese transcurrido un lapso igual al plazo de pres- 
cripción de la pena contado desde que la sanción hubiera terminado 
de cumplirse. 


Esa norma reglamentaria también prevé un plazo de treinta días para 
que la solicitud de afiliación deba ser resuelta por el órgano directivo de la 
asociación sindical. Si en ese plazo no hubiere decisión al respecto, se con- 
siderará la afiliación aceptada. 


Esta aceptación podrá ser revisada cuando, después de dispuesta expre- 
samente u operada por el transcurso del tiempo, llegare a conocimiento de 
las autoridades de la asociación alguno de los hechos contemplados en los 
incisos b), c) o d). 


Cuando la directiva sindical resolviera el rechazo de la solicitud de afi- 
liación, deberá elevar todos los antecedentes, con los fundamentos de su 
decisión, a la primera asamblea o congreso. Si el rechazo fuere confirmado, 
el trabajador podrá accionar ante la justicia laboral para que se revise la me- 
dida'que lo excluye. 


La norma, en materia de desafiliaciones, estipula que las renuncias de- 
berán ser presentadas por escrito. En este caso, la directiva podrá dentro de 
los treinta días de la fecha de recibida la renuncia, rechazarla, si existiera un 
motivo legítimo para expulsar al afiliado renunciante. Si en ese término, la 
renuncia no determina resolución de admisión o rechazo, se considerará 
automáticamente aceptada; y el trabajador podrá comunicar esta circuns- 
tancia al empleador, a fin de que no se le practiquen retenciones de sus ha- 
beres en beneficio de la asociación sindical. 


Las asociaciones sindicales cuentan con el poder de representar a la ca- 
tegoría profesional respectiva y a los trabajadores incluidos en ella, dentro 
de las facultades legales preestablecidas y los convenios colectivos y acuer- 
dos individuales de representación que se formulen. 


Este poder de representación fue variando en su intensidad a partir de 
las regulaciones legales que se fueron sucediendo (3). 


(3) Véase: “La ley 22.105 eliminó la facultad que le confería el art. 30 de la ley 20.615 al 
sindicato con personería gremial, de manera promiscua, para la defensa y representación de 
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La representación ejercida porlas asociaciones refiere, en especial, a] 
facultad vinculante que, con respecto a los trabajadores, se ejerce al cele 
brar los convenios colectivos (4). 


2. LOS LÍMITES DEL PODER DE REPRESENTAR 


Advertimos más arriba, que el poder de representación de los sindic: 
tos, no alcanza para disponer, en su perjuicio, de los derechos individuale 
adquiridos por los trabajadores (5). 


Entendemos que el poder de representación que podría invocar un 
asociación para la adquisición de derechos individuales de sus trabajadc 
res, sí podría ser ratificado a posteriori por el representado en acto expreso 
los actos cumplidos tendrían plena validez. 


Pero, por contrapartida, ni aun el poder expreso dado por el afiliado 
la institución, podría ser válido para renunciar a derechos individuales at 
quiridos de los afiliados. Ya que estos derechos son irrenunciables por n: 
turaleza. 


Los derechos de los afiliados a un sindicato pueden tener un origen ir 
dividual, colectivo o legal; pero una vezincorporados a su patrimonio, inte 
gran las prestaciones propias de sus contratos de trabajo. Hacen al patrimc 
nio de los trabajadores como créditos. Equilibran la relación apropiativa d 
trabajo. En el “do ut des” del sinalagma laboral, la pérdida de esos derecho 
afecta la contraprestación que reciben los obreros. Y, en ese sentido, los de: 
equilibrios en el sinalagma, equivalen a la renuncia, pérdida o supresión d 
créditos patrimoniales. La mayoría de los cuales revisten el carácter de al 
mentarios, y sobre los cuales no caben presunciones legales de represent: 


los empleadores, de los interesesindividuales de trabajadores, y limitó los alcances de su op 
ratividad a la defensa de los intereses colectivos. En consecuencia, teniendo en cuenta lo q1 
expresa el art. 36inc. a de la primera norma citada, debe concluirse que las situaciones cump! 
das por la entidad sindical ante la autoridad administrativa reclamando diferencias salarial 
no han configurado un medio idóneo para que pueda reputarse interrumpida la prescripción 
CNTrab,, sala VII, 17/07/1992, Juez Boutigue, “Rigotti, Benito c. SEGBA s/ cobro de pesos”. 

(4) Véase: “El acuerdo celebrado válidamente entre la representación de la patronal y 
sindicato con personería gremial de la actividad, por el cual la empresa $e comprometía a r 
despedir masivamente a cambio de imponer suspensiones por razones económicas, resul 
vinculante para los trabajadores comprendidos en dicho acuerdo salvo que en forma expresa 
personal hubieran hecho reserva de sus derechos, negándole a la representación sindical y d 
personal la posibilidad vinculante mencionada”. CNTrab., sala VI, 17/10/1991, Juez Fernánd: 
Madrid - Morando, “Colombo, Alfredo c. Rigolleau S.A. s/ cobro de pesos”. 

(5) “Véase: “Al tratarse de un conflicto de derecho en el cual se pone en tela de juicio 
cumplimiento de una norma preexistente, como ser un primer acuerdo colectivo suscripto e: 
tre la empresa y los representantes del Sindicato, es inequívoco que la entidad sindical care: 
de la representación colectiva abstracta a la que alude el art. 31 de la ley 23.551 y le es exigib 
acreditar el consentimiento expreso del trabajador individual, en los términos del art. 22 d 
dec. 467/88”, CNTrab., sala VIII, 30/03/1994, Juez Pigretti, “Torres, Carlos c. Cía. Argentina í 
Transportes Marítimos S.A. s/ despido”. Mag. votantes: Pigretti - Billoch - Arcal. 
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ción o delegaciones consénsuales, sospechadas por el estado de necesidad 
delos trabajadores y la situación de dependencia (6). 


Debe entenderse que la representación a ejercer por la asociación sindi- 
cal, es válida cuando en la gestión el mandante se beneficia e inválida cuan- 
do se perjudica. Sirve para adquirir derechos y no para disponer de ellos. 


La representación colectiva a ejercer está limitada por el principio de 
progresividad. En el siglo XIX aparece el convenio colectivo como nueva fi- 
gura jurídica, extendiendo las ideas del mandato, a partir del reconocimien- 
to de derechos subjetivos de las categorías públicas; como formas jurídicas 
de conquista de derechos, alcanzados a partir de-conflictos, en especial, las 
huelgas. 


El convenio es instrumento de conquista de derechos. Siempre con la 
nota convalidante de servir para conquistar la legitimación de poderes para 
- los trabajadores. 


De ello se derivó sistémica y funcionalmente, la función del sindicato y 
del convenio. Así lo entendió el derecho del trabajo argentino en su versión 
ortodoxa, a través de su doctrina más tradicional recogida en numerosos 
fallos. 


Cuando una categoría profesional cuenta con más de un sindicato con 
personería gremial para representarla, el accionar de cualquiera de ellos 
puede revestir la representación del conjunto (7). 


En la L.A.S. 23.551, ese poder de representar a los trabajadores de una 
categoría profesional, que se desprende de la especialidad asociacional, en- 
cuentra reconocimiento en diversas disposiciones, pero en especial en el 
art. 5, inc. d), en el que se les reconoce estos derechos: “Formular su progra- 
ma de acción y realizar todas las actividades lícitas en defensa del interés de 
los trabajadores. En especial ejercer el derecho a negociar colectivamente, el 
de participar, el de huelga y el de adoptar demás medidas legítimas de acción 
sindical”. 


(6) Conf.: “En el Derecho Colectivo Argentino no existe norma alguna que conceda ala en- 

tidad sindical con personería gremial la disponibilidad de derechos en el marco de un conflicto 

“jurídico puro y es exigible el mandato cuando invocan, aunque sea tácitamente, abdicaciones 

a derechos individuales en el acuerdo conciliatorio”. CNTrab., sala VIII, 30/03/1994, Juez Pigre- 

tti. “Torres, Carlos c. Cía. Argentina de Transportes Marítimos S.A. s/ despido”. Mag. votantes: 
Pigretti - Billoch - Arcal. 

(7) Véase: “Tanto ATE como UPCN deben estar representados en el Sistema Nacional de la 
Profesión Administrativa (SINAPA) porque la actividad de éste ha de incidir sobre el universo 
de trabajadores de la esfera estatal y la negativa a la participación de uno de ellos no vulnera 
sólo los derechos del gremio marginado sino los de todos sus miembros, cuya importancia 
numérica es de público y notorio conocimiento. Además, como la personería gremial impli- 
ca la representatividad de los no afiliados, en virtud de la doble representación mencionada”. 
CNTrab., sala V, 10/11/1994, “Asociación de Trabajadores del Estado c. Estado Nacional s/ am- 
paro” Mag, votantes: Lescano - Vaccari. 
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Esta disposición se enlaza con elart.23, que dispone: 


“La asociación a partir de su inscripción, adquirirá personería jurídica y 
tendrá los siguientes derechos: 


a) Peticionar y representar, a solicitud de parte, los intereses individuales 
de sus afiliados; 


b) Representar los intereses colectivos, cuando no hubiere en la misma ac- 
tividad o categoría asociación con personería gremial...”. 


Pero el máximo poder de representación colectiva de los intereses de: 
los trabajadores, se le reconoce a la asociación con personería gremial, en e 
art. 31 de L.A.S., que dispone: 


“Son derechos exclusivos de la asociación sindical con personería gre: 
mial: 


a) Defender y representar ante el Estado y los empleadores los intereses 
individuales y colectivos de los trabajadores 


b) Participar en instituciones de planificación y control de conformidad - 
con lo que dispongan las normas respectivas; 


c) Intervenir en negociaciones colectivas y vigilar el cumplimiento de la 
normativa laboral y de seguridad social; 


d) Colaborar con el Estado en el estudio y solución de los problemas de los. 
trabajadores; 


e) Constituir patrimonios de afectación que tendrán los mismos derechos 
que las cooperativas y mutualidades; ' 


f) Administrar sus propias obras sociales y, según el caso, participar en' 
la administración de las creadas por ley o por convenciones colectivas de 
trabajo”. 


El organismo de segundo grado, que expresa el poder asociativo de los 
de primer grado, se constituye en su órgano natural de representación. Pero 
siempre a partir de las facultades reconocidas a ese efecto por la asociación, 
que como tal puede determinarlas y limitarlas. 


En tal sentido, la cuestión queda referida a los estatutos sociales, como 
lo indica el art. 34 de la L.A.S. 23.551, en su primer párrafo (8). 


Además, dicha norma, en su segundo párrafo, prevé una forma de re- - 
presentación legal, a los efectos de “toda tramitación de índole administra- 


(8) Primer párrafo del art. 34 de la L.A.S. 23.551: “Las federaciones con personería gremial 
podrán ejercer los derechos que la presente ley acuerda a las asociaciones de primer grado con 
personería gremial, con las limitaciones que en relación a los respectivos sindicatos y federaciones 
establezcan los estatutos de las mismas” 
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tiva, pudiendo a tal efecto deducir y proseguir los recursos que fuese conve- 
niente interponer y adoptar las medidasque hubiere menester para la mejor 
* defensa de los derechos de las mismas”. 


3. LA REPRESENTACIÓN DE LAS ASOCIACIONES 
SIN PERSONERÍA GREMIAL POR LAS FEDERACIONES 


El poder de representación de la asociación gremial de segundo grado 
* con personería gremial reconocida, actúa como un paraguas que cubre las 
falencias de las representadas que no han alcanzado el estadio de la perso- 
nería gremial. 


En estos casos, la organización de segundo grado actúa como si fuera 
una de primer grado, acompañando al accionar de su federada y potencia- 
“lizándolo. 

Esto se encuentra previsto en el art. 35 de la L.A.S. 23.551, que prevé que 
las federaciones con personería gremial podrán asumir la representación 
de los trabajadores de la actividad o categoría por ellas representadas, en 
aquellas zonas o empresas donde no actuare una asociación sindical de pri- 
mer grado con personería gremial (9). 


Esta norma alcanza a tres circunstancias posibles. La zona geográfica 
en la que no exista sindicato de primer grado con personería gremial, puede 
estar cubierta por otro sindicato sin personería gremial federado o por otro 
que no se encuentra federado. Puede finalmente estar vacía de representa- 
ción sindical de primer grado. 


4. La REPRESENTACIÓN EN LA EMPRESA SINDICALIZADA 


En agosto de 1789, decía Mirabeau: “El proletario no es, él mismo, sino el 
primero de los asalariados. Lo que vulgarmente se llama su propiedad no es 
otra cosa que el precio que paga la sociedad por las distribuciones que que- 
da encargado de hacer alos otrosindividuos para sus consumos y gastos”. 


Lo cierto es que las fuerzas económicas, en el marco de la revolución in- 
dustrial, extendieron el poder empresario a límites de indignidad humana 


(9) Véase: “El art. 35 de laley 23.551 acuerda la representación al organismo gremial de se- 
gundo grado cuando no existe uno de primero que tenga personería gremial. Esto significa que 
no se puede otorgar la representación a cualquier otro sindicato que la pretenda con alguna 
clase de verosimilitud, de manera automática y eludiendo la discusión sobre la material repre- 
sentatividad de los dos gremios en disputa. El art. 35 mencionado, al acordar a una federación 
la representación de un universo de trabajadores, aunque la ejerza a través de una filial, la ha- 
bilita para sostener un conflicto de encuadramiento”. CNTrab., sala V, sent. 53.086, 30/3/1995, 
“Asoc. Española de Socorros Mutuos Pergamino c. Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ 
Ley de Asociaciones Sindicales”. 
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enla relación consus subordinados, pese alos conceptos del revolucionario 
francés. 


Contra todo ello, de las raíces mismas de una justa rebelión obrera con. 
tra un orden jurídico y social indigno, nació, con un fuerte impulso ético, ej 
derecho laboral. 


Mario de la Cueva dice: “el derecho laboral necesita imponerse como” 
un imperativo moral a las conciencias, penetrar en lo más profundo de la 
empresa y hacer de ella la célula ética de la economía” (10). 


Esta nueva rama del derecho fue limitando el poder de disposición abso: 
luta de la empresa, procurando alcanzar un profundo cambio en la misma: 


Además de producirse el fin del absolutismo patronal, se alcanzó la vi: 
gencia de un nuevo orden económico, regido por principios sociales, mora- 
les y jurídicos distintos (11). 


Fueron los obreros losqueconla organización de sus luchas, primero en 
la empresa, luego en la categoría profesional y finalmente en todo el orden 
económico social, determinaron la existencia y necesidad de este nuevo de- 
recho. Luego llegaron los juristas que servían a tan justa causa. E 


Entre nosotros, Leonidas Anastasi, sostenía: “..Sea ello como fuere, 
debe reconocerse el claro acierto de Admastor Lima al enunciar su teoría 
del derecho de crédito del empleado sobre el patrimonio del establecimien- 
to mercantil o industria, concordante con una nueva concepción sobre la * 
función social de la hacienda mercantil, que tiene una personería sui geñe- 
ris, y de la cual su dueño no es sino uno de los tantos titulares de derechó: 
La complejidad de la vida moderna va borrando un poco la noción del seño: 
río absoluto del propietario. En algo se anticiparon las sociedades anónimas 
en las cuales el derecho del accionista se atenúa ante la importancia que :: 
adquieren los dirigentes de las mismas” (12). 


La función primaria, esencial y eficiente de la representación en la em- 
presa, debe ser ejercida por los trabajadores. 


Uno de los temas abordados con más vigor y detalle, que en los anterio- 
res textos legislativos atinentes en la materia, es el que corresponde en la. 
L.A.S. 23.551, al “Capítulo XI. De la representación sindical en la empresa” 
(arts. 40/46) (13). 


(10) Véase DE LA CUEVA, Mario: Méjico considera al Derecho Laboral como una fuerza 
viva, en Revista Mejicana de Trabajo, nov. y dic, de 1961, p. 23. . 

(11) Véase DE FERRARI, Francisco: Lecciones de derecho del trabajo, Facultad de Derecho, 
Montevideo, 1964, t. IV. 

(12) Véase: ANASTASI, Leonidas, La Ley, tomo IV, Sección Legislativa, ps. 98 y ss. 

(13) Véase: “La ley 23.551, se inspira en el propósito de preservar, corno un valor marcada 
mente digno de protección en favor de los representantes gremiales en la empresa, el efectivo 
eininterrumpido cumplimiento de su gestión sindical, en tanto no recaiga sentencia firme que 
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Nos merece aprobación y elogio el interés en proteger a este segmento 
fundamental de la acción sindical que alcanza en la previsión normativa: 


a) Alos delegados del personal. 
b) Alas comisiones internas. 
c) Aotros organismos similares a esas comisiones. 


Pese a la falta de precisión del texto legal y la ausencia de reglamenta- 
ción, se entiende que los “organismos similares” a las comisiones internas, 
- son, entre otros, las representaciones sindicales en Consejos de Empresas 
y en Comisiones de Seguridad e Higiene, entre otras estructuras de acción 
gremial, canales de participación en la vida de la empresa observada como 
institución. 

, La norma reivindica una triple función de representación para los dele- 
gados y miembros de esos organismos y comisiones. 


Primera tarea fundamental: la de representar a sus compañeros ante: 
e" Elempleador. 

e La autoridad administrativa de trabajo. 

+. Laasociación sindical. 


Esta carga funcional, que puede llevar a un miembro del sindicato are- 
- presentar a trabajadores no afiliados de la empresa ante el propio sindicato, 
- incluso en conflictos donde se vean afectados intereses de la propia asocia- 
- ción, es uno de los más delicados papeles que debe desempeñar un repre- 
_sentante de los trabajadores. 


La ley opera conservadoramente en la materia, a favor del sindicato his- 

* tórico existente, reservando el derecho de representar solamente a los afi- 

liados (art. 41 inc. a) a los sindicatos con personería gremial. Sólo por vía ex- 

* cepcional esta tarea puede recaer en afiliados a un sindicato sin personería 
* gremial, pero ya inscripto, cuando no existiere la primera. 


El sindicalismo, siguiendo los ejemplos de corruptelas del burocratismo 
- político, operó en la norma, conservando los intereses establecidos y crean- 
“do barreras al activismo sindical y a los grupos opositores y contestatarios 
. de conducciones establecidas. 


El valor perseguido es la lucha contra la atomización. La metodología 
adoptada no deja de ser discriminatoria e inmovilizadora. Se otorga el mo- 


declare procedente sean apartados o restringidos en el ámbito contractual que condiciona su 
ejercicio, La empleadora carece de habilidad jurídica y gremial para determinar, sin otro respal- 
do que el de su propia autoridad, si sus dependientes pudieron o no ser afectados en sus dere- 
chos gremiales como consecuencia de la medida adoptada contra un delegado (arts. 40 y 45 ley 
23.551)” CNTrab., sala VII, 28/11/1988, “Solís, Pedro O. c. Radio Victoria S.A. y otro”, DT, 1988-B, 
1346; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 1411 p. 378. 


390 RICARDO J. CORNAGLIA 


nopolio de la representación sindical a algunos, para representar a todos. 
El sistema termina por depreciar la energía social de una parte, a la que se 
margina de una función que hay que robustecer y no debilitar. 


Para Mauricio Birgin, la negociación articulada con la potencialización 
del convenio de empresa, entraña un peligro de atomización del movimien. 
to sindical. Por lo menos en la forma que lo planteaba el proyecto de ley de 
negociación colectiva que el Poder Ejecutivo envió al Congreso Nacional en 
1986, previo a la sanción de la ley 24.545. 


La oposición antinómica: sindicato y convenio de empresa, contra sin- 
dicato y convenio de rama, es válida en la medida en que no existe articula 
ción protectoria, que implica vigencia simultánea y subordinación a la uni 
dad superior integrada por el sindicato de empresa y su convenio. 


Ningún convenio de rama puede abarcar toda la multifacética realidád 
productiva de la misma. Poner coto a la autonomía relativa de regulación 
protectoria a practicar por los trabajadores, puede ser coaccionarlos para la. - 
subordinación estructural. 


5. LA REPRESENTACIÓN EJERCIDA POR LOS DELEGADOS 


La red de mandatos en quese afirma el poder sindical, tiene sus cimien- 
tos en la función cumplida por los delegados de personal. Ellos ejercen la 
representación de sus compañeros ante sus empleadores, las autoridades. 
públicas y su propia organización sindical. Pero además, ese poder de re: 
presentación de los delegados, está investido por la facultad de representár 


ala institución ante los propios compañeros (14). y 


La L.A.S 23.551, regula el tema en su Título XI, “De la representación : 
sindical en la empresa”, reconociendo la múltiple función representativa de : 
los delegados y sus órganos de actuación en la empresa. 


Prevé en su art. 40: 


“Los delegados del personal, las comisiones internas y organismos si 
milares, ejercerán en los lugares de trabajo o, según el caso, en la sede de la 


(14) Véase: “Uno de los más importantes funcionarios sindicales es el delegado, por encon: 
trarse en el sitio de fricción entre dos lógicas: la de acumulación de capital, y la de protección de 
Mundo del Trabajo. La ley 23.551, establece una serie de garantías rodeando al delegado de ur 
escudo protector que impide al empleador desactivar su función representativa y actuante en la-: 
empresa”. (Del voto del doctor Capón Filas). CNTrab., sala VI, 8/11/1988, “Quela S.A. c, Chávez, Ra- 
món R!, DT, 1989-A, 763; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1414, p. 379 

Y también: “Los diversos vínculos (afectivos, profesionales, políticos), que se desarrolla: 
entre el delegado y los trabajadores son ligazones que, encontrándose en la base de las aso 
ciaciones sindicales, le permiten activar la calidad de vida de los trabajadores y lograr mejore: 
condiciones de trabajo”. (Del voto del doctor Capón Filas). CNTrab., sala VI, 30/3/1990, “Díaz ; 
Roldán, Domingo R. c. Asociación Mutual de la CAP” DT, 1990-B, 2587; en Digesto Práctico L 
Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 1418, p. 379. 
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empresa o del establecimiento al que estén afectados, la siguiente represen- 
tación: 


a) De los trabajadores ante el empleador, la autoridad administrativa del 


trabajo cuando ésta actúe de oficio en los sitios mencionados y ante la asocia- 
ción sindical; Ñ 


b) De la asociación sindical ante el empleador y el trabajador”. 


Para poder ejercer ese poder de representación, la norma reclama al de- 
legado condiciones especiales. 


En primer lugar, requiere del delegado afiliación ala entidad ante la cual 
representa a sus compañeros y de la cual será también representante. 


Deberá “estar afiliado a la respectiva asociación sindical con personería 
gremial y ser elegido en comicios convocados por ésta, en el lugar donde se 
. presten los servicios o con relación al cual esté afectado y en horas de trabajo, 


por el voto directo y secreto de los trabajadores cuya representación deberá 
ejercer”. 


Sólo por vía de excepción se admitirá que “la autoridad de aplicación po- 
drá autorizar, a pedido de la asociación sindical, la celebración en lugar y horas 
distintos, cuando existieron circunstancias atendibles que lo justificaran”. 


La ley también dispone, que existiendo en el ámbito de la empresa un 
sindicato con personería gremial, sus delegados deberán pertenecer al mis- 
mo. Tienen ellos el poder representativo de desplazar a los delegados que 
se afilian y pertenecen a otras asociaciones sindicales que no cuentan con 
personería gremial. 


A partir de valores discutibles de afirmación del principio de unicidad 
sindical, puede ser que los delegados con representación minoritaria del 
personal de una empresa, desplacen en la función representativa a delega- 
dos con representación mayoritaria, porque éstos no se encuentran afilia- 
dos al sindicato con personería gremial, 


Estas disposiciones crean una situación de privilegio, afirmando el po- 
der de representación de las organizaciones sindicales viejas sobre las jó- 
venes, Que además se afirma en los resortes de protección a la función re- 
presentativa a partir de la institución de la tutela sindical; en principio sólo 


cuentan con ella, los delegados pertenecientes a sindicatos con personería 
gremial. 


Por vía excepcional se admite, que los delegados pertenecientes a sin- 
dicatos sin personería gremial (la ley habla de los simplemente inscriptos) 
puedan ejercer su función con relación al empleador, si en su empresa no 
actuara una asociación sindical con personería gremial. 


El art. 41 de la ley 23.551, entre las condiciones que establece para ser 
.Tepresentante gremial en la empresa, requiere que el trabajador se encuen- 
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tre afiliado al sindicato con personería gremial reconocida que actúe en | 
empresa. 


La medida termina por contradecir la libertad de afiliación y provoc¿ 
una contradicción manifiesta con el art. 4%, inc. b), de la propia L.A.S., que 
sólo puede resolverse haciendo primar a esta última previsión. 


La libertad sindical permite la posibilidad de ser representante sindica] 
y también la de elegir a cualquier trabajador de la categoría. Sin embarg 
quedan en situación de imposibilidad de poder ser representantes, quiene 
no se afilien al sindicato con personería gremial (por no estar afiliado a ni 
gún otro, por estarlo en otro sindicato con personería gremial o pertenecer 
un sindicato simplemente inscripto o con inscripción pendiente). Se limi 
al personal para que pueda elegir a ese representante que se encuentra: 
condiciones de desafiliación al sindicato con personería gremial, aunq 
fueren mayoría en la empresa quienes así decidieren votar. 


La norma de facto 22.105, permitía a los afiliados de las asociaciones 
criptas, participar como candidatos enlas elecciones internas de las empr 
sas o establecimientos. 


La L.A.S. sólo admite esa posibilidad cuando no existiera en la empres; 
una asociación sindical con personería gremial, lo cual no deja de ser una 
preferencia, que lesiona al derecho de afiliación en su aspecto negativo 
la libertad de actuar sindicalmente. 


Por vía reglamentaria del art. 42 de la L.A.S. 23.551, el decreto 467/88, e 
su art. 25, previó que si nada establecieran los estatutos de la asociación, los 
representantes del personal serán designados por un término de dos años; 
podrán serreelectos. 


También prevé la norma, que las elecciones deben realizarse con no me 
nos de diez días de antelación al vencimiento del mandato de los que deba 
ser reemplazados. 


Además, es necesario que las elecciones se lleven a cabo con la debid: 
publicidad; y expresamente para los sindicatos con personería gremial, pre 
vé que la convocatoria a elecciones deberá ser dada a publicidad, para co 
nocimiento de todos los trabajadores del establecimiento o lugar de trabájo 
con una anticipación no menor de diez días al acto électoral. a 


Pese al texto de la norma, creemos que la medida también alcanza a los: 
representantes de trabajadores en la empresa, que actúen como afiliados a: 
sindicatos sin personería gremial reconocida. Situación claramente previs- 
ta en la L.A.S. 23.551, pero ignorada por el poder ejecutivo como posible de 
darse. Prueba de que esta norma dictada con exceso del poder reglamenta 
rio, en varias de sus disposiciones, también peca por insuficiente, en lo qu 
estaba dentro de sus facultades naturales. 


Finalmente, el decreto reglamentario crea el deber a las asociaciones, de : 
notificar al empleador la designación de los miembros de los representantes' 
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el personal, en forma fehaciente, dentro de las cuarenta y ocho horas de su 


6. LOS REQUISITOS PARA SER REPRESENTANTE GREMIAL 


Hay requisitos que hacen a las condiciones personales del representante 
¡aremial. Regulan.su capacidad para representar. En el caso de los represen- 
antes gremiales en la empresa, se requiere: 


a) La antigúedad mínima de afiliación de un año. 


b) La antigiiedad de revista en la empresa en la que se actúa de un año 
aniversario anterior a la fecha de elección. 


-c) Tener 18 años de edad. 


Por vía de excepción, la antigiiedad de revista en el puesto de trabajo 
uede ser menor, cuando se trata de establecimientos nuevos o reciente- 
ente instalados y “cuando por la índole de la actividad en las que presten 
“servicios los trabajadores a representar, la relación laboral comience y ter- 
mine con la realización de la obra, la ejecución del acto o la prestación de 
ervicio para el que fueron contratados o cuando el vínculo configure un 
ontrato de trabajo de temporada” (15). 


En el caso de los representantes gremiales que integrarán los órganos 
directivos de la asociación, en el art. 18 de la L.A.S. se les requiere: 


- a) Contar con mayoría de edad. 


b) No tener inhibiciones civiles ni penales (16). 


(15) El art. 41 de la L.A.S. 23.551 prevé, que para ejercer las funciones del representante 
gremial en la empresa, se deben cumplir los siguientes requisitos: 

“a) Estarafiliado a la respectiva asociación sindical con personería gremial y ser elegido en 
comicios convocados por ésta, en el lugardonde se presten los servicios o con relación al cual esté 
afectado y en horas de trabajo, por el voto directo y secreto de los trabajadores cuya representa- 
ción deberá ejercer. La autoridad de aplicación podrá autorizar, a pedido de la asociación sin- 
dical, la celebración en lugar y horas distintos, cuando existieron circunstancias atendibles que 
lo justificarán” 

" — “Ciuando con relación al empleador, respecto del cual deberá obrar el representante, no exis- 
tiera'una asociación sindical con personería gremial, la función podrá ser cumplida por afiliados 
a una simplemente inscripta! 

“En todos los casos se deberá contar con una antigúiedad mínima en la afiliación de un año”; 

“b) Tener dieciocho años de edad como mínimo y revistar al servicio de la empresa durante 
todo el año aniversario anterior a la elección” : 

“En los establecimientos de reciente instalación no se exigirá contar con una antigúedad 
mínima en el empleo. Lo mismo ocurrirá cuando por la índole de la actividad en las que presten 
servicios los trabajadores a representar, la relación laboral comience y termine con la realización 
de la obra, la ejecución del acto o la prestación de servicio para el que fueron contratados o cuan- 
do el vínculo configure un contrato de trabajo de temporada" 

(16) Al respecto, el art. 16 del decreto 467/88, por vía de reglamentación sostuvo que: “Se 
entenderá por inhibición penal las penas accesorias de inhabilitación absoluta o relativa, refe- 
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c) Dosaños de antigiiedad en la afiliación y el desempeño en la actiyj 
dad. 


La ley prevé que el setenta y cinco por ciento de los cargos directivo 
y representativos deberán ser desempeñados por ciudadanos argentinos. 
que “el titular del cargo de mayor jerarquía y su reemplazante estatutari 
deberán ser ciudadanos argentinos”. 


La prescripción que impone estas limitaciones discriminatorias p 
los extranjeros, no deja de ser un anacronismo en el que perduran vieja 
tácticas represivas, en las que se refugia una falsa antinomia entre la cue 
tión nacional y la cuestión social. : 


7. DURACIÓN DE LOS MANDATOS. REVOCABILIDAD DE LOS MISMOS 


Los representantes gremiales en la empresa tienen mandatos que 
pueden exceder de dos años. 


Durante la gestión, el mandato puede ser revocado por los mandantes. 


En un ejemplo de que las prácticas democráticas modernas encuentr 
en el derecho sindical un campo de experiencias que el derecho político a 
gentino les negaba, el art. 42 de la L.A.S. 23.551, admite la institución de] 
revocabilidad delos mandatos representativos, en estos términos: : 


“El mandato de los delegados no podrá exceder de dos años y podrá 's 
revocado mediante asamblea de sus mandantes convocada por el órgano di 
rectivo de la asociación sindical, por propia decisión o a petición del diez pi 
ciento del total de los representados. Asimismo, en el caso que ld prevean lo; 
estatutos el mandato de los delegados podrá ser revocado por determinació 
votada por los dos tercios de la asamblea o del congreso de la asociación si 
dical. El delegado cuestionado deberá tener la posibilidad cierta de ejercitar 
su defensa”. 


El instituto consagrado es elogiable, pero en la forma en el que se lo co 
sagrara, se da otra cuestión que lesiona a la libertad sindical. Ella refiere al 
revocación del mandato del representante del personal de la empresa, qu 
ha sido elegido por la totalidad de los trabajadores (afiliados o no), en cuanto 
puede ser dispuesta por un órgano de la asociación sindical con personería, 
gremial (asamblea o congreso). 


Un órgano que puede no estar integrado como estructura de represen: 
tación por los mandantes, es declarado competente para dejar sin efecto.a : 
la representación ejercida. Con lo que puede suceder que la revocación sea 


rida al impedimento a acceder a cargos electivos o empleo público, previstas en el Código Penal 
y Leyes Complementarias. Se entenderá por inhibición civil las inhabilitaciones dispuestas ju: 
dicialmente por aplicación de la Ley de Concursos o el Código Civil o cualquier otra norma de 
Derecho Privado. ] 
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. MJevada a cabo por una entdad representativa de una minoría del cuerpo 
-que eligió al representante. 


8. CIERRE DE ESTABLECIMIENTO Y SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES 


El art. 51 de-la L.A.S. 23.551, prevé que la estabilidad del representante 
gremial, no alcanza a los casos de cesación de las actividades del estable- 
cimiento donde se desempeña o cese generalizado de las mismas. 


Esta regla no opera cuando el cese se produce por traslado del mismo. 


Se supone que disuelto el grupo sobre el cual se ejerce la representación, 

cesa la función. Si el cierre va acompañado de un traslado del personal a 

otro establecimiento, como el grupo se mantiene también debe mantenerse 
a garantía de la protección a la representación del mismo (17). 


9. FACULTADES QUE OTORGA LA CONDICIÓN DE REPRESENTANTE 


:, El artículo 43 de la L.A.S. 23.551, hace un detalle enunciativo de las fa- 
=:Cultades o poderes legitimados con que cuentan los representantes gremia- 
-Jes para el ejercicio de sus funciones. 


Se les reconoce el derecho a: 


a) Verificar la aplicación de las normas legales o convencionales, pu- 
diendo participar en las inspecciones que disponga la autoridad ad- 
ministrativa del trabajo (18). 


b) Reunirse periódicamente con el empleador o su representante; 


c) Presentar ante los empleadores o sus representantes las reclamacio- 
nes de los trabajadores en cuyo nombre actúen, previa autorización 
de la asociación sindical respectiva (19). 


Complementariamente, el art. 44 de la L.A.S. 23.551, también enuncia 
algunas de las obligaciones a las que se encuentran sometidos los emplea- 


(17) Conf.: CNTrab., sala VIII, “Alvear Cáceres, David Fernando c. San Isidro Textil Argen- 
: tina S.A. s/ despido”, Sent. 31.979, 30/06/2004, Morando- Billoch. 

(18) El decreto 467/88 reglamenta esta disposición, en el art. 26, cuyotexto es el siguiente: 

"(Reglamenta el artículo 43, inc. a) de la ley). La verificación que efectúe el delegado se limitará 
. Ala comprobación del cumplimiento de la legislación laboral y previsional. Deberá ser acompa- 
fado para la verificación por los inspectores dela autoridad de aplicación respectiva, y actuará 
$55 sólo como veedor” 
(19) La norma está reglamentada así por el decreto 467/88: Art. 27. “(Reglamenta el artícu- 
. lo 43, incc) de la ley). Se entiende que existe necesidad de formular una reclamación cuando, a 
" propósito del ejercicio de la función prevista en el artículo 43, inciso c) de la ley, se ha suscitado 
una controversia con el empleador, circunstancia ante la cual el delegado procederá a comunicar 
* lo ocurrido, de inmediato, al órgano competente de la asociación sindical a fin de que éste dis- 
$ ponga formalizar la reclamación si, a sujuicio, ello correspondiere” 
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dores, aclarando que el detalle practicado es sin perjuicio delo acordado: 
en convenciones colectivas de trabajo. Impone la obligación a los emplea..' 
dores de: 


a) Facilitar un lugar para el desarrollo de las tareas de los delegados de] - 
personal en la medida en que, habida cuenta de la cantidad de tra- 
bajadores ocupados y la modalidad de la prestación de los servicios, 
las características del establecimiento lo tornen necesario; 


b) Concretar las reuniones periódicas con esos delegados asistiendo. 
personalmente o haciéndose representar. 


c) Conceder a cada uno de los delegados del personal, para el ejercici 
de sus funciones, un crédito de horas mensuales tetribuidas de con: 
formidad con lo que se disponga en la convención colectiva aplica 
ble (20). 


10. CANTIDAD DE REPRESENTANTES SINDICALES 
POR ESTABLECIMIENTO 


La L.A.S. 23.551, garantiza un número mínimo de representantes sindi 
cales por establecimiento, a falta de normas expresas que surjan de conve 
nios colectivos o acuerdos, debiéndose conceptualizar al establecimiento : 
conforme a las previsiones del art. 6* de la L.C.T. (t.o. dec. 390/76). 


En el art. 45 se prescribe que, “a falta de normas en las convenciones co 
lectivas u otros acuerdos, el número mínimo de trabajadores que represente 
la asociación profesional respectiva en cada establecimiento serd: 


a) De diez a cincuenta trabajadores, un representante; 
b) De cincuenta y uno a cien trabajadores, dos representantes; 


c) De ciento uno en adelante, un representante más cada cien trabajado-.. 
res, que excedan de cien a los que deberán adicionarse los establecidos en ei 
inciso anterior”. 


Y que en los establecimientos que tengan más de un turno de trabajo. 
habrá un delegado por turno, como mínimo. 


También se dispone, que si la representación sindical está compuesta: 
por tres o más trabajadores, deberá funcionar como cuerpo colegiado; y que; 
sus decisiones se adoptarán en la forma que determinen los estatutos. 


(20) Esta última disposición fue reglamentada por el decreto 467/88, en su art. 28 de est: 
forma: “(Reglamenta el artículo 44, inc. c) de la ley) Mientras el delegado permanezca en su fuh: 
ción, el empleador podrá reducir o aumentar el crédito de horas mensuales retribuidas, en tani 
iguale o supere la cantidad que establezca la convención colectiva aplicable” 
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1. LA REPRESENTACIÓN SINDICAL DEL TRABAJADOR DESOCUPADO, 
DE LOS CUENTAPROPISTAS Y AUTÓNOMOS 


Para ser asociado a un sindicato, ¿el trabajador únicamente puede ejer- 
cer ese derecho si se encuentra en situación de trabajo activo? 


La respuesta favorable, dentro de las previsiones del decreto reglamen- 
tario 467/88 de la L.A.S. 23.551, se da así: 


“Art. 6%, (Reglamenta el artículo 14 de la ley) Los trabajadores que queda- 
ren desocupados podrán conservar su afiliación hasta una vez transcurridos 
seis meses desde la ruptura de la relación laboral. Dicho lapso se computará 
desde la finalización del mandato en el supuesto de aquellos trabajadores que 
desempeñen cargos representativos”. 


“Salvo respecto de los desocupados a que se refiere el párrafo anterior, los 
estatutos podrán restringir, en el caso de los afiliados a que se refiere el ar- 
tículo 14 de la ley, el derecho de voto para elegir autoridades de la asociación 
sindical y el de postularse como candidatos para tales cargos, a excepción de 
las candidaturas para integrar órganos de fiscalización o de apoyo, no en- 
cargados de funciones de representación sindical, y las votaciones para elegir 
dichas autoridades”. 


Pero lo estrechos límites de la norma, no dejan de estar controvertidos 
por una realidad que reclama, para los desocupados, sub-ocupados y flexí- 
bilizados cuentrapropistas, en el sindicato, la organización social que los 
contenga y defienda. 


La condición de pleno empleo no ha dejado de ser una meta nunca al- 
canzada por los trabajadores en la sociedad capitalista. Ellos sufren en su 
vida laboral, largos períodos en los que aun procurando trabajo no lo con- 
siguen. En esas épocas, su sindicato debe ser el refugio natural y el instru- 
mento de apoyo. 


En esas etapas de sus vidas, ni los pobres vergonzantes, ni los vagabun- 
dos, pierden su afiliación a la clase a que pertenecen, ya que el desempleo 
es estructuralmente cíclico en la economía capitalista y las categorías sindi- 
cales se nutren y mantienen a partir del reclutamiento permanente de estos 
trabajadores. 


La representación que desde siempre las asociaciones sindicales debie- 
ron ejercer de los intereses de la clase trabajadora, siendo el empleo escaso, 
ha tenido por razón de ser, la protección a los empleados, sub-empleados, 
desempleados, el sector de jubilados que corresponde a los ex-empleados y 
el sector de los cuentapropistas y autónomos que no tienen a su vez trabaja- 
dores en relación de dependencia. 


Según datos del INDEC, a mayo de 2002, la desocupación había alcan- 
zado al 21,5% de la población económicamente activa. A los 3,05 millones de 
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desocupados se le sumaban, 2,6 millones de subocupados, lo que significa; 
ba que al menos el 40% de la población activa tenía problemas laborales, 


De los 8,7 millones de asalariados, la mitad gana menos de $ 400, y dl 
38,4% (más de 3 millones) lo hacen en negro; lo que explica el aumento de la; 
pobreza que alcanza a más de la mitad de la población total. Para fines del 
2003 se estimaba que 19.000.000 de habitantes son pobres. 


Los datos que señalan el aumento de la precarización explican al mism. 
tiempo, la causa del fraude laboral generalizado en las últimas épocas. Po; 
cuanto lá precarización retroalimenta al fraude. 


Y esto va acompañado por una grave pérdida del empleo en activid: 
des productivas. En los últimos cuatro años, la industria expulsó a 260.00 
obreros y quedan trabajando 630.000, con salarios reducidos en un 30% pig 
medio. 


De mayo de 2001 a mayo de 2002, el salario promedio de los trabajado: 
se redujo en un 25,5%. 


Hoy hace al interés de los trabajadores más que nunca, encontrars 
integrados en las asociaciones que los defienden. Ellas existen como ins 
trumento dé lucha y defensa de derechos y legítimos intereses de la clás 
trabajadora. 


George Spyropoulos, advirtiendo sobre la función de representació: 
que les corresponde en esta hora de crisis, sostiene: “Si los sindicatos n 
mantienen su aspiración tradicional de representar al conjunto de la cláse. 
trabajadora, incluso a la masa creciente de los trabajadores precarios y di 
los que están desprovistos de empleo, corren el riesgo de ser transformado 
en una constelación de pequeñas corporaciones luchando cada una separí 
damente por la defensa de los intereses particulares de sus miembros” (21 


La L.A.S 23.551, en su art. 2, fija el objeto del sindicato, en la defensa. 
de los intereses de los trabajadores; y en los artículos siguientes, determiria 
amplias pautas de interpretación conceptual, que el operador del derecho 
deberá respetar. E 


“Entiéndese por interés de los trabajadores todo cuanto se relacione có 
sus condiciones de vida y de trabajo. La acción sindical contribuirá a remover 
los obstáculos que dificulten la realización plena del trabajador”. 


Respondiendo a ese propósito integrador de la representación, el art. 2, 
del Estatuto de la Central de Trabajadores Argentinos (CTA), incluye a traba: 
jadores desocupados, autónomos y cuentapropistas sin personal de relació 
de dependencia. 


(21) Véase SPYROPOULOS, George: El futuro de los sindicatos, Revista del trabajo, Hna 
1995, p. 43. 
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Es por ello que se dice que enla nueva concepción del sindicalismo, tra- 
bajador es, todo individuo que con su trabajo personal desarrolla una activi- 
dad productiva y creadora dirigida a la satisfacción de sus necesidades ma- 
teriales y espirituales, sin tener a otros trabajadores bajo su dependencia. 


La experiencia histórica ha demostrado que es necesario y posible la 
sindicalización de esos trabajadores, que si bien no perciben temporalmen- 
. te un Salario, sólo en el salariado encuentran el refugio que los contenga. 


Cuando el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, luego 
-de cuatro años de arduo y controvertido trámite, resolvió reconocer la sim- 
:pleinscripción a esa confederación sindical, el 27 de mayo de 1997, al dictar 
Ja Resolución M.T.y S.S. N* 325, dispuso: 


“Que la representación y afiliación de los trabajadores en forma directa, 
como también la representación de personas que exceden el marco esta- 
blecido por el artículo 2? de la Ley 23.551 y artículo 1* del Decreto 467/88, 
“tendrá el alcance de agrupe estatutario, exento de control de esta Autoridad 
«de Aplicación, respetando de esta forma el principio de libre afiliación”. 


De esta forma, retaceadora y mezquina, se aceptaba una situación de 
hecho, que corresponde a una de las pocas herramientas que para su defen- 
a puede contar esa clase de trabajadores. 


La mención que en la Resolución se hace del art. 1* del decreto regla- 
_mentario, es ajustada al texto de esa norma: 


“Art. 19, (Reglamenta el artículo 2 de la ley). A los fines de la ley se entiende 
por trabajador a quien desempeña una actividad lícita que se presta en favor 
e quien tiene facultad de dirigirla”. 


De atenernos estrictamente a esa norma, la posibilidad de admitir la 
«sindicalización de los trabajadores no asalariados resultaría imposible. 


Pero también es cierto, que la norma introduce por vía reglamentaria 
¿una definición a los efectos de acotar un concepto del legislador. 


Por su parte la definición intentada no deja de ser cuestionable. El abu- 
so reglamentario se produce a partir de avasallar los espacios naturales del 
legislativo y del judicial. De este último, porque es el naturalmente designa- 
do para interpretar la voluntad del legislador. Si el ejecutivo cree que en tal 

entido debe actuar, se transforfna en juez. 


12. LA REPRESENTACIÓN DE LOS JUBILADOS. 


El Ministerio de Trabajo, el 22 de diciembre de 1953, dictó una resolu- 
ción negando la personalidad gremial a las asociaciones de jubilados, pero 
señalando a mérito del art. 7% del decreto-ley 23.852/45, que ellos conservan 
- el derecho a pertenecer a la asociación en la que se encuadraban con ante- 
rioridad a su retiro a la pasividad. 
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13. LA REPRESENTACIÓN DE LAS MUJERES 


En su lucha contra la discriminación, las mujeres han procurado garan. -: 
tizar niveles de representación igualitaria mediante cupos mínimos, tam: 
bién en las instituciones del derecho colectivo del trabajo. 


En el derecho positivo esto se instrumentó, en cuanto a lo querefiere ala 
representación proporcional en los sindicatos y los órganos de negociación 
colectiva, mediante la reforma del art. 18 de la L.A.S. 23.551, llevada a cabó 
por la ley 25.674 (promulgada el 28 de noviembre del 2002). 


Dicha norma tiene por antecedentes al art. 37 de la Constitución N 
cional, sancionado por la reforma de 1994, que garantiza la igualdad de 
oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a cargos electivos-y; 
partidarios, Y también en lo dispuesto por el art. 4.1 de la Convención s 
brela Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Muje 
aprobada por la ley 23.179 que posee jerarquía constitucional contame 
art. 75, inc. 22, de la Constitución Nacional 


Se dispuso en la ley 25.674 que la representación femenina en los cargos 
electivos y representativos de las asociaciones sindicales deberá ser de u 
mínimo del treinta por ciento, cuando el número de mujeres alcance o y 
pere ese porcentual sobre el total de los trabajadores. 


Para los casos en que la cantidad de trabajadoras no alcanzare el trein- 
ta por ciento del total de trabajadores, el cupo para cubrir la participación 
femenina en las listas de candidatos y su representación en los cargos ele 
tivos y representativos de la asociación sindical, deberá ser proporcional 
esa cantidad. ' : 


También se previó quelaslistas que se presenten en esas elecciones si 
dicales, deberán incluir mujeres en esos porcentuales mínimos y en lugares 
que posibiliten su elección, no pudiendo oficializarse ninguna lista que nó 
cumpla con los requisitos estipulados. 


El art. 2? de laley 25.674, en materia de negociación colectiva dispuso, 
que los acuerdos celebrados sin la representación proporcional de mujere 


no serán oponibles alas trabajadoras, salvo cuando fijaren condiciones m 
beneficiosas. 


Por el decreto 514/2003 (B.O. 10/3/2003), se procedió a reglamentar la 
ley 25.674. 


En los fundamentos de dicho decreto se explicitó: 


“Que también cabe tener presente la experiencia recogida con motivo de 
la aplicación de las disposiciones del segundo párrafo del artículo 60 del € 
digo Electoral Nacional, de acuerdo a la sustitución introducida por la L 
N? 24.012, que demostró que los distintos criterios utilizados para la ubica 
ción de las candidatas mujeres en las listas, motivó en muchos casos que en $€ 
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conformación los lugares expectables fueran ocupados por postulantes varo- 
nes, contrariando de ese modo la letra y el espíritu del citado artículo 60 del 
Código Electoral Nacional”. 


“Que, en tal sentido, la Comision I nteramericana de Derechos Humanos 
ha declarado admisible el Caso N* 11.307 —María Merciadri de Morini— con 
fundamento en el respeto de los derechos consagrados en la Convención Ame- 
vicana sobre Derechos”. 


Reglámentariamente se previó que la junta electoral o el órgano sindical 
«que cumpla dicha función, tendrá por cumplidos los porcentajes mínimos 
de representación de las mujeres, cuando se hayan verificado dichos por- 
centajes tanto sobre el total de los candidatos de la lista respectiva, como 
sobre el total de cargos a cubrir en la elección de que se trate. 


Es El control deberá hacerse sobre el total de afiliados registrados en el per- 
inente padrón de la jurisdicción correspondiente. 


..  Paralos cargos en órganos ejecutivos se deberá cumplir el porcentaje 
mínimo, respecto de los totales parciales de cargos a cubrir para secretarías 
y para vocalías titulares y suplentes. Y en el caso de cargos en órganos deli- 
berativos, se deberá cumplir el porcentaje mínimo también respecto de los 
otales parciales de cargos titulares y suplentes. 


La omisión o el no cumplimiento de estas disposiciones, da pie a la im- 
'pugnación de la lista, aplicándose en ese caso lo dispuesto al respecto, en el 
'art. 15 del decreto 467/88. 


Las asociaciones sindicales de cualquier grado, deberán adecuarsuses- 
tatutos alas disposiciones del art. 18 delaley23.551, modificado por el art. 3” 
.de la ley 25.674 y del decreto reglamentario, dentro de los ciento ochenta 
«días de la publicación de ese decreto. Si la adecuación estatutaria no se llevó 
“acabo en término, prevalecen la previsiones legales y reglamentarias. 


En lo pertinente a la negociación colectiva el decreto reglamentario dis- 
"puso el art. 19 que previo a la constitución de las comisiones negociadoras a 
que se refieren el art. 4? de la ley 23.546 y su modificatoria 25.250 y el art. 6” 
el decreto 447/93, la o las asociaciones sindicales de cualquier grado debe- 
rán, juntamente con la designación de sus representantes, denunciar con 
carácter de declaración jurada, la cantidad porcentual de mujeres, sobre el 
total de los trabajadores que se desempeñan en el ámbito de negociación 
correspondiente, a fin de que la autoridad de aplicación verifique que se ha 
cumplido con la participación proporcional de mujeres que establece el ci- 
tado art. 1? de la ley 25.674. 


Y que sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el art. 2* de la ley 
25.674, en caso de que se incumpla la obligación establecida en el párrafo 
precedente o en caso de que la cantidad porcentual de mujeres denunciada 
:fuera inferior a la cantidad porcentual de mujeres que se desempeñan real- 
mente en el ámbito de negociación correspondiente, la autoridad de aplicá-. 
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ción intimará a la organización sindical para que en el plazo de cinco días 
subsane la deficiencia, bajo apercibimiento de no constituir la comisión ne- 
gociadora. 


14. La REPRESENTACIÓN DE LOS TRABAJADORES 
DE LAS FUERZAS ARMADAS Y DE SEGURIDAD 


El ejercicio de la representación sindical ha sido restringido sistemática. 
mente alos trabajadores de las fuerzas armadas y de seguridad. 


Pocos países reconocen el ejercicio posible del derecho de sindicalizar- 
se a esos trabajadores, y la mayoría, fundándose en razones de política d 
seguridad, optan por impedirlo. 


La O.I.T. en su Convenio 87, reconoce como válido que los países qué 
la integran puedan dictar normas de seguridad interior que restrinjan está 
libertad y anulen ese poder organizativo. 


Una asociación de personal policial de la Provincia de Buenos Aires, vid 
deslegitimados sus derechos gremiales por la sala V de la Cámara Nacion 
de Apelaciones del Trabajo, a fines del 2002 (22). 


Esta interpretación que hace al cercenamiento del derecho que recono: 
ce el art. 14 bis a cualquier trabajador a la organización sindical libre y de- 
mocrática, choca con la garantía del art. 28 de la Constitución Nacional, qu 
prescribe que ese derecho y garantía, “no podrá ser alterado por las ley 
que reglamenten su ejercicio”. Y menos lo podrá ser a mérito de una juris- 
prudencia pretoriana que se arrogue funciones de legislador. * 


En un amparo colectivo presentado por los agentes del servicio peni: 
tenciario de la Provincia de Córdoba, el Juez Civil y Comercial de la 31* Ju 
risdicción, doctor Aldo J. Novak, haciendo lugar parcialmente al amparo 


(22) Véase: “La Constitución Nacional y los tratados que gozan de su mismo nivel estable- 
cen un sinnúmero de derechos que deben ser interpretados integralmente como una unidad : 
sistemática, de manera que haya congruencia y compatibilidad entre ellos (conf. Bidart Cam 
pos, 'Manual de la Constitución Reformada, t. I, p. 319). Por su parte, la CSJN ha expresado que 
los derechos fundados en cualquiera de las cláusulas de la C.N. tienen igual jerarquía y la inter 
pretación debe armonizarse ya se trate derechos individuales o de atribuciones estatales (Fa 
llos 310:2709). En ese marco es necesario compatibilizar las facultades conferidas por la Carta * 
Magna a las autoridades de la Nación (Gob. Federal, Poder Legislativo y Poder Ejecutivo) para : 
proveer a la seguridad interior y para dictar normas de organización y gobiernos de las fuerzás 
armadas, con las disposiciones del Convenio n* 87 de la OIT, del Pacto de San José de Costa . 
Rica (art. 16) y el Pacto Internaciorial de derechos económicos, sociales y culturales en cuanto : 
admiten la posibilidad de restringir el ejercicio del derecho de fundar sindicatos y asociarse 
para los miembros de las fuerzas armadas y policía, En consecuencia no es irrazonable la reso” 
lución del M. de Trabajo (n” 440 del 25/6/02) que rechazó el pedido de inscripción gremial so 
licitado”: CNTrab., sala V, expte. N* 25.181/02, sent. 66.086, 12/11/2002, “Asociación profesional' 
de Policías de la Pcia. de Buenos Aires c. Ministerio de Trabajo s/ Ley Asociaciones Sindicales 
(Rodríguez - Morel). 
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solicitado, declaró la inconstitucionalidad del art. 19 inc. 10 de la ley 8231 y 
de las normas provinciales del régimen disciplinario que impedían el ejer- 
cicio del derecho de sindicalización (art. 9”, incs. 10 y 13, y art. 10, inc. 34, del 
decreto 25/76 y sus modificatorias - B.O. 28/01/1976), “sólo en cuanto sean 
: interpretadas para sancionar conductas tendientes al ejercicio del derecho 
constitucional conculcado, siendo el alcance de este pronunciamiento sólo 
- despejar la posibilidad de que el personal penitenciario despliegue actos y 
conductas tendientes a su sindicalización, sin que por ello sea pasible de 
sanciones disciplinarias y a su vez, sin que tales actos o conductas alteren o 
puedan alterar el normal funcionamiento del servicio de seguridad que le es 
- propio, no pudiendo el personal penitenciario apartarse del orden jerárqui- 
co y la cadena de mandos vigente, ni realizar medidas de fuerza, las que sólo 
podría llevar adelante un gremio ya constituido (art. 14 bis segundo párrafo 
de la C.N.), en función de lo cual, en el contexto expuesto precedentemente, 
el personal penitenciario que lo decida, podrá, sin ser pasible de sanciones, 
realizar los actos y conductas tendientes a gestionar ante el Ministerio de 
Trabajo de la Nación la formación de un sindicato, en las condiciones emer- 
gentes de la Constitución Nacional, los instrumentos internacionales apli- * 
cables; las leyes del Congreso de la Nación y las disposiciones de la propia 
autoridad de la aplicación de la ley 23.551, no siendo de competencia de este 
Tribunal, ordenar medidas tendientes a tal fin, como se peticiona” (23). 


YES 


(23) Sentencia del 8/2/2008 en autos caratulados “Rearte, Adriana Sandra y otro c. Supe- 
rior Gobierno de la Provincia de Córdoba s. Amparo” (Expediente 1321645/36). 
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ENCUADRAMIENTO SINDICAL 


SUMARIO: 1. Conflictos intersindicales e intrasindicales.— 2. Encuadra- 
miento sindical.— 3. La necesaria distinción entre'encuadramiento sindical 
y encuadramiento convencional.— 4. Las vías de resolución de los conflictos 
intersindicales de personería gremial.— 5. Los conflictos intersindicales en 
sindicatos federados o confederados.— 6. El mapa de las representaciones 
asociacionales y el mapa de las representaciones convencionales colecti- 
vas.— 7. Los conflictos intersindicales de personerías gremiales.— 8. Inci- 
dencia de conflictos de personerías en los conflictos de encuadramiento 
convencional.— 9. La regulación legal del procedimiento.— 10. El recurso 
judicial.— 11. La legitimación activa del empleador en los conflictos de en- 
cuadramiento sindical 


1. CONFLICTOS INTERSINDICALES E INTRASINDICALES 


Las relaciones sociales en el sindicalismo son naturalmente conflicti- 
vas. El sindicato existe como tal para el conflicto. 


La conflictividad colectiva pasa por un plano interno (en el seno de las 
asociaciones) y por otro externo (entre las asociaciones). 


Debemos distinguir, por lo tanto, entre los conflictos intrasindicales y 
los intersindicales. 


Los primeros hacen a las controversias entre afiliados u órganos de ad- 
ministración y gobierno de una entidad sindical, en lo que hace a su vida 
interna (1). 


Cuando estos conflictos se dan en el seno de organizaciones de segundo 
o tercer grado, pueden, además de ser intrasindicales, adoptar formas pro- 
pias de intersindicales, direccionados en la especie, al ejercicio de derechos 
y defensa de intereses en el plano interno de la vida asociacional. 


(1) Hansido conceptualizados por Corte, como las “controversias suscitadas entre un sin- 
dicato —por lo general, encarnado en su órgano directivo— y sus afiliados o un sector o grupo 
de éstos, por divergenciasrelacionadas con decisiones o actividades que afectan a los intereses 
colectivos del sector o a los derechos de los sindicatos, en cuanto miembros integrantes de la 
asociación”. CORTE, Néstor T.: Elmodelo sindical argentino, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 1988. 
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Estos conflictos se encuentran regulados: 


a) enelart. 60 de la ley 23.551, que se refiere específicamente a las con- 
troversias que se susciten entre la asociación sindical y sus afiliados, 
o entre una entidad de grado inferior y otra de nivel superior; 


b) en el art. 36 de ese mismo cuerpo legal, cuando al tratar las facul- 
tades de las asociaciones sindicales de segundo y tercer grado, en 
cuanto al poder de intervención sobre las entidades de grado infe- 
rior, lo condiciona a las previsiones estatutarias y con revisibilidad 
judicial de lo resuelto ante la Cámara Nacional de Apelaciones del 
Trabajo. 


c) para el caso de las expulsiones de afiliados por la Asamblea, al dis- 
poner el decreto 467/88, en su art. 7%, reglamentando el art. 16 de la 
L.A.S. 23.551, una única vía de revisión judicial de la medida, a reco- 
rrer por ante la justicia ordinaria laboral. 


En la conflictividad entre sindicatos, la L.A.S. 23.551 preserva la auto- 
nomía, creando un vallado a la intervención administrativa, en el caso de 
los apartados a) y b) que anteceden, en la medida de habilitar la misma sólo 
cuando seagotóel procesamiento ensede de las entidades de grado superior 
que las agrupen. Se hace extensivo a este tipo de situaciones, lo normado en 
el art. 59 de la L.A.S., resultando obligatoria la previa instancia asociacional, 
cuando ello es posible. 


Cuando el conflicto intersindical se proyecta a la relación del sindicato. 
con otro sindicato y refiere a los poderes legales de representación de la ca- 
tegoría profesional, los enfrentamientos se relacionan con la gama de acti- 
vidades externas desplegadas por las asociaciones sindicales. Su resolución 
reclama del encuadramiento sindical. 


Otra valla a la intervención dela autoridad de aplicación, se da en el caso 
del apartado c) del ya citado artículo, en función de determinar el decreto 
reglamentario, como única vía de revisión la judicial ordinaria. 


2. ENCUADRAMIENTO SINDICAL 


El encuadramiento sindical está referido básicamente, al tipo de repre- 
sentación que ejerce la asociación a partir de los propios límites que reco- 
noce en su estatuto. 


Pero como la intensidad y el alcance de las representaciones legitimadas 
en nuestro derecho positivo, va variando según los tipos reconocidos y las 
personerías legitimadas por la autoridad de aplicación, este encuadramien- 
to se ve influido también por las resoluciones ministeriales dictadas que se 
refieren a la asociación a encuadrar (2). 


(2) Conf: “Las controversias de encuadramiento deben sersolucionadasciñéndoseal aná- 
lisis de las resoluciones que conceden la personería y carece de toda relevancia lo que surja de 
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Siendo la representación básica que determina el encuadramiento sin- 
dical, resultado de un acto libre, voluntario y no limitable en principio por la 
autoridad pública o terceros no asociados, el encuadramiento es el resulta- 
do del quehacer histórico de las categorías profesionales, a partir de la diná- 
mica de sus propias luchas y de la madurez alcanzada por el sindicalismo. 


En el ejercicio de la acción sindical, las organizaciones fueron constitu- 
yendo el mapa de la representación sindical en el país. 


Dentro de ese mapa dinámico, cada sindicato se adjudica a sí mismo 
la zona que ocupará con su actuación, sin que el Estado o terceros puedan 
interferir en esa voluntad de ocupación, mientras el sindicato actúe como 
simplemente inscripto. 


Cuando el sindicato aspira a la representación y condición propia del . 
sindicato con personería gremial, ésta le es reconocida con una Resolución 
ministerial que determina específicamente la zona donde esa condición 
tendrá validez, que siempre deberá ser dentro de la asumida asociacional- 
mente, coincidiendo con ella o reduciéndose a la región en la qué la condi- 
ción de mayor representatividad le es reconocida (3). i 


La autoridad de aplicación puede, de darse las pautas de mayor repre- 
sentatividad, extender la zona de actuación. 


Se ha sostenido que esta es una facultad discrecional de la autoridad de 
aplicación, pero, en contrario, consideramos que esa facultad se encuentra 
condicionada por la lógica de reconocimiento de las calidades de represen- 
tación que rige a todo otorgamiento de personería gremial (4). 


los estatutos, salvo que a ellos se remita la resolución administrativa que acuerda la representa- 
ción. La misma irrelevancia posee la existencia de convenciones colectivas que definan ámbito 
de aplicación porque la contienda de encuadramiento hace a la entidad sindical que represen- 
ta y no debe confundirse con el llamado encuadramiento convencional sin que esto signifique 
desconocer la relación entre el sindicato y la negociación colectiva en el marco de la ley 14.250” 
CNTrab., sala 1, Interlocutorio 26/02/1993, Juez Moreno. “Unión Arg. de Artistas de Variedad c. 
Ministerio de Trabajo s/ recurso”. Mag. votantes: Moreno; en Digesto Práctico La Ley, Derecho 
Colectivo del Trabajo I, 1837, p. 432. 

(3) Véase: “Tratándose de asociaciones profesionales con personería gremial, la zona que 
se les asignare es inseparable de dicha personería, y consecuentemente de la facultad de re- 
presentación de los trabajadores” CLab., Rosario, sala 1, 11/8/1980, “López, Matías c. Estable- 
cimientos Fabriles Guereño S.A., JA, 982-1-362; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo 
del Trabajo 1, 1075, p. 336. 

(4) Véase: “Conforme al art. 5%, párr. 2” de la ley 22.105, se desprende la posibilidad, por 
Parte de la autoridad administrativa, de determinar con carácter discrecional en qué casos 
procede otorgar una zona de actuación que exceda de la que surge, según lo dispuesto por el 
párr. 1” del citado artículo y no existiendo pautas, ni en la norma general, ni en el decreto re- 
glamentario, que permitan delimitar la mencionada facultad, la revisión judicial sólo sería po- 
sible en aquellos casos 'en que se demuestre, palmariamente la total irrazonabilidad del acto 
de la autoridad de aplicación de la ley, puntualizándose debidamente que sus consecuencias 
son totalmente adversas y contrarias a los fines perseguidos y, adernás podría llegar a constituir 
una lesión o agravio a derechos que correspondan al ente gremial afectado”. CNTrab,, sala 1, 
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Ese mapa se encuentra ocupado en la actualidad en gran medida, pero 
tiene todavía zonas libres de representación que podrán ser cubiertas en el 
futuro. 


Tiene también zonas grises, en las que distintas asociaciones disputan 
representaciones en común, desde las respectivas personerías gremiales re- 
conocidas. 


En esos casos, la realidad seimponea los intentos de la ley para promo- 
ver formas de unicidad sindical por categoría. Se demuestra que el sindica- 
lismo es el resultado histórico del funcionamiento espontáneo de fuerzas 
en la sociedad. La asociación es fruto de las conductas sociales adoptadas 
por los trabajadores a través del tiempo y no el resultado impuesto por las 
leyes. 


Un ejemplo típico es la situación entre U.P.C.N. (Unión del Personal Civil 
de la Nación) y A.T.E. (Asociación del Trabajadores del Estado), para la re- 
presentación de ciertos sectores de empleados públicos. Otro la tradicional 
disputa que mantienen U.O.M.R.A. y S.M.A.T.A., para la representación de 
ciertos trabajadores de las empresas automotrices terminales. 


Se ha justificado la doble representación con personería gremial en una 
misma zona y actividad, en función de la representación genérica y especí- 
fica, y el reconocimiento del quehacer libre y autonómico de los sindicatos 
en un proceso histórico. 


Lo cierto es que este tipo de experiencias coloca en cuestionamiento 
manifiesto al principio de unicidad sindical promocionada por la ley, relati- 
vizando que el mismo sirva en todos los casos para regir las reglas de adju- 
dicación de personerías y zonas en forma exclusiva (5). 


Además, la triple condición asociacional de sindicato sin inscripción, 
sindicato simplemente inscripto y sindicato con personería gremial, crea 
naturalmente en muchas de las categorías profesionales, zonas con distin- 
tos niveles de representación, que generan conflictos de legitimidad de los 
actos ejercidos y una pugna manifiesta de la representación a ejercer. 


24/11/1980, “Sindicato Unico de Trabajadores de Edificios de Renta y Horizontal”, ED, 93-514; 
en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1076, p. 336. 

(5) Véase: “El ámbito de representación de las asociaciones gremiales queda determinado 
por el continente establecido por las resoluciones administrativas que confieren las persone- 
rías gremiales, dejando a salvo la libertad de afiliación con mayor razón cuando se trate de dos 
asociaciones verticales que pueden obtener su representatividad de una actividad genérica y 
otra específica del empleador. Ese principio lleva a dejar las cosas en el estado en que han que- 
dado después de otorgadas las personería gremiales, para que, sin perjuicio de la facultad de 
afiliación de los trabajadores, coexistan los ámbitos de representatividad de dos o más asocia- 
ciones profesionales”. CNTrab., sala IV, 31/8/1989, “Unión Personal Civil de la Nación”, La Ley, 
1989-E, 158, Doctrina Laboral, Errepar, n* 132, t. X; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colec- 
tivo del Trabajo I, 1067, p. 335. A 
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Esto último se hace notar con más fuerza, cuando a partir del proceso 
histórico, las nuevás tecnologías introducen formas de apropiación del tra- 
bajo dependiente antes desconocidas. 


Estas condiciones objetivas seven a su vezagravadas por la conducta del 
poder administrador, que tiene a su cargo la tarea de reconocer las perso- 
nerías gremiales (art. 25 de la L.A.S. 23.551) y por disposición reglamentaria 
debe individualizar “la zona de actuación y la actividad, oficio, profesión o 
categoría de trabajadores cuya representación se proponga ejercer la aso- 
ciación sindical” (art. 8” del decreto 467/88). 


Las Resoluciones que se dicten tienen el propósito de establecer una cla- 
sificación que facilite la identificación de los ámbitos requeridos, respetan- 
do la voluntad de los afiliados de la asociación. 


Pero el estado de situación es móvil. La L.A.S. 23.551, prevé que todo re- 
conocimiento de una personería gremial, puede afectar los derechos de re- 
presentación de otra anteriormente reconocida con ese grado. Por lo que se 
prevé el cotejo de las representaciones en función delas categorías a repre- - 
sentar. Y se obliga a oír a toda entidad sindical que pudiera estar afectada 
por la resolución que reconociese un nuevo estado de personería gremial. 


También en forma subsidiaria deberála autoridad de aplicación cotejar las 
representaciones invocadas, mediante prueba de las afiliaciones respectivas. 
Todo ello bajo pena de nulidad para la Resolución que se dicte, sino se cum- 
plieron previamente esos recaudos (art. 25, párr. 5” y 28 de la L.A.S. 23.551). 


Este cotejo es de obligatorio cumplimiento. e independiente de la propia 
actitud que las partes adopten en el procedimiento cumplido (6). 


3. LA NECESARIA DISTINCIÓN ENTRE ENCUADRAMIENTO SINDICAL 
Y ENCUADRAMIENTO CONVENCIONAL 


El complejo y flexible plano y mapa de las representaciones sindicales, 
con sus conflictos de encuadramientos entre asociaciones, se hace mucho 
más complicado y conflictivo, cuando advertimos que a esta conflictividad, 
sele suma la propia de las relaciones de esas organizaciones con los emplea- 
dores y sus propias asociaciones. 


(6) Véase: “Si la resolución que se impugna, que otorgó la personería gremial, no se basa 
en la corroboración cabal de la mayor representación, sino en la mera ausencia de una de las 
entidades sindicales a la audiencia fijada para efectuar el cotejo de afiliaciones, más allá del re- 
proche que pudiera suscitar una incomparecencia, lo cierto es que al no existirninguna norma 
expresa que prevea tal apercibimiento que, por otra parte, no habría sino anoticiado con pre- 
cisión a la interesada, esta circunstancia sella la suerte de la licitud del trámite llevado a cabo 
en el organismo de origen”. CNTrab., sala VII, 15/10/1997, “Sindicato del Personal de Industrias 
Químicas y Petroquímicas c. Ministerio de Trabajo”, TySS, 1999-288; en Digesto Práctico La Ley, 
Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1107, p. 339. 
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Una conflictividad que reproduce a mérito de los convenios colectivos 
de trabajo, conflictos de interés y derecho que afectan a todas las partes in- 
volucradas. 


Se generan conflictos: 

o Entre trabajadores y sindicatos. 

«e Entresindicatos. 

a Entresindicatos y asociaciones de empleadores. 

e Entre sindicatos, afectando a los empleadores. 

e.  Entresindicatos, afectando a los trabajadores. 

o Entre empleadores, afectando a los trabajadores. 

e Entre empleadores, afectando a los sindicatos. 

e Entre empleadores y sus asociaciones representativas. 


En todas esas relaciones conflictivas, las partes pugnan entre sí, dentro 
del derecho vigente, para conquistar nuevos derechos por medio de la ne- 
gociación colectiva. 


Las reglas de la representación libre, sirven para resolver la problemáti- 
ca simple de la constitución del primer mapa de encuadramiento sindical, 
establecido por los ámbitos de representación personal que tienen por úni- 
co límite, el que las partes se dieron en los estatutos y actas constitutivas de 
las asociaciones. 


Las reglas de la representación reconocida, servirán para regolver los 
conflictos entre asociaciones en virtud de las resoluciones estatales de re- 
conocimiento de personerías gremiales. Este mapa de representaciones se 
superpone al anterior, pero mantiene diferencias, desde que las represen- 
taciones reconocidas serán siempre de menor ámbito que las constituidas 
autónoma y libremente. 


Las reglas de la representación reconocida, adicionadas por las de la ne- 
gociación colectiva concretada y luego por las de la negociación colectiva 
homologada por la autoridad, en un tejido que va reduciendo el ámbito de 
representación personal, servirán para resolver los conflictos de encuadra- 
miento convencional colectivo. 


En este plano, las representaciones se irán circunscribiendo a partir de 
la siguiente escalada. 


e. Representación libre estatutaria. 
o. Representación reconocida por el estado en la personería gremial. 
+. Representación asumida por las partes en la negociación colectiva. 


«e Representación propia de la homologación del convenio. 
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Para desgranar estas relaciones conflictivas, la doctrina asume la dis- 
tinción entre los conceptos de encuadramiento sindical y encuadramiento 
convencional colectivo. 


La distinción conceptual entre conflictos de personerías (que refieren a 
un enfrentamiento entre sindicatos) y conflictos de encuadramiento (que 
refieren a las situaciones entre los trabajadores y sus empleadores), de no 
producirse, lleva por un camino de confusión. Sin embargo, la incorrecta 
conceptualización se advierte en numerosos fallos. 


El conflicto intersindical de encuadramiento es de derecho y hace a las 
personerías gremiales reconocidas en la disputa entre dos asociaciones que 
procuran demostrar cuál de ellas es la más representativa. Su trámite hace 
al reconocimiento de la autoridad de aplicación o la revisión judicial de lo 
procesado por ésta. Refiere esencialmente al poder de representación ejer- 
cido, y como es lógico suponer, están relacionados con el número y la con- 
dición profesional de los trabajadores representados por las instituciones 
involucradas en la categoría encuadrada. Pero tiene por sujetos en disputa 
únicamente a dos sindicatos que pugnan entre sí en un conflicto de dere- . 
cho, en el que trabajadores y empleadores no dejan de ser terceros (7). 


En cambio, el conflicto de encuadramiento convencional es de hecho y 
hace directamente al conflicto intersubjetivo entre empleadores y trabajado- 
res. Aunque admite en principio tratamiento por la autoridad de aplicación, 
como hace a la aplicación de la normativa creada por la autonomía colecti- 
va, con las consecuencias que ello crea en los derechos de los trabajadores, 
requiere decisión judicial en cuanto a los derechos subjetivos a amparar, de 
los alcanzados por los mismos (trabajadores, empleadores, y asociaciones 
que los representen). Esto se hace notorio en relación a los derechos indivi- 
duales propios de contratos, en los que se debe aplicar uno entre dos o más 
convenios que pudieran contemplarlos. Definen la legitimidad de la inter- 
vención ejercida por el convenio colectivo sobre esos contratos (8). 


(7) Véase: “El encuadramiento sindical es conflicto intersindical de derecho planteado en- 
tre dos o más asociaciones con personería gremial, sobre su capacidad jurídica para represen- 
tar a los trabajadores de uno o varios establecimientos; por lo tanto se trata de una controver- 
sia de representación entre dos entidades sindicales en las que trabajador y empleador no son 
parte en el trámite. Esta exclusión tiene su fundamento en principios elementales de economía 
y libertad sindical, y en la no injerencia de los empleadores en la decisión atinente a la entidad 
gremial que habrá de ejercer la representación de los intereses de los empleados que ocupan”: 
CNTrab,, sala VII, 24/5/1993, “U.O.M.R.A., Carpetas de Derecho del Trabajo, 3892; en Digesto 
Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1194, p. 351. 

(8) Véase: “El encuadramiento sindical es una controversia intersindical de derecho, que 
se resuelve a través de la personería gremial de cada una de las asociaciones, mientras el en- 
cuadramiento convencional es un tema totalmente disímil, en tanto se centra en la delimita- 
ción del ámbito de aplicación normativa de una regla creada por la autonomía colectiva, lo cual 
constituye una controversia individual o plural de derecho, cuyo tratamiento incumbe exclusi- 
vamente al Poder Judicial” CNTrab.., sala II, 17/02/1989, “Figueredo, Ramón y otros c. Pequeña 
Obra de La Divina Providencia Don Orione s/ cobro de pesos”. Mag. votantes: Graciela Gonzá- 
lez - Carlos Antonio Rubio. 
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4.LAS VÍAS DE RESOLUCIÓN DE LOS CONFLICTOS 
INTERSINDICALES DE PERSONERÍA GREMIAL 


Las vías de resolución de los conflictos colectivos intersindicales de per- 
sonerías, difieren según los lazos federativos o confederativos que manten- 
gan entre sí las entidades enfrentadas. 


Cuando esos lazos existen, la vía de resolución de los conflictos, encuen- 
tra su primer paso en los procedimientos y normas estatutarias que prevén 
las situaciones alcanzadas. 


En principio, agotadas las vías administrativas internas permitidas en 
la estructura estatutaria, existe un control superior de la autoridad admi- 
nistrativa de los actos cumplidos y del propio conflicto. Esta instancia de : 
resolución está adjudicada al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social dela : 
Nación por la L.A.S. 23.551. A su vez el acto administrativo cumplido por la 
autoridad de aplicación es controlable judicialmente. 


Se supone que estando las entidades relacionadas por la pertenencia 
en común a asociaciones superiores de rango federativo o confederativo, el . 
ejercicio pleno de las prácticas sindicales regidas por el principio de la au- 
tonomía sindical, determinaría que la decisión de resolución de los mismos 
estuviera delegada en la organización superior. Sin embargo esto no sucede 
así. De hecho, la C.G.T., en sus estatutos, prevé la existencia de un órgano 
con facultades decisorias, a la que deberían someter las partes sus conflic- 
tos para la decisión, acatando sus resoluciónes. Sin embargo, por décadas 
incumplió la obligación de integrar el órgano y sus afiliadas, nunca urgió el 
cumplimiento de las obligaciones estatutarias, ni sometieron las cuestiones 
a su procesamiento. kl 


Hay en todo ello una delegación tácita a los poderes del administrador, 
de los que se desconfía, pero no siempre se deja de usar. 


Existen conflictos intersindicales entre entidades de rango subordina- 
do, que también se llevan a resolución a la autoridad administrativa. 


Cuando las entidades en disputa guardan relación jerárquica entre sí, el . 
conflicto queda referido al procesamiento que del mismo se lleva a cabo en 
la administración (9). 


Los sindicatos deben agotar la resolución de sus conflictos sindicales, a 
partir de un intento inicial reservado a las vías de procesamiento no oficial. 


(9) La CSJN, tiene establecido: “La sola atribución de competencia al Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social para resolver los diferendos entre una entidad de grado inferior y otra 
de grado superior (art. 60 de la ley 23.551) no puede ser considerada violatoria de la libertad y 
autonomía sindicales, si existe posibilidad de revisión judicial” CSJN, Mag.: Levene, Cavagna 
Martínez, Barra, Fayt, Belluscio, Petracchi, Nazareno, Moliné O'Connor. Abs.: Boggiano. S. 160. 
XXIII. “Salasevicius, Wenceslao Jorge y otro c. Dirección Nacional Asociaciones Sindicales (Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social) s/ acción de amparo”; 01/04/1992. 


ENCUADRAMIENTO SINDICAL 413 


Ello está determinado por el principio de autonomía sindical que, en los 
estados sociales de derecho, limita el intervencionismo estatal y patronal en 
la vida de las asociaciones sindicales. Ellas, en ejercicio de la libertad aso- 
ciacional, son las que deben deslindar sus propios límites. 


Pero sucede que toda inseguridad sobre la existencia y alcance de esos 
límites, tiene consecuencias importantes para los empleadores que, en el 
cumplimiento de sus obligaciones patronales ante sus empleados, deben 
someterse al convenio colectivo que.les corresponde; y en el cumplimiento 
de sus obligaciones ante los sindicatos (en materia de tutela de sus repre- 
sentantes o de cumplimientos de sus cargas de aportes sindicales o propios 
de la seguridad social), no pueden cometer errores de encuadramiento, sin 
cargar sobre sí pesadas responsabilidades. 


Esto hace que en el ejercicio de sus derechos, los empleadores también 
reclamen de las autoridades la clara resolución de la situación legal con- 
flictiva. Y para ello sostienen estar legitimados en los procedimientos de 
encuadramiento, por cuanto ellos tienen consecuencias en cuanto a las 
cargas que deben soportar, propias de la seguridad social y de los aportes 
y retenciones obligatorias. Además, con respecto a sus trabajadores, sólo 
resultan deudores de las prestaciones propias del convenio colectivo apli- 
cable a la entidad representativa. Volveremos a este tema en la última parte 
del capítulo. 


5. LOS CONFLICTOS IN TERSINDICALES 
EN SINDICATOS FEDERADOS O CONFEDERADOS 


Los conflictos intersindicales, cuando las entidades alcanzadas por ellos 
están unidas a partir de una organización federativa o confederativa, llevan 
aenfrentara asociaciones con personerías distintas. 


En estoscasos, la vía de resolución de los conflictos encuentra su primer 
paso, en los procedimientos y normas estatutarias que prevén las situacio- 
nes alcanzadas. : 


El art. 58 del Estatuto de la Confederación General del Trabajo (C.G.T.), 
crea una Comisión Arbitral facultada para “resolver las diferencias que se 
produjesen o que afectaran la vida o armonía de las asociaciones profe- 
sionales de trabajadores, el Comité Central Confederal designará de su 
seno una comisión compuesta de 5 miembros, que nombrará un secreta- 
rio encargado de convocar sus reuniones y redactar los informes, y cuyo 
objeto será mediar en los conflictos y emitir si fuera necesario, fallo arbi- 
tral...”. 


La resolución será susceptible de recurso ante la Cámara Nacional de 
Apelaciones del Trabajo, conforme surge del párrafo tercero del precepto 
en análisis. 
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6. EL MAPA DE LAS REPRESENTACIONES ASOCIACIONALES 
Y EL MAPA DE LAS REPRESENTACIONES CONVENCIONALES COLECTIVAS 


Delo expuesto, se advierte la existencia de un mapa sindical de las repre- 
sentaciones vigentes, por un lado, y por el otro, la existencia de otro mapa, 
resultado de los actos de representación propios de los convenios colectivos, 
que resulta de acuerdos celebrados entre partes. 


En el mapa sindical, los territorios están determinados por los estatutos 
sociales. 


Un primer territorio está ocupado a partir de la vocación de hacerlo, ex- 
presada en el estatuto como ejercicio de la libertad sindical. Nadie puede 
intervenir la voluntad asociativa de un grupo de trabajadores. Con lo que 
debe advertirse, que ese mapa es dinámico, de fronteras con zonas en per- 
manente litigio, ocupadas en común. 


En otro plano, el de las representaciones legales reconocidas de las cate- 
gorías profesionales, se produce otra demarcación de territorios a partir de 
las personerías gremiales. Aquí se asientan las personerías en los estatutos 
libremente constituidos, pero cobran poder representativo de actos del po- 
der administrador, que a partir del principio de promoción de la unidad sin- 
dical en la ley, mediante Resoluciones fundadas, resuelve sobre el ejercicio. 
temporal de la representación de la categoría, a favor de aquél que demostró 
ser el más representativo de los sindicatos. En este territorio especial, las 
fronteras entre los sindicatos dependerán esencialmente de las Resolucio- 
nes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, propias del 


otorgamiento de las personerías gremiales. 
1 


El mapa sindical se delimita a partir de la libertad asociativa de los tra- 
bajadores, con prescindencia de los empleadores y sus interferencias, que 
de darse, constituyen prácticas desleales. 


En ese mapa sindical, las organizaciones entrecruzan sus vínculos en el 
tiempo, el espacio y la función. 


Lo complejo de la conceptualización del mapa, consiste en que sirve al 
relevamiento de conductas. Las conductas asociativas se entrecruzan, y en 
ocasiones, provocan los conflictos intersindicales de representación. 


Otro y bien diferenciado, es el mapa de las convenciones colectivas vi- 
gentes, donde los conflictos nacidos en las representaciones conjuntas ejer- 
cidas, determinan la validez de las normas convencionales alcanzadas. Fi- 
jan el ámbito de aplicación personal de dichas normas (10). 


(10) Conf.: CNTrab.., sala II, 17/2/1989, “Figueredo, Ramón y otros c. Pequeña Obra de la 
Divina Providencia Don Orione s/ cobro de pesos', Mag. votantes: Graciela González, Carlos 
Antonio Rubio. 
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7. LOS CONFLICTOS INTERSINDICALES DE PERSONERÍAS GREMIALES 


Los conflictos intersindicales tienen su razón de ser más importante, en 
la disputa del poder de representación de la categoría profesional (11). 


El proceso de formación de nuevos sindicatos a partir de otros (llamado 
de secesión gremial), es la fuente material principal de los conflictos en en- 
cuadramiento sindical, y se expresa por medio de instancias de enucleación 
dela categoría profesional. 


a) Enucleación horizontal: Existe organización vertical y se desprende 
otra por oficio o categoría. 


b) Enucleación de empresa. 


c) Enucleación vertical, cuando ya existe otra entidad vertical de la 
misma actividad. 


d) Enucleación zonal, vertical, cuando ya existe otra asociación profe- 
sional con ámbito territorial mayor. 


e) Enucleación vertical, cuando preexiste otra horizontal. 
En especial, dependen de las cuestiones de encuadramiento sindical: 


a) la legitimación activa para la negociación colectiva, respecto de un 
determinado sector o categoría de trabajadores; 


b) la obligación patronal de hacer retenciones y aportes a las organiza- 
ciones sindicales, sus obras sociales y cajas previsionales. 


Por lo tanto, un conflicto intersindical se genera por razones de legítima 
y preferente representación entre dos o más asociaciones sindicales. 


Para Guillermo A. F. López, es el “conflicto intersindical de derecho, por 
el que dos asociaciones profesionales con personería gremial pretenden po- 
seer la representación legal del personal de una o varias empresas” (12). 


(11) Véase: “Los conflictos de encuadramiento sindical son contiendas que sólo giran en 
torno del ámbito de representatividad de las entidades profesionales, en el marco de las per- 
sonerías gremiales, y que se refieren a la capacidad jurídica que emana de éstas por lo que re- 
sultan ajenos a los empleadores”. CNTrab., sala VIII, 24/5/1993, “Unión Obrera Metalúrgica c. 
Estado Nacional (Ministerio de Trabajo)” DT, 1994-A, 958; en Digesto Práctico La Ley, Derecho 
Colectivo del Trabajo 1, 1845, p. 433. 

Advirtiendo ello, Deveali sostiene que “más que de encuadramiento parecería exacto ha- 
blar de cuestiones de representación”. DEVEALI, Mario L.: El Derecho del Trabajo, Astrea, Bs. 
As., 1983, t. II, p. 218. Néstor Corte sostiene que “se plantean cuando dos o más organizaciones 
competitivas entre sí rivalizan por asumir la representación de un determinado sector o cate- 
goría de trabajadores en forma exclusiva o bien una de ellas pretende negociar colectivamente 
con los empleadores, de una determinada actividad o rama del proceso económico, desplazan- 
do a otros sindicatos que procuran la misma finalidad”. CORTE, Néstor T.: El modelo sindical 
argentino, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 1988, p. 543. 

(12) Véase LOPEZ, Guillermo A. E: Las cuestiones de encuadramiento sindical, en Derecho 
del Trabajo, La Ley, Buenos Aires, año 1974, t. XXXIV, p. 638. 
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Vázquez Vialard hace resaltar que “significa determinar, frente a un 
caso concreto, si un grupo de trabajadores está comprendido dentro de] 
cuadro de representación que se ha reconocido a la asociación profesiona] 
que ejerce personería gremial” (13). 


Por su parte, Enrique O. Rodríguez y Héctor P. Recalde afirman que 
“el encuadramiento sindical constituye... un conflicto intersindical entre 
dos o más asociaciones sindicales de primer grado y con personería gre- 
mial, respecto de la representación de un grupo determinado de trabaja- 
dores” (14). 


La controversia se establece entre asociaciones sindicales que gozan de | 
los beneficios de la personería gremial, ya que éstas son las que, de acuerdo 
a nuestro régimen legal, pueden ejercer la representación de los trabajado- 
res con estos alcances (arts. 5%, 31 y siguientes de la ley 23.551). 


En la resolución del mismo, resulta determinante seguir las pautas pro- 
pias de la mayorrepresentatividad delas partes involucradas, con referencia 
a la categoría profesional en disputa. En estos casos, debe tenerse en cuenta 
que la disputa está referida al segmento en el que se discute la representa- 
ción, y es en esa zona en disputa, que se deberá evaluar la mayor represen- 
tatividad a reconocer (15). 


Cuando la zona en disputa alcanza a la totalidad de una de las asocia 
ciones, el conflicto no se trata de encuadramiento. Es simplemente un con- 
flicto. por la personería gremial. 


En el sistema de oposiciones creado por el modelo argentino de regu- 
lación sindical, que tiende legalmente a la promoción de la unicidad sin- 
dical, a partir del reconocimiento de una pluralidad básica constituyente, 
se generan de continuo conflicto intersindicales referidos a las disputas de 
personería (16). 


(13) Véase VAZQUEZ VIALARD, Antonio: El Sindicato en el derecho argentino, Astrea, Bs. 
As., 1981, p. 184. 

(14) Véase RODRIGUEZ, Enrique O. y RECALDE, Héctor P.: Nuevo régimen de asociaciones 
sindicales, Gizeh, Bs. As., 1989, p. 276. 

(15) Véase: “Cuando una entidad que representa a un sector específicodentro de una acti- 
vidad general reclama personería gremial por secesión, a fin de efectuar la comparación sobre 
el mayor número de afiliados cotizantes ha de considerarse involucrado únicamente idéntico" 
sector dentro de la entidad que inviste la personería a la fecha de la petición” (Dictamen del 
Procurador General del Trabajo). CNTrab., sala VIL, 27/2/1986, “Unión Trabajadores Socie- 
dad de Autores”, DT, 1987-B, 1660; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 
L, 1846, p. 433. 

(16) Véase: “No corresponde otorgar personería gremial a la asociación parcial profesional 
de trabajadores que, si bien logró acreditar que tuvo un número cierto de afiliados cotizantes, 
durante el período a que se refiere el art. 19 de la ley 14.455, no demostró, en cambio, que tal nú- 
mero haya sido superior al que agrupaba a la categoría respectiva de la asociación profesional 
preexistente” (Voto del doctor Julio Oyhanarte). CSIN, “Unión Obrera Metalúrgica”, 01/01/1962, 
Fallos, 253:66. á 
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Cuando la resolución judicial de un conflicto de personerías estriba en 
las cuestiones de hecho y prueba de la capacidad de gestión, afiliación y ac- 
tuación de las entidades involucradas, se ingresa únicamente en la cuestión 
federal sólo por arbitrariedad (17). 


8. INCIDENCIA DE CONFLICTOS DE PERSONERÍAS 
EN LOS CONFLICTOS DE ENCUADRAMIENTO CONVENCIONAL 


Debe advertirse que un conflicto intersindical que alcanza ala represen- 
tación de los trabajadores asociados, cuando su razón de ser es puramente 
referido a las previsiones estatutarias y las resoluciones administrativas de 
reconocimiento de personería jurídica (simple inscripción) y de personería 
gremial, puede incidir en las resultas prácticas del encuadramiento conven- 
cional de los trabajadores, con referencia a la relación con sus empleadores. 


Con lo que el conflicto intersindical gravita como causa indirecta en el 
conflicto de encuadramiento convencional, que hace a la necesidad de fijar 
pautas en cuanto a la situación de determinados trabajadores, en empresas 
cuya actividad puede ser alcanzada por distintos estatutos legales y conven- 
cionales (18). 


Pero siendo previo y determinante el conflicto intersindical, cuando 
existe, debe distinguírselo del conflicto de encuadramiento convencional 
sobre el que incide. Aunque lo cierto es, que el conflicto previo se mide en- 
tonces en función de relaciones de trabajo dentro de las empresas sobre las 
quese proyecta. 


Los elementos determinantes a tener en cuenta para decidir el conflicto 
de encuadramiento, serán los estatutos de las asociaciones sindicales in- 
volucradas y las resoluciones administrativas que refieren a las persone- 
rías (19). 


(17) Véase: “La sentencia que, para acordar personería gremial a otro sindicato de la mis- 
ma actividad, decide que la exigencia de la prueba de la proporción de afiliados se satisface 
acordando al sindicato impugnante ocasión de observar la representatividad reconocida ad- 
ministrativamente a una asociación parcial nueva, no ocasiona agravio substancial a ninguna 
cláusula o principio constitucional que justifique la apertura del recurso extraordinario”. CSJN, 
en “Unión Obrera Metalúrgica”, 01/01/1962, Fallos, 253:66. 

(18) Conf: “No apoya las expresiones del fallo relacionadas con la caducidad de la perso- 
nería gremial de una de las partes el principio ¿ura novit curia ya que no se trata de que los jue- 
ces hayan determinado el derecho que lo rige sino que, con prescindencia de los argumentos 
jurídicos expresados por las partes, se pronunciaron sobre la naturaleza de dicha personería 
cuando lo que estaba en discusión era el encuadramiento del personal de una empresa en par- 
ticular”. CSJN, Mag.: Levene, Cavagna Martínez, Barra, Petracchi, Nazareno, Moliné O'Connor, 
Boggiano. Abs.: Fayt, Belluscio. S. 572. XXI. “Sindicato de Mecánicos y Afines del Transporte 
Automotor s/ encuadramiento sindical” 01/09/1992. 

(19) Véase: “Para dirimir los conflictos de encuadramiento sindical deben tomarse en 
consideración dos elementos fundamentales: el ámbito de representación que confieren a las 
asociaciones gremiales en pugna, las resoluciones administrativas que les otorgan personería 
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Afirmando el principio de autonomía sindical en el derecho positivo 
argentino, se ha colocado a disposiciones estatutarias por sobre el imperio 
de normas legales. Así lo admitió la jurisprudencia en este caso puntual: 
“El artículo 27 de la ley 23.071 privilegia las disposiciones estatutarias por, 
sobre el ordenamiento de la ley 22.105, solución ésta que se concilia con los 
principios de autonomía y libertad sindical (artículo 14 bis de la Constitución 
Nacional)” (20). 


La jurisprudencia laboral tiene resuelto al respecto, que para excluir * 
trabajadores encuadrados en una convención colectiva e incluirlos en otra 
convención celebrada por distinto sindicato, la autoridad de aplicación 
debe, como medida previa, determinar los alcances de la personería del 
sindicato y en caso de decidir la exclusión de los trabajadores del primer 
Í ¿ncuadramiento, deberá reducir en concordancia los alcances de la entidad 
en cuanto a la representación gremial reconocida (21). 


En principio, agotadas las vías administrativas internas permitidas en 
la estructura estatutaria, existe un control superior de la autoridad admi- 
nistrativa de los actos cumplidos y del propio conflicto. Esta instancia de. 
resolución de los mismos está adjudicada al Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social de la Nación por la L.A.S. 23.551. A su vez, el acto administrativo 
cumplido por la autoridad de aplicación es controlable judicialmente, como ' 
se resolviera por la Corte en el caso “Salasevicius” (22). 


9. LA REGULACIÓN LEGAL DEL PROCEDIMIENTO 


Un esquema básico del procedimiento previsto por los arts. 59, 60 y 62 
incs. b) y e) de la ley 23.551, es el siguiente: y 


La primer instancia es autónoma, siendo la autoridad súperior y com- 
petente, la entidad gremial a la que pertenecen los sindicatos involucrados 
'en el conflicto. 


No todos los sindicatos pertenecen a federaciones o confederaciones en 
común, porlo tanto, esta vía debe ser transitada sólo en los casos en los que 
estos lazos preexisten. 


La acción respectiva debe ser planteada por alguna de las asociaciones 
afectadas ante la federación o confederación que las una.- 


gremial, ya que éstas delimitan el ámbito de representación sindical de cada una de ellas, y la 
actividad principal de la empresa en que se desempeña el personal cuya representación pre- 
tenden ambos sindicatos”. CNTrab.., sala III, 14/06/1995, Juez Guibourg. “Sindicato de Emplea- 
dos de La Industria del Vidrio c. Ministerio de Trabajo s/ Ley de Asociaciones Sindicales” Mag. 
votantes: Guibourg - Lescano. 

(20) Véase: CNTrab., sala IV, 31/12/1987, Juez Roberto Jorge Lescano, Asis Abdelnur, 
Eduardo Perugini. “Capitani, Eugenio c. Alernann S.R.L. s/ despido”. 

(21) Conf.: “Obreros y Empleados de Estaciones y Servicios c. Ministerio de Trabajo”, CN- 
Trab., sala VI, 7/4/2005. Rev D. L. SADE, junio/julio 2005, p. 20. 

(22) Ver la nota 9 de este capítulo. 
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El plazo para expedirse con que cuenta la asociación superior es de se- 
senta días. 


Cualquiera de las partes, ante la falta de resolución en término, puede 
someter la cuestión al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Na- 
ción. 

El segundo nivel de control paralos conflictos sindicales es heterónomo, 
y está dado por el ejercicio de las acciones administrativas ante la autoridad 
de aplicación. 


Y allí reviste particular importancia, los propios actos constitutivos de 
derecho de la administración. Como lo son las resoluciones adjudicatarias 
de personerías (23). q 


Esta autoridad tiene otro plazo de sesenta días para expedirse, y en caso 
de silencio, rige el art. 10 de la ley 19.549 y su reglamentación. Lo que habi- 
lita la competencia de la CNTrab., en acciones de encuadramiento sindical 
(art. 62, inc. e) de la L.A.S. 23.551), por silencio de la administración o re- . 
tardo. 


En el procedimiento a cumplirse se deberá respetar y garantizarel dere- 
cho constitucional de defensa, admitiéndose la producción de las medidas 
_probatorias conducentes para la resolución de la controversia planteada. 


Aunque la ley no tiene normas expresas de regulación del procedimien- 
to en sede administrativa. Lo que hace sostener a Néstor Corte que “deberán 
seguirse las reglas del debido proceso aplicándose por analogía lo dispuesto 
por el art. 28 del texto legal; traslado a la otra asociación por el término de 
veinte (20) días para que ejerza su defensa y ofrezca pruebas, traslado a la 
peticionante por cinco (5) días y substanciación de las pruebas con el con- 
trol de las partes. La omisión de estos recaudos determinará la nulidad de la 
resolución de encuadramiento (arg. art. 25, último párrafo)” (24). P 


Por su parte, Rodríguez y Recalde entienden que “el procedimiento ad- 
ministrativo no es autónomo, siendo válidas las actuaciones realizadas en 
la esfera asociacional. No obstante ello, una vez remitidas las actuaciones 
el Ministerio de Trabajo debe imprimir a éstas el propio procedimiento ad- 
ministrativo, con las limitaciones previstas en la ley 23.551, ya que el Estado 
no puede salirse de aquél, sin una norma expresa que fije un procedimiento 
distinto” (25). 


(23) Véase: “La representatividad de las entidades sindicales no puede entenderse como 
determinada por los lineamientos que se fijen en sus respectivos estatutos, sino que el ámbito de 
las mismas queda establecido por el alcance que fija la resolución administrativa que confiere la 
personería gremial” CNTrab,, sala VII, 25/08/1988, “SMATA c. Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social s/ encuadramiento sindical” Mag. votantes: Luis Raúl Boutigue - César Eduardo Bergna. 

(24) Véase: CORTE, Néstor T.: El modelo sindical argentino, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 
1988, p. 546. 

(25) Véase: RODRIGUEZ, Enrique O. y RECALDE, Héctor P., op. cit., p. 281. 
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Este periplo de controles previos a la intervención judicial, ha sido con- 
siderado por parte de la doctrina, como contrario al art. 7% del Convenio 87 
de la O.I.T., que prescribe: “la adquisición de la personería jurídica por las 
organizaciones de trabajadores y empleadores no puede estar sujeta a con- 
diciones cuya naturaleza limite la aplicación de los arts. 2%, 32 y 4? de este 
convenio”. Justo López, por ejemplo, sostiene que esta “recorrida”, le “pare- 
ce en sí misma incompatible” con esa norma (26). 


Si bien el término “parece”, utilizado por ese autor, no es muy categó- 
rico, ni explicita demasiadas razones para dejar de ser un acierto dogmáti: 
co, por el peso intelectual de quien lo enuncia, llama a la reflexión. En ella 
comprometidos, advertimos que en la sistemática de la ley, la temática de la 
personería jurídica está referida a una cuestión ajena al resultado de estos 
conflictos y esos controles. 


Los sindicatos controlados por esos poderes autónomos o heterónomos, 
perderán poderes de representación en función de los conflictos resueltos, -: 
pero no la condición que hace a su personería jurídica. 


10. ELRECURSO JUDICIAL 


La resolución de encuadramiento sindical dictada por la autoridad de 
aplicación, podrá recurrirse ante la Cámara Nacional de Apelaciones del : 
Trabajo, en virtud de lo dispuesto porlos arts. 59, párrafo tercero, y 62 inc. b), 
de la ley 23.551. Esto habilita el tercer nivel de control de las asociaciones, 
heterónomo y a ejercer por el poder judicial. 


En el supuesto de que se cumpliera el plazo legalmente previsto sin qué 
la autoridad administrativa se pronunciara, el art. 59 dispone la aplicación. 
del art. 10 de la ley 19.549 y sus normas reglamentarias. Ñ 


Ello significa que el interesado, vencido el término de sesenta (60) días, 
deberá requerir pronto despacho de las actuaciones. Si transcurriera un' 
nuevo plazo de treinta (30) días sin producirse resolución, se considerará ' 
silencio de la administración, y en consecuencia, configurada la situación: 
propia de la denegatoria tácita. Lo que habilita la acción prevista en el art. 62: 
inc. e) de la ley 23.551. 


El art. 62 de la L.A.S. 23.551, lo prevé en sus incisos b) y e), que indican el. 
procedimiento a seguir ante una resolución desfavorable o frente al silencio 
guardado por la autoridad de aplicación. 


El recurso previsto por el inc. b), deberá ser fundado e interpuesto ante 
la autoridad administrativa dentro de los quince días hábiles de notificado 
el acto. 


(26) Véase LOPEZ, Justo: Libertad Sindical, en obra colectiva Derecho Colectivo del Traba- 
jo, La Ley, Buenos Aires, 1998, p. 134. 
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Dentro de los diez días hábiles desde la interposición del recurso, la au- 
toridad de aplicación deberá remitir las actuaciones a la Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo. 


Radicado el expediente en sede judicial, si la decisión apelada afecta los 
alcances de la personería gremial de alguna de las organizaciones sindica- 
les intervinientes, deberá conferirse traslado a las asociaciones afectadas 
por el plazo de cinco días. 


En el supuesto del inc. e), la situación se regirá por las disposiciones del 
proceso sumario del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 


La Cámara puede ordenar la producción de las medidas de prueba ofre- 
cidas por las partes, autorizando al Juzgado de Primera Instancia que co- 
rresponda, a fin de recibir las mismas, Asimismo, podrá disponer las medi- 
das para mejor proveer que considere convenientes. 


Queda habilitada la competencia de la misma Cámara, para intervenir 
en forma directa en la revisión de las Resoluciones de los máximos órga- 
nos de las asociaciones de grado superior, que decreten la intervención de 
una entidad sindical de grado inferior, conforme expresamente lo admite el 
art. 36 de la L.A.S. 23.551. 


Esta intervención sólo puede ser resuelta silos estatutos respectivos de 
* la entidad superior así lo autorizan expresamente, conforme a las causales 
que ellos reconozcan y en la medida de que se garantice el debido proceso. 


La L.A.S. 23.551 no contempla la situación especial de una federación 
que intervenga un sindicato de primer grado y se encuentre afiliada a una 
confederación. Creemos que sin perjuicio de poder requerir la intervención 
del organismo confederal, agotando la instancia autónoma, cualquiera de 
las partes puede optar por la revisión judicial en forma inmediata de lo que 
surge del texto del mencionado art. 36, 


De las resoluciones a las que se arribe por parte de la autoridad de apli- 
cación, agotado el procedimiento administrativo, la parte afectada cuenta 
con recurso de apelación ante la Cámara Nacional de Apelaciones del Tra- 
bajo (art. 59). 


El art. 59 determina un procedimiento que se aplica también a la reso- 
lución de los conflictos intrasindicales, en virtud de la remisión efectuada 
por el art. 60. 


11. La LEGITIMACIÓN ACTIVA DEL EMPLEADOR 
EN LOS CONFLICTOS DE ENCUADRAMIENTO SINDICAL 


En doctrina y jurisprudencia se debate la cuestión que hace a la legiti- 
mación activa del empleador para tomar intervención y actuar en los con- 
flictos de encuadramiento sindical. 
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En los autos “Sindicato de Trabajadores de la Industria de la Alimenta. 
ción c. Ministerio de Trabajo”, la CSJN se pronunció en favor de la facultad 
del empleador para intervenir, tanto en sede administrativa, como judicia], - 
si se advierte un interés legítimo de su parte. 


En el caso confrontaban el Sindicato de Trabajadores de la Industria de: 
la Alimentación y la Asociación de Viajantes de Industria y Comercio. El pri: 
mero recurrió antela Justicia Nacional del Trabajo, la resolución administra: * 
tiva que determinaba que el personal en discusión se hallaba comprendido 
dentro del ámbito de representatividad de la segunda entidad. La empresa 
Café La Virginia S.A., intentó tomar intervención en las actuaciones, siendo 
su pretensión rechazada. Interpuso un recurso extraordinario ante la CSJN 
la que dejó sin efecto la decisión, sosteniendo que “con el cambio de encu: 
dramiento del personal de la empresa, se induce a ésta al acatamiento de 
una convención colectiva en cuya negociación y suscripción no había par: 
ticipado... desplazándose a la interesada del ámbito específico de otro cori 
venio en cuya contratación sí estuvo representada... se induce también a ui 
abrupto y sorpresivo viraje referente a la alteración de los regímenes salaria 
les y de retenciones y aportes con finalidad sindical y asistencial...” (27). .* 


En doctrina, la decisión fue apoyada por Carcavallo, que consideró qu 
la solución de un conriflicto de esta naturaleza, tiene influencia directa sob 
el desenvolvimiento de las relaciones individuales de trabajo y sobre las r 
laciones gremiales, en materia de aportes y contribuciones en un determi 
nado establecimiento (28). 


Por contrapartida, otros sostenemos que se trata de una disputa ajena 
a aquél, ya que las asociaciones profesionales en pugna deben resolver uná 
cuestión de representatividad, de las que los empleadores deben estar aj 
nos, si no quieren afectar los principios de libertad y de autonomía sindic 
en el que se basa el derecho colectivo moderno. Al punto que la intervencii 
configura el supuesto de práctica desleal previsto por el art. 53 inc. b) del 
ley 23.551 (29). 


En esa línea de pensamiento, se resolvió dejar sin efecto lo resuelto p 
la sentencia de primera instancia, desestimando el recurso extraordinario, 
por salto de instancia. 


Asimismo, cabe señalar un caso jurisprudencial resuelto por la sala MI 
de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, en el que se sostuvo que 


(27) Véase: “Las empresas tienen interés legítimo para intervenir cuando dos o más sindi- . 
catos discuten la representación de los trabajadores de un establecimiento”. CSJN, Mag.: Naza- 
reno, Moliné O'Connor, Petracchi, Boggiano, López, Vázquez. Vot.: Fayt, Abs: Belluscio, Bossert. - 
S. 426. XXIX. “Sindicato de Trabajadores de la Industria de la Alimentación c. Ministerio de Tra 
bajo”, 13/08/1996, t. 319, P y ED, 169-264 y 265. 

(28) Véase CARCAVALLO, Hugo R.: El encuadramiento sindical y los empleadores, en Re- 
vista Trabajo y Seguridad Social, El Derecho, Buenos Aires, TySS, septiembre 1996, p. 781. 

(29) Véase: VAZQUEZ VIALARD, Antonio: op. cit., p. 268. 
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" ey un conflicto de encuadramiento sindical no es procedente ofrecer como 
prueba confesional la absolución del representante legal de la empresa cuyo 
personal está involucrado en la cuestión, porque esa empresa no es parte en 
las actuaciones” (30). 


El Poder Ejecutivo, en el año 2001, decidió ingresar en este delicado y 
conflictivo tema, y lo hizo en función de los intereses empresarios, confun- 
diendo los institutos encuadramiento convencional y colectivo, 


Reguló los encuadramientos sindicales dictando el decreto 1040/2001 
-(B.O. 28/8/2001), reglamentando el decreto 59, de la Ley de Asociaciones 
Sindicales 23.551 y autorizando a la autoridad de aplicación a intervenir en 
los conflictos intersindicales. 


En esa norma también se facultó a los empleadores a promover esta cla- 
«se de conflictos cuando se dieren estas circunstancias: 


“Se produzcan en la empresa conflictos de representación múltiple”. 


La frase de por sí indica la confusión del poder administrador en la ma- 
teria, por cuanto el instituto regulado es precisamente un conflicto de re- 
presentaciones con lo que la circunstancia habilitante se constituye en una 
apertura a ingresar en todos los conflictos de este tipo. 


También cuando los conflictos de representación pudieran causar a 
la empresa una alteración de los regímenes salariales o de retenciones de 
, aportes. 


Debe señalarse, que el régimen salarial que rige para los trabajadores, 
no depende de la asociación que éstos adopten. Está referido a la objetiva 
Telación laboral que los une con sus empleadores y en caso de que los traba- 
jadores en el ejercicio de su libre derecho a asociarse, equivocaran el encua- 
dramiento de su sindicato, con el trabajo prestado, ello no altera es estatus 
jurídico del empleador. 


Tampoco podrían los trabajadores imponer la retención de aportes pro- 
pios de la seguridad social, correspondientes a encuadramientos que no 
espondieran objetivamente a la actividad laboral cumplida. En cambio, 
habilitar a los empleadores para que actúen como disparadores de los con- 
flictos entre sindicatos y tornarlos en árbitros en el cumplimiento de sus 
obligaciones objetivas en esta materia, gravitando en función de sus propios 
intereses, en la disputa entre sindicatos, implica una violación del principio 
de autonomía sindical. 


Finalmente el citado decreto también prevé la posibilidad de que los 
empleadores promuevan el conflicto intersindical (es decir la pelea ajena), 
cuando por medio del procedimiento de encuadramiento sindical puedan 


(30) Véase: CNTrab, salalII, 14/6/1995, “Sindicato de Empleados del Vidrio y Afines c.Mi-, 
nisterio de Trabajo”. 


424 RICARDO J. CORNAGLIA 


corregirse “eventuales asimetrías laborales de orden convencional”. Nueva- 
mente la norma deja de advertir que la normativa laboral opera a partir del 
orden público de sus normas, sobre condiciones objetivas de trabajo, que 
no pueden ser alteradas por los trabajadores de por sí y por el ejercicio de 
libertad sindical. 


El decreto además prescribe que las entidades sindicales que promue- 
van un conflicto intersindical aún en el plano asociacional, deberán ponerlo 
en conocimiento de la autoridad de aplicación dentro de los diez días. Y por 
el art. 2%, encomienda a esa misma autoridad que comunique a los emplea- 
dores la existencia del mismo y le dé participación en los procedimientos 
respectivos. 


Nos resulta evidente que este decreto colisiona con el principio de au- 
tonomía sindical, consagrado en el art. 62 de la L.A.S. 23.551, determinan- 
do que “los poderes públicos y en especial la Autoridad Administrativa del' 
Trabajo, los empleadores y sus asociaciones y toda persona física o jurídica 
deberán abstenerse de limitar la autonomía de las asociaciones sindicales, 
más allá de lo establecido en la legislación vigente” (31). 


Por lo que la inconstitucionalidad de sus disposiciones podrá ser plan- 
teada, a mérito de haber el poder administrador abusado del poder regla- - 
mentario e invadido facultades propias del Poder Legislativo. 


A 


(31) Véase: Mayra DEL PAPA, en su trabajo Convenio colectivo de trabajo y encuadramien- 
to sindical. Diferencias, presentado e n el curso de post grado de Especialización de Derecho 
Social de Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la U.N.L.P. (puede consultarse en el Ins-. 
tituto de derecho Social de esa Facultad), en el que sostiene: “En conclusión parecería que la 
tendencia en materia de derecho del trabajo, con el dictado de las leyes y decretos por parte del 
Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo, respectivamente, es pretender (en particular, a través del 
decreto 1040/2001) no la defensa de los derechos de los trabajadores, sino más bien permitir, 
una vez más, el avance de los grupos empresarios sobre los derechos de los sindicatos y, por. 
ende, de los trabajadores” 


CAPiTULO 19 


ENCUADRAMIENTO CONVENCIONAL 
COLECTIVO 


SUMARIO: 1. El encuadramiento convencional.— 2. Encuadramiento em- 
presario y encuadramiento de la categoría profesional.— 3. Un caso signifi- 
cativo. El enfrentamiento entre la UOM y el SMATA. 


1. EL ENCUADRAMIENTO CONVENCIONAL 


El encuadramiento básico de un sindicato está dado por el ejercicio au- 
tónomo de la libertad asociacional. Cualquier grupo de trabajadores puede 
organizarse para el fin lícito de defender sus intereses profesionales y po- 
nerse a sí mismo los límites instrumentales que la asociación adopta para 
funcionar. 


Pero una vez reconocida la inscripción, y en mayor medida, alcanzado 
el otorgamiento de la personería gremial, la organización, en el ejercicio de 
la acción sindical, puede llevar a cabo actos de derecho colectivo que tienen 
alcances restringidos, por su propia naturaleza, en cuanto imponen el im- 
perio de su normatividad sólo a ciertos sujetos. 


El sindicato encuadrado a partir del propio estatuto y las resoluciones 
administrativas que le reconocen poderes de representación, pasa a ejer- 
cerlos en actos en que esa misma representación resulta condicionada por 
dos factores: 


a) La propia naturaleza convencional de algunos de esos actos (por 
ejemplo, la celebración de acuerdos colectivos con empleadores en 
disputas de derecho colectivo o las de celebración de convenios co- 
lectivos), generadores de normas que, a su vez, pueden crear limita- 
ciones a las representaciones alcanzadas vía estatutaria o legal. 


b) Laexistencia de otros acuerdos convencionales, alcanzados por otras 
asociaciones sindicales, que disputen zonas grises de representación 
entre dos o más categorías de trabajadores o empleadores. 


De lo expuesto, se desprende la necesidad de distinguir los conceptos 
propios del encuadramiento sindical (situación básica o antecedente) de los 
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correspondientes al encuadramiento convencional colectivo (correspon. 
diente al ejercicio de facultades alcanzadas en la primera, pero consecuen. 
tes y condicionados por la naturaleza de actos de naturaleza convencional 
producidos). 


Unodeesos actos, el más importante, es la celebración de un convenio co- 
lectivo de trabajo. Los alcances del mismo dependerán del encuadramiento 
sindical de la entidad, conforme a sus estatutos y reconocimiento del tipo de 
personería ejercida; pero también estarán limitados por: 


La naturaleza contractual del convenio celebrado y sus propios límites 
admitidos en el acuerdo colectivo alcanzado. 


La homologación que del mismo realice la autoridad administrativa o 
la extensión de sus efectos a categorías en principio no representadas en el 
convenio básico alcanzado. 


Pero del mapa sindical de las representaciones vigentes, se desprende 
otro mapa, resultado de los actos de representación propios de los convenios 
colectivos, que también es el producto de libres acuerdos celebrados entre 
partes. 


Ese es el mapa de las convenciones colectivas vigentes, donde los con- 
flictos nacidos en las representaciones conjuntas ejercidas, determinan la* 
validez de las normas convencionales alcanzadas. Fijan el ámbito de aplica-. . 
ción personal de dichas normas. 


En ese mapa, las empresas deben ser encuadradas y necesitan certeza 
en cuanto al posicionamiento que adoptan. También requieren de esa cer- 
teza los trabajadores y sus sindicatos. 


Si acuden a la autoridad de aplicación, su resolución genera en la ma- 
teria una presunción de legitimidad a título declarativo, no constitutivo de: 
derechos, y que por ende, puede ser motivo de revisión judicial (1). 


Sin embargo advertimos que esta revisión no suele ser asumida. Se re-: 
solvió al respecto: “Esta Cámara es incompetente para revisar judicialmen-. 


(1) Conf: “La resolución del Ministerio de Trabajo que encuadró a los actores dentro del 
ámbito del convenio colectivo 160/75 a partir de mayo de 1986 tuvo carácter meramente de- 
clarativo y no constitutivo de derechos. Por ello, es innegable la procedencia de las diferencias* 
salariales reclamadas y que surgirían de la apreciación errónea del convenio 130/75” CNTrab., 
sala IV, 25/04/1989, “Rodríguez, Carlos c. Pequeña Obra de la Divina Providencia s/ cobro de 
pesos”. Mag. votantes: Roberto Jorge Lescano - Eduardo Perugini. Y también: “El fallo judicial 
relativo a un encuadramiento sindical realizado por la autoridad administrativa, no tiene carác- 
ter constitutivo, ni fija, a partir del momento de su dictado, las relaciones entre las partes. Pero, 
si tal fallo judicial puso fin a la cuestión de encuadramiento sindical, resuelto por la autoridad 
administrativa, dicha decisión tuvo por efecto confirmar un estado de cosas vigente a la fecha 
de tal decisión administrativa, y esto no es retroactividad, sino efecto propio de la sentencia” 
CNTrab., sala VI, 15/09/1993, “Ogas, Vicente c. Socor S.A. s/ diferencias salariales”. Mag. votan- 
tes: Capón Filas - Fernández Madrid. 
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te lo decidido por el ministerio de trabajo referido a la polémica de encua- 
dramiento sindical que instituye el artículo 59 de la ley 23.551 toda vez que 
no se trata de indagar acerca del universo o ámbito de representación de una 
asociación sindical con relación a otra, sino de la calificación de un estable- 
cimiento determinado como presupuesto condicionante que torne aplicable 
un convenio” (2). 


Este fallo continúa en el tiempo la etapa de sometimiento del poder ju- 
dicial al ejecutivo, considerando su quehacer policial de control de los sin- 
dicatos como discrecional y no revisable. 


La sanción de la ley 23.551, habilitó un control más amplio de los actos 
administrativos por el poder judicial, y llegó a vedar en muchos de ellos el 
accionar directo, limitando el contralor a la función de denunciar el hecho 
ante la justicia y actuar como parte en el proceso subsiguiente. 


Contra lo que la sala V de la CNTrab. propone, creemos que es deber del 
poder judicial asumir esa responsabilidad. Y que la competencia de revisión 
en la materia, se desprende de la lectura sistemática de la ley y de su art. 62. 


El encuadramiento convencional de la empresa, afecta derechos indivi- 
duales de los trabajadores, públicos subjetivos de la categoría social y colec- 
tivos del sindicato. Todos ellos conducen a la intervención habilitada del po- 
derjudicial con la revisión de los actos del administrador cuando actúa en 
la materia. Es por lo tanto un conflicto de derecho, en el que se determina la 
norma aplicable entre dos que tienen origen en la autonomía colectiva (3). 


"2. ENCUADRAMIENTO EMPRESARIO Y ENCUADRAMIENTO 
DE LA CATEGORÍA PROFESIONAL 


Los encuadramientos convencionales responden funcionalmente a in- 
tereses contradictorios, que se expresan en relaciones múltiples. 


Existen pugnas entre: 


a) Distintas categorías de empleadores involucrados; 


(2) Véase: “Sindicato de Trabajadores de la Industria del Hielo de Bahía Blanca c. Ministe- . 
rio de Trabajo s/ ley de asociaciones sindicales”. CNTrab., sala V, 24/10/1997, BD3, T02586. 

(3) Conf.: Jorge Guillermo Bermúdez, quien sostiene: “..constituye un típico conflicto in- 
tersindical de derecho cuya solución es encomendada en primer grado a la organización gre- 
mial de nivel superior, sea la adhesión inmediata o mediata a aquélla, pero, si no se dictare 
resolución dentro de los sesenta días hábiles, se podrá someter la cuestión al Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social que, a su vez, tiene un período idéntico para resolverla y conforme al 
art, 59 de la Ley de Asociaciones Sindicales el pronunciamiento sobre el encuadramiento ema- 
nado de la autoridad administrativa o de la asociación, es recurrible en forma directa ante la 
Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo”. BERMUDEZ, Jorge Guillermo: Metodología legal 
para acceder a la tutela judicial en la Ley de Asociaciones Sindicales, trabajo que integra la obra 
colectiva Derecho colectivo del trabajo, La Ley, Buenos Aires, 1998, p. 407. 
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b) Distintas categorías de trabajadores involucrados; 


c) El conjunto de ésas categorías de trabajadores y empleadores entre 
sí. 


Si para resolverlos hacemos prevalecer, sin otras consideraciones, losin- 
tereses empresarios, se está optando por soluciones que relativizan el poder 
de representación que refiere al interés de los trabajadores. 


Suele suceder que el encuadramiento se resuelva a partir de la lógica 
funcional de la empresa y contra la funcionalidad representativa de la ca- 
tegoría profesional. La razón de ser de la categoría profesional, se rige por : 
las leyes del libre y autónomo asociacionismo sindical, lo que puede o no 
coincidir con la empresa como tal. 1% 


Sin embargo, es notorio que cierta jurisprudencia, invirtiendo el orden" 
protectorio del derecho del trabajo, hace primar ala actividad económica de 
la empresa como sujeto esencial de la regulación. Así en el Plenario N? 36 de 
la CNTrab., se privilegió ala empresa como actividad económica, por sobre 
la regulación profesional de las tareas apropiadas, en detrimento de los en- 
cuadramientos que protegían al oficio o profesión prestado (4). 


Cuando no coincide con la empresa, la resolución del conflicto de en 
cuadramiento, en función del interés empresario, no debe encubrir una for-. 
ma de persecución al derecho de adherir libremente a la asociación sindical 
a la que se quiera pertenecer. 


Una regla para racionalizar la solución de estas contradicciones, pasa 
por la aplicación debida del principio de primacía de la realidad) teniendo 
particularmente en cuenta la naturaleza del trabajo prestado y también: 


a) Que la estructura comercial que usa el empleador puede cambiarla: 
conforme asus propósitos. 


b) Quelos trabajadores construyen su sindicato en un proceso de lu- 
chas expresadas en su historia. 


c) Queel sujeto protegido dela legislación social y al cual refieren tanto 
el derecho convencional colectivo como el sindical, se trata de los 
trabajadores. 


(4) Véase: “Si el trabajador laboraba como guardavidas para la demandada —organismo: 
dedicado a la docencia— corresponde desestimar la aplicación del C.C.T. 133/90 y considerar- 
lo encuadrado en el Convenio de Docentes Particulares, pues conforme el fallo plenario 36, el 
los casos en que el empleador tenga a su servicio trabajadores que realizan tareas distintas d 
las de su actividad específica, no debe considerárselo comprendido en lo C.C.T. que contem: 
plan especialmente la actividad o el oficio de esos trabajadores”. CNTrab., sala VIIL, 14/06/199 
“Mellado, Gabriela Alejandro c. Compañía del Divino Maestro - Instituto de Cultura nel 
Superior s/ Convenciones Colectivas de Trabajo”. Mag. votantes: Arcal - Pigretti. sb 
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La jurisprudencia no siempre define a la actividad empresaria por su 
naturaleza económica, sino por el acatamiento al posicionamiento empre- 
sario, otorgándole un poder al respecto que nó resulta razonable. 


Desviaciones de este tipo se producen, al cambiar el sujeto protegido de 
la legislación laboral (trabajador), por la empresa, como criterio de selección 
de las normas nacidas de la autonomía convencional. 


Para la jurisprudencia así orientada, un fabricante de carrocerías de 
automóviles, dejó de estar encuadrado, a partir de la naturaleza de la ac- 
tividad “fabricación de automotores”, para quedar en el marco de la “acti- 
vidad metalúrgica”, que siendo más general debería quedar excluida por la 
especialidad. Todo a mérito del interés del empresario que, en connivencia 
con el gremio metalúrgico, decide dejar de encuadrarse en lafabricación de 
automotores (5). 


Como se advierte, no se puede definir la cuestión a mérito de la volun- 
tad empresaria, expresada en los estatutos de la empresa. Si así se lo hace, 
poco importa el grado de representatividad que tienen los trabajadores en 
la empresa en función de las asociaciones a las que se integran. Si el sindi- 
cato más representativo en la empresa, es dejado fuera del encuadre, habrá 
perdido el poder de negociar colectivamente en la misma. Con una visión 
organicista del sindicalismo y sus leyes, subsiguientemente, este sindicato 
podría ser considerado sin derechos a ejercer la huelga u obligar a la em- 
pleadora a hacer los aportes sindicales que le pertenecen. 


Complementariamente, la representatividad cobra sentido final cuan- 
. do hace a la función laboral cumplida. Cuando tiene en cuenta primordial- 
mente a la categoría laboral, a partir del conflicto de intereses, y luego, a 
mérito de la racionalización del mismo, por el convenio. La razón de ser del 
convenio está'en que asegura paz social a partir del trabajo regulado, y en 
función del interés del trabajador, garantizado por la libre y espontánea 
asociación. Y si en una misma empresa, existen diversas categorías y fun- 
ciones de trabajo, a partir del respeto de todas ellas; ya que la regulación 
protectoria del trabajo se origina en la dación del mismo, no en su apro- 
- piación legitimada. 


Contra todo lo dicho, hay fallos que tratan de centrar el conflicto en el 
cotejo con las actividades desempeñadas por la empresa, lo que marca una 


(5) Véase: “Sibienes cierto que en el ámbito dela industria automotriz, la carrocería es un 
elemento accesorio del automotor, ello no implica que toda empresa que se dedique a la fabri- 
cación de carrocerías pertenezca necesariamente a la industria automotriz, ya que ello podría 
considerarse de tal manera cuando quien fabrica el vehículo con propulsión propia, haga tam- 
:.bién la carrocería, pero no cuando ésta sea el resultado de una actividad específica, indepen- 
.. diente de aquélla y caiga, en consecuencia bajo el ámbito de representación de una asociación 
-'gremial a quien la autoridad administrativa le confirió expresamente dicha representatividad, 
*UOMRA”. CNTrab., sala 111, 25/09/1989, "U.O.M.R.A. s/ Encuadramiento” Mag. votantes: Ber- 
- hardo Joaquín Lasarte - Antonio Vázquez Vialard. 
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sutil diferencia con el decidir a partir de las vocaciones empresarias expre.. : 
sadas en la constitución de sus empresas (6). 


Otra manifestación de la desviación que consiste en resolver este tipo : 
de conflictos de encuadramiento en virtud de hacer prevalecer el interés de: 
los empleadores, llevó a considerar arbitrariamente, que un periodista debe : 
dejar de estar encuadrado como tal, aunque trabaje en la redacción de una 
revista, si la misma es editada por una empresa que no es periodística. Lg 
que implica dejar de aplicar cón referencia a su trabajo, las normas conven: 
cionales colectivas y legales que amparan a los periodistas (7). 


Con el fin de proteger los intereses empresarios en los conflictos de en 
cuadramiento, se-termina por confundir conceptualmente al principio de 
unidad de representación sindical, que dista mucho de ser absoluto y no: 
puede servir para cualquier enjuague. La unidad sindical que puede impo: 
tar a las leyes sindicales, es la que responda al ejercicio democrático de la 
representación, a partir de la selección entre las entidades más representa 
tivas de los trabajadores. 


Hay fallos que al resolver este tipo de conflictos, a partir de respetar los 
intereses de los empresarios en el ejercicio de sus actividades comerciale 
creen que pueden incidir favorablemente en la unidad de sus trabajadoré 
La experiencia histórica al respecto, indica que el interés empresario sól 
incide a favor de la unidad, cuando se trata de sindicatos que sirven a sus. 
intereses y no a los de los trabajadores. 


Finalmente, la misma vocación dependiente del interés empresario pot: 
sobre la realidad profesional y asociativa, puede verse en casos en que la 
empresas actúan ejerciendo en diversos lugares actividades que forma 
parte de un todo comercial. Pudiendo corresponder a encuadramientos d 
versos de conflictos sindicales, ya que lo representativo en la parte segmen 
tada, deja de serlo para el todo. 


(6) Véase: “El encuadramiento sindical en el régimen legal de las Asociaciones Sindicales: 
de nuestro país debe resolverse confrontando exclusivamente el contenido de las resolucion 
que confieren la personería y en concordancia con el oficio o profesión desarrollado por los tra; 
bajadores involucrados con la actividad que corresponde a la empresa ala que pertenecen.: 
tal sentido, si la empresa en cuestión se dedicaba a la venta de maquinarias agrícolas, tal activi 
dad se encuentra enmarcada dentro del S.M.A.T.A.. CNTrab., sala II, Interlocutorio 07/09/199 
“S.M.AT.A. c. Ministerio de Trabajo s/ Ley de Asociaciones Sindicales” Mag. votantes: Bermú 
dez - Guibourg. 

(7) Véase: "No resulta encuadrable en el régimen del decreto ley 13.839 el trabajador q 
desempeñaba sus tareas en la revista Comercio Exterior' editada por el 'centro' o gremió 
nuclea a los despachantes de aduana. Ello así pues dicha publicación no era editada por: 
órgano periodístico y la actividad principal de dicho organismo no es susceptible de ser tip 
ficada como 'empresa' en tomo a la producción y difusión de la mentada revista”. CNTral 
sala VII, 16/09/1994, “Zabala, Ricardo c. Centro de Despachantes de Aduana de La Repúb 
Argentina - Revista de Comercio Exterior s/ despido”. Mag. votantes: Boutigue - Zapatero" 
Ruckauf. ] 
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E o a IR El IP 

Si el magistrado, siguiendo la línea de poder económico empresario, de- 
fine el encuadramiento ignorando la realidad constatable de la dación de 
trabajo en las partes y la calidad de la representación ejercida por los traba- 
jadores, acaba debilitando el sindicalismo afirmado en la realidad, en bene- 
ficio de otro, estructurado en una ficción, que podría estar predominante- 
mente determinado por un interés extraño a los trabajadores (8). 


El organicismo corporativista y proempresario, influye los criterios de 
este tipo. 


Con buen criterio, Analía Silvia Di Tommaso, destaca que la resolución 
de una cuestión de encuadramiento convencional fundada en la teoría de la 
actividad principal de la empresa: es un criterio basado en circunstancias 
fácticas y por tanto mutables. Y sostiene que la actividad principal del esta- 
blecimiento puede ser una al momento de dictarse la resolución, y puede ser 
otra en el futuro, si se evaluara nuevamente la situación. Y que ello termina 
por afectar el principio de libertad de afiliación de los trabajadores, quie- 
nes se encontrarán adheridos al sindicato que defienda sus intereses, y no 
los de la actividad principal de su patrono. Por lo que propugna que “debe 
adoptarse un criterio uniforme para resolver, tanto en materia de encua- 
dramiento sindical, como convencional, debiendo rechazarse la tesis pre- 
cedentemente expuesta” (9). 


Un ejemplo de conflictos de. encuadramiento resuelto de esa forma cri- 
ticada, es el del Sindicato de Trabajadores de la Industria de Pastas Alimen- 
ticias, que pretendía la representación de un sector de trabajadores de la 
Empresa Terrabusi S.A.I.C. (los que elaboraban pastas alimenticias), frente 
a la efectiva representación ejercida por el Sindicato de Trabajadores de la 
Industria de la Alimentación. 


El Ministerio de Trabajo y la Cámara Nacional del Trabajo, sala IV, co- 
incidieron en resolver la controversia en favor del Sindicato de Trabajadores 
de la Industria de la Alimentación, ya que “un sindicato vertical sólo puede 
Fepresentar a trabajadores que laboren en relación de dependencia con em- 
presas cuya finalidad productiva sea la misma que la industria agremiada. 
Sobre tal base, no puede pretender la representatividad de operarios que se 
dedican a una labor que resulta accesoria con respecto a la esencialmente 
asumida por la empleadora”. 


(8) Así se resolvió: “No es factible segmentar una empresa porque la actividad que desa- 
rrolle en un establecimiento resulte complementaria de la principal que se lleva a cabo en otro 
lugar, toda vez que ello implicaría contrariar el principio de unidad de representación sindical 
al dividir el desenvolvimiento de una empresa que resulta titular de una única explotación". 
“CNTrab., sala VII, 25/08/1988, “SMATA c. Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Encua- 
dramiento Sindical” Mag. votantes: Luis Raúl Boutigue, César Eduardo Bergna. 

(9) Véase DI TOMMASO, Analía Silvia: Conflictos intersindicales, trabajo de investigación 
édito a consultar en el Instituto de Derecho social de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Socia- 
les de la U.N.L.P. Carrerá de post grado de Especialización en Derecho Social. 
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Con idéntico criterio, se resolvió en la sentencia confirmatoria del acto 
ministerial, que en el caso del Sindicato de Trabajadores de la Industria de : 
Pastas Alimenticias, “la representatividad está determinada por la actividad. 
de las empresas que ocupan a sus representados, es obvio que no puede pre- 
tender representar a trabajadores que aunque elaboren pastas alimenticias. 
no se desempeñan en una empresa cuya finalidad empresaria sea la elabo. 
ración de pastas alimenticias” (10). . 


Cierta jurisprudencia, preocupada por velar por el criterio de selección 
pro empresarial de las normas, trató de asegurar la intervención de los em 
pleadores en los conflictos de encuadramiento. Es así que la CSJN resolvió 
que resulta arbitraria la decisión judicial que declare a los empleadores ex 
traños en estos pleitos (11). 


Creemos que la intervención posible de los empleadores en estas con 
tiendas, debe guardar los límites que les impone el principio de autonomí; 
sindical, y si bien es cierto que las decisiones adoptadas pueden involucrar, 
los, la intervención legitimada hace al respeto de derechos y no a la comi 
sión de actos que puedan estar dentro de las figuras propias de las práctica 
desleales. 


Y advertimos que una de las causas reales de la alta conflictividad é 
materia de encuadramientos sindicales, está dada por la intervención vía: 
jurisprudencial, en función del interés empresario, en relación a conflictos: 
de encuadramiento convencional colectivo. 


Desde el Plenario 36 de la CNTrab., se advierte que, sin razón de derecho: 
objetivo válido para ello y desactivándose los derechos propios de la liber-- 
tad sindical y de la libre negociación colectiva, se potencializó, primero, una 
única negociación colectiva como principio (de muy relativa efectividad); y 
luego, el criterio de privilegiar a la actividad del establecimiento desde la.. 
óptica del derecho empresario. Todo ello en desmedro de la libre asociació: 
sindical y negociación de las categorías de oficio y jerárquicas. 


(10) Véase: “Establecimiento Modelo Terrabusi S.A.1.C” CNTrab., sala IV, 27/03/1991, DL 
N*74, octubre de 1991, p. 826. El fallo sigue la línea de definir la cuestión a partir de considerar 
prevaleciente el interés empresario, sobre el propio de la cuestión a probas que hace a la mayor 
representatividad del grupo sindical. 

(11) Véase: “Es descalificable el pronunciamiento que —al negar intervención a la empre- 
sa en el pleito entre los sindicatos— no tuvo en cuenta que del solo encuadramiento sindical - 
fijado administrativamente surge, en virtud de la ley 23.551, la obligación de la empleadora de 
recibir delegados en representación de la asociación sindical beneficiaria, así como la de ne- 
gociar colectivamente con ella, que puede tener un compromiso de muyy distinta entidad con . 
la actividad que desarrolla la empresa”. Y también: “Es arbitraria la decisión que prescindió de 
valorar que, con el cambio de encuadramiento del personal de la empresa, se induce a ésta al 
acatamiento de una convención colectiva en cuya negociación y suscripción no había partici- 
pado, desplazándose a la interesada del ámbito específico de otro convenio en cuya contrata: 
ción sí estuvo representada” CSJN, Mag.: Nazareno, Moliné O'Connor, Petracchi, Boggiano, Ló- 
pez, Vázquez. Vot: Fayt, Abs.: Belluscio, Bossert. S. 426, XXIX. “Sindicato de Trabajadores de-la 
Industria de la Alimentación c. Ministerio de Trabajo” 13/08/1996, t. 319. 
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Sin embargo, priorizar la actividad de la empresa por sobre el trabajo 
cumplido por los trabajadores, a fin de desplazar y desactivar las normas es- 
tatutarias y convencionales colectivas, resulta de imposible aplicación a ul- 
tranza. Ya que el criterio de vigorización del interés empresarial, no alcanza 
. para desactivar a los estatutos profesionales reconocidos por leyes especia- 
les, en algunos casos, y en muchos otros, en las convenciones colectivas. 


El vendedor plazista de “Química la Estrella”, volviendo al caso del Ple- 

_nario 36, no podría perder los derechos que nacen del Estatuto Legal del 
Viajante de Comercio, reconocidos en la ley 14.546; y el convenio colectivo 

de trabajo que regula las condiciones de trabajo de los viajantes (vendedo- 

res plazistas), suscripto por el sindicato de esos viajantes, es la extensión 

“material y garantista de los derechos que esa ley crea. No será la autonomía 

- colectiva ejercida por otro sindicato, la que desactive esa ley y el convenio 
que extiende sus derechos. 


Porlo que Deveali, comentando el Plenario 36, terminó admitiendo que: 
"Nada se opone, en efecto, en nuestro ordenamiento, a la posibilidad de 
' que una empresa tenga que aplicar simultáneamente dos o más convenios, 
- siempre que se trate de personal que realice tareas distintas y que ella haya 
. sido representada en la celebración de tales convenios o se haya adherido a 
- ellos” (12). 


Es así que la doctrina del citado Plenario y Deveali, reconocían la posibi- 
lidad de la vigencia de más de un convenio por empresa, pero la condiciona- 
- ban. Sostenían que si la empresa no estaba representada en la paritaria de 
la actividad que suscribió el convenio, el convenio de la especialidad profe- 
* sional no podía ser aplicado en.el ámbito empresarial respectivo. Con lo que 
potencializaban y activaban al convenio de la actividad de la empresa. 


En un páís como el nuestro, en que la actividad de las empresas en la 

- concertación de los convenios es voluntaria, donde no se encuentra clara- 
mente organizada, ni existen regulaciones legales al respecto, quedando li- 
brada en definitiva al criterio convocante de la autoridad de aplicación, esto 
deja un margen muy amplio de discusión posible sobre la representación 

- ejercida. Con lo que el margen de impugnación a los criterios de represen- 
tación seguidos y admitidos fue muy grande y contribuyó todo ello a que se 
evidenciaran conflictos de encuadramiento. 


Toda esta compleja forma de imponer el unicato del convenio de empre- 
sa, contradice el mandato constitucional que surge del art. 14 bis, que reco- 
noce a los convenios colectivos como instrumentos destinados a proteger el 
trabajo como tal (no a la actividad empresaria que constituye la apropiación 
legitimada de ese trabajo y no la labor en sí). Y la misma norma constitucio- 


(12) Véase DEVEALI, Mario L.: Aplicación simultánea de varios convenios colectivos; en 
Rev. Derecho del Trabajo, La Ley, Buenos Aires, año 1957, t. XVII, p. 237 y ss.' > 
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nal consagra para todo gremio el derecho a convencionar colectivamente, y 
no para uno solo, determinado en función del interés empresario. 


Este criterio desactivador de esos derechos obreros (libertad sindical y 
de concertar convenios colectivos) de origen jurisprudencial, se profundizg 
con la normativa que eligió como bien protegido a la empresa, ignorando 
que las leyes laborales se deben dictar para asegurar derechos a los trabaja- 
dores y no para dejarlos sin efecto. Normas que contradicen palmariamente 
el principio de progresividad. 


La pugna de los encuadramientos convencionales colectivos, se vio im. 
pulsada a partir de ese criterio jurisprudencial apuntado, y como era lógico 
suponer, los empresarios, asu sombra, reivindicaron su participación activa 
en esas peleas, constituyéndose en terceros afectados por ella. Terceros que 
no actúan con neutralidad en el enfrentamiento de los sindicatos entre' 
Terceros que combaten a unos para proteger a otros. Aquellos que sirvér; 
mejor a sus intereses. 


3. Un CASO SIGNIFICATIVO. EL ENFRENTAMIENTO 
ENTRE LA UOM Y EL SMATA 


En la causa "U.O.M c. Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seg 
ridad Social s/ Juicio Sumarísimo", se trasluce el clásico enfrentamiento 
representatividad entre dos asociaciones sindicales: la Unión Obrera Met 
lúrgica de la República Argentina (U.O.M.R.A.) y el Sindicato de Mecánicos: 
y Afines del Transporte Automotor (S.M.A.T.A.). 


El conflicto que existe entre dichas organizaciones, por la represent: 
ción delos trabajadores que se desempeñan en las terminales automotrice 
realizando actividades comprendidas en la industria metalúrgica, es delá 
ga data. 


En este sentido, existe una zona “gris” de discusión entre ambos sind 
catos, que genera controversias en forma casi permanente. 


La cuestión estalló cuando S.M.A.T.A. concertó un convenio -colectivó 
de trabajo con Fiat-Auto Argentina S.A. (185/96-E), que fue homologadó 
posteriormente por Resolución N* 20/96 del M.T.y S.S. 


La U.O.M.R.A. se consideró ilegítimamente excluida de la negociació. 
colectiva con la firma mencionada, puesto que la convención celebrada por 
S.M.A.T.A., reemplazaba la N* 260/75 concertada por la U.O.M.R.A. y el la 
do M.T. 29/75. Denunció, este último sindicato, graves irregularidades en 
trámite que culminara con la homologación del convenio entre S.M.A.T.A. 
Fiat, y reclamó la nulidad del acto homologado. Interpuso a tal efecto, anté 
el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo N* 67, la acción € 
amparo prevista en el art. 47 de la ley 23.551, ante lo que entendió un ín 
pedimento u obstaculización en el “ejercicio regular de los derechos de 
libertad sindical” garantizados por la mentada ley. l 
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¡ En primera instancia se declaró procedente el amparo, si bien como me- 

dida cautelar de no'innovar (art. 232 del CPCCN), disponiendo retrotraer la 
. relación fáctico-jurídica entre Fiat-Uno Argentina S.A. y sus dependientes, 
: ala regida por el C.C.T. N” 260/75, y ordenando al Ministerio de Trabajo se 
: abstuviera de aplicar el C.C.T. 185/96-E, hastá tanto se resolviera la acción 
- defondo. 


La sentencia de primera instancia se sustentó en lo dispuesto por los 
- arts. 19, 6% y 12 de la ley 14.250, en tanto se entendió que el C.C.T. N* 260/75, 
vigente hasta la concertación de uno nuevo, debía ser negociado porlas par- 
: tesinteresadas. 


La U.O.M. era parte interesada al respecto y no había una resolución pre- 
: via de encuadramiento sindical, resuelta por la autoridad de aplicación, en 
favor del sindicato que celebró el nuevo convenio, en el caso, el N* 185/96-E. 


En los considerandos del fallo se resaltaron esas circunstancias, soste- 
: niéndose que el expediente administrativo N* 1.007.279/96, contendría pri- 

- ma facie, indicios de ilegalidad manifiesta que podrían conducir alainvali- - 
" dación de la resolución homologada. 


Porotra parte, también resultaba evidente, que la empresa automotriz y 
a U.O.M.R.A. habían celebrado un acta-acuerdo en fecha 27 de julio de 1995 
¿yun convenio colectivo en el mes de noviembre de ese mismo año, que no 
llegó a homologarse. 


: A criterio del juez interviniente, el caso sometido a juzgamiento permi- 
: tió encuadrar la petición entre las excepciones al reclamo administrativo 
previo, de acuerdo al art. 32 de la ley 19.549. 


El fallo fue recurrido por el Ministerio de Trabajo de la Nación y la CSJN 
se abocó al tratamiento de la cuestión, mediante la vía extraordinaria por 
salto de instancia. 


La apelación planteaba que la sentencia dirimía un conflicto de encua- 
dramiento sindical entre U.O.M. y S.M.A.T.A., cuya competencia cae en la 
“esfera de atribuciones de la autoridad de aplicación y que tiene un proce- 
dimiento específico de solución previsto en la ley 23.551. Se sostenía que 
existió “una injerencia del Poder Judicial en un ámbito reservado de ma- 
: nera exclusiva al Poder Ejecutivo, con la consecuente mengua del principio 
d de división de poderes, suscitándose una situación que encierra manifiesta 


gravedad institucional” (13). 


La Corte decidió que “la invasión de un poder del Estado respecto de 
* una zona de reserva de actuación de otro importa siempre una cuestión ins- 
. titucional de suma gravedad que debe ser resuelta por la Corte sin que sea 


(13) Véase: “Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina c. Estado Nacional - Mi- 
- nisterio de Trabajo y Seguridad Social, CSJN, 03/04/1996, TySS, 1996-451. 
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óbice la inexistencia de vías procesales específicas... la decisión de la Corte 
Suprema ante un planteo que importa denunciar la inexistencia de juris- 
dicción originaria ni la admisión de un salto de instancia, sino el ejercicio 
de una actividad que no es jurisdiccional en sentido estricto, en tanto le es 
impuesta por la ley a modo de una facultad administrativa o de superinten. 
dencia”. 


Como ya hemos visto, los conflictos de encuadramiento sindical, por vía 
de apelación del trámite administrativo previo, son revisables judicialmen: 
te por la Cámara Nacional del Apelaciones del Trabajo, y el amparo, inde- : 
pendientemente de lo fundado y ajustado a derecho de fondo que Pudiera : 
estar, venía a ser resuelto por un juez de inferior rango a dicha Cámara. 


Además, por vía del amparo se obviaba el trámite administrativo pre- 
vio, que la Corte consideró de ineludible sustanciación. 


ASA 


CaríTULO 20 
LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN 


SUMARIO: 1. El poder de policía sobre los actos antisindicales.— 2. El 
control de la vida institucional del sindicato.— 3. El control por la inscrip- 
ción.— 4. El Ministerio como parte.— 5. El control de los procesos elecciona- 
rios.— 6. El control de la autoridad de aplicación. La judicialidad del mismo 
y la competencia.— 7. La administración del mapa de la representación gre- 
mial.— 8, El procesamiento de los conflictos de personería gremial. 


1. EL PODER DE POLICÍA SOBRE LOS ACTOS ANTISINDICALES 


La autoridad de aplicación ejerce el poder de policía sobre los actos an- 
tisindicales: 


a) Con referencia a los actos de extraños a la vida sindical (no afilia- 
dos), incluso el propio Estado. A tal efecto debe hacer cesar cualquier 
práctica de este tipo, estando embestida con el poder de sancionar 
con multas a los autores de esas conductas (1). 


b) Sobre los actos de los socios y la burocracia sindical, cuando se vio- 
lan los deberes propios de la función (2). 


(1) Véase: “Si.la empresa dictó una circular que fue instrumentada tendiendo claramen- 
. te a limitar u obstaculizar el desempeño de los delegados de personal, actitud que colisiona 
con los principios de libertad y autonomía sindical consagrados por la Constitución Nacional 
_€instrumentados por la ley 23.551, tal actitud configura práctica antisindical y corresponde 
se imponga una multa por cada trabajador afectado” CNTrab., sala II, 08/09/1992, “Asocia- 
ción de Personal Aeronáutico c. Aerolíneas Argentinas s/ sumarísimo” Mag. votantes: Rodrí- 
guez - González. 

(2) El decreto 467/88, en su art. 31 reglamenta el artículo 56 de la L.A.S.: “Cuando el tra- 
bajador amparado por las garantías previstas en los artículos 40, 48, o 50 de la ley, incurriere, en 
ocasión del desempeño de sus funciones sindicales, en alguno de los incumplimientos o violacio- 
nes a que se refiere el inciso 2* del artículo 56 de la ley o realizare algún acto perjudicial para el 
funcionamiento eficaz de la empresa, el empleador podrá solicitar al Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social, el ejercicio de las facultades que a éste acuerdan los incisos 2 y 3 de dicho artículo, 
acuyo efecto el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social intimará al órgano de conducción de la 
asociación sindical a disponer, en el marco de las facultades que a dicho órgano de conducción le 
asigne el estatuto, lo necesario para hacer cesar las conductas denunciadas” 
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2. EL CONTROL DE LA VIDA INSTITUCIONAL DEL SINDICATO 


La autoridad de aplicación, ejerciendo el contralor y la policía adminis: 
trativa sobre las asociaciones sindicales, puede: 


a) Controlar las distintas fases de la vida institucional. A tal efecto, está 
facultada para requerir todas la información necesaria para su co 
metido (3). En especial es importante el control que lleva a cabo di 
los actos eleccionarios de renovación de los órganos de gobierno y 
administración de la entidad (4). EE 


b) Peticionar por vía judicial la intervención de una asociación sind; 
cal o la suspensión o cancelación de su personería gremial (art. 5 
inc. 3 de la L.A.S.). 


c) Actuar directamente a efectos eleccionarios. Disponer la convoc: 
toria a elecciones, cuando, pese a las normas estatutarias, no fueran: 
convocadas en debido tiempo. Designar normalizador en caso d 
acefalía. Designar personas para cumplir con las tareas de prepara 
ción y contralor eleccionario. 


d) Convocar a las asambleas, cuando el órgano indicado estatutaria: 
mente a tal efecto, ha dejado en tiempo de hacerlo (art. 56 inc. 4”). 


Pero en la sistemática de la ley, el ejercicio de ese control no es discre 
cional. 


El principio de autonomía ha sido receptado en el art. 6” de la L.A: 
23.551, en estos términos: “Los poderes públicos y en especial la autoridad 
administrativa del trabajo, los empleadores y sus asociaciones y toda persona: 
física o jurídica deberán abstenerse de limitar la autonomía de lás asociacio-' 
nes sindicales, más allá de lo establecido en la legislación vigente”. 


Y el art. 58 de la L.A.S. 23.551, dispone que “El control de las asociacio- 
nessindicales, aunque hubieren obtenido personería jurídica en virtud de las 
disposiciones del derecho común, estará a cargo exclusivo del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social de la Nación”. 


La interpretación del término “aunque” de la norma, hace considerar 
que los sindicatos quedan bajo el control de ese Ministerio, aun desde el 
mismo acto constitutivo, la asamblea fundacional. Lo.que lleva a la práctica 
usual de que el Ministerio envíe veedores (inspectores) a esos actos, cuando 


(3) Véase CORTE, Néstor: El modelo sindical argentino, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 198: 
p. 301. 

(4) Enla Jurisprudencia de la Provincia de Entre Ríos: “Los conflictos planteados en los 
procesos electorales de las asociaciones gremiales, deben ser dirimidos dentro de la vía asocia- 
cional y agotada ésta por el pronunciamiento o por omisión del mismo, acudir ante la auto. 
dad administrativa antes de traer al conocimiento judicial el conflicto del que se trata”. “Denis; 
Antonio Hipólito c. Junta Electoral de Concordia de la U.O.C.R.A. s/ Recurso de Inaplicabilidad 
de Ley”, S SCPA03 PA 0000 001159 28/06/1993 SD Aranguren. 
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asílo comunican o requieren los trabajadores queanuncianla organización 
+ de los mismos. El control de legalidad en esos casos se cumple en el mismo 
"acto constitutivo, aunque los trabajadores, en ejercicio de su poder autóno- 
mo, pueden celebrar asambleas constitutivas sin comunicar o requerir la 
intervención de la autoridad. 


En la mayor parte de los casos, ese control de legalidad se efectiviza con 
*-]a revisión de los documentos constitutivos del sindicato, presentados por 
- Jos gestores u apoderados designados en la asamblea para formalizar la ins- 
' cripción y refiere al principio democrático que la ley impone como práctica 
sindical ineludible. 


El art. 58 de la L.A.S. 23.551, constituye de por sí, un argumento a tener 
en cuenta, de que el sindicato, previo a la inscripción y actuando conforme 
alas requisitorias que la propia ley le impone para constituirse (celebración 
de una asamblea, aprobación en ella del estatuto, elección democrática de 
sus directivos), es un sujeto de derecho social, al que alcanzan no sólo los 
deberes del control, sino también los poderes de la protección sindical con- 
: tralos actos antisindicales de los particulares y el Estado. 


La protección contra el acto antisindical es un escudo para el activista, 
“ y aunque la L.A.S, 23.551 la fortalece e intensifica en la cabeza de los repre- 
. sentantes gremiales y candidatos a representantes, no sólo a ellos refiere. 


: En el Título XIV de la L.A.S. 23.551, “De la autoridad de aplicación”, que 

integra la norma antes citada, se pone en funcionamiento un complejo sis- 
* tema de control de las asociaciones sindicales, reconociendo y designando 
: al Ministerio de Trabajo para ejercer esas funciones de policía. 


A tal efecto le encarga la responsabilidad de llevar los registros de las 
asociaciones, con lo que se hace operativa la función de registración que 
* la Constitución, en el art. 14 bis, le impone a las asociaciones. Por lo que 
: la libertad asociativa es de rigor en la constitución del sindicato, pero con 
obligación de registro para las entidades sindicales y de conocimiento y pu- 
- blicidad para la autoridad pública. 


La L.A.S. pone a cargo del Ministerio, el otorgamiento de las personerías 
gremiales; además faculta a la autoridad para requerir de los sindicatos que 
: dejen sin efecto las medidas que importen: 


a)" Violación de las disposiciones legales o estatutarias; 


b) Incumplimiento a disposiciones dictadas por la autoridad compe- 
tente en el ejercicio de facultades legales. 


3. EL CONTROL POR LA INSCRIPCIÓN 


La autoridad de aplicación debe cumplir la función registral de las aso- 
ciaciones sindicales, cumpliendo con las disposiciones que la L.A.S. 23.551 
determina en el Título VI. “De la inscripción”. 
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En función de esa registración, se lleva a cabo el control de legalidad 
de la constitución de la asociación. El mismo se concreta a partir de la pre. 
sentación de la solicitud de inscripción (art. 21), en la que se deberá hacer 
constar: 


a) Nombre, domicilio, patrimonio y antecedentes de su fundación; 


b) Lista de afiliados. El decreto 467/88 (en su art. 19), por vía reglamen.. 
taria, dispone que la lista de afiliados debe hacer mención del lug; 
donde se desempeñan los asociados que constituyen la entidad; 
que la autoridad podrá requerir la acreditación de que los afiliados 
se desempeñan efectivamente en la actividad, oficio, profesión, c 
tegoría o empresa, con el objeto de que ello sirva para establecer el 
ámbito personal de la asociación sindical. 


c) Deberá ser presentada una nómina con detalle de la nacionalidad 
de los integrantes del órgano directivo. 


d) También un ejemplar de los estatutos. 


e) Finalmente, aunque ello no surge del mencionado artículo, resul 
imprescindible presentar el acta constitutiva que reseña los proce- 
dimientos asamblearios cumplidos. $ 


Es deber de la autoridad: 


a) Dar curso a la inscripción en el Registro Especial que lleva en un 
plazo no mayor de noventa días 


b) Publicar sin cargo la Resolución M.T. y S.S. que autoriza la inscri 
ción y un extracto de los estatutos sociales en el Boletín Oficial. 


4. EL MINISTERIO COMO PARTE 


La presunción de legitimidad implícita en los actos del poder adminis- 
trador, en virtud del respeto a la autonomía de los sindicatos, ha colocadó 
en forma inédita, en cuanto a los textos legales antecedentes, a este podet 
como sometido al judicial, cuando se trata de suspensiones, cancelaciones 
ointervenciones de los sindicatos. 


Esas medidas sólo podrán ser conseguidas por vía de la acción a ejercer”. 
ante los jueces, siendo a tal efecto el Ministerio actor peticionante de la mis- 
ma y en estos supuestos: 


a) Incumplimiento de las intimaciones a que se refiere el inciso 2 del - 
artículo 58 de la L.A.S. 23.551. 


b) Cuando haya comprobado que en las asociaciones se ha incurrido 
en graves irregularidades administrativas. : 


La L.A.S. 23.551 asegura en tales situaciones el derecho de defensa dela 
autoridad imputada de irregularidades, la que deberá ser reconocida como. ; 
parte. 


LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN 441 


Sólo por vía excepcional se prevé que “si existiera peligro de serios per- 
juicios a la asociación sindical o a sus miembros, el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social de la Nación podrá solicitar judicialmente medidas cau- 
telares a fin que se disponga la suspensión en el ejercicio de sus funciones 
de quienes integran el órgano de conducción y se designe un funcionario 
- con facultades para ejercer los actos conservatorios y de administración ne- 
cesarios para subsanar las irregularidades que determinan se adopte esa 
medida cautelar”. 


5. EL CONTROL DE LOS PROCESOS ELECCIONARIOS 


El art. 56 de la L.A.S. 23.551, en su apartado 4”, con una defectuosa re- 
dacción, faculta al M.T. y S.S. para “disponer la convocatoria a elecciones de 
los cuerpos que en las asociaciones sindicales de trabajadores tienen a su 
cargo el gobierno, la administración y la fiscalización de los actos que rea- 
licen estos últimos, como así también ejecutar los demás actos que hubiere 
menester para que mediante el proceso electoral se designen a los integran- 
tes de los cuerpos”. 


El supuesto contemplado comprende a los casos en los cuales los cuer- 
pos orgánicos de la entidad, no han cumplido con las obligaciones que les 
imponen los estatutos, en materia de convocatoria a elecciones para la reno- 
vación regular de las autoridades. 


La ley presume la situación de una mora injustificada, única posibilidad 
de habilitar el poder de convocatoria ejercido porla autoridad, y sólo a partir 
de una gestión intimatoria previa a ejercersobre los cuerpos orgánicos para 
que cumplan sus normales obligaciones. 


En caso de mantenerse la renuencia en el cumplimiento de esos debe- 
res, la autoridad procederá a designar a las personas que ejecutarán los ac- 
tos de convocatoria. 


En caso de estado de acefalía de los órganos de conducción, en tanto la 
situación no estuviera prevista expresamente en los estatutos sociales del 
sindicato afectado o de la federación de la que se encuentre formando parte, 
el M.T.y S.S. puede designar un interventor para que efectúe lo que sea ne- 
cesario para regularizar la situación, incluso con facultades para convocar 
y organizar la celebración de las asambleas y congresos necesarios para al- 
canzar la normalización. 


Todo acto de intervención de la autoridad relacionado a los procesos 
eleccionarios de los gremios, está limitado por el respeto de la autonomía 
sindical por parte de la autoridad de aplicación. La intervención debe estar 
guiada por el principio de democracia sindical y para legitimar la red de 
mandatos que es el sindicato, pero desde el respeto a la voluntad asociativa 
de los trabajadores. ; 
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El art. 57 de la L.A.S., viene a confirmar expresamente en materia elec- 
cionaria, lo dispuesto por el art. 6”, consagratorio del principio de autono- 
mía. 


Sostiene el art. 57: “En tanto no se presente alguna de las situaciones an. 
tes previstas, la autoridad administrativa del trabajo no podrá intervenir en. 
la dirección y administración de las asociaciones sindicales a que se refiere 
esta ley, y en especial restringir el manejo de los socios sindicales”. 


La jurisprudencia de la CSJN admite el ejercicio del control de legalidad 
de los actos eleccionarios, resolviendo al respecto: “No puede considerarse 
excluido, del ámbito propio de las facultades del Ministerio de Trabajo, el 
ejercicio del control de legalidad de los procesos electorales sindicales... El 
Ministerio de Trabajo goza de atribuciones para ejercer el control de lega- 
lidad de los procesos electorales sindicales, y, en consecuencia, resolver los 
recursos que pudieren interponerse contra las decisiones de la autoridad 
electoral de la asociación profesiona!” (5). 


Pero, por vía jurisprudencial, también se admite en forma subsidiaria, 
que el control de legalidad administrativo, es revisable por el control judi- 
cial. Aunque se ha dejado establecido que ese control es subsidiario, y si. 
bien fuera generosamente habilitado por el art. 47 de la L.A.S., en materia 
eleccionaria, debe serradmitido en forma restrictiva (6). Por cuanto las in* 
tervenciones al respecto, deben hacerse siempre a partir de respetar el prin- 
cipio de autonomía (7). 


Como sabe cualquier asesor sindical, la elaboración del cronograma de 
un proceso electoral es una tarea difícil cuando se intentan respetar los tér- 
minos que la ley establece para sus distintas etapas, que contemplan des: 
de la convocatoria, hasta la constitución de la Junta Electoral en funciones, 


(5) Véase: CSJN, voto del doctor Augusto César Belluscio, en J. 63. XXII. “Juárez, Rubén h 
Faustino y otro c. Mrio. de Trabajo y Seguridad Social (Direc. Nac. de Asoc. Sindicales) s/ acción 
de amparo', 10/04/1990. 

(6) Véase: “Dentro de la economía de la ley 23.551, el control de los procesos electorales 
que se llevan a cabo en las asociaciones gremiales, está a cargo de la autoridad de aplicación, 
art. 56 inc. 4 por lo cual, aun acordando al art. 47 una interpretación tan amplia como la que sé 
da para usarlo como instrumento para prácticamente todo, cabría admitir que laintervención 
de la justicia del trabajo por la vía sumarísima, debe ser subsidiaria y, en cuanto a esa materia 
concreta, interpretada con criterio restrictivo” CNTrab., sala IV, Interlocutorio 31/03/1995, Juez 
Corach, “Battaglia, Amilcar c. Junta Electoral Nacional de la Asociación del Ministerio de Ense- - 
ñanza Técnica s/ amparo”. 

(7) Véase: “No cabe admitir que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social aún con el 
loable propósito de establecer pautas de acción correctivas, pueda interferir en la vida de una : 
asociación sindical a través de disposiciones que suspendan la convocatoria de un congreso o 
asamblea o juzguen su validez, art. 6 y 57 de la ley 23551. Esto es así en tanto la expresión “in- 
tervenir” contenida en el último artículo citado debe interpretarse acorde con el principio de 
autonomía sindical” CNTrab., sala III, 13/12/1989, “Salasevicus, Wenceslao c. Dirección Nacio- 
nal de Asociaciones Sindicales - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/amparo” Mag, vo- 
tantes: Antonio Vázquez Vialard - Ricardo Alberto Guibourg. 
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la oficialización de las listas y las dilucidaciones de las impugnaciones y el 
control y publicidad de los padrones. En el juego de los términos que deben 
seguirse, los propios de la ley y los establecidos en los estatutos, suelen pro- 
vocar contradicciones. 


Es función administrativa controlar esos procesos, respetando lo ac- 
tuado por las autoridades de los comicios que ejercen el control autónomo 
inicial. 


El acatamiento delos términos lleva incluso a la discusión en materia de 
la pureza de los actos eleccionarios o sus suspensiones o anulaciones (8). 


6. EL CONTROL DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN. 
LA JUDICIALIDAD DEL MISMO Y LA COMPETENCIA 


La recurribilidad judicial de lo resuelto en materia administrativa por 
la autoridad de aplicación, se encuentra prevista en el art. 61 de la L.A.S. 
23.551, que establece: “Todas las resoluciones definitivas de la autoridad ad- . 
ministrativa del trabajo en la materia regulada por esta ley, una vez agotada 
la instancia administrativa, son impugnables ante la justicia, por vía de re- 
curso de apelación o de acción sumaria, según los casos, y en la forma estable- 
cida en los artículos 62 y 63 de la presente ley”. 


Las facultades y poderes que reconoce el art. 56 de la L.A.S, 23.551, es- 
tán limitadas por el art. 6”, que consagra el principio de autonomía, y por el 
art. 57, que expresamente prescribe que en tanto no se presente alguna de 
las situaciones antes previstas, la autoridad administrativa del trabajo no 
podrá intervenir en la dirección y administración de las asociaciones sindi- 
cales, y en especial, no podrá restringir el manejo de los fondos sindicales. 


Lo actuado por la autoridad de aplicación en materia de conflictos in- 
tersindicales, es objeto del control de judiciabilidad, siendo competente la 
Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, como expresamente lo prevé 
el art. 63, inc. c) de la ley 23.551 (9). 


(8) Véase: “El plazo de 45 días previsto por la ley 23.551 y por su decreto reglamentario es 
insoslayable. Carece de sentido decir que por que se ha suspendido un acto eleccionario la se- 
gunda convocatoria puede hacerse sin dar a las partes las garantías legales mínimas. No debe 
olvidarse que están en juego principios que hacen a la democracia sindical, que es el objetivo 
central de la legislación aplicable”. CNTrab., sala V, 10/08/1990, “Borda, Ramón c. Unión Tra- 
bajadores Gastronómicos de la Rep. Arg. s/ sumarísimo”. Mag. votantes: Horacio Vaccari - José 
E. Morell. 

(9) En la jurisprudencia de la Provincia de Chaco: “De acuerdo al art. 63 inc. c) de la ley 
23.551, la justicia laboral es competente en las acciones sumarísimas, no tiene como propósi- 
to que por esa vía se ventilen ante la justicia provincial, los conflictos intrasindicales, sino que 
ante la denuncia de un conflicto de tal carácter que impide el desenvolvimiento regular de la 
entidad gremial, agota su objeto en la adopción de medidas judiciales útiles que garanticen 
el ejercicio regular de los principios y derechos sindicales comprometidos, cuando la demora 
pueda resultar perjudicial a la preservación de la democracia interna de la asociación sindical, 


444 RICARDO J. CORNAGLIA 


Como lo resalta la CS]N: “el fin perseguido porel legislador al sanciona; 
la ley 23.551 estuvo centrado en resguardar un adecuado equilibrio entre: 
la autonomía sindical y el necesario control que deben ejercer los poderes 
públicos” (10). 


Lo que por otra parte, también resulta del amparo específico que el 
art. 47 de la L.A.S. 23.551, consagró en protección de los actos antisindica. 
les (11). 


Y de una aplicación sistemática de los arts. 60, 21, 22, 14, 24 y 56 a 61 de 
la misma ley (12). 


7. LA ADMINISTRACIÓN DEL MAPA DE LA REPRESENTACIÓN GREMIAL 


La mayor responsabilidad que carga el M.T. y S.S., en materia de dere 
cho colectivo del trabajo, es la de administrar el mapa de la representació: 
sindical en el país, en relación a las personerías gremiales reconocidas, las: 
procuradas de alcanzar y las cuestionadas. 


En la jurisprudencia de la Provincia de Chubut, encontramos el siguient 
fallo, representativo de una corriente que cree que las representaciones sin 


solo es dable acudir a esta vía para reclamar la adopción de una medida útil, agotándose con: 
ella el objeto de la acción y la competencia local, por cuanto es el Ministerio de Trabajo de la : 
Nación la autoridad de aplicación de la ley 23.551 y en su caso la Cámara Nacional de Apela- : 
ciones del Trabajo la competente para conocer por medio de los recursos y acciones que regul. 
la propia ley” (L1 CAT RS, 1000 220 RSD-88-96 S 5/11/1996, Juez Urrutia de Rajoy, Yolanda]; 
(SD). “Romero, Sergio en representación de la Comisión Directiva de la Seccional San Fernan: : 
do de la Asociación de Trabajadores de la Educación del Chaco (A.T.E.CH.) c. Junta Ejecutiva d 
A.T.E.CH. s/ Acción de Nulidad”. Mag. votantes: Urrutia de Rajoy, Yolanda L. - Siri, Eduardo A. 
(10) Véase: CSJN, en “J. 63. XXIL “Juárez, Rubén Faustino y otro c. Mrio. de Trabajo y Segu- :: 
ridad Social (Direc. Nac. de Asoc. sindicales) s/ acción de amparo”, 10/04/1990. 
(11) Véase: CSJN, “En el caso del art. 47 de la ley 23.551 los objetivos generales persegui 
dos por el legislador estuvieron centrados en resguardar un adecuado equilibrio entre la au 
tonomía sindical y el necesario control que deben ejercer los poderes públicos”. Mag. Levene). 
Cavagna Martínez, Fayt, Belluscio, Barra, Nazareno, Oyhanarte, Moliné O'Connor. Abs.: Petrac 
chi. B. 232, XXIIL “Borda, Ramón y otro c. Unión Trabajadores Gastronómicos de la República: 
Argentina” 01/11/1990. 
(12) Véase: “En el esquema de la ley 23.551, deben interpretarse sistemáticamente los y 
arts, 6%, 21, 22, 24, 25 y 56 al 61. De su contexto se infiere que la autoridad de aplicación debe.* 
respetar la autonomía sindical, pero, dentro de los límites que fija la legislación vigente, y:tie- ' 
ne facultades que la legitiman para ejercer un control de legalidad de diversos actos de la vida 
sindical, con revisión judicial posterior”. “En aquellos conflictos en los que por su causa, la.-au--: 
toridad administrativa tiene facultades de control, pues de no darse esa situación los principios: 
de autonomía y libertad sindicales se verían afectados, los trabajadores o asociaciones sindi- 
cales pueden acudir a la vía del amparo prevista por la ley 16.986, si la agresión proviene de lá ' 
administración; o al proceso sumarísimo si la afectación proviene de los particulares, tal como: 
lo regula el art. 47 de la ley 23.551 que instrumenta un procedimiento especial para el ámbito 
sindical, cuando los actos lesivos provienen de particulares” CNTrab., sala III, 03/07/1990, “Fe 
deración del Personal de Vialidad Nacional c. Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales 
Ministerio de Trabajo de la Nación s/ acción de amparo”. Mag. votante: Ricardo A. Guibourg. 
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dicales son de exclusiva adjudicación legal a los sindicatos con personería 
gremial: “Atendiendo a la mayor representatividad, es que se ha reconocido 
en exclusiva a las asociaciones sindicales con personería gremial el derecho 
a representar ante el Estado y los empleadores los intereses individuales y 
colectivos de los trabajadores”. 


“Los artículos 23 y 31 de la ley 23. 551 delimitan cuidadosamente las fa- 
cultades que conciernen a las asociaciones simplemente inscriptas y a las 
dotadas de personería gremial respondiendo la diferencia a la pauta de ma- 
yor o menor representatividad de unas y otras. Tal discriminación legal no 
repugna a la garantía del artículo 16 de la Constitución Nacional, precepto 
que no impide, sabido es, que se contemplen en forma distinta situaciones 
diferentes, siempre que la disparidad de trato no sea arbitraria ni responda 
a hostilidad a hacia determinadas personas o grupo de ellas o a privilegios 

personales o grupales” (13). 


En la jurisprudencia de la Provincia de Buenos Aires, con el mismo sen- 
tido organicista, se sostiene: “La ley 23.551 sólo confiere en mayor o menor 
extensión derechos y facultades como entes gremiales representativos de 
los trabajadores a las asociaciones sindicales que hubieran obtenido suins- 
cripción o el reconocimiento de su personería gremial (arts. 23, 25 y 31, en- 
tre otros)” (14). 


Estamos lejos de compartir los criterios organicistas, herederos de un 
corporativismo exacerbado, que limitaron el poder sindical de representa- 
ción, a los sindicatos amigos del poder debidamente autorizados por él. 


La inscripción de un sindicato sólo se puede conseguir luego de la cons- 
titución de la entidad en un acto libre y democrático: la asamblea. Por lo que 
previo al acto registral, se debe admitir qué hay un período de actuación de 
la entidad anterior a dicha inscripción. Otro posterior a ella, en el que el sin- 
dicato se halla simplemente inscripto. Y una etapa posterior, en la que sólo 
se puede ingresar tras seis meses de actuar en la anterior, y que se obtiene al 
conseguir ser el más representativo de la categoría (art. 25 de la L.A.S.). 


(13) Véase: “Figueroa, Mónica Cristina c. Municipalidad de Puerto Madryn s/ Sumarísi- 
mo” (S CAN1 TW 000L 000038 15/05/1998 MA Velázquez C.S.N., La Ley, 1993-B, 509, sum. 1439; 
La Ley, 1993-C, 529, sum. 2562 STUO, S.I.A., n” 47, año 1992, JUBA, base SCSSURW, sum. 2806. 
SC Buenos Aires, c. L. 55.376, JUBA 7.0, sum. B-42.460, DJBA, t. CXLIX, p. 148. CAN1, causa 
10.123, Sent. Def. Laboral n* 113, año 1992, 10.460. Sent. Def. Laboral n* 94, año 1993, 10.126. 
Sent. Def. Laboral n* 97, año 1993, en JUBA, base SCAUCH, sum. 2196). 

(14) Véase: SC Buenos Aires, L 45.759, S 21/05/1991, Juez Salas (SD). “Spergge, Pedro 
Argentino c. Consorcio de Propietarios Edificio “Delfín' s/ Reinstalación de puesto por garan- 
tía sindical” TSS/91 - DT, 1991-B, 1486 - AyS, 1991-1-810 - JA, 1992-I, 433. Mag. votantes: Sa- 
las - Rodríguez Villar - Mercader - Laborde - San Martín. /dem: SC Buenos Aires, L 58.478, S 
12/11/1996, Juez Salas (SD). “Ayerbe, Juan B. c. Asociación Cooperativas Argentinas, Coop. 
Ltda. Fábrica de Aceites Vegetales Tres Arroyos s/ Indemnización por antigiiedad por despido 
incausado y otros”, DJBA 151-344. Mag. votantes: Salas - Pisano - Negri - Laborde - Pettigiani. 
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Estas condiciones que hacen a la representatividad reclamada son ma. 
teria de control administrativo. 


En la sistemática de la ley, se supone que la personería gremial corres- 
ponde al sindicato más representativo, en un ámbito territorial y persona] 
en que es medida dicha representatividad. 


Es deber de la autoridad, controlar si el sindicato afilia a más del veinte 
por ciento de los trabajadores que intenta representar. 


Y en caso de que dos o más compitan entre sí por la personería gremial, 
pesa sobre el Ministerio el control o cotejo de las afiliaciones de los cotizan- 
tes. 


La resolución que otorga, mantiene o desplaza una personería gremial, 
depende de ese cotejo de representatividades en pugna. 


Para ello la autoridad deberá tener en cuenta la cantidad promedio de 
trabajadores que intente representación. 


Los promedios se determinarán sobre los seis meses anteriores a la so 
licitud. 


El reconocimiento de la personería gremial, implica el dictado de un 
Resolución del M.T. y S.S., en la que se precisará el ámbito de representación 
personal y territorial. 


Como la ley lo advierte, dicha Resolución no podrá exceder, en la repre- 
sentación reconocida, los límites de representación del estatuto social del 
sindicato embestido; pero sí podrá reducir dichos ámbitos, en lo territorial o - 
personal, si existiere superposición de representaciones con otro sindicato. 
con personería ya adjudicada. Ñ j 


Todo tipo de superposición de representaciones gremiales, ya sea por. 
alcanzar a toda o parte de una categoría profesional, no podrá ser motivo. 
de resolución de la autoridad, sin haber dado previamente intervención y 
derecho a defenderse a todos los alcanzados por ese conflicto de represen. 
tación. 


Ejercido el derecho de oposición, se deberán efectuar los cotejos de afi- 
liaciones de los cotizantes, que permitan dirimir la cuestión de la primacía 
enla representación. 


Violado ese derecho de cualquier sindicato, éste podrá solicitar la nuli 
dad de la Resolución adjudicataria de personería gremial que lo afecte. 


La autoridad de ampliación debe cumplir con todos esos recaudos de. 
procedimiento, y una vez cumplidos, contará con un plazo no mayor de los 
noventa días para resolver sobre la personería gremial solicitada o cuestio- 
nada. 


Como en el caso de la simple inscripción, otorgada una personería gre- 
mial, la Resolución del M.T. y S.S. deberá ser inscripta en el Registro y publi 
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cada sin cargo en el Boletín Oficial, conjuntamente con los estatutos socia- 
les (art. 27 de la L.A.S.). 


8. EL PROCESAMIENTO DE LOS CONFLICTOS DE PERSONERÍA GREMIAL 


Al basarse el sistema legal de reconocimiento del sindicato más repre- 
sentativo, en el otorgamiento por la autoridad de la personería gremial, y 
siendo ella constitutiva de estado para ejercer varios actos gremiales con 
exclusividad, las contiendas entre sindicatos estallan para: 


a) Conseguir el estado por vía de adjudicación de la personería gre- 
mial. 


b) Cuestionar el alcance de las personerías adjudicadas. 


c) Modificar el estado por pérdida de la representatividad mayoritaria 
antes reconocida. 


Estas contiendas parten de un presupuesto, que la ley y la doctrina se 
han encargado de realzar, destacando que el sistema del modelo sindical 
argentino (como lo titulara Corte en su obra), es el de promoción de la uni- 
cidad sindical. 


Por eso el art. 28 de la L.A.S., recordando que no se pueden acordar dos 
personerías gremiales coincidentes en cuanto a una categoría representa- 
da, para actuar en la misma zona, actividad o categoría, organiza los proce- 
dimientos administrativos que la autoridad debe cumplir, cuando un nuevo 
sindicato reclame la condición de más representativo, admitida preexisten- 
temente a otro. 


Esto lo pueden hacer los. sindicatos con simple inscripción gremial y 
también sindicatos con personería gremial reconocida, que reclaman am- 
pliar su personería en zonas, actividades o categorías, que siendo naturales 
a sus estatutos, no alcanzaban a las facultades de representación otorgadas 
porla autoridad de aplicación en la Resolución de otorgamiento de persone- 
ría con la que contaban. 


En ambos casos, el conflicto intersindical de personerías deberá ser 
procesado por la autoridad de aplicación, que de esa forma tratará de ad- 
ministrar el mapa de las representaciones sindicales gremiales en el país, 
actualizándolo. 


La condición del sindicato reclamante, en cuanto a la mayor representa- 
tividad invocada, deberá ser demostrada “en tanto que la cantidad de afilia- 
dos cotizantes de la peticionante, durante un período mínimo y continuado 
de seis meses anteriores a su presentación, fuere considerablemente supe- 
rior a la de la asociación con personería preexistente”. 


El conflicto se procesa dando traslado al sindicato con personería gre- 
mial preexistente, de la acción intentada o el requerimiento de la nueva 
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personería, por el término de veinte días, a fin de que ejerza su defensa y 
ofrezca pruebas. 


De la contestación se dará traslado por cinco días a la peticionante. 


Las probanzas estarán destinadas a demostrar la mayor representativi- 
dad y se harán con el control de las entidades involucradas, y en gran me- 
dida, a partir del conocimiento efectivo que ambas y la autoridad puedan 
hacer de sus registros y los de los empleadores en los que los afiliados se 
encuentran trabajando. 


Avanzando más allá del ejercicio del poder reglamentario, el decreto. 
467/88, en su art. 21, establece que “cuando dos asociaciones tuviesen igual] '* 
zona de actuación, la asociación que pretenda la personería gremial deberá 
superar a la que con anterioridad la posea como mínimo en el diez por cien- 
to de sus afiliados cotizantes”. 


Hay un contrasentido en sostener que el sistema se basa en el recono- 
cimiento de la mayor representatividad, y al mismo tiempo, admitir que el - 
sindicato que cuenta con menor número de afiliaciones, aun en proporción 
de hasta un diez por ciento de sus afiliados cotizantes, pueda conservar uni 
estado que funcionalmente le corresponde al otro. Es evidente que el peso : 
de la burocracia sindical argentina, con su profunda carga conservadora de 
los poderes constituidos, hizo que el poder ejecutivo dictara una norma a ' 
su servicio, que carece de razonabilidad suficiente y termina por destruir el : 
fin procurado en la ley mal reglamentada. Que era el de privilegiar la mayor 
representatividad alcanzada en la realidad. 


En la administración del mapa de las representatividades reconocidas, | 
el Ministerio deberá además tener en cuenta otras reglas de respeto a las * 
personerías alcanzadas. 


Ellas son: 


a) Otorgamiento de personerías a los sindicatos de empresa, sólo cuan- 
do los mismos no invadan las zonas de actuación y las actividades o cate- 
gorías ya adjudicadas a otros sindicatos de primer grado o uniones (art, 29 . 
L.A.S.). 


Lo que implica privilegiar la representación de los trabajadores por ofi- 
cio o actividad, antes que la representación por actividad de empresa. 


b) Si la representación es discutida entre sindicatos de actividad y oficio, 
se deberá dar primacía ala representación de los primeros, con la excepción 
de que el sindicato de oficio pudiera justificar la existencia de intereses dife- | 
renciados que justifiquen la necesidad de su existencia. 


El texto del art. 30 de la L.A.S. 23.551, que regula esta materia, es pscu- 
ro y contradictorio, ya que finaliza sosteniendo “y siempre que la unión o 
sindicato preexistente no comprenda en su personería la representación de. 
dichos trabajadores”. 
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El respeto irrazonable:de los poderes sindicales constituidos también 
influyó en la L.A.S. 23.551, que sólo'se pudo sancionar a partir de un pro- 
longado compromiso político, en el que los representantes de la burocracia 
sindical tuvieron fuerte influencia y presionaron conservadoramente en 
defensa conservadora de los estratos configurados. La disposición expresa 
esos compromisos, y debe ser interpretada por el jurista, a partir del choque 
entre la obscuridad del texto del art. 30 y el sentido funcional y sistémico 
que puede cobrar su literalidad, en función de las restantes disposiciones 
legales y los fines generales procurados. 


Resumiendo, la autoridad de aplicación, por vía administrativa, actúa 
como alzada en las cuestiones de encuadramiento sindical, en los asun- 
tos no resueltos dentro de los sesenta días por la entidad sindical de grado 
superior a la que se le sometiera la solución del mismo (art. 59 de la L.A.S. 
23.551). 


e A su vez, de lo que ella resuelva, se podrá apelar ante la CNTrab., y en 

caso de que la resolución no fuere dictada dentro de los sesenta días por 
parte de la administración, regirá lo dispuesto en el art. 10 de la ley 19.549. 
Agotado el procedimiento, quedará expedita a las partes, la vía judicial ante 
la CNTrab. (caso del art. 62, inc. e). 


Prevé también la L.A.S. que “la resolución que ponga fin al conflicto de 
encuadramiento sindical sólo tendrá por 'efecto determinar la aptitud re- 
presentativa de la asociación gremial respectiva con relación al ámbito en 
conflicto”. Y ello tiene particular importancia en relación a los derechos de 
otras asociaciones que reivindiquen derechos propios con referencia al ám- 
bito de lo resuelto. 


CAPÍTULO 21 
LAS CONDUCTAS ANTISINDICALES 


SUMARIO: 1. Las conductas antisindicales.— 2. Práctica desleal.— 3. Los 
sujetos de las querellas por prácticas desleales.— 4. Las sanciones previstas 
en la L.A.S. 23.551 para las prácticas desleales.— 5. La naturaleza de la mul- 
ta.— 6. La querella por práctica desleal.— 7. Las conductas tipificadas como 
prácticas desleales.— 8. Las garantías de gestión. 


1. Las CONDUCTAS ANTISINDICALES 


La normativa reguladora del movimiento obrero se fue construyendo 
desde que el constitucionalismo social reconociendo con mayor o menor 
sinceridad la necesidad de proteger el asociacionismo. 


En los estados sociales de derecho, la acción sindical es promovida y 
considerada inherente a la organización social democrática. 


La antigua legislación coactiva del derecho social, que regulaba el ejer- 
cicio de la huelga, las coaliciones y el asociacionismo obrero, fue derogada 
o reformada. Las normas que han subsistido, en función de la libertad de 
trabajo, son aplicadas e interpretadas en un sentido muy distinto al que se 
les daba en el siglo pasado y comienzos de éste. 


Las posibles colisiones entre la libertad de trabajo y la libertad asocia- 
tiva, se armonizan y resuelven, tratando de no producir desmedro en esta 
última (1). 


Hoy se persiguen en el derecho del trabajo las prácticas antisindicales. 
Las conductas destinadas a obstaculizar o impedir el libre ejercicio del sin- 
dicalismo son ilegítimas. 


(1) Ejemplo de ello lo encontramos en el Código Penal, en el que la tipificación de los de- 
litos hace coexistirformas de coacción contra la libertad de trabajo y de asociación. El texto vi- 
gente del art. 158 es el siguiente: “Será reprimido con prisión de un mes a un año, el obrero que 
ejerciere violencia sobre otro para compelerlo a tomar parte en una huelga o boicot. La misma 
pena sufriera un patrón, empresario o empleado que, por sí o por cuenta de alguien, ejerciere 
coacción para obligar a otro a tomar parte en un lock-out y a abandonar o ingresar a una socie- 
dad obrera o patronal determinada” 
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La comisión de esos ilícitos laborales acarrea sanciones administratj- 
vas, Civiles, laborales y penales. 


La tutela de las prácticas sindicales se lleva a cabo a través de la protec- 
ción de los trabajadores cuando actúan sindicalmente y de sus organizacio- 
nes sindicales. 


La autoridad pública debe ejercer de oficio las defensas del caso en fun- 
ción de las tutelas legales. Como parte de la autoridad pública, la policía 
del trabajo es función especializada del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social de la Nación y de los organismos equivalente de las Provincias. A raíz 
de ello es posible observar que la policía del trabajo llega a aplicar sanciones . 
en forma de multas (2). 


Por su parte, el art. 47 de la L.A.S. 23.551, consagra un instrumento de 
protección contra las prácticas antisindicales. 


Toda conducta que impida u obstaculice el ejercicio de los derechos : 
sindicales, puede ser atacada mediante una acción de amparo, destinada a * 
conseguir el cese inmediato de ese comportamiento. 


La ley tiende un manto de protección sobre la función del sindicalismo 
en la sociedad moderna, y en particular, sobre el trabajador que ejerce la 
representación. 


El instituto forma parte de las medidas con que los estados de derecho 
reaccionaron ante un largo período histórico, en el que el derecho de aso- 
ciarse con fines sindicales fue reprimido y la condición de sindicalista se 
constituía en centro de prácticas discriminatorias. En las relaciones labo- - 
rales del presente, subsisten conductas de estetipo,ante las cuales el legis- .. 
lador ha operado, reconociendo derechos y regulando procedimientos para 
ejercerlos. : 


El principal procedimiento para la protección de los valores que hacena 
los derechos asociativos y de representación de los trabajadores, está regu- 
lado en la Ley de Asociaciones Sindicales 23,551, a partir de ese art. 47, que 
remite subsidiariamente al Código Procesal Civil y Comercial y su art. 498 y 
guarda directa relación sistemática con los arts. 40 a 52 y 63 de la L.A.S. (3). 


(2) Por ejemplo: “Si la empresa dictó una circular que fue instrumentada tendiendo clará: .- 
mente a limitar u obstaculizar el desempeño de los delegados de personal, actitud que colisio- 
na con los principios de libertad y autonomía sindical consagrados por la Constitución Nacio- 
nal e instrumentados por la ley 23.551, tal actitud configura práctica antisindical y corresponde: ' 
se imponga una multa por cada trabajador afectado”. CNTrab., sala II, 08/09/1992, Juez Rodrí- E 
guez, “Asociación de Personal Aeronáutico c. Aerolíneas Argentinas s/ sumarísimo', Mag. vo-, 
tantes: Rodríguez - González. 

(3) Texto del art. 47 de la ley 23.551: “Todo trabajador o asociación sindical que fuere impe- 
dido u obstaculizado en el ejercicio regular de los derechos de la libertad sindical garantizados por -: 
la presente ley, podrá recabar el amparo de estos derechos ante el tribunal judicial competente, 
conforme al procedimiento sumarísimo establecido en el artículo 498 del Código de Procedimie 
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El texto del ya mencionado art. 47'es amplio y generoso. Comprende a 
todo tipo de actos antisindicales e incluso alas figuras tipificadas en la pro- 
pia L.A.S., como las prácticas desleales que contempla el art. 53. 


En este último caso, las querellas han sido contempladas también en el 
art. 63, determinando la competencialaboral para sutrámite, por medio del 
proceso sumario de cada jurisdicción local; Juan Carlos Fernández Madrid 
considera que esto no obsta al trámite a intentar por vía del amparo y su 
juicio sumarísimo (4). 


Cabe sin embargo distinguir entre un amparo destinado a conseguir el 
cese de una conducta propia de una práctica desleal, de una acción destina- 
da no sólo-al cese, sino también a la calificación y a conseguir las sanciones 
que la ley estipula al respecto. Con más razón aún, cabe distinguir la acción 
que sólo pretende la calificación de la conducta y reparación a partir de ello, 
pero no procura el cese, porque el damnificado está desinteresado de pro- 
seguir la acción sindical o porque el transcurso del tiempo le restó eficacia 
real al imperio de la decisión judicial al respecto. 


Las conductas antisindicales son variadas y de distintas naturaleza. 
Una conducta antisindical que puede ser atacada por la acción de amparo 
del art. 47, es el despido. Otras, las negativas de trabajo, la suspensión o el 
cambio de funciones que obstaculicen las prácticas sindicales. Siendo éstas 
las más comunes, pero no las únicas, debe entenderse que el enunciado de 
la ley no es taxativo, ni puede aplicarse la misma con sentido restrictivo y 
contrario al bien protegido en la normativa y al propósito general que inspi- 
rara al legislador. 


Estas garantías dadas a los trabajadores que ejercen funciones de repre- 
sentación sindical, limitan el poder de dirección empresario, con referen- 
cia a los contratos de trabajo alcanzados por la protección, que adquieren 
un estado de permanencia y estabilidad. Estado que no corresponde a un 
privilegio, sino al propósito de hacer posible la función representativa en 
ejercicio e impedir prácticas de persecución sindical, profundamente en- 
raizadas, que afloran cuando el conflicto tensa las relaciones entre partes. 


La ley otorga a la garantía reconocida la máxima protección, al conside- 
rar el acto antisindical de absoluta nulidad (5). 


tos Civil y Comercial de la Nación o equivalente delos códigos procesales civiles provinciales, a fin 
de que éste disponga si correspondiere el ceseinmediato del comportamiento antisindical” 

(4) Texto del art. 63 de la ley 23.551: “1%) Los jueces o tribunales con competencia en lo labo- 
ral en las respectivas jurisdicciones conocerán en: 

a) Las cuestiones referentes a prácticas desleales; 

b) Las acciones previstas en el artículo 52; 

c) En las acciones previstas en el artículo 47. 

20) Estas acciones se sustanciarán por el procedimiento sumario previsto en la legislación 
local: ; 

(5) Interpretando a la ley, la jurisprudencia ha admitido, con referencia al acto de despe- 
dir: “El despido directo, sin previa exclusión de la tutela es un acto nulo para extinguir el'con- 


454 RICARDO J. CORNAGLIA ] 


Sin perjuicio delo expuesto, la protección dada por la ley a la tutela sin. 
dical, no pretende ser absoluta. Para impedir formas de ejercicio abusivo 
del derecho de representación sindical, y a fin de permitir en el empleador 
medidas que no tienen razón de ser en conductas antisindicales, la L.A.s, 
reconoce acciones especiales. Obliga al empleador a ser actor judicial en las 
causas en las que se legitimen esas medidas, que se podrán adoptar, previo 
procesamiento y autorización de los jueces. Crea una condición para legiti- 
mar los actos, ésta es la de la prejudicialidad convalidante. 


Estas causas en las que los empleadores son actores, quedan procesal- 
mente equiparadas a las acciones de amparo de la tutela judicial; y la L.A.S: 
remite también al proceso sumarísimo, y en él, admite una medida cauté- 
lar: la de la suspensión de la prestación laboral del trabajador, en la medi: 
da en que se demuestre que “la permanencia del cuestionado en su puesto.. 
o el mantenimiento de las condiciones de trabajo pudiere ocasionar peligr 
para la seguridad de las personas o bienes de la empresa” (art. 52, primer 
apartado) (6). 


trato, prohibido expresamente por la ley, el mero transcurrir del tiempo no autoriza a ver una” 
tácita aceptación por el trabajador de que aquel despido directo fue el modo extintivo de la r 
lación, ya que su nulidad es absoluta e insusceptible de confirmación, art. 1047 Cód. Civil. Po 
su parte la ley citada impone una manifestación del afectado por aquel acto nulo de nulidád ; 
absoluta, lo que no es un ritualismo sino que se corresponde con la invalidez extintiva que tie- 
ne la declaración patronal. En el caso concreto, si el trabajador no comunicó formalmente por : 
escrito al empleador antes del juicio que se consideraba despedido indirectamente, el mismo , 
ejercicio de esta acción tradujo esa inequívoca voluntad que llegó a su destinatario al notificár- 
sele la demanda”. CNTrab., sala V, 21/12/1994, Juez Vaccari, “Reynal, Carlos c. Expreso San [si- 
dro S.A. s/ despido” Mag. votantes: Vaccari - Morell - Lescano. 

(6) Texto completo del art. 52 de la ley 23.551: “Los trabajadores amparados por las garan- 
tías previstas en los artículos 40, 48 y 50 de la presente ley, no podrán ser despedidos, suspendidos, 
ni con relación a ellos podrán modificarse las condiciones de trabajo, si no mediare resolución 
judicial previa que los excluya de la garantía conforme al procedimiento establecido en el artícu: 
lo 47. El juez o tribunal interviniente, a pedido del empleador, dentro del plazo de cinco días po- 
drá disponer la suspensión de la prestación laboral con el carácter de medida cautelar, cuando 
la permanencia del cuestionado en su puesto o el mantenimiento de las condiciones de trabaja : 
pudiere ocasionar peligro para la seguridad de las personas o bienes de la empresa” : 

“La violación por parte del empleador de las garantías establecidas en los artículos citados ' 
en el párrafo anterior, dará derecho al afectado a demandar judicialmente, por vía sumarísima, : 
la reinstalación en su puesto, con más los salarios caídos durante la tramitación judicial, o el res” 
tablecimiento de las condiciones de trabajo”. E 

“Sise decidiere la reinstalación, el juez podrá aplicar al empleador que no cumpliere con la _- 
decisión firme, las disposiciones del artículo 666 bis del Código Civil, durante el período de vigen- 
cia de su estabilidad" 

“El trabajador, salvo que se trate de un candidato no electo, podrá optar por considerar extin- 
guido el vínculo laboral en virtud de la decisión del empleador, colocándose en situación de des- 
pido indirecto, en cuyo caso tendrá derecho a percibir, además de indemnizaciones por despido, . 
una suma equivalente al importe de las remuneraciones que le hubieren correspondido durante el - 
tiempo faltante del mandato y el año de estabilidad posterior. Si el trabajador fuese un candidato 
no electo tendrá derecho a percibir, además de las indemnizaciones y de las remuneraciones impu- 
tables al período de estabilidad aún no agotado, el importe de un año más de remuneraciones; *- 

“La promoción de las acciones por reinstalación o por restablecimiento de las condiciones de 
trabajo a las que refieren los párrafos anteriores, interrumpe la prescripción de las acciones por c 
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El amparo por actos antisindicales alcanza incluso a las conductas de 
los propios sindicalistas. Por lo que la justicia ordinaria laboral es compe- 
tente para actuar como control al respecto (7): 


2. PRÁCTICA DESLEAL 


Como parte de la estructura legal de protección al sindicalismo, la nor- 
mativa laboral argentina tomó de la estadounidense (en especial de la Ley 
Wagner, de 1935) la figura de la práctica desleal. 


Se suele citar como antecedente de nuestra legislación a la Ley Taft- 
Hardley; pero este cuerpo normativo es posterior a la aparición de esta figu- 
ra en el derecho nacional, lo que sucedió con el decreto-ley 23.852/45. 


Las prácticas desleales constituyen conductas contrarias a la ética de 
las relaciones laborales; conforme a las pautas propias de una sociedad que 
* ha asumido que la acción sindical es legítima y necesaria, para procurar 
igualar a los trabajadores con sus empleadores, a partir de su condición de 
subordinación y explotación por parte de aquéllos. 


En el decreto 23.852/45, además de la tipificación de las conductas que 
como ilícitos laborales eran así caracterizadas, se instituyó un Consejo Na- 
cional de Relaciones Profesionales, que integrado por representantes de los 
trabajadores, empleadores y el Estado, debía procesar las denuncias que se 
'practicaran. 


El instituto de la práctica desleal fue reiterado en toda lalegislaciónpos- 
terior atinente a la regulación de las asociaciones gremiales. 


Con la ley 20.615, conforme a las pautas estadounidenses, se reconocie- 
ron formas de prácticas desleales de los trabajadores contra los empleado- 
res. Pero la L.A.S. 23.551, mantuvo el criterio de regular únicamente las con- 
ductas ilícitas laborales de los empleadores y sus asociaciones. 


Es importante distinguir conceptualmente a la práctica desleal del con- 
flicto intersindical; la jurisprudencia ha resaltado que no debe usarse de la 
querella, en la que se sustancian las primeras, para solucionar a los segun- 
dos (8). 


bro de indemnización y salarios caídos allí previstas. El curso de la prescripción comenzará una vez 
que recayere pronunciamiento firme en cualquiera de los supuestos” 

(7) Véase: “Si se inició una demanda de amparo en razón que el Secretario General de la 
Agrupación obrera de la Cerámica atentaba contra los derechos sindicales de dicha Agrupa- 
ción, resulta competente para entender en la misma el Tribunal del Trabajo”. SC Buenos Ai- 
res, Ac. 59.521, 13/5/1995. “Agrup. Obrera de la Cerámica c. Rodríguez, Adrián A. s/ Acción de 
“amparo” Mag. votantes: Mercader - Salas - Pisano - San Martín - Laborde. 

(8) Conf: “El trámite excepcional de la querella por práctica desleal no puede ser utilizado 
para solucionar conflictos intersindicales de representatividad, pues no se condice con el dise- 
ño específico de los arts. 23, 59 y concordantes de la ley 23.551”. (Del dictamen del PGTal que 
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3. Los SUJETOS DE LAS QUERELLAS POR PRÁCTICAS DESLEALES 


La querella por prácticas desleales tiene por sujetos activos alos trabaja- 
dores y sus asociaciones sindicales (9). 


Los sujetos pasivos de esa acción son los empleadores y sus asociacio. 
nes. 


Debe señalarse, que las acciones a ejercer en este sentido, pueden ser. 
llevadas a cabo por las asociaciones sindicales y los trabajadores afectados, 
en forma conjunta o no. 


Cuando son promovidas porlos trabajadores exclusivamente, una saná' 
práctica procesal que puede el Juez promover es la citación de la entidac 
sindical como tercero. Pero también las intervenciones de los sindicatos en' 
esta materia y casos debe ser dispuesta con prudencia, pro cuanto conduc 
ciones amarillas de los mismos, pueden estar comprometidas con los emp; 
pleadores y ser cómplices de la comisión de las conductas a juzgar. 


Las entidades sindicales que las ejerciten (vía querellas o acciones. 
amparo), pueden o no tener personería gremial reconocida. 


La conducta antisindical es una típica violación de un derecho públic 
subjetivo. Afecta a categorías lícitas y protegida de sujetos de especial con 
deración en la sociedad democrática. 


Por no entenderse estos presupuestos se advierten fallos con resignan l: 
función cuasi instructoria que cabe alajusticia laboral, en los juicios deest 
tipo y se les da en algunos casos arbitrariamente a estos litigios el carácte 
propio de las acciones de instancia privada en el derecho penal. 


Así, se ha considerado que cuando los trabajadores afectados por des 
pidos relacionados con su acción gremial, han desistido de las acciones di 
reinstalación, por haber transado con la patronal las indemnizaciones po 
despido, se debía rechazar la querella por práctica desleal (10). 


Así enfocada la situación, se vacía de sentido al fuero laboral restand 
al Estado de Derecho Social una herramienta de control público de unali 
bertad esencial, que por su naturaleza, no puede depender de las conducta 
individuales determinadas por situaciones de necesidad regidas por exi 
gencias alimentarias. 


adhiere el doctor Morando), CNTrab., sala V, sent. 38.871, 19/8/1993, “ATE c. Estado Nacion 
s/ práctica desleal". 

(9) Art. 54 de la L.A.S. 23.551. “La asociación sindical de trabajadores o el dannifcad 
conjunta o indistintamente, podrán promover querella por práctica desleal ante el juez o tribu 
nal competente! 

(10) Véase: “Unión de Trabajadores de Prensa de Buenos Aires U.T.B.A. c. Arte Gráfico Edi 
torial Argentino”, CNTrab., sala VIII, 30/8/2004, con voto del camarista Horacio V. Billoch, al qu 
adhirió el camarista Juan Carlos Morando. La Ley, del 24/11/2004, p. 15. 
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Tampoco se advierte el contenido discriminatorio de las prácticas anti- 
sindicales, promoviendo indirectamente que se repitan sistemáticamente. 
Además, se dispone arbitrariamente la liberación de las multas que corres- 
ponderán al fisco cuando en el caso se demuestre la existencia de los hechos 
que se eluden juzgar. 


4. LAS SANCIONES PREVISTAS EN LA L.A.S. 23.551 
PARALAS PRÁCTICAS DESLEALES 


Las sanciones que provocan las prácticas desleales están contempladas 
en la L.A.S. 23.551. Su art. 55 prevé; 


19) Las prácticas desleales se sancionarán con multas que serán fijadas 
deacuerdo con los artículos 4 y siguientes de la ley 18.694 de infracciones a las 
leyes de trabajo, salvo las modificaciones que aquí se establecen”. 


“En el supuesto de prácticas desleales múltiples, o de reincidencia, la mul- 
ta podrá elevarse hasta el quíntuplo del máximo previsto en la ley 18.694”. 


“20) Cuando la práctica desleal fuera cometida por entidades representa- 
tivas de empleadores, la multa será fijada razonablemente por el juez hasta 
un máximo del equivalente al veinte por ciento de los ingresos provenientes 
de las cuotas que deban pagar los afiliados en el mes en que se cometió la 
“infracción”. 


. “Losimportes delas multas serán actualizados a la fecha del efectivo pago, 

de acuerdo con las disposiciones sobre índice de actualización de los créditos 
"laborales. Cuando la práctica desleal pudiera ser reparada mediante el cese 
de la medida que la hubiere producido o la realización de los actos que resul- 
ten idóneos, conforme a la decisión calificadora, y el infractor mantuviera las 
medidas o dejare de cumplir los actos tendientes a la cesación de sus efectos, 
el importe originario se incrementará automáticamente en un diez por ciento 
por cada cinco días de mora, mientras se mantenga el incumplimiento del 
empleador o entidad representativa de los empleadores”. 


“Sin perjuicio de ello, el juez a partición de parte, podrá también aplicar 
lo dispuesto por el artículo 666 bis del Código Civil, quedando los importes 
que así se establezcan en favor del damnificado”. Disposición, esta última, 
del derecho común, que regula las condenas conminatorias (astreintes) y 
.. permite al juez reajustar, y hasta dejarlas sin efecto, en función del proceder 
del deudor. 


“39) El importe de las multas será percibido por la autoridad administra- 
tiva del trabajo, e ingresado en una cuenta especial, y será destinado al me- 
joramiento de los servicios de inspección del trabajo, a cuyo fin la autoridad 
administrativa tomará intervención en el expediente judicial, previa citación 
del juez”. 


458 RICARDO J. CORNAGLIA 


“40) Cuando la práctica desleal fuere reparada mediante el cese de los qc. 
tos motivantes, dentro del plazo que el efecto establezca la decisión judicial, el 
importe de la exención podrá reducirse hasta el cincuenta por ciento”, 


La naturaleza punitiva laboral de las sanciones previstas contra las" 
prácticas desleales tipificadas en el art. 53 de la L.A.S, 23.551, hace que se' 
haya considerado a la enunciación de la norma de carácter taxativo (11). 


Para Rodolfo Capón Filas, el catálogo de la ley no es cerrado y cualquier : 
autor de acto antisindical podrá ser perseguido y sancionado (12). 


Creemos que se debe distinguir al acto antisindical tipificado en la le 
como práctica desleal, del que no lo está. La sanción por vía de multa, al: 
canza al tipificado como práctica desleal, independientemente de las otta 
sanciones propias del derecho común que merezca y las responsabilidade: 
que determine. 


5. LA NATURALEZA DE LA MULTA 


La posición que adoptamos en el apartado anterior, trata de guardar co 
herencia con el criterio seguido, en cuanto a la naturaleza que le reconoce 
mos a la multa como sanción. : 


Se considera que la multa conla que se sanciona al autor de una practic 
desleal, es la forma de aplicación de una sanción penal administrativa: Po. 
tal razón, se le aplica en los casos que corresponde la regla de la ley pen: 
más benigna (13). 


Pero estas consideraciones son ajenas a la circunstancia de que un ju: 
pueda acudir a la condena conminatoria (no a la multa), para que cese un: 
acto sindical no tipificado como práctica desleal. 


6. LA QUERELLA POR PRÁCTICA DESLEAL 


La substanciación de la causa por práctica desleal (querella), se lleva 
cabo ante los tribunales locales del trabajo. 


(11) Así lo sostienen, CORTE, Néstor T.: El modelo sindical argentino, Rubinzal-Culzoni;,; 
Santa Fe, 1988, p. 507; y RECALDE, Héctor P. y RODRIGUEZ, Enrique O.: Nuevo régimen de aso= 
ciaciones sindicales, Editorial Gizeh, Bs. As., 1989, p. 257. 

(12) Véase CAPON FILAS, Rodolfo: El nuevo derecho sindical argentino, Librería Edito 
Platense, La Plata, 1989, p. 227. 

(13) Conf.: “Si el despido dispuesto por la empleadora constituye práctica desleal, la multa 
objeto de condena debe graduarse según lo que dispone la ley 23.551 y no la ley 22.105, aunque 
ésta fuera la vigente al momento de los hechos, pues, atento a que dicha sanción es de natura- 
leza penal administrativa, corresponde aplicar el principio de la ley penal más benigna establ 
cido en el art. 20 del Cód. Civil” CNTrab., sala III, 28/06/1991, Juez Vázquez Vialard, “Cattane 
Pedro c. Banco de Londres y America del Sud s/ práctica desleal” Mag. votantes: Vázquez Vi 
lard - Guibourg. 
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El trámite a seguir estará regulado por el procedimiento local respec- 
tivo. En Capital Federal, seguirá las normas propias del procedimiento su- 
mario (14). 


El art. 63 dela L.A.S. 23.551 prevé: 


“]0) Los jueces o tribunales con competencia en lo laboral en las respecti- 
vas jurisdicciones conocerán en: 


a) Las cuestiones referentes a prácticas desleales; 
b) Las acciones previstas en el artículo 52; 
c) En las acciones previstas en el artículo 47. 


. 20) Estas acciones se sustanciarán por el procedimiento sumario previsto 
:en la legislación local”. 


El apartado 2” de la norma, excede lo que puede regular la legislación 
nacional, ingresando en el área restringida de las legislaciones procesales 
"locales de las provincias. Revela, además, desconocimiento de las realida- 
des locales por parte del legislador central. En muchas provincias argen- 
tinas, el procedimiento laboral se rige ante tribunales de instancia única 
y Orales, con procedimientos especiales que no admiten la clásica división 
“entre el proceso ordinario y el sumario que se desprende de los procesos 
escriturarios. 


La instancia en la que se encuentran esos Tribunales, es la de tener que 
“abandonar la oralidad, para regirse por los códigos civiles y comerciales 
propios de los procedimientos escritos. 


La cuestión debatida en las querellas por practicas desleal, es propia del 
.derecho común, y por lo tanto, en principio, no permite el recurso federal 
del art. 14 de la ley 48, salvo excepciones (15). 


(14) Véase: “La querella por práctica desleal no debe tramitarse por la vía ordinaria. El 
art. 63 de la ley 23.551 dispone que tramite por el procedimiento sumario previsto en la legisla- 
ción local que, en este caso concreto, es el reglado por los arts. 486/496 CPCCN. Al acordar este 
proceso más garantías a la demandada, la pretensión de cambiarlo por la vía sumarísima, es 
¡imposible sin su consentimiento, ya que contraría el derecho de defensa, art. 18 CN”. CNTrab., 
sala V, 10/10/1990, “Vega, Ignacio c. Consorcio de Propietarios calle Talcahuano 1283 s/ suma- 
rísimo”. Mag. votantes: Morell - Morando. : 

(15) Véase: “El pronunciamiento dictado por el Tribunal de Relaciones Profesionales, que 
declara, a solicitud del sindicato actor, que la empresa accionada incurrió en práctica desleal 
y ordena la reincorporación del obrero despedido con el pago de los salarios caídos desde el 
distracto hasta la efectiva reincorporación, resuelve con fundamentos bastantes de hecho y de 
" derecho común, cuestiones de tal índole que son ajenas al recurso del art: 14 de la ley 48”. CSJN, 

“Sindicato de Mecánicos y Afines del Transporte Automotor c. Stabio S.A. 1. y C!; 01/01/1975, 
Fallos, 292:481). Idem: “No constituye cuestión federal a los efectos del recurso del art. 14 de la 
ley 48, aunquese alegue el alcance definitivo de lo resuelto, la decisión del Consejo Nacional de 
- Relaciones Profesionales que, por estimar configurada la práctica desleal, ordenó la reincorpo- 
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A los fines de determinarla configuración dela práctica desleal la juris- 
prudencia requiere elucidar si existió o no un comportamiento subjetivo e - 
intencional subsumible en la hipótesis que, la ley describe. 


A partir de una exigencia de ese tipo, la sala III de la CNTrab. revocó 
una sentencia que entendió que la falta de entrega de un local en la estación 
ferroviaria de cabecera para que los delegados realicen tares sindicales y la 
ausencia de reuniones quincenales configuraban conductas antiéticas, lo 
cual impone aferrarse con rigidez a la descripción normativa (16). 


Si embargo, con buen criterio el doctor Julio Simón en uno de sus fallos 
destacó no es menester acreditar la “intencionalidad” del infractor para que 
la conducta sea punible, toda vez que ni siquiera el derecho penal exige el: 
dolo para que una conducta típica y antijurídica sea sancionable. ; 


En otro fallo se sostuvo que la naturaleza sancionatoria y no reparadora 
que poseen las normas que enumeran las prácticas desleales exigen que en 
la demanda se describa de manera clara y concreta cuál era la conducta dé 
la empresa que la hacía pasible de tal calificación y cuál era el inciso del. 
art. 53 de la ley 23.551 (DT, 1988-A, 805), en que ella se encontraba com: 
prendida, por lo que las imprecisiones y omisiones en tal sentido del escrito: 
inicial resultan suficientes para desestimar la pretensión (del voto de los ca- 
maristas doctores Scotti y Corach, en mayoría). 


7. LAS CONDUCTAS TIPIFICADAS COMO PRÁCTICAS DESLEALES 


La L.A.S, 23.551, recogiendo la experiencia jurisprudencial y los antece 
dentes legislativos nacionales, a partir del decreto 23.382/45, tipifica cier- 
tas conductas de los empleadores y de las asociaciones que los representan; 
como prácticas desleales y contrarias a la ética de las relaciones. 


Lo hace en su “Título XIII. “De las prácticas desleales”, art. 53, detallan 
do las siguientes: 


a) Subvencionaren forma directa o indirecta a una asociación sindical 
de trabajadores; 


b) Intervenir o interferir en la constitución, funcionamiento o admi: 
nistración de un ente de este tipo (17); ] 


ración de los actores” CSJN, en “Costilla, Víctor Hugo c. Ciba Geigy Argentina S.A., 01/01/ 1975," 
Fallos, 291:172. ; 
(16) CNTrab., sala III, 28/02/2003, “Bordon, Lidio1. c. MetrovíasS.A.” En este fallo se sostuv: 
que las conductas a tipificar son enunciadas taxativamente en la norma. La Ley, 2003-D, 269.. 
(17) Véase: “Configura práctica desleal y contraria a la ética de las relaciones profesicna 
les del trabajo la conducta de la empresa demandada que interfiere en el funcionamiento deja: 
entidad sindical demandante (art. 53 inc. b, ley 23.551)” SC Buenos Aires, L 61.099 S 14/6/19: 
Juez Salas (SD). “UOMRA Seccional Morón c. Cerraduras y Laminación S.A.I.C. s/Sumarísimo 
Mag. votantes: Salas - Negri - Pisano - San Martin - Hitters. 
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c) Obstruir, dificultar o impedir la afiliación de los trabajadores a una 
de las asociaciones por ésta reguladas; 


d) Promover o auspiciar la afiliación de los trabajadores a determinada 
asociación sindical (18); 


e) Adoptar represalias contra los trabajadores en razón de su partici- 
pación en medidas legítimas de acción sindical o en otras activida- 
des sindicales o de haber acusado testimoniado o intervenido en los 
procedimientos vinculados a juzgamiento de las prácticas deslea- 
les; 


f) Rehusarse a negociar colectivamente con la asociación sindical ca- 
pacitada para hacerlo o provocar dilaciones que tiendan a obstruir 
el proceso de negociación (19); 


g) Despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de su 
personal, con el fin de impedir o dificultar el ejercicio de los dere- 
chos a que se refiere esta ley; 


h) Negarse a reservar el empleo o no permitir que el trabajador reanu- 
de la prestación de los servicios cuando hubiese terminado de estar 
en uso de la licencia por desempeño de funciones gremiales; 


i)  Despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de los 
representantes sindicales que gocen de estabilidad de acuerdo con 
los términos establecidos por este régimen, cuando las causas del 
despido, suspensión o modificación no sean de aplicación general o 
simultánea a todo el personal. 


La práctica desleal más común hace a la conducta de despedir al 
activista gremial o al delegado de empresa por su condición de tal y 
cuando no existe una justa causal, debidamente invocada y acredi- 
tada, es lógico presumir que el despido dispuesto por el empleador 


(18) Véase: “Suscitado un conflicto intersindical entre A.T.E. y el S.E.M. de Pergamino en 
orden a la representación gremial de los trabajadores de dicho municipio, resulta prematura la 
demanda para que se califique judicialmente como práctica desleal la conducta observada por 
la Municipalidad en cuanto continuó reconociendo al S.E.M. la representación colectiva de sus 
agentes, hasta tanto la autoridad administrativa nacional del trabajo o, en su caso la vía judicial 
nacional competente determine lo contrario (arts. 2, ley 11.653 y 63 inc. a, ley 23.551). SC Bue- 
Nos Aires, L 55.486 S 8/7/1997, Juez Salas (SD). “Asociación de Trabajadores del Estado (A.T.E.) 
Cc. Municipalidad de Pergamino s/ querella por práctica desleal” DJBA, 153-197. Mag. votantes: 
Salas - Negri - Laborde - Pettigiani - Pisano. 

(19) Conf, CNTrab., sala VI, 5/5/2005, “Federación Obrera Ceramista de la República Ar- 
gentina c. Cámara de Fabricantes de Artefactos Sanitarios de Cerámica” JA, 2005-I11-345 - TySS, 
2005-770. “La falta de presentación de una asociación profesional de empleadores a la nego- 
ciación colectiva constituye una práctica desleal en los términos de la ley 23.546 (Adla, XLVIII- 
A,.51), toda vez que no se condice con la buena fe negocial, que es obligación de las partes en 
todos los casos” (del voto del Doctor Fernández Madrid). 


462 RICARDO J. CORNAGLIA 


del delegado gremial, incurre en delito laboral como represalia en 
razón de su participación en medidas de acción sindical (20); 


j) Practicar trato discriminatorio, cualquiera sea su forma, en razón del 
ejercicio de los derechos sindicales tutelados por este régimen (21); 


k) Negarse a suministrar la nómina del personal a los efectos de la 
elección de los delegados del mismo en los lugares de trabajo. 


De esa enumeración que a nuestro criterio no puede ser considerada 
taxativa, se desprenden variados casos registrados en la jurisprudencia, que 
debe interpretar en cada situación, y en relación con el ejercicio legítimo de 
los poderes de dirección y disciplinario, si ha existido en el caso un propó-: 
sito antisindical. 


Conforme aello se resolvió que la exclusión del sistema de turnos diagra. 
mados, de la entrega de herramientas que eran provistas al resto del personal 
y laindicación al departamento de recursos humanos relativa a otorgar tareas 
“disgustantes” a quienes enfrentaban la política laboral de la empresa, impli: 
caba el trato discriminatorio propio de la práctica desleal (22). 


En otro caso se decidió que el mero cambio del lugar asignado por el 
empleador para el desarrollo de las tareas de los delegados de personal no 
infringe la obligación prevista en el art. 44 inc. a de la ley 23.551 (Adla, XL- 
VIII-B, 1408), salvo cuando la ubicación del nuevo local impide el contacto 


(20) Conf:. CNTrab., sala II, 14/3/1989, “Celtman, Adalberto c. Sade S.A. s/ ley, 22.250”, Mag» 
votantes: María Laura Rodríguez y Carlos Antonio Rubio. Y también: “Si bien no existe un de- 
recho adquirido del trabajador a realizar horas extras, pues la dación de las mismas depende: 
de las necesidades y requerimientos de la empresa, configura un comportamiento arbitrario lá 
privación de la oportunidad de cumplir con aquéllas respecto de quien fue designado como de- 
legado del personal cuando tal derecho le era otorgado al resto de los empleados de la deman- 
dada.” (El juez de grado condenó a la demandada al pago de una multa por práctica desleal y" 
reparación del daño moral por privar al trabajador designado como delegado de personal de la. 
posibilidad de realizar horas extras. Apelada la sentencia, la Cámara confirmó en lo principal lá 
misma). CNTrab., sala IX, 10/3/2005, “Sicca, Walter H. c. Argensur S.A.; DJ, 2005-2-524). 

(21) La aplicación de las previsiones de la ley 23.592 sobre Actos Discriminatorios, se ha; 
llevado a cabo por diversas salas de la Cámaras Nacional del Trabajo, por motivos de orden 
gremial o sindical. (Conf. “Arecco, Maximiliano c. Praxair Argentina S.A”, La Ley, 2007-C, 39 
sala IX, “Greppi, Laura K. c. Telefónica de Argentina S.A. La Ley, 2005-E, 175 - TySS, 2005-884;, 
sala VI, 10/3/2004, “Balaguer, Catalina T. c. Pepsico de Argentina S.R.L.; La Ley, 2004-C, 951 
DT, 2004, junio, p. 775 - TySS, 2004-6839; sala V, 14/6/2006, “Parra Vera, Máxima c. San Timoteo. 
S.A. s/Acción de Amparo”; sala VITI, 30/11/2007, “Cáceres, Orlando Nicolás c. Hipódromo Arg: 
de Palermo S.A. s/ Juicio Sumarísimo”) y son ya numerosas las sentencias que a mérito de la. 
conexión sistemática entre la Ley Antidiscriminatoria; la L.A.S. 23.551 a partir de su art. 47 y la 
normas internacionales de Derechos Humanos y Sociales con rango supra legal consagradas en 
la reforma del año 1994, se viene haciendo lugar en casos de discriminación a la reinstalació.: 
de trabajadores, representantes gremiales, activistas sindicales y delegados de hecho, objeto de, 
despidos a la reinstalación en el puesto. 

(22) Conf.: CNTrab., salaX, 8/6/2004, en “Savino, Omar Rubén y otro c. Telefónica de E 
tina S.A s/Ley de Asociaciones Profesionales” en Doctrina Laboral Errepar, t. III, 100.000.004. 
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entre éstos y los trabajadores, entorpeciendo de ese modo el ejercicio de la 
función sindical (23). 


Son esas situaciones que no fueron enunciadas taxativamente en la nor- 
ma. 


Se ha discutido si las únicas conductas que pueden ser calificadas de 
práctica desleal, son las contempladas expresamente en la tipificación legal. 
Existen fallos que expresamente resaltan el carácter taxativo de la enuncia- 
- ción de conductas formuladas en la L.A.S. 23.551 (24). 


Durante la vigencia de la ley 14.455 se resolvió: “la inclusión analógica 
de conductas en las categorías reputadas por la ley como prácticas desleales 
- y contrarias a la ética de las relaciones profesionales, no es procedente, y 
- por lo tanto el juzgamiento de las mismas debe atenerse a lo que las normas 
- positivas han dispuesto” (25). 


La condena por práctica desleal por despidos antisindicales también al- 
canza a los organismos del Estado, y en el caso, la cuestión se debate con 
la de la reincorporación al puesto de trabajo, a mérito de la estabilidad del 
: empleo público. Esto se tenía así resuelto por la jurisprudencia, antes de que 
entrara en vigencia la L.A.S. 23.551, que construyó una forma de reinstala- 
. ción al puesto, como vigorización de la protección de la estabilidad de los 
representantes gremiales, que también permite nulificar estos actos anti- 
: sindicales (26). 


Pero, por supuesto, no todo despido de un dirigente gremial, en cual- 
quier circunstancia, puede ser considerado una práctica desleal. Y esto su- 


(23) Conf: CNTrab., sala III, 31/5/2006, en “Illesca, Avelino F. y otros c. COTO C.I.C. S.A.; 
DT, 2006 (octubre), 1528. j 

(24) Conf.: CNTrab., sala III, 28/02/2003, “Bordon, Lidio 1. c. Metrovías S.A.” En el mismo 
. se destacó que las conductas a tipificar son enunciadas taxativamente en la norma revocando 
un fallo de primer instancia. La Ley, 2003-D, 269. 

(25) Véase: CNTrab., sala Il, 27/11/1964, DT, 1965-371. 

(26) Véase: “Sial tiempo de emitirse el decreto que ordenó la cesantía del actor aún con- 
servaba plena vigencia la garantía establecida por el art. 49 de la ley 20.615 y no regían ni 
«la llamada ley 21.274 ni el decreto ley 8596, debe recaer sobre el acto atacado la sanción de 
nulidad prevista por el art. 73 de la ley 20.615, quedando así configurada por el empleador 
la práctica desleal tipificada por el art. 60 inc. “i” de esta última ley. La posterior entrada en 
vigencia de las normas antes mencionadas no eliminó, para el futuro los vicios del acto irrito, 
porque hubiera sido necesaria la emisión de un nuevo acto administrativo, que en el caso no 
se produjo”. SC Buenos Aires, B 49.495, S 18/8/1987, Juez Negri (MA). “Asociación del Perso- 
nal de la Dirección de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires c. Provincia de Buenos Aires 
s/Demanda contencioso administrativa” AyS, 1987-I11-358. Mag. votantes: Negri - Cavagna 
Martínez - Mercader - Laborde - Vivanco - Salas - Ghione. Idem: SC Buenos Aires, B 49.950 S 
20/3/1990, Juez Negri (MA). “Asociación del Personal de la Dir. de Vialidad c. Provincia de Bue- 
nos Aires s/ demanda contencioso administrativa”. AyS, 1990-1-532 - JA, 1993-1-39 - DJBA,143- 
: 182. Mag. votantes: Negri - Cavagna Martínez - Mercader - Laborde - Vivanco - San Martín - 
Salas - Ghione. 
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— 


cede cuando el distracto tiene una clara causa objetiva, que no se vincula 
con la conducta antisindical (27). 


La Corte Suprema, en instancia originaria, en una acción de amparo ' 
sindical por práctica desleal iniciada por una entidad sindical contra la 
Provincia de Entre Ríos, hizo lugar a la declaración de inconstituciona- 
lidad del decreto 21/2000, que estableció una serie de requisitos no con- 
templados en la legislación de fondo para que los sindicatos continuaran : 
percibiendo las respectivas cuotas societarias mediante la retención de ' 
haberes. La Corte sin embargo denegó la pretensión de repetir los “apor--: 
tes caídos” por su aplicación (28). : 


8. LAS GARANTÍAS DE GESTIÓN 


Además de las formas de protección a la acción sindical, instituciona: 
lizadas a partir de las prácticas desleales; en la ley 14.455 (sancionada en 
1958), se consagraron normas destinadas a garantizar la protección espe 
fica del representante gremial en su función, fortaleciendo sus derechos dé 
estabilidad en el puesto de trabajo. 


De esta forma se operativizaron en la ley, los derechos que la Constitu 
ción reformada en el año 1957, consagraba en el art. 14 bis. “Los representan; 
tes gremiales gozarán de las garantías necesarias para el cumplimiento de su 
gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo”. 


En esa ley se estableció el derecho a percibiruna indemnización equiva- 
lente a los salarios de gestión por el tiempo de mandato, y un año más, si e 
contrato del representante gremial se rescindía sin causa justificada. 


En la jurisprudencia de la Provincia de Buenos Aires, la SCJBA, duran 
largos años, mantuvo la doctrina de declarar inconstitucional las normas 
consagratorias del instituto de esa tutela, aun cuando la CSJN las había de- 


(27) Véase: Así lo ha resaltado la jurisprudencia comercial actuando en la verificación dé 
créditos de los trabajadores: “Del dictamen del Fiscal de Cámara 70.980: Corresponde rechaza; 
la indemnización por estabilidad gremial interpuesta en un incidente de verificación, toda v 
que la protección de la C.N, 14 bis y la estabilidad garantizada a los trabajadores en sus empleo: 
por la ley 22.105, no pueden invocarse frente a la paralización de las actividades, ni considerar: 
se practica desleal las suspensiones por falta de trabajo debidamente acreditada, pues si ciérrá 
el establecimiento cesa la garantía de los delegados aunque la empresa continúe sus activid: 
des, y si —como en el caso— con motivo de la declaración de quiebra y del consecuente des: 
apoderamiento, se determina una continuación provisoria (30 días), esta circunstancia torn: 
improcedente la indemnización cuando las tareas cumplidas no estaban vinculadas a la con 
nuidad de la actividad comercial” CNCom.: C. Monti - Caviglione Fraga - Di Tella - 28/09/1994: 
“Lácteos del Plata s/ quiebra s/ inc. de verificación Antonelli, Luis”. 

(28) CSIN, 21/10/2003, “Asociación de Trabajadores del Estado c. Provincia de Entre Ríos' 
JA, 2004-1-317 - La Ley, 2004-C, 3 - LLLitoral 2004 (mayo), 369, con nota de José M. Revirieg 
Fallos, 326:4309. 
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clarado constitucionales. Con lo que se llegaba a dejar de tener esa protec- 
ción efectiva, si el conflicto tenía por sede de discusión a la provincia. 


Finalmente esta resistencia cedió, asentándose esa figura protectoria 
que perdura hasta el presente, con ligeras variantes, en cuanto al derecho 
de percibir la indemnización especial. 


Pero además se fue intensificando la protección, con el reconocimiento 
del derecho a optar, en lugar de dar por rescindido el contrato de trabajo, 


y cobrar los haberes ya referidos a la reinstalación forzada en el puesto de 
. trabajo. 


El paso más intenso dado al respecto, tuvo lugar con la sanción de la 
ley 20.615 (año 1974), que creó un fuero sindical (arts. 58 y 59), que impedía 
tomar medidas contra un representante gremial en funciones, sin el trámite 
previo de una acción destinada al desafuero, ante un Tribunal Nacional de 
Relaciones Laborales. La ley preveía incluso la prohibición del procesamien- 
: to judicial o el arresto del representante gremial sin el desafuero cumplido. 


Contra ella complotó el pésimo funcionamiento de dicho Tribunal es- 
pecial, y arreciaron las críticas referidas a la violación del art. 16 de la C.N., 


considerándose que el instituto implicaba la consagración de un “fuero per- 
sonal”. 


Con la reforma por la norma de facto 22.105, esta protección desapare- 
ció. Pero en 1988, con la sanción de la ley 23.551, se consagra el derecho a 
la reinstalación forzada en el puesto de trabajo, mediante el ejercicio de un 
juego de acciones especiales, que en la compleja arquitectura de la ley, ga- 
; rantizan este derecho, superando las críticas de inconstitucionalidad que 
las experiencias anteriores habían provocado. 


En los capítulos siguientes, estudiaremos esta tutela especial y las accio- 
nes con que se la instrumenta. 


a 


CAPÍTULO 22 


LA TUTELA SINDICAL 


SUMARIO: 1. Introducción.— 2. Los sujetos protegidos.— 3. La protección 
del trabajador como activista o afiliado sindical.— 4. Los candidatos a pues- 
tos de representación sindical y los representantes electos.— 5. Los represen- 

tantes gremiales en la empresa. 


1. INTRODUCCIÓN 


En los Estados sociales de derecho, la organización de la red de manda- 
tos que constituye el sindicato, se fortalece mediante formas de protección 
establecidas por el instituto de la tutela sindical. 


Esta tutela comienza por la protección de los trabajadores que actúan 
como representantes de sus compañeros, ya que en las conflictivas relacio- 
nes del trabajo, quedan expuestos en el ejercicio de sus funciones a nume- 
- rosas formas de persecución y represalia. La tutela también alcanza a los 
sindicatos, como personas ideales. 


En el decreto-ley 23.852/45, la protección refería a las figuras de prác- 
“ticas desleales, las que debían ser procesadas por un Consejo Nacional de 
Relaciones Profesionales, como tribunal administrativo. En la norma se 
obligaba a los empleadores a preservar el empleo, y reponer en el mismo a 
los trabajadores que, por ocupar cargos directivos o representativos en aso- 
ciaciones gremiales, debieran dejar de prestar servicios temporalmente. 


La ley 14.455, sancionada en 1958, introdujo la mecánica de protección 
del representante gremial agravando las indemnizaciones por su despido 
(tiempo pendiente de mandato, más un año adicional), como forma básica 
que perdura actualmente para la protección en el puesto y la función de los 
representantes, a partir del fortalecimiento de su estabilidad. Sus disposi- 
ciones provocaron un duro enfrentamiento sobre la constitucionalidad de 
las mismas, adoptando posiciones encontradas la SCJBA y la CNTrab. (1). 


(2) Mientras la CNTrab., en el Plenario 84, del 25/8/1961 (DT, 1961-519), aplicó esas dis- 
posiciones reconociendo el derecho a percibir las remuneraciones correspondientes al período 
de estabilidad, en la SC Buenos Aires, se consideraron esas disposiciones como inconstitucio- 
nales, en el caso “Ayala, Ismael c. Fanjul, José M.” (DT, 1960-213). 
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Hasta la sanción de la ley 20.615 (que data de diciembre de 1973), las ga- 
rantías otorgadas a los representantes sindicales eran de un corte patrimo- 
nialista. Implicaban indemnizaciones reforzadas por la estabilidad. Esa ley 
creó el llamado fuero sindical especial (arts. 58 y 59). Por el mismo se reque- 
ría para el procesamiento o el arresto del representante sindical, el previo 
desafuero por ante un tribunal especial (el Tribunal Nacional de Relaciones 
Laborales). Estas disposiciones merecieron duras críticas de inconstitucio- *: 
nalidad por violar el artículo 16 de la C.N. (“La Nación Argentina no admite ; 
prorrogativas de sangre, ni de nacimiento, no hay en ella fueros personales 
ni títulos de nobleza”). 


La CSJN, en la causa “Gimenez, Inés A. c. Heredia Hnos””, en 1978, decla: 
ró la inconstitucionalidad, por el requisito del ante juicio y la estructura del . 
poder federal conculcado (art. 67 inc. 11 de la C.N., que imponía el contralo 
judicial provincial, como no delegable para estas acciones comunes) (2). 


Con la sanción de la norma de facto 21.263 se derogó el fuero sindical y 
la norma de facto 22.105 retornó al esquema de protección reforzada de la * 
estabilidad creado por la ley 14.455. Con ello la protección quedaba limitada 
a una sanción económica. Se recargaba el despido, pero no se operaba di 
rectamente sobre la reincorporación. 


En el derecho internacional del trabajo, con proyecciones sobre nuestro' 
derecho interno, resultan destacables: 


a) La categórica protección reconocida por la Declaración de los De- 
rechos Sociales del Trabajo de la Carta Internacional Americana de 
Garantías Sociales (aprobada en Bogotá por la IX Conferencia Inter- . 
nacional Americana, en el año 1949), que en su artículo 26, último 
apartado dispone: “Los miembros de las directivas sindicales, en el' 
número que fije la respectiva ley, y durante el período de elección y * 
mandato no podrán ser despedidos, trasladados de empleo, ni desme 
jorados en las condiciones de trabajo, sino por justa causa, calificada 
previamente por la autoridad competente”, 


b) El Convenio 87 de la Organización Internacional del Trabajo, apro- 
bado en la Trigésima Primera Reunión celebrada en San Francisco a 
partir del 17 de junio de 1948, prohibió la discriminación por causa 
sindical. Ñ 


c) El Convenio 98 de la Organización Internacional del Trabajo, que 
reitera disposiciones similares. Y con posterioridad, la O.I.T., en su 
563 Reunión de la Conferencia General, en Ginebra, en 1971, aprobó 
el Convenio sobre protección y facilidades para los sindicalistas. Y 
luego, en la misma línea, la Recomendación 143. 


(2) Véase: CSJN, 2/11/1978, en DT, 1978-1057, con nota de Hugo R. Carcavallo, Ver tam- 
bién: SC Buenos Aires, en “Correa, Hilda A. c. Frig. CAP Cuatreros” en DT,1979- 1065. 
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d) El Convenio Colectivo 158 de la O.1.T. reconoce cautamente en el 
art. 10 (3) que'es válido en las legislaciones nacionales admitir la 
anulación del despido injusto. 


La sanción de la L.A.S. 23.551, recogiendo-la experiencia histórica y en 
acial las críticas a la ley 22.105, construyó un sisterna de protección y tu- 
sindical, con procedimientos especiales en el fuero del trabajo. 


Por la misma, se admite la nulificación de los actos antisindicales em- 
sarios y se obliga a éstos a transformarse en actores de los procedimien- 
judiciales que refieran a conductas que puedan interferir en la gestión 
os mandatos sindicales e incluso en la protección de un plazo posterior 
s mismos (4). 


En el derecho sindical argentino, la protección a los trabajadores en el 
cicio de sus funciones sindicales y políticas se manifiesta: 


a) Reforzando sus derechos a la estabilidad en el puesto de trabajo. El 
art. 52 de la L.A.S. prescribe que los trabajadores amparados por las 
garantías previstas en los artículos 40, 48 y 50 de ese cuerpo nor- 
mativo, no podrán ser despedidos, suspendidos, ni con relación a 
ellos, podrán modificarse las condiciones de trabajo, si no mediare 
resolución judicial previa quelos excluya de la garantía, conforme al 
procedimiento establecido en el artículo 47. Esta instancia de preju- 
dicialidad que debe respetar el empleador, sólo admite la suspensión 
de los efectos de la tutela, mediante medidas cautelares destinadas 
a proteger, en caso de peligrar, la seguridad de las personas y bienes 
en la empresa. Medidas cautelares promovidas por los empleadores, 
que tienen que ser procesadas judicialmente, y que como tales, no 
hacen cosa juzgada (5). 


b) Concediéndoles a los trabajadores licencias aptas para el cum- 
plimiento de sus funciones sindicales. 


c) Aplicando sanciones administrativas ante actos antisindicales a 
quienes los cometen. 


(3) Este Convenio todavía no ha sidoratificado por la Argentina, lo que ha provocado múl- 
scríticas de los que consideramos al retarelo como injustificable. 

(4) Puede tenerse en cuenta como legislación analógica, la protección y procedimientos 
ios del derecho francés. Por una Ordenanza del 11 de febrero de 1945 y la Ley del 16 de 
de 1946, en Francia se derogó el derecho común en materia de despido. Se creó un proce- 
ento especial para traslados, degradaciones y despidos. Se impuso la obligación patronal 
:tuar judicialmente por intermedio de demanda de autorización para despedir. Pero debe 
1carse además, a favor de la intensidad de la tutela francesa, que la mala fe empresaria 
tituye delito penal de obstrucción a las funciones del delegado. : 
(5) Prevé el citado art. 52 de la L.A.S. 23.551: “El juez o tribunal interviniente, a pedido del 
leador, dentro del plazo de cinco días podrá disponer la suspensión de la prestación labo- 
an el carácter de medida cautelar, cuando la permanencia del cuestionado en su puesto o 
intenimiento de las condiciones de trabajo pudiere ocasionar peligro para la seguridad de 
ersonas o bienes de la empresa”. 
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d) Porvíade protección genérica contra todo acto antisindical que pro- 
tege a todo trabajador por vía de la acción de amparo que prevé el 
art. 47 de la L.A.S. 23.551. 


e) Laspropias dela protección contra las actos discriminatorios referj- 
dos ala opinión gremial o condición social, que prevé la ley 23.592, 


Corresponde a la autoridad pública de oficio ejercer las defensas del 
caso en función de la tutela sindical. Como parte de la autoridad pública, 
la policía del trabajo es función especializada ejercida por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social de la Nación y por los organismos equivalentes 
de las Provincias (6). 


2. LOS SUJETOS PROTEGIDOS 


Los sujetos protegidos por este instituto del derecho colectivo del traba- 
jo, son: 


a) El trabajador como afiliado o activista sindical. 
b) Los trabajadores candidatos a ocupar puestos gremiales. 
c) Los delegados de empresa. 


d) Los representantes que actúan en los órganos de gobierno del sin- 
dicato. 


e) Los representantes que actúan en organismos públicos integrados * 
en su condición por representantes sindicales. 


f) Los trabajadores que asumen funciones representativas de corte po- 
lítico. 


g) Las asociaciones sindicales. 


Las formas de la tutela van variando según las necesidades y funciona- 
lidad de los actos sindicales, y en particular, de las representaciones que se 
ejercen, fueron o serán ejercidas. 


La intensidad de la tutela varía progresivamente hacia la protección de 
los cargos ejercidos en los sindicatos con personería gremial. En especial 
en el caso de las normas que protegen la estabilidad en el cargo, que, en 


(6) Conf.: “Si la empresa dictó una circular que fue instrumentada tendiendo claramente 
a limitar u obstaculizar el desempeño de los delegados de personal, actitud que colisiona con 
los principios delibertad y autonomía sindical consagrados por la Constitución Nacional e ins- 
trumentados por la ley 23.551, tal actitud configura práctica antisindical y corresponde se im- 
ponga una multa por cada trabajador afectado” CNTrab., sala II, 08/09/1992, Juez Rodríguez. 
“Asociación de Personal Aeronáutico c. Aerolíneas Argentinas s/ sumarísimo”. Mag. votantes: 
Rodríguez - González. 
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principio, le es reconocida sólo a los representantes de este tipo de asocia- 
ciones (7). 


Debe señalarse sin embargo que el art. 47 de la L.A.S. sindical consagra 
la acción de amparo contra los actos antisindicales, sin distinguir en cuan- 
to al tipo de sindicato protegido o si los trabajadores actúan en ejercicio de 
mandatos o simplemente ejerciendo derechos públicos subjetivos propios 
de su categoría profesional. 


Esta disposición fue así redactada por el legislador con el expreso pro- 
pósito de dotar a todos los trabajadores por igual y a todas las entidades sin- 
dicales sin distinción de clase o estadio de personería, de un instrumento 
propio del garantismo social destinado a proteger la libertad sindical en el 
Estado de Derecho Social. 


Dicha norma fue incorporada al texto del proyecto de ley que ingresó 
al registro de Diputados de la Nación, a último momento, sin que estuviera 
prevista en ninguno de los anteproyectos que sirvieron de base (el del Poder 
Ejecutivo y el llamado Proyecto Britos, que presentado por la oposición con 
el apoyo de la CGT). En la última ronda de consultas con la CGT, ésta hizo 
saber su apoyo a dicha disposición redactada conjuntamente por el presi- 
dente de la Comisión de Legislación de Trabajo Ricardo Terrile y el autor de 
este libro. 


Esta disposición, juntamente con las previsiones de la Ley contra la Dis- 
criminación 23.592, sancionada para la misma época, abrieron las puertas 
de la jurisprudencia más progresista del país y culminaron con el dictado 


(7) Véase: “Dispone al respecto el art. 52 que la exigencia de resolución judicial previa ex- 
cluyente de la tutela con relación a los actos que la norma enuncia son aquellos trabajadores 
amparados por las garantías previstas en los arts. 40, 48 y 50 del texto legal. Son por lo tanto 
sujetos protegidos por la prevención que esta norma regula, los siguientes: a) trabajadores que 
ocupan cargos electivos o representativos en asociaciones sindicales con personería gremial; 
b) trabajadores que ejercen funciones representativas en organismos que requieren represen- 
tación gremial; c) trabajadores que desempeñen cargos políticos en los poderes públicos; d) re- 
presentantes sindicales en la empresa elegidos de conformidad con el art. 41; delegados del 
personal, miembro de comisiones internas y demás organismos similares, lo que incluye el 
amplio espectro de subdelegados; delegados de sección, de agencia o de tumo; delegados de 
obra; delegados hospitalarios, etc., en cuanto ejerzan funciones de representación gremial en 
loslugares de trabajo o en la sede de la empresa o establecimiento al que están afectados; e) los 
candidatos postulados para un cargo de representación sindical, cualquiera sea esa represen- 
tación, ya se trate de una asociación sindical con personería gremial o simplemente inscripta; 
f) los ex directivos o ex representantes, durante el lapso del año posterior a la finalización de 
sus mandatos o de la cesación en el ejercicio de sus funciones y los ex candidatos no electos, 
hasta el momento en que se determine definitivamente la no oficialización de sus candidaturas 
o al vencimiento del término de seis (6) meses desde su postulación, concretada por la recep- 
ción de la lista que los incluye, presentada con las debidas formalidades, ante el órgano electo- 
ral competente de la asociación”. Juzg. Laboral n” 2, Corrientes, 6/2000, “Linares, Atilio Irineo 
c. Casinos del Litoral S.A.”; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1500, 
p. 389. Con los mismos alcances: CS] Santa Fe, “Gareto, Mario A. c. Municipalidad de Rafaela” 
13/4/2005. 
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por la Corte Suprema de Justicia de la Nación de las sentencias “A.T.E” y 
“Rossi” en el año 2009. Nos referiremos a ellas puntualmente más adelante. 


3. LA PROTECCIÓN DEL TRABAJADOR 
COMO ACTIVISTA O AFILIADO SINDICAL 


La forma más primaria de tutela del sindicalismo, se intenta a partir de] : 
respeto a las conductas por las cuales el trabajador asume su compromiso 
gremial. : 


El activismo sindical, tantas veces sospechado y perseguido desde las : 
estructuras del poder, es lícito, y expresa la libertad del trabajador en la or- 
ganización y defensa de sus intereses y derechos. 


Su condición de activista, se le exige arbitrariamente que la pruebe poco 
menos como el ejercicio de una profesión, ignorándose que los derechos 
sindicales son propios de todo trabajador por su condición de tal. Termina 
el activista teniendo que probar su condición de sindicalista, aunque esté 
afirmando con su conducta derechos de incidencia colectiva que se le pri- 
van, obstaculizan o censuran. 


Esto se da como una práctica aceptada de persecución de las minorías. Es 
la discriminación de las minorías lo que constituye el vallado del activista. 


Y esa discriminación, ha sido promovida por las leyes sindicales y ejer- 
cida por los patrones y la burocracia sindical de las asociaciones con perso- 
nería gremial. En espurio maridaje. 


Esto se advierte en el quehacer perseguido de los delegados de base 
que adoptan posiciones críticas en torno a los sindicatos en los que actúan, . 
perdiendo la confianza de ellos. En las comisiones internas distanciadas de 
los sindicatos y sus conducciones. En los afiliados de las entidades que no' 
cuentan con personería gremial y actúan en ámbitos reivindicados por sin- 
dicatos con personería gremial. Todos ellos saben del profundo proceder 
discriminatorio que padecen. 


Un proceder vestido de autoridad y confirmádo por el quehacer de cier- - 
tos jueces, que declaran ilegales sus huelgas, no autorizan las retenciones de 
los aportes o restan legitimidad a los acuerdos o convenios colectivos, que 
alcanzan sin lograr que sean homologados. 


Esto militantes se convierten en parias sociales. Integranlas listas negras 
de sus profesiones. Suelen tener que abandonar toda esperanza de empleo, 
cuando despedidos, pierden toda esperanza de reingresar a sus actividades 
naturales y con el trabajo perdido, ven-también frustradas las esperanzas de 
poder continuar ejerciendo un sindicalismo de base, que los redima. 


En la L.A.S. 23.551, a mérito de su art. 47, la persecución del activismo 
sindical o la simple intervención obstaculizando la acción sindical de los 
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trabajadores, comenzando por su afiliación a una institución, se equipara 
a la figura del acto antisindical. Y éste, como tal, implica ilicitud laboral. 
Hace injurioso e ilegítimo al acto cometido por el patrón, otro trabajador, 
cualquier empleador, un tercero o aun el propio gobierno. 


En cuanto a los trabajadores, estas formas de protección son las menos 
intensas. Cuando refieren a despidos, motivados en propósitos de persecu- 
ción de esta naturaieza, los hacen ilícitos. 


Estos.tipos de actos se constituyen en prácticas desleales y merecen las 
sanciones especiales previstas en tal sentido, sobre las que volveremos en 
extenso en un capítulo especial destinado a analizarlas. 


De “lege ferenda” se ha intentado, sin éxito, fortalecer la protección del 
activismo sindical. En el apéndice de la obra se transcribe un proyecto de 
Ley de Defensa del Activista Sindical, presentado a la Cámara de Diputados 
por el autor de este trabajo. 


Por lo que en una interpretación literal y restrictiva del sistema de pro- 
tección vigente, quedarían fuera del reconocimiento de los derechos de la 
estabilidad que la L.A.S. 23.551 reconoce, una serie de activistas y colabo- 
radores del sindicato, que cumplen funciones para el mismo, pero ocupan 
cargos electivos o representativos (8). 


Pero la Corte Suprema de Justicia de la Nación en 1995 comenzó lenta y 
trabajosamente a interpretar sistemáticamente a la L.A.S. 23.551 a partir de 
su art. 47, dándole a éste todo el sentido de protección contra el acto sindical 
que inspiró al legislador, por lo menos en algunos de sus miembros (9). 


En la causa “Garay”, en 1995, ante el despido de los fundadores de un 
sindicato que implicó el desbaratamiento de la comisión directiva cuando 
sus miembros no contaban con el amparo de los representantes gremiales 
de las entidades que están dotadas de la personería gremial, la Corte dividió 
las opiniones de sus integrantes, asomando en el voto de la minoría disiden- 
telas razones que una década más tarde pasarían a constituirse en doctrina 
jurisprudencial vigente. En la disidencia del voto de los ministros Eduardo 


(8) Conf: “Unicamente gozan de los derechosprevistos en el art. 48 de la ley 23.551 los tra- 
bajadores que ocupen cargos electivos o representativos en asociaciones sindicales. Calidades 
de las que no participa el asesor técnico delos negociadores en representación del sindicato del 
convenio colectivo para la actividad (conf. art. 4 inc. 2, ley 23,546)”. SC Buenos Aires, L 52.843 
S 24/5/1994, Juez Pisano (SD). “Salvador, Hugo A. c. Marriot Int, Corp. Suc. Argentina s/ cobro 
estab. sindical y dif. pago ind.. TSS, 1995-31 - AyS, 1994-l1-352 - LLBA, 1994-41 1. Mag. votantes: 
Pisano - Salas - Rodríguez Villar - Negri - Vivanco. 

(9) Véase: CSJN, en “Garay, Francisco Digno y otros c. Universidad Nacional de Formosa 
s/ amparo sindical arts. 47 y 50 ley 23.551” 9/5/1995, Fallos 318: 973. La sentencia aplicando el 
art. 280 del CPCC por mayoría, resolvió rechazar el recurso extraordinario impetrado, votando 
sus integrantes de esta forma: Julio S. Nazareno, Eduardo Moliné O'Connor (en disidencia), 
Carlos S. Fayt, Augusto César Belluscio, Enrique Santiago Petracchi, Ricardo Levene (h) (eno di- 
sidencia), Guillermo A. E López (en disidencia), Gustavo A. Bossert. 
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Moliné O'Connor, Ricardo Levene (h.) y Guillermo A. F. López, se ordenaba 
revocar la sentencia de Cámara Federal y ordenar la reinstalación delos ac. 
tivistas fundadores del sindicato sin personería gremial despedidos. 


En el voto de la minoría, tras transcribirse el texto del art. 47 de L.A.S. 
se sostuvo que el mismo, “es suficientemente claro en cuanto proporciona a 
todo trabajador una vía rápida y segura para reclamar el cese de toda con- 
ducta patronal —o, eventualmente, estatal — que se traduzca en un entor- 
pecimiento u obstrucción de la actividad sindical. En lo que al caso respec-: 
ta, tal conducta ha quedado configurada al disponerse el cese de los actores 
quienes, en su mayoría, eran los directivos y fundadores de la asociación 
gremial que aspiraba a representar a los trabajadores no docentes de la uni- . 
versidad demandada”. 


Y se señalaba que el acto de los despidos produjo el desbaratamiento de : 
la-asociación sindical, cuando todavía no había obtenido su inscripción en - 
el registro especial y que eso trajo aparejada la ulterior imposibilidad de ob: 
tenerla dado que sus autoridades electas y algunos afiliados habían perdido : 
la calidad de empleados del sector que procuraba representar. ¿9 


El camino abierto por el legislador de 1988, comenzó a ser respetado .. 
en esa posición minoritaria y terminó por germinar en la doctrina del fallo - 
“ATE”, recién en el año:2009. 


Ejemplo de esa corriente es un fallo referido a un trabajador que es con- 
siderado un delegado de hecho, por la prueba producida, que resultó objetó 
de un despido discriminatorio (10). 


Y otros fallos de los que damos cuenta en este capítulo y el siguiente, que 
conectan la tutela del art. 47 de la ley 23.551 con la ley contra la discrimina- * 
ción 23.592 y sus disposiciones de orden público que prescriben el cese de :: 
los actos ilícitos de este tipo. 


4. LOS CANDIDATOS A PUESTOS DE REPRESENTACIÓN SINDICAL 
Y LOS REPRESENTANTES ELECTOS 


Los candidatos a puestos de representación gremial, cuentan con una . 
protección especial que les asegura el mantenimiento en el cargo y función, : 


(10) Se resolvió: “De todos los testimonios detallados precedentemente, concluyo que el 
actor desempeñaba un rol fundamental en la defensa de los derechos de los trabajadores en 
el establecimiento de la demandada, en tanto el sindicato carecía de delegado orgánico; en tal 
sentido, los trabajadores canalizaban sus reclamos laborales mediante la actuación de Felice, 
quien era el nexo entre ellos y el sindicato y entre ellos y la misma empresa demandada. Si bien, 
como ya explicité más arriba, el actor no era un delegado gremial elegido conforme a la norma- 
tiva de la ley 23.551, la actividad sindical desplegada por el mismo se encuentra absolutamente 
protegida por nuestra normativa constitucional e internacional y prohibido y sancionado su 
cercenamiento mediante cualquier accionar del empleador y del Estado”. “Felice, Sergio c. Em- 
botelladora del Atlántico S.A. s/Amparo Laboral” Expte. No 1007/06, doctor Enrique Girardini, 
Trib. 5? Nominación de Rosario, Provincia de Santa Fe. 
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que se extiende desdela fecha de presentación de la lista para su oficializa- 
ción ala junta electoral, hasta seis meses después (art. 50 de la L.A.S. 23.551 
y 29 del D.R. 467/88) (11). La postulación coloca al trabajador bajo la tutela, 
pero ésta cesa si no se oficializa (12). 


El empleador no podrá disponer ninguna delas medidas prohibidas, sin 
recurrir previamente al pedido de desafectación de la tutela. 


En esta situación, los trabajadores continúan prestando sus tareas en 
forma normal. La protección garantiza la participación de los protegidos en 
el proceso electoral, y continúa, cuando el representante es elegido, por un 
año a posteriori del mandato ejercido. 


Laprotección alcanza también al candidato no elegido, pero oficializado 
como tal (13). Aunque, en esta materia, el art. 29 del decreto reglamentario, 
introdujo una condición no prevista en la ley, abusando de sus facultades, y 
haciendo decir a la L.A.S. 23.551, lo que ella no dice (14). 


Las garantías que consagra el art, 52 de la ley 23.551, alcanzan por igual 
a los candidatos a delegados de personal y a los que ocupen cualquier otro 


(11) La L.A.S. 23.551, viene a reiterar derechos a los candidatos, ya reconocidos en los 
cuerpos normativos anteriores. Véase: “La situación del candidato a cubrir un cargo directivo 
en la asociación sindical y no designado en el acto eleccionario se rige por lo dispuesto por la 
ley 22.105 en los arts. 49, 50, 51 y 53”. SC Buenos Aires, 12/12/1989, “Rodríguez, Amelia c. John 
Wyeth Laboratorios S.A.; DJBA, 138-122; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Tra- 
bajo I, 1510, p. 390. 

(12) Art. 50 de la L.A.S. 23.551:“A partir de su postulación para un cargo de representación 
sindical, cualquiera sea dicha representación, el trabajador no podrá ser despedido, suspendi- 
do sin justa causa, ni modificadas sus condiciones de trabajo, por el término de seis meses. Esta 
protección cesará para aquellos trabajadores cuya postulación no hubiera sido oficializada se- 
gún el procedimiento electoral aplicable y desde el momento de determinarse definitivamente 
dicha falta de oficialización. La asociación sindical deberá comunicar al empleador el nombre 
de los postulantes; lo propio podrán hacer los candidatos”: 

(13) Véase: “Celebrado el acto eleccionario con arreglo a las previsiones de la ley 23.071, el 
candidato a delegado no electo goza de la estabilidad que le confiere el art. 27 de dicho cuerpo 
legal y las consecuencias de su violación deben ajustarse a lo reglado por la ley 22.105”. SC Bue- 
nos Aires, 22/8/1989, “Casal, Carlos A. c. La Puntual de González y Cía. S.C.S;; DJBA, 137-169 - 
TySS, 1990-322 - AyS, 1989-III-107; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 
1, 1500, p. 389. 

(14) Art. 29 del decreto 467/88: (Reglamenta el artículo 50 de la ley 23,551) “El trabajador 
se tendrá por postulado como candidato a partir del momento en que el órgano de la asociación 
sindical, con competencias para ello, tenga por recibida la lista que lo incluye como candidato, 
con las formalidades necesarias para pasar a expedirseacerca de su oficialización. La asociación 
sindical deberá comunicar tal circunstancia a cada empleador cuyos dependientes estén postula- 
dos indicando los datos personales, el cargo al cual aspiran y la fecha de recepción” 

“Deberá, asimismo, emitir para cada candidato que lo solicite, un certificado en el cual 
conste dichas circunstancias. Este certificado deberá ser exhibido al empleador por el candidato 
que comunique por sí su postulación” 

“Se considerará definitiva la decisión de no oficializar una candidatura cuando ella agote 
la vía asociacional. Igual efecto a la no oficialización, producirá la circunstancia de que el can- 
didato incluido en una lista oficializada obtenga un número de votos inferior al cinco por ciento 
de los votos válidos emitidos. 
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cargo electivo o representativo (15). También a los que se postulan como 
suplentes (16). 


En igual situación se encuentra el candidato a una elección que no se 
llevó a cabo, pero que había sido convocada; resolviéndose que la tutela ]le. 
ga alos seis meses posteriores al acto eleccionario frustrado, con motivo de 
las elecciones convocadas cumpliendo con la ley 23.071, durante la vigencia 
de la norma de facto 22.105 (17). 


Y ya durante la vigencia de la L.A.S 23.551, se explicitó, que admitida la. 
impugnación del acto electoral, si se dispone la realización de elecciones 
complementarias, el candidato conserva su calidad de tal hasta el día de lá 
elecciones.(1? 


Por vía reglamentaria se condicionó la subsistencia de la tutela, a la con 
dición de que el candidato oficializado alcanzara en la elección, una pro: 
porción no inferior al 5 por ciento de los votos válidos emitidos. En un casó 


(15) Véase: CNTrab., sala V, 11/9/1998, “Rodríguez, Gregorio c. Sherwin Williams Argenti 
na (Industrial y Comercial S.A.), TySS, 1999-293; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colective 
del Trabajo I, 1518, p. 391. 

(16) Conf.: CNTrab, sala VIII, 8/5/1998, “Fernández, Ceferino c. Bottacchi S.A.) DT, 1998 
B, 1672; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1519, p. 391. Idem: CN: 
Trab., sala Il, 21/8/1986, “Teper, Jorge c. Teatro Odeón”, Carpetas de Derecho del Trabajo, 2598; 
en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1506, p. 390. Idem: CNTrab., sala y” 
21/12/1994, “Reynal, Carlos E. c. Expreso San Isidro S.A/, JA, 1995-IV, síntesis; en Digesto Prác: 
tico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1507, p. 390. También: “La protección que brinda. 
la ley 23.551 se extiende a todos aquellos trabajadores que detentan cargos gremiales “electivos' : 
(art. 48). Esta situación abarca también a los suplentes, a quienes fueron nombrados en cargos : 
no previstos en los estatutos de la asociación gremial e incluso a los que no hubiesen cumplidó 
funciones gremiales efectivas (conf. Fallo Plenario N* 135 del 16/7/1970, “Monteiro, José c. Gilé-: 
ra S.A.C.I;”). CNTrab., sala X, sent. 7207, 28/10/1998, “Franchino, Luis c. SCANS.A. s/despido' 
en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1508, p. 390. “Las disposiciones ' 
legales que regulan las garantías constitucionales, entre las que se halla la libertad sindical, de: 
ben ser interpretadas con criterio amplio. Esta pauta interpretativa se proyecta necesariamente 
sobre las personas protegidas y por ello debe concluirse que si el actor ocupaba un cargo elet- : 
tivo aunque con carácter de suplente resulta igualmente amparado por esa garantía. No pué- 
de soslayarse que la propia ley 23.551 protege con estabilidad en el cargo al simple candidato :: 
(conf. art. 50), por lo que no hay motivo para privar de tutela a quien efectivamente resultó elec- 
to y está llamado eventualmente a sustituir al vocal titular” CNTrab., sala III, expte. n? 17.050,, 
sent. 82.751, 28/9/2001, “Toledo, Omarc. Ministerio de Defensa - Estado Nacional Comandóde 
Transportes Navales s/despido”, Boletín de Jurisprudencia C.N.A.T. n* 225. 

(17) Véase: “En el marco de la ley 23.071, si el trabajador fue candidato en una elección 
que no se realizó por cuestiones internas de la entidad gremial, cabe considerar la tutela de la : 
estabilidad limitada a los seis meses posteriores a la fecha prevista para el acto eleccionario” 
(Nota: el fallo se dicta en el marco de un régimen de asociaciones sindicales ya derogado, pero 
podría ser considerado útil como antecedente). CNTrab., sala III, 20/10/1992, “Canal, Ana M. 
Cc. Sanatorio Lavalle S.R.L., DT, 1992-B, 2295; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del * 
Trabajo 1, 1511, p. 390. 

(18) Conf.: TTrab. Trenque Lauquen, 11/8/1993, “Piccolomini, Carlos A. c. Plantadro- 
ga S.A., LLBA, 1994-508; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, na 
p. 392. 
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en que la elección determinó sólo un apoyo del 3 por ciento delos votos emi- 
tidos, se declaró inconstitucional esta disposición reglamentaria, por haber 
invadido facultades exclusivas del Congreso (arts. 86, inc. 2 y 67, inc 11 de la 
C.N. antes de la reforma de 1994). Por tal razón se declaró inconstitucional 
el último párrafo del art. 29 del decreto 467/88 (19). 


Elegido un representante gremial para ún puesto directivo de su asocia- 
ción, lo alcanza la protección propia de la estabilidad, consolidándose así en 
el tiempo, la garantía que comenzara con su postulación como candidato 
comunicada al empleador (20). 


En situación especial se encuentra el trabajador que, siendo represen- 
tante en ejercicio, es candidato a una renovación de funciones gremiales, en 
elecciones llevadas a cabo en la fecha en que cesa su mandato y no resulta 
electo. Contará con la tutela doblemente prevista; pero siendo de mayor ex- 
: tensión la correspondiente al cargo cumplido, ésta resultará la que prolon- 
gará su período de protección por un año a partir del cese del mandato. 


Y aun en caso de cese del mandato por renuncia del trabajador al mismo, 
manteniendo el puesto de trabajo, la protección se prolonga por un año (21). 
Idéntica situación se admite en los casos de revocación del mandato duran- 
te su ejercicio (22). 


La impugnación de un candidato que participa en una elección, por par- 
te de su empleador o un tercero, no invalida la protección de la tutela, hasta 


(19) Véase: “Caballero, Fabián Oscar c. Compañía Industrial del Cuero S.A. s/despido", 
- CNTrab,, sala TIL, 30/6/1997, sentencia 74.639. Con voto de la doctora Porta, al que adhiere el 
doctor Guibourg. En la doctrina, como se cita en el fallo mencionado, han tomado posición 
acorde con la adoptada en el caso: CORTE, en El Modelo Sindical Argentino, 22 edición, Rubin- 
zal Culzoni, p. 473; VAZQUEZ VIALARD, en Derecho del Trabajo y la Seguridad Social, 72 edi- 
' ción, Astrea, t. 2, ps. 69 y 70 y ETALA, Carlos Alberto en Protección de los Representantes Gre- 
miales, Pulsar, ps. 48/9. 

(20) Conf: “Los trabajadores con cargos electivos de representación ejercidos en el seno 
mismo del sindicato están comprendidos en el art. 48 de la ley 23.551 y gozan de la garantía ins- 
tituida por el art. 52 de la ley”. SC Buenos Aires, L 50.683, S 16/2/1993, Juez Salas (SD). “Rocca, 
Ana María c. Institutos Médicos S.A. s/ Acción de amparo”. La Ley, 1993-C, 166 - DIJBA, 144-75 - 
TSS, 1993-848. Mag, votantes: Salas - Rodríguez Villar - Negri - Laborde - San Martín. 

(21) Conf: “Teniendo en cuenta que el actor renunció a su cargo de delegado con fecha 
1/9/1992 (pero no al empleo), no hay fundamento legal alguno para desconocer su derecho 
* ala estabilidad a partir de esa misma'fecha, con lo que la actitud de la demandada de despe- 
dirlo sólo 10 días después, resulta, además de llamativa, contraria a derecho, máximo cuando 
se trató de un despido sin causa (no lo es la de una supuesta 'reestructuración' librada al solo 
arbitrio del empleador). CNTrab., sala VII, 18/10/1996, “Luna, Roberto Mario c. Buenos Aires 
Embotelladora S.A., Carpetas de Derecho del Trabajo, 4142; en Digesto Práctico La Ley, Dere- 
- cho Colectivo del Trabajo 1, 1515, p. 391. 

" (22) Conf.: “Quedarían desvirtuadas las garantías que aseguran el adecuado desenvolvi- 
miento de la función sindical, con el desconocimiento de la estabilidad posterior a la cesación 
del mandato aún en el supuesto que ésta tuviere lugar por revocación de los representados”. 
TTrab., Bahía Blanca, 18/2/1994, “Paoletti, Rubén D. c. Construcciones Seddemi S.A.; LLBA, 
1994-308; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1514, p. 391. 
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tanto no sea resuelta por la autoridad competente. Además debe respetarse 
el procedimiento de desafectación de la tutela, prescripto por el art. 52 qe 
la L.A.S. 23.551, que reviste el carácter de un requisito “ad solemnitatem, * 
que, obviado, nunca podrá sanear a las medidas (entre ellas el despido) que: 
resultan nulas (23). 


5. LOS REPRESENTANTES GREMIALES EN LA EMPRESA 


El representante gremial en la empresa no puede ser suspendido o de 
pedido, ni se le pueden modificar las condiciones de trabajo mientras dure 
su mandato y por un año luego de agotado el mismo, salvo que mediare ju 
ta causa (art. 48 de la L.A.S. 23.551). 


Este es el caso de los delegados: los elegidos por los compañeros pá 
cumplir la función más primaria y fundamental del sindicalismo. La que 
relaciona en forma directa a los trabajadores con sus empleadores, en las 
cotidianas contiendas propias del enfrentamiento de poderes implícito en 
el contrato de trabajo. 


La ley establece que estos delegados deben ser elegidos en comici 
convocados por una asociación sindical con personería gremial, conpa 
ticipación de los trabajádores y con voto secreto y directo. Los comicios, en 
principio, deben celebrarse en el lugar y en horas de trabajo. 


Debe destacarse que, de lege ferenda, la protección a los representan- 
tes de los trabajadores en la empresa, que no pertenecían a sindicatos con ; 
personería gremial o no se encontraban afiliados, era establecida en el Pro- 
yecto del Código de Trabajo, que por mandato del presidente Arturo H. tia, 
redactaranlos juristas Nápoli, Tissembaum y Despontín. 


La ley 23.551 determina pautas mínimas de protección en cuanto:al nú 
mero de delegados que pueden actuar en las empresas. A tal efecto, el art. 45 
prescribe que, a falta de normas en las convenciones colectivas o en otros 
acuerdos, el número mínimo de trabajadores que representen a la asocia-- 
ción profesional respectiva en cada establecimiento será: 


a) De diez a cincuenta trabajadores, un representante; 
b) De cincuenta y uno a cien trabajadores, dos representantes; 


c) De ciento uno en adelante, un representante más cada cien trabaja- 
dores, que excedan de cien a los que deberán adicionarse los esta- 
blecidos en el inciso anterior. 


Si la empresa encontrare que el número de representantes supera a lo 
previsto en la ley o los acuerdos convencionales colectivos que mejoran la 


(23) Conf.: CNTrab., sala V, 23/6/1997, “Carrel, Hugo c. Vealfe S.A. TySS, 1999-292; enDi- 
gesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1520, p. 391. 
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protección obrera, deberá impugnar las designaciones respectivas ante la 
autoridad de aplicación y atenerse a sus resultas (24). 


El art. 45 de la L.A.S., también contempla la situación creada en los esta- 
blecimientos en los que los trabajadores se desempeñan en más de un tur- 
no, asegurando el derecho a por lo menos un representante por turno. 


Y determina que cuando la representación sindical en la empresa cuen- 
. tacon tres o más representantes, deberá funcionar como cuerpo colegiado, 
cuyas decisiones se adoptarán conforme a las normas estatutarias. 


La tutela sindical alcanza también a los subdelegados, siendo ello así re- 
- suelto, durante la vigencia de la Ley 14.455, en el Plenario 135, de la Cámara 
.. Nacional de Apelaciones del trabajo, sentándose esta doctrina: 


“Los subdelegados están comprometidos en los beneficios de la estabi- 
"lidad sindical prevista en los arts. 40 y 41 de la ley 14.455, aunque su nom- 
* bramiento no haya sido previsto porlos estatutos de la respectiva asociación 
profesional, ni hubieran cumplido funciones gremiales efectivas” (25). 


Debeseñalarse que el término “subdelegado” se atribuye a dos situacio- 
nes distintas: 


Se trata de quien substituye al delegado en su ausencia, pero en ocasio- 
nes se utiliza el término para quien ha sido nombrado por los trabajadores 
de un establecimiento cumpliendo las funciones de la representación de 
una “sección” y reservándose la función de “delegado”, a quien representa a 
- todo el personal de la empresa en los problemas generales (26). 


La función del subdelegado, puede o no estar prevista en el estatuto de 
* la asociación sindical, pero su postulación, elección y comunicaciones a 


(24) Conf: “La impugnación efectuada por la empleadora mediante carta al sindicato en 
orden al excesivo número de representantes gremiales dado la cantidad de trabajadores de 
la empresa no afecta la validez de la designación del delegado grernial porque tal impugna- 
ción debió formularse ante la autoridad del trabajo competente”. SC Buenos Aires, L 58.214, 
S 14/6/1996, Juez Negri (SD). “Giménez, Jorge Omar c. Grefar S.A.I.C. s/estabilidad gremial”. 
Mag. votantes: Negri - Salas - Pisano - San Martín - Hitters. 

(25) Fallo plenario n? 135: “Monteiro, José c. Gilera S.A.C.L” 16/7/1970; en La Ley, 139- 385; 
y en DT, 1970-584. 

” (26) Véase: “Los subdelegados que antes dieron lugar a controversias en lo relativo a su 
protección legal (superadas con la ley 20.615) están amparados por la fórmula amplia de la 
ley 23.551. Con el término “subdelegado' se suelen mencionar dos situaciones distintas: a) el 
suplente o reemplazante que ejerce funciones gremiales efectivas de representación gremial, 
cuando sustituye al delegado titular; b) el colaborar que actúa por razones de división del tra- 
bajo en forma simultánea con el delegado, cooperando con él.... “Los subdelegados están com- 
prendidos en los beneficios de la estabilidad sindical (arts. 40 y 41 de la ley 23.551), aunque su 
nombramiento no haya sido previsto por los estatutos de la respectiva asociación profesional, 
ni hubieran cumplido funciones gremiales efectivas, (Jurisprudencia de la Provincia de Men- 
doza. Corte. “Energía de Mendoza SE en J . Coronel, Daniel c EMSE s. Ordinario - Inconstitu- 
cionalidad - Casación (N* Fallo 92199286)”. (Sentencia del 24/11/1992) Mag.: Agular, Nanclares, 
Salvini). 
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la empleadora, deberán hacerse conforme a los exigencias previstas en la 
L.A.S. 23.551 (27). 


En el capítulo siguiente nos detendremos en cuanto a la protección que 
tiene todo trabajador por su condición de tal para actuar sindicalmente en 
la empresa. 


YA 


(27) Véase: “Si bien los arts. 60 a 64 del Estatuto del Sindicato de Luz y Fuerza mencionan 
únicamente el cargo de delegado como representante de los trabajadores, no así el de subde- 
legado, esta omisión no debe interpretarse en sentido impeditivo de su inclusión, puesto que 
el propio estatuto contempla la posibilidad de cargos titulares y suplentes en su art. 71, cuando” 
reglamenta la posibilidad de la renuncia de los candidatos titulares y suplentes. Por lo tanto, el: 
cargo de subdelegado en tanto reemplazante o suplente del delegado titular debe considerarse 
estatutario. Sin embargo, en la especie el actor en tanto subdelegado gremial carece de la tutelá 
sindical prevista en la ley N* 23.551. En primer lugar porque no está probado que al momentó 
del despido directo halla estado reemplazando al delegado titular y ejerciendo las funciones 
previstas en los arts. 40 y concordantes de la ley N* 23.551. Repárese que conforme al art. 14 bis 
de la Constitución Nacional y a los arts. 47 y siguientes de la ley N*23.551, el bien jurídico tute- 
lado es el ejercicio de funciones gremiales o sea la actividad o representación sindical efectiva y 
no potencial. En segundo lugar, no está probado que se hubiere cumplido con el requisito pres- 
cripto por el art. 49 de la ley N* 23.551, de comunicación al empleador de la elección del mismo. 
La falta de cumplimiento de este requisito formal establecido por la ley y su reglamentación 
impidereconocer el derecho del actor a la tutela sindical y por ende a percibir la indernnización 
establecida en el art. 52 de la ley N* 23.551, pretendida en esta demanda,” (Jurisprudencia de 
la Provincia de Tucumán. “Jiménez José Luis c. E.D.E.T. S.A. s/diferencias de indemnización 
27/03/2001, sentencia 43, sala 3). : 


CAPÍTULO 23 


LA TUTELA SINDICAL QUE ALCANZA 
A TODO ACTIVISTA 


SUMARIO: 1. La tutela en relación con la propiedad del cargo.— 2. La evo- 
lución jurisprudencial.— 3. La carga de la prueba del acto discriminatorio. 


1. LA TUTELA EN RELACIÓN CON LA PROPIEDAD DEL CARGO 


Aunque durante mucho tiempo la tutela de los representantes gremiales 
en la empresa quedó reducida a mérito de una interpretación conservado- 
: ra de las leyes del país, la protección de los trabajadores que pertenecen a 
los sindicatos que cuentan con personería gremial, la jurisprudencia labo- 
ral registra en el último lustro una serie de antecedentes de importancia 
que extienden esa protección a representantes de entidades simplemente 
inscriptas e incluso a activistas gremiales. El tema ha sido proyectado a la 
tutela con que cuenta todo trabajador para en ejercicio de la libertad sin- 
dical, opinar y actuar, en función de la defensa de sus legítimos intereses y 
: derechos. 


Esa protección genérica, solo admitida como tal en los Estados Sociales 
de Derecho, viene siendo reconocida con vigor en la doctrina nacional y en 
la jurisprudencia de nuestros tribunales. 


Para entender cómo han evolucionado las garantías con las que cuenta 
* lalibertad sindical, en es esta etapa de formulación y conquista democrática 
del derecho positivo vigente, es necesario detenerse en la reconsideración 
del espacio de ciudadanía que el trabajador alcanza en la empresa. Va de 
suyo que esto implica una consideración favorable a sus magros derechos 
. ala propiedad del cargo. De ello depende las posibilidades de plantear la 
nulidad del despido arbitrario relacionado con actos discriminatorios que 
lo alcanzan como represalia de su accionar sindical, condición u opinión 
gremial. 


El acto de despido arbitrario es uno de los ilícitos típicos del derecho 
del trabajo, y esa ilicitud se agrava cuando se relaciona con una conducta 
- discriminatoria. 
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Hay en ello una doble protección constitucional: a) Destinada a que e] - 
trabajador no sufra despidos arbitrarios (art. 14 bis) y b) de protegerlo contra 
las discriminaciones, entre ella los despidos signados por esa mácula. 


Esa doble protección hace vano e irracional la tentativa de legitimar lo: 
que la Constitución ha descalificado, por vía de sostener que la tarifación de 
daño en la norma laboral operativa, borra las características de la sanción 
del ilícito como tal. 


A partir de la sanción en el año 1988 de la Ley 23.592 contra la Discrimi- 
nación, se fue sentando jurisprudencia antidiscriminatoria en materia de 
despidos. 


Esto comenzó a señalarse en causas de discriminación por SIDA, luego 
en despidos que tenía causas políticas y posteriormente en aquellos causa 
dos por causas gremiales. 


En uno de esos casos, en el año 2001 intervino el Tribunal del Trabajo 
No 1 de Necochea, destacando una situación de este tipo, en un fallo que 
para entonces comentamos, pronosticando lo que pasaría cuando se toma: 
se debida conciencia de las nuevas herramientas jurídicas incorporadas en 
los años de la década del 80 (1). 


En ese caso, el magistrado doctor Juan Carlos Secondi, sostuvo: “pre: 
fiero en cambio abordar el caso desde otro punto de vista, el de la “pluri 
dimensión de regímenes de responsabilidad”” y concluyó que, “quedando 
fuera de discusión que no puede haber acumulación de resarcimiento, des: 
brozando el tema, debemos advertir que el sistema de la pluridimensión se 
funda, precisamente, en la aplicación subsidiaria de los distintos regimen 
de responsabilidad existentes, que aun superponiéndose unos a otros en un 
mismo caso en la medida de sus respectivos presupuestos, sin exclusión 
por aplicación de los principios de la norma más favorable y del deber de ni 
dañar, hagan que el operador judicial, escogiendo el mejor, resarza íntegra 
mente a la víctima”. 


El Tribunal advirtió, acertadamente, que la conducta patronal encua 
draba en factores atributivos de responsabilidad contractual y extracon: 
tractual. Contractual, por cuanto se conculcó la norma del art. 32 de 
L.C.T. Extracontractual, porque en todos esos mismos casos, la conducta! 
la accionada quedó receptada en la norma del art. 1109 del Código Civil, 
desde que la realización del examen de H.I.V. al actor sin su consentimiento, 
trasuntó en una violación del art. 20 inc. d) de la ley 23.798, por haber incur: 
sionado ilegítimamente en el ámbito de la privacidad de aquél y producido 


(1) Se trataba de los autos “Villareal, Marcelo Mario c. Frigorífico San Cayetano S. Pa 
indemnización daños moral”. Expediente N”* 1708. Comentamos el fallo en nuestro artícule 
Reflexiones a partir de una sentencia civil condenatoria de una práctica discriminatoria en un 
despido por SIDA, en Rev. Doctrina Laboral, Errepar, Bs. As., octubre de 2001, año XVII, t. 
n* 194, p. 869. 


La TUTELA SINDICAL QUE ALCANZA A TODO ACTIVISTA 483 


efectos de marginación, degradación, humillación y discriminación (ver 
ptos. 13, 14, 15 y 16 veredicto y normas de los arts. 22 inc. “a” y “b” de la ley 
23.798 y 11 inc. 2”, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
aprobada por ley 23.054). 


Otra sentencia de reparación de daños, de la Cámara Civil y Comercial 
de Mar del Plata, que reconoció un caso de discriminación por razón de en- 
fermedad (H.I.V.), y resguardó derechos personalísimos, refirió a un despido 
arbitrario procesado en un juicio anterior, en el cual, se dio por probado el 
distracto por culpa de la empleadora (2). 


A esa sentencia en sede civil, se arribó luego de que el Tribunal del Tra- 
bajo N* 2 de Mar del Plata, en una causa previamente procesada entre las 
mismas partes, hizo lugar a una acción a favor de la actora, que alcanzó a 
“los rubros indemnizatorios del distracto, y otros propios de una liquidación 
final de haberes. Se reparaba así en forma tarifada, el daño contractual por 
el despido arbitrario de un trabajador de cincuenta años de edad, con vein- 
ticinco años de relación laboral con la accionada. 


Con posterioridad, en otra acción entablada en la justicia civil y comer- 
cial, y el Juez de primera instancia hizo lugar a la demanda. La sala Il de la 
Cámara Civil y Comercial de Mar del Plata intervino por vía de apelación y 
confirmó la condena a la empleadora demandada, de reparar los daños, es- 
timando los mismos en forma independiente de los reconocidos en el juicio 
laboral antecedente. Elevó la reparación civil a pesos ciento veinte mil por 
daño moral y pesos dos mil ochocientos ochenta por tratamiento psicoló- 
gico a prestar (3). El decisorio destacó: 1) que el examen médico al actor, en 
el que la empleadora conoció que éste se encontraba enfermo de H.I.V. se le 
practicó en forma inconsulta; 2) que el actor se encontraba en condiciones 
de trabajar al ser despedido; 3) y que se le respetó el pago de salarios por una 
licencia de seis meses. 


Por su parte en autos “Stafforini” (4), en el caso de un abogado —con- 
tratado en los términos de la Ley de Contrato de Trabajo por el ANSES, que 
fuera discriminado y separado de sus funciones en el año 1999, en razón de 
- haber sido designado durante el gobierno anterior—, se declaró al despido 
un acto discriminatorio de indudables connotaciones políticas, por lo que 


(2) Véase: “3. J. c. Materia Hnos. S.A.C.I.E s/daños y perjuicios”, CCiv. y Com. Mar del Pla- 
ta, sala 2, 10/8/2000. Mag. votantes: Nélida I. Zampini - Rafael E. Oteriño - Raúl C. Dalmasso. 
LLBA, Año 8, número 6, julio del 2001, p. 758, con el comentario de Isidoro H. Goldenberg, titu- 
* lado Discriminaciónlaboral. Derechos personalísimos. Por nuestra parte, también comentamos 
+: ese fallo en el artículo Reflexiones a partir de una sentencia civil condenatoria de una práctica 
¿. discriminatoria en un despido por SIDA, en Rev. Doctrina Laboral, Errepar, Bs. As., octubre de 
¿ 2001, año XVII, t. XV, n* 194, p. 869. 

E (3) El Juez de Primera Instancia había rechazado la acción en cuanto al daño psicológico. 

: (4) CNTrab., “Stafforini, Marcelo Raúl c. Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, ANSES 
1 s/amparo”, sent. del 29/6/2001; véase: sumarios publicados en el Boletín Ternático de la Oficina 
+. de Jurisprudencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo “Despido por discrimina- 
*' ción” julio de 2007, p. 13. Voto en primer término del juez Scotti. 
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el Tribunal interviniente encuadró las previsiones de la ley 23.592 y resg]. 
vió que, aun tratándose de un despido dispuesto en el régimen de la L.C.T. 
20.744, el mismo debía ser anulado, ordenando la reinstalación del trabaja, 
dor despedido en su puesto de trabajo. 


El tránsito de pasar por vía de la pluridimensión del daño moral a la re- 
paración in natura, era una cuestión de tiempo y estaba presente en quienes” 
en función de la defensa de la magra propiedad del cargo del trabajador 
reconocieron su estabilidad como una condición esencial del contrató de 
trabajo democratizado. En un contrato de trabajo, que responda a la cláui; 
sula constitucional que además de proteger contra el despido arbitrario d 
trabajador impone el deber empresario de reconocerle participación en la: 
ganancias, control de la producción y participación en la dirección de |; 
empresas, la estabilidad se constituye en una garantía funcional básica. 


Esas sentencias, que abordaron la problemática de la discriminación 
los enfermos, fueron anticipativas en cuanto ala aplicación de la ley 23.592 
las relaciones del trabajo y se vinculan especialmente con todo un replante 
de principio general del derecho del trabajo de estabilidad del trabajador. 


Esto arrastra a la problemática atinente al tratamiento sistemático del 
despido como acto ilícito, en lo que abrió camino la prédica persistente de 
doctor Moisés Meik, que recogía enseñanzas de Justo López y las defendí; 
en artículos y congresos de la especialidad, apoyado especialmente po: 
quienes lo secundaron en sus ideas como los doctores Oscar Zas y Juan Í; 
nacio Orsini, todos ellos docentes de la Facultad de Ciencias Jurídicas de 
Universidad Nacional de La Plata, en el grado y el pos grado y también otros 
miembros del Instituto de Derecho Social de esa Facultad, donde se vien 
investigando este tema con particular dedicación. 


Señalan esos autores, a los cuales nos sumamos, que la O.I.T. recono 
cautamente en el art. 10 de su Convenio Colectivo N* 158 (5), que es váli 
do en las legislaciones nacionales admitir la anulación del despido injus: 
aunque se formule la salvedad de que si la legislación nacional no admite ki 
readmisión en el puesto del despedido, es para ese caso que se deberá esta 
blecer una indemnización adecuada u otra forma de reparación. 


La plena vigencia del principio de estabilidad, está reñida con la confit: 
mación del despido como acto constitutivo del derecho de rescindir libre 
mente el contrato en forma unilateral y arbitraria. 


Esto ha merecido unintenso debate en la doctrina nacional (6), peroleri 
tamente se avanza en tal sentido y la aplicación de la ley antidiscriminatori: 
fue abriendo el camino al respecto. 


(5) Este Convenio todavía no ha sido ratificado por la Argentina, siendo ya hora de que 
país adhiera al mismo. 
(6) Que lamentablemente no se dio debidamente cuando en 1984, como Diputado Na 
cional el autor de este libro, presentó la iniciativa e informó en el recinto la Ley de Estatuto d 
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Se sostiene que el despido arbitrario constituye un acto ilícito, prohibi- 

do por la ley mediante sanción, y contradice al art. 953 del Código Civil, que 

" determina expresamente que “los actos jurídicos que no sean conformes a 
esta disposición, son nulos como si no tuviesen-objeto”. 


Ñ 
2 
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Tratándose de un acto jurídico rescisorio de un contrato, que en princi- 
pio se presume de tiempo indeterminado (art. 90 de la L.C.T. 20.744,t.o. dec. 
390/76), la reparación en natura es una opción con que cuenta la víctima. 


En consecuencia, la rescisión unilateral para no constituir al despido in- 
justo como un acto ilícito, solo puede proceder cuando la ley especialmente 
la autoriza. 


El paso natural de la reparación, inicial y lógico, es la reinstalación en el 
puesto del despedido. 


Se desprende entonces que la reparación tarifada constituye un paso 
subsiguiente, referida al daño que se causa con la falta de cumplimiento 
de la obligación de reintegrar, cuando no es satisfecha por ser de imposi- 
ble cumplimiento, en la medida en que el agraviado la reclame. Esa es la 
solución concordante con lo que dispone el art. 1201 del Código Civil, en 
relación armónica con el art. 1204 del mismo cuerpo normativo y rige para 
- la teoría general de las obligaciones (7). 


, Es necesario admitir en consecuencia que la nulidad del despido arbi- 

trario como conducta sancionada es absoluta y la misma “puede y debe ser 
declarada por el juez, aun sin petición de parte, cuando aparece manifiesta 
en el acto”, no siendo susceptible de confirmación (art. 1047 del Cód. Civil). 


El derecho a reclamar la nulidad del despido injusto y la reinstalación 
én el puesto del trabajo, es concordante con el derecho de la parte afectada 


Trabajador Bancario y del Seguro, que consagraba la estabilidad propia para esos trabajadores 
y el Poder Ejecutivo la vetó luego de haber sido sancionada. 

(7) Conf: “La rescisión unilateral sólo procede cuando la ley especialmente la autoriza. 
Cuando la denuncia del contrato antes del vencimiento no está prevista convencionalmente, 
aunque eficaz, impone al que desiste el deber de indemnizar a la contraparte los perjuicios 
de índole patrimonial de cualquier contrato a termino, cuyas expectativas de cumplimiento se 
interrumpen sin causa. Quien ejerce la facultad debe atenerse a sus consecuencias. De modo 
que, si las partes previeron expresamente un plazo de duración, dicho pacto impone que de- 
ban atenerse a ese convenio y por ende, que las obligaciones deban cumplirse y el contrato 
concluirse en el tiempo estipulado. Por consiguiente, si cualquiera de ellas o ambas, omitieron 
reservarse el derecho de resolver el contrato cuando le convenga o en determinadas épocas, no 
Pueden rescindirlo unilateralmente en forma intempestiva, si no existe justa causa para ello. 
Caso contrario, se hace pasible de los daños y perjuicios que ocasione al otro contratante la rup- 
tura anticipada del contrato por su sola voluntad, Y ello se comprende ya que ni el locador ni el 
locatario del servicio remitente —cómo acontece en el caso— pueden ser forzados a cumplir el 
contrato, pues no cabe ejercer sobre ellos una compulsión suficiente para obligarles a un hecho 
activo: la prestación o la recepción del servicio”. CNCom.: A. Jarazo Veiras - Miguez de Cantore - 
Peirano, 24/11/1994. “C.M.A. Consultora Métodos Assessoria e Mercantil Ltda. Sociedad 'por 
cuotas' de Responsabilidad Limitada c. Regency S.A. s/cobro de pesos”. 
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en un contrato bilateral de demandar su cumplimiento cuando demuestra ' 
haber cumplido con sus obligaciones (art. 1201 del Cód. Civil). : 


Este es el tratamiento que da a la situación el orden jurídico nacional, y : 
corresponde a una solución normativa que coincide con ejemplos de dere 
cho comparado de países altamente desarrollados (8). 


Nuestro Código Civil establece en su art. 629 que “...si el deudor no q; 
siere O no pudiere ejecutar el hecho, el acreedor puede exigirle la ejecución : 
forzada, a no ser que fuese necesario violencia contra la persona del deudor. 
En este último caso, el acreedor podrá pedir perjuicios e intereses...” 


La obligación de dar el empleo privado por el acto injusto, puede llevar ¿ 
situaciones de esta naturaleza, en especial en las relaciones propias de co; 
tratos de trabajo en los que el empleador se trata de una persona física quí 
cuenta con una pequeña empresa. Pero en la gran empresa y en la relación 
laboral con los empleadores que son personas ideales, el reparo no tiene rá 
zÓn de ser. 


En esos casos, las mismas razones que inspiran la aceptación sin rep 
ros de la anulación del acto ilícito en el derecho administrativo y para cc 
el Estado como empleador, son esgrimibles en la empresa, que como com 
plejidad instrumental de medios, debe someterse a un orden de relacione 
justas para alcanzar sus cometidos. 


Las sentencias dictadas en “Balaguer” y “Greppi”, en las que más ade 
lante nos detendremos, tienen en común, que los hechos discriminatorio 
se encuentran relacionados con conductas gremiales de los trabajadores 
que no estaban en principio alcanzados por las previsiones de los artículo; 
de la Ley de Asociaciones Sindicales 23.551. Esta norma, como forma de tu 
tela sindical, admite expresamente la acción de nulificación del acto, par: 
proteger a representantes gremiales en ejercicio de mandato, o en el períodi 
anterior al mismo, en el que ese cuerpo normativo fortalece la estabilida 
para el que va a ser candidato, o en el período posterior de haber dejado de 
ser representante. o 


(8) Sostiene Moisés Meik: “Los poderes públicos disponen de un solo medio para asegura 
la efectividad del derecho del trabajo, entendido como derecho a conservar el empleo: a) con 
dicionar la facultad empresarial de despedir a la presencia de motivos graves y b) arbitrar pro 
cedimientos que permitan al trabajador reanudar su actividad profesional si dichos motivós se 
demuestran insuficientes” (MANCINI, J. E: El diritto al lavoro rivisitato en Il lavoro nella giú--. 
risprudenza constituzionale. Dir. R. Scognamiglio, Milán, 1978, ps. 27 y ss). Citado por Moisés. 
Meik, que aporta: “En esa dirección se orienta la genuina doctrina democrática del Derecho del: 
Trabajo, sustentada en los países capitalistas desarrollados” MEIK, Moisés: “La protección con-: 
tra el despido injustificado en España como derecho al trabajo con estabilidad”. Tesis doctoral- 
presentada por el autor en la Universidad de Castilla La Mancha, curso de post grado organiza- * 
do con la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la U.N.L.P., en el que ese autor participára 
como docente invitado. Puede consultarse en el Instituto de Derecho Social de la Facultad de 
Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de La Plata. Inédita. 
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Debe señalarse, por lo tanto, que aunque excepcional, la nulidad abso- 
luta del despido como conducta ilícita agravada en determinadas circuns- 
tancias, no resulta extraña a nuestro derecho positivo vigente y es moneda 
corriente en otras expresiones del derecho comparado. 


La situación aceptada pacífica y constitucionalmente para los represen- 
tantes sindicales de asociaciones con personería gremial, no puede ser ad- 
mitida como un privilegio foral. 


Lo fue también en nuestro derecho positivo, como garantía que la ley 
otorgaba en estatutos profesionales (de trabajadores bancarios, del seguro 
y del arte de curar), desde la década del 40, habiendo sido legitimada por la 
Corte hasta que se dictara el fallo “De Luca c. Banco Francés” (9), tan criti- 
cado por la doctrina, pero todavía vigente como doctrina adoptada por el 
Superior Tribunal de la Nación, desde que en 1984 lo ratificara en “Figueroa 
y otro c. Loma Negra” (10). 


La etapa actual no deja de corresponder a un período regresivo, que vino 
á dar por tierra lo que proponía Leónidas Anastasi como legislador, cuando 
impulsara el Estatuto del Bancario (ley 12.637, promulgada en 1941) (11); y 
en la que comienza a vislumbrarse que la flexibilidad a la salida del contrato 
“de trabajo, sólo sirvió para desarticular las relaciones jurídicas laborales, 
haciendo del trabajador una mercadería fácilmente descartable, y de la em- 
presa una organización de medios ineficiente. 


Pensamos, como Helios Sarthou en situación análoga desde la doctrina 
y derecho positivo uruguayo (12), y apoyando la campaña de esclarecimien- 
to infatigable que viene realizado en nuestro medio Moisés Meik, que, no 
existe defensa auténtica contra el despido arbitrario, si no se precisa el acto 


(9) Fallos: 273:87. 

(10) DT, 1984-B, 1809. 

(11) La ley 12.637, Estatuto del Bancario, consagra el primero de los estatutos profesiona- 
les de real importancia. La Ley fue promulgada el 10 de septiembre de 1941. El decreto que la 
reglamenta es el 89.624/1941. ] 

(12) Conf.: SARTHOU, Helios: “Estado actual de la estabilidad laboral. Ocho tópicos so- 
+. bre la estabilidad laboral inexistente”, en “Contexto”, N* 2, 1998, Bs. As., p. 189 y ss. Poniendo 
- derelieve la situación del trabajador uruguayo en relación con el derecho común, el jurista y 
:.. parlamentario uruguayo sostiene: “El trabajador está en peor situación que el litigante común. 
Mientras el litigante común por la condición resolutoria tácita tiene la opción contra el cocon- 
tratante incumplidor de optar por la rescisión del contrato o por el incumplimiento (art. 1431 
Cód. Civil), aquí el trabajador triunfante en el litigio por indemnización por despido, que qui- 
siera optar por el mantenimiento del contrato como fuente de trabajo, no lo puede hacer por- 
que el régimen indemnizatorio le impone una indemnización determinada a titulo de repara- 
ción por equivalente. El art. 1431 del Cód. Civil uruguayo expresa, la condición resolutoria se 
entiende explícitamente comprendida en todos los contratos bilaterales o sinalagmáticos, para 
el caso que una de las partes no cumpla su compromiso. En tal caso el contrato no se resuelve 
ipso jure como cuando no se ha pactado la condición resolutoria. La parte a quien se ha faltado 
puede optar entre obligar a la otra la ejecución de la convención cuando €s posible, O pedir la 
resolución con daños y perjuicios, La resolución debe reclamarse judicialmente; y según las cir-. 
cunstancias, pueden los tribunales conceder un plazo al demandado (art. 1740)” 
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como antijurídico y no se admite que comotal es anulable. Y que, en conse- 
cuencia, permite en determinadas circunstancias accionar por la reinstala- 
ción en el cargo (13). 


La instrumentación de la anulación del despido, en los casos de estabi- 
lidad especialmente protegida (enfermos, accidentados, embarazadas, re- 
presentantes gremiales, trabajadores en ejercicio temporario de funciones 
públicas, por actos discriminatorios) viene siendo admitida a partir de una .. 
expansión del instituto, que la jurisprudencia va desarrollando a partir de 
casos puntuales. 


Pero esta expansión termina por amenazar a toda la estructura vigent 
de aceptación débil de la protección de la estabilidad, que se viene desarro 
llando a mérito de una teorización temerosa de los poderes empresarios. 


Si se acepta como legítima la lógica de un sistema alternativo que co: 
mience por la anulación del actoilícito en el despido in causado o arbitrario, 
en esos casos especiales, sólo resta un paso a dar para discutir si la cuestión 
no difiere en cuanto a la situación que puede esgrimir cualquier trabajador 
agraviado por el despido sin causa o arbitrario. 


Meik resalta que: “En sentido técnico jurídico esinobjetable la expresió 
que ubica al despido como una de las posibles vías de extinción del contr: 
to. Sin embargo, tratándose del “despido injusto”, en este trabajo, se quier: 
acentuar que se trata de un poder sobre la persona y, en esa dirección, lá: 
“extinción” adquiere una significación real conmocionante, una drástica 
mutación, un aniquilamiento o destrucción violenta de quien sufre el daño: 
extremo injustificadamente. Con mayor razón, esto es así, en períodos d 
largo desempleo en que el trabajo es un bien escaso” (14). 1 


Ahora bien, si una situación determinada por un acto discriminatorio 
queda encuadrada por la sistematización de las normas que protegen cor 
tra la ilicitud del despido arbitrario y las prácticas discriminatorias, no ca 
duda de que la víctima de esa conducta, cuenta con la pluridimensión nor- 
mativa en que apoyarse, con la opción de reclamar una reparación justa.0 lá 
de plantear la anulación del acto discriminador, lo que impone necesaria- 
mente la reinstalación en el puesto, por los medios que el Juez determin 
contando para ello con las previsiones del art. 666 del Código Civil. 


En este último caso, de allíen más, la percepción de salarios mientrasel 
demandado resista la medida, solo se trata de una consecuencia inmedia 
y necesaria del obrar ilícito, mientras este se mantenga. 


Y atento a que esta es nuestra posición general, advertimos que por vía .; 
del tratamiento de la discriminación, comienza a desmoronarse una con- 


(13) Véase: “La propiedad del cargo, el acto discriminatorio que priva de ella y su nulifi- 
cación', artículo del autor de esta nota publicado en La Ley, miércoles 18 de agosto del 200: 
año IXVIII, N* 158, p. 9. 

(14) Véase el trabajo de ese autor antes citado. 
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cepción sacralizadora del derecho de propiedad de la empresa, en función 
de reconocer la legitimidad de los derechos de propiedad del cargo o puesto 
de trabajo. 


2.LA EVOLUCIÓN JURISPRUDENCIAL 


El tema, hasta entonces abordado en congresos de especialistas comen- 
zó a madurar en la jurisprudencia laboral a comienzos del siglo XXI. 


La herramientas jurídicas estaban consagradas en el derecho positivo 
sancionado en el año 1988, a mérito de una tarea legislativa que permaneció 
' incomprendida y desaprovechada, hasta entonces. 


En el año 2004, la sala VI de la Cámara Nacional de Apelaciones del Tra- 
bajo, confirmó el fallo del doctor Enrique Arias Gibert, titular del Juzgado Na- 
. cional del Trabajo N* 46, en los autos “Balaguer” (15), en el que se ordenó la 
- nulidad de una acto discriminatorio y la restitución en el cargo de dos traba- 
jadoras, que sin ser representantes gremiales en ejercicio de mandato, fueron 
- despedida en represalia por el obrar lícito sindical que llevaran a cabo. 


La actora alegó ser trabajadora de la demandada y esposa de un delega- 
do despedido por ésta, habiendo tenido participación activa en el conflicto 
* sindical que motivara el despido y también en los actos destinados a conse- 
guir la reinstalación en el puesto de trabajo del despedido y otro compañero 
y delegado que se encontraba en idéntica situación. Sostuvo que los despi- 
dos que se llevaron a cabo tuvieron por razón de ser el conflicto y la perse- 
cución discriminatoria, como acto antisindical, pese a que la demandada 
- alegó causas económicas para el distracto. 


: El Juez de primera instancia doctor Enrique Arias Gibert, en cuanto alas 
cuestiones de hecho debatidas sostuvo: “Debo tener por ciertas las afirma- 
ciones de los testigos que afirman: a) que la actora era la cónyuge de hecho 
de uno de los delegados que activó la protesta; b) que el cónyuge de hecho 
de la actora fue objeto de una suspensión ilegítima durante el tiempo de 
activación del conflicto; c) que la actora fue parte también en la activación 
del conflicto; d) que existieron amenazas de despido como consecuencia de 
la activación de la protesta; e) que el conflicto fue publicado en televisión y 
.periódicos”. 


Señaló además que debía inferir que el conflicto resultaba molesto para 
la empleadora tanto por la desorganización de la producción que implicaba 
como por la publicidad que tenía ante los medios (propaganda negativa). 


(15) Véase: CNTrab., sala V, “Balaguer, Catalina T. C. Pepsico de ArgentinaS.R.L/, 10/3/2004, 
DT, 2004-A, 775. También publicado en La Ley del 18 de agosto del 2004, con nota del autor de 
este libro, titulada “La propiedad del cargo, el acto discriminatorio que priva de ella y su nuli- 
* ficación” También el artículo “Reflexiones sobre el despido como acto ilícito nulo”, del mismo 
autor, publicado en Doctrina Laboral. Errepar, julio del 2004, N* 227, ps. 599 y ss. 
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+ — 


Calificó a esos hechos dados por probados, como suficientes para esta. 
blecer que, en principio, la actitud de la demandada parece responder a 1 
intención de desactivar el ejercicio de la libertad sindical o a fines discrimi 
natorios por el ejercicio de la facultad de peticionar ante las autoridades y 
de la expresión del descontento frente a la política empresaria (art. 14 de la. 
Constitución Nacional). 


Y aplicando reglas del reparto dinámico de la carga de la prueba deter. 
minó que si se establece el acto objetivo de un despido durante un conflictó 
activado por la actora que obliga a inferir razonablemente una decisión de 
represalia frente al actuar lícito, incumbe a la demandada demostrar la exj 
tencia de una causa adecuada que excluya la presunción de discriminación, 


Señaló el Juez sentenciante que en el caso en análisis, si bienla emplea 
dora invocó una razón económica para su obrar, no se demostró la notifi 
cación de la situación de crisis al sindicato y, menos aún se pretendió. de 
mostrar en esta causa, una caída de ventas que dará pábulo a la decisiór 
empresaria. 


Afirmó el magistrado que: “...cuando el despido tiene por objeto la perse 
cución, las razones de política social tenidas en vista para otorgar los poder 
exorbitantes del empleador ceden frente a las garantías individuales o coléc 
vas de los derechos humanos. Lo relativo (opción de política social del legis 
dor) cede ante lo absoluto (la imposición de la tutela de los derechos humano: 
civiles, económicos o sociales impuesta a todos los poderes del Estado)”. 


En consecuencia el doctor Arias Gibert hizo lugar a la nulidad del despi 
do, ordenando la reincorporación de la actora a la empresa empleadora, bajc 
pena de aplicar astreintes, apoyándose en el art. 19 de la ley 23.592 (16). .. 


En el año 2005, la sala IX de la CNTrab., resolvió el caso “Greppi” (17). 


En la causa se tuvo por probado que el despido de una trabajadora de] 
demandada se debió a una conducta discriminatoria, referida al envío 
mensaje por correo electrónico de la dependiente, en el que retransmití; 


(16) Norma, que prescribe: “Quien arbitrariamente impida, obstruya, restrinja, o de ak, 
modo menoscabe el pleno ejercicio sobre base igualitarias de los derechos y garantías fundam 
tales reconocidos en la Constitución Nacional, será obligado, a pedido del damnificado, a dejar 
sin efecto el acto discriminatorio o cesar en su realización y a reparar el daño moral y material 
ocasionado. 

“%A los efectos del presente artículo se considerarán particularmente los actos u omisiones dis 
criminatorios determinados por motivos tales como raza, religión, nacionalidad, ideología, opi 
nión política o gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos? 

(17) Véase: CNTrab, sala IX, “Greppi, Laura Karina c. Telefónica de Argentina S.A 
31/05/2005, La Ley, 2005-F 174. Está precedida por un fundado fallo de la doctora Graciela Lu 
cía Craig, titular del Juzgado Nacional del Trabajo N* 55, que resulta confirmado en la Alzada 
partir del voto de la Camarista doctora Alcira Paula Pasini, adhiriendo el camarista doctor Al 
varo Edmundo Balestrini. Ver también en la Rev. Doctrina Judicial, La Ley, Buenos Aires, 7 dí 
diciembre de 2005, año XXI, n* 49, p. 998, con el comentario del autor de este libro titulado “La 
discriminación laboral, los derechos de información y expresión y la nulidad delos despido: 
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una información atinente a un conflicto gremial en otra empresa y emitía 
'opinión favorable a apoyarlo y participar del mismo. El mensaje circuló en 
el ámbito virtual de los correos del personal de la accionada. 


También en “Greppi” se decidió la reinstalación en el puesto del traba- 
jador discriminado. 


Hacen a la esencia de ese decisorio, la discriminación laboral, los dere- 
chos de información y expresión del trabajador y la posibilidad de la decla- 
ración de nulidad de los despidos. 


Amparada la actora por la garantía de la libre expresión de las ideas, la 
sanción (despido) adoptada por la empleadora, resultó en sí misma una con- 
ducta discriminatoria, a la que no debe convalidársela por vía de la com- 
pensación indemnizatoria del daño sufrido, en la medida en que la repara- 
ción in natura sea posible. 


Es que la reparación en dinero de este tipo de daños, es por naturaleza 
“en sí insuficiente y abordable sólo en la medida de que otros medios no pue- 
dan operar. 


La CNTrab., por su sala IX, sostuvo: “En efecto, resulta comprendido el 
despido de la reclamante en dicha categoría por constituir una restricción 
impuesta por la empleadora al pleno ejercicio del derecho de cuño constitu- 
. cional a propagar sus ideas (art. 14). Asimilado por influjo del citado art. 1? 
_ dela ley 23.592 el acto discriminatorio al acto nulo, la solución que prevé la 
norma en análisis cuando se encuentra comprometida la ruptura del vínculo 
“. laboral excede el marco del sistema de estabilidad relativa o impropia en el 
+ que se respalda la argumentación recursiva, ya que se impone el restableci- 
. miento de las cosas al mismo o igual estado en que se hallaban antes del acto 

anulado (art. 1050 del Cód. Civil), y en consecuencia el restablecimiento de la 
- vigencia de la relación, sin que se sustente en norma alguna que la condición 
de trabajador del afectado lo excluya de la proyección de dicho esquema”. 


A partir del año 2006 se sumó a esta tendencia la sala V de la CNTrab., en 
una serie de muy fundadas decisiones: 


En “Parra Vera” (18) resolvió en función de dar por probada una repre- 
alia discriminatoria contra una trabajadora que resistió el cambio de ho- 
rario impuesto a partir de un legítimo activismo sindical. La cuestión fue 
" encuadrada también en la ley 23:592 y sancionada la nulidad del acto anti- 
Sindical. 

: Poco tiempo después, en el caso “Arecco” (19), se confirmó otra senten- 
4: cia de primera instancia que había anulado otro despido discriminatorio 


(18) CNTrab., sala V, “Parra Vera, Máxima c. San Timoteo S.A/, sent. del 14/6/2006, con los 
+ votos de los magistrados Oscar Zas, y Julio Simón. 

(19) CNTrab., sala V, “Arecco, Maximiliano c. Praxair Argentina S.A. s/ Juicio sumarísimo'; 
¿ sent. del 21/12/2006. 
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orientado en otra represalia gremial dirigida contra un delegado que no 
contaba con la tutela de L.A.S. 23.551 (en la interpretación restrictiva) por 
resultar acreditado que la designación del trabajador como delegado no ha- 
bía sido notificada al empleador. Contra el voto minoritario de la doctora 
García Margalejo que propuso el rechazo de la demanda, la mayoría (doc- 
tores Zas y Simón), dio por probada que actividad sindical del actor era pú- 
blica y notoria y concluyó que el despido tenía en ese marco fáctico motivos 
antisindicales. 


La misma Sala en “Quispe Quispe” (20), refirió a un activista por la par: 
ticipación que tuviera en la organización de los trabajadores de la empresa: 
demandada para la mejora de las condiciones de trabajo. Nuevamente el 
doctor Oscar Zas con la adhesión del doctor Julio Simón y apoyándose en la; 
fuentes y principios nacionales e internacionales que hacen prevalecer alo; 
derechos sociales fundamentales sobre los derechos patrimoniales indivi 
duales, también decidió nulificar el acto discriminatorio laboral probado: 


En el año 2008 también la sala V, con otro voto de Oscar Zas, al que er 
este caso adhirió el doctor Juan Carlos Fernández Madrid, reafirmó. sus: 
posiciones en caso “Belén” (21), en un caso de activismo sindical objeto de 
discriminación y despido, en una empresa en la que no existían delegado: 
y el trabajador de hecho operó sindicalmente en defensa de sus interes 
y derechos y de los de sus compañeros siendo quien elevaba los reclamo: 
de los trabajadores a los oficina de recursos humanos y había formulad: 
una denuncia ante la autoridad administrativa del trabajo reclamando su' 
recategorización y el pago de vales y aumentos salariales convencional 
Se hizo el juez doctor Oscar Zas esta pregunta: “¿Qué sentido tendría re: 
conocer la libertad sindical con el alcance descripto precedentemente, s 
la efectiva protección de este derecho humano fundamental encontrara € 
valladar inexpugnable de una ilimitada libertad de despido que sólo ofre 
como sanción a ese gravísimo ilícito el pago de una indemnización tarifad: 
Ointegral?”. 


Por su parte la sala II de la CNTrab., se sumó a esta tendencia a encua: 
drar los despidos represalia por acción sindical en la protección de la le; 
23.592, en la causa “Alvarez” (22), confirmando la sentencia que había de 
cretado la nulidad de los despidos de los actores, en virtud de que había: 
sido dispuestos como represalia frente al apoyo dado por éstos a los actos dé 
creación de una entidad sindical. En el fallo la camarista Graciela Gonzá. 
lez refutando expresamente a quienes sostienen la inaplicabilidad de la le 
23.592 al ámbito de las relaciones de trabajo, afirmó que tal posición impli 
caría, paradójicamente, consagrar una nueva discriminación en perjuici 


(20) CNTrab., sala V, “Quispe Quispe, Néctar c. Compañía Argentina de la Indumentari: 
S.A. s/Juicio sumarísimo”, del 20/12/2007. 

(21) CNTrab., sala V, “Belén, Rodrigo Hernán c. Jumbo Retail Argentina S.A.” de 
20/8/2008. 

(22) CNTrab., sala 11, Alvarez, Maximiliano y otros c. Cencosud S.A.; del 25/6/2007. 
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de los trabajadores accionantes. La aplicación al caso de la ley antidiscrimi- 
natoria no había sido invocada en la demanda, falencia que adecuadamente 
trayéndose ala resolución de la causa por aplicación del principio ¡ura no- 
vit curia. Sustentó asimismo su decisión en los Convenios 87, 98 y 111 de la 
O.L.T. y en los dictámenes de sus órganos de control, confirmando también 
el decisorio en cuanto había ordenado pagar los salarios caídos a título de 
daño material. 


En el fallo, en minoría el juez doctor Pirolo, sostuvo que sin perjuicio de 
la aplicación de laley 23.592 al ámbito de las relaciones laborales, no podría 
* derivarse de esto la nulidad de un despido antidiscriminatorio la obligación 
. de reinstalar al trabajador discriminado, pues ello contrariaría la libertad 
de contratar del empleador y su derecho de propiedad, “garantizados por 
una norma superior a la ley 23.592”, 


El juez Mazza adhiriendo al voto de la doctora González, destacó que la 
- empresa demandada incurrió en un “comportamiento antisindical impro- 
pio del presente siglo” y refutando los argumentos del doctor Pirolo, seña- 
- 1ó que una garantía constitucional no puede ser invocada para neutralizar 
otra de igual o superior relevancia. Además destacó que los delegados que 
no actúan por un sindicato con personería gremial también pueden solici- 
; tar la anulación del despido por la vía del art. 47 de la ley 23.551, que otorga 
una acción para hacer cesar el comportamiento antisindical, no resultando 
válido predicar que la misma no puede ser ejercida para hacer cesar el más 
grave de los comportamientos antisindicales: el despido represalia derivado 
del ejercicio de la libertad sindical. Señalamos al respecto que el legislador 
cuando redactó esa norma, no siguió el patrón de la tutela sólo a los pre- 
sentantes de sindicatos con personería gremial, sino que sentó posición de 
protección contra los actos antisidicales én forma amplia y generosa (23). 


.. La sala VIII de la CNTrab. revocó la sentencia de primera instancia que 
había rechazado tal pretensión en virtud de que el trabajador no estaba al- 
canzado por la estabilidad prevista en la ley 23.551, declaró la nulidad de un 
despido discriminatorio en la causa “Cáceres” (24). La Juez Gabriela Váz- 
quez, con la adhesión del doctor Luis Catardo, consideró demostrado que 
el despido del actor —notificado con sustento en una supuesta “reorgani- 
zación interna del área”— fue provocado y motivado exclusivamente por el 
ejercicio de actividades gremiales. En el caso el Tribunal tuvo por probada 
la connivencia entre la patronal y la entidad sindical con personería gre- 
mial.que actuaba en su seno, para culminar con el despido de varios tra- 
:7 bajadores, entre ellos el actor, que no se encuadraban en el quehacer del 
sindicato con personería gremial, que había peticionado la convocatoria a 


(23) Conf. Juan Ignacio ORSINI en “El modelo sindical en la ley 23.551 y la tutela de los sin- 
dicatos sin personería gremial y de sus representantes”. Rev. Doctrina Laboral, Errepar, año XXI, 
b” 239, Bs. As., julio de 2005. 

(24) CNTrab., sala VIII, “Cáceres, Orlando Nicolás c. Hipódromo Argentino de Palermo s / 
Juicio Sumarísimo” del 30/11/2007. : 
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elecciones para designar representantes sindicales en la empresa (lo que 
no ocurría desde hacía más de 16 años) postulándose como candidato. Los 
magistrados concluyeron que el despido respondió “a una suerte de obrar ' 
compacto entre el gremio y la patronal, en una especie de caza de delegado 
en gestación, con evidente compromiso de la democracia sindical”. Tras re-: 
futar expresamente la opinión de Rodríguez Mancini, señalaron que, en ese 
contexto, correspondía declarar la invalidez del despido en tanto acto nulo 
de objeto prohibido, la reinstalación del trabajador en su puesto de trabajo 
y la reparación delos perjuiciós causados. Descartaron la convalidación del 
acto discriminatorio por el pago de la tarifa como viene ese autor citado, .: 
pues “de ningún modo podría especularse con que la tarifa contiene en sú : 
quántum algún atisbo o contenido reparador de una discriminación neg 
tiva o bien que el art. 245 LCT otorga permiso para despedir discriminand 
previo pago de un mes de sueldo por cada año de servicio o fracción mayor 
de tres meses”. 


La sala VII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo en autos 
“Jiménez” (25), en un caso, en que el actor fue despedido por haber inten. 
tado conformar un sindicato que representara al personal jerarquizado, sé 
dispuso por el carácter discriminatorio del acto la condena al empleador á 
abonar la suma de $30.000 en concepto de reparación de daños, adicionadá 
alas indemnizaciones tarifadas propias del despido arbitrario. En el voto d 
la doctora Estela Ferreirós, al que adhirió el doctor Rodríguez Brunengo 
sostuvo en base a la ley 23.592, el apartamiento de la tarifa y la reparación 
del daño moral y material ocasionado, conforme a los parámetros del Cód 
go Civil (26). 


En la causa “Acosta, Nydia Mabel c. Galeno Argentina S.A.” (Expte, 
7678/2009, el 3 de diciembre del 2009, el titular del Juzgado Nacional del 
Trabajo N* 68, doctor Norberto Pompa, por sentencia N* 3660 que no se e 
cuentra firme al redactarse este libro, en extenso y meduloso fallo, hizo lugar 
ala nulidad del despido y restitución en el cargo de una activista sindical, 
discriminada por haber sido convocante y organizadora de una asamblea 
destinada a constituir un nuevo sindicato. E 


Los decisorios de este tipo, inexistentes antes de 1988, cuando se sancio 
naron la Ley contra la Discriminación 23.592 y la Ley de Asociaciones Sind 
cales con su art, 47 que consagra el amparo contra los actos antisindicales, 
no existían en los casos de jurisprudencia. 


Esas dos normas que actuaron como los instrumentos válidos sobre los . 
cuales se apoyan todos estos casos, tienen la característica de no haberse 


(25) CNTrab., sala VIH, “Jiménez, Hugo Oscar c. Jockey Club s/Despido” sentencia d ) 
5/7 /2007, publicado en El Dial el 28/8/2007. É 
(26) La doctora FERREIROS, es autora del trabajo “La indemnización pura y simple ante ;* 
el despido arbitrario y la indemnización por discriminación en la legislación a la que puede 
acceder el trabajador”, en Rev. Doctrina Laboral, Errepar, t. XVIII, n* 221, enero de 2004, al que 
cita en el voto. 
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montado sobre jurisprudencia anterior. En realidad, los abogados y magis- 
trados argentinos tardaron casi veinte años en ponerse a tono con lo sancio- 
nado por el legislador. 


Pero en la actualidad, el ejercicio de esa:defensa y el procesamiento de 
causas de este tipo comienza a incentivarse en forma notoria provocando 
un proceso de replanteamiento de los principios generales de la disciplina 
que constituye el derecho social y pone de relieve el carácter limitado y la 
débil sustentación teórica de los que quisieron encorsetarla como una disci- 
plina tránsaccional y tarifaria. 


El más acabado estudio de la jurisprudencia-nacional que expresa esta 
vivificante corriente que se apoyara en la Ley Contra la Discriminación 
23.592 al que hemos podido acceder, fue el llevado a cabo por Juan Ignacio 

Orsini (27). 


Señala Orsini que en la jurisprudencia predominante en la CNTrab,, la 
tarifa indemnizatoria ya no resulta suficiente para convalidar la eficacia de 
despidos discriminatorios. Y que la nulidad del despido y la reincorporación 
- del trabajador en función de la reparación integral de los daños derivados 
del acto discriminatorio, ha sido adoptada al menos por ocho de las diez 
salas del Tribunal (11, IV, V, VI, VIL, VII IX y X). 


Y también reseña en la misma corriente a los siguientes casos resueltos 
* por tribunales provinciales: 


El Superior Tribunal de Río Negro confirmó la sentencia de la instancia 
que decretó la nulidad de un despido por vía de amparo en “Pellejero, María 
* s/ Amparo”, fallo del 2 de junio del 2005 (28). El Banco Hipotecario había 
despedido a la trabajadora accionante invocando una supuesta irregulari- 
- dad por ella cometida que no logró acreditar y en cambio en la causa se pro- 
bó que la trabajadora había sido despedida por su calidad de esposa de un 
dirigente sindical. El Tribunal confirmó la nulidad del despido con sustento 
- enla ley 23.592, Apoyándose en los derechos constitucionales a la igualdad 
y a la estabilidad en el empleo señaló: “si bien es cierto que la actora pudo 
transformar la acción en daños y perjuicios, en este easo ha expresado fir- 
memente su voluntad de permanecer en el cargo con los derechos que de- 
rivan de la carrera laboral. Y esta voluntad debe prevalecer sobre cualquier 
. otra interpretación posible por tratarse de una garantía de rango personal, a 
nuestro entender ya implícita en los arts. 19 y 33 de la Constitución Nacional 
- de 1853. Es decir, operativa antes de la vigencia del art. 14 bis, C.N.”, 


Llevada la causa por vía de recurso extraordinario de inconstitucionali- 
- dad a la CSJN, ésta convocó a una audiencia pública en la que la Asociación 


(27) Publicado en el libro Derecho del Trabajo y Derechos Humanos, coordinado por Luis 
Enrique RAMIREZ, Ed. B deF, Bs. As., 2008, ps. 113/154. “Hacia un nuevo paradigma en matería 
de protección de la estabilidad y del derecho al trabajo: la nulidad de los despidos injustificados 
agravados como clave para la democratización de las relaciones laborales” 

(28) Voto mayoritario de los jueces Sodero Nievas y Balladini. 
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de Abogados Laboralistas, informó como “amicus curiae” por intermedio 
del doctor Moisés Meik. A la fecha de terminarse de redactar la presente . 
edición y actualización de este libro, la Corte no se expidió en la resolució. : 

de caso. 


El Tribunal Superior de Justicia de Neuquén confirmó la sentencia de se- 
gunda instancia que había declarado la nulidad de un despido discrimina- 
torio en el caso “Cabrera, María Inés c. Pastora Neuquén S.A. s/ Sumarísimo 
art. 47 ley 23.551”, sentencia del 7 de junio del 2007 (29). 


La sala I de la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral y 
de Minería de la ciudad de Neuquén (30) —confirmando, a su vez, el fallo de : 
primera instancia (31) — ordenó —mediante sentencia dictada el 2/5/2006 
la reinstalación de la trabajadora accionante con sustento en los arts. 47 d 
la ley 23.551 y 19 de la ley 23.592. Ello así, pues se acreditó que ella había teni 
do un marcado protagonismo en un reclamo por el que se objetó un acuer 
do celebrado entre la patronal y el sindicato como consecuencia del cual s 
afectaron las remuneraciones de los trabajadores. Entendió la Cámara que 
el despido tuvo relación directa con las gestiones y reclamos realizados par - 
el trabajador en defensa suya y de sus compañeros, oponiéndose fronta 
mente al acuerdo peyorativo celebrado entre los “delegados formales” y la: 
empresa empleadora. Refutó el tribunal la aplicabilidad al caso de la doctrí 
na de la Corte Nacional en el caso “De Luca”, para posteriormente admiti 
la acción por la vía del art. 47 de la ley 23.551 y la ley 23.592, pues el despido 
de la actora en el marco de un conflicto colectivo en el que ella tuvo áctiv. 
participación “conforma un claro acto discriminatorio en función de su acti- ' 
vismo gremial”. En consecuencia, ordenó abonar los salarios caídos (más d 
tres años de remuneraciones, y los intereses correspondientes). 


También en Neuquén, el 26 de octubre de 2009, en autos “Lagunas” (32) 
en primera instancia, se hizo lugar a otra nulificación de un despido en es 
tos términos: E 


“La ley 23.592, que protege frente a las conductas discriminatorias, tie- 
ne por objeto sancionar el trato desigual (en cualquier ámbito que se tra- 
te, incluso el laboral) fundado en el hecho de pertenecer a ciertos grupos 0 
presentar determinados caracteres o tener ciertas ideas, vale decir, el trato' 


(29) El Superior Tribunal provincial declaró inadmisibles los recursos extraordinarios in: 
terpuestos, por entender que no constituían una crítica eficaz al fallo dictado por el Juez de * 
Amparo doctor Jorge Bustamante, Juez de Cámara del Crimen de Viedma, atacado, no demos- 
trando absurdo, arbitrariedad ni gravedad institucional (vicio este último que la empleadora 
apelante alegaba se había configurado al establecerse la estabilidad absoluta de quien no es 
delegado gremial). 

(30) Voto del camarista Lorenzo García al que adhirió Raúl Videla Sánchez. 

(31) Juzgado de Primera Instancia en lo Laboral No 2. 

(32) “Lagunas, Susana Nancy c. Empresa de Omnibus Centenario S.R.L. s/ sumarísimó 
art. 52 de la ley 23.551” (Expte. N* 323.840, año 2005), tramitados ante el Juzgado de Primera 
Instancia en lo Laboral No 1 de la ciudad Capital de la Provincia de Neuquén. 
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desigual y peyorativo que se'basa en circunstancias de tipo “subjetivas” (na- 
cionalidad, raza, sexo, religión, caracteres físicos, ideas políticas, religiosas, 
sindicales, etc.). De manera que protege al trabajador en espectro más am- 
plio que la tutela que confiere la ley 23.551, pues sanciona cualquier trato 
desigual fundado en diferentes circunstancias, incluso las ideas o la acti- 
vidad sindical. Por ello el despido discriminatorio en el régimen de la ley 
citada y en los Tratados Internacionales con jerarquía de tales (confr. art. 75 
inc. 22 C.N.) tiene como rango distintivo que la discriminación deber cesar 
y la única forma de lograrlo es la de reponer al trabajador en su puesto de 
trabajo, ya que los despidos discriminatorios son nulos y carecen de efica- 
cia” (Del voto del doctor Fernández Madrid en autos “Balaguer, Catalina Te- 
resa c. Pepsico de Argentina S.R.L. s/Juicio Sumarísimo”, CNTrab., sala VI, 
10/03/2004, Expte. N* 33.975/02, Sentencia SD 56.971). 


“El derecho a no ser discriminado es un derecho fundamental atribui- 
do con carácter general a todos los habitantes, que es ejercitado en el seno 
de una relación jurídica laboral por personas que, al propio tiempo son 
trabajadores y por lo tanto, se convierte en un verdadero derecho laboral 
por razón de los sujetos y de la naturaleza de la relación jurídica en que 
se hace valer, en un derecho laboral fundamental inespecífico (confr. Pa- 
lomeque López, Manuel Carlos, “El derecho constitucional del trabajador 
a la seguridad en el trabajo', conferencia inaugural del Encuentro Ibero- 
americano Riesgo y Trabajo Universidad de Salamanca Fundación MA- 
PFRE, 11/11/1991, pub. en Actualidad Laboral Nest, ps. 37/44). El art. 14 
bis de nuestra Carta Magna viene a reforzar la aludida protección consti- 
tucional laboral inespecífica, prescribiendo expresamente que el trabajo 
en sus diversas formas gozará de la protección de la leyes, las que asegu- 
rarán al trabajador, entre otros derechos, condiciones dignas y equitativas 
de labor. Por otra parte, en materia de derechos sociales, los arts. 2.2 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, 3 del 
Protocolo de San Salvador, 1, 2 y 3 del Convenio 111 de la OIT sobre Discri- 
minación (empleo y ocupación) de 1958 y la Declaración de la OIT relativa 
a los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo y su Seguimiento, 
consagran una tutela antidiscriminatoria arbitrariamente desde una doble 
dimensión: una tutela constitucional similar a los restantes habitantes y 
uúna tutela constitucional específica” (Del voto del doctor Zas en autos: “Pa- 
rra Vera Máxima c. San Timoteo S.A. s/Amparo”. CNTrab., sala V, 14/6/2006, 
Expte. No 144/05, sentencia 68.536). 


Por su parte el Superior Tribunal de Justicia de Corrientes, el 23 de junio 
del 2008 confirmó la nulidad de un despido —previamente decidida en las 
dos instancias ordinarias— en el caso “Martínez, María Isabel c. Urbatec 
S.A. s/Amparo sindical” (33). 


(33) Voto del Juez Fernando Augusto Niz al que adhirieron sus colegas Guillermo Horacio 
Semhan y Juan Carlos Codello. Se 
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Despedida la actora tres días después del vencimiento de su estabilidad 
sindical, los jueces concluyeron que “el despido obedeció a la actuación de 
la accionante como activista gremial”. Con fundamento en el art. 47 de la 
ley 23.551, la ley 23.592 y los tratados internacionales de derechos huma» 
nos y sociales resolvió en tribunal correntino que “tratándose el derecho a : 
la no discriminación de un principio fundamental en materia de derechos: 
sociales consagrado en normas constitucionales e internacionales de jerar 
quía constitucional y supralegal (...) la sanción jurídica contra un acto di 
criminatorio extintivo de la relación laboral no puede quedar subsumido - 
en la Ley de Contrato de Trabajo, normativa que consagra el régimen i 
demnizatorio tarifario del despido”. Reconoció en consecuencia el derecho 
a la reinstalación en su puesto de la trabajadora y la reparación del daño 
moral sufrido. Se sostuvo: que “el despido discriminatorio en el régimen dé 
la ley 23.592 y en los Tratados Internacionales al tener como rango distin: 
tivo que la discriminación “debe cesar' —y en mi opinión— esos derecho 
humanos, garantías individuales y penalidades, según ella misma expre 
y que aprehende en su ámbito de aplicación personal a todas las person 
sin excepción, dado que donde la ley no distingue no debemos distinguir, 
contiene la descripción enunciativa de la conducta y a la vez, la sanción c 
rrespondiente. De tal manera que, el sujeto que origine una conducta dis- 
criminatoria queda obligado a dejar sin efecto dicho acto discriminatorio: 
a su reparación”. La claridad del fallo —con el cual Corrientes se suma a lá 
vanguardia de las provincias cuyos tribunales superiores se han plegadó 
la nulidad radical de los despidos injustificados agravados— exime de ma- 
yores comentarios. 


En la Provincia de Buenos Aires, la SCJBA no ha tomado posición al r 
pecto, siendo evidente que lepesauna afirmada doctrina vigente de defensa 
a ultranza del modelo sindical tradicional argentino, que la caracteriza en 
materia de derecho sindical. Sin embargo, esta aceptación de la apertura 
que brinda la ley 23.592 y una nueva lectura de la L.A.S. 23.551 a partir dé 
art. 4%, se expresa en numerosos fallos de los Tribunales del Trabajo de esa 
provincia. 


En febrero de 2006, el Tribunal del Trabajo N* 2 de La Matanza, én' 
caso “Villalba, Franco R. c. The Value Brands Company de Argentina S. 
s/ Acción de Amparo” (34), hizo lugar a una acción de amparo y a una me 
da cautelar solicitada por el trabajador ordenando su inmediata reincorp 
ración (lo que le permitió al actor presentarse a elecciones, en las queresultó 
electo), y acogió la demanda, declarando la nulidad del despido y ordenan 
do la readmisión definitiva en su puesto, sobre la base de los arts. 47 de-la 
ley 23.551, 19 de la ley 23.592 y los convenios 87, 98 y 111 de la Organización 
Internacional del Trabajo, así como del derecho a la igualdad y no discrimi 
nación consagrado en los Tratados incorporados al art. 75 inc. 22 de la Cons 


(34) Inédito. Voto de la jueza Mac Vicar de Olmedo al que adhirieron los jueces pd 
y Mallo Huergo 
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titución Nacional. Encuadrado el despido como una represalia, el tribunal 
consideró que el distracto excedía la estabilidad “relativa o impropia” de la 
Ley de Contrato de Trabajo, en tanto constituía un acto discriminatorio ori- 
. ginado en un propósito lesivo del principio de igualdad de trato. 


El Tribunal del Trabajo N* 2 de San Isidro, el 10 de octubre de 2006 en 
el caso “Iglesias Federico c. Autopistas del Sol S.A. s/Amparo” (35), sostuvo 
" que el trabajador, sin estar investido con una designación formal en los tér- 
minos de la ley 23.551, era un activista sindical con ejercía funciones en la 
comisión de higiene y seguridad, y que servía de referente de un grupo de 
compañeros, con posiciones contrarias a la firma de un convenio colectivo 
de trabajo.con la empresa. Sobre ese marco fáctico, se concluyó que el des- 
pido fue “un acto de discriminación contra el accionante por su actividad 
gremial militante” y, en consecuencia, se dispuso la nulidad de la medida y 

la reposición del trabajador en su puesto de trabajo, “por constituir un acto 
-atentatorio de claras y expresas garantías constitucionales que hacen al 
goce efectivo de los llamados derechos fundamentales”. Añadió el juzgador 
que “el derecho a la no discriminación en todos sus aspectos, debe ser con- 
siderado como parte de los derechos humanos, cuya regulación es al mismo 
tiempo nacional e internacional y de allí que nada impide la declaración de 
nulidad de aquel acto jurídico cuyo objeto sea una conducta discriminato- 
ria y consecuentemente la reinstalación del trabajador en su puesto para así 
'retrotraer las cosas al estado anterior a este comportamiento ilícito”. Sobre 
esa base, ordenó a la patronal que reincorporase al trabajador y le abonase 
los salarios caídos desde el despido. 


Por su parte el Tribunal del Trabajo de Junín, en la causa “Sfaeir, Caro- 
lina c. Cooperativa Eléctrica de Chacabuco Limitada s/ indemnización por 
despido”, del 13 de junio del 2007 (36), en un despido sin invocación de cau- 
. sa que se pudo probar que obedeció a una represalia por la acción judicial 
- quelatrabajadoraintentara por unaccidente del que resultara la muerte de 
su esposo, al ser notificada la demanda en cuestión, el tribunal consideró 
demostrado el acto discriminatorio, toda vez que la demandada “no pro- 
- dujo prueba alguna que avalara lo expuesto en la contestación de demanda 
en cuanto sostiene que en su actitud resolutoria no hubo discriminación”. Se 
* resolvió que el despido obedeció a una represalia, es decir, “...una sanción 
impuesta a la accionante por ejercer el derecho constitucional de peticionar 
«ante la justicia, derecho que tiene jerarquía constitucional propia, previsto 
- en el art. 14 de la Constitución Nacional en concordancia con el art. 18 de 
la C.N”. Aplicando una vez más la ley 23.592, y ordenó la readmisión de la 
trabajadora en su puesto de trabajo, condenado además a la patronal a re- 
parar el daño material y moral padecidos por la actora como consecuencia 

del ilícito. 


(35) Inédito, voto del juez Stortinial que adhirieron sus colegasNieto Freire y Carnero. 
(36) Inédito, voto de la jueza Susana Saldías al que adhirieron los magistrados Horacio 
Tuso y Jorge Ortega. 
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Aparte de los fallos mencionados en la justicia contencioso administra- 
tiva bonaerense, se dio el precedente “C., María R. c. Universidad Católica 
de La Plata s/Amparo” (37). 


En el fallo, se arribó a la conclusión de que el despido de la profesora: 
había obedecido ala circunstancia de haber denunciado y cuestionado cier- 
tas actitudes del profesor titular de la cátedra donde ejercía su actividad,. ' 
por considerarlas ilegítimas e injustas. Sostuvo el doctor Arias que la Uni- 
versidad Católica de La Plata había privilegiado el orden jerárquico frentea 
las posibles irregularidades cometidas por el titular, surgiendo su despido 
como un disciplinamiento aleccionador dispuesto para producir un prece- 
dente acerca de cuál es el destino de los docentes que cuestionen la autori: 
dad de un superior, exhibiéndose en el caso el principio de jerarquía como 
una técnica de control, dominación y opresión respecto de quienes integran 
el cuerpo docente. Agrego que la actitud patronal “reproducía fielmente la 
retórica autoritaria de otros tiempos”, concluyendo así que la misma resul: 
taba arbitraria y desproporcionada. Con fundamento en el art. 4 del Con- 
venio 158 de la O.I.T. —al que consideró “un antecedente insoslayable en la 
materia” pese a no haber sido ratificado todavía por nuestro país— conside: 
ró al despido injustificado, contrario a los principios de buena fe, indemni- 
dad y estabilidad, así como ala garantía constitucional de protección contra 
el despido arbitrario, declarando la nulidad de la resolución que dispuso la 
expulsión de la trabajadora y su consecuente reincorporación a su puesto 
de trabajo. El magistrado no calificó al despido de marras en la términos de 
la ley 23.592, sino en aquellos en los cuales la indemnización tarifada de la'' 
L.C.T. no satisface la finalidad protectoria prevista en la Constitución, por: 
su gravedad, no pudiendo ser convalidados sus efectos mediante el saple 
pago de las indemnizaciones. 


En la justicia de la Provincia de Catamarca también en primera instan 
cia se dispuso la nulidad de un despido discriminatorio sindical de un acti: 
vista (38). En el caso la patronal se agravió por que el actor en un telegrama, 
además de cuestionar la suspensión que le habían notificado, les había so- 
licitado que les permitieran a los trabajadores elegir delegados provisorios 
hasta que el sindicato convocara a elecciones a tal efecto. Resultó probado: 
en el expediente que el despido respondió a la actividad sindical que venía. 
desarrollando el trabajador en defensa de sus derechos y los de sus compa- 
ñeros de trabajo. El magistrado admitió el amparo establecido en el art. 47. : 
de la ley 23.551 declarando la nulidad del despido y ordenando la reincor- 


(37) Sentencia dictada por Luis Federico Arias —titular del Juzgado enlo Contencioso Ad- 
ministrativo N* 1 de La Plata— el día 27 de diciembre del 2005. Publicada en el Boletín Digital 
del Equipo Federal del Trabajo en el mes de diciembre de 2005, con nota laudatoria de Rodoifo * 
Capón Filas. 

(38) Con fecha 14 de julio del 2006 el Juzgado del Trabajo de Primera Instancia y Primera, 
Nominación de la Ciudad de San Fernando del Valle de Catamarca, a cargo del magistrado Mi- 
guel Angel Fabricio, dispuso la nulidad de un despido discriminatorio antisindical en la causa: ; 
“Varela, José Gilberto c. Disco S.A. s/Amparo sindical” 
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poración del trabajador. Expresó que limitar esa tutela a los empleados con 
cargos electivos en sindicatos con personería gremial implicaría dejar des- 
protegidos a “los trabajadores que por distintas causas desarrollan tareas 
sindicales individuales o propenden a establecer en sus lugares de trabajo 
las respectivas organizaciones sindicales de base para evitar el abuso de 
poder por parte de la patronal, como también el posible desvío de la orga- 
nización sindical, o sea que constituye a la transparencia de las relaciones 
intrasindicales evitando su burocratización”. 


En la justicia de la Provincia de Tierra del Fuego una sentencia dictada 
por el juez Guillermo Pensa, ordenó la reincorporación de 23 trabajadores 
que habían sido despedidos alegando sabotaje y abandono de trabajo, aun- 
que, en realidad, se acreditó posteriormente que los despidos se produjeron 
porque estaban organizando la creación de un nuevo sindicato. El magistra- 
do consideró que los despidos, al responder a medidas legítimas de acción 
sindical, resultaban violatorios de la libertad sindical, por lo que ordenó la 
readmisión de los operarios a título cautelar, debiendo permanecer los mis- 
mos en funciones hasta que seresuelvala acción ordinaria de nulidad de los 
despidos (39). 


En la Provincia de Santa Fe, en primera instancia (40), también hizo 
lugar a la restitución de un “delegado de hecho” discriminado por su acti- 
vismo sindical, con el adicional de la condena por salarios caídos en estos 
términos: “De todos los testimonios detallados precedentemente, concluyo 
que el actor desempeñaba un rol fundamental en la defensa de los derechos 
de los trabajadores en el establecimiento de la demandada, en tanto el sin- 
dicato carecía de delegado orgánico; en tal sentido, los trabajadores canali- 
zaban sus reclamos laborales mediante la actuación de Felice, quien era el 
nexo entre ellos y el sindicato y entre ellos y la misma empresa demandada. 
Si bien, como ya explicité más arriba, el actor no era un delegado gremial 
elegido conforme a la normativa de la Ley 23.551, la actividad sindical des- 
plegada por el mismo se encuentra absolutamente protegida por nuestra 
normativa constitucional e internacional y prohibido y sancionado su cer- 
cenamiento mediante cualquier accionar del empleador y del Estado”. 


En cuanto a lo que hace a la doctrina de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación en su actual composición, debe señalarse que ésta ha 
declarado inadmisibles los recursos extraordinarios federales deducidos 
contra varias de las sentencias de la CNTrab. que decretaron la nulidad 
de despidos discriminatorios, convalidando implícitamente de esa forma, 
la plena validez de la doctrina judicial adoptada por tribunales de grado, 
que declaran la ineficacia extintiva del de los despidos discriminatorios 


(39) Noticia publicada por el diario Infobae en su versión digital del día 17/9/2007, bajo el 
sugestivo título de “Polémico fallo obliga reincorporar a 23 empleados saboteadores”. 

(40) En autos “Felice, Sergio c. Embotelladora del Atlántico S.A. s/Amparo Laboral”; Expte. 
No 1007/06, el doctor Enrique Girardini (Juez a cargo del Juzgado de Trabajo de la 51 Nomina- 
ción de Rosario). 
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por causas laborales. Conforme a ello, lo hizo con su integración anterior, 
en el caso “Stafforini” (41) y —en su integración actual— en el precedente 
“Balaguer” (42). 


En sentencia del 3 de mayo del 2007 en la causa “Palmer, Alfredo Mateo 
c. Kraft Suchard Argentina”, el Tribunal Superior revocó por arbitraria una 
sentencia de la CNTrab. que, a su vez, había revocado la de primera ins- 
tancia en la cual se había ordenado una condena de reparación integral de 
daños y perjuicios derivados de un despido discriminatorio. 


A esto se suma la posición adoptada en el caso “A.T.E.”, en el que la Corte 
extendió la defensa de la tutela sindical a representantes de los trabajado- 
res que no actuaban por un sindicato con personería gremial reconocida- 
en el ámbito de la empresa en que habían convocado a elecciones de sus * 
representantes. Lo que implica una revalorización intensa de la protección: 
sindical y una potencialización de las acciones antidiscriminatorias en:el' * 
ámbito, con las consecuencias naturales que se desprenden a favor de esa 
corriente jurisprudencial ya detallada, que por otra parte responde a la ca- 
lificación del derecho al trabajo como un derecho humano fundamental, 
como lo enunciara la Corte en el caso “Vizzoti”. 


Estas posiciones adoptadas por distintas salas de la CNTrab. y muchós 
tribunales del trabajo del interior del país, abrieron un camino que fue se* : 
guido por la CSJN, cuando en el año 2008 dictó sentencia en “A.T.E.”. 


Dicho fallo implicó la crítica de la sistemática de la L.A.S. 23.551 y de la: 
declaración de inconstitucionalidad del art. 41 de la misma, en cuanto al: 
reconocimiento de los límites de atribuir funciones sindicales con exclusi-. 
vidad al sindicato con personería gremial, como sujeto de derechos sociales 
y en relación con los derechos sindicales de los trabajadores (43). 


Lo hizo revocando un fallo que legitimabala declaración de la autoridad - 
administrativa de invalidez de una elección de delegados de personal para 
representar a los empleados civiles de las fuerzas, en el ámbito del Estado 
Mayor General del Ejército y el Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Arma- 
das convocada por un sindicato que no era el reconocido con la personería. 
gremial propia del encuadramiento necesario para representarlos. 


Cuando ATE, sin contar con esa aptitud inherente a la personería gre- 
mial, convocó a elecciones para representar a sus afiliados, la Unión del Per- - 
sonal Civil de las Fuerzas Armadas (PECIRA), acudió ante la autoridad de 
aplicación y consiguió de ésta la declaración de invalidez de dicha convoca- 
toria a elecciones de delegados del personal efectuada por la Asociación de. 


(41) Sentencia del 3/10/2002. 
(42) Sentencia del 18/4/2006. 
(43) CSJN, en “Asociación Trabajadores del Estado vs. Estado Nacional” fallo del ; 
11/11/2008, La Ley del 20/11/2008, Año LXXII, N* 224, p. 4, con nota del autor de este trabajo;. 
titulada “Libertad sindical”. 
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Trabajadores del Estado (ATE), por lo que esta entidad interpuso un recur- 
so jerárquico que la señora Ministra de Trabajo, Empleo y Seguridad Social 
desestimó, en ábril de 2003. 


La revisión del asunto llevó más de un lustro y es lógico suponer que la 
defensa de los intereses de los trabajadores que proponían contar con re- 
presentantes gremiales de base, legitimados en un ámbito laboral, tan con- 
servador, jerárquicamente ordenado y disciplinariamente estricto como el 
de las fuerzas armadas, se esfumó en el limbo de la convalidación de los 
poderes existentes y se diluyó entre las esperanzas frustradas de los que, no 
importa de la legitimidad de la representación real que ejercen, se atreven a 
luchar desde llano. 


Pero pasando por alto que en el caso especial quizás ya la cuestión sea 
una abstracción inoperante, lo cierto es que el fallo, por lo que trasciende 
para otros casos futuros y por los conceptos que hace suyos, implica mucho 
más allá de los que resuelve en la especie. 


Que los sindicatos sin personería gremial para actuar en un ámbito de- 
terminado, puedan elegir representantes entre sus afiliados y que embesti- 
dos éstos del poder que da la representación ejercida, logren entrar a defen- 
der los intereses y derechos de sus representados, en realidad siempre ha 
sido una realidad posible a partir de la prepotencia de los hechos. Pero se 
trata de una realidad coartada y censurada por un poder vigilante. Censu- 
rador de un activismo sindical que no cuente con el permiso otorgado por el 
gobierno, que para ello usa a la llave maestra de la personería gremial. 


Una realidad que develaba que una burocracia sindical establecida se 
apoyaba en el poder gubernamental para impedir todo cambio reformador. 
Que invoca como sagrado el valor de la unidad de representación, para des- 
articular toda presencia de pluralismo. 


La Corte vino a advertir, por fin, que en un Estado de derecho la libertad 
sindical se puede ejercer en función de la elección de los afiliados libremen- 
te y conforme a sus propias motivaciones. 


Y esto desafía al modelo sindical argentino de unidad promocionada 
por la ley. Lo desnuda de sus exorbitancias, para reconocer que el sindicalis- 
mo posible alcanza a las formas desafiantes que no cuentan con el permiso 
oficial. Admite que hay un obrar social sindical, que no necesita de permi- 
sos y desconfía de los respaldos estatales que se ejerce siempre a partir de 
gobiernos de turnos. 


Que hay un sindicalismo posible de ejercer, aun con visos de opositor. 
En un país signado por el pasado totalitario que nos matrizara, esto no re- 
sulta poco. 


La CSJN, en diciembre del 2009, redobló la apuesta cuando en la causa 
“Rossi”, sostuvo que los representantes gremiales de sindicatos simplemen- 
te inscriptos, cuentan con las mismas garantías de estabilidad con que la 
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Ley de Asociaciones Sindicales 23.551 invistiera a los representantes gre- 
miales de los sindicatos con personería gremial (44). 


3. LA CARGA DE LA PRUEBA DEL ACTO DISCRIMINATORIO 


En la zaga jurisprudencial que antes hemos detallado, surge a la pales- 
tra, en relación con la discriminación, un tema instrumental de significati- 
va importancia en las causas en que se litiga sobre este tipo de actos. 


Es el de las reglas que han de regirla prueba de dichos actos. 


En uno de sus votos el Camarista Oscar Zas (45), destacó la importancia 
que en el tema de las causas por discriminación tiene la prueba de la misma. 


Se apoyó ese magistrado en cuanto al tema dela discriminación gremial : 
producida, en el derecho constitucional internacional del trabajo, y en los 
Tratados de Derechos Humanos y Sociales, destacando que en lo que hace al : 
tratamiento procesal de las causas que tratan esos casos, en su trámite deben ' 
ser reconocidos y resueltos los factores de desigualdad real de quienes son . 
llevados ante la justicia, atendiendo al principio de igualdad ante la ley y los 
tribunales (confr. arts. II y XVIII de la Declaración Americana de los Dere- 
chos y Deberes del Hombre; 7 y 10 de la Declaración Universal de Derechos ' 
Humanos; 2.1, 3 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; ' 
2 y 15 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri- 
minación contra la Mujer; 2, 5 y 7 de la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; 1, 8 y 24 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos). 


A partir de los dictámenes de la Comisión de Expertos en Aplicación de. 
Convenios y Recomendaciones de la Organización Internacional del Traba- 
jo, al referirse al Convenio 111 sobre la Discriminación (empleo y ocupa- 
ción) de 1958, ratificado por la República Argentina, destaca que “el derecho 
ala no discriminación arbitraria, no sólo está tutelado por normas de jerar- 
quía constitucional y supralegal, sino que ha ingresado en el dominio del jus: 
cogens y resuelve en materia de carga de la prueba”. 


(44) Ver: CSJN, en “Rossi, Adriana María c. Estado Nacional - Armada Argentina” un fallo 
en el que revocando una sentencia de la CNTrab,, sala II, en un caso de aplicación de una sán- 
ción disciplinaria y un traslado impuesto, por vía de amparo se ordenó dictar nueva sentencia - 
teniendo en cuenta la doctrina sentada en “A T.E” y las consideraciones que se practican enlos 
fundamentos de este nuevo decisorio, destinadas a reconocer esos derechos a la actora, piesi- 
dente de un sindicato simplemente inscripto. 

(45) Recomendamos especialmente la lectura de su voto en “Parra Vera, Máxima c. San 
Timoteo S.A. s/Acción de Amparo”, sala V, 14/06/2006, representativo de la corriente jurispru- ? 
dencial expresada entre otras, en la sentencias de la CNTrab.: “Arecco, Maximiliano c. Praxair 
Argentina S.A/; La Ley, 2007 -C, 390; sala IX, “Greppi, Laura K. c. Telefónica de Argentina S.A”; . 
La Ley, 2005-F 175; TySS, 2005-884; sala VI, 10/3/2004, “Balaguer, Catalina T. c. Pepsico de Ar- 
gentina S.R.L/; La Ley, 2004-C, 951; DT, 2004, junio, p. 775, TySS, 2004-689; “Cáceres, Orlando 
Nicolás c. Hipódromo Arg. de Palermo S.A. s/Juicio Sumarísimo” sala VIII, 30/11/2007). 
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Y sostuvo que en función a la prohibición de discriminación, las condi- 
ciones de desigualdad real obligan a adoptar medidas de compensación que 
contribuyan a reducir o eliminar los obstáculos y deficiencias que impidan 
o reduzcan la defensa eficaz de los propios intereses, como lo sostuviera la 
Corte Interamericana (46). Esos medios de compensación, admitidos en di- 
versas vertientes del procedimiento, permiten el acceso a la justicia a quie- 
nes en estado de debilidad no gozan de condiciones de igualdad y reclaman 
el reconocimiento en calidad de víctimas de este tipo de actos. 


A partir de esas premisas, Zas define las reglas que hacen al importante 
tema de la prueba de la discriminación, que en lo social lleva una carga cul- 
tural ancestral negativa, de esta forma: 


El trabajador tiene la carga de aportar un indicio razonable de que el 
acto empresarial lesiona su derecho fundamental, principio de prueba diri- 
gido a poner de manifiesto, en su caso, el motivo oculto de aquél. Para ello 
no basta una mera alegación, sino que ha de acreditar la existencia de algún 
elemento que, sin servir para formar de una manera plena la convicción del 
tribunal sobre la existencia de actos u omisiones atentatorios contra el dere- 
cho fundamental, le induzca a una creencia racional sobre su posibilidad. 


Desde esta perspectiva, son admisibles diversos resultados de intensi- 
dad en el ofrecimiento de la prueba por el trabajador y que, aun pudiendo 
aportarse datos que no revelen una sospecha patente de vulneración del 
derecho fundamental, en todo caso habrán de superar un umbral mínimo, 
pues, de otro modo, si se funda el reclamo en alegaciones meramente retó- 
ricas O falta la acreditación de elementos cardinales para que la conexión 
misma pueda distinguirse, haciendo verosímil la inferencia, no se podrá 
pretender el desplazamiento del onus probandi al dennandado. 


De darse en el caso la configuración del cuadro indiciario precitado, es 
el empleador quien soporta la carga de acreditar que su actuación tiene cau- 
sas reales absolutamente extrañas a la invocada vulneración de derechos 
fundamentales, así como que aquéllas tuvieron entidad suficiente como 
para adoptar la decisión, único medio de destruirla apariencia lesiva creada 
porlos indicios. Debe probar que tales causas explican objetiva, razonable y 
proporcionadamente por sí mismas su decisión, eliminando toda sospecha 
de que aquélla ocultó la lesión de un derecho fundamental del trabajador. 


Conforme al art. 163, inc. 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la 

* Nación, que dispone : “...Las presunciones no establecidas por ley constitui- 

rán prueba cuando se funden en hechos reales y probados y cuando por su 

número, precisión, gravedad y concordancia, produjeren convicción según 
la naturaleza del juicio, de conformidad con las reglas de la sana crítica...”. 


(46) Corte Interamericana de Derechos Humanos, “El derecho a la información sobre la 
asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso legal” Opinión Consultiva 
OC-16/99 de 1* de octubre de 1999. 
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Ya que como lo señala Zas, a quien hemos seguido en lo esencial en ese 
plateo instrumental, el Código Procesal se refiere a las presunciones no es- 
tablecidas por ley, de modo que se excluyen las presunciones ¡ure et de iure 
y las iuris tantum; se trata en consecuencia de las llamadas presunciones 
judiciales o presunciones hominis, pues las consecuencias jurídicas las de- 
duce el juez partiendo de laexistencia de hechos (indicios) reales y probados 
El indicio es todo rastro, vestigio, huella, circunstancia y, en general, todo 
hecho conocido, mejor dicho debidamente comprobado, susceptible de lle- 
varnos por vía de inferencia al conocimiento de otro hecho desconocido, 
Es una circunstancia que por sí sola no tiene valor alguno; en cambio,pero 
cuando se relaciona con otras y siempre que sean grave, preciso y concor- 
dante, constituye una presunción (47). 


(47) Oscar Zas, cita en apoyo a FENOCHIETTO, Código Procesal, Civil y Comercial de la 
Nación, Comentado, Anotado y Concordado, t. 1, ps. 592/3 y 594. 


CAPÍTULO 24 


LA TUTELA SINDICAL 
DEL REPRESENTANTE GREMIAL 


SUMARIO: 1. La tutela de los congresales y representantes en organizacio- 
nes de segundo y tercer grado.— 2. Tutela sindical de los dirigentes de las 
seccionales de uniones.— 3. Los trabajadores que desempeñan funciones 
públicas.— 4. El tiempo de protección.— 5. Las licencias gremiales.— 6. La 
vigencia delcontrato como requisito temporal de la tutela.—7. Los requisitos 
a cumplir para contar con los beneficios de la tutela.— 8. La tutelasindical de 
representantes de sindicatos sin personería gremial.— 9. La duplicación de 
la indemnización a mérito de la legislación de emergencia. 


1. La TUTELA DE LOS CONGRESALES Y REPRESENTANTES 
EN ORGANIZACIONES DE SEGUNDO Y TERCER GRADO 


Resultan amparados por la tutela sindical, los representantes gremiales 
que actúan como congresales en las organizaciones sindicales que cuen- 
tan entre sus órganos de gobierno con congresos de delegados y en especial 
cuando las mismas se integran a organizaciones de segundo y tercer grado 
(federaciones y confederaciones) (1). 


Durante la vigencia de la ley 14.455, en el año 1970, la CNTrab., sentó 
como doctrina en el Plenario 135: “Los subdelegados están comprendidos 
en los beneficios de la estabilidad sindical prevista en los arts. 40 y 41 de la 
ley 14.455, aunque su nombramiento no haya sido previsto por los estatutos 
de la respectiva asociación profesional, ni hubieran cumplido funciones gre- 
miales efectivas” (2). 


(1) “Conforme el artículo 48 de la Ley 23.551, el cargo de delegado congresal también se 
encuentra amparado por la tutela de la ley de asociaciones gremiales (ver Bof. Acciones Tute- 
lares de la libertad, p. 129, en igual sentido CNTrab. sala 11, DT, 1988-B, 2140).” (Jurispruden- 
cia de la Provincia de Neuquén, P.S. 1996-I11-477/478, sala 1. CC0002 NQ, CA 285 RSD-477-96 
S 30/7/1996, Juez Gigena Basombrio (SD). “Fernández, Martín c. Empresa de Omnibus Cente- 
nario S.R.L. s/ indemnización por estabilidad gremial”). 

(2) La Ley, 139-385; DT, 1970-584. 
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Porvía de aplicación analógica de la doctrina sentada en el Plenario 135 
de la CNTrab., se reconoció que también se encuentran amparados los con- 
gresales suplentes (3). 


La tutela sindical también alcanza a los más variados puestos que la 
compleja organización sindical moderna requiere (4). 


Por lo tanto no cabe distinguir si el trabajador se trata de miembro ti- 
tular o suplente de comisiones directivas, consejos de administración, con= . 
sejos directivos o secretariados de entidades sindicales de cualquier grado, . 
seccionales, filiales o delegaciones, delegados o congresistas a organismos 
de grado superior, representantes ante asociaciones sindicales y organis- 
mos internacionales, u otros análogos (5). 


Esta clase de funciones representativas, por la cual se constituye la or- : 
ganización representativa y democrática de los sindicatos, es protegida me- 
diante el reconocimiento del poder de los trabajadores de contar con licen- . 
cias especiales para cumplir sus cometidos sindicales. 


Las licencias pueden ser: 


a) De corta duración: días u horas, para acudir a eventos especiales, 
como, por ejemplo, congresos del gremio. 


b) De larga duración: para cumplir con una gestión representativa 
asignada. l 


Al término de la licencia, el trabajador cuenta con el derecho a reinsta- 
larse en su puesto (6). 


(3) Conf.: “No es obstáculo para el reconocimiento de la garantía sindical, que el acció- 
nante haya sido postulado como congresal suplente, atendiendo al alcance personal que cabe. 
asignar a la protección que establece la ley 23.551 ya que analógicamente cabría proyectar 
la doctrina del fallo plenario n* 135 in re Monteiro c. Gilera' en cuanto dispone que los sub- 
delegados gozarán del derecho a la estabilidad sindical aun cuando no hubieran cumplido 
funciones gremiales efectivas. CNTrab., sala II, “González, Ricardo Carlos c. Ministerio de 
Defensa - Estado General de la Armada - Comando de Transportes Navales”, 6/ 12/2002; en 
Errepar, t.TII, 100.00.004. : 

(4) Así se admite que: “El cargo de delegada de la Secretaría de la Juventud de la C.G.T. 
no es, prima facie, uno de los que prevé el art. 50 de la ley 23.551. Pero si tal cargo requirierá la 
suspensión de la prestación de servicios y tal circunstancia se hallare debidamente acreditada; 
podría encuadrarse dentro de lo dispuesto por el art. 48 de la citada ley” CNTrab., sala VI, sen- 
tencia 30/12/1994, Juez Morando, “Sánchez, Estela c. CATU Cine Animación S.A. s/despido". 
Mag. votantes: Morando - Capón Filas. 

(5) Conf. En doctrina: Carlos Alberto ETALA, en La protección de los representantes gre- 
miales, Ed. Pulsar, p. 33. En jurisprudencia: CNTrab., sala Il, Mag.: Bermúdez - González. Sen- 
tencia 93.068/04. “Oviedo Aguade, Carmen Leonor c. Estado Nacional Ministerio de Salud de la 
Nación s/ Juicio Sumarísimo”, 24/11/2004. 

(6) Véase: “El hecho de que el desempeño de la actividad gremial sea de tipo representati- 
vo, fuera de la empresa, ante congresos gremiales, no obsta al goce de la garantía de estabilidad 
que la ley 23.551 prevé, pues se trata de una función cuyo carácter sindical es indiscutible aun- 
que no se ejerza ante el empleador, sino dentro de una asociación en representación de otra, 
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2. TUTELA SINDICAL DE LOS DIRIGENTES 
DELAS SECCIONALES DE UNIONES 


Los trabajadores que, conforme a los estatutos de una asociación sin- 
dical, cumplen funciones directivas en las seccionales locales de la asocia- 
ción, quedan amparados por la tutela sindical (7). 


Si en el caso, el directivo de la seccional no usa de la licencia gremial 
para el desempeño y se mantiene activo en el puesto de la empresa en que 
trabaja, la cobertura lo protege de los actos antisindicales del empleador. 


Si el trabajador, por el contrario, opta por solicitar licencia para des- 
empeñarse en la asociación, su contrato de trabajo quedará suspendido, y 
agotado el tiempo de ejercicio de sus funciones, el empleador deberá reinte- 
grarlo a sus funciones. 


Esto es así, debido a que, en principio, la función del dirigente de la sec- 
cional, no corresponde a una relación laboral dependiente con el sindica- 
to (8). 


3. LOs TRABAJADORES QUE DESEMPEÑEN FUNCIONES PÚBLICAS 


El desempeño en puestos públicos, está protegido en la Ley de Contrato 
de Trabajo 20.744 (t.o. dec. 390/76, arts. 215 y 216), que legitima una licencia 
sin goce de sueldo, con reserva del puesto de trabajo y obligación de reincor- 
porar al trabajador al tiempo de agotarse ella. 


La tutela sindical copia esa forma de protección y la intensifica, colocan- 
do al trabajador que permanece en funciones, en situación de conseguir que 


de conformidad con la letra del art. 48 de la citada ley” CNTrab., sala VII, sentencia 17/05/1995, 
Juez Zapatero de Ruckauf. “Cejas, Juan c. Indutec S.A. s/despido”. Mag. votantes: Zapatero de 
Ruckauf - Boutigue. 

(7) Conf. “La personería gremial de las Uniones —asociaciones sindicales de primer gra- 
do— ampara a sus seccionales, cuyas autoridades —cumplido los recaudos legales y estatu- 
tarios— gozan del derecho a la estabilidad sindical (art. 11 inc. “a” 21, 23, 25, ley 23.551)”. (SC 
Buenos Aires, L 55.800, S 11/4/1995, Juez Negri (SD). “López, Alejandra 1. c. Molino Harinero 
San Cayetano s/ Salarios de estabilidad gremial”. DJBA, 149-43. Mag. votantes: Negri - Salas - 
Rodríguez Villar - Pisano - San Martín. 

También: “Los miembros del Consejo Directivo de una seccional creada según el estatuto 
de una Unión —en el caso la U.O.M.A.— gozan del derecho a la estabilidad sindical instituido 
en laley 23.551” SC Buenos Aires, L 55.442, S 25/4/1995, Juez Salas (SD). “Goicochea, Juan C. c. 
Molinos Cabbodi S.A. s/Indemnización por estabilidad gremial, ley 23.551 DJBA, 149-21. Mag. 
votantes: Salas - Rodríguez Villar - Negri - Pisano - Hitters. 

(8) Véase: “No media un contrato de trabajo subordinado entre el secretario general de 
una organización gremial y ésta si las únicas funciones que aquél cumplía son las que determi- 
na y fija la ley 22.105 y el Estatuto del Sindicato a quien representa”. SC Buenos Aires, L 38.161, 
S 2/2/1988, Juez Salas (SD). “López de Molina, Estela c. Empleados de Comercio de Bragado s/ 
Indemnización accidente de trabajo” AyS, 1988-1-34. Mag. votantes: Salas - Vivanco - Negri - 
San Martín - Laborde - Cavagna Martínez. 
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ellas no puedan ser alteradas. Le da una propiedad del cargo en la empresa, 
limitada en el tiempo, alos efectos de que el poder de dirección empresario 
y sus facultades de despedir, queden restringidos y afectados. 


4.,EL TIEMPO DE PROTECCIÓN 


La protección de la tutela alcanza a los trabajadores por un período de 
tiempo determinado porlaley, en razón de las funciones ejercidas. El perío- 
do de protección va variando según la situación del trabajador protegido: 


a) Sies candidato. 
b) Si ha sido electo representante gremial. 
c) Si ejerce funciones representativas en órganos del Estado. 


La cobertura temporal de la tutela, a quienes ejercieron funciones de' 
representación sindical y cargos públicos o de representación gremial en 
organismos públicos, no sólo abarca el período de ejercicio de las funciones. 
Se prolonga por un año después del cese del mandato (art. 48 L.A.S.) (9). 


La LAS 23.551, en su art. 51, prevé como causas del cese de la protección: 
a la estabilidad: ” ¿ 


a) La cesación de actividades del establecimiento donde se desempe 
ñaba el tutelado. 


b) La suspensión general de las tareas para todo el personal del esta: 
blecimiento. 


Además se prevé quela condición de tutelado, excluyen al trabajador del 
orden de antigúedad para las suspensiones o despidos. 


Los criterios de interpretación que guíen a la aplicación de este eximen* 
te (cierre o suspensiones de todo el personal), deben ser restrictivos y excluir 
toda posibilidad de fraude en casos de continuación, cesión o transferen- 
cia (10). 


(9) El art. 48 de la L.A.S. 23.551 prescribe: “...tendrán derecho a gozar de licencia automáti- 
casin goce de haberes, a la reserva del puesto y ser reincorporados al finalizar el ejercicio dessus 
funciones, no pudiendo ser despedidos durante el término de un año a partir de la cesación de 
sus mandatos, salvo que mediare justa causa de despido”. En el caso de los candidatos a cargos 
de representación gremial, la tutela alcanzará a proteger por seis meses al trabajador en su con- .: 
dición de candidato, desde su postulación. Pero podrá cesar antes, si la postulación no resulta 
oficializada por la autoridad electoral, y desde el momento en que la cuestión que resuelva la' . 
oficialización quede definitiva resuelta. (Art. 50 de la L.A.S. 23.551). 

(10) Conf.: “El criterio de interpretación delartículo 51 de la ley 23.551 debeser restrictivo; 
La cesación de actividades debe ser probada de modo tal que exista absoluta certeza de ello; 
a los efectos de que el instituto cuente con un mínimo de garantías para evitar situaciones de 
fraude. En el caso de despido de todo el personal por cesación de establecimiento opera el sen- *, 
tido de la norma siempre y cuando los últimos trabajadores despedidos sean amparados por 
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Cuando el mandato cesa por habérselo revocado en la forma prevista en 
el art. 42 de la L.A.S. 23.551, se tiene resuelto que el año de protección de la 
estabilidad contemplado en el art. 48 de ese cuerpo normativo, corre desde 
la cesación de la representación (11). 


Por otra parte, se ha decidido que la condena de salarios caídos hasta 
- la reinstalación en el puesto ordenada judicialmente, se prolonga hasta el 
momento de efectivo cumplimiento de reintegro inclusive alcanzando a pe- 
ríodos que van más allá del período de protección legal de la tutela (12). 


Una especial situación no contemplada expresamente enlaL.A.S. 23.551, 
se da cuando el trabajador protegido por la tutela en el ejercicio de su man- 
dato, queda encuadrado en la situación prevista por el art. 252 de la Ley de 
Contrato de Trabajo 20.744 (t.o. dec. 390/76), por cuanto está en condiciones 
de edad y tiempo de servicio para acceder a la jubilación ordinaria. 


Dos variantes se advierten en estos casos: 


La primera refiere a si el trabajador cuenta con el derecho a permane- 
cer en el cargo ejerciendo sus funciones por el tiempo de mandato. No se 
advierten en la jurisprudencia dudas en torno al ejercicio de ese derecho, 

mientras el mandato está cumpliéndose. 


Los interrogantes surgen para la situación propia de los casos en que se 
renuevan mandatos cuando el trabajador ya está preavisado de que deberá 
* jubilarse, antes de agotarse el período de estabilidad gremial protegida. 


Quienes consideramos que la protección de L.A.S. 23.551, coloca al tra- 
bajador en situación de especial protección, sólo superable a partir de las 
acciones de desafectación de la tutela a ejercitar por el empleador para de- 
mostrar a su cargo que el despido es causado y no discriminatorio, sostene- 
mos que la única forma de llegar al distracto durante el período de protec- 
ción para el empleador es posible cumpliendo con esa carga procesal (13). 


la estabilidad y no exista ningún supuesto de continuación, cesión o transferencia”. CNTrab., 
sala II, sent. 81.990 del 16/10/1997, “Vázquez, Angel c. SIDECO Americana S.A. s/Ley 23.551” 
R.B. 

(11) Conf.: CNTrab., sala X, “Pérez, Ramón c. Microómnibus Norte S.A. s/despido', del 
8/2/2008, Doctrina Laboral Errepar, t. 111, 100.000.004. 

(12) Conf. “Si la demandada procedió a despedir al delegado sin pedir previamente la 
exclusión de la tutela (art. 48 y 52 de la ley 23.551), dicho acto es nulo en los términos de los 
arts. 18 y 1044 del Cód. Civil y por ello ineficaz para producir el despido. Tampoco tiene con- 
secuencias jurídicas una vez vencido el plazo de tutela. Por ello si al trabajador se le negaron 
tareas sin que se hubiera dispuesto una decisión similar una vez vencido el plazo de protec- 
ción, es incuestionable que proceden los salarios caídos y el reintegro del trabajador a sus ta- 
reas (art. 78 y 103 de la LCT). No por aplicación de la ley 23.551 sino a raíz de la ineficacia de la 
primitiva comunicación del despido, mientras el trabajador se encontraba tutelado” (CNTrab., 
sala V, sentencia 4605, del 28/8/1998, “Malvestiti, Oscar c. Impresiones Gráficas Tabaré S.A. y 
otro s. sumarísimo”). 

(13) Conf.: “La empleadora, para instar la jubilación del dependiente, debe transitar por 
el diseño de exclusión de tutela, para disipar cuestionamientos concernientes a la libertad sin- 
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Resultaría en principio aparentemente ilógico sostener la legitimación 
de la continuidad del vínculo por sucesivas reelecciones sin límites de nin. 
gún tipo para este tipo de trabajadores. 


Pero por contrapartida, resulta también de necesaria consideración, 
sostener que la especial protección de la tutela sindical consagrada en el 
art. 14 bis de la Constitución Nacional, debe alcanzar a los períodos de man- 
dato gremial e incluso al año de protección contra los actos antisindicales. 


La situación ha merecido resoluciones encontradas y un debate intenso: 
entre los magistrados que asumen distintas posiciones al respecto. 


Un sector de la jurisprudencia sostiene que la estabilidad no implica ul- 
tra actividad del contrato. 


En doctrina abonan esa posición los que sostienen que el ejercicio del 
derecho de preavisar para obligar al trámite jubilatorio, constituye justa : 
causa de despido, capaz de penetrar la protección sindical (14), lo que no 
deja de ser controvertido por otros autores (15). 


El doctor Eyras en voto mayoritario sostuvo que si la empleadora no im- 
pugnó la designación del delegado gremial, al cual le faltaba un año para re: 
unir los requisitos para jubilarse, ello no implica que se tornara inaplicable 
lo dispuesto por los arts. 91 y 252 de la LCT, toda vez que la representación 
gremial no tiene efectos para otorgar ultraactividad al contrato de trabajú 
en un caso en que era actitud probada de la adoptar intimar a todo el perso: 
nal en condiciones de jubilarse a hacerlo. 


En ese mismo caso, en minoría el doctor Guibourg sostuvo que la situa- 
ción prevista en el art. 252 LCT no constituye, por sí sola, justa causa que 
autorice la exclusión de la tutela sindical. Dado que la intimación del cita: 
do artículo incluye el preaviso, queda claro que por aplicación del plenario 
286 (16) nada obsta que el empleador intime al representante gremial a ju- 
bilarse, siempre que el fin del plazo concedido sea posterior a la extinción . 


dical y acreditar la razonabilidad de su iniciativa. Así se ha sostenido en autos “Amadeo Marió 
Juan Sergio c. Astramar Compañía Argentina de Navegación S.A., Dictamen Nest 24.554 del 
31/3/1998. Asimismo, es necesario aclarar que lo dicho no significa negar a la empleadora e 
derecho a impulsar la jubilación del dependiente, sino simplemente juzgar que debe recurrir 
al procedimiento sumarísimo de exclusión de tutela” (CNTrab., sala II, sentencia 85.478/99 
“Laser Kalman c. Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/Acción de Amparo”. Dictamen Nest 
26.632/99. 19/03/1999). 

(14) Conf.: SCOTTI, en “La protección de la actividad gremial” en Derecho colectivo del 
trabajo, 1? edición, La Ley, Bs. As., 1998, p. 338 y RODRIGUEZ MANCINI, en “Despido en caso 
de estabilidad gremial', en Rev. DerechoLaboral 2000-1-203. 

(15) Oscar ZAS, “El despido indirecto y la estabilidad sindical', Rev. Derecho Laboral, 
2000-2-312/318, Ed. Rubinzal Culzoni. 

(16) CNTrab., Plenario del 13 de agosto de 1996 en autos “Vieyra, Iris c. Fiplasto S.A. s/ind 
art. 212” Sentó la siguiente doctrina para la CNTrab.: “Dada una garantía temporal de estabili 
dad de fuente legal o convencional ésta no es vulnerada por el preaviso otorgado por el emplea- 
dor durante su vigencia para que el contrato se extinga una vez vencida dicha garantía”. 
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de la tutela legal, Y en tal caso, tampoco sería necesaria la exclusión de la 
tutela. 


Y por su parte, la doctora Porta, apoyando al doctor Eiras, precisó que a 
su criterio el carácter temporal de la garantía de estabilidad diseñado por la 
ley 23.551 se vería desvirtuado si el empleador no pudiera practicar la inti- 
mación que contempla el art. 252 L.C.T. cuando el delegado gremial reúna 
las condiciones para obtener el beneficio jubilatorio correspondiente. Soste- 
ner lo contrario prolongaría indefinidamente el contrato del representante 
gremial quien al vencimiento de mandato podría obtener una nueva desig- 
nación gremial llegando a un verdadero sistema de estabilidad propia o ab- 
soluta, superior al que posee el resto de los dependientes (17). 


Y en otro fallo posterior, esta magistrada precisó que el emplazamien- 
to para tramitar e incorporarse a la condición de jubilado, sólo pudo reali- 
zarse válidamente, de corresponder, previa exclusión de tutela decretada 
en sede judicial, porque la intimación en los términos del citado art, 252 
- L.C.T. implica poner un plazo para la terminación del vínculo, por lo que 
mal puede afirmarse, que ello no constituyera una modificación de las con- 
* diciones contractuales. Ya que el contrato de trabajo se entiende celebrado 
- por tiempo indeterminado y la intimación para que el trabajador se jubile 
es facultativa, no obligatoria para el empleador, por lo que la decisión de 
realizarla queda sujeta a igual suerte que las restantes decisiones de tal tipo 
que puedan afectar al delegado o representante gremial (arts. 66, 90, 242 y 
252 L.C.T.). Vale decir que salvo el caso previsto por el art. 51, en todos los 
demás supuestos el empleador que desee adoptar una medida respecto de 
un trabajador amparado por la ley 23.551 debe promover la acción de ex- 
clusión, incluso cuando se trata de decisiones que intenten ampararse en lo 
dispuesto en el art. 252 de la L.C.T., a fin de despejar —como ya lo señalara— 
motivaciones antisindicales (18). 


En un fallo de la sala VI de la CNTrab. se hacen notorias las divisiones 

2 de aguas, al respecto. La mayoría de ese Tribunal, reconoció el derecho a 

continuar siendo protegidos por las elecciones en caso de reelecciones pro- 
ducidas en períodos de protección. 


El doctor Capón Filas (en mayoría), sostuvo que la ley 23.551 dispone 
que los representantes sindicales en la empresa continuarán prestando ser- 
vicios y no podrán ser suspendidos, durante el tiempo que dure el ejercicio 


(17) Véase: CNTrab., sala 111, Mag. votantes: Eiras - Guibourg - Porta. 83340/02. “Finadiet 
S.A. c. Canal, Pedro s/Juicio Sumarísimo”, 20/03/2002). 

(18) CNTrab., sala III, “Melidoni, Carlos A y otro c. Empresa Ferrocarril General Belgrano 
S.A. 9/9/2009. La jueza cita en apoyo de su posición a SCOTTI, Jorge Héctor “La Protección ala 


:.- Estabilidad Gremial” en Derecho Colectivo del Trabajo, Ed. La Ley; SD No 83.340 del 20/3/2002 


zo “en autos “Finadiet S.A. c. Canal, Pedro s/Juicio Sumarísimo”, del registro de esta sala; sentencia 
«¿interlocutoria N* 49.087 del 16/6/2000, in re “Ayala, Marta Angélica c. Estado Nacional Ministe- 
rio de Defensa”, del registro de la sala I y sala Il, sentencia del 26/4/2000, in re “Tejo, Roberto C. 
c. Red Celeste y Blanca S.A., pub. en TySS, 01-571. 
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de sus mandatos, salvo que mediare justa causa (art. 48) y declaración ¡ ju- 
dicial previa que los excluya de tales garantías (art. 52). Y aun cuando Opte: 
el principal por llevar adelante, ante los tribunales, el referido proceso de: 
desafectación, su promoción no importa ni mucho menos, la automátic; 
privación, al delegado del derecho de prestar servicios —mucho menos de: 
ejercer sus atribuciones gremiales— durante el desenvolvimiento del trá 
mite ante la justicia, objetivo para cuya obtención instituye el ordenamient 
vigente mecanismos adicionales expresamente regulados. 


Sostuvo también que la L.A.S. 23.551 se inspira en el propósito de pre 
servar como un valor marcadamente digno de protección, a favor de lo; 
representantes gremiales en la empresa, el mantenimiento efectivo e ini; 
terrumpido del cumplimiento de su gestión sindical, en tanto no recaiga 
sentencia firme que los aparte o les restrinja en el ámbito contractual q 
condiciona su ejercicio. 


En ese mismo fallo el doctor De la Fuente, en minoría, sostuvo que par: 
ciera que la estabilidad sindical podría ceder en estos casos de terminacióp 
normal del contrato, cuando queda en principio excluida la posibilidad de 
que el empleador incurra en una conducta antisindical —que precisamen; 
a través de la estabilidad especial— es lo que se busca evitar (19). : 


En consecuencia, fallos en los que acciones por desafectación dela tut 
la sindical, legitimando el despido por jubilación, haciendo lugar a reclari é 
sumarísimos intentados por las patronales se han enfrentado en la jurisprit- 
dencia capitalina (20). 


Si mantenemos el criterio seguido en la toma de posición adoptada én 
caso anterior, deberemos seguir proyectando la misma línea de interpret 
ción sistemática e integral de la ley. El empleador puede y debe acudir p 
el distracto durante los períodos de vigencia de los mandatos a procesar 'é 
trámite de la acción especial de desafectación de la tutela, demostrando l : 
causas objetivas que lo colocan en situación de justificar el distracto y queél 
mismo no tiene por motivo oculto la discriminación sindical. 


La especial protección de la libertad sindical, provocó que durante lá 
vigencia de la 14.455, la CSJN, diera preeminencia a los derechos de tul la 
sindical que esa norma establecía, resolviendo la cuestión a favor del d 
cho social previsto como de especial protección en el texto constitucio 
por sobre los derechos reconocidos en la normativa reguladora del contrató 


(19) CNTrab. sala VI, “Perez, Manuel Oscar c. Banco de la Nación Argentina s/Juicio sum 
rísimo” Rubinzal Culzoni, Revista de Derecho Laboral, 2000-2, p. 565. 
(20) Conf: CNTrab., sala VII, en “Méndez, Raúl E. c. Aerolíneas Argentinas S.A.; cai 
16.373/05, sentencia del 9/8/2007. En contra: CNTrab,, sala IV, en “Gobierno de la Ciudad 4: 
tónoma de Buenos Aires c. García, Díaz, Antonio s/Sumarísimo”, causa 27.693/07, sentencia del: 
5/9/2008. 
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detrabajo al empleador, en materia de constituir una causa objetiva de res- 
cisión contractual por edad en condición de jubilación del trabajador (21). 


A nuestro criterio, la protección constitucional especial, alcanza a los 
efectos de cargar sobre la que empleadora la obligación de impulsar una 
acción judicial en la que pese sobre ella probar que la decisión que implica 
un preaviso legal, no implica discriminación mientras uno o más mandatos 
. sucesivos estén vigentes y no sólo el ejercicio de una facultad rescisoria, que 
puede disimular a un acto antisindical. 


5. LAS LICENCIAS GREMIALES 


A los efectos de poder desempeñar las funciones que le son propias, los 
representantes gremiales cuentan con la facultad de solicitar licencias, que 
. los empleadores están obligados a otorgar. 


Los delegados de personal podrán gozar de un número de horas men- 
. suales de licencia (art. 44 inc. c) de la L.A.S. 23.551). Estas horas serán retri- 
- buidas por el empleador, siguiendo las pautas establecidas en la convención 
: colectiva aplicable. 


Otra forma de licencia gremial, pero de mayor extensión en el tiempo, 
- está prevista en el art. 48 de la L.A.S. 23.551, para los representantes gremia- 
- les que ocupen cargos electivos orepresentativos en asociaciones sindicales 
con personería gremial. También para los que ocupen cargos en organismos 
. que requieran representación gremial o en cargos políticos en los poderes 
:-públicos. 


Estas licencias se prolongan por el tiempo de los mandatos en los cargos 
: representativos o por los plazos necesarios para el ejercicio de las funciones 
. públicas asumidas. 


La L.C.T. regula estas circunstancias en su art. 215, previendo que estos 
- trabajadores, en caso de los cargos electivos, en el orden nacional, provin- 
cial o municipal, “tendrán derecho a la reserva de su empleo porpartedelem- 
$ pleador, y a su reincorporación hasta treinta (30) días después de concluido el 
- ejercicio de sus funciones”. 


- — Eltrabajador que ha usado la licencia para ejercer las funciones que la 
- ley protege, sindicales o políticas, cuenta, cuando ellas finalizan, de un pla- 
+ zode30 días para reintegrarse a su puesto de trabajo. 


El art. 217 de la L.C.T., prevé que este período de licencia parala función, 
deberá ser considerado período de trabajo en las mismas condiciones y con 
4 el alcance de los arts. 214 y 215, segunda parte, de ese cuerpo normativo. Y 


: (21) CSJN, “Gonzalez, Avelino c. Frigorífico La Blanca S.A., L.T. XVI-937, sentencia del ' 
: 4/9/1968. 
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que esos derechos existen sin perjuicio delos mayores beneficios que sobre 
la materia establezca la ley de garantía de la actividad sindical. 


La ley además crea al empleador una verdadera carga propia de la segu- 
ridad social, al imponerle que el tiempo de desempeño de las funciones del 
representante en ejercicio de licencia gremial, será considerado período de 
trabajo a todos los efectos, excepto para determinar promedios de remune- 
raciones. 


6. LA VIGENCIA DEL CONTRATO COMO REQUISITO TEMPORAL 
DE LA TUTELA 


En reiteradas oportunidades se ha planteado, si es posible intentar la 
desafección de la tutela cuando el contrato de trabajo ha concluido. 


Hay en esto una contradicción en sí misma, que ha sido marcada cor 
claridad por la SCJBA (22). 


En esta materia debe tenerse en cuenta, que el despido no extingue d : 
por sí el contrato de trabajo, ya que es de nulidad absoluta, impugnable por 
el trabajador en el caso de que opte por la acción de reinstalación al puest 


La desafectación de la tutela se torna una cuestión abstracta cuando el 
trabajador se ha considerado auto despedido, ya que roto el contrato de trá- 
bajo, no cabe discutir la legitimidad sobre medidas disciplinarias de tardía 
ejecución (23). : 


7. LOS REQUISITOS A CUMPLIR PARACONTAR — ' 
CON LOS BENEFICIOS DE LA TUTELA 


Para quedar amparado por la tutela sindical, el trabajador deberá haber 
sido designado para su cargo en legal forma y su designación deberá ha- 
ber sido comunicada al empleador mediante carta documento, telegrama u 
otro medio escrito (24). 


(22) Véase: “La pretensión de excluir de tutela sindical a un ex-dependiente contraría lá 
naturaleza misma de la acción”. SCBA, L 52.535, S 10/8/1993, Juez Salas (SD). “La Proveedora 
Industrial S.A. c. Sanabria, Félix s/ Exclusión garantía sindical art. 52, ley 23.551” DJBA, 14 
189 - TSS, 1993-856. Mag. votantes: Salas - Rodríguez Villar - Negri - Laborde - San Martín. : 

(23) Conf.: “Como al rescindirse el contrato de trabajo —en el caso por autodespido del 
trabajador— concluye automáticamente el poder de dirección del principal incluyendo conse- 
cuentemente la facultad disciplinaria que le es inherente, carece de fundamento la acción de 
exclusión de tutela sindical para adoptar una medida disciplinaria sustentada en la autoridad 
patronal que ha fenecido”. Idem nota anterior. 

(24) Art. 49 de la L.A.S. 23.551. “Para que surta efecto la garantía antes establecida se de 
rán observar los siguientes requisitos: 

a) Que la designación se haya efectuado cumpliendo con los recaudos legales; 

b) Que haya sido comunicada al empleador. La comunicación se probará mediante dc 
ma o carta documento u otra forma escrita! 
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Al requisito de la notificación por escrito se lo ha realzado enla juris- 
prudencia como constitutivo del derecho y no se han admitido otrosmedios 
alternativos probatorios del conocimiento que tenía el empleador de la con- 
dición de postulante (25). 


Por contrapartida, en otro fallo se resolvió, que razones de elementales 
de buena fe, determinan que el momento para impugnar una postulación o 
un candidato, se reduce al de esa comunicación por escrito (26). 


La ley determina la edad mínima de 18 años para ejercer el cargo de 
representante sindical en la empresa (art. 41 de la L.A.S, 23.551). Además, se 
reclama una antigiiedad mínima de revista en la empresa de un año. 


Se condiciona el tiempo de mandato a períodos ue no pueden exceder 
de dos años de duración. Con reelección. 


8. LA TUTELA SINDICAL DE REPRESENTANTES DE SINDICATOS 
SIN PERSONERÍA GREMIAL 


La ley argentina ha protegido la condición del representante gremial de 
la entidad que cuenta con personería gremial (27). 


(25) Véase: “Tanto el candidato oficializado como el postulante gozan del derecho a la esta- 
bilidad temporal, sólo en la medida en que el empleador haya sido notificado de las circunstan- 
cias fácticas que los incluyen en la norma y el ordenamiento jurídico haya calificado la prueba 
conque debe ser acreditada la exigencia de la referida notificación, ya que el art. 49 deja ley 23.551 
alude a un telegrama, carta docuznento y otra forma escrita. Por ello no son suficientes ni la noti- 
ficación genérica del comicio o su suspensión, ni los testimonios que podrían arrimarse a la cau- 
sa, dada la claraimposiciónlegal que ordena la forma probatoria instrumental” CNTrab., sala 11, 
18/11/2002, “Medina, Lidia Beatriz c. Hospital Británico de Buenos Aires”. 

(26) Véase: “En el régimen de la ley 23.551 la operatividad de la tutela no está subordi- 
nada al ejercicio efectivo del cargo gremial y si la ernpleadora no objetó formalmente el nom- 
bramiento del actor en calidad de vocal suplente, no es legítimo que posteriormente inten- 
te discutir el título de representante gremial. La buena fe que debe imperar en las relaciones 
obrero-patronales (art. 63 de la LCT) lleva a que cualquier observación que merezca un nom- 
bramiento de representante gremial se materialice en la oportunidad de recibir la notificación 
de la designación y no después”. CNTrab., sala HI, expte. n* 17.050, sent. 82.751, 28/9/2001, “Fo- 
ledo, Omar c. Ministerio de Defensa - Estado Nacional Comando de Transportes Navales s/ 
despido” Boletín de Jurisprudencia C.N.A.T. n* 225. 

(27) Conf.: “Unicamente gozan de los derechos previstos en el art. 48 de la ley 23.551 los 
trabajadores que ocupencargos electivos o representativos en asociaciones sindicales con per- 
sonería gremial”. SC Buenos Aires, L 50.094, S 13/5/1993, Juez Rodríguez Villar (SD). “Cabrera, 
Raúl Alfredo c. El Eco de Tandil S.R.L. s/Estabilidad gremial”. Mag. votantes: Rodríguez Villar 
- Salas - Laborde - Mercader - Pisano. Idem: SC Buenos Aires, L 55.376, S 1/8/1995, Juez Salas 
(SD). “Caramelli, Carlos M. c. Ormas S.A.I.C.I.C. s/ Salarios, etc”. DJBA, 149-148. Mag, votantes: 
Salas - Negri - Pisano - Rodríguez Villar - San Martín. 

Y también: “Debe rechazarse la demanda por violación de la garantía de estabilidad sin- 
. dical (ley 23.551) si a la época de designación del actor como delegado el sindicato no conta- 
ba con personería gremial ni simple inscripción”. SC Buenos Aires, L 51.423, S 17/8/1993, Juez 
Negri (SD). “Torres, Héctor Omar c. Municipalidad de Trenque Lauquen s/Acción de reinsta- 
lación”. DJBA, 145-128 - TSS, 1993-858. Mag. votantes: Negri - Salas - Rodríguez Villar - Pisano - 
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Debe señalarse que un sector de los representantes gremiales quedan 
fuera de la protección legal. Son aquellos que han sido designados por sus 
compañeros, para representarlos y organizar el sindicato cuando éste aún . 
no cuenta con la personería gremial; pese a que en esas designaciones se: 
encuentra el origen y los actos básicos fundacionales de las organizaciones: 
sindicales. En nuestro medio, la protección normativa y jurisprudencial se. 
manifiesta a partir de un orden conservador del poder reconocido por el - 
Estado. 5 


Ya en épocas de la Ley 14.455, por vía tangencial, el tema debió ser abor 
dado por un fallo que determinó, a causa de un problema de encuadramien. 
to, la necesidad de una convocatoria a plenario de la CNTrab. 


En ese decisorio en 1970, se resolvió que “no goza de estabilidad sindica 
el trabajador designado por una asociación profesional, a la que con post 
rioridad a su despido la autoridad administrativa de aplicación le acordó la 
representación del sector del personal de la empresa en que dicho delegado 
se hallaba incluido y que hasta entonces le había sido reconocida (la perso- 
nería gremial) a otra asociación profesional” (28). 


En esa ocasión, se resolvía en forma harto criticable una cuestión de t 
tela sindical, colocando a los trabajadores con funciones gremiales de re: 
presentación de una asociación con personería gremial, como si no la tuvi 
ra, por su actuar en la empresa que se encuadraba en una actividad distinta 
En definitiva, se apoyaba un criterio que reclamaba contemporaneidad e: 
el actuar del sindicato único, en función del encuadramiento convenciona 
único y se acordaba tutela sólo a los que se ajustaban a la doble condición, ' 


Advertimos entonces, que la problemática abarca la protección de tr. 
bajadores que ejercen funciones gremiales: 


a) Ensindicatos constituidos en legal forma, que aún no consiguieron 
la simple inscripción en el registro. 


b) En sindicatos simplemente inscriptos. 


Vivanco. Idem: “La ley 23.551 sólo confiere en mayor o menor extensión derechos y facultade: 
como entes gremiales representativos de los trabajadores a las asociaciones sindicales que hu 
bieran obtenido su inscripción o el reconocimiento de su personería grernial (arts. 23, 25 y 31 
entre otros) ...sólo las entidades gremiales inscriptas o con personería gremial son las titulares 
de las acciones previstas en la ley para defensa de su gestión, atribuciones, garantías, etc, mien 
tras que la actuación y el ejercicio de las acciones de las asociaciones no inscriptas se circuns: 
cribe a las que atañen a la defensa de su organización y obtención de su inscripción respectiv. 
ante la autoridad administrativa del trabajo”. SC Buenos Aires, L 45.759, S 21/5/1991, Juez Salas 
(SD). “Spergge, Pedro Argentino c. Consorcio de Propietarios Edificio “Delfín' s/Reinstalació: 
de puesto por garantía sindical”. TSS/91 - DT, 1991-B, 1486 - AyS, 1991-I-810 - JA, 1992-1-433. - 
Mag. votantes: Salas - Rodríguez Villar - Mercader - Laborde - San Martín. ! 

(28) Véase: “Turati, Angel c. Siam Di Tella S.A/; Acuerdo plenario 156 de la CNTrab., en ' 
DT, 1971-527. 
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c) Ensindicatos con personería gremial, que actúan fuera del sistema 
de encuadramiento convencional colectivo que se inspira en laregla 
de un convenio por empresa. 


En algunos de estos casos, se trata de suplir por una vía indirecta, la 
carencia de protección necesaria. 


Una federación sindical con personería gremial puede albergar en su 
seno, además de sindicatos de primer grado que gocen de personería gre- 
mial, a otros que se encuentren simplemente inscriptos o en trámite de ins- 
cripción. En realidad, en la práctica gremial esto se suele dar en muchos 
- ocasiones. : 


En esa circunstancia, se ha considerado al sindicato simplemente ins- 
cripto, como amparado por el paraguas de la representación del sindicato 
de segundo grado. 


El sindicato de segundo grado suele actuar supliendo en todo lo posible 
al de primer grado, o los actos de éste pasan a ser corroborados o avalados 
por el sindicato superior. 


Esta protección indirecta, sin embargo, no alcanza para que en la juris- 
; prudencia de la provincia de Buenos Aires, los representantes gremiales del 
sindicato sin personería, que actúan a partir de su inserción en el del segun- 
do grado, logren que se les reconozcan los derechos propios de la estabili- 
dad sindical alcanzados por los institutos de la tutela .a los representantes. 


La SCJBA tiene por doctrina: “La personería gremial de la Federación 
—asociación sindical de segundo grado— ala que está adherido el sindicato 
que no cuenta con inscripción gremial, no ampara o protege alos represen- 
tantes gremiales de este último”. 


“...Bajo el régimen de la ley 23.551 la entidad gremial de primer grado 
sin inscripción adherida a una federación con personería gremial no tiene 
legalmente la representatividad de los trabajadores —ni de sus derechos in- 
dividuales ni colectivos (arts. 23 y 32) — porque en aquellos lugares en que 
no hubiere asociación de primer grado con personería gremial, la represen- 
tación de los trabajadores es ejercida por la federación o asociación de se- 
gundo grado que cuente con personería gremial (art. 35, de la ley). 


“...El art. 11 de la ley 23.551 no autoriza a inferir que los dirigentes de 
asociaciones gremiales de primer grado —sin inscripción ni personería 
gremial — por la circunstancia de su adhesión a una federación de segundo 
" grado con personería gremial, gocen del beneficio de la estabilidad sindical 
prevista en el art. 52 de la ley 23.551” (29). 


(29) Véase: SC Buenos Aires, L 45.759 S 21/5/1991, Juez Salas (SD). “Spergge, Pedro 
Argentino c. Consorcio de Propietarios Edificio “Delfín' s/Reinstalación de puesto por garantía 
sindical. TSS/91 - DT, 1991-B, 1486 - AyS, 1991-1-810 - JA, 1992-1-433. Mag. votantes: Salas - 
Rodríguez Villar - Mercader - Laborde - San Martín. /dem: SC Buenos Aires, L 56.135, S 15/8/1995, 
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El fallo nos resulta criticable, por cuanto no advierte la doble función 
de representación que suelen ejercer los representantes gremiales en estós 
casos. 


Se parte de una abstracción que la realidad sindical suele superar y, en : 
buena medida, demuestra poco conocimiento de la práctica respectiva. 


Si visualizamos desde la realidad social la situación, tendremos que dis: 
tinguir por lo menos, tres categorías de representantes alcanzados por-esá 
doctrina retaceante de la protección de la tutela, actuando en el marco dellá 
acción correspondiente al sindicato de segundo grado. 


, 


a) Los delegados de empresa y representantes gremiales de base, que 
están afiliados a un sindicato de primer grado sin personería gre: 
mial y ejercen una representación conjunta ante su empleador, «del 
sindicato sin personería de primer grado y del sindicato cón pers 
nería de segundo grado. 


b) Los representantes gremiales del sindicato sin personería, que tain 
bién ejercen funciones de representación en la federación con perso- 
nería gremial. 


c) Los representantes gremiales que ejercen funciones en el sindicato 
de primer grado sin personería, sin ser delegados de base, y no ocu 
pan cargos en el sindicato de segundo grado (30). 


Por la funcionalidad de la representación ejercida del sindicato con per: 
sonería gremial, las dos primeras categorías, sin ninguna duda, deben si ser 
alcanzadas por la protección del amparo que la ley crea. 1 


La tercera categoría sería la única que no estaría alcanzada por esa pic 
tección, si se entiende que ella corresponde a una función representativa 
directa. SS: 


A algunos juristas les resulta difícil de advertir, que este derecho cole 
tivo (la tutela), también implica un derecho subjetivo del representante gre- 
mial, independiente de los poderes legitimados que alcanzan a la entidad 
sindical. Y que aquél, como persona, no sólo actúa en el plano doble dela o1 
ganización de primer grado que carece de personería; ya que además, pu 
de hacerlo simultáneamente, representando al sindicato de segundo grado 
que cuenta con la lógica protección que alcanza a su estado. es 


Juez Salas (SD). “Arnau, Omar C. y otros c. Cooperativa Limitada de Consumo de Electricidad 
y Servicios Anexos de Olavarría s/ Indemnización art. 49, ley 23.551” DJBA, 149-188. Ma 
votantes: Salas - Negri - Pisano - Rodríguez Villar - San Martín. : 
(30) Esta sería la categoría correspondiente a la resolución dictada por la SCJBA, en autos 
“Gerla, Oscar A. c. Municipalidad de la Costa” (DT, 2000-A, 893 y ss.), en la que a un vocal titu- 
lar de comisión directiva de un sindicato que no contaba con personería gremial, se le negó la 
tutela, 
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De tal modo, siguen el enfoque sistémico de la ley sindical, que otorga la 
representación a los que naturalmente gozan de más poder y se la retacea a 
los representantes gremiales de las organizaciones menos protegidas, hacien- 
do aún más difícil la gestión. Circunstancia ésta que, de lege ferenda, algún 
día será cambiada, en beneficio del activismo sindical y én perjuicio de las 
persecuciones gremiales que este tipo de representantes suelen padecer (31). 


La CSJN, en “Rossi, Adriana María c. Estado Nacional - Armada Argen- 
tina”, en diciembre del 2009, revocó úna sentencia de la CNTrab., sala II, en 
un caso de aplicación de una sanción disciplinaria y un traslado impuesto, a 
la presidente de un sindicato (PROSANA) simplemente inscripto, que actua- 
ba al mismo tiempo como titular del Consejo Federal de FEMECA (sindica- 
to de segundo grado con personería gremial 53/03), ordenando respetar los 
derechos a la estabilidad gremial que la ley 23.551 consagra. 


El decisorio, por los fundamentos con que lo decidieron los magistrados 
* de la Corte, al igual que la doctrina sentada en el caso “A.T.E.”, obligan a una 
lectura inteligente de la ley 23.551, en relación con las normas del derecho 
internacional del trabajo consagrado por la O.I.T. y el derecho internacio- 
nal de derechos humanos y sociales. Esa lectura culmina con la necesaria 
desactivación por inconstitucionalidad de las disposiciones de la ley de ese 
cuerpo normativo, quelleven desproteger alos representantes gremiales de 
entidades sindicales sin personería gremial. 


e 


9. LA DUPLICACIÓN DE LA INDEMNIZACIÓN 
A MÉRITO DE LA LEGISLACIÓN DE EMERGENCIA 


La legislación de emergencia como forma de protección especial contra 
el despido, a mérito de lucha contra el desempleo, previó la duplicación de 
las indemnizaciones, en el art. 16 de la ley 25.561. 


Interpretando a esa norma a tenor de su preciso texto que menciona a 
“todas” las indemnizaciones y también al decreto 264/02, corresponde por 
lo tanto que las indemnizaciones por el despido previstas en la L.A.S. 23.551 
también sean duplicadas en los casos a que ella refieren. 


El decreto reglamentario ya citado al aclarar los alcances de la duplica- 
ción del art. 16 de la ley 25.561, dispone que ella refiere a “todos los rubros 
indemnizatorios” originados —claro'está— con motivo de la extinción del 
contrato de trabajo a raíz del despido del trabajador (art. 4%) y el art. 16 de la 
ley25.561 remite a la “legislación laboral vigente”, sin efectuar distinción al- 


(31) Oscar A. CUARTANGO y Gonzalo O. CUARTANGO, también denuncian las carencias 
de la legislación nacional y proponen reformas de lege ferenda en la materia. Formulan una in- 
teresante crítica de las contradicciones a la que arriba el sistema de unicidad sindical promo- 
cionada por la ley y la forma en que lo fue conceptualizando la jurisprudencia. Véase de esos 
autores: La tutela de los trabajadores que desempeñan cargos sindicales en entidades simple- 
mente inscriptas, en Rev. Derecho del Trabajo, La Ley, Bs. As., enero del 2002, p. 17. 
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guna referida a una dispensa de esa disposición. La amplitud en la fórmula 
utilizada por el legislador obliga a concluir que la protección especial dis- 
pensada en la legislación de emergencia alcanza no sólo a los trabajadores: * 
regidos por la L.C.T. 20.744, sino también por estatutos especiales y la pro- 
pia L.A.S. 23.551, pues no corresponde efectuar dispensas pretorianamente, 
frente a un texto legal que no contiene distinción alguna (“ubi lex non dis- 
tinguet nec nos distinguire debemus”) (32). 


“YA 


(32) Conf.: CNTrab., sala VII, SD 36.628 del 25/4/2003, “Machin, Rubén c. Crocco Hnos. soc. 
de hecho y otro s/despido” y de la misma sala Expte n* 12725/02 sent. 37,494, 7/5/2004, “Val 
debenito, Marcelo c. San Sebastián S.A. s/despido” (según votos de los doctores Rodríguez Bru- -. 
nengo y Ferryrós). Esa sala también adopta ese criterio para la indemnización establecida en e 
art. 178 de la LCT. Idem: CNTrab.,, sala VII, Expte. n* 34.122/02, sent. 37.708, 30/6/2004, “Cano 
Carolina c. Aon Warranty Services Inc. s/despido”). Por su parte la sala X de la misma Cámara, : 
interpretando el art, 4? decreto 264/02, hace lugar a la duplicación en el caso de la indemnización 
por clientela, por tratarse de un trabajador amparado en el estatuto del Viajante. CNTrab., sala X 
Expte n* 19.789/02, sent. 12.843, 12/7/2004, “Dohle, Ingrid c. Desler S.A. s/despido” Votando en ; 
menoría la doctora Guthrnann sostuvo que: “atento a que los considerandos del dec. 264/2002 
sostienen que la finalidad de la ley 25.561 “cumple las intenciones del legislador, quien ha dictado 
una norma general de fuerte contenido protectorio para los trabajadores cuya fuente de trabajo 
se encuentre en peligro y que debe preferirse la interpretación que favorece y no la que dificulta 
los fines perseguidos por la ley” (Fallos 252/262)” (Voto en minoría. CNTrab,, sala IV, SD 91.894 - 
del 29/11/2006. Expte. 21.482/2005. “Biga, Mario Fabián c. Nuevo Banco Bisel S.A. s/despido”). . 
Idem: TS] EntreRíos, sent. 17/10/2007, Trib. de origen: sala 1 Cámara 3* de Apelaciones del Traba 
jo, “Rodríguez, Rubén Darío c. Clínica Modelo” En el que la mayoría fundamentó la resolución en . 
estos argumentos: “La interpretación antes efectuada —reposada básicamente en un análisisdel 
lenguaje utilizado en el texto legal — condice también con la finalidad del legislador y, fundamen 
talmente, con la carga histórica y coyuntural que motivó la sanción de la normativa en cuestión. Y 
en el punto, sabido es que en la actualidad la moderna teoría de la argumentación jurídica tiene 
un momento semántico, pero no se agota enel mismo sino que, como especie del razonamiento 
práctico, exige buscar la mejor solución a las cuestiones llevadas para su dilucidación por el rá 
zonamiento jurídico; de ahí que la argumentación judicial como argumentación específica tiene 
por misión mostrar cómo la mejor interpretación de la ley concilia con la mejor solución del caso 
concreto y serevela como justa y razonable... Si la finalidad del legislador fue preservar los pues 
tos de trabajo, estabilizándolos temporalmente ante una situación de emergencia económica y 
social, la derivación normativa a la legislación laboral vigente' impone —como justo y razona:- 
ble— no restringir la duplicación de las indemnizaciones que, conforme la misma, se devenguen : 
con motivo del despido concretado en contravención de los objetivos de la ley... Cierto es que la 
confluencia protectoria de distintas fuentes puede resultar pesada económicamente; pero está al 
alcance de los empleadores la posibilidad de cumplir con una conducta social establecida porley * 
(no despedir) en tiempos de crisis general y de emergencia; por lo que el desprecio por un acto ** 
prohibido y la solidaridad social esperada del empleador en esta etapa no debe merecer indul- 
gencias exacerbando el análisis sobreimprecisioneslegislativas” 

En contra de ese criterio de duplicación de las indemnizacionesse expresan otros Tribunales, 
con argumentos imprecisos que cargan sobre el legislador la responsabilidad, suponiendo que el 
texto legal al no contemplar las situaciones especiales las deja sin sanción, forzando la argumen: 
tación por cuanto el texto legal refiere a todos los rubros indermnizatorios. Véase: CNTrab., sala Mv ' 
sent. 91.894 del 29/11/2006. Expte. 21.482/2005. “Biga, Mario Fabián c. Nuevo Banco Bisel S.A. 3/ 
despido" CNTrab., sala III, Expte. n* 33.726/02, sent. 86.077, 24/8/2004, “González Selim, María c; 
Telefónica de Argentina S.A. s/despido”. Criterio mantenido en Expte. n” 10.324/05, sent. 88.047, * 
25/8/2006, “González, Mónica c. Carrefour Argentina S.A. s/indemnización por maternidad” ' 


CAPÍTULO 25 


LA TUTELA SINDICAL Y LAS ACCIONES 
QUE PROTEGEN LA ESTABILIDAD 


SUMARIO: 1. La protección de la estabilidad.— 2. El amparo y las acciones 
de tutela.— 3. La reinstalación en el puesto de trabajo.— 4. La opción por con- 
siderarse el representante gremial en situación de despedido. 


1. LA PROTECCIÓN DE LA ESTABILIDAD 


La tutela sindical tiene por principal resorte la protección de la estabili- 
dad del trabajador en su puesto de trabajo, ante las medidas arbitrarias del 
empleador que puedan atacarla. También alcanza a las conductas antisin- 
dicales de terceros y la propia autoridad. 


La garantía de estabilidad en el empleo, que el legislador argentino otor- 
ga a los representantes gremiales, responde a la posibilidad de que sean ob- 
jeto de medidas represoras, por parte de sus empleadores, cuando defien- 
den los intereses que le son encomendados (1). 


Se ha señalado, con acierto, que el instituto de la tutela sindical consiste 
en un resorte contra las prácticas discriminatorias (2). 


Desde la época en que la acción sindical era duramente reprimida, has- 
ta el presente, ha transcurrido un largo proceso. La madurez misma de la 
democracia puede en alguna medida medirse en ese tránsito. 


Una de las notas características fundamentales de un estado social de 
derecho, consiste en la aceptación y el reconocimiento de la legitimidad de 
la acción gremial, representando el interés de una delas partes en el conflic- 


(1) Conf.: CNTrab,, sala l, 29/11/1985, “Asociación Argentina de Propaganda Médica de la 
República Argentina c. Instituto Sanitas Argentino S.A., DT, 1986-A, 679; en Digesto Práctico La 
Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1493, p. 388. 

(2) Véase: “La causa última de la garantía de estabilidad de los delegados gremiales es evi- 
tarque por razón de su actividad sindical el empleador adopte medidas discriminatorias contra 
los trabajadores” CNTrab., sala I, 29/11/1985, “Asociación Argentina de Propaganda Médica de 
la República Argentina c. Instituto Sanitas Argentino S.A.; DT, 1986-A, 679; en Digesto Práctico 
La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1492, p. 388. 
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to social. Ese accionar hace al ejercicio responsable de la representación de 
la clase trabajadora, en sus múltiples categorías de intereses, e inclusive, en 
el enfrentamiento de estos intereses entre sí. 


En el sentido más amplio y lato, la tutela de la acción sindical, pasa por la 
protección de los principales principios y valores que inspiran ala organiza- 
ción de los trabajadores en la representación de sus intereses y el ejercicio de 
sus derechos. Así, como suele suceder cuando se profundiza el análisis de 
las principales instituciones del derecho social, el debate alcanza a la liber- 
tad del hombre-trabajador; y en esta materia, se expresa en la protección de 
la libertad sindical, ya que si se dejara de garantizar, toda la natural red de 
representación que es el sindicalismo, entraría en una crisis existencial, 


En sociedades y Estados autocráticos, el sindicalismo naturalmente evo- 
luciona hacia la acción revolucionaria y subversiva de la dictadura. En esos 
ámbitos, el principio de la libertad, deviene necesariamente en el principio de 
la autonomía. Y el sindicato, organización social, toma necesaria y protecto- 
ria distancia del Estado y los gobiernos. La profundización del ejercicio de la 
libertad y la autonomía, lleva, como lógica y natural consecuencia, pese a la 
represión, a una acción de enfrentamiento total con el poder público. 


En sociedades y Estados democráticos, al impulso de estos principios, se 
intensifica la acción gremial y el derecho positivo comienza a actuar regu- 
latoriamente en la materia; pero inspirado no en el objetivo de la represión, 
sino en el de impulsar la vida institucional y la acción responsable de la re- 
presentación obrera. 


En democracia, nuevos valores y principios determinan la función del 
derecho positivo. Se abre el debate del pluralismo sindical, en función de la 
representación global del conjunto y por sobre el disenso, afirmando nue- 
vos planos de existencia para la unicidad sindical. La democratización se 
hace valor exigible en todo lo intrasindical, y en la institución, célula básica 
de la democracia. Una institución que forma en los representantes sindica- 
les a los ciudadanos del estado de derecho. 


Ya en estos planos, la potencialización de la acción institucional del sin- 
dicato, alcanza a nuevas y distintas relaciones con el poder público. La par- 
ticipación se abre caminos en la estructura misma del estado y de la socie- 
dad. Discute poder con mecanismos de representación democrática en el 
mundo económico, determinando fundamentalmente la suerte del salario, 
de las condiciones de trabajo, y de la organización misma de la empresa, 
como objetivos naturales y trascendentes de la acción representada de los 
trabajadores. 


En esas circunstancias, el derecho positivo de las democracias sociales 
plasma la protección de: 


a) Laacción gremial pura, en todas sus manifestaciones y desde la coa- 
lición para el conflicto, hasta los procedimientos para la organiza- 
ción institucional democrática del sindicato. 
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b) Del sindicato en sí, como institución necesaria y nueva persona del 
derecho social, que protagoniza relaciones múltiples con los indivi- 
duos, grupos sociales, asociaciones intermedias y los poderes públi- 
COS. 


c) De los representantes gremiales, en su relación con los patrones, los 
poderes públicos y hasta con el mismo sindicato. 


A continuación analizaremos las garantías de función, que hacen a la 
protección de los sindicalistas y que se encuentran básicamente contempla- 
das en el último inciso considerado. 


No existen sindicatos sin activistas sindicales y sin representantes de- 
signados por los trabajadores. En realidad, el gremio se constituye a partir 
de una toma de conciencia de una determinada categoría de intereses, y a 
partir de esa toma de conciencia, la acción para organizarse y proyectarse 
en el mundo de la empresa y en la realidad social económica, con el fin de 
alcanzar determinados objetivos que hacen a la realización plena del tra- 
bajador. 


El difícil camino del activista, muchas veces sin retornos, que un día al- 
canza el nivel de delegado y otro de organizador sindical, ha tenido épocas 
de durísima represión. Y nadie puede pensar que ello corresponde sólo alas 
etapas iniciales del sindicalismo. Hoy mismo, en plena etapa del estado de 
derecho, en muchas actividades, las listas negras circulan y discriminan, 
niegan el empleo, que equivale al sustento del trabajador y su familia. En 
los años de dictadura militar, la cuota de víctimas de la represión y desapa- 
recidos, demuestra un terrible ensañamiento de la doctrina de la seguridad 
hacional en los cuadros de la militancia sindical. Se constató la desapari- 
ción íntegra de determinadas comisiones internas. Importantes figuras del 
sindicalismo pagaron con sus vidas sus posiciones políticas y sindicales. La 
desaparición y la tortura encontró entre los trabajadores el mayor número 
de mártires. 


Para hacer de un trabajador un activista sindical, se requiere, en el ma- 
terial humano quelo integra, una cuota de rebeldía, queestáinspirada enla 
noción del estado de injusticia social quese padece en el presente. Esa justa 
reacción es un motor de la historia de la civilización. A quienes detentan po- 
der (económico, político, cultural o militar), la existencia de permanentes 
cuestionadores del estado de cosas, les suele resultar un elemento peligroso 
al que se pretende controlar. 


Sólo la vigorosa fuerza del derecho social, puede plantea la garantiza- 
ción de la acción sindical en el conflicto. Sólo la democracia ofrece la posibi- 
lidad de la existencia de un sistema social abierto, capaz de enriquecerse a si 
mismo con la acción plena y responsable de estos luchadores por la justicia 
real en el plano multifacético de la sociedad. 


Durante muchos años de lucha, los sindicalistas tuvieron una sola ga- 
rantía, el apoyo solidario de los compañeros. Era natural que quienes lo 
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habían nombrado delegado, respondieran ante los riesgos que la función 
creaba. Así, ante el despido, se reaccionaba con la huelga, realimentando el 
conflicto, 


La fuerza de los hechos, el patetismo de la injusticia hecha carne en los 
militantes obreros y el impulso de la legislación social y sus principios, que 
culminan en el constitucionalismo social, terminan por crear los marcos de 
referencia para un tratamiento distinto de la protección del sindicalista. 


En la Constitución de 1949, primera que a nivel nacional introduce la 
consideración de los derechos sociales, se trata en forma genérica el tema, 
como uno de los derechos del trabajador (art. 37, apartado 10), cuyo texto es 
el siguiente: 


“Derecho a la defensa de los intereses profesionales. El derecho de agre- 
miarse y de participar en otras actividades lícitas tendientes a la defensa de 
los intereses profesionales, constituyen atribuciones esenciales de los trabaja- 
dores, que la sociedad debe respetar y proteger, asegurando su libre ejercicio y 
reprimiendo todo acto que pueda dificultarlo o impedirlo”. 


Era ésta una importante norma programática que daba rango constitu- 
cional a las necesarias garantías, que mediante la ley y los convenios colec- 
tivos, debían asegurar el desempeño de la función sindical. Se entroncaba, 
por otra parte, con lo determinado en la legislación positiva vigente en la 
época (el decreto-ley 23.852/45), que regía a las asociaciones gremiales, que 
consagraba como prácticas desleales las distintas formas de persecución 
que tipificaba. 


La Constitución que surge de la reforma del año 1957, conságra en el 
artículo 14 bis, formas más precisas y operativas destinadas a proteger la 
acción sindical. 


Durante el debate, el miembro informante, convencional doctor Carlos 
Bravo, abordó el tema a partir de lo que la doctrina de la época en forma 
impropia llamaba el fuero sindical. Con él se protegía a los trabajadores con 
el objetivo de garantizar la función, aun en pleno conflicto, especialmente. 
de los abusos que provenían de los organismos de seguridad del estado y 
los abusos del poder empresario. Por vía de la consagración del derecho, 
se procuraba el andamiento a un recurso de amparo, que garantizara que 
no sería posible mantener detenidos, ni demorados, a los trabajadores, con 
motivo de su acción sindical, por autoridades públicas complacientes con 
las patronales. 


A esa garantía de función, que estaba dirigida en especial contra los 
abusos de los poderes públicos, se le sumaba otra, destinada a ilegalizar los 
abusos de los poderes patronales: la de asegurar la estabilidad en el empleo. 
El texto del art. 14 bis fue preciso y breve: “Queda garantizado a los gremios: 
concertar convenios de trabajo, recurrir a la conciliación y el arbitraje, el de- 
recho de huelga. Los representantes gremiales gozarán de las garantías nece- 
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sarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la 
estabilidad en su empleo”. 


La legislación posterior a la reforma constitucional, trató, con distinta 
suerte, ambas formas de garantía. Los mecanismos de protección ante el 
despido fueron incorporados en todas las leyes posteriores que reglamenta- 
ron a las asociaciones gremiales. Se repitieron con variantes técnicas, am- 
pliando sus funciones desde la ley 14.455, dictada en 1958, proyectándose 
en la ley 20.615, la norma de facto 22.105 y se encuentran receptados en la 
actual ley 23.551 de asociaciones sindicales. 


Esos resortes garantistas fueron desarrolladós en el marco de la inter- 
pretación jurisprudencial, y a pesar de que durante la vigencia de la ley 
14.455, la SCBA mantuvo contra la opinión mayoritaria de la doctrina la in- 
constitucionalidad de las disposiciones respectivas, lo cierto es que final- 
mente se aceptó la constitucionalidad de las normas que protegen contra 
el despido. arbitrario del sindicalista en funciones o postulado a candidato 
para ejercerlas (3). 


En la ley 20.615, la reglamentación de las garantías sindicales, fue lleva- 
da hasta el punto de imponer la existencia de un fuero sindical especial, por 
el cual, en los artículos 58 y 59 de esa norma, se sostenía como condición 
previa al procesamiento, el arresto o la querella de un dirigente sindical, 
la decisión de desafuero ordenada por el Tribunal Nacional de Relaciones 
Laborales. La institución trataba de mantener un correlato con la propia del 
fuero parlamentario. 


Los privilegios e inmunidades de los legisladores, explicaba Rafael Biel- 
sa, constituyen una institución de derecho público que garantiza la inde- 
pendencia y hasta la misma existencia, en algunos casos, de uno de los po- 
deres del estado. Sostenía este autor, que se tratan de privilegios del cuerpo 
para garantizar su funcionamiento como tal. Siendo ese mismo cuerpo (la 
Cámara de Senadores o la Cámara de Diputados, según el respectivo caso), 
el que decide sobre la oportunidad y legalidad de levantar la protección, 
desaforando al imputado. 


ba forma en que fue reglamentada la institución del llamado fuero sin- 
dical especial en la ley 20.615, dio lugar a múltiples cuestionamientos, todos 
ellos destinados a marcar el conflicto de inconstitucionalidad con el ar- 
tículo 16 de la Constitución Nacional, que prescribe: “La Nación Argentina 
no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento; no hay en ella fueros 
personales ni títulos de nobleza”. La CSJN terminó haciendo lugar a dicho 
planteamiento, abundando en argumentaciones que también hacían a la 
imposibilidad de actuar que le creaba a la justicia penal, el antejuicio pre- 
visto como condición de desafuero sindical. 


(3) Conf.: CSJN, 20/5/1963, DT, 1963-404 y CNTrab., sala IV, 11/3/1966, La Ley, 122-699, 
entre muchos otros. 
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La norma de facto 22.105, no insistió sobre el tema. 


Por su parte, la ley 23.551, en su art. 52, no instituyó una inmunidad es- 
pecial o un fuero personal. En este caso, el legislador sólo ha puesto en la 
cabeza del patrono, el deber de requerir ante la justicia la autorización per- 
tinente para adoptar medidas que puedan afectar el ejercicio de la función 
gremial (4). 


2. ELAMPARO Y LAS ACCIONES DE TUTELA 


Los derechos reconocidos en la L.A.S. 23.551, en materia de tutela sin- 
dical, pueden ser objeto de distintas clases de acciones; pero la ley además : 
prevé una forma especial de amparo, en una norma que la doctrina ha reco- 
nocido como uno de los aportes más positivos alcanzados en ese cuerpole- 
gal. Es la prevista en el art. 47, con el que comienza el Título XII. “De la tutela 
sindical”. Su texto es el siguiente: “Todo trabajador o asociación sindical que" 
fuere impedido u obstaculizado en el ejercicio regular de los derechos de la 
libertad sindical garantizados por la presente ley, podrá recabar el amparo de ' 
estos derechos ante el tribunal judicial competente, conforme al procedimien- 
to sumarísimo establecido en el artículo 498 del Código de Procedimientos. . 
Civil y Comercial de la Nación o equivalente de los códigos procesales civiles : 
provinciales, a fin de que éste disponga si correspondiere el cese inmediato del 
comportamiento antisindical”. 


La norma otorga al trabajador o a la organización sindical afectada en el 
ejercicio de la libertad sindical, un acceso directo e inmediato a una tutela . 
judicial expeditiva (5). A 


Esta tutela que durante mucho tiempo fue reducida a la protección de ' 
los trabajadores y asociaciones sindicales con personería gremial, a par- 
tir de la sanción de la Ley Antidiscriminatoria 23.592, encontró otra vía de 
efectivizarse a recorrer incluso por los activistas gremiales. 


Esto fue posible desde que se comenzó a entender que la discriminación: 
social (de ellas la laboral y sindical son una cuota significativa), constituyen 
actos ilícitos cuyos efectos deben ser anulados. 


El despido arbitrario, como todo acto antijurídico, no sólo obliga a la re- 
paración del daño causado, sino también, en ciertos casos y de ser posible, 
debe concluir vía judicial, con su anulación y la consecuente reinstalación. 


(4) Conf.: SC Buenos Aires, 6/11/1990, “Olivera, Rodolfo L. c. Bagley S.A”; DJBA, 142-536; 
en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1496, p. 388. 

(5) Conf.: ST Formosa, 11/4/1994, “Silguero, Olga c. Junta Electoral del Sindicato de Tra- 
bajadores Estatales de la Salud de Formosa (SITESF) s/ acción de amparo', Fallo n* 333/94 Sec. 
Civil, Comercial y del Trabajo, suscripto por los doctores R. Roquel; C. González; J. Talagañis 
Urquiza, Albrematica.com; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1695, 
p. 414. 
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en el cargo del trabajador. El cargo forma parte de la magra propiedad del 
trabajador y su.privación es tan digna de repudio como la propiedad de la 
empresa misma, que en definitiva se constituye por la acumulación de ri- 
queza posible a partir de las daciones de trabajo sucesivas que se dan en la 
comunidad de intereses que se producen a partir de la apropiación de pro- 
ducido de conductas ajenas (6). 


Al acto.ilegítimo que consiste el despido arbitrario o incausado, debe 
encuadrárselo dentro de las previsiones del art. 953 del Cód. Civil, que de- 
termina expresamente que el objeto de los actos jurídicos no puede estar 
constituido por hechosilícitos o contrarios a las leyes y que “los actos jurídi- 
cos que no:sean conformes a esta disposición, son nulos como si no tuviesen 
objeto”. 


A partir de la prohibición general, que alcanza al despedir sin causa o 
arbitrariamente, la rescisión unilateral sólo procede cuando la ley especial- 
mente la autoriza. Lo que habilita al sujeto que sufre el despido a plantear la 
nulidad del acto reprobado. 


Y ello es independiente de que la parte afectada por el acto antijurídico, 
en determinadas circunstancias no encuentre satisfacción posible en cuanto 
ala reinstalación en el puesto de trabajo. Ya que en esos casos, la reparación 
es el paso subsiguiente al daño que se causa con la falta de cumplimiento de 
la obligación de reintegrar, si se respeta al art. 1201 del Cód. Civil, articulado 
armónicamente con el art. 1204 del mismo cuerpo normativo (7). 


Ese acto jurídico es de nulidad absoluta y la misma “puede y debe ser 
declarada por el juez, aun sin petición de parte, cuando aparece manifiesta 
en el acto”, no siendo susceptible de confirmación (art. 1047 del Cód. Civil). 


(6) Ver del autor de este trabajo, el títulotercero “La magra propiedad del cargo”, de su obra 
Reforma laboral. Aportes para una teoría general del derecho del trabajo en la crisis, Ed. La Ley, 
Bs. As,, 2001. 

(7) Conf: “La rescisión unilateral sólo procede cuando la ley especialmente la autoriza. 
Cuando la denuncia del contrato antes del vencimiento no está prevista convencionalmente, 
aunque eficaz, impone al que desiste el deber de indemnizar a la contraparte los perjuicios 
de índole patrimonial de cualquier contrato a termino, cuyas expectativas de cumplimiento se 
interrumpen sin causa. Quien ejerce la facultad debe atenerse a sus consecuencias.-De modo 
que, si las partes previeron expresamente un plazo de duración, dicho pacto impone que de- 
ban atenerse a ese convenio y por ende, que las obligaciones deban cumplirse y el contrato 
concluirse en el tiempo estipulado. Por consiguiente, si cualquiera de ellas o ambas, omitieron 
reservarse el derecho de resolver el contrato cuando le convenga oen determinadas épocas, no 
pueden rescindirlo unilateralmente en forma intempestiva, si no existe justa causa para ello. 
Caso contrario, se hace pasible de los daños y perjuicios que ocasione al otro contratante la rup- 
tura anticipada del contrato por su sola voluntad. Y ello se comprende ya que ni el locador ni el 
locatario del servicio remitente —como acontece en el caso— pueden ser forzados a cumplir el 
contrato, pues no cabe ejercer sobre ellos una compulsión suficiente para obligarles a un hecho 
activo: la prestación o la recepción del servicio”. CNCom.: A. Jarazo Veiras - Miguez de Cantore- 
Peirano, 24/11/1994, “C.M.A. Consultoria Métodos Assessoria e Mercantil Ltda. Sociedad “por 
cuotas' de Responsabilidad Limitada c. Regency SA s/ cobro de pesos”: 
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Son éstas circunstancias que concuerdan con el derecho de la parte 
afectada en un contrato bilateral de demandar su cumplimiento, cuando 
demuestra haber cumplido con sus obligaciones (art. 1201 del Cód. Civil). 


Sin embargo, esa mecánica que tendría que estar generalizada como 
defensa esgrimible acogida, sólo es aceptada excepcionalmente. 


Lo que hasta ahora explicamos en términos generales, queda confirma- 
do en especial, por el tratamiento legal que se da a los actos discriminato- 
rios en particular, si ellos se constituyen en despidos. 


Como la ley 23.592, reconoce expresamente que los actos discriminato- 
rios deben ser dejados sin efecto, discutir el despido discriminatorio lleva 
en consecuencia, al posible reconocimiento del derecho a la reinstalación 
en el puesto de trabajo. 


En tal sentido interesa particularmente saber, si el legislador al debatir 
el proyecto de le 23.592, le asignó el mismo un carácter propio del derecho 
social y si en especial, se incluyó entre los actos discriminantes a conductas 
laborales. 


Lamentablemente, la doctrina, incluso la desprendida de los juslabora- 
listas, tarda en asimilar que la ley discriminatoria es esencialmente una ley 
relacionada con el derecho social (que resuelve las cuestiones atinentes á 
la cuestión social). Tan es así, que si se quiere consultar la ley mencionada;: 
mejor es buscarla en una edición del Código Civil con leyes complemen- 
tarias, que en una recopilación de normas del derecho del trabajo, donde: 
suele faltar. A los efectos de la interpretación auténtica, puedo recordar, que 
desde su debate parlamentario, la norma estuvo referida esencialmente: al 
derecho social y su rama el derecho del trabajo. 


El legislador de la ley 23.592, en el año 1984, operó a partir de orden ju-* 
rídico vigente, que ya entonces, se afirmaba en la ley de Contrato de Trabaj 
20.744 (t.o. dec. 390/76), consagratoria operativamente de la igualdad de trato: 
en su art. 81, a partir de las previsiones de la Constitución Nacional, que desde. 
la reforma de 1994, dio cabida al recurso específico de amparo en el art. 43. 


Cuando ingresó a la Cámara de Diputados de la Nación, el proyecto del 
Poder Ejecutivo de Ley Antidiscriminatoria, fue girado para su tratamient 
a la Comisión de Asuntos Constitucionales, en la que tras arduos cinco me 
ses de tratamiento, dio motivo a los dictámenes que permitieron sú debate: 
reglamentario en el recinto. 


Para entonces, el Congreso ya había sancionado el 1 de marzo de 1984, la 
ley 23.054, que ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos;: 
conocida como el Pacto de San José de Costa Rica, que hoy integra el plex: 
constitucional al que el país se somete a mérito del derecho internacional, 


Esta Convención que finalmente fue ratificada por instrumento del 1 
de agosto de 1984, prescribe en su art. 2*, que los Estados Partes, “se com: 
prometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian si 
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discriminación alguna por.motivos de raza, color, sexo, idioma, opinión po- 
lítica o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, naci- 
miento o cualquier otra condición social”. 


Apropuesta del autor de esteartículo, que era para entonces vicepresiden- 
te de la Comisión de Asuntos Constitucionales de la Cámara de Diputados, se 
consideró en la Comisión modificar el proyecto del Poder Ejecutivo, consig- 
nando a la discriminación laboral como una de las especies determinadas en 
la norma. En el trabajo de comisión el tipo “laboral” propuesto, fue cambiado, 
para aceptar el de “la condición social”, que se argumentó, lo incluía y abarca- 
ba las discriminaciones laborales. En el entendimiento de los integrantes de 
la Comisión, de que esto era así, se facultó al suscripto como diputado infor- 
mante del proyecto en el recinto, para formular las aclaraciones del caso. 


De esa forma, se trataba de conciliar la norma interna con la propia del 


Pacto de San José de Costa Rica, ya ratificado, pero también dándole mejor 


precisión y mejor alcance. 


Cuando la ley se discutió en el recinto de la Cámara, con el propósito de 
colaborar con la interpretación auténtica, como informante del despacho de 
la mayoría emitido por la Comisión respectiva, vinculamos especialmente a la 
condición laboral y la social y señalamos como se lo puede constatar en la ver- 
sión taquigráfica de su intervención que se consigna en el diario de sesiones 
de la Cámara de Diputados, que mucho nos cuesta a los argentinos advertirla 
existencia de las prácticas discriminadoras cuando ellas tienen por víctimas 
alos trabajadores. Fundamos asíla consideración especial en eltexto dela ley 
de un agregado que sele hizo al proyecto original que había remitido el Poder 
Ejecutivo, referido la condición social, dejando constancia de que la laboral 
quedaba incluida en ella, como también lo habían propuesto en Comisión, los 
diputados que la integraban, entre otros Jorge R. Vanossi y Oscar L. Fappiano, 
quienes respectivamente eran el presidente y secretario de la misma. 


La discriminación social por la condición de trabajador —principal con- 
dición social a reconocer en la era del asalariado—, se concreta por medio 
de un tratamiento que no esigualitario, anondando las diferencias reales de 
la situación en estado de dependencia al límite de agraviar derechos huma- 
nos básicos. Pero este tipo de discriminación es uno de las más difíciles de 
reconocer en la sociedad, que desde la época del esclavismo, en función del 


- trabajo puede terminar construyendo un orden jurídico que trate a ciertos 


hombres (los que trabajan) como cosa. Y para ello siempre hubo que legiti- 
mar prácticas desigualitarias que no queremos reconocer como patología 
que afecta a la sociedad. 


Expusimos en el recinto: “La discriminación tiene una terrible grada- 
ción social, y si nos descuidamos puede aparecer disimulada por nuestra 
hipocresía” (8). 


(8) Véase: Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados de la Nación, diciembre de 1985. 
También la Orden del Día 944 de las Sesiones de 1985 de la Cámara de Diputados. En ella obra 
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Al escuchar a doctrinarios del derecho del trabajo, argumentar que la 
aplicación de esa ley social por excelencia que es la 23.592, no resulta de . 
aplicación posible en el derecho del trabajo, para hacer cesar el acto discrj: 
minatorio cuando éste se trata de un despido, debemos dejar testimonio de - 
lo sucedido, pese a lo ingrato de la carga auto referencial que ello implica. 


La ley 23.592, resultó sancionada luego de un arduo proceso parlamen.- 
tario, siendo publicada en el Boletín Oficial del 5 de noviembre de 1988, pre-. 
viendo en su texto del art. 1%: “A los efectos del presente artículo se considera. 
rán particularmente los actos u omisiones discriminatorias determinadas por 
motivos tales como raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión política 
gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos”, 


El agregado al texto original, tuvo ese origen que vincula a lo laboral. 
Enfrenta a nuestra hipocresía, cuando la misma refiere a las prácticas crue- 
les de dominación por el trabajo. 


Esas circunstancias eran conocidas para el legislador del período en qu 
el autor de esta nota ejerció su mandato de Diputado Nacional (1983/1987). 
Entonces fue cuando se gestaron las normas vigentes que protegen contr. 
los actos discriminatorios laborales, también da fe otra intervención del aú 
tor de este trabajo, que refiere al art. 47 de la L.A.S. 23.551, otra prescripció 
legal que también faculta a anular despidos y reinstalar en el puesto a lo 
trabajadores, cuando son sujetos a prácticas y actos antisindicales. 


El art. 47, no estaba previsto, ni en el Proyecto del Poder Ejecutivo qu 
ejercía el doctor Raúl Ricardo Alfonsín, ni en el llamado “Proyecto Britos 
que se originaba en el Senado, en gran medida elaborado por el doctor Enr 
que O. Rodriguez. Resultó, como en el caso anterior de otro agregado hecho 
en el trabajo de Comisión, en este caso era la de Legislación del Trabajo. 


La razón de su incorporación, fue las reformas al proyecto del Poder 
Ejecutivo, que se decidieron acordar a partir de aportes hechos por CGT y 
la UJA que fueron consultadas. Esta última reclamaba las garantías que se. 
dieron a partir del texto del actual primer párrafo del art. 52 de la L.A: 
23.551, instituyendo una medida cautelar, para conseguir la suspensión d 
la prestación laboral, cuando el “mantenimiento de las condiciones de-tr 
bajo pudieran ocasionar peligro para la seguridad de la personas o bienes; 
de la empresa”. 


Cuando la Comisión decidió plasmar esa previsión se la instrumentó.a 
partir del procedimiento sumarísimo, pero a propuesta del presidente de la 


el Dictamen de mayoría, suscripto por los diputados Jorge R. Vanossi, Ricardo J. Cornaglia, Lui: 
A Asensio, José Bieliccki, Carlos M. González Pastor, Victor C. Marchesini, Alfredo M, Mosso,, 
Felix J. Mothe, René Perez y Ricardo A. Terrile, con disidencias parciales de Oscar L. Fappiano; 
Torcuato E. Fino, .Diego R. Guelar, Héctor M. Maya y Néstor Perl. Suscribe el informe de mayo. 
ría como informante Ricardo J. Cornaglia. También se consigna un dictamen de minoría, sus- 

cripto por otros diputados, en el que no se consigna a la condición social como conducta que 
pueda provocar la discriminación. 
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Comisión, diputado Ricardo A. Terrile y del autor de este libro, siendo am- 
bos los que nos encargamos de redactar conjuntamente esas reformas, se 
plasmó que el procedimiento a seguir debía ser un amparo específico (el 
consagrado en el art. 47), pero al mismo tiempo destinado a proteger contra 
todo acto antisindical por parte de los empresarios. 


En consecuencia, los arts. 47 y 52 del texto actual resultaron de esa refor- 
ma, resultando instrumentos equitativos y equilibrantes, de las situaciones 
que atañen a la estabilidad como garantía de protección de la libertad sin- 
dical, cuando ella se ve afectada por la expulsión de hecho del trabajador en 
el acto discriminatorio. s 


El texto final que ingresó al recinto, fue revisado aceptándose el proyec- 
to de reforma que instrumentara, pocas horas antes de su discusión, en una 
¿. reunión en la que participó por la CGT, representándola, el gremialista Ar- 

mando Cavalieri y como asesor jurídico el doctor Roberto García Martinez, 
que acogió a la norma con entusiasmo y luego la comentó elogiosamente 
en trabajos publicados y el suscripto, en representación del bloque mayori- 
tario. La reunión se celebró en la Secretaría Privada de la Presidencia de la 
República, encontrándose el Presidente doctor fuera del país, Pero mante- 
niéndose al tanto de la misma. 


Este origen de las normas citadas no dejan dudas, el autor que brinda 
este testimonio útil para la llamada interpretación auténtica, que el despi- 
do, cuando corresponde a un acto antisindical, es también discriminatorio. 
Y que era el art. 47 de la ley 23.551, el instrumento idóneo para reinstalar en 
sus puestos a los trabajadores que son objeto de ilicitudes de este tipo. 


Este recurso que constituye el art.47 dela L.A.S. 23.551, resulta más am- 
plio que los que reconocía el art. 321, inc. 22 del CPCCN (9) y el propio de la 
ley 16.986; protegiendo no sólo de los actos de los particulares (en especial 
los de los empleadores en ejercicio abusivo de los poderes de dirección), sino 
también de los actos que la propia autoridad pública, arbitrariamente puede 
cometer, impidiendo u obstaculizando el ejercicio regular de los derechos 
de libertad sindical que la L.A.S. 23.551 garantiza. 


Además sistemáticamente, el amparo sostenido legalmente, ofrece un 
texto amplio que alcanza a cualquier acto antisindical dirigido contra cual- 
quier sujeto de derecho sindicales (no sólo el representante gremial de una 
entidad con personería gremial reconocida). Una interpretación respetuosa 


(9) El art. 321 del CPCCN, prevé en su inciso 29, que uno de los casos en que corresponde 
aplicar el procedimiento establecido en el art. 498 (procedimiento sumarísimo): “Cuando el re- 
clamante contra un acto u omisión de un particular que, en forma actual o inminente, lesione, 
restrinja o amenace con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta algún derecho o garantía explí- 
cita o implícitamente reconocidos por la Constitución Nacional, siempre que fuere necesaria la 
reparación urgente del perjuicio o la cesación inmediata de los efectos del acto y la cuestión, por 
su naturaleza, no deba sustanciarse por alguno de los procesos establecidos en este Código o por 
otras leyes! 
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de sus términos literales no puede restringir sus previsiones al sentido que 
guardan otras disposiciones de la L.A.S., que contemplan protecciones da. 
das a representantes en funciones de esas entidades promocionadas. 


Por no asignarle ese sentido amplio al art, 47, es que autores como Ma- 
chado y Ojeda sostienen que los atentados más graves contra la libertad 
sindical, como por ejemplo el despido de un simple militante en pro de la 
constitución de una entidad nueva, o quien se expresa en disidencia con 
la conducción oficial del sindicato mayoritario, quedarían bajo la absoluta 
desprotección legal (10). 


Proceden esos autores a reconocer la protección sólo a partir de la ley : 
23.592, lo que supone colocar la tutela únicamente en el plano de los actos. 
discriminatorios. 


Consideramos que en la mayor parte deloscasos antisindicales alos que: 
puede alcanzar el art. 47 de la L.A.S, 23.551, se los puede pluridimensiona; 
mediante las normas antidiscriminatorias, pero le asignamos al ampart 
sindical un alcance más amplio que se le asigna con un sentido restrictivo" 
que nos resulta irrazonable. , 


Miguel A. Maza, sostiene que no debe el juez distinguir donde el legis: 
lador no lo ha hecho y que el art. 47 dela ley 23.551 no posee gradaciones n 
excepciones: dispone que en el marco de la acción sumarísima los juecé 
podrán hacer cesar el comportamiento antisindical, y la única manera de. 
cumplir la norma es hacer desaparecer el acto patronal que impide el ejer- 
cicio por el trabajador de los derechos derivados de la libertad sindical, es: 
decir el despido (11). .- 


1 


Por su parte el Oscar Zas, llega al mismo resultado y crítica de las posi 
ciones restrictivas, en especial en cuanto ellas desarrollan un sacramental: 
derecho de despedir que pudiera oponerse a la nulificación del despido dis 
criminatorio, pero acudiendo a la aplicación sistemática de la norma má 
favorable a partir de la pluridimesión protectoria y con razonamientos afi , 
nes con el principio de progresividad (12). 


No creemos por nuestra parte que sea necesario invocar la regla di 
la norma más favorable para aplicar la legislación antidiscriminatoria él 
auxilio y complemento de la L.A.S. 23.551, aunque no dejamos de compren: 
der que ambos órdenes normativos operan a partir de la defensa de valore 


(10) Véase: José Daniel MACHADO y Raúl Horacio OJEDA, “Tutela de la representació: 
gremial” en Relaciones colectivas de trabajo, dirigida por Mario E. ACKERMAN y coordinada; 
por Diego M. TOSCA, Rubinzal Culzoni Editores, Santa Fe, 2007, t. 1, p. 699. 

(11) Conf: Miguel A. MAZA, en “Alvarez, Maximiliano y otros c. Cencosud S.A.;, sent. del 
n* 95.075, dictada el 25/06/2007 por la sala II de la CNTrab. ; 

(12) Conf: Oscar ZAS, en “Quispe Quispe, Néctor c. Compañía Argentina de Indumentari 
S.A. CNTrab., sala V, sent, def. 70.349. 
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comunes que hacen esencialmente a la cuestión social y se vigorizan recí- 
procamente. 


La posterior sanción del art. 43 de la Constitución Nacional (13), por la 
reforma de 1994, terminó por complementar y vigorizar la vía prevista en el 
art. 47 de la L.A.S., quedando resguardada la acción sindical, no sólo en lo 
que hace al ejercicio de los derechos que la norma fundamental consagra, 
sino también por vía del amparo, que protege en función de los Convenios 
Internacionales a los que se les reconoce rango supra legal (para el caso los 
Convenios de la O.I.T. 87 y 98, entre otros) (14). 


El art. 43 de la Constitución Nacional amplió el catálogo de los derechos 
susceptibles de protección por vía del amparo judicial y también la nómina 
de los legitimados. Poniendo la acción en cabeza de cualquier afectado, del 
defensor del pueblo o de las asociaciones inscriptas que tengan por objeto la 
protección o promoción de esos derechos (15). 


El amparo sindical es un caso particular del género amparo. Procura 
un remedio excepcional para efectivizar garantías o derechos previstos en 
la Constitución Nacional, cuando las vías de procedimiento ordinarias no 
resultan idóneas para evitar su lesión o desconocimiento. 


El instituto constituye un remedio concreto para que las declaracio- 
nes, derechos y garantías consagradas en la Carta Magna, no sean simples 
fórmulas teóricas, sino que posean fuerza obligatoria para los individuos y 
para las autoridades (16). 


La doctrina y jurisprudencia tratan de definir conceptualmente las vías 
de procedimiento que servirán a los efectos de resolver las cuestiones liti- 
giosas que hacen a la tutela sindical y se admite que la protección se cumple 
con acciones de distinta naturaleza. 


Así se distingue, por ejemplo, entre las acciones declarativas y las suma- 
rísimas (17). 


(13) Art. 43, primer párrafo de la Constitución Nacional: “Toda persona puede interponer 
acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, con- 
tratodo acto u omisión de autoridades públicas o particulares, que en forma actual o inminente 
lesione, restrinja o altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos recono- 
cidos en esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitu- 
cionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión” 

(14) Véase: LOPEZ, Justo: Libertad sindical, en obra conjunta Derecho Colectivo del Traba- 
jo, La Ley, Bs. As., 1998, p. 202. 

(15) Conf.: CNTrab., sala de feria, 24/1/1997, “Confederación General del Trabajo dela Re- 
pública Argentina c. Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional), DT, 1997-A, 506; en Digesto 
Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1693, p. 414. 

(16) Conf.: ST Formosa, 11/4/1994, “Silguero, Olga c. Junta Electoral del Sindicato de Tra- 
bajadores Estatales de la Salud de Formosa (SITESE) s/ acción de amparo” DJ, 1994-2-1035; en 
Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo1, 1690, p. 413. 

(17) Por ejemplo en este fallo: “El art. 30 párrafo segundo del dec. 467/88 —reglarnentario 
de la ley 23,551— contempla dos acciones judiciales de diferente naturaleza y finalidad: la de- 
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Advertiremos, más adelante, que el ejercicio de acciones declarativas, 
no queda reducido al caso previsto en el art. 30 del decreto reglamentario, 
ya que ellas pueden servir también a otros efectos. 


Con referencia a la situación creada por esa norma reglamentaria, que 
ha sido dictada fuera de toda previsión de la L.A.S. 23.551, también nos ex- 
pediremos más adelante. 


3. LA REINSTALACIÓN EN EL PUESTO DE TRABAJO 


En el procesamiento de las acciones que corresponden a la tutela sindi- 
cal, es importante determinar con precisión los poderes legitimados de la: 
partes. 


La L.A.S. 23.551 ha reconocido al representante gremial, por su condi 
ción y para el ejercicio de su función, la posibilidad de resistir legítimamen: 
te, dentro de ciertos límites, el poder de dirección empresario. El empleador; 
no puede suspender, despedir, o modificar las condiciones de trabajo de los 
representantes gremiales, sin justa causa y previo el procedimiento judicial' 
establecido para conseguir la autorización judicial para la exclusión de..: 
tutela. Esta protección le alcanza desde la postulación de su candidatu 
hasta un año después del agotamiento de su mandato. 


Durante el mandato, cuando se dan las condiciones previstas en 
art. 252 de la L.C.T., el trabajador en condición de jubilarse puede ser in: 
timado a hacerlo. Así se resolvió: “Es procedente la exclusión de tutela pe 
ticionada para que la empresa curse la intimación prevista por el art. 252; 
L.C.T,, pues de lo contrario se prolongaría en forma indefinida el contrato. 
laboral, teniendo en cuenta el período del mandato y un año más despúé 
de su finalización, que podría extenderse de obtener el trabajador una nu 
va designación gremial (en el caso, el representante, electo en junio de 1999 
tenía estabilidad hasta junio de 2001)” (18). : 


.. La forma de protección más intensa conque cuenta un sindicalista es 
la de la reinstalación en el puesto de trabajo, cuando ha sido despedido 6* 
impedido en el ejercicio de sus funciones (suspendido en el cargo o habién 
dosele cambiando las condiciones de trabajo). 


El segundo y el tercer párrafo del art.-52 de la LAS 23.551, definen la 
cuestión así: “La violación por parte del empleador de las garantías estable 


clarativa para que se compruebe la concurrencia de los motivos fundados que autoriza el art. 7 
de la Ley de Contrato de Trabajo y la sumarísima de exclusión de tutela sindical que presupone 
la concurrencia de hechos que pudieran originar las medidas reguladas en el art. 52 de la le 
23.551” SC Buenos Aires, L 42.772, S 6/11/1990, Juez Salas (SD). “Techint Cía. Técnica Interna : 
cional S.A. c. Costilla, Juan Antonio s/ Sumarísima de exclusión de tutela sindical”. AyS, 1990-IV-. ; 
103 - ED, 142-495. Mag. votantes: Salas - Rodríguez Villar - San Martín - Laborde - Negri. 
(18) Véase: CNTrab,, sala III, “Finadiet S.A. c. Canal, Pedro” (Del voto de la doctora Porta, 
en mayoría), 20/3/2002, Errepar, t. III, 203.005.004. 
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cidasenlos artículos citados en el párrafo anterior, dará derecho al afectado a 
demandar judicialmente, por vía sumarísima, la reinstalación en su puesto, 
con más los salarios caídos durante la tramitación judicial, o el restableci- 
miento de las condiciones de trabajo”. 


“Si se decidiere la reinstalación, el juez podrá aplicar al empleador que no 
cumpliere con la decisión firme, las disposiciones del art. 666 bis del Código 
Civil, durante el período de vigencia de su estabilidad”. 


La procedencia de la vía sumarísima, a la que remite el art. 52 para el 
logro de la reinstalación, está contemplada en la ley procesal (art. 498, inc. 4 
del CPCCN y normas análogas provinciales), que establece la apelabilidad 
de las providencias que decreten medidas precautorias (19). 


Debe señalarse, sin embargo, que un sector de la jurisprudencia denie- 
ga este tipo de medidas en el juicio promovido por el trabajador, dando por 
supuesto que no existiría peligro de mora, porlo que la cuestión se convierte 
de dudoso resultado (20). 


Debe de tenerse en cuenta al respecto, que el art. 232 del CPCCN, auto- 
riza a peticionar una medida cautelar a quien tuviere fundado motivo para 
temer que durante el tiempo anterior al reconocimiento judicial de su dere- 
cho, éste pudiere sufrir un perjuicio inminente o irreparable. El trabajador 
se encuentra en esta situación contemplada por la ley procesal. Su emplea- 
dor ocasiona un perjuicio cuando modifica la situación laboral del repre- 
sentante gremial sin promover el procedimiento de exclusión de tutela. 


Objetivamente se trata de un daño que se prolonga con el transcurso del 
tiempo y que exige de los jueces el inmediato restablecimiento del estado 
de cosas anterior al incumplimiento por parte del empleador (21). Lo que de 
por síimplica intervención judicial, para lograr que el ilícito deje de tener los 
efectos que el mantenimiento de la situación acarrea. 


(19) Véase: CNTrab., sala VI, 30/3/1990, “Díaz Roldán, Domingo c. AMCAP Asociación 
Mutual de la CAP”, DLE, TV, p. 259, con nota al fallo de Carlos Alberto Etala. También: CNTrab., 
sala VII, 1/8/1990, DT, 1991-A, 263, en el mismo sentido de procedencia de la medida cautelar 
innovativa para el logro de ocupación efectiva. 

(20) Véase: CNTrab., sala ¡II, 20/2/1990, “Rosello, Elena c. Clínica y Maternidad Mayo 


- S.R.L”; DLE, IV, p. 533; CNTrab., sala I, 17/8/1988, “Miranda, Juan c. Ormas S.A, TSS, 1989-879. 


Por el contrario, admiten las medidas cautelares en la acción de reinstalación: CNTrab., sala 111, 
25/7/1988, “Caballero, José O. c. Ormas S.A.; TSS, 1989-882; CNTrab., sala V, 23/8/1988, “Alban- 


“do, Juan c. Ormas S.A,, TSS, 1989-889; CNTrab., sala VIH, 28/11/1988, “Solís, Pedro c. Radio Vic- 


toria S.A. y otro”, TSS, 1989-904. 

(21) Véase: “Corresponde ordenar la inmediata reinstalación del representante gremial en 
su puesto ya que, aun abreviado, el procedimiento sumarísimo iniciado para obtenerla reinsta- 
lación (art. 52, párrs. 2* y 3", ley 23.551), podría razonablemente insumir cierto lapso, incompa- 
tible con su propia finalidad y con los bienes jurídicos en juego” CNTrab., sala VII, 28/11/1988, 
“Solís, Pedro O. c. Radio Victoria S.A. y otro”, DT, 1988-B, 1346; en Digesto Práctico La Ley, De- 
recho Colectivo del Trabajo 1, 1710, p. 416. 
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Y no es reemplazable la función cumplida por la actuación de otros re- 
presentantes. La tutela en tal sentido es personal y concreta, no en abstrac- 
to. Hace a la protección efectiva de la función representativa de la persona 
nominada por los trabajadores, y alcanza también alos derechos individua- 
les del representante (22). 


Por lo que atendiendo al bien tutelado y al ejercicio regular de los dere- 
chos sindicales que se encontrarían afectados en el caso del despido del un 
delegado, se ordenó la medida cautelar de reinstalación, “ya que la subsisten- 
cia del acto del principal consolidaría sin remedio la violación de derechos del 
delegado, vinculados con la libertad sindical (art. 4”, inc. e, y art. 40, puntosa y 
b), que se materializa en representar y ejercer esa representación” (23). 


Este poder extraordinario de nulificar el acto antisindical e incluso de- -. 
clarar inexistente el despido, es resistido por parte de la doctrina nacional, - 
que considera que por vía de la reinstalación dispuesta judicialmente, sé 
puede desmantelar el andamiaje legal que apoya la eficacia disolutoria dé. 
los actos del empleador, que extinguen las relaciones laborales aún por ac: 
tos arbitrarios e incausados, sin perjuicio de las indemnizaciones que pro- 
voquen (24). 


Pensamos, por contrapartida, que la voluntad del legislador fue clara al 
respecto. Podemos dar el testimonio necesario para la interpretación au: 
téntica, por haber participado activamente en los grupos de trabajo que. 
en la Cámara de Diputados de la Nación, que integrábamos, discutieron y . 
consensuaron el proyecto que finalmente ingresó al recinto para su apró- 
bación. 


Pero además, a partir deltextosancionado, y teniendo en cuenta la siste- 
mática de la ley, sostenemos que la misma, reafirmando a la libertad sindi: 
cal como valor esencial del estado social, interviene claramente en el poder E 
de propiedad en la empresa, que no es absoluto. Que está condicionado por 
el programa que emana del art. 14 bis de la Constitución Nacional. Y resal- 
tamos que resulta razonable admitir la nulidad absoluta del acto presumido: 
como antisindical, si el empleador no opta por la desafectación judicial dela 
tutela, para demostrar que su conducta rescisoria no es antisindical (25)... 


(22) Véase: CNTrab., sala VI, 30/3/1990, “Díaz Roldán, Domingo c. AMCAP Asociación ; 
Mutual de la CAP”; DLE, IV, p. 259, voto del doctor Fernández Madrid. 

(23) Del voto del doctor Fernández Madrid. CNTrab., sala VI, 30/3/1990, “Díaz Roldán, 
Domingo R. c. Asociación Mutual de CAP” DT, 1990-B, 2587; en Digesto Práctico La Ley, Dere- : 
cho Colectivo del Trabajol, 1711, p. 416. 

(24) Conf.: RODRIGUEZ MANCINI, en “Acciones de tutela por conductas antisinciales'en . 
TSS, 1992-207; Alvarez, dictamen en fallo de la CNTrab., sala 11, DT, 1996-B, 2089. 

(25) Razonabilidad compartida, en cuanto al reconocimiento de forma férrea de estabi- 
lidad, entre otros por Rodolfo CAPON FILAS (en El nuevo derecho sindical argentino, p. 137 y .: 
ss.), Antonio VAZQUEZ VIALARD (en “La estabilidad absoluta del trabajador...; DT, 1989-A, 7),..” 
Néstor CORTE (en El Modelo Sindical Argentino, p. 497), resaltando el sentido de la obligación 
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En la realidad de las conflictivas relaciones laborales, suele suceder que 
cuando se intenta el amparo por práctica antisindical, al efecto de la reins- 
talación en el puesto de trabajo, se está atacando actos ilegítimos, que no 
respetaron el procesamiento previo, también sumarísimo, con el que el em- 
pleador puede intentar justificar cautelarmente, sus derechos a separar al 
trabajador del puesto de trabajo. 


En el juego cruzado de los poderes legitimados por el derecho, conque 
cuentan trabajadores y empleadores, para mejor conceptualizar la natura- 
leza de las acciones a ejercer y los efectos que guardan entre sí, debemos 
hacer distinciones a partir de las garantías protegidas. Y es conveniente for- 
mular el análisis desde un enfoque temporal, distinguiendo entre los tiem- 
pos previstos en la ley para hacer cumplir las garantías y los tiempos de la 
realidad social, cuando las garantías entran a ser discutidas, 


4. LA OPCIÓN POR CONSIDERARSE EL REPRESENTANTE GREMIAL 
EN SITUACIÓN DE DESPEDIDO 


La estabilidad gremial, ya en época de la ley 14.455, a mérito de sus 
arts, 40 y 41, encontró en la indemnización especial, a la que podía optar el 
trabajador despedido o en situación de injuriado, una acción independiente 
de la reconocida por la práctica desleal que implica (26). 


En este caso, la indemnización es sensiblemente superior a la del traba- 
jador no tutelado sindicalmente. La misma está determinada con un senti- 
do sancionador y reparador. Este último, a partir del reconocimiento de que 
el gremialista despedido se encuentra en peor situación que otros trabaja- 
dores para reingresar a trabajar. 


El poder legitimado de optar no tiene en la ley condiciones preestableci- 
das, y nos resulta ajeno al texto de la misma, la creación por vía jurispruden- 
cial de sus limitaciones. 


Sin embargo, advertimos fallos como el siguiente: “El delegado gremial 
que en virtud de las disposiciones del art. 52 cuarto párrafo de la ley 23.551, 
se consideró despedido mientras se tramitabala acción judicial de exclusión 
de la tutela sindical, carece de derecho a reclamar, en un proceso posterior, 
la indemnización por violación de su estabilidad, ya que era su función sin- 
dical resistir la presión del empleador y no ceder posiciones logradas que 
interesan no sólo a su persona sino también a sus representantes” (27). 


de hacer que la sentencia manda cumplir, o Enrique O. RODRIGUEZ y Héctor P. RECALDE (en 
su Nuevo régimen de Asociaciones sindicales, p. 245 y ss). 

(26) Conf.: CLab., Rosario, sala I, 11/8/1980, “López, Matías c. Establecimientos Fabriles 
Guereño S.A., JA, 982-1-362; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 1497, 
p. 388. 

(27) Véase: CNTrab., sala VI, 29/12/1989, Juez Rodolfo Ernesto Capón Filas. “Empresa 
Central El Rápido S.A. c. Ibáñez, Cecilio Oscar s/ juicio sumarísimo”. Mag. votantes: Rodolfo 
Emesto Capón Filas - Juan Carlos E. Morando. 
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El fallo muestra una actitud dogmática sobre lo que es la función sindi- 
cal que, desnudada de su ropaje engañoso, implica desdeñar el derecho de 
rescisión con causa del trabajador injuriado. Ese poder sería el de someter a] 
trabajador obligadamente a las resultas de un proceso, que si bien es el más 
corto de los a intentar, puede que durante su tramitación, lleve al depen. 
diente a tener que estar sometido a situaciones que cualquier otro trabaja: 
dor no estaría obligado a soportar. 


El magistrado votante, en uno de sus importantes aportes doctrinarios, 
marca que esa acción sumarísima, en la Capital Federal, “invierte por lo me: 
nos 97 días hábiles entre la primera y segunda instancia” (28). 


Nos imaginamos la situación del delegado o candidato a serlo, que so- 
metido a la acción de desafectación de la tutela, se le deja de pagar sueldos 
y al mismo tiempo se lo obliga a seguir trabajando. El criterio adoptado én 
el fallo favorece al empleador, que cuenta con la posibilidad de injuriar a 
tarifa reducida, durante un plazo que suele ser mucho más extenso que el - 
computado por el citado autor, ya que se incrementa a partir de la conducta 
de los actores y la falta de impulso procesal dado por los jueces. 


Puede haber influido en un fallo como el comentado, el antecedente.de 
jurisprudencia de la CSJN, dictada con referencia a la legislación anteriot á 
la L.A.S. 23.551, en la que se consideraba que la estabilidad sindical comió 
protección, quedaba condicionada a la previa tramitación de una querella 
por práctica desleal ante el Consejo Nacional de Relaciones Profesiona: 
les (29). En la actualidad no corresponde hacer analogías entre dos siste- 
máticas legales distintas y crear pretorianamente condiciones de caducidad 
para derechos consagrados por el legislador. 


(28) Véase CAPON FILAS, Rodolfo: El nuevo derecho sindical argentino, Librería Editora :: 
Platense, La Plata, 1989, p. 244. 

(29) Véase: “No es contradictorio el fallo que determina que si un dirigente gremial, frente 
a cualquier medida del empleador que considere lesiva a sus derechos, quiere hacer valer su: 
atributos sindicales debe, ante todo, plantear la necesaria querella por práctica desleal, á'fin : 
de que el Consejo Nacional de Relaciones Profesionales disponga su cese, lo que supone.é 
mantenimiento del vínculo contractual; pero que, si antes de intentar tal vía administrati 
resuelve considerar disuelto el vínculo —aun por culpa de la empleadora— pone de mani: 
fiesto su decisión de no ejercer personalmente los deberes sindicales, lo que trae aparéjada 
la pérdida de las garantías de la estabilidad gremial, y la aplicación de normas de derecho 
común... La conclusión del a quo de que el dirigente gremial que se considera despedido . 
--aun fundado en una verdadera injuria patronal— sin efectuar previamente la querella por: 
práctica desleal, pierde los derechos a la estabilidad de la ley 14.455 no afecta la garantía de;* 
la igualdad del art. 16 de la Constitución Nacional, frente a la situación de los restantes tra: 
bajadores en relación de dependencia que pueden dar por terminada la relación laboral en 
semejante hipótesis, en tanto el legislador puede tratar de modo diferente situaciones que i 
considere diversas, con tal que el distingo no importe una discriminación arbitraria ni traduzca * 
una ilegítima persecución o un indebido privilegio de personas o grupos de personas, aunque 
su fundamento sea opinable”. CSJN, en “Ibaceta, Marcelo V. c. Argentina Cities Services Dev. 
Co., 01/01/1981, Fallos, 303: 964. 
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Del texto del art. 52 de'la L.A.S. 23.551, se desprende que el trabajador 
amparado por la tutela (salvo el candidato no electo), que ha sido objeto de 
una conducta antisindical por parte de su empleador, podrá optar, en lugar 
de ejercer la acción por reinstalación, por considerar extinguido el vínculo 
laboral, colocándose en situación de despido indirecto. No es aceptable por 
vía de creaciones pretorianas condicionar ese derecho (30). 


Y no existe en el texto de la ley, alguna formalidad establecida como 
condición para la acción, que impongan al titular del derecho agraviado un 
límite a su pretensión (31). 


La indemnización por despido, prevista en el art. 52 de la ley 23.551, 
deberá duplicarse cuando el caso quede encuadrado en las previsiones del 
art. 16 de la ley 25.561 y el decreto 264/02, alcanzando en consecuencia a las 
indemnizaciones por antigitedad, preaviso y todas las derivadas de la extin- 
“ción del contrato de trabajo en razón de la normativa laboral vigente, lo que 

" alcanza, va de suyo, a las contempladas en el art. 52 de la ley 23.551 (32). 


(30) En lajurisprudencia de la Provincia de Entre Ríos, encontramos este fallo que tiene un 
sentido muy distinto del anterior: “El artículo 52 de la ley 23.551 consagra afavor de los trabaja- 
dores amparados por las garantías de los artículos 40, 48 y 50 de la misma ley, la opción consis- 
tente en ejercer judicialmente la acción de reinstalación, o de considerar extinguido el vínculo 
laboral en virtud de la decisión del empleador, colocándose en situación de despido indirecto 
con derecho a percibir la correspondiente indemnización agravada”. (Del voto del doctor He- 
rrera). Y también: “Habiendo los demandados despedido a los trabajadores accionantes que 
contaban con la tutela sindical y sin justificar la causal del distracto esgrimida —cese de acti- 
vidades—, incurrieron en una conducta antisindical constitutiva de injuria, autorizando a los 
afectados a considerarse en situación de despido indirecto, sin que deban recurrir a la acción 
de reinstalación en sus puestos de trabajo”. “Villanueva Francisco y otro c. Esso Sociedad Anó- 
nima Petrolera Argentina y otros s/ recurso de inaplicabilidad de ley”. S SCPAO3 PA 0000 001155 
7/9/1994 SD Carlomagno. : 

(31) Conf.: “El déspido directo tiene efecto si el gremialista amparado no demanda su res- 
titución en el puesto de trabajo, tal como surge del art. 52 de la ley 23.551, y se limita a pedir 
el pago de las indemnizaciones previstas por el cuarto párrafo del mismo. Pretender que deba 
cumplir con la formalidad de agregar al distracto dispuesto por el empleador otro por propia 
iniciativa constituye, en el mejor de los casos, un exceso de ritualismo opuesto no sólo a prin- 
cipios básicos del derecho laboral sino a todo el derecho moderno”. CNTrab., sala V, sentencia 
21/12/1994, “Reynal, Carlos c. Expreso San Isidro S.A. s/despido”. Mag. votantes: Vaccari - Mo- 
rell - Lescano. 

(32) Conf: CNTrab., sala VII, SD 36.628 del 25/4/2003 en “Machin, Rubén c. Crocco Hnos y 
otro s. despido” y “Valdebenito, Marcelo c. San Sebastián S.A. s/despido”, del 7/5/2004. 


CAPÍTULO 26 


LA TUTELA SINDICAL 
Y EL PROCESO CAUTELAR 


SUMARIO: 1. La prejudicialidad. Los contrapoderes del empleador.— 2. El 
sentido cautelar del proceso sumarísimo adoptado y la medida cautelar pre- 
vista en el mismo.— 3. La cosa juzgada en el proceso sumarísimo para la des- 
afectación de la tutela.— 4. El plazo para ejercer las acciones.— 5. El objeto 
requerible y la contienda judicial abstracta en las acciones de desafectación 
de la tutela.— 6. La reinstalación en el puesto cuando el plazo legal de tutela 
se encuentra vencido.— 7. El decreto reglamentario y la liberación de prestar 
servicios.— 8. El procedimiento sumario a seguir. 


1. LA PREJUDICIALIDAD. LOS CONTRAPODERES DEL EMPLEADOR 


El artículo 52 de la ley 23.551 contempla una forma particular de pro- 
tección de la estabilidad en sentido amplio, por la cual no es posible afectar 
los contratos de trabajo de los representantes sindicales, si no media una 
resolución judicial que los excluya de la garantía. 


Esa norma establece que los trabajadores amparados por la garantía de 
estabilidad sindical no podrán ser despedidos, suspendidos, ni se podrá 
modificar las condiciones de trabajo a su respecto, si no mediare resolución 
judicial previa que los excluya de la garantía, habilitándose a tal efecto un 
proceso judicial sumarísimo (1). 


La resolución de la cuestión se pone en manos de un órgano imparcial. 
Para la justicia ordinaria Federal y de la Capital Federal, rigen las normas 
del CPCC (art. 498) (2). 


En esta área, el poder del empleador queda condicionado por la ley, en 
función de la tutela. Para excluir al representante gremial de las garantías 
que le acuerda la ley 23.551, se obliga al empleador a tramitar ante los tribu- 
nales, una acción tendiente a obtener declaración judicial, para demostrar 


(1) Conf: CNTrab,, sala VII, 18/5/1993, “Consejo Federal de Inversiones c. Barna, Marta”; Erre- 
par, DL, n” 132, t. X; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1718, p. 417. 

(2) Conf.: CNTrab., sala III, 31/3/1989, “Costas, Dante c. Cielos del Sur S.A.; Errepar, DL; 
n* 132, t. X; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1713, p. 416. 
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¡ue la medida que se pretende adoptar es fundada en causas ajenas a una 
:onducta antisindical. 


Adviértase que la protección puede alcanzar a una simple suspensión 
:autelar (3) o la supresión de un premio (4). 


En esa acción, el empleador, al solicitar la exclusión de la tutela sindical, 
lebe explicitar claramente la medida de organización o sanción pretendi- 
la (5). 


La promoción del referido proceso, no importa la automática privación 
le prestar servicios al delegado, y mucho menos, de ejercer sus atribuciones 
:remiales durante el desenvolvimiento del trámite ante la justicia. 


Para que pueda alcanzar ese objetivo, en los casos en que la medida a 
idoptar se relacione con un peligro inminente de daños en los bienes del ' 
mpleador, la L.A.S. 23.551 instituye mecanismos adicionales expresamen- 
e regulados (6). 


Si el empleador no recurre a la autorización judicial previa de exclusión 
le tutela, su voluntad para extinguir el contrato de trabajo con relación aun: 
'epresentante gremial, es ineficaz, en la medida en que el trabajador impug- 
1e el acto por ser nulo de nulidad absoluta. 


Lo mismo sucede con las suspensiones o negativas de hecho al acceso' 
il trabajo, que el empleador disponga sin haber recorrido las vías judiciales 
xJropias de la desafectación de la tutela, que consagra la L.A.S. 23.551. Para 
:llo cuenta el trabajador con la posibilidad de accionar planteando medidas 
nnovativas de la situación de hecho en amparo de sus derechos, estando: : 
'acultados los jueces con la posibilidad de fijar astreintes (7) para conseguir. 


(3) Véase: “Para aplicar una suspensión precautoria a un delegado gremial es necesario. 
jreviamente obtener la exclusión de la tutela ante tribunal competente y recién después dispo-' 
ver la suspensión de la prestación laboral. Dentro de la sistemática de la ley 23.551 el pago de! 
reríndo de suspensión de ningún modo purga el compromiso de la gestión de la acción. gre- 
nial, ya que la investidura sindical y sus garantías no le son conferidas al trabajador individual: 
nente como tal, sino que primigeniamente están destinadas a proteger su gestión en defensa 
le los intereses colectivos e individuales de los trabajadores, por lo que cualquier restricción: - 
tunque sea temporal, sin el mecanismo legal que la autorice, configura por sí misma un daño 
¡ue no puede ser superado por el pago de las remuneraciones”. CNTrab., sála II, “Norniella, - 
seonardo Federico c. Pepsico de Argentina SRL; 11/10/2002. 

(4) Véase: “La supresión de los “premios; por parte de la demandada, constituye una clara 
nodificación de las condiciones de trabajo que, para ser adoptada en el caso de un represen- 
ante sindical, exige la autorización judicial previa, prevista en el artículo 52 de la ley 23.551, 
un cuando fuera sustancialmente procedente”. CNTrab,, sala X, 20/7/2001, “lacono, Claudio 
3las e. Televisión Federal S.A.” j ¡ 

(5) Conf.: CNTrab., sala IV, 31/5/1993, “E.EA. c. Posteraro, Luis A. y otros”, DT, 1993-B, 
098; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1716, p. 417. 

(6) Conf.: CNTrab., sala HI, 31/3/1989, “Costas, Dante c. Cielos del Sur S.A/; Errepar, DL, 
1” 132, t. X; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1713, p. 416. 

(7) Conf: *...Delos elementos obrantes en autos surge que efectivarnente el señor Bogado 
letenta a la fecha el carácter de delegado gremial, encontrándose amparado por el artículo 52-. 
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el cumplimiento de las garantías tutelares o cualquiera de los medios que 
llene al respeto de los derechos sindicales violados. 


Es pues necesaria una manifestación de voluntad del trabajador afec- 
tado por ese acto nulo, ya que, salvo que se trate de un candidato no electo, 
podrá optar por considerar extinguido el vínculo laboral, colocándose en 
situación de despido indirecto, en cuyo caso tendrá derecho a percibir, ade- 
más de las indemnizaciones por despido, una suma equivalente al importe 
de las remuneraciones que le hubieran correspondido durante el tiempo fal- 
tante del mandato y el año de estabilidad posterior (8). 


Por su parte, el decreto reglamentario de la ley 23.551, contempla como 
hipótesis de excepción, para que el empleador pueda liberar de prestar ser- 
vicios al trabajador amparado por la garantía de estabilidad en el cargo, las 
siguientes condiciones: 


a) Comunicar la medida adoptada dentro de las 48 horas hábiles al Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social. 


b) Mantener el cumplimiento de la totalidad de los deberes quela ley o 
convenciones colectivas ponen a su cargo como consecuencia de la 
relación laboral y los que le imponen los arts. 40, 43 y 44 como corre- 
lato de los derechos del representante (9). 


Entre los deberes a respetar por el empleador, mientras tramita el proce- 
dimiento de exclusión de tutela, está el pago de los salarios caídos. 


Tal situación ha sido asimilada, analógicamente, a la prevista en el pri- 
mer párrafo del art. 224 de la L.C.T.; norma ésta que contempla la suspensión 
preventiva del dependiente, originada en una denuncia penal efectuada por 


de la ley 23.551. Que no existiendo causa alguna que justificara la suspensión preventiva de 
Bogado los Ministerios de Trabajo de la Nación y la Provincia de Buenos Aires intimaron en 
forma reiterada a la empresa Kraft para que permitiera el acceso de Bogado a la planta fabril. En 
el caso bajo examen, lo elementos que acompaña la actora resultan suficientes para acreditar 
que su petición es verosímil. En cuanto al peligro en la demora surge de la propia necesidad 
que el actor detente su cargo plenamente, en particular en momento en que la empresa 
atraviesa una seria conflictividad laboral../* “Por todo lo expuesto, y con fundamento en los 
artículos 39 y concs. de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y arts. 40, 43, 47, 48 y 
52 de la ley 23.551, propicio se haga lugar a la medida innovativa solicitada por el actor y se 
“ ordene a la empresa que le permita a Ramón Hermenegildo Bogado la entrada inmediata al 

establecimiento para desarrollar sus tareas laborales habituales y'sus funciones como delegado 
gremial, bajo apercibimiento en caso de no hacerlo de aplicarle como astreintes la suma de 
$2.000.- diarios, a partir de la notificación de la presente y hasta su efectivo cumplimiento” 
(Expte. 43.282 - “Kraft Foods Arg. S.A. c. Bogado, Ramon Hermenegildo s/sumarisimo” - TTrab. 
No 1 de San Isidro, Buenos Aires, 07/10/2009). 

(8) Conf.: CNTrab., sala TV, 28/2/1998, "Arboleya, Juan M c. Edenor”, DT, 1998-B, 1665; en 
Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 1723, p. 418. 

(9) Ver el voto del doctor Fernández Madrid, en CNTrab., sala VI, 30/3/1990, “Díaz Roldán, 
Domingo R. c. Asociación Mutual de la CAP” DT, 1990-B, 2587; en Digesto Práctico La Ley, De- 
recho Colectivo del Trabajo 1, 1488, p. 387. 
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el empleador y que posteriormente fuera desestimada o de la que resultare 
el sobreseimiento del imputado (10). 


Cuando el Estado es el empleador, en la Provincia de Buenos Aires, su 
Corte, obligó a respetar el procedimiento de exclusión de tutela al Munic;j- 
pio, cuando éste pretendió aplicar medidas de disponibilidad de personal 
a representantes gremiales, fiundándose en la ley provincial de emergen- 
cia 11.184 (11). 


A partir del enfoque legal, reiteramos que el empleador está obligado 
a someter a un proceso judicial la cuestión de la separación del puesto de 
trabajo por razones temporarias (en las suspensiones) o definitivas (en. el : 
despido causado) y en los casos de alteración de las condiciones de trabajo, 
que impidan el ejercicio de la función gremial (lo que implica el ejercicio no : 
abusivo del poder de dirección). 


Se resolvió que la violación de la estabilidad sindical del trabajador, am- . 
parada por los arts. 40, 48 y 50 de la Ley de Asociaciones Sindicales 23.551, ' 
se produce objetivamente, por la conducta patronal de adoptar las medidas : 
vedadas por el legislador, sin que medie resolución judicial previa que lo 
excluya de la garantía sindical. Por lo que el empleador, antes de adoptar. 
las disposiciones enunciadas en el art. 52 de ese cuerpo normativo, debe re- 
querir la autorización judicial pertinente para disponer la medida indicada 
en su demanda. Y la venia para adoptarla deberá ser otorgada en atención 
a las circunstancias que “prima facie” hagan verosímil el planteo sometido" : 
a decisión. 


Vale decir que la exclusión de la tutela sindical, lo es al solo efecto de : 
que el empleador adopte la medida invocada, asistiéndole recién entonces 
el derecho a efectivizarla (12). 


El único caso admitido en la L.A.S. 23.551, en la que un candidato a re- 
presentante gremial, un representante gremial o un trabajador que ha sido. 
representante gremial, dentro de los tiempos establecidos, puede ser objeto: 
de medidas que lo afecten en su cargo, está dado por el art. 51 de ese cuerpo. : 
legal (13). 


(10) CNTrab., sala X, 16/7/1999, “Galleti, Carlos c. Shell C.A.P.S.A,, BCNTrab. N* 217; en 
Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 1717, p. 417. - 

(11) Véase: “No hay razones que justifiquen la prevalencia de la ley provincial 11.184 res- 
pecto de la ley nacional 23.551 porque en el caso nadaimpedía al Municipio demandado pro: 
mover la acción sumarísima de exclusión de tutela sindical exigida por la ley 23.551 para luego 
en tal hipótesis sí hacer uso de la facultad que le fue conferida según el art. 9" de la ley de emer- 
gencia provincial para colocar en situación de disponibilidad a los trabajadores amparados por . 
su función gremial, al margen de la validez de su aplicación al caso, sobre lo cual no correspon- * 
de pronunciarse”. SC Buenos Aires, 16/8/1994, “Laprida, Hugo Osmar y otros c. Municipalidad - 
de Colón”; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1721, p. 417. ; 

(12) Conf.: SC Buenos Aires, “Vidal, Carlos Alberto y otro c. Municipalidad de Colón”; en' 
Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo l, 1720, p. 417. 

(13) Se resolvió: “En la situación prevista en el artículo 51 de la ley 23.551, no es necesa- 
rio recurrir a la acción de exclusión judicial de la tutela sindical para el despido del dirigen- 


E 
y8 
ES 
E 
EN 


LA TUTELA SINDICAL Y EL PROCESO CAUTELAR 547 


Esa disposición eiba que da protección no alcanza, cuando se trata del 
cese de actividades del establecimiento en el que se desempeña el represen- 
tante-gremial o se trate de una suspensión general de actividades (14). 


En los casos no previstos en el art. 51 de la L.A.S. 23.551, el proceso in- 
ducido e impuesto legalmente como instancia de prejudicialidad, es el co- 
rrespondiente al trámite sumarísimo, promovido por un doble envío. El del 
art. 52, al art. 47 de L.A.S, que a su vez remite al Código Procesal Civil y 
Comercial. 


La necesaria tramitación previa de un juicio de desafectación de la tute- 
la que debe promover el empleador (art. 52 de la L.A.S. 23.551), fue cuestio- 
nada tibiamente por algunos casos jurisprudenciales (15). 


Pero finalmente la doctrina y jurisprudencia mayoritaria y de los tribu- 
nales superiores, reconoció la constitucionalidad del instituto. 


La prejudicialidad es reconocida en la jurisprudencia, como convali- 
dante de la adopción de medidas, que de ser tomadas sin recorrer la vía ju- 
dicial, serían de por sí ilegítimas (16). 


Sin embargo, creemos quelainducción de laley no puedeser interpreta- 
da como única vía procesal destinada a conseguir el trámite de un proceso 


te gremial” Jurisprudencia de la Provincia de Entre Ríos, “Almada, Irineo Santos c. Concordia 
Refrescos S.A. s/ recurso de inaplicabilidad de ley”. S SCPA03 PA 0000 001325 14/10/1994. MA 
Herrera. 

(14) El texto de la disposición es el siguiente: Art 51: “La estabilidad en el empleo no podrá 
ser invocada en los casos de cesación de actividades del establecimiento o de suspensión general 
de actividades del mismo. Cuando no se trate de una suspensión general de actividades, pero se 
proceda a reducir personal por vía de suspensiones o despidos y deba atenderse al orden de anti- 
gúedad, se excluirá para la determinación de eseorden a los trabajadores que seencuentren am- 
parados por la estabilidad instituida en esta ley” 

(15) Véase: “El articulo 52 de la ley 23.551, al reglamentar el derecho a la estabilidad con- 
ferido por el articulo 14 bis de la constitución nacional, imponiendo al empleador la necesidad 
de promover —previo al distracto— un juicio de desafuero sindical, excede notoriamente las 
previsiones de la citada cláusula constitucional y crea una inmunidad que afecta el derecho de 
igualdad ante la ley, a la vez que altera correlativos derechos de idéntica jerarquía normativa que 
corresponden a los empleadores vulnerando, en consecuencia, otros preceptos de la ley funda- 
mental (arts. 14, 14 bis, 16, 17, 28 y 31 C.N.); por todo lo cual entiendo que, en la especie, el citado 
artículo 52 de la ley 23.551 debe ser declarado inconstitucional y, por ende, el despido de los ac- 
tores dispuesto por Ormas debe reputarse valido desde el punto de vista formal y sin perjuicio de 
las acciones que entiendan dichos accionantes les caben, como consecuencia de tales distractos, 
enlo tocante a la violación de la garantía de estabilidad prevista por el articulo 48 de la ley 23.551” 
, T Trab. N* 2 Bahía Blanca, 31/7/1989, “Fernández, Florencio y otros c. Ormas S.A.I.C.I.C.” 

(16) Conf: “Ni la ley 23.551 ni su decreto reglamentario 467/88 impiden al empleador 
adoptar las medidas enunciadas en el art. 52 de la primera: sólo requieren la acción previa 
de exclusión de la tutela sindical al solo efecto de que aquél adopte la medida invocada al de- 
mandar, asistiéndole recién entonces el derecho a efectivizarla” SC Buenos Aires, L 45.211, 
S 6/11/1990, Juez Salas (SD), “Olivera, Rodolfo Luis c. Bagley S.A. s/ Restablecimiento condi- 
ciones de trabajo”. AyS, 1990-IV-135 - DJBA, 142-14. Mag. votantes: Salas - Rodríguez Villar - 
Mercader - Laborde - San Martín. 
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e. 


de conocimiento en el que se declare la legitimidad del derecho a esgrimir. 
Y lo advertimos a partir de reconocer que los derechos a esgrimir pueden ser 
diversos y de naturaleza distinta. 


La ley impone el procedimiento sumarísimo al empleador, para que 
cumpla con el requisito de la prejudicialidad convalidante de la medida a 
tomar. En el análisis temporal, esto equivale al procesamiento de hechos 
pasados, para justificar en el futuro las sanciones que estos hechos mere- 
cen. 


Hay una relación causal ineludible entre el procesamiento previo, por 
vía sumarísima, para tomar medidas de desafectación de la tutela (mal lla- 
mado el desafuero), que pueden ser sancionadoras o no. Pero la desafecta- 
ción no puede ser considerada la única vía que legitime una medida ajusta- 
da a derecho. 


Por vía de hipótesis, tenemos que admitir que, en el ejercicio del derecho 
a peticionar justicia y ejercer la defensa, un empleador podría judicializar 
el conflicto, con una acción ordinaria (no abreviada) de conocimiento, que 
declare su derecho a despedir, suspender o modificar condiciones de tra- 
bajo. En este caso, la sentencia firme reconociendo el derecho equivale a la 
medida tomada. Legitima el despedir, suspender o cambiar tareas, ya que 
implica la demostración de que la decisión del empleador no se debe a una' 
práctica antisindical. Entendemos que este proceso no cuenta con la medi- 
da cautelar a la que hace mención el art. 52 de la L.C.T., a partir de la alega- 
ción de supuestos peligros. Esta medida queda reservada al trámite suma- 
rísimo inducido por la ley y con el fin de ajustar esta conducta al procurado 
propósito de mantener en principio la tutela en vigencia. AO 

Un trámite ordinario (no previsto en la L.A.S, 23.551) de quien reclama 
la legitimación de una medida a partir de la sentencia firme, es una forma 
de judicialización básica de un conflicto de derecho que, desde el punto de 
vista constitucional, resulta inderogable por la ley. Se trata de un procesa- 
miento que cumple la función de la garantía contra las prácticas antisindi- . 
cales, puesto que el poder de tomar la medida, sólo podrá ser ejercido des- 
pués de judicializada ésta y habiendo dado al trabajador el máximo delas. 
garantías de defensa, propios de los procesos laborales comunes. 


Tomemos por ejemplo el despido. La acción a ejercer sería la que pro-* 
cura la rescisión causada del contrato de trabajo, a mérito de una sentencia 
declarativa del derecho a rescindir. No conocemos casos en que se la haya 
intentado, pero entendemos su viabilidad procesal (17). 


(17) Advertimos que el tema guarda conexidad con los casos en que se procura, por vía de- 
clarativa, la definición de una cuestión de encuadramientolegal: “La polémica entre la empre- 
sa y una entidad sindical en torno a los alcances de una representación gremial, para saber si 
estaban o no comprendidos en la tutela prevista en los arts. 48 y concordantes de la ley 23.551, 
genera una incertidumbre que debe dirimirse mediante una acción declarativa en los térmi- 
nos del art. 322 del CPCCN, toda vez que está en juego la aplicación de un cuerpo normativo * 
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Cuando la ley sindical ha normado una acción sumarísima, con un pro- 
ceso-especial y abreviado, ha reconocido una vía especial y cautelar, desti- 
nada a autorizar el tomar medidas en el futuro. La sentencia, en este caso, 
autoriza a suspender, despedir o modificar las condiciones de trabajo, sólo 
a partir de un procedimiento judicial previo, que tiene un propósito claro: 
cargar sobre el empleador la prueba de que en las medidas a tomar no hay 
una práctica antisindical. 


Precisar con claridad el sentido del proceso a seguir, es determinante de 
consecuencias ulteriores. Sirve para conceptualizar con propiedad, lo que 
queda legitimado a partir del objeto de la litis a celebrar. 


2. EL SENTIDO CAUTELAR DEL PROCESO SUMARÍSIMO ADOPTADO 
Y LA MEDIDA CAUTELAR PREVISTA EN El MISMO 


Ya vimos que cuando el empleador sienta afectada la seguridad de las 
personas o los bienes de su empresa, podrá requerir al magistrado que dis- 
ponga como medida cautelar, la suspensión de la prestación laboral del re- 
presentante sindical (18). 


En el marco del proceso sumarísimo de exclusión, que se puede decla- 
rar como medida cautelar, es autorizada la conducta del empleador que pre- 
ventivamente deja al representante gremial sin poder acceder a su puesto 
de trabajo. 


Con medida cautelar solicitada o decretada o sin ella, el proceso suma- 
rísimo culmina con el reconocimiento del derecho a excluir de la tutela o el 
rechazo de esa pretensión (19). 


Por su parte, el interlocutorio que resuelve la medida cautelar durante el 
proceso sumarísimo de exclusión, no reviste el carácter de sentencia definiti- 
va, en los términos de las respectivas normas del Código Procesal Civil (20). 


como el título XII de la ley 23.551”. CNTrab, sala 11, 13/10/1992, Juez Rodríguez. “Molinera S.A. 
Miguel Capodónico Limitada c. Ministerio de Trabajo s/ despido”. Mag. votantes: Rodríguez - 
Bermúdez. 

(18) Conf. CNTrab., sala VII, 31/8/1991, “Centro Gallego de Buenos Aires c. Molina de 
Melian, Rosa”, Errepar, DL, n” 132, t. X; CNTrab., sala II, 18/4/1994, “Trejo, José M. c. Centro 
Gallego de Buenos Aires”, DT, 1994-B, 1183. Idem, 28/3/1994, “Institutos Antártida S.A. c. Soria, 
Berta A. y otros”, DT, 1994-B, 1748; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 
L 1730, p. 418. 

(19) Véase: “Sin perjuicio de la medida cautelar prevista en el primer párrafo in fine del 
art. 52 de la ley 23.551, sólo después de decretada la exclusión de la tutela sindical el emplea- 
dor podrá efectivizar la medida invocada para obtener la decisión judicial” SC Buenos Aires, 
6/11/1990, “Antonucci y Bardi S.R.L. c. Medina, Raúl y otro” - TySS, 1991-243 - AyS, 1990-IV- 
119- Idem, 6/11/1990, “Olivera, Rodolfo Luis c. Bagley S.A.; AyS, 1990-IV-135; en Digesto Prácti- 
co La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1732, p. 419. 

(20) Así se lo resolvió con invocación de los arts. 278 y 296 del Código Procesal Civil y Co- 
mercial, por la SC Buenos Aires, 9/4/1991, en autos “Abbott Lab. Arg. S.A. c. Sikora, José”; en 
Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1733, p. 419. 
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Un proceso destinado a acreditar que no existe una práctica antisindi- 
cal, tiene un claro sentido cautelar, y su valor de cosa juzgada refiere a este 
hecho en particular. 


Por lo que toda medida a adoptar, previamente procesada, se debe tener 
en claro que puede ser objeto de dos controles de revisión posterior. Uno 
hace al tiempo a transcurrir, puesto que el derecho a tomar la medida ha 
sido controlado como una hipótesis de futuro, presumiendo la no alteración 
temporal de las situaciones. El otro control refiere al acto mismo y su total 
legitimidad aceptada por todo el orden jurídico. Ya que toda medida que no 
revista las notas de una práctica antisindical, no por eso deja de conservar 
la posibilidad de ser ilegítima por otras causales. 


La L.A.S 23.551 reconoce que en este proceso, al que hemos caracteriza- 
do con notas cautelares y se debe llevar a cabo a partir de una vía de trámi- 
te abreviado y urgente, pueden dictarse medidas cautelares, que anticipan 
efectos propios de la separación del representante gremial de su puesto. 


Es decir, que a la pretensión del empleador de desafectar la tutela sindi- 
cal, se puede llegar por un camino, el del juicio sumarísimo. Y en este pro- 
ceso, a su vez, “el juez o tribunal interviniente”, pueden anticipar efectos a 
partir de una medida cautelar, que valga la redundancia, se integra a ese 
procedimiento cautelar. Y esa medida podrá tomarse, previa demostración 
de que la permanencia en el puesto o el mantenimiento de las condicionés 
de trabajo, pueden ocasionar peligro para la seguridad “de las personas o 
bienes de la empresa”. 


La medida cautelar para comprobar el potencial peligro, ha sido con- 
templada en el art. 30 del decreto reglamentario 467/88, que reglaméntando 
el art. 52 de la L.A.S., estipula que podrá ser requerida por el empleador en 
momento en que surja o mientras perdure un peligro potencial: 


a) Paralas personas, se desempeñen o no en la empresa (trabajadores, 
consumidores, proveedores, usuarios, etc.). 


b) O sobre los bienes, ya sean éstos materiales o inmateriales, usados, 
consumidos, producidos u ofrecidos por la empresa. 


c) Ose afecte el eficaz funcionamiento de la empresa. 


Será condición para solicitarla medida, que con ella se procure evitar o 
reducir el peligro, con la suspensión de la prestación laboral del titular de la 
garantía de estabilidad. 


En esas condiciones, el empleador podrá liberar de prestar servicios al 
trabajador amparado por las garantías previstas en los arts. 40, 48 o 50 de 
la ley, en cuyo caso, deberá comunicarlo dentro de las cuarenta y ocho 
ras hábiles al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y mantener el cum- 
plimiento dela totalidad de los deberes que la ley o convenciones colectivas 
ponen a su cargo, como consecuencia de la relación laboral; así como el de 
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aquellos que les imponen los artículos 40 y 43, como correlato de los dere- 
chos del representante, cuando se tratare de un delegado en ejercicio de su 
función. 


El empleador, luego de haber tomado la medida, deberá promover den- 
tro de los quince días, ante Juez competente, acción de claratoria para que se 
compruebe la concurrencia de los motivos fundados que autoriza el artícu- 
lo 78 de la Ley de Contrato de Trabajo o,.en su caso, requerir la exclusión de 
la garantía con el alcance que justifique la causa que invoque. 


La norma reglamentaria dispone que el Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social, podrá intimar a promover una de estas acciones al empleador 
que omitiera hacerlo dentro de este término, si hubiere razones para ello. 


En los casos del representante electo en ejercicio de su mandato o, cuan- 
do concluido éste, perdure la estabilidad garantizada por el artículo 52 de 
la ley, podrá el afectado, si se encontrare en situación de despido, suspen- 
sión o modificación de las condiciones de trabajo, colocarse en situación de 
despido injuriado, si el empleador no hiciere efectiva la reinstalación o no 
restableciere las condiciones de trabajo alteradas, dentro del plazo que fije a 
ese efecto la decisión judicial firme que le ordene hacerlo. 


Podrá ta mbién el trabajador ejercer igual opción, dentro del quinto día 
de quedar notificado de la decisión firme que rechazare la demanda articu- 
lada por el empleador para obtener la exclusión de la garantía. 


La norma reglamentaria determina que “si el trabajador amparado por 
la garantía contenida en el artículo 52 de la ley no fuera electo, la decisión 
judicial que declare, haciendo lugar a una acción o a una defensa, no perdi- 
da la garantía, dispondrá de inmediato la obligación de reparar en los tér- 
minos del párrafo cuarto del artículo reglamentado y, en su caso, se proce- 
derá a liquidar el importe correspondiente a dicha obligación en la etapa de 
ejecución de sentencia”. 


: Como es lógico suponer, la medida cautelar admite contradicción inme- 
. 0 diata, a partir de su necesaria notificación o contra cautelas destinadas a re- 
 vocarla. Por supuesto, tanto la medida cautelar o la resolución de levantarla, 
* corren la suerte procesal de todas las medidas de este tipo. Es decir, quedan 
. convalidadas únicamente a partir de la sentencia firme. Una medida caute- 
*. lar no causa estado, ni tiene validez de cosa juzgada. 


El decreto 467/88, en su art. 31, prescribe, reglamentando el art. 56 de la 
L.A.S. 23.551, que, cuando el trabajadoramparado porlas garantías previstas 
en los artículos 40, 48, o 50 de esa ley, incurriere, en ocasión del desempeño 
de sus funciones sindicales, en alguno de los incumplimientos o violaciones 
a que se refiere el inciso 2 del artículo 56 de la ley o realizare algún acto per- 
judicial para el funciona miento eficaz de la empresa, el empleador afectado 
podrá solicitar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el ejercicio de 
las facultades que a éste acuerdan los incisos 2 y 3 de dicho artículo, a cuyo 
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efecto, esa autoridad intimará al órgano de conducción de la asociación sin- 
dical a que disponga, conforme a las facultades que le asigne su estatuto, 
llevar a cabo lo necesario para hacer cesar las conductas denunciadas. 


Las impugnaciones por inconstitucionalidad que se formularon del 
art. 52 de la L.A.S. 23.551, fracasaron, y el Procurador General del Trabajo, 
en casos en que el empleador actuó de hecho burlando los pasos previstos 
para conseguir la exclusión de la tutela, señaló un posible contrasentido en 
el obrar ilegítimo y la impugnación intentada (21). 


3. LA COSA JUZGADA EN EL PROCESO SUMARÍSIMO 
PARA LA DESAFECTACIÓN DE LA TUTELA 


La doctrina y la jurisprudencia se dividen en arduas luchas, en cuanto 
al alcance de la cosa juzgada en la sentencia del juicio sumarísimo de“; 
desafectación de la tutela. 


Algunos advierten que estos procesos sumarísimos revisten un sentidó 
cautelar. Y admiten la posibilidad de que la sentencia en un juicio poste- 
rior, pueda tener sentido contrario a la que impone una decisión que dio.- 
por cumplida la prejudicialidad exigible. Cuestionan el sentido definitivo .: 
de la decisión tomada en un proceso cautelar. Ello implica distinguir entre 
proceso cautelar y medida cautelar (22). E 


Esta es la posición de la SCJBA, que sostiene que el pronunciamiento del :: 
Tribunal del Trabajo que hace lugar a la exclusión de la garantía sindical en 
los términos de la ley 23.551 y el decreto 467/88, no es definitivo en los téx: 
minos de los arts. 278 y 296 del Código Procesal Civil y Comercial, porque no 
decide la suerte o existencia del derecho de fondo debatido, al comprender 
sólo el primer tramo del procedimiento legalmente instituido para la diluc 
dación del derecho afectado que se invoca (23). : 


(21) Véase: “Si el empleador, sin motivación alguna, prescinde del dispositivo de desafue- 
ro instituido por la ley 23.551, cuya mecánica no se muestra corno imposible de realizar o estéril 
para el logro del objetivo perseguido, no puede impugnar constitucionalmente el mecanisino 
de exclusión de la tutela consagrado por aquella norma (art. 52), pues es impertinente acoger : 
una impugnación con base constitucional cuando ello deriva de la propia conducta discreció: 
nal de quien la formula. Fallos (256, 350, 263, 545, 275, 218)” (Del dictamen del P.G.T. al que ad- 
hiere la sala). “Viñales, Hugo A. c. Hidronor S.A;; CNTrab., sala V, 29/6/1989, BD8-T01540. 

(22) Esto es lo que ha hecho sostener a la SC Buenos Aires: “... En consecuencia, no se 
concreta la nota de “definitividad' a que se refieren los arts. 278 y 296 del Código Procesal Civil. 
y Comercial, en la sentencia que declara la exclusión de la garantía sindical de los trabajadores 
amparados por los arts. 40, 48 y 50 de la misma ley (23.551) y el art. 30 decreto reglamentario ] 
467/88”. SC Buenos Aires, causa L-44.612, “Antonucci y Bardi S.R.L. c. Medina” 6/11/1990. j 

(23) Conf.: SC Buenos Aires, 23/4/1992, “Chocolatería San Carlos de Bariloche SACIIF c. 
Mel Rosa H.! Idem, 6/11/1990, “Antonucci y Bardi S.R.L. c. Medina, Raúl y otro” TySS, 1991-243 
AyS, 1990-IV-119. Idem, 16/6/1992, “Banco de La Pampa c. Esperon, Enrique” Idem, 30/3/1993 
“El Ternero S.A. c. Castro, Mario Néstor”. Idem, 11/5/1993, “Alvarez, Armando S. c. Bruno, Rubén 
y otro”; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo Í, 1747, p. 421. 
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Lo que no obsta, a criterio de ese mismo Tribunal, que la sentencia ju- 
dicial que declara la exclusión de la garantía sindical del trabajador, por sus 
efectos, deba ser equiparada a una sentencia definitiva y por tanto recurri- 
ble en casación (24). 


Pero circunscribiendo los alcances de la resolución, en cuanto definiti- 
va, en los términos de los arts. 278 y 296 del Código Procesal Civil y Comer- 
cial, cuando rechaza el pedido de exclusión de la tutela, al efecto jurídico de 
impedir al principal el ejercicio de los poderes de dirección y disciplinarios 
inherentes a su calidad de tal, habida cuenta que la cuestión debatida no 
puede renovarse en ninguna oportunidad procesal ni en otro juicio (25). 


El carácter apriorístico y provisorio de este proceso cautelar, también 
ha sido reconocido en algunas salas de la CNTrab. y en votos minoritarios 
como los del doctor Rodolfo Capón Filas, integrante de la sala VI (26). 


Esta línea argumental encuentra apoyo en un análisis temporal, y si se 
conceptualizan debidamente los objetos diferenciados, de los procesos su- 
cesivos. 


Cumplida la prejudicialidad, a partir del proceso de desafectación de la 
tutela (objeto de la litisinicial), recién podrá el empleador tomar las medidas 
que, pudiendo afectar la función sindical, se ha demostrado judicialmente 
que no tienen razón de ser en el acto antisindical. Pero esas medidas poste- 
riores al proceso cautelar, se deben sujetar al control judicial de legitimidad, 
con referencia a todo el orden jurídico y no sólo a las normas de protección 
al sindicalismo. 


En este sentido, es evidente, por ejemplo, que un despido puede ser in- 
justo, no sólo por constituirse en un acto antisindical. 


(24) Conf.: SC Buenos Aires, 6/11/1990, “Propulsora Siderúrgica S.A.I.C. c. Serex, Alfredo 
Emilio y otro”, TySS, 1991-244 - AyS, 1990-IV-111;en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo 
del Trabajo I, 1741, p. 420. 

(25) Conf.: SC Buenos Aires, 27/12/1991, “Cometarsa S.A.I.C. c.:Coliccini, Raúl Vicente”. 
Idem, 6/11/1990, “Propulsora Siderúrgica S.A.I.C. c. Serex, Alfredo Emilio y otro TySS, 1991- 
244 - Ays, 1990-IV-111; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1753, 
p. 421. 

(26) Véase: “Aunque en doctrina y jurisprudencia no se ha acordado con precisión cuál es 
el alcance de la acción que se autoriza para pedir la exclusión de la garantía sindical, si la em- 

* pleadora no aplicó la medida sino se limitó a pedir la exclusión por procedimiento sumarísimo 
corresponde únicamente analizar si existen elementos que permitan realizar una apreciación 
apriorística de la situación como para excluir la tutela; la valoración de los elementos de hecho 
que sirvan de sustento a la sanción pretendida ha de ser realizada si la empresa efectivamente 
aplica la sanción y el trabajador la cuestiona judicialmente en el eventual proceso que entonces 
se suscite. Basta para que se resuelva la exclusión de tutela que existan elementos como para 
Pensar prima facie que la representante sindical cometió una falta; la discusión sobre si el in- 
cumplimiento existió o no corresponde al eventual proceso que se formará si la empresa aplica 
la sanción para lo cual solicitó la exclusión de garantía y el afectado la cuestione judicialmente”. 
CNTrab., sala IV, 25/3/1991, “Asunción Electrometalúrgica S.A. c. Costilla, Segundo”, DT, 1991- 
A, 824; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1739, p. 420. 


554 RICARDO J. CORNAGLIA 


En este punto, el análisis nos lleva al alcance de la defensa de la tutela 
sindical. Todo despido incausado a un representante gremial, es sin duda, - - 
de por sí, un acto antisindical. Y en esto debe aclararse qué se entiende por 
despido incausado. Para la L.C.T., despido incausado y despido arbitrario 
equivalen a lo mismo. Despido causado es sólo el despido que tiene una 
causa eximente de las responsabilidades emergentes del acto rescisorio que-. 
corresponde a la voluntad del empleador. 


De ello debe desprenderse que, aunque se demostrare que la verdade-: 
ra causa es ajena al propósito de perseguir al representante gremial por sy 
función, si la misma no está legitimada como eximente, hace que el acto 
sea siempre antisindical. Porque afectó injustamente a un trabajador, pero 
lo hizo a un trabajador que tenía una función sindical a cumplir, que se vi 
impedida por el acto injusto y como consecuencia natural del mismo. 


Esto es lo que obliga a reconocer, que el resultado del proceso sumarís 
mo de desafectación de la tutela, no deja de ser un proceso cautelar (siendo 
necesario distinguir entre proceso cautelar y medida cautelar), sin notas d 
finitivas y sin valor de cosa juzgada. Con lo que una sentencia procesando 
una desafectación legitimada por un juez que dé por cumplida la etapa de 
la prejudicialidad impuesta, podría ser revisada por un proceso posterióf 
cuando el empleador final mente tome la medida que se autorizaba en el pri 
mero a título preventivo. se 


Entre las dos instancias (la calificada como propia de la prejudicialidad 
a transitar y la posterior), no existe identidad de las conductas a juzgar'y 
de los objetos de las pretensiones a procesar. Aunque es evidente que hay 
conexidad, no hay identidad. En la materia, no puede haber cosa juzgada á”: 
partir del primer proceso, que afecte al segundo. 


Reduciéndose este proceso a comprobar prima facie la verosimilitud de 
las razones esgrimidas para solicitar la exclusión de la garantía sindical de 
los trabajadores amparados por la ley 23.551, para que el empleador tenga la 
posibilidad de adoptar la medida que justificó la demanda, sin que la razo- 
nabilidad, justicia o legitimidad de su aplicación, eventualmente, deba ser 
motivo de decisión por la judicatura en el marco del procedimiénto sum: 
rísimo estatuido (27). 


Y concordantemente, se resolvió que el juicio sumarísimo respectivo; 
no permite tratar la procedencia de la sanción que pretende aplicarse, ya 
que el mismo es limitativo a los fines de la exclusión de la tutela, por cuanto. 
no se puede discutir con plenitud la legitimidad de las medidas propuestas, 
por el empleador (28). 


(27) Conf.: SC Buenos Aires, 6/11/1990, “Propulsora Siderúrgica S.A.I.C. c. Serex, Alftedo - 
Emilio y otro” TySS, 1991-244 - AyS, 1990-IV-111; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo 
del Trabajo 1, 1740, p. 420. 

(28) Conf.: TTrab. N* 2 San Isidro, 31/7/1990, “Quick Lab S.R.L. c. Aguilar, Omar A; DT, 
1991-A, 1012; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1750, p. 421. En con- 
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Esas son razones que han llevado a sostener que el procesamiento de la 
acción de exclusión de tutela reviste el carácter de provisional. Que importa 
un procedimiento preliminar de carácter provisional, habilitado por las si- 
tuaciones de emergencia, y con el propósito de conjurar el peligro de daños 
graves e irreparables a los bienes y personas vinculadas a la explotación. 
Por llo que la sentencia dictada en el mismo, no obsta a un ulterior debate en 
posterior juicio de conocimiento, con amplitud de pruebas sobre la invoca- 
da justa causa de despido (29). 


Así, Capón Filas le otorga el sentido de tipificar la exclusión de tutela 
como medida cautelar y sin autoridad de cosa juzgada, razón por la cual, 
si la decisión judicial exime al imputado de la tutela, éste podrá en proceso 
posterior discutir el fondo del asunto (30). 


Debe señalarse, sin embargo, que existen fallos que tienen otro senti- 
do y orientación en varias salas de la CNTrab., sosteniendo que este juicio 
sumarísimo no constituye una medida cautelar, y que en él se arriba a una 
decisión de carácter pleno y definitivo (31). 


E Afirmando que la resolución tiene carácterpleno y definitivo, por cuan- 
: toeltrámite sumarísimo único —aunque abreviado— garantiza plenamen- 
te la debida defensa y no admite la duplicidad de procesos sobre la misma 
cuestión (32). 


tra, este auto contradictorio: “A despecho de mi propia opinión sobre los fines de la acción in- 
tentada y los alcances de la cosa juzgada que debieran resultar de esta decisión (limitados a la 
procedencia de la exclusión de tutela y sin juzgar sobre la razonabilidad de una sanción que 
todavía no se aplicó), lo cierto es que el debate sobre los hechos aparece agotado (en fin, que 
las partes han litigado al respecto durante tres años), que la sanción ha sido explicitada en la 
demanda y que el a quo se ha expedido sobre la proporcionalidad de esa medida. Constituiría 
entonces un dispendio, en la pura defensa de una opinión doctrinaria, sostener que el juicio 
sobre causa y proporción de la medida debe posponerse luego de que la misma sea formal- 
mente aplicada. No advierto ningún compromiso del derecho de defensa que conduzca en el 
caso a una antieconómica duplicidad de procesos basados en los mismos hechos” (Voto del 
doctor José Daniel Machado). CLab. Santa Fe, sala II, 5/12/2000, “Milkaut S.A. c. Malfud, Ra- 
. . món s/ exclusión de tutela sindical”; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 
- 1,1742, p. 420. 

(29) Conf.: CS Tucumán, sala laboral y contencioso administrativo, 2/3/1998, “Herrera, 
Edmundo E y otros c. Grafa S.A. s/ reinstalación”, TySS, 1999-257; en Digesto Práctico La Ley, 
Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1735, p. 419. 

(30) Ver su voto en minoría, CNTrab., sala VI, 25/10/1994, “Establecimiento Modelo Terra- 
busi c. Ferreira, Silvio”, Errepar, DL, n? 132, t. X; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo 
del Trabajo l, 1738, p. 419. 

(31) Conf.: CNTrab., sala III, 28/3/1994, “Institutos Antártida S.A. c. Soria, Berta”, Errepar, 
DL, n* 132, t. X; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1745, p. 420. 

(32) Conf.: CNTrab., sala VII, 31/8/1995, “Centro Gallego de Buenos Aires c. Molina de Me- 
lian, Rosa” Errepar, DL, n* 132, t. X; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 
[, 1748, p. 421. Y también: “La sentencia que desestima la pretensión declaratoria de la extin- 
ción de la tutela sindical tiene eficacia de cosa juzgada. En el marco del proceso contemplado 
por el artículo 498 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no subsisten cuestiones 
de hecho o derecho con posibilidad de dilucidarse posteriormente a través del régimen proce- 
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Criterio éste adoptado por Morando, quien sostiene que la causa] in- 
vocada para requerir la exclusión de la tutela sindical, debe ser juzgada en 
plenitud en el juicio sumarísimo, y que no puede haber juicio posterior por 
agotamiento del objeto de la litis, ya que en el proceso sumarísimo se ha- 
brá dictado un pronunciamiento definitivo respecto de los hechos y de su 
adecuada calificación jurídica, con todas las notas de la cosa juzgada ma-' 
terial (33). 


Aunque corresponde señalar, que la validez de cosa juzgada que se le: ' 
atribuye a la resolución, es restringida a dos cuestiones: una de hecho, rela- 
tiva a la conducta atribuida al propio trabajador, y otra jurídica, la propor-- 
cionalidad entre aquélla y la medida adoptada (34). 


Avanzando por el camino de desactivar la prejudicialidad de las cues 
tiones que hacen a la tutela sindical, también se han desvinculado a las me 
didas cautelares que responden a necesidades perentorias y urgentes del 
proceso cautelar de exclusión. Y hasta se llega a sostener, con burla del dere: 
cho a la estabilidad como estado reconocido, que reviste mayor importánci: 
y alcanza a efectos más intensos, la medida cautelar, que el proceso en que 
nosotros la consideramos inserta (35). 


sal establecido por la ley 18.345. Y ello es así por agotamiento del objeto de la litis, desde que 
el pronunciamiento dictado en un juicio sumarísimo reviste carácter definitivo respecto de lo: 
hechos y su encuadre jurídico, con todas las notas tipificantes de la cosa juzgada material”. CN 
Trab., salal, 12/3/1990, “Ganadera Esmeralda S.A. c. Jaimes, Víctor”, Errepar, DL, n*132,t.X; 
Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1744, p. 420. 

(33) Véase: “La sentencia dictada en juicio de exclusión de tutela sindical tiehe óleo 
de cosa juzgada material, por cuanto contiene un pronunciamiento sobre los hechos y so 
la existencia de una justa causa de despido, suspensión o modificación de las condiciones 
trabajo, lo que le otorga dichos alcances y la hace irrevisable en juicio posterior, en cuanto m: 
dia agotamiento del objeto de la litis” (Voto de los doctores Morando y Fernández Madrid, € 
mayoría). CNTrab., sala VI, 25/10/1994, “Establecimiento Modelo Terrabusi c. Ferreira, Silvio 
Errepar, DL, n? 132, t. X; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1749, 
p. 421. 

(34) Conf.: CNTrab., sala VI, 31/8/1995, “Centro Gallego de Buenos Aires c. Molina de 
Melian, Rosa”, Errepar, DL, n* 132, t. X; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Tra 
bajo 1, 1746, p. 421. 

(35) Véase: “Los efectos de la facultad que prevé el art. 30 del decreto 467/88, son distintos : 
de los que podría producir una medida cautelar judicialmente dispuesta en un juicio de exclu 
sión de tutela, pues mientras en el primer supuesto sólo se suspende el deber de ocupació 
en el segundo existe un apartamiento precautorio del delegado, que puede recaer sobre otro 
diversos aspectos del contrato, con el alcance que la resolución judicial acuerde, que puede se; 
más amplio que en el supuesto anterior”. CNTrab., sala III, 28/3/1994, “Institutos Antártida S.A.:: 
c. Soria, Berta A. y otros”, DT, 1994-B; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo; 
1 1731, p. 419. 

Y también: “La aplicación del art. 30 del decreto reglamentario 467/88, que establece: 
posibilidad de que el empleador exima al trabajador de prestar servicios, es ajena al trámi 
te del procedimiento sumarísimo establecido por el art. 52 de la ley 23.551” CNTrab., sala-1 
31/3/1989, “Costas, Dante O. c. Cielos del Sur S.A., La Ley, 1989-D, 509; en Digesto Práctico 
Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1751, p. 421. 
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4. EL PLAZO PARA EJERCER LAS ACCIONES 


Para el ejercicio de las acciones laborales, la L.C.T., en su art, 256, ha 
reglamentado un plazo de dos años, por vía del instituto de la prescripción, 
que, en principio, tiene validez plena para las acciones que corresponden a 
la normativa de la L.A.S 23.551 (36). 


Por eso nos resulta incomprensible cierta doctrina jurisprudencial, que 
parece alentar formas encubiertas de caducidad de derechos o creaciones 
pretorianas, contra el derecho positivo vigente, como la que se expresa en 
este fallo de la SCJBA (37). 


Sin contradecir el derecho positivo, no se puede argumentar la existen- 
cia de un vacío legal a completar por el juez, cuando el art. 256 de la ley 
de contrato de trabajo 20.744, reformada por la norma de facto 21.297 (t.o. 
dec. 390/76), prevé el plazo de dos años para la prescripción de las acciones 
que refieren a las “disposiciones legales o reglamentarias del derecho del 
trabajo”. 


: Un tratamiento especial ha merecido la circunstancia que tiene lugar 
'* cuando el empleador decide liberar de prestar servicios al trabajador am- 
parado por la garantía de estabilidad en el cargo. En opinión de Juan Carlos 
Fernández Madrid, para dar validez a esa medida, debe el empleador pro- 
mover acción, dentro de los 15 días, ante el juez competente, para que se lo 
excluya de la garantía (art. 52, ley 23.551) (38). 


5. EL OBJETO REQUERIBLE Y LA CONTIENDA JUDICIAL ABSTRACTA 
EN LAS ACCIONES DE DESAFECTACIÓN DE LA TUTELA 


El ejercicio de la acción destinada a conseguir la desafectación de la 
tutela, tiene por condición natural que el contrato de trabajo se encuentre 
vigente. 


(36) Véase ETALA, Carlos Alberto: Derecho Colectivo del Trabajo, Astrea, Bs. As., 2001, p. 252. 
(37) Véase: “El legislador no ha establecido, ni aún por vía reglamentaria, el plazo den- 
tro del cual debe promoverse la acción de exclusión de tutela sindical establecida por el art. 
52 de la ley 23.551 —en la cual puede solicitarse la medida cautelar prevista en la norma— 
"quedando la determinación de su oportunidad al prudente arbitrio judicial. SC Buenos Ai- 
res, L 42.772 S 6/11/1990, Juez Salas (SD). “Techint Cía. Técnica Internacional S.A. c. Costilla, 
Juan Antonio s/ Sumarísima de exclusión de tutela sindical” AyS, 1990-IV-103 - ED, 142-495. 
Mag. votantes: Salas - Rodríguez Villar - San Martín - Laborde - Negri). Idem: SC Buenos Aires, 
L 41.044 S 22/6/1993, Juez Rodríguez Villar (SD). “Sade S.A.C.C.I.EI.M. c. Avila, Oscar y otro s/ 
Acción declarativa. Anulada: La Corte Suprema de Justicia de la Nación dejó sin efecto la sen- 
tencia de fecha 30/8/1988. DJBA, 145-35 - TSS, 1993-1168. Mag. votantes: Rodríguez Villar - Ne- 
gri - Pisano - Ghione - Laborde. 
(38) Del voto del doctor Fernández Madrid. CNTrab., sala VI, 30/3/1990, “Díaz Roldán, 
Domingo R. c. Asociación Mutual de la CAP” DT, 1990-B, 2587; en Digesto Práctico La Ley, De- 
recho Colectivo del Trabajo 1, 1752, p. 421. 
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Cuando el contrato ha fenecido, queda vaciado el objeto de la acción, lo 
que torna al litigio en una contienda judicial abstracta. 


Un empleador no podría entablar una demanda de desafectación de la 
tutela, si el trabajador previamente se consideró despedido y optó por con- 
siderar roto el contrato de trabajo. En ese caso, sucede que su derecho ya no. 
existe y la cuestión se ha tornado abstracta. 


En sentido parecido se ha resuelto, en torno a la situación de la acción 
intentada por el empleador, cuando el plazo del mandato y su accesorio de 
un año se han cumplido. Y esto puede suceder con referencia a accioriés: 
iniciadas dentro de esos plazos legales, pero que a la fecha de la sentencia, - 
tornaban también al decisorio abstracto (39). 


6. LA REINSTALACIÓN EN EL PUESTO CUANDO EL PLAZO LEGAL 
DE TUTELA SE ENCUENTRA VENCIDO 


Una nota distinta se encuentra en el ejercicio de las acciones propias de-* 
la reinstalación en el puesto. 


Iniciada la acción de reinstalación por el trabajador, durante el término 
de vigencia de la tutela, la decisión destinada a la reincorporación, por de- 
clararse nulo el despido, puede ser dictada aún después del vencimiento de 
los plazos legales de tutela. 


En este caso, el fallo no decidirá una cuestión abstracta. Tiene plená sig- 
nificación para un contrato que, aunque en el tiempo ya no esté dentro de 
los plazos de la estabilidad, no puede darse por rescindido si no Le a partir 
de una decisión judicial pendiente. 


Ello tiene particular importancia en cuanto al derecho a percibir sala 
rios caídos durante el tiempo del proceso y aun después de los plazos de 
estabilidad. 


7. EL DECRETO REGLAMENTARIO Y LA LIBERACIÓN 
DE PRESTAR SERVICIOS 


El texto del art. 30 del decreto 467/88, reglamentario della L. A.S 23. 551, 
ha merecido fundadas críticas de inconstitucionalidad por parte de la de. 
trina. 


(39) Véase: “Concretamente al momento de emitir el presente voto el demandado carece 
de la garantía sindical por haber terminado el mandato y el año más de protección que fija la ley, 
por tal motivo resolver en esta instancia si debe o no levantarse la mencionada garantía —quenó 
existe ya— es totalmente improcedente ya que la cuestión ha devenido en abstracta. Si el objeto 
de la acción desapareció por el transcurso del tiempo, al desaparecer la tutela de que gozaba, no 
tiene sentido alguno pronunciarse si es o no procedente el desafuero impetrado”” Jurisprudencia 
de la Provincia de Entre Ríos. “Empresa Provincial de Energía de Entre Ríos c. Flores Eugenio 
renzo Ernesto s/ sumarísimo”. S CCPA03 PA 0302 000549 20/02/1995 SD. De La Calle. 
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Su extenso texto, que reglamenta el artículo 52 de la ley 23.551, es el si- 
guiente: 


“La medida cautelar prevista por el Artículo 52, párrafo 1 in fine, podrá 
ser requerida por el empleador en momento en que surja o mientras perdure 
un peligro potencial para las personas, se desempeñen o no en la empresa (tra- 
bajadores, consumidores, proveedores, usuarios, etc.), los bienes, ya sean éstos 
materiales o inmateriales, usados, consumidos, producidos u ofrecidos por la 
empresa o el eficaz funcionamiento de ésta, siempre que dicho peligro se evite 
o deduzca con la suspensión de la prestación laboral del titular de la garantía 
de estabilidad. El empleador podrá liberar de prestar servicios al trabajador 
amparado por las garantías previstas en los artículos 40, 48 o 50 de la ley, en 
cuyo caso deberá comunicarlo, dentro de las cuarenta y ocho horas hábiles, 
al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y mantener el cumplimiento de 
la totalidad de los deberes que la ley o convenciones colectivas ponen a su 
cargo, como consecuencia de la relación laboral; así como el de aquellos que 
le impone el artículo 40 y 43 comocorrelato de los derechos del representante, 
cuando se tratare de un delegado en ejercicio de su función”. 


“En este supuesto deberá promover dentro de los quince días, ante Juez 
competente acción declaratoria para que se compruebe la concurrencia de los 
motivos fundados que autoriza el artículo 78 de la Ley de Contrato de Trabajo 
o, en su caso, requerir la exclusión de la garantía con el alcance que justifique 
la causa que invoque. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podrá in- 
timar a promover una de estas acciones al empleador que omitiera hacerlo 
dentro de este término, si hubiere razones para ello”. 


“El representante electo, en ejercicio de su mandato o, concluido éste, 
mientras perdure la estabilidad garantizada por el artículo 52 de la ley, podrá 
en caso de que el empleador lo despidiere, suspendiere, o modificare a su res- 
pecto las condiciones de trabajo, colocarse en situación de despido indirecto, 
si el empleador no hiciere efectiva la reinstalación o no restableciere las con- 
diciones de trabajo alteradas, dentro del plazo que fije a ese efecto la decisión 
judicial firme que le ordene hacerlo. Podrá ejercer igual opción, dentro del 
quinto día de quedar notificado de la decisión firme que rechazare la deman- 
da articulada por el empleador para obtener la exclusión de la garantía”. 


“Si el trabajador amparado por la garantía contenida en el artículo 52 de 
la ley no fuera electo, la decisión judicial que declare, haciendo lugar a una 
acción o a una defensa, no perdida la garantía, dispondrá de inmediato la 
obligación de reparar en los términos del párrafo cuarto del artículo regla- 
mentado y, en su caso, se procederá a liquidar el importe correspondiente a 
dicha obligación en la etapa de ejecución de sentencia”. 


En esa norma se admite por vía reglamentaria, que el empleador podría 
antes de iniciar una acción judicial, separar de la empresa al trabajador pro- 
* tegido por la tutela. Esto contraría expresamente el texto de L.A.S. 23.551, 
+ que en el primer apartado, reclama la resolución judicial previa para tomar 
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una medida de esa naturaleza (40). Admitiéndose en forma excepcional, la 
posibilidad sólo de anticipar medidas que afecten ala función, a partir deuna 
medida cautelar, lo que también supone un proceso judicial en trámite. 


Poreste medio, el Poder Ejecutivo ha alterado el espíritu dela norma que 
venía a reglamentar, violando de tal forma el art. 99, inciso 2? de la Constitu- 
ción Nacional reformada, y ha avanzado hacia funciones legislativas, emi- 
tiendo disposiciones que regulan situaciones no previstas en la L.A.S. 23,551 
y contradictorias con su espíritu y sistemática, con lo que también viola el 
inciso 3” segundo párrafo del ya citado artículo de la Constitución. 


Rodolfo Capón Filas, también califica a la norma del decreto menciona- 
da como inconstitucional, pero refiere la inconstitucionalidad ala violación 
del art. 28 de la C.N. Dice: “D.R art. 30 al reglamentar la norma legal añade 
varios elementos razón por la cual es inconstitucional (C.N 28)...”. Pasando 
a enumerar, a continuación de los confusos conceptos del decreto, las vio-. 
laciones a las garantías constitucionales que, a su criterio y con propiedad, 
demostrarían las tachas del precepto (41). 


Sus críticas, aunque bien orientadas, parten del error de considerar al 
decreto como una ley. La inconstitucionalidad del art. 28 refiere a la regula- * 
ción operativa que las leyes cumplen con referencia a los derechos y garan- 
tías de la fuente superior que es la Constitución. Pero en el caso que trata- 
mos, la violación parte de haberse dictado en un decreto reglamentario de 
una ley, disposiciones que la contradicen, con el agregado de otras que no 
reglamentan precepto alguno y vienen a constituirse en verdaderas dispo- 
siciones legales en materias no reguladas por la L.A.S 23.551. 


Por su parte, Nestor T. Corte, con más propiedad, sostiene que esa dis- 
posición y las del art. 32 del mismo decreto reglamentario, contradicen el 


(40) Conf.: “Resulta contradictorio que la ley acuerde al empleador que cumple con el pro- 
cedimiento regular la exclusión de tutela, la posibilidad de disponer con el carácter de medida 
cautelar, la suspensión de la prestación laboral del dependiente (art. 52, ley 23.551)”. (Del voto. 
del doctor Fernández Madrid). CNTrab., sala VI, 30/3/1990, “Díaz Roldán, Domingo R. c. Aso- . 
ciación Mutual de la CAP”, DT, 1990-B, 2587; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del 
Trabajo 1, 1729, p. 418. : 

(41) Véase: Rodolfo CAPON FILAS, op. cit., p. 244. En igual sentido se inanifiestan Enrique 
O. RODRIGUEZ y Héctor P. RECALDE: “Creemos que de esta manera el decreto reglamentario: 
incurre en la violación del art. 28 de la Constitución Nacional...” (de esos autores Nuevo régi- 
men de asociaciones sindicales, Editorial Gizeh, p. 250). Y también: su voto en “Quintena, Anto- 
nio de Jesús c. Correo Oficial Argentino s. juicio sumarísimo (incidente); CNTrab., sala VI, del 
12/8/2004, que contó con la adhesión del Juan Carlos Fernández Madrid y en el que se resolvió: 
“El art. 30 de dicho decreto (467/88) es inconstitucional por alterar el texto legal y permitirle. 
al empleador disponer por sí y ante sí de la suerte gremial, mediante el sencillo expediente de 
tacharlo “potencialmente peligroso: Aun cuando en aras de un fin público la legislación se sir- 
va en forma eficiente de un medio permitido, puede ocurrir que la restricción del derecho del 
que se trate sea tan intensa que la norma sea contraria ala Constitución ya que en la realidad 
aniquila o desactiva la sustancia del derecho. El art. 28 C.N. previene contra la alteración de los 
derechos reglamentarios”. 
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art. 86, inciso 2” de la Constitución Nacional (antecedente constitucional 
hasta la reforma de 1994, del actual art. 99) (42). 


Cierta jurisprudencia que parte de no haber efectuado el control de 
constitucionalidad del art. 30 del decreto reglamentario de la L.A.S., vincula 
la situación contemplada, con el deber de ocupación que consagra el art. 78 
dela L.C.T., que corresponde a todo trabajador. 


Hay un envío artificiosamente creado en el decreto reglamentario, que 
va de las condiciones de peligrosidad (del art. 52 de L.A.S.), a los “motivos 
fundados” (del art. 78 de L.C.T.), que la norma reglamentaria no puede in- 
troducir, sin asumir funciones reservadas al legislador. 


Encontramos la vinculación que se practica con la L.C.T,, restrictiva de 
derechos sindicales reconocidos en la L.A.S., ya que las previsiones de la 
primera, no coinciden con las de la segunda. Es inapropiada, extensiva y 
contraria a la regla de la norma más favorable y a la preferencia de la dis- 
posición especial y posterior que desplaza a la general y anterior. Le cabe la 
tacha de inconstitucionalidad (43). 


8. EL PROCEDIMIENTO SUMARIO A SEGUIR 


En el art. 63 de la L.A.S. 23.551, es admitida la competencia de la justicia 
ordinaria en lo laboral, de las distintas jurisdicciones provinciales y de la 
Capital Federal, con expresa mención delos casos previstos enlos arts. 52 y 
47 de ese cuerpo normativo y de los casos de las prácticas desleales. 


(42) Véase: Néstor T. CORTE, en £l modelo sindical argentino, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 
1988, ps. 493 y ss. En idéntico sentido se manifiesta Carlos Alberto ETALA en Derecho Colectivo 
del Trabajo, Astrea, Bs. As., 2001, p. 244. 

(43) La situación está tratada así por la SC Buenos Aires: “Con arreglo a lo dispuesto por 
el dec. 467/88 si se verifican los fundados motivos que autoriza el art. 78 de la Ley de Contrato 
de Trabajo, el principal está facultado para liberar de trabajar al dependiente amparado por la 
tutela sindical en cuyo caso deberá primero comunicarlo en el plazo establecido al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social y dentro de los quince días iniciar la acción declarativa corres- 
pondiente para que se compruebe la concurrencia de la situación contemplada en la ley laboral 
común”. SC Buenos Aires, L 42.772, S 6/11/1990, Juez Salas (SD). “Techint Cía. Técnica Interna- 
cional S.A. c. Costilla, Juan Antonio s/ Sumarísima de exclusión de tutela sindical” AyS, 1990-IV- 
103 - ED, 142-495. Mag. votantes: Salas - Rodríguez Villar - San Martín - Laborde - Negri. 

Idem: “Con arreglo a lo dispuesto por el dec. 467/88 si se verifican los fundados motivos 
que autoriza el art. 78 de la Ley de Contrato de Trabajo, el principal está facultado para libe- 
rar de trabajar al dependiente amparado por la tutela sindical, en cuyo caso necesariamente 
deberá comunicarlo en el plazo establecido al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y den- 
tro de los 15 días de iniciar la acción declarativa correspondiente para que se compruebe la 
concurrencia de la situación contemplada en la ley laboral común”. SC Buenos Aires, L 41.044, 
S 22/6/1993, Juez Rodríguez Villar (SD). “Sade S.A.C.C.LEI.M. c. Avila, Oscar y otro s/Acción 
declarativa” Observación: la Corte Suprema de Justicia de la Nación dejó sin efecto ambas sen- 
tencias. DJBA, 145-35 - TSS, 1993-1168. Mag. votantes: Rodríguez Villar - Negri - Pisano - Ghio- 
ne - Laborde. 
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La L.A.S 23.551 prevé que las acciones que hacen a la tutela sindical, en 
los casos de prácticas desleales y de los arts. 47 y 52 de ese cuerpo normati- 
vo, se deban tramitar por el procedimiento sumario en la legislación loca]. 


Y en la legislación local, la cuestión de la competencia, en cuanto al fue- 
ro, seguirá las reglas de cada caso. 


Por ejemplo, en la Provincia de Buenos Aires, es competencia originaria 
de la Suprema Corte como Tribunal de lo contencioso administrativo, inter- 
venir en las demandas que, procurando su reincorporación al cargo o tari 
sólo indemnizaciones por estabilidad gremial, promuevan los agentes esta-. - 
tales que invocan el amparo de la tutela. Quedan comprendidas en la com- 
petencia —delimitada por los arts. 149, inc. 3 de la Constitución Nacional y 
1” y 28 del C.C.A.— y la consideración de las cuestiones federales planteadas 
como fundamento de sus pretensiones (44). 


Por otra parte, el art. 47, para las acciones que reconoce, admite que el 
tutelado podrá ejerceracción de amparo a partir del procedimiento sumarf: 
simo, refiriendo al art. 498 del CPCCN o sus equivalentes provinciales. 


Esta facultad de la parte, de no ser ejercida expresamente, lleva a la tra- 
mitación sumarísima de la.cuestión. 


La norma ha provocado críticas, especialmente en lo que hace a suim- 
plementación en las justicias provinciales que tienen organizados sus pro-. 
cedimientos en forma especial, referida al juicio oral, y sin reconocer situa- 
ciones propias como ésta. 


Los tribunales se ven en la opción de imprimir a los amparos proce--.' 
dimientos sumarísimos, que en los códigos procesales están regulados á 
partir del proceso escriturario o adecuar el procedimiento oral a los térmi- 
nos de la vía sumarísima, adecuando la supletoriedad del proceso civil, a 
lo esencial de proceso laboral. Cualquiera de las dos vías nos resulta razo- 
nable, en la medida en que se respete adecuadamente el derecho de defen- 
sa, sin perjuicio de aspirar a una reforma de la ley sindical o de los códigos 
provinciales, que den pautas más claras en la determinación del proceso -: 
especial a seguir. 


La CSJN ha dejado sin efecto el pronunciamiento de la Suprema Corte de' 
la Provincia de Buenos Aires, en el que ésta consideró que no era sentencia 
definitiva, en los términos del art. 278 de la ley de rito provincial, la resolu- 
ción que decidió, que habiendo optado el recurrente por el procedimiento 
del art. 30 del decreto reglamentario 467/88 para lograr la exclusión de la. : 
tutela sindical, debía imprimirse al pleito el procedimiento ordinario y noel 
sumarísimo del art. 52 de la ley 23.551. Sostuvo el más Alto Tribunal, que así 


(44) Conf.: SC Buenos Aires, 21/8/1984, “Asociación del Personal de la Dirección de Viali- 
dad de la Provincia de Buenos Aires c. Dirección de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires; 
DJBA, 122-218; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo 1, 1727, p. 418. 
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se privó al apelante, sin razones válidas, del procedimiento más abreviado 
impuesto expresamente en las normas sustanciales aplicables; se lesionó el 
derecho de aquélla a obtener una rápida y eficaz decisión judicial (45). Lo 
que debe estar acompañado porel respeto a la doble instancia en el proceso 
adoptado, sin distinguir si la acción se interpone ante tribunales uniperso- 
naleso colegiados (46). 


La circunstancia que se da cuando se cruzan las acciones tramitadas 
por el trabajador en procura de la tutela sindical y el empleador accionando 
por la exclusión de la misma, debe ser resuelta por vía de la acumulación de 
los procesos, previniendo el juez que actuó en primer término y debiendo 
inhibirse de actuar el que fue requerido en segundo término. 


La sala II de la CNTrab. resolvió: “Si la empleadora inició la exclusión 
de la tutela con anterioridad a la que intentara el trabajador persiguiendo la 
reinstalación en su puesto, corresponde inhibirse al juez que entiende en la 
causa deducida por el dependiente en beneficio del órgano judicial que fue 
convocado a decidir sobre la cuestión de fondo de la contienda planteada 
entre el trabajador y la principal” (47). 


El decisorio califica arbitrariamente a uno de los procesos cautelares en 
curso, como Cuestión de fondo, siendo los dos equiparables y no teniendo 
primacía ninguna de las pretensiones sobre la otra. Por lo demás, la decisión 
concuerda circunstancialmente con el criterio de adjudicación de compe- 
tencia al proceso interpuesto en primer término, que parece ser la situación 
dada en ese caso. 
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(45) Conf.: CSÍN, 3/9/1991, “Sade S.A.C.C.I.EL.N. c. Avila, Oscar” Fallos, 314:1018; en Di- 
gesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1714, p. 417. 

(46) Conf.: ST Formosa, 11/4/1994, “Silguero, Olga c. Junta Electoral del Sindicato de Tra- 
bajadores Estatales de la Saiud de Formosa (SITESF) s/ acción de amparo”, Fallo n* 333/94 Sec. 
Civil, Comercial y del Trabajo, suscripto por los doctores R. Roquel; C. González; J. Talagañis 
Urquiza, Albrematica.com; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1705, 
p. 416. 

(47) Véase: CNTrab., sala II, 15/11/1991, “Miranda, Ricardo c. Telefónica de Argentina 
S.A;; Errepar, DL, n* 132, t. X; en Digesto Práctico La Ley, Derecho Colectivo del Trabajo I, 1726, 
p. 418. 


EPÍLOGO 


El derecho sindical argentino se encuentra agazapado. A los ojos del au- 
tor, como dispuesto a dar un salto para desembarazarse de sus lastres. 


Esta obra, destinada esencialmente a la enseñanza de postgrado trata 
de describirlo en ese estado de anticipación de cambios. 


Lo hace apostando al fortalecimiento de los sindicatos en su papel de- 
mocratizador del Estado Social. 


La libertad sindical es nutriente de la democracia y savia que la distin- 
gue en la modernidad. Una modernidad, que cuando muestra signos de 
agotamiento lo hace en las estructuras burocráticas de la sociedad en cuan- 
toellas, apostando mal al postulado de la eficiencia, terminan desvirtuando 
a la representación y desviando el rumbo del progreso, de la suerte de los 
débiles. 


Este trabajo no deja de estar signado por el análisis de un derecho de la 
transición democrática, construido trabajosamente en el primer lustro de la 
recuperación institucional republicana, que en Argentina tuvo lugar a par- 
tir de 1983. 


Encarna ese derecho fudamentalmente la ley 23.551, que si se atiende a 
sus antecedentes, resultó un paso dado con modestia y cautela, desde una 
estructura conservadora y controladora del sindicalismo, haciatenues prin- 
cipios de autonomía. 


Al amparo de la norma, muchos dirigentes gremiales revalidaron lauros 
y continuaron siendo los principales administradores de las entidades que 
ya venían conduciendo. 


No existió un sustancial cambio representativo de intereses de las bases 
sindicales. Y dos décadas y media de democracia en el país, van acompa- 
ñadas de una debilidad manifiesta de la representación de los trabajadores 
en las empresas. Sólo el 12 por ciento de ellas soportan representaciones 
sindicales en su seno, 


La sangría sufrida por las bases sindicales militantes a partir de las po- 
líticas de la seguridad nacional que desde 1966 se sucedieron sistemática- 
mente contra ese tipo de sindicalismo, durante dos dictaduras militares y 
un gobierno popular intermedio votado mayoritariamente (que también las 
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ejerció intensamente), no se recuperó desde entonces, pese a las alternan- 
cias políticas, que nada hicieron para cambiar la naturaleza autoritaria de 
las empleadoras en los ámbitos privado y público. 


Las políticas orientadas hacia la desregulación regresiva, la contrata- 
ción temporal y la convalidación de las prácticas de intermediación propias 
de la tercerización de la empresa, que se han profundizado, se encargaron de 
crear hasta el presente, las condiciones objetivas para que la atomización del 
colectivo de trabajo favorezca a la debilidad sindical, a partir de los mecanis- 
mos que los trabajadores soportan como prácticas de disciplinamiento. 


Para una cultura tan arraigada en las prácticas de dominación en las 
relaciones laborales, resulta utópico y subversivo del orden constituido in- 
tentar democratizar esos vínculos. Paradójicamente, mantener el estado de 
cosas contra el programa constitucional, no parece subvertir el orden, aún 
con las prácticas sistemáticas del fraude. 


La estructura autoritaria de la empresa argentina, contradice el proyec- 
to constitucional del artículo 14 bis, que compromete al Estado en el dictado 
de leyes que aseguren al trabajador los derechos sociales y entre ellos “par- 
ticipación en las ganancias de las empresas, con control de la producción y 
colaboración en la dirección”, mediante “organización sindical libre y de- 
mocrática, reconocida por la simple inscripción en un registro especial”. 


La apuesta de construir una economía nacional a partir de una empre- 
sa democratizada de esa forma por la presencia de los trabajadores en su 
seno, haciéndolos protagonistas esenciales de la organización y producido 
del trabajo que enajenan, desafía al orden conservador y espanta a los que 
acobardan los cambios. j 


Los hombres del derecho son proclives a sacralizar el orden y temer a 
los cambios a partir de la generación de situaciones de inseguridad que los: 
acompañan. Es esta una regla que explica porqué son tan representativos 
del pensar jurídico los conservadores. Pero cuando una sociedad está sacu- 
dida por la cuestión social y se ha comprometido a superarla, el cambio es 
un riesgo ineludible y la inseguridad que el mismo acarrea, nada más que 
alternativa mucho menos grave, que la de mantener una situación de injus-. 
ticia que clama por la rebelión. El ciudadano que viven en la marginalidad . 
o amenazada por ella, que pierde el derecho de rebelarse ante la injusticia 
resigna su condición. 


En el juego de una sociedad en que la libertades tenga presencia, la ac- 
ción sindical vigorosa en la empresa es prueba de inteligencia y coraje. 


Es hora de que los argentinos demostremos en el área esos rasgos de 
carácter que adornan al ser humano, 


Sostener como se lo viene haciendo en la lectura conservadora del orden 
legal vigente y heredado del pasado, que hay entidades sindicales que son 
tales, pero no tienen el derecho a defender sus derechos consagrados y sus 
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legítimos intereses, sin la huelga y los métodos de acción sindical directa y 
sin poder alcanzar la negociación colectiva que racionalice los conflictos, 
no resulta razonable. 


En el trabajoso rescate que los argentinos venimos haciendo de nuestros 
derechos humanos y sociales, se encontró en las normas que combaten a la 
discriminación, un camino fecundo para el cambio. Y en los pliegues de la 
ley 23.551 y su amparo del artículo 47, un espacio abierto hacia el ejercicio 
libre de los derechos colectivos de cada trabajador, que no quedan circuns- 
criptos «al sindicato con su personería gremial consentida, consolidada y 
afirmada en estatutos amañados. 


Por supuesto que construir un sindicalismo libre y vigoroso que cumpla 
la función de democratizar la economía nacional, no será tarea fácil y sólo 
se llevará a cabo a partir del propio protagonismo de los trabajadores. Pero 
el derecho sindical debe ser estudiado, entendido y aplicado en función de 
hombres del derecho que sean fiel a ese justificado proceso de transforma- 
ción. No podrán reemplazar alos trabajadores en su rol, pero tienen el deber 
de no hacerles más difícil alcanzar su destino. 


El temor a la atomización del movimiento obrero, a mérito de legitimar 
los cauces hoy vedados a la acción sindical que no se lleve a cabo a partir 
únicamente de los pautas organizativas del sindicato con personería gre- 
mial, resulta infundado si se advierte que formas alternativas y vigorizas 
de auténtica representación, pueden llevar a una competencia progresista, 
como sucede en sociedades libres de países desarrollados. Le crea cauces 
inexistentes en el presente, no sólo a minorías hoy discriminadas, sino tam- 
bién a mayorías descreídas y no participantes activas del ejercicio de sus de- 
rechos. En la diversidad y el respetodel pluralismo, la democracia se nutre y 
al mismo tiempo incita a la acción política y gremial, La unidad en la acción 
es verdadera unidad y no instrumento de represión. 


Es en la acción sindical, en la que las distintas expresiones del sindica- 
lismo, deben convivir desde el pluralismo a partir de la convivencia demo- 
crática, sin resignar posiciones, sometiéndose a las exigencias de una sana 
competencia. 


La CSJN en el año 2008 con el fallo “A.T,E.” y en el año 2009 con el fallo 
“Rossi”, recogió el guante que la OIT a partir de resoluciones y dictámenes 
de expertos tirara, a raiz de reclamosreiterados de organizaciones gremia- 
les agraviadas por la aplicación que se viene haciendo de la legislación sin- 
dical vigente. 


A mérito de la libertadsindical entendida como derecho humano y social, 
la doctrina y jurisprudencia del país, viene abriendo inusitadas brechas. 


Todo ello confluye en la necesidad de un cambio en la legislación del 
derecho colectivo del trabajo argentino, que lo desembarace de las disposi- 
ciones propias del vigilar y castigar la acción sindical espontánea de los tra- 
bajadores veladamente considerada peligrosa. Pero tan importante será el 
cambio legislativo, como la orientación dada en forma política a la función 
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le policía de administración en la gestión pública y también, la interpreta- 
ión armónica del derecho positivo vigente (nacional e internacional) por la 
urisprudencia. 


La regulación futura, de la titularidad del derecho de representación en 
a empresa y del ejercicio de los derechos sindicales básicos, deberá asen- 
arse a partir de la Corte ya sentada y a tenor de la cláusula constitucional y 
lerecho internacional del trabajo, desde la conceptualización del sindicato 
nás representativo, a la del sindicato suficientemente representativo, 


Debe hacérselo además, en relación al desarrollo de los derechos subjeti- 
vos públicos de los trabajadores, recuperando éstos el carácter de sujetos de 
special protección constitucional, en todo alo que hace a la acción sindical. 


Esto no irá en detrimento de la acción gremial, sino ampliando los pode- 
es obreros en relación de los entes sindicales con los que antes no contaban 
3 de existir, sólo constituían sellos irrepresentativos. 


Los cambios, implican una apertura al sistema de representación dual en 
a empresa, en la que el sindicato con personería gremial tiene un lugar ase- 
zurado, pero debe convivir con otras formas de acción sindical legítimas (1). 


La diferencia sustancial de conceptualizar esos actos lícitos de la vida 
sindical, no como un ámbito reservado a la representación exclusiva de la 
ersonería gremial, sino como un espacio común para la suficiente repre- 
sentación, dota a la autonomía obrera de poderes hasta ahora vedados. 


Constituye la puerta de entrada para legitimar las conductas gremiales 
le los sindicatos simplemente inscriptos y de los que se encuentran en vías. 
le constitución e inscripción. 


E 
Legitimará en el plano de la concertación la acción gremial de los tra- 
xajadores afiliados a cualquier entidad o sin afiliación, en los órganos de la 
ampresa como las comisiones internas, los consejos de empresa, los comités 
le seguridad e higiene, los órganos de información y consulta. Son éstos ca- 
ninos de una cogestión obrero-empresaria, retardada y conquistable. 


A partir de la Constitución debe el legislador operar en consonancia con 
a Corte respetando los derechos, garantías y el programa que diseña, pero 
si así no lo hiciera eludiendo sus deberes, a partir del derecho vigente, ten- 
irá la justicia (como incipientemente lo viene haciendo que construir las 
1erramientas del cambio). 


Con ese fin orientador, fue escrita esta obra, cuya lectura se integra ne- 
esariamente con los otros tomos de nuestro derecho colectivo del trabajo, 
'eferidos uno a la huelga y el otro ala negociación colectiva. 
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(1) Para el derecho español en relación con el análisis que impera en su doctrina de 
a representación dual y la condición de suficiente representación sindical, ver a Antonio 
3AYLOS GRAU, en Sindicalismo y Derecho Sindical, 4? edición, Bomarzo, España. 
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1. LeY N* 23.551 


Sancionada: Marzo 23 de 1988 
Promulgada: Abril 14 de 1988 


ELSENADO Y CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION ARGENTINA 
REUNIDOS EN CONGRESO, ETC., SANCIONAN CON FUERZA DE LEY: 


TITULO PRELIMINAR 
De la tutela de la libertad sindical 


Art. 1”.- La libertad sindical será garantizada por todas las normas que se refie- 
ren ala organización y acción de las asociaciones sindicales. 


Art. 2”.- Las asociaciones que tengan por objeto la defensa de los intereses de 
los trabajadores se regirán por esta Ley. 


Art. 3”.- Entiéndese por interés de los trabajadores todo cuanto se relacione con 
sus condiciones de vida y de trabajo. La acción sindical contribuirá a remover los 
obstáculos que dificulten la realización plena del trabajador. 


Art. 4*.- Los trabajadores tienen los siguientes derechos sindicales: 

a) Constituir libremente y sin necesidad de autorización previa, asocia- 
ciones sindicales; 

b) Afiliarse a las ya constituidas, no afiliarse o desafiliarse; 

c) Reunirse y desarrollar actividades sindicales; 

d) Peticionar ante las autoridades y los empleadores; 

e) Participar en la vida interna de las asociaciones sindicales, elegir libre- 
mente a sus representantes, ser elegidos y postular candidatos. 


Art. 5”.- Las asociaciones sindicales tienen los siguientes derechos: 

a) Determinar su nombre, no pudiendo utilizar los ya adoptados ni aque- 
llos que pudieran inducir a error o confusión; 

b) Determinar su objeto, ámbito de representación personal y de actua- 
ción territorial; 

c) Adoptar el tipo de organización que estimen apropiado, aprobar sus 
estatutos y constituir asociaciones de grado superior, afiliarse a las ya 
constituidas o desafiliarse; 

d) Formular su programa de acción, y realizar todas las actividades líci- 
tas en defensa del interés de los trabajadores. En especial, ejercer el 
derecho a negociar colectivamente, el de participar, el de huelga y el de 
adoptar demás medidas legítimas de acción sindical. 
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Art.6”.- Los poderes públicos y en especial la autoridad administrativa del tra- 

bajo, los empleadores y sus asociaciones y toda persona física o jurídica deberán 

abstenerse de limitar la autonomía de las asociaciones sindicales, más allá de lo 

establecido en la legislación vigente. 


Art. 7.- Las asociaciones sindicales no podrán establecer diferencias por razo- 
nes ideológicas, políticas, sociales, de credo, nacionalidad, raza o sexo, debiendo 
abstenerse de dar un trato discriminatorio a los afiliados. 

Lo dispuesto regirá también respecto de la relación entre una asociación de 
grado superior y otra de grado inferior. 


Art. 8?.- Las asociaciones sindicales garantizarán la efectiva democracia inter- 
na. Sus estatutos deberán garantizar: 

a) Unafluida comunicación entre los órganos internos de la asociación y 
sus afiliados; 

b) Que los delegados a los órganos deliberativos obren con mandato de 
sus representados y les informen luego de su gestión; 

c) La efectiva participación de todos los afiliados en la vida de la asocia- 
ción, garantizando la elección directa de los cuerpos directivos en los 
sindicatos locales y seccionales; 

d) Larepresentación de las minorías en los cuerpos deliberativos. 


Art. 9”.- Las asociaciones sindicales no podrán recibir ayuda económica de em- 
pleadores, ni de organismos políticos nacionales o extranjeros. 

Esta prohibición no alcanza a los aportes que los empleadores efectúen en vir- 
tud de normas legales o convencionales. 


IL. De los tipos de asociaciones sindicales 


Art. 10.- Se considerarán asociaciones sindicales de trabajadores las constitui- 
das por: 
a) Trabajadores de una misma actividad o actividades afines; 
b) Trabajadores de un mismo oficio, profesión o categoría, aunque se des- 
empeñen en actividades distintas; 
c) Trabajadores que presten servicios en una misma empresa. 


Art. 11.- Las asociaciones sindicales pueden asumir algunas de las siguientes 
formas: 
a) Sindicatos o uniones; 
b) Federaciones, cuando agrupen asociaciones de primer grado; 
c) Confederaciones, cuando agrupen a las asociaciones contempladas en 
los incisos que preceden a éste. 


Il. Dela afiliación y desafiliación 


Art. 12.- Las asociaciones sindicales deberán admitir la libre afiliación, de 
acuerdo a esta ley y a sus estatutos, los que deberán conformarse a la misma. 


Art. 13.- Las personas mayores de catorce años, sin necesidad de autorización, 
podrán afiliarse. 


Art. 14.- En caso de jubilación, accidente, enfermedad, invalidez, desocupa- 
ción o servicio militar, los afiliados no perderán por esas circunstancias el derecho 
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de pertenecer a la asociación respectiva, pero gozarán de los derechos y estarán 
sujetos a las obligaciones que el estatuto establezca. 


Art. 15.- El trabajador que dejare de pertenecer a una asociación sindical no 
tendrá derecho al reintegro de las cuotas o aportes abonados. Lo dispuesto será 
aplicable a las relaciones entre asociaciones de diverso grado. 


III. Delos estatutos 


Art. 16.- Los estatutos deberán ajustarse a lo establecido en el artículo 8” y con- 
tener: 

a) Denominación, domicilio, objeto y zona de actuación; 

b) Actividad, oficio, profesión o categoría de los trabajadores que repre- 
sente; 

c) Derechos y obligaciones de los afiliados, requisitos para su admisión 
y procedimiento para su separación que garanticen el derecho de de- 
fensa. 

d) Determinación delas autoridades y especificación de sus funciones con 
indicación de las que ejerzan su representación legal, duración de los 
mandatos, recaudos para su revocación y procedimientos para la desig- 
nación y reemplazos de los directivos e integrantes de los congresos; 

e) Modo de constitución, administración y control del patrimonio social 
y su destino en caso de disolución y régimen de cotizaciones de sus 
afiliados y contribuciones; 

f) Epoca y forma de presentación, aprobación y publicación de memorias 
y balances; órganos para su revisión y fiscalización; 

g) Régimen electoral que asegure la democracia interna de acuerdo con 
los principios de la presente ley, no pudiendo contener como exigencia 
para presentar listas de candidatos a órganos asociacionales, avales 
que superen el tres por ciento (3%) de sus afiliados; 

h) Régimen de convocatoria y funcionamiento de asambleas, y congresos; 

i) Procedimiento para disponer medidas legítimas de acción sindical; 

j) Procedimiento para la modificación de los estatutos y disolución de la 
asociación. 


IV. Dirección y administración 


Art. 17.- La dirección y administración serán ejercidas por un órgano compues- 
to por un mínimo de cinco (5) miembros, elegidos en forma que asegure la voluntad 
de la mayoría de los afiliados o delegados congresales mediante el voto directo y 
secreto. 

Los mandatos no podrán exceder de cuatro (4) años, teniendo derecho a ser 
reelegidos. 


Art. 18.- Para integrar los órganos directivos, se requerirá: 
a) Mayoría de edad; 
b) Notener inhibiciones civiles ni penales; 
c) Estar afiliado/a, tener dos (2) años de antigiiedad en la afiliación y en- 
contrarse desempeñando la actividad durante dos (2) años. 
El setenta y cinco por ciento (75%) delos cargos directivos y representativos debe- 
rán ser desempeñados por ciudadanos/as argentinos, el/la titular del cargo de mayor 
jerarquía y su reemplazante estatutario deberán ser ciudadanos/as argentinos. 
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La representación femeninaenlos cargos electivos y representativos de las aso- 
ciaciones sindicales será de un mínimo del 30% (treinta por ciento), cuando el nú- 
mero de mujeres alcance o supere ese porcentual sobre el total de los trabajadores, 

Cuando la cantidad de trabajadoras no alcanzare el 30% del total de trabajado- 
res, el cupo para cubrir la participación femenina en las listas de candidatos y su 
representación en los cargos electivos y representativos de la asociación sindical, 
será proporcional a esa cantidad. 

Asimismo, las listas que se presenten deberán incluir mujeres en esos porcen- 
tuales mínimos y en lugares que posibiliten su elección. 

No podrá oficializarse ninguna lista que no cumpla con los requisitos estipu- 
lados en este artículo. 

(Artículo sustituido por art. 3” de la ley 25.674, B.O. 29/11/2002). 


V. De las asambleas y congresos 


Art. 19.- Las asambleas y congresos deberán reunirse: 
a) En sesión ordinaria, anualmente; 
b) En sesión extraordinaria, cuando los convoque el órgano directivo de 
la asociación por propia decisión o a solicitud del número de afiliadoso . 
delegados congresales que fije el estatuto, el que no podrá ser superior 
al quince por ciento (15%) en asamblea de afiliados y al treinta y tres 
por ciento (33%) en asamblea de delegados congresales. 


Art. 20.- Será privativo de las asambleas o congresos: 

a) Fijar criterios generales de actuación; 

b) Considerar los anteproyectos de convenciones colectivas de trabajo; 

c) Aprobar y modificar los estatutos, memorias y balances; la fusión con 
otras asociaciones, afiliación o desafiliación a asociaciones, naciona- 
les o internacionales; ' 

d) Dar mandato a los delegados a congresos de asociaciones de : grado su- 
perior y recibir el informe de su desempeño; 

e) Fijar el monto de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de los - 
afiliados. 


VI. De la inscripción 


Art. 21.- Las asociaciones presentarán ante la autoridad administrativa del tra- 
bajo solicitud de inscripción haciendo constar: 
a) Nombre, domicilio, patrimonio y antecedentes de su fundación; 
b) Lista de afiliados; 
c) Nómina y nacionalidad de los integrantes de su organismo directivo;: 
d) Estatutos. 


Art. 22.- Cumplidos los recaudos del artículo anterior, la autoridad administra- 
tiva del trabajo, dentro de los noventa (90) días de presentada la solicitud, dispon- 
drá la inscripción en el registro especial yla publicación, sin cargo, de la resolución 
que autorice la inscripción y extracto de los estatutos en el Boletín Oficial. 


VII. De las derechos y obligaciones de las asociaciones sindicales 


Art. 23.- La asociación a partir de su inscripción, adquirirá personería jurídica 
y tendrá los siguientes derechos: 
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a) Peticionar y representar, a solicitud de parte, los intereses individuales 
de sus afiliados; 
b) Representar los intereses colectivos, cuando no hubiere en la misma 
actividad o categoría asociación con personería gremial; 
c) Promover: j 
19 La formación de sociedades cooperativas y mutuales. 
22 El perfeccionamiento de la legislación laboral, previsional de se- 
guridad social. 
3" La educación general y la formación profesional de los trabajado- 
res; 
d) Imponer cotizaciones a sus afiliados; 
e) Realizar reuniones o asambleas sin necesidad de autorización previa. 


Art. 24.- Las asociaciones sindicales están obligadas a remitir o comunicar a la 
autoridad administrativa del trabajo: ; 

a) Los estatutos y sus modificaciones a los efectos de control de la legis- 
lación; 

b) La integración de los órganos directivos y sus modificaciones; 

c) Dentro de los ciento veinte (120) días de cerrado el ejercicio, copia au- 
tenticada de la memoria, balance y nómina de afiliados; 

d) La convocatoria a elecciones para la renovación de sus órganos en los 
plazos estatutarios; 

e) Los libros de contabilidad y registros de afiliados a efectos de su rubri- 
cación. 


VIII. De las asociaciones sindicales con personería gremial 


Art. 25.- La asociación que en su ámbito territorial y personal de actuación 
sea la más representativa, obtendrá personería gremial, siempre que cumpla los 
siguientes requisitos: 

a) Se encuentre inscripta de acuerdo a lo prescripto en esta ley yhaya ac- 
tuado durante un período no menor de seis (6) meses; 

b) Afilie a más de veinte por ciento (20%) de los trabajadores que intente 
representar. 

La calificación de más representativa se atribuirá a la asociación que cuente 
con mayor número promedio de afiliados cotizantes, sobre la cantidad promedio 
de trabajadores que intente representar. 

Los promedios se determinarán sobre los seis meses anteriores a la solicitud. 

Al reconocerse personería gremial la autoridad administrativa del trabajo o ju- 
dicial, deberá precisar el ámbito de representación personal y territorial. Estos no 
excederán de los establecidos en los estatutos, pero podrán ser reducidos si existie- 
re superposición con otra asociación sindical. 

Cuando los ámbitos pretendidos sesuperpongan conlos de otra asociación sin- 
dical con personería gremial, no podrá reconocerse a la peticionante la amplitud 
de representación, sin antes dar intervención a la asociación afectada y proceder 
al cotejo necesario para determinar cuál es la más representativa conforme al pro- 
cedimiento del artículo 28. La omisión de los recaudos indicados determinará la 
nulidad del acto administrativo o judicial. 


Art. 26.- Cumplidos los recaudos, la autoridad administrativa dictará resolu- 
ción dentro de los noventa (90) días. 


576 RICARDO J. CORNAGLIA 


a A —_—___—__ ——_—____-_-<- _—____í A _—_ A a —_—_ 


Art. 27.- Otorgada la personería gremial se inscribirá la asociación en el regis- 
tro que prevé esta ley, publicándose en el Boletín Oficial, sin cargo, la resolución 
administrativa y los estatutos. 


Art. 28.- En caso de que existiera una asociación sindical de trabajadores con 
personería gremial, sólo podrá concederse igual personería a otra asociación, para 
actuar en la misma zona y actividad o categoría, en tanto que la cantidad de afilia- 
dos cotizantes de la peticionante, durante un período mínimo y continuado de seis. 
(6) meses anteriores a su presentación, fuere considerablemente superior a la de la 
asociación con personería preexistente. 

Presentado el requerimiento del mismo se dará traslado a la asociación con 
personería gremial por el término de veinte (20) días, a fin de que ejerza su defensa 
y ofrezca pruebas. 

De la contestación se dará traslado por cinco (5) días a la peticionante, Las 
pruebas se sustanciarán con el control de ambas asociaciones. 

Cuando se resolviere otorgar la personería a la solicitante, la que la poseía con- 
tinuará como inscripta. 

La personería peticionada se acordará sin necesidad del trámite previsto en 
este artículo, cuando mediare conformidad expresa máximo órgano deliberativo 
de la asociación que la poseía. 


Art. 29.- Sólo podrá otorgarse personería a un sindicato de empresa, cuando 
no obrare en la zona de actuación y en la actividad o en la categoría una asociación 
sindical de primer grado o unión. 


Art. 30.- Cuando la asociación sindical de trabajadores con personería gremial : 
invista la forma de unión, asociación o sindicato de actividad y la peticionante hu». 
biera adoptado la forma de sindicato de oficio, profesión o categoría, la personería. 
podrá concedérsele si existieran intereses sindicales diferenciados como para jus- : 
tificar una representación específica y se cumplimenten los requisitos exigidos por 
el artículo 25, y siempre que la unión o sindicato preexistente no comprehda en su 
personería la representación de dichos trabajadores. 


Art. 31.- Son derechos exclusivos de la asociación sindical con personería gre- 
mial: . 
a) Defender y representar ante el Estado y los empleadores los intereses 
individuales y colectivos de los trabajadores; 
b) Participar en instituciones de planificación y control de conformida- 
des con lo que dispongan las normas respectivas; 
c) Intervenir en negociaciones colectivas y vigilar el cumplimiento de la : 
normativa laboral y de seguridad social; 
d) Colaborar con el Estado en el estudio y solución de los problemas de' 
los trabajadores; 
e) Constituir patrimonios de afectación que tendrán los mismos dere- 
chos que las cooperativas y mutualidades; 
f) Administrar sus propias obras sociales y, según el caso, participar en 
la administración de las creadas por ley o por convenciones colectivas 
detrabajo. 


IX. De las federaciones y confederaciones 


Art. 32.- Las federaciones y confederaciones más representativas, adquirirán 
personería gremial en las condiciones del artículo 25. 


APÉNDICE 577 


Art. 33.- Se considerarán federaciones más representativas, las que estén in- 
tegradas por asociaciones de primer grado que afilien a la mayor cantidad de los 
trabajadores cotizantes comprendidos en su ámbito 

Se considerarán confederaciones más representativas las que afilien a entida- 
des con personería gremial que cuenten con la mayor cantidad de trabajadores co- 
tizantes. 


Art. 34.- Las federaciones con personería gremial podrán ejercer los derechos 
que la presente ley acuerde a las asociaciones de primer grado con personería gre- 
mial, con las limitaciones que en relación los respectivos sindicatos y federaciones 
establezcan los estatutos de las mismas. 

Por su parte, las asociaciones de segundo y tercer grado podrán representar 
a las entidades de grado inferior adheridas a ellas, en toda tramitación de índole 
administrativa, pudiendo a tal efecto deducir y proseguir los recursos que fuese 
conveniente interponer y adoptar las medidas que hubiere menester para la mayor 
defensa de los derechos de las mismas. 


Art. 35.- Las federaciones con personería gremial podrán asumirla representa- 
ción de los trabajadores de la actividad o categoría por ellas representadas, en aque- 
llas zonas o empresas donde no actuare una asociación sindical de primer grado 
con personería gremial. 


Art. 36.- El máximo órgano deliberativo de las asociaciones sindicales de grado 
superior podrá disponer la intervención de las de grado inferior solo cuando los es- 
tatutos consagren esta facultad y por las causales que dichos estatutos determinen, 
garantizando el debido proceso. Esta resolución será recurrible ante la Cámara na- 
cional de Apelaciones del Trabajo. 


X. Del patrimonio de las asociaciones sindicales 


Art. 37.- El patrimonio de las asociaciones sindicales de trabajadores estará 
constituido por: 

a) Las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de los afiliados y contri- 
buciones de solidaridad que pacten en los términos de la ley de con- 
venciones colectivas; 

b) Los bienes adquiridos y sus frutos; 

c) Las donaciones, legados, aportes y recursos no prohibidos por esta. 


Art. 38.- Los empleadores estarán obligados a actuar como "agente de reten- 
ción” de los importes que, en concepto de cuotas afiliación u otros aportes deban 
tributar los trabajadores a las asociaciones sindicales de trabajadores con persone- 
ría gremial. 

Para que la obligación indicada sea exigible, deberá mediar una resolución del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación, disponiendo la retención. 
Esta resolución se adoptará a solicitud de la asociación sindical interesada. El mi- 
nisterio citado deberá pronunciarse dentro de los treinta (30) días de recibida la 
misma. Si así no lo hiciere, se tendrá por tácitamente dispuesta la retención. 

El incumplimiento por parte del empleador de la obligación de obrar como 
agente de retención, o —en su caso— de efectuar en tiempo propio el pago de lo 
retenido, tornará a aquél en deudor directo. La mora en tal caso se producirá de 
pleno derecho. 


Art. 39.- Los actos y bienes de las asociaciones sindicales con personería gre- 
mial destinados al ejercicio específico de las funciones propias previstas en los ar- 
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tículos 5” y 23, estarán exentos de toda clase, gravamen, contribución o impuesto, 
La exención es automática y por la sola obtención de dicha personería gremial. 

El Poder Ejecutivo Nacional gestionará con los gobiernos provinciales, y por su 
intermedio de las municipalidades, que recepten en su régimen fiscal el principio 
admitido en este artículo. 


XI. De la representación sindical en la empresa 


Art. 40.- Los delegados del personal, las comisiones internas y organismos si- 
milares, ejercerán en los lugares de trabajo o, según el caso, en la sede de la empresa 
o del establecimiento al que estén afectados, la siguiente representación: 

a) Delos trabajadores ante el empleador, la autoridad administrativa del 
trabajo cuando ésta actúa de oficio en los sitios mencionados y ante la 
asociación sindical. 

b) Dela asociación sindical ante el empleador y el trabajador. 


Art. 41.- Para ejercer las funciones indicadas en el artículo 40 se requiere: 

a) Estar afiliado a la respectiva asociación sindical con personería gremial y ser - 
elegido en comicios convocados por éstas, en el lugar donde se presten los servicios. * 
o con relación al cual esté afectado y en horas de trabajo, por el voto directo y se- 
creto de los trabajadores cuya representación deberá ejercer. La autoridad de apli- 
cación podrá autorizar, a pedido de la asociación sindical, la celebración en lugar y 
horas distintos, cuando existiere circunstancias atendibles que lo justificaran. 

Cuando con relación al empleador respecto del cual deberá obrar el represen: 
tante, no existiera una asociación sindical con personería gremial, la función podrá : 
ser cumplida por afiliados a una simplemente inscripta. 

En todos los casos sedeberá contar con una antigúedad mínima en la afiliación-.. 
de un (1) año: 

b) Tener dieciocho (18) años de edad como mínimo y revistar al servicio de la 
empresa durante todo el año aniversario anterior a la elección. 

En los establecimientos de reciente instalación no se exigirá contar con una 
antigiedad mínima en el empleo. Lo mismo ocurrirá cuando por la índole de la 
actividad en las que presten servicios los trabajadores a representar la relación la- .: 
boral comience y termine con la realización de la obra, la ejecución del acto o la * 
prestación deservicio para el que fueron contratados o cuando el vínculo configure * 
un contrato de trabajo de temporada. 


Art. 42.- El mandato de los delegados no podrá exceder de dos (2) años y podrá 
ser revocado mediante asamblea de sus mandantes convocada por el órgano direc- 
tivo de la asociación sindical, por propia decisión o a petición del diez por ciento ' 
(10%) del total de los representados. Asimismo, en el caso que lo prevean los estatu- - 
tos el mandato de los delegados podrá ser revocado por determinación votada por 
los dos tercios de la asamblea o del congreso de la asociación sindical. El delegado 
cuestionado deberá tener la posibilidad cierta de ejercitar su defensa. 


Art. 43.- Quienes ejerzan las funciones a que se refiere el artículo 40 de este ley, 
tendrán derecho a: 

a) Verificarla aplicación delas normas legales o convencionales, pudien- 
do participar en las inspecciones que disponga la autoridad adminis- 
trativa del trabajo; 

b) Reunirse periódicamente con el empleador o su representante; Ñ 

c) Presentar ante los empleadores o sus representantes las reclamaciones E 
de los trabajadores en cuyo nombre actúen, previa autorización de la 
asociación sindical respectiva. 
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Art. 44.-Sin perjuicio de lo'acordado en convenciones colectivas de trabajo, los 
empleadores estarán obligados a: 

a) Facilitar un lugar para el desarrollo de las tareas de los delegados del 
personal en la medida en que, habida cuenta de la cantidad de traba- 
jadores ocupados y la modalidad de la prestación de los servicios, las 
características del establecimiento lo tornen necesarios; 

b) Concretar las reuniones periódicas con esos delegados asistiendo per- 
sonalmente o haciéndose representar; 

c) Conceder a cada uno de los delegados del personal, para el ejercicio de 
sus funciones, un crédito de horas mensuales retribuidas de conformi- 
dad con lo que se disponga en la convención colectiva aplicable. 


Art. 45.- A falta de normas en las convenciones colectivas o en otros acuerdos, 
el número mínimo de los trabajadores que representen la asociación profesional 
respectiva en cada establecimiento será: : 

a) De diez (10) a cincuenta (50) trabajadores, un (1) representante; 

b) De cincuenta y uno (51) a cien (100) trabajadores, dos (2) representan- 
tes; 

Cc) De ciento uno (101) en adelante, un (1) representante más cada cien 
(100) trabajadores, que excedan de cien (100) a los que deberán adicio- 
narse los establecidos en el inciso anterior. 

En los establecimientos que tengan más de un turno de trabajo habrá un dele- 
gado por turno, como mínimo. 

Cuandoun representante sindical está compuesto por tres o más trabajadores, 
funcionará como cuerpo colegiado. 

Sus decisiones se adoptarán en la forma que determinen los estatutos. 


Art. 46.- La reglamentación de lo relativo a los delegados del personal deberá 
posibilitar una adecuada tutela de los intereses y derechos de los trabajadores te- 
niendo en cuenta la diversidad de sectores, turnos y demás circunstancias de hecho 
que hagan a la organización de la explotación o del servicio. 


XII. De la tutela sindical 


Art. 47.- Todo trabajador o asociación sindical que fuereimpedido u obstaculi- 
zado en el ejercicio regular de los derechos de la libertad sindical garantizados por 
la presente ley, podrá recabar el amparo de estos derechos ante el tribunal judicial 
competente, conforme al procedimiento sumarísimo establecido en el artículo 498 
del Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación o equivalente de los 
códigos procesales civiles provinciales, a fin de que éste disponga si correspondiere 
el cese inmediato del comportamiento antisindical. 


Art. 48.- Los trabajadores que, por ocupar cargos electivos o representativos 
en asociaciones sindicales con personería gremial, en organismos que requieran 
representación gremial, o en cargos políticos en los poderes públicos, dejarán de 
prestar servicios, tendrán derecho de gozar de licencia automática sin goce de ha- 
beres, a la reserva del puesto y ser reincorporado al finalizar el ejercicio de sus fun- 
ciones, no pudiendo ser despedidos durante el término de un (1) año a partir de la 
cesación de sus mandatos, salvo que mediare justa causa de despido. 

El tiempo de desempeño de dichas funciones será considerado período de tra- 
bajo a todos los efectos, excepto para determinar promedio de remuneraciones. 
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Los representantes sindicales en la empresa, elegidos de conformidad con lo 
astablecido en el artículo 41 de la presente ley, continuarán prestando servicios y 
10 podrán ser suspendidos, modificadas sus condiciones de trabajo, ni despedidos 
lurante el tiempo que dure el ejercicio de su mandato y hasta un año más, salvo que 
nediare justa causa. 


Art. 49.- Para quesurtaefecto la garantía antes establecida se deberá observar 
os siguientes requisitos: 
a) Que la designación se haya efectuado cumpliendo con los recaudos le- 
gales; 
b) Que haya sido comunicada al empleador. La comunicación se probará 
mediante telegramas o cartas documento u otra forma escrita. 


Art. 50.- A partir de su postulación para un cargo de representación sindical, 
sualquiera sea dicha representación, el trabajador no podrá ser suspendido sin 
usta causa, ni modificadas sus condiciones de trabajo, por el término de seis (6) 
neses. Esta protección cesará para aquellos trabajadores para cuya postulación no 
vubiera sido oficializada según el procedimiento electoral aplicable y desde el mo- 
nento de determinarse definitivamente dicha falta de oficialización. La asociación 
sindical deberá comunicar al empleador el nombre de los postulantes; lo propio 
rodrán hacer los candidatos. 


Art. 51.- La estabilidad en el empleo no podrá ser invocada en los casos de ce- 
¡ación de actividades del establecimiento o de suspensión general de las tareas 
lel mismo. Cuando no se trate de una suspensión general de actividades, pero se 
xroceda a reducir personal por vía de suspensiones o despidos y deba atenderse al 
)rden de antigijedades, se excluirá para la determinación de ese orden a los traba- 
adores que se encuentren amparados por la estabilidad instituida en esta ley. 


Art. 52.- Los trabajadores amparados por las garantías previstas en los artícu- 
os 40, 48 y 50 de la presente ley, no podrán ser despedidos, suspendidos, ni con 
elación a ellos podrán modificarse las condiciones de trabajo, «si no mediare re- 
:olución judicial previa que los excluya de la garantía conforme al procedimiento 
stablecido en el artículo 47. El juez o tribunal interviniente, a pedido del emplea- 
lor, dentro del plazo de cinco (5) días podrá disponer la suspensión dela prestación 
aboral con el carácter de medida cautelar cuando la permanencia del cuestionado 
:n su puesto o en mantenimiento de las condiciones de trabajo pudiere ocasionar 
seligro para la seguridad de las personas o bienes de la empresa. 

La violación por parte del empleador de las garantías establecidas en los ar- 
ículos citados en el párrafo anterior, dará derecho al afectado a demandar judi- 
:ialmente, por vía sumarísima, la reinstalación en su puesto, con más los salarios 
:aídos durante la tramitación judicial, o el restablecimiento de las condiciones de 
rabajo. . 

Si se decidiere la reinstalación, el juez podrá aplicar al empleador que no cum- 
dliere con la decisión firme, las disposiciones del artículo 666 bis del Código Civil, 
lurante el período de vigencia de su estabilidad. 

El trabajador, salvo que se trate de un candidato no electo, podrá optar por con- 
'iderar extinguido el vínculo laboral en virtud de la decisión del empleador, colo- 
:ándose en situación de despido indirecto, en cuyo caso tendrá derecho a perci- 
ir, además de indemnizaciones por despido, una suma equivalente al importe de 
as remuneraciones que le hubieren correspondido durante el tiempo faltante del 
nandato y el año de estabilidad posterior. Si el trabajador fuese un candidato no 
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electo tendrá derecho a percibir, además delas indemnizaciones y de las remune- 
raciones imputables al período de estabilidad aún no agotado, el importe de un año 
más de remuneraciones. 

La promoción de las acciones por reinstalación o por restablecimiento de las 
condiciones de trabajo a las que refieren los párrafos anteriores interrumpe la pres- 
cripción de las acciones por cobro de indemnización y salarios caídos allí previstas. 
El curso de la prescripción comenzará una vez que recayere pronunciamiento fir- 
me en cualquiera de los supuestos. 


XII. Delas prácticas desleales 


Art. 53.- Serán consideradas prácticas desleales y contrarias a la ética de las 
relaciones profesionales del trabajo por parte de los empleadores, o en su caso, de 
las asociaciones profesionales que los representen: 

a) Subvencionar en forma directa oindirecta a una asociación sindical de 
trabajadores; 

b) Intervenir o interferir en la constitución, funcionamiento o adminis- 
tración de un ente de este tipo; 

c) Obstruir, dificultar o impedir la afiliación de los trabajadores a una de 
las asociaciones por ésta reguladas; 

d) Promover o auspiciar la afiliación de los trabajadores a determinada 
asociación sindical; 

e) Adoptar represalias contra los trabajadores en razón de su participa- 
ción en medidas legítimas de acción sindical o en otras actividades 
sindicales o de haber acusado, testimoniado o intervenido en los pro- 
cedimientos vinculados a juzgamiento de las prácticas desleales; 

f) Rehusarse a negociar colectivamente con la asociación sindical capa- 
citada para hacerlo o provocar dilaciones que tiendan a obstruir el pro- 
ceso de negociación; 

g) Despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de su per- 
sonal, con el fin de impedir o dificultar el ejercicio de los derechos a 
que se refiere esta ley; 

h) Negarse a reservar el empleo o no permitir que el trabajador reanude la 
prestación de los servicios cuando hubiese terminado de estar en uso 
de la licencia por desempeño de funciones gremiales; 

i) Despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de los re- 
presentantes sindicales que gocen de estabilidad de acuerdo con los 
términos establecidos por este régimen, cuando las causas del despi- 
do, suspensión o modificación no sean de aplicación general o simul- 
tánea a todo el personal; 

j) Practicar trato discriminatorio, cualquiera sea su forma, en razón del 
ejercicio de los derechos sindicales tutelados por este régimen, 

k) Negarse a suministrar'la nómina del personal a los efectos de la elec- 
ción de los delegados del mismo en los lugares de trabajo. 


Art. 54.- La asociación sindical de trabajadores o el damnificado, conjunta o 
indistintamente, podrán promover querella por práctica desleal ante el juez o tri- 
bunal competente. 


Art. 55.- 

lo Las prácticas desleales se sancionarán con multas que serán fijadas de 
acuerdo con los artículos 4” y siguiente de la ley 18.694 de infracciones a las leyes de 
trabajo, salvo las modificaciones que aquí se establecen. 
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En el supuesto de prácticas desleales múltiples, o de reincidencia, la multa po- 
Irá elevarse hasta el quíntuplo del máximo previsto en la ley 18.694. 

22 Cuando la práctica desleal fuera cometida por entidades representativas 
le empleadores, la multa será fijada razonablemente por el juez hasta un máximo 
lel equivalente al veinte por ciento de los ingresos provenientes de las cuotas que 
leban pagar los afiliados en el mes en que se cometió la infracción. 

Los importes de las multas serán actualizados a la fecha del efectivo pago, de 
cuerdo con las disposiciones sobre índice de actualización de los créditos labora- 
es. Cuando la práctica desleal pudiera ser reparada mediante el cese de la medida 
¡ue la hubiere producido o la realización de los actos que resulten idóneos, con- 
orme a la decisión calificadora, y el infractor mantuviera las medidas o dejare de 
:umplir los actos tendientes a la cesación de sus efectos, el importe originario se 
ncrementará automáticamente en un diez por ciento por cada cinco días de mora, 
nientras se mantenga el incumplimiento del empleador o entidad representativa 
le los empleadores. 

Sin perjuicio de ello, el juez, a petición de parte, podrá también aplicar lo dis- 
tuesto por el artículo 666 bis del Código Civil, quedando los importes que así se 
:stablezcan en favor del damnificado. 

30  Elimporte de las multas será percibido por la autoridad administrativa del 
rabajo, e ingresado en una cuenta especial, y será destinado al mejoramiento de 
os servicios de inspección del trabajo, a cuyo fin la autoridad administrativa toma- 
á intervención en el expediente judicial, previa citación del juez. 

40 Cuando la práctica desleal fuese reparada mediante el cese de los actos 
notivantes, dentro del plazo que al efecto establezca la decisión judicial, el importe 
le la sanción podrá reducirse hasta el cincuenta por ciento. 


XIV. De la autoridad de aplicación 


Art. 56.- El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación será la autori- 
lad de aplicación de la presente ley y estará facultado para: 

le Inscribir asociaciones, otorgarles personería gremial y llevar los isos 
espectivos. 

22 Requerir a las asociaciones sindicales que dejen sin efecto las medidas 
¡ue importen: 

a) Violación de las disposiciones legales o estatutarias; 

b) Incumplimiento a las disposiciones dictadas por la autoridad compe- 
tente en el ejercicio de facultades legales 

30  Peticionar en sede judicial la suspensión o cancelación de una personería 
remial o la intervención de una asociación sindical, en los siguientes supuestos: 
a) Incumplimiento de las intimaciones a que se refiere el inciso'2 de este 
artículo; 

b) Cuando haya comprobado que en las asociaciones se ha incurrido en 
graves irregularidades administrativas. En el proceso judicial será par- 
te de la asociación sindical afectada. No obstante lo antes prescripto, 
cuando existiera peligro de serios perjuicios a la asociación sindical oa 
sus miembros, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación 
podrá solicitar judicialmente medidas cautelares a fin que se disponga 
la suspensión en el ejercicio de sus funciones de quienes integran el 
órgano de conducción y se designe un funcionario con facultades para 
ejercer los actos conservatorios y de administración necesarios para 
subsanar las irregularidades que determinan se adopte esa medida 
cautelar. 
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49 Disponer la convocatoria a elecciones de los cuerpos que en las asociacio- 
nes sindicales de trabajadores tienen a su cargo el gobierno, la administración y 
la fiscalización de los actos que realicen estos últimos, como así también ejecutar 
los demás actos que hubiere menester para que mediante el proceso electoral se 
designen a losintegrantes de esos cuerpos. Al efecto asimismo podrán nombrar las 
personas que deban ejecutar esos actos. Todo ello cuando el órgano de asociación 
facultado para ejecutarlo, después que hubiese sido intimado para que lo hiciere, 
dentro de un lapso determinado, incumpliera el requerimiento. 

En caso de que se produjere un estado de acefalía con relación a la comisión 
directiva de-una asociación sindical de trabajadores o al órgano que tenga asigna- 
das las funciones propias de un cuerpo de conducción, y en tanto en los estatutos 
de la asociación de que se trate o en los de la federación de la que ésta forme parte, 
no se haya previsto el modo de regularizar la situación, la autoridad de aplicación 
también podrá designar un funcionario para que efectúe lo que sea necesario para 
regularizar la situación. Por su parte si el órgano encargado de convocar a reunión 
del asamblea de la asociación o al congreso de la misma, no lo hubiera hecho en el 
tiempo propio, y ese órgano no dé cumplimiento a la intimación que deberá cur- 
sársele para que lo efectúe, la autoridad de aplicación estará facultada para hacerlo 
para adoptar las demás medidas que correspondan para que la reunión tenga lu- 
gar. 


Art. 57. En tanto no se presente alguna de las situaciones antes previstas, la au- 
toridad administrativa del trabajo no podrá intervenir en la dirección y administra- 
ción de las asociaciones sindicales a que se refiere esta ley, y en especial restringir el 
manejo de los fondos sindicales. 


Art. 58. El control de las asociaciones sindicales, aunque hubieren obtenido 
personería jurídica en virtud de las disposiciones del derecho común, estará a car- 
go exclusivo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación. 


Art. 59.- Para someter las cuestiones de encuadramiento sindical a la autori- 
dad administrativa, las asociaciones interesadas deberán agotar previamente la vía 
asociacional, mediante el pronunciamiento de la organización gremial de grado 
superior a la que se encuentren adheridas, o a la que estén adheridas las federacio- 
nes que integren. 

Si el diferendo no hubiera sido resuelto dentro de los sesenta (60) días hábiles, 
cualquiera de las asociaciones sindicales en conflicto, podrá someter la cuestión a 
conocimiento y resolución del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Na- 
ción, el que deberá pronunciarse dentro de los sesenta (60) días hábiles, rigiendo en 
caso de silencio lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 19.549 y su reglamentación. 
Agotado el procedimiento administrativo, quedará expedita la acción judicial pre- 
vista en el artículo 62, inciso e) de la presente Ley. 

La resolución de encuadramiento, emana de la autoridad administrativa del 
trabajo o de la vía asociacional, será directamente recurrible ante la Cámara Nacio- 
nal de Apelaciones del Trabajo. 

La resolución que ponga fin al conflicto de encuadramiento sindical sólo ten- 
drá por etecto determinar la aptitud representativa de la asociación gremial respec- 
tiva con relación al ámbito en conflicto. 


Art. 60.- Sin perjuicio de lo que dispongan los estatutos en los diferendos que 
puedan plantearse entre los afiliados a una asociación sindical de trabajadores y 
éstas, o entre una asociación de grado inferior y otra de grado superior será de apli- 
cación lo dispuesto en el artículo anterior. 
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Art. 61.- Todas las resoluciones definitivas de la autoridad administrativa del 
trabajo en la materia regulada por esta ley, una vez agotada la instancia administra- 
tiva, son impugnables ante la justicia, por vías de recurso de apelación o de acción 
sumaria, según los casos, y en la forma establecida en los artículos 62 y 63 de la 
presente ley. 


Art. 62.- Será competencia exclusiva de la Cámara Nacional de Apelaciones del 
Trabajo conocer los siguientes casos: 

a) Las acciones que promueva la autoridad administrativa del trabajo; 

b) Los recursos contra resoluciones administrativas definitivas que de- 
cidan sobre el otorgamiento de personería gremial, encuadramiento 
sindical u otros actos administrativos de igual carácter, una vez agota- 
da la instancia administrativa; 

c) La demanda por denegatoria tácita de una personería gremial; 

d) La demanda por denegatoria tácita de una inscripción; 

e) Las acciones de encuadramiento sindical que se promuevan por haber 
vencido el plazo establecido para que se pronuncie la autoridad admi- 
nistrativa, sin que ésta lo hubiera hecho; 

f) Los recursos previstos en el artículo 36 de esta ley. Las acciones de los 
incisos a), c), d) y e) del párrafo anterior se sustanciarán por las nor- 
mas del proceso sumario del Código Procesal Civil y Comercial de la 
Nación. 

En este proceso la Cámara podrá ordenar las medidas para mejor proveer que 
considere convenientes. Asimismo proveerán la producción de las pruebas ofre- 
cidas por las partes que sean conducentes, pudiendo disponer su recepción por el 
juzgado de primera instancia que corresponda, el que deberá elevar las actuaciones 
dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de finalizada su sustanciación. 

Las acciones previstas en los incisos c) y d) de este artículo deberán deducirse 
dentro de los ciento veinte (120) días hábiles del vencimiento del plazo otorgado a la 
autoridad administrativa para resolver. 

Tratándose de recursos, éstos deberán ser fundados e interponerse ante la au- 
toridad administrativa, dentro de los quince (15) días hábiles de notificada la re- 
solución. Dentro de los diez (10) días hábiles contados desde la interposición del 
recurso, la autoridad administrativa deberá remitir a esa Cámara las respectivas 
actuaciones. 

Cuando la decisión recurrida afecte los alcances de una personería, radicado el 
expediente en sede judicial, deberá darse traslado a las asociaciones afectadas, por 
el término de cinco (5) días. 


Art. 63.- 
12 Los jueces o tribunales con competencia en lo laboral en las respectivas 
jurisdicciones conocerán en: 
a) Las cuestiones referentes a prácticas desleales; 
b) Las acciones previstas en el artículo 52; 
c) Enlas acciones previstas en el artículo 47. 
20 Estas acciones se sustanciarán por el procedimiento sumario previsto en 
la legislación local. 


Art. 64.- Las asociaciones sindicales deberán adecuar sus estatutos a las dis- 
posiciones de la presente ley, dentro de los ciento ochenta (180) días de publicada 
su reglamentación, la que deberá ser dictada dentro de los noventa (90) días por el 
Poder Ejecutivo nacional. 
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Mientras no se realice la mencionada adecuación y su aprobación por la autori- 
dad administrativa, prevalecerán de pleno derecho las disposiciones de la presente 
Ley sobre las normas estatutarias, en cuanto pudieren oponerse. 


Art. 65.- La presente ley entrará en vigencia al día siguiente de su publicación. 


Art. 66.- Derógase la ley de facto 22.105 y toda otra disposición que se oponga 
a la presente. 


Art. 67.- De forma. 


AS 


2. DECRETO N” 467/88 


Reglamentario de la Ley N* 23.551 de Asociaciones Sindicales de 
Trabajadores 


Sancionado: 14/4/1988. 
Publicado: (B.O. 22/4/1988). 


Art. 1”.- Apruébase la reglamentación de la ley n*23.551 de Asociaciones Sindi- 
cales, de acuerdo al texto consignado en el anexo y que forma parte integrante del 
presente decreto. 


Art. 2”.- El presente decreto será refrendado por el señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, 


Art. 3".- De forma. 
REGLAMENTACION DE LA LEY DE ASOCIACIONES SINDICALES 


Art. 1”.- (Reglamenta el artículo 2* de la Ley). A los fines de la ley se entiende por 
trabajador a quien desempeña una actividad lícita que se presta en favor de quien 
tiene facultad de dirigirla. 


Art. 2”.- (Reglamenta el artículo 4” inc. b) dela Ley). La solicitud de afiliación de 
un trabajador a una asociación sindical sólo podrá ser rechazada por los siguientes 
motivos: 

a) Incumplimiento de los requisitos de forma exigidos por los estatutos; 

b) No desempeñarse en la actividad, profesión, oficio, categoría o empre- 
sa que representa el sindicato; 

c) Haber sido objeto de expulsión por un sindicato sin que haya transcu- 
rrido un año desde la fecha de tal medida; 

d) Hallarse procesado o haber sido condenado judicialmente por la comi- 
sión de un delito en perjuicio de una asociación sindical de trabajado- 
res si no hubiese transcurrido un lapso igual al plazo de prescripción 
de la pena contado desde que la sanción hubiera terminado de cum- 
plirse. 


586 RICARDO J. CORNAGLIA 


La solicitud de afiliación deberá ser resuelta por el órgano directivo de la aso- 
ciación sindical dentro de los treinta días de su presentación; transcurrido dicho 
plazo sin que hubiere decisión al respecto se considerará aceptada. La aceptación 
podrá ser revisada cuando, después de dispuesta expresamente u operada por el 
transcurso del tiempo, llegare a conocimiento de las autoridades de la asociación 
alguno de los hechos contemplados en los incisos b), c) o d). 

Si el órgano directivo resolviera el rechazo de la solicitud de afiliación, debe- 
rá elevar todos los antecedentes, con los fundamentos de su decisión a la primera 
asamblea o congreso, para ser considerado por dicho cuerpo deliberativo. 

Si la decisión resultare confirmada, se podrá accionar ante la justicia laboral 
para obtener su revocación. 

Para desafiliarse, el trabajador deberá presentar su renuncia a la asociación 
sindical por escrito. El órgano directivo podrá, dentro de los treinta días de la fecha 
de recibida, rechazarla, si existiere un motivo legítimo para expulsar al afiliado re- 
nunciante. 

No resolviéndose sobre la renuncia en el término aludido o resolviéndose su 
rechazo en violación de lo dispuesto en el párrafo precedente, se considerará auto- 
máticamente aceptada, y el trabajador podrá comunicar esta circunstancia al em- 
pleador a fin de que no se le practiquen rétenciones de sus haberes en beneficio de 
la asociación sindical. 

En caso de negativa o reticencia del empleador, el interesado podrá denunciar 
tal actitud al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Art. 3*.- (Reglamenta el artículo 4 inc. e) de la ley). Para ejercer el derecho de 
elegir a sus representantes através del voto, el trabajador deberá haberse desempe- 
ñado en la actividad, oficio, profesión, categoría o empresa durante los seis meses 
inmediatos anteriores a la fecha de la elección, salvo los supuestos del artículo 6 de 
esta reglamentación. 


Art. 4”.- (Reglamenta el artículo 9? de la Ley). Los aportes que los empleadores 
se comprometan a efectuar en el marco de convenios colectivos de trabajo serán 
destinados a obras de carácter social, asistencial, previsional o cultural, en interés 
y beneficio de los trabajadores comprendidos en el ámbito de representación de la 
asociación sindical. 

Los fondos afectados a tal destinoserán objeto de una administración especial, 
que se llevará y documentará por separado, respecto de la que corresponda a los 
demás bienes y fondos sindicales propiamente dichos. 


Art. 5*.- (Reglamenta el artículo 12 de la Ley). Las federaciones no podrán re- 
chazar los pedidos de afiliación de las asociaciones de primer grado que represen- 
ten a los trabajadores de la actividad, profesión oficios o categoría previstos en el 
estatuto de la respectiva federación. Del mismo modo, las confederaciones no po- 
drán rechazar a las federaciones, sindicatos o uniones que reúnan las característi- 
cas contempladas en los estatutos de la respectiva confederación. 

Las asociaciones sindicales de segundo o tercer grado podrán cancelar la afi- 
liación de las asociaciones sindicales adheridas sólo por resolución adoptada por 
el voto directo y secreto del setenta y cinco por ciento de los delegados, emitido en 
congreso extraordinario convocado al efecto. 

Las asociaciones sindicales podrán desafiliarse de las de grado superior a las 
que estuvieren adheridas, sin limitación alguna. 


Art. 6*.- (Reglamenta el artículo 14 de la Ley). Los trabajadores que quedaren 
desocupados podrán conservar su afiliación hasta una vez transcurridos seis me- 
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ses desde la ruptura de la relación laboral. Dicho lapso se computará desde la fi- 
nalización del mandato en el supuesto de aquellos trabajadores que desempeñen 
cargos representativos. 

Salvo respecto de los desocupados a que se refiere el párrafo anterior, los es- 
tatutos podrán restringir, en el caso de los afiliados a que se refiere el artículo 14 
de la ley, el derecho de voto para elegir autoridades de la asociación sindical y el 
de postularse como candidatos para tales cargos, a excepción de las candidaturas 
para integrar órganos de fiscalización o de apoyo, no encargados de funciones de 
representación sindical, y las votaciones para elegir dichas autoridades. 


Art. 7”.- (Reglamenta el artículo 16 de la Ley). El Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social, como autoridad de aplicación, controlará que los estatutos de las aso- 
ciaciones sindicales satisfagan las exigencias del artículo 16 de la ley cumpliendo 
con los recaudos contenidos en los artículos siguientes. 


Art. 8*.- (Reglamenta el artículo 16 incisos a) y b) de la Ley). El objeto, la zona 
de actuación y la actividad, oficio, profesión o categoría de trabajadores cuya re- 
presentación se proponga la asociación sindical, deberán ser individualizados de 
modo tal que permitan una concreta delimitación entre los ámbitos personales y 
territoriales de las distintas asociaciones sindicales, a cuyo efecto el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social podrá establecer una clasificación uniforme que facilite 
la identificación de los referidos ámbitos respetando la voluntad de los constituyen- 
tes o afiliados a la asociación. 


Art. 9”.- (Reglamenta el artículo 16 inc. c) de la Ley). En ningún caso una sus- 
pensión a un afiliado dispuesta por el órgano directivo de la asociación gremial de 
primer grado podrá exceder de noventa días ni ser dispuesta sin previa vista al afi- 
liado, de los cargos en que se funda y otorgamiento de oportunidad suficiente para 
efectuar ofrecimiento de prueba, si fuere necesario, y su descargo. 

Lasuspensión no privará al afiliado de su derecho a voto ni al de ser candidato a 
cargos electivos, salvo cuando se fundara en el supuesto del inciso d) del artículo 2* 
de la presente reglamentación, en cuyo caso durará el tiempo que dure el proceso o 
el plazo de prescripción de la pena si hubiere condena. 

El afiliadó suspendido podrá recurrir la medida disciplinaria ante la primera 
asamblea o congreso convocado por la asociación sindical, y tendrá derecho a par- 
ticipar en la sesión del cuerpo respectivo con voz y voto. 

La expulsión del afiliado es facultad privativa de la asamblea o congreso ex- 
traordinario. El órgano directivo sólo está facultado para suspender preventiva- 
mente al afiliado cuando llegare a su conocimiento una causal de expulsión, pu- 
diendo recomendarla a la asamblea o congreso en cuyo supuesto deberá elevar los 
antecedentes del caso. También en este supuesto el afiliado tendrá derecho a parti- 
cipar en las deliberaciones con voz y voto, si le correspondiere. 

Los afiliados sólo serán pasibles de expulsión si se acreditare que se hallan 
comprendidos en alguno de los siguientes supuestos: 

a) Haber cometido violaciones estatutarias graves o incumplido decisio- 
nes de los cuerpos directivos o resoluciones de las asambleas, cuyaim- 
portanciajustifique la medida; 

b) Colaborar con los empleadores en actos que importen prácticas des- 
leales declaradas judicialmente; 

c) Recibir subvenciones directas o indirectas de los empleadores con mo- 
tivo del ejercicio de cargos sindicales; 

d) Haber sido condenado por la comisión de delito en perjuicio de una 
asociación sindical; 
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e) Haberincurrido en actos susceptibles de acarrear graves perjuicios a la 
asociación sindical o haber provocado desórdenes graves en su seno. 
La resolución que imponga l::. expulsión podrá ser revisada por la justicia labo- 
rala instancia del afectado. 
Serán únicas causas de cancelación de la afiliación: 

a) Cesar en el desempeño de la actividad, oficio, profesión, categoría o 
empresa previstos en el agrupamiento, exceptuando los casos deter- 
minados en el artículo 14 de la ley y lo contemplado en el artículo 6” de 
la presente reglamentación; 

b) Mora en el pago de cuotás y contribuciones, sin regularizar esta situa- 
ción en el plazo razonable en que la asociación sindical intime a ha- 
cerlo, 


Art. 10.- (Reglamenta el artículo 16 inc. d) de la Ley). Las sanciones a los miem- 
bros de los cuerpos directivos de la asociación sindical y de la federación deberán 
ser adoptadas en asambleas o congresos extraordinarios y por las causales que de- 
termine, taxativamente, el estatuto, con citación a participar en ellas al afectado, 
con voz y voto si le correspondiere. 

El cuerpo directivo sólo podrá adoptar la medida de suspensión preventiva 
contra sus miembros, la que no podrá exceder el término de cuarenta y cinco días. 

El cuerpo directivo será responsable de que, dentro de ese plazo, se realice la 
asamblea o el congreso extraordinario, para decidir en definitiva. 


Art. 11.- (Reglamenta el artículo 16 inc. f) de la Ley). El Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social establecerá qué registraciones de sus actos y cuentas deberán 
llevar las asociaciones sindicales, en qué libros u otros soportes materiales deberán 
asentarlos y con qué formalidades deberán hacerlo. 

Los ejercicios no superarán el término de un año. El Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social establecerá las características que deberán reunir los planes de 
cuentas. 1 

La fiscalización interna de la gestión y el control de la administración del patri- 
monio social estarán a cargo de un órgano con composición adecuada y facultades 
a ese efecto. 


Art. 12.- (Reglamenta el artículo 16 inc. g) de la Ley). El régimen electoral estará 
contenido en un capítulo especial que deberá asegurar: 

a) Que en aquellos congresos u otros cuerpos deliberativos creados por 
el estatuto, cuyos integrantes fueren elegidos por votación directa de 
los afiliados, la representación, por cada sección electoral, adopte al- 
gún sistema de proporcionalidad u otorgue a la primera minoría un 
número de cargos no inferior al veinte por ciento. Se podrá exigir a esta 
minoría, para obtener representación, un número de votos no inferior 
al veinte por ciento de los votos válidos emitidos; 

b) Queenlos sindicatos locales y seccionales la elección de todos los inte- 
grantes de cuerpos directivos y órganos de fiscalización sea hecha por 
medio del voto directo y secreto de los afiliados. 


Art. 13.- (Reglamenta el artículo 16inch) de la Ley). Las asambleas o congresos 
ordinarios deberán ser convocados con no menos de treinta días de anticipación 
ni más de sesenta; los extraordinarios con no menos de cinco días. En ambos casos 
deberá existir una publicidad inmediata y adecuada dela convocatoria que asegure 
el conocimiento de los representantes sindicales incluyendo publicidad en la em- 
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presa salvo que por razones de tiempo ello sea imposible, e incluya, para las asam- 
bleas, la exhibición, en los lugares de trabajo, de folletos o carteles que mencionen 
el orden del día, el lugar de reunión de la asamblea y los requisitos para participar 
en ella y, para los congresos, comunicación a los delegados a dicho congreso u otro 
medio razonable de difusión previsto en el estatuto, con idénticas menciones a las 
previstas para las asambleas. 


Art. 14.- (Reglamenta el artículo 16 inc. i) de la Ley). Las medidas de acción 
directa deberán estar previstas dentro de aquellas que permitan las leyes y las con- 
venciones colectivas aplicables. Se deberá establecer cuáles son los órganos de la 
asociación sindical facultados para disponerla y el procedimiento para adoptar la 
decisión. 


Art. 15.- (Reglamenta el artículo 17 de la Ley). Cuando la elección se efectuare 
mediante el voto directo y secreto de los afiliados (artículo 7* inciso c) y artículo 17), 
la fecha del comicio deberá fijarse con una anticipación no menor de noventa días 
de la fecha de terminación de los mandatos de los directivos que deban ser reem- 
plazados. La convocatoria a elecciones deberá ser resuelta y publicada con una an- 
ticipación no menor de cuarenta y cinco días a la fecha del comicio. 

En la convocatoria deberán ser establecidos los lugares y horarios en que se 
efectuará el acto eleccionario, los que no podrán ser alterados. 

En el supuesto que la asociación sindical no efectuare la convocatoria en los 
términos correspondientes, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá in- 
timar a la entidad a hacerlo dentro del plazo que fije, transcurrido el cual, sin que 
la intimación haya sido correctamente cumplida, designará unos o más delegados 
electorales al sólo efecto de realizar la convocatoria y ejecutar los demás actos que 
hubiere menester para llevar adelante la elección, sustituyendo en ello a las autori- 
dades sindicales (artículo 56 inc. 4). 

Se deberá confeccionar un padrón por orden alfabético y otro por estable- 
cimientos, con datos suficientes para individualizar a los afiliados y denominación 
y domicilio del establecimiento donde trabajan o donde hayan trabajado por últi- 
ma vez durante el transcurso del año inmediato anterior. 

Los padrones electorales y las listas oficializadas deberán encontrarse a dis- 
posición de los afiliados en el local o sede sindical con no menos de treinta días 
de anticipación a la fecha de la elección. La oficialización de listas se regirá por las 
siguientes reglas: 

a) El pedido deberá ser presentado ante la autoridad electoral dentro del 
plazo de diez días a partir de aquel en que se diera a publicidad la con- 
vocatoria; 

-b) La solicitud debe ser acompañada con los avales exigidos por el estatu- 
to, la conformidad de los candidatos expresada con su firma y la desig- 
nación de uno o más apoderados; 

c) La autoridad electoral deberá entregar recibo de la solicitud de oficia- 
lización; 

d) La autoridad electoral deberá pronunciarse, mediante resolución fun- 
dada dentro del plazo de cuarenta y ocho horas de efectuada la solici- 
tud. 

_ Elafiliado, en el acto de emitir su voto, deberá acreditar su identidad y suscri- 
bir una planilla como constancia. Cuando las disposiciones estatutarias o la cos- 
tumbre determinen que las listas de candidatos se distinguen por colores, números 
u otras denominaciones, la adjudicación de los mismos se efectuará teniendo en 
cuenta la agrupación que los hubiera utilizado anteriormente. 
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La elección se efectuará en una sola jornada, que deberá ser distinta a la desig- 
nada para la celebración de una asamblea de la entidad, salvo que modalidades es- 
peciales de trabajo justifiquen extenderla o establecer el voto por correspondencia, 
supuesto éste en que deberán fijarse los recaudos necesarios para la identificación 
del votante, preservando al carácter secreto del vuto. 

Los apoderados de las listas oficializadas podrán designar uno o más fiscales 
para que asistan al acto de la elección desde su apertura hasta su cierre. 

Deberá efectuarse un escrutinio provisorio que se hará en la misma mesa elec- 
toral, inmediatamente después de clausurado el cormicio general, labrándose acta 
que será suscripta por las autoridades de la mesa electoral designadas por la au- 
toridad electoral y los fiscales, quienes, además, podrán dejar constancia de sus 
observaciones. 

Si se produjera una impugnación contra cualquiera de los actos del proceso 
electoral deberá expedirse la autoridad electoral. Si omitiera hacerlo en un plazo 
prudencial o su decisión fuera cuestionada, el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social podrá si se advirtiera la verosimilitud de la impugnación y la posibilidad de 
frustración de derechosfrente ala demora, suspender el proceso electoral o la pues- 
ta en posesión de los cargos de las nuevas autoridades hasta que se resuelva defini- 
tivamente la impugnación. 

Cuando la elección deba producirse en un congreso de delegados deberán res- 
petarse las reglas establecidas para su funcionamiento en este decreto. 


Art. 16.- (Reglamenta el artículo 18 de la Ley). Se entenderá por inhibición pe- 
nal las penas accesorias de inhabilitación absoluta o relativa, referida al impedi- 
mento a acceder a cargos electivos o empleo público, previstas en el Código Penal 
y leyes complementarias. 

Se entenderá por inhibición civil las inhabilitaciones dispuestas judicialmente 
por aplicación de la Ley de Concursos o el Código Civil o cualquier otra norma de 
derecho privado. 


Art. 17.- (Reglamenta el artículo 19 de la Ley). Los congresos de las federaciones 
seintegrarán con delegados elegidos por voto directo y secreto de los afiliados a los 
sindicatos adheridos en proporción al número de los afiliados cotizantes. 

El número de delegados de un sindicato al congreso de la federación no podrá 
exceder del veinte por ciento del total de los delegados, cuando la federación esté 
integrada por más de cuatro sindicatos adheridos. 

La realización del temario de las asambleas y congresos ordinarios deberán ser 
comunicados a la autoridad de aplicación con una anticipación no menor de diez 
días a la fecha de su celebración. En el caso de las asambleas o congresos extraor- 
dinarios, dicha comunicación deberá ser efectuada inmediatamente después de su 
convocatoria y con una anticipación no menor de tres días a la fecha de su celebra- 
ción. 


Art. 18.- (Reglamenta el artículo 20 inc. c) de la Ley). Queda prohibida con la ex- 
cepción contenida en el artículo 36 de la ley la adhesión a asociaciones nacionales o 
extranjeras, cuyos estatutos les permita participar en la dirección, administración 
o manejo patrimonial de las entidades a ellas adheridas o que admitan la facultad 
de disponerla intervención a sus organismos directivos. 

Queda prohibida la fusión con asociaciones no sujetas al control del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. 


Art, 19.- (Reglamenta el artículo 21 de la Ley). La lista de afiliados debe conte- 
ner la mención del lugar donde se desempeñan. La autoridad de aplicación podrá 


¿de 
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requerir la acreditación de que los afiliados se desempeñan, efectivamente, en la 
actividad, oficio, profesión, categoría o empresa quesirvan para establecer el ámbi- 
to personal de la asociación sindical, 


Art. 20.- (Reglamenta el artículo 24 de la Ley). Las asociaciones sindicales de- 
berán comunicar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; 

a) Toda modificación de la integración de sus órganos directivos dentro 
de los cinco días de producida. 

b) La celebración de elecciones para la renovación de sus órganos directi- 
vos con una anticipación no menor de diez días. Asimismo deberá re- 
mitir copia autenticada de la memoria, balance, informe del órgano de 
fiscalización y nómina de afiliados dentro de los ciento veinte días de 
cerrado el ejercicio y/o dentro de los cinco días de concluida la asam- 
blea o congreso que trate el balance y memoria a que se refiere el inciso 
anterior, del acta respectiva. 


Art. 21.- (Reglamenta el artículo 28 de la Ley). Cuando dos asociaciones tuvie- 
sen igual zona de actuación, la asociación que pretenda la personería gremial de- 
berá superar a la que con anterioridad la posea como mínimo en el diez por ciento 
de sus afiliados cotizantes. 


Art. 22.- (Reglamenta el artículo 31 de la Ley). Para representar los intereses 
individuales de los trabajadores deberá acreditar el consentimiento por escrito, por 
parte de los interesados, del ejercicio de dicha tutela. 


Art. 23.- (Reglamenta el artículo 33 de la Ley). La adhesión de un sindicato a 
una federación, o su retiro, deberá ser comunicado por ambos a la autoridad de 
aplicación, dentro del plazo de cinco días de produciao. 


Art, 24.- (Reglamenta el artículo 38 de la Ley). Para que la obligación de retener 
sea exigible, la asociación sindical debe comunicar la resolución del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social que la dispone, con una antelación no menor a diez días 
al primer pago al que resulte aplicable. La comunicación deberá ser acompañada 
de una copia autenticada de la referida resolución. 


Art. 25.- (Reglamenta el artículo 42 de la Ley). Si nada establecieran los esta- 
tutos: 

Los representantes del personal serán designados por un término de dos años 
y podrán ser reelectos. 

Las elecciones deberán realizarse con no menos de diez días de antelación al 
vencimiento del mandato de los que deban ser reemplazados. 

Su convocatoria deberá ser efectuada por la asociación sindical con personería 
gremial y deberá ser dacia a publicidad, para conocimiento de todos los trabajado- 
res del establecimiento o lugar de trabajo, con una anticipación no menor de diez 
días al acto electoral. 

La designación de los miembros de los representantes del personal será notifi- 
cada al empleador en forma fehaciente, por la asociación sindical representativa del 
personal del establecimiento, dentro de las cuarenta y ocho horas de su elección. 


Art. 26.- (Reglamenta el artículo 43 inc. a) de la Ley). La verificación que efectúe 
el delegado se limitará a la comprobación del cumplimiento de la legislación labo- 
ral y previsional. Deberá ser acompañado para la verificación por los inspectores de 
la autoridad de aplicación respectiva, y actuará sólo como veedor. 
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Art. 27.- (Reglamenta el artículo 43 inc c) dela ley). Se entiende que existe nece- 
sidad de formular una reclamación cuando, a propósito del ejercicio de la función 
prevista en el artículo 43 inciso c) de la ley, se ha suscitado una controversia con el 
empleador, circunstancia ante la cual el delegado procederá a comunicar lo ocurri- 
do, de inmediato, al órgano competente de la asociación sindical a fin de que éste 
disponga formalizar la reclamación, si, a su juicio, ello correspondiere. 


Art. 28.- (Reglamenta el artículo 44 inc. c) de la ley). Mientras el delegado per- 
manezca en su función, el empleador podrá reducir o aumentar el crédito de horas 
mensuales retribuidas, en tanto iguale o supere la cantidad que establezca la'con- 
vención colectiva aplicable, 


Art. 29.- (Reglamenta el artículo 50 de la Ley). El trabajador se tendrá por pos- 
tulado como candidato a partir del momento en que el órgano de la asociación sin- 
dical, con competencia para ello, tenga por recibida la lista que lo incluye como 
candidato, con las formalidades necesarias para pasar a expedirse acerca de su 
oficialización. La asociación sindical deberá comunicar tal circunstancia a cada 
empleador cuyos dependientes estén postulados indicando los datos personales, el 
cargo al cual aspiran y la fecha de recepción. 

Deberá, asimismo, emitir para cada candidato que lo solicite, un certificado 
en el cual conste dichas circunstancias. Este certificado deberá ser exhibido al em- 
pleador por el candidato que comunique por sí su postulación. 

Se considerará definitiva la decisión de no oficializar una candidatura cuando 
ella agote la vía asociacional. Igual efecto a la no oficialización, producirá la cir- 
cunstancia de que el candidato incluido en una lista oficializada obtenga un núme- 
ro de votos inferior al cinco por ciento delos votos válidos emitidos. - 


Art. 30.- (Reglamenta el artículo 52 de la Ley). La medida cautelar prevista por 
el artículo 52, párrafo 1” in fine, podrá ser requerida por el empleador en momento 
en que surja o mientras perdure un peligro potencial para las personas, se desem- 
peñen o no en la empresa (trabajadores, consumidores, proveedores, usuarios, etc), 
los bienes, ya sean estos materiales o inmateriales, usados, consumidos, produci- 
dos u ofrecidos por la empresa o el eficaz funcionamiento de ésta, siempre que di- 
cho peligro se evite o reduzca con la suspensión de la prestación laboral del titular 
de la garantía de estabilidad. El empleador podrá liberar de prestar servicios altra- 
bajador amparado por las garantías previstas en los artículos 40, 48 o 50 de la ley, 
en cuyo caso deberá comunicarlo, dentro de las cuarenta y ocho horas hábiles, al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y mantener el cumplimiento de la totali- 
dad de los deberes quela ley o convenciones colectivas ponen a su cargo, como con- 
secuencia de la relación laboral; así como el de aquellos que leimpone el artículo 44 ' 
de la ley de modo directo y los artículos 40 y 43 como correlato de los derechos del 
representante, cuando se tratare de un delegado en ejercicio de su función. 

En este supuesto deberá promover dentro de los quince días, ante Juez com- 
petente acción declaratoria para que se compruebe la concurrencia de los motivos 
fundados que autoriza el artículo 78 de la Ley de Contrato de Trabajo o, en su caso, 
requerir la exclusión de la garantía con el alcance que justifique la causa que invo- 
que. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podrá intimar a promover una de 
estas acciones al empleador que omitiera hacerlo dentro de este término, si hubiere 
razones para ello. 

El representante electo, en ejercicio de su mandato o, concluido éste, mientras 
perdure la estabilidad garantizada por el artículo 52 de la ley, podrá en caso de que 
el empleador lo despidiere, suspendiere, o modificare a su respecto las condiciones 
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de trabajo, colocarse en situación de despido indirecto, si el empleador no hicie- 
re efectiva la reinstalación o no restableciere las condiciones de trabajo alteradas, 
dentro del plazo que fije a ese etecto la decisión judicial firme que le ordene hacerlo. 
Podrá ejercer igual opción, dentro del quinto día de quedar notificado de la deci- 
sión firme que rechazare la demanda articulada por el empleador para obtener la 
exclusión de la garantía. 

Si el trabajador amparado por la garantía contenida en el artículo 52 de la ley 
no fuera electo, la decisión judicial que declare, haciendo lugar a una acción o a una 
defensa, no perdidala garantía, dispondrá de inmediato la obligación de reparar en 
los términos del párrafo cuarto del artículo reglamentado y, en su caso, se procede- 
rá a liquidar el importe correspondiente a dicha obligación en la etapa de ejecución 
de sentencia. 


Art. 31.- (Reglamenta el artículo 56 de la Ley). Cuando el trabajador amparado 
por las garantías previstas en los artículos 40, 48 o 50 de la ley, incurriere, en oca- 
sión del desempeño de sus funciones sindicales, en alguno de los incumplimientos 
o violaciones a que se refiere el inciso 2* del artículo 56 de la ley o realizare algún 
acto perjudicial para el funcionamiento eficaz de la empresa, el empleador podrá 
solicitar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el ejercicio de las facultades 
que a éste acuerdan los incisos 2” y 3” de dicho artículo, a cuyo efecto el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social intimará al órgano de conducción de la asociación 
sindical a disponer, en el marco de las facultades que a dicho órgano de conducción 
le asigne el estatuto, lo necesario para hacer cesar las conductas denunciadas. 


Art. 32.- Los plazos indicados en días en este reglamento, se computarán en 
jornadas hábiles; del mismo modo aquellos establecidos en la ley reglamentada que 
revisten naturaleza procesal. 
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3. LEY N* 24.642 


Procedimiento de cobro al que estarán sujetos los créditos de las 
asociaciones sindicales originados en la obligación del empleador 
de actuar como agente de retención de las cuotas y contribuciones 
que deben abonar los trabajadores afiliados a las mismas. 


Sancionada: Mayo 8 de 1996. 
Promulgada: Mayo 28 de 1996. 


El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina 
reunidos en Congréso, etc., sancionan con fuerza de Ley: 


Art. 19.- Los créditos de las asociaciones sindicales de trabajadores originados 
en la obligación del empleador de actuar como agente de retención de las cuotas y 
contribuciones que deben abonar los trabajadores afiliados a las mismas, estarán 
sujetos al procedimiento de cobro quese establece por la presente ley. 


Art. 20.- Los empleadores deberán depositar a la orden de la asociación sindi- 
cal respectiva las cuotas a cargo de los afiliados, en la misma fecha que los aportes 
y contribuciones al Sistema de Seguridad Social, siendo responsables directos del 
importe de las retenciones que no hubieran sido efectuadas. 
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Art. 3%.- La falta de pago en término de los créditos mencionados en el artículo 
anterior hará incurrir en mora a los responsables sin necesidad de interpelación 
alguna. 


Art. 4%.- La obligación de abonar el capital e intereses subsistirá no obstante 
la falta de reserva por parte de la asociación sindical de trabajadores. En los casos 
en que no se abonaren totalmente los créditos con más sus accesorios, el pago en 
primer término se imputará a intereses, y una vez satisfechos éstos, el remanente se 
imputará al capital adeudado. 


Art. 5%.- El cobro judicial de los créditos previstos en la presente ley se hará por 
la vía de aprernio o de ejecución fiscal prescriptos en los códigos procesales civiles 
y comerciales de cada jurisdicción, sirviendo de suficiente título ejecutivo el certi- 
ficado de deuda expedido por la asociación sindical respectiva. 

La acción prevista en el párrafo anterior podrá ejercerse para el cobro de los 
créditos originados con anterioridad a la presente ley cuando el procedimiento 
para la determinación de la deuda se haya sustanciado con posterioridad a la pro- 
mulgación de la misma. 

En la Capital Federal las asociaciones sindicales de trabajadores podrán optar 
por la justicia nacional con competencia en lo laboral o por los juzgados con com- 
petencia en lo civil o comercial. 

En las provincias la opción será entre la justicia en lo federal o la civil y comer- 
cial de cada jurisdicción. 

Las acciones para el cobro de los créditos indicados en este artículo prescribi- 
rán a los cinco (5) años. 


Art. 6%.- Losempleadores deberán requerir alos trabajadores que manifiesten 
si se encuentran afiliados ala asociación sindical respectiva y comunicar mensual- 
mente a la misma la nómina del personal afiliado, sus remuneraciones, las altas y 
bajas que se hayan producido durante el período respectivo, y las cuotas y contribu- 
ciones que correspondan a cada trabajador. 


Art. 7.- En todo lo que sea compatible se aplicarán a estos créditos y certifica- 
dos de deuda las normas y procedimientos relativos al cobro de aportes y contribu- 
ciones a las obras sociales. 


Art. 8%.- Derógase la Ley N* 23.540 y toda otra norma que se oponga a la pre- 
sente ley. 


Art. 9%.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. - Alberto R. Pierri. — Eduardo Me- 
nem. — Juan Estrada. — Edgardo Piuzzi. 


4. LEY N* 25.674 


Sancionada: Noviembre 6 de 2002. 
Promulgada de Hecho: Noviembre 28 de 2002. 


El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina 
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley: 


Art. 1”.- Cada unidad de negociación colectiva de las condiciones laborales, de- 
berá contar con la participación proporcional de mujeres delegadas en función de 
la cantidad de trabajadoras de dicha rama o actividad. 
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Art. 2%.- Los acuerdos celebrados sin la representación proporcional de muje- 
res, no serán oponibles a las trabajadoras, salvo cuando fijaren condiciones más 
beneficiosas. - 


Art. 3".- Modifícase el artículo 18 de la Ley 23.551, el que quedará redactado de 
la siguiente manera: 

Artículo 18. - Para integrar los órganos directivos, se requerirá: 

a) Mayoría de edad; 

b) Notenerinhibiciones civiles ni penales; 

_c) Estar afiliado/a, tener dos (2) años de antigitedad en la afiliación y en- 
contrarse desempeñando la actividad durante dos (2) años. 

El setenta y cinco por ciento (75%) de los cargos directivos y representativos 
deberán ser desempeñados por ciudadanos/as argentinos, el/la titular del cargo de 
mayor jerarquía y su reemplazante estatutario deberán ser ciudadanos/as argenti- 
nos. 

La representación femenina en los cargos electivos y representativos de las aso- 
ciaciones sindicales será de un mínimo del 30% (treinta por ciento), cuando el nú- 
mero de mujeres alcance o supere ese porcentual sobre el total de los trabajadores. 

Cuando la cantidad de trabajadoras no alcanzare el 30% del total de trabajado- 
res, el cupo para cubrir la participación femenina en las listas de candidatos y su * 
representación en los cargos electivos y representativos de la asociación sindical, 
será proporcional a esa cantidad. 

Asimismo, las listas que se presenten deberán incluir mujeres en esos porcen- 
tuales mínimos y en lugares que posibiliten su elección. 

No podrá oficializarse ninguna lista que no cumpla con los requisitos estipu- 
lados en este artículo. 


Art. 4%.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar esta ley dentro de los treinta 
(30) días contados desde su promulgación, asegurando la participación femenina 
normada en los artículos anteriores. 


Art. 5”.- De forma. 


SY 


5. DECRETO N? 514/2003 


Participación femenina en las unidades de negociación co- 
lectiva de las condiciones laborales. Reglamentación de la Ley 
N* 25.674. 


Buenos Aires, 7 de marzo de 2003. 


VISTO las Leyes N* 14.250 t.o. por Decreto N” 108/88, y sus modificatorias, 
23.546 y su modificatoria N” 25.250, 23.551 y su modificatoria N” 25.674, 24.185, los 
Decretos N*67/88, 447/93, y 


CONSIDERANDO: 
Que por el artículo 1? de la Ley N* 25.674 se dispuso que cada unidad de ne- 
gociación colectiva de las condiciones laborales, debía contar con la participación 
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proporcional de mujeres delegadas en función de la cantidad de trabajadoras de 
dicha rama o actividad. 

Que el artículo 18 de la Ley N* 23.551, modificada por el artículo 3” de la Ley 
N* 25.674 estableció que la representación femenina en los cargos electivos y repre- 
sentativos de las asociaciones sindicales sería de un mínimo del treinta por ciento 
(30%), cuando el número de mujeres alcanzara o superara ese porcentual sobre el 
total de los trabajadores. 

Que dicho artículo 18 establece también que cuando la cantidad de trabajado- 
ras no alcanzare el treinta por ciento (30%) del total de trabajadores, el cupo para 
cubrirla participación femenina en las listas de candidatos su representación en los 
cargos electivos representativos de la asociación sindical, sería proporcional a esa 
cantidad y, asimismo, que las listas que se presenten debían incluir mujeres en esos 
porcentuales mínimos y en lugares que posibiliten su elección, sin cuyo requisito 
no se podría oficializar ninguna lista. 

Que la finalidad de la Ley N” 25.674 ha sidolograrJa integración efectiva de las 
mujeres en la actividad sindical, evitando la postergación que conlleva la no inclu- 
sión de candidatas mujeres en las listas de aspirantes con expectativa de resultar 
electos. 

Que la Ley de que se trata tiene como antecedente el artículo 37 de la Cons- 
titución Nacional, en vigencia desde 1394, y lo dispuesto por el artículo 4.1 de la 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer, aprobada por la Ley N” 23.179 que posee jerarquía constitucional conforme 
al artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional. 

Que resulta necesario reglamentar la norma citada estableciendo los criterios 
generales para su aplicación, a fin de que en todas las asociaciones sindicales se dé 
un tratamiento homogéneo al tema, tratando de evitar posteriores impugnaciones 
intrasindicales o judiciales. 

Que también cabe tener presente la experiencia recogida con motivo de la apli- 
cación de las disposiciones delsegundopárrafo del artículo 60 del Código Electoral 
Nacional, de acuerdo a la sustitución introducida por la Ley N* 24.012, que demos- 
tró que los distintos criterios utilizados para la ubicación de las candidatas mujeres 
en las listas, motivó en muchos casos que en su conformación los lugares expecta- 
bles fueran ocupados por postulantes varones, contrariando de ese modo la letra y 
el espíritu del citado artículo 60 del Código Electoral Nacional. 

Que, en tal sentido, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha de- 
clarado admisible el Caso N” 11.307 —María Merciadri de Morini--con fundamen- 
to en el respeto de los derechos consagrados en la Convención Americana sobre 
Derechos. 

Que ha tomado la intervención quele competela Dirección General de Asuntos 
Jurídicos del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. 

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades emergentes del 
artículo 99, inciso 2, de la Constitución de la Nación Argentina. 


Por ello, 


EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 
DECRETA: 


Art. 1”.- Para el cumplimiento de lo establecido en el artículo 1” de la Ley 
N* 25.874, previo a la constitución de las comisiones negociadoras a que se refie- 
ren el artículo 4” de la Ley N” 23.546 y su modificatoria N* 25.250 y el artículo 6? 
del Decreto N* 447/93, la o las asociaciones sindicales de cualquier grado deberán, 
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juntamente con la designación de sus representantes, denunciar con carácter de 
declaración jurada, la. cantidad porcentual de mujeres, sobre el total de los traba- 
jadores que se desempeñan en el ámbito de negociación correspondiente, a fin de 
que la autoridad de aplicación verifique que se ha cumplido con la participación 
proporcional de mujeres que establece el citado artículo 1” de la Ley N* 25.674. 

Sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 2” de la Ley N' 25.674, 
en caso de que se incumpla la obligación establecida en el párrafo precedente o 
en caso de que la cantidad porcentual de mujeres denunciada fuera inferior a la 
cantidad porcentual de mujeres que se desempeñan realmente en el ámbito de ne- 
gociación correspondiente, la autoridad de aplicación intimará a la organización 
sindical para que en el plazo de CINCO (5) días subsane la deficiencia, bajo aperci- 
bimiento de no constituir la comisión negociadora. 


Art.2*.- La junta electoral o el órgano que cumpla dicha función en las asocia- 
ciones sindicales de cualquier grado, tendrá por cumplidos los porcentajes míni- 
mos requeridos por el artículo 18 dela Ley N*23.551 modificado por el artículo 3" de 
la Ley N* 25.674, cuando se hayan verificado dichos porcentajes tanto sobre el total 
de los candidatos de la lista respectiva como sobre el total de cargos a cubrir en la 
elección de que se trate. 

“A fin de verificar tales extremos la junta electoral o el órgano que cumpla esa 
función, deberá comprobar la exactitud de dichos porcentuales sobre el total de 
afiliados registrados en el pertinente padrón de la jurisdicción correspondiente. 

En los casos en que, por la aplicación matemática de los porcentajes mínimos, 
resultare un número con fracción decimal, el concepto de cantidad mínima será 
igual al número entero inmediato superior. En todas las listas de candidatos se de- 
berá cumplir con los porcentajes mínimos exigidos respecto del total general de 
cargos a cubrir. En el caso de cargos en órganos ejecutivos se deberá también cum- 
plir el porcentaje mínimo, respecto de los totales parciales de cargos a cubrir para 
secretarías y para vocalías titulares y suplentes. En el caso de cargos en órganos de- 
liberativos, se deberá cumplir el porcentaje mínimo también respecto de los totales 
parciales de cargos titulares y suplentes. 


Art. 3”.- La junta electoral o el órgano que cumpla dicha función, no podrá ofi- 
cializar las listas que nó cumplan con los requisitos detallados en el artículo pre- 
cedente. 

La oficialización de una lista que contraviniera los requisitos de que se trata, 
podrá ser impugnada, aplicándose en ese caso lo dispuesto al respecto, en el artícu- 
lo 15 del Decreto N*467/88. ] 


Art. 4%.- Las asociaciones sindicales de cualquier grado, deberán adecuar sus 
estatutos a las disposiciones del artículo 18 de la Ley N* 23.551, modificado por el 
artículo 3” la Ley N* 25.674 y de este reglamento, dentro de los CIENTO OCHENTA 
(180) días, contados a partir del día hábil siguiente al de la publicación del presente 
decreto. 

Vencido el plazo fijado en el párrafo precedente, sin que la asociación sindical 
haya adecuado sus estatutos prevalecerán de pleno derecho las disposiciones del 
artículo 18 de la Ley N” 23.551, modificado por el artículo 3” la Ley N* 25.674 y las de 
este reglamento. 

Las disposiciones del artículo 18 de la Ley N* 23.551, modificado por el artícu- 
lo 3* la Ley N' 25.674 y las de este reglamento, deberán ser aplicadas en la primera 
elección posterior ala adecuación estatutaria o al vencimiento del plazo fijado para 
su cumplimiento. 
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Art. 5”.- Facúltase al MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO y SEGURIDAD SO- 
AL para que, en su carácter de autoridad de aplicación, dicte las normas aclara- 
rias y/o complementarias que fuere menester. 


Art. 6”.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
ficial y archívese.— Duhalde. — Alfredo N, Atanasof. — Graciela Camaño. 


“AS 


6. LEY N* 25.801 


Apruébase el Convenio sobre los representantes de los trábaja- 
dores, adoptado en la 562 Reunión de la Conferencia Internacio- 
nal del Trabajo. 


ancionada: Noviembre 5 de 2003. 
Promulgada de hecho: Noviembre 28 de 2003. 


El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina 
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley: 


Art. 1”.- Apruébase el Convenio sobre los representantes de los trabajadores 
(1971, número 135), adoptado en la 56 Reunión de la Conferencia Internacional del 
Trabajo, cuya copia autenticada forma parte de la presente ley. 


Art. 2”.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 


Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en Buenos Aires, el cinco de 
noviembre de dosmil tres. 

Registrado bajo el N” 25.801 — Eduardo O. Camaño — Jose L. Gioja — Eduardo D. 
Rollano — Juan Estrada. 


QUINCUAGESIMA SEXTA REUNION (GINEBRA, 23 DEJUNIO DE 1971) 
CONVENIO 135 


Convenio relativo a la protección y facilidades que deben otorgarse a los represen- 
tantes de los trabajadores en la empresa La Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo: 


Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacio- 
nal del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 2 de junio de 1971 en su quincua- 
gésima sexta reunión; Teniendo en cuenta las disposiciones del Convenio sobre el 
derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949, que protege a los trabaja- 
dores contra todo acto de discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindi- 
cal en relación con su empleo; Considerando que es deseable adoptar disposiciones 
complementarias con respecto a los representantes de los trabajadores; Después 
de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la protección y facili- 
dades concedidas a los representantes de los trabajadores en la empresa, cuestión 


| 
| 
| 
¡ 
| 
| 
| 
| 
| 
| 
| 


que constituye el quinto punto del orden del día de la reunión, y Después de haber 
decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio internacional, 
adopta, con fecha veintitrés de junio de mil novecientos setenta y uno, el presente 
Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre los representantes de los 
trabajadores, 1971: 


Art. 1”.- Los representantes de los trabajadores en la empresa deberán gozar 
de protección eficaz contra todo acto que pueda perjudicarlos, incluido el despido 
por razón de su condición de representantes de los trabajadores, de sus activida- 
des como tales, de su afiliación al sindicato, o de su participación en la actividad 
sindical, siempre que dichos representantes actúen conforme a las leyes, contratos 
colectivos u otros acuerdos comunes en vigor. 


Art. 20.- 

1. Los representantes de los trabajadores deberán disponer en la empresa de 
las facilidades apropiadas para permitirles el desempeño rápido y eficaz de sus fun- 
ciones. 

2. A este respecto deberán tenerse en cuenta las características del sistema de 
relaciones obrero patronales del país y las necesidades, importancia y posibilidades 
de la empresa interesada. 

3. La concesión de dichas facilidades no deberá perjudicar el funcionamiento 
eficaz de la empresa interesada. 


Art. 39.- A los efectos de este Convenio, la expresión “representantes de los tra- 
bajadores” comprende las personas reconocidas como tales en virtud de la legisla- 
ción o la práctica nacionales, ya se trate: 

a) de representantes sindicales, es decir, representantes nombrados o 
elegidos por los sindicatos o por los afiliados a ellos; o 

b) derepresentantes electos, es decir, representantes libremente elegidos 
por los trabajadores de la empresa, de conformidad con las disposicio- 
nes de la legislación nacional o de los contratos colectivos, y cuyas fun- 
ciones no se extiendan a actividades que sean reconocidas en el país 
como prerrogativas exclusivas de los sindicatos. 


Art. 40.- La legislación nacional, los contratos colectivos, los laudos arbitrales 
olas decisiones judiciales podrán determinar qué clase o clases de representantes 
de los trabajadores tendrán derecho a la protección y a las facilidades previstas en 
el presente Convenio. 


Art. 5%.- Cuando en una misma empresa existan representantes sindicales y re- 
presentantes electos, habrán de adoptarse medidas apropiadas, si fuese necesario, 
para garantizar que la existencia de representantes electos no se utilice en menos- 
cabo de la posición de los sindicatos interesados o de sus representantes y para fo- 
mentar la colaboración en todo asunto pertinente entre los representantes electos y 
los sindicatos interesados y sus representantes. 


Art. 6%.- Se podrá dar efecto al presente Convenio mediante la legislación na- 
cional, los contratos colectivos, o en cualquier otra forma compatible con la prác- 
tica nacional. 


Art. 70.- Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, 
para su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. 
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Art. 8%.- 

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización 
Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General. 

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de 
dos Miembros hayan sido registradas por el Director General. 

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, 
doce meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación. 


Art. 90.- 

1, Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la 
expiración de un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto 
inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Director 
General de la Oficina Internacional del Trabajo. 

La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha en que se haya 
registrado. 

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un 
año después de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo 
precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará 
obligado durante un nuevo período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar 
este Convenio a la expiración de cada período de diez años, en las condiciones pre- 
vistas en este artículo. 


Art. 10.- 

1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos 
los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas 
ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los Miembros de la Orga- 
nización. 

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda ra- 
tificación que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de 
los Miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vigor'el presente 
Convenio. 


Art. 11.- El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunica- 
rá al Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de con- 
formidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información 
completa sobre todas las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya 


registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 


Art. 12.- Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la 
Oficina Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre 
la aplicación del Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en el orden del 
día de la Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial. 


Art. 13.- 

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una 
revisióntotalo parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga dis- 
posiciones en contrario: 

a) laratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, 
ipso jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las dis- 
posiciones contenidas en el artículo 9, siempre que el nuevo convenio 
revisor haya entrado en vigor; 
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b) a partir de la fecha en que entre en vigor ei nuevo convenio revisor, 
el presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los 
Miembros. 
2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido 
actuales, para los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio re- 


visor. 


Art. 14.- Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igual- 
menteauténticas. 


EDAD 


7. DECRETO NC 1141/96 


Defínese la fecha a partir dela cual la población beneficiaria po- 
drá efectivamente optar entre las distintas Obras Sociales Sin- 
dicales. 


Buenos Aires, 7 de octubre de 1996 


VISTO las Leyes 23.660 y 23.661 ylos Decretos 9/93, 576/93, 292/95, 1492/95, y 
333/96 y 


CONSIDERANDO: 

Que en la Ley N” 23.660 se define el funcionamiento de las Obras Sociales, así 
como los recursos financieros necesarios para su operatoria, su competencia, los 
aportes y contribuciones a ser realizados por los beneficiarios y empleadores, etc. 

Que en la ley N? 23.661 se establecen las facultades regulatorias de la Admi- 
nistración Nacional del Seguro de Salud, así como también su marco orgánico y 
funcional. - 

Que, dentro de un marco político de desregulación tendiente a lograr ia opti- 
mización prestacional y administrativa de las Obras Sociales, el Decreto N* 9/93 
estableció la libertad de elección del afiliado dentro de las Obras Sociales compren- 
didas en los Incisos a), b), c), d) y f) del artículo 1* de la mencionada Ley N* 23.660. 

Que, a efectos de posibilitar la implementación del modelo de desregulación 
entre las Obras Sociales mencionadas en el considerando precedente, se hace nece- 
sario disponer de un padrón de afiliados y beneficiarios del Sistema. 

Que es conveniente definir la fecha a partir de la cual la población beneficiaria 
podrá efectivamente optarentre las, distintas Obras Sociales Sindicales. 

Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones emergentes del arti- 
culo 99, incisos 1 y 2 de la CONSTITUCION NACIONAL. 


Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 
DECRETA: 


Art. 1”.- Establécese que se podrá ejercer la opción de cambio, entre las Obras 
Sociales Sindicales, a partir del 1? de enero de 1997, la que se efectivizará desde del 
31 de marzo del mismo año, para aquellas entidades que no se hubiesen presentado 
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en el Programa de Reconversión. Para las Obras Sociales que se encuentren califi- 
cadas dentro del mencionado programa, y hayan presentado su plan de reconver- 
sión antes del 31 de diciembre de 1996, la efectivización del cambio regirá a partir 
del 30 de junio de 1997. 


Art. 2*.- El Ministerio de Salud y Acción Social, en su calidad de Autoridad de 
Aplicación, deberá dictar las normas complementarias para la realización de lo es- 
tablecido en el artículo 1”, en un plazo de sesenta (60) días a partir de la publicación 
del presente decreto. 


Art. 3?.- La Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSeS), con la co- 
laboración de la Dirección General Impositiva (D.G.1.) y sobre la base de los requeri- 
mientos formulados por la Administración Nacional del Seguro de Salud (ANSSal), 
deberá finalizar el padrón de beneficiarios del Sistema Nacional del Seguro de Sa- 
lud y del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones, el día 31 de marzo de 1997. 


Art. 4?.- Establécese que a partir del 14 de octubre de 1996, se realizará un ope- 
rativo denominado “Censo a empleadores”. de conformidad con el Acta Acuerdo 
suscripta el 10 de septiembre de 1996 entre el ANSeS y la D.G.I., en el cual aquellas 
empresas comprendidas en el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones debe- 
rán brindar con carácter de declaración jurada, toda la Información requerida de 
los trabajadores y de sus grupos familiares, de acuerdo a las pautas que esa Admi- 
nistración disponga. 


Art. 5.- Dispónese que la totalidad de los empleadores, dentro del plazo esta- 
blecido en el articulo 3”, deberán presentar al ANSeS, las declaraciones juradas 
necesarias a fin de suministrar la información requerida, con las formalidades y 
mecanismos que oportunamente se establezcan. 


Art. 6%.- Facúltase a la Administración Nacional de la Seguridad Sacial (AN- 
SeS), aintimar y sancionar a los empleadores, que no den cumplimiento alo esta- 
blecido en el artículo anterior. 


Art. 7%.- La Administración Nacional del Seguro de Salud (ANSSal), conforme 
lo establecido por el artículo 17 inciso 1, de la reglamentación de la Ley 23.661 apro- 
bada por Decreto N” 576/93, deberá entregar ala Administración Nacional de la Se- 
guridad Social (ANSeS), la información existente sobre los beneficiarios del Sistema 
Nacional de Seguro de Salud. La referida información deberá ser presentada dentro 
del plazo de noventa (90 días) a partir de la iniciación del operativo. 


Art. 8*.- Todo beneficiario titular del Sistema Nacional del Seguro de Salud que- 
da obligado a informar a la Administración Nacional de la Seguridad Social (AM- 
SeS) cualquier novedad producida en la constitución de su grupo familiar, con el fin 
de mantener actualizado el padrón. La ANSeS queda facultada en caso de incum- 
plimiento, a aplicar las sanciones previstas por la normativa vigente, pudiéndose 
llegar hasta la inhabilitación para la realización de cualquier trámite ante la mis- 
ma, en tanto no se cumpla con la obligación mencionada. 


Art. 9%.- El padrón administrado por la ANSeS, conformado a partir de las in- 
formaciones provenientes del “Censo de Empleadores” de las Obras Sociales y de 
las novedades declaradas por los titulares del Sistema Nacional del Seguro de Sa- 
lud, integrará la Base Unica de la Seguridad Social. 


A AN 
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Art. 10.- La ANSeS realizará las intimaciones derivadas del no cumplimiento, 
en tiempo y forma, de lo requerido en el denominado “Censo a Empleadores”, en 
virtud delo oportunamente acordado entre dicha Administración y la D.G.I. La AN- . 
Ses, a partir del 30 de noviembre de 1996, proporcionará la nómina de empleadores 
que no haya presentado la declaración Jurada del mencionado censo, a la Dirección 
General Impositiva, la que realizará las intimaciones mencionadas, en un periodo 
de ciento veinte (120) días. Así mismo, la D.G.I. y la ANSeS acordarán la metodolo- 
gía a utilizar a fin de gestionar la Información requerida. 

La Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSeS) entregará a la Di- 
rección General Impositiva (DGI), la Información relevada, resultando dichaDirec- 
ción la responsable de la asignación de la Clave Unica de Identificación Tributaria. 
Una vez realizada tal asignación, esta Información será devuelta a la ANSeS, con- 
forme las pautas que se establezcan de común acuerdo. Los procesos operativos 
efectuados por la D.G.1., no generarán costos para la ANSeS. 


Art. 11.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y archívese. — Menem, Jorge A. Rodríguez, Alberto J. Mazza. 


A 


8. DECRETO N* 1183/96 


Determina que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social po- 
drá autorizar a las asociaciones sindicales de trabajadores con 
personería gremial a colaborar en la fiscalización del trabajo no 
registrado. 


Buenos Aires, 17 de octubre de 1996. 


VISTO el Decreto N* 772 del 15 de julio de 1996, las Leyes N* 18.692, 18.693, 
18.694, 18.695 y sus modificatorias, y 


CONSIDERANDO: 

Que por Decreto N* 772/96 seasignan al Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial las funciones de superintendencia y autoridad central de Inspección del Traba- 
jo en todo el territorio nacional. 

Que corresponde al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en cumplimiento 
de expresas directivas, iniciar acciones coordinadas para erradicar el empleo no 
registrado, evitando sus disvaliosas consecuencias para los trabajadores. 

Que dado el alto índice de trabajo no registrado, la consiguiente evasión de re- 
cursos destinados a la Seguridad Social, y los daños que tal comportamiento oca- 
siona a los trabajadores en actividad y a los pasivos, se hace necesario dar partici- 
pación en la tarea de control del trabajo no registrado a las asociaciones sindicales 
de trabajadores. 

Que similar temperamento fue adoptado respecto de los aportes y contribucio- 
nes de obras sociales. 

Que tal participación se autoriza sin perjuicio de las facultades que correspon- 
den al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y sin que comprendan las referidas 
ala recaudación, ejecución de la deuda y aplicación de sanciones. 
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Que la presente medida se dicta en uso de las atribuciones que le confiere el 
Artículo 99, inciso 2, de la Constitución Nacional. 


Por ello, 


EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 
DECRETA: 


Art. 19.- El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podrá autorizar a las aso- 
ciaciones sindicales de trabajadores con personería gremial a colaborar en la fisca- 
lización del trabajo no registrado. 

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social supervisará la actuación de estas 
asociaciones y el cumplimiento de las obligaciones que se especifiquen en el acto 
de autorización. 

Dicha autorización podrá revocarse en cualquier momento y sin expresión de 
causa. 


Art. 2%.- Las asociaciones sindicales autorizadas propondrán al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, el nombre de las personas que ejercerán estas tareas. 

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social habilitará a quienes considere idó- 
neos. Los autorizadosactuarán con el nombre de Controladores Laborales y noten- 
drán relación funcional ni laboral con dicho Ministerio. - 


Art. 3".- Los Controladores Laborales podrán requerir a las empresas contro- 
ladas únicamente la información necesaria para identificar los casos de trabajo no 
registrado. 


Art. 4%.- Los responsables del cumplimiento de la normativa de trabajo y segu- 
ridad social, están obligados acolaborarcon el Controlador Laboral en el desarrollo 
de sus tareas. 


Art. 5%.- Los Controladores Laborales confeccionarán actas según el modelo 
del Anexo del presente Decreto, y remitirán copia de esta al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social que, en su caso, informará a la Dirección Genéral Impositiva. 


Art. 6%.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y archívese. — Menem. — Jorge A. Rodríguez. — José A. Caro Figueroa. 


AS 


9. DECRETO N* 1096/2000 


Créase la Comisión Tripartita Mixta en jurisdicción del citado 
Departamento de Estado, que tendrá por objeto analizar las 
observaciones realizadas por la Comisión de Expertos en Apli- 
cación de Convenios y Recomendaciones de la O.L.T. respecto 
al régimen de la Ley de Asociaciones Sindicales de la República 
Argentina. 


Buenos Aires, 21 de noviembre de 2000. 


VISTO la Ley de Ministerios (texto ordenado por Decreto N* 438/92), modifica- 
da por las Leyes 24.190 y 25.233, los Decretos 20 de fecha 13 de diciembre de 1999 
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y 613 de fecha 20 de julio de 2000 y el Convenio N* 87 sobre Libertad Sindical de la 
Organización Internacional del Trabajo (O.].T.), ratificado por Ley N* 14.932, y 


CONSIDERANDO: 

Quepor la Ley de Ministerios (texto ordenado por Decreto 438/92), modificada 
por las Leyes 24.190 y 25.233, se determina entre las funciones del Ministerio de 
Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos, entender en la determinación 
de los objetivos y políticas del área de su competencia, ejecutando los planes, pro- 
gramas y proyectos que disponga el Poder Ejecutivo Nacional. 

Que el Decreto N* 20/99 pone en la órbita de dicha Cartera de Estado, a través 
de su Secretaría de Trabajo, como objetivo de la misma, entre otros, garantizar la 
Libertad Sindical. 

Que, en atención a las diversas observaciones formuladas por la Organización 
Internacional del Trabajo (O.I.T.), referentes a la compatibilidad entre la regulación . 
nacional e internacional en la materia, resulta indispensable la conformación de 
una Comisión Tripartita Mixta, integrada por todos los actores sociales involucra- 
dos en la temática, con el objeto de generar canales de diálogo que permitan exa- 
minar en profundidad las recomendaciones de la Comisión de Expertos del citado 
organismo internacional, con el objeto de producir las propuestas que deriven de - 
dicho análisis. 

Que, ello teniendo en especial consideración el rango constitucional de la nor- 
ma internacional aludida, consagrado por el artículo 75 inciso 22) de nuestra Carta 
Magna. 

Que dada la competencia específica dela Cartera Laboral en la materia, corres- 
ponde que dicha Comisión funcione en su órbita. 

Que a tales efectos, la referida jurisdicción, deberá oportunamente dictar las 
normas reglamentarias y complementarias que hagan a su funcionamiento. 

Que la presente medida se dicta en virtud de las facultades emergentes del ar- 
tículo 99, inciso 1) de la Constitución Nacional. 


Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 
DECRETA: 


Art. 1*.- Créase la Comisión Tripartita Mixta en jurisdicción del Ministerio de 
Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos, que tendrá por objeto analizar 
las observaciones realizadas por la Comisión de Expertos en Aplicación de Conve- 
nios y Recomendaciones de la Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.), res- 
pecto al régimen de la Ley de Asociaciones Sindicales de la República Argentina. 


Art.2*.- Facúltase al Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Hu- 
manos a dictar las normas reglamentarias y complementarias que hagan al funcio- 
namiento de la Comisión que se crea por el presente y a designar a sus integrantes. 


Art. S”.- El Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos, 
dispondrá lo necesario para que la Comisión Tripartita Mixta pueda contar con la 
cooperación técnica de la Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.), a través 
de expertos de alto nivel. 


Art. 4”.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y archívese. — De La Rúa. — Patricia Bullrich. 


dl 
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10. DECRETO N* 760/2001 


Facúltase al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para que 
gestione, ante jurisdicciones provinciales y municipales, la in- 
corporación en sus regímenes fiscales del principio de exención 
a favor de las asociaciones sindicales admitidas por la normativa 
nacional. 


Buenos Aires, 11 de junio de 2001. 
VISTO el artículo 39 de la Ley N* 23.551, y sus modificatorias, y 


CONSIDERANDO: 

Que el segundo párrafo del artículo 39 no fue objeto de reglamentación. 

Que entre las observaciones realizadas por la Comisión de Expertos en aplica- 
ción de convenios y recomendaciones de la Organización Internacional del Traba- 
jo, se encuentra la relativa a lo que considera prerrogativas que derivan de la per- 
sonería gremial, entre las cuales se cuentan las relativas a la exención en materia 
impositiva sobre los bienes y actos de la asociación (artículo 39). 

Que de la restante normativa indicada, surge que enla práctica las asociaciones 
sindicales, sin distinción, gozan de un régimen general de exención que las iguala 
a los fines tributarios. 

Que pese a ello, dicha generalización no se ha extendido alos ámbitos fiscales, 
provinciales y municipales. 

Que ello requiere, en razón del régimen federal vigente, un marco de acuerdo 
entre las distintas jurisdicciones provinciales y municipales. 

Que en el marco de las atribuciones conferidas por el Decreto N* 1096/00 la Co- 
misión Tripartita Mixtacreada alos efectos de analizarlas observaciones realizadas 
por la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la 
mencionada organización internacional, ha analizado exhaustivamente la proble- 
mática propuesta y se ha expedido con criterio compartido por esta autoridad. 

Que ello condice con el compromiso asumido por este Gobierno en el sentido 
de adecuar progresivamente nuestra legislación en la materia, a las pautas estable- 
cidas por la Organización Internacional del Trabajo. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el ar- 
tículo 99, inciso 1) de la Constitución Nacional. 


Por ello: 
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 
DECRETA: 


Art. 1”.- A los fines de dar cumplimiento a lo dispuesto en el segundo párrafo 
del artículo 39 de la Ley N* 23.551, y sus modificatorias, se faculta al Ministerio de 
Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos para que gestione ante las ju- 
risdicciones provinciales y municipales, la incorporación en sus regímenes fiscales 
del principio de exención a favor de las asociaciones sindicales admitidas por la 
normativa nacional. 


Art. 2%. - Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial y archívese. — De La Rúa. — Christian G. Colombo. — Patricia Bullrich. — 
Domingo F. Cavallo. 


AS 
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11. RESOLUCIÓN N* 255/2003 M.T.EYS.S. 


Establécese que la personería gremial que se otorgue a asocia- 
ciones sindicales representativas del sector público no despla- 
zará en el colectivo asignado, las personerías gremiales preexis- 
tentes. 


Buenos Aires, 22 de octubre de 2003. 


VISTO el expediente N” 1.079.049/03, del registro del Ministerio de Trabajo, 
Empleo y Seguridad Social, las Leyes 23.551 y 24.185, los Convenios de la Organi- 
zación Internacional del Trabajo (O.I.T.) N* 87, 98, 151 y 154, los Decretos 447/93 y 
467/88, la Resolución M.T.S.S. N* 51/87, y 


CONSIDERANDO: 

Que los Convenios de la O.IL.T., ratificados por nuestro país, establecen los prin- 
cipios y derechos fundamentales de libertad sindical y de negociación colectiva 
para todos los trabajadores. 

Que de conformidad con lo establecido en los citados Convenios en nuestro 
país se sancionó la Ley N* 23.551 que garantiza y reglamenta el libre ejercicio del 
derecho a la sindicalización que corresponde a todos los trabajadores. 

Que la ley recepta genéricamente el modelo sindical conocido como de unici- 
dad promocionada. 

Que específicamente el artículo 28 de la Ley N* 23.551 establece que en caso de 
que existiera una asociación sindical de trabajadores con personería gremial se le 
podrá conceder igual personería a otra asociación, para actuar en la misma zona y 
actividad o categoría en tanto que la cantidad de afiliados cotizantes de la peticio- 
nante fuere superior a la de la asociación preexistente. 

Que el mismo artículo, en su párrafo cuarto, establece que cuando se resolvie- 
re otorgar personería a la solicitante, la que la poseía quedará como simplemente 
inscripta. 

Que posteriormente en materia de negociación colectiva del sector público 
nuestro país se sancionó la Ley N” 24.185. 

Que los artículos 4” y 6” de la Ley citada han sentado, en nuestra legislación, 
el principio de la representatividad colectiva plural de los trabajadores del sector 
público. 

Que dicha norma receptó la realidad histórica de la representación de este co- 
lectivo de trabajadores, admitiendo expresamente que la representatividad de los 
mismos corresponde simultáneamente a más de una asociación sindical con per- 
sonería gremial. 

Que los conflictos intersindicales de desplazamiento de personería y encua- 
dramiento se producen fundamentalmente en el ámbito del sector público, y que 
dicha conflictividad afecta el normal funcionamiento de las administraciones na- 
cionales, provinciales y municipales. 

Que, el Ministerio ha ratificado el criterio de garantizar la pluralidad sindical 
en el ámbito de la Administración Pública. 

Que se han preservadolos derechos a la libertad sindical de las entidades pre- 
existentes, al garantizar a los sindicatos que actúan en el ámbito del Estado Nacio- 
nal, Provincial o Municipal los derechos que le acuerda la legislación vigente, con 
relación a la retención de la cuota sindical y la representación del personal dentro 
desu ámbito de representación personal y territorial. 
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Que no resultando en definitiva de aplicación en estos supuestos lo previsto en 
el cuarto párrafo del artículo 28 de la Ley N” 23.551, conforme a lo establecido por 
los artículos 4? y 6” de la Ley N* 24.185, es pertinente dictar una resolución que con- 
solide el principio de no exclusión, cuando se otorgare la personería gremial a una 
asociación sindical de ámbito de actuación personal y territorial menor; así como 
el derecho a elegir los representantes del personal, en directa proporción con los 
afiliados cotizantes que cuente cada asociación sindical, en tanto dichos sindicatos 
conserven un porcentaje mínimo de afiliados. 

Que este Ministerio en su carácter de autoridad de aplicación exclusiva de la 
Ley N* 23.551 debe sentar los criterios de interpretación para regir su aplicación en 
sede administrativa. 

Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos ha tomado la intervención que 
le compete. 

Que la presente medida se dicta en ejercicio de las facultades conferidas por la 
Ley N? 23.551 y por el Decreto N* 467/88. 


Por ello, 


EL MINISTRO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
RESUELVE: 


Art. 1?.- La personería gremial que se otorgue a asociaciones sindicales repre- 
sentativas del sector público no desplazará en el colectivo asignado, las personerías 
gremiales preexistentes. 


Art. 2*.- En los supuestos previstos en el artículo anterior las asociaciones sin- 
dicales, mantendrán los derechos establecidos en los artículos 31, 38 y siguientes 
de la Ley N” 23.551. 


Art. 3".- Alos efectos previstos en el artículo 45 de la norma citada en el artículo 
anterior, el número de delegados elegidos por cada asociación sindical, será direc- 
tamenteproporcional a los afiliados cotizantes que posea, siempre que mantengan 
un mínimo del diez por ciento (10%) de afiliados, con relación al total de los traba- 
jadores a representar. É 


Art. 4”.- Regístrese, comuníquese, dése a la Dirección Nacional del Registro 
Oficial para su publicación, remítase copia autenticada al Departamento Biblioteca 
y archívese. — Carlos A. Tomada. 


12. PROYECTO DE LEY 


Cornaglia y otros: de ley: Protección de la actividad y la estabili- 
dad del activista gremial (3.686-D.-85) (Legislación del Trabajo). 
Cámara de Diputados de la Nación, Trámite Parlamentario n* 
123, Viernes 14 de febrero de 1986, Sumario n' 18, p. 3138. 


El Senado y Cámara de Diputados, etc. 


Art. 1”.- Será considerado activista gremial a los fines de esta ley, todo trabaja- 
dor en relación de dependencia que, comprometido en la defensa de los intereses 
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gremiales propios y de sus compañeros de trabajo en el establecimiento, participa 
activamente en el funcionamiento orgánico del sindicato de su actividad laboral, 
incluye ello la elección tanto de representantes gremiales de base como dirigentes 
sindicales de cualquier grado, o en el proceso que fijan los estatutos para pedir la 
convocatoria de asamblea extraordinaria de su gremio o en el proceso de creación 
de un sindicato. 


Art. 2.- Todo activista gremial, que cumpla los requisitos que esta ley estable- 
ce, tendrá derecho a la protección de.esa actividad contra el despido sin causa. 

Esa protección consistirá en el pago, además de las indemnizaciones que nor- 
malmente correspondan por ley, de los salarios que tuviese derecho a cobrar hasta 
la realización de las elecciones gremiales para las que hubiere activado, así como a 
los salarios que le hubieren correspondido durante un año posterior a la realización 
de las elecciones. 


Art. 3”.- Asimismo, el despido sin causa del activista gremial será considerado 
una práctica desleal del empleador y generará una multa que se graduará entre el 
10% y el 25% del monto de los salarios brutos del mes anterior a cometer esta in- 
fracción. La acción pertinente corresponde a la asociación gremial de trabajadores 
y/o al activista despedido y será de competencia de la justicia laboral. Esta acción 
caducará a los ciento veinte (120) días de cometida la infracción. La resolución que 
se dictare no causará instancia respecto a las acciones que se sustancien con fun- 
damento en la rescisión del contrato de trabajo individual. Los fondos que se recau- 
den por aplicación de esta disposición serán ingresados a la orden del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social de la Nación en cuenta especial y con destino a financiar 
el ejercicio de poder de policía del trabajo. 


Art. 4”.- Para poder acogerse a la protección establecida en el artículo 1”, quien 
se considere activista sindical deberá notificar asu empleador, por medio de comu- 
nicación fehaciente, que realiza tareas propias de la actividad gremial. 

Si el empleador, dentro de los tres (3) días de recibida la notificación, pidiere 
mediante medio de comunicación fehaciente, la demostración de efectiva calidad 
de activista sindical invocada por su dependiente, éste deberá presentar el aval del 
cinco por ciento (5%) del personal del establecimiento, o de la sección, o turno, del 
mismo en que se desempeñe, mediante la presentación de una planilla suscrita con 
la firma de quienes lo avalan, copia de la cual —firmada por el empleador— le será 
devuelta en el acto de presentarla. Para cumplimentar este trámite, el activista ten- 
drá diez (10) días hábiles, a partir de la recepción de la comunicación fehaciente 
que le envíe el empleador. 


Art. 5*.- Los efectos de esta ley se extenderán a los despidos de activistas gre- 
miales, que se produzcan dentro de los treinta (30) días posteriores a las elecciones 
para las que el dependiente activó, sean ellas para elegir delegados de base, o repre- 
sentantes sindicales, o que se produzcan dentro de los sesenta (60) días posteriores 
ala realización de asamblea extraordinaria pedida con su firma. A igual protección 
y con el mismo procedimiento, podrá acogerse el activista gremial, en futuras elec- 
ciones para cargos como los descritos; o en futuros procesos de pedido de asamblea 
extraordinaria en su gremio, o de creación de un sindicato. La notificación feha- 
ciente que envíe el activista, no podrá remitirse antes de los ciento ochenta (180) 
días de la fecha de elecciones que fije una disposición legal, o de la fecha que resulte 
de la convocatoria que haga el sindicato respectivo. 

En los casos de proceso para pedir asamblea extraordinaria, el plazo será de 
noventa (90) días, antes de presentar el pedido ante el sindicato conforme a los re- 
querimientos estatutarios y/o el Ministerio de Trabajo. 
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Art. 6”.- Losintegrantes delas comisiones electorales designados para organi- 
zar y/o fiscalizar elecciones de cualquier tipo de representantes gremiales, revis- 
ten el carácter de activistas gremiales, por ese solo hecho y pueden acogerse a los 
efectos de esta ley, con la sola remisión al empleador de comunicación fehaciente, 
comunicando su designación. 


Art. 7”.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 


Ricardo J. Cornaglia - Tulio M. Bernasconi - Julio S. Bulacio 


FUNDAMENTOS 


Señor presidente: 


Se reitera con leves modificaciones en esta ocasión, una iniciativa parlamenta- 
ria presentada en 1984, que girada a comisión no mereció despacho de la misma. 
Está destinada, dentro del marco de una sociedad democrática y participativa, a la 
protección de la actividad sindical, desde los orígenes más modestos y espontáneos 
de la misma. 


La normalización de la vida sindical en el país y su reactivación plena, es una 
metacomún delos trabajadores argentinos y el gobierno de la Nación. Años de per- 
secución, intervencionismo reaccionario, discriminación ideológica y represión, 
vivió el movimiento obrero argentino, hasta la recuperación constitucional del es- 
tado de derecho y la vida republicana. 


La realidad social demuestra que el activismo sindical, condición indispensa- 
ble de desarrollo de la vida gremial, en ocasiones es injustamente castigado con 
el despido sin causa, que encubre una maniobra persecutoria, con la que ciertos 
empleadores gravitan en la selección de los representantes gremiales que resultan 
afines a sus intereses. 


Este proyecto de ley, pretende proteger la legítima actividad sindical que una 
moderna democracia social debe promover. A tal efecto, extiende beneficios de es- 
tabilidad a candidatos y activistas, durante el proceso de normalización sindical, 
reactivación de la vida sindical y formación de sindicatos y garantiza que la activi- 
dad y función del delegado y representante gremial, no queden al exclusivo arbitrio 
de quienes —cortando la relación de dependencia— pueden determinar quiénes 
integren los cuadros organizativos del sindicato y/o del establecimiento. 


Ante el hecho consumado de la existencia real y efectiva de los citados despidos 
y dado que la presente es una legislación de excepción, se'reconoce aun en esos 
casos el derecho a ser sujeto activo en la normalización, por elecciones para cargos 
a desempeñar en los sindicatos; en el proceso de llamado a asambleas extraordina- 
rias y en el proceso también de la constitución de nuevos sindicatos. 


Ricardo J. Cornaglia. 


A la Comisión de Legislación del Trabajo. 
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13. CONVENIO N* 87 O.IT. 


Convenio relativo a la libertad sindical y a la protección del de- 
recho de sindicación (1) 


TRIGESIMA PRIMERA REUNION OIT 
(SAN FRANCISCO, 17 DE JUNIO - 10 DE JULIO DE 1948) 


La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo: 

Convocada en San Francisco por el Consejo de Administración de la Oficina 
Internacional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 17 de junio de 1948 en su 
trigésima primera reunión; 

Después de haber decidido adoptar, en forma de convenio, diversas proposi- 
ciones relativas a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación, 
cuestión que constituye el séptimo punto del orden del día de la reunión; 

Considerando que el preámbulo de la Constitución dela Organización Interna- 
cional del Trabajo enuncia, entre los medios susceptibles de mejorar las condicio- 
nes de trabajo y de garantizar la paz, “la afirmación del principio de la libertad de 
asociación sindical”; 

Considerando que la Declaración de Filadelfia proclamó nuevamente que “la 
libertad de expresión y de asociación es esencial para el progreso constante”; 

Considerando que la Conferencia Internacional del Trabajo, en su trigésima 
reunión, adoptó por unanimidad los principios que deben servir de base a la regla- 
mentación internacional, y 

Considerando que la Asamblea General de las Naciones Unidas, en su segundo 
período de sesiones, hizo suyos estos principios y solicitó de la Organización Inter- 
nacional del Trabajo la continuación de todos sus esfuerzos a fin de hacer posible la 
adopción de uno o varios convenios internacionales, 

adopta, con fecha nueve de julio de mil novecientos cuarenta y ocho, el siguien- 
te Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre la libertad sindical y la 
protección del derecho de sindicación, 1948: 


PARTE I. LIBERTAD SINDICAL 


Art. 1%.- Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo para el 
cual esté en vigor el presente Convenio se obliga a poner en práctica las disposicio- 
nes siguientes. 


Art. 29.- Los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin au- 
torización previa, tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen 
convenientes, así como el de afiliarse a estas organizaciones, con la sola condición 
de observar los estatutos de las mismas. 


Art.3".- 1. Las organizaciones de trabajadores y de empleadores tienen el dere- 
cho de redactar sus estatutos y reglamentos administrativos, el de elegir libremente 
sus representantes, el de organizar su administración y sus actividades y el de for- 
mular su programa de acción. 


(1) Fecha de entrada en vigor: 4 de julio de 1950, 
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2. Las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención que tien- 
da a limitar este derecho o a entorpecer su ejercicio legal. 


Art. 4%.- Las organizaciones de trabajadores y de empleadores no están sujetas 
a disolución o suspensión por vía administrativa. 


Art. 5.- Las organizaciones de trabajadores y de empleadores tienen el derecho 
de constituir federaciones y confederaciones, así como el de afiliarse a las mismas, 
y toda organización, federación o confederación tiene el derecho de afiliarse a or- 
ganizaciones internacionales de trabajadores y de empleadores. 


Art. 6%.- Las disposiciones de los artículos 2, 3 y 4 de este Convenio se aplican a 
las federaciones y confederaciones de organizaciones de trabajadores y de emplea- 
dores. 


Art. 7%.- La adquisición de la personalidad jurídica por las organizaciones de 
trabajadores y de empleadores, sus federaciones y confederaciones no puede estar 
sujeta a condicionescuya naturaleza limite la aplicación de las disposiciones de los 
artículos 2, 3 y 4 de este Convenio 


Art. 8%.- 1. Al ejercer los derechos que se les reconocen en el presente Convenio, 
los trabajadores, los empleadores y sus organizaciones respectivas están obligados, 
lo mismo que las demás personas o las colectividades organizadas, a respetar la 
legalidad. Í 

2. La legislación nacional no menoscabará ni será aplicada de suerte que me- 
noscabe las garantías previstas por el presente Convenio. 


Art. 90.- 1. La legislación nacional deberá determinar hasta qué punto se apli- 
carán a las fuerzas armadas y a la policía las garantías previstas por el presente 
Convenio. 

2. De conformidad con los principios establecidos en el párrafo 8 del articulo 
19 de la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, la ratificación 
de este Convenio por un Miembro no deberá considerarse que menoscaba en modo 
alguno las leyes, sentencias, costumbres o acuerdos ya existentes que concedan a 
los miembros de las fuerzas armadas y de la policía garantías prescritas por el pre- 
sente Convenio. 


Art. 10.- En el presente Convenio, el término «organización» significa toda or- 
ganización de trabajadores o de empleadores que tenga por objeto fomentar y de- 
fender los intereses de los trabajadores o de los empleadores. 


PARTE II. PROTECCION DEL DERECHO DE SINDICACION 


Art. 11.- Todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo para el 
cual esté en vigor el presente Convenio se obliga a adoptar todas las medidas ne- 
cesarias y apropiadas para garantizar a los trabajadores y a los empleadores el libre 
ejercicio del derecho de sindicación. 


PARTE IM. DISPOSICIONES DIVERSAS 


Art. 12.- 1. Respecto de los territorios mencionados en el artículo 35 de la Cons- 
titución de la Organización Internacional del Trabajo, enmendada por el Instru- 
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mento de enmienda ala Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, 
1946, excepción hecha de los territorios a que se refieren los párrafos 4 y 5 de dicho 
artículo, tal como quedó enmendado, todo Miembro de la Organización que ra- 
tifique el presente Convenio deberá comunicar al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo, en el plazo más breve posible después de su ratificación, 
una declaración en la que manifieste: 

a) los territorios respecto de los cuales se obliga a que las disposiciones del 
Convenio sean aplicadas sin modificaciones; 

b) los territorios respecto de los cuales se obliga a que las disposiciones del 
Convenio sean aplicadas con modificaciones, junto con los detalles de dichas mo- 
dificaciones; 

c) los territorios respecto de los cuales es inaplicable el Convenio y los mo- 
tivos por los que es inaplicable; 

d) los territorios respecto de los cuales reserva su decisión. 

2. Las obligaciones a que se refieren los apartados-a) y b) del párrafo 1 de esté 
artículo se considerarán parte integrante de la ratificación y producirán sus mis- 
mos efectos. 

3, Todo Miembro podrá renunciar, total o parcialmente, por medio de una nue- 
va declaración, a cualquier reserva formulada en su primera declaración en virtud 
de los apartados b), c) o d) del párrafo 1 de este artículo. 

4. Durante los períodos en que este Convenio pueda ser denunciado, de con- 
formidad con las disposiciones del artículo 16, todo Miembro podrá comunicar al 
DirectorGeneral una declaración por la que modifique, en cualquier otro aspecto, 
los términos de cualquier declaración anterior y en la que indique la situación en 
territorios determinados. 


Art. 13.- 1. Cuando las cuestiones tratadas en el presente Convenio sean de 
la competencia de las autoridades de un territorio no metropolitano, el Miembro 
responsable de las relaciones internacionales de ese territorio, de acuerdo con el 
gobierno del territorio, podrá comunicar al Director General de la Oficina Interna- 
cional del Trabajo una declaración por la que acepte, en nombre del territorio, las 
obligaciones del presente Convenio. 

2. Podrán comunicar al Director General de la Oficina Internacional del Traba- 
jo una declaración por la que se acepten las obligaciones de este Convenio: 

a) dos o más Miembros de la Organización, respecto de cualquier territorio 
que esté bajo su autoridad común; o 

b) toda autoridad internacional responsable de la administración de cual- 
quier territorio, en virtud de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o 
de cualquier otra disposición en vigor, respecto de dicho territorio. 

3. Las declaraciones comunicadas al Director General de la Oficina Interna- 
cional del Trabajo, de conformidad con los párrafos precedentes de este artículo, 
deberán indicar si las disposiciones del Convenio serán aplicadas en el territorio 
interesado con modificaciones o sin ellas; cuando la declaración indique que las 
disposiciones del Convenio serán aplicadas con modificaciones, deberá especificar 
en qué consisten dichas modificaciones. 

4. El Miembro, los Miembros o la autoridad internacional interesados podrán 
renunciar, total o parcialmente, por medio de una declaración ulterior, al derecho a 
invocar una modificación indicada en cualquier otra declaración anterior. 

5, Durante los períodos en que este Convenio pueda ser denunciado de confor- 
midad con las disposiciones del artículo 16, el Miembro, los Miembros o la autori- 
dad internacional interesados podrán comunicar al Director General una declara- 
ción por la que modifiquen, en cualquier otro respecto, los términos de cualquier 
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declaración anterior y en la que indiquen la situación en lo que se refiere a la apli- 
cación del Convenio. 


PARTE IV. DISPOSICIONES FINALES 


Art. 14.- Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, 
para su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. 


Art.15.- 1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Orga- 
nización Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director 
General. 

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de 
dos Miembros hayan sido registradas por el Director General. 

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, 
doce meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación 


Art. 16.- 1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo 
ala expiración de un período de diezaños, a partir de la fecha en que sehaya puesto 
inicial mente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Director 
General de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta 
un año después de la fecha en que se haya registrado. 

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un 
año después de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo 
precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará 
obligado durante un nuevo periodo de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar 
este Convenio a la expiración de cada período de diez años, en las condiciones pre- 
vistas en este artículo. 


Art. 17.- 1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará 
a todos los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de 
cuantas ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los Miembros de 
la Organización. 

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda ra- 
tificación que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de 
los Miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente 
Convenio. 


Art. 18.- El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunica- 
rá al Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de con- 
formidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información 
completasobre todas las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya 
registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 


Art. 19.- Cada vezquelo estime necesario, el Consejo de Administración de la 
Oficina Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia General una memo- 
ria sobre la aplicación del Convenio y considerará la conveniencia de incluir en el 
orden del día de la Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial. 


Art. 20.- 1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que im- 
plique una revisión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio 
contenga disposiciones en contrario: 


A 
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a) la ratificación; por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, 
ipso jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones 
contenidas en el artículo 16, siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado 
en vigor; 

b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el 
presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros. 

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido 

actuales, para los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio re- 
visor. 


Art. 21.- Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igual- 
mente auténticas. 


14. CONVENIO N* 98 O.[T. 


Convenio relativo a la aplicación de los principios del derecho de 
sindicación y de negociación colectiva (2) 


La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo: 

Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Interna- 
cional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 8 de junio de 1949 en su trigési- 
ma segunda reunión; 

Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la aplica- 
ción de los principios del derecho de sindicación y de negociación colectiva, cues- 
tión que constituye el cuarto punto del orden del día de la reunión, y 

Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un 
convenio internacional, adopta, con fecha primero de julio de mil novecientos cua- 
renta y nueve, el siguiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre 
el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949: 


Art. 19.- 1. Lostrabajadores deberán gozar de adecuada protección contra todo 
acto de discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindical en relación con 
su empleo. 

2. Dicha protección deberá ejercerse especialmente contra todo acto que tenga 
por objeto: 

a) sujetar el empleo de un trabajador a la condición de que no se afilie a un 
sindicato o a la de dejar de ser miembro de un sindicato; 

b) despedir a un trabajador o perjudicarlo en cualquier otra forma a causa 
de su afiliación sindical o de su participación en actividades sindicales fuera de las 
horas de trabajo o, con el consentimiento del empleador, durante las horas de tra- 
bajo. 


Art. 20,- 1. Las organizaciones de trabajadores y de empleadores deberán gozar 
de adecuada protección contra todo acto de injerencia de unas respecto de las otras, 


(2) Fecha de entrada en vigor: 18 de julio de 1951. 
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ya se realice directamente o por medio de sus agentes o miembros, en su constitu- 
ción, funcionamiento o administración. 

2, Se consideran actos de injerencia, en el sentido del presente artículo, prin- 
cipalmente, las medidas que tiendan a fomentar la constitución de organizaciones 
de trabajadores dominadas por un empleador o una organización de empleadores, 
oasostener económicamente, o en otra forma, organizaciones de trabajadores, con 
objeto de colocar estas organizaciones bajo el control de un empleador o de una 
organización de empleadores. 


Art. 30.- Deberán crearse organismos adecuados a las condiciones nacionales, 
cuando ello sea necesario, para garantizar el respeto al derecho de sindicación de- 
finido en los artículos precedentes. 


Art. 4%.- Deberán adoptarse medidas adecuadas a las condiciones nacionales, 
cuando ello sea necesario, para estimular y fomentar entre los empleadores y las or- 
ganizaciones de empleadores, por una parte, y las organizaciones de trabajadores, 
por otra, el pleno desarrollo y uso de procedimientos de negociación voluntaria, 
con objeto de reglamentar, por medio de contratos colectivos, las condiciones de 
empleo. 


Art. 5%.- 1. La legislación nacional deberá determinar el alcance de las garantías 
previstas en el presente Convenio en lo que se refiere a su aplicación a las fuerzas 
armadas y ala policía. 

2. De acuerdo con los principios establecidos en el párrafo 8 del artículo 19 
de la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, la ratificación de 
este Convenio por un Miembro no podrá considerarse que menoscaba en modo 
alguno las leyes, sentencias, costumbres o acuerdos ya existentes, que concedan a 
los miembros de las fuerzas armadas y de la policía las garantías prescritas en este 
Convenio. 


Art, 60.- El presente Convenio no trata de la situación de los funcionaries públi- 
cos en la administración del Estado y no deberá interpretarse, en modo alguno, en 
menoscabo de sus derechos o de su estatuto. 


Art. 7%.- Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, 
para su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. 


Art. 8%.- 1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Orga- 
nización Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director 
General. 

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de 
dos Miembros hayan sido registradas por el Director General. 

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, 
doce meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación. 


Art. 9%.- 1. Las declaraciones comunicadas al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo, de acuerdo con el párrafo 2 del artículo 35 de la Consti- 
tución de la Organización Internacional del Trabajo, deberán indicar: 

a) los territorios respecto de los cuales el Miembro interesado se obliga a 
que las disposiciones del Convenio sean aplicada sin modificaciones; 
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b) los territorios respecto de los cuales se obliga a que las disposiciones del 
Convenio sean aplicadas con modificaciones, junto con los detalles de dichas mo- 
dificaciones; 

c) los territorios respecto de los cuales es inaplicable el Convenio y los mo- 
tivos por los cuales es inaplicable; 

d) los territorios respecto de los cuales reserva su decisión en espera de un 
examen más detenido de su situación. 

2. Las obligaciones a que se refieren los apartados a) y b) del párrafo 1 de este 
artículo se considerarán parte integrante de la ratificación y producirán sus mis- 
mos efectos. 

3. Todo Miembro podrá renunciar, total o parcialmente, por medio de una nue- 
va declaración, a cualquier reserva formulada en su primera declaración en virtud 
de los apartados b), c) o d) del párrafo 1 de este artículo. 

4. Durante los períodos en que este Convenio pueda ser denunciado de con- 
formidad con las disposiciones del artículo 11, todo Miembro podrá comunicar al 
Director General una declaración por la que modifique, en cualquier otro respecto, 
los términos de cualquier declaración anterior y en la que indique la situación en 
territorios determinados. 


Art. 10.- 1. Las declaraciones comunicadas al Director General de la Oficina 
Internacional del Trabajo, de conformidad con los párrafos 4 y 5 del artículo 35 de 
la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, deberán indicar si las 
disposiciones del Convenio serán aplicadas en el territorio interesado con modifi- 
caciones o sin ellas; cuando la declaración indique que las disposiciones del Conve- 
nio serán aplicadas con modificaciones, deberá especificar en qué consisten dichas 
modificaciones. 

2. El Miembro, los Miembros o la autoridad internacional interesados podrán 
renunciar, total o parcialmente, por medio de una declaración ulterior, al derecho a 
invocar una modificación indicada en cualquier otra declaración anterior. 

3. Durante los períodos en que este Convenio puede ser denunciado de confor- 
midad con las disposiciones del artículo 11, el Miembro, los Miembros o la autori- 
dad internacional interesados podrán comunicar al Director General una declara- 
ción por la que modifiquen, en cualquier otro respecto, los términos de cualquier 
declaración anterior y en la que indiquen la situación en lo que se refiere a la apli- 
cación del Convenio. 


Art. 11.- 1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo 
a la expiración de un período de diez años, a partir de la fecha en que sehaya puesto 
inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Director 
General de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta 
un áño después de la fecha en que se haya registrado. 

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un 
año después de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo 
precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará 
obligado durante un nuevo período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar 
este Convenio a la expiración de cada período de diez años, en las condiciones pre- 
vistas en este artículo. 


Art. 12.- 1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notifica- 
rá a todos los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de 
cuantas ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los Miembros de 
la Organización. 
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2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda ra- 
tificación que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de 
los Miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente 
Convenio. 


Art. 13.- El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunica- 
rá al Secretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de con- 
formidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información 
completasobre todas las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya 
registrado de acuerdo con los artículos precedentes. 


Art. 14.- Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la 
Oficina Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia General una memo- 
ria sobre la aplicación del Convenio y considerará la conveniencia de incluir en el 
orden del día de la Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial. 


Art. 15.- 1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que im- 
plique una revisión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio 
contenga disposiciones en contrario: 

a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, 
ipso jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones 
contenidas en el artículo 11, siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado 
en vigor; 

b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el 
presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros. 

2, Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido 
actuales, para las Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio re- 
visor. 


Art. 16.- Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igual- 
mente auténticas. j 1 
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